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INDICACIONES   PRELIMINARES 


Tiempo  es  ya  de  terminar  esta  voluminosa  qbra,  sobre  todo  en  lo  que 
se  refiere  á  las  instituciones  vigentes  en  los  Estados  europeos  y  en  los  de 
otros  continentes  que  siguen  el  principal  y  más  generalizado  de  los  ritos 
ó  compilaciones  de  principios  jurídicos  de  los  musulmanes.  Para  conse- 
guir aquel  objeto,  pretendemos  incluir,  á  ser  posible,  en  este  tomo  (si- 
quiera haya  necesidad  de  agregarle  un  Apéndice,  si  resultase  excesiva- 
mente voluminoso;  el  Derecho  codificado  y  el  doctrinal  de  Inglaterra,  y 
el  de  los  Estados  del  Norte  de  Europa  (Dinamarca,  Rusia  y  Suecia). 

Difícil  es  por  todo  extremo  la  realización  de  esta  parte  de  nuestro 
proyecto,  y  hemos  ido  aplazándola  hasta  colocarla  en  último  término. 
Ya  no  es  posible  demorar  mas  su  publicación,  y  sin  otra  pretensión  que 
la  de  dar  el  primer  paso  para  que  pueda  conocerse  en  conjunto  el  Dere- 
cho inglés,  en  sus  diversas  ramas,  y  las  instituciones  político-orgánicas 
y  algunos  de  ios  Códigos  y  leyes  más  importantes  de  los  demás  pueblos 
citados,  vamos  á  dar  al  publico  la  traducción  de  las  principales  disposi- 
ciones legales  y  otros  varios  trabajos  jurídicos,  resultado  de  laboriosa  y 
difícil  selección,  sobre  todo  en  lo  que  se  refiere  á  las  leyes  é  institucio- 
nes de  Inglaterra. 

Lo  mismo  los  escritores  ingleses  que  los  de  otras  naciones  que  de  esta 
materia  se  han  ocupado,  convienen  con  perfecta  unanimidad  en  que  es 
punto  menos  que  imposible  reunir  en  un  tratado  sistemático  y  ordenado 
lo  vigente  en  la  Gran  Bretaña,  en  cualquier  ramo  de  la  ciencia  jurídica  (1). 
¿Cómo  hemos  nosotros  de  abrigar  la  pretensión  de  hacer  una  compila- 
ción general  que  no  adolezca  de  grandes  defectos,  y  en  que  no  haya  infi- 
nidad de  deficiencias  y  hasta  algunos  errores,  si  en  ias  muchas  obras 
que  de  eminentes  jurisconsultos  hemos  examinado,  lo  mismo  de  Dere- 
cho político  y  administrativo  que  del  civil,  mercantil  y  penal,  apenas 


(1)     En  ln  sesifin  de  19  de  Febrero  de  1874    decía  H.  Fortsy Ih:  iLa  compilación  de  las  acta*  o  leyes 

del  Parlamento  es  un  caos,  una  obra  miestra  de  fraseología  extravagante  y  oscura i   Y   en  la  mis* 

ma  sesión  Be  hacía  notar  qae  en  treintay  siete  aDoa  se  habían  dictado  4. 178  actas  6  leyes  de  interés 
general,  y  8.088  de  interés  local  6  privado,  refiriéndose  aquellas  á  las  anteriores  que  continúan  en 
vigor,  éstas  á  otras  y  así  sucesivamente,  haciéndose  punto  menos  que  imposible  conocer  las  dispo- 
siciones vigentes. 
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hemos  encontrado  una  en  que  no  haya  lamentables  equivocaciones, 
consignando,  por  ejemplo,  como  vigentes  en  1884  numerosos  preceptos 
legales  derogados  algunos  antes  de  1830,  y  otros  muchos  durante  el 
tercer  cuarto  de  nuestro  siglot 

Y  no  se  asombre  el  lector  de  esto  que,  tratándose  de  las  instituciones 
de  otro  país,  sería  descuido  y  falta  imperdonable.  Bastará  agregar  á  lo 
dicho  algunas  indicaciones  para  convencerle  de  lo  fácil  y  casi  inevitable 
que  es  incurrir  en  estos  errores. 

Fijándose  en  la  historia  constitucional  de  Inglaterra,  se  observa  que 
el  comienzo  del  desarrollo  de  su  Derecho  político  escrito  trae  ya  ocho 
siglos  de  fecha,  sin  que  se  haya  dictado  una  sola  de  sus  cartas,  actas  ó 
bilis  que  compile  todo  lo  legislado  anteriormente,  ni  contenga,  por  con- 
siguiente, la  indispensable  cláusula  derogatoria.  Dos  siglos  (XII  y  XIII) 
comprende  el  periodo  de  las  Cartas  otorgadas  por  los  Reyes,  pudiendo 
calcularse  en  más  de  veinte  las  dictadas,  unas  para  consignar,  otras 
para  ampliar  y  muchas  para  recordar  y  confirmar  los  derechos  conce- 
didos ó  reconocidos  en  ellas  á  los  subditos  ingleses.  Casi  á  mediados  del 
siglo  XIII,  en  1265,  fueron  convocados  ya  los  Diputados  de  los  burgos  á 
las  Asambleas  de  los  de  la  nobleza  y  las  ciudades;  y  desde  fines  del  mis- 
mo siglo  (1295),  estas  convocatorias  y  reuniones  fueron  regulares, 
comenzando  en  esa  fecha  las  instituciones  parlamentarias  de  Inglaterra, 
en  su  forma  actual  ó  definitiva,  y  continuando,  durante  más  de  cinco 
siglos,  en  la  redacción  de  las  leyes,  el  mismo  sistema  de  aglomeración 
desordenada  y  confusa.  Esto  sin  contar  con  que  el  Common.  lato  (especie 
de  Derecho  consuetudinario)  aportaba  no  escaso  contingente  de  princi- 
pios preceptivos  en  todas  las  ramas  del  Derecho,  incluso  el  político.  ¿Es 
posible  que  un  escritor,  por  perspicaz  y  discreto  que  sea,  pueda  extraer, 
por  decirlo  asf,  y  ordenar  lo  vigente  en  millares  de  disposiciones,  en 
muchas  de  las  cuales  hasta  es  dudosa  su  prioridad  relativa? 

Y  si  de  esta  rama  del  Derecho  meramente  constitucional  pasamos  al 
administrativo  y  orgánico,  al  civil,  al  penal,  al  mercantil,  al  proce- 
sal, etc.,  en  todos  y  cada  uno  de  los  cuales  ocurre  exactamente  el  mismo 
fenómeno,  jqué  extraño  es  que,  á  pesar  de  todo  el  cuidado  por  nosotros 
puesto  al  consultar  y  comparar  las  muchas  compilaciones  y  tratados 
especiales  escritos  por  los  más  renombrados  autores,  no  tengamos  la 
seguridad  de  no  haber  incurrido  en  equivocaciones,  y  deje  nuestro  libro 
bastante  que  desear  respecto  de  la  claridad  y  del  buen  orden? 

Sin  embargo,  estas  deficiencias  no  alcanzan  á  las  materias  más  intere- 
santes parala  generalidad,  como  son  las  leyes  mercantiles,  las  maríti- 
mas, las  que  afectan  al  derecho  de  los  extranjeros  y  otras  análogas, 
porque  siendo  de  fecha  muy  reciente,  y  habiéndolas  tomado  nosotros  del 
diario  oficial  inglés  (The  London  Gazette),  consultado  éste  de  delante  á 
atrás  desde  fines  de  1893,  y  de  la  Colección  legislativa  inglesa,  claro  es 
que  lo  incluido  es  lo  vigente;  y  habiendo  procurado  que  la  traducción  sea 
completamente  literal,  podrá  ser  el  lenguaj'e  poco  castizo  y  nadacorrec- 
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to,  pero  reproduce  con  fidelidad  el  texto  de  las  leyes  ó  la  doctrina  de  los 
jurisconsultos  y  de  los  Tribunales. 

En  cuanto  a  los  Estados  del  Norte,  como  nuestras  relaciones  con  ellos 
son  muy  limitadas  y  no  ofrecen  gran  interés  para  nosotros  sus  institu- 
ciones jurídicas  relativas  á  su  Derecho  positivo  vigente,  nos  limitare- 
mos á  publicar,  además  de  la  parte  política  y  orgánica  de  su  Derecho, 
aquellas  leyes  y  cuerpos  legales  que  hemos  considerado  como  especia- 
les y  característicos  de  esos  pueblos. 

Tales  son  las  razones  ó  excusas  que  alegamos  ante  el  público  al  soli- 
citar su  indulgencia  para  este  libro. 

Madrid  y  Diciembre  1893. 

L»  Dirección. 
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PARTE  PRIMERA 


INSTITUCIQNES  DEJJt  GRAN  BRETAÑA 

SECCIÓN  PRIMERA 

INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  ORGÁNICAS 

CAPÍTULO  PRIMERO 

OJEADA  GENERAL  SOBRE  LA  SOCIEDAD  Y  LAS  INSTITUCIONES 
INGLESAS 

§  I.— EL  PUEBLO  T  LA  SOCIEDAD  INGLESA 

1.  El  pueblo  inglés:  desigualdad  social  é  igualdad  ante  la  ley.— a.  La  nobleza  y  bus  pri- 
vilegios.— 3.  Orden  de  sucesión  de  la  nobleza  inglesa.— 4.  El  estado  llano  (Cownoners) 
en  sus  diversos  órdenes— 5.  El  proletariado  antee  y  después  de  1875. 

1.  No  sin  razón  se  habla  de  Inglaterra  y  de  los  ingleses  como  de  un 
Estado  y  de  un  pueblo  en  que  todo  presenta  una  fisonomía  especial,  cho- 
cantes contrastes,  antinomias  al  parecer  ¡«solubles.  El  Reino  Unido  es, 
en  efecto,  el  país  de  las  desigualdades  sociales  (1),  á  la  vez  que  de  la  más 
perfecta  igualdad  ante  la  ley;  pero  todo  esto  tiene  su  fundamento  en  la 
historia  de  esa  nacionalidad.  Explícase  lo  primero,  por  las  hondas  y  du- 
raderas raíces  que  allí  echó  el  feudalismo;  y  lo  segundo,  por  la  prepon- 
derancia de  la  justicia  real  á  que  todos  debían  someterse,  y  que  aplicaba 
por  igual  la  ley  á  los  grandes  y  á  los  humildes.  Aunque  el  Derecho  inglés 
no  ha  reconocido  ni  reconoce  la  especie  de  castas  que  los  demás  Estados 
hasta  fines  del  pasado  siglo,  sin  embargo,  existen  de  hecho  dos  órdenes 
en  aquella  sociedad:  la  aristocracia  y  el  pueblo. 


(1)  Aunque  muchos  autores  que  de  esto  se  ocupan,  sólo  hablan  con  pueril  entusiasmo  de  la  igual- 
dad envidiable  que  allí  ha  predominado  desde  remotas  tiempos,  tengase  en  cuenta  que  se  refieren  ila 
igualdad  ante  la  ley,  pues  en  lo  demis  han  existido  y  aún  sf  ¡aten  notables  desigualdades, 
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S.  La  nobility  ó  pairía  no  constituye  una  cualidad  esencial,  genera- 
dora de  una  casta  propiamente  dicha,  sino  un  honor,  una  dignidad, 
siendo,  por  regla  general,  los  privilegios  más  bien  personales  que  de 
clase,  puesto  que  cualquier  ciudadano  puede  ser  nombrado  Par  del 
reino  y  ocupar  un  asiento  en  la  Alta  Cámara,  si  así  place  al  Soberano. 
No  obstante,  en  todo  delito  de  traición  ó  felonía,  los  Pares  sólo  pueden 
ser  juzgados  por  la  Cámara  respectiva.  En  los  demás  delitos  y  acciones 
degradantes  (misdemeanor),  son  juzgados  por  el  jurado  ordinario  de 
los  Commoners.  Del  citado  privilegio  gozan  también  los  Pares  de  Escocia 
y  los  de  Irlanda;  pero  no  forman  parte  do  la  Alta  Cámara.  El  segundo 
privilegio  de  que  disfrutaban  los  Pares,  esto  es,  el  de  no  poder  ser  pre- 
sos por  deudas,  no  tiene  ya  ese  carácter,  puesto  que  está  abolida,  en  ge- 
neral, la  prisión  por  ese  concepto.  El  último  de  sus  privilegios  se  refiere 
á  la  agravación  del  castigo  por  los  delitos  cuando  es  Par  del  reino  el 
ofendido. 

3.  La  dignidad  de  Pares  hereditaria  en  la  rama  ó  familia  del  varón, 
prefiriéndose  éstos  á  las  hembras;  pero  si  un  Par  tuviese  sólo  una  here- 
dera, podrá  serlo  también  de  su  dignidad  ó  título,  con  todas  las  preemi- 
nencias que  éste  lleva  consigo,  excepto  la  representación  en  la  Alta  Cá- 
mara. Los  nuevos  Pares  que  puede  crear  la  Corona,  lo  mismo  en  Ingla- 
terra que  en  Irlanda,  sólo  ennoblecen  al  favorecido  y,  á  su  debido 
tiempo,  á  sus  herederos  en  ffnea  directa,  y  se  pierde  la  dignidad  por  la 
muerte  sin  herederos  ó  por  un  bilí  of  attainder.  Los  títulos  de  nobleza 
que  puede  conceder  la  Corona,  son  los  mismos  que  en  España  se  cono- 
cen (Duque,  Marqués,  Conde,  Vizconde  y  Barón). 

4.  Los  que  no  forman  parte  de  esa  nobility,  esto  es,  la  gran  masa  de 
la  nación,  son  los  Commoners  (el  estado  llano),  que  se  subdividen  á 
su  vez  en  órdenes,  sin  privilegio  alguno  personal,  como  la  gentry  (clase 
media),  compuesta  de  los  grandes  propietarios,  hombres  de  carrera, 
comerciantes  ricos,  los  funcionarios,  los  eclesiásticos,  en  general,  y  los 
caballeros  de  varias  Órdenes,  y  sobre  todo  los  esquiros  y  los  gentlemen 
(hidalgos),  calidad  ó  rango  que  da  el  ser  descendiente  de  un  noble  ó  Par, 
ó  la  importancia  del  cargo  ó  profesión  que  se  ejerce.  Son  esquiros,  pro- 
piamente dichos,  los  hijos  de  los  Pares,  los  grandes  propietarios  y  los 
abogados.  Siguen  al  orden  de  la  gentry,  el  que  forman  los  comerciantes 
a]  por  menor,  los  artistas  ó  artesanos,  los  yeomen  ó  pequeños  propieta- 
rios, y  los  copyholders,  especie  de  enflteutas. 

a.  Finalmente,  constituyen  el  último  de  los  órdenes  de  la  sociedad 
inglesa,  los  jornaleros,  vendedores  ambulantes,  obreros  y  criados.  Estos 
se  han  hallado,  hasta  hace  poco,  en  Inglaterra,  en  irritante  desigualdad 
respecto  de  sus  patronos  y  de  sus  amos.  Antes  de  la  ley  de  13  de  Agosto 
de  1875,  se  consideraba  y  castigaba  siempre  como  un  delito  le  inejecu- 
ción de  un  contrato  de  servicio.  Hoy  solamente  se  considera  y  castiga 
como  tal,  cuando  puede  traer  un  perjuicio  á  los  servicios  ó  al  interés 
público;  pero  se  ha  iniciado  al  mismo  tiempo  en  las  leyes  una  reacción 
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favorable  al  obrero,  fijando  la  de  7  de  Septiembre  de  1880  la  suma  que  el 
patrono,  fabricante  ó  Compañía  han  de  abonar  al  obrero  inutilizado,  por 
cualquier  causa,  durante  su  trabajo,  y  cuya  suma  será  la  que  importe  el 
jornal  de  tres  años  de  un  obrero  de  su  misma  clase. 

8  II.— LIBERTADES  PÚBLICAS  DEL.  PUEBLO  INGLÉS 

1.  Garantía  de  los  derechos  del  hombre.— S.  La  libertad  individual.— 3.  Inviolabilidad 
del  domicilio. — 4.  Libertad  de  conciencia. — 5.  Libertad  de  imprenta.  —  6.  Libertad 
de  reunión. — 7.  Derecho  de  propiedad. — 8.  Libertad  de  industria  y  comercio. — 9.  Con- 
dición para  la  exigibilidad  de  los  impuestos. 

1.  Pero  lo  que  ha  honrado  y  honra  las  instituciones  de  la  Gran  Bre- 
taña, comparadas  con  las  de  otros  países  de  Europa,  no  es  sólo  lo  con- 
cerniente á  la  igualdad  ante  la  ley,  sino  también,  y  muy  especialmente, 
lo  relativo  á  las  libertades  públicas,  pues  allí  están  garantidas,  desde 
remotos  tiempos,  casi  todas  las  que  se  consideran  como  el  ideal  del  De- 
recho público  moderno. 

*.  La  libertad  individual  (condicionada  en  caso  de  inculpación)  es  un 
derecho  sagrado  aun  para  el  acusado  mientras  no  haya  recaldo  senten- 
cia condenatoria,  salvo  en  casos  raros  y  excepcionales,  según  se  verá 
más  adelante. 

3.  El  domicilio  es  inviolable,  no  pudiendo  hacerse  visitas  ni  pesquisas 
domiciliarias  sino  por  virtud  de  mandamiento  judicial,  estando  abso- 
lutamente prohibidas  las  órdenes  generales  para  registrar  ó  hacer  pes- 
quisas á  domicilio  en  todo  un  distrito  (1). 

4.  Lo  mismo  que  de  las  anteriores  puede  decirse,  en  la  actualidad,  de 
la  libertad  de  conciencia,  si  bien  es  de  fecha  muy  reciente,  siendo  ésta 
una  grave  deficiencia  que  se  notaba  en  la  liberal  Constitución  inglesa. 
Hasta  1829  no  se  reconocían  apenas  derechos  públicos  á  los  subditos  cató- 
licos, pues  las  incapacidades  eran  tan  numerosas  que  formaban  la  regla 
general,  y,  aun  después  de  esa  fecha,  han  continuado  los  creyentes  afilia- 
dos 6.  la  Iglesia  nacional  disfrutando  algunos  privilegios.  Hasta  la  ley 
de  1880,  sobre  cementerios,  tenían  que  enterrarse,  especialmente  en- las 
poblaciones  rurales,  todos  los  cadáveres  en  el  cementerio  protestante, 
imponiéndose  á  todos,  sin  distinción  de  creencias,  los  ritos  y  plegarias 
del  culto  de  la  mencionada  Iglesia.  La  fórmula  religiosa  del  juramento, 
suprimida  desde  1869  y  sustituida  por  la  simple  promesa,  sin  alusión 
alguna  á  la  creencia  religiosa,  y  el  no  permitir  que  se  obligue  á  nadie  en 
acto  alguno  á  declarar  su  religión,  si  la  tiene,  es  la  prueba  más  relevante 
de  que,  aunque  no  tan  pronto  como  las  demás  esferas  de  la  vida  pública, 
ha  llegado  Inglaterra  casi  al  más  alto  grado  de  la  libertad  religiosa,  si 
bien  aún  existe  alguna  restricción,  como  la  de  imponer  á  todos  forzosa- 

(1)  Bn  uno  de  sus  discursos  decía  Lord  Chatam:  iPndrán  entrar  fácilmente  el  sol,  la  lluvia  y  el 
viento  en  la  cabana  del  obrero  inglés;  paro  no  puede  penetrar  en  ella  el  Re/.> 
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mente  el  descanso  dominical,  excepto  á  los  obreros  judíos  que  trabajan 
en  fábricas  de  sus  correligionarios. 

ft.  En  cambio  es,  en  la  actualidad,  punto  menos  que  absoluta  la  liber- 
tad de  ¿aprensa,  sobre  todo  en  lo  que  se  refiere  á  la  vida  pública,  á  los 
actos  del  Gobierno  y  de  sus  funcionarios;  pero  es  excesivamente  severa 
la  ley  en  lo  relativo  á  las  infracciones  cometidas  contra  los  particulares, 
y  aun  en  esta  materia  ha  modificado  bastante  esa  severidad  la  ley  vi- 
gente, la  de  1881,  que  insertamos  más  adelante. 

«.  También  es  casi  absoluta  la  libertad  de  reunión,  pues  las  pocas 
restricciones  que  la  ley  establece  han  caído  en  completo  olvido,  y  sus 
prescripciones  puede  decirse  que  han  quedado  abolidas  por  el  desuso. 
Los  meetings  pueden  celebrarse  en  cualquier  parte  y  sin  permiso  alguno, 
con  tal  que  no  obstruyan  el  tránsito  por  la  vía  pública.  También  es  casi 
absoluta  la  libertad  de  asociación  para  todos  los  fines  lícitos  de  la  vida. 

7.  Como  consecuencia  de  la  libertad  individual,  se  reconoce  la  propie- 
dad como  inviolable,  sin  más  limitaciones  que  las  impuestas  por  las  sen- 
tencias de  los  Tribunales  ó  por  la  declaración  de  utilidad  pública,  ha- 
biéndose abolido  por  la  ley  de  4  de  Julio  de  1870  la  confiscación  y  la 
muerte  civil,  que  antes  era  una  pena  aneja  á  diversos  delitos.  Debe 
advertirse,  sin  embargo,  que,  como  se  verá  en  la  parte  correspondiente 
del  Derecho  civil,  la  propiedad  territorial  conserva  en  Inglaterra  ciertos 
vestigios  de  la  organización  feudal  (1),  aunque  vau  éstos  atenuándose  de 
día  en  día,  como  puede  observarse  leyendo  la  ley  de  Caza  vigente— la  de 
1881— que  después  insertamos. 

S.  Tampoco  desde  1856  encuentra  restricciones  en  la  ley  la  libertad  de 
industria  y  de  comercio,  salvo  las  naturales  concernientes  al  interés  pú- 
blico, imponiendo  la  observancia  de  reglamentos  de  higiene,  salubridad 
y  seguridad  pública,  y  reservándose,  además,  el  Estado  la  suprema  ins- 
pección para  garantir  el  interés  general  contra  la  desmedida  codicia  que 
puedan  manifestar  los  particulares  ó  las  Compañías,  y  la  necesidad  im- 
prescindible de  exigir  el  correspondiente  título  para  ejercer  determina- 
das profesiones,  como  la  de  Medicina,  por  ejemplo,  que  antes  era  libre. 

9.  Por  último,  ningún  inglés  está  obligado  a  pagar  impuestos  que  no 
se  hallen  autorizados  por  la  ley  de  Presupuestos,  que  deberá  votarse  to- 
dos los  años,  si  bien  el  de  gastos  sólo  en  16  que  se  refiere  á  los  ocasio- 
nados por  los  servicios  públicos  (2). 

(1)  No  es  que  censuramos  nosotros  Ib  libertad  da  testar  que  allí  existe  y  en  virtud  da  la  cusí  el 
padre  diapone,  en  general,  de  todos  ala  mayor  parte  de  sus  bienes  raíces  6  establee  i  míenlos  indus- 
triales en  favor  del  hijo  mayor.  Consideramos  éste  y  otros  hechos  análogos  como  reminiscencias  del 
feudalismo  en  la  conciencia  y  las  costumbres  del  pueblo  inglés. 

(2)  El  presupuesto  de  gastos  contiene  tres  ramos  ó  capítulos  principales,  á  saber:  los  intereses 
y  amortización  de  la  Deuda,  el  fondo  consolidado,  y  los  gastos  para  servicios  públicos. — El  presu- 
puesto de  ingresos  lo  constituyen  principalmente  la  recta  de  Aduanas,  la  sisa  (excite)  6  impuesto 
sobre  las  bebidas,  el  impuesto  sobre  la  renta  fincóme  fax),  el  timbre,  la  coatribución  territorial,  los 
correos  y  telégrafos,  y  las  rentas  de  los  bienes  de  la  Corona,  las  cuales  corresponden  al  Estado,  por 
las  razones  qne  indicamos  más  adelante  (párrafo  III,  número  9). 
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g  IU.-LA  MONARQUÍA  INGLESA:  EL  MONARCA  T  LA  CASA  REAL 

1.  Carácter  de  la  Monarquía  inglesa.— 2.  Fuentes  del  Derecho  constitucional.— 3.  Impor- 
tancia de  cada  una  de  estas  fuentes. — 4.  Fin  principal  á  que  todas  tienden. — 5.  Prerro- 
gativas de  la  Corona.-  -6.  Su  valor  real. — 7.  Orden  de  sucesión  al  Trono. — 8.  Títulos  de 
loa  Beyes  y  del  sucesor  inmediato.— 9.  Lista  civil.— 10.  Privilegios  de  que  goza  el  Rey 
consorte.— 11.  Régimen  interior  de  la  Casa  Real. 

I.  Es  la  forma  de  gobierno  de  Inglaterra  una  Monarquía  constitucio- 
nal ó  limitada  y  hereditaria,  fundada  en  una  serie  de  acuerdos  estable- 
cidos entre  la  nación  y  los  Reyes  en  diversas  épocas  de  su  historia,  sien- 
do la  frase  «por  la  Gracia  de  Dios»,  que  aún  se  emplea,  una  fórmula 
rutinaria  sin  sentido  alguno  positivo  (1). 

«.  Las  fuentes  del  Derecho  constitucional  inglés  pueden  dividirse  en 
cuatro  clases,  á  saber:  1.',  Los  pactos  fundamentales;  2.',  Los  tratados  y 
cuasi  tratados;  3.",  Los  estatutos;  y  4.',  Los  usos  y  costumbres.— Los  pac- 
tos principales  son  la  Carta  Magna,  el  6(7/  de  Derechos,  y  el  Acta  de  esta- 
blecimiento.—Los  tratados  y  cuasi  tratados:  el  de  Unión  con  Esco- 
cia (1707),  el  de  Unión  con  Irlanda  (1800),  y  el  Acta  de  1858,  relativa  á  la 
anexión  del  gobierno  de  la  India;  si  bien  estos  tratados  pueden  conside- 
rarse mas  bien  como  anexos  que  como  partes  integrantes  de  la  Consti- 
tución política. — Los  estatutos,  que  desarrollan  y  completan.  lo  precep- 
tuado en  los  pactos,  constituyendo  lo  que  podemos  llamar  parte  com- 
plementaria y  orgánica  de  la  Constitución;  tales  son  las  leyes  sobre 
garantías  judiciales,  la  libertad  religiosa,  las  de  imprenta,  reunión  y 
asociación,  las  electorales,  etc. — El  Derecho  consuetudinario  es  el  que 
rige  y  se  refiere  principalmente  á  la  organización,  atribuciones  y  rela- 
ciones mutuas  de  los  poderes  públicos. 

3.  La  fuente  más  importante  es,  por  consiguiente,  la  última  de  las 
mencionadas;  sigue  después,  en  este  mismo  concepto,  la  de  los  estatu- 
tos, siendo  la  de  menos  importancia  la  primera  de  las  que  hemos  hecho 
mención,  sobre  todo  en  lo  que  se  refiere  al  Derecho  político  actual. 

■1.  No  es  difícil  comprender  el  objeto  principal  de  estas  diversas  fuentes 
del  Derecho  constitucional  inglés.  Con  los  tratados  se  proponían  la  unidad 
y  el  engrandecimiento  de  la  Gran  Bretaña;  los  pactos,  los  estatutos  y  el 
Derecho  consuetudinario,  han  tenido  siempre  por  principal  objeto  afir- 
mar las  libertades  de  la  nación,  la  preponderancia  de  la  clase  media  y 
déla  Camarade  los  Comunes  que  la  representa,  sobre  la  Corona  y  la 
Cámara  de  los  Lores,  fin  que  puede  considerarse  ya  hoy  completamente 
realizado,  pues  las  antiguas  prerrogativas  de  la  Monarquía  sólo  existen 


[1)  Según  un  ilustre  escritor  contemporáneo,  la  constitución  política  de  Inglaterra  puede  resumir- 
le en  estos  termino*:  itln  Soberano  hereditario,  en  nombre  del  cual  los  Ministros,  únicos  responsables, 
ejecutan  la  voluntad  da  la  nación,  expresada  por  el  Parlamento.»  Franquaville,  Le  Gouuerneoienf  eí  la 
fíHewient  britanlquB»,  i.  I,  pag.  85. 
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en  teoría,   y  no  hay  quien  desconozca  la  evidente  supremacía  de  la 
Cámara  popular  sobre  la  de  los  privilegiados  Lores. 

5.  Sin  embargo,  como  de  derecho  existen  dichas  prerrogativas,  hare- 
mos, después  de  definirlas,  una  breve  enumeración  de  las  mismas. 

Entiéndese  por  prerrogativa,  la  preeminencia  especial  que  fuera  de! 
derecho  común  tiene  el  Rey  sobre  las  demás  personas  como  consecuen- 
cia de  la  dignidad  real.  Pueden  considerarse  como  principales  prerroga- 
tivas: 1.*,  La  de  la  irresponsabilidad  de  sus  actos,  teniendo  al  efecto  sus 
consejeros,  que  son  los  responsables  legales;  2.*,  La  de  no  estar  some- 
tido á  la  ley  general  de  la  menor  edad,  sino  que  lo  declara  mayor  el  Par- 
lamento cuando  lo  estima  conveniente;  3.*,  La  de  ser,  por  una  Acción  de 
origen  feudal,  el  único  propietario  del  suelo  inglés;  4.1,  La  de  ser  el  ori- 
gen de  todos  los  cargos,  honores,  dignidades  y  jurisdicción;  5.*,  La  de 
convocar,  suspender  y  disolver  el  Parlamento;  6.",  La  de  nombrar  ó  crear 
nuevos  Pares  del  reino,  pudiendo  modificar  asi  y  convertir  en  mayoría 
la  minoría  de  la  Alta  Cámara;  7.*,  La  de  sancionar  las  leyes,  haciéndo- 
las obligatorias;  8.a,  La  de  ser  el  jefe  ó  cabeza  visible  de  la  Iglesia  angli- 
cana;  9.",  La  de  poder  conceder  la  gracia  de  indulto;  10,  La  de  no  poder 
ser  demandado  ni  obligado  á  comparecer  ante  los  Tribunales;  11,  La  de 
ser  siempre  el  generalísimo  del  ejército  británico;  12,  La  de  celebrar  los 
tratados,  y  algunas  otras  preeminencias  de  menos  importancia. 

6.  Repetimos  que  la  mayor  parte  de  estas  prerrogativas  son  meras 
ficciones  legales,  pues  ó  han  caído  en  desuso,  ó  las  ejercitan  los  Minis- 
tros responsables,  y  algunas  de  ellas,  como  la  sanción  de  los  bilis,  es 
casi  exclusiva  del  Parlamento,  puesto  que  no  se  ha  dado  caso  de  que  el 
Rey  se  oponga,  porque  su  oposición  resultaría  inútil. 

7.  Las  reglas  y  el  orden  de  sucesión  al  Trono  de  Inglaterra  son  las  si- 
guientes: 1.',  La  Corona  es  hereditaria  aun  para  las  hembras;  2.*,  El  Rey 
habrá  de  profesar  siempre  la  religión  anglicana;  3.*,  Los  varones  son  pre- 
feridos á  las  hembras  de  la  misma  línea,  por  orden  de  primogenitura 
entre  aquéllos;  4.*,  Cuando  no  haya  descendientes  directos  pasará  la  Co- 
rona al  varón  de  más  edad  entre  los  colaterales  de  la  misma  línea;  5.',  Si 
en  la  línea  más  próxima  sólo  hubiese  hembras,  heredará  también  la  Co- 
rona la  de  más  edad  entre  éstas;  6.*,  Se  admite  el  derecho  de  represen- 
tación (1)  como  en  el  Derecho  común;  pero  la  herencia  de  la  Corona  será 
siempre  indivisible. 

La  teoría  inglesa  es  que  no  hay  verdadera  sucesión  al  Trono,  porque 
no  habiendo  solución  de  continuidad  entre  uno  y  otro  Monarca,  dicen 
allí  que  el  Rey  no  muere,  sino  que  se  transmite  la  Corona  á  otra  persona 
que  continúa  siendo  el  mismo  Rey  de  Inglaterra.  Como  se  ve,  esto  no  es 
más  que  un  sofisma,  ó  una  forma  especial  de  decir  que  la  función  no 


(1)  La  Reina.  Victoria  ha  heredado  al  Trono  da  Inglaterra  por  representación  de  au  padre  el  Duque 
de  Kent,  hermano  mayor  y  oucesor  de  Guillermo  IV,  con  exclusión  del  Duque  de  Cumberland,  que 
era  el  mayor  de  los  hermanos  supervivientes. 
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muere  ni  está  por  un  momento  en  suspenso,  que  no  se  admite  interreg- 
no alguno,  pues  en  el  momento  de  morir  la  persona  del  Monarca  rei- 
nante se  considera  ya  la  corona  en  poder  de  su  sucesor  inmediato. 

S.  Los  Reyes  de  Inglaterra  han  venido  tomando  el  titulo  de  Reyes  de 
Francia  hasta  181)1.  Jorge  III  tomó  el  de  Dei  gratia,  Britan.iaru.rn  rex, 
fldei  defensor  (Bey  de  (a  Gran  Bretaña,  por  la  gracia  de  Dios,  defensor 
de  la/e).  Un  bilí  de  1876,  por  cierto  muy  debatido  y  que  pudo  obtener 
mayoría  á  duras  penas,  modificó  este  título  disponiendo  que  en  lo  suce- 
sivo tomarla  Victoria  el  de  Reina  del  Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña 
é  Irlanda,  Emperatriz  de  las  Indias  (1),  defensora  de  la  fe.  El  presunto 
heredero  del  Trono  toma,  como  hijo  mayor  del  Soberano,  los  títulos  de 
Duque  de  Cornuailles,  Conde  de  Chester,  etc.,  y  la  denominación  especial 
de  Principe  de  Gales. 

9.  Para  atender  á  los  gastos  de  la  familia  real  y  dar  á  la  Corona  el 
esplendor  conveniente,  vota  el  Parlamento,  al  principio  de  cada  reinado, 
una  lista  civil,  habiéndose  refundido  en  ella  desde  muy  antiguo  las  ren- 
tas ordinarias  y  extraordinarias  de  la  Corona,  y  desde  la  muerte  de  Gui- 
llermo III  las  de  los  bienes  que  constituían  el  Real  Patrimonio,  aplicán- 
dose todas  en  beneficio  del  Estado.  En  el  reinado  de  Jorge  III  se  dictó 
una  ley  permitiendo  al  Rey  que  pudiese  adquirir  un  patrimonio  privado; 
pero  otra  de  principios  del  reinado  actual  dispuso  que  pasasen  al  Estado 
las  rentas  de  ese  Patrimonio,  votándose  en  compensación  la  actual  lista 
civil. 

ÍO.  El  Rey  ó  la  Reina  consortes,  aunque  no  tienen  atribución  alguna 
del  poder  real,  disfrutan  de  privilegios  especiales.  Su  persona  es  sagrada 
ó  inviolable,  y  las  Reinas  no  están  sujetas  á  las  incapacidades  y  restric- 
ciones que  las  demás  mujeres  inglesas;  pero  cuando  quedan  viudas  no 
pueden  casarse  sin  el  consentimiento  del  heredero  de  su  esposo.  Una 
vez  obtenido  este  consentimiento,  pueden  efectuarlo  aunque  sea  con  un 
hombre  del  pueblo.  El  resto  de  la  familia  real  lo  forman  todos  aquéllos 
que  tienen  derechos  eventuales  al  Trono. 

■I.  Para  el  régimen  y  administración  interior,  se  divide  en  la  actuali- 
dad la  Casa  Real  en  cuatro  departamentos,  á  saber:  1.°,  La  Intendencia  ge- 
neral, que  en  otro  tiempo  tenía  considerables  atribuciones  judiciales,  ya 
casi  nulas,  y  de  la  que  forman  parte  el  Tesorero,  el  Interventor,  el  Ma- 
yordomo y  algún  otro  funcionario;  2.°,  El  del  Lord  Chambelán,  con  el 
Vicechambelán,  Lores  de  Cámara,  Jefe  de  los  gentiles  hombres  de  ar- 
mas y  de  los  Guardias  de  Corps;  3.°,  El  de  las  damas,  presidido  por  la  Ca- 
marera mayor;  4.°  El  del  Jefe  de  caballerizas.  La  mayor  parte  de  los  que 
desempeñan  estos  cargos  varían  á  la  caída  de  cada  Ministerio. 


(IJ    Bata  titulo  sólo  so  emplea  en  las  leyes  6  documentos  que  as  refieren  á  las  Indias  o  &  las  coló* 
oías.  En  los  demás  aigoe  adoptando  la  fórmula  de  Jorge  III. 
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§  IV.--  EL  GABINETE  Y  EL  CONSEJO  PRIVADO 

1.  Res  pone  abü  i  dad  de  los  Ministros. — 2.  A  quién  corresponde  y  quién  hace  en  realidad  so. 
nombramiento.— 3.  Recíproca  influencia  de  los  poderes.— 4.  Número  de  miembros  del 
Gabinete. — 5.  Relativa  independencia  entre  las  Cámaras  y  el  Gobierno. — 6.  Los  Subse- 
cretarios.— 7.  Ministerios  de  la  Guerra  y  de  la  Gobernación. — 8.  Otros  centros  adminis- 
trativos.— 8.  Independencia  de  la  justicia  y  de  la  administración. — 10.  £1  Consejo  pri- 
vado (Councií).— 11.  Húmero  de  Consejeros.— 13.  Sus  atribuciones. 

1.  Según  puede  deducirse  de  las  anteriores  indicaciones,  el  Monarca 
apenas  toma  hoy  en  Inglaterra  iniciativa  en  los  asuntos  políticos.  Por 
eso  no  tiene  responsabilidad  alguna,  siendo  de  los  Ministros  toda  la  que 
pueda  resultar  de  los  actos  en  que  intervengan;  y  como  esta  responsa- 
bilidad ha  de  exigirla  el  Parlamento,  claro  es  que  los  Ministros  han  de 
«justar  sus  actos  al  criterio  de  la  mayoría  de  aquél,  convirtiéndose  en 
agentes  ó  representantes  de  ésta  y  no  del  Monarca. 

a.  Las  grandes  ventajas  que  sobre  los  pueblos  del  Continente  tiene 
el  inglés,  consisten  en  que  se  preocupa  poco  de  las  palabras,  y  atiende, 
ante  todo,  al  fondo  de  las  cosas.  Con  arreglo  á  la  letra  de  las  leyes,  pare- 
ce que  conserva  la  Corona  sus  tradicionales  prerrogativas,  pero,  en  rea- 
lidad, han  quedado  éstas  reducidas  á  cosa  bien  insignificante.  Esto  suce- 
de, por  ejemplo,  con  el  nombramiento  de  los  Ministros.  En  un  principio 
la  Corona  los  nombraba  y  hasta  determinaba  su  línea  de  conducta  po- 
lítica. A  fines  del  siglo  pasado  ya  no  ejercía  influencia  alguna  en  dicha 
conducta,  y  en  la  actualidad  no  ejerce  más  derecho  electivo  que  el  del 
mero  encargo  dado  á  una  persona — que  habrá  de  ser  siempre  la  de- 
signada por  la  opinión  y  por  la  mayoría  de  la  Cámara  de  los  Comunes— 
á  fin  de  que  designe  á  su  vez  las  que  han  de  formar  el  Gabinete  que 
ha  de  presidir,  y  cuyos  individuos  se  eligen,  por  regla  general,  entre  los 
miembros  más  influyentes  de  la  mayoría  de  ambas  Cámaras.  De  este 
modo,  aunque  en  apariencia  sea  la  Corona  la  que  elige  sus  Ministros, 
en  realidad  quien  los  designa  es  la  opinión  pública,  representada,  por 
regla  general,  por  la  mayoría  del  Parlamento,  y  cuando  esto  no  es  po- 
sible por  circunstancias  especiales,  por  la  Corona,  que  en  la  opinión  se 
inspira. 

S.  El  Poder  ejecutivo  y  el  legislativo  ejercen  una  influencia  recíproca 
constante.  El  Gabinete  vive  y  tiene  tanta  más  autoridad,  cuanta  mayor 
es  la  confianza  que  inspira  á  la  Cámara  de  los  Comunes,  y  como  gene- 
ralmente el  jefe  de  la  mayoría  es  también  el  Presidente  del  Ministerio, 
claro  es  que  éste  ha  de  ejercer  decisiva  influencia  en  aquélla,  que  debe- 
rá  apoyar  la  política  del  Gobierno,  pues  éste  se  compondrá  de  los  hom- 
bres de  Estado  más  notables  del  partido  dominante  y  favorito  de  la  opi- 
nión pública  en  aquel  momento.  Cuando  los  Gobiernos  pierden  el  apoyo 
de  los  partidos  ó  éstos  el  de  la  opinión,  deben  caer  del  poder  irremisi- 
blemente, si  no  quieren  crear  una  situación  de  tirantez  y  de  violencia. 
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Esto  es  lo  que  los  hombres  de  Estado  de  la  Gran  Bretaña  comprenden  y 
practican  como  en  ningún  otro  pueblo. 

4.  El  Gabinete  consta  de  los  siguientes  miembros:  el  primer  Ministro 
ó  Presidente  (el  primer  Lord  de  la  Tesorería},  el  Lord  Canciller,  el  Lord 
Presidente  del  Consejo  privado,  el  Lord  del  Sello  privado,  los  cinco  Se- 
cretarios de  Estado  (Interior,  Negocios  extranjeros,  Colonias,  Guerra  é 
India),  el  primer  Lord  del  Almirantazgo,  el  Secretario  de  Estado  de  Ir- 
landa, el  Presidente  del  Consejo  de  Comercio,  el  de  la  Junta  de  Gobierno 
local,  y  el  Canciller  del  Ducado  de  Lancaster.  Este  considerable  número 
de  individuos,  aumentado  con  los  Subsecretarios  de  los  cinco  departa- 
mentos antes  citados  y  otros  altos  funcionarios,  hace  que  se  dé  cabida 
en  cada  nuevo  Gabinete  á  los  políticos  más  notables  de  cada  partido, 
cuyo  programa  será  el  mismo  del  Gobierno,  y  viceversa,  y  de  aquí  la 
comunidad  de  ideas  y  aspiraciones. 

5.  Esto  no  obstante,  hay  entre  las  Cámaras  y  los  Gobiernos  ingleses 
mucha  más  libertad  é  independencia  que  en  los  de  los  demás  países,  no 
siendo  raro  ver  que  uno  6  varios  Ministros  sufren  varias  derrotas  con- 
secutivas en  el  Parlamento,  aun  en  cuestiones  de  cierta  importancia,  sin 
que  se  crean  por  esto  obligados  á  dimitir  ni  incompatibles  con  la  ma- 
yoría de  las  Cámaras,  mientras  por  éstas  no  se  les  dé  un  formal  voto  de 
censura. 

O.  Es  también  altamente  previsora  y  conveniente  la  existencia  de  dos 
Subsecretarios  en  cada  departamento,  á  saber:  uno  parlamentario,  que 
varía  con  la  situación  política,  y  otro  permanente,  encargado  del  despa- 
cho de  los  expedientes  y  negocios  corrientes  en  cada  Centro. 

7.  Nada  especial  hay  que  decir  de  los  Ministerios  de  Negocios  extran- 
jeros, Colonias  é  India,  pero  no  asi  del  de  la  Guerra  y  del  Interior.  El  pri- 
mero apenas  tiene  importancia,  pues  sólo  conoce  de  los  asuntos  de  mera 
tramitación  y  administrativos,  siendo  las  cuestiones  principales,  como 
la  del  persona]  y  otras,  de  la  competencia  del  Comandante  general  del 
ejército.  El  segundo,  aunque  son  muy  limitadas  sus  funciones  puramen- 
te administrativas  á  consecuencia  de  la  autonomía  de  la  administración 
local,  ejerce  en  cambio  ciertas  funciones  judiciales  á  falta  del  Ministro 
de  Justicia.  Es  el  encargado  de  recibir  las  peticiones  y  memoriales  diri- 
gidos á  la  Reina;  interviene  en  el  nombramiento  de  los  Pares;  propone  la 
concesión  de  los  privilegios  de  invención,  y  conoce  en  toda  clase  de 
dispensas  legales.  Encarga  de  ciertas  comisiones  á  los  Jueces  de  paz; 
es  el  Jefe  superior  de  la  policía  y  milicia  de  la  nación;  nombra  los  Jefes 
de  policía  retribuidos  por  las  ciudades  y  los  Jueces  de  los  Tribunales  de 
sesiones  trimestrales;  es  el  Superintendente  de  las  prisiones,  y,  de  dere- 
cho al  menos,  el  Jefe  del  Registro  civil,  pues  de  hecho  lo  es  el  Registrar 
general.  Por  último,  es  el  que  emite  su  parecer  en  cada  caso  respecto 
del  ejercicio  de  la  gracia  de  indulto  por  la  Reina. 

8.  Además  de  estos  Ministros  y  Secretarios  de  Estado,  existen  otros 
departamentos  de  administración  central,  como  el  de  Comercio,  el  de 
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Obras  y  edificios  públicos,  el  del  régimen  de  los  pobres,  el  del  Almiran- 
tazgo, etc.;  y  en  materia  judicial,  el  Lord  Canciller,  el  Attorney  general  y 
el  Solieitor  general,  de  cuyas  atribuciones  nos  ocupamos  al  tratar  de 
la  organización  judicial. 

9.  Una  de  las  excelentes  condiciones  de  la  administración  inglesa  es 
la  de  no  existir  justicia  administrativa  y  estar  perfectamente  deslindadas 
las  funciones  administrativas  y  judiciales,  debiendo  presentarse  ante  los 
Tribunales  ordinarios  y  resolverse  por  ellos  todos  los  litigios  que  se  pro- 
muevan en  esta  materia,  incluso  las  querellas  contra  los  empleados  pú- 
blicos por  faltas  y  delitos  cometidos  ó  por  perjuicios  causados  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones.  Por  esta  razón  es  allí  efectiva  la  responsabilidad 
que  en  España  y  otros  países  puede  decirse  que  es  letra  muerta. 

ÍO.  Terminaremos  esta  materia  dedicando  algunos  párrafos  al  Con- 
sejo privado  (Council)  de  los  Monarcas,  y  cuya  principa]  misión  es  emitir 
su  parecer  ó  dar  su  consejo  al  Rey  cuando  se  trata  de  los  derechos  de 
soberanía  que  éste  puede  ejercer  independientemente  del  Parlamento. 

11.  El  número  de  Consejeros  es  ilimitado,  y  no  se  necesita  para  poder 
ser  llamado  á  él  mas  que  ser  inglés  de  nacimiento.  El  Presidente  es  nom- 
brado por  el  Monarca  entre  los  individuos  del  Gabinete.  Para  toda  reso- 
lución es  necesaria,  por  lo  menos,  la  presencia  de  seis  Consejeros,  sien- 
do el  Presidente  el  encargado  de  presentar  al  Rey  todas  las  decisiones. 

l».  En  Derecho  estricto,  en  teoría,  son  numerosas  é  importantísimas 
las  atribuciones  del  Consejo  privado,  pues  deben  dictarse  de  acuerdo 
con  éste  los  más  importantes  decretos,  las  órdenes  de  disolución  ó  sus- 
pensión del  Parlamento,  la  ejecución  de  los  tratados  internacionales,  la 
aprobación  ó  desaprobación  de  las  resoluciones  de  las  Cámaras  colo- 
niales, etc.;  pero  de  hecho,  y  en  la  práctica,  queda  relegado  en  todo  esto 
á  segundo  término,  arreglando  definitivamente  todos  los  acuerdos  y 
decretos  el  Gabinete  de  conformidad  con  las  Cámaras,,  y  limitándose  el 
Consejo  privado  á  dar  su  sanción  por  pura  fórmula,  viniendo  á  ser,  en 
otros  muchos  asuntos,  una  especie  de  corporación  de  confianza  de  las 
Instituciones,  á  la  que  se  notifican  todos  los  acontecimientos  impor- 
tantes que  afectan  á  la  familia  real,  y  entregan  los  sellos  los  Ministros 
salientes,  para  que  á  su  vez  haga  entrega  de  aquéllos  á  los  entrantes. 
Tiene,  además,  ciertas  atribuciones  en  materia  judicial,  comercia!,  de 
educación  e  instrucción  pública,  etc.,  que  ejerce  por  medio  de  comisio- 
nes ó  juntas  especiales,  algunas  de  las  cuales  son  de  carácter  perma- 
nente é  instituidas  por  la  ley. 

Tales  son,  descritos  á  grandes  rasgos,  los  principales  organismos  del 
Poder  ejecutivo  y  de  la  Administración  pública  en  Inglaterra. 
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§  V— PODER  LEGISLATIVO:  LAS  CÁMARAS 

1.  Elementos  que  constituyen  el  Poder  legislativo.— 2.  Quién  representa  al  Rey  en  el  Par- 
lamento, y  atribuciones  del  Monarca. — 3.  Privilegios  del  Parlamento.— 4.  Procedimien- 
to en  los  litigios  de  su  competencia.—  5.  Principales  atribuciones  del  Parlamento:  publi- 
cidad de  las  sesiones. — 6.  Atribución  especial  del  Parlamento  inglés. — 7.  Dónde  reside 
el  ejercicio  de  la  autoridad  legislativa. — 8.  Causas  principales  de  los  defectos  de  las 
leyes  inglesas. — 9.  Tendencia  recopiladora  en  nuestra  época.  — 10.  Camarade  los  Lores: 
bu  composición. — II.  ídem  de  los  Comunes. 

I.  Si  atendemos  á  la  letra  de  la  ley  y  á  lo  que  del  Derecho  tradicional 
se  considera  vigente  en  Inglaterra,  habría  que  decir,  con  algunos  auto- 
res, que  el  Poder  legislativo  lo  constituyen  allí  tres  elementos  distintos: 
el  Rey,  la  Cámara  de  los  Lores  y  la  de  los  Comunes,  y  esto  ha  sucedido, 
en  efecto,  en  los  pasados  siglos;  pero  en  la  actualidad  puede  considerarse 
como  letra  muerta  la  ley  y  el  Derecho  consuetudinario  que  asi  lo  consig- 
nan, estando  en  palmaria  contradicción  con  los  hechos  la  célebre  teoría 
del  contrapeso  ó  equilibrio  de  los  poderes.  El  papel  legislativo  de  la  Co- 
rona está  hoy  reducido  casi  &  la  nulidad,  y  á  bien  poca  cosa  el  de  la  Cá- 
mara de  los  Lores,  pudiendo  decirse  que  todo  el  peso  del  Gobierno  gra- 
vita y  gira  en  derredor  de  la  Cámara  de  los  Comunes,  que  constituye 
allí  un  poder  tan  preponderante,  que  serla  peligroso  en  otro  país  en  que 
eí  pueblo  no  fuese  tan  reflexivo  y  aferrado  á  las  tradiciones. 

¿.  No  asistiendo  ya  hoy  el  Rey  al  Parlamento  como  sucedía  antes  del 
reinado  de  Jorje  I,  está  representado  en  él  por  el  Lord  Canciller;  y  aun- 
que de  hecho  conserva  pocas  atribuciones,  de  derecho  puede  decirse, 
con  algunos  autores,  que  el  Rey  es  el  principio  y  el  fin  de  cada  Parla- 
mento, puesto  que  sólo  por  su  orden  puede  ser  convocado,  reunido 
(salvo  en  caso  de  muerte  del  Monarca),  suspendido  ó  disuelto. 

3.  Tanto  el  Parlamento,  como  entidad  ó  corporación,  como  cada  cual 
de  sus  miembros,  han  disfrutado  numerosos  privilegios,  algunos  de  los 
cuales  han  sido  restringidos,  otros  han  desaparecido,  y  muchos  han 
sido  confirmados  por  las  nuevas  leyes,  siendo  los  principales:  la  liber- 
tad de  la  palabra  y  la  irresponsabilidad  por  las  opiniones  emitidas  en 
las  sesiones;  la  facultad  y  el  derecho  de  aconsejar  al  Soberano  (los  Lores 
individualmente  y  ios  Comunes  en  corporación);  la  agravación  de  la 
pena  por  los  delitos  cometidos  contra  su  persona;  el  privilegio  de  no 
poder  ser  presos  sin  el  consentimiento  de  la  Cámara  respectiva,  á  no 
ser  en  caso  de  flagrante  delito,  etc.,  etc.  Estos  privilegios  no  llegan,  sin 
embargo,  hasta  á  justificar  un  acto  ilegal. 

4.  Cuando  el  Parlamento  ó  una  de  sus  Cámaras  actúa  como  Tribunal 
en  los  asuntos  que  son  objeto  de  privilegio,  no  está  sujeto  á  las  formas 
del  procedimiento  ordinario,  sino  que  sigue  las  del  suyo  especial,  y  los 
inculpados  quedan  privados  de  las  garantías  que  disfrutan  ante  los  Tri- 
bunales ordinarios,  incluso,  en  ciertos  casos,  de  la  de  la  libertad  provi- 
sional bajo  fianza. 
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5.  No  hay  necesidad  de  entrar  aquí  en  cuestiones  de  detalle  acerca  de 
la  principal  misión  del  Parlamento,  que  es  la  legislativa,  ni  del  orden  y 
procedimiento  en  las  discusiones,  pues  además  de  que  existen  pocas 
diferencias  entre  lo  que  hacen  el  de  Inglaterra  y  los  de  las  naciones  del 
Continente,  habremos  de  ocuparnos  de  ello  en  lugar  más  oportuno.  En 
cuanto  á  la  publicidad  de  las  sesiones,  que  de  hecho  estaba  admitida,  lo 
está  también  de  derecho  desde  1875,  sobre  todo  por  la  Cámara  popular. 

©.  Existe,  sin  embargo,  una  diferencia  de  verdadera  transcendencia 
doctrinal  y  práctica  entre  las  atribuciones  del  Parlamento  inglés  y  las 
que  tienen  las  Cortes  de  los  demás  países  europeos,  á  saber:  que  lo  mis- 
mo puede  dictar,  reformar  ó  derogar  una  ley  constitucional  que  una  ley 
ordinaria,  es  decir,  que  tienen  sus  Cámaras  el  doble  carácter  de  ordina- 
rias y  Constituyentes,  atribución  que,  desde  el  punto  de  vista  abstracto 
de  la  doctrina,  podrá  ser  impugnada  con  razones  más  ó  menos  podero- 
sas, pero  cuya  conveniencia  en  la  práctica  no  puede  ponerse  en  tela  de 
juicio,  sobre  todo  si  se  sigue  en  la  confección  de  las  leyes  un  procedi- 
miento más  racional  y  ordenado  que  el  seguido  en  Inglaterra  casi  hasta 
la  segunda  mitad  de  nuestro  siglo,  y  se  procede  con  el  tacto  y  la  cordura 
que  allí  ha  prevalecido  casi  siempre. 

7.  Aunque  la  autoridad  legislativa  existe  de  derecho  en  el  Parlamento, 
dictan  decisiones  y  disposiciones  que  participan  de  este  carácter:  el  Go- 
bierno ó  Poder  ejecutivo  (Reales  decretos  y  órdenes),  los  Parlamentos 
coloniales,  las  Corporaciones,  y  aun  los  Tribunales;  pero  claro  es  que  el 
Parlamento  puede  derogar  y  reivindicar  para  sí  estas  atribuciones.  De 
cualquier  modo,  la  autoridad  preponderante  reside  en  la  Cámara  de  los 
Comunes,  que,  como  en  otro  lugar  decimos,  es  la  que  elige  ó  designa  y 
depone  los  Ministros,  si  bien  defiriendo  siempre  á  las  tendencias  y  ma- 
nifestaciones de  la  opinión  pública. 

S.  Tanto  por  razón  de  esta  multiplicidad  de  orígenes  del  Derecho  es- 
crito, cuanto  por  la  escasez  que  hay  en  el  Parlamento  de  abogados  y 
personas  peritas  en  el  derecho  y  que  comprendan  cuan  conveniente  es 
la  claridad,  la  precisión  y  la  propiedad  del  lenguaje  en  la  redacción  de 
las  leyes,  y  la  necesidad  de  fundamentar  éstas  concienzudamente,  hace 
que  puedan  considerarse  las  leyes  inglesas,  según  hemos  dicho,  como 
modelo  de  confusión  y  desorden,  hastael  punto  de  que  el  Lord  Jefe  su- 
premo de  la  justicia  inglesa  decía  poco  ha  en  pleno  Parlamento:  «No  hay 
seguramente  entre  nosotros  uno  que  no  tiemble  ante  la  sola  idea  de  te- 
ner que  interpretar  una  ley.» 

9.  Sin  embargo,  tantas  y  de  tal  autoridad  han  sido  las  personas  que 
en  el  Parlamento  y  fuera  de  él  han  clamado  contra  dicha  confusión  y 
desorden,  que  se  va  generalizando  la  tendencia  recopiladora  en  las  le- 
yes, y  al  presentar  un  bilí  para  reformar  alguna  de  las  existentes  acerca 
de  cualquier  materia,  se  procura  estudiar  y  resumir  cuanto  se  halla  en 
vigor  sobre  la  misma,  y  en  muchas  se  emplea  ya  la  cláusula  derogatoria 
más  ó  menos  absoluta. 
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■O.  Diremos,  para  terminar,  algunas  palabras  acerca  de  las  dos  Cá- 
maras que  componen  el  Parlamento,  á  reserva  de  consignar  .en  lugar 
más  oportuno  los  datos  necesarios  para  conocer  á  fondo  estos  Cuerpos 
Colegís]  adores. 

Compónese  la  Cámara  de  los  Lores  de  unos  500  miembros,  que  toman 
asiento  en  ella  á  titulo  hereditario  ó  por  elección;  siendo  Lores  por  el 
primer  concepto:  1.°,  Por  derecho  propio,  los  hijos  de  los  Lores  ingleses 
y  escoceses  fallecidos;  2.°,  Los  Pares  creados  por  el  Soberano  (nobleza 
nueva)  y  que  de  hecho  suelen  ser  unos  40  en  cada  reinado,  aunque  no 
hay  limitación  impuesta  por  la  ley;  3.",  Los  Príncipes  de  la  familia  real 
y  los  hijos  de  los  Lores,  cuando  el  Rey  los  autorice  al  efecto;  4.°,  Los  Ar- 
zobispos de  York  y  Cantorbery,  casi  todos  los  Obispos  de  Inglaterra  y 
tres  Obispos  de  Irlanda.  A  titulo  electivo  toman  asiento  en  la  Cámara  24 
Pares  de  Irlanda,  elegidos  de  por  vida  por  la  nobleza  del  país,  y  46  do 
Escocia;  pero  éstos  elegidos  sólo  por  la  duración  de  un  Parlamento. 

11.  La  Cámara  de  los  Comunes  se  compone  de  658  Diputados,  elegidos 
por  siete  anos  por  los  electores  de  los  Condados,  de  los  burgos  y  de  las 
Universidades.  Su  cargo  es  gratuito  y  obligatorio  una  vez  aceptado,  no 
habiendo  otro  medio  do  eximirse  de  esta  obligación  que  el  de  acoplar 
un  cargo  retribuido  por  el  Estado. 

No  creemos  indispensable  consignar  más  datos  en  esta  breve  resena 
respecto  de  las  entidades  y  Cuerpos  Colegisladores. 

§  VI.-XNSTITUCIONES  REGIONALES  Y  COLONIALES 

1,  unión  del  país  de  Gales.— 8.  Conquista  y  anión  de  Irlanda.— 3.  Unión  personal  y 
legislativa  de  Escocia.— 4.  lelas  de  Europa.— 5.  La  India.— 6.  Las  demás  colonias 
inglesas.  * 

1.  No  obstante  los  esfuerzos  hechos  por  los  ingleses  para  dar  unidad 
á  las  diversas  regiones  que  hoy  forman  el  Reino  Unido  de  la  Gran  Bre- 
taña, el  hecho  es  que  sólo  han  conseguido  por  completo  su  propósito 
respecto  del  país  de  Gales  por  la  ley  de  1536,  que  proclamó  la  unión  sobre 
la  base  de  la  más  perfecta  igualdad  de  derechos  y  deberes  entre  los 
habitantes  de  los  dos  antiguos  reinos,  dando  á  dicho  país  una  organiza- 
ción administrativa  análoga  á  la  de  Inglaterra,  dividiéndolo  en  doce 
condados,  etc. 

*.  Como  en  Irlanda  era  casi  nominal  la  soberanía  de  los  Reyes  de  In- 
glaterra, hubo  de  sostener  ésta  una  lucha  tenaz,  que  terminó,  bajo  un  as- 
pecto, en  1542,  entrando  aquella  isla  á  formar  parte  de  los  dominios  de 
la  Monarquía  inglesa,  aunque  con  organización,  Parlamento  y  leyes  es- 
peciales; pero  siendo  la  religión  católica  la  de  la  inmensa  mayoría  de  los 
irlandeses,  promoviéronse  infinidad  de  sangrientas  luchas  religiosas,  en 
las  que  casi  siempre  llevaron  aquéllos  la  peor  parte,  incluso  en  la  última, 
que  estalló  en  1798;  pero  los  hombres  de  Estado  ingleses  comenzaron  á 
preocuparse  de  la  situación  de  aquellos  desgraciados  católicos,  y  sobre- 
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poniéndose  á  las  exigencias  de  los  protestantes  irlandeses,  resolvieron 
llevar  á  cabo  la  unión,  estableciendo  una  especie  de  pacto,  cuyas  princi- 
pales bases  consignamos  más  adelante. 

3.  Sabido  es  que  Escocia  é  Inglaterra  formaron  dos  reinos  distintos 
hasta  el  advenimiento  de  Jacobo  I,  que  reunió  ambas  Coronas.  Sin  em- 
bargo, por  más  que  hizo  el  Rey  para  establecer  la  unión  de  los  dos  países 
bajo  una  legislación  común,  se  estrellaron  sus  esfuerzos  contra  los  pre- 
juicios nacionales  de  los  escoceses  y  aun  de  los  mismos  ingleses,  limi- 
tándose por  entonces  las  relaciones  entre  ambos  países  á  la  supresión 
de  Aduanas  y  á  la  unión  personal  de  sus  Coronas.  Pero  en  1704  surgieron 
acontecimientos  tan  graves  que  amenazaron  de  nuevo  con  la  absoluta 
separación  de  ambos  reinos,  y  comprendiendo  Inglaterra  el  peligro,  re- 
solvió apresurar  la  unión  dando  á  los  escoceses  las  garantías  pedidas 
por  ellos,  uniéndose  ambos  países  bajo  bases  permanentes,  que  en  otro 
lugar  consignamos,  desapareciendo  el  Parlamento  escocés  y  comenzan- 
do la  unión  legislativa. 

•§.  En  general,  las  pequeñas  islas  que  Inglaterra  posee  en  Europa,  so- 
bre todo  cerca  de  sus  costas,  constituyen  parte  integrante  del  reino,  pero 
algunas,  como  la  de  Mand  y  las  islas  normandas,  se  rigen  en  ciertos 
asuntos  por  leyes  especiales,  y  las  últimas  tienen  de  hecho  gran  inde- 
pendencia, su  pequeño  Parlamento,  sus  Tribunales  de  justicia  y  sus 
leyes  especiales. 

5.  La  vasta  península  Indica,  que  en  un  principio  constituyó  una  espe- 
cie de  gobierno  casi  independiente  de  la  Corona  bajo  el  poder  colectivo 
de  una  Compañía  comercial,  aunque  siempre  bajo  la  suprema  inspec- 
ción y  dependencia  del  Poder  central,  entró  á  formar  parte  de  los  domi- 
nios directos  del  Gobierno  en  1858  en  condiciones  especiales  y  comple- 
tamente distintas  del  régimen  de  las  colonias  propiamente  dichas.  Hó 
aqui  los  principales  datos  que  creemos  conveniente  suministrar  respec- 
to de  esta  materia  (1): 

La  India  inglesa  está  dividida  en  tres  Presidencias:  Bengala  y  gobier- 
nos del  N.  O.;  Bombay  con  la  provincia  de  Sind,  y  Madras. 

El  gobierno  central  de  la  región  es  ejercido  en  nombre  del  Rey  por  el 
Gobernador  de  Bengala,  asesorado  por  un  Consejo  de  cinco  individuos, 
de  los  cuales  tres  son  nombrados  por  el  Ministro  que  tiene  á  su  cargo 
los  negocios  do  la  India  y  los  otros  dos  por  la  Corona,  representada  por 
todo  el  Gabinete:  el  General  en  jefe  de  las  tropas  inglesas  en  la  India 
puede  asistir  á  este  Consejo  como  miembro  extraordinario.  El  Goberna  ■ 
dor  general  está  además  autorizado  para  agregar  de  seis  á  doce  aseso- 
res á  este  Consejo. 


(1)  Como  en  el  resumen  de  los  preceptos  consti tucionnles  do  hemos  de  ocupamos  de  ellas,  ni  las 
leyes  que  en  su  lugar  insertemos  han  de  ser  sufieiente.'para  formar  idea  cabal  de  este  sistema  especial 
de  colouiíacion,  daremos  aquí  alguna  más  extensión  a  estas  lígerísimas  indicaciones  sobre  la  India 
y  loa  demás  establecimientos  coloniales  de  Inglaterra. 
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El  Gobernador  genera!  ejerce  el  Poder  legislativo,  pero  tiene  la  obli- 
gación de  consultar  al  Consejo  en  los  casos  más  importantes;  los  acuer- 
dos del  Consejo  pueden  quedar  suspendidos  por  el  veto  del  Gobernador 
y  anulados  definitivamente  por  la  Corona. 

Los  Presidentes  de  Bombay  y  Madras  ejercen  derechos  análogos  en 
los  negocios  relativos  á  los  territorios  comprendidos  en  sus  presiden- 
cias respectivas.  Deben  ser  asesorados  por  un  Consejo  de  tres  indivi- 
duos, á  los  cuales  pueden  agregarse  de  cuatro  á  ocho  asesores.  En  el 
circulo  de  sus  atribuciones  están  obligados  á  cuidar  de  que  sean  debi- 
damente ejecutados  los  acuerdos  tomados  por  el  Gobierno  central. 

La  justicia  civil  se  administra  por  medio  de  Tribunales  locales  indí- 
genas y  por  Magistrados  europeos;  los  delitos  son  juzgados  por  Tribu- 
nales mixtos,  constituidos  por  Jueces  europeos,  á  los  que  se  agregan  ase- 
sores indígenas;  y  cuando  se  trata  de  delitos  menos  graves,  ó  leves,  los 
criminales  hálianse  sometidos  á  la  jurisdicción  de  Jueces  de  paz  indíge- 
nas, que  desempeñan  al  mismo  tiempo  las  funciones  propias  de  los  Jue- 
ces encargados  de  instruir  los  sumarios. 

Un  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  compuesto  de  Magistrados  europeos 
y  sujeto  á  la  vigilancia  de  los  Tribunales  ingleses  de  Westminster,  ejer- 
ce una  inspección  general  sobre  todo  lo  relativo  al  orden  judicial  en  la 
India,  y  desempeña  el  papel  de  Tribunal  Supremo  de  Apelación  para  los 
negocios  civiles,  y  de  Tribunal  de  Casación  en  las  causas  criminales. 

La  ley  penal  inglesa  se  aplica  á  los  ingleses,  y  la  ley  musulmana  á  los 
indios  y  mahometanos  (1). 

•.  La  inmensa  extensión  de  las  colonias,  las  dificultades  consiguien- 
tes para  poderlas  regir  directamente  el  Gobierno  de  la  metrópoli,  y 
las  funestas  consecuencias  de  haber  querido  someter  á  las  del  Norte 
de  América  al  pago  de  impuestos  directos  y  á  otras  medidas  legislati- 
vas y  fiscales  dictadas  por  el  Gobierno  central,  hicieron  á  éste  más 
cauto  y  previsor,  y  se  decidió  que  las  colonias  tuvieran  su  Parlamento, 
leyes,  organismos  y  tribunales  especiales,  por  los  cuales  continúan 
rigiéndose,  pero  sujetas  siempre  al  Gobierno  y  á  la  soberanía  del  Par- 
lamento inglés,  que  puede  dictar  disposiciones  generales  obligatorias 
para  dichas  colonias  y  modificar  las  que  en  éstas  se  hayan  dictado. 

Héaquí  las  principales  colonias  de  la  Gran  Bretaña  y  un  resumen  de 
sus  instituciones: 

1.*  El  Canadá,  donde  el  Gobierno  británico  se  halla  representado  por 
un  Gobernador  de  nombramiento  real,  asesorado  por  un  Consejo  ejecu- 
tivo, cuyos  individuos  son  responsables  y  no  pueden  permanecer  legal- 
mente  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  si  no  merecen  la  confianza  del 
Parlamento  de  la  colonia. 


(1)    Véase  et  tomo  X,  paga.  88S  j  siguientes,  donde  91 
del  Derecho  penal  de  los  musulmanes. 


inserta  en  resumen  los  principios  generales 


loüizedb,  Google 


24  INSTITUCIONES    POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 

Éste  se  compone  de  dos  Cámaras,  á  saber:  primera,  el  Consejo  ó  Cá- 
mara alta,  constituida  por  individuos  á  quienes  nombra  el  Rey  y  cuyo 
cargo  es  vitalicio.  Segunda,  la  Asamblea  ó  Cámara  popular,  formada  de 
individuos  elegidos  por  los  ciudadanos. 

El  Poder  legislativo  está  autorizado  para  modificar  la  Constitución  de 
la  colonia;  pero  el  Gobernador  debe  someter  estas  modificaciones  á  la 
aprobación  de  la  Corona.  Respecto  á  las  demás  leyes,  la  reserva  de  so- 
meterlas á  la  aprobación  real  es  puramente  potestativa  por  parle  del 
Gobernador,  el  cual  convoca  ó  disuelve  el  Parlamento  y  suspende  sus 
sesiones.  Además  del  derecho  que  le  asiste  para  someter  á  la  real 
aprobación  todos  los  proyectos  de  ley  votados  en  ambas  Cámaras,  pue- 
de ejercer  personalmente  el  derecho  del  peto. 

2."  En  las  colonias  de  Nueoa  Brunswick,  Nueoa  Escocia  é  isla  del 
Príncipe  Eduardo,  el  Poder  legislativo  reside  en  un  Parlamento  y  el  eje- 
cutivo en  un  Subgobernador,  bajo  la  inmediata  dependencia  del  Gober- 
nador del  Canadá. 

3  *  La  isla  de  Terranoca,  con  Gobernador  que  ejerce  el  Poder  ejecu- 
tivo y  Cámaras  que  votan  las  leyes,  con  prohibición  absoluta  de  imponer 
ningún  derecho  de  aduanas  contrario  á  lo  dispuesto  en  los  tratados  de 
comercio  celebrados  por  la  Gran  Bretaña  con  las  demás  potencias,  de 
establecer  derechos  diferenciales  de  bandera  y  de  gravar  ningún  ar- 
ticulo introducido  para  el  uso  de  las  tropas. 

4."  La  Jamaica.— En  esta  colonia  se  halla  representada  la  Corona  por 
un  Gobernador,  asesorado  por  un  Consejo,  que  comparte  con  aquel  fun- 
cionario las  atribuciones  inherentes  al  Poder  ejecutivo. 

El  legislativo  corresponde  á  una  Cámara  alta,  llamada  Consejo  legis- 
lativo, y  que  en  parte  se  constituye  con  individuos  cuyo  cargo  es  vitali- 
cio, nombrados  por  el  Gobernador  y  confirmados  por  la  Corona,  y  en 
parte  de  funcionarios  que  tienen  ingreso  en  dicha  Cámara  por  derecho 
propio.  Hay,  además,  otra  Cámara,  elegida  por  todos  los  propietarios: 
dura  siele  anos,  participa  del  Poder  legislativo,  y  ejerce,  además,  atri- 
buciones administrativas. 

5.'  La  Colombia.— El  Gobernador  ejerce  aquí  todas  las  prerrogativas 
propias  del  Poder  legislativo;  pero  sus  disposiciones  todas  carecen  de 
autoridad  si  no  se  hallan  plenamente  confirmadas  por  el  Parlamento  de 
Inglaterra. 

6."  La  Guyana  inglesa.— El  Gobernador  de  esta  colonia  está  asesorado 
por  un  Consejo  que  se  denomina  Cours  ofpolicy,  constituido  por  indivi- 
duos de  nombramiento  real,  á  propuesta  del  Gobernador,  y  por  funcio- 
narios superiores  que  loman  parle  de  él  por  derecho  propio.  Este  Con- 
sejo no  puede  establecer  impuestos  de  ninguna  especie  si  no  se  le  agre- 
gan seis  Diputados  nombrados  por  los  colonos.  Entonces  toma  la  deno- 
minación de  Consejo  mixto. 

7.'  La  Trinidad,  Santa  Lucia,  las  islas  Talkland.—  Estas  colonias  se 
hallan  á  cargo  de  un  Gobernador,  á  quien  asesora  un  Consejo  mixto, 
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formado  de  individuos  de  nombramiento  real  con  cargo  vitalicio,  y  de 
ciertos  y  determinados  funcionarios. 

8."  El  Cabo  de  Buena  Esperanza. — Esta  colonia  se  rige  por  una  Cons- 
titución especial,  discutida  y  votada  por  sus  representantes  en  1852, 
aceptada  por  la  Corona  y  promulgada  en  1853. 

El  Parlamento  se  compone  de  dos  Consejos,  ambos  electivos,  á  saber: 
el  Consejo  legislativo,  que  consta  de  15  individuos  elegidos  por  diez  años, 
renovado  por  mitad  cada  cinco,  y  presidido  por  el  Chie/justice;  y  la  Cá- 
mara ó  Asamblea,  compuesta  de  46  Diputados,  elegidos  por  cinco  años, 
y  á  cuya  exclusiva  iniciativa  corresponde  la  presentación  de  proyectos 
de  ley  relativos  á  impuestos  y  crédito  público. 

El  Gobernador,  representante  de  la  Corona,  es  el  Jefe  del  Poder  ejecuti- 
vo; le  corresponde  la  sanción  y  puede  disolver  ambas  Cámaras.  Nombra 
y  separa  libremente  sus  Ministros,  que  con  él  comparten  la  responsabi- 
lidad, y  puede  asistir  a  las  dos  Cámaras,  asi  como  tomar  parte  en  sus 
discusiones.. 

9.1  La  Australia.—  Comprende  cinco  colonias,  á  saber;  La  Nueva  Ga- 
les del  Sur,  El  Establecimiento  de  Victoria,  La  Tierra  de  Van  Diemen  ó 
Tasmania,  La  Australia  meridional  y  La  Australia  occidental.  Estas  cin- 
co colonias  se  hallan  sometidas  &  la  autoridad  de  un  solo  Capitán  Gene- 
ral, que  es  al  mismo  tiempo  General  en  jefe  de  las  fuerzas  militares.  En 
cada  colonia  hay  un  Subgobemador,  á  las  órdenes  del  mencionado  Ca- 
pitán General. 

Prohíbese  terminantemente  á  las  cinco  colonias  de  la  Australia  impo- 
ner derecho  alguno  de  aduanas  contrario  á  lo  dispuesto  en  los  tratados 
de  comercio  celebrados  por  la  Gran  Bretaña  con  las  demás  Potencias, 
establecer  en  sus  puertos  derechos  diferenciales  de  bandera,  y  gravar 
ningún  artículo  introducido  para  el  uso  de  las  tropas. 

Hay  además  una  ó  dos  Cámaras,  en  cuya  constitución  intervienen  los 
habitantes  de  la  colonia  por  medio  de  elecciones  y  los  representantes  de 
la  Corona  con  el  nombramiento  directo  de  individuos.  En  la  nueva  Ga- 
les del  Sur  hay  una  Cámara  alta,  cuyos  individuos  son  nombrados  con 
cargo  vitalicio  por  el  Gobernador,  asesorado  de  un  Consejo  ejecutivo,  y 
una  Cámara  popular  electiva,  que  vota  todas  las  leyes  relativas  á  im- 
puestos y  crédito  público.  En  el  Establecimiento  de  Victoriay  en  la  Tas- 
mania son  electivas  ambas  Cámaras.  En  la  Australia  meridional  y  occi- 
dental hay  una  sola  Cámara.  La  tercera  parte  de  los  individuos  es  de 
nombramiento  real,  y  las  otras  dos  partes  son  elegidas  por  los  co- 
lonos. 

10.*  La  Nueva  Zelanda.— Comprende  una  confederación  de  seis  pro- 
vincias, en  cada  una  de  las  cuales  reside  un  Consejo  provincial  elegido 
por  cuatro  años,  y  que  á  su  vez  elige  al  Superintendente  de  la  provincia 
respectiva. 

El  Gobierno  central  de  la  isla  está  á  cargo  de  la  Asamblea  general,  que 
comprende  el  Gobernador,  y  un  Poder  legislativo,  compuesto  de  dos  Cá- 
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maras,  á  saber:  una  cuyos  individuos  son  de  nombramiento  real,  con 
cargo  vitalicio,  y  la  otra  electiva. 

§  VII.— ORGANIZACIÓN  LOCAL  T  JUDICIAL 

1.  Falta  de  uniformidad  en  la  materia. — 2.  División  general  común:  el  condado, — 3.  El 
burgo. — 4.  Otras  divisiones. — 5.  División  especial  de  Londres.— 6.  Indicación  es  acerca 
de  la  organización  judicial. 

i.  Aunque  en  Inglaterra  no  existe  una  legislación  ni  un  régimen  local 
uniforme,  no  sólo  en  los  antiguos  reinos,  sino  que  ni  aun  en  el  territo- 
rio inglés  propiamente  dicho,  haremos  algunas  indicaciones  generales 
acerca  de  esta  materia. 

«.  Lo  mismo  Inglaterra  y  el  país  de  Gales  que  Escocia  é  Irlanda,  están 
divididas,  en  primer  lugar,  en  condados  y  en  burgos,  que  disfrutan  de 
bastante  independencia  respecto  del  Poder  central  y  de  una  casi  comple- 
ta autonomía  administrativa.  El  condado  está  subdividido  tn-parroquias, 
que  tienen  sus  Asambleas  y  funcionarios  que  rigen,  en  parte,  los  intere- 
ses locales,  pero  siempre  bajo  una  estrecha  dependencia  de  los  adminis- 
tradores del  condado. 

3.  El  burgo  tiene  una  organización  distinta  del  condado,  según  puede 
verse  por  las  respectivas  leyes  vigentes  que  más  adelante  inseríamos. 

4.  Además  de  estas  dos  divisiones,  existen  en  Inglaterra  otras  espe- 
cialfsimas,  tales  como  la  Unión  de  parroquias,  que  constituye  hoy  dis- 
tritos administrados  por  Juntas  electivas  y  bajo  la  vigilancia  directa 
del  Poder  central  (Centro  del  Gobierno  y  Administración  local);  el  Dis- 
trito escolar  y  el  Distrito  sanitario,  ambos  de  creación  reciente,  ad- 
ministrados, en  general,  por  Juntas  electivas  bajo  la  dependencia  del  Go- 
bierno. 

5.  Londres  tiene,  además,  una  administración  especial,  distinguiéndose 
la  de  la  City  y  la  del  distrito  metropolitano.  La  primera  continúa  rigién- 
dose por  las  costumbres  tradicionales,  con  insignificantes  modificacio- 
nes por  las  nuevas  leyes.  El  segundo  lo  forman  cuatro  condados,  nueve 
burgos  parlamentarios  y  noventa  y  cinco  circunscripciones  parroquia- 
les. De  la  organización  y  de  las  autoridades  de  uno  y  otros  nos  ocupa- 
mos en  su  lugar  oportuno. 

«.  Aún  más  complicada  que  la  anterior  es  la  organización  judicial  del 
Reino  Unido,  tanto  en  lo  que  se  refiere  á  Inglaterra  y  al  pafs  de  Gales, 
cuanto  en  lo  relativo  á  Escocia,  Irlanda,  etc.;  y  no  siendo  fácil  hacer  aquí 
un  breve  resumen  de  ella,  remitimos  al  lector  al  lugar  donde  tratamos 
extensamente  de  esta  materia. 


i 
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CAPÍTULO    II 

FUENTES  Y  RESUMEN  DE  LOS  PRECEPTOS  CONSTTTUCIONAIiES 


§  I.— Fuentes  primitivas  anteriores 
a  la  Carta  Magna 

Aunque  en  ningún  momento  de  su 
historia  han  considerado  los  ingleses 
como  indispensable  resumir  y  presen- 
tar su  sistema  político  bajo  la  forma 
de  un  Acta  solemne  que  fuese  la  expo- 
sición de  teorías  abstractas  y  el  resu- 
men de  los  principios  consagrados  por 
la  costumbre,  han  venido,  sin  embar- 
go, condensando,  por  decirlo  asi,  los 
principales  en  una  serie  de  monumen- 
tos juridico-politicos  sucesivos,  cada 
uno  de  los  cuales  señala  una  etapa  en 
la  marcha  progresiva  de  sus  institu- 
ciones, reproduciendo  lo  principal  de 
los  antiguos  y  estableciendo  algún  prin- 
cipio nuevo  cuya  proclamación  pare- 
cía necesaria,  siendo,  según  ellos,  la 
transformación  gradual  é  histórica  de 
sus  poderes  y  de  su  Derecho  público, 
una  consecuencia  de  la  transformación 
paralela  del  estado  social  a  través  de 
los  siglos. 

El  punto  de  partida  del  que  puede 
llamarse  periodo  de  las  Cortes,  que  ini- 
cia el  Derecho  público  escrito,  es,  sin 
duda,  la  Caria  de  tas  libertades,  dada 
por  Enrique  I  afines  del  siglo  XI  {1100), 
a  la  que  siguieron: 

La  Carta  del  Rey  Esteban  sobre  las 


libertades  del  reino  y  de  la  Iglesia  an 
glicana  (1136); 

La  Carta  de  las  libertades  dada  por 
Enrique  U  el  dia  de  su  coronación,  que 
es  una  simple  confirmación  de  la  de 
su  padre  (1134); 

Las  Constituciones  de  Clarendon  so- 
bre los  asuntos  eclesiásticos  (1164); 

La  Carta  del  Rey  Juan  sobre  la  liber- 
tad de  las  elecciones  eclesiásticas  en 
Inglaterra. 

De  cuyos  documentos  sólo  nos  que- 
dan las  noticias  de  los  historiadores  y 
las  referencias  que  á  los  mismos  se 
hacen  en  otros  análogos. 

Desde  esta  época  ya  se  han  conser- 
vado las  principales  Cartas  otorgadas, 
siendo  las  principales  antes  de  la  de 
1225,  que  resumió  las  anteriores: 

La  Carta  Magna  de  las  libertades,  ó 
Concordia  entre  el  Rey  Juan  y  los  Ba- 
rones relativa  á  la  concesión  de  las  li- 
bertades de  la  Iglesia  y  del  reino  de 
Inglaterra  (1215); 

Confirmación  de  la  Carta  Magna  por 
Enrique  III  con  la  primera  modifica- 
ción de  su  texto  (1816); 

Segunda  modificación  de  la  Carta 
Magna  por  el  mismo  Rey  (1217); 

La  Carta  de  los  bosques  (1217);  y, 
por  último,  la  tercera  modificación  he- 
cha por  Enrique  111  al  texto  de  la  Carta 
Magna  (1225),  y  que,  como  inmediata.. 
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mente  veremos,  es  la  redacción  defini- 
tiva, que  han  adoptado  para  sus  com- 
pilaciones los  legisladores  ingleses. 

§  II.— La  Carta  Magna 

i  .—Indicaciones  histórico-criiicas 

A  pesar  de  que  por  el  Derecho  con- 
suetudinario se  hablan  establecido  re- 
glas fijas  en  lo  relativo  á  las  Institu- 
ciones y  á  las  libertades  políticas  de 
los  ingleses,  y  de  que  en  las  primeras 
Cartas  á  que  antes  nos  hemos  referido 
se  consignaron  por  escrito  dichas  re- 
glas ó  principios,  hubo  algunos  Reyes 
que  no  las  observaron,  produciendo  sus 
infracciones  sangrientas  luchas  y  re- 
vueltas. Fué  uno  de  estos  Reyes  Juan 
sin  Tierra,  contra  el  cual  se  sublevaron 
los  Barones,  que  reunidos  en  Berkley 
en  1215  presentaron  al  Rey  sus  preten- 
siones, atasque,  no  accediendo  éste, 
se  comenzó  la  guerra,  llegando  aqué- 
llos hasta  tomar  a  Londres  é  imponer 
al  Rey  la  declaración  de  derechos  y 
libertades  que  se  conocen  con  el  titulo 
de  Carta  Magna. 

Aunque  en  el  fondo  es  dicha  Carta 
una  imposición  de  los  Barones  al  Rey, 
en  la  forma  aparece  como  la  respuesta 
del  Soberano  á  una  petición  hecha  por 
sus  vasallos. 

Entre  la  gran  variedad  de  materias 
que  se  tratan  en  los  artículos  de  la 
Carta  Magna,  se  encuentra  una  de  ver- 
dadera importancia  y  que  puede  con- 
siderarse como  el  principio  de  la  exis- 
tencia del  sistema  parlamentario,  es, 
á  saber:  la  disposición  que  declara  ex- 
presamente que  no  podrá  establecerse 
impuesto  alguno  extraordinario  sino 
por  el  Consejo  general  del  reino,  que 
se  componía  de  los  Arzobispos,  Obis- 
pos, Abades,  Condes,  Barones  y  vasa- 


llos directos  de  la  Corona,  los  cuales 
podían  discutir  la  conveniencia  y  ne- 
cesidad del  impuesto,  y  concederlo  ó 
negarlo. 

En  la  nueva  Caria  publicada  por  En- 
rique III  en  1216,  ya  no  se  consignaba 
esta  cláusula  de  la  aprobación  de  los 
impuestos  y  necesaria  convocatoria 
del  Consejo  del  reino,  omisión  que  no 
fué  seguramente  fortuita,  puesto  que 
en  el  mismo  texto  de  la  Carta  dé  1216 
declaró  la  especie  de  Consejo  de  regen- 
cia del  Rey  menor,  que  hablan  dejado 
en  suspenso  dichos  extremos  hasta  de- 
liberar sobre  ellos  con  mas  detenimien- 
to; pero  el  hecho  es  que  no  se  salvó  la 
omisión  en  ésta  ni  en  las  sucesivas 
Carias  publicadas  en  tiempo  de  Enri- 
que 111,  incluso  la  de  1225,  única  que 
figura  en  el  libro  de  los  Estatutos  del 
reino,  y  que  es,  por  tanto,  la  que  se 
considera  vigente. 

2.— Texto  de  la  citada  Carta  Magna 
de  Enrique  III  (1225)  (1) 

Enrique,  por  la  gracia  de  Dios  Rey 
de  Inglaterra,  etc. 

A  los  Arzobispos,  Obispos,  Abades, 
Priores,  Condes,  Barones,  Vizcondes, 
Caballeros  y  otros,  tanto  eclesiásticos 
como  seglares,  y  á  todos  nuestros  sub- 
ditos que  leyeren  la  presente  Caria, 
salud:  Sabed  ante  Dios  y  por  la  salva- 
ción de  nuestra  alma  y  la  de  nuestros 
antecesores  y  herederos  para  honra 
de  Dios  y  exaltación  de  la  Santa  Iglesia 
reformada  de  nuestro  reino,  hemos  pro- 
metido y  acordado  por  nuestra  propia 


(1)  Silo  damos  aquí  el  texto  (traducido)  de  los 
artículos  que  DO  están  evidentemente  derogados, 
por  mis  que  algunos  de  ellos  se  hayan  reprodu- 
cido bastante  modificados  en  documentos  poste- 
riores. 
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voluntad  y  á  perpetuidad  á  los  Arzobis- 
pos, Obispos,  Abades,  Priores,  Condes, 
Barones,  y  á  todos  nuestros  subditos 
las  libertades  especificadas  á  continua- 
ción, para  que  puedan  gozar  de  ellas 
en  nuestro  reino  de  Inglaterra: 

Articulo  1."  Hemos  acordado  y  pro- 
metido ante  Dios,  confirmando  la  pre- 
sente Carta  perpetuamente  para  Nos  y 
nuestros  sucesores,  que  la  Iglesia  de 
Inglaterra  sea  libre  y  goce  de  todos  sus 
derechos  y  libertades,  sin  que  se  pueda 
atentar  contra  ellos. 

También  concedemos  perpetuamente 
en  nuestro  nombre  y  en  el  de  nuestros 
sucesores,  todas  las  libertades  que  a 
continuación  se  expresan,  á  todos  los 
hombres  libres  de  nuestro  reino,  trans- 
misibles á  sus  descendientes. 

Artículos  2."  al  6.°  (Derogados.  Stat, 
Laio  revisión  aet,  1863.) 

Art.  7.°  (Disposiciones  relativas  al 
restablecimiento  de  la  pensión  y  se- 
gundas nupcias  de  las  viudas.  Deroga- 
das ó  modificadas  en  parte.) 

Art  8.a  Ni  Nos  ni  nuestros  emplea- 
dos embargarán  las  tierras  ó  rentas  por 
deudas  de  ninguna  especie  cuando  los 
bienes  muebles  del  deudor  -sean  sufi- 
cientes para  solventar  la  deuda.  Tam- 
poco se  procederá  contra  los  fiadores 
cuando  el  mismo  deudor  se  halle  en  el 
caso  de  poder  pagar.  Si  el  deudor  prin- 
cipal no  paga,  sea  por  falta  de  medios, 
sea  por  mala  voluntad,  se  exigirá  el 
pago  á  los  fiadores,  que  podrán  gravar 
con  hipotecas  los  bienes  y  rentas  del 
deudor  hasta  el  importe  de  lo  que  por 
él  hubieren  satisfecho,  á  no  ser  que 
pruebe  haber  devuelto  á  bus  dueños  el 
importe  de  las  fianzas. 

Art.  9."  La  ciudad  de  Londres  conti- 
nuará en  posesión  de  sus  antiguas  li- 
bertades, fueros  y  costumbres.  Conce- 
demos, además,  á  todas  las  ciudades, 


distritos  y  aldeas,  á  los  Barones  de  los 
cinco  puertos  y  á  todos  los  demás,  el 
goce  de  sus  privilegios,  fueros  y  cos- 
tumbres. 

Art.  10.  A  nadie  podrá  obligársele  á 
prestar  un  servicio  más  oneroso  que  el 
que  deba  por  su  feudo  militar  ó  por 
cualquier  otro  concepto. 

Art.  11.  El  Tribunal  de  Pleads  Com- 
moris  (communia  plácito)  no  acompa- 
ñará por  todas  partes  á  nuestra  perso- 
na, sino  que  permanecerá  fijo  en  un 
punto  dado. 

Art.  12.  Los  asuntos  jurídicos  que 
versen  sobre  interdictos  de  retener  6 
recobrar  (de  noca  dissaistna),  y  la  muer- 
te de  un  ascendiente  {morte  antecesso 
ris),  se  ventilarán  en  la  provincia  don- 
de sea  situado  el  domicilio  de  los  liti- 
gantes: asi,  pues,  Nos,  ó  en  el  caso  de 
hallarnos  ausentes  del  reino,  nuestro 
primer  Magistrado,  enviará  anualmen- 
te á  cada  condado  Jueces  (Jusiitiarios) 
que  con  los  Caballeros  (militibua)  res- 
pectivos establezcan  sus  Tribunales  (Ai- 
sis?;*)  en  la  misma  provincia.  Y  si  di- 
chos Jueces,  enviados  para  constituir 
dichos  Tribunales,  no  pueden  terminar 
cualquier  asunto  en  una  sola  sesión,  no 
podrán  ser  juzgados  en  otro  lugar  co- 
rrespondiente al  distrito  de  los  mismos 
Jueces;  y  los  que  por  sus  dificultades 
no  puedan  ser  decididos  por  los  mismos, 
se  remitirán  al  Tribunal  del  Rey  (del 
Banco). 

Art.  13.  (Derogado.  Stat.  Late  revi- 
sión act,  1863.) 

Art.  14.  El  poseedor  de  bienes  libres 
no  podrá  ser  condenado  (amercietur)  á 
penas  pecuniarias  por  faltas  leves,  sino 
por  las  graves,  y  aun  ast,  la  multa 
guardará  proporción  con  el  delito,  sin 
que  en  ningún  caso  se  prive  de  los  me- 
dios de  subsistencia  (salvo  contenemen- 
to  suo):  esta  disposición  es  aplicable  en 
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un  todo  á  los  mercaderes,  a  quienes 
habrá  que  reservarse  alguna  parte  de 
su  mercancía. 

Asimismo,  los  aldeanos  ó  cualquier 
vasallo  no  podrá  ser  condenado  á  una 
pena  pecuniaria  sino  bajo  idénticas 
condiciones;  pero  no  se  le  podrá  privar 
de  los  instrumentos  necesarios  para  su 
trabajo  (wainagium).  No  se  impondrá 
ninguna  multa  si  el  delilo  no  estuviera 
comprobado  con  previo  juramento  de 
doce  vecinos  honrados  y  cuya  buena 
reputación  sea  notoria  (proborum  ei 
legalium).  Los  Condes  y  Barones  no  po- 
drán ser  condenados  á  penas  pecunia- 
rias sino  por  sus  Pares,  y  según  la  ca- 
lidad de  la  ofensa.  Ningún  eclesiástico 
será  condenado  á  una  pena  pecuniaria, 
guardando  proporción  con  las  rentas 
de  su  beneficio,  sino  solamente  con  las 
de  los  bienes  puramente  patrimoniales 
que  posea,  y  según  la  calidad  de  su 
falta. 

Art.  15.  Ningún  hombre  libre  ni  po- 
blación podrán  ser  compelidos  por 
sus  bienes  muebles  á  construir  puen- 
tes sobre  los  ríos,  á  no  ser  que  hayan 
contraído  previamente  esta  obligación, 
ó  en  virtud  de  costumbre  establecida. 

Art.  16.  No  se  pondrá  ningún  dique 
á  los  ríos  que  no  los  hayan  tenido  desde 
el  tiempo  de  nuestro  ascendiente  el  Rey 
Enrique,  y  en  este  caso  no  podrán  ser 
establecidos  sino  en  los  mismos  luga- 
res y  limites  que  los  fijados  anterior- 
mente. 

Art.  17.  Ningún  Vizconde,  Condes- 
table, Jefe  ó  baillo  nuestro  sostendrá 
los  litigios  de  la  Corona. 

Art."18.  (Disposiciones  relativas  á  la 
sucesión  délos  vasallos  directos  de  la 
Corona— Derogado.) 

Artículos  19  á  21.  (Derogados.  Síaí. 
Law  revisión  act,  1863.) 

Art.  22.    No  conservaremos  en  nues- 


tro poder  las  tierras  de  los  reos  convic- 
tosde  felonía  ó  traición  sino  por  térmi- 
no de  un  año  y  un  dia,  transcurridos  los 
cuales  las  restituiremos  á  los  dueños 
de  los  feudos  respectivos. 

Art.  23.  (Disposición  relativa  á  la 
pesca  fluvial.— Derogado.) 

Art.  24.  (Derogado.  Stat.  Law  revi- 
sión act,  1863). 

Art.  25.  (Disposiciones  relativas  á 
pesos  y  medidos.) 

Art.  26.  (Derogado.  Stat.  9  Geo.  4.°, 
c.  31,  s.  1.) 

Artículos  27  y  28.  (Derogados.  Stat. 
Law  revisión  aet,  1803.) 

Art.  29.  Nadie  podrá  ser  arrestado, 
preso  ni  desposeído  de  sus  bienes,  pro- 
fesión ú  oficio  y  libertades,  ni  colocado 
fuera  de  la  ley  (ullagetur),  desterrado 
ni  perjudicado  en  modo  alguno,  sino  en 
virtud  de  sentencia  legal  de  sus  Pa- 
res, según  las  leyes  del  país. 

No  venderemos,  ni  negaremos,  ni  de- 
moraremos á  nadie  la  administración 
de  justicia. 

Art.  30.  Los  mercaderes,  si  no  se 
hallan  públicamente  inhabilitados,  po- 
drán transitar  libremente  por  el  reino, 
entrar,  salir,  permanecer  en  él,  viajar 
por  mar  y  por  tierra,  comprar  y  vender, 
con  arreglo  alas  antiguas  costumbresy 
sin  que  se  les  imponga  ninguna  traba 
en  el  ejercicio  de  su  tráfico,  excepto  en 
tiempo  de  guerra  ó  cuando  pertenez- 
can á  un  país  que  se  halle  en  guerra 
con  nosotros. 

Si  los  mercaderes  extranjeros  se  en- 
contraren en  el  reino  al  principio  de 
una  guerra,  serán  internados  y  puestos 
en  seguridad,  sin  que  se  infiera  el  me- 
nor daño  á  sus  personas  ó  cosas,  y  con- 
tinuarán en  tal  estado  hasta  que  Nos  ó 
nuestros  Magistrados  principales  se  in- 
formen de  qué  modo  tratan  los  enemi- 
gos á  nuestros  mercaderes. 
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Si  éstos  son  bien  tratados,  aquéllos 
lo  serán  igualmente  por  nosotros. 

Art.  31.  (Derogado.  Stat.  Lato  revi- 
mor  aet,  1863.) 

Art.  33.  Ningún  hombre  libre  podra 
en  adelante  vender  6  enagenar  toda  su 
tierra  6  parte  de  ella,  &  titulo  gratuito 
ú  oneroso,  con  perjuicio  del  dueño  de 
su  feudo  o  del  servicio  debido:  es  de- 
cir, ¿  no  ser  que  le  quede  lo  suficiente 
para  desempeñar  el  servicio  &  que  se 
halle  obligado. 

Artículos  33  y  34.  (Derogados.  Stat. 
Lato  revisión  aet,  1863.) 

Art.  35.  (Disposiciones  del  Derecho 
feudal,  derogadas.) 

Art.  3fi.  (Derogado.  Stat.  Law  revi- 
sión aet,  1863.) 

Art.  37.  En  lo  sucesivo  se  percibirá 
el  derecho  de  scutagium,  como  solía 
percibirse  en  tiempo  de  nuestro  ascen- 
diente el  Rey  Enrique. 

Todas  las  libertades  y  privilegios 
concedidos  por  la  presente  Carta  res- 
pecto &  lo  que  se  nos  debe  por  parte  de 
nuestros  vasallos,  comprende  a  los 
eclesiásticos  y  seglares  con  relación  á 
los  señores  que  poseen  directamente 
los  bienes  cuyo  dominio  útil  les  corres- 
ponde. 

Se  declaran  subsistentes  los  derechos 
de  los  Arzobispos,  Obispos,  Abades, 
Priores ,  Tem  piar  io  s,  Hospital  arios,  Con- 
des, Barones  y  otros,  tanto  eclesiásti- 
cos como  seglares,  y  ejercidos  antes  de 
la  promulgación  de  la  presente  Carta. 

Para  la  concesión  de  dichas  liberta- 
des y  de  las  contenidas  en  nuestra  Car- 
la forestal,  los  Arzobispos,  Obispos, 
Abades,  Priores,  Condes,  Barones,  te- 
rratenientes y  demás  hombres  libres 
de  nuestro  reino,  nos  han  dado  la  quin- 
ceava parte  de  todos  sus  bienes  mue- 
bles. Les  prometemos  igualmente  en 
nuestro  nombre  y  en  el  de  nuestros  he- 


rederos no  exigirles  nada  contrario  á 
las  libertades  contenidas  en  la  presen- 
te Carta  ó  que  sea  inconciliable  con 
ellas,  y  cualquier  cosa  que  se  les  exija 
contraria  á  esta  disposición,  se  tendrá 
por  nula  y  de  ningún  valor.  (Siguen  los 
nombres  de  los  testigos).  Dado  en  West- 
minster  el  11  de  Febrero  del  año  nove- 
no de  nuestro  reinado  (1 ). 

%  III.-  Eatatuto  aun  TaUagio  non 
conceden don 

(Alio  1297.  —  25   del    reinado    do   Eduardo    Ij 

1.— Indicaciones  histárico-eriticas 

Aunque  precedió  á  éste  algún  Esta- 
tuto, como  las  Provisiones  de  Oxford, 
habiendo  sido  éstas  derogadas  (2)  in- 


(I)  Entro  estas  Cartas  y  el  Estatuto  siguien- 
te, so  dictaron  otras  disposición  os,  siendo  las 
princi  palee: 

1.*  Provisiones  de  Oxford.— Aunque  algunos 
historiadores  consignsn  como  una  de  las  princi- 
pales fuentes  de  ls  Constitución  ingles*  las  lla- 
madas ProBisiones  de  Oxford,  es  lo  cierto  que, 
por  et  mismo  telto  que  aquéllas  consignan  y 
único  que  se  conoce,  dicho  documento  no  es  otra 
cosa  que  la  confirmación  de  las  Cartas  anterio- 
res, mas  una  disposición  constitucional  consig- 
nando que  se  convocarían  tres  Parlamentoa  cada 
ano,  á  los  que  asistirían  doce  Barones  para  tratar 
con  si  Consejo  Real  todo  lo  relativo  á  las  nece- 
sidades del  reino;  y  como  estas  provisiones  fue- 
ron arrancadas  por  la  violencia  i  Enrique  III  por 
los  Barones,  apenas  se  vio  libre  revocó  sus  pro- 
mesas, v  por  esto  no  figuran  las  Provisiones  en 
las  Colecciones  oficiales  de  los  Estatutos; 

2.*  Canfírmiiclón  de  la  Carla  Magna  y  de  te 
foreetal  por  Eduardo  I. — Tampoco  esta  Carta  pre- 
sonta,  en  los  siete  capítulos  ó  artículos  de  que 
consta,  disposición  alguna  realmente  nueva,  li- 
mitándose, como  su  título  indica,  i  confirmar 
concesiones  ó  libertades  ya  consignadas  en  Car  - 


«la  ni 


i  que  precede,  puesta  al  pi- 
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mediatamente  y  no  figurando,  por  tan- 
to, en  la  Colección  de  los  Estatutos  del 
reino,  puede  considerarse  como  el  pri- 
mero de  éstos  (por  lo  menos  entre  los  de 
verdadera  importancia)  el  de  Tallag  ó 
Talagio. 

Hese  suscitado  la  cuestión  de  si  fué 
publicado  en  el  año  34  ó  en  el  25  del 
reinado  de  Eduardo  I;  pero,  según  el 
manuscrito  que  ha  servido  para  su  in- 
serción en  el  libro  general  de  los  Es- 
tatutos, debe  preferirse  esta  última 
fecha. 

Los  historiadores  atribuyen  á  este 
Estatuto  el  siguiente  origen:  Habiendo 
pretendido  el  Rey  imponer  y  recaudar 
por  su  propia  autoridad  ciertas  contri- 
buciones ó  cargas,  resistiéronse  los 
Barones  á  pagarlas)  y  el  Consejo  de 
regencia,  que  gobernaba  el  reino  en 
nombre  de  Eduardo,  ausente  á  la  sazón, 
entró  en  negociaciones  con  aquéllos, 
les  prometió  la  confirmación  de  las 
Cartas  con  la  adición  de  la  cláusula 
que  forma  el  Estatuto  de  Tallagio  non 
eoncedendo,  promesa  que,  después  de 
algunas  vacilaciones,  aprobó  el  Rey, 
firmando  el  documento. 

Como  se  observará  por  la  lectura  del 
texto,  en  este  Estatuto  se  consigua  nue- 
va y  definitivamente  por  escrito  la  pro- 
hibición de  imponer  y  recaudar  contri- 
buciones sin  el  asentimiento  de  los 
Obispos,  Condes,  Barones,  etc.,  pues 
aunque  el  Derecho  consuetudinario  pro- 
hibía y  condenaba  como  ilegales  estas 
exacciones  arbitrarias,  parece,  sin  em- 
bargo, que  era  frecuente  su  infracción, 
puesto  que  á  cada  paso  surgían  con- 
flictos y  reclamaciones  por  ésta  y  otras 
causas. 

2.—  Texto  del  Estatuto 

Artículo  1."    No  se  impondrá  ni  co- 


brará contribución  alguna  por  Nos  ni 
por  nuestros  herederos  en  nuestro  rei- 
no, sin  haber  obtenido  el  consenti- 
miento de  los  Arzobispos,  Obispos, 
Condes,  Barones,  Caballeros,  pueblo  y 
demás  hombres  libres  del  país. 

Art.  2."  Ninguno  de  nuestros  em- 
pleados ni  los  de  nuestros  herederos 
podrá  exigir  trigo,  lana,  pieles,  gana- 
dos ó  cualquier  otra  cosa  sin  el  con- 
sentimiento de  aquellos  á  quienes  per- 
tenezca. 

Art.  3.°  No  se  sacará  porción  algu- 
na de  los  sacos  deiana  á  titulo  de  nue- 
va contribución. 

Art.  4.°  Garantizamos  en  nuestro 
nombre  propio  y  en  el  de  nuestros  he- 
rederos, que  todas  las  personas  ecle- 
siásticas y  seglares  de  nuestro  reino 
gozarán  de  sus  leyes,  libertades  y  fran- 
quicias tan  plena  y  completamente  co- 
mo hasta  aquí,  en  los  tiempos  en  que 
las  han  disfrutado  con  mayor  amplitud; 
y  si  Nos  ó  nuestros  antecesores  hemos 
promulgado  Estatutos  ó  establecido 
costumbres  contrarias  á  sus  derechos 
ó  á  lo  contenido  en  el  presente  Estatu- 
to, queremos  que  sean  nulos  y  sin  efec- 
to en  adelante. 

Art  5."  (Perdón  concedido  á  varios 
individuos  de  la  aristocracia,  subleva- 
dos contra  el  poder  real.) 

Art.  6.°  (Medidas  adoptadas  para 
asegurar  la  publicación  y  ejecución  de 
la  presente  Carta.) 

%  TV.— Petición  y  concesión  de  dere- 
chos por  Carlos  I  (1628) 

1 —Indicaciones  hisiórico-criticas 

Entre  el  anterior  Estatuto  y  la  peti- 
ción y  concesión  de  derechos  de  que  se 
trata  en  este  párrafo,  sólo  se  dictó  un 
documento  verdaderamente  importan- 
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le  bajo  el  punto  de  vista  político,  á  sa- 
ber: el  Acta  de  Eduardo  II  (1332),  en  la 
que  G6  consignó  la  nulidad  de  cuanto 
se  hiciese  por  los  subditos  del  Rey  ó 
por  cualquier  autoridad,  en  lo  concer- 
niente i  las  prerrogativas  de  la  Corona; 
pero  que  todo  lo  relativo  al  estado  del 
Rey  y  de  sus  herederos  y  á  los  nego- 
cios del  reino  y  del  pueblo,  se  tratarla, 
acordarla  y  establecerla  en  el  Parla- 
mento por  el  Rey,  con  el  asentimiento 
de  los  Prelados,  Condes,  Barones,  y 
representantes  de  los  Comunes  del  rei- 
no. Sin  embargo,  como  no  ha  podido 
hallarse  un  original  completo  de  este 
documento  y  los  trozos  hallados  apenas 
hacen  sentido,  no  tiene  «penas  impor- 
tancia jurídica  positiva. 

No  sucede  lo  mismo  con  la  Petición 
y  concesión  de  Derechos,  que,  como  de 
más  reciente  techa,  es  de  una  autenti- 
cidad indiscutible,  y  figura  en  la  edi- 
ción revisada  de  los  Estatutos. 

La  causa  que  motivó  esta  petición 
fué  el  deseo  justificado  y  legitimo  del 
Parlamento  de  poner  término  á  la  per- 
cepción abusiva  de  ciertos  impuestos 
que  con  el  nombre  de  préstamos,  apor- 
taciones voluntarias,  ele,  "constituían 
verdaderas  exacciones  ilegales. 

Este  documento  no  tiene  considera- 
ble importancia,  porque  no  sienta  ape- 
nas principios  generales  y  absolutos. 

2.— Texto  de  la  Petición  y  concesión 
de  Derechos 

A  la  Exorna.  Majestad  del  Rey: 
1."  Los  Lores  espirituales  y  tempo- 
rales, y  los  Comunes,  reunidos  en  Par- 
lamento, exponen  muy  humildemente 
&  Nuestro  Serenísimo  Sr.  el  Rey:  Que 
habiendo  sido  declarado  y  acordado 
por  un  Estatuto  que  se  promulgó  en 
tiempo  del  Rey  Eduardo  I.  y  concedido 
Tono  XI. — Institución  bu  jurídicas. 


con  el  título  de  Estatuto  de  Tallagio 
non  concedendo,  que  ni  el  Rey  ni  bus 
herederos  impondrían  contribuciones 
ni  cobrarían  subsidios  en  este  reino 
sin  el  consentimiento  y  aprobación  de 
los  Arzobispos,  Obispos,  Condes,  Ba- 
rones, Caballeros,  Diputados  y  otros 
individuos  de  la  Cámara  de  los  Comu- 
nes de  este  reino;  Y  que  por  la  autori- 
dad del  Parlamento  convocado  en  el 
veinticinco  año  del  reinado  de  Eduar- 
do III,  se  declaró  y  acordó  que  desde 
entonces  nadie  podía  ser  compelí  do 
contra  su  voluntad  á  prestar  dinero  al 
Rey,  por  ser  esto  contrario  a  la  razón  y 
á  las  libertades  del  pafs;  Y  estando  es- 
tablecido por  otras  leyes  de  este  reino 
que  á  nadie  podrá  imponerse  contri- 
bución alguna  con  el  nombre  de  don 
gratuito  ú  otro  semejante,  gracias  & 
tales  Estatutos  y  á  otras  buenas  leyes 
del  reino,  vuestros  subditos  han  here- 
dado la  facultad  de  no  contribuir  á  nin- 
gún impuesto,  carga,  subsidio  ó  dona- 
tivo alguno,  sin  que  el  Parlamento  le 
haya  dado  su  aprobación; 

2.°  Sin  embargo,  hánse  publicado 
poco  há  varias  advertencias  dirigidas 
á  diversos  Comisarios  en  muchas  pro- 
vincias, con  instrucciones  á  cuya  vir- 
tud vuestro  pueblo  ha  sido  reunido  en 
diferentes  parajes,  invitándosele  á 
prestar  ciertas  sumas  de  dinero  á  V.  M., 
y  vista  la  negativa  de  algunos,  se  les 
ha  obligado  á  prestar  juramento,  ha- 
ciéndoles comparecer  y  presentarse, 
contra  lo  dispuesto  en  todas  las  leyes 
y  Estatutos  de  este  reino,  ante  vuestro 
Consejo  privado  ó  en  otras  partes;  otros 
han  sido  reducidos  á  prisión,  ó  pertur- 
bados ó  molestados  de  diversos  modos. 
Otras  muchas  cargas  han  sido  impues- 
tas y  cobradas  á  vuestios  subditos  por 
los  Gobernadores  de  las  provincias  y 
sus  tenientes  los  Comisarios  para  la 
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revista  de  las  tropas,  los  Jueces  de  paz 
y  otros  funcionarios,  de  orden  de  V.  M. 
ó  de  vuestro  Consejo  privado,  contra 
todas  las  leyes  y  libertades  de  este 
reino; 

3."  Y  siendo  asf  que  se  halla  explí- 
citamente acordado  y  establecido  por 
el  Estatuto  llamado  Carta  Magna  de  las 
libertades  de  Inglaterra,  que  ningún 
ciudadano  podrá  ser  reducido  á  prisión 
ni  privado  de  sus  bienes,  libertades  0 
franquicias,  ni  proscripto  ni  desterra- 
do, ni  condenado  á  muerte  sino  en  vir- 
tud de  una  sentencia  legitima  de  sus 
Pares  ó  de  las  leyes  del  pais; 

4."  Y  que  está  acordado  por  la  auto- 
ridad del  Parlamento  en  el  año  veinti- 
ocho del  reinado  de  Eduardo  III,  que 
nadie,  sea  cual  fuere  su  rango  o  con- 
dición, podrá  ser  privado  de  sus  tierras 
y  demás  bienes,  ni  reducido  á  prisión, 
ni  desterrado,  ni  condenado  a  muerte, 
sin  que  antes  se  oiga  su  defensa  con 
arreglo  á  derecho; 

5."  A  pesar  de  dichos  Estatutos  y 
demás  buenas  leyes  y  reglamentos  de 
nuestro  Rey  expedidos  á  este  fin,  mu- 
chos subditos  vuestros  han  sido  redu- 
cidos á  prisión  sin  que  se  les  haya  ex- 
presado la  causa,  y  cuando  han  sido 
conducidos  ante  vuestros  Jueces  en 
virtud  del  Habeos  Corpus  para  sufrir  el 
castigo  impuesto  por  el  Tribunal,  y  han 
intimado  á  sus  carceleros  que  declaren 
la  causa  de  su  detención,  éstos  no  han 
dado  otras  razones  de  su  conducta  sino 
alegar  que  les  hablan  arrestado  por 
una  orden  particular  de  V.  M.,  notifi- 
cada por  los  señores  de  vuestro  Con- 
sejo privado;  á  pesar  de  esto,  han  con- 
tinuado en  la  prisión,  sin  que  se  les 
impute  delito  alguno  de  que  puedan  dar 
sus  descargos  con  arreglo  atas  leyes; 

6."  Y  siendo  ast  que  varias  compa- 
ñías de  soldados  y  marineros  han  sido 


distribuidas  hace  poco  en  muchas  pro- 
vincias del  reino,  cuyos  moradores  se 
han  visto  obligados  á  recibirlas*  y  alo- 
jarlas en  sus  casas,  contra  las  leyes  y 
costumbres  de  este  reino  y  con  gran 
perjuicio  de  vuestro  pueblo; 

7.°  Y  estando  acordado  por  la  autori- 
dad del  Parlamento,  en  el  año  veinti- 
cinco del  reinado  de  Eduardo  III,  que 
nadie  puede  ser  condenado  á  perder  la 
vida  ó  miembro  alguno  contra  lo  conte- 
nido en  la  Carta  Magna  y  las  leyes  del 
país,  y  que  por  la  susodicha  Carta  Mag- 
na y  demás  leyes  y  Estatutos  de  vuestro 
reino,  nadie  debe  ser  condenado  á 
muerte  sino  por  las  leyes  establecidas  ó 
por  las  costumbres  del  mismo,  ó  por  un 
acuerdo  del  Parlamento;  que  en  otro 
caso  ningún  criminal,  sea  cual  fuere  su 
condición,  pueda  eximirse  de  los  pro- 
cedimientos de  la  justicia  ordinaria,  ni 
evitar  el  castigo  que  le  imponen  las  le- 
yes y  Estatutos  del  reino;  hace  poco 
tiempo,  sin  embargo,  muchos  Comisa- 
rios de  V.  M.,  con  autorización  para 
proceder,  según  la  justicia  de  la  ley 
marcial,  contra  los  soldados,  marine- 
ros y  otras  personas  que  se  les  agre- 
guen á  fin  de  cometer  un  homicidio, 
robo,  felonía,  sedición  ó  cualquier  otro 
delito;  instruir  los  oportunos  sumarios*, 
juzgar,  condenar  y  ejecutar  jurídica- 
mente á  los  culpables,  con  arreglo  á  la 
ley  marcial,  ajustándose  a]  método  de 
los  consejos  de  guerra,  y  como  se  prac- 
tica en  tiempo  de  guerra  en  los  ejérci- 
tos; con  pretexto  de  este  poder,  los  su- 
sodichos Comisarios  han  dado  muerte 
á  muchos  subditos  vuestros,  que  si  ha- 
blan merecido  el  Último  suplicio  con 
arreglo  á  las  leyes  y  Estatutos  del  país, 
no  podían  ni  debían  ser  condenados  ni 
ejecutados  sino  en  virtud  de  dichas  le- 
yes y  Estatutos; 

8.°    Que  por  otra  parte,  y  con  el  mis- 
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mo  pretexto,  varios  grandes  criminales 
á  quienes  las  leyes  y  Estatutos  de  este 
reino  hubieran  condenado  á  sufrir  las 
más  graves  penas,  han  logrado  elu- 
dirlas, declinando  á  favor  de  dichos 
Comisarios  militares  la  jurisdicción  de 
los  Tribunales  ordinarios;  por  todo  lo 
expuesto,  claro  es  que  todas  las  comi- 
siones de  esta  especie  son  directamen- 
te contrarias  á  las  leyes  y  Estatutos  de 
vuestro  reino; 

9."  Por  todas  estas  razones,  se  su- 
plica á  V.  M.  que  nadie  en  lo  sucesivo 
se  vea  obligado  á  someterse  A  ningún 
don  gratuito,  prestar  dinero,  hacer  pre- 
sentes voluntarios,  ni  pagar  impuestos 
y  cargas  de  ninguna  especie,  sino  en 
virtud  de  un  acuerdo  del  Parlamento. 
Que  nadie  sea  citado  ante  los  Tribuna- 
les, ni  obligado  á  prestar  juramento,  ni 
encargarse  de  servicio  alguno.  Que  na- 
die sea  arrestado,  ni  inquietado,  ni 
molestado  por  negarse  a  tales  exigen- 
cias. Que  V.  M.  mande  retirar  los  sol- 
dados y  marínelos  de  que  hemos  ya 
hecho  mérito,  impidiendo  que  en  lo  su- 
cesivo se  vea  recargado  el  pueblo  de 
esta  manera.  Que  sean  revocadas  y 
anuladas  las  comisiones  para  juzgar 
con  arreglo  á  la  ley  marcial,  y  que  no 
se  nombren  otras  análogas  por  temor 
de  que  con  este  pretexto  sean  condena- 
dos á  muerte  algunos  subditos  de  V.  M. 
contra  las  leyes  y  franquicias  de  este 
pais; 

10.  Hé  aquf  cuanto  pedimos  humil- 
demente a  V.  M.  como  derechos  y  li- 
bertades nuestras,  con  arreglo  á  las 
leyes  y  Estatutos,  de  este  reino.  Supli- 
camos también  a  V.  M.  que  declare  que 
de  todos  los  procedimientos,  senten- 
cias, ejecuciones  y  demás  hechos  á  que 
nos  hemos  referido,  no  se  sacará  con- 
secuencia ni  sentará  precedente  en 
perjuicio  de  la  nación.  Asi,  pues,  roga- 


mos á  V.  M.  que  para  mayor  satisfac- 
ción y  seguridad  de  vuestro  pueblo,  de- 
clare que  vuestra  intención  y  regia  vo- 
luntad es  que  en  los  asuntos  mencio- 
nados, vuestros  Ministros  y  funciona- 
rios os  sirvan  con  arreglo  A  las  leyes 
y  Estatutos  del  reino,  para  honor  de 
V.  M.  y  prosperidad  del  Estado. 

PRIMERA  RESPUESTA  DEL  REV  A  LA  PETI- 
CIÓN DE  DERECHOS,  LEÍDA  EN  EL  PAR- 
LAMENTO POR  EL  CANCILLER  DE  8.  M. 

«El  Rey  quiere  que  se  cumpla  el  de- 
recho con  arreglo  á  las  leyes  y  costum- 
bres del  reino,  y  que  los  Estatutos  ten- 
gan debida  ejecución  á  fin  de  que  sus 
subditos  no  tengan  motivos  para  que- 
jarse de  ningún  perjuicio  ú  opresión 
contrarios  á  sus  justos  derechos  y  li- 
bertades que  S.  M.  en  conciencia  se 
cree  obligado  á  respetar  tan  escrupu- 
losamente como  su  propia  prerroga- 
tiva.» 

No  habiendo  parecido  satisfactoria 
esta  respuesta  del  Rey,  el  Parlamento 
pidió  otra  más  clara. 

Entonces  pronunció  el  Rey  en  pleno 
Parlamento  esta  segunda  respuesta: 
kSqH  Drotífaii  eomme  il  est  desiré.» 

(Cúmplase  el  derecho  como  se  pide), 
arrancando  unánimes  aclamaciones  en 
ambas  Cámaras. 

§  V.  -Acta  d*  «naneas  Corpus»  (1879) 

1.— Indicaciones  histórica» 

Aunque  ya  en  la  Carta  Magna  ge  ha- 
bla consignado  que  nadie  podía  ser  re- 
ducido á  prisión  arbitrariamente,  como 
no  habla  establecido  los  preceptos  re- 
glamentarios y  de  detalle  acerca  de 
esta  garantía  de  la  libertad  persona], 
ni  determinado  los  medios  legales  de 
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obtener  la  debida  reparación  por  una 
detención  arbitraria,  designando  el 
Tribunal  ante  el  cual  debía  recurrirse, 
y  estableciendo  una  sanción  suficiente, 
no  podían  los  ingleses  considerar  sóli- 
damente garantidas  contra  los  abusos 
del  poder  su  libertad  ni  su  seguridad 
individual,  que  eran  desconocidas  á 
cada  paso  por  los  Monarcas,  cuando 
éstos  eran  fuertes  y  poderosos,  ó  por 
sus  representantes. 

Estas  graves  deficiencias  reclama- 
ban una  nueva  declaración,  á  la  que 
dio  ocasión  propicia  ia  lucha  entre 
Carlos  11  y  el  Parlamento,  redactándo- 
se y  publicándose  la  célebre  Acta  de 
Habeos  Corpus  ó  garantía  de  la  liber- 
tad individual  y  que  algunos  autores 
consideran  como  la  tercera  ley  funda- 
mental de  Inglaterra,  y  cuyo  texto  á 
continuación  publicamos. 

3.— Texto  del  Acia  «Habeos  Corpus*  (1) 
(1679) 

Cuando  una  persona  sea  portadora 
de  un  Habeos  Corpus  dirigido  á  un 
sheriff,  carcelero  ó  cualquiera  otro 
funcionario  en  favor  de  un  individuo 
puesto  bajo  su  custodia,  y  dicho  Habeos 
Corpus  sea  presentado  á  los  susodichos 
funcionarios,  ó  se  les  deje  en  la  cárcel, 
quedan  obligados  6.  declarar  la  causa 
de  la  detención  á  los  tres  dias  de  esta 
presentación  (ano  ser  que  la  prisión 
sea  motivada  por  traición  ó  felonía  ex- 
presada en  el  warranf),  y  previa  la 
oferta  de  pagar  los  gastos  necesarios 
para  conducir  al  prisionero,  los  cuales 
serán  tasados  por  el  Juez  ó  Tribunal 


(1)  Esta  Acta,  conocida  generalmente  con  eso 
titulo  de  Ha&ew  Corpas,  tiene  el  elemente  epí- 
grafe: Acia  para  completar  las  libertades  de  loa 
iiibdiloi  y  evitar  la»  deportaciones  é  VUramar. 


que  haya  expedido  el  Habeos  Corpus  & 
continuación  del  tcrit  (orden,  intima- 
ción, cédula),  y  no  podrán  exceder  de 
doce  denarios  por  cada  milla,  ydespués 
de  haber  sido  dada  por  escrito  la  segu- 
ridad de  pagar  igualmente  los  gastos 
necesarios  para  presentar  de  nuevo  a) 
prisionero,  si  há  lugar,  asi  como  ga- 
rantía de  que  éste  no  se  escapará  en  el 
camino,  y  remitir  dicha  orden,  y  volver 
á  presentar  al  individuo  ante  el  Lord 
Canciller  ó  los  Jueces  de  donde  emane 
el  writ,  ó  ante  el  funcionario  del  orden 
judicial  que  haya  de  entender  en  la 
causa,  al  tenor  del  susodicho  toril.  Este 
término  de  tres  días  es  aplicable  sola- 
mente al  caso  en  que  el  punto  de  la 
prisión  no  diste  más  de  20  millas  del 
Tribunal  ó  lugar  en  que  residan  los  Jue- 
ces. Si  la  distancia  excede  de  las  20  mi- 
llas y  no  pasa  de  100,  el  carcelero  y  de- 
más empleados  tendrán  diez  días  de 
término,  y  si  hay  más  de  100  millas, 
veinte  dias. 

Todos  los  u>rit8  de  Habeos  Corpus 
contendrán  las  siguientes  palabras: 
per  Statuto  trieessimo  primo  Carolise- 
eundi  Regís,  y  llevarán  la  firma  del  que 
los  expida.  Si  una  persona  es  arrestada 
y  detenida  en  tiempo  de  vacaciones  por 
cualquier  delito  (exceptuando  los  de 
felonía  y  traición  expresados  en  el 
leorront),  tendrá  derecho  por  si,  ó  por 
otro  en  representación  suya  (á  no  ser 
que  esté  ya  convicta  ó  condenada), 
para  dirigirse  al  Lord  Canciller  ó  & 
cualquier  otro  Juez  ó  Magistrado,  los 
cuales,  vistas  las  copias  de  los  au- 
tos de  prisión,  ó  previo  el  juramento  de 
haber  sido  denegadas  -dichas  copias, 
y  precediendo  una  petición  por  escri- 
to de  la  persona  detenida  ó  de  cualquie- 
ra otra  en  su  lugar,  confirmada  por 
dos  testigos  presentes  en  el  acto  de  en- 
tregarla, tiene  la  obligación  de  expe- 
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dir  un  Habeos  Corpus  con  el  sello  del 
Tribunal  á  que  pertenezca  uno  de  los 
Jueces  y  dirigido  al  funcionario  encar- 
gado de  la  custodia  del  detenido.  Este 
Habeos  Corpus  será  remitido  inmedia- 
tamente al  Lord  Canciller,  Juez  ó  Ba- 
rón de  los  respectivos  Tribunales;  y 
una  vez  presentado  el  writ,  el  funcio- 
nario 6  la  persona  á  quien  éste  comi- 
sione presentarán  nuevamente  el  preso 
ante  el  Lord  Canciller,  los  demás  Jue- 
ces ó  el  designado  por  el  susodicho 
errií;  y  si  este  último  se  hallare  ausen- 
te, ante  cualquiera  de  ellos;  volviendo 
á  presentar  en  todo  caso  el  ya  mencio- 
nado writ,  dando  á  conocer  las  causas 
de  la  prisión  ó  detención;  cumplidas  es- 
tas disposiciones,  en  el  término  de  dos 
días  el  Lord  Canciller  ó  cualquiera  otro 
Juez  pondrá  en  libertad  al  preso,  previa 
su  identificación  y  recibiendo  en  garan- 
tía la  suma  que  los  Jueces  consideren 
más  conveniente,  en  atención  ala  cali- 
dad del  preso  ó  á  la  naturaleza  del  deli- 
to, para  asegurarse  de  que  comparece- 
rá ante  el  Tribunal  del  Banco  del  Rey{\) 
ó  del  de  Goal  delioery  (2),  en  el  condado 
ó  lugar  de  la  prisión,  ó  donde  se  hubie- 
re cometido  el  delito,  ó  ante  el  Tribunal 
que  haya  de  entender  en  su  conoci- 
miento. El  writ  y  sus  certificaciones, 
asi  como  la  identificación,  se  exhibirán 
ante  el  Tribunal  donde  se  verifique  la 


(1)  Tribunal  que  se  compone  de  un  Presidente 
j  tres  Magistrados.  Se  profesa  la  ficción  jurídica 
de  que  al  Bey  asista  á  él  en  persona,  j  por  eso 
adopta  la  formula  Coram  ipso  Rege. 

(3)  Tribunal  que  se  reúne  ante  los  Comisa- 
rios del  Bey  dos  vecea  al  ano  en  cada  condado  del 
reino,  excepto  en  algunos,  donde  no  se  reúne  más 
que  una  vez.  Tiene,  entre  otras,  la  atribución  de 
examinar  y  poner  un  libertad  i  lodos  tos  presos 
que  se  encuentren  en  la  cárcel  cuando  llegan 
los  Jueces  a  una  población:  por  eso  s¿  denomina 
Goal  delivery  6  Comisión  de  libertad. 


comparecencia.  Estas  disposiciones  no 
son  aplicables  al  caso  en  que  conste  á 
los  Jueces  que  el  preso  se  halla  deteni- 
do en  virtud  de  una  acción  legal  que  no 
permita  la  fianza,  con  arreglo  á  un 
writ  ó  tcarrant  firmado  y  sellado  de 
puño  y  sello  de  los  susodichos  Jueces  ó 
de  los  simples  Jueces  de  paz. 

Si  un  individuo  descuidara  volunta- 
riamente la  petición  del  Habeos  Corpus 
durante  dos  plazos  completos,  conta- 
dos desde  el  día  de  su  prisión,  no  podrá 
obtenerle  en  tiempo  de  vacaciones. 

Si  un  funcionario,  ó  el  que  haga  sus 
veces,  descuida  la  obligación  de  res- 
ponder al  writ  de  Habeos  Corpus,  ó  no 
vuelve  á  presentar  al  preso  con  arreglo 
al  writ,  ó  se  niega  á  poner  en  libertad 
al  preso  á  petición  de  éste  ó  de  quien 
lo  represente,  ó  si  no  entrega  en  el  tér- 
mino de  seis  horas  copia  del  auto  de 
prisión,  pagará  &  la  parte  perjudicada 
100  libras  por  la  primera  ofensa  y  200 
por  la  segunda,  quedando  inhabilita- 
do para  desempeñar  su  cargo;  estas 
condenas  serán  requeridas  por  el  que- 
rellante ó  sus  apoderados  contra  el  de- 
lincuente, en  forma  de  acción  personal, 
ante  cualquiera  de  los  Tribunales  de 
Westminster.  La  primera  condenación 
á  instancia  de  la  parte  perjudicada  se 
considerará  como  prueba  suficiente  de 
la  primera  ofensa;  y  para  la  segunda 
bastará  otra  condena  por  cualquiera 
otra  ofensa  inferida  después  del  primer 
juicio. 

Ninguna  persona  puesta  en  libertad 
en  virtud  de  un  Habeos  Corpus,  puede 
ser  aprisionada  de  nuevo  por  el  mismo 
delito,  á  no  ser  por  orden  del  Tribunal 
ante  quien  está  obligada  á  comparecer, 
ó  de  otro  cualquiera  competente.  El 
que  aprisione,  ó  &  sabiendas  mande 
aprisionar  por  el  mismo  delito  á  una 
persona  puesta  en  libertad  por  el  modo 
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mencionado,  será  condenado  á  pagar 
500  libras  á  la  parte  perjudicada. 

SÍ  una  persona  reducida  á  prisión 
por  delito  de  alta  traición  ó  felonía  ex- 
presada en  el  warrani,  pidiere  en  pleno 
Tribunal,  durante  la  primera  semana 
del  plazo,  ó  el  primer  dia  en  que  se 
presenten  los  Comisarios  al  Tribunal, 
ó  ante  el  Goal  delicery  que  se  le  lorme 
causa,  no  podrá  aplazarse  su  petición 
para  los  términos  ó  sesiones  próxi- 
mas. Los  Jueces  del  Banco  Real,  de  la 
comisión  de  audiencia  ó  sus  delegados 
pondrán  en  libertad  al  preso,  previa 
una  petición  del  mismo  y  bajo  fianza, 
antes  de  terminar  la  época  de  sus 
reuniones,  á  no  ser  que  los  Jueces  afir- 
men, bajo  juramento,  que  los  testigos 
presentados  en  nombre  del  Rey  no  tie- 
nen tiempo  para  presentarse  hasta  en- 
tonces; pero  si  el  preso  no  es  procesado 
y  juzgado  a  consecuencia  de  su  peti- 
ción antes  de  llegar  el  segundo  tér- 
mino, será  puesto  en  libertad. 

Las  disposiciones  de  la  presente  Acta 
no  son  aplicables  &  la  libertad  de  la 
persona  en  las  causas  civiles. 

El  subdito  de  este  reino  que  se  halle 
puesto  bajo  la  custodia  de  un  funciona- 
rio por  causa  criminal,  no  podra  ser 
trasladado  á  la  vigilancia  de  otro,  sino 
en  virtud  de  un  Habeas  Corpus  ó  cual- 
quier otro  writ  legal,  ó  bien  cuando  el 
preso  es  entregado  al  Constable  ó  á  otro 
funcionario  inferior  para  conducirle  á 
la  prisión,  ó  cuando  de  orden  del  Juez 
competente  es  enviado  a  un  estableci- 
miento penal  ó  trasladado  de  un  punto 
a  otro  del  mismo  condado  para  ser  so- 
metido ¿juicio,  ó  en  caso  de  incendio 
repentino,  epidemia  ó  circunstancias 
análogas;  y  los  que  firmen  ó  refrenden 
un  icarraní  en  que  se  disponga  una 
traslación  contraria  á  todas  estas  re- 
glas, asi  como  el  funcionario  que  la 


ejecute,  incurrirán  en  las  ya  mencio- 
nadas multas  á  favor  de  la  parte  perju- 
dica Ja. 

Todo  preso  podrá  obtener  su  Habeos 
Corpus,  tanto  del  Canciller  del  Echi- 
quier  como  del  Baneo  del  Rey  ó  del 
Tribunal  de  Plaids  eommuns;  y  si  el 
Lord  Canciller  ó  cualquier  otro  Juez  ó 
Barón  del  Eehiquier,  en  vacaciones, 
vista  la  copia  del  auto  de  prisión,  ó 
previo  el  juramento  de  haber  sido  de- 
rogada esta  copia  se  negare  á  exhibir 
el  Habeas  Corpus,  será  condenado  á 
pagar  500  libras  á  la  parte  perjudi- 
cada. 

Un  Habeas  Corpus  ajustado  á  las  dis- 
posiciones de  la  presente  Acta,  tendrá 
fuerza  obligatoria  en  las  tierras  de  un 
Conde  palatino,  en  los  cinco  puertos  (1) 
y  demás  puntos  privilegiados,  asi  como 
en  las  islas  de  Jersey  y  Guernesey. 

Ningún  subdito  de  este  reino,  habi- 
tante en  Inglaterra,  el  país  de  Gales  ó 
Berwick,  podrá  ser  enviado  como  preso 
á  Escocia,  Irlanda,  Jersey,  Guernesey  ó 
cualquier  otro  punto  nías  allá  de  los 
mares:  toda  prisión  de  esta  especie  será 
ipso  Jacto  declarada  ilegal;  y  el  que 
haya  sido  victima  de  ella  podrá  enta- 
blar una  acción  de  prisión  ilegal  ante 
los  Tribunales  de  S  M-,  ó  bien  interpo- 
ner un  recurso  contra  los  que  hayan 
procedido  á  su  detención,  arresto,  et- 
cétera, ó  contra  el  que  haya  acordado, 
escrito,  firmado  ó  refrendado  un  u>a- 
rrant  ó  cualquiera  otra  disposición  para 
llevar  á  efecto  tales  actos  y  contra  los 
que  aquéllos  aconsejaron  ó  consin- 
tieron. 

En  este  caso,  la  parte  perjudicada 
podrá  exigir  una  cantidad  triple  del 


(I)  Loe  cinco  puertos,  de  que  también  se  haca 
inunción  en  la  Carla  Magna,  son:  Hnatingn,  Dou- 
vrea,  Hitlie,  Rummey  y  Sandwich. 
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importe  de  las  costas  y  gastos  del  jui- 
cio, con  una  indemnización  de  daños 
y  perjuicios  que  no  bajará  de  500  li- 
bras. No  se  admitirán  en  dicha  acción 
excepciones  dilatorias,  sin  perjuicio  de 
ejecutarse  lo  establecido  en  los  Regla- 
mentos de  los  Tribunales  en  los  casos 
que  haya  lugar.  El  que  escriba,  selle  ó 
refrende  un  icarrant,  infringiendo  lo 
dispuesto  en  la  presente  Acta,  asi  como 
el  que  obedezca,  quedará  inhabilitado 
para  desempeñar  cargos  de  confianza 
ó  lucrativos,  incurrirá  en  las  penas 
señaladas  en  el  Estatuto  de  praemuni- 
re  (1)  y  no  podrá  ser  indultado  por  el 
Rey  á  causa  de  tales  delitos. 

El  beneficio  de  la  presente  Acta  no 
aprovechará  al  que  se  comprometa  por 
escrito  con  un  negociante,  propietario 
en  las  colonias  úolro  alguno  para  ser 
trasladado  á  Ultramar. 

Si  un  individuo  convicto  de  felonía 
pide  ser  trasladado  á  Ultramar,  y  el 
Tribunal  cree  conveniente  su  prisión 
por  la  índole  del  delito,  podrá  accederse 
á  la  petición  del  interesado. 

Si  un  individuo  residente  en  este  rei- 
no cometiere  un  delito  capital  en  Esco- 
cia, Irlanda  ó  cualquier  otra  isla  ó  co- 
lonia extranjera  sometida  al  Rey,  po- 
drá ser  trasladado  á  este  país  para  que 
le  juzguen  los  Tribunales  con  arreglo 
á  nuestras  leyes. 


(1)  Los  Estatutos  da  Praemunire  fueron  pro- 
mulgados para  combatir  la  autoridad  del  Romano 
Pontífice  en  Inglaterra.  En  la  época  de  la  Refor- 


pidas  todas  las 
le  dictaron  peo 


contra  los  que  infringieran  las  disposic 
loa  Estatutos.  Fuera  demasiado  prolijo 
todas  las  penis  señaladas  para  diferentes  caaos: 
los  que  deseen  bailarlas  pueden  consultar  los  Co- 
mentario* de  Blscltstone,  libro  IV,  cap.  VIII. 


Nadie  será  perseguido  por  infracción 
de  la  presente  Acta  sino  en  los  dos 
años  siguientes  á  dicha  infracción,  si 
taparte  perjudicada  se  encuentra  ya 
en  libertad;  y  si  continúa  presa,  en  los 
dos  años  siguientes  á  su  fallecimiento 
ó  &  su  salida  de  la  prisión. 

Cuando  el  Tribunal  de  Assíses  se  pre- 
sente en  un  condado,  nadie  podrá  ser 
trasladado  de  la  cárcel  pública  en  vir- 
tud de  un  Habeos  Corpus,  sino  para  ser 
juzgado  por  dicho  Tribunal. 

Terminadas  las  sesiones  del  Tribu- 
nal de  Assises,  no  habrá  lugar  al  Ha- 
beos Corpus,  en  virtud  de  la  presente 
Acta. 

Si  se  entabla  una  acción  por  haber 
infringido  esta  ley,  los  defensores  de 
los  demandados  pueden  alegar  que  sus 
clientes  se  han  ajustado  ala  ley,  sos- 
teniendo que  no  son  culpables  («oí 
guilty)  ó  que  nada  deben  al  deman- 
dante. 

Cuando  un  individuo  sea  reducido  á 
prisión  por  un  Juez  de  paz  ó  cualquier 
otro  funcionario,  y  acusado  como  cóm- 
plice de  traición  menos  grave  (petty 
treason)  (1),  ó  de  felonía,  y  simplemen- 
te sospechoso  de  cualquiera  de  estos 
delitos  expresados  en  el  auto  de  pri- 
sión, no  podrá  ser  puesto  en  libertad 
bajo  fianza,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en 
el  acta  presente. 


(1)  La  Iraicidn  menos  grave  es  en 
civil  lo  que  en  el  político  la  alia  íraicid 
curre  en  esta  última  cuando  se  ofende 
al  Gobierno,  ó  cuando  un  inferior,  bají 
to  de  vista  político,  atenía  contra  ls 
quien  es  superior  suyo  en  lo  que  atañe  : 
gocios  del  Estado.  Aquí  lia  se  comete  cu 
criado  asesina  á  su  orno,  una  mujer  £  su 
6  un  clérigo  á  su  respectivo  Prelndo.— i 
Rlacliatone,  tomo  IV,  cap.  VI.) 


n.    Sein- 

al  Rey  y 
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gVI.    «Bill»  de  Derechos  (1689) 
/.— Indicaciones  histórica* 

La  marcada  predilección  de  los  dos 
últimos  Reyes  Stuardos  (Carlos  II  y  Ja, 
codo  II)  hacia  el  catolicismo,  el  pres- 
cindir por  completo  de  las  leyes  contra 
los  papistas,  sus  Intimas  relaciones  con 
la  Santa  Sede  y  otras  causas  que  no  es 
del  caso  mencionar  aquí,  provocaron 
primero  el  descontento,  y  después  una 
revolución  que  costó  el  Trono  al  Monar- 
ca y  a  la  dinastía  reinante,  pasando  á 
la  Casa  de  Orange  con  los  Principes 
Guillermo  y  María. 

Como  era  natural,  aprovecharon  los 
ingleses  ocasión  tan  propicia  para  res- 
tablecer el  imperio  de  las  leyes  y  las 
antiguas  libertades,  dando  un  nuevo 
paso  en  el  camino  de  estas  últimas,  y, 
reunido  el  Parlamento,  se  dictó  el  lla- 
mado Bill  de  los  Derechos,  en  el  que, 
además  de  consignar  éstos,  se  fijó  el 
orden  de  sucesión  á  la  Corona,  que  re- 
producido en  otras  Actas  con  leves  di- 
ferencias, continúa  vigente. 

2.-  Texto  del  «Bilte  de  Derechos  (1689) 

Capitulo  1."  En  atención  á  que  los 
Lores  espirituales  y  temporales  y  los 
Comunes,  congregados  en  Westmins- 
ter  representando  válida,  plena  y  libre- 
mente á  todas  las  clases  del  pueblo  en 
este  reino  el  día  treinta  de  Febrero 
del  año  de  Nuestro  Señor  mil  seiscien- 
tos ochenta  y  ocho,  en  presencia  de 
SS.  MM.,  á  la  sazón  llamados  y  conoci- 
dos con  los  nombres  de  Guillermo  y 
Maria,  Principes  de  Orange,  que  con- 
currieron en  persona,  han  extendido 
una  declaración  por  escrito  en  los  tér- 
minos siguientes: 


(Los  doce  párrafos  siguientes  son 
otras  tantas  quejas  del  Parlamento 
contra  los  desafueros  cometidos  por  el 
Gobierno  de  Jacobo  II,  cuyos  párrafos 
están  casi  textualmente  reproducidos 
bajo  los  números  1  á  4,  6  á  13  del  pre- 
sente capitulo.) 

Considerando  que  todas  estas  cosas 
son  plena  y  directamente  contrarias  á 
las  leyes  comunes,  Estatutos  y  liberta- 
des de  este  reino. 

Y  siendo  asi  que  ha  abdicado  el  suso- 
dicho Jacobo  II,  quedando  vacante  el 
Gobierno  y  el  Trono,  Su  Alteza  el  Prin- 
cipe de  Orange  (á  quien  Dios  quiso 
convertir  en  glorioso  instrumento,  que 
habla  de  librar  á  este  reino  del  papismo 
y  del  poder  arbitrario),  ha  mandado  es- 
cribir (según  el  parecer  de  los  Lores 
espirituales  y  temporales,  y  de  muchos 
principales  individuos  de  la  Cámara  de 
los  Comunes)  varias  cartas  á  los  Lores 
espirituales  y  temporales  protestantes, 
y  otras  á  los  diferentes  condados  y  ciu- 
dades. Universidades,  distritos,  y  á  los 
cinco  puertos,  para  que  elijan  indivi- 
duos capaces  de  representarlos  en  el 
Parlamento  que  ha  de  reunirse  en 
Westminster  á  22  días  del  mes  de  Ene- 
ro del  mismo  año  1688,  para  arbitrar 
los  medios  oportunos,  á  fin  de  que  en 
lo  sucesivo  no  corran  peligro  inminen- 
te de  ruina  la  religión,  las  leyes  y  las 
libertades;  visto  lo  cual  h&nse  verifica- 
do dichas  elecciones. 

Asi,  pues,  los  mencionados  Lores  es- 
pirituales y  temporales,  y  los  indivi- 
duos de  la  Cámara  de  los  Comunes,  re- 
unidos en  la  actualidad,  y  que,  á  con- 
secuencia de  sus  respectivos  poderes  y 
elecciones  constituyen  plena  y  libre- 
mente el  Cuerpo  representativo  de  la 
nación,  tomando  en  consideración  los 
medios  mejores  para  conseguir  el  indi- 
cado objeto,  que  no  es  otro  que  garan- 
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tizar  y  asegurar  para  lo  sucesivo  sus 
antiguos  derechos  y  libertades,  decla- 
ran desde  luego  lo  siguiente,  como  ha- 
cían sus  antepasados  en  idénticas  cir- 
cunstancias: 

1."  Que  es  ilegal  la  facultad  que  se 
atribuye  la  autoridad  real  para  suspen- 
der las  leyes  6  su  cumplimiento; 

2*  Que  asimismo  es  ilegal  la  facul- 
tad que  se  atribuye  la  autoridad  real 
para  dispensar  de  las  leyes  ó  de  su 
cumplimiento,  como  anteriormente  se 
ha  verificado,  por  medio  de  una  usur- 
pación notoria; 

3.°  Que  tanto  la  Comisión  para  for- 
mar el  último  Tribunal  para  las  causas 
eclesiásticas,  como  cualquiera  otra  Co- 
misión ó  Tribunal  de  la  misma  clase, 
son  ilegales  y  perniciosas; 

4."  Que  es  ilegal  toda  cobranza  de 
impuestos  para  uso  de  la  Corona  sin  el 
concurso  del  Parlamento,  so  pretexto 
de  prerrogativa,  ó  en  época  y  modo  di- 
ferentes de  los  señalados  por  el  mismo; 

5.a  Que  los  subditos  tienen  el  dere- 
cho de  presentar  peticiones  al  Rey, 
siendo  ilegales  las  prisiones  y  vejacio- 
nes de  cualquier  especie  que  sufran  por 
esta  causa; 

6."  Que  el  acto  de  levantar  y  man- 
tener dentro  del  país  un  ejército  en 
tiempo  de  paz,  es  contrario  á  la  ley,  si 
no  le  precede  la  autorización  del  Par- 
lamento; 

7.°  Que  los  subditos  protestantes 
pueden  tener,  para  su  defensa,  las  ar- 
mas ajustadas  a  su  condición  y  permi- 
tidas por  la  ley; 

S.°  Que  deben  ser  libres  las  eleccio- 
nes de  los  individuos  del  Parlamento; 

9."  Que  los  discursos  pronunciados 
en  los  debates  del  Parlamento  no  deben 
ser  examinados  sino  por  éste  mismo,  y 
no  en  otro  Tribunal  ó  sitio  alguno; 

10.    Que  no  se  exigirán  fianzas  exor- 


bitantes, impuestos  excesivos,  ni  so 
impondrán  penas  demasiado  severas; 

11.  Que  la  lista  de  los  Jurados  ele- 
gidos deberá  hacerse  en  debida  forma 
y  ser  notificada;  que  los  Jurados  que 
fallan  sobre  la  suerte  de  las  personas, 
en  las  cuestiones  de  alta  traición,  de- 
berán ser  terratenientes  libres; 

12.  Que  son  contrarias  á  las  leyes,  y 
por  lo  tanto  nulas,  todas  las  concesio- 
nes ó  promesas  de  dar  á  otros  los  bie- 
nes confiscados  á  personas  acusadas, 
antes  de  hallarse  convictas; 

13.  Que  es  indispensable  convocar 
con  frecuencia  los  Parlamentos  para 
satisfacer  los  agravios,  asi  como  para 
corregir,  afirmar  y  conservar  las  leyes. 

Reclaman  y  piden  con  repetidas  ins- 
tancias todo  lo  mencionado,  conside- 
rándolo como  un  conjunto  de  derechos 
y  libertades  incontestables,  como  tam- 
bién que  en  lo  sucesivo  no  lleguen  á 
sentarse  precedentes  ni  á  sacar  conse- 
cuencia alguna  en  perjuicio  del  pueblo. 

A  esta  petición  de  sus  derechos  han 
sido  estimulados  particularmente  por 
la  declaración  de  S.  A.  el  Principe  de 
Orange,  como  único  modo  de  obtener 
reparación  y  remedio  á  tantos  males. 

Abrigando,  pues,  la  más  completa 
confianza  de  que  S.  A.  el  Principe  de 
Orange  llevará  á  cabo  la  libertad  del 
país,  que  tiene  ya  tan  adelantada,  es- 
peran que  no  permitirá  que  sean  des- 
conocidos los  derechos  que  acaban  de 
recordar,  ni  que  reproduzcan  los  aten- 
tados contra  su  religión,  derechos  y 
libertades. 

(Los  nueve  capítulos  siguientes  tra- 
zan el  orden  de  sucesión  á  la  Corona, 
juramento  que  presta  el  Monarca  al 
subir  al  Trono,  y  otras  disposiciones 
de  más  ó  menos  interés,  que  literal- 
mente casi  consignamos  en  el  titulo  IV 
de  la  compilación  de  preceptos  consti- 
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e  más  adelante  transcri- 


ta   de  establecimiento 

OF  SETTLEMENT) 

i  de  sus  disposiciones 

ispués  de  la  publicación 
¡rechos  (en  1701),  se  dicta- 
>nes  más  precisas  y  defi- 
ní del  orden  de  sucesión  á 
las  condiciones  que  debía 
ona  que  viniera  &  ocupar 
ros  extremos  que  se  indi- 
líente  resumen, 
cta  de  cuatro  artículos: 
iblecen  en  él  los  derechos 
a  la  Princesa  Sofía  de 
defecto  delaPrincesaAna 
i  y  de  sus  sucesores; 
ucción  de  la  cláusula  del 
excluyendo  del  Trono  á 
;en  la  religión  católica; 
i  de  fallecer  sin  sucesión 
reinantes,  ó  en  su  caso 
tsas  antes  citadas,  se  es- 
venga  á  ocupar  el  Trono 
la  comunión  de  la  Iglesia 
como  se  halla  establecí- 
persona  no  fuese  inglés, 
i  ación  obligada  á  empe- 
guerra  para  la  defensa 
que  no  pertenezcan  á  la 
glaterra,  á  no  ser  con  el 
itimiento  del  Parlamento; 
no  podrá,  sin  dicho  con- 
salir  del    territorio    del 

Jante,  todos  los  asuntos 
jen  gobierno  del  reino,  y 
idan  al  Consejo  privado, 


según  las  leyes  y  costumbres  del  país, 
se  tratarán  en  dicho  Consejo  é  irán  Ar- 
mados todos  los  acuerdos  y  resolucio- 
nes que  en  él  se  adopten  por  los  miem- 
bros que  en  ellos  tomen  parte; 

Que  en  lo  sucesivo,  la  persona  que 
no  haya  nacido  en  territorio  inglés  (a 
menos  que  sea  hijo  de  padre  y  madre 
ingleses)  no  podrá  formar  parte  del 
Consejo  privado  ni  del  Parlamento,  ni 
ocupar  cargo  civil  ó  militar  de  confian- 
za (el  resto  de  este  párrafo  está  dero- 
gado); 

Que  no  podrá  formar  parte  de  la  Cá- 
mara de  los  Comunes  persona  alguna 
de  las  que  ocupen  un  cargo  retribuido 
por  el  Rey,  ó  disfruten  una  pensión  de 
la  Corona; 

Que  los  cargos  judiciales  se  darán 
sólo  por  el  tiempo  que  cumplan  bien 
(quandiu  se  beni  gesserint),  Ajándose  y 
asegurándose  sus  salarios;  pero  se  los 
podrá  trasladar  á  instancia  de  una  de 
las  Cámaras; 

Que  no  podrá  concederse  indulto  de 
las  penas  impuestas,  previa  la  acusa- 
ción de  dicha  Cámara. 

4."  Ratificación  y  confirmación  de 
todos  los  Estatutos  y  leyes  vigentes  en 
la  actualidad,  por  ser  estos  los  dere- 
chos naturales  del  pueblo  inglés. 

§  VIII.     Tratados  ó  pactos  da  unión 

1 . — Generalidades 

Según  hemos  indicado  en  el  capitulo 
anterior,  asf  como  el  Xll  y  el  XIII  fue- 
ron en  Inglaterra  los  siglos  de  las  Car- 
ias, el  siglo  XVIII  fué  el  de  los  Tratados 
ó  pactos  de  unión,  siendo,  como  ya  he- 
mos visto,  los  dos  principales  los  de 
Escocia  é  Irlanda. 

Consignados  en  otro  lugar  los  prece- 
dentes históricos  de  estos  pactos,  va- 
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mos  á  reproducir  aquí  les  disposicio- 
nes principales  que  contienen. 

2.— Pació  de  unión  de  Escocia 

1."  A  partir  del  1.°  de  Mayo  de  1707, 
quedan  unidos  en  uno  sólo  los  rei- 
nos de  Inglaterra  y  Escocia,  tomando 
en  lo  sucesivo  el  nombre  de  Gran  Bre- 

2.°  El  orden  de  sucesión  al  Trono  de 
la  Gran  Bretaña  será  el  precedente- 
mente establecido  para  Inglaterra; 

3."  Habrá  para  los  dos  reinos  un 
solo  Parlamento; 

4,s  Todos  los  subditos  de  ambos  rei- 
nos disfrutaran  los  mismos  derechos  y 
privilegios; 

9."  Cuando  Inglaterra  pague  50  mi- 
llones por  impuesto  territorial,  pagará 
Escocia  un  1.100.000; 

11.  Las  leyes  relativas  al  comercio, 
á  las  Aduanas  y  á  la  sisa  serán  las  mis- 
mas en  ambos  países. 

Las  demás  leyes  de  Escocia  conti- 
nuarán en  vigor,  pero  pudiendo  modifi- 
car el  Parlamento:  Las  relativas  á  la 
política  general,  sin  reserva  alguna,  y 
¡as  que  se  refieren  al  derecho  privado, 
sólo  con  evidente  beneficio  parala  po- 
blación escocesa; 

16  y  17.  Las  monedas  y  los  pesos  y 
medidas  de  Inglaterra  deberán  ser 
adoptadas  para  todo  el  reino; 

22.  Escocia  estará  representada 
por  16  Pares  en  la  alta  Cámara,  y 
por  45(1)  Diputados  en  la  de  los  Co- 
munes; 

23.  Los  16  Pares  elegidos  de  Escocia 
tendrán  todos  los  privilegios  que  con- 
fiere el  Parlamento.  Todos  los  Pares  de 
Escocia  deberán  ser  considerados  como 


(1]    La  ley  de  1&83  eleva  á  ~K  los  re presenten - 
i"  de  F.Tcocia- 


Pares  de  la  Gran  Bretaña,  y  con  el  mis- 
roo  rango  que  los  Pares  ingleses,  ten- 
drán los  mismos  privilegios  que  éstos, 
excepto  el  derecho  de  formar  parte  de 
la  Cámara  de  los  Lores  y  de  votar  en 
los  juicios  de  los  Pares. 

Tales  son,  en  resumen,  los  artículos 
más  importantes  del  pacto  de  unión  de 
Inglaterra  y  Escocia. 

3,— Pacto  de  unión  de  Irlanda 

El  Acta  de  unión  de  la  Gran  Bretaña 
é  Irlanda  votada  separadamente  por 
ambos  Parlamentos  en  1799,  compren- 
de ocho  artículos,  cuyo  contenido  es, 
en  resumen,  el  siguiente: 

1."  Los  reinos  de  la  Gran  Bretaña  é 
Irlanda  constituirán  en  lo  sucesivo  un 
solo  reino,  que  se  denominará  Reino 
Unido  de  la  Gran  Bretaña  é  Irlanda; 

2."  La  sucesión  á  la  Corona  del  Rei- 
no Unido  será  la  misma  que  rige  en  la 
actualidad; 

3."  El  Reino  Unido  tendrá  sólo  un 
Parlamento; 

4.°  Tendrán  asiento  en  la  Alta  Cá- 
mara cuatro  Lores  espirituales,  por 
turno,  y  28  Lores  temporales  de  Irlan- 
da, elegidos  como  vitalicios  por  sus  co- 
legas. Los  Pares  que  no  sean  repre- 
sentantes en  la  Alta  Cámara  podrán 
ser  elegidos  para  la  de  los  Comunes, 
pero  no  por  un  colegio  irlandés. 

El  Soberano  sólo  podrá  crear  Pares 
irlandeses  á  razón  de  un  nombramien- 
to por  cada  tres  que  desaparezcan,  has- 
ta que  el  número  de  aquéllos  que- 
de reducido  á  100,  continuando  esta 
cifra,  pero  sin  contar  los  Pares  que  dis- 
frutan su  cargo  hereditario  en  la  Cá- 
mara de  los  Lores.  Irlanda  estará  ade- 
más representada  por  100  miembros  en 
la  Cámara  de  los  Comunes; 

5."  Las  iglesias  de  Inglaterra  y  de 
Irlanda  quedan  unidas  en  upa  sola,  Igle.- 
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sia  protestante  episcopal,  denominada 
Iglesia  unida  de  Inglaterra  y  de  Ir- 
landa (1). 

La  doctrina,  el  culto,  la  disciplina  y 
el  gobierno  serán  idénticos  á  los  que 
en  la  actualidad  existen  en  Inglaterra; 

6.a  Los  subditos  de  la  Gran  Bretaña 
y  los  de  Irlanda  tendrán  los  mismos 
derechos  y  privilegios  para  el  comer- 
cio, la  navegación  y  los  tratados  con 
las  demás  potencias.  Quedan  suprimi- 
das toda  prohibición  y  todo  derecho  de 
importación,  excepto  los  especificados 
en  la  presente  Acta; 

7.°  La  amortización  y  los  intereses 
de  la  Deuda  de  ambos  países  se  paga- 
rán respectivamente  por  cada  uno  de 
ellos,  y  en  los  veinte  años  que  sigan  á 
la  unión,  contribuirán  á  las  cargas  pú- 
blicas en  la  proporción  de  quince  á  dos; 

8.°  Todas  las  leyes  y  Tribunales  de 
ambos  reinos  continuarán  sin  cambio 
alguno,  salvo  el  derecho  del  Parlamen- 
to á  modificarlas  en  el  porvenir,  pero 
debiendo  elevarse  en  última  instancia 
todas  las  apelaciones  á  la  Cámara  de 
los  Lores  del  Reino  Unido. 

Sabido  es  que  esta  unión  legislativa, 
que  pareóla  definitiva,  está  hoy  á  pun- 
to de  desaparecer  á  ñn  de  que  recobre 
de  nuevo  Irlanda  su  autonomía,  si  no 
absoluta,  por  lo  menos  relativa  á  su 
vida  interior  ó  regional,  para  evitar  los 
grandes  y  peligrosos  conflictos  que  sur- 
gen á  cada  paso. 

g  IX.  —  Resumen  da  los  preceptos 
constitucionales  vigentes  ea  Ingla- 
terra. 

1.— Indicaciones  generales 

Teniendo  en  cuenta  lo  vigente  de  las 

(1)  Esta  parte  ha  sido  derogada  por  dos  leyes 
publicadas  en  1869,  quedando  roto  el  vinculo  que 
uni*  las  dos  Iglesias. 


fuentes  anteriormente  transcritas,  los 
preceptos  diseminados  en  infinidad  de 
Estatutos  y  Actas  sobre  diversas  mate- 
rias, y  lo  que  puede  llamarse  Derecho 
constitucional  consuetudinario,  que  no 
es,  por  cierto,  menos  positivo  y  respe- 
tado en  Inglaterra  que  el  Derecho  es- 
crito, se  ha  intentado,  con  más  ó  me- 
nos éxito,  por  varios  autores,  y  entre 
ellos  por  algunos  compatriotas  nues- 
tros (1),  resumir  y  compilar  en  una  se- 
rie de  preceptos  ordenados  por  mate- 
rias y  dándoles  la  forma  que  afectan  la 
mayor  parte  de  las  otras  Constitucio- 
nes europeas,  todo  lo  vigente  en  lo 
relativo  al  Derecho  político  y  orgá- 
nico. 

Claro  es  que,  como  según  en  otro  lu- 
gar indicamos,  los  ingleses  están  en 
perpetuo  periodo  constituyente,  puesto 
que  pueden  modificar  sus  Cortes  ordi- 
narias las  disposiciones  constituciona- 
les, no  es  posible  hacer  esta  compila- 
ción como  definitiva,  pues  está  sujeta 
á  frecuentes  cambios,  y  los  ha  experi- 
mentado transcendentales  en  la  última 
mitad  de  este  siglo;  mas  como  puede 
considerarse  cerrado  con  las  últimas 
reformas  dicho  periodo,  introducidas 
éstas  en  los  preceptos  consignados  y 
eliminadas  ciertas  materias  que  han 
variado  por  completo  y  cuyas  leyes  in- 
sertamos Integras,  ó  tratamos  la  mate- 
ria en  extenso,  nos  permitiremos  repro- 
ducir aquí  dicho  resumen,  con  las  va- 
riantes y  notas  correspondientes  para 
evitar  errores  ó  equivocadas  interpre- 
taciones. 


(1)  Abad  y  Coronel,  Constituciones  rigentes 
de  los  principales  Estados  de  Europa,  tomo  I,  pá- 
gina 146  y  siguientes. 


db,  Google 


COMPILACIÓN   DE  PRECEPTOS    CONSTITUCIONALES    EN  INGLATERRA 


45 


2.— Resumen  de  los  preceptos 

TITULO  PRIMERO 

DEL  TERRITORIO  Y  SUS  HABITANTES 

%    I.— Del    territorio 

Articulo  1.°  El  Reino  Unido  de  la 
Gran  Bretaña  y  de  Irlanda  comprende: 

1."  La  Inglaterra,  con  el  pais  de  Ga- 
les, las  islas  d'  Ely  y  de  Man; 

2."    Escocia; 

3.°    Irlanda; 

4.°  Las  islas  de  la  Mancha,  Jersey, 
Guernesey,  Aurigny,  etc.; 

5."  Gibraltar,  Malta  y  Helgoland, 
las  islas  de  Santa  Elena  y  de  la  Ascen- 
sión, que  constituyen  parte  integrante 
del  reino  británico. 


§IL- 


De  loa  subditos  Ingleses 
y  extranjeros 


Art.  2.°  La  cualidad  de  inglés  se 
adquiere  por  el  nacimiento,  por  la  na- 
turalización y  por  efecto  de  las  leyes  y 
costumbres. 

Art.  3."  Son  ingleses  por  naci- 
miento: 

1.°  Los  niños  nacidos  en  territorio 
inglés,  aun  de  padrea  extranjeros.  Una 
embarcación  con  pabellón  inglés  se 
considerara  para  este  efecto  como  par- 
te del  territorio  inglés; 

2."  Los  hijos  de  los  Embajadores  in- 
gleses acreditados  ante  los  Gobiernos 
extranjeros; 

3.°  Los  hijos  legítimos  nacidos  en  el 
extranjero  de  padre  inglés,  cuyo  padre 
también  lo  sea.  Sin  embargo,  si  en  el 
momento  de  nacer  el  niño  en  territorio 
extranjero,  el  padre  inglés  estuviese 
desterrado  por  delito  de  alia  traición,  ó 


de  un  Estado  enemigo  de 
Inglaterra,  entonces  el  niño  no  nace 
inglés; 

4."  Los  hijos  naturales  nacidos  en  el 
extranjero  de  padres  ingleses,  que  le 
galmente  los  hayan  reconocido  (1). 

Art.  4."  Los  extranjeros  pueden  ob- 
tener la  cualidad  de  inglés  por  medio 
de  naturalización  concedida  por  un 
acuerdo  del  Parlamento  ó  por  Decreto 
refrendado  por  el  Ministro  del  Interior. 
En  el  primer  caso  el  extranjero  natura- 
lizado puede  ejercer  todos  los  derechos 
políticos,  incluso  el  de  formar  parte  del 
Parlamento  y  del  Consejo  privado,  á 
no  ser  que  se  disponga  lo  contrario  por 
una  cláusula  especial. 

La  naturalización  concedida  por  un 
Decreto  del  Ministerio  del  Interior  está 
sometida  á  cláusulas  restrictivas  de 
los  derechos  políticos,  y  no  lleva  con- 
sigo sino  el  derecho  de  adquirir  bienes 
raices  en  el  territorio  del  Reino  Unido 
y  viajar  con  pasaporte  inglés  y  bajo  la 
protección  de  las  autoridades  ingle- 
sas (2). 

Están  y  quedan  abolidas  las  antiguas 
disposiciones  concernientes  á  la  reli- 
gión de  cualquier  extranjero  que  soli- 
cite naturalización,  como  la  obligación 
de  comulgar,  antes  de  recibirla,  y  los 
juramentos  de  fidelidad,  abjuración  y 
supremacía. 

Art.  5.a  Son  ingleses  por  efecto  de 
las  leyes  y  costumbres: 

1.°  La  mujer  extranjera  que  contrae 
matrimonio  con  inglés  ó  con  extranje- 
ro naturalizado; 

2.°    Los  marineros  que  cuenten  dos 

(1)     Véase  mis  adelante  Derecho  cioíí,  cap.  t. 

(8)  La  última  parta  da  asta  artículo  queda 
implícitamente  derogada  por  la  ley  de  11  de 
Mayo  Je  1810,  que  ha  proclamado  la  igualdad  de 
derechos  civiles  entre  nacionales  y  extranjero!, 
Véase  mía  adelante  Derecho  efoil,  cap.  I, 
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anos  de  servicio  á  bordo  de  una  nave 
inglesa; 

3.a  Los  extranjeros  que  lleven  siete 
años  de  residencia  en  una  colonia  in- 
glesa; mas  no  adquieren  por  esta  cir- 
cunstancia el  ejercicio  de  los  derechos 
políticos. 

Art.  6."  La  cualidad  de  inglés  se 
pierde: 

1."    Por  un  Acta  del  Parlamento; 

2.°  Por  el  matrimonio  de  la  mujer 
inglesa  con  un  extranjero,  porque 
aquélla  sigue  la  nacionalidad  de  su  ma- 
rido. 

Art.  7.°  La  denitación  es  una  espe- 
cie de  naturalización,  en  virtud  de  la 
cual  el  extranjero  puede  adquirir  pro- 
piedades inmuebles  por  compra  6  dis- 
posición inter  cieos,  mas  no  por  heren- 
cia. Los  hijos  nacidos  antes  de  la  deni- 
zación  no  heredan  los  bienes  inmue- 
bles (1). 

La  denización  no  confiere  derecho 
alguno  político. 

Art.  8°  (Derogado.)  Los  extranjeros 
no  pueden  poseer  en  Inglaterra  más 
que  bienes  muebles.  En  cuanto  a  los 
bienes  inmuebles,  no  pueden  ser  pro- 
pietarios, etc.  (2). 

Los  extranjeros  gozan  de  todos  los 
demás  derechos  civiles.  Pueden  ejercer 
el  comercio  y  dedicarse  a  la  industria. 
Participan  de  los  derechos  comunales, 
y  están  sujetos  al  pago  de  los  impues- 
tos municipales. 

Arl.  9.a  El  Capitán  de  una  embarca- 
ción debe  declarar,  á  su  llegada  á  In- 
glaterra, los  extranjeros  que  vengan 
en  el  buque.  El  extranjero  está  obliga 

¡1)  Esta  artículo,  y  la  aemi  ciudadanía  í  que 
be  refiere,  no  tienen  ya  objeto  alguno  después  de 
la  ley  de  1610.  Véase  le  nota  anterior. 

(2)  Bate  articulo  ha  sido  derogado  por  la  ley 
de  1670  antea  citada. 


do  á  exhibir  su  pasaporte  y  á  suminis- 
trar todos  los  datos  que  le  sean  pedidos 
por  la  autoridad  inglesa,  que  le  inscri- 
birá en  el  registro  y  le  entregará  certi- 
ficación de  esta  inscripción.  El  extran- 
jero que  justifique  su  permanencia  en 
Inglaterra  durante  tres  años  se  hallará 
libre  de  esta  obligación. 

Todo  extranjero  cuya  permanencia 
en  Inglaterra  comprometa  la  tranquili- 
dad del  pais,  puede  ser  expulsado  por 
medida  de  seguridad  pública. 

Art.  JO.  Los  extranjeros  persegui- 
dos por  los  Tribunales  de  su  paisa  cau- 
sa de  crímenes  ó  delitos  que  hayan  co- 
metido, no  pueden  ser  entregados  por 
las  autoridades  inglesas. 

Sin  embargo,  en  virtud  de  los  trata- 
dos de  extradición  celebrados  por  In- 
glaterra con  otras  naciones,  los  indivi- 
duos pertenecientes  á  aquéllas  podrán 
ser  extraídos  á  causa  de  sus  delitos  no 
políticos. 

TÍTULO  II 

DE  LOS  DERECHOS  GENERALES  DE  LOS 
CIUDADANOS  INGLESES 

§  I.-  -Igualdad  ante  la  le; 

Art.  11.  Todos  los  ingleses  son  igua- 
les ante  la  ley.  Ésta  no  reconoce  en 
manera  alguna  diferencia  entre  los  ciu- 
dadanos de  diversas  clases.  Es  la  mis- 
ma para  todos,  ya  sea  que  proteja, 
ya  que  castigue. 

Art.  12.  Todos  los  ciudadanos  están 
obligados  igualmente  á  contribuir  á  las 
cargas  públicas  en  proporción  de  su 
fortuna,  cualquiera  que  sea  su  rango  ó 
su  dignidad. 

Art.  13.  Son  asimismo  admitidos  á 
los  empleos  públicos  y  á  las  dignida- 
des del  Estado. 
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Art.  14.  Los  títulos  de  nobleza,  trans- 
misibles por  sucesión,  son  puramente 
honoríficos  y  no  llevan  consigo  ningún 
privilegio  ni  exención  de  las  cargas 
publicas. 

Art.  15.  Ninguna  dignidad,  ninguna 
función  en  el  Estado  puede  ser  adquiri- 
da por  derecho  de  nacimiento,  salvo  Jo 
establecido  respecto  á  la  herencia  de  la 
Corona  y  de  la  pairla. 

§  II.— Libertad  de  conciencia 

Art.  16.  Nadie  puede  ser  perseguido 
por  razón  de  sus  opiniones  religiosas, 
en  tanto  que  su  manifestación  pública 
no  lesione  la  moral  ó  el  orden  estable- 
cido. 

La  observancia  de  los  domingos  y  de 
las  fiestas  se  considera  como  de  orden 
público;  en  su  virtud,  es  obligatoria 
para  todo  individuo  residente  en  el  te- 
rritorio británico  (1). 

Art.  17.  Pueden  practicarse  pública- 
mente todos  los  cultos. 

Sin  embargo,  la  Iglesia  anglicanaó 
Iglesia  establecida  (established  ehureh) 
en  Inglaterra,  en  Irlanda  y  en  el  país 
de  Gales:  en  Escocia  la  Iglesia  presbi- 
teriana (Kirk  o/Seoiíand),  tal  como  fué 
constituida  en  1789,  son  las  únicas  que 
la  ley  reconoce  como  Iglesias  naciona- 
les, y  cuyos  ministros  son  pagados  por 
el  Estado,  asi  como  las  fundaciones  de 
dichas  Iglesias. 

Art.  18.  Los  ministros  del  culto  per- 
tenecientes á  la  Iglesia  católica  roma- 


(1}  Aunque  la  ley  inglesa  señala  severas  pe- 
nas i  los  infractores  de  este  precepto,  en  un  Acta 
de  1 S  de  Agosto  de  1815  ae  ha  consignado  que  la 
Corona  pueda  perdonar  cualquier  pena  que  se 
imponga  por  tal  infracción,  haciendo  así  ineficaz 
ton  absurdo  precepto,  que  no  ae  limita  á  la  pro 
hibicióu  del  trabaja  manual,  sino  hasta  la  aper- 
tura de  los  establecimientos  y  lugares  de  recreo. 


na,  á  los  cultos  protestantes  disidentes, 
al  culto  israelita,  y,  en  general,  á  cual- 
quier otra  religión  diversa  de  la  del 
Estado,  no  son  reconocidos  por  la  ley 
bajo  este  concepto,  ni  tienen  acción  en 
derecho  para  perseguir  el  pago  de  los 
emolumentos  que  le  sean  debidos  por 
razón  de  su  ministerio. 

Art.  19.  La  ley  no  reconoce  las  aso- 
ciaciones ó  corporaciones  religiosas 
constituidas  fuera  de  la  Iglesia  esta- 
blecida. 

Art:  20.  Prohibe  asimismo  la  cele- 
bración da  ceremonias  religiosas  que 
no  sean  las  de  la  Iglesia  establecida, 
particularmente  las  procesiones  y  pre- 
dicaciones, excepto  en  los  edificios  pri- 
vados ó  dedicados  á  los  cultos  disi- 
dentes. 

Art.  21.  Todos  los  ciudadanos,  cual- 
quiera que  sea  la  confesión  religiosa  á 
que  pertenezcan,  gozan  igualmente  de 
los  derechos  civiles  y  políticos. 

Sin  embargo,  los  católicos  no  pueden 
ejercer  las  funciones  de  Regente,  de 
Juez  en  el  Tribunal  de  Westminster,  de 
Lord  Canciller,  Lord  Guardasellos,  Lord 
Lugarteniente,  Lord  Delegado  en  Irlan- 
da, ni  ser  miembros  de  las  Universida- 
des ó  Colegios  anglicanos.  Los  Sacerdo- 
tes católicos  no  pueden  ser  miembros 
del  Parlamento. 

Los  individuos  pertenecientes  á  una 
confesión  no  cristiana  pueden  ser 
miembros  del  Parlamento,  con  la  con- 
dición de  que  sean  dispensados,  por 
una  decisión  especial  de  la  Asamblea, 
del  juramento  de  la  confesión  de  la  ver- 
dadera fe  cristiana. 

§  III.-  Libertad  Individual.-  -Inviola- 
bilidad del  domicilio 

Art.  22.  La  ley  no  reconoce  servi- 
dumbre alguna  personal. 
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Art.  23.  £1  esclavo  que  pisa  el  terri- 
torio inglés  se  hace  libre. 

La  esclavitud  esta  abolida  en  todo  el 
territorio  y  colonias  de  la  nación  in- 
glesa. 

Art.  24.  Nadie  puede  ser  obligado 
contra  su  voluntad  á  prestar  el  servicio 
militar.  Queda  abolida  la  leva  forzosa 
para  el  reclutamiento  de  los  marinos 
en  tiempo  de  guerra. 

Art.  25.  A  nadie  puede  impedirse 
que  salga  del  reino,  ya  para  viajar  por 
países  extranjeros,  ya  para  establecer- 
se en  ellos.  Queda  abolido  el  tcrit,  ne 
exeat  regno. 

Art.  26.  Nadie  puede  ser  obligado 
contra  su  voluntad  a  abandonar  el  terri- 
torio británico,  a  no  ser  que  pertenezca 
al  ejército  de  tierra  ó  mar,  y  que  el  bien 
del  Estado  exija  que  las  tropas  salgan 
fuera  del  territorio. 

La  pena  de  destierro  ó  la  de  deporta- 
ción sólo  puede  ser  impuesta  por  el 
Parlamento. 

Art.  27.  Nadie  puede  ser  castigado 
con  la  privación  de  la  libertad  sino  en 
virtud  de  una  sentencia  judicial  que 
recaiga  sobre  un  veredicto  de  culpabi- 
lidad, pronunciado  por  un  Jurado  uná- 
nime (1),  en  el  caso  y  según  las  forma- 
lidades prescritas  por  la  ley. 

Sin  embargo,  si  la  pena  señalada  no 
excede  de  un  mes  de  prisión,  puede  ser 
impuesta  en  última  instancia  por  un 
Juez  ó  un  Tribunal  de  policía,  sin  la 
asistencia  del  Jurado,  y  en  primera  ins- 
tancia si  la  pena  señalada  es  de  un  mes 
&  tres  años  de  prisión.  En  este  últi- 
mo caso,  se  puede  apelar  á  los  Tribu- 


(1]  Eata  unanimidad  sólo  so  exige  en  Ingla- 
terra. Véase  mía  adelante  Organización  Judicial. 
En  Escocia  é  Irlanda  basta  la  mayoría.  Véase  la 
sección  correspondiente. 


nales  de  las  sesiones  trimestrales  (1). 

Art.  28.  Nadie  puede  ser  detenido  ni 
arrestado  sino  en  virtud  de  un  manda- 
miento (uarrant)  Armado  por  un  Ma- 
gistrado, y  que  contenga  su  sello, 
designando  con  precisión  la  persona 
inculpada  y  la  naturaleza  de  la  incul- 
pación. Los  mandatos  de  arresto  (wa- 
rrant  of  apprehension)  ó  mandatos  de 
comparecencia  ( xarrant  (o  appear), 
pueden  ser  decretados  por  el  Consejo 
privado  y  por  los  Ministros,  por  delitos 
de  felonía,  traición  ó  alta  traición;  por 
los  Jueces  del  Banco  de  la  Reina,  y  por 
todos  los  Jueces  de  paz  del  reino,  para 
todo  crimen  ó  delito.  Los  decretos  (wa- 
rranis),  expedidos  por  los  Jueces  de 
paz,  no  son  ejecutorios  más  que  dentro 
de  la  jurisdicción,  y  deben,  para  produ- 
'  cir  efecto  fuera  de  su  demarcación,  ser 
visados  {baehed)  por  el  Juez  de  paz  del 
distrito  donde  se  ha  de  ejecutar  el  man- 
dato. 

Los  decretos  (warrants)  espedidos 
por  el  Consejo  privado,  los  Secretarios 
ó  Ministros  del  Estado  y  los  Jueces  del 
Banco  de  la  Reina,  son  ejecutorios  en 
todo  el  territorio  del  reino. 

Art.  29.  En  caso  de  flagrante  delito, 
todo  Constable,  Oficial  de  paz,  la  parte 
lesionada,  y,  en  general,  toda  persona, 
tiene  el  derecho  y  deber  de  detener  al 
delincuente;  pero,  en  este  caso,  la  de- 
tención debe  ser  legalizada  inmediata- 
mente por  un  mandamiento  de  arresto 
decretado  con  las  formalidades  legales 
por  la  autoridad  competente. 

Art.  30.  Toda  persona  arrestada 
debe  ser  conducida  lo  antes  posible 
delante  del  Juez,  que  le  interrogará  y 
recibirá  sus  declaraciones. 

Art.  31.    El  inculpado  puede  siempre 
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pedir  la  libertad  bajo  fianza,  basta  el 
día  en  que  sea  juzgado,  con  la  promesa 
de  presentarse  en  las  actuaciones  y  en 
el  juicio.  No  obstante,  si  se  persigue  un 
delito  por  felonía  6  traición,  no  puede 
obtenerse  la  libertad  bajo  fianza,  sino 
en  virtud  de  una  decisión  del  Tribunal 
del  Banco  de  la  Reina. 

Art.  32.  Si  el  detenido  no  tuviese  de- 
recho a  la  libertad  bajo  fianza,  ó  si  te- 
niéndolo no  la  puede  dar,  queda  en  es- 
tado de  prisión  preventiva  durante  la 
instrucción,  en  virtud  de  un  manda- 
miento de  depósito  (learrant  of  com- 
miafment),  que  lleva  la  firma  y  sello 
del  Magistrado,  designando  con  preci- 
sión la  persona  del  detenido  y  la  natu- 
raleza de  la  detención. 

Art.  33.  Toda  persona  detenida  fue- 
ra de  los  casos  previstos  por  la  ley,  ó 
sin  haberse  cumplido  las  formalidades 
legales,  debe,  en  virtud  de  querella 
ante  el  Magistrado  competente,  ser 
puesta  en  libertad  inmediatamente  en 
virtud  de  un  writ  oj*  Habeos  Corpus, 
bajo  la  responsabilidad  del  Magistra- 
do encargado  por  la  ley  de  entregar 
el  writ,  sin  perjuicio  de  las  penas  é 
indemnizaciones  civiles  impuestas  á 
cualquiera  que  hubiera  ordenado,  eje- 
cutado ó  hecho  ejecutar  el  arresto 
ilegal. 

Art.  31.  El  domicilio  del  ciudadano 
es  inviolable:  nadie  puede  penetrar  en 
él  sin  su  consentimiento,  salvo  si  se 
trata  de  la  ejecución  de  un  manda- 
miento de  arresto  en  debida  forma. 

Art.  35.  Las  visitas  domiciliarias, 
en  el  caso  en  que  se  las  considere  ne- 
cesarias para  la  instrucción  de  un  pro- 
ceso criminal,  no  pueden  tener  lugar 
sino  en  virtud  del  mandamiento  corres- 
pondiente (searek  warrant),  expedido 
por  un  Magistrado.  No  deben  tener  lu- 
gar por  la  noche,  á  no  ser  que  se  trate 
Tono  XI.— Instituciones  jurídica». 


de  pesquisas  en  caso  de  extrema  urgen- 
cia, en  casas  de  mala  fama. 

Toda  pesquisa  ordenada  para  descu- 
brir en  los  papeles  de  un  ciudadano 
escritos  cuya  culpabilidad  no  se  haya 
establecido  judicialmente,  se  considera 
como  ilegal  y  vejatoria. 

Art.  36.  Ningún  deudor  puede  ser 
preso  en  una  casa  cerrada. 

Art.  37.  La  entrada  en  el  domicilio 
de  un  deudor  para  hacer  el  embargo  y 
la  venta  del  mobiliario,  no  puede  tener 
lugar  á  viva  fuerza. 

§  IT.— Libertad  de  trabajo 

Art.  38.  Todo  individuo  tiene  dere- 
cho á  ejercer  en  el  territorio  británico 
la  profesión,  oficio,  industria  ó  comer- 
cio que  le  convenga  elegir,  sin  que 
pueda  ser  obligado  á  ingresar  en  una 
asociación  ó  gremio  de  ninguna  espe- 
cie (1). 

Art.  39.  (Derogado.)  La  libertad  de 
trabajo  sólo  se  limita  en  lo  que  concier- 
ne á  los  extranjeros,  por  las  restriccio- 
nes establecidas  por  la  ley  a  su  dere- 
cho de  poseer  y  explotar  bienes  raices, 
con  arreglo  a  lo  que  determina  el  ar- 
ticulo 8.°  (2). 

Art.  40.  Corresponde,  sin  embargo, 
al  Parlamento  y  é.  las  autoridades  en 
quienes  la  ley  haya  delegado  su  poder 
a  este  efecto,  reglamentar,  con  sujeción 
á  las  exigencias  del  orden  público,  el 
ejercicio  de  ciertas  profesiones  é  in- 
dustrias, y  muy  particularmente: 

1.°  Someter  á  la  concesión  y  vigi- 
lancia de  la  autoridad  pública  las  in- 
dustrias de  los  alquiladores  de  carrua- 
jes, posaderos,  taberneros,  fabricantes 


(1}    Ley  da  21  de  Judío  de  1856. 
(2)    Véase  la  nota  puesta  al  art.  8.°,  y  su  r 
(arénela. 
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de  pólvora,  expendedores  de  tabaco  y 
farmacéuticos; 

Z."  Exigir  de  los  médicos  y  ciruja- 
nos el  correspondiente  titulo  que  acre- 
dite su  capacidad  y  aptitud  para  el 
ejercicio  de  la  profesión,  y  su  inscrip- 
ción en  una  lista  oficial,  donde  consten 
los  que  se  hallan  provistos  de  este  re- 
quisito, so  pena  de  ao  poder  reclamar 
ante  los  Tribunales  el  pago  de  sus  ho- 
norarios (1); 

3.°  Someter  á  los  Reglamentos  de 
policía  dictados  al  efecto,  y  á  la  inspec- 
ción de  las  autoridades,  todas  las  in- 
dustrias que,  por  cualquier  concepto, 
puedan  afectar  á  la  salud  ó  seguridad 
pública. 

Art.  41.  El  Estado  no  puede  abro- 
garse la  posesión  de  ningún  monopolio 
industrial  ó  comercial.  Sin  embargo,  si 
se  trata  de  ferrocarriles,  docks,  cana- 
les, puertos  y  otros  trabajos  á  este  te- 
nor, construidos  ó  explotados  por  aso- 
ciaciones privadas*  corresponde  al 
Parlamento  la  facultad  de  conferir  á 
dichas  asociaciones,  como  a  toda  cor- 
poración, los  derechos  inherentes  á  las 
personas  jurídicas,  é  imponer  tarifas 
y  reglamentar  la  explotación. 

Las  sociedades  de  seguros  no  están 
sujetas  á  restricción  ni  reglamentación 
de  ninguna  especie. 

§  V. —Derecho  de  propiedad 

Art.  42.    La  propiedad  es  inviolable. 

Nadie  puede  ser  desposeído  de  los 
bienes  adquiridos  legalmente,  sino  en 
virtud  de  sentencia  judicial  ó  en  cual- 
quiera de  los  casos  que  á  continuación 
se  expresan: 

1.°  (Derogado.)     A  consecuencia  de 


una  confiscación  general  de  bienes  im- 
puesta con  arreglo  a  la  ley,  etc.  (1); 

2.°  Si  se  impone  una  inulta  en  los 
casos  previstos  por  la  ley; 

3.°  Cuando  se  dispone  legalmente  la 
expropiación  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica; pero,  en  este  último  caso,  el  pro- 
pietario debe  recibir  una  justa  y  previa 
indemnización,  determinada  por  un  Ju- 
rado, ó  bien  por  Iob  arbitros  compone- 
dores, si  se  trata  de  objetos  poco  im- 
portantes; 

4."  Si  a  petición  de  los  acreedores 
ha  lugar  á  disponer  de  los  bienes  del 
deudor,  salvo  los  derechos  de  prelación 
procedentes  de  hipotecas  ó  privilegios; 

5."  Cuando  se  trata  de  cobrar  im- 
puestos legalmente  establecidos. 

Art.  43.  No  se  considerará  como  le- 
galmente establecido  ningún  impuesto 
que  no  haya  sido  consentido  libremen- 
te por  el  contribuyente  ó  sus  represen- 
tantes. 

Corresponde  á  toda  persona,  sin  dis- 
tinción alguna,  el  recurso  ante  la  auto- 
ridad judicial  contra  el  cobro  ilegal  de 
las  contribuciones. 

Art.  44.  Todas  las  restricciones  im- 
puestas á  los  derechos  de  los  propieta- 
rios de  bienes  raices  en  virtud  de  los 
antiguos  pactos  feudales,  y-  muy  par- 
ticularmente los  relativos  al  derecho 
de  caza,  están  abolidos  por  completo. 
Asi,  pues,  todo  propietario  tiene  dere- 
cho á  cazar  en  toda  la  extensión  de  sus 
dominios  (2),  con  la  condición  de  ajus- 


(1)  La  confiscación  ha  sido  derogada  por  la 
ley  de  4  de  Julio  de  1810.  Los  bienei  de]  conde- 
nado se  ponen  en  administración  para  atender  a 
gastos,  costas,  responsabilidad  civil,  deuda,  etc. , 
pudiecdo  venderse  estos  bienes  en  todo  ó  en  par- 
te si  no  bastan  las  renta*. 

(3)  Bate  precepto  tolo  e*  indiscutible  en  lo 
que  se  refiere  a  la  caía  del  conejo  r  la  liebre; 
pero  no  i  la  de  otros  animales,  sobre  todo  cuando 
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tarse  en  un  todo  &  las  leyes  relativas  a 
licencias,  vedas  y  épocas  reservadas 
para  proteger  la  reproducción  de  las 
especies. 

Art.  45.  Todo  propietario  puede  dis- 
poner libremente  de  todoB  sus  bienes 
muebles  é  inmuebles,  con  la  reserva  de 
los  derechos  fiscales,  que  deberán  sa- 
tisfacer aquellos  individuos  que  por 
muerte  del  testador  adquieran  bienes 
inmuebles. 

Art.  46.  Todo  testador  ó  donante 
puede  disponer  de  la  universalidad  de 
sus  bienes  sin  quedar  sometido  á  la 
restricción  de  ninguna  reserva  legal. 
Igualmente  puede  gravar  sus  bienes 
inmuebles  con  sustitución  á  favor  de 
cualquier  persona  viva,  y  aun  de  los 
descendientes  por  nacer,  del  donatario 
ó  heredero. 

Art.  47.  En  el  caso  de  sucesión  ab 
intestato,  los  bienes  raices  pasan  desde 
luego  á  la  linea  descendente  masculina 
por  orden  de  primogenitura  y  por  re- 
presentación, hasta  el  infinito;  á  falta 
de  varones,  divldense  igualmente  entre 
las  bijas  (pero  por  cabezas),  y,  a  falta 
de  éstas,  pasan  á  los  padres  del  finado. 
Si  no  hubiere  descendientes  ni  ascen- 
dientes, pasan  los  susodichos  bienes  al 
hermano  primogénito  ó  a  sus  hijos,  con 
exclusión  de  las  hermanas;  y  si  no  hu- 
biese varones,  pasaran  á  las  hermanas 
por  partes  iguales,  y  asi  sucesivamen- 
te hasta  los  colaterales  más  lejanos. 

Los  bienes  muebles  pasan  por  partes 
iguales  á  todos  los  hijos,  sin  distinción 
de  sexo  ni  edad,  siendo  admitidos  los 
descendientes  más  lejanos  por  repre- 
sentación. A  falta  de  descendientes,  re- 


ne omgcua  uqb  finca,  reservándose  este  derecho. 
Riges*  sata  materia,  principal  mente,  por  la  ley 
de  1  do  Septiembre  de  1880.  Venw  más  adelante 

Derecho  civil. 


párlense  los  bienes  entre  ascendientes 
y  colaterales  más  cercanos,  tomando 
cada  uno  igual  porción  en  la  midad 
concerniente  &  su  linea,  sin  distinción 
de  edad  ni  sexo. 

La  ley  no  establece  limite  alguno  en 
cuanto  al  grado  de  parentesco  suscep- 
tible de  sucesión. 

Art.  48.  La  ley  garantiza  al  inventor 
la  explotación  exclusiva  de  su  descu- 
brimiento, por  medio  de  una  concesión 
temporal  (1);  y  al  autor  de  obras  artísti- 
cas y  literarias  un  derecho  de  propie- 
dad vitalicio  y  transmisible,  durante 
cierto  tiempo,  á  sus  herederos  ó  repre- 


§  VI.— Libertad  de  Imprenta 

Art.  49.  Toda  persona  tiene  el  dere- 
cho de  manifestar  su  pensamiento  de 
palabra,  por  escrito,  impreso,  por  me- 
dio del  dibujo  ó  de  cualquier  modo  que 
sea,  y  sin  necesidad  de  autorización, 
ni  previa  censura  de  ninguna  especie. 

Sin  embargo,  el  legislador  podrá  im- 
poner la  obligación  de  establecer  depó- 
sitos ó  fianzas  á  los  editores  de  perió- 
dicos, revistas  y  demás  publicaciones 
periódicas  que  se  dediquen  &  tratar  de 
materias  políticas  (3). 

(1)  Acere*  de  esta  materia  rígoa  loa  principios 
del  Acta  de  1853.  El  privilegio  do  puede  exceder 
de  catorce  anos,  debe  referirse  á  la  fabricación 
ds  un  producto  nuevo  7  pedirlo  el  verdadero in- 

(3)  Loa  principios  vigentes  acerca  de  esta 
materia  (Kstat,*  5.°  y  8.*  Viet.",  y  la  ley  de  1883} 
son:  Durante  la  vida  del  autor,  sea  el  tiempo  que 
quiera,  y  siete  años  más  para  sus  sucesores;  pero 
el  mínimum  habrá  da  ser  en  total  de  cuarenta  y 
dos  aBos.  Si  el  autor  no  da  suficiente  publicidad, 
autoriza  el  respectivo  Consejo  para  la  publicación 
k  otras  personas. 

(3)  El  Estatuto  de  Guillermo  IV,  que  obligaba 
á  hacer  la  previa  declaración  de  los  nombres  y 
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Art.  50. .  La  prensa  periódica  no  está 
-     sometida  obligatoriamente  al  impuesto 
del  timbre,  sino  á  los  gastos  del  correo, 
á  proporción  de  las  distancias. 

Los  periódicos  que  se  sometan  volun- 
tariamente al  timbre,  serán  transpor- 
tados gratis  por  el  correo  (1). 

Art.  51.  La  ley  puede  reprimir  los 
abusos  de  la  libertad  de  la  palabra  y 
de  la  prensa,  pero  solamente  en  el  caso 
de  que  el  Jurado  declare  la  existencia 
de  cualquierade  los  delitos  que  á  con- 
tinuación se  expresan: 

1.°  Provocación  directa  ala  destitu- 
ción del  Rey,  al  uso  de  la  fuerza  contra 
él  ó  contra  el  Parlamento,  á  la  guerra 
civil  ó  a  la  invasión  del  territorio  britá- 
nico por  una  potencia  extranjera,  todo 
lo  cual  constituye  un  acto  de  felonía, 
que  será  castigado  con  pena  de  muerte 
ó  deportación  perpetua; 

2."  Publicación  de  un  libelo  que  con- 
tenga imputaciones  falsas  y  calumnio- 
sas contra  una  persona  publica  ó  pri- 
vada. Si  la  publicación  se  verificó  sin 
ánimo  de  ofender,  la  pena  puede  con- 
sistir en  un  año  de  prisión,  y  de  dos  si 
á  la  publicación  presidió  el  deseo  de 
ofender  ó  lastimar,  sin  perjuicio  en 
ambos  casos  de  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  á  la  parte  ofendida; 
la  cifra  á  que  ascienda  esta  indemni- 
zación será  determinada  por  el  Jurado; 

3."  Publicación  de  un  libelo  que  con- 
tenga imputaciones  infamantes  formu- 
ladas con  intención  de  ofender  y  no  por 
interés  público. 

Si  el  Jurado  declara  que  las  imputa- 
ciones infamantes  no  han  sido  formu- 


domicilio  del  impresor,  editor  j  propietario  de 
un  periódico,  ha  sido  derogado  por  una  ley   re- 
ciente (Estat.'  34  Vid.",  cap.  88). 
(1)    Véase  más  adelante  la  ley  vigente,  que  es 


ladas  con  intención  de  ofender,  sino 
por  causa  de  interés  público,  puede 
autorizar  al  acusado  para  que  suminis- 
tre pruebas  por  todos  los  medios  posi- 
bles; y  si  probase  sus  asertos,  el  autor 
quedará  exento  de  toda  pena,  como 
también  de  toda  responsabilidad  ci- 
vil (1). 

Art.  52.  Están  sujetos  á  responsabi- 
lidad civil  y  penal,  por  los  delitos  co- 
metidos por  medio  de  la  imprenta,  el 
editor,  repartidor  ó  propagador  del  es- 
crito condenado;  si  todas  estas  perso- 
nas son  desconocidas,  será  responsable 
el  impresor,  y  á  falta  de  éste  el  autor,  á 
no  ser  que  este  último  quiera  asumir 
para  si  por  completo  la  responsabili- 
dad del  escrito,  en  cuyo  caso  el  impre- 
sor quedará  exento  de  toda  responsa- 
bilidad. 

Art.  53.  Ninguna  publicación  podrá 
ser  recogida  sin  que  haya  sido  declara- 
da culpable  en  la  forma  establecida  por 
la  ley. 

$  TIL— Derecho  de  reunión 

T  asociación 

Art.  54.  Los  ciudadanos  tienen  el  de- 
recho de  reunirse  pacificamente  y  sin 
armas,  de  celebrar  reuniones  ó  mee- 
tinga  sin  necesidad  de  autorización  pre- 


til La  publicación  de  las  sesiones  de  ambaa 
Cámaras  estuvo  prohibida  por  largo  tiempo,  como 
infracción  de  tos  privilegias  del  Parlamento. 
En  mi,  ae  permitió  á  los  periódicos  v  á  cual- 
quier individuo  la  publicación  de  los  extractos  de 
laa  sesiones,  pero  con  1»  prohibición  expresa  de 
tomar  notas  mientras  aquellas  a*  verificaran;  se- 
mejantes restriociones  no  existen  de  hecho  en  la 
actualidad,  y  con  razón  podemos  considerarlas 
como  definitivamente  abolidas  por  Derecho  con- 
suetudinario; pero  téngase  presente  que  si  Par- 
lamento no  Iiia  ha  derogado  nunca  por  un  acuerdo 
formal. 
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via.,  de  tratar  allí  toda  clase  de  cuestio- 
nes políticas  ó  de  cualquiera  otra  espe- 
cie y  tomar  acuerdos,  respondiendo,  sin 
embargo,  de  toda  infracción  de  las  le- 
yes relativas  á  los  delitos  cometidos 
por  medio  de  la  palabra  ó  de  la  im- 
prenta. 

Art.  55.  Los  meetinga  pueden  verifi- 
carse a)  aire  libre;  pero  nunca  en  la  via 
pública. 

Art.  56.  Si  los  encargados  de  velar 
por  la  conservación  del  orden  público 
entendiesen  que  una  reunión  tiene  ca- 
rácter sedicioso,  podrán  disponer  que 
sea  disuelta.  Toda  reunión  que  no  se 
disuelva  en  el  término  de  una  hora,  á 
lo  sumo,  después  de  la  intimación  ex- 
presa y  formal  del  Juez  de  paz  y  de  la 
lectura  que  éste  baga  del  riot  act  (Acta 
contra  el  motín)  es  ilegal  (1)  y  puede 
ser  disuelta  por  la  fuerza,  y  persegui- 
dos como  reos  de  felonía  los  individuos 
que  la  componen. 

Art.  57.  Corresponde  siempre  al  Ju- 
rado el  fallo  definitivo  respecto  á  la  le- 
galidad de  la  reunión  y  á  los  delitos  co- 
metidos por  los  individuos  que  á  ella 
concurran. 

Art.  58.  Todos  los  ciudadanos  tienen 
el  derecho  de  constituir  asociaciones 
sin  necesidad  de  autorización  previa  y 
sin  limitación  del  número  de  los  aso- 
ciados. 

Sin  embargo,  la  apertura  del  local 
para  reuniones  periódicas  de  una  socie- 


(!)  La  fórmula  leída  por  el  Magistrado  te  halla 
redactada  en  toa  términos  siguientes:  «Nuestro 
SeBor  j  Soberano  el  Rey  encarga  y  manda  á  todas 
las  personas  reunidas  que,  se  dispersen  inmedia- 
tamente y  vuelvan  &  sus  hogares  en  actitud  pací- 
fica para  continuar  allí  el  ejercicio  de  sus  ocu- 
paciones legales,  bajo  las  penas  que  impone  la  ley 
promulga  la  eo  el  primer  ano  del  Rey  Jorge  para 
evitar  los  desordenes  y  las  reuniones  tumultuo- 
sas. ¡Dios  salve  al  Rey! i 


dad  y  el  establecimiento  de  un  gabine- 
te de  lectura  ó  de  un  local  para  celebrar 
discusiones,  necesitan  la  autorización 
de  dos  Jueces  de  paz.  Además,  toda 
asociación  política  cuyos  individuos 
contraigan  obligaciones  bajo  juramen- 
to y  suscriban  una  declaración  ó  com- 
promiso cualquiera  sin  que  la  ley  les 
obligue  ó  autorice  para  ello,  es  ilegal. 
Igual  calificación  merecerán  las  socie- 
dades que  guarden  secreto  por  lo  que 
respecta  álos  nombres  de  sus  indivi- 
duos, ó  aquellas  cuyos  directores  sean 
desconocidos  para  sus  adictos. 

La  ley  no  autoriza  la  fusión  de  mu- 
chas sociedades  entre  si,  ni  la  reunión 
de  sus  delegados  respectivos  en  confe- 
rencia general,  á  no  ser  que  se  trate 
de  sociedades  religiosas,  de  beneficen- 
cia ó  de  las  pertenecientes  á  la  Maso- 
nería. 

g  VIII.— Garantía  de  los  derechos 

Art.  59.  La  ley  garantiza  el  respeto 
debido  á  los  derechos  de  los  ciudada- 
nos en  los  términos  siguientes: 

1.°  Por  medio  de  la  responsabilidad 
civil  y  penal,  en  que  incurren  los  que 
se  atrevan  á  violar  los  derechos  men- 
cionados. 

Todo  depositario  de  la  autoridad,  asi 
como  todo  agente  civil  ó  militar  que 
infiera  perjuicios  aun  ciudadano,  eje- 
cutando ó  disponiendo  la  ejecución  de 
un  acto  que  envuelva  un  ataque  ilegal 
á  cualquier  derecho  garantizado  por 
la  ley,  es  personalmente  responsable, 
sin  que  le  sirvan  de  exculpación  las 
instrucciones  que  le  hayan  dado  bus 
superiores  jerárquicos,  y  puede  ser 
competido  á  comparecer  ante  el  Jura- 
do, sin  necesidad  de  previa  autoriza- 
ción; 

2.°    Por  medio  del  derecho  de  peli- 
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ción:  todo  ciudadano  puede  dirigirlas 
at  Rey  ó  al  Parlamento,  sin  que  pueda 
ser  perseguido  ni  molestado  por  causa 
de  este  hecho; 

3.°  Por  medio  de  la  resistencia  á  los 
actos  arbitrarios  6  ilegales,  aun  cuan- 
do sea  preciso  recurrir  a  la  fuerza  (1). 

TÍTULO     III 

DB  LA  CORONA 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Del  Rey  y  de  la  familia  real 

Art.  60.  El  Trono  de  la  Gran  Breta- 
ña es  hereditario  por  orden  de  primo- 
ge  ni  tura,  siendo  preferidos  los  varones 
á  las  hembras,  pero  solamente  en  el 
mismo  grado  del  parentesco.  Sin  em- 
bargo, la  transmisión  hereditaria  de  la 
Corona  existe  con  arreglo  a  las  leyes 
del  país  y  no  por  derecho  divino:  asi, 
pues,  solamente  constituye  un  derecho 
eventual  para  los  interesados,  con  la 
reserva  del  que  asiste  al  Rey  y  al  Par- 


tí) LOS  Tribunales  ingleses  han  reconocido  en 
mis  da  una  ocasión  ls  legitimidad  de  la  resisten- 
cia de  tos  particulares  contra  los  actos  ilegales  de 
quo  se  quería  hacerles  víctimas.  En  el  reinado  de 
la  Reina  Ana,  intente  un  Constable  llevar  ¿efecto 
una  prisión  para  la  cual  no  tenia  derecho  alguno; 
resistióse  la  persona  a.  quien  se  intentaba  arres- 
tar, vino  otro  ciudadano  en  su  socorro,  trabóse 
una  lucha  y  fue  muerto  el  Constable. 

Loe  18  Jueces,  bajo  la  presidencia  del  Lord 
Cltiaf  Jusfice,  Holt,  declararon  que  el  caso  de 
arresto  de  una  persona  por  un  poder  ilegal  moti- 
vaba suficientemente  la  determinación  compasi- 
va del  transeúnte  que  acudió  i  socorrerlo;  que 
todo  ataque  &  la  libertad  de  un  subdito,  es  un 
desafio  lanzado  contra  todos  loa  subditos  del  Rey 
de  Inglaterra,  y  que  todos  están  autorizados  para 
defender,  aun  i  viva  fuerza,  la  integridad  del 
acta  de  Hatea»  Corput. 


lamento  para  llamar  &  la  sucesión  á 
otros  herederos  mas  lejanos,  por  me- 
dio de  un  acuerdo  especial. 

Art.  61.  Al  subir  al  Trono,  el  Sobe 
rano  presta  en  manos  del  Arzobispo  de 
Cantorbery,  Primado  del  país,  el  jura- 
mento, cuya  fórmula  es  como  sigue: 
¿Prometéis  y  Juráis  solemnemente  gober- 
nar el  pueblo  de  este  reino  de  Inglaterra 
y  de  los  países  que  de  él  dependen,  con 
arreglo  á  loa  Estatutos  formulados  en  el 
Parlamento,  &  las  leyes  y  eostumbrest 

El  Rey  responde:— Lo  prometo  solem- 
nemente. Entonces  vuelve  á  preguntar 
el  Primado:— ¿Prometéis  emplear  toda 
vuestra  autoridad  en  sostener  las  leyes 
de  Dios,  la  verdadera  profesión  del 
Evangelio  y  la  religión  protestante,  tal 
como  ha  sido  establecida  por  la  ley,  y 
conservar  á  los  Obispos,  al  Clero  de  este 
reino  y  á  las  iglesias  confiadas  á  su  cus 
todia  todos  los  derechos  y  privilegios 
concedidos  por  la  ley  á  todos  en  general 
y  á  cada  uno  en  particulart — El  Bey 
vuelve  6.  responder:— Lo  prometo;  y 
aclo  continuo,  poniendo  la  mano  dere- 
cha sobre  los  Evangelios,  añade  estas 
palabras:— Guardaré  y  cumpliré  cuan- 
to acabo  de  prometer,  con  el  auxilio  de 
Dios. 

Art.  62.  El  Soberano  del  Reino  Uni- 
do está  obligado  á  profesar  la  religión 
anglicana;  todo  cambio  de  religión,  ó 
el  enlace  matrimonial  con  una  católi- 
ca, hacen  perder  todos  sus  derechos  al 
Príncipe  reinante  ó  a  su  heredero. 

Art.  63.  En  lo  sucesivo  tendrán  los 
Reyes  los  siguientes  títulos:  Por  la 
Gracia  de  Dios,  Rey  (d  Reina)  del  Rei- 
no Unido  de  la  Gran  Bretaña  y  de  Ir- 
landa (Emperatriz  de  la  India),(i) de- 
fensora de  la  fe. 

(1)  Así  modificado  por  la  ley  de  1876  para  to- 
das las  disposiciones  que  se  refieran  á  las  pose- 
siones en  aquella  región. 


db,  Google 


COMPILACIÓN   DE  PRECEPTOS  CONSTITUCIONALES  EN   INGLATERRA 


55 


Art.  64.  La  Reina  de  Inglaterra  pue- 
de ser  Soberana,  Regente,  consorte  6 
viuda. 

Art  65.  La  Reina  Soberana  goza  de 
todos  los  privilegios,  y  ejerce  todos  los 
derechos  inherentes  al  Soberano  del 
Reino  Unido. 

Art.  66.  Los  mismos  poderes  corres- 
ponden á.  la  Reina  Regente  hasta  que 
llegue  &  mayor  edad  el  Soberano.  El 
marido  de  la  Reina  Soberana  ó  Regen- 
te no  tiene  participación  alguna  en  el 
gobierno  del  pala;  será  considerado 
como  subdito  de  la  Corona,  y  podra, 
desempeñar  cualquier  empleo.  Asimis- 
mo podrá  obtener  los  honores  y  privi- 
legios anejos  á  la  Monarquía,  si  asi  lo 
acuerdan  ambas  Cámaras. 

Art.  67.  La  Reina  ó  el  Rey  consor- 
tes, no  son  iguales  al  Rey  ó  Reina  de 
derecho;  sino  que  se  hallan  aquéllos 
sometidos  á  la  autoridad  de  éstos. 
Puede,  sin  embargo,  comprar  y  ven- 
der bienes  inmuebles,  administrarlos 
suyos,  disponer  de  ellos  por  testa- 
mento, hacer  donaciones  y  recibir  las 
de  su  marido.  Está  exenta  de  todo  im- 
puesto. No  puede  ser  competida  á  com- 
parecer en  presencia  de  ningún  Tribu- 
nal, salvo  ante  el  Parlamento  por  de- 
lito de  traición.  Su  persona  es  sagrada 
como  la  del  Rey.  Los  atentados  contra 
su  vida  ó  contra  su  honor  constituyen 
delitos  de  alta  traición. 

Art.  68.  La  Reina  viuda  del  Rey 
goza  los  mismos  privilegios  que  la 
Reina  consorte;  pero  los  atentados  con- 
tra su  persona  no  constituyen  delitos 
de  alta  traición.  Puede  volver  á  ca- 
.sarse  sin  perder  el  titulo  de  Reina;  pero 
con  previo  permiso  del  Rey.  Si  se  casa, 
los  delitos  contra  su  persona  no  son  ya 
de'itos  de  alta  traición. 

Art.  69.  El  hijo  primogénito  del  So- 
berano, heredero  presunto  de  la  Co- 


rona, recibe  por  cédula  Real  el  titulo 
de  Principe  de  Gales,  siendo  además, 
por  derecho  propio,  Duque  de  Corn- 
wall.  Conde  de  Chester.  Duque  deRobh- 
say.  Conde  de  Flint,  Conde  de  Carrik 
y  Senescal  de  Escocia. 

Todo  atentado  contra  el  Principe  de 
Gales  ó  contra  su  esposa  se  considera 
como  delito  de  alta  traición. 

En  el  caso  de  que  fallezca  el  Prin- 
cipe de  Gales  antes  de  ocupar  el  Trono, 
el  hermano  que  le  siga  será  Principe  de 
Gales  y  Conde  de  Chester;  mas  nunca 
Duque  de  Cornwall,  porque  este  titulo 
es  inseparable  del  primogénito. 

Art.  70.  La  hija  mayor  del  Soberano 
es  Princesa  Real,  y  hereda  la  Corona  á 
falta  de  hijos  varones. 

Art.  71.  Los  individuos  de  la  familia 
real  no  pueden  contraer  matrimonio 
sin  el  consentimiento  del  Soberano 
hasta  que  hayan  cumplido  veinticinco 
años,  so  pena  de  perder  sus  derechos 
eventuales  á  la  Corona. 

Art.  72.  El  Parlamento  fija  al  prin- 
cipio de  cada  reinado  la  lista  civil,  ó 
sea  el  presupuesto  de  la  Casa  Real. 

Art.  73.  La  Reina  consorte  percibe 
ciertas  rentas  determinadas,  que  cons- 
tituyen el  Queen  a'gold,  y  se  componen 
de  una  parte  de  ciertos  derechos  fisca- 
les., sobre  todo  en  lo  relativo  á  conce- 
siones de  privilegios  y  al  derecho  de 
indulto. 

CAPÍTULO  II 

De  las  prerrogativas  reales 

Art.  74.  El  Rey  no  goza  de  sus  pre- 
rrogativas, sino  en  virtud  de  las  leyes, 
Estatutos  y  costumbres  del  reino. 

Art.  75.  La  ley  reconoce  en  el  Rey 
una  prerrogativa  ó  preeminencia  sobre 
cualquier  otra  persona,  fuera  del  dere- 


3,git,zedbyGOOgIC 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


inherente  á  la  dignidad 
o  á  las  leyes  fundamen- 

;  regias  prerrogativas 
i  continuación   se   ex- 

2S  el  Jefe  supremo  del 
rsona  es  sagrada  é  in- 
le  considera  como  in- 
r  mal,  y  consagra  este 
a  siguiente  frase:  The 
orong;  «el  Rey  no  puede 
fi».  Oe  todos  sus  actos 
;sponsables  sus  Minis- 

;b  mayor  de  edad  á  los 
en  caso  de  ser  menor  ó 
ido,  reside  el  poder  en 
esorado  por  un  Consejo; 
i  aquél,  son  nombrados 
taras; 

era  que  la  persona  real 
iterrupción.  La  muerte 
/ale  á  la  transmisión  de 
sucesor,  sin  que  pueda 
lo  tanto,  ningún   inte- 

e  le  considera  como  el 
io  del  territorio  inglés, 
or  ficción  legal,  como 
is  dominios  del  Estado 
•s  propios,  y  las  rentas 
raudales  regios; 
o  puede  ser  perseguido 
íi  en  el  orden  civil  ni  en 
5  demandas  que  se  pro- 
civiles  no  pueden  ser 
itra  él  sino  en  forma  de 
ecto  a  las  cuales  deter- 
gente el  Lord  Canciller, 
ley; 

presenta  la  nación  en 
con  las  potencias  ex- 
3  el  único  á  quien  com- 
de  enviar  y  recibir  los  ; 


Embajadores  y  demás  Agentes  diplo- 
máticos; 

7.*  Él  declara  la  guerra,  ajusta  los 
tratados  de  paz,  alianzas  y  de  comer- 
cio, y  dirige  y  determina  todo  lo  que  se 
refiere  á  la  política  exterior.  Debe,  sin 
embargo,  dar  cuenta  al  Parlamento,  en 
cuanto  lo  permitan  la  seguridad  y  el 
interés  del  Estado,  de  los  tratados  cele- 
brados con  las  potencias  extranjeras, 
asi  como  de  los  documentos  necesarios 
para  su  discusión. 

Los  tratados  de  comercio  que  impli- 
quen creación,  supresión  ó  modifica- 
ción de  Aranceles  de  Aduanas,  los  que 
estipulen  enagenación  ó  cambio  de  te- 
rritorios del  reino  ó  de  las  colonias,  los 
que  creen  cargos  públicos  ó  deroguen 
leyes  y  costumbres  vigentes,  carecerán 
de  validez  mientras  no  sean  ratificados 
por  el  Parlamento; 

8.'  El  Rey  convoca  y  disuelve  el 
Parlamento,  suspendiendo  también  sus 
sesiones; 

9."  Corresponde  al  Rey  la  iniciativa 
de  las  leyes,  lo  mismo  que  á  cada  Cá- 
mara del  Parlamento; 

10.  Manda  las  fuerzas  de  mar  y 
tierra; 

11.  Sanciona  y  promulga  las  leyes; 

12.  La  justicia  se  administra  en  su 
nombre; 

13.  Se  considera  al  Rey  como  el  pri- 
mer Magistrado  del  reino.  Los  Minis- 
tros y  demás  funcionarios  no  ejercen 
autoridad  sino  en  virtud  de  Comisiones 
regias; 

14.  El  Rey  puede  ordenar  amnistías, 
conmutar  y  rebajar  las  penas  y  dar  in- 
dultos; pero  no  puede  impedir  que  sea 
acusado  un  Ministro  ó  cualquiera  otro 
funcionario  público; 

15.  El  Rey  es  Jefe  de  la  Iglesia  an- 
glicana,  y  como  tal  le  compete  la  fa- 
cultad de  decretar  dias  de  ayuno  ú 
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oraciones,  asegurar  el  descanso  del 
domingo  y  prohibir  toda  práctica  exte- 
rior contraria  a  la  religión  del  Estado; 
pero  no  puede  formular  reglamentos 
eclesiásticos  que  tengan  fuerza  de  ley 
relativamente  al  Clero,  sino  con  la  au- 
torización de)  Parlamento; 

16.  El  Rey  necesita  estar  autorizado 
por  una  ley  votada  anualmente  por  el 
Parlamento,  para  sostener  fuerza  ar- 
mada en  el  territorio  británico  (1); 

17.  Corresponde  al  Rey  el  derecho 
de  acuñar  moneda,  con  sujeción  á  las 
leyes  relativas  á  su  forma,  inscripcio- 
nes, peso  y  valor; 

18.  El  Roy  confiere  todas  las  digni- 
dades y  nombra  los  empleados  segla- 
res, eclesiásticos  y  militares; 

19.  Concede  privilegios  y  títulos  de 
invención,  y  Órdenes  de  Caballería; 

SO.  El  Rey  puede  prohibir  la  expor- 
tación de  armas,  cuando  el  interés  del 
Eslado  baga  necesaria  esta  medida; 

21.  El  Rey  puede  expulsar  del  terri- 
torio inglés  á  los  extranjeros  cuya  pre- 
sencia sea  peligrosa  para  la  seguridad 
del  Estado,  y  conceder  salvo  conductos 
en  tiempo  de  guerra  á  los  subditos  de 
una  potencia  enemiga. 

Art.  77.  Los  actos  emanados  del 
Rey,  en  virtud  de  su  prerrogativa,  ca- 
recen de  validez  si  no  van  refrendados 
por  uno  ó  más  individuos  del  Ministe- 
rio, que  asuman  la  responsabilidad. 

CAPÍTULO  III 

De  loa  Consejos  de  la  Corona 

§  I.— Del  Consejo  privado 

Art.  78.    El  Consejo  privado  se  corn- 


il)   Rige  la  ley  militar  de  34  de  Julio  de  1879, 
de  que  dos  ocupamos  mis  adelante. 


pone  de  los  ciudadanos  ingleses  que  el 
Rey  designa  para  que  formen  parte  del 
mismo  (1). 

El  número  de  los  Consejeros  es  ili- 
mitado. 

El  Rey  los  nombra  y  los  separa,  y 
tiene  el  derecho  de  disolver  el  Consejo 
entero. 

Art.  79.  El  Consejo  privado  se  com- 
pone ordinariamente  de  los  individuos 
de  la  familia  real;  los  individuos  del 
Gabinete,  los  Arzobispos  de  Cantorbe- 
ry  y  de  York,  el  Obispo  de  Londres,  el 
Lord  Canciller  y  lo»  Jueces  de  los  Tri- 
bunales de  Apelación  en  Cancillería; 
los  Presidentes  de  los  tres  Tribunales 
Supremos  Civiles;  el  Decano  de  las  Ar- 
cas Reales;  el  Juez  letrado  de  la  Junta 
del  Almirantazgo;  el  Presidente  de  la 
Cámara  de  los  Comunes;  los  Embaja- 
dores, el  Comandante  en  jefe,  el  primor 
Lord  del  Almirantazgo,  el  Vicepresi- 
dente del  Tribunal  de  Comercio,  el  Pa- 
gador general  y  el  Presidente  de  la  Co- 
misión encargada  de  aplicar  la  ley  de 
pobres. 

Comprende  además  todos  los  subdi- 
tos ingleses  á  quienes  el  Rey  tenga  á 
bien  designar  para  que  formen  parte 
de  su  Consejo  (2). 

Art.  80.  Los  individuos  del  Consejo 
privado  no  disfrutan  sueldo  ni  retribu- 
ción de  ninguna  especie.  Tienen  dere- 
cho á  usar  el  titulo  de  «Muy  Honora- 
ble» (right  honourable).  Todo  atentado 
contra  sus  personas,  será  considerado 
como  delito  de  felonía. 

Art.  81.  Todo  Consejero  privado,  al 
entrar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 


(1)  Si  ud  inglés  uo  lo  es  de  n 
por  natural  ilación,  necesita,  para  nar  nombrado 
miembro  del  Consejo  privado,  un  Acta  especial 
del  Parlamento  autorizando  su  nombramiento, 

(2)  Véase  la  nota  anterior. 
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se  obliga  por  medio  de  juramento  a 
cumplir  con  los  deberes  que  á  conti- 
nuación se  expresan: 

1.a  Dar  al  Rey  los  mejores  consejos, 
según  sus  talentos  y  capacidad; 

2."  No  atender,  al  formular  estos 
consejos,  sino  al  honor  del  Principe  y 
á  las  exigencias  del  bien  público,  sin 
dejarse  llevar  de  parcialidad,  pasión, 
duda  ó  miedo; 

3."  Guardar  los  secretoe  que  el  Rey 
les  confie; 

4."    No  dejarse  corromper; 

5.°  Facilitar  y  sostener  la  ejecución 
*de  lo  acordado; 

6."  Rechazar  á  todas  las  personas 
que  quisieren  llevar  á  efecto  lo  con- 
trario; 

7."  Observar  y  ejecutar  todo  lo  que 
un  consejero  bueno  y  fiel  debe  a  su 
amo. 

Art.  83.  Las  atribuciones  del  Conse- 
jo privado  son  políticas  y  judiciales. 
Consisten  sus  atribuciones  políticas  en 
deliberar  acerca  de  todas  las  cuestio- 
nes que  el  Rey  tenga  ó.  bien  someter  á 
su  examen  con  relación  á  los  negocios 
públicos  y  al  ejercicio  de  sus  prerroga- 
tivas, y  en  dar  su  opinión  sobre  todas 
las  medidas  que  on  sujeción  á  los 
acuerdos  del  Parlamento  deba  adoptar 
el  Rey  en  pleno  Consejo,  sobre  todo  en 
los  asuntos  coloniales,  las  cuestiones 
de  presas  marítimas  y  las  cuarentenas; 
en  deliberar  sobre  los  matrimonios  que 
hayan  de  contraer  los  individuos  de 
ambos  sexos  pertenecientes  á.  la  fami- 
lia real;  y,  por  último,  en  adoptar  á  la 
muerte  del  Soberano  las  disposiciones 
necesarias  para  la  proclamación  de  su 
sucesor. 

Consisten  sus  atribuciones  judiciales 
en  instruir  el  sumario  cuando  se  trate 
de  delitos  perpetrados  contra  el  Gobier- 
no, decretar  el  arresto  de  los  culpables 


(sin  que  las  personas  detenidas  de  or- 
den suya  puedan  ser  privadas  de  los 
beneficios  que  las  reconoce  el  Acta  de 
Habeos  Corpus),  y  llevar  &  electo  las  di- 
ligencias relativas  A  estos  negocios, 
que  deben  pasar  después  &  la  jurispru- 
dencia ordinaria. 

Art.  83.  El  Consejo  privado  puede 
dividirse  en  varias  secciones:  habrá 
una  de  ellas  para  tratar  de  los  asuntos 
relativos  al  comercio  y  á  las  posesiones 
exteriores,  llamada  Junta  de  comercio 
{board  oftrade),  y  otra  para  tratar  de 
asuntos  relativos  &  la  educación  {Co- 
miitee  for  edueaiion).  Habrá  además 
una  sección  de  justicia  del  Consejo  prí  - 
vado  (the  judicial  Comttteé),  que  cono- 
cerá en  última  instancia: 

1."  Délas  sentencias  pronunciadas 
por  los  Tribunales  eclesiásticos; 

2."    De  las  presas  marítimas; 

3.°  De  las  sentencias  pronunciadas 
por  los  Tribunales  de  justicia  de  las  co- 
lonias é  Indias  orientales; 

4."  De  las  concesiones  de  privilegios 
de  invención  y  de  las  prórrogas  de  los 
términos  concedidos  para  la  duración 
de  estos  mismos  privilegios. 

§  n  —  Del  Gabinete  (1). 

Art.  84.  El  Gabinete  forma  parte  del 
Consejo  privado,  y  todos  sus  individuos 
deben  además  permanecer  á  una  de  las 
dos  Cámaras  del  Parlamento. 

Art.  83.  Constituyen  el  Gabinete  los 
funcionarios  que  á  continuación  se  ex- 
presan: 

1."    El  primer  Lord  de  la  Tesorería; 

2."    El  Lord  Canciller; 


(1)  Esta  organiíaeiin  sufrirá  algunas  varian- 
tes con  U  nueva.  Isj  relativa  a  la  autonomía  de 
Irlanda,  que  i  hurtaremos  al  final  del  tomo,  ai 
aquella  se  aprueba  antes  de  terminarlo. 
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3."  El  Lord  Presidente  del  Consejo 
privado; 

4."  Los  cinco  Secretarios  de  Estado 
(del  Interior,  Negocios  extranjeros,  Co- 
lonias, Guerra  é  India); 

5.°    El  Lord  del  Sello  privado; 

6.°  El  primer  Lord  del  Almiran- 
tazgo; 

7.°    El  Jefe  de  Correos; 

8."  El  Secretario  de  Estado  de  Ir- 
landa; 

9."  El  Canciller  del  ducado  de  Lau- 
caste r; 

10.  El  Presidente  del  Local  govern- 
ment  board. 

Además,  los  Jefes  principales  de  to- 
das las  oficinas  públicas  pueden  asistir 
á  las  discusiones  del  Gabinete,  cuando 
su  objeto  se  refiera  á  sus  negocios  res- 
pectivos (1). 

Art.  86.  El  Gabinete,  bajo  la  autori- 
dad del  Rey,  administra  los  negocios 
interiores  y  exteriores  del  Estado. 

Art.  87.  Los  individuos  del  Gabinete 
son  nombrados  y  destituidos  por  el 
Rey. 

Son  responsables  ante  el  Parlamen- 
to, y  pueden  ser  acusados  por  la  Cáma- 
ra de  los  Comunes,  siendo  juzgados  en 
este  caso  por  la  de  los  Lores. 

título  rv 

DEL    PARLAMENTO 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  las  sesiones  del  Parlamento 

Art.  88.  El  Parlamento  consta  de 
dos  Cámaras,  á  saber:  la  Cámara  de 

(I)  Ed  cads  MinisWrioel  Secretario  de  Estado 
es  auxiliado  por  doa  Subsecretarios:  uno  parla- 
mentario, qut  varía  con  el  Uabinete,  y  otro  par- 
imuaiite,  para  el  despacho  de  loa  negocios  ordi- 
narios del  departamento  rsspaetivo. 


Iob  Lores  y  la  Cámara  de  los  Comunes. 

Art.  89.  Corresponde  a)  Rey  convo- 
car el  Parlamento;  pero  si  éste  tuviera 
suspensas  las  sesiones  en  el  acto  de  mo- 
rir el  Rey,  se  reunirá  inmediatamente 
y  por  derecho  propio,  y  puede  celebrar 
sesiones  por  espacio  de  seis  meses,  á 
no  ser  que  sea  suspenso  6  disuelto  por 
el  Soberano  que  á  la  muerte  de  su  an- 
tecesor haya  tomado  posesión  de  la 
Corona. 

Art.  90.  El  Rey  puede  convocar  el 
Parlamento  en  cualquier  punto  del 
reino  donde  lo  tenga  por  conveniente. 

Art.  91.  El  Rey  puede  suspender  las 
sesiones  del  Parlamento,  pero  no  sin 
que  antes  haya  sido  convertido  en  ley, 
por  lo  menos  uno  de  los  proyectos  pen- 
dientes de  discusión. 

El  Parlamento,  al  suspender  sus  se- 
siones, no  puede  reunirse  de  nuevo 
sino  en  virtud  de  previa  convocatoria, 
que  será  promulgada  por  lo  menos  con 
quince  días  de  anticipación. 

Art.  92.  El  Parlamento  debe  ser  con- 
vocado á  lo  menos  una  vez  al  año. 

Art.  93.  Las  dos  Cámaras  del  Parla- 
mento serán  convocadas  y  suspendidas 
simultáneamente. 

Art.  94.  Corresponde  al  Rey  el  dere- 
cho de  disolver  la  Cámara  de  los  Co- 
munes; pero  si  esta  Cámara  estuviere 
disuelta  y  falleciese  el  Rey  antes  de 
que  se  baya  procedido  á  nuevas  elec- 
ciones, la  Asamblea  recobra  sus  pode- 
res por  derecho  propio  y  por  un  plazo 
que  no  puede  exceder  de  seis  meses,  á 
no  ser  que  el  sucesor  en  el  Trono  pro- 
mulgue un  decreto  de  suspensión  ó  di- 
solución . 

Art.  95.  En  el  caso  de  disolución  de 
la  Cámara  de  los  Comunes,  quedarán 
suspensas  las  sesiones  en  la  Cámara 
de  los  Lores  hasta  la  reconstitución  de! 
Parlamento. 
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Art.  96.  Las  sesiones  del  Parlamen- 
to comenzarán  en  un  dia  solemne, 
reuniéndose  ambas  Cámaras  en  una 
sola,  y  asistiendo  á  esta  sesión  el  Rey 
en  persona,  á  no  ser  que  tenga  á  bien 
delegar  para  este  objeto  á  un  número 
dado  de  Lores  Comisarios.  En  este  úl- 
timo caso  el  Lord  Canciller  leerá  el 
discurso  del  Soberano. 

CAPÍTULO  II 

De  los  privilegios  y  atribuciones 
del  Parlamento 

%  I.— De  loa  privilegios  del  Parlamento 
y  de  ene  Individuo» 

Art.  97.  El  Parlamento  es  el  Con- 
Bejo  Supremo  de  la  Corona,  pudiendo 
intervenir  en  todas  sus  deliberaciones 
y  acordar  todas  las  medidas  que  juz- 
gue convenientes  para  el  bien  del  Es- 
tado. 

Art.  98.  Todo  individuo  de  la  Cá- 
mara de  los  Lores  puede  reclamare! 
derecho  de  dirigir  individualmente  sus 
consejos  al  Rey;  los  individuos  de  la 
Camarade  los  Comunes  no  pueden  ejer- 
cer este  derecho  sino  por  un  acto  co- 
lectivo de  la  Asamblea,  la  cual  será  in- 
troducida á  presencia  del  Rey  cuando 
se  presente  en  corporación,  con  su  Pre- 
sidente {Speaker)  &  la  cabeza. 

Art.  99.  El  Parlamento  es  Juez  su- 
premo de  sus  privilegios  y  atribu- 
ciones. 

Todas  las  dudas  relativas  á  los  pri- 
vilegios de  los  Lores  y  Diputados  (Com- 
munes)  serán  resueltas  con  arreglo  á 
las  costumbres  del  Parlamento,  y  no 
con  sujeción  á  las  leyes  generales  del 
reino. 

Art.  100.  El  Derecho  consuetudina- 
rio garantiza  los  siguientes  privilegios 


á  todos  los  individuos  del  Parlamento. 

La  libertad  de  discusión  es  ilimitada 
en  ambas  Cámaras;  ningún  Lord  ni 
Diputado  es  responsable  sino  ante  la 
Cámara  á  que  pertenece  de  las  opinio- 
nes formuladas,  discursos  pronuncia- 
dos en  el  seno  del  Parlamento  ó  sus 
secciones  ó  comisiones.  Sin  embargo, 
el  individuo  del  Parlamento  que  impri- 
ma y  publique  sus  discursos,  puede  ser 
perseguido  ante  los  Tribunales  de  jus- 
ticia como  cualquier  otro  individuo, 
con  sujeciún  á  las  leyes  relativas  á  los 
abusos  de  la  libertad  de  imprenta. 

Art  101.  Ningún  individuo  del  Par- 
lamento puede  ser  detenido  ni  preso 
mientras  duran  las  sesiones  sin  el  con- 
sentimiento de  la  Cámara  de  que  formo 
parte,  á  no  ser  que  fuese  cogido  infra- 
ganti.Sl  la  detención  ó  prisión  se  veri- 
fica por  causa  de  traición,  felonía  ó  gra- 
ve perturbación  del  orden  público, debe 
comunicarse  este  acto  inmediatamente 
al  Presidente  de  la  Cámara  de  que  for- 
me parte  el  preso  ó  detenido,  y  la  Cá- 
mara decidirá  si  há  lugar  ó  no  A  re- 
clamarle. 

Art.  102.  Ningún  Par  del  reino  puede 
ser  reducido  á  prisión  por  deudas  mien- 
tras duren  las  sesiones.  Los  individuos 
de  la  Cámara  de  ios  Comunes  gozan 
del  mismo  privilegio  desde  los  cuaren- 
ta dias  que  precedan  á  la  convocato- 
ria, y  los  otros  cuarenta  que  sigan  á  la 
suspensión  de  las  sesiones,  subsistien- 
do este  privilegio  aun  en  el  caso  de 
que  el  Diputado  sea  comerciante  y  se 
declare  en  quiebra;  pero  los  Pares 
declarados  en  bancarrota  pierden  su 
asiento  en  la  Cámara  de  los  Lores  (1). 

Art.  103.  Cada  Cámara  establece, 
por  medio  de  un  reglamento  fijo  ó  por 
acuerdos  aclaratorios  y  ejecutivos  du- 


(1)    Ley  de  13  do  Julio  de  1871. 
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rante  las  sesiones,  su  disciplina  interior 
y  el  arreglo  de  sus  asuntos  interiores. 

Art.  104.  La  Cámara  de  los  Comunes 
elige  un  Presidente  para  cada  legisla- 
tura; durante  la  elección,  desempeñará 
la  residencia  el  Secretario  permanen- 
te (Clerk)  de  la  Cámara  de  los  Comu- 
nes. Una  vez  elegido  el  Presidente,  se 
diiige  con  todos  los  Diputados  á  la  Cá- 
mara de  los  Lores,  donde  recibe  su 
confirmación  del  Lord  Canciller  en 
nombre  de  la  Corona. 

Art.  105.  La  Cámara  de  los  Lores 
funciona  bajo  la  presidencia  del  Lord 
Canciller,  el  cual,  sin  embargo,  no  tie- 
ne más  facultades  que  las  de  someter  á 
los  Lores,  con  sujeción  al  orden  de  los 
debates,  las  cuestiones  que  hayan  de 
resolverse  por  la  misma  Cámara. 

Art.  106.  Cada  Cámara  puede  pre- 
sentar un  Mensaje  de  contestación  al 
Discurso  llamado  de  la  Corona,  y  sobre 
cualquier  otra  cuestión  en  que  lo  tenga 
por  conveniente. 

Art.  107.  Los  Lores  y  Diputados  tie- 
nen individual  y  colectivamente  el  de- 
recho de  interpelación. 

§  II . — De  las  atribuciones  legislativas 
del  Parlamento 

Art.  108.  La  iniciativa  de  las  leyes 
corresponde  á  cualquiera  de  las  Cáma- 
ras y  á  la  Corona. 

Art.  109.  El  Parlamento  tiene  una 
autoridad  soberana  para  hacer  las  le- 
yes, ampliarlas  ó  restringirlas,  abolir- 
las,  revocarlas  y  ponerlas  de  nuevo  en 
vigor.  Este  poder  se  extiende  á  todos 
los  asuntos  de  lo  espiritual  y  temporal, 
de  lo  civil  y  militar,  del  Derecbo  maríti- 
mo y  del  Derecho  penal.  Puede  además 
reformar  la  Constitución  del  Estado, 
renovarla  y  reconstituirse  á  si  propio 
sobre  otras  bases. 

Art.  110.    Los  actos  legislativos  ema- 


nados del  Parlamento  se  dividen  en  pú- 
blicos y  de  interés  general,  y  en  actos 
de  interés  privado.  Los  actos  públicos 
obligan  á  todos  los  ciudadanos,  debien- 
do tener  conocimiento  de  ellos  todos 
los  Tribunales  de  justicia.  Los  actos 
privados  deben  ser  exhibidos  judicial- 
mente, porque  los  Jueces  y  Magistra- 
dos no  están  obligados  por  ningún  con- 
cepto á  conocerlos  de  antemano. 

Art.  11¡.  Todo  acto  del  Parlamento 
se  considera  como  de  interés  general, 
á  no  ser  que  exista  previa  declaración 
en  contrario. 

Art.  112.  Existen  además  actos  pú- 
blicos con  cláusula  de  interés  privado, 
como  son  las  leyes  generales  para  una 
localidad  ó  distrito,  que  sólo  afectan  á 
los  intereses  de  los  particulares  en 
aquella  circunscripción.  Los  Jueces  de 
la  localidad  ó  del  distrito  donde  tengan 
fuerza  obligatoria  habrán  de  tener  for- 
zosamente el  debido  conocimiento  de 
dichas  determinaciones. 

Art.  113.  Corresponde  al  Parlamen- 
to la  votación  de  todos  los  recursos  ex- 
traordinarios para  atender  á  todas  las 
necesidades  del  Estado,  siendo  de  ad- 
vertir que  los  recursos  extraordinarios 
comprenden  todas  las  formas  de  los 
impuestos,  y  muy  particularmente  las 
que  á  continuación  se  expresan: 

1."    La  contribución  territorial; 

2."  El  impuesto  sobre  la  cebada  des- 
tinada á  la  confección  de  la  cerveza; 

3.°  Los  derechos  de  importación  y 
de  Aduanas; 

4."    La  renta  del  Correo; 

5.°    Los  derechos  de  Timbre; 

6.°  El  impuesto  sobre  los  criados  del 
sexo  masculino; 

7.°  Los  derechos  procedentes  de 
concesiones  ó  licencias; 

8."  Las  contribuciones  sobre  perros, 
caballos  y  carruajes  de  lujo; 
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9."    El  impuesto  sobre  las  herencias; 

10.  La  contribución  impuesta  &  los 
seguros  sobre  la  vida  y  á  los  marí- 
timos; 

11.  El  impuesto  sobre  la  renta  (bico- 
rne taxe)  y  sobre  la  propiedad  {properiy 
taxe); 

12.  La  contribución  de  inquilinatos; 

13.  La  contribución  de  consumos 
(excise). 

Las  leyes  relativas  á  impuestos  y  al 
crédito  público  serán  presentadas  y  vo- 
tadas primero  en  la  Cámara  de  tos  Co- 
munes. 

Art.  114.  Ningún  funcionario  ni  sim- 
ple ciudadana,  en  el  ejercicio  del  dere- 
cho de  petición,  puede  proponer  un 
proyecto  de  ley  relativo  á  impuestos, 
correspondiendo  esta  facultad  exclusi- 
vamente á  la  Corona. 

Art.  115.  No  podrán  los  Lores  tomar 
la  iniciativa  en  la  presentación  y  dis- 
cusión de  ningún  proyecto  de  ley  rela- 
tivo á  presupuestos,  ni  podrán  tampoco 
introducir  modificaciones  ó  reformas 
en  la  ley  general  que  se  vote  sobre  este 
asunto,  ni  en  ninguna  relativa  á  im- 
puestos y  contribuciones. 

Art.  118.  El  presupuesto  será  some- 
tido á  una  discusión  previa  en  el  seno 
de  una  Comisión  nombrada  al  efecto  por 
la  Cámara  de  los  Comunes:  dicha  Co- 
misión determinará  las  sumas  destina- 
das á  los  gastos  de  cada  servicio,  y  una 
vez  suficientemente  discutido  el  asunto, 
pasará  áotra  nueva  Comisión  encar- 
gada de  examinar  las  leyes  especiales 
de  presupuestos  presentadas  por  el 
Canciller  del  Echiquier  en  nombre  de  la 
Corona,  para  atender  á  las  necesidades 
del  servicio  público.  Reunidas  después 
ambas  Comisiones,  presentarán  su  dic- 
tamen á  la  Cámara. 

Art.  117.  Los  acuerdos  de  la  prime- 
ra Comisión  de  presupuestos,  llamada 


de  subsidios,  se  añadirán  al  fin  de  cada 
legislatura  á  un  proyecto  de  ley  (bilí 
d'apropiation.)  que  determine  expresa- 
mente el  uso  que  el  Gobierno  puede  ha- 
cer de  las  sumas  concedidas  por  la  se- 
gunda Comisión,  llamada  de  arbitrios. 
La  infracción  de  este  precepto  consti- 
tuye el  delito  de  atestado  contra  las 
prerrogativas  del  Parlamento. 

Art.  118.  No  puede  la  Corona  soste- 
ner una  fuerza  militar  sin  hallarse  au- 
torizada al  efecto  por  una  ley  especial, 
que  sólo  será  obligatoria  por  el  término 
de  un  año.  Esta  disposición  no  es  apli- 
cable á  las  milicias  de  los  condados. 

§  MI.—  De  la*  leyes 

Art.  1 19.  No  podrá  el  Rey  promulgar 
ley  alguna  que  no  haya  sido  sometida 
á  discusión  y  votada  previamente  por 
ambas  Cámaras. 

Exceptúanse  las  disposiciones  relati- 
vas á  indultos. 

Art.  120.  Todo  proyecto  de  ley  puede 
ser  presentado  á  cualquiera  de  ambas 
Cámaras  por  el  Gobierno,  ó  por  inicia- 
tiva de  uno  ó  varios  Lores  ó  Dipu- 
tados. 

Art.  121.  Si  un  proyecto  de  ley  fuese 
presentado  por  un  individuo  de  la  Cá- 
mara de  los  Comunes,  lo  será  en  forma 
de  proposición.  Si  ésta  se  toma  en  con- 
sideración, el  proyecto  de  ley  será  leído 
y  apoyado  por  su  autor. 

Art.  122.  Todo  individuo  de  la  Cá- 
mara de  los  Lores  puede  presentar  á  la 
Cámara  donde  tiene  asiento  un  proyec- 
to de  ley  sin  reducirlo  á  los  términos  de 
una  proposición,  y  sin  necesidad  de  au- 
torización previa. 

Art.  123.  Después  de  la  primera  lec- 
tura se  imprime  y  reparte  el  proyecto 
de  ley,  que  será  después  objeto  de  se- 
gunda lectura,  &  cuya  continuación  se 
procede  á  la  discusión  general. 
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Art.  124.  Después  de  la  segunda  lec- 
tura, y  si  se  hubiere  acordado  haber  lu- 
gar á  ello,  se  constituye  toda  la  Cáma- 
ra en  Comisión  especial  para  examinar 
los  detalles  del  proyecto,  siendo  leídos 
y  discutidos  sucesivamente  todos  los 
artículos  de  que  se  compone. 

Art.  125.  Terminado  el  examen  ¿ 
que  se  refiere  el  articulo  anterior,  no 
se  constituirá  la  Cámara  en  Comisión 
especial  y  Be  procederá  á  la  tercera  y 
última  lectura,  siendo  votados  definiti- 
vamente tanto  el  proyecto  de  ley  como 
las  enmiendas  que  hayan  sido  tomadas 
eo  consideración  durante  la  discusión 
de  los  artículos. 

Art.  126.  Aprobado  un  proyecto  de 
ley  por  la  Cámara  de  los  Comunes,  pa- 
sará inmediatamente  á  la  de  los  Lores, 
y  viceversa. 

Art.  127.  Todo  proyecto  de  ley  nece 
sita  para  ser  válido  haber  obtenido  la 
aprobación  de  ambas  Cámaras  en  una 
misma  legislatura. 

Art.  128.  Aprobado  un  proyecto  de 
ley  por  ambas  Cámaras,  será  sometido 
&  la  sanción  Real,  que  puede  ser  otor- 
gada por  el  Soberano  en  persona  ó  por 
escrito  (Cartas  patentes),  con  su  firma 
y  el  gran  sello. 

Si  el  Soberano  se  halla  presente,  dará 
su  consentimiento  inclinando  la  cabeza 
luego  que  un  Secretario  le  haya  leído 
en  alta  voz  el  proyecto  de  ley. 

Si  se  tratare  de  un  proyecto  de  ley  de 
presupuestos,  gravámenes,  subsidios  y 
demás  cargas  públicas,  inmediatamen- 
te después  de  inclinar  el  Rey  la  cabe- 
za, pronunciará  el  Secretario  en  alta 
voz  la  siguiente  fórmula:  El  Rey  (d  la 
Reina)  da  las  gracias  á  sus  buenos  sub- 
ditos; acepta  su  benevolencia,  y  asi  lo 
quiere. 

Respecto  á  los  demás  proyectos  de 
ley  de  interés  público,  la  fórmula  de  la 


sanción  Real  quedará  limitada  á  la  si- 
guiente frase:  El  Rey  (d  la  Reina)  lo 
quiere.  Y  por  lo  que  hace  á  los  proyec- 
tos de  interés  privado:  Hágase  como  se 
pide{\). 

Cuando  el  Rey  niega  la  sanción,  el 
Secretario  dice:  El  Rey  (d  la  Reina)  de- 
terminará lo  conveniente  (2).  La  sanción 
se  publica  en  la  Cámara  de  los  Lores. 

Art.  129.  La  circunstancia  de  haber 
obtenido  la  sanción  Real  da  fuerza  eje- 
cutiva á  un  proyecto  de  ley,  sin  necesi- 
dad de  ninguna  promulgación. 

§  IV.— De  las  atrlbnolones  Judicial** 
del  Parlamento 

Art.  130.  El  Parlamento  es  el  Tribu- 
nal Supremo  del  Estado. 

Decide  en  única  instancia  sobre  todo 
lo  que  se  refiere  á  sus  prerrogativas, 
hace  comparecer  ante  su  presencia  á 
toda  persona  pública  ó  privada  á  quien 
considere  culpable  de  una  infracción 
contra  sus  derechos,  decreta  la  prisión 
de  los  acusados  y  falla  en  última  ins- 
tancia sobre  su  vida,  libertad  y  bienes. 

Art.  131.  La  Cámara  de  los  Lores  es 
el  único  Tribunal  de  justicia  competen- 
te para  juzgar  á  los  Pares  y  á  sus  mu- 
jeres. 

Art.  132.  El  Parlamento  puede,  por 
una  ley  llamada  de  AUainder,  someter 
á  un  reo  de  Estado  á  un  procedimiento 
judicial,  y  aun  aplicarle  penas  que  no 
se  hallen  establecidas  por  el  Derecho 
común,  fuera  de  los  casos  previstos  y 


(1)  Esta?  fórmulas  ton  mu;  antiguas,  pues  aa 
remontan  y  tienen  nu  origen  en  el  Derecho  nor- 
mando. 

(2)  Rata  formula  aseguran  los  enmtorea  d« 
Derecho  público  que  do  m  ha  pronunciado  jamas 
en  el  Parlamento  ingléa.  (Olagaon,  lliit.  du  Draíl 
ti  detIrutUuliontdtt'Anglaterrt,t.  VI,peg.Sl.) 
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de  las  formalidades  determinadas  pol- 
las leyes. 

Art.  133.  La  Cámara  de  los  Comunes 
puede  acusar  ante  la  de  los  Lores  á  los 
individuos  del  Consejo  privado,  á  los 
Ministros  y  demás  funcionarios  de  su- 
perior jerarquía  por  violación  de  los 
derechos  constitucionales,  malversa- 
ciones y  demás  delitos  contra  el  Esta- 
do, asi  como  por  toda  falta  ó  negligen- 
cia en  la  administración  de  los  negocios 
públicos. 

Esta  acusación  puede  ser  presentada 
en  forma  de  proposición  por  cualquier 
individuo  de  la  Cámara  de  los  Comu- 
nes; y  si  se  toma  en  consideración,  los 
Diputados  nombran  Procuradores  es- 
peciales que  formulen  la  acusación  ante 
la  Cámara  de  los  Lores,  presentando 
testigos  y  demás  medios  de  prueba,  y 
sosteniendo  oralmente,  dicha  acusa- 
ción. 

Presentadas  las  pruebas  y  oídos, 
tanto  los  acusadores,  como  los  defenso- 
res del  acusado,  en  juicio  contradicto- 
rio, el  Lord  Gran  Senescal  recoge  los 
votos  de  los  Pares,  empezando  por  el 
más  joven. 

Si  el  veredicto  es  negativo,  el  acusa- 
do quedará  absuelto;  si  es  afirmativo, 
se  pronunciará  la  sentencia  condena- 
toria, con  arreglo  á  nueva  proposición 
de  la  Cámara  de  los  Comunes,  después 
de  una  discusión  especial. 

Art.  134.  Las  personas  condenadas 
por  el  Parlamento  no  pueden  ser  indul- 
tadas por  el  Rey  sin  el  consentimiento 
de  ambas  Cámaras. 

CAPITULO  111 

De  la  constitución  de  la  Cámara 
de  los  Lores 

Art.  135.    La  Cámara  de  losTCores  se 


compone  de  miembros  eclesiásticos  y 
temporales. 

Art.  136.  Son  miembros  eclesiás- 
ticos: 

1,"  Los  Arzobispos  de  Cantorbery  y 
de  York; 

2."  Los  Obispos  de  Inglaterra,  á  ex- 
cepción del  último  que  baya  sido  nom- 
brado, como  no  sea  el  de  Londres, 
Durham  ó  Winchester.  El  Obispo  de 
Sodor  y  Man  tiene  asiento  en  la  Cáma- 
ra de  los  Lores,  pero  no  puede  votar; 

3."  Tres  Obispos  de  Irlanda,  alter- 
nando todos  ellos  durante  cada  legis- 
latura. 

Art.  137.    Son  miembros  temporales: 

1.a  Los  Principes  de  la  familia  real 
nombrados  al  efecto; 

2."  Los  Lores  que  posean  la  dig- 
nidad de  Par  con  titulo  hereditario; 

3.°  Los  Pares  nombrados  por  ei 
Rey  con  el  mismo  titulo; 

4.°  Dieciséis  Lores  de  Escocia,  ele- 
gidos para  cada  legislatura  por  los  Pa- 
res escoceses; 

5,°  Veintiocho  Lores  de  Irlanda,  ele- 
gidos con  carácter  vitalicio  por  los  Lo- 
res de  su  pafs. 

Art.  138.  El  derecho  que  asiste  á  la 
Corona  para  nombrar  Pares  es  ilimi- 
tado (1). 

Art.  139.  No  pueden  los  Pares  tomar 
asiento  en  la  Cámara  hasta  que  hayan 
cumplido  veintiún  años. 

Art.  140.  Si  surgieren  dudas  respec- 
to á  la  aptitud  legal  de  un  Par,  se  pe- 
dirá informe  al  Fiscal  General;  y  si  la 
cuestión  fuese  aún  dudosa,  pasará  al 

(1)  El  número  de  individuos  de  la  Cámara,  de 
loa  Lores  oscila  entre  490  a  500,  teniendo  alguna 
mayoría  loa  conservadores,  el  bien  no  crean  difi- 
cultad M  al  Gobierno  liberal,  sabiendo  que  Baria 
inútil,  dada  la  facultad  de  la  Corona  para  creer 
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examen  de  la  Cámara  de  Jos  Lores,  la 
cual  formulara  su  opinión  en  un  Men- 
saje especial  dirigido  á  la  Corona. 

Art.  141.  Los  Pares  no  pueden  per- 
der sn  dignidad  sino  en  virtud  de  un 
acuerdo  del  Parlamento  que  los  conde- 
ne i  degradación. 

Art.  142.  La  Cámara  de  los  Lores 
resolverá  todas  las  dudas  que  se  susci- 
ten relativamente  á  los  privilegios  de 
los  Pares  6  á  la  elección  de  los  de  Es- 
cocia é  Irlanda. 

Art.  143.  El  cargo  de  individuo  de 
la  Cámara  de  los  Lores  es  absoluta- 
mente incompatible  con  el  de  individuo 
de  la  Cámara  de  los  Comunes.  Sin  em- 
bargo, los  Pares  irlandeses  que  no  for- 
men parte  de  la  primera,  pueden  ser 
elegidos  para  la  segunda. 

CAPÍTULO  IV 

De  la  constitución  de  la  Cámara 
de  loa  Comunes 

Art.  144.  La  Cámara  de  los  Comu- 
nes se  compone  de  los  individuos  ele- 
gidos por  los  condados,  distritos  y  Uni- 
versidades. 

Art  145.  (Número  de  candidatos  que 
puede  votar  cada  elector  (véase  ley 
electoral.) 

Art.  146.  (Electores  en  los  burgos: 
véase  la  ley  electoral  y  la  de  estos  dis- 
tritos.) 

Art.  147.  (Electores  en  los  condados: 
véase  la  ley  de  éstos  y  la  electoral.) 

Art.  148.  Los  profesores  de  artes 
(moater  of  aria),  son  electores  en  las 
Universidades  de  Cambridge  y  Oxford, 
sin  condición  alguna  de  censo.  Los  be- 
neficiados, estudiantes  y  graduados  de 
toda  especie,  Bon  electores  en  la  Uni- 
versidad de  Dublin. 

Art.  149.  (Condiciones  generales 
Tono  II.— latrrrcaoMSi  jurídicas. 


para  ejercer  el  derecho  electoral.)  Ade- 
más de  las  antes  indicadas  es  necesa- 
rio: ser  inglés;  haber  cumplido  veintiún 
años;  tener  la  libre  disposición  de  sus 
bienes,  y  no  estar  convicto  de  traición 
ó  felonía,  ni  de  perjurio  ante  los  Tribu- 
nales de  justicia,  ni  de  manejos  ilícitos 
en  elecciones  anteriores,  y  no  haber 
sido  empleado  en  los  seis  meses  que 
precedan  á  la  elección  como  agente 
asalariado  de  un  candidato,  ni  haber 
recibido  en  todo  el  año  socorros  de  la 
parroquia. 

Art.  150.  No  pueden  ejercerlo  en  los 
puntos  donde  desempeñen  sus  funcio- 
nes: 1.°,  Los  empleados  encargados  de 
percibir  los  derechos  de  aduanas,  con- 
sumos y  arbitrios  municipales;  2.°,  Los 
empleados  de  Correos;  3.°,  Los  del  Tim- 
bre; 4.°,  Los  Constables. 

Art.  151.  Todo  elector  es  elegible; 
pero  no  podrán  serlo: 

1.*    Los  extranjeros; 

2."  Los  extranjeros  naturalizados 
que  no  hayan  obtenido  el  derecho  de 
elegibilidad  por  un  acuerdo  especial 
del  Parlamento; 

3."  Los  JueceB  de  los  Tribunales  su- 
periores, de  condado  y  de  policía; 

4.*    Los  Abogados  flécales; 

5."  Los  individuos  pertenecientes  al 
Clero  de  Inglaterra  ó  al  Clero  católico; 

6.°  Los  individuos  proscriptos  por 
los  Tribunales  de  justicia  ó  convictos 
de  traición  ó  felonía; 

7."  Los  candidatos  convictos  de  ma- 
nejos ilícitos:  esta  incapacidad  está 
limitada  á  la  legislatura  en  que  hayan 
cometido  la  falla; 

8."  Los  funcionarios  de  los  conda- 
dos, ciudades  ó  distritos,  en  el  lugar 
donde  hayan  de  desempeñar  sus  fun- 

9."  Los  empleados  en  la  recaudación 
de  contribuciones  creadas  desde  1692; 
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10.  Los  que  desempeñen  cargos  pú- 
blicos retribuidos  por  la  Corona  y  crea- 
dos desde  1718; 

11.  Los  que  cobren  pensiones  del 
Estado; 

12.  Los  agentes  del  ejército; 

13.  Los  contratistas  con  el  Gobierno; 

14.  Los  oficialas  y  dependientes  de 
los  Seheri/s. 

Artículos  152  á  165.  (Procedimiento 
electoral  y  preceptos  sustantivos  que 
se  consignan  ya  modificados  en  la  ley 
que  en  otro  lugar  insertamos.) 

TÍTULO  T 

DEL  PODER  JUDICIAL 

Art.  166.  Ei  Poder  judicial,  tanto  en 
materia  civil  como  criminal,  será  ejer- 
cido por  Jueces  y  Jurados. 

(Los  demás  artículos  que  suelen  in- 
sertar en  este  titulo  los  compiladores 
han  sufrido  notables  alteraciones,  y  no 
los  insertamos,  porque  los  damos  con 
mucha  mayor  amplitud  en  la  parte  de 
este  tomo  destinada  &  la  organización 
judicial.) 

TtTTJLO  VI 

DE  LA  IGLESIA  OFICIAL  ó  DEL  ESTADO 

Art.  167.  La  Iglesia  anglicana  es  la 
Iglesia  nacional  de  Inglaterra  y  del 
pafs  de  Gales. 

Art.  108.    El  Obispo  de  Roma  no  ejer- 


ce jurisdicción  alguna  en  el  reino  de 
Inglaterra. 

Todo  individuo  del  Clero  que  reconoz- 
ca semejante  jurisdicción,  interponga 
apelaciones  ante  la  Corte  de  Roma  ó 
publique  Bulas  pontificias  en  contra- 
vención á  los  Estatutos  de  la  Iglesia 
nacional,  incurrirá  en  las  penas  esta- 
blecidas por  el  Estatuto  de  praemunire. 

Art.  169.  El  Rey  es  el  Jefe  supremo 
de  la  Iglesia  anglicana,  correspondién- 
dole,  en  materia  de  jurisdicción  reli- 
giosa, todas  las  prerrogativas  que  an- 
tes pertenecieron  á  la  Corte  de  Roma, 
y  ejerciéndolas  personalmente  por  me- 
dio de  sus  delegados. 

Art.  170.  La  Iglesia  nacional  de  Es- 
cocia es  la  presbiteriana  establecida 
en  1689.  Todos  sus  ministros  son  igua- 
les y  tienen  la  misma  categoría,  á  ex- 
cepción de  las  prerrogativas  concedi- 
das &  la  antigüedad. 

TÍTULO    VII 

DE  LA  ADMINISTRACIÓN  PROVINCIAL 
Y  MUNICIPAL 

(Después  de  hechas  las  últimas  com- 
pilaciones de  preceptos  constituciona- 
les en  Inglaterra,  han  variado  bastante 
las  disposiciones  vigentes  en  las  mate- 
rias á  que  se  refiere  este  titulo,  y  por 
tanto  remitimos  al  lector  á  las  leyes 
correspondientes  que  á  continuación 
insertamos.) 
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ADMINISTRACIÓN  LOCAL  DE  INGLATERRA 


§  I.    Compilación  municipal 
da  Inglaterra 

(Ley  de  IB  de  Agosto  de  1883  compilando  y  en- 
mendando Ibh  leyes  relativas  i  lu  Corporaciones 
municipales  en  Inglaterra  y  en  el  pele  de  Gales.) 

1.— Indicaciones  preliminares 

Es  tal  la  diversidad  de  organismos 
locales  en  Inglaterra,  ora  por  razón  de 
funciones,  ora  por  su  origen,  que  no  es 
fácil  comprender  estas  leyes  sin  hacer 
previamente  algunas,  siquiera  sean 
breves,  indicaciones  acerca  de  materia 
tan  complicada,  y  á  cuyo  estado  de  co- 
sas se  ha  tratado  de  poner  término,  en 
parte  al  menos,  primeramente  con  la 
publicación  de  esta  especie  de  Código 
local  para  los  burgos,  y  después,  en 
1888,  con  la  publicación  de  lajey  de  los 
Condados,  que  organizándolos  de  un 
modo  análogo  á  como  esta  ley  organi- 
za los  burgos,  la  completa  é  introduce 
algún  orden  y  armonía  en  el  verdadero 
desbarajuste  y  caos  que  reinaba  en  las 
cuestiones  de  gobierno  local  en  Ingla- 
terra. 

Prescindiendo  de  las  diferencias  que 
existen  entre  las  Instituciones  locales 
de  Inglaterra,  de  Escocia  y  de  Irlanda 
en  cuanto  á  divisiones  y  subdivisiones 
administrativas  y  á  las  atribuciones  de 


sus  diversas  Corporaciones,  y  limitán- 
donos aqut  á  lo  que  se  refiere  exclusi- 
vamente ala  primera  de  estas  regiones, 
enumeraremos  sólo  dichas  divisiones, 
sin  hacer  mención  de  las  muchas  é  im- 
portantes diferencias  que  existen  en 
extensión,  en  atribuciones,  etc.,  aun 
entre  entidades  de  la  misma  clase. 

Las  principales  divisiones  adminis- 
trativas son:  el  condado  (que  se  subdi- 
vide  en  parroquias),  el  burgo,  la  unión 
de  parroquias,  el  distrito  escolar  y  el 
distrito  sanitario. 

Los  condados  son  distritos  político- 
administrativos,  de  mayor  ó  menor  ex- 
tensión ó  población,  que  disfrutaban 
antiguamente  de  una  independencia 
administrativa  casi  absoluta  y  de  cierta 
autonomía  política,  muy  mermadas  hoy 
ambas  por  la  tendencia  centralizadora 
que  viene  acentuándose  allí  en  estos 
últimos  tiempos.  La  parroquia  es  una 
subdivisión  del  condado,  que  en  un 
principio  tuvo  por  principal  origen  la 
administración  temporal  del  culto,  pero 
que  después  perdió  aquel  carácter  ex- 
clusivo, teniendo  por  objeto  su  Junta  ó 
Consejo  la  gestión  de  ciertos  intereses 
locales,  siempre  bajo  la  estrecha  de- 
pendencia de  los  administradores  del 
condado. 

El  burgo  es  una  entidad  político-ad- 
ministrativa distinta,  pero  análoga  al 
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condado,  que  ha  disfrutado  de  igual  in- 
dependencia y  autonomía  administra- 
tiva y  política  que  aquél,  y  que  ha  sido 
también  restringida  en  estos  últimos 
tiempos,  estando  constituidas  en  bur- 
gos sem i  -autónomos  casi  todas  las 
grandes  ciudades  de  Inglaterra,  ha- 
biendo algunas  de  ellas  que  han  obte- 
nido el  titulo  de  condados  por  medio  de 
Cartas  (Couníies  ofcities  ú  oftowna). 

La  unión  de  parroquias  es  una  divi- 
sión mas  moderna,  que  comenzó  á  cons- 
tituirse en  el  siglo  pasado.  Tuvo  su  ori- 
gen en  la  agrupación  que  fueron  for- 
mando cierto  número  de  parroquias 
pobres  que  no  podían  atender,  perma- 
neciendo aisladas,  los  servicios  de  be- 
neficencia y  otros  locales.  En  el  pre- 
sente siglo  se  han  ido  extendiendo  sus 
atribuciones,  dependiendo  hoy  sus  Jun- 
tas ó  Corporaciones  electivas  directa- 
mente del  poder  central,  representado 
por  la  Junta  ó  Centro  íboard)  de  gobier- 
no local,  que  tiene  por  objeto  centrali- 
zar, ó  al  menos  vi  gil  ar  de  cerca  los  ser- 
vicios encomendados  á  las  autoridades 
locales. 

Los  distritos  escolares,  sanitarios,  de 
otas  públicas,  etc.,  son  de  creación  re- 
ciente y  no  constituyen,  en  realidad, 
distritos  separados ,  limitándose  sus 
Juntas  electivas  a  administrar  con  cier- 
ta independencia  de  las  demás  autori- 
dades locales  y  en  relación  directa  con 
el  Gobierno  central,  las  materias  ó  ser- 
vicios encomendados  a  su  gestión  y 
cuidados. 

Consideramos  suficientes  estas  suma- 
rias indicaciones  preliminares  para 
comprender  con  más  facilidad  el  texto 
de  las  leyes  que  á  continuación  inser- 
tamos, comenzando  por  la  de  los  bur- 
gos, que  es,  sin  duda,  la  más  importan- 
te de  todas  ellas,  y  que  sirve  de  base  a 
la  de  los  condados. 


3.—  Texto  de  la  ley  sobre  Corporaciones 
municipales  de  Inglaterra 

TITULO    PRELIMINAR 

Articulo  1.a  La  presente  ley  se  cita- 
rá con  el  titulo  abreviado  de  Ley  de  las 
Corporaciones  municipales  de  1882. 

Art.  2."    Se  divide  en  trece  títulos. 

Art.  3.a  No  regirá  en  Escocia  ni  en 
Irlanda. 

Art.  4.°  Entrará  en  vigor,  á  partir 
del  31  de  Diciembre  de  1882. 

Art.  5."  Quedan  derogadas  por  ésta 
las  disposiciones  legislativas  enumera- 
das en  el  primer  Apéndice,  salvo  las 
excepciones  especificadas  en  la  ley. 

Art.  6.°  Esta  ley  se  aplicará  á  todas 
las  ciudades  y  villas  á  que  se  aplicaba 
la  de  1835,  y  á  las  que  en  adelante  re- 
ciban cartas  de  incorporación. 

Art.  7.°  Para  la  interpretación  de 
esta  ley  se  entenderá  por  Borug  (bur- 
go) la  ciudad  ó  villa  (city  ó  tocen)  &  que 
se  aplican  sus  preceptos,  ó  que  goza  de 
una  constitución  municipal  en  virtud 
de  sus  cartas  ó  usos  (1); 

Por  parroquia,  una  localidad  por  la 
que  se  cobra  ó  puede  cobrarse  un  im- 
puesto para  los  pobres; 

Secretario  de  Estado,  cualquiera  de 
los  principales  Secretarios  de  Estado 
de  S.  M.  (2); 

El  término  escrito  (utritten)  compren- 
de, lo  mismo  el  manuscrito  que  el  im- 
preso; 

El  de  elección  municipal  comprende 


(1)  El  íowit  toma  generalmente  el  nombre  ho- 
norífico de  cíty,  especUI mente  cuando  es  capital 
de  un  obispado. 

(2)  Pero  casi  siempre  se  refiere  al  Ministro  del 
Interior  ó  de  la  Gobernación,  como  e 
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las  del  Alcalde,  los  Aldermen,  los  Con- 
sejeros, los  Auditores  y  los  Asesores; 

El  de  ley  sobre  Corporaciones  muni- 
cipales Be  refiere  ¿  la  presente  y  á  las 
que  en  lo  sucesivo  se  dicten  para  corre- 
girla 6  reformarla. 

Los  anejos  á  esta  ley  tendrán  el  mis- 
mo valor  que  si  formaran  parte  inte- 
grante de  la  misma. 

TÍTULO  TI 

ORGANIZACIÓN  T  GOBIERNO  DEL  MUNICIPIO 

Art.  8."  La  Corporación  municipal 
se  compondrá:  del  Alcalde,  de  los  Al- 
dermen y  de  los  vecinos  (1). 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  loa  vecinos 

Art.  9.a  No  podrá  ser  considerado 
como  vecino,  para  los  fines  de  la  pre- 
sente ley,  el  que  do  está  inscripto  en  3a 
lista  con  esta  cualidad. 

No  tendrá  derecho  á  ser  inscripto  en 
la  lista  como  vecino  el  que  no  reúna 
las  condiciones  siguientes: 

a)  Ser  mayor  de  edad  (veintiún 
años); 

íj)  Ocupar  en  el  pueblo,  solo  ó  en 
común,  el  día  15  de  Julio  del  corrien- 
te año,  y  con  doce  meses  de  antela- 
ción, una  casa,  un  almacén,  una  tien- 
da ó  bazar,  ó  cualquier  otro  ediñcio; 

c)  Haber  residido  durante  los  doce 
meses  indicados  en  la  población,  ó  á 
una  distancia  que  no  llegue  á  siete 
millas; 


(I)  Jturoueie»  ai  se  trit»  de  un  burgo,  j  ciu- 
dadano* i¡  de  ana  ciudad.  En  la  traducción  de 
nata  lay  traduciremos  en  general  por  la  paUbra 
cecina  las  equivalentes  i  burgués  y  ciudadana, 


d)  Pagar  algún  impuesto  por  razón 
de  una  propiedad  que  dé  capacidad 
electoral  y  los  de  los  pobres,  cobrados 
durante  los  doce  meses  antes  indica- 
dos en  la  parroquia  en  que  dicha  pro- 
piedad esté  situada; 

e)  Haber  pagado  dichos  impuestos 
ó  tasas  y  los  demás  municipales  antes 
del  20  de  Julio. 

Todo  individuo  que  reúna  estas  con- 
diciones tiene  derecho  á  ser  inscripto 
en  la  lista  ó  padrón  en  calidad  de  ve- 
cino, á  no  ser: 

a)    Que  sea  extranjero; 

6)  Que  en  el  curso  de  los  citados 
doce  meses  haya  recibido  socorros  pú- 
blicos de  la  parroquia  ó  de  la  unión  de 
parroquias,  ú  otra  limosna  análoga; 

c)  Que  haya  sido  privado  de  su  dere- 
cho en  virtud  de  un  Acta  del  Parla- 
mento. 

CAPÍTULO  II 

El   Consejo  municipal,   el  Alcalde, 
los  Aldermen  y  los  Consejeros 

Art.  10.  Todo  Municipio  tendrá  ca- 
pacidad para  obrar  por  medio  de  la 
respectiva  Corporación  ó  Consejo,  que 
ejercerá  los  poderes  que  ésta  ó  cual- 
quier otra  ley  le  atribuya 

La  Corporación  ó  Consejo  se  com- 
pondrá del  Alcalde,  de  los  Aldermen  y 
de  los  Consejeros. 

Art.  11.  Los  Consejeros  serán  perso- 
nas capaces,  elegidas  por  los  vecinos. 

Sólo  será  elegible: 

a)  El  que  esté  legítimamente  ins- 
cripto en  el  padrón  ó  lista  como  vecino; 

b)  El  que  teniendo  derecho  á  ser 
inscripto  por  los  demás  títulos,  excepto 
el  de  residencia,  se  halle  establecido 
dentro  del  radio  de  quince  millas,  y 
haya  sido  incluido  en  la  lista  á  que  se 
refiere  el  art,  48; 
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e)  El  que  en  uno  de  los  dos  casos  an- 
teriores esté  en  posesión  de  una  propie- 
dad mueble  6  inmueble  evaluada  en 
1.000  libras  en  las  poblaciones  que 
comprendan  cuatro  ó  más  cuarteles  ó 
barrios,  y  500  en  cualquier  otra,  ó  que 
pague  por  impuesto  para  los  pobres 
por  una  renta  anual  de  30  libras  en  el 
primer  caso,  y  de  15  en  el  segundo. 

Todo  elector  es  elegible. 

Si  una  persona  elegida  deja  de  residir 
en  el  Municipio  durante  seis  meses,  se 
considerara  vacante  su  puesto. 

Art.  12.  Perderá  la  cualidad  de  ele- 
gible, y  no  podra  recobrarla  mientras 
permanezca  en  la  misma  condición: 

a)'  El  que  desempeñe  las  funciones 
de  Asesor-Revisor,  ú  otras  remunera- 
das, que  no  sean  las  de  Alcalde  ó  Sche- 
rif,  dependientes  del  Consejo; 

b)  El  que  haya  recibido  las  sagradas 
órdenes,  ó  sea  ministro  de  una  Congre- 
gación disidente,  á  no  ser  que  haya  re- 
nunciado á  su  ministerio; 

e)  El  que  directa  ó  indirectamente, 
por  si  ó  por  un  socio,  tenga  parte  ó  in- 
terés en  un  contrato  en  que  esté  intere- 
sada la  Corporación. 

No  estara  incureo  en  esta  incapaci- 
dad si  sólo  se  tratase  de  participación 
ó  interés: 

a)  En  el  arrendamiento,  compra  ó 
venta  de  un  terreno,  ó  en  un  arreglo 
hecho  con  motivo  de  estos  actos; 

b)  En  un  contrato  de  préstamo  de 
una  suma,  o  en  una  garantía  por  el 
pago  de  la  misma; 

c)  En  un  diarioque  inserte  los  acuer- 
dos relativos  á  los  negocios  del  Muni- 
cipio ó  de  la  Corporación; 

d)  En  una  Compañía  que  contrate 
con  la  Corporación  el  alumbrado  ó  su- 
ministro de  aguas,  ó  el  seguro  contra 
incendios  de  edificios  municipales; 

e)  En  una  Compañía  de  ferrocarri- 


les ó  en  cualquier  otra  autorizada  por 
una  ley  ó  un  Real  decreto,  ó  fundada 
con  arreglo  á  la  ley  de  1863. 

Art.  13.  ,  Los  Consejeros  serán  nom- 
brados por  tres  años. 

Se  renovarán  todos  los  años  por  ter- 
ceras partes,  saliendo  los  primeros  los 
que  lleven  más  tiempo  en  ejercicio  sin 
reelección. 

Art.  14.  Serán  Aldermen  las  perso- 
nas que  tengan  capacidad  y  sean  elegi- 
das por  el  Consejo. 

El  número  de  los  Aldermen  será  igual 
al  de  la  tercera  parte  de  los  Conse- 
jeros. 

No  podrá  ser  elegido  Alderman  el  que 
no  sea  Consejero  ó  tenga  capacidad 
para  serlo. 

Si  un  Consejero  es  nombrado  Alder- 
man y  acepta,  se  considerará  vacante 
su  cargo  de  Consejero. 

Loa  Aldermen  son  nombrados  por  seis 
años. 

Cada  tres  años  se  renovará  por  elec- 
ción la  mitad  de  los  Aldermen. 

Los  Aldermen  salientes  serán  los  pri- 
meros que  vengan  ejerciendo  el  cargo 
por  más  tiempo  sin  reelección. 

Art.  15.  Será  Alcalde  lapersona  que, 
teniendo  capacidad,  sea  elegida  por  el 
Consejo  entre  los  Aldermen  ó  los  Con- 
sejeros, ó  los  que  tengan  capacidad 
para  serlo. 

Será  elegible  todo  Alderman  saliente. 

El  Alcalde  será  nombrado  por  un 
año,  pero  continuará  en  funciones  has- 
ta que  su  sucesor  haya  aceptado,  es- 
cribiendo y  firmando  la  declaración 
exigida  (art.  35). 

Puede  recibir  la  remuneración  que  el 
Consejo  juzgue  razonable. 

Los  Alcaldes  de  las  poblaciones  enu- 
meradas en  los  anejos  á  la  ley  de  1835, . 
tendrán  la  misma  capacidad  legal  para 
todos  los  actos  que  hayan  de  realizar, 
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que  tenga  el  primer  Magistrado  en 
cada  una  de  estas  poblaciones  al  adop- 
tarse esta  ley,  por  lo  menos  cuando 
dicha  capacidad  no  haya  sido  modifica- 
da ó  anulada  por  dicha  ley  ó  por  otra 
posterior. 

Art.  16.  El  Alcalde  podrá  designar 
en  ciertas  ocasiones  un  Alderman  6  un 
Consejero  para  reemplazarle  en  cali- 
dad de  suplente,  sobre  todo  en  las  en* 
fermedades  ó  ausencias. 

Este  nombramiento  deberá  comuni- 
carse por  escrito  al  Consejo,  que  lo 
mandara  consignar  en  acta. 

Cuando  el  suplente  actúe  como  tal, 
hará  todo  lo  que  harta  el  Alcalde,  ex- 
cepto presidir  las  sesiones,  á  no  ser 
que  lo  autoricen  expresamente  los 
miembros  de  la  Corporación,  asi  como 
tampoco  podrá  practicar  actuaciones 
judiciales  si  no  fuese  Juez  de  paz. 

CAPÍTULO  111 

Funcionarios  (ojflcers)  del  Consejo 

Art.  17.  El  Consejo  designará  una 
persona  que  no  forme  parte  de  la  Cor- 
poración para  que  desempeñe  las  fun- 
ciones de  Secretario  municipal  (Clerk 
loii-n)  del  burgo. 

El  Secretario  conservará  su  empleo 
mientras  al  Consejo  le  plazca. 

Conservará,  bajo  su  responsabilidad, 
las  cartas,  contratos  y  demás  docu- 
mentos, y  el  archivo  municipal,  ate- 
niéndose en  esto  á  lo  que  acuerde  el 
Consejo. 

La  vacante  de  Secretario  deberá  pro- 
veerse dentro  de  los  veintiún  días  des- 
pués de  anunciada. 

En  caso  de  enfermedad  ó  de  ausencia 
del  Secretario  podrá  el  Consejo  nom- 
brar un  suplente,  que  desempeñará  las 
funciones  mientras  quiera  el  Consejo. 


Todo  lo  que  la  ley  exige  del  Secreta- 
rio municipal  ó  autoriza  respecto  de 
éste,  lo  exige  y  autoriza  igualmente 
respecto  del  suplente. 

Art  18.  El  Consejo  designará  igual- 
mente para  Tesorero  una  persona  ca- 
paz, con  tal  que  no  sea  unodesusmiem- 
bros. 

El  Tesorero  conservará  su  empleo 
mientras  la  Corporación  no  lo  des- 
tituya. 

La  vacante  se  proveerá  dentro  de  los 
veintiún  días  después  de  ocurrida. 

Las  funciones  de  Secretario  munici- 
pal y  de  Tesorero  son  incompatibles. 

Art.  19.  También  nombrará  el  Con- 
sejo los  demás  funcionarios  que  crea 
necesarios,  pudiendo  crear  6  suprimir 
las  plazas  cuando  lo  estime  conve- 
niente. 

Art.  20.  El  Consejo  exigirá  á  todo 
funcionario  por  él  nombrado  las  ga- 
rantías y  seguridades  que  juzgue  in- 
dispensables para  asegurar  el  exacto 
cumplimiento  de  sus  deberes,  y  le  asig- 
nará el  sueldo  ó  remuneración  que 
considere  razonable. 

Art.  21.  Los  funcionarios  nombra- 
dos por  el  Consejo  deberán  entregar  al 
mismo  ó  á  la  autoridad  por  éste  desig- 
nada, en  las  épocas  que  fije  ó  en  los 
tres  meses  siguientes  al  en  que  cesen 
en  sus  empleos,  un  estado  de  todos  los 
negocios  que  se  les  hayan  confiado,  los 
ingresos  y  gastos,  con  todos  sus  justi- 
ficantes, y  una  lista  de  sus  créditos  por 
razón  de  sus  funciones. 

Estos  funcionarios  pagarán  las  can- 
tidades que  contra  ellos  resulten,  al 
Tesorero  ó  &  la  persona  que  el  Consejo 


Si  uno  de  aquéllos  se  negase  ó  demo- 
rase voluntariamente  la  entrega  del 
estado  ó  lista  que  está  obligado  á  sumi- 
nistrar, los  justificantes  de  las  cuen- 
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tas,  ó  las  sumas  que  contra  él  re- 
sulten. 

ó  si  después  de  avisado  por  escrito 
firmado  por  el  Secretario  municipal  ó 
por  tres  individuos  del  Consejo,  y  en- 
tregado ó  dejado  en  el  lugar  de  su  resi- 
dencia habitual  ó  en  el  de  su  último  do* 
micilio  conocido,  rehusa  ó  demora  vo- 
luntariamente la  entrega  al  Consejo,  ó 
á  la  autoridad  por  éste  designada,  de 
los  libros  ó  documentos  que  esta  obli- 
gado &  suministrar,  o  no  satisface  res- 
pecto de  este  punto  á  dicho  Consejo  6 
autoridad,  podré  obligársele  &  ello  por 
un  Tribunal  de  procedimiento  sumario 
que  tenga  jurisdicción  en  el  lugar  en 
que  resida  dicho  funcionario. 

También  podrá  entablarse  la  acción 
civil  contra  el  funcionario  ó  su  fiador 
ó  garante,  pero  no  podrá  incoarse  al 
mismo  tiempo  la  acción  civil  y  el 
procedimiento  sumario  por  el  mismo 
asunto. 

CAPÍTULO  IV 

De  las  sesionen  y  acuerdos  del  Contejo 

Art.  22.  Respecto  de  esta,  materia, 
deberán  observarse  las  reglas  estable- 
cidas en  el  segundo  anejo. 

El  Consejo  podrá  formar  con  sus 
miembros  las  Comisiones  que  juzgue 
convenientes  sin  limitación  del  núme- 
ro de  personas,  para  aquellos  asuntos 
que,  ajuicio  del  mismo,  se  necesiten; 
pero  los  actos  y  acuerdos  de  estas  Co- 
misiones estarán  subordinados  á  la 
aprobación  del  Consejo. 

Los  miembros  de  la  Corporación  que 
directa  ó  indirectamente  tengan  un  in- 
terés pecuniario  en  un  asunto,  no  de- 
berán votar  ni  tomar  parte  en  la  discu- 
sión del  mismo  en  el  Consejo  ó  en  las 
Comisiones, 


No  podrá  impugnarse  un  acto  ó 
acuerdo  del  Consejo  ó  de  una  Comi- 
sión, bajo  pretexto  de  que  existan  en 
su  Beño  algunos  puestos  vacantes. 

El  acta  de  las  deliberaciones  de  una 
sesión  del  Consejo  ó  de  una  Comisión, 
Armada  al  terminar  ésta  ó  al  comenzar 
la  siguiente,  ya  por  el  Alcalde,  por  un 
individuo  del  Consejo  ó  de  la  Comisión 
que  baya  presidido,  hará  fe  sin  necesi- 
dad de  otra  prueba. 

Toda  sesión  de)  Consejo  ó  de  una  Co- 
misión en  lo  relativo  á  los  acuerdos  á 
que  el  acta  se  refiere,  se  considerará, 
salvo  prueba  en  contrario,  como  cele- 
brada legalmente,  y  si  se  trata  de  una 
Comisión,  se  considerará  legalmente 
constituida  y  competente  para  arreglar 
las  cuestiones  á  que  el  acta  se  refiera. 

CAPÍTULO  V 

Leyes  locales  (byelaws) 

Art.  23.  El  Consejo  podrá  hacer  las 
leyes  6  reglamentos  locales  que  juzgne 
convenientes  para  la  buena  dirección  y 
administración  del  burgo  y  que  tengan 
por  objeto  precaver  ó  poner  término 
á  hechos  perjudiciales  que  no  sean 
punibles  por  procedimiento  sumario, 
en  virtud  de  una  disposición  legal  apli- 
cable en  el  burgo,  pudiendo,  por  consi- 
guiente, imponer  multas  que  no  exce- 
dan de  cinco  libras,  cuando  lo  estime 
necesario,  para  prevenir  ó  reprimir 
toda  contravención   á   dichos   regla- 


Para  la  votación  de  estas  leyes  ó  re- 
glamentos habrán  de  estar  presentes 
por  lo  menos  las  dos  terceras  partes 
del  número  total  de  Consejeros;  y  para 
que  sean  ejecutorias,  habrán  de  trans- 
currir cuarenta  dias  después  de  fijar 
un  ejemplar  en  el  sitio  correspondiente 
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de  la  Casa  de  la  Villa,  y  de  remitir  otro 
ejemplar,  con  el  sello  de  la  Corpora- 
ción, al  Secretario  de  Estado.  Si  en  este 
intervalo  la  Reina,  previo  el  parecer  de 
su  Consejo  privado,  desaprueba,  en 
todo  ó  en  parte,  el  reglamento,  queda- 
rá sin  efecto  este  ó  la  parte  desaproba- 
da. También  podrá  la  Reina  prorrogar 
el  término  para  que  entre  en  vigor  la 
disposición  de  que  se  trate. 

Toda  contravención  á  una  ley  ó  re- 
glamento local  podrá  perseguirse  por 
procedimiento  sumario. 

Art.  24.  La  presentación  de  un  ejem- 
plar de  un  reglamento  hecho  por  el 
Consejo,  en  virtud  de  la  presente  ley  ó 
de  otra  general  ó  local  votada  por  el 
Parlamento,  si  el  ejemplar  es  auténtico 
por  llevar  el  sello  de  la  Corporación, 
probará  suficientemente,  salvo  prueba 
en  contrario,  que  dicho  reglamento  re- 
une  todos  los  requisitos  para  exigir  su 
cumplimiento,  sobre  todo  si  en  él  se 
consigna  que  está  sancionado  por  la 
autoridad  superior  competente. 

CAPÍTULO  VI 

De  los  Reoiaorea  de  cuenta»  (Auditora) 

Art  25.  Habrá  en  el  burgo  tres  Revi- 
sores, dos  de  los  cuales  serán  elegidos 
por  los  Consejeros  y  se  llamarán  Revi- 
sores electivos,  y  el  otro  de  nombra- 
miento del  Alcalde. 

Uno  de  los  electivos  deberá  ser  Con- 
sejero, pero  no  podrá  formar  parte  del 
Consejo,  ni  ser  nombrado  Secretario 
municipal  ni  Tesorero. 

El  Revisor  nombrado  por  el  Alcalde 
habrá  de  ser  necesariamente  Consejero. 

Los  tres  Revisores  serán  nombrados 
por  un  año. 

El  Revisor  del  Alcalde  será  designado 
el  mismo  día  en  que  se  eljian  los  otros 
dos  (véase  el  art  62).  Las  vacantes  que 


ocurran  se  proveerán  en  el  término  de 
diez  dias. 

Art.  26.  El  Tesorero  cerrará  sus 
cuentas  dos  veces  por  año  en  las  épo- 
cas que  designe  el  Consejo  con  la  apro- 
bación da  la  Junta  (board)  del  gobierno 
local,  y  á  falta  de  esta  designación  en 
las  épocas  de  costumbre,  al  comenzar 
á  regir  la  presente  ley. 

Art.  27.  El  Tesorero  estará  obliga- 
do, en  el  término  de  un  mes,  á  contar 
de  la  fecha  en  que  deba  cerrar  sus 
cuentas  semestrales,  á  presentar  és- 
tas, con  los  justificantes  correspon- 
dientes, á  los  Revisores  del  burgo,  que 
procederán  á  su  examen. 

Terminada  la  revisión  de  las  cuentas 
del  último  semestre  del  año  económico, 
mandará  el  Tesorero  imprimir  un  resu- 
men de  todas  las  del  año  transcurrido 
(véase  el  art.  233.) 

Art.  28.  El  Secretario  municipal  es 
el  encargado  de  presentar  á  la  Junta 
de  gobierno  local  un  estado  de  los  in- 
gresos y  gastos  de  la  Corporación  en 
cada  año  económico.  Dicho  estado  se 
presentará  el  día  25  de  Marzo,  ó  en 
cualquier  otra  fecha  en  que  la  Junta  de 
gobierno  local  fije  á  petición  del  Con- 
sejo, se  ajustará  al  modelo  y  conten- 
drá los  detalles  que  en  cada  caso  pres- 
criba dicha  Junta.  El  referido  estado 
deberá  entregarse  á  la  Junta  de  gobier- 
no local  en  el  término  de  un  mes,  á 
partir  de  la  fecha  en  que  se  examinen 
las  cuentas  del  segundo  semestre  del 
año  económico. 

Si  el  Secretario  municipal  no  for- 
mase oportunamente  el  estado  á  que 
se  refiere  este  articulo,  iucurrirá  por 
cada  falta  en  una  multa  de  20  libras, 
como  máximum,  que  podrá  hacerse 
efectiva  por  acción  civil  incoada  á 
nombre  de  la  Corona  ante  el  Tribunal 
Supremo, 
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La  Junta  de  gobierno  local  preparará 
todos  los  años,  distribuyéndolo  por  ca- 
pítulos generales,  un  resumen  de  los 
estados  que  haya  recibido  en  virtud  de 
lo  prescripto  en  este  articulo,  y  lo  so- 
meterá á  las  dos  Cámaras  del  Parla- 
mento. 

CAPÍTULO  Vil 

De  loa  Reciaorea-Aaesores  (Revising 
Aaaeaaora) 

Art.  29.  En  todos  los  burgos  que  en 
todo  6  en  parte  no  se  hallen  dentro  de 
un  distrito  burgués  parlamentario,  ha- 
brá dos  Reoiaorea- Asesores,  elegidos  por 
los  vecinos  que  tengan  derecho  elec- 
toral. 

Será  elegible  toda  persona  que  pue- 
da serlo  para  Consejero,  con  tal  que  no 
sea  miembro  del  Consejo,  Secretario 
municipal  ni  Tesorero. 

El  cargo  durará  un  año. 

Tan  pronto  como  pueda  hacerlo  có- 
modamente después  de  la  elección,  y 
de  tiempo  en  tiempo,  según  las  necesi- 
dades, deberá  cada  Asesor  nombrar, 
por  escrito  y  con  su  Arma,  un  suplente 
que  tenga  la  cualidad  de  elegible,  para 
que  le  reemplace  en  enfermedades  y 
ausencias. 

Esta  elección  la  notificará  al  Consejo 
por  oficio  Armado,  consignándose  la 
designación  en  los  libros  corrientes. 

CAPÍTULO  VIII 

División  del  burgo  en  euartelea 

ó  distritos 

Art.  30.  Si  las  dos  terceras  partes 
del  Consejo  estuviesen  de  acuerdo,  di- 
rigirá éste  una  petición  á  la  Reina  para 
que  se  haga  la  división  del  burgo  en 


cuarteles  ó  distritos,  ó  un  cambio  en  el 
número  y  limites  de  los  cuarteles  exis- 
tentes; y  S.  M.  podrá  legal  mente  Ajar, 
por  una  orden  acordada  en  Consejo,  el 
número  de  estos  cuarteles. 

Cuando  S.  M.  ordene  el  examen  de  la 
petición  por  su  Consejo  privado,  se  pu- 
blicará ésta  en  la  Gaceta  de  Londres, 
por  lo  menos  un  mes  antes  de  dicho 
examen. 

Cuando  se  haya  acordado  ponerla  á 
la  orden  del  día,  el  Secretario  de  Esta- 
do nombrará  un  individuo  encargado 
de  preparar  un  proyecto  de  división 
para  delimitar  los  cuarteles  ó  distritos 
y  proponer  el  número  de  Consejeros 
que  á  cada  uno  deba  corresponder. 

En  caso  en  que  deban  crearse  los 
cuarteles,  dividirá  el  Delegado  ó  Comi- 
sario todos  los  Consejeros  proporcio- 
nalmente  entre  aquéllos. 

En  el  caso  de  simple  reforma,  repar- 
tirá proporcional  mente  entre  los  distri- 
tos reformados,  los  Consejeros  corres- 
pondientes á  los  mismos,  de  tal  suerte, 
que  éstos  continúen  representando  un 
número  tan  considerable  como  sea  po- 
sible de  sus  primeros  electores. 

En  ambos  casos,  cada  Consejero  per- 
manecerá en  ejercicio  en  el  cuartel  que 
antes  representaba,  durante  el  tiempo 
que  lo  habría  hecho  si  el  burgo  hubie- 
ra continuado  indiviso  ó  hubiera  con- 
servado los  mismos  cuarteles. 

En  el  caso  en  que  éstos  no  existieren, 
el  Comisario  electoral(Returning  afjleer) 
para  la  primera  elección  que  se  verifi- 
que en  cada  cuartel,  será  necesaria- 
mente el  Alcalde,  ó  una  persona  por  él 
designada,  aunque  la  presente  ley  dis 
ponga  lo  contrario. 

Si  por  razón  de  la  creación  ó  reforma 
de  los  cuarteles  á  que  se  refiere  este 
articulo,  surgiese  alguna  duda  acerca 
délos  Consejeros  salientes,  podrá re- 
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solverse  la  cuestión  por  el  Consejo 
mismo. 

La  división  de  un  burgo  en  mas  cuar- 
teles ó  distritos  que  antes,  no  afectara 
en  nada  a  las  condiciones  de  elegibili- 
dad de  los  Mdermen  y  de  los  Conse- 
jeros. 

El  número  de  Consejeros  asignados 
a  cada  distrito  deberá  ser  divisible  por 
tres,  y  al  decretarla,  deberá  el  Comisa- 
rio encargado  de  ella  tener  en  cuenta, 
hasta  donde  lo  crea  factible,  el  número 
de  habitantes  que  paguen  impuesto  y 
el  total  á  que  ascienden  los  impuestos 
de  los  cuarteles  ó  distritos. 

El  Comisario  ó  encargado  redactará 
su  proyecto  por  duplicado,  entregará 
uno  de  los  ejemplares  al  Secretario 
municipal,  y  el  otro  al  Ministro  corres- 
pondiente, el  cual  lo  someterá  á  la 
aprobación  de  S.  M. 

El  proyecto  se  publicará  en  la  Gaceta 
de  Londres,  y  será  ejecutivo  desde  la 
fecha  de  su  publicación. 

A  partir  de  este  momento,  tendrá 
toda  su  fuerza  y  vigor  la  delimitación 
de  los  cuarteles  y  la  distribución  pro- 
porcional de  los  Consejeros. 

Si  S.  M.  no  aprobase  el  proyecto  en 
la  forma  en  que  lo  baya  presentado  el 
Comisario  encargado,  no  se  publicará 
éste  en  la  Gaceta  ni  será  ejecutivo 
para  las  elecciones  municipales  hasta 
que  S.  M.,  en  Consejo,  con  mas  amplios 
informes  y  una  nueva  propuesta  del 
Comisario,  haya  adoptado  una  resolu- 
ción definitiva. 

El  Comisario  podrá  deferir  el  jura- 
mento y  exigir  á  toda  persona  que  ten- 
ga á  su  cargo  el  registro  en  que  se  ins- 
criba el  impuesto  para  los  pobres  en 
una  parroquia,  que  presente  dicho  re- 
gistro para  su  examen;  y  toda  persona 
requerida  por  el  Comisario  para  res- 
ponder á  una  pregunta  que  éste  le  diri- 


ja para  los  fines  del  presente  articulo, 
estará  obligada  á  contestar  lo  que  le 
conste. 

El  Comisarlo  recibirá  una  remunera- 
ción según  se  prescribe  en  los  anejos 
cuarto  y  quinto. 

CAPÍTULO  IX 

Medidas  suplementarias  y  excepcionales 

Art.  31.  Los  términos,  casa,  alma- 
cén, tienda,  etc.,  que  se  emplean  en  la 
presente  ley,  se  aplicarán  á  una  parte 
de  la  casa,  almacén  ó  tienda,  cuando 
dicha  parte  esté  separada  y  exclusiva- 
mente ocupada  para  los  asuntos  del 
comercio,  del  tráfico  ó  de  la  profesión 
que  se  ejerza,  aunque  el  ocupante  ten- 
ga además  derecho  al  uso  común  de 
cualquier  otra  parte. 

Art.  32.  El  que  ocupe  una  propiedad 
que  dé  capacidad  electoral,  podrá,  en 
todo  tiempo,  pedir  que  se  le  asigne  un 
impuesto,  ya  le  pague  ó  no  para  los 
pobres.  SÍ  el  propietario  pagare  ú  ofre- 
ciere pagar  á  los  Inspectores  de  los  po- 
bres la  última  cuota,  deberá  ser  ins- 
cripto entre  los  contribuyentes,  y  si  no 
lo  inscribieren,  deberá  considerársele 
como  si  lo  estuviere. 

Art.  33.  El  que  suceda  en  una  pro- 
piedad que  dé  capacidad  electoral,  por 
herencia,  matrimonio,  testamento  ó 
promoción  á  un  beneficio  ó  cargo,  sus- 
tituirá por  completo  á  su  predecesor 
en  lo  concerniente  á  la  ocupación  de  la 
propiedad  y  á  la  tasa  que  le  corres- 
ponda, considerándole  como  residente, 
ocupante  de  la  propiedad  y  contribu- 
yente sin  otra  prueba  especial  alguna. 

No  es  necesario  que  la  propiedad  que 
dé  ta  capacidad  electoral  sea  la  misma 
ó  esté  situada  en  la  misma  parroquia 
durante  el  periodo  de  doce  meses  que 
constituye  dicha  capacidad. 
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Cuando  según  la  ley  sea  pagadero  á 
plazos  un  impuesto  municipal,  el  pago 
que  haga  una  persona  de  uno  de  dichos 
plazos  deberá  considerarse,  en  lo  que 
se  refiere  á  su  derecho  a  ser  inscripto  en 
el  padrón  de  vecinos,  como  pago  del 
impuesto  municipal  aplicable  al  perio- 
do á  que  se  refiera  este  plazo. 

Nadie  perderá  su  derecho  á  ser  ins- 
cripto en  el  padrón  de  vecinos  electores 
porque  haya  aceptado  los  cuidados  de 
un  médico  ó  de  un  cirujano  enviado  por 
los  administradores  de  las  institucio- 
nes benéficas  del  burgo,  porque  haya 
entrado  por  orden  del  Juez  de  paz  en 
un  hospital  ó  en  cualquier  otro  esta- 
blecimiento destinado  á  recibir  enfer- 
mos á  expensas  de  la  autoridad  local,  A 
porque  tenga  un  hijo  admitido  y  educa- 
do en  una  escuela  pública  sostenida 
con  fondos  del  Estado. 

Art.  34.  Toda  persona  legítimamen- 
te elegida  para  una  función  en  la  Cor- 
poración municipal,  deberá  aceptare) 
cargo  para  que  ha  sido  nombrada,  Ar- 
mando la  declaración  proscripta  en  el 
articulo  siguiente,  dentro  de  los  cinco 
días  (1)  después  de  notificada  su  elec- 
ción, y,  si  no  aceptare,  sin  excusa  legi- 
tima, pagará  al  Consejo  una  multa  de  50 
libras (2), como  máximum,  si  el  nombra- 
miento fuere  de  Alderman,  Consejero, 
Revisor  electivo  ó  Revisor-Asesor,  y  100 
libras  si  fuere  de  Alcalde,  determinando 
el  Consejo  la  cantidad  por  medio  de  una 
ley  local  (byelaus). 

Si  no  se  fijara  por  este  medio  el  im- 
porte de  la  multa,  se  impondrá  la  mitad 
del  máximum  indicado  en  el  párrafo 
anterior. 


( 1)  Modificado  por  la  le;  de  1888,  art.  15,  ■ 
tituyendo  á  este  plazo  el  de  din  días. 

(3)  Derogado  esto  extremo  por  ol  citado  art. 
de  la  ipenc¡onada  le;  de  188fl. 


Estarán  exentos  de  esta  multa:  l.",El 
incapacitado  por  enfermedad  menta), 
por  ser  sordo,  ciego  ó  padecer  cual- 
quier otra  enfermedad  física  permanen- 
te; 2.°,  Todo  individuo  que  pasando  de 
la  edad  de  sesenta  y  cinco  años,  ó  ha- 
biendo desempeñado  la  función  ó  paga- 
do la  multa  en  los  cinco  años  preceden- 
tes, reclame  su  exención  en  el  término 
de  cinco  días  después  que  le  sea  notifi- 
cada su  elección. 

Toda  multa  impuesta  con  arreglo  á 
este  articulo,  se  hará  efectiva  por  pro- 
cedimiento sumario. 

Art.  35.  Mientras  una  persona  ele- 
gida para  un  cargo  en  la  Corporación 
municipal  no  haya  escrito  y  firmado 
ante  dos  individuos  del  Consejo  ó  ante 
el  Secretario  municipal  una  declara- 
ción con  arreglo  á  una  de  las  fórmulas 
insertas  en  el  anejo  octavo,  no  podrá 
entrar  en  el  ejercicio  de  las  funciones 
correspondientes. 

Art.  36.  Toda  persona  elegida  para 
un  cargo  en  la  Corporación  municipal 
podrá,  en  cualquier  momento,  renun- 
ciar al  mismo  por  medio  de  una  nota 
escrita  y  firmada,  que  dirigirá  al  Se- 
cretario municipal,  á  condición  de  pa- 
gar la  multa  impuesta  al  que  no  acepta 
dicho  cargo. 

En  este  caso,  declarará  el  Consejo, 
en  el  acto,  vacante  el  cargo  referido,  y 
¡o  participará  al  público  por  escrito  fir- 
mado por  tres  miembros  del  Consejo  y 
por  el  Secretario  municipal,  fijándolo 
en  el  tablón  de  edictos  correspon- 
diente. 

A  ninguna  persona  autorizada  por  la 
ley  para  declarar  por  su  honor  en  vez 
de  prestar  juramento,  podrá  imponerse 
la  multa,  si  ha  faltado  á  la  obligación 
de  aceptar  expresamente  un  cargo  por 
impedirle  escrúpulos  de  conciencia 
prestar  juramento  ó  hacer  la  declara- 
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ción  exigida  en  esta  ley,  á  desempeñar 
los  deberes  de  este  cargo. 

Art.  37.  Será  reelegible  todo  indivi- 
duo  que  haya  desempeñado  un  cargo 
cualquiera  en  la  Corporación  munici- 
pal, si  no  ba  perdido  su  capacidad  para 
conservarle. 

Art.  38.  El  Alcalde  y  los  Atdermen 
continuarán,  mientras  duren  sus  fun- 
ciones, formando  parte  del  Consejo,  no 
obstante  lo  dispuesto  en  esta  ley,  en  lo 
relativo  á  los  Consejeros  que  han  de 
salir  del  cargo  después  de  tres  años. 

Art.  39.  Si  ocurriera  que  el  Alcalde, 
un  Alderman  ó  un  Consejero  fuese  de- 
clarado en  quiebra,  celebrase  un  con- 
venio público  con  sus  acreedores  con 
arreglo  á  la  ley  de  quiebras  vigente,  ó, 
salvo  el  caso  de  enfermedad,  haya  es- 
tado ausente  sin  interrupción,  el  Alcal- 
de, durante  dos  meses,  y  el  Alderman  ó 
el  Consejero,  durante  máa  de  seis  (1), 
perderá  inmediatamente  por  este  mo- 
tivo su  capacidad  para  ejercer  estas 
funciones,  y  cesará  en  el  acto  de  des- 
empeñarlas. 

En  este  caso,  declarará  inmediata- 
mente el  Consejo  vacante  el  cargo,  y 
lo  participará  por  un  acuerdo  Armado 
por  tres  Consejeros  y  por  el  Secretario 
municipal,  Ajándose  en  el  tablón  de 
edictos  correspondiente. 

La  incapacidad  por  causa  de  quiebra 
cesará  cuando  se  pruebe,  por  medio  de 
certificado,  que  ha  cesado  aquel  estado 
ó  que  se  han  pagado  las  deudas  por 
completo. 

La  incapacidad  por  causa  de  ausen- 
cia cesará  en  el  acto  del  regreso,  pre- 
vio el  pago  de  la  multa  correspondien- 
te, que  podrá  exigirse  por  procedimien- 
to sumario. 


(1)    Modificado.  Véate  «1  art.  15  de   la  ley  de 
Condados  de  1888. 


Art.  40.  Si  se  produjese  una  vacante 
accidental,  Be  elegirá  un  nuevo  Conse- 
jero por  el  procedimiento  ordinario  y 
por  todo  el  tiempo  que  restase  al  reem- 
plazado. 

En  el  caso  en  que  hubieran  de  pro- 
veerse en  una  misma  elección  varios 
cargos  de  Consejeros  vacantes  acci- 
dentalmente, el  que  obtuviere  menos 
votos  se  considerará  elegido  para  sus- 
tituir al  que  le  quede  menos  tiempo; 
el  que  le  siga  en  votos  sustituirá  al  que 
habría  salido  el  segundo,  y  asi  sucesi- 
vamente. Si  surgiese  alguna  duda,  de- 
terminará el  Consejo  el  turno  de  los 
elegidos. 

La  falta  de  aceptación  de  un  cargo 
por  una  persona  elegida  dará  lugar  á 
una  vacante  accidental. 

Art.  41.  Todo  el  que  actúe  á  titulo 
de  individuo  de  una  Corporación  muni- 
cipal sin  haber  hecho  la  declaración 
prescripta  por  la  presente  ley,  ó  sin  te- 
ner la  capacidad  exigida  cuando  la 
hizo,  después  de  haber  dejado  de  tener- 
la ó  de  haber  sido  sustituido,  se  le  im- 
pondrá por  cada  uno  de  sus  actos  ile- 
gales una  multa  de  50  libras  como  má- 
ximum. 

Al  que  esté  inscripto  en  el  padrón  co- 
rrespondiente sin  derecho  &  ello,  no  se 
le  impondrá  la  multa  por  este  solo  mo- 
tivo. 

Art.  42.  Los  actos  de  una  persona 
que  esté  en  posesión  de  un  cargo  en  la 
Corporación  municipal,  serán  válidos 
y  eficaces  aunque  haya  perdido  ó  no 
haya  tenido  nunca  las  condiciones  exi- 
gidas. 

No  podrá  impugnarse  la  elección  bajo 
pretexto  de  que  la  persona  ante  quien 
se  haya  hecho  no  tenia  títulos  bastan- 
tes para  presidirla. 

Art.  43.  El  Secretario  municipal  ó 
bu  suplente,  ó  el  Tesorero  cuyo  cargo 
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ido  ó  que  esté  impedido  para 
arlo,  podrá  ser  reemplazado 

iersona  que  á  este  efecto  de- 
leal  de. 

título  ra 

RACIONES  ELECTORALES 

APÍTULO  PRIMERO 

roquiales,  padrones  de  vecinos 
>nes  de  cuarteles  ó  distritos 

Cuando  en  todo  6  en  parte 
da  el  territorio  de  un  burgo 
ín  distrito  6 burgo  parlamen- 
té en  él  incluido,  las  listas  de 
)s  electores  {burgueses)  de- 
jarse y  revisarse,  y  las  recla- 
y  observacionos  habrán  de 
e  con  arreglo  á  las  prescrip- 
la  ley  de  1878,  relativa  á  lor- 
ias listas  para  las  elecciones 
arias  y  municipales, 
no  concurran  esas  circuns- 
e  formarán  y  revisarán  las 
e  harán  las  reclamaciones  y 
mes,  hasta  donde  sea  posi- 
*reglo  á  las  prescripciones  de 
i  parte  del  anexo  tercero. 
>s  casos  llevarán  las  listas  el 
e  Listas  parroquiales  de  bur- 
rgess). 
Una  vez  revisadas  y  Árma- 
las parroquiales  de  los  bur- 
i  autoridad  encargada  de  la 
is  remitirá  al  Secretario  mu- 
la  copia  impresa  de  estas  lis- 
i  y  Armada  por  éste,  será  la 
tiva  de  los  burgueses  de  la 
1  distrito. 

de  los  burgueses  se  ultimará 
iños  el  20  de  Octubre  lo  más 
■menzará  á  regir  el  1 ,°  de  No- 


viembre por  el  término  de  un  año,  á 
contar  de  esa  fecha. 

Los  nombres  en  ella  inscriptos  se  dis- 
tribuirán por  cuarteles,  distritos  ó  sec- 
ciones electorales,  á  no  ser  que  en  cier- 
tos casos  decida  el  Consejo  que  se  sigan 
simplemente  sin  clasificación  alguna. 

En  donde  el  burgo  no  esté  dividido 
en  cuarteles,  s6Io  habrá  una  lista  para 
todo  él. 

En  donde  existan  cuarteles  ó  distri- 
tos, se  gubdividirá  la  lista  en  tantas 
cuantos  sean  los  cuarteles,  incluyendo 
cada  una  los  nombres  de  las  personas 
que  tengan  derecho  á  votar,  y  todas  las 
listas  parciales  formará  la  total  de  los 
burgueses. 

Ningún  burgués  podrá  ser  inscripto 
en  más  de  una  lista  parcial. 

Cuando,  con  arreglo  al  art.  31  de  la 
citada  ley  de  1878  se  haya  hecho  el  du- 
plicado de  la  lista  de  los  burgueses, 
podrá  utilizarse  como  original  y  expe- 
dirse en  lugar  de  éste. 

Toda  persona  inscripta  en  la  lista  se 
considerará  que  lo  ha  sido  como  bur- 
gués, no  considerando  tal  al  que  no  lo 
esté,  al  menos  para  los  efectos  electo- 
rales. 

No  se  pagará  derecho  alguno  de  tim- 
bre por  la  inscripción  de  un  burgués  en 
la  mencionada  lista. 

Art.  46.  Si  el  Consejo  lo  ordenare, 
se  incluirán  en  las  listas  especiales,  en 
la  general  y  en  los  demás  documentos 
de  esta  clase,  los  nombres  de  los  bur- 
gueses, y  los  de  los  reclamantes  en  el 
orden  en  que  se  hallen  inscriptas  en  el 
libro  de  impuestos  de  la  parroquia  las 
propiedades  que  den  la  capacidad  elec- 
toral, ó  en  aquel  en  que  se  hallen  en 
cada  calle  ó  plaza,  por  distritos,  como 
se  indica  anteriormente,  o  por  orden  al- 
fabético. 

Art.  47.    Cuando  las  listas  parroquia- 


dby  Google 


ADMINISTRACIÓN  LOCAL  DE  INGLATERRA 


79 


les  de  los  burgueses  sean  revisadas 
con  arreglo  á  la  ley  de  1878,  estará  su- 
jeta la  lista  general  á  las  modificacio- 
nes y  correcciones  consiguientes  en  la 
forma  prevenida  en  el  art.  35  de  la  pre- 
sente ley. 

Cuando  dichas  listas  sean  revisadas 
con  arreglo  á  esta  ley,  toda  persona 
cuya  reclamación  haya  sido  rechazada 
ú  borrado  bu  nombre  al  tiempo  de  la 
revisión,  podrá  dirigirse,  dentro  de  los 
dos  meses  después  de  la  ultima  sesión 
del  Tribunal  de  revisión,  al  Banco  de  la 
Reina  para  obtener  un  mandamua,  para 
que  el  Alcalde  inscriba  su  nombre  en 
la  lista,  debiendo  asegurarse  el  Tribu- 
nal por  una  investigación  completa  de 
que  el  reclamante  tiene  derecho  á  figu- 
rar en  dicha  lista. 

Si  el  Tribunal  concede  el  mandamua, 
estará  obligado  el  Alcalde  á  inscribir 
el  nombre  en  la  lista  de  los  burgueses 
con  esta  adición:  «Por  orden  del  Supre- 
mo Tribunal  de  justicia  de  S.  M.>,  fir- 
mando inmediatamente  después. 

Art.  48.  El  Secretario  municipal 
mandará  imprimir  las  listas  parciales 
y  la  general  de  los  burgueses,  y  las  lis- 
tas de  los  reclamantes,  expidiendo  co- 
pias impresas  por  un  precio  módico, 
que  ingresará  en  las  arcas  municipa- 
les, sin  perjuicio  de  lo  prescripto  en  el 
articulo  30  de  la  ley  de  1878. 

Art.  4S).  Los  Inspectores  de  los  po- 
bres de  cada  parroquia,  al  mismo  tiem- 
po que  forman  la  lista  parroquial  de 
los  burgueses,  colocaran  en  otra  lista 
los  nombres  de  aquellos  que  por  ocu- 
par una  propiedad  ó  finca  en  la  parro- 
quia tengan  derecho  á  ser  elegidos  Con- 
sejeros y  residan  &  menos  de  quince 
millas  de  la  población,  pero  á  mas  de 
siete. 

A  las  reclamaciones,  revisión,  etcé- 
tera, de  esta  lista,  se  aplicaran  todas 


las  reglas  concernientes  á  las  demás. 
El  Secretario  municipal,  una  vez  re- 
visadas estas  listas,  colocará  por  orden 
alfabético  los  nombres  en  ellas  inscrip- 
tos, de  modo  que  formen  una  lista 
separada,  que  en  la  presente  ley  se 
denomina:  «Lista  separada  de  ios  no 
residentes,  la  cual  llevara  un  encabe- 
zamiento especial  y  sera  colocada  á 
continuación  de  la  lista  de  los  bur- 
gueses. 

CAPÍTULO  II 

Elección  de  los  Consejera» 

Art.  60.  Cuando  un  burgo  do  esté 
dividido  en  cuarteles,  sólo  habrá  para 
todo  él  una  elección  de  Consejeros. 

Cuando  esté  dividido,  habrá  una  elec- 
ción separada  de  Consejeros  para  cada 
cuartel. 

Art.  51.  En  toda  elección  de  Conse- 
jeros tendrá  cada  elector  el  derecho  á 
firmar  una  papeleta  de  presentación,  á 
pedir  otra  de  votación  y  A  votar,  pero 
á  condición  de  que  esté  inscripto  en  la 
lista  genera]  de  burgueses  ó  en  la  espe- 
cial del  cuartel,  en  caso  de  que  esté  di- 
vidido en  cuarteles  el  burgo. 

Nadie  podrá  firmar  una  cédula  de 
presentación  ni  votar  en  más  de  un 
cuartel  ó  sección. 

Este  articulo  no  da  apersona  alguna 
la  facultad  de  ejecutar  los  actos  en  él 
mencionados  si  la  ley  se  lo  prohibe,  ni 
lo  libra  de  la  penalidad  en  que  incurre 
si  comete  algún  acto  punible . 

Art.  53.  El  día  ordinario  para  la 
elección  de  Consejeros  será  el  1.*  de 
Noviembre. 

Art.  53.  El  Comisario  electoral  (Pre- 
sidente de  la  Mesa),  en  las  elecciones 
de  Consejeros  para  todo  el  burgo,  será 
el  Alcalde.  En  las  elecciones  por  cuar- 
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teles  ó  secciones  lo  será  un  Alderman, 
delegado  al  efecto  por  el  Consejo  en  la 
sesión  del  9  de  Noviembre. 

Art.  54.  Nueve  días  por  lo  menos 
antes  del  de  la  elección  de  un  Conseje- 
ro, redactara  y  firmará  el  Secretario 
municipal  un  aviso  de  esta  elección, 
que  anunciará  al  público,  fijando  di- 
cho aviso  en  el  tablón  de  anuncios  de 
la  Casa  Consistorial,  ó  en  caso  de  elec- 
ción por  cuarteles,  en  un  sitio  público 
de  cada  cuartel. 

Art.  55.  La  presentación  de  candi- 
datos se  hará  según  se  prescribe  en  la 
segunda  parte  del  tercer  anexo  á  esta 
ley. 

Art  56.  Si  el  número  de  candidatos 
excede  al  de  vacantes,  se  elegirán  los 
Consejeros  entre  dichos  candidatos. 

Si  el  número  de  estos  es  el  mismo  que 
el  de  vacantes,  se  consideraran  elegi- 
dos los  presentados. 

Si  fuere  menor,  se  considerarán  ele- 
gidos los  presentados,  y  se  considera- 
rán reelegidos  los  Consejeros  salientes 
que  hubiesen  obtenido  más  votos  al  ser 
designados,  y  si  hubiesen  obtenido  los 
mismos,  se  considerarán  reelegidos  los 
que  designe  el  Alcalde. 

Si  no  se  bubiese  hecho  ninguna  pre- 
sentación ó  designación  de  candidato 
válida,  se  considerarán  reelegidos  los 
Consejeros  salientes. 

Art.  57.  Si  la  eleceiónno  fuese  dispu- 
tada, publicará  el  Presidente  la  lista  de 
los  Consejeros  elegidos,  antes  de  las 
once  de  la  mañana  del  dta  de  la  elec- 
ción. 

Art.  58.  Si  hubiese  lucha,  se  hará  la 
votación  en  la  misma  forma  que  la  de 
la  elección  de  Diputados,  según  pres- 
cribe la  ley  Electoral  de  1872,  salvo  las 
modificaciones  presen ptas  por  la  terce- 
ra parte  del  tercer  anexo,  y  las  demás 
disposiciones  de  la  presente  ley. 


Toda  persona  que  tenga  derecho  elec- 
toral podrá  votar  el  número  de  candi- 
datos que  quiera,  con  tal  que  no  exce- 
da del  de  vacantes. 

La  elección  comenzará  &  las  nueve 
de  la  mañana  y  terminará  á  las  cuatro 
de  la  tarde  del  mismo  dta.  Pero  si  trans- 
curriese una  hora  sin  que  se  haya 
presentado  ningún  elector  y  el  Presi- 
dente no  hubiese  recibido  aviso  alguno 
de  que  en  dicha  hora  ha  estado  impedi- 
do un  elector  para  venir  &  emitir  su 
voto  por  alguna  violencia  ú  otro  medio 
ilegal,  podrá,  si  lo  cree  oportuno,  ce- 
rrar la  votación  A  cualquier  hora  antes 
de  las  cuatro. 

Cuando  los  candidatos  tengan  igual 
número  de  votos  y  baste  uno  de  éstos 
para  declarar  electo  á  cualquiera  de 
aquéllos,  podrá  el  Presidente  emitir 
este  voto  adicional,  verbalmente  ó  por 
escrito. 

No  se  considerará  vigente  ó  aplicable 
á  estas  elecciones  municipales  ninguna 
disposición  de  la  ley  Electoral  de  1872, 
que  dé  derecho  á  un  candidato  para  te- 
ner agentes  electorales;  pero  si  se  die- 
ra el  caso  y  se  avisara  por  escrito  al 
Presidente  con  un  día  de  anticipación 
al  de  la  elección,  podrán  aplicarse  á 
ésta  las  disposiciones  de  la  mencionada 
ley,  concernientes  á  los  agentes  de  los 
candidatos. 

Art.  59.  En  las  elecciones  de  Conse- 
jeros, si  el  Presidente  de  la  Mesa  fuere 
requerido  para  ello,  ya  por  dos  burgue- 
ses, ya  por  el  candidato  ó  por  su  agen- 
te, podrá  dirigir  al  elector  que  se  dis- 
ponga á  votar,  en  el  momento  en  que 
éste  se  aproxime  para  entregar  su  pa- 
peleta, las  dos  preguntas  siguientes: 

1.a  jEb  Vd.  la  persona  inscripta  enla 
lista  (general  ó  del  cuartel)  de  burgue- 
ses con  los  nombres  de (Fulano 

de  Tal?); 
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2.*  ¡Ha  votado  Vd.  ya  en  este  cole- 
gio ó  en  otro! 

El  voto  del  elector  interrogado  no  po- 
dra admitirse  hasta  que  haya  contes- 
tado. 

El  que  á  sabiendas  diere  una  respues- 
ta falsa,  cometerá  un  delito. 

No  se  permitirán  en  una  elección  más 
investigaciones,  respecto  del  derecho 
del  elector  para  votar,  que  las  autori- 
zadas por  la  presente  ley. 

CAPÍTULO  III 

Elección  de  los  Aldermen 

Art.  60.  El  día  ordinario  para  la  elec- 
ción de  los  Aldermen  será  el  9  de  No- 
viembre en  la  sesión  trimestral  del 
Consejo. 

Esta  elección  vendrá  inmediatamen- 
te después  que  la  del  Alcalde  ó  del  nom- 
bramiento del  Scheri/f  si  le  hubiere. 

El  Alderman  saliente  no  votará  aun- 
que sea  Alcalde  electo. 

Toda  persona  que  tenga  derecho  elec- 
toral podrá  votar  cuantos  candidatos 
quiera,  con  tal  que  el  número  no  exce- 
da al  de  vacantes,  Armando  y  entregan- 
do al  Presidente,  durante  la  sesión,  una 
papeleta  en  que  estén  los  nombres, 
apellidos,  domicilio  y  prolesión  de  aque- 
llos á  quienes  vota. 

Inmediatamente  después  que  se  le 
hayan  entregado  todas  las  papeletas, 
las  abrirá  el  Presidente  y  las  leerá  pú- 
blicamente, entregándolas  después  al 
Secretario  municipal,  que  las  conser- 
vará durante  un  año. 

En  caso  de  empate,  decidirá  el  voto 
del  Presidente,  aunque  en  otro  caso  no 
tenga  derecho  á  emitirlo. 

Serán  proclamados  por  el  Presidente 
los  candidatos  que  tengan  más  votos, 
Tomo  XI.—  iNRiTuaoms  jr»toici«. 


hasta  cubrir  el  número  de  cargos  va- 


Eleccián  del  Alcalde 

Art.  61.  El  día  ordinario  para  la 
elección  del  Alcalde  será  el  9  de  No- 
viembre. 

Esta  elección  será  el  primer  asunto 
de  que  se  ocupe  el  Consejo  en  la  re- 
unión trimestral  el  día  de  la  elección. 

El  Alderman  saliente  podrá  votar, 
aunque  el  candidato  por  quien  vote  sea 
otro  Alderman. 

Si  hubiere  empate,  lo  decidirá  el  Pre- 
sidente, aun  cuando  no  tenga  derecho  á 
votar  en  otro  caso. 

CAPÍTULO  V 

Elección  de  los  Revisores  y  de  los  Aseso- 
res (V.  artículos  25  y  29) 

Art.  62.  El  día  ordinario  de  la  elec- 
ción de  los  Revisores  electivos  será 
el  1."  de  Marzo,  ó  cualquier  otro  que  el 
Consejo  designe,  con  la  aprobación  de 
la  Junta  del  gobierno  loca). 

El  día  ordinario  para  la  elección  de 
los  Asesores-Revisores  será  también 
el  1."  de  Marzo. 

Si  la  elección  de  los  Revisores  y  la  de 
los  Asesores  tuviesen  lugar  al  mismo 
tiempo,  podrán  hacerse  en  la  misma 
papeleta  entregada  á  cada  elector, 
aunque  sean  dos  elecciones  distintas. 

Sólo  podrá  votarse  á  una  persona,  ya 
sea  para  Revisor  ya  para  Asesor. 

Estas  dos  elecciones  se  harán  en  la 
Casa  de  la  Villa  ó  en  cualquier  otro  lo- 
cal á  propósito  que  designe  el  Alcalde. 

Además  de  lo  prescripto  en  este  ar- 
ticulo, serán  aplicables  á  la  presenta- 
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ción  y  elección  de  los  Revisores  y  de 
los  Asesores,  todas  las  disposiciones 
de  la  presente  ley,  relativas  á  la  pre- 
sentación y  elección  de  Consejeros  en 
el  burgo  que  no  esté  dividido  en  cuar- 
teles. 

CAPITULO  V] 

Medidas  suplementarias  y  excepcionales 

Art.  63.  En  todos  los  puntos  que  se 
refieran  al  derecho  electoral  en  las 
elecciones  municipales,  los  términos 
de  esta  ley  empleados  en  el  género 
masculino  comprenden  también  a  las 
mujeres. 

Art.  64.  El  Consejo  podrá  dividir  el 
burgo  ó  uno  de  sus  cuarteles  en  cole- 
gios electorales,  en  cuyo  caso  deberán, 
en  cuanto  sea  posible,  los  Inspectores 
de  los  pobres  formar  listas  parroquia- 
les de  burgueses,  dividiendo  los  nom- 
bres en  clases  correspondientes  á  estos 
colegios. 

Art.  65.  Para  las  elecciones  de  Re- 
visores, para  las  de  Asesores  ó  para  las 
de  varios  cuarteles  reunidos,  podrá 
bastar  un  anuncio  colectivo. 

Art.  66.  En  caso  de  vacante  acciden- 
tal en  la  Corporación  municipal,  ten- 
drá lugar  la  elección  catorce  dias  des- 
pués de  dar  aviso  escrito  de  la  vacante 
al  Alcalde  ó  al  Secretario  municipal  por 
dos  burgueses. 

Cuando  el  cargo  vacante  sea  el  de 
Alcalde,  el  aviso  de  la  sesión  celebrada 
para  la  elección  será  firmado  por  el 
Secretario  municipal. 

En  los  demás  casos,  el  diade  la  elec- 
ción será  fijado  por  el  Alcalde. 

Art.  67.  En  caso  de  fallecimiento, 
ausencia  ó  impedimento  del  Alcalde, 
nombrará  el  Consejo  un  Alderman  para 
desempeñar  la  Presidencia  de  la  Mesa 


electoral.  Si  el  Alderman  que  deba  pre- 
sidir la  elección  de  un  cuartel  se  halla- 
re ausente  ó  impedido,  nombrará  otro 
el  Alcalde;  y  si  el  número  de  ellos  no 
fuere  suficiente  para  todos  los  cuarte- 
les, deberá  designarse  un  Consejero 
que  no  pertenezca  al  cuartel  en  que  la 
elección  deba  tener  efecto. 

Art.  68.  Si  alguno  fuese  elegido  Con- 
sejero en  más  de  un  cuartel,  deberá, 
dentro  de  los  tres  dfas  después  de  reci- 
bido el  aviso,  optar  por  escrito  por  uno 
de  ellos,  dirigiendo  la  comunicación  al 
Secretario  municipal;  y  de  no  hacerlo 
asi,  decidirá  el  Alcalde,  en  el  término 
de  tres  dias  después  de  espirar  el  plazo 
para  la  opción  respecto  del  cuartel  que 
haya  de  representar,  siendo  definitiva 
la  opción  del  elegido  á  la  decisión  del 
Alcalde. 

Art.  69.  Las  elecciones  municipales 
no  tendrán  jamás  lugar  en  un  edificio 
consagrado  al  culto. 

Art.  70.  Si  una  elección  municipal 
no  se  hiciere  en  el  dta  ó  en  el  plazo  fija- 
do, podrá  efectuarse  al  dia  siguiente. 
Si  tampoco  tuviere  lugar  en  éste,  ó  si 
fuese  anulada,  no  se  disolverá  por  esto 
la  Corporación  municipal  ni  perderá,  su 
derecho  á  elegir;  pero  el  Tribunal  Su- 
premo podrá  dictar  un  mandamos  para 
que  la  elección  se  verifique  en  la  fecha 
por  él  fijada. 

La  persona  que  dicho  Tribunal  de- 
signe cuidará  de  que  se  lije  el  aviso  pú- 
blico de  la  elección  en  el  tablón  de 
anuncios  de  la  Casa  de  la  Villa,  y  de 
que  permanezca  alli  por  lo  menos  du- 
rante los  seis  dias  que  precedan  al  de 
la  elección.  Por  lo  demás,  esta  elección 
seguirá  los  demás  trámites  proscriptos 
por  la  presente  ley  para  las  elecciones 
ordinarias. 

Art.  71.  Si  no  se  hubiese  formado  Ó 
revisado  en  el  tiempo  prescripto  la  lista 
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parroquial  de  burgueses,  la  parte  co- 
rrespondiente de  la  general  que  servia 
antes  del  tiempo  fijado  para  la  revi- 
sión suplirá  á  la  lista  parroquial  hasta 
que  la  nueva  baya  sido  revisada. 

Si  no  se  hubiere  formado  ó  revisado 
en  el  tiempo  proscripto  la  lista  general 
de  burgueses,  continuará  siendo  valida 
la  anterior  á  la  fecha  fijada  para  la 
revisión,  hasta  que  esté  dispuesta  la 
nueva. 

Art.  72.  No  se  invalidará  una  elec- 
ción municipal  por  causa  de  la  inejecu- 
ción de  las  reglas  del  tercer  anejo,  Ó  de 
error  en  el  empleo  de  las  fórmulas  del 
octavo,  si  se  probare  á  la  Comisión  que 
entiende  en  la  cuestión  que  la  elección 
se  ha  hecho  de  conformidad  con  los 
principios  establecidos  en  esta  ley. 

Art.  73.  Toda  elección  municipal 
que  no  haya  sido  impugnada  en  el  tér- 
mino de  un  año,  ya  por  una  oposición 
en  forma  de  petición,  ya  por  una  in- 
formación especial,  será  considerada 
como  legal  y  valida. 

Art.  74.  Todo  fraude  relativo  á  las 
papeletas  de  presentación  &  enmien- 
das, falsificación  ó  destrucción  que  se 
cometa  ó  fie  utilice,  será  considerado 
como  un  delito  y  castigado  con  la  pena 
de  seis  meses  de  prisión,  como  máxi- 
mum, con  ó  sin  trabajos  forzados. 

La  tentativa  se  considerará  como  he- 
cho consumado. 

Art.  75.  Toda  negligencia  ó  toda  ne- 
gativa á  proceder  en  lo  que  se  refiere 
á  las  listas  de  electores  ó  de  reclaman- 
tes, ó  á  las  operaciones  electorales,  se- 
rán castigadas  con  multa  de  100  libras, 
como  máximum,  si  los  culpables  son 
el  Alcalde,  un  Asesor  ó  un  Alderman;  y 
de  50,  si  es  un  Inspector  de  pobres  ó  el 
Secretario  municipal. 

La  acción  civil  por  laque  puede  per- 
!  la  aplicación  de  esta  multa 


se  prescribe  por  tres  meses.  La  mitad 
de  la  multa,  deducidos  los  gastos,  per- 
tenece al  denunciante. 

Art.  76.  Si  no  rigiese  la  ley  Electo- 
ral de  1872,  se  procederá  en  el  caso  de 
una  elección  disputada  con  arreglo  á 
la  parte  cuarta  del  tercer  anexo  de  esta 
ley,  que  será  aplicable  sin  darle  efecto 
retroactivo. 

TÍTULO    tV 

FRAUDES    ELECTORALES   É    INVALIDACIÓN 
DE    ELECCIONES 

CAPITULO  PRIMERO 
Fraude»  elector  ale» 

Art.  77.  Los  fraudes  ó  manejos  elec- 
torales fraudulentos  comprenden  la  co- 
rrupción propiamente  dicha  {bribery), 
el  hecho  de  dar  ó  pagar  la  comida  y  la 
bebida  {treating),  el  abuso  de  influencia 
y  la  usurpación  de  personalidad. 

El  término  (canvauer)  designa  al  que 
solicita  y  trabaja  con  empeño  á  un  elec- 
tor para  dictarle  su  voto  ó  conseguir 
por  medio  de  la  persuasión  que  vote  ó 
se  abstenga. 

Art.  78.  El  procedimiento  y  las  pe- 
nas en  que  Be  incurra  en  caso  de  fraude 
serán  las  mismas  que  en  las  elecciones 
parlamentarias, 

Art.  79.  Cuando  un  candidato  baya 
cometido  ó  dejado  cometer  en  su  favor 
fraudes  electorales,  su  elección  será 
nula  y  él  incapacitado  por  siete  años,  á 
contar  del  dia  en  que  el  Tribunal  elec- 
toral haya  emitido  su  informe  para  dis- 
frutar de  franquicias  municipales,  ejer- 
cer funciones  administrativas  ó  judi- 
ciales, ser  elegido,  tomar  asiento  y 
j  votar  como  Diputado  en  el  Parlamento, 
I  y  ser  inscripto  como  elector.  Tampoco 
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podrá  desempeñar  las  funciones  de  Ins- 
pector 0  vigilante  de  los  pobres. 

Todo  individuo  declarado  culpable 
después  de  un  procedimiento  criminal, 
ó  condenado  por  la  via  civil  a  una  mul- 
ta ó  a  indemnizaciones  como  autor  de 
dichos  fraudes,  sufrirá,  sea  ó  no  candi- 
dato, las  mismas  penas  y  por  el  mismo 
tiempo,  á  partir  del  día  de  la  declara- 
ción de  culpabilidad  6  de  la  condena. 

Si  el  testigo  por  cuya  declaración  se 
ha  impuesto  al  elector  un  castigo  fue- 
se condenado  por  falso  testimonio  en 
esta  declaración,  podrá  el  Tribunal  Su- 
premo absolver  al  candidato  y  reinte- 
grarle en  sus  funciones. 

Art.  80.  Si  el  candidato  hubiere  co- 
metido los  fraudes  electorales  por  me- 
dio de  un  agente,  ó  si  se  trata  de  infrac- 
ciones á  la  presente  ley,  durará  su  in- 
capacidad para  ser  elegido  todo  el  pe- 
riodo para  que  hubiera  podido  serlo  en 
aquella  elección,  y  si  hubiera  resulta- 
do elegido,  la  elección  será  nula. 

Art.  81.  Será  anulada  toda  la  elec- 
ción municipal  en  el  caso  en  que  los 
fraudes  sean  de  carácter  general,  y  que 
según  las  leyes  constitutivas  del  Par- 
lamento habrían  producido  la  nulidad 
de  una  elección  parlamentaria. 

Art.  82.  Ningún  burgués  de  la  loca- 
lidad podrá  comprometerse,  por  salario 
ó  recompensa,  á  ser  encargado  como 
cancasaer  en  una  elección  municipal 
del  burgo  ó  de  un  cuartel  por  un  can- 
didato ó  en  favor  suyo,  so  pena  de  ser 
condenado,  lo  mismo  que  el  que  lo  haya 
empleado,  á  una  multa  de  10  libras, 
como  máximum,  y  le  será  prohibido 
votar  en  esta  elección,  so  pena  de  in- 
currir en  otra  multa  de  10  libras,  como 
máximum,  las  cuales  se  harán  efec- 
tivas por  procedimiento  sumario. 

Art.  83.  Se  impondrá  una  multa  de 
cinco  libras,  como  máximum,  y  por 


procedimiento  sumario,  al  candidato  o 
al  agente  de  éste  que  hubiere  dado  una 
cantidad  para  pagar  el  viaje  de  un  elec- 
tor á  la  ida  ó  á  la  vuelta. 

Art.  84.  El  denunciante  y  sus  testi- 
gos serán  indemnizados  de  sus  gastos, 
trabajo  y  pérdida  de  tiempo,  como  en 
los  casos  de  felonía,  á  no  ser  que  el 
Tribunal  ordene  lo  contrario. 

El  Secretario  del  Juzgado'de  paz  del 
burgo,  ó  cuando  no  le  hubiere,  el  del 
condado  en  que  el  burgo  esté  situado, 
seré  el  encargado  de  perseguir  á  toda 
persona  acusada  de  fraudes  electora- 
les, si  el  Tribunal  asi  lo  dispone. 

Art.  85.  Los  votos  de  los  electores 
que  hayan  sido  objeto  de  tentativas  de 
corrupción  serán  descontados  en  el  es- 
crutinio. 

Art.  86.  Las  leyes  vigentes  para  des- 
cubrir la  usurpación  de  personalidad  y 
perseguir  á  los  autores  de  este  delito 
en  las  elecciones  parlamentarias,  se 
aplicarán  también  á  las  municipales. 

CAPÍTULO  II 

Peticiones  para  invalidar  una  elección 

Art.  87.  Toda  elección  municipal  po- 
drá ser  impugnada  por  una  demanda 
de  invalidación,  fundada  en  los  siguien- 
tes motivos: 

1.a  Que  la  elección  es  enteramente 
nula  en  el  burgo  ó  en  el  cuartel,  por 
fraude  de  carácter  general; 

2."  Que  la  elección  es  nula  por 
fraude  especial  de  una  parte  del  acta; 

3."  Que  el  candidato  elegido  no  era 
elegible; 

4."  Que  no  ha  sido  elegido  en  debida 
forma  por  una  mayoría  de  votos  legal- 
ícente emitidos. 

No  podrá  impugnarse  una  elección 
municipal  por  uno  de  estos  motivos, 
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sino  mediante  la  demanda  de  que  se 
trata. 

Art.  88.  La  demanda  de  invalida- 
ción podrá  presentarse  por  cuatro  elec- 
tores, hayan  ó  no  votado,  ó  por  una 
persona  que  declare  haberse  presenta- 
do candidato  en  la  elección  de  que  se 
trate. 

Aquel  cuya  elección  Be  impugne  por 
este  procedimiento  yel  Presidente  de  la 
Mesa  ó  Comisario  electoral  {Reiurning 
ofjlcer)  cuya  conducta  se  ataque,  po- 
drán constituirse  en  defensores  ó  de- 
mandados. La  demanda  se  redactara  y 
Armara  por  el  peticionario,  y  se  re- 
mitirá en  la  forma  prescripta  al  Banco 
de  la  Reina,  y  un  funcionario  designado 
por  este  Tribunal  enviará  una  copia  de 
aquélla  al  Secretario  municipal,  que  la 
publicará  inmediatamente  en  la  loca- 
lidad. 

Dicha  demanda  deberá  presentarse 
dentro  de  los  veintiún  dfas  siguientes 
al  de  la  elección,  salvo  el  caso  en  que 
se  impugne  ésta  por  fraude  general, 
alegando  que  se  ha  dado  ó  prometido 
una  suma  en  dinero  ú  otra  recompensa 
para  después  de  la  elección,  por  uno  de 
los  candidatos  elegidos,  por  su  cuen- 
ta ó  con  su  conocimiento,  debiéndose 
quizá  el  triunfo  á  este  fraude. 

En  este  caso  la  demanda  de  invali- 
dación podrá  presentarse  en  cualquier 
momento  dentro  de  los  veintiocho  días 
después  del  pago  ó  de  hecha  la  prome- 
sa, sin  que  obste  el  que  se  haya  pre- 
sentado otra  demanda  contra  la  misma 
persona  al  Tribunal  ó  al  Juzgado. 

Art.  89.  En  el  momento  en  que  pre- 
sente su  demanda,  ó  en  el  término  de 
tres  días,  prestará  el  demandante  ga- 
rantía por  las  costas  y  gastos  que  pue- 
da ocasionar  su  demanda,  sobre  todo 
para  la  indemnización  á  los  testigos  y 
á  los  demandados. 


La  garantía  no  podrá  exceder  de  500 
libras,  y  la  Ajará  el  Tribunal  Supremo 
ó  el  Juez  delegado  por  éste;  se  sumi- 
nistrará de  la  manera  prescripta,  pu- 
diendo  consistir  en  el  depósito  de  una 
suma  en  metálico  ó  en  un  compromiso 
{reeognUance)  suscripto  por'cuatro  fia- 
dores á  lo  sumo,  ya  en  una  y  otra 
forma. 

En  los  cinco  días  siguientes  á  la  pre- 
sentación de  la  demanda  deberá  el  pe- 
ticionario notificar  ésta  al  demandado, 
indicando  la  clase  de  garantía  ofrecida 
y  transmitiéndole  copia  de  la  demanda. 

En  los  cinco  días  siguientes  al  recibo 
de  ésta  podrá  el  demandado  negarse 
por  escrito  á  aceptar  la  fianza  por  com- 
promiso, ya  porque  uno  de  los  fiadores 
no  ofrece  garantía  ó  no  se  puede  iden- 
tiAcar  ésta  por  no  designarse  con  exac- 
titud, ya  porque  una  de  las  personas 
indicadas  en  el  compromiso  no  ha  acep- 
tado éste  explícitamente. 

Acerca  de  la  oposición  á  un  compro- 
miso, se  decidirá  en  la  forma  prescripta 
por  la  ley. 

Sise  admite  la  oposición,  podrá  re- 
chazarla de  nuevo  el  denunciante,  den- 
tro de  un  nuevo  plazo  de  cinco  días, 
depositando  en  la  forma  prescripta  la 
cantidad  que  el  Tribunal  ó  el  Juez  en- 
cargado del  asunto  considere  ser  ga- 
rantía suficiente. 

Si  no  se  suministrase  garantía  ó  no 
se  rechazase  la  oposición  en  la  forma 
indicada,  no  se  dará  curso  á  la  de- 
nuncia. 

Art.  90.  Terminado  el  plazo  fijado 
para  formular  la  oposición,  ó  si  ee  hu- 
biera formulado,  una  vez  rechazada  ó 
retirada  seguirá  su  curso. 

Art.  91.  El  funcionario  competente 
deberá,  en  cuanto  pueda,  formar  una 
lista,  citada  en  la  presente  ley  bajo  el 
nombre  de  Registro  de  las  reclamado- 


3,git,zedbyGOOgIC 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


nea  electorales,  que  contendrá  todos 
aquellos  sobre  que  deba  estatuirse,  co- 
locándolos en  el  orden  en  que  se  han 
presentado,  conservando  en  las  ofici- 
nas una  copia,  que  podrá  consultarse 
en  todo  tiempo  en  la  forma  prescripta 
en  esta  ley.  (V.  art.  233.) 

Las  reclamaciones  serán  juzgadas, 
en  cuanto  sea  posible,  en  el  mismo  or- 
den en  que  se  hayan  presentado. 

Podrán  impugnar  la  reclamación  ó 
denuncia  dos  ó  más  candidatos,  regu- 
lándose en  el  fallo  la  respectiva  situa- 
ción de  los  mismos. 

Cuando  se  hayan  presentado  varias 
reclamaciones  ó  denuncias  contra  la 
misma  elección,  ó  contra  elecciones, 
que  se  verifiquen  al  mismo  tiempo  en 
diferentes  cuarteles  del  mismo  burgo, 
se  acumularán  unos  á  otros  en  el  mis- 
mo royo,  como  si  fueren  una  sola;  pero 
á  menos  que  el  Tribunal  Supremo  de- 
cida lo  contrario,  ocuparán  todos  el 
lugar  en  que  se  habría  inscripto  la 
última  si  no  hubiera  habido  más  que 
ésta. 

Art.  92.  Toda  reclamación  electoral 
será  juzgada  por  un  Tribunal  electoral, 
que  se  constituirá  por  un  Abogado  del 
Colegio  que  reúna  las  cualidades  exi- 
gidas en  este  articulo,  y  que  será  nom- 
brado según  el  mismo  prescribe,  el 
cual  juzgará  sin  el  concurso  del  Ju- 
rado. 

No  podrá  ser  nombrado  para  este 
cargo  un  Abogado  si  lleva  menos  de 
quince  años  de  ejercicio  en  la  profe- 
sión, si  es  individuo  de  la  Cámara  de 
los  Comunes,  ó  si  ocupa  una  función  ó 
cargo  remunerado  por  la  Corona,  ex- 
cepto el  de  Reeorder. 

Dicho  Abogado  no  podrá  decidir  una 
reclamación  relativa  al  burgo  de  que 
sea  Reeorder,  ó  en  el  que  resida  ó  que 
esté  comprendido  en  un  departamento 


de  los  Jueces  de  S.  M.  en  que  ejerza  la 
profesión  de  abogado. 

En  cuanto  sea  posible,  después  de 
formada  la  lista  de  las  denuncias  elec- 
torales, enviará  el  funcionario  compe- 
tente una  copia  de  cada  una  á  los  Jue- 
ces que  entiendan  en  las  denuncias  de 
las  elecciones  parlamentarias,  y  estos 
Jueces,  ó  dos  de  ellos,  deberán  decidir 
inmediatamente  el  número  de  los  Abo- 
gados—que no  excederán  de  cinco — 
necesarios  para  entender  en  las  cues- 
tiones electorales  sobre  que  deba  esta- 
tuirse, nombrar  los  Comisarios  y  asig- 
nar á  cada  cual  las  denuncias  que 
deba  examinar. 

Si  uno  de  los  Comisarios  á  quien  se 
encargue  el  fallo  de  una  denuncia  falte- 
ce,  no  acepta  el  cargo  ó  se  imposibi- 
lita para  cumplirlo,  dichos  Jueces,  ó 
dos  de  ellos,  podrán  acordar  que  dirija 
ó  continúe  las  actuaciones  otro  cual- 
quiera de  los  Comisarios  nombrados 
con  arreglo  á  este  articulo. 

El  Tribunal  electoral  tendrá  al  efecto 
en  estos  juicios  los  mismos  poderes  y 
privilegios  que  el  Juez  de  una  denuncia 
electoral  preliminar,  pero  toda  multa 
ú  orden  para  proceder  criminalmente, 
impuesta  ó  dictada  por  este  Tribunal, 
podrá,  á  petición  de  la  persona  objeto 
del  procedimiento,  ser  disminuida  ó  re- 
tirada por  el  Tribunal  Supremo,  ó  por 
un  Juez  de  este  Tribunal  en  tiempo  de 
vacaciones. 

Art.  93.  Toda  denuncia  electoral 
será  juzgada  en  audiencia  pública,  avi- 
sando en  la  forma  prescripta,  por  lo 
menos  siete  dias  antes,  el  dfa  y  la  hora 
de  audiencia. 

Los  debates  se  verificarán  en  la  loca- 
lidad ó  en  otro  lugar  cualquiera,  en 
cualquier  día,  según  convenga  al  Tri- 
bunal. 

Al  terminar  el  proceso,  decidirá  el 
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Tribunal  electoral  si  la  elección  impug- 
nada es  nula  ó  valida,  notificando  in- 
mediatamente y  por  escrito  su  decisión 
al  Tribunal  Supremo.  La  decisión  noti- 
ficada de  este  modo  será  definitiva. 

Cuando  en  una  denuncia  ó  demanda 
se  aleguen  fraudes  electorales,  deberé, 
el  Tribunal  unir  á  la  notificación  de  su 
decisión  y  remitir  al  mismo  tiempo  al 
Tribunal  Supremo  una  especie  de  Me- 
moria relativa  á  los  puntos  siguientes: 

1.°  Si  ee  ha  probado  ó  no  que  estos 
fraudes  se  han  cometido  en  las  eleccio- 
nes por  el  candidato,  ó  por  otra  perso- 
na con  su  conocimiento  y  su  asenti- 
miento, y  cuál  ha  sido  la  índole  de 
aquéllos; 

2."  Qué  personas,  si  las  hay,  son  las 
que  han  resultado  en  los  debates  con- 
victas de  culpabilidad; 

3."  Si  los  manejos  fraudulentos  han 
influido  en  las  elecciones  del  burgo  ó 
de  uno  de  los  cuarteles  de  un  modo 
considerable. 

El  Tribunal  electoral  podrá  al  mismo 
tiempo  dirigir  al  Tribunal  Supremo  un 
relato  especial  acerca  de  las  dificulta- 
des que  hayan  surgido  en  el  curso  de 
los  debates,  y  cuya  solución  deba  pe- 
dirse á  este  alto  Tribunal. 

Si  por  las  indicaciones  de  una  de  las 
partes  en  una  denuncia  dirigida  al  Tri- 
bunal Supremo,  comprendiese  éste  que 
la  cuestión  debe  clasificarse  entre  los 
casos  especiales,  podrá  hacerlo  asi  y 
juzgarla  como  tal,  y  sin  apelación. 

Si  el  Tribunal  electoral  comprendiese 
en  el  curso  de  un  proceso  de  esta  índo- 
le que  un  punto  cualquiera  de  derecho 
exige  el  examen  del  Tribunal  Supremo, 
podra  aplazar  su  decisión  hasta  que 
este  Tribunal  haya  resuelto  la  dificul- 
tad, y  reservar  con  este  alegato  todas 
las  cuestiones  que  puedan  aplazarse 
por  un  Juez  en  un  asunto  de  nisiprius. 


En  el  fallo  de  una  denuncia  electoral 
no  podrá  admitirse  ninguna  acusación 
especial  ni  testimonio  alguno  aportado 
con  este  motivo  hasta  que  se  haya  su- 
ministrado alguna  prueba  de  que  se  ha 
cometido  cualquier  abuso  en  interés 
del  candidato,  corrompiendo  á  un  elec- 
tor ó  infringiendo  la  ley,  á  no  ser  que 
el  Tribunal  electora)  decida  lo  con- 
trario. 

En  el  fallo  de  una  demanda  que  im- 
pugne una  elección  ilegal  y  reclame  en 
favor  de  otra  candidatura  que  haya  sido 
legítimamente  elegida,  el  inculpado  po- 
drá aportar  testimonios  y  datos  contra 
esta  elección,  cuya  legalidad  se  sostie- 
ne, del  mismo  modo  que  si  hubiere  pre- 
sentado él  mismo  una  denuncia  contra 
este  candidato. 

Se  procederá  al  fallo  de  una  demanda 
ó  denuncia,  aunque  el  inculpado  haya 
cesado  en  el  desempeño  del  cargo  que 
habla  obtenido  por  la  elección  impug- 
nada. 

El  Tribunal  Supremo  expedirá  al  Se- 
cretario de  Estado  copias  de  la  notifi- 
cación y  del  dictamen  recibidas  por 
dicho  Tribunal  á  consecuencia  del  jui- 
cio de  una  demanda  ó  denuncia  electo- 
ral, en  el  caso  en  que  se  haya  dictado 
una  decisión  sobre  una  cuestión  espe- 
cial. 

También  se  remitirán  copias  de  las 
notificaciones  y  resoluciones  antes  ci- 
tadas al  Secretario  municipal  del  burgo. 

Art.  94.  En  esta  clase  de  juicios  los 
testigos  serán  citados  y  juramentados, 
si  las  circunstancias  lo  permiten,  del 
mismo  modo  que  los  de  un  negocio  de 
nisiprius,  é  incurrirán  en  las  mismas 
penas  en  caso  de  perjurio. 

En  el  curso  de  los  debates  podrá  el 
Tribunal  electoral  requerir,  por  orden 
escrita,  á  toda  persona  que  se  haya 
mezclado  en  la  elección,  para  que  com- 
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parezca  como  un  testigo;  y  el  que  se 
niegue  á  obedecer  incurrirá  en  el  delito 
de  desobediencia  al  Tribunal. 

Éste  podrá  interrogar  a  toda  persona 
citada  para  que  comparezca  ó  que  se 
halle  presente  sin  haberla  citado  nin- 
guna de  las  partes. 

Después  de  examinado  por  el  Tribu- 
nal, podrá  el  testigo  ser  preguntado 
por  las  partes  ó  por  un  representante 
de  éstas. 

En  esta  clase  de  juicios  no  estarán 
dispensados  los  testigos  de  contestar  á 
preguntas  relativas  á  fraudes  cometi- 
dos en  la  elección  ó  que  á  ella  se  refie- 
ran, bajo  pretexto  de  que  su  respuesta 
pudiera  entrañar  una  acusación  contra 
él  mismo;  pero  si  contesta,  podrá  pedir 
y  obtener  del  Tribunal  un  certificado 
en  que  conste  que  en  su  interrogatorio 
se  le  ha  obligado  á  dar  una  contesta- 
ción en  contra  suya,  y  que  ha  respon- 
dido á  todas  las  preguntas  que  se  le  han 
dirigido. 

Si  después  se  incoare  una  acción 
criminal  ó  civil  contra  el  testigo  ante 
un  Tribunal  cualquiera  por  fraudes 
electorales  cometidos  en  la  elección  en 
que  él  ha  declarado,  deberá  el  Tribunal 
electoral  sobreseer  en  los  autos,  con  ó 
sin  las  costas,  sin  más  que  presentar  la 
certificación  de  que  en  el  párrafo  ante- 
rior se  trata. 

La  declaración  hecha  contestando  á 
una  pregunta  dirigida  por  un  Tribunal 
electoral,  ó  ante  él,  no  será  admitida 
nunca  como  prueba  en  una  cuestión 
civil  ó  criminal,  salvo  el  caso  de  acusa- 
ción de  perjurio. 

El  Tribunal  electoral  ó  el  funcionario 
competente  podrá  acordar  que  se  dé 
una  indemnización  equitativa  por  los 
gastos  hechos,  á  la  persona  que  se  pre- 
sente á  declarar  en  un  proceso  por  de- 
nuncia electoral,  calculándose  aquélla 


por  la  tarifa  de  indemnizaciones  seña- 
ladas á  los  testigos  en  los  juicios  civi- 
les; y  si  el  declarante  ha  sido  citado  é 
interrogado  por  el  Tribunal,  se  le  in- 
demnizará con  cargo  á  los  gastos  gene- 
rales del  Tribunal.  En  otro  caso,  los 
gastos  serán  de  cuenta  del  denunciante 
ó  del  inculpado. 

Art.  95.  El  denunciante  no  podrá  re- 
tirar una  denuncia  electoral  sino  con 
autorización  del  Tribunal  respectivo  ó 
del  Tribunal  Supremo,  y  previa  una 
demanda  especial  presentada  en  tiem- 
po y  forma. 

Esta  demanda  sólo  podrá  hacerse 
después  de  haber  publicado  en  el  burgo 
el  aviso  prescripto  respecto  de  la  inten- 
ción de  formularla. 

Al  publicar  la  demanda,  toda  perso- 
na que  tenga  datos  para  presentar  una 
denuncia  contra  la  elección  podrá  diri- 
girse al  Tribunal  para  subrogarse  ó 
sustituir  á  la  que  se  retira,  pudiendo  el 
Tribunal  acceder  á  lo  solicitado  si  lo 
juzga  oportuno. 

Si  el  Tribunal  sospechase  que  el  re- 
tirar la  denuncia  obedece  á  que  se  haya 
ofrecido  al  denunciante  alguna  ventaja 
que  constituya  un  acto  de  corrupción, 
podrá  ordenar  por  decreto  que  la  ga- 
rantía puesta  por  el  denunciante  pri- 
mitivo quede  subsistente  para  reembol- 
sar los  gastos  que  Be  vea  obligado  á 
hacer  el  que  le  ha  sustituido,  asi  como 
también  para  pagar  las  costas  hasta 
donde  alcance  dicha  garantía. 

Si  el  Tribunal  no  acordase  esto,  se 
exigirá  al  nuevo  denunciante  una  ga- 
rantía igual  á  la  anterior  y  sometida  á 
las  mismas  condiciones,  antes  de  dar 
curso  á  su  petición. 

Sin  perjuicio  de  lo  preceptuado  en 
los  párrafos  anteriores,  deberá  colocar- 
se, en  cuanto  sea  posible,  al  denun- 
ciante sustituto  en  la  misma  situación 
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y  someterlo  á  las  mismas  responsabi- 
lidades que  al  primitivo. 

Si  se  retirase  una  denuncia,  estará 
obligado  el  denunciante  a  pagar  los 
gastos  hechos  por  el  denunciado. 

Cuando  haya  más  deundenunciante, 
sólo  podrá  retirarse  la  denuncia  con  el 
consentimiento  de  todos. 

Art.  96.  La  denuncia  electoral  cadu- 
cara por  el  fallecimiento  del  denun- 
ciante. 

La  caducidad  de  una  denuncia  no 
librará  al  denunciante,  ó  á  la  persona 
que  le  haya  garantizado,  del  pago  de 
los  gastos  que  se  hayan  hecho  ante- 
riormente. 

Cuando  se  publique  en  el  burgo  la 
caducidad  de  una  denuncia,  cualquier 
persona  que  haya  presentado  una  de- 
nuncia contra  la  elección  tendrá  dere- 
cho á  dirigirse  al  Tribunal  electoral  ó 
al  Tribunal  Supremo  en  el  tiempo  y 
[orina  marcados  por  la  ley  para  susti- 
tuir al  denunciante  primitivo,  pudiendo 
el  Tribunal  acceder  á  la  petición  si  la 
cree  conveniente,  debiendo  el  nuevo 
denunciante  suministrar  una  garantía 
como  si  se  tratase  de  nueva  denuncia. 

Art.  97.  Si  antes  del  fallo  de  una 
denuncia  electoral  muriese  ó  cesase 
de  cualquier  modo  en  sus  funciones  un 
inculpado  que  no  sea  el  Presidente  de 
una  Mesa,  ó  participase  que  no  tiene 
intención  de  oponerse  á  la  demanda  ó 
denuncia,  se  notificará  ésta  en  el  bur- 
go, y  toda  persona  que  tenga  derecho 
á  presentar  denuncia  contra  la  elec- 
ción podrá  dirigirse,  dentro  del  plazo 
legal,  al  Tribunal  electoral  ó  al  Supre- 
mo para  que  se  le  considere  parte  á  fin 
de  oponerse  á  la  demanda  ó  denuncia, 
debiendo  ser  admitida  su  petición  con 
tal  que  el  número  de  personas  autori- 
zadas para  ello  no  exceda  de  tres. 
El  inculpado  que  haya  dado  el  aviso 


proscripto  de  que  no  tiene  intención  de 
oponerse  á  la  denuncia,  no  será  autori- 
zado á  mostrarse  parte  contra  aquélla 
en  ningún  procedimiento  ó  incidente 
que  con  ella  se  relacione. 

Art.  98.  Salvo  las  disposiciones  con- 
trarias de  la  presente  ley,  todos  los 
gastos,  principales  ó  accesorios,  deuna 
denuncia  electoral,  serán  pagados  por 
las  partes  de  la  manera  y  en  la  propor- 
ción que  determine  el  Tribunal  electo- 
ral, que  deberá  cargar  todos  los  gastos 
causados  por  la  conducta  vej  atona,  ó 
falsas  alegaciones,  á  la  parte  que  los 
baya  ocasionado. 

Estos  gastos  se  calcularán  sobre  la 
base  adoptada  entre  los  Procuradores 
(Solicitors)  y  clientes  en  los  pleitos  ante 
el  Tribunal  Supremo,  y  se  harán  efec- 
tivos de  la  misma  manera  ó  de  otra  si 
el  Tribunal  asi  lo  decide. 

Art.  99.  El  Secretario  municipal  será 
el  encargado  de  la  instalación  del  Tri- 
bunal electoral,  cuyos  gastos  serán  de 
cuenta  de  los  fondos  municipales. 

Los  agentes  de  policía  y  encargados 
de  la  prisión  estarán  obligados  á  pres- 
tar auxilio  al  Tribunal;  y  los  carceleros 
que  no  reciban  y  custodien  á  un  preso 
incurrirán  en  una  multa  de  cinco  libras, 
como  máximum,  por  cada  dia  de  negli- 
gencia 

El  Tribunal  electoral  empleará  los 
agentes  y  auxiliares  que  tenga  por 
conveniente;  un  taquígrafo  juramenta- 
do tomará  en  las  sesiones  nota  de  las 
declaraciones  de  los  testigos,  y  cuya 
nota  irá  unida  á  la  certificación  que  se 
dirija  al  Tribunal  Supremo. 

La  indemnización  señalada  al  taquí- 
grafo se  ajustará  á  la  tarifa  correspon- 
diente y  formará  parte  de  los  gastos 
generales  del  Tribunal. 

Art.  100.  Los  Jueces  competentes 
para  conocer  en  las  cuestiones  de  de- 
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imnciag  en  las  elecciones  parlamenta- 
rias podrán  variar  las  reglas  genera- 
les establecidas  para  asegurar  la  eje- 
cución de  esta  parte  de  la  ley  y  para 
reglamentar  el  procedimiento  que  debe 
seguirse  en  eetos  asuntos. 

Estas  reglas  serán  sometidas  á  las 
Cámaras  en  el  término  de  tres  sema- 
nas después  de  formuladas,  si  están 
abiertas  dichas  Cámaras,  y,  en  caso 
contrario,  dentro  de  las  tres  semanas 
siguientes  á  su  apertura,  y  mientras 
estén  en  vigor  tendrán  el  mismo  valor 
que  si  formasen  parte  de  la  presen- 
te ley. 

El  Tribunal  Supremo,  salvo  las  dis- 
posiciones de  esta  ley,  tendrá  los  mis- 
mos poderes,  jurisdicción  y  autoridad 
para  las  denuncias  electorales  munici- 
pales y  para  el  procedimiento  que  deba 
seguirse,  que  si  la  demanda  ó  denuncia 
estuviese  sometida  á  una  acción  ordi- 
naria que  cayese  dentro  de  su  juris- 
dicción. 

Los  deberes  que  incumben  al  funcio- 
nario competente  en  virtud  de  esta 
parte  de  la  ley  los  cumplirá  el  del  Tri- 
bunal Supremo. 

Las  reglas  generales  aplicadas  al  en- 
trar en  vigor  la  presente  ley  en  los  ne- 
gocios á  que  se  refiere  esta  parte  de  la 
misma,  y  las  cuales  no  hayan  sido 
reemplazadas  por  otras,  seguirán  en 
vigor  como  si  se  hubiesen  dictado  en 
virtud  de  este  artículo. 

Art.  101.  (Se  refiere  principalmente 
á  indicar  las  tarifas  que  deben  aplicar- 
se para  la  tasación  de  costas  y  gastos, 
y  de  dónde  deben  pagarse  éstas.) 

Art.  102.  Cuando  la  elección  de  un 
candidato  para  un  cargo  en  una  Corpo- 
ración municipal  se  haya  declarado  por 
el  Tribunal  electoral  ó  por  el  Supremo, 
ilegal  ó  fraudulento,  no  se  invalidarán 
los  actos  realizados  en  el  ejercicio  de 


sus  funciones  hasta  el  momento  en  que 
se  le  baya  notificado  la  resolución  por 
el  Secretario  municipal. 

Art.  103.  Cuando  por  consecuencia 
de  una  denuncia  electoral  se  haya  de- 
clarado nula  la  elección  de  una  perso- 
na para  un  cargo  municipal,  y  no  Be 
haya  elegido  otra  en  su  lugar,  se  pro- 
cederá á  nueva  elección  para  cubrir 
esta  vacante,  en  la  misma  forma  que 
para  el  caso  de  una  vacante  acciden- 
tal, pudiendo  desempeñar  las  funciones 
que  le  correspondieran  un  suplente  ó  la 
persona  que  debiera  sustituirle  en  caso 
de  impedimento  por  enfermedad,  etc. 
(Artículos  66  y  67.) 

Art.  104.  La  persona  que  haya  vota- 
do en  una  elección  municipal  con  pa- 
peleta cerrada,  no  podrá  en  ningún 
caso  ser  obligada  &  declarar  el  candi- 
dato por  quien  ha  votado. 

TÍTULO  V 

PROPIEDADES  Y    RESPONSABILIDADES   PE- 
CUNIARIAS   DE     LA     CORPORACIÓN 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Tierras  de  la   Corporación 

Art.  105.  Toda  Corporación  munici- 
pal podrá  comprar  y  poseer,  en  el  tér- 
mino ó  fuera  de  él,  un  terreno  que  no 
exceda  de  cinco  acres  (dos  hectáreas), 
en  el  cual,  lo  mismo  que  en  cualquier 
otro  que  le  pertenezca  en  propiedad  ó 
en  fideicomiso  á  beneficio  suyo,  tiene 
derecho  á  construir  un  edificio  munici- 
pal para  instalar  las  oficinas  del  Con- 
sejo, los  Juzgados,  con  6  sin  oficina  de 
policía,  cárceles.  Tribunales  de  reunión 
frecuente  y  trimestral,  el  Tribunal  del 
Jurado,  con  ó  sin  habitaciones  para  los 
Jueces,  oficinas  electorales,  ó  cualquier 
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otro  edificio  necesario  ó  conveniente 
paralas  necesidades  del  burgo. 

Art.  106.  El  Consejo,  con  la  aproba- 
ción de  la  Tesorería  (véase  art.  236), 
podrá  proporcionarse,  mediante  un 
préstamo  a  interés  garantido  por  una 
finca  perteneciente  á  la  Corporación  ó 
que  ésta  piense  adquirir  por  los  fondos 
municipales  ó  por  las  rentas  del  burgo, 
ó  por  todas  estas  seguridades,  ó  varias 
de  ellas,  las  sumas  que  juzgue  necesa- 
rias para  compra  de  terrenos  ó  para  la 
construcción  de  edificios  para  que  le 
autorice  la  presente  ley. 

Art.  107.  Cuando  laCorporación  mu- 
nicipal no  tenga  atribuciones  para  com- 
prar ó  adquirir  tierras  ó  para  tenerlas 
amortizadas,  podrá  el  Consejo  del  bur- 
go, con  la  aprobación  de  la  Tesorería, 
comprarlas  ó  adquirirlas  del  modo  y 
en  los  términos  y  condiciones  que  la 
Tesorería  indique,  y  las  tierras  as!  ad- 
quiridas serán  entregadas  á  la  Corpo- 
ración y  disfrutadas  por  ella  con  arre- 
glo á  dichas  condiciones. 

Se  aplicarán  á  todas  las  compras  de 
terrenos  hechas  en  virtud  del  presente 
articulo  las  disposiciones  de  la  ley  de 
1845, 1860  y  1869,  relativas  á  la  expro- 
piación por  causa  de  utilidad  pú- 
blica. 

Art.  108.  Está  prohibido  al  Consejo, 
á  no  hallarse  autorizado  por  una  ley 
especia],  vender,  hipotecar  ó  enagenar 
un  terreno  de  la  Corporación  sin  el 
consentimiento  de  la  Tesorería. 

El  Consejo  no  podrá,  &  no  ser  con  la 
condición  antes  indicada,  dar  en  arren- 
damiento las  propiedades  de  la  Corpo- 
ración sin  la  autorización  de  la  Teso- 
rería, sino  en  las  condiciones  si- 
guientes: 

1.*  Por  un  término  que  no  exceda 
de  treinta  y  un  años  y  con  la  carga  de 
una  renta  anual  Ajada  en  la  cifra  que 


crea  justa,  sin  deducción  de  ninguna 
especie; 

2.a  Por  un  término  que  no  exceda 
de  sesenta  y  cinco  años,  ya  sea  me- 
diante una  renta,  por  un  precio  de  ena- 
genación,  ó  por  ambos  á  la  vez  (renta  y 
amortización),  si  se  trata  de  edificios  ó 
terrenos  propios  para  solares  ó  para 
establecimientos  de  cualquier  clase  de 
industria,  etc. 

Art.  109.  El  Consejo  podrá  disponer 
de  los  terrenos  de  la  Corporación  por 
venta,  cambio,  hipoteca,  arrendamien- 
to con  ó  sin  cláusula  de  garantía  ó  en 
cualquier  otra  forma,  con  el  consen- 
timiento de  la  Tesorería  y  ajustándose 
á  las  condiciones  con  que  ésta  la  auto- 
rice. 

Art.  110.    (Transitorio.) 

CAPÍTULO  II 
Casas  para  obreros  (1) 

Art.  111.  Si  una  Corporación  muni- 
cipal decidiese  convertir  un  terreno 
que  le  pertenezca  en  solares  destina- 
dos-ala  construcción  de  barrios  para 
obreros  y  obtuviere  para  ello  el  con- 
sentimiento de  la  Tesorería,  podrá  la 
Corporación  ceder  ó  arrendar  por  nue- 
oeeientos  noventa  y  nueve  añoe,  ó  por 
un  plazo  más  corto,  la  porción  de 
terreno  que  crea  conveniente. 

La  Corporación  podrá  abrir  en  aquel 
sitio  calles,  construir  muros  ó  cierres,  6 
hacer  cualesquiera  otras  obras  necesa- 
rias para  convertirlas  en  terreno  pro- 
pio para  la  urbanización;  pero  sin  que 
los  gastos  excedan  de  la  cifra  aprobada 
por  la  Tesorería. 


(1}  Por  osla»  disposiciones  se  ba  derogado  la 
ley  de  1671,  relativa  i  esta  materia,  debiendo 
consultarse,  ademía,  la  vigente,  que  insertamos 
mea  adelante. 
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La  Corporación  podrá  insertar  en  el 
contrato  de  cesión  ó  de  arrendamiento: 
cláusulas  que  obliguen  al  cesionario 
ó  arrendatario  á  ediñcar  la  porción  de 
terreno  cedido  o  arrendado  en  la  forma 
que  la  cesión  ó  arrendamiento  prescri- 
ba, y  á  entretener  y  reparar  las  cons- 
trucciones; otras  que  prohiban  la  divi- 
sión de  lo  construido  y  cualquier  otra 
modificación  que  pueda  variar  el  ca- 
rácter de  los  edificios,  á  no  ser  con 
el  consentimiento  de  la  Corporación; 
otras,  en  fin,  que  prevean  el  caso  en 
que  la  Corporación  recobrará  sus  dere- 
chos, entrando  en  posesión  de  dichos 
lugares  por  falta  de  ejecución  de  algu- 
nas de  las  condiciones  del  contrato  de 
cesión  ó  arrendamiento. 

Todas  estas  cláusulas  serán  válidas 
en  juicio  bajo  todas  relaciones  y  obli- 
garán á  ambas  partes. 

Todos  los  dispendios  y  gastos  hechos 
ó  autorizados  por  una  Corporación 
para  ejecutar  lo  prescripto  en  este  ar- 
ticulo ó  proceder  en  consecuencia  de 
sus  prescripciones,  se  pagarán  con 
fondos  municipales  y  con  las  rentas 
del  burgo  ó  mediante  un  empréstito  he- 
cho por  la  Corporación  en  virtud  de 
esta  parte  de  la  ley. 

El  término  habitaciones  para  obreros 
(tcorking  men's  dioellings)  significa  edi- 
ficios propios  para  habitación  de  las 
personas  ocupadas  en  un  trabajo  ma- 
nual, y  de  su  familia;  pero  el  uso  de  una 
parte  del  edificio  para  las  necesidades 
de  un  comercio  al  por  menor  Ó  para 
cualquier  otro  objeto,  no  impedirá  que 
dicho  edificio  sea  considerado  como 
habitación  de  obreros,  siempre  que  esté 
aprobado  por  el  Consejo  el  mencionado 
destino. 


Amortización  ó  reembolto  de  em- 
préstaos 

Art.  112.  Cuando  la  Tesorería  aprue- 
be una  hipoteca  ú  otra  carga  permitida 
por  esta  ley,  podrá  exigir,  como  condi- 
ción de  su  consentimiento,  que  la  suma 
emprestada  sea  reembolsada,  con  los 
intereses  que  devengue,  en  un  periodo 
de  treinta  años  ó  en  otro  más  corto,  y 
lo  sea  por  plazos,  por  medio  de  amorti- 
zación, ó  de  ambos  modos  á  la  vez. 

En  el  primer  caso,  las  sumas  necesa- 
rias para  atender  al  pago  de  capital  é 
intereses  se  impondrán,  en  virtud  de 
la  presente  ley,  sobre  las  seguridades 
siguientes:  el  terreno  comprendido  en 
la  hipoteca  ó  cualquier  otro  que  perte- 
nezca á  la  Corporación,  los  fondos  mu- 
nicipales, las  rentas  del  burgo  ó  cua- 
lesquiera otros  impuestos  legalmente 
aplicables  al  pago  del  empréstito  ó  de 
los  gastos  que  ocasione,  según  lo  que 
la  Tesorería  haya  decidido. 

Art.  113.  Cuando  se  haya  decidido 
que  el  empréstito  contraído  en  ejecu- 
ción de  esta  parte  de  la  ley  haya  de 
reembolsarse  por  medio  de  amortiza- 
ción, deberá  tomar  el  Consejo,  ya  de 
las  rentas  y  beneficios  del  terreno  so- 
bre que  graven  estos  fondos,  ya  del 
municipal  ó  de  las  rentas  del  burgo  si 
grava  sobre  éstas,  las  sumas  fijadas 
por  la  Tesorería,  para  colocarlas  en 
papel  del  Estado  en  las  épocas  conve- 
nientes, y  lo  mismo  lo  necesario  para 
el  pago  de  intereses. 

El  papel  adquirido  se  depositará  en 
el  Banco  de  Inglaterra  en  la  cuenta  de 
la  Corporación,  citando  la  presente  ley 
ú  otra  en  que  se  funde  dicho  depósito. 

Los  intereses  de  estas  rentas  serán 
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cobrados  por  la  persona  &  quien  el  Con- 
sejo haya  dado  poderes,  que  llevarán 
el  sello  de  la  Corporación. 

No  podrá  precederse  á  la  enagena- 
ción total  ó  parcial  de  este  papel  sin  el 
consentimiento  escrito  de  la  Tesorería; 
dirigido  al  Contador-Jefe  del  Banco  de 
Inglaterra. 

El  poder  dado  por  el  Consejo  con  el 
sello  de  la  Corporación,  unido  al  con- 
sentimiento escrito  de  la  Tesorería, 
bastará  para  autorizar  al  Banco  á  per- 
mitir esta  enagenación. 

CAPÍTULO  IV 

Empleo  de  las  suma»  procedente»  de 
tierras  compradas,  ó  de  indemniza- 
ciones inmuebles  debidas  á  la  Corpo- 
ración. 

A.rt.  114.  Cuando  el  Banco  de  Ingla- 
terra haya  recibido,  en  ejecución  de' 
una  ley,  el  precio  de  una  tierra  vendi- 
da ó  de  un  derecho  cedido  sobre  ñncas 
poruña  Corporación  municipal,  ó  la 
suma  debida  como  indemnización  de 
un  perjuicio  causado  en  un  terreno  per- 
teneciente á  esta  Corporación,  y  la  Te- 
sorería baya  aprobado  el  pago  hecho 
inmediatamente  por  el  Banco  á  la  Cor- 
poración ó  á  su  Tesorero,  de  dicho  pre- 
cio de  venta  ó  indemnización,  ó  de  cual- 
quier otra  suma  que  los  fondos  coloca- 
dos en  renta  del  Estado  hayan  podido 
producir,  podrá  la  Tesorería,  como 
condición  de  su  consentimiento,  exigir 
que  la  Corporación  capitalice  y  coloque 
en  nuevas  rentas  del  Estado  una  suma 
igual  ala  que  haya  retirado. 

Las  disposiciones  precedentesde  esta 
parte  del  acto,  aplicables  al  caso  de  un 
fondo  de  amortización  y  relativas  á  la 
forma  de  su  colocación,  al  pago  de  los 
intereses  y  á  la  enagenación  de  las  ren- 


tas, se  aplicarán  también  en  los  demás 
casos  de  que  se  ocupa  este  articulo. 

Cuando  la  Tesorería  bayahecbo  cons- 
tar que  una  cantidad  de  rentas  igual  á 
la  suma  retirada  por  la  Corporación 
sea  igual  á  la  que  ésta  haya  colocado 
de  nuevo,  hará  cesar  la  capitalización, 
y  estas  nuevas  rentas,  con  los  intere- 
ses que  produzcan,  podrán  utilizarse 
como  si  procediesen  de  un  depósito  he- 
cho en  virtud  de  una  ley  que  autoriza- 
se el  pago  primitivo  del  precio  de  com- 
pra ó  del  de  la  indemnización  del  per- 
juicio. 

Sin  embargo,  no  se  aplioará  este  ar- 
ticulo &  las  sumas  pagaderas  á  una 
Corporación  municipal  cuando  el  em- 
pleo de  éstas  ó  del  precio  de  compra,  ó 
de  indemnización,  de  que  procedan, 
esté  determinado  poruña  ley  especial 
del  Parlamento,  en  cuyo  caso  deberán 
ser  pagadas  dichas  sumas  á  la  Corpo- 
ración para  que  ésta  las  emplee  con 
arreglo  á  las  prescripciones  de  esta 
ley. 

Ait.  115.  Cuando  la  Tesorería  aprue- 
be la  venta  á  cambio  de  un  terreno  de 
la  Corporación  ó  de  un  derecho  que 
ésta  tenga  sobre  aquél,  podrá  hacer 
depender  su  aprobación  de  las  condi- 
ciones que  juzgue  convenientes  en 
cuanto  á  la  colocación  que,  para  ma- 
yor ventaja  de  la  Corporación,  deba  ha- 
cerse de  los  fondos  que  provengan  de 
esta  venta  6  cambio. 

Si  la  Tesorería  exige  que  se  coloquen 
los  fondos  en  rentas  del  Estado,  Be  apli- 
carán las  disposiciones  precedentes  re- 
lativas al  modo  de  colocación,  al  pago 
de  intereses  y  á  la  enagenación  de  ren- 
tas, á  menos  que  no  sea  necesaria  la 
capitalización. 

Si  la  Tesorería  autorizara  el  empleo 
de  estos  fondos  ó  de  parte  de  ellos  en 
beneficio  de  los  habitantes  del  burgo. 
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podrá  exigir  como  condición  de  bu 
consentimiento  que  se  adopten  las 
mismas  disposiciones  que  está  autori- 
zada para  imponer  cuando  apruebe  el 
depósito  del  precio  de  una  comprad 
de  una  indemnización  de  perjuicios, 
hecho  por  el  Banco,  en  la  Corporación 
ó  en  la  Tesorería, 

Art.  116.  La  Tesorería  podrá  apro- 
bar en  cualquier  tiempo'  la  inversión 
de  las  rentas  de  la  Corporación  para 
mejorar  las  propiedades  ó  en  interés 
permanente  de  los  habitantes  del  bur- 
go, y  exigir,  como  condición  de  su 
aprobación,  que  se  tomen  las  disposi- 
ciones prescriptaB  anteriormente.  No 
estará,  sin  embargo,  obligada  á  impo- 
ner esta  condición,  y  procederá  en  ello 
con  entera  libertad. 

CAPITULO  V 

Malversación  de  fondos 

Art.  117.  El  que  estando  autorizado 
para  tomar  una  suma  en  metálico  para 
la  Corporación,  la  aplique  á  otro  uso 
que  el  proscripto  por  la  presente  ley 
ó  por  la  Tesorería,  cometerá  un  delito 
é  incurrirá  en  la  pena  prescripta  por 
las  leyes  de  1861  y  1864  (de  cinco  á  sie- 
te años  de  prisión  con  ó  sin  trabajos 
forzados). 

CAPÍTULO  VI 

Capitales  6  fonda  de  la  Corporación 

Art  118.  Los  fondos  colocados  en  el 
Banco  de  Inglaterra  ó  en  cualquier  otra 
Sociedad  ó  Compañía  pública,  por  una 
Corporación,  cuando  no  estén  sujetos  á 
ningún  fideicomiso  en  favor  de  funda- 
ciones benéficas,  podrán  ser  en  agen  a- 
dos  por  las  personas  que  designe  el 


Consejo,  en  una  escritura  de  poder  que 
lleve  el  sello  de  la  Corporación  y  vaya 
firmada  por  el  Secretario  de  loe  admi- 
nistradores de  las  fundaciones  benéfi- 
cas (Junta  municipal  de  Beneficencia). 

Los  capitales  asi  colocados  que  per- 
tenezcan á  los  administradores  de  di- 
chas fundaciones  y  estén  exclusiva- 
mente afectos  á  la  beneficencia  publica, 
podrán  ser  enagenados  y  adquiridos 
por  las  personas  designadas  por  escri- 
to, bajo  la  firma  y  el  sello  de  la  mayo- 
ría de  los  administradores,  previa  le- 
galización de  su  nombramiento  con  la 
firma  y  sello  del  Secretario  de  la  Junta 
y  el  sello  de  la  Corporación,  que  estará 
obligado  el  Alcalde  á  ponerle  si  se  le 
exigiere. 

Las  rentas  de  estos  capitales  que 
pertenezcan  en  parte  á  la  Corporación, 
para  que  estén  sujetos  á  obligaciones 
benéficas  podrán  entregarse  á  las  per- 
sonas que  estén  autorizadas  para  reci- 
birlos por  un  documento  escrito  que 
lleve  el  sello  de  la  Corporación  y  que 
estén  designados  en  otro  que  lleve  las 
firmas  y  sellos  de  la  mayoría  de  los 
administradores,  estando  legalizado 
su  nombramiento  con  la  firma  y  sello 
del  Secretario. 

El  recibo  de  las  personas  autorizadas 
para  darlo  á  la  compañía  ó  sociedad 
por  un  acta  ó  documento  que  lleve  el 
sello  de  la  Corporación  y  la  firma  y  se- 
llo del  Secretario  de  los  administrado- 
res de  beneficencia,  será  siempre  un 
descargo  efectivo  para  la  sociedad  6 
compañía. 

l.a  parte  de  las  sumas  asi  pagadas 
que  corresponda  á  las  fundaciones  be- 
néficas, se  entregará  á  los  administra- 
dores de  las  mismas,  y  la  parte  que 
corresponda  á  la  Corporación  ingresa- 
rá en  las  arcas  municipales;  pero  la 
compañía  ó  sociedad  no  estará  obliga- 
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da  &  inquirir  el  empleo  de  estos  fondos 
ni  la  validez  del  nombramiento  del 
Secretario  de  los  administradores,  ni 
la  ejecución  de  un  documento  Armado 
por  ellos,  ni  de  comprobar  si  los  capi- 
tales están  gravados  con  obligaciones 
benéficas  y  retenidos  para  atender  a 
estas  obligaciones. 

Toda  persona  autorizada  en  dicha 
forma  para  recibir  fondos  dará  cuenta 
al  Consejo  y  á  los  administradores  be- 
néficos de  las  sumas  que  haya  cobra- 
do, y  si  no  lo  hiciere  podra  requerirle 
sumariamente,  a  instancia  de  dichas 
partes,  para  que  cumpla  este  deber  un 
Tribunal  de  jurisdicción  sumaria. 

CAPÍTULO  VII 

Empréstito»  para  puente» 

Art.  119.  Los  puentes  situados,  en 
todo  ó  en  parte,  en  el  territorio  de  un 
burgo  y  cuyo  entretenimiento  y  repara- 
ciones  no  estén  expresamente  á  cargo 
del  condado,  serán  conservados  y  re- 
formados, en  todo  ó  en  la  parte  com- 
prendida en  el  burgo,  bajo  la  dirección 
única  y  la  inspección  del  Consejo. 

Para  estos  trabajos  tendrá  el  Consejo 
los  mismos  poderes  que  tienen  en  el 
condado  los  Jueces  de  paz,  pero  sin  la 
obligación  de  publicar  sus  acuerdos. 

También  podrá,  con  la  autorización 
de  la  Tesorería,  contratar  empréstitos 
garantidos  por  una  hipoteca  sobre  los 
fondos  municipales  ó  las  rentas  del 
burgo  que  deba  hacer  estos  gastos. 

CAPÍTULO  VIH 

Empréstitos  para  edijleios  municipales 

Art.  120.  El  Consejo  podrá  obtener 
un  préstamo  de  las  Comisarías  de  em- 


préstitos para  obras  públicas,  para  cons- 
truir, ampliar,  reparar,  mejorar  ó  apro- 
piar un  edificio  cuya  construcción  auto- 
riza la  presente  ley,  y  para  reembolsar 
el  capital  é  intereses  de  este  emprésti- 
to, tiene  derecho  á  imponer  una  tasa 
especial  6  agregarla  á  las  que  percibe 
el  burgo,  y  convertirla  en  garantía  de 
las  Comisarlas  con  arreglo  á  la  ley  de 
Empréstitos  públicos  de  1875. 

CAPÍTULO  IX 

Patronatos  y  otros  derechos  análogos 

Art.  131.  A  pesar  de  la  venta  hecha 
por  una  Corporación  de  un  patronato, 
de  un  derecho  de  nombramiento  Ó  de 
presentación  á  un  beneficio  ó  empleo 
eclesiástico  cualquiera  (Vicario,  predi- 
cador, etc.),  quedará  sometida  la  Cor- 
poración con  sus  propiedades  &  la  obli- 
gación que  exista  de  proveer  al  sos- 
tenimiento de  los  titulares  de  estas 
funciones,  como  si  la  venta  no  se  hubie- 
se verificado. 

Cuando  una  Corporación  municipal 
posea  una  finca  gravada  con  la  obliga- 
ción de  proveer  al  sostenimiento  del  ti- 
tular de  un  beneficio,  no  hay  en  la  ley 
nada  que  impida  datar  este  beneficio, 
ora  asignando  al  titular  ó  á  sus  suce- 
sores una  porción  conveniente  de  dicha 
finca,  ora  gravando  ésta  con  un  tributo 
anual  en  metálico  ó  en  especies;  pero 
será  necesario  el  consentimiento  de  la 
Tesorería. 

Cuando  una  Corporación  municipal 
venda  su  derecho  de  nombramiento 
para  un  cargo  eclesiástico  que  no  sea 
un  beneficio  ni  un  vicariato  perpetuo, 
se  convertirá  este  cargo,  ¿  partir  de  la 
venta,  en  un  beneficio  de  presentación. 
Por  consiguiente,  el  beneficiario  y  sus 
sucesores  constituirán  una  corporación 
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que  tendrá.  la  sucesión  perpetua  y  el 
derecho  de  recibir  y  poseer  á  perpetui- 
dad toda  propiedad  cedida  por  los  Go- 
bernadores de  la  Liberalidad  de  la  Rei- 
na Ana,  ó  por  otras  personas  que  ayu- 
den á  estos  con  sus  subvenciones  á 
titulo  de  bienhechores. 

Art.  122.  Toda  Corporación  munici- 
pal que  en  la  actualidad  se  halle  en  po- 
sesión de  un  caserío  ó  de  un  dominio 
sobre  que  ejerza  patronato,  de  un  pa- 
tronato personal  ó  de  cualquier  otro 
derecho  de  nombramiento  ó  de  presen- 
tación, se  colocará  bajo  la  dirección  de 
la  Comisión  eclesiástica  de  Inglaterra, 
bí  ésta  fuere  beneficiosa  para  sus  inte- 
reses. 

La  traslación  de  la  propiedad  se  hará 
por  el  Consejo,  con  el  sello  de  la  Cor- 
poración, y  con  el  consentimiento  de 
los  Comisarios,  firmada  por  tres  de 
ellos  á  lo  menos. 

El  precio  de  la  venta  se  entregará  ai 
Tesorero,  que  lo  invertirá  en  renta  del 
Estado,  cuyo  producto  ingresará  en  las 
arcas  municipales;  ó  podrá  ser  em- 
pleado en  todo  ó  en  parte  para  saldar 
las  deudas  contraídas  por  la  Corpora- 
ción antes  de  la  ley  Municipal  de  1835. 

Toda  vacante  que  ocurra  antes  de  la 
venta  se  proveerá  por  la  presentación 
ó  el  nombramiento  del  Obispo  ó  del 
Ordinario  de  la  diócesis  en  que  radique 
el  beneficio  ó  cargo  vacante. 

CAPÍTULO  X 

Tasas  especiales 

Art.  123.  Cuando  antes  de  la  ley 
de  1835  haya  podido  imponerse  en  el 
burgo  una  tasa  ó  contribución  para  el 
servicio  de  policía,  juntamente  con  otro 
servicio  público,  puede  hacerse  lo  mis- 
mo para  este  último  objeto  exclusiva- 


mente; pero  no  excederá  de  la  propor- 
ción observada  hasta  ahora  en  su  rela- 
ción con  el  impuesto  total,  y  se  estable- 
cerá tomando  la  media  anual  en  los 
siete  últimos  años  antes  de  1835. 

CAPÍTULO  XI 

Empleo  abusivo  de  las  rentas  y  capitales 
de  la  Corporación 

Art.  124.  Será  ilegal  todo  empleo  de 
fondos  de  una  Corporación  en  beneficio 
de  una  elección  parlamentaria. 

Todo  compromiso  adquirido,  toda 
garantía  prestada,  toda  resolución  to- 
mada en  Consejo,  que  se  refiera  directa 
ó  indirectamente,  á  una  elección  de 
esta  índole,  se  considerarán  nulos  y  de 
ningún  valor  ni  efecto. 

Todo  individuo  ó  agente  de  una  Cor- 
poración municipal  que  se  preste  en 
cualquier  forma  á  uno  de  esos  hechos, 
cometerá  un  delito  y  podrá  ser  conde- 
nado por  el  Tribunal  Supremo,  no  sola- 
mente á  pagar  la  multa  que  fije,  Bino 
también  á  inhabilitación  perpetua  para 
todo  cargo  ó  función  municipal. 

El  que  haya  hecho  ó  contribuido  & 
que  se  haga  un  pago  ó  un  empleo  de 
fondos  prohibido  por  este  articulo,  se 
considerará  que  lo  ha  hecho  en  daño 
propio  y  estará  obligado  personalmen- 
te, y  sin  excusa  ni  pretexto  alguno,  A 
reembolsar  á  la  Corporación  un  valor 
igual  al  de  que  se  trata. 

Dos  ó  más  burgueses,  sin  distinción, 
podrán  incoar  y  proseguir  una  acción 
civil  en  nombre  de  la  Corporación  con- 
tra todo  miembro  ó  agente  de  la  mis- 
ma, contra  todo  administrador  ó  con- 
tra cualquier  persona  que  haya  hecho 
un  pago  ó  un  depósito  ilegal,  pero  de- 
berán dar  garantía  para  atender  á  las 
costas  y  gastos  si  el  demandado  lo 
exige. 
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Los  burgueses  deberán  Ber  conside- 
rados á  este  respecto,  en  conjunto  é 
individualmente,  como  procuradores 
(aitorneis)  irrevocables  de  la  Corpo- 
ración. 

Todo  sin  perjuicio  de  las  prescripcio- 
nes de  la  ley  Electoral  de  1872,  y  demás 
vigentes  en  cuanto  al  pago  hecho  por 
el  Comisario  ó  Presidente  ú  otra  per- 
sona, de  los  gastos  ocasionados  por  las 
elecciones  parlamentarias. 

CAPÍTULO  XII 

Disposiciones  iransiiarias 

(Las  disposiciones  de  los  artículos 
125  a  132  tienen  carácter  transitorio  y 
sólo  son  de  algún  interés  el  128,  que  de- 
clara que  esta  ley  no  tiene  efecto  retro- 
activo en  lo  que  se  reñere  á  las  ventas, 
hipotecas,  arrendamientos,  etc.,  he- 
chos con  arreglo  á  las  leyes  anteriores; 
y  el  129,  que  consigna  que  la  presente 
ley  no  sera  obstáculo  para  imponer  y 
percibir  impuestos  para  el  pago  de  deu- 
das anteriores.) 

título  vi 

fideicomisos  y  «power8»  benéficos 

capítulo  primero 

Fideicomisos  benéficos 

Art.  133.  Si  al  tiempo  de  la  adop- 
ción de  la  ley  de  1835  sobre  Corporacio- 
nes municipales,  tenia  una  de  éstas  una 
tierra  en  fideicomiso,  destinando  su 
producto  á  obras  de  caridad,  teniendo 
al  mismo  tiempo  la  propiedad  legal  de 
aquélla,  y  esta  propiedad,  transmitida 
por  la  ley  de  Fideicomisos  benéficos  de 
1853  a  los  fideicomisarios  nombrados 
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por  el  Lord  Canciller,  ha  permanecido 
en  poder  de  éstos  6  de  sus  sucesores  le- 
gítimos, en  ese  caso,  después  del  nom- 
bramiento de  un  nuevo  fideicomisario 
hecho  por  causa  de  fallecimiento,  dimi- 
sión ó  destitución,  el  estado  legal  pasa 
á  éste  de  pleno  derecho. 

Este  articulo  deja  á  salvo  los  dere- 
chos y  la  jurisdicción  de  los  Apodera- 
dos de  beneficencia  de  Inglaterra  y  del 
país  de  Gales. 

CAPÍTULO  II 

Fideicomisos  y  poderes  especiales 

Art.  134.  Exceptuando  las  fundacio- 
nes benéficas,  la  Corporación  munici- 
pal de  un  burgo  será,  por  medio  de  su 
Consejo,  la  fideicomisaria  de  todos  los 
bienes  cuyo  fideicomiso  tenia  antes  de 
la  primera  elección  de  Consejeros  he- 
cha con  arreglo  á  la  ley  de  1835. 

Art.  135.  Si  en  esta  época  adminis- 
traba la  Corporación  un  fideicomiso 
juntamente  con  otros  fideicomisarios, 
en  este  caso,  todos  los  años,  en  los  seis 
primeros  días  de  Enero,  si  no  se  ha  fija- 
do otra  fecha,  ó  inmediatamente,  en 
caso  de  una  vacante  extraordinaria, 
designará  el  Consejo,  entre  los  indivi- 
duos de  su  seno,  los  fideicomisarios  en- 
cargados de  reemplazar  á  los  miem- 
bros que  cesen  en  sus  funciones. 

Esta  disposición  se  aplicará  á  todos 
los  casos  en  que  la  Corporación  ejer- 
za poderes  y  funciones  de  que  no  se 
hayan  ocupado  la  ley  de  1835  ni  la  ac- 
tual, y  que  no  estén  en  oposición  con 
estas  leyes. 

CAPÍTULO  III 

Leyes  locales 

Art.  136.    Los  fideicomisarios  [trus- 
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tees)  nombrados  por  una  ley  local  del 
Parlamento  vigente  A  la  sazón,  6  que 
ejerzan  sus  poderes  bajo  su  autoridad, 
ya  para  vigilar  el  empedrado,  el  alum- 
brado, el  aprovisionamiento  de  aguas  y 
de  gas,  la  limpieza,  la  seguridad,  el 
buen  estado  ó  el  mejoramiento  de  un 
burgoó  de  una  parte  de  él, ya  para  cons- 
truir ó  conservar  un  cementerio  ó  un 
mercado— ora  se  extiendan  ó  no  sus  po- 
deres fuera  del  burgo— podran,  si  lo  es- 
timan conveniente,  transmitir,  en  una 
asamblea  convocada  al  efecto,  a  la 
Corporación  municipal  del  burgo,  con 
la  aceptación  del  Consejo,  todos  los  de- 
rechos, poderes,  bienes,  propiedades  y 
obligaciones  que  les  correspondan  ó  les 
incumban  en  virtud  de  la  ley  local  y 
durante  el  mismo  tiempo. 

La  transmisión  se  hará  por  escrito  y 
en  nombre  común  de  todos  los  fideico- 
misarios si  forman  una  Corporación,  y 
si  no,  por  medio  de  un  acta  extendida 
por  estos  fideicomisarios  ó  por  dos  de 
ellos,  con  autorización  y  en  nombre  de 
todos. 

Una  vez  efectuada  la  transmisión,  se 
convertirá  la  Corporación  municipal  en 
fideicomisaria  para  ejecutar,  por  me- 
dio del  Consejo,  las  prescripciones  de 
la  ley  local  y  ejercerlos  poderes  que 
confiera;  quedará  investida  de  todos 
los  derechos,  poderes,  bienes  y  propie- 
dades pertenecientes  á  los  fideicomi- 
sarios que  hayan  hecho  la  transmisión, 
y  tomará  sobre  sf,  y  en  descargo  de 
aquéllos,  todas  sus  obligaciones  y  res- 
ponsabilidades. 

Art.  137.  Si  al  dictarse  la  ley  de  1835 
sobre  las  Corporaciones  municipales, 
existia  una  ley  local  del  Parlamento 
relativa  al  alumbrado  de  parte  de  un 
burgo  que  haya  sido  incorporado,  si  el 
Consej  o  lo  juzga  conveniente,  podrá  de- 
cidir, por  un  acuerdo,  que  la  parte  que 


se  especifica  del  burgo,  no  comprendida 
en  las  disposiciones  de  dicha  ley  local, 
disfrutará  de  ellas,  á  partir  del  dia  Aja- 
do por  el  acuerdo.  Llegado  estedia, la 
parte  del  burgo  asi  especificada  dis- 
frutará el  beneficio  de  la  ley  en  cuanto 
ésta  se  refiera  al  alumbrado,  y  contri- 
buirá con  su  parte  á  los  gastos  que  el 
servicio  ocasione. 

Esta  parte  del  burgo  deberá  ser  alum- 
brada del  mismo  modo  que  aquellos 
que,  antes  del  acuerdo  tomado  por  el 
Consejo,  se  hallaban  comprendidos  en 
la  ley  local,  no  pudiendo  imponerse 
ninguna  tasa  para  sufragar  los  gastos 
de  alumbrado  que  exceda  del  término 
medio  por  libra  que  cuesta  y  paga  el 
resto  del  burgo. 

Art.  138.  Todos  los  asuntos  que,  se- 
gún una  ley  local  del  Parlamento  vi- 
gente en  20  de  Agosto  de  1836,  estuvie- 
ren reservados  exclusivamente  á  las 
Corporaciones  enumeradas  en  los  ane- 
xos de  la  ley  de  1835  ó  á  sus  miembros 
que  Be  sienten  como  Jueces  en  un  Tri- 
bunal de  reuniones  trimestrales,  y  que 
no  sean  de  la  competencia  de  un  Tri- 
bunal civil  y  criminal,  si  han  continua- 
do hasta  el  dia  siendo  juzgados  por  el 
Consejo  ó  por  una  sección  de  éste,  con- 
tinuarán siéndolo  de  la  misma  manera, 
esto  es,  por  el  Consejo  en  una  de  sus 
reuniones  trimestrales,  ó  por  una  sec- 
ción ó  junta  de  tres  de  sus  miembros 
nombrados  en  esta  reunión. 

TITULO  VII 

RENTAS  MUNICIPALES,  IMPUESTO  MUNICI- 
PAL, impuesto  provincial  (de  con- 
dado). 

CAPITULO  PRIMERO 

Renta»  municipales  {Borough  fund) 

Art.  139.    Constituyen  las  rentas  mu- 
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nicipales  los  productos  y  beneficios  de 
las  propiedades  de  una  Corporación, 
los  intereses,  dividendos  é  ingresos 
anuales  de  las  sumas,  impuestos,  bie- 
nes muebles  y  valores  que  le  pertene- 
cen ó  deben  pagársele,  y  las  multas  é 
indemnizaciones  que  perciba  por  las 
infracciones  á  la  presente  ley. 

Art.  140.  Las  rentas  municipales  se- 
rán aplicadas  á  los  diversos  pagos  es- 
pecificados en  el  anexo  quinto  y  que 
estén  á  su  cargo. 

Los  pagos  especificados  en  la  prime- 
ra parte  de  dicho  anexo  podrán  hacer- 
se sin  orden  del  Consejo,  pero  no  los 
especificados  en  la  segunda. 

No  se  hará  ningún  otro  pago  con  fon- 
dos municipales,  á  no  ser: 

1 ."  En  virtud  de  una  ley  hecha  por  el 
Parlamento; 

2.°    Por  orden  del  Consejo; 

3."  Por  orden  del  Tribunal  de  sesio- 
nes trimestrales  del  burgo; 

4.°  Por  orden  del  Juez  de  paz,  en 
ejecución  de  algún  precepto  de  esta 
ley; 

5."  Por  último,  en  los  casos  en  que 
ya  el  Tribunal  de  sesiones  trimestrales, 
ya  un  Juez  de  paz  de  un  condado  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  ordenen  que 
se  pague  una  suma  al  Tesorero  del  con- 
dado. 

Art.  141.  La  orden  dada  por  el  Con- 
sejo pata  el  pago  de  una  cantidad  en 
metálico  con  cargo  á  los  fondos  muni- 
cipales, será  firmada  por  tres  miem- 
bros y  por  el  Secretario  municipal. 

Esta  orden  podrá  pedirse  al  Banco  de 
la  Reina  por  una  orden  de  certiorari, 
para  que  se  confirme  ó  revoque  en  todo 
ó  en  parte,  con  ó  sin  gastos,  según  crea 
conveniente  el  Tribunal. 

Art.  142.  Todo  pago  recibido  ó  he- 
cho con  fondos  municipales  lo  será  por 
el  Tesorero. 


Todo  pago  hecho  al  Tesorero  ingre- 
sará en  las  arcas  municipales. 

Art.  143.  Si  las  rentas  municipales 
fuesen  más  que  suficientes  para  las  ne- 
cesidades del  burgo  con  arreglo  á  la 
presente  ley.  Be  empleará  el  superávit, 
según  las  intenciones  del  Consejo,  en 
servicios  ó  en  cosas  de  interés  publico 
municipal  y  para  mejoras  del  burgo. 

Si  el  excedente  procediera  de  rentas 
délas  propiedades  de  la  Corporación 
municipal  y  no  de  impuestos  locales,  y 
si  el  burgo  fuese  un  distrito  sanitario 
regido  por  la  ley  de  Salubridad  pú- 
blica de  1875,  en  este  caso  la  Corpora- 
ción, en  su  calidad  de  autoridad  sani- 
taria del  burgo,  podrá  aplicar  dicho  ex- 
cedente al  pago  de  los  gastos  hechos 
en  este  ramo,  antes  ó  después  de  pues- 
ta en  vigor  la  presente  ley,  ya  para 
mejoras  generales  ó  parciales  hechas 
en  el  burgo,  ya  para  encauzamiento  de 
las  aguas,  ensanche  de  las  calles  ó 
para  cualquier  otro  objeto  que  esté  den- 
tro de  la  ley  de  1875  ó  de  cualquier 
otra  por  ésta  derogada. 

CAPÍTULO  11 

Impuestos  municipales 

Art.  144.  Si  los  ingresos  ordinarios 
del  Municipio  no  fuesen  suficientes 
para  cubrir  las  necesidades  y  atencio- 
nes á  que  están  destinados  con  arreglo 
á  las  leyes,  podrá  el  Consejo  calcular  ■ 
con  la  mayor  exactitud  posible  la  can- 
tidad á  que  pueda  ascender  lo  que  falte 
para  dichas  atenciones. 

Para  completar  aquella  suma,  podrá 
el  Consejo  ordenar,  sin  faltar  &  las 
prescripciones  de  esta  ley,  que  se  cobre 
una  contribución  llamada  Impuesto  mu- 
nicipal {borough  raté). 

El  impuesto  municipal  podrá  ser  re- 
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troBpectivo,  esto  es,  tener  por  objeto  el 
pago  de  cargas  y  gastos  ya  debidos  y 
aun  exigibles,  con  tal  que  dichos  gas- 
tos no  se  remonten  í  más  de  seis  meses 
antes. 

£]  Consejo  repartirá  este  impuesto 
entre  las  diferentes  parroquias  y  seo 
.ciónos  de  parroquia  del  burgo,  en  pro- 
porción de  la  renta  neta  anual  de  las 
fincas  en  cada  parroquia  o  secciones  de 
parroquia  sometidas  al  impuesto  para 
los  pobres,  ó  en  cuyo  beneficio  se  haya 
impuesto  la  contribución. 

Dicha  renta  se  estimará  con  arreglo 
a  la  correspondiente  estadística  (valúa- 
tion  lisí),  si  la  hay,  y  si  no  con  arreglo 
al  último  impuesto  para  los  pobres. 

Mas  si  por  cualquier  motivo  enten- 
diese el  Consejo  que  la  estadística  ó  el 
impuesto  para  los  pobres  no  son  base 
equitativa  de  estimación,  podrá  orde- 
nar una  tasación  especial. 

Con  la  intención  de  establecer  un  im- 
puesto municipal  ó  de  hacer  una  eva- 
luación especial,  podrá  ordenar  el  Con- 
sejo que  se  le  haga  entrega  de  los  libros 
que  comprueban  los  impuestos  de  to- 
das clases,  parlamentarios  ó  parro- 
quiales, que  graven  la  propiedad,  con 
la  evaluación  &  que  el  impuesto  se 
ajuste,  y  que  estarán  en  poder  de  los 
Inspectores  de  los  pobres,  para  sacar 
copias  ó  extractos  ó  encargar  á  cual- 
quiera que  las  saque  en  el  lugar  donde 
los  libros  estén  ó  invitar  á  un  Inspec- 
tor para  que  venga  á  suministrarles  los 
datos  necesarios  que  en  dichos  libros 
se  bailen. 

Podrá  también  ordenar  que  se  saque 
testimonio  por  el  Secretario  adjunto  á 
las  Comisiones  de  cada  distrito,  de  la 
cifra  total  imponible  en  cada  parroquia 
respecto  de  las  contribuciones  que  se 
pagan  al  Estado,  y  de  la  suma  á  que 
ascienda  la  evaluación  general  de  las 


propiedades  sobre  que  esta  contribu- 
ción se  haya  impuesto  anteriormente. 

Los  Inspectores  de  los  pobres  y  sus 
adjuntos,  provistos  de  una  orden  del 
Consejo,  firmada  por  el  Alcalde  y  con 
el  sello  de  la  Corporación,  podrán  en- 
trar en  cualquier  propiedad  sometida 
al  impuesto  para  los  pobres,  visitarla 
y  examinarla,  á  fin  de  cerciorarse  de 
la  renta  anual  sobre  que  debe  gravar 
el  impuesto;  pero  esta  inspección  ocu- 
lar sólo  podrá  practicarse  cuando  se 
haya  notificado  con  quince  días  de  anti- 
cipación á  los  Inspectores  y  á  los  pro- 
pietarios de  la  finca  de  que  se  trate,  con 
aviso  escrito,  firmado  por  el  Alcalde  y 
con  el  sello  de  la  Corporación. 

Si  los  Inspectores  de  una  parroquia 
entendiesen  que  ésta  resulta  lesionada 
por  un  impuesto  municipal,  ya  porque 
las  contribuciones  no  se  hayan  repar- 
tido con  equidad  entre  las  diferentes 
parroquias,  ya  por  cualquier  otro  moti- 
vo legitimo,  podrán  apelar  al  Reeorder 
en  la  próxima  reunión  trimestral  del 
burgo,  ó  si  no  la  hay,  en  la  del  condado 
en  que  está  situado  ó  de  que  sea  limí- 
trofe, pero  sólo  contra  la  parte  del  im- 
puesto que  afecte  á  su  parroquia. 

El  Reeorder  6  el  Tribunal  de  sesiones 
trimestrales  recibirá  la  apelación  y  la 
fallará  en  última  instancia,  ora  mante- 
niendo la  parte  del  impuesto  que  haya 
sido  objeto  de  la  apelación,  ora  corri- 
giendo las  desigualdades,  despropor- 
ciones ó  exenciones  injustas  cuya  exis- 
tencia esté  probada. 

Los  gastos  de  la  apelación  serán  so- 
portados por  la  parroquia  ó  por  la  per- 
sona á  quien  los  imponga  el  Reeorder  6 
el  Tribunal  ante  quien  se  haya  ape- 
lado. 

El  que  teniendo  á  su  cargo  la  conser- 
vación de  un  libro  de  que  el  Consejo 
pida  comunicación  en  virtud  de  este  ar- 
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tí  culo,  deje  de  facilitarle  al  Consejo  ó 
no  permita  tomar  copia  de  él  6  do  de 
las  noticias  ó  informes  que  le  pidan, 
podrá  imponérsele  una  multa  de  10  li- 
bras como  máximum. 

Si  el  Secretario  adjunto  á  los  Comi- 
sarios de  distrito  no  facilitare  la  copia 
pedida  con  arregloá  este  articulo,  trans- 
currido el  tiempo  necesario  para  ello, 
será  condenado  á  una  multa  de  20  li- 
bras como  máximum. 

Art.  145.  Cuando  una  parroquia  esté 
comprendida  toda  en  un  burgo,  podrá 
el  Consejo,  si  lo  juzga  conveniente,  or- 
denar &  los  Inspectores  que  impongan 
la  contribución  municipal  en  dicha  pa- 
rroquia con  arreglo  al  impuesto  de  los 
pobres  cobrado  ó  por  cobrar  en  la 
misma. 

Los  Inspectores  entregarán  entonces 
al  Consejo,  ó  á  la  persona  que  éste  de- 
signe, la  parte  correspondiente  á  su  pa- 
rroquia 

Si  los  Inspectores  no  hubiesen  verifi- 
cado la  entrega  con  arreglo  a  la  orden 
recibida,  podrá  cobrarse  el  importe  en 
los  bienes  de  todos  ó  de  uno  de  ellos 
mediante  embargo  y  en  ejecución  de 
nn  mandamiento  Armado  por  el  Alcal- 
de y  con  ei  sello  de  la  Corporación,  ó 
Armado  por  dos  Jueces  de  paz  que  ha- 
biten y  sean  Magistrados  del  burgo, 

Art.  146.  Cuando  parte  de  una  pa- 
rroquia esté  situada  en  el  burgo  y  parte 
fuera  de  éste,  al  recibir  los  Inspectores 
la  orden  de  entregar  la  suma  con  que 
contribuya  por  impuesto  municipal  la 
parte  que  de  esta  parroquia  pertenezca 
al  burgo,  deberán  Ajar  y  cobrar  de  los 
que  ocupan  los  bienes  imponibles  para 
la  contribución  de  los  pobres  en  aque- 
lla porción  de  la  parroquia  la  suma  & 
que  ascienda  la  coatribución,  ya  como 
impuesto  separado,  ya  como  parte  del 
correspondiente  á  los  pobres  á  que  los 


vecinos  de  esta  porción  de  la  parroquia 
están  sometidos  con  los  de  la  otra. 

Toda  persona  sobre  quien  grave  un 
impuesto  con,  arreglo  á  este  articulo, 
podrá  reclamar  contra  aquél,  y  la  ape- 
lación se  interpondrá  del  mismo  modo, 
producirá  los  mismos  efectos  y  estará 
sometida  á  las  mismas  reglas  y  pres- 
cripciones que  la  apelación  contra  el 
impuesto  de  los  pobres. 

Los  Inspectores  entregarán  el  impor- 
te de  la  contribución  al  Consejo  ó  á  la 
persona  que  éste  designe,  y  si  no  lo 
hicieren  incurrirán  en  las  penas  indi- 
cadas en  el  apartado  tercero  del  articu- 
lo anterior. 

Todo  Inspector  y  todo  recaudador 
dará  cuenta  de  las  sumas  que  hubiere 
recibido  y  empleado,  en  ejecución  del 
presente  articulo,  al  Revisor  del  distri- 
to en  que  esté  comprendida  la  parro- 
quia, del  mismo  modo  que  en  el  caso 
del  impuesto  para  los  pobres,  y  con  la 
comprobación  de  la  Junta  del  gobier- 
no local. 

Si  quedase  algún  remanente  en  poder 
del  Inspector  ó  del  perceptor,  le  aplica- 
rá éste  al  próximo  ejercicio,  haciendo 
la  entrega  al  que  le  suceda  en  sus  fun- 
ciones. 

Si  dejara  de  efectuar  el  empleo  de  las 
sumas  mientras  duren  sus  funciones,  ó 
de  hacer  entrega  de  ellas  á  su  sucesor 
dentro  de  los  siete  días  siguientes  al  de 
la  comprobación  del  saldo,  procederá 
el  Revisor  á  hacerlo  efectivo  por  los 
medios  que  la  ley  prescribe. 

Los  agentes  encargados  ordinaria- 
mente en  la  recaudación  del  impuesto 
de  los  pobres  deberán  recobrar,  si  son 
requeridos  al  efecto  por  los  Inspecto- 
res, el  que  se  haya  repartido  en  virtud 
de  lo  prescripto  en  este  articulo,  reci- 
biendo por  este  nuevo  trabajo  la  remu- 
neración que  los  Inspectores,  de  acuer- 
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do  con  la  Junta  parroquial  (oestry),  ha- 
yan fijado. 

El  recaudador  ó  la  persona  designa- 
da para  reemplazarle  tendrá,  en  lo 
concerniente  á  la  ejecución  de  lo  dis- 
puesto en  este  articulo,  los  mismos  po- 
deres que  los  Inspectores  de  los  pobres. 

Al  fijar  los  Inspectores  el  total  del 
impuesto  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
este  artículo,  podrán  incluir  en  el  una 
cantidad  para  los  gastos  de  repartición 
y  cobranza,  y  otra  para  fallidos. 

Art.  147.  Cuando  en  consecuencia 
del  art.  4."  de  la  ley  de  1869  sobre  el 
impuesto  de  los  pobres,  la  Junta  parro- 
quial haya  ordenado  que  los  propieta- 
rios de  los  bienes  imponibles,  y  no  los 
ocupantes,  sean  los  que  paguen  el  im- 
puesto para  los  pobres,  se  aplicará  del 
mismo  modo  esta  disposición  ó  acuer- 
do al  impuesto  municipal. 

Art.  148.  La  orden  necesaria  para 
repartir  ó  cobrar  un  impuesto  munici- 
pal podrá  emanar  del  Alcalde,  yendo 
firmada  por  éste  y  con  el  sello  de  la 
Corporación. 

Art.  149.  Todas  las  sumas  percibi- 
das á  consecuencia  de  un  impuesto  mu- 
nicipal ingresarán  en  la  Caja  del  Mu- 
nicipio, y  se  aplicarán,  salvo  las  dispo- 
siciones precedentes,  á  todos  los  servi- 
cios á  que  dichos  fondos  deban  hacer 
frente  en  virtud  de  la  presente  ley,  ó  á 
otros  previstos  por  la  misma. 

CAPÍTULO  III 

Impuesto  prooihcial  (de  condado) 

Art.  150.  Cuando  un  burgo  tiene  por 
separado  un  Tribunal  de  sesiones  tri- 
mestrales, los  Jueces  del  condado  en 
donde  está  situado,  en  todo  ó  en  parte, 
no  podrán  gravar  con  impuesto  alguno 
provincial  los  bienes  de  dicho  burgo;  y, 
salvo  disposiciones  expresas  de  la  pre- 


sente ley,  las  diversas  partes  de  este 
burgo  estarán  libres  de  toda  contribu- 
ción impuesta  por  ó  para  el  condado; 
pero  nada  impedirá  la  cobranza  de  los 
atrasos  de  un  impuesto  provincial, 
acordado  y  repartido  antes  de  la  conce- 
sión de  un  Tribunal  de  sesiones  trimes- 
trales especial  del  burgo. 

Art.  151.  La  Corporación  municipal 
de  un  burgo  que  tenga  un  Tribunal  de 
sesiones  trimestrales,  estará  obligada 
á  reembolsar  las  sumas,  si  las  hay,  to- 
madas del  impuesto  del  condado  en 
que  esté  situado  el  burgo,  y  que  no  sean 
pagaderas  en  otra  forma,  para  atender 
á  los  gastos  ocasionados  para  la  per- 
secución, custodia,  entrega  ó  trasla- 
ción de  un  preso  ó  la  ejecución  de  la 
pena  de  todo  delincuente  entregado  por 
el  burgo  al  Tribunal  de  Assises  del 
condado  que  deban  juzgarle. 

Art.  153.  Si  todo  ó  parte  del  territo- 
rio actualmente  comprendido  en  un 
burgo  que  tiene  un  Tribunal  de  sesio- 
nes trimestrales  propio,  contribuía  ó 
estaba  sujeto,  antes  de  Julio  de  1832,  al 
impuesto  del  condado  en  donde  esté  si- 
tuado este  burgo,  además  de  la  obliga- 
ción de  pagar  los  gastos  indicados  en 
el  anterior  artículo,  continuará  la  Cor- 
poración municipal  con  la  de  contri- 
buir al  impuesto  provincial  para  los 
demás  servicios  indicados  en  la  pre- 
sente ley  con  el  nombre  de  Servicios 
generales  del  condado. 

Los  servicios  generales  del  condado 
no  comprenderán  los  gastos  de  las  in- 
vestigaciones del  Coroner,  los  causa- 
dos por  la  ejecución  de  la  ley  sobre  la 
venta  de  alimentos  falsificados  en  lo 
que  se  refiere  al  condado,  los  relativos 
á  la  inspección  de  pesas  y  medidas  en 
el  condado,  si  la  tiene  establecida  el 
burgo,  ni  los  pagos  hechos  á  los  Jefes 
especiales  de  policía. 
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Art.  153.  El  Tesorero  de  cada  con- 
dado remitirá  dos  veces  por  año  al 
Consejo  de  cada  burgo  de  los  situados 
en  el  condado,  y  que  tengan  Tribunal 
de  sesiones  trimestrales  propio,  una 
copia  de  tas  cuentas,  indicando  por  se- 
parado: 

1.°  Las  sumas  tomadas  del  impuesto 
provincia]  para  los  gastos  ocasionados 
por  la  persecución,  custodia,  entrega, 
transporte  ó  ejecución  de  la  pena  de  los 
acusados  entregados  por  el  burgo  al 
Jurado  provincial  que  debe  juzgarles; 

2.°  Si  el  burgo  estuviese  obligado  a 
contribuir  al  impuesto  provincial  para 
los  servicios  generales  del  condado, 
todas  las  sumas  tomadas  del  impuesto 
provincial  para  estos  servicios,  todas 
las  que  se  hayan  recibido  por  cuenta 
del  impuesto  de  condado  ó  provincial 
y  la  parte  proporcional  imputable  al 
burgo  en  estos  gastos,  deducidas  las 
sumas  recibidas,  y  se  agregará  una 
orden  al  Consejo  para  pagar  la  suma 
debida  por  la  Corporación  del  burgo. 

El  Consejo  deberá  ordenar  inmedia- 
tamente que  la  deuda  asi  comprada,  in- 
cluyendo en  ella  los  gastos  de  ejecución 
y  del  envto  de  las  cuentas,  se  le  pague 
al  Tesorero  del  condado  con  cargo  á 
los  fondos  municipales. 

Si  no  se  cumpliera  la  orden,  podrán 
los  Jueces  del  condado,  á  instancia  del 
Tesorero  del  mismo,  hecha  un  mes  des- 
pués de  redactada  la  orden,  enviar  al 
Tesorero  del  burgo  un  mandato  para 
que  pague  al  del  condado,  además  de  la 
suma  expresada  en  la  orden,  la  adicio- 
nal ñjada  en  el  mandamiento,  que  será 
calculada  sobre  la  base  de  un  cheüing 
por  cada  diez  de  la  suma  á  que  se  refe- 
ría la  orden,  y  hasta  el  pago  completo 
tendrá  el  Tesorero  del  condado,  respec- 
to de  este  mandamiento  y  para  reco- 
brar la  suma  de  que  se  trata,  los  pode- 


res y  derechos  que  tendría  contra  un 
depositario  ó  un  Inspector  de  pobres 
para  recobrar  los  impuestos  del  conda- 
do con  sus  recargos. 

Si  surgiera  disidencia  respecto  de  la 
cuenta,  se  someterá  al  arbitraje  de. un 
Abogado,  nombrado  á  propuesta  del  Te- 
sorero del  condado  ó  del  del  burgo  por 
el  Secretario  de  Estado.  El  arbitro  po- 
drá aplazar  la  audiencia  de  las  partes 
y  pedirles  previamente  todos  los  infor- 
mes que  considere  necesarios.  Su  fallo, 
dictado  por  escrito,  Ajará  el  total  de  la 
suma  que  debe  pagarse  por  el  Consejo 
al  Tesorero  provincial,  y  será  definitiva 
y  sin  apelación.  También  fijará  los 
gastos  ocasionados  por  el  arbitraje  y 
por  quién  y  con  qué  fondos  han  de  pa- 
garse. 

TÍTULO  VIII 

ADMINISTRACIÓN  DE  JUSTICIA 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Jueces  de  condado 

Art.  154.  Cuando  un  burgo  no  tiene 
Tribunal  de  sesiones  trimestrales,  ejer- 
cerán en  él  su  jurisdicción  los  Jueces 
de  condado  de  que  el  burgo  forme  par- 
te, lo  mismo  que  la  ejerzan  en  el  con- 
dado. 

Ninguna  parte  del  burgo  que  tenga 
un  Tribunal  de  sesiones  trimestrales 
caerá  bajo  la  jurisdicción  de  los  Tribu- 
nales trimestrales  formados  por  los 
Jueces  de  un  condado,  en  donde  el  bur- 
go estuviere  emancipado  de  ella,  antes 
de  la  ley  de  1835. 

CAPÍTULO  11 

Jueces  municipales  (Borough  jitxtices) 

Art.  155.    El  Alcalde  será,  en  virtud 
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de  su  titulo,  el  Juez  de  paz  del  burgo,  y 
i,  no  ser  que  no  tenga  condiciones  para 
Alcalde,  continuará  siendo  Juez  de  paz 
durante  el  año  siguiente  al  en  que  ce- 
sara en  el  desempeño  de  la  alcaldía. 

El  Alcalde  tendrá  la  presidencia  y 
primacía  sobre  todos  los  demás  Jueces 
de  paz  del  burgo,  y  presidirá  de  dere- 
cho todas  las  audiencias  que  celebren 
y  á  que  asista.  Sin  embargo,  el  presen- 
te articulo  no  le  da  la  primacía  sobre 
los  Jueces  de  paz  del  condado  en  donde 
esté  situado  el  burgo,  á  do  ser  que  se 
trate  de  un  negocio  que  se  relacione 
con  los  intereses  de  aquél,  ni  sobre  los 
Jueces  retribuidos  mientras  estén  ad- 
ministrando justicia. 

Art.  156.  La  Reina  podrá  también,  á 
instancia  del  Consejo  del  burgo,  con- 
ceder legal  mente  á  éste  una  comisión 
de  paz  exclusiva. 

Art.  157.  También  podrá  la  Reina 
dar  á  diversas  personas  una  comisión 
de  S.  M.  para  que  actúen  como  Jueces 
de  paz  en  los  burgos  que  tengan  una 
comisión  especial  de  paz. 

El  Juez  de  paz  de  un  burgo  do  tendrá 
capacidad  para  actuar  come  tal  sino 
después  de  haber  prestado  los  jura- 
mentos exigidos  por  las  leyes,  excepto 
el  que  acredite  la  elegibilidad  en  virtud 
de  una  propiedad,  y  después  de  haber 
hecho  ante  el  Alcalde  ó  ante  dos  miem- 
bros del  Consejo  una  declaración  en  la 
forma  proscripta  por  el  anexo  octavo. 

Durante  el  tiempo  que  haya  de  ac- 
tuar como  Juez  deberá  residir  en  el 
burgo  ó  en  un  radio  de  siete  millas,  ú 
ocupar  en  él  una  casa,  un  almacén  ú 
otro  local  análogo. 

Para  el  desempeño  de  dichas  funcio- 
nes no  necesita  ser  burgués  ni  tener  la 
cualidad  de  tal  por  virtud  de  una  pro- 
piedad, como  se  exige  al  Juez  de  con- 
dado. 


Art.  158.  El  Juez  de  paz  de  un  burgo 
tendrá,  respecto  de  los  delitos  come- 
tidos en  su  jurisdicción  y  de  las  cues- 
tiones que  allí  surjan,  la  misma  auto- 
ridad y  competencia  que  dan  al  Juez 
de  un  condado  las  leyes  locales  ó  gene- 
rales sobre  los  delitos  cometidos  y 
cuestiones  que  surjan  en  el  mismo; 
pero  no  podrá  prevalerse  de  su  cuali- 
dad de  Juez  del  burgo  para  formar  par- 
te del  Tribunal  del  Jurado  ó  del  de  se- 
siones trimestrales,  ni  establecer  ó  co- 
brar ningún  impuesto  provincial  6  mu- 
nicipal. 

El  Juez  de  paz  no  perderá  su  capaci- 
dad para  actuar,  según  lo  prescripto  en 
la  presente  ley,  porque  esté  sometido 
al  impuesto  municipal. 

Art.  159.  Los  Jueces  de  paz  de  un 
burgo  designarán  una  persona  capaz 
para  que  le  sirva  de  Secretario,  pu- 
diendo  reemplazarle  &  su  voluntad. 

No  elegirán  ni  conservarán  como  Se- 
cretario á  un  Alderimn,  á  un  Conseje- 
ro, ni  á  un  Secretario  de  paz  del  burgo 
ó  del  condado  en  donde  éste  se  halle 
situado,  ni  á  un  socio  suyo. 

Los  Secretarios  de  los  Jueces  de  paz 
no  deberán  actuar  directa  ni  indirecta- 
mente en  el  proceso  de  un  acusado  en- 
tregado por  estos  Jueces,  ó  por  uno  de 
ellos,  al  Tribunal  de)  Jurado  ó  al  de  se- 
siones trimestrales. 

Todo  el  que  actúe  contraviniendo  á 
la  anterior  prescripción  será  condena- 
do por  cada  infracción  á  una  multa  de 
100  libras  como  máximum. 

La  mitad  de  esta  multa  deberá  en- 
tregarse, con  las  costas,  al  que  se  baya 
encargado  de  la  persecución  judicial. 

Art.  160.  El  Consejo  del  burgo  en 
que  haya  una  Comisión  ó  Tribunal  de 
paz  deberá  decorar  y  amueblar  conve- 
nientemente las  salas  de  audiencia. 

No  podrán  instalarse  éstas  en  un  edi- 
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flcio  en  donde  se  expendan  bebidas  es- 
pirituosas. 


Jueces  retribuido»  (ttipendiary 

Magistraíes) 

Art.  161.  Si  el  Consejo  desea  que  se 
nombre  por  el  burgo  un  Juez  retribui- 
do, deberá  dirigir  su  petición  al  Se- 
cretario de  Estado,  pudiendo  la  Reina 
legalmente  nombrar  para  estas  (uncio- 
nes á  un  Abogado  que  lleve  siete  años 
de  ejercicio. 

Este  Abogado  conservará  estas  fun- 
ciones todo  el  tiempo  que  S.  M.  estime 
conveniente,  yseráJuezde  paz  de  burgo 
de  pleno  derecho,  percibirá  un  sueldo 
anual  que  no  excederá,  salvo  acuerdo 
del  Consejo,  del  que  haya  sido  propues- 
to en  la  petición,  y  que  será  determi- 
nado en  lo  sucesivo  por  S.  M. 

Dicbo  sueldo  deberá  pagársele  por 
trimestres  mientras  se  halle  en  el  ejer- 
cicio de  sus  [unciones. 

En  caso  de  vacante,  sólo  se  hará  otro 
nombramiento  cuando  el  Consejo  asi  lo 
pida,  en  la  misma  forma  que  antes. 

Un  burgo  puede  tener  varios  Jueces 
retribuidos. 

CAPÍTULO  IV 

Sesione»   trimestrales   del   burgo.  —  El 
tJteeorden,  el  Secretario  de  paz 

Art.  162.  A  petición  del  Consejo  de 
un  burgo,  podrá  la  Reina,  previo  acuer- 
do de  su  Consejo,  acceder  á  que  se  re- 
una  un  Tribunal  de  sesiones  trimestra- 
les en  el  mencionado  burgo. 

La  petición  será  motivada,  indicando 
además  el  sueldo  que  el  Consejo  tiene 
intención  de  dar  al  Recorder. 


Este  favor  podrá  concederse  en  los 
términos  y  con  las  condiciones  que  Su 
Majestad  con  su  Consejo  estime  conve- 
nientes. 

En  los  cinco  días  siguientes  á  aquel 
en  que  reciba  la  concesión  pedida,  re- 
mitirá el  Consejo  una  copia  de  aquélla, 
con  el  sello  de  la  Corporación,  al  Se- 
cretario de  paz  del  condado  ó  á  los  de 
los  condados,  si  son  varios,  en  que  esté 
situado  el  burgo. 

Art.  163.  La  Reina  podrá  también 
legalmente  nombrar,  en  un  burgo  que 
haya  obtenido  un  Tribunal  especial -de 
secciones  trimestrales,  un  Abogado  que 
lleve  cinco  años  de  ejercicio  para  des- 
empeñar el  cargo  de  Recorder  de  este 
burgo. 

Dicho  Abogado  conservará  sus  fun- 
ciones mientras  las  desempeñe  de  un 
modo  satisfactorio,  y  será  de  pleno  de- 
recho Juez  de  paz  del  burgo. 

No  actuará  en  calidad  de  Recorder, 
ni .de  Juez  de  paz,  sino  después  de 
prestar  los  juramentos  exigidos  á  este 
funcionario,  y  de  haber  hecho,  ante  el 
Alcalde  ó  ante  dos  miembros  del  Con- 
sejo, las  declaraciones  formuladas  en 
el  anexo  octavo. 

En  todos  los  actos  de  la  Corporación 
tendrá  su  puesto  inmediatamente  des- 
pués del  Alcalde. 

Mientras  permanezca  en  funciones 
no  podrá  ser  Diputado  por  el  burgo,  ni 
Alderman,  Consejero,  ni  Juez  retribuí- 
do  por  el  mismo;  pero  podrá  ser  nom- 
brado Revisor,  y  será  elegible  como 
Diputado  en  cualquier  otro  distrito. 

Percibirá  un  sueldo  anual,  que  no  ex- 
cederá de  la  cantidad  propuesta  en  la 
petición  por  la  que  se  ha  concedido  el 
Tribunal  de  sesiones  trimestrales,  y 
que  se  Ajará  por  S.  M.;  pero  este  sueldo 
podrá  aumentarse  en  cualquier  época 
por  una  resolución  del  Consejo  del  bur- 
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go,  aprobada  por  el  Secretario  de  Esta- 
.  do,  y  sin  que  el  Recorder  esté  obligado 
á  resignar  sus  funciones  para  recibir 
un  nuevo  nombramiento. 

Se  puede  ser  nombrado  Reeorder  por 
dos  ó  más  burgos  4  la  vez. 

Art.  164.  El  Consejo  de  un  burgo 
que  tenga  un  Tribunal  especial  de  se- 
siones trimestrales,  elegirá  oportuna- 
mente para  Secretario  de  paz  del  mis- 
mo á  una  persona  que  tenga  la  capaci- 
dad necesaria. 

El  Secretario  de  paz  conservara  sus 
funciones  mientras  las  desempeñe  de 
un  modo  satisfactorio. 

El  Secretario  de  paz  podrá  designar 
oportunamente  por  un  escrito  Armado 
por  él,  á  una  persona  que  tenga  la  ca- 
pacidad necesaria  para  sustituirle  en 
caso  de  enfermedad,  ausencia  ü  otro 
impedimento. 

El  nombramiento  del  suplente  se  no- 
tificará al  Consejo  por  escrito  firmado 
por  el  Secretario  de  paz,  cuyo  docu- 
mento conservará  el  Consejo  entre  los 
suyos. 

El  Secretario  de  paz  podrá  percibir 
su  haber  por  un  sueldo  6  por  honora- 
rios, que  cobrará  con  arreglo  á  una  ta- 
rifa decretada  por  el  Consejo  y  aproba- 
da por  el  Secretario  de  Estado. 

Art.  165.  El  Recorder  celebrará  se- 
siones como  Tribunal  en  el  burgo  cada 
tres  meses,  ó  con  más  frecuencia  si  lo 
juzgare  conveniente  ó  lo  ordenare  el 
Secretario  de  Estado. 

Constituiré  Tribunal  él  solo. 

El  Tribunal  se  denominará  Tribunal 
de  Record,  y  conocerá  de  todos  los  de- 
litos y  negocios  de  que  conozcan  los 
Tribunales  de  sesiones  trimestrales  de 
los  condados  de  Inglaterra  y  del  pats 
de  Gales.  El  Reeorder,  aunque  juzgue 
solo,  tendrá  autoridad  para  hacer  todo 
lo  necesario  para  ejercer  esta  jurisdic- 


ción tan  plenamente  como  dichos  Tri- 
bunales. 

Sin  embargo,  en  su  cualidad  de  Re- 
corder no  tendrá  derecho: 

a)  A  autorizar  impuestos  munici- 
pales; 

6)  A  realizar  acto  alguno  relativo  á 
estos  impuestos,  salvo  lo  concerniente 
á  las  apelaciones  á  que  den  lugar; 

c)  A  conceder  licencias  para  la  ven- 
ta al  por  menor  de  licores  fuertes; 

d)  A  ejercer  cualquiera  de  los  pode- 
res o  atribuciones  expresamente  reser- 
vados al  Consejo. 

Art.  166.  El  Recorder,  en  caso  de  en- 
fermedad ó  de  ausencia  inevitable,  po- 
drá designar  por  escrito  á  un  Abogado 
que  lleve  cinco  años  de  ejercicio  para 
que  le  sustituya  en  calidad  de  suplente 
en  la  próxima  sesión  trimestral,  ó  en 
las  que  actualmente  se  estén  celebran- 
do, pero  no  después. 

Sin  embargo,  no  serian  ilegales  las 
sesiones  ni  nulos  los  actos  de  un  su- 
plente por  el  solo  motivo  de  que  no  fue- 
se inevitable  la  ausencia  del  Recordar. 

Art.  167.  En  caso  de  ausencia  ó  fal- 
ta del  Recorder  y  del  suplente,  abrirá 
la  audiencia  el  Alcalde  en  las  épocas 
en  que  se  celebren  las  sesiones  tri- 
mestrales, pero  sólo  para  aplazar  las 
comparecencias  para  el  día  que  allí 
anuncie. 

Este  articulo  no  autoriza  al  Alcalde 
&  reemplazar  al  Tribunal  ni  á  juzgar  & 
los  delincuentes  citados  ante  el  Tri- 
bunal. 

Art.  168.  Sí  en  cualquier  momento 
entendiere  el  Reeorder  que  la  sesión 
trimestral  durará  probablemente  más 
de  tres  días,  incluso  el  de  apertura, 
podrá  ordenar,  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones del  presente  articulo,  la  for- 
mación de  un  segundo  Tribuna!,  y 
nombrar  por  escrito  un  Abogado  que 


dby  Google 


ADMINISTRACIÓN  LOCAL  DE   INGLATERRA 


107 


lleve  cinco  años  de  ejercicio  para  juz- 
gar los  delitos  sometidos  á  este  Tri- 
bunal. 

El  Abogado  encargado  de  esta  fun- 
ción Be  denominará  Reeorder  auxiliar; 
tendrá  y  ejercerá  las  mismas  atribu- 
ciones y  estará  sujeto  á  las  mismas 
obligaciones  que  el  Reeorder,  excepto 
ÍSt  declaración  indicada  en  el  anexo 
octavo. 

El  procedimiento  que  deberá  seguir* 
se  por  él  y  ante  él  producirá  los  mis- 
mos efectos  que  si  fuese  el  Reeorder 
propietario. 

Sin  embargo,  el  Reeorder  auxiliar 
sólo  tendrá  poder  y  jurisdicción  en 
tanto  que  el  propietario  esté  celebran- 
do sesión  trimestral,  á  no  ser  que  no 
haya  podido  terminar  el  asunto  pen- 
diente. 

Si  en  cualquier  momento,  durante  la 
audiencia  del  segundo  Tribunal,  enten- 
diere el  Reeorder  que  aquél  no  es  ya 
necesario,  podrá  ordenar  que  el  auxi- 
liar lo  aplace  hasta  que  convenga. 

Cuando  se  haya  formado  del  modo 
indicado  un  segundo  Tribunal,  el  Se- 
cretario de  paz  designará,  á  instancia 
del  Reeorder,  un  auxiliar,  y  el  Reeor- 
der designará  por  si  mismo  un  Algua- 
cil de  estrados,  suplente  para  dicho  Tri- 
bunal. 

El  Reeorder  sólo  ejercerá  este  poder 
de  formar  un  segundo  Tribunal: 

1.°  Si  antes  de  cada  sesión  trimes- 
tral se  le  ha  notificado  por  escrito  Ar- 
mado por  el  Alcalde,  por  dos  Aldermen 
ó  por  el  Secretario  municipal,  que  el 
Consejo  ha  acordado  que  seria  conve- 
niente hacerlo; 

2.°  Si  el  nombre  del  Abogado  que 
debe  ser  designado  ha  sido  poco  antes 
indicado  por  el  Secretario  de  Estado, 
como  el  de  una  persona  capaz  y  á  pro- 
pósito para  ejercer  esta  función. 


Cuando  la  resolución  del  Consejo  se 
haya  notificado,  será  válida  si  se  ha 
redactado  en  el  sentido  de  que  no  será 
necesaria  durante  doce  meses  una  nue- 
va resolución. 

El  Reeorder  auxiliar,  el  Secretario 
adjunto  y  el  Alguacil  de  estrados  su- 
plente percibirán  la  remuneración  que 
se  fija  en  los  anexos  cuarto  y  quinto. 

Los  poderes  conferidos  al  Reeorder 
por  este  articulo,  podrán  ser  ejercidos 
por  el  suplente. 

Los  nombramientos  hechos  y  los  cer- 
tificados expedidos  en  ejecución  de  lo 
proscripto  en  este  articulo,  no  estarán 
sometidos  á  derecho  de  timbre  ni  á 
otro  impuesto  alguno. 

Art.  169.  La  Corporación  municipal 
de  un  burgo  que  tenga  un  Tribunal  de 
sesiones  trimestrales  estará  obligada 
á  pagar  los  gastos  ocasionados  en  la 
persecución  de  un  delito  cometido  ó 
que  se  supone  cometido  en  el  burgo, 
como  cualquier  otro  delito  cuya  perse- 
cución dé  también  lugar  á  gastos  im- 
putables al  burgo.  El  total  se  fijará  con 
arreglo  á  las  prescripciones  de  la  ley,  y 
la  orden  del  Tribunal  para  reclamar  el 
pago  se  dirigirá  al  Tesorero  del  burgo. 

CAPÍTULO  V 

El  Scherif 

Art.  170.  El  dia  9  de  Noviembre  de 
cada  año  nombrará  el  Consejo  de  cada 
burgo,  de  los  que  por  si  mismo  consti- 
tuyan condado,  y  el  de  la  ciudad  de  Ox- 
ford, una  persona  que  tenga  capacidad 
para  desempeñar  el  cargo  de  Scherif. 

Este  nombramiento  se  hará  en  la  se- 
sión trimestral  del  Consejo  inmediata- 
mente después  de  la  elección  del  Al- 
calde. 

El  Scherif  continuará  en  funciones 
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hasta  el  nombramiento  de 

Tendrá  las  mismas  obligaciones  y 
los  mismos  derechos  que  tendría  el 
Scherif  del  burgo  ó  de  la  ciudad,  si  no 
se  hubiera  dictado  esta  ley. 

CAPÍTULO  VI 

El  Coroner 

Art.  171.  El  Consejo  del  burgo  que 
tenga  Tribunal  especial  de  sesiones  tri- 
mestrales deberá,  en  el  término  de  diez 
días,  después  de  recibida  la  decisión  del 
Consejo  privado  que  le  conceda  nom- 
brar una. persona  capaz,  que  no  seaAÍ- 
derman  ni  Consejero,  para  desempeñar 
el  cargo  de  Coroner  del  burgo;  y  en  to 
sucesivo  no  podrá  ninguna  otra  perso- 
na que  no  sea  el  nombrado,  hacer  in- 
vestigación alguna  en  el  burgo  de  las 
que  entran  en  las  atribuciones  de  dicho 
funcionario . 

El  Coroner  conservará  sus  (unciones 
mientras  las  desempeñe  de  un  modo 
satisfactorio. 

Las  vacantes  de  este  empleo  se  pro- 
veerán en  el  término  de  diez  días  des- 
pués de  haber  ocurrido. 

El  Coroner  percibirá,. por  orden  del 
Recarder,  el  sueldo  que  se  le  haya  asig- 
nado con  arreglo  á  los  anexos  cuarto  y 
quinto. 

Art.  172.  En  caso  de  enfermedad  ó 
de  ausencia  inevitable,  designará  el 
Coroner  por  escrito,  y  bajo  su  firma, 
una  persona  capaz.  Abogado  ó  Procu- 
rador ,  pero  que  no  sea  Alderman  ó 
Consejero  del  burgo,  encargada  de  sus- 
tituirle en  calidad  de  Coroner  suplente 
mientras  dure  su  enfermedad  ó  la  au- 
sencia forzosa,  pero  no  por  más  tiempo 
ni  en  otro  caso. 

El  Alcalde  ó  dos  Jueces  de  paz  del 
burgo  deberán  certificar  bajo  su  firma, 


y  en  cada  caso  la  necesidad  de  nom- 
brar un  Coroner  suplente.  En  este  cer- 
tificado se  consignará  la  causa  de  la 
ausencia  del  propietario,  y  se  leerá  pu- 
blicamente en  cada  Jurado  de  investi- 
gación por  el  Coroner  suplente. 

Art.  173.  Antes  del  2  de  Febrero  de 
cada  año  dirigirá  el  Coroner  al  Secre- 
tario de  Estado  una  Memoria  escrita, 
en  la  forma  por  éste  indicada,  sobre  las 
circunstancias  de  los  diversos  casos  en 
que  él  ó  su  suplente  hayan  dirigido  una 
investigación  durante  el  año  transcurri- 
do hasta  el  31  de  Diciembre. 

Art.  174.  Cuando  un  burgo  no  tenga 
Tribunal  especial  de  sesiones  trimes- 
trales, no  hará  investigación  alguna 
que  entre  en  las  atribuciones  del  Coro- 
ner, sino  el  que  lo  sea  en  el  condado  6 
distrito  en  que  el  burgo  se  halle  si- 
tuado. 

El  Coroner  de  un  burgo  percibirá  los 
mismos  honorarios  que  el  del  condado. 

CAPITULO  VI] 

Tribunal  civil  municipal 

Art.  175.  El  Recarder,  si  le  hay,  será 
Juez  del  Tribunal  civil  municipal,  ex- 
cepto en  los  casos  en  que  el  Tribunal 
haya  sido  organizado  por  una  ley  local 
del  Parlamento. 

Si  el  Recorder  es  el  Juez,  podrá  en 
caso  de  enfermedad  6  de  ausencia  in- 
evitable designar  por  un  escrito  firma- 
do por  él  á  un  Abogado  que  lleve  cinco 
años  de  ejercicio  para  que  le  sustituya 
en  calidad  de  Juez  suplente  del  Tribu- 
nal en  la  sesión  ó  sesiones  que  deban 
celebrarse  inmediatamente  ó  que  en  el 
momento  se  estén  celebrando. 

Siempre  que  designe  un  suplente,  re- 
mitirá inmediatamente  el  Recorder  al 
Secretario  de  Estado  un  escrito  motiva 
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do,  exponiendo  las  razones  que  ha  te- 
nido para  ello. 

La  sesión  no  será  ilegal,  ni  los  actos 
del  suplente  serán  nulos  porque  la  au- 
sencia del  Recorder  no  haya  sido  in- 
evitable. 

Cuando  este  sea  Juez,  recibirá,  lo 
mismo  que  el  Juez  suplente,  la  retribu- 
ción que  el  Consejo  haya  Ajado  por  un 
acuerdo. 

Cuando  el  Recorder  es  el  Juez,  podrá 
el  Tribuna!  funcionar  en  su  ausencia, 
en  todas  las  materias  que  estén  dentro 
de  su  competencia,  salvo  el  (alio  de  las 
cuestiones  de  hecho  y  de  derecho,  ante 
todo  Abogado  que  lleve  cinco  años  de 
ejercicio,  ó  ante  todo  Procurador  que 
tenga  cinco  años  de  práctica,  nombra- 
do oportunamente  por  el  Recorder  en 
un  escrito  por  él  firmado. 

Cuando  el  Recorder  ó  su  suplente  sea 
el  Juez,  y  ambos  estén  ausentes,  salvo 
la  resolución  de  los  puntos  de  hecho  ó 
de  derecho,  ó  que  lo  prohiba  una  ley 
local,  podrán  practicarse  todos  los  ac- 
tos de  procedimiento  por  ó  ame  el  Re- 
gistrar ó  cualquier  otra  persona  que  el 
Recorder  haya  designado  por  escrito,  y 
que  lleve  cinco  años  de  ejercicio  como 
Abogado  Ó  de  práctica  como  Procu- 
rador. 

Art.  176.  Cuando  haya  un  Tribunal 
civil  municipal  para  un  Recorder,  el 
Magistrado  del  burgo  que,  en  virtud  de 
la  ley  constitutiva  del  Tribunal,  ó  con 
arreglo  á  la  costumbre  sea  Juez  del 
mismo,  continuará  siéndolo  y  actuando 
como  tal;  y  el  Consejo  tendrá  derecho 
á  nombrar  el  Magistrado  competente. 

Art.  177.  Todo  Juez  ó  Asesor  de  un 
Tribunal  civil  municipal  que  no  sea 
el  Alcalde,  conservará  sus  funciones 
mientras  las  llene  de  un  modo  satisfac- 
torio. 

Art.  178.    Salvo  el  caso  en  que  el  Se- 


cretario municipal  actúe  en  calidad  de 
Registrar,  nombrará  oportunamente  el 
Consejo  un  Registrar  del  Tribunal  civil 
municipal. 

El  Consejo  nombrará  también  los  de* 
más  funcionarios  y  empleados  necesa- 
rios para  este  Tribunal. 

Los  honorarios  que  deban  percibir  el 
Registrar  y  los  demás  funcionarios  del 
Tribunal  se  Ajarán  oportunamente  por 
el  Consejo,  con  la  aprobación  del  Se- 
cretario de  Estado. 

Si  los  honorarios  no  se  estableciesen 
en  esta  forma  y  en  la  medida  en  que 
deban  serlo,  se  ajustarán  á  loa  que 
percibían  antes  de  adaptarse  la  ley 
de  1835. 

Art.  179.  Ni  el  Registrar  de  un  Tri- 
bunal civil  municipal  ni  otro  funciona- 
rio alguno  del  mismo  deberá  ejercer, 
por  si  mismo  ni  por  un  Asociado  ó  Se- 
cretario, el  cargo  de  Solicitor  6  de 
Attorney  cerca  del  Tribunal,  asi  como 
tampoco  servir  de  agente  á  uno  de  es- 
tos últimos  funcionarios. 

Salvo  la  excepción  precedente,  todo 
Solicitor  cerca  del  Tribunat  Supremo 
puede  actuar  como  tal  cerca  del  Tribu- 
nal civil  municipal. 

Art.  180.  Todo  Tribunal  civil  muni- 
cipal se  reunirá  para  juzgar  las  cues- 
tiones de  hecho  y  de  derecho  por  lo 
menos  cuatro  veces  al  año,  sin  que  me- 
die un  intervalo  de  más  de  cuatro  me- 
ses entre  dos  sesiones  sucesivas. 

Sin  perjuicio  de  lo  anteriormente  in- 
dicado, cuando  el  Recorder  sea  el  Juez, 
funcionará  el  Tribunal  en  las  épocas 
en  que  éste  lo  crea  oportuno  ó  que 
el  Secretario  de  Estado  indique  á  su 
tiempo. 

Aft  181.  Toda  acción  personal  pre- 
sentada ante  un  Tribunal  civil  munici- 
pal, comenzará  por  una  orden  de  com- 
parecencia. 
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Art.  182.  Salvo  lo  dispuesto  en  la 
presente  ley,  podra  el  Juez  de  un  Tri- 
bunal civil  municipal  prescribir  las  dis- 
posiciones oportunas  para  determinar 
las  épocas  en  que  habrá  de  funcionar 
el  Tribunal,  la  marcha  de  los  negocios, 
el  procedimiento,  los  honorarios  de  los 
Procuradores,  etc.,  pudiendo  modifi- 
car, cuando  lo  estime  conveniente,  las 
disposiciones  que  hubiere  adoptado; 
mas  cuando  hubiere  un  Reeorder,  y 
éste  no  fuese  el  Juez  del  Tribunal,  toda 
disposición  6  regla  prescripta  por  el 
Juez  será  sometida  á  la  aprobación 
del  Reeorder,  que  la  dará  por  escrito  y 
firmada,  si  bien  esta  prescripción  no 
se  aplicará  cuando  el  Reeorder  actúe 
como  Juez  suplente. 

En  ambos  casos  (sea  ó  no  Juez  el  Re- 
eorder) las  reglas  proscriptas  por  el 
Juez  en  virtud  de  este  artículo  estarán 
sujetas  á  la  aprobación  de)  Tribunal 
Supremo. 

Art  183.  Cuando,  segúnlaley de  1835, 
un  Tribunal  civil  municipal  cuyo  Juez 
es  el  Reeorder,  6  en  el  que  se  sienta  en 
calidad  de  Juez  ó  de  Asesor  un  Abogado 
con  cinco  años  de  ejercicio,  tenga  com- 
petencia para  entender  en  acciones  per- 
sonales cuyo  objeto  sea  el  cobro  de  una 
suma  que  no  exceda  de  20  libras  y  en 
acciones  de  desahucio  de  arrendamien- 
to cuando  la  renta  anual  no  exceda 
tampoco  de  20  libras,  sin  haberse  con- 
venido ni  fijado  prima  alguna,  el  Tri- 
bunal continuará  ejerciendo  eBta juris- 
dicción. 

Ninguna  acción  en  ia  qwe  se  litigue 
el  titulo  ó  la  posesión  de  una  finca  de 
cualquier  cabida,  de  un  diezmo,  de  un 
peaje,  de  un  derecho  de  feria  ó  merca- 
do, ó  de  cualquier  otra  franquicia  no 
podrá  ser  juzgada  por  un  Tribunal  ci- 
vil municipal  que  no  tuviere  esta  com- 
petencia antes  de  1835. 


Si  pareciese  á  este  Tribunal  que  se 
trataba  de  un  titulo  de  esta  Índole  en 
un  litigio,  cesará  su  competencia,  y  si 
lo  cree  conveniente,  podrá  condenar  en 
costas  á  la  parte  que  haya  incoado  la 
acción. 

Art.  184.  En  lo  demás  no  se  introdu- 
ce variante  alguna  en  la  organización 
y  competencia  de  los  Tribunales  civiles 
municipales,  que  continuarán  siendo  lo 
que  eran  antes  de  esta  ley,  que  tampo- 
co afecta  á  la  ley  de  1 872,  relativa  á  los 
Tribunales  de  burgo  y  locales. 

Art.  185.  La  Reina  podrá  legal  men- 
te,  por  una  orden  dada  en  Consejo,  á 
petición  de  los  Jueces  de  un  Tribuna] 
de  sesiones  trimestrales  de  condado,  y 
á  instancia  del  Consejo  de  un  burgo, 
ampliar  la  jurisdicción  del  Tribunal  ci- 
vil municipal  á  un  distrito  adyacente 
al  burgo  y  que  se  halle  comprendido  en 
la  jurisdicción  del  Tribunal  de  sesiones 
trimestrales. 


Loa  Jurado»  del  burgo 

Art.  180.  Todos  los  vecinos  de  un 
burgo  que  tenga  un  Tribunal  especial 
de  sesiones  trimestrales  ó  un  Tribunal 
civil,  tendrán  el  derecho  y  el  deber  de 
formar  parte  de  los  grandes  iiwwiosy 
de  los  Jurado*  de  sentencias  del  burgo, 
Ano  estar  lega] mente  exceptuados  ó  á 
no  haber  perdido  su  derecho. 

El  Secretario  de  paz  les  avisará  la 
época  y  el  lugar  en  donde  el  Tribunal 
celebrará  sus  sesiones  trimestrales, 
todo  con  diez  días  de  anticipación  por 
lo  menos. 

Siete  días  antes  convocará  álos  gran- 
des Jurados,  y  dicho  funcionario,  en 
unión  del  Registrar,  convocarán  los  Ju- 
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rados  para  que  sentencien  las  causas. 

Las  convocatorias  se  harán  personal- 
mente ó  dejándolas  en  el  domicilio. 

El  Secretario  de  paz  y  el  Registrar 
formarán  las  listas,  que  contendrán  los 
nombres,  apellidos  y  domicilios  de  to- 
das las  personas  que  hubiesen  convo- 
cado. 

Nadie  será  llamado  como  jurado  más 
de  una  vez  durante  el  año,  á  no  ser  que 
se  haya  agotado  el  número  de  los  que 
podían  convocarse. 

Todo  el  que  se  niegue  á  desempeñar 
ia  función  de  jurado,  ó  después  de 
haberla  aceptado  no  asistiere,  será  con- 
denado á  una  multa,  que  fijará  el  Tri- 
bunal, que  podrá  embargar  y  ven- 
der los  bienes  del  que  no  pague  dicha 
multa. 

La  presente  ley  no  introduce  modi- 
ficación alguna  á  !a  de  ley  de  Jurados 
de  1870. 


Medidas  excepcionales 

Art.  187.  La  concesión  hecha  á  un 
burgo  de  una  comisión  especial  de  paz 
ó  de  un  Tribunal  especial  de  sesiones 
trimestrales,  no  será  modificada  por  la 
subsiguiente  hecha  á  un  condado. 

Art.  188.  (De  referencia  á  leyes  an- 
teriores.) 

Art.  189.  Cuando  en  ejecución  de 
una  ley  cualquiera  haya  cesado  una  lo- 
calidad de  formar  parte  de  un  burgo, 
los  Jueces  del  condado  en  donde  dicha 
localidad  esté  situada  podrán  ejercer 
su  jurisdicción  del  mismo  modo  y  bajo 
las  mismas  condiciones  que  los  del 
burgo  de  que  ha  sido  desmembrada. 


policía 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Comité  de  seguridad,  los  Constable* 

Art.  190.  El  Consejo  designará,  por 
el  tiempo  que  crea  conveniente,  un  nú- 
mero que  crea  suficiente,  que  no  exce- 
derá del  tercio,  para  formar,  con  el  Al- 
calde, el  Comité  de  seguridad. 

Este  Comité  adoptará  sus  resolucio- 
nes por  mayoría  de  los  miembros  pre- 
sentes; pero  éstos  habrán  de  ser,  por  lo 
menos,  en  número  de  tres. 

Art.  191.  El  Comité  de  seguridad  de- 
signará oportunamente  un  número  su- 
ficiente de  hombres  capaces  para  ser 
agenteB  de  policía  ó  Constables  munici- 
pales. 

Los  Constables  municipales  presta- 
rán juramento  ante  un  Juez  que  ejerza 
jurisdicción  en  el  burgo,  y  después  de 
prestado  el  juramento,  tendrán  plena 
autoridad  en  el  burgo,  en  el  condado  en 
que  éste  se  halle  situado  y  en  todo  con- 
dado que  se  encuentre  dentro  del  radio 
de  siete  millas. 

Los  Constables  actuarán  á  las  órde- 
nes de  los  Jueces  de  paz  del  burgo  ó  de 
los  condados,  y  bajo  la  inspección  del 
Comité  de  seguridad,  que  hará  los  re- 
glamentos á  que  deben  estar  someti- 
dos, pudiendo  siempre  suspenderlos  ó 
derogarlos.  También  podrán  suspen- 
derlos dos  Jueces  de  paz  que  tengan 
jurisdicción  en  el  burgo. 

Art.  192.  El  Comité  de  seguridad  di- 
rigirá en  1  .•  de  Enero,  en  1.°  de  Abril, 
en  1.°  de  Julio  y  en  1.°  de  Octubre,  al 
Secretario  de  Estado,  una  copia  de  to- 
dos los  acuerdos  tomados  por  aquél  ó 
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por  «1  Consejo  para  reglamentar  y  diri- 
gir el  servicio  de  los  Constables  muni- 
cipales. 

Art.  193.  Los  Constables  municipales 
tendrán  derecho,  cuando  estén  de  ser- 
vicio, á  detener  á  todo  individuo  vaga- 
bundo y  sospechoso  que  turbe  la  paz 
pública,  ó  á  quien  puedan  atribuir  con 
fundamento  la  intención  de  cometer  un 
crimen,  le  remitirán  a  la  guardia  del 
Constable  municipal  de  servicio  en  el 
puesto  mas  próximo,  y  allí  se  le  reten- 
drá hasta  que  pueda  ser  conducido  ante 
un  Juez,  ó  si  el  agente  de  servicio  tiene 
derecho  á  poner  en  libertad  bajo  fianza, 
y  cree  conveniente  hacer  uso  de  este 
derecho,  exigirá  al  detenido  garantía 
de  que  se  presentará  de  nuevo  cuando 
se  le  exija. 

Art.  194.  Todo  agente  municipal  cul- 
pable de  negligencia  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  ó  de  desobediencia  á  una 
orden  legitima,  será  castigado  por  cada 
infracción  con  una  prisión  de  diez  dias, 
á  lo  sumo,  y  una  multa  que  no  excede- 
rá de  40  chelines,  ó  con  la  destitución. 

Art.  195.  El  que  golpeare  á  un  Cons- 
table municipal  ó  se  le  resista  al  ejer- 
cer sus  funciones,  ayude  ó  excite  á 
otras  personas  á  hacerlo,  será  conde- 
nado por  cada  ofensa  á  una  multa  que 
no  excederá  de  cinco  libras. 

Este  articulo  no  impedirá  la  perse- 
cución por  vía  de  acusación  contra  el 
delincuente,  pero  éste  no  podrá  ser 
perseguido  ala  vez  por  via  de  acusa- 
ción y  por  procedimiento  sumario  por 
el  mismo  delito. 

CAPÍTULO  11 

Constables  especiales 

Art.  196.  Dos  ó  más  Jueces  que  ten- 
gan jurisdicción  en  un  burgo  designa- 


rán, en  el  mes  de  Octubre  de  cada  año, 
por  un  decreto  que  firmarán,  cuantos 
habitantes  de  dicho  burgo  crean  con- 
veniente, siempre  que  no  estén  dispen- 
sados por  la  ley  para  desempeñar  el 
cargo  de  Constables,  para  actuar  en 
calidad  de  Constables  especiales  del 
burgo. 

Todo  Constable  especial  hará  una  de- 
claración que  equivaldrá  al  juramento 
exigido  por  la  ley,  y  tendrá  los  derechos 
é  inmunidades  y  estará  sometido  á  to- 
das las  obligaciones  y  penalidades  im- 
puestas por  la  ley  respectiva  (de  1830). 

Estos  agentes  sólo  podrán  proceder 
cuando  sean  requeridos  para  ello  por 
mandamiento  de  un  Juez  que  ejerza  ju- 
risdicción en  el  burgo. 

El  mandamiento  expresará  que  en 
opinión  del  Juez  es  insuficiente  la  fuer- 
za de  policía  ordinaria  en  aquellos  mo- 
mentos para  mantener  la  paz  en  el 
burgo. 

Las  personas  que  tengan  derecho  á 
votar  en  una  elección  parlamentaria 
no  estarán  sujetas  á  servir  como  Cona- 
tables  especiales  en  una  elección  ó 
mientras  ésta  dure. 

Los  Constables  especiales  tendrán  de- 
recho á  una  remuneración,  con  arreglo 
á  los  anexos  cuarto  y  quinto. 

CAPÍTULO  III 

Tasa  de  policía  ó  de  seguridad 

Art.  197.  Cuando  al  entrar  en  vigor 
la  presente  ley  pueda  imponerse  en  un 
burgo  una  tasa  para  el  servicio  de  vi- 
gilancia de  dia  ó  de  noche  ó  para  am- 
bos, podrá  el  Consejo  establecer  un  im- 
puesto de  seguridad  sobre  los  que  ocu- 
pen las  heredades  comprendidas  en  las 
posesiones  del  burgo  vigiladas  noche  y 
día  y  oportunamente  declaradas  por  el 
Consejo  sometidas  á  este  impuesto. 
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Bl  impuesto  de  segundad  se  estable- 
cerá sobre  la  renta  liquida  anual  de  las 
diversas  fincas  que  deben  pagarlo,  des- 
contadas las  cargas  y  gastos  de  toda 
especie. 

Dicho  impuesto  podrá  cobrarse  de 
ana  vez  por  todo  el  año  6  dividirse  en 
dos  ó  mas  plazos. 

El  total  se  Ajará  por  el  Consejo,  sin 
más  limitación  que  la  de  que  do  exceda 
de  ocho  peniques  por  libra  de  renta  li- 
quida anual  de  las  fincas  á  él  some- 
tidas. 

Respecto  del  impuesto  de  seguridad, 
el  Consejo  municipal  que  lo  vota  y  to- 
das las  autoridades  á  quienes  concier- 
ne, incluso  los  Inspectores  de  los  po- 
bres, tendrán  todos  los  poderes  que  les 
corresponden  respecto  del  impuesto 
municipal. 

Las  disposiciones  de  la  presente  ley 
relativas  á  las  órdenes  por  las  cuales 
pueden  las  Juntas  parroquiales  impo- 
ner en  ciertos  casos  la  contribución  á 
los  propietarios  en  lugar  de  los  ocu- 
pantes, se  aplicarán  también  al  im- 
puesto de  seguridad.  . 

Este  articulo  no  se  aplicará  á  las  Cor- 
poraciones en  que  las  rentas  del  Muni- 
cipio sean  suficientes,  con  el  auxilio  del 
impuesto  de  seguridad— tal  como  podía 
cobrarse  con  arreglo  á  la  ley  de  1835  y 
sin  agregar  Impuesto  alguno  municipal 
—para  satisfacer  los  gastos  de  la  fuer- 
za de  policía  del  burgo. 

El  presente  articulo  no  se  opone  á 
que  los  fondos  municipales  estén  afec- 
tos á  saldar  el  déficit  del  impuesto  de 
seguridad  relativa  á  los  gastos  de  poli- 
cía. No  someterá  lo  aqui  preceptuado 
al  impuesto  de  seguridad  las  fincas  que 
estén  exentas  de  él  por  una  ley  local. 

Tampoco  cambiará  la  situación  res- 
pectiva en  lo  concerniente  al  impuesto 
de  seguridad  de  las  fincas  que,  á  conse- 
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cuencia  de  una  ley  local,  tengan  dere- 
cho á  una  deducción,  ó  soporten  un 
aumento  sobre  el  impuesto  proporcio- 
nal por  cada  libra;  pero  dicha  deduc- 
ción ó  aumento  será  en  adelante  en 
virtud  de  este  articulo. 

Art.  198.  Cuando  sólo  una  parte  de 
la  parroquia  esté  sujeta  al  impuesto  de 
seguridad,  no  tomarán  los  Inspectores 
el  total  de  dicho  impuesto  que  grave 
sobre  la  parroquia  del  producto  del 
impuesto  de  los  pobres,  sino  que  esta- 
blecerán por  separado  un  impuesto  so- 
bre la  parte  ó  partes  de  la  parroquia 
sujetas  al  de  seguridad,  y  éste  impues- 
to especial  se  repartirá  del  modo,  se- 
gún las  reglas,  y  con  los  mismos  pro- 
cedimientos para  la  cobranza  que  se 
emplee  en  los  impuestos  municipales. 

El  impuesto  especial  de  que  se  trata 
no  se  cobrará  ó  exigirá  sin  estar  pre- 
viamente autorizado  por  dos  Jueces  en 
funciones  en  el  burgo  y  anunciado  pú- 
blicamente, del  mismo  modo  que  el  im- 
puesto de  los  pobres. 

El  que  se  considere  lesionado  por  un 
impuesto  especial,  podrá,  como  en  el 
impuesto  de  los  pobres,  apelar  al  Re 
corder  en  la  próxima  sesión  trimestral 
del  burgo,  ó  si  en  éste  no  la  hubiere, 
en  la  del  condado  en  que  el  burgo  esté 
situado  ó  del  que  es  limítrofe. 

Todo  impuesto  especial  podrá  ser  del 
tanto  por  libra  que  se  considere  nece- 
sario para  completar  la  suma  impuesta 
por  el  Consejo  municipal,  pero  no  de- 
berá exceder  de  dos  peniques  por  libra 
sobre  el  tanto  á  que  el  Consejo  hubiere 
elevado  el  impuesto  de  seguridad  que 
hubiese  repartido. " 

Los  Inspectores  rendirán  cuentas  de 
las  sumas  percibidas  por  un  impuesto 
especial,  lo  mismo  que  por  el  de  los 
pobres,  y  si  les  queda  algún  sobrante 
lo  entregarán  al  Tesorero,  para  que 
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éste  lo  agregue  en  el  fondo  municipal 
al  crédito  de  la  localidad  en  que  aquél 
se  haya  cobrado,  y  se  destinará  á  pa- 
gar en  parte  el  próximo  impuesto  de 
seguridad  acordado  por  el  Consejo  á 
cargo  de  dicha  localidad. 

Respecto  de  la  reclamación  hecha  en 
beneficio  de  una  persona  sometida  al 
impuesto  especial  y  que  pida  que  se  re- 
baje su  cuota,  y  una  vez  probada  la  im- 
posibilidad en  que  por  su  pobreza  se 
halla  de  pagar  el  total,  podrá  el  Con- 
sejo, ó  la  Junta  nombrada  al  efecto,  or- 
denar que  dicha  persona  quede  exenta 
del  impuesto  y  borrar  su  nombre  de  la 
lista;  y  en  lo  sucesivo  la  suma  que  él 
debia  pagar  no  se  considerará  como 
ingresada,  ni  podrá  imponerse  á  otra 
persona,  ni  exigirle  cuentas  de  ella, 
como  si  la  hubiere  recibido  ó  no  hubie- 
re empleado  suficiente  diligencia  para 
cobrarla. 

Los  Inspectores  que  establezcan  un 
impuesto  especial  podrán,  previo  un 
mandato  de  dos  Jueces  en  funciones  en 
el  burgo,  cobrar  al  que  se  niegue  á  pa- 
gar el  impuesto  la  suma  que  le  corres- 
ponda, aumentada  con  las  costas  y 
gastos,  por  medio  del  embargo  y  venta 
de  los  bienes  del  deudor.  No  habiendo 
sobre  qué  trabar  embargo,  podrán  los 
Jueces  mandarlo  encarcelar  y  tenerle 
en  prisión,  sin  admitir  flanza,  hasta  el 
pago  completo  de  dicha  suma,  con  los 
intereses  correspondientes. 

Art.  199.  La  orden  necesaria  para 
repartir  y  cobrar  un  impuesto  general 
de  seguridad  ó  uno  especial,  podrá 
emanar  del  Alcalde,  llevando  bu  firma 
y  el  sello  de  la  Corporación. 

Art.  200.  Toda  suma  procedente  de 
un  impuesto  general  de  seguridad  ó  de 
uno  especia],  ingresará  en  las  arcas 
municipales. 


DE  LOS  «FREEMEN»  Ó  VECINOS  LIBRES 

Art.  201.  En  esta  parte  de  la  presen- 
te ley,  el  término  freeman  comprende  á 
todas  las  personas  pertenecientes  á  la 
clase,  cuyos  derechos  é  intereses  han 
sido  reservados  por  la  ley  de  1835,  y 
que  se  denominan  freemen  ó  vecinos 
librea. 

Art.  202.  Nadie  podrá  adquirir  la 
cualidad  de  freeman  por  donación  ó 
compra. 

Art.  203.  El  Secretario  municipal  de 
cada  burgo  en  que,  al  entrar  en  vigor 
la  presente  ley,  exista  un  padrón  de  los 
freemen,  continuará  formando  y  con- 
servando una  lista  bajo  el  mismo 
nombre. 

Art.  204.  Cuando  una  persona  reúna 
los  títulos  necesarios  para  ser  admitido 
como  freeman,  con  arreglo  á  esta  ley, 
por  derecho  de  nacimiento,  de  servicio 
en  aprendizaje  ó  por  matrimonio,  y 
pida  que  se  le  declare  tal,  examinará 
el  Alcalde  la  petición;  si  ésta  fuese  fun- 
dada, será  admitido  el  reclaman'  e  é 
inscripto  por  el  Secretario  municipal  en 
el  padrón  de  los  freemen. 

Art.  205.  Todo  el  que  antes  de  la  ley 
de  1835  habla  sido  admitido  como  free- 
man, o  pudiera  haberlo  sido  de  otro 
modo  que  por  donación  ó  compra,  y  el 
que  en  la  actualidad  sea: 

1.a    Habitante  del  burgo; 

2."  Esposa,  viuda,  hijo  ó  hija  de 
freeman; 

3.a  Marido  de  una  hija  ó  de  una  viu- 
da de  freeman; 

4.a    Agregado  como  aprendiz. 

Tendrá,  para  disfrutar  de  este  dere- 
cho, salvo  las  prescripciones  de  la  pre- 
sente ley,  y  le  Berá  reconocida  la  capa- 
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cidad  de  adquirir  y  disfrutar  la  misma 
parte  y  el  mismo  beneficio  en  las  heren- 
cias con  las  rentas  y  productos  ¿  ellas 
anejos,  en  las  tierras  comunales  y  en 
las  rentas  del  Estado  de  todo  burgo  ó 
de  toda  Corporación,  ó  en  toda  propie- 
dad destinada  totalmente  á  obras  ó 
fundaciones  benéficas,  como  si  aquella 
ó  esta  ley  no  se  hubiesen  dictado. 

Art.  306.  La  suma  total  que  deba  re- 
partirse entre  las  personas  cuyos  dere- 
chos se  hayan  reservado  por  el  ar- 
ticulo anterior,  no  excederá  de  lo  que 
reste,  después  de  separados  los  in- 
tereses de  todas  las  deudas  legitimas 
imputables  a  la  propiedad  de  donde 
procedan  las  sumas  que  deban  distri- 
buirse, agregando  a  esto  los  sueldos  de 
los  funcionarios  municipales  y  los  de- 
más gastos  ordinarios  que  en  Junio 
de  1835  se  pagaban  por  esta  propiedad 
ó  le  eran  imputables. 

Cuando  antes  de  la  ley  de  1835  una 
persona  tuviese  derecho  á  la  condición 
defreeman,  con  tal  de  pagar  a  la  Cor- 
poración el  precio  de  su  franquicia, 
sólo  disfrutará  dicho  beneficio  cuando 
haya  cumplido  aquella  condición. 

Art.  207.  La  presente  ley  no  apoya 
ni  confirma  los  derechos  reservados  de 
los  freemen,  pudiendo  ser  impugnados 
ú  suprimidos,  como  si  esta  ley  no  exis- 
tiese. 

Art  208.  Para  poder  disfrutar  las 
exenciones  y  beneficios  atribuidos  á  los 
freemen,  debió  disfrutar  antes  de  1835, 
la  persona  que  los  reclame,  aquella 
cualidad  ó  la  capacidad  de  adquirirla, 
si  bien  cualquiera  podrá  ejercer  el  de- 
recho de  reclamación. 

Art.  209.  Todo  el  que,  en  su  cuali- 
dad de  freeman  ó  en  su  derecho  á  ser- 
lo, hubiese  adquirido  el  derecho  de  vo- 
lar en  las  elecciones  parlamentarias, 
podrá  ejercer  ó  adquirir  este  mismo 


derecho,  cualesquiera  que  sean  las  dis- 
posiciones de  la  presente  ley  y  de  la 
de  1835. 

No  podrá  imponerse  ningún  derecho 
de  timbre  por  la  admisión  de  una  per- 
sona á  la  cualidad  defreeman  por  na- 
cimiento ó  por  aprendizaje  en  un  burgo 
parlamentario. 

Para  la  inscripción  de  los  freemen  en 
el  número  de  los  electores  parlamenta- 
rios, llenará  el  Secretario  municipal 
todas  las  formalidades  exigidas  por 
la  ley. 

TÍTULO  XI 

CONCESIÓN  DE  CARTAS 

Art.  210.  Si  por  petición  dirigida 
á  la  Reina  por  los  jefes  de  familia  que 
habitan  una  ciudad,  varias  ciudades  ó 
un  distrito  de  Inglaterra,  ó  por  algunos 
de  ellos,  rogándole  que  les  conceda 
una  Caria  de  incorporación,  S.  M. ,  con 
el  acuerdo  de  bu  Consejo  privado,  juz- 
gase conveniente  hacer  de  dichas  ciu- 
dades, villas  ó  distrito,  ó  de  una  parte 
cualquiera  de  estas  localidades  especi- 
ficadas en  la  Carta  un  burgo  munici- 
pal incorporando  á  él  sus  habitantes, 
autorízala  ley  á  extender  por  la  men- 
cionada Carta  á  este  burgo  y  á  sus  ha- 
bitantes asi  incorporados  las  disposi- 
ciones de  las  leyes  sobre  incorporacio- 
nes municipales. 

Art.  211.  Toda  petición  que  tenga 
por  objeto  obtener  una  Carta  en  virtud 
de  la  presente  ley,  se  remitirá  á  una 
Comisión  de  los  Lores  del  Consejo  pri- 
vado de  S.  M.,  llamada  en  esta  parte 
de  la  ley  la  Comisión  del  Consejo. 

Un  mes,  por  lo  menos,  antes  que  la 
petición  sea  examinada  por  dicha  Co- 
misión, se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Londres,  ó  en  cualquier  otra  forma  que 
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el  comité  decida,  el  aviso  de  esta  peti- 
ción y  la  fecha  en  que  será  examinada. 

Art.  212.  Cuando  S.  M.  extienda,  por 
medio  de  una  Carta  á  un  burgo,  las  le- 
yes sobre  incorporaciones  municipales, 
autoriza  la  ley  á  tomar  en  esta  carta 
alguna  de  las  siguientes  medidas: 

l.1  Fijar  el  número  de  Consejeros, 
el  número  y  limite  de  los  cuarteles,  si 
los  hay,  y  asignar  á  cada  cuartel  el  nú- 
mero de  Consejeros; 

2*  Fijar  la  época  en  que  cesaron 
los  primeros  Aldermen  y  Consejeros; 

3.*  Determinar  las  (unciones,  las 
épocas  y  lugares  en  que  habrán  de  des- 
empeñarse y  las  personas  encargadas 
de  ellas,  hacer  todas  las  modificaciones 
a  las  leyes  sobre  incorporación  muni- 
cipal, y  adoptar,  por  último,  todas  las 
disposiciones  necesarias  ó  convenien- 
tes para  que  estas  leyes  sean  aplicables 
en  el  caso  en  que  por  primera  vez  se 
constituya  un  burgo  municipal. 

Estas  indicaciones  sustituirán  á  las 
que  contengan  las  leyes  de  incorpora- 
ciones municipales,  las  cuales,  salvo 
esta  diferencia,  serán  aplicadas  al 
burgo  en  cuanto  entre  en  vigor  la 
Carta. 

Cuando  sean  nombrados  en  la  Carta 
el  primer  Alcalde  y  los  primeros  Alder- 
men ó  Consejeros,  ó  algunos  de  ellos, 
serán  considerados  como  si  fuesen  ele- 
gidos en  virtud  de  las  mismas  leyes. 

Art.  213.  (Este  articulo  contiene  sie- 
te párrafos  muy  extensos,  limitándose 
á  reglamentar  la  solución  de  los  con- 
flictos entre  la  nueva  Corporación  crea- 
da y  las  autoridades  sanitarias.) 

Art.  214.  Antes  de  ser  decretado  por 
la  Comisión  del  Consejo,  será  sometido 
todo  proyecto  al  examen  del  Secretario 
de  Estado  y  de  la  Junta  del  gobierno 
local,  y  sí  afectase  á  los  derechos  de 
un  puerto,  tales  como  se  establecen  por 


la  ley  de  1861,  á  la  Junta  de  Comercio. 
Deberá  procurarse  siempre  que  el 
nuevo  burgo  se  halle  colocado  bajo  la 
jurisdicción  del  Consejo  municipal  como 
autoridad  sanitaria. 

Serán  aplicables  á  este  proyecto  las 
reglas  del  anexo  séptimo  relativas  al 
mismo. 

Si  á  la  Comisión  del  Consejo  le  pare- 
ciese bien  que  una  autoridad  local  ú 
otros  peticionarios  hayan  apoyado  ó 
rechazado  un  proyecto  ante  su  jurisdic- 
ción, y  entiende  que,  por  razones  par- 
ticulares, es  de  justicia  que  los  gastos 
hechos  por  dicha  autoridad  ú  otros  pe- 
ticionarios con  tal  motivo,  deben  ser 
pagados  como  si  se  hubieren  hecho  por 
la  autoridad  local  en  el  cumplimiento 
de  sus  deberes,  podrá  ordenar  que  se 
paguen  en  esta  forma. 

Art.  215.  No  hay  razón  alguna  para 
que  en  un  proyecto  ni  en  las  leyes  sobre 
Corporaciones  municipales  se  autorice 
en  un  burgo  á  que  se  haya  concedido 
una  Carta  en  virtud  de  la  presente  ley,  el 
establecimiento  de  una  nueva  fuerza  de 
policía  que  no  esté  unida  á  la  del  con- 
dado, á  no  ser  que  el  distrito  incorpo- 
rado comprenda  más  de  20.000  habi- 
tantes, según  el  último  censo  que  haya 
precedido  á  la  fecha  de  la  incorpora- 
ción. 

Art.  216.  La  Carta  legalmente  con- 
cedida y  aceptada  no  podrá  ser  impug- 
nada por  ningún  procedimiento  legal,  y 
deberá  ser  presentada  á  las  Cámaras 
enel  término  de  un  mesdespuésde  otor- 
gada, si  el  Parlamento  está  reunido,  y 
si  no  dentro  del  mes  siguiente  á  la  pri- 
mera apertura  de  las  Cámaras. 

Art.  217.  Cuando  se  haya  concedido 
á  un  burgo  una  Carta  dentro  de  los  sie- 
te años  anteriores  al  14  de  Agosto 
de  1877  (en  que  se  dictó  la  ley  sobre  1  as 
nuevas  Cartas),  la  Comisión  del  Con- 
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sejo,  basándose  en  la  petición  dirigi- 
da á  la  Reina  por  el  Consejo  del  burgo 
ó  por  cualquier  otra  autoridad  local 
existente  cuya  competencia  comprenda 
la  totalidad  6  una  parte  del  territorio 
de  este  burgo,  podrá  dictar  un  proyecto 
en  virtud  de  la  presente  ley,  del  mismo 
modo  que  si  la  indicada  petición  se  hu- 
biese entregado  á  la  Comisión  después 
de  hallarse  en  vigor  dicha  ley,  y  las 
disposiciones  de  la  misma  relativas  al 
proyecto  deberán  aplicarse  con  las 
consiguientes  modificaciones.  Si  un 
mes  después  de  la  publicación  del  pro- 
yecto en  la  Gaceta  de  Londres  se  pre- 
sentase una  reclamación  contra  este 
proyecto  por  el  Consejo  del  burgo  á  la 
Comisión  y  no  se  hubiese  retirado,  ne- 
cesitará el  proyecto  la  confirmación  de 
las  Cámaras. 

Art.  218.  Cuando  se  haya  confirma- 
do un  proyecto  para  un  burgo,  con 
arreglo  á  esta  parte  de  la  ley  ó  á  cual- 
quier otra  disposición  legislativa  ante- 
rior, y  la  Corporación  municipal  del 
burgo  ó  80  propietarios  y  contribuyen- 
tes del  mismo  ó  una  autoridad  local 
lesionada  dirija  á  la  Reina  una  peti- 
ción para  que  se  enmiende  el  proyecto, 
pasará  dicha  petición  á  una  Comisión 
de  los  Lores  del  Consejo  privado  de  Su 
Majestad  (que  aqui  venimos  denomi- 
nando Comisión  del  Consejo).  Se  pro- 
cederá respecto  de  esta  petición  y  se 
aplicará  esta  parte  de  la  ley,  en  cuanto 
sea  posible,  como  si  fuese  una  petición 
para  una  Carta  que  ampliase  las  leyes 
sobre  Corporaciones  municipales  aun 
burgo  para  incorporarlo. 

Si  la  Comisión  de!  Consejo  juzgase 
oportuno  confirmar  el  proyecto  enmen- 
dado, lo  someterá  á  las  Cámaras,  ó  si 
el  proyecto  original  se  hubiese  confir- 
mado por  una  orden  dictada  en  Con- 
sejo, se  someterá  4  S.  M.,  en  unión  de 


dicho  Consejo,  y  en  este  último  caso 
podrá  la  Reina  confirmar  legal  mente 
dicho  proyecto  enmendado. 

Confirmado  por  el  Parlamento  ó  por 
ana  orden  dictada  en  Consejo  un  pro- 
yecto enmendado,  tendrá  el  mismo 
efecto  que  si  formase  parte  de  la  pre- 
sente ley,  salvo  las  modificaciones  que 
en  el  primer  caso  hubiese  introducido 
el  Parlamento 

TtTULO  XU 

DEL    PROCEDIMIENTO 

Art.  219.  Cuando  en  virtud  de  la  pre- 
sente ley  hubiese  lugar  á  proceder  su- 
mariamente á  la  persecución  de  los 
delitos  ó  á  la  exacción  de  las  multas, 
se  hará  la  información  dentro  de  los 
seis  meses  siguientes  á  la  fecha  en  que 
la  contradicción  se  haya  cometido. 

Toda  persona  condenada  por  un  Tri- 
bunal de  jurisdicción  sumaria,  por  vir- 
tud de  la  presente  ley,  podrá  apelar 
ante  un  Tribunal  de  sesiones  trimes- 
trales. 

Toda  multa  impuesta  por  virtud  de 
la  presente  ley  y  que  no  pueda  hacerse 
efectiva  por  procedimiento  sumario, 
podrá  serlo  por  una  acción  civil  ante 
el  Tribunal  Supremo. 

Art.  220.  Ninguna  sentencia  conde- 
natoria, ningún  decreto,  mandamiento 
ó  providencia  que  se  dicte  con  arreglo 
á  la  presente  ley,  podrá  casarse  por 
quebrantamiento  de  forma,  ni  podrá 
ser  revocado  por  un  Certiorari,  ni  en 
otra  forma  ante  el  Tribunal  Supremo, 
á  no  ser  que  se  trate  de  una  orden  del 
Consejo  para  el  pago  de  una  suma  en 
metálico,  con  cargo  á  los  fondos  muni- 
cipales. 

Art.  221.  Toda  multa  será  impuesta 
por  un  Juez  de  un  burgo  que  tenga  Tri- 
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bunal  da  sesiones  trimestrales  (1),  y 
será  pagada  al  Tesorero  del  burgo,  a 
no  ser  que  el  Acta  en  virtud  de  la  cual 
se  haya  impuesto,  la  adjudique  al  de- 
nunciante, á  la  persona  lesionada,  á  las 
rentas  de  la  Corona,  á  las  Aduanas,  a 
Correos,  o  se  la  niegue  expresamente 
a)  burgo. 

Art.  222.  Cuando  las  funciones  de 
Secretario  municipal  y  de  Secretario  de 
paz  no  sean  desempeñadas  por  una 
misma  persona,  desempeñara  este  últi- 
mo todos  los  deberes  impuestos  al  Se- 
cretario municipal  por  la  ley  de  1823, 
relativa  a  la  exacción  de.multas. 

Art.  223.  Todo  mandamiento  de  com- 
parecencia que  emane  del  Juez  de  un 
burgo,  será  ejecutivo  en  todo  el  conda- 
do en  que  esté  situado  el  burgo  en  un 
radio  de  siete  millas  como  máximum. 

Art.  224.  La  acción  para  imponer  la 
multa  en  que  haya  incurrido  el  que 
desempeñe  una  función  municipal  sin 
haber  hecho  la  declaración  exigida  ó 
sin  tener  capacidad  legal  para  des- 
empeñarla ó  estando  incapacitado  para 
ello,  sólo  podrá  intentarse  por  un  veci- 
no del  burgo,  y  sólo  será  admisible 
cuando  el  querellante,  en  el  término  de 
catorce  dEas  después  de  presentada  la 
denuncia,  cuando  haya  notificado  ala 
persona  que  en  ella  haya  incurrido  sin 
aviso  de  su  intención  de  perseguirla, 
debiendo  también  incoar  la  acción  en 
el  término  de  tres  meses  después  de 
cometida  la  infracción  que  la  motiva. 

A  instancia  del  denunciado,  presen, 
tada  en  el  término  de  catorce  días  des- 
pués de  recibida  la  orden  de  compare- 
cer, deberá  el  Juez  ó  Tribunal^exigir  al 
denunciante  que  preste  fianza  para  res 
ponder  á  los  gastos. 


Si  no  se  resolviese  el  asunto  favora- 
blemente al  denunciante,  tendrá  el  de- 
nunciado derecho  á  sus  costas  y  gas- 
tos, tasados  como  si  se  tratase  de  Pro- 
curador y  cliente. 

Cuando  una  acción  de  esta  Índole  se 
funde  en  que  la  persona  contra  quien 
se  dirige  no  era  elegible  por  razón  de 
una  propiedad,  deberá  esta  persona  su- 
ministrar la  prueba  contraria. 

La  mitad  de  la  multa  impuesta  y  los 
gastos  del  expediente  que  él  haya  pa- 
gado deberán  entregarse  al  denun- 
ciante. 

Art.  225.  Sólo  podrá  dirigirse  una 
investigación  de  la  Índole  de  un  quo 
warranto  contra  una  persona  que  pre- 
tende tener  derecho  á  ejercer  una  fun- 
ción municipal,  cuando  hayan  trans- 
currido doce  meses,  á  partir  del  mo- 
mento en  que  dicha  persona  haya 
perdido  su  derecho  á  consecuencia  de 
la  elección. 

En  este  caso  ó  en  el  de  una  peti- 
ción por  un  mandamus  para  hacer 
que  se  proceda  á  la  elección  de  un 
miembro  de  una  Corporación  munici- 
pal, el  requirente  dará  por  escrito  aviso 
de  su  demanda  á  la  persona  á  quien  se 
refiera  y  que  este  artículo  denomina 
demandado,  diez  dias  por  lo  menos  an- 
tes del  indicado  en  el  aviso  para  la  pre- 
sentación de  la  demanda. 

Este  aviso  contendrá  el  nombre  y  la 
designación  del  demandante  y  los  mo- 
tivos en  que  la  demanda  se  funde,  yen- 
do acompañada  de  una  copia  de  los 
Affidavit  correspondientes. 

El  demandado  impugnará  en  la  pri- 
mera audiencia  la  procedencia  de  la 
demanda,  y  en  caso  contrario  ordena- 
rá el  Tribunal  la  información  ó  el  man- 
da mus. 

El  Tribunal  podrá  decidir  que  los 
puntos  de  hecho  relativos  á  la  infor- 
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marión  sean  examinados  y  resueltos 
por  un  Jurado  en  Londres  ó  en  West- 
rninster  y  que  todo  mandamus  sea  ya 
definitivo. 

Art.  226.  Ninguna  acción  ó  proce- 
dimiento dirigido  contra  una  persona 
por  un  acto  realizado  en  consecuencia, 
en  ejecución  ó  para  la  ejecución  de  la 
presente  ley  con  motivo  de  una  negli- 
gencia ó  de  una  pretendida  falta  come- 
tida en  dicha  ejecución,  deberá  admi- 
tirse si  no  ha  comenzado  dentro  de  los 
seis  meses  siguientes  al  hecho  ú  omi- 
sión, o  en  caso  de  persistir  la  injusticia 
ó  el  perjuicio,  dentro  de  los  seis  meses 
siguientes  &  la  fecha  en  que  el  mal  haya 


En  toda  acción  de  daños  y  perjuicios 
podrá  el  demandado  ofrecer,  antes 
que  se  entable  el  procedimiento,  pagar 
los  daños  ó  consignar  una  suma  para 
este  objeto  en  la  Secretaria  del  Tribu- 
nal. Si  en  este  caso  el  demandante  no 
obtiene  más  de  lo  que  se  ha  ofrecido 
ó  consignado,  será  condenado  en  todas 
las  costas  y  gastos  hechos  después  de 
esta  oferta,  salvo  los  que  resulten  de 
una  orden  del  Tribunal. 

Cuando  el  demandado  sea  un  miem- 
bro, agente  ó  funcionario  de  la  Corpo- 
ración municipal,  podrá  el  Consejo 
pagar  de  fondos  municipales,  en  todo  ó 
en  parte,  lo  que  el  agente  deba  por  la 
condenación  y  las  costas,  á  no  ser  que 
el  Tribuna]  se  oponga  á  ello. 

Art.  227.  Cuando  una  persona  acu- 
sadadeuna  faltahaya  sido  entregada 
sin  mandamiento  del  Juez  de  paz  del 
burgo  á  la  custodia  de  un  agente  de 
policía  de  servicio  en  el  puesto  más 
próximo,  á  la  hora  del  dfa  ó  de  la  no- 
che en  que  no  se  halle  en  audiencia  el 
Juez  de  paz,  podrá  aceptar  el  agente, 
si  lo  cree  justo,  fianza  de  esta  persona, 
sin  gastos  por  una  identificación  de  la 


misma,  á  condición  de  que  se  presente 
en  el  término  de  dos  días  ante  un  Juez 
de  paz  del  burgo  para  ser  juzgada. 

Esta  identificación  tendrá  el  mismo 
valor  que  si  la  hubiese  hecho  ante  el 
Juez  de  paz. 

El  agente  inscribirá  en  un  registro 
que  debe  llevarse  al  efecto  en  todo 
puesto  de  policía,  el  nombre,  residen- 
cia y  profesión  del  que  suscriba,  asi 
como  el  de  su  fiador,  fiadores  si  los 
hay,  las  condiciones  impuestas  y  las 
sumas  declaradas. 

El  agente  presentará  el  registro  al 
Juez  á  la  hora  en  que  el  detenido  pues- 
to en  libertad  bajo  fianza  haya  prome- 
tido presentarse. 

Si  el  detenido  libre  bajo  fianza  no 
compareciere  una  hora  después  de  la 
que  se  le  indica,  se  sacará  una  copia 
de  la  identificación  de  la  persona,  fir- 
mada por  el  agente,  y  se  remitirá  la 
identificación  original  al  Tribunal  de 
sesiones  trimestrales  del  burgo  ó  con- 
dado en  su  reunión  más  próxima,  ha- 
ciendo constar  al  dorso,  por  una  nota 
firmada  por  el  Juez  de  paz  declarante, 
que  el  inculpado  no  ha  cumplido  la 
obl  i  gaci  óncontrafda. 

El  Secretario  municipal  sacará  de  la 
oficina  las  identificaciones  de  los  que 
hayan  faltado,  lo  mismo  que  se  hace 
en  las  sesiones  trimestrales. 

Si  el  inculpado  que  ha  puesto  fianza 
pidiere  por  medio  de  un  tercero  el  apla- 
zamiento del  negocio,  podrá  el  Juez 
exigir  el  aumento  de  aquélla. 

Cuando  el  negocio  estuviere  arregla- 
do, ya  por  haber  retirado  la  demanda  ó 
querella,  ya  por  la  obligación  impuesta 
al  inculpado  á  quien  se  haya  admitido 
la  fianza  de  presentarse  en  las  sesiones 
trimestrales,  ya  en  otra  forma  cual- 
quiera, cesará  su  compromiso  de  com- 
parecer ante  el  Juez  de  paz. 
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TÍTULO    XIII 

GENERAL! DA  DES 

CAPÍTULO  PRIMERO 
De  los  limites 

Art.  228.  Se  conservará  en  el  Estado 
actual  la  extensión  de  los  burgos  ó  de 
tos  condados  municipales]  en  cuanto  á 
las  localidades  que  forman  parte  de 
cada  uno. 

Las  localidades  segregadas  de  un 
burgo  por  la  ley  de  1835  continuaran 
perteneciendo  al  condado  en  que  se 
hallan  situadas  ó  á  aquel  con  quien 
confinen  por  una  extensión  mayor. 

Las  prisiones,  casas  de  corrección, 
asilos  de  dementes.  Tribunales  de  jus- 
ticia, etc.,  que  se  consideren  como  per- 
tenecientes á  un  condado,  continuarán 
del  mismo  modo. 

Nada  variará  en  lo  concerniente  al 
impuesto  territorial  ni  á  la  jurisdicción 
de  los  comisionados  que  la  reparten: 
las  parroquias  continuarán  gravadas 
con  los  mismos  impuestos  que  antes  de 
dictarse  la  presente  ley. 

Art.  229.  Si  una  localidad  que  en 
ejecución  de  la  ley  de  1835  ó  de  otra 
posterior  haya  dejado  de  formar  parte 
de  un  burgo  ó  de  un  condado  burgués 
estaba  obligada  antes  de  dicha  (echa  á 
pagar  un  impuesto  destinado  á  saldar 
una  deuda  legitima  de  los  contribuyen- 
os de  este  burgo  ó  de  este  condado,  y 
si  después  de  puesta  en  vigor  la  pre- 
sente ley  surgiere  una  diferencia  res- 
pecto de  la  participación  de  la  locali- 
dad en  esta  deuda,  podrá  el  Secretario 
de  Estado,  á  instancia  del  Consejo  mu- 
nicipal ó  del  Presidente  de  una  Junta 


de  contribuyentes  de  la  localidad,  de- 
signar por  escrito  firmado  un  Abogado, 
que  no  esté  interesado  en  la  cuestión, 
para  que  sirva  de  arbitro  entre  las  par- 
tes, el  cual  fijará  por  un  laudo  firmado 
y  sellado  por  él,  la  participación  que  á 
aquella  corresponda  en  la  deuda  en 
cuestión  y  las  costas  del  arbitraje,  de- 
cidiendo por  quién,  en  qué  proporción  y 
de  qué  fondos  deberá  pagarse  todo.  El 
impuesto  de  que  se  trate  continuará  re- 
partiéndose por  una  orden  del  Consejo 
municipal  y  pagándose  por  dicha  loca- 
lidad al  Tesorero  del  burgo,  aunque 
otra  cosa  dispongan  las  referidas  leyes. 

CAPÍTULO  II 

De  los  términos  á  platos 

Art.  230.  Para  la  computación  de  los 
términos  no  se  contará  el  dia  en  que 
comienzan  á  correr,  ni  el  último  si  fue- 
se domingo,  día  festivo,  Viernes  Santo, 
lunes  6  martes  de  Pascua,  ó  dia  de  ayu- 
no público,  de  mortiflcacionódeacc.ión 
de  gracias, 

Cuando  el  día  indicado  por  una  ley  ó 
decreto  cualquiera  sea  uno  de  los  cita- 
dos, se  entenderá  también  el  siguiente. 

Tampoco  se  contarán  dichos  días  en 
los  plazos  legales  cuando  sean  de  me- 
nos de  ocho  días. 

CAPÍTULO  III 

De   las   distancias 

Art.  231.  Las  distancias  se  medirán 
en  linea  recta  sobre  un  plano  horizon- 
tal, y  podrán  determinarse  por  la  Carta 
hecha  bajo  la  dirección  de  la  Junta  to- 
pográfica de  artillería. 
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CAPÍTULO    IV 

De  los  avisox 

Art.  232.  Los  avisos  y  noticias  de- 
berán fijarse  á  la  puerta  de  la  Casa  de 
la  Villa,  en  el  tablón  de  anuncios  co- 
rrespondiente. 

CAPÍTULO   V 

De  la  comunicación  ó   vista 
de  documento» 

Art.  233.  Las  actas  de  laa  delibera- 
ciones y  acuerdos  del  Consejo  munici- 
pal se  pondrán  de  manifiesto  á  los  ve- 
cinos que  lo  exijan,  previo  el  pago  de 
un  chelín,  pudiendo  sacarlas  copias  ó 
notas  que  crean  convenirles. 

Podrán  sacar  copia,  sin  gastos,  de 
las  órdenes  del  Consejo  para  el  pago  de 
una  suma  en  metálico. 

Las  cuentas  detalladas  del  Tesorero 
sólo  se  pondrán  de  manifiesto  á  los 
miembros  del  Consejo,  y  lo  serán  sin 
gastos. 

Todos  los  contribuyentes  podrán  pe- 
dir que  se  les  ponga  de  manifiesto  el 
resumen  de  estas  cuentas,  y  que  se  les 
expidan  copias  mediante  una  cantidad 
razonable  (véase  el  art.  48). 

Las  listas  de  los  frecmen  serán  públi- 
cas, y  el  Secretario  municipal  entrega- 
rá copias  á  todo  el  que  las  solicite, 
mediante  el  pago  de  una  cantidad  ra- 
zonable. 

Todo  documento  cuya  publicidad  exi- 
ja la  presente  ley,  se  pondrá  á  disposi- 
ción de  los  habitantes  durante  un  tiem- 
po prudencial,  en  las  horas  ordinarias 
de  oficina  y  sin  gastos,  á  no  ser  que  ex- 
presamente se  haya  decidido  lo  con- 
trario. 


Al  que  niegue  la  comunicación  ó  co- 
pia  de  estos  documentos  se  le  impon- 
drá, por  procedimiento  sumario,  una 
multa  de  cinco  libras  como  máximum. 

CAPÍTULO  VI 

De  los  honorarios 

Art.  234.  El  Secretario  municipal 
hará  fijar  una  copia  exacta  de  las  tari- 
tas  de  honorarios  á  que  tienen  derecho 
el  Secretario  municipal,  el  Escribano, 
el  Juez  de  paz,  el  Registrar  y  los  Jueces 
del  Tribunal  civil,  en  las  salas  ú  ofici- 
nas en  donde  respectivamente  desem- 
peñan sus  funciones. 

CAPÍTULO  Vil 

De  los  sellos  y  Jlrmas 

Art.  235.  Toda  falsificación  del  sello 
y  de  la  firma  puestos  en  un  decreto 
municipal  ó  en  el  acta  de  una  delibe- 
ración del  Consejo,  será  castigada  con 
dos  años  de  prisión  con  trabajos  forza- 
dos como  máximum. 

CAPÍTULO  VIII 

De  las  relaciones  con  la  Tesorería 

Art.  236.  Cuando  el  Consejo  se  pro- 
ponga dirigirse  á  la  Tesorería  para  que 
ésta  apruebe  una  venta,  un  empréstito 
ó  cualquier  otra  operación  financiera 
autorizada  por  la  presente  ley,  deberá 
fijar  un  aviso  de  su  intención  en  el  ta- 
blón de  anuncios  de  la  Casa  Consisto- 
rial, por  lo  menos  un  mes  antes  de  eje- 
cutarlo, depositando  en  la  Secretaria 
municipal  y  á  disposición  del  público, 
durante  dicho  mes,  una  copia  de  la  pe- 
tición que  dirija  á  la  Tesorería. 


H 
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Si  ésta  negase  la  aprobación  pedida 
ó  sólo  la  concede  condicional  mente  ó 
con  modificaciones,  se  hará  con  la  co- 
rrespondencia que  medie  entre  ambos 
centros  lo  mismo  que  respecto  de  la 
petición  se  indica  en  el  párrafo  ante- 
rior. 

CAPÍTULO  IX 

De    loa    suplentes 

Art.  237.  Las  irregularidades  come- 
tidas en  el  nombramiento  de  los  su- 
plentes,  hecho  en  virtud  de  la  presente 
ley,  no  invalidarán  sus  actos. 

CAPÍTULO  X 

De  loa  Inspectorea  de  pobres 

Art.  238.  La  mayoría  de  los  Inspec- 
tores podrán  proceder  y  tomar  acuer- 
dos legales  en  nombre  de  todos. 

Las  comunicaciones  que  se  les  remi- 
tan bastará  que  vayan  dirigidas  á  uno 
de  ellos,  á  su  domicilio  ó  á  su  oficina. 

CAPÍTULO  XI 

De  las  declaraciones  y  juramentos 

Art.  239.  Las  autoridades  ó  funcio- 
narios que  está  ley  designa  para  reci- 
bir el  juramento  Ó  promesa  de  un  indi- 
viduo de  la  Corporación  municipal  ó  de 
un  funcionario  cualquiera,  no  necesi- 
tarán autorización  especial  para  ello. 

La  presente  ley  no  prescribe,  autori- 
za ni  modifica  juramento  ni  promesa 
alguna  que  no  esté  consignada  en  la 
respectiva  ley  de  1868. 

CAPÍTULO  XII 


Art.  240.    Las  fórmulas  establecidas 
en  el  anexo  octavo  u  otras  de  redacción 


análoga,  variadas  según  las  circuns- 
tancias, podrán  emplearse  y  bastarán 
en  justicia. 

CAPÍTULO   XIII 

Error  de  nombre  y  designaciones 

Art.  241.  La  denominación  errónea 
¿designación  inexacta  de  una  persona, 
de  una  Corporación  ó  de  una  localidad 
designadas  en  los  padrones,  listas,  avi- 
sos y  papeletas  de  votación  prescrip- 
tas  en  la  presente  ley,  no  impedirá  el 
pleno  efecto  de  dicho  documento  res- 
pecto de  la  persona,  Corporación  ó  lo- 
calidad de  que  se  trate,  con  tal  que  la 
designación  sea  suficiente  para  que  la 
generalidad  la  comprenda. 

CAPÍTULO  XIV 

Sustitución  de  las  leyes  anteriores 
por  la  preaente 

Artículos  242  y  243.  (Estos  dos  ar- 
tículos indican  las  leyes  que  ésta  susti- 
tuye y  que  en  su  mayor  parte  se  en- 
cuentran designadas  en  el  anexo  oc- 
tavo.) 

CAPÍTULO  XV 

De  loa  Presidentes  ó  Je/es  en  loe  eleeeio- 
nea  parlamentartoa 

Art  244.  En  los  burgos  que  no  sean 
ciudades  y  villas  de  las  que  tienen  ran- 
go de  condados,  el  Comisario  de  las 
elecciones,  en  las  parlamentarias,  será 
el  Alcalde;  pero  esta  regla  no  será  apli- 
cable al  burgo  de  Berwick. 

Si  hay  más  de  un  Alcalde  en  la  cir- 
cunscripción de  un  burgo  parlamenta- 
rio, será  Comisario  electoral  aquel  á 
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quien  se  haya  dirigido  la  orden  para 
que  se  proceda  á  la  elección. 

Cuando  un  Alcalde  haya  sido  invita- 
do á  proceder  en  calidad  de  Comisario 
electoral  y  esté  ausente  o  impedido,  ó 
no  hubiese  Alcalde,  elegirá  inmediata- 
mente el  Consejo  municipal  un  Alder- 
man  para  que  desempeñe  estas  fun- 
ciones. 

CAPÍTULO  XVI 

Buryos  parlamentarios  pr hados 
de  franquicia 

Art.  245.  Cuando,  á  consecuencia  de 
la  ley  de  1867  sobre  la  representación 
del  pueblo  en  el  Parlamento  ó  de  cual- 
quiera otra  votada  en  1868,  haya  dejado 
de  enviar  un  miembro  al  Parlamento,  y 
las  personas  con  titulo  para  nombrar 
dicho  miembro  ó  miembros  hasta  en- 
tonces enviados  por  el  burgo,  fuesen 
electores  para  cualesquiera  otros  car- 
gos, los  burgueses  de  ta  localidad  serán 
electores  para  dicho  objeto. 

CAPÍTULO  XVII 

Concesión  de  licencias 

Art.  246.  (Declara  vigente  en  esta 
materia  la  ley  de  1829,  en  relación  con 
la  de  1872,  relativa  á  la  licencia  para 
vender  licores  espirituosos.) 

CAPÍTULO  XVIII 

Libertad  de  comercio 

Art.  247.  No  obstante  cualquier  cos- 
tumbre ó  decisión  municipal  en  contra- 
rio, todo  habitante  del  burgo  podrá 
abrir  una  tienda  ó  almacén  para  la 
venta  al  por  mayor  ó  al  por  menor  de 


cualquier  clase  de  mercancías  autori- 
zadas por  la  ley;  y,  en  cuanto  no  se 
opongan  á  ésta,  podra  dedicarse  á  toda 
clase  de  comercio,  á  cualquier  ocupa- 
ción, arte  ú  oficio,  para  sacar  de  él  af- 
gunas  ventajas  ó  beneficios. 

Art.  248.  (Contiene  este  articulo  dis- 
posiciones especiales  para  cuatro  de 
los  cinco  puestos:  Hastings,  Sanwichs, 
Dover,  Hythe  y  el  burgo  de  Rye.) 

Art.  249.  La  Reina  podrá  nombrar 
Juez  de  paz  a)  Vicecanciller  de  la  Uni- 
versidad de  Cambridge,  con  los  mis- 
mos derechos  y  privilegios  que  los  de- 
más Jueces. 

CAPÍTULO  XIX 

Reservas 

Artículos  250  á  260.  (En  estos  artícu- 
los se  establecen  las  reservas  ó  excep- 
ciones á  lo  preceptuado  en  la  presente 
ley,  las  disposiciones  legales  anterio- 
res que  continúan  vigentes  respecto  de 
algunas  ciudades  y  burgos,  Corpora- 
ciones, Universidades,  catedrales,  etcé- 
tera, y  declaran,  por  ultimo,  que  la  ley 
no  tiene  efecto  retroactivo  ni  aun  res- 
pecto de  los  asuntos  que  se  hallaban  en 
tramitación  al  publicarse  la  ley,  y  limi- 
tando sus  efectos  &  Inglaterra,  con  ex- 
cepción de  Escocia  é  Irlanda.) 

CAPÍTULO  XX 

Cédulas   ó   anexos 

Anexo  primero 

(Enumera  este  anexólos  preceptos  le- 
gislativos derogados,  ya  de  una  manera 
general  y  absoluta— y  que  desde  1835 
á  1878  ascienden  á  43— ya  sólo  respecto 
de  algunos  burgos,  y  que  desde  Eduar- 
do I  hasta  1835  ascienden  á  26.) 
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SttioHM  7  trabajos  del  Consejo  municipal  (art.  28) 

Regla  1."  El  Consejo  celebrará  cua- 
tro series  de  sesiones  trimestrales  cada 
año  para  el  despacho  de  los  asuntos 
generales; 

2.a  Las  sesiones  trimestrales  se  ce- 
lebrarán á  medio  día  el  9  de  Noviembre 
de  cada  año,  y  después  otros  tres  antes 
del  1."  de  Noviembre  siguiente,  á  la 
hora  y  en  los  días  que  el  Consejo  fije  en 
su  primera  reunión  ó  después  por  me- 
dio de  un  reglamento; 

3.1  El  Alcalde  podrá  convocar  en 
cualquier  dia  y  hora  la  reunión  del 
Consejo; 

4.a  Si  el  Alcalde  se  negara  á  reunir 
el  Consejo  después  de  haberlo  pedido 
por  escrito  cinco  miembros,  podrán  és- 
tos mismos  ú  otros  convocar  á  los  de- 
más. Sí  el  Alcalde,  sin  negarse  explíci- 
tamente, descuidara  el  hacer  la  convo- 
catoria durante  siete  días,  podrán  con- 
vocar el  Consejo  los  cinco  miembros 
que  lo  hubiesen  pedido,  ó  cualesquiera 
otros,  al  espirar  dicho  plazo; 

5,"  Por  lo  menos  tres  días  hábiles 
antes  de  toda  reunión  del  Consejo  se 
Ajará  el  aviso  en  el  tablón  de  anuncios 
de  la  Casa  de  la  Villa,  indicando  la  hora 
y  el  lugar  de  dicha  reunión.  Cuando  el 
Consejo  sea  convocado  por  cinco  de  sus 
miembros,  especificará  el  aviso  la  cues- 
tión de  que  se  va  á  tratar; 

6.*  Tres  días  hábiles  antes  de  toda 
reunióndel  Consejo  se  entregará  á  cada 
miembro,  ó  se  le  enviará  por  carta  cer- 
tificada á  su  residencia  habitual,  una 
citación  para  que  asista,  especificando 
el  asunto  de  que  se  va  á  tratar  é  irá  fir- 
mada por  el  Secretario  municipal; 


7.'  El  hecho  de  no  haber  enviado 
esta  invitación  á  algún  miembro  del 
Consejo  invalidará  lo  acordado  en  la 
sesión; 

8.*  No  se  tratará  en  una  sesión  sino 
el  asunto  especificado  en  la  convocato- 
ria, salvo  el  caso  de  las  sesiones  tri- 
mestrales, en  donde  podrán  tratarse 
todas  las  cuestiones  prescriptas  en  la 
presente  ley; 

9.'  Si  estuviere  presente,  presidirá 
el  Alcalde  las  reuniones  del  Consejo;  si 
no  lo  estuviera,  se  dará  la  presidencia 
por  los  miembros  presentes  al  Alcalde 
suplente.  Si  ambos  estuvieren  ausentes, 
ó  si  el  suplente  no  fuese  designado  para 
ocupar  la  presidencia,  corresponderá 
ésta,  ya  al  Alderman,  si  hubiese  alguno 
presente,  ya  al  Consejero  que  los  miem- 
bros designen  á  falta  de  aquél; 

10.  El  Consejo  podrá  tomar  todos 
los  acuerdos  y  decidir  toda  clase  de 
cuestiones  que  le  competan  por  simple 
mayoría  de  los  miembros  presentes  que 
tengan  voto,  con  tal  que  el  número  de 
los  miembros  presentes,  ténganlo  ó  no, 
pase  de  una  tercera  parte  del  número 
total  de  los  que  han  de  formar  el  Con- 
sejo; 

11.  En  caso  de  empate,  decidirá  el 
voto  del  Presidente; 

12.  Se  redactarán  cuidadosamente 
actas  de  los  trabajos  de  cada  sesión, 
que  se  conservarán  en  un  libro  que  se 
llevará  al  efecto,  y  serán  firmadas  en 
la  forma  prescripta  en  la  presente 
ley; 

13.  Sin  perjuicio  de  las  disposicio- 
nes precedentes,  podrá  el  Consejo  ha- 
cer sus  reglamentos  para  el  orden  de 
los  trabajos,  modificándolos  ó  cam- 
biándolos cuando  lo  estime  conve- 
niente. 
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Anexo  tareero 

Elecciones    (viígeart.    12] 

PARTE     PRIMERA 

Preparación  y  revisión  de  la»  listas 
parroquiales  de  burgueses  en  los  bur- 
gos no  parlamentarios. 

Regla  1."  Todos  los  años,  el  1." 
de  Septiembre  lo  mas  tarde  (artícu- 
los 45  y  49),  formarán,  Armarán  y  re- 
mitirán al  Secretario  municipal  los 
Inspectores  de  los  pobres  de  cada  pa- 
rroquia, una  lista,  denominada  lista 
parroquial  de  los  burgueses,  que  con- 
tendrá loa  nombres  de  todas  las  perso- 
nas que  tengan  derecho  á  ser  inscriptas 
en  el  padrón  correspondiente  de  aquel 
año  como  propietarios  en  la  misma  pa- 
rroquia; 

2.*  Los  Inspectores  tendrán  un  ejem- 
plar impreso  de  esta  lista  á  disposición 
del  público,  durante  los  quince  prime- 
ros dias  del  mes  de  Septiembre; 

3.»  El  Secretario  municipal  manda- 
rá imprimir  todas  las  listas  parroquia- 
les de  burgueses  para  Ajarlas  en  el  ta- 
blón de  anuncios  municipales,  donde 
estarán  expuestas  al  público  durante 
los  siete  últimos  días  de  esta  quincena; 

4.'  Toda  persona  cuyo  nombre  no 
se  halle  en  la  lista  parroquial  de  bur- 
gueses y  reclame  su  inserción,  deberá 
dirigir  por  escrito  su  reclamación  al 
Secretario  municipal  antes  del  15  de 
Septiembre; 

5.'  Todo  el  que  se  halle  inscripto  en 
la  lista  parroquial  de  burgueses  puede 
oponerse  á  la  inscripción  de  otra  per- 
sona que  él  crea  que  no  tiene  derecho 
4  ello; 

6.a    El  que  se  oponga  á  una  inscrip- 


ción en  las  listas  deberá  enviar  al  Se- 
cretario municipal,  ó  al  individuo  con- 
tra cuya  inclusión  en  lista  reclama,  un 
aviso  de  su  reclamación,  el  día  15  de 
Septiembre  lo  más  tarde; 

7.a  El  Secretario  municipal  hará  dos 
listas  separadas:  la  de  los  reclamantes 
y  la  de  las  personas  cuya  inscripción 
se  impugna,  de  las  que  mandará  sacar 
copias  que  se  fijarán  en  la  Casa  de  la 
Villa,  donde  permanecerán  expuestas 
al  público  durante  los  siete  últimos 
dias  de  Septiembre; 

8.a  Tendrá  igualmente,  y  durante  el 
mismo  tiempo,  una  copia  impresa  á 
disposición  del  público  que  quiera  con- 
sultarla; 

9.a  El  Alcalde  y  los  dos  Asesores 
revisarán  todos  los  años  las  listas  pa- 
rroquiales de  burgueses; 

10.  Al  efecto  celebraran  sesión  públi- 
ca durante  uno  ó  más  días  en  los  quin- 
ce primeros  de  Octubre; 

11.  Con  tres  días  hábiles  de  antici- 
pación darán  aviso  de  la  audiencia  por 
un  escrito  Ajado  en  el  tablón  de  anun- 
cios correspondiente; 

12.  Al  abrir  la  sesión  deberá  el  Se- 
cretario municipal  presentar  las  listas 
parroquiales  de  burgueses  y  una  copia 
de  las  listas  de  los  reclamantes  y  de 
aquellos  cuya  inscripción  se  impugna; 

13.  El  Tribunal  inscribirá  en  las  lis- 
tas parroquiales  los  nombres  de  los  que 
hayan  reclamado  con  justicia  su  ins- 
cripción y  demostrado  su  derecho; 

14.  Borrará  de  las  listas  los  nom- 
bres de 'todas  las  personas  cuyo  falle- 
cimiento se  le  pruebe; 

15.  Sin  perjuicio  de  las  disposicio- 
nes que  preceden,  conservará  el  Tribu- 
nal en  las  listas  los  nombres  de  todas 
las  personas  cuya  oposición  á  la  ins- 
cripción no  haya  sido  justificada; 

16.  También  conservará  los   nom- 
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brea  de  lodos  aquellos  que  se  hubiesen 
presentado  para  defender  su  derecho  si 
el  demandante  no  se  presentase  en  per- 
sona ó  por  medio  de  un  tercero  para 
mantener  su  oposición; 

17.  Cuando  el  denunciante  se  pre- 
sente exigirá  el  Tribunal  al  denuncia- 
do la  prueba  de  su  capacidad  alecto- 
ral;  y  si  no  la  suministrare,  se  borrara 
su  nombre  de  la  lista; 

18.  Si  el  nombre  de  una  persona  se 
hallare  en  las  listas  por  razón  de  sus 
propiedades  situadas  en  varios  cuarte- 
les, le  obligará  el  Tribunal  a  que  elija, 
y  si  no  lo  hiciere,  le  asignará  el  cuartel 
en  donde  ha  de  tener  derecho  á  votar; 

19.  El  Tribunal  corregirá  los  erro- 
res y  suplirá  las  omisiones  que  se  le 
pruebe  que  existen  en  las  listas  en 
cuanto  á  los  nombres,  domicilios  y 
asignación  de  propiedades; 

20.  Los  Inspectores,  los  Secretarios 
de  las  Juntas  parroquiales  y  los  recau- 
dadores del  impuesto  de  los  pobres  de 
cada  parroquia,  deberán  auxiliar  al 
Tribunal; 

21.  Este  podrá  exigir  á  todo  Inspec- 
tor ó  á  cualquier  otra  persona  que  ten- 
ga á  su  cargo  la  conservación  de  un 
registro  en  donde  se  hallen  inscriptos 
los  impuestos  para  los  pobres  en  la  pa- 
rroquia durante  cualquier  año,  que 
ponga  el  registro  á  su  disposición  para 
examinarle; 

22.  El  Tribunal  podrá  interrogar, 
bajo  juramento,  al  Secretario  munici- 
pal, á  los  Inspectores,  á  los  Secretarios 
de  las  Juntas  parroquiales,  á  los  recau- 
dadores y  todo  reclamante,  denuncian- 
te, denunciado  ó  testigo; 

23.  Después  de  oídos  los  testigos  en 
audiencia  pública,  decidirá  el  Tribunal 
acerca  de  la  validez  de  todas  las  recla- 
maciones y  oposiciones; 

24.  El  Alcalde  deberá  escribir  sus 


iniciales  en  audiencia  pública,  al  írcole 
de  cada  nombre  inscripto  ó  borrado,  y 
en  cada  parte  de  las  listas  en  donde  se 
haya  corregido  un  error  ó  suplido  una 
omisión,  y  pondrá  su  firma  entera  de- 
bajo de  cada  página  de  las  listas  revi- 
sadas en  esta  forma; 

25.  El  Alcalde  podrá  fijar  la  reunión 
del  Tribunal  de  tal  suerte,  que  no  se 
celebre  ninguna  audiencia  después  del 
15  de  Octubre. 

PARTE  SEGUNDA 

Reglas  relativas  á  la  presentación  de 
candidato  en  las  elecciones  munici- 
pales (artículos  51  y  55). 

I.1  Todo  candidato  al  cargo  de  Con- 
sejero municipal  deberá  ser  presentado 
por  escrito; 

2.*  Este  deberá  ir  firmado  por  dos 
electores  del  burgo,  ó  del  cuartel  en 
caso  de  elección  por  cuarteles,  uno  que 
propone  el  candidato  y  otro  que  le 
apoya,  y  por  ocho  electores  del  burgo 
ó  del  cuartel,  que  den  su  asentimiento 
&  la  presentación; 

3/  Cada  candidato  deberá  ser  pre- 
sentado en  una  cédula  de  presentación 
separada;  pero  los  mismos  electores  ó 
cierto  número  de  éstos,  podrán  firmar 
tantas  papeletas  de  presentación  como 
vacantes  existan; 

4.'  Nadie  podrá  ser  presentado  can- 
didato si  no  se  halla  inscripto  en  el  pa- 
drón de  burgueses  ó  en  la  lista  separada 
de  los  no  residentes  que  debe  formarse 
con  arreglo  al  art.  49  de  la  presente  ley; 

5.*  La  papeleta  de  presentación  de- 
berá contener  los  nombres  y  apellidos 
del  candidato,  con  su  domicilio  y  la  de- 
signación de  su  propiedad; 

6.»  El  Secretario  municipal  conser- 
vará las  papeletas  de  presentación  y 
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deberá  suministrarlas  á  todo  burgués 
que  se  las  pida  y  llenarlas  ¿1  mismo  á 
su  ruego; 

7/  Toda  papeleta  de  presentación, 
Armada  en  la  forma  antes  indicada, 
sera  presentada  por  el  candidato,  por 
el  que  le  proponga  ó  por  el  que  apoye 
la  propuesta,  en  la  Secretaria  munici- 
pal, porto  menos  siete  días  antes  del 
de  la  elección,  antes  de  las  cinco  de  la 
tarde  del  último  dia  del  plazo; 

8*  El  Secretario  municipal  enviará 
inmediatamente  A  cada  candidato  una 
nota  de  todas  las  presentaciones  que 
haya  recibido; 

9.*  El  Alcalde  se  personará  en  la 
Casa  de  la  Villa  dos  días  después  del 
Ajado  para  el  depósito  de  las  papeletas 
de  presentación,  permaneciendo  allí  el 
tiempo  suficiente  (de  dos  á  cuatro  de  la 
tarde),  y  decidirá  acerca  del  valor  de 
todas  las  oposiciones  que  puedan  pre- 
sentarse por  escrito  á  una  candidatura; 

10.  Cuando  una  persona  haya  Arma- 
do más  de  una  papeleta  de  presenta- 
ción, su  firma  sólo  valdrá  para  la  pri- 
mera que  haya  presentado; 

11.  Todo  candidato  presentado  po- 
drá designar,  por  medio  de  un  escrito 
firmado  por  él  ó  por  persona  que  le  re- 
presente, debidamente  autorizada,  un 
representante  del  candidato  para  pre- 
senciar y  sostener  los  debates  que  sur- 
jan ante  el  Alcalde  con  motivo  de  su 
candidatura,  cuyo  nombramiento  debe- 
rá entregarse  al  Secretario  municipal 
antes  de  las  cinco  de  la  tarde  del  últi- 
mo día  del  plazo  Ajado  para  depositar 
las  papeletas  de  presentación; 

12.  El  candidato  y  su  representante 
tendrán  derecho  á  sostener  estos  deba- 
tes, pero  nadie  más,  excepto  las  per- 
sonas que  auxilien  al  Alcalde; 

13.  Durante  el  tiempo  fijado  para  la 
audiencia  del  Alcalde,  podrán  el  candi- 


dato y  su  representante  impugnar  cual- 
quier otra  papeleta  de  presentación  de 
candidato  para  el  burgo  ó  el  cuartel; 

14.  La  decisión  del  Alcalde  se  dará 
por  escrito,  y  si  desestima  la  oposición, 
será  aquélla  definitiva;  pero  ai  la  ad- 
mite, podrá  ser  anulada  por  los  medias 
propuestos  ea  el  art.  87  y  siguientes  de 
esta  ley; 

15.  El  Secretario  municipal  procu- 
rará que  por  lo  menos  cuatro  días  an- 
tes del  de  la  elección,  estén  impresos 
y  puestos  al  público,  en  los  sitios  de 
costumbre,  los  nombres  y  apellidos  de 
todos  los  candidatos  válidamente  pre- 
sentados, con  sus  domicilios  y  designa- 
ciones respectivas,  asi  como  los  nom- 
bres de  las  personas  que  hayan  firma 
do  sus  boletines  de  presentación; 

16.  La  presentación  de  una  persona 
ausente  del  Reino  Unido  será  nula,  á 
no  ser  que  se  presente,  en  el  momento 
que  se  hace,  su  consentimiento  escrito 
y  firmado  en  presencia  de  dos  testigos, 
en  el  mes  que  precede  al  dia  de  la  pre- 
sentación; 

17.  Cuando  el  número  de  presenta- 
ciones válidas  exceda  al  de  vacantes, 
podrá  uno  de  los  candidatos  retirar  su 
candidatura  por  un  escrito  firmado  por 
él,  y  depositado  en  la  Secretaria  muni- 
cipal antes  de  las  dos  de  la  tarde  del 
segundo  dfa  después  del  Ajado  para  de- 
positar la  papeleta  de  presentación. 
Entiéndase  que  estos  escritos  produci- 
rán su  efecto  por  el  orden  en  que  se 
hayan  presentado,  y  que  ninguno  podrá 
reducir  el  número  de  candidatos  hasta 
el  punto  de  que  sea  inferior  al  de  va- 
cantes; 

18.  En  lo  concerniente  á  las  pres- 
cripciones de  la  presente  ley,  relativas 
á  los  preliminares  de  una  elección,  el 
padrón  general  de  burgueses  ó  el  del 
cuartel  que  haga  fe  el  día  de  la  elec- 
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ción,  se  considerará  como  el  oficial; 
prueba  que  debe  consultarse  en  dicha 
elección,  y  toda  persona  cuyo  nombre 
se  encuentre  en  una  de  las  listas  que 
hayan  servido  para  formar  las  definiti- 
vas, se  considerará  como  inscripto  en 
Éstas,  aun  cuando  todavía  no  estén 
completas.  (Artículos  45  y  71.) 

PARTE  TERCERA 

(En  ésta  se  incluyen  los  cambios  in- 
troducidos en  la  ley  Electoral,  aplicada 
a  las  elecciones  municipales,  y  que 
vienen  á  reducirse  á  confiar  al  Alcalde 
las  funciones,  y  atribuirle  todos  los  de- 
beres y  derechos  del  Comisario,  princi- 
palmente en  lo  que  se  refiere  á  las  Me- 
sas  ó  Juntas  de  escrutinio.) 

PARTE  CUARTA 

(Se  refiere  á  los  reglamentos  que  ha- 
brán de  regir  á  quedar  derogada  la  ley 
Electora],  y  que  no  tienen  ya  aplicación 
por  haberse  dictado  disposiciones  pos- 
teriores que  los  hacen  inútiles.) 

Anexo  coarto 

(Trata  de  los  emolumentos  que  los 
funcionarios  deben  percibir  por  di- 
versas operaciones,  copias  de  docu- 
mentos, etc.) 

Anexo  quinto 

Pegos  que  deben  besarse  con  fondos  municipales 

1."    Sin  orden  del  Consejo: 

Las  remuneraciones  al  Alcalde,  al 
Reeorder,  á  los  Jefes  de  policía,  al 
Secretario,  á  los  Jueces  de  paz  y  á  los 
diversos  funcionarios  nombrados  por 
el  Consejo,  algunos  otros  salarios  y  los 


gastos  relativos  á  las  operaciones  elec- 
torales. 
2."  Por  orden  del  Consejo: 
Los  gastos  relativos  á  los  padrones 
y  listas  de  burgueses,  á  las  elecciones 
municipales,  A  la  división  del  burgo  en 
cuarteles,  á  la  obtención  de  una  Carta 
municipal,  &  la  instalación  y  conserva- 
ción de  las  salas  de  audiencia  y  depar- 
tamentos de  los  Jueces  al  servicio  de 
los  Constables,  al  juicio,  &  la  custodia 
y  &  la  ejecución  de  las  penas  de  los 
condenados,  y  &  otros  emolumentos 
como  los  de  los  Coronen  y  los  del  Se- 
cretario de  paz. 


(Se  refiere  á  la  enumeración  de  los 
burgos  que  se  consideran  adyacentes 
á  algún  condado,  y  que  hemos  citado 
en  el  extracto  del  art.  188). 

Anexo  séptimo 

Regina  de  procedimiento  pan  le  coucesifin  de 

1.a  La  Comisión  del  Consejo  pri- 
vado de  S.  M.  (artículos  211  y  213), 
podrá,  si  lo  juzga  conveniente,  pedir 
que  se  redacte  un  proyecto  que  le  será 
sometido,  ya  al  mismo  tiempo  que  la 
petición  para  obtener  la  Carta,  ya  en 
época  posterior; 

2.a  La  redacción  del  proyecto  se 
dará  á  conocer  por  todos  los  medios  de 
publicidad  convenientes,  para  que  se 
enteren  los  interesados; 

3.*  Antea  de  decretar  el  proyecto, 
examinará  la  referida  Comisión  todas 
las  objeciones  que  se  hayan  hecho  por 
cualquier  autoridad  local  ó  por  las  per- 
sonas interesadas; 

4.'    Una  vez  aceptado  el  proyecto. 
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además  de  publicarse  en  la  Gaceta  de 
Londres,  lo  será  también  por  loe  mis- 
mos medios  que  se  emplearon  para  que 
llegase  á  conocimiento  de  los  intere- 
sad oe; 

5."  Cuando  el  proyecto  Rea' sometido 
al  Parlamento  para  su  confirmación, 
podrá  proponer  la  Comisión  del  Conse- 
jo un  bilí  público  á  fin  de  obtener  di- 
cha confirmación; 

6.a  Antes  de  presentar  dicho  bilí  al 
Parlamento,  podrá  modificarle  la  Co- 
misión en  la  forma  que  estime  conve- 
niente; 

7.*  Si  en  el  momento  en  que  se  halla 
pendiente  ante  cualquiera  de  las  Cáma- 
ras el  bilí  para  !a  confirmación  del  pro- 
yecto se  presentase  una  oposición,  pa- 
sará el  bilí,  en  lo  que  se  relaciona  con  el 
proyecto,  á  una  Comisión  especia],  pu- 
diendo  admitirse  al  peticionario  á  for- 
mular ante  la  Comisión  su  oposición, 
como  en  el  caso  de  un  bilí  particular; 

8.a  El  proyecto  será  ejecutivo  desde 
la  fecha  de  su  confirmación,  ó  en  cual- 
quier otra  fecha  posterior  que  se  indi- 
que en  el  proyecto; 

9.*    La   confirmación   de   éste   será 


prueba  concluyeme  de  que  se  han  cum- 
plido todas  las  prescripciones  de  la 
presente  ley. 


(Incluyanse  en  este  anexo  dieciséis 
modelos  para  la  declaración  de  la  acep- 
tación de  funciones  municipales,  recla- 
mación de  inclusión  en  la  lista  de  bur- 
gueses, demandada exclusiónde  electo- 
res de  la  lista  correspondiente,  anuncio 
de  elección,  concesión  de  terrenos  para 
construir  casas  de  obreros,  papeletas 
de  presentación  de  candidatos,  de  vota- 
ción, etc.) 


(Determinanse  en  este  anexo  las  le- 
yes á  que  debe  sustituir  la  presente,  y 
que  ascienden  al  número  de  cuarenta  y 
siete,  veintidós  de  las  cuales  se  refie- 
ren especialmente  á  la  Administración 
municipal.) 


fono  XI.— Institución U  jinfuicia. 
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ORGANIZACIÓN  DE  LOS  CONDADOS  (PROVINCIAL) 


LEY  DB  13  DE  AGOSTO  DB  1888,  REFORMANDO  SL  DBRBCHO  VIGBNT1I 

RELATIVO  AL  GOBIKRNO  LOCAL  BN  INGLATERRA    V   EN  BL   PAÍS  DB   SALÍS, 

Y  ltfíGLAMKNTANDO  OTRAS  MATERIAS  QOE  CON  AQUÉL 

SB  RELACIONAN 


§  1." — Indlc&clone*  gane  ralea 

Por  virtud  de  la  originalisima  orga- 
nización político-administrativa  de  la 
nación  inglesa,  no  es  posible  en  muchos 
casos  acomodar  la  nomenclatura  de 
sus  instituciones  y  de  sus  leyes  á  la 
que  rige  en  casi  todas  las  demás  nacio- 
nes de  Europa,  y  sobre  todo  a  la  de  Es- 
paña, como  hemos  hecho  respecto  de 
otros  Estados  cuyo  sistema  administra- 
tivo y  político  guarda  con  el  nuestro 
cierta  analogía. 

Como  en  otro  lugar  indicamos  y  re- 
vela claramente  el  texto  de  las  leyes, 
hay  gran  diferencia  entre  la  parroquia 
y  el  burgo  ingles  y  nuestro  municipio, 
entre  el  condado  británico  y  nuestra 
provincia.  Aquí,  barrio,  distrito,  muni- 
cipio y  provincia,  son  organismos  su- 
bordinados unos  á  otros,  constituyendo 
todos  la  entidad  ó  supremo  organismo 
que  llamamos  nación.  Allí  no  solamen- 
te puede  decirse  que  los  burgos  no  es- 
tán, politicamente  y  en  muchas  relacio- 
nes administrativas,  sometidos  á  los 


condados,sino  qufihastalas parroquias, 
que  son  por  regla  general  entidades  su- 
bordinadas á  éstos,  forman  uniones 
para  atender  á  determinados  servicios, 
haciéndose,  en  lo  que  respecta  á  los 
mismos,  independientes  del  condado 
y  sometiéndose  directamente  á  las  au- 
toridades del  poder  central. 

Por  eso,  cuando  por  exigencias  lite- 
rarias ó  por  dar  mas  claridad  al  con- 
cepto, emplean  muchos,  y  empleamos 
nosotros  en  este  libro,  el  término  pro- 
vincia ó  provincial,  aludiendo  al  conda- 
do 6  á  sus  instituciones  ó  servicios,  fal- 
tamos á  la  propiedad  de  las  palabras, 
para  que  el  lector  pueda  comprender 
con  mas  facilidad  la  clase  de  servicio  ó 
relación  de  que  se  trata,  por  ser  uno  y 
otra  análogos  á  los  que  en  nuestro  país 
existen. 

Por  lo  demás,  parécenos  ocioso  in- 
sistir en  que  esta  ley,  que  todos  consi- 
deran, y  es,  en  efecto,  complemento  de 
la  de  1883,  inserta  anteriormente,  ha 
nacido  con  el  pecado  original  ingénito 
en  todas  las  leyes  inglesas,  esto  es,  la 
falta  de  claridad  y  de  buen  orden.  Ya 
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es  demasiado  la  inextricable  confusión 
de  los  factores  y  elementos  que  entran 
en  la  formación  de  la  nacionalidad  in- 
glesa y  de  sus  instituciones,  para  que 
vengan  ¿aumentarla leyes  que,  como 
la  de  que  se  trata,  es  una  verdadera 
aglomeración  de  preceptos  heterogé- 
neos, que  modificando  y  hasta  derogan- 
do por  su  misma  índole,  y  sin  expre- 
sarlo terminantemente,  varios  precep- 
tos de  la  de  1882,  relativa  á  los  burgos, 
hará  indispensable  en  muchos  casos  un 
trabajo  abrumador  para  los  que  quie- 
ran comprenderla  ó  aplicarla  con  acier- 
to, sin  que  tengan  nunca  la  completa 
seguridad  de  haberlo  conseguido. 

Tal  es  la  impresión  que  ha  dejado  en 
nosotros,  y  que  (casi  estamos  seguros 
de  ello)  dejará  en  los  que  la  estudien  en 
relación  con  las  nuestras  y  con  la  de 
los  burgos  ingleses  a  que  se  refiere. 

§  II.— Texto  de  la  le;  de  Organización 
de  los  cumiados 

TITULO  PRIMERO 

CONSEJOS  DE  CONDADO 

1.— Constitución  del  Consejo 
de  condado 

Articulo  1."  En  cada  condado  admi- 
nistrativo de  los  definidos  en  la  pre- 
sente ley,  se  establecerá  un  Consejo,  al 
que  será  confiado  el  despacho  de  los 
negocios  financieros  y  administrativos 
del  mismo.  El  Consejo  se  compondrá 
de  un  Presidente,  de  Aldermen  y  de 
Consejeros. 

Art.  2."  Los  miembros  del  Consejo 
de  condado  serán  elegidos  según  las 
mismas  reglas,  procederán  del  mismo 
modo  y  estarán  bajo  todos  aspectos  en 
la  misma  situación  que  el  Consejo  ele- 


gido por  un  burgo  dividido  en  cuar- 
teles, á  excepción  de  las  reglas  parti- 
culares formuladas  por  la  presente  ley, 
y  particularmente  las  que  siguen. 

En  lo  concerniente  á  los  Aldermen  y 
Consejeros: 

1,"  Los  eclesiásticos  ya  ordenados  y 
los  demás  ministros  de  la  religión,  po- 
drán ser  elegidos  Aldermen  ó  Conse- 
jeros; 

2."  Podrán  ser  Aldermen  ó  Conseje- 
ros, aunque  no  reúnan  todas  las  condi- 
ciones exigidas  por  la  ley  Municipal 
de  1882,  los  Pares  que  posean  una  pro- 
piedad en  el  condado  ó  toda  persona 
inscripta  en  las  listas  electorales  par- 
lamentarias como  poseedora  de  una 
propiedad  cualquiera  situada  en  el  con- 
dado; 

3.*  Los  Aldermen  se  denominarán 
Aldermen  de  condado,  y  lo  mismo  los 
Consejeros.  El  Alderman  de  condado 
no  podrá  votar  en  la  elección  de  otro 
Alderman  por  sola  dicha  cualidad; 

4.*  Los  Consejeros  de  condado  se- 
rán elegidos  por  tres  años,  renovándo- 
se totalmente  al  espirar  dicho  plazo; 

5.*  Las  divisiones  del  condado  para 
la  elección  de  Consejeros  del  mismo  se 
denominarán  divisiones  electorales  y 
no  cuarteles.  Cada  circunscripción  ele- 
girá sólo  un  Consejero. 

En  lo  que  respecta  al  número  de  Con- 
sejeros y  á  los  limites  de  las  divisiones 
electorales: 

1/  La  Junta  de  Administración  lo- 
cal fijará  el  número  de  Consejeros  del 
condado,  y  la  proporción  de  este  nú- 
mero entre  cada  burgo  de  los  que  ten- 
gan población  suficiente  para  elegir  un 
Consejero,  y  el  resto  del  condado; 

2.*  Cada  burgo  de  los  que  nombren 
un  Consejero  constituirá  una  división 
electoral; 

3.a    En  el  resto  del  condado,  las  di* 
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visiones  electorales  serán  determina- 
das por  el  Consejo  del  burgo  para  las 
localidades  que  tengan  que  elegir  más 
de  un  Consejero,  y  fuera  de  los  burgos, 
por  el  Tribunal  de  sesiones  trimes- 
trales. 

Para  las  elecciones  posteriores  á  la 
primera,  podrán  introducirse  cambios 
de  conformidad  con  las  disposiciones 
de  la  presente  ley. 

En  lo  concerniente  á  los  electores 
para  el  Consejo  de  condado,  lo  serán  en 
los  burgos  los  vecinos  inscriptos  en  las 
listas  electorales  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones de  la  ley  de  1882  y  las  dispo- 
siciones posteriores  que  han  modifica- 
do algunos  de  sus  artículos,  y  además 
las  personas  inscriptas  en  las  listas 
electorales  del  condado  por  aplicación 
de  lo  preceptuado  en  la  ley  de  1888  so- 
bre los  electores  de  condado. 

En  lo  que  respecta  al  Presidente  del 
Consejo  de  condado: 

l.1  Se  denominará  Presidente  y  no 
Alcalde; 

2.a  Por  virtud  de  su  cargo  será  Juez 
de  paz  del  condado,  pero  antes  de  pro- 
ceder como  tal  deberá  prestar  los  jura- 
mentos exigidos  por  la  ley,  además  de 
los  que  se  refieren  á  la  condición  de 
propietario. 

El  Consejo  de  condado  podrá  elegir 
entre  sus  miembros  un  Vicepresidente 
para  sustituirlo  con  los  mismos  poderes 
que  el  Presidente. 

3.— Poderes  del  Consejo  de  condado 

Art.  3.°  El  Consejo  de  condado  des- 
pachará en  lo  sucesivo  los  asuntos  ad- 
ministrativos confiados  basta  ahora  á 
los  Jueces  de  paz  reunidos  en  sesiones 
trimestrales  ó  á  Comisiones  nombra- 
das por  ellos,  y  especialmente  los  si- 
guientes: 


l.o  Crear,  repartir  y  cobrar  los  im- 
puestos del  condado  relativos  á  la  poli- 
cía y  otros,  distribuyendo  y  empleando 
el  total,  ordenar  los  pagos  que  deben 
hacerse  con  el  producto  de  estos  im- 
puestos ó  con  los  fondos  del  condado, 
y  preparar  y  revisar  la  base  ó  el  térmi- 
no medio  del  impuesto  de  condado  (pro- 
vincial); 

2."    Contratar  los  empréstitos; 

3."  Tomar  las  cuentas  al  Tesorero 
del  condado  y  aprobarlas; 

4.°  Conservar  y  tener  dispuestos  los 
locales  destinados  &  las  Asambleas  del 
condado,  á  los  Tribunales  del  Jurado, 
á  las  audiencias,  á  los  puestos  de  poli- 
cía y  á  las  prevenciones;  cuidar  los 
edificios,  obras  y  propiedades  del  con- 
dado, y  reservar  en  aquéllos  el  local 
necesario  para  las  Comisiones  mixtas 
instituidas  por  la  presente  ley; 

5.°  Conceder  licencias,  en  virtud  de 
leyes  generales  sobre  la  materia,  para 
la  apertura  de  salones  de  conciertos  ó 
de  baile  y  demás  que  autoriza  la  ley 
de  1879; 

6.°  Proveer  á  todo  lo  concerniente  & 
las  casas  de  dementes  pobres,  conser- 
varlas, ampliarlas,  administrarlas  e 
inspeccionarlas; 

7.°  Establecer,  conservar  y  sostener 
por  medio  de  contribuciones  las  escue- 
las penitenciarias  y  las  profesionales; 

8.a  Repararlos  puentes  y  los  cami- 
nos anejos  á  éstos,  y  ejercer  todos  los 
poderes  confiados  á  la  autoridad  del 
condado  por  la  ley  de  1878  sobre  los 
caminos  públicos,  etc.; 

9."  Establecer  la  tarifa  de  los  hono- 
rarios y  demás  emolumentos  asignados 
á  los  Inspectores,  Peritos  químicos  y 
á  todos  los  agentes  del  condado,  excep- 
to el  Secretario  de  las  sesiones  trimes- 
trales y  los  de  los  Jueces  de  paz; 

10.    Nombrar,  designar  el  salario  y 
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destituir  al  Tesorero  del  condado,  al 
Inspector  del  mismo,  &  los  Peritos  quí- 
micos, &  los  agentes  encargados  de  la 
ejecución  de  la  ley  de  1875  sobre  mate- 
rias explosivas  y  todos  los  funcionarios 
y  empleados  ó  agentes  pagados  con  el 
impuesto  del  condado,  á  excepción  del 
Secretario  de  las  sesiones  trimestrales 
y  de  los  Jueces  de  paz; 

11.  Fijar  el  sueldo  de  todo  Coroner 
que  debe  pagarse  del  impuesto  del  con- 
dado, asi  como  los  gastos  de  diversas 
clases  que  se  le  asignen;  dividir  el  con- 
dado en  distritos  de  Coroner  y  asignar 
á  cada  cual  el  suyo; 

12.  Dividir  el  condado  en  colegios  ó 
secciones  para  las  elecciones  parla- 
mentarias, designar  los  puntos  donde 
liaran  de  estarlos  colegios  electorales, 
regular  los  gastos  y  otras  cuestiones 
relativas  A  la  formación  de  las  listas 
para  las  elecciones  parlamentarias; 

13.  Aplicar,  como  autoridad  local, 
las  leyes  relativas  á  las  epidemias  de 
los  animales,  á  los  insectos  dañinos,  á 
la  conservación  de  la  pesca  y  de  la 
caza,  ¿  las  pesas  y  medidas,  a  los  con- 
tadores de  gas,  etc.; 

14.  Emitir  su  dictamen  en  todas  las 
cuestiones  relativas  á  la  ley  de  1886  so- 
bre los  daños  producidos  por  los  mo- 
tines; 

15.  Registrar  los  Estatutos  de  las 
sociedades  instructivas,  las  donaciones 
benéficas,  etc.,  y  confirmar  y  registrar 
los  Estatutos  de  las  sociedades  de  prés- 
tamos; 

16.  Velar  por  la  ejecución  de  todos 
los  asuntos  que  se  le  confien,  especial- 
mente por  la  presente  ley  (véase  ar- 
ticulo 64). 

Art.  4.a  Las  facultades,  obligaciones 
y  responsabilidades  propias  de  los  Tri- 
bunales de  sesiones  trimestrales  y  de 
los  Jueces  de  paz  por  cualquier  ley  lo- 


cal, podran  serconfladas  á  los  Consejos 
de  condado  por  un  Decreto  provisional 
de  la  Junta  de  Administración  local. 

3.— Los  Coronen 

Art.  5.a  Desde  el  dta  fijado  por  la 
presente  ley,  no  serán  nombrados  los 
Coroner»  de  condado  por  los  Freehol- 
deva,  sino  por  el  Consejo  de  condado, 
que  en  el  caso  en  que  éste  comprenda 
varios  distritos,  asignara  ¿cada cual 
el  sujo.  Los  Aldermen  y  los  Consejeros 
no  podrán  ser  nombrados  Coronen. 

En  el  caso  en  que  el  distrito  de  un 
Coroner  esté  situado  en  dos  condados 
administrativos,  será  este  funcionario 
nombrado,  pagado  é  indemnizado  por 
la  Comisión  común  de  todo  el  condado, 
la  cual  dispondrá  las  cosas  de  modo  que 
en  la  primera  vacante,  ó  en  cualquier 
otra  época  que  fije,  coincida  con  un 
condado  administrativo  el  distrito  del 
Coroner. 

El  Coroner  continuará,  sin  embargo, 
ejerciendo  la  jurisdicción  sobretodo  el 
condado,  y  podrá  ser  destituido  siem- 
pre por  un  decreto  de  exoneración  ó 
en  cualquier  otra  forma. 

El  Coroner  no  podrá  ser  Alderman  ni 
Consejero  en  el  condado  en  donde  ejer- 
za bus  funciones. 

(Quedan  derogados  los  artículos  11 
y  14  del  primer  anexo  á  la  ley  de  Coro- 
nen de  1887.) 

4.— De  los  puentes 

Art.  6.°  El  Consejo  de  condado  ten- 
drá facultades  para  construir  nuevos 
puentes,  y  adquirir,  con  condiciones 
discutidas  y  aprobadas,  los  que  no  sean 
puentes  de  condado  al  entrar  en  vigor 
la  presente  ley.  Tendrá  también  facul- 
tades para  conservar,  reparar  y  mejo- 
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rar  loe  puentes  construidos  ó  adqui- 
ridos. 

5.— Poderes  de  los  Jueces  de  paz  fuera 
de  tas  sesiones. 

Art.  7."  Se  transfieren  al  Consejo  de 
condado  las  facultades  de  las  Jueces 
de  paz  fuera  de  sesiones  y  que  Be  re- 
fieran: 

1.a  A  las  licencias  que  han  de  con- 
cederse para  las  representaciones  tea- 
trales públicas; 

2.°  A  la  ejecución  de  la  Ley  sobre 
explosivos  de  1875  (1). 

6.— Recursos  contra  los  impuestos 

Art.  8."  Los  Tribunales  de  sesiones 
trimestrales  y  los  Jueces  de  paz  con- 
servarán sus  facultades  para  juzgar  los 
recursos  ó  apelaciones  en  materia  de 
impuestos. 

Todo  negocio  correspondiente  á  las 
sesiones  trimestrales  o  á  sus  Comisio- 
nes que  no  se  atribuya  por  la  presente 
ley  al  ConBejo  de  condado,  quedará  re- 
servado á  dichas  sesiones  y  continuará 
en  la  misma  forma  que  antes  de  regir 
esta  ley. 

7.— De  la  policía  y  de  la  Comisión  mixta 
permanente 

Art.  9."  Las  facultades  y  obligacio- 
nes del  Tribunal  de  sesiones  trimes- 
trales y  de  los  Jueces  de  paz  fuera  de 
sesiones  y  que  se  refieran  á  la  policía, 
corresponderán  en  adelante  á  dicho 
Tribunal,  juntamente  con  el  Consejo 
de  condado;  las  facultades  serán  ejer- 


( 1)  En  el  corriente  año  (1898)  se  ha  dictado 
atra  ley  sobre  atploaivoa,  la  que  procuraremos 
insertar  al  final  de  esta  parta  del  tomo.  - 


cidas  y  las  obligaciones  cumplidas  por 
la  Comisión  mixta  permanente,  forma- 
da del  modo  que  se  indica  más  ade- 
lante por  el  Tribunal  y  por  el  Consejo. 

Entiéndase  que  los  Constables  ó  agen- 
tes, en  lo  relativo  á  las  funciones  que 
se  agregan  á  sus  deberes  habituales  en 
virtud  de  la  Ley  de  1886  sobre  la  policía 
de  los  condados  y  de  los  burgos,  estarán 
á  la  vez  á  disposición  del  Tribunal,  del 
Consejo  y  de  la  Comisión  mixta. 

No  se  altera  en  nada  las  funciones  y 
obligaciones  de  los  Jueces  de  paz  en  su 
cualidad  de  conservadores  de  la  paz,  y 
todos  los  Constables,  con  su  Jefe,  están 
obligados,  como  antes,  á  obedecer  sus 
órdenes,  siempre  que  sean  legales. 

8.— Poderes  transferidos  por  la  Junta 
central  de  Administración  local 

Art.  10.  La  Junta  de  Administración 
local  podrá  transferir,  por  decreto  pro- 
visional, á  los  Consejos  de  condado  las 
siguientes  facultades,  cuando  entienda 
que  se  refieren  á  negocios  de  condado 
y  que  tienen  un  carácter  administra- 
tivo: 

1."  Las  facultades  conferidas  por 
Estatutos  al  Consejo  privado,  á  un  Se- 
cretario de  Estado,  á  la  Junta  de  Co- 
mercio, á  él  mismo,  al  departamento 
de  Instrucción  pública  ó  á  cualquier 
otro  departamento  ministerial; 

2.°  Las  facultades  conferidas  á  los 
Comisarios  de  alcantarillas,  á  los  con- 
servadores ó  á  cualquier  otra  Corpora- 
ción pública,  esté  ó  no  incorporada,  ex- 
cepto las  municipales,  las  autoridades 
sanitarias,  las  Juntas  de  escuelas  y  las 
de  tutores  de  las  uniones. 

La  Junta  limitará  y  modificará,  en  su 
decreto  provisional,  estas  facultades, 
como  lo  juzgue  conveniente,  y  tomará 
todas  las  medidas  necesarias  á  fin  de 
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efectuar  la  transmisión,  ó  podrá  trans- 
ferir toda  facultad  á  autoridad  com- 
prendida en  el  Real  Decreto. 

Entiéndase  que  esta  traslación  de 
atribuciones  deberá  recibir  de  ante- 
mano la  aprobación  de  la  autoridad  á 
la  cual  Be  priva  de  ellas,  y  sólo  tendrá 
efecto  después  de  coafirmada  por  el 
Parlamento. 

En  el  caso  en  que  las  autoridades  des- 
pojadas ejerzan  sus  facultades  en  dos  ó 
más  condados,  se  transferirán  conjun- 
tamente á  los  Consejos  de  dichos  con- 
dados, y  éstos  las  ejercerán  por  medio 
de  una  Comisión  común  ó  mixta,  for- 
mada por  dichos.  Consejos  (1). 

La  ley  del  Parlamento  que  confirme 
un  decreto  provisional  de  esta  clase.  Be 
considerará  como  una  ley  general  de 
utilidad  pública. 

9.— Camino»  principales  (main  roads) 

Art.  11.  Los  caminos  de  condado  ca- 
lificados de  caminos  principales  por  la 
ley  de  1878,  incluso  los  puentes  por 
donde  pasan,  si  la  conservación  de  és- 
tos está  á  cargo  de  una  autoridad  de 
caminos  reales,  serán  en  lo  sucesivo 
conservados,  reparados,  y  aun  mejora- 
dos, con  objeto  de  disminuir  los  gastos 
de  entretenimiento,  y  ampliados  en 
caso  de  necesidad,  por  el  Consejo  de 
condado,  que  se  constituye  para  este 
efecto  en  Junta  de  caminos  reales. 
Como  tal  queda  encargado  de  impedir 
toda  obstrucción  de  los  mismos  y  de 
asegurar  al  público  el  disfrute  de  los 
terrenos  vacantes  inmediatos  á  aqué- 
llos, y  ejercerá  todas  las  facultades 
que  se  le  confieren  para  la  conserva- 
ción y  reparación  de  los  caminos,  co- 


tí)    No   daban    confundirse    e 
con  las  d«  que  habla  «1  art.  80. 


rriendo  todos  los  gastos  por  cuenta  de 
loa  generales  del  condado. 

En  el  término  de  doce  meses  después 
de  puesta  en  vigor  la  presente  ley  ó  de 
ser  clasificado  un  camino  como  camino 
real,  podrá  la  autoridad  loca)  (urbana) 
reclamar  y  obtener  el  derecho  de  con- 
servar, reparar  y  mejorar  loe  caminos 
principales  de  su  distrito.  El  mismo  de- 
recho tendrá  en  el  caso  en  que  un  cami- 
no existente  se  clasifique  como  camino 
real.  El  Consejo  de  condado  contribuirá 
siempre  á  los  gastos  de  estos  caminos 
con  una  suma  pagada  anualmente  á 
dicha  autoridad,  suma  que  se  fijará  de 
común  acuerdo  entre  la  autoridad  local 
y  el  Consejo,  y,  en  caso  de  discordia, 
por  la  Junta  de  Administración  local. 

Los  mismos  conciertos  podrán  hacer- 
se entre  un  Consejo  de  distrito  y  el  de 
condado,  el  cual  no  rendirá  en  ningún 
caso  su  cuenta  anual  sin  previo  infor- 
me favorable  del  Inspector  de  con- 
dado. 

Las  diferencias  que  surjan  entre  el 
Consejo  de  condado  que  tome  á  su  car- 
go la  conservación  de  los  caminos  prin- 
cipales y  una  autoridad  de  los  caminos 
reales  ó  de  sanidad  respecto  al  uso  de 
trincheras  y  túneles  abiertos  en  estos 
caminos,  se  resolverán  por  arbitraje 
en  la  forma  indicada  en  la  presente 
ley.  (Art.  62.) 

Cuando  el  Consejo  de  condado  clasi- 
fique un  camino  entre  los  principales, 
no  tendrá  efecto  su  declaración  hasta 
que  dicho  camino  se  coloque  en  condi- 
ciones adecuadas  á  su  nueva  clase. 

Si  el  Consejo  de  distrito  descuida  la 
conservación  de  los  caminos  de  que 
está  encargado,  podrá  el  Consejo  de 
condado  apercibirle  y  mandar  hacer 
las  reparaciones  ¿  expensas  del  dis- 
trito. 

Todas  las   cuestiones  que  surjan  á 
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este  propósito  entre  ambos  Consejos 
se  someterán,  á  instancia  de  una  de  las 
partes,  al  arbitraje  de  la  Junta  de  Ad- 
ministración local. 

El  Consejo  de  condado  podrá  contri- 
buir siempre,  si  lo  juzga  conveniente,  a 
la  conservación  y  mejora  de  un  camino 
rea),  esté  ó  no  clasificado  éste  entre  los 
principales. 

Toda  autoridad  que  tenga  derecho  ú 
obligación  de  alumbrar  los  caminos 
del  distrito,  podrá  ó  deberá  alumbrar 
igualmente  los  principales. 

La  autoridad  local  que  abra  zan- 
jas para  sumideros  ó  alcantarillas,  ó 
para  cualquier  otro  objeto  en  los  cami- 
nos principales  de  que  se  encargue  el 
Consejo  de  condado,  estará  obligada  á 
reparar  el  camino.  Si  no  lo  hiciere  ten- 
drá el  Consejo  derecho  á  mandar  ha- 
cer los  trabajos  de  reparación  á  ex- 
pensas de  dicha  autoridad. 

Se  considerará  como  formando  parte 
del  presente  el  art.  20  de  la  ley  de  Ca- 
minos reales  de  1878. 

Art.  12.  (Consigna  la  supresión  de 
los  pagos  en  la  isla  de  Wight,  y  la  con- 
servación de  sus  poderes  ó  facultades 
por  la  Comisión  de  caminos  reales  en 
el  condado  de  Southampton.) 

Art.  13.  (Amplia  las  disposiciones 
de  esta  ley  á  los  caminos  de  la  parte 
Sur  del  principado  de  Gales,  suprime 
en  este  pats  las  Juntas  de  caminos  de 
condado  y  de  distrito,  pasando  sus  atri- 
buciones, propiedades,  deudas  y  obli- 
gaciones á  los  Consejos  de  los  seis 
condados  del  Sur  del  país  de  Gales.) 

10.— De  los  ríos 

Art.  14.  El  Consejo  de  condado  po- 
drá vigilar  la  ejecución  de  la  ley  de  1876 
sobre  la  policía  ó  limpieza  de  los  ríos. 

Podrá  contribuir  también  á  los  gas- 


tos hechos  al  efecto  por  otro  Consejo 
de  condado  ó  por  otra  autoridad  urba- 
na ó  rural. 

Si  un  rio  atraviesa  varios  condados 
administrativos,  podrá  la  Junta  de  Ad- 
ministración local,  á  instancia  del  Con- 
sejo de  uno  de  estos  condados,  consti- 
tuir por  decreto  provisional  una  Comi- 
sión común  que  los  represente  á  todos, 
y  cuyos  gastos  sean  también  comunes. 

11.— De  los  bilí  del  Parlamento 

Art.  15.  El  Consejo  de  condado  ten- 
trá  derecho  á  oponerse  á  los  bilí  pre- 
sentados al  Parlamento,  y  sostener  ó 
defender  por  las  viaB  legales  los  inte- 
reses de  los  habitantes  del  condado, 
como  lo  tiene  el  Consejo  de  un  burgo 
municipal  por  la  ley  de  1872,  teniendo 
en  cuenta: 

1."  Que  no  será  necesario  el  consen- 
timiento de  los  propietarios  y  de  los 
contribuyentes  para  que  el  Consejo 
pueda  proceder  de  conformidad  con 
este  articulo; 

2."  Que  el  presente  articulo  no  atri- 
buye al  Consejo  de  condado  la  facultad 
de  presentar  Lili  al  Parlamento  ni  de 
soportar  ó  imponer  gasto  alguno  rela- 
tivo á  estos  bilí. 

12.— De  ha  Estatuios  locales 

Art.  16.  El  Consejo  de  condado  ten- 
drá, para  hacer  Estatutos  locales  apli- 
cables á  todo  su  territorio  ó  á  las  par- 
tes en  ellos  especificadas,  las  mismas 
facultades  que  confiere  al  Consejo  de 
un  burgo  el  art.  33  de  la  ley  sobre  Cor- 
poraciones municipales  de  1882. 

También  será  aplicable  á  estos  Esta- 
tutos el  art.  187  de  la  ley  de  Sanidad 
de  1875. 

Entiéndase  bien  que  emanando  estos 
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Estatutos  del  Consejo  de  condado   no 
serán  aplicables  á  los  burgos. 

13.— De  ios  médicos  del  seroicio  sanitario 

Art.  17.  El  Consejo  de  condado  po- 
drá nombrar  y  retribuir  uno,  ó  dos,  ó 
más  médicos  adscritos  al  servicio  sani- 
tario. Estos  médicos  no  podran,  sin  el 
consentimiento  escrito  del  Consejo, 
desempeñar  otro  empleo  ni  ejercer  la 
profesión  en  servicio  de  los  particu- 
lares. 

El  Consejo  de  distrito  que  no  quiera 
nombrar  por  si  mismo  un  médico  de 
sanidad,  como  se  prescribe  en  la  ley 
de  1875,  podrá  entenderse  con  el  con- 
dado para  utilizar  los  servicios,  retri- 
buyéndoles convenientemente  de  aquél 
ó  aquéllos  que  el  Consejo  de  condado 
haya  nombrado,  cumpliendo  asi  la  ley 
por  medio  de  este  arreglo. 

Art.  18.  Los  médicos  de  sanidad 
reunirán  las  condiciones  necesarias 
para  ejercer  legalmente  su  profesión,  y 
en  los  condados  ó  distritos  que  pasen 
de  10.000  almas,  deberán  estar  provis- 
tos de  un  titulo  0  haber  hecho  las  prác- 
ticas necesarias  en  la  profesión. 

Art.  19.  También  deberán  remitir 
periódicamente,  so  pena  de  suspensión 
de  sueldo,  una  Memoria  al  Consejo  de 
condado,  que  remitirá  un  duplicado  á 
la  Junta  de  Administración  local.  Esta 
Junta  continuará  encargada  de  obli- 
garles al  buen  desempeño  de  su  come- 
tido. 

14.— De  los  derechos  sobre  las  licencias 
granadas  con  un  impuesto  local 

Art.  20.  Al  finalizar  el  año  económi- 
co, que  se  cerrará  el  31  de  Marzo  pró- 
ximo después  de  la  adopción  de  la  pre- 
sente ley,  entregará  la  Comisión  de  ren- 


tas interiores  al  Banco  de  Inglaterra,  á 
cuenta  de  los  impuestos  locales,  del 
modo  y  con  las  condiciones  prescriptas 
por  el  Tesoro,  las  sumas  legalmente 
certificadas  procedentes  de  los  impues- 
tos percibidos  por  esta  Comisión  en 
cada  condado  administrativo  de  Ingla- 
terra y  del  pais  de  Gales  sobre  las  li- 
cencias especificadas  en  el  primer 
anexo  de  la  presente  ley  (1),  incluso  la 
suma  á  que  asciendan  las  multas  y  cos- 
tas á  que  haya  dado  lugar  la  cobranza 
de  estos  impuestos,  y  que  será  conside- 
rada como  formando  parte  del  produc- 
to de  los  mismos. 

Las  sumas  asi  depositad asse  pagarán 
al  Consejo  de  cada  condado  bajo  la 
dirección  de  la  Junta  de  Administra- 
ción local. 

El  derecho  de  percibir  en  todo  ó  en 
parte  los  impuestos  sobre  las  licencias 
locales  podrá  transmitirse  á  los  Con- 
sejos de  condado  por  una  Real  orden 
dictada  en  Consejo  y  á  propuesta  del 
Tesoro. 

En  este  caso,  los  Consejos  de  conda- 
do y  los  agentes  por  ellos  nombrados 
para  cobrar  estos  impuestos  tendrán, 
salvo  las  excepciones  y  modificaciones 
formuladas  en  la  Real  Orden,  las  mis- 
mas facultades  y  obligaciones  que  an- 
tes de  ellas  tenia  la  Comisión  de  ingre- 
sos interiores,  ya  para  conceder,  ya 
para  retirar  estas  licencias,  ya  para 
regular  todo  lo  concerniente  á  los  im- 
puestos, multas  y  penalidades  que  á 
ella  se  refieren. 

(1)  Estua  licencias  se  refieren  principal  mente 
i  la  venta  de  espíritus  y  bebidas  alcohólicas  para 
el  consumo  interior  6  de  fuera  del  tugar  de  la 
venta.  También  comprende  loa  impuestos  sobre 
loa  perros,  caballos  y  muías,  casa,  carros,  coches , 
criados,  etc.,  y  las  patentes  de  comisionistas  ex- 
pendedores de  tabacos,  tratantes  en  caballos, 
prestamistas  y  otros  muchos. 
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Deberá,  sin  embargo,  tenerse  pre- 
sente: 

1.°  Que  el  total  de  las  condenas  pe- 
cuniarias cobradas  por  un  Consejo  de 
condado,  autorizado  en  la  forma  indi- 
cada, no  se  ingresará  en  el  Tesoro 
(Eckiquier),  sino  en  la  Caja  del  conda- 
do, anotándose  en  la  misma  cuenta  que 
los  impuestos; 

2."  Que  el  Consejo  de  condado  ten- 
drá las  mismas  facultades  que  el  Teso- 
ro para  cobrar  las  multas  ó  recargos, 
lo  mismo  que  para  perdonar  en  todo  6 
en  parte  las  penas  impuestas; 

3.°  Que  la  presente  ley  no  confiere 
al  Consejo  los  privilegios  que  pertene- 
cen especialmente  á  la  Corona,  en  caso 
de  persecución  ante  los  Tribunales. 

El  Consejo  tomará  las  medidas  opor- 
tunas para  que  las  licencias  se  conce- 
dan lo  más  cerca  posible  de  la  residen- 
cia de  los  que  los  -  obtienen.  Si  fuere 
necesario,  producirán  las  licencias 
efecto  fuera  del  condado  en  que  se  ex- 
pidan. 

i 5.— Derechos  de  aprobación  de  los 
testamentos 

Art.  21.  Terminado  el  año  económi- 
co corriente,  la  Comisión  de  ingresos 
del  Interior  depositará  en  el  Banco  de 
Inglaterra,  en  la  cuenta  de  impuestos 
locales,  las  cuatro  quintas  partes  de  la 
mitad  del  producto  de  los  derechos  de 
aprobación  de  testamentos  recaudado 
por  ella. 

Por  la  expresión  «derechos  de  proba- 
tea se  entiende  los  derechos  de  timbre 
sobre  el  Afjldavit  exigido  á  toda  per- 
sona en  Inglaterra,  en  el  país  de 
Gales  ó  en  Irlanda,  para  la  aprobación 
de  un  testamento  ó  sobre  la  orden  de 
sumisión  á  una  cúratela  y  sobre  el  in- 
ventario presentado   y   registrado  en 


Escocia,  asi  como  también  sobre  los 
estados  de  propiedades  personales  y 
muebles,  especificadas  en  el  art.  38  de 
la  ley  de  1881  sobre  Aduanas  y  Rentas 
interiores,  comprendiendo  también  to- 
das las  condenas  pecuniarias  y  los  re- 
cargos ó  multas  en  que  se  incurra  con 
motivo  de  los  diferentes  derechos  de 
timbre. 

16.— Empleo  de  estos  recursos 

Art.  22.  Las  sumas  ingresadas,  se- 
gún se  indica  en  el  articulo  anterior, 
por  cuenta  del  impuesto  local  sobre 
el  producto  de  los  derechos  de  probate, 
se  distribuirán  entre  los  diferentes  con- 
dados de  Inglaterra  y  del  pais  de  Ga- 
les, hasta  que  el  Parlamento  decida 
otra  cosa,  proporcionalmente  á  la  parte 
certificada  por  la  Junta  de  Administra- 
ción local,  que  cada  condado  haya  re- 
cibido en  el  último  año  económico  so- 
bre las  subvenciones  suministradas  por 
el  Tesoro  como  suplemento  á  los  im- 
puestos locales,  y  cuyas  subvenciones 
quedan  suprimidas. 

Art.  23.  Las  sumas  asi  percibidas 
por  él  Consejo  de  condado  y  proce- 
dentes: 

1.°  De  los  derechos  sobjre  el  impues- 
to de  licencias  locales; 

2."  De  una  parte  de  los  derechos  de 
probate, 

Ingresarán  en  la  Caja  del  condado  é 
irán  á  una  cuenta  especial,  titulada 
Cuenta  de  la  contribución  de  la  Teso- 
rería. 

Los  fondos  existentes  en  esta  cuenta 
se  emplearán  en  pagar: 

1.°  Los  gastos  imputables  á  las  su- 
mas que  alli  figuran; 

2."  Las  sumas  que  con  arreglo  á  la 
presente  ley  deban  pagarse  en  lugar 
de  las  subvenciones  locales; 

3."    Las  subvenciones  que  el  Consejo 
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de  condado  deba  suministrar  para  los 
gastos  de  los  tutores  de  las  Juntas  pros- 
criptas por  la  ley  de  Pobres; 

4.°  El  reingreso  en  la  cuenta  gene- 
ral de  la  Caja  de  condado,  de  los  gas- 
tos para  los  que  puedan  establecerse 
impuestos  de  condado  en  todo  el  te- 
rritorio del  mismo. 

Si  después  de  hechos  estos  pagos 
queda  algún  excedente,  se  distribuirá, 
entre  los  burgos  de  sesiones  trimestra- 
les exceptuados  de  contribuir  para  los 
gastos  propios  del  condado,  una  parte 
calculada  sobre  la  proporción  que  exis- 
ta entre  el  valor  imponible  del  territo- 
rio de  cada  uno  de  estos  burgos  y  el  de 
todo  el  condado,  deducción  hecha  de 
los  gastos  del  condado  á  que  el  burgo 
esté  especialmente  obligado. 

Si  aún  quedase  algún  excedente,  se 
empleará  en  reembolsar  los  gastos  que 
correspondan  &  todo  el  condado,  fuera 
de  los  de  los  burgos  que  ya  hayan  par- 
ticipado del  primero. 

El  tercer  excedente  se  distribuirá 
primero  entre  los  burgos  que  sostienen 
una  policía  especial  en  ejecución  de  las 
leyes  sobre  policía  de  los  condados  y 
de  los  burgos,  con  exclusión  de  los 
burgos  de  sesiones  trimestrales,  y  en 
proporción  del  valor  imponible  de  su 
territorio,  comparado  con  el  de  todo  el 
condado,  exceptuando  los  burgos  de 
sesiones  trimestrales;  y,  hecho  este  re- 
parto, se  empleará  ese  mismo  exceden- 
te en  reembolsar  á  la  Caja  de  condado 
de  los  gastos  de  policía  y  otros  para 
los  que  el  resto  del  condado  haya  con- 
tribuido, fuera  de  los  burgos  que  hayan 
tomado  ya  su  participación. 

Se  asimilarán  á  los  burgos  las  villas 
que,  sin  tener  el  rango  de  burgos,  sos- 
tienen una  policía  especial  subvencio- 
nada por  el  condado  con  arreglo  á  la 
presente  ley. 


El  cuarto  excedente,  si  le  hay  y  es 
demasiado  considerable  para  incluirle 
en  la  cuenta  siguiente,  será  distribuido 
entre  los  distritos,  fuera  de  los  burgos 
antes  citados,  y  siempre  en  proporción 
al  valor  imponible  de  su  territorio. 

Si  una  parte  de  un  condado  está  si- 
tuada en  el  distrito  de  la  policía  metro- 
politana, se  aplicará  á  la  presente  ley 
como  si  dicha  parte  fuese  un  burgo  de 
policía  especial,  á  no  ser  que  la  suma 
que  corresponda  en  este  caso  á  un  bur- 
go deba  ser  atribuida  á  los  distritos  si- 
tuados, en  todo  ó  en  parte,  en  esta  por- 
ción del  condado  y  distribuida  entre 
ellos  en  proporción  del  valor  imponi- 
ble del  territorio  de  cada  cual,  ó  en  la 
forma  en  que  se  haya  hecho  en  el  dis- 
trito de  la  policía  metropolitana. 

Las  sumas  pagadas  en  ejecución  de 
este  articulo  ingresarán  en  los  burgos 
y  en  los  distritos,  en  las  Cajas  corres- 
pondientes, y  se  aplicarán  á  los  gastos 
generales  del  burgo  ó  del  distrito. 

El  valor  imponible  de  que  se  trata 
en  este  articulo  será  determinado  con 
arreglo  á  la  base  adoptada  para  las 
contribuciones  actuales  del  condado. 

Art.  24.  Como  ciertas  subvenciones 
locales,  suministradas  hasta  ahora  por 
Tesorería,  quedan  suprimidas  en  ade- 
lante por  la  presente  ley,  que  cede  á  los 
Consejos  de  condado  el  producto  de  las 
licencias  y  del  impuesto  de  probate,  se 
aplicaran  las  siguientes  disposiciones: 

Toda  disposición  legal  que  exige  ó 
autoriza  el  pago,  con  cargo  á  los  fondos 
de  Tesorería,  de  cualquier  subvención 
local,  reemplazada  en  adelante  por  la 
contribución  de  los  Consejos  de  con- 
dado, dejará  de  producir  efecto  á  par- 
tir del  31  de  Marzo  de  1889,  sin  perjui- 
cio de  los  derechos  adquiridos  hasta 
ese  dia. 

A  partir  del  31  de  Marzo  de  1889  pa- 
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gara  el  Consejo  de  condado,  en  susti- 
tución de  las  subvenciones  locales  y 
con  cargo  a  su  Caja,  poniéndolas  en 
cuenta  en  la  contribución  de  Tesorería, 
las  siguientes  partidas: 

1.a  A  los  tutores  de  los  estableci- 
mientos de  pobres  ó  á  los  funcionarios 
de  cualquier  otra  división  administra- 
tiva, comprendida  parcial  ó  totalmente 
en  el  condado,  las  cantidades  fijadas 
por  la  Junta  de  Administración  local 
como  subvenciones  locales  por  remu- 
neración á  los  maestros  de  escuela  á 
que  se  refiere  la  ley  de  Pobres,  y  por 
la  de  los  "V acuñadores  públicos,  en  vir- 
tud de  la  ley  de  1867  sobre  la  vacu- 
nación; 

2."  A  los  tutores  de  los  estableci- 
mientos de  pobres  las  retribuciones  de- 
bidas por  los  niños  pobres  enviados  de 
un  asilo  de  mendigos  á  una  escuela  pú- 
blica elemental; 

3.*  A  las  autoridades  locales  que  se 
hayan  ajustado  &  las  disposiciones  de 
la  ley  de  1875  sobre  sanidad,  ó  de  cual- 
quier otra  ley  derogada  por  ésta,  la 
mitad  del  sueldo  de  los  médicos  ó  de 
los  Inspectores  de  sanidad  nombrados 
con  arreglo  á  esta  ley;  pero  si  éstos 
funcionarios  no  han  remitido  sus  Me- 
morias á  la  Junta  de  Administración 
local  en  las  épocas  fijadas  por  la  ley, 
esta  mitad  será  confiscada  en  beneficio 
de  la  Corona  y  entregada  por  el  Conse- 
jo de  condado  a  la  Tesorería  y  no  á  la 
autoridad  local; 

4.*  Á  los  funcionarios  del  Registro 
de  nacimientos  y  de  defunciones,  una 
suma  igual  á  la  retribución  que  los  da- 
ban los  tutores  de  los  pobres  sobre  la 
subvención  local  concedida  por  el  Par- 
lamento en  el  año  económico  cerrado 
en  31  de  Marzo  de  1889; 

5.*  Una  suma  de  cuatro  chelines  por 
semana  por  cada  demente  pobre  de  que 


Be  encargue  el  condado,  y  para  el  que 
ascienda  á  cuatro  chelines  como  máxi- 
mum por  semana  el  cargo  neto  que 
corresponda  al  Consejo  de  condado, 
hecha  deducción  de  las  sumas  recibi- 
das para  el  sostenimiento  de  aquél  en 
el  asilo  y  que  no  proceden  de  los  im- 
puestos locales.  Esta  suma  de  cuatro 
chelines  se  pagará  á  los  tutores  de  los 
establecimientos  de  pobres  ó  &  los  Con- 
sejos de  los  burgos,  según  que  el  soste- 
nimiento del  demente  pobre  correspon- 
da á  dicho  establecimiento  ó  al  Consejo 
del  burgo; 

6.a  El  total  de  las  indemnizaciones 
debidas,  en  virtud  del  art.  18  de  la  ley 
de  1853,  &  los  Secretarios  y  á  los  demás 
funcionarios  de  los  Tribunales  de  las 
sesiones  trimestrales; 

7.a  La  mitad  de  los  gastos  necesa- 
rios para  pagar  la  policía  del  condado 
durante  el  año  anterior  y  del  que  hayan 
hecho  los  burgos  que  sostienen  una  po- 
licía especial  en  virtud  de  las  leyes  res- 
pectivas; 

8.a  En  los  condados  en  donde  se  co- 
bran impuestos  para  la  policía  metro- 
politana, una  suma  igual  á  la  que  hubie- 
ra debido  suministrar  el  Tesoro. 

Las  disposiciones  de  ios  artículos  189 
y  191  de  la  ley  de  Salubridad  pública 
de  1875,  relativas  á  los  funcionarios 
pagados  en  parte  de  fondos  votados  por 
el  Parlamento,  se  aplicarán  á  los  fun- 
cionarios indicados  en  los  números  an- 
teriores. Los  pagos  que  deban  estar 
afectos  al  salario  y  uniformes  de  la  po- 
licía de  una  ciudad  en  ejecución  de  la 
ley  de  1856  sobre  la  policía  de  los  bur- 
gos y  condados,  se  harán  por  el  Conse- 
jo de  condado  á  la  autoridad  local  res- 
pectiva. 

Cuando  los  tutores  de  los  pobres  y  las 
autoridades  que  deban  percibir  sumas 
en  virtud  del  presente  articulo,  previo 
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certificado  de  la  Junta  de  Administra- 
ción local,  correspondan  á  un  estable- 
cimiento ó  auna  circunscripción  cual- 
quiera que  se  extienda  ¿  dos  ó  más 
condados  administrativos,  sólo  pagará 
el  Consejo  de  cada  uno  la  parte  propor- 
cional de  estas  sumas  fijada  por  la  Jun 
ta  de  Administración  local. 

Los  tutores  de  los  pobres  y  las  demás 
autoridades  ó  agentes  deberán  recla- 
mar su  pago  á  la  Junta  de  Administra- 
ción local,  en  la  forma,  con  los  atesta- 
dos y  según  las  reglas  que  la  Junta 
tenga  establecidas,  la  cual  fijará  el  to- 
tal de  las  sumas  debidas  según  los 
principios  adoptados  é  impondrá  para 
el  pago  las  condiciones  exigidas  antes 
de  regir  la  presente  ley. 

La  Junta  de  Administración  local  po- 
drá modificar  los  certificados vq'ue  haya 
expedido  para  la  ejecución  de  este  ar- 
ticulo. 

17.— De  la  policía. 

Art.  25.  Cuando  el  Secretario  de  Es- 
tado se  hubiera  negado  á  expedir,  con 
arreglo  á  la  ley  de  1856,  un  certificado 
haciendo  constar  que  la  policía  del 
condado  se  ha  compuesto  en  el  año 
precedente  de  un  número  de  individuos 
suficiente  y  sometidos  á  una  disciplina 
conveniente,  el  Consejo  de  condado,  en 
vez  de  cargar  á  la  cuenta  de  policía 
las  sumas  previstas  por  el  art.  24,  car- 
gará á  la  cuenta  de  contribución  de 
Tesorería  una  suma  que,  á  juicio  del 
Secretario  de  Estado,  equivalga  á  la 
mitad  del  salario  y  vestuario  de  la  po- 
licía del  condado  durante  dicho  año. 
Esta  suma  será  confiscada  en  beneficio 
de  la  Corona. 

Cuando  ocurra  lo  mismo  respecto  de 
la  policía  de  un  burgo,  el  Consejo  de 
condado  transferirá  la  mitad  del  gasto 


anual  de  la  cuenta  «Contribución  del 
Tesoro»  á  la  cuenta  general  del  conda- 
do, aplicándose  esta  suma  á  los  gastos 
generales  del  mismo. 

18.— De  lo»  agente»  de  la»  uniones 
de  pobre» 

Art.  26.  A  partir  del  31  de  Marzo 
de  1889,  remitirán  los  Consejos  de  con- 
dado, excepto  el  de  Londres,  á  los  tuto- 
res de  cada  unión  de  pobres  situada  en 
todo  ó  en  parte  en  el  condado,  una 
suma  anual  destinada  á  sufragar  los 
gastos  de  los  funcionarios  y  agentes 
de  la  unión  y  de  las  escuelas  de  dis- 
trito á  las  que  la  unión  contribuye. 
Esta  suma,  mientras  el  Parlamento  no 
decida  lo  contrario,  será  igual  á  la  que 
con  certificado  de  la  Junta  de  Adminis- 
tración local  justifique  haberse  gastado 
el  año  anterior  para  salarios,  remune- 
raciones y  gratificaciones  (excepto  las 
de  loe  maestros  de  las  escuelas  de  po- 
bres), y  para  medicamentos  y  cuidados 
en  caso  de  enfermedad. 

Cuando  una  unión  se  halle  situada  á 
la  vez  en  dos  ó  mas  condados,  el  pago 
hecho  por  cada  Consejo  será  propor- 
cional al  valor  imponible  de  la  parte 
de  la  unión  que  se  halle  en  cada  con- 
dado, justificado  en  la  fecha  que  fije  la 
Junta  de  gobierno  local. 

Art.  27.  Las  sumas  que  el  Consejo 
de  condado  deba  pagar  en  ejecución  de 
la  presente  ley  á  la  Tesorería,  al  Teso- 
rero ó  al  recaudador  por  el  distrito  me- 
tropolitano de  policía,  se  tomarán  con 
cargo  á  la  cuenta  de  impuestos  locales, 
y,  en  vez  de  entregarlas  al  Consejo,  se 
entregarán  ala  Tesorería  ó  al  Deposi- 
tario del  distrito  de  la  policía  metropo- 
litana. 

Las  operaciones  de  ingresos  y  gastos 
del  capitulo  «Impuestos  locales»  serán 
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comprobadas  por  el  Interventor  y  el 
Revisor  general,  de  conformidad  con 
los  reglamentos  que  el  Tesoro  podrá 
dictar  cuando  estime  oportuno. 

Cuando  los  ingresos  del  capitulo  «Im- 
puestos locales»  sean  insuficientes  para 
cubrir  los  gastos  autorizados  por  la 
Junta  de  Administración  local,  podrá 
ésta  contratar  un  empréstito  temporal 
garantido  por  dicho  impuesto.  Este 
empréstito  podrá  hacerse  por  el  Banco 
de  Inglaterra,  pero  las  sumas  prestadas 
deberán  ser  reembolsadas  en  el  mismo 
año  y  con  los  intereses. 

Id  —Disposiciones  generales  en  lo  con- 
cerniente á  los  poderes  conferidos  al 
Consejo  de  condado. 

Art.  28.  En  lo  concerniente  á  los 
negocios  de  que  estaban  encargados 
los  Jueces  de  paz,  y  que  ahora  se  atri- 
buyen al  Consejo  de  condado,  estará 
éste  sometido  á  reglas  y  limitaciones 
especificadas  por  la  presente  ley;  pero 
tendrá  todas  las  facultades  que  perte- 
necían, y  todos  los  deberes  y  obligacio- 
nes que  incumbían  á  dichos  Jueces  0  á 
Jas  Comisiones  nombradas  por  ellos. 

El  Consejo  de  condado,  salvo  las  ex- 
cepciones antes  mencionadas,  podrá 
delegar  todas  ó  parte  de  las  facultades 
que  le  son  conferidas  por  la  presente 
Acta,  ya  auna  Comisión  nombrada  de  su 
seno,  ya  á  un  Consejo  de  distrito.  Tam- 
bién podrá,  sin  perjuicio  de  las  demás 
facultades,  como  la  de  nombrar  Comi- 
siones, delegar  en  los  Jueces  de  paz  de 
las  pequeñas  sesiones  los  poderes  que 
le  están  conferidos  en  lo  concerniente 
á  licencias  para  edificios  ó  locales  des- 
tinados á  representaciones  teatrales,  y 
la  ejecución  de  la  ley  de  1875  (1)  sobre 


(I)    Véase  la  nota  puesta  al 


materias  explosivas,  y  de  la  que  se  re- 
fiere á  las  epidemias  de  los  animales. 

Entiéndase,  sin  embargo,  que  el  Con- 
sejo de  condado  no  podrá,  en  virtud  de 
este  articulo,  delegar  ningún  poder 
para  imponer  contribuciones  ó  contra- 
tar empréstitos. 

Art.  29.  Las  cuestiones  que  surjan 
relativamente  á  las  facultades  que  la 
presente  ley  transfiere  á  los  Consejos 
de  condado  ó  á  los  mixtos,  podrán  ser 
sometidas,  á  petición  de  un  Presidente 
de  sesiones,  de  Consejo,  de  Junta,  ó  de 
cualquier  otra  autoridad  local,  á  la  de- 
cisión del  Supremo  Tribunal  de  Justi- 
cia, que  las  resolverá  por  procedimien- 
to sumario,  según  las  reglas  estable- 
cidas por  el  Tribunal. 

20.— De  la  Comisión  mixta  permanente 

Art.  30.  Para  loque  se  refiere  ala  po- 
licía y  al  Secretario  de  las  sesiones  tri- 
mestrales del  condado,  á  los  Escribanos 
de  los  Jueces  de  paz,  á  los  funcionarios 
comunes  al  Tribunal  de  sesionas  tri- 
mestrales y  al  Consejo  de  condado,  y 
en  general  todas  las  materias  atribui- 
das conjuntamente  &  ambos,  se  esta- 
blecerá, por  un  arreglo  formado  por  el 
Tribunal  y  el  Consejo,  una  Comisión 
mixta,  compuesta,  en  número  igual,  de 
Jueces  de  paz  nombrados  por  el  Tribu- 
nal, y  de  individuos  del  Consejo  de  con- 
dado elegidos  por  éste. 

A  falta  de  inteligencia  en  este  asunto 
entre  el  Consejo  y  el  Tribunal,  formará 
el  Secretario  de  Estado  la  Comisión 
mixta  bajo  la  misma  regla. 

La  Comisión  mixta  elegirá  un  Presi- 
dente. En  el  caso  en  que  dos  ó  más  per- 
sonas reúnan  el  mismo  número  de  vo- 
tos, decidirá  entre  ellos  la  suerte. 

La  Comisión  mixta  decid  irá,  en  virtud 
del  presente  articulo,  todas  las  cuestio- 
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oes  relativas  a  la  policía,  al  Secretario 
de  condado,  á  los  Escribanos  de  los 
juzgados  de  paz  ó  &  los  Oficiales  ocupa- 
dos ¿  la  vez  por  el  Tribunal  y  por  el 
Consejo,  y  las  disposiciones  que  de- 
ben tomarse  para  la  instalación  de  las 
audiencias  de  los  Jueces  de  paz,  al  des- 
tino ó  uso  de  edificios,  Balas,  etc.,  ne- 
cesarias á  estos  Jueces,  á  sus  Secreta- 
rios y  Escribanos  y  á  la  policía,  á  la 
aplicación  de  la  ley  de  1869,  en  lo  con- 
cerniente á  las  sumas  recibidas  por  los 
mencionados  Escribanos,  y,  en  gene- 
ral, &  todo  incidente  que  surja  sobre 
estas  cuestiones. 

Todos  los  gastos  que  la  Comisión 
mixta  naya  juzgado  necesarios  para 
estos  asuntos  correrán  a  cargo  de  la 
Caja  del  condado,  velando  el  Consejo 
respectivo  porque  se  efectúen  los  pa- 
gos consiguientes. 

TÍTULO  n 

APLICACIÓN  DE  LA  LET   A  LOS    BURGOS,    A 
LA    METRÓPOLI  Y  A  CIERTOS  CONDADOS 


1.— Aplicación  de  la  luyalos  burgo» 

Art.  31.  Cada  burgo  de  los  mencio- 
nados en  el  tercer  anexo  de  la  presente 
ley  que  en  1."  de  Junio  de  1888  tenga 
una  población  de  mas  de  50.000  almas  ó 
constituya  un  condado,  será,  á  partir 
de  dicho  día,  un  condado  administrati- 
vo independiente,  designado  con  el 
nombre  de  burgo  de  condado. 

Entiéndase  que,  fuera  de  la  aplicación 
de  la  presente  ley,  ya  respecto  de  los 
asuntos  concernientes  á  la  Comisión 
encargada  de  reunir  el  Jurado,  de  oir  y 
ultimar  los  asuntos  y  de  verificar  las 
prisiones,  ya  para  el  servicio  de  los  Ju- 
rados y  la  formación  de  las  listas  co- 


rrespondientes, el  burgo  de  condado 
continuará  formando  parte  del  condado 
en  que  esté  situado  ó  en  que  se  encuen- 
tre colocado  por  este  anexo  para  la  eje- 
cución de  la  presente  ley. 

2.—De  ¡os  asunto*  financiero* 

Art.  32.  En  el  año  que  siga  al  dia 
fijado  entre  los  Consejos  de  condado  y 
los  Consejos  de  los  burgos  de  condado, 
se  concluirá  una  convención  que  arre- 
gle equitativamente  la  distribución, tan- 
to del  producto  de  los  impuestos  locales 
sobre  las  licencias,  como  de  la  parte  de 
los  derechos  de  probate,  y,  en  general, 
todas  las  demás  relaciones  financieras 
del  condado  y  de  los  burgos  de  conda- 
do. Si  no  pudiera  concluirse  amistosa- 
mente esta  convención,  se  hará  por  los 
Comisarios  nombrados  por  la  presente 
ley.  (Art.  61.) 

Cuando  un  burgo  de  condado  esté 
situado  en  varios  condados,  se  conclui- 
rá la  convención  con  todos  los  Conse- 
jos de  los  mismos. 

Esta  convención  deberá  establecerse 
sobre  bases  tales,  que  ni  el  condado  ni 
el  burgo  de  condado  se  hallen,  después 
de  la  presente  ley,  en  una  situación 
financiera  inferior  á  la  que  tenían  ante- 
riormente, pudiendo  aplicarse  además 
las  siguientes  disposiciones: 

1  .•  Cuando  no  deban  celebrarse  enun 
burgo  de  condado  sesiones  particulares 
del  Tribunal  del  Jurado,  ó  del  Tribunal 
de  Instrucción  (de  oir  y  terminar),  el 
Consejo  del  burgo  contribuirá  á  los 
gastos  del  Tribunal  del  Jurado  del  con- 
dado; 

2.'  Si  el  burgo  no  fuese,  al  promul- 
garse esta  ley,  un  burgo  de  sesiones 
trimestrales,  deberá  contribuir  á  los 
gastos  de  las  grandes  y  pequeñas  se- 
siones, asi  como  al  de  los  del  Coroner 
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del  condado  y  de  los  distritos  francos; 
y  sí  posteriormente  se  concediese  al 
burgo  un  Tribunal  de  sesiones  trimes- 
trales, se  ajustara  la  contribución  á 
condiciones  que  se  fijarán  de  común 
acuerdo,  y,  á  falta  de  éste,  por  medio  del 
arbitraje  determinado  en  la  presen- 
te ley; 

3.a  Cuando  un  burgo  de  condado 
haya  contribuido  hasta  ahora  á  los 
gastos  de  construcción  y  de  menaje  de 
un  Asilo  de  dementes  del  condado,  con- 
tinuará contribuyendo  por  la  misma 
suma  hasta  que  se  celebre  una  nueva 
convención.  El  Consejo  de  condado  es- 
tablecerá, sobre  las  mismas  bases  que 
anteriormente,  un  reglamento  relativo 
á  los  dementes  pobres  enviados  por  el 
burgo  de  condado,  pudiendo  el  Consejo 
del  burgo  designar  para  formar  parte 
de  la  Comisión  de  Inspectores  de  dicho 
Asilo  cierto  número  de  individuos  ya 
convenido  ó  que  se  Ajará  por  las  Comi- 
sarlas á  que  se  refiera  esta  ley,  y  cuya 
facultad  reemplazará  cualquier  otro 
derecho  de  nombramiento  de  esta  clase 
que  baya  tenido  el  burgo  anteriormen- 
te. Podrán  concluirse  nuevas  conven- 
ciones entre  el  Consejo  de  condado  y 
los  Consejos  de  los  burgos  respecto  á 
estos  Asilos;  y  si  uno  de  los  Consejos 
de  burgo  desea  concluir  un  arreglo  que 
todos  ó  partéetelos  otros  rechazan,  arre- 
glarán la  diferencia  los  Comisarios  an- 
tes citados,  ó,  después  quehayan cesado 
de  ejercer  sus  funciones  (art.  61),  por 
medio  del  arbitraje  instituido  por  esta 
misma  ley; 

4,*  Todo  burgo  de  condado  estará 
sometido  para  el  sostenimiento  de  los 
dementes  pobres  á  la  misma  responsa- 
bilidad que  cualquier  otro  condado. 

Salvo  lo  referente  á  la  distribución 
del  producto  de  las  licencias  y  del  im- 
puesto de  probaíet  ningún   burgo   de 


condado  podrá  estar  ligado  por  el  arre- 
glo financiero  hecho  entre  aquél  y  el 
condado,  á  nuevas  ó  mayores  contribu- 
ciones que  las  pagadas  anteriormente. 

Las  disposiciones  de  la  presente  ley 
serán  aplicables  al  arreglo  financiero, 
propiedades,  rentas,  deudas,  responsa- 
bilidades, gastos  y  empréstitos.  La  Co- 
misión establecida  por  la  presente  ley 
será  considerada  como  el  arbitro  men- 
cionado en  este  titulo. 

Cuando  transcurridos  cinco  años  se 
pruebe  ante  la  Junta  de  Administración 
local  por  el  Consejo  de  condado  ó  de 
burgo  que  la  convención  económica  es 
contraria  &  la  equidad  por  haber  varia- 
do la  situación  de  las  partes,  y  éstas  no 
hayan  podido  entenderse  para  modifi- 
carla, designará  la  Junta  un  arbitro  que 
ocupará  el  lugar  de  la  Comisión  nom- 
brada por  la  presente  ley  y  establecerá 
una  convención  nueva  por  otros  cinco 
años. 

Cuando  se  haya  concluido  una  con- 
vención económica  en  ejecución  de  la 
presente  ley  entre  el  Consejo  de  conda- 
do y  el  de  burgo,  se  calcularán  por  el 
término  medio  de  los  tres  últimos  años 
las  sumas  que  ha  de  aportar  cada  uno. 

Las  disposiciones  del  art.  153  de  la 
ley  Municipal  de  1883  serán  aplicables 
á  las  contribuciones  debidas  por  un  ' 
burgo  de  condado  á  éste,  como  si  dicho 
burgo  lo  fuera  de  sesiones  trimestrales, 
situado  en  el  condado,  salvo  lo  concer- 
niente al  nombramiento  de  un  arbitro. 

La  expresión  contribución  debida  por 
el  burgo  al  condado  comprenderá  toda 
suma  cobrada  en  el  burgo  sobre  las 
parroquias  ó  las  herencias  para  el  im- 
puesto de  condado. 

3.— De  lapolieia 

Art.  33.    Las  disposiciones  de  la  pre* 
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senté  ley  no  impedirán  que  continúe 
existiendo  una  fuerza  de  policía  para 
el  burgo  de  condado  y  otra  para  el  con* 
dado  mismo,  ó  que  se  efectúe,  como 
hasta  ahora,  la  unión  de  las  fuerzas  de 
policía  de  ambas  entidades;  pero  en  el 
caso  en  que  las  disposiciones  de  la 
presente  ley  modifiquen  el  efecto  de  los 
convenios  que  se  hayan  celebrado  para 
esta  reunión,  se  celebrará  una  nueva 
entre  el  Consejo  del  condado  y  el  del 
burgo.  Las  disposiciones  de  este  ar- 
ticulo serán  aplicables  á  los  burgos 
que  no  lo  son  de  condado,  como  si  Be 
prescribiesen  de  nuevo. 

Cuando  para  fijar  la  parte  de  contri- 
bución debida,  en  virtud  de  la  presente 
ley,  haya  que  evaluar  el  total  imponi- 
ble de  un  condado  y  de  uno  ó  varios 
burgos  de  condado,  se  hará  esta  eva- 
luación por  una  Comisión  común  ó 
mixta  compuesta  de  representantes  de 
todos  los  Consejos  interesados.  Esta 
Comisión  tendrá  para  este  objeto  los 
poderes  y  la  jurisdicción  de  un  Tribu- 
nal de  sesiones  trimestrales  y  de  una 
Junta  de  Jueces  de  paz  nombrados  con 
arreglo  á  la  ley  de  1852  y  sus  correlati- 
vas sobre  el  impuesto  de  condado.  El 
número  de  miembros  que  representa- 
rán al  condado  y  cada  burgo  de  conda- 
do se  fijará  por  mutuo  acuerdo,  y,  en 
caso  de  no  haberlo,  por  la  Junta  de  Ad- 
ministración local. 

4.— Facultades,  obligaciones  y  respon- 
sabilidades de  los  Consejos  munici- 
pales de  tos  burgos  de  condado. 

Art.  34.  El  Alcalde,  con  los  Alder- 
men  y  vecinos  de  cada  burgo  de  con* 
dado  representados  por  su  Consejo, 
tendrán  las  mismas  facultades,  deberes 
y  responsabilidades  que  el  Consejo  de 
condado.  Por  lo  que  respecta  á  los 
Tomo  XI.— Inotitoc.QN"»  jübídicai. 


arreglos  que  han  de  hacerse  entre  los 
condados  y  dichos  burgos,  se  califica- 
rán en  lo  relativo  á  las  sumas  que 
han  de  percibir  regularmente  por  el 
importe  de  los  impuestos  locales,  y  es- 
tarán obligados  á  efectuar  los  pagos 
con  que  se  han  sustituido  regularmente 
las  subvenciones  locales.  Suministra- 
rán, pues,  como  loa  Consejos  de  con- 
dado, en  cuanto  las  circunstancias  lo 
permitan,  las  subvenciones  legales  des- 
tinadas al  pago  del  sueldo  de  los  em- 
pleados de  la  unión  y  de  los  maestros 
de  las  escuelas  de  distrito,  sobre  todo 
si  las  circunstancias  exigen  el  pago  de 
este  salario;  por  último,  ejecutarán  to- 
das las  prescripciones  de  la  presente 
ley,  incluso  las  que  se  refieren  á  la 
destitución,  en  el  caso  en  que  el  Secre- 
tario de  Estado  niegue  el  certificado  en 
que  se  haga  constar  el  buen  estado  de 
la  policía  del  condado;  todo  salvo  las 
modificaciones  necesarias,  y  especial- 
mente las  siguientes: 

1/  Se  sustituirán  con  los  nombres 
de  burgo  de  condado,  Caja  del  burgo, 
secretarla  municipal,  los  de  condado. 
Caja  de  condado,  secretaria  de  sesio- 
nes trimestrales  y  secretarla  del  Con- 
sejo; 

2.*  Siempre  que  se  trate  de  dos  ó 
más  condados,  se  entenderá  que  Be  ha- 
bla también  de  ios  burgos  de  condado; 

3.*  Las  facultades,  obligaciones  y 
responsabilidades  del  Tribunal  de  se- 
siones trimestrales  y  de  los  Jueces  de 
paz  fuera  de  sesiones  que  en  el  condado 
se  transfieren  al  Consejo  del  mismo,  se 
transferirán  en  el  burgo  de  condado  al 
Consejo  municipal  del  mismo,  ya  se 
hayan  atribuido  al  Tribunal  ó  á  los 
Jueces  del  burgo  ó  del  condado  en  don- 
de el  burgo  esté  situado; 

4.a  En  cuanto  á  loa  derechos  perci- 
bidos por  la  Comisión  de  ingresos  por 
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las  licencias  relativas  ¿carruajes,  ca- 
ballos, muías,  etc.,  en  virtud  de  una 
ley  ulterior  de  la  presente  legislatura, 
deberá  esta  Comisión  comprobar  el  to- 
tal percibido  en  cada  condado  del  mis- 
mo modo  que  si  éste  contuviese  los 
burgos  de  condado  designados  en  el 
tercer  anexo  de  la  presente  ley  como 
comprendidos  en  dicho  condado.  El 
total  asi  determinado  se  distribuirá  en- 
tre dicbos  burgos  y  el  resto  del  condado 
en  proporción  del  valor  imponible,  ya 
se  haya  fijado  éste  por  la  Comisión  co- 
mún en  ejecución  de  esta  ley,  ya  con 
arreglo  á  la  base  actual  de  las  contri- 
buciones del  condado.  La  parte  asi  fija- 
da se  pagará  como  si  hubiese  sido  per- 
cibida en  el  burgo  del  condado,  ó  según 
las  circunstancias,  en  el  resto  de  éste 
fuera  del  burgo; 

5.'  Toda  suma  existente  en  la  cuen- 
ta de  la  contribución  del  Tesoro  de  un 
burgo  de  condado  que  quede  después 
del  pago  de  la  contribución  exigida  para 
el  salario  de  los  agentes  de  las  uniones, 
ingresará  en  la  Caja  del  burgo  ó  ser- 
virá para  completar,  en  la  forma  que 
el  Consejo  indique,  tal  ó  cual  impuesto 
que  se  haya  de  recaudar  en  todo  el  bur- 
go, y  no  se  aplicarán  las  disposiciones 
relativas  al  ingreso  de  esta  suma  en  la 
Caja  del  condado,  á  la  formación  de  la 
cuenta  general  del  mismo,  y  al  empleo 
y  distribución  que  de  ella  debe  ha- 
cerse. 

La  obligación  de  reparar  los  puentes 
situados  en  el  burgo  de  condado,  asi 
como  los  trozos  de  camino  inmediatos, 
cuando  estos  puentes  hayan  estado  has- 
ta ahora  á  cargo  del  condado  ó  de  una 
centuria  en  él  comprendida,  se  trans- 
mitirá al  Alcalde  y  á  los  Aldermen  y 
burgueses  del  burgo  de  condado.  Los 
gastos  ocasionados  por  este  concepto,  A 
por  la  reparación  de  los  caminos  clasi- 


ficados por  la  presente  ley  ó  por  los  que 
ésta  aplica  entre  los  caminos  principa- 
les, se  imputarán  á  la  Caja  municipal 
las  disposiciones  de  la  presente  ley, 
concernientes: 

1.a  A  la  constitución,  elección,  re- 
glas para  proceder  y  posición  de  los 
miembros  del  Consejo  de  condado  y  de 
su  Presidente; 

2."  Al  Tesorero,  Inspector  y  demás 
agentes  del  condado; 

3."  A  la  Comisión  mixta  permanen- 
te, formada  por  los  Jueces  de  paz  y  del 
Consejo; 

i.*    Á  los  Coronen; 

5.*  A  los  contadores  de  gas  {gas 
meterá); 

6.'  Á  la  transferencia  al  Consejo  de 
las  facultades  relativas  á  los  impuestos 
de  condado,  á  la  preparación  ó  revisión 
de  la  base  ó  término  medio  del  impues- 
to del  condado, 

No  serán  aplicables  á  los  burgos  de 
condado,  como  tampoco  el  titulo  IV  de 
la  presente  ley,  concerniente  á  la  admi- 
nistración de  rentas,  salvo  el  caso  en 
que  exista  en  este  titulo  una  disposi- 
ción contraria.  (Artículos  69  y  72.) 

El  Coroner  será  nombrado  por  e! 
Consejo  del  burgo.  Sin  embargo,  si  su 
distrito  estuviese  situado  en  parte  fue- 
ra del  burgo,  será  nombrado  por  el 
Consejo  del  condado,  que  estará  obli- 
gado á  elegir  al  que  le  presente  la  ma- 
yoría de  la  Comisión  común,  si  la  hu- 
biere. 

Esta  Comisión  es  potestativa  y  aólo 
Be  nombra  á  petición  del  Consejo  ele- 
gido del  burgo.  En  este  caso,  la  propor- 
ción de  los  miembros  del  condado  y  de 
los  del  burgo  se  fijará,  como  siempre, 
por  el  Secretario  de  Estado  si  no  se  hu- 
biesen puesto  de  acuerdo  las  partes. 

La  presente  ley  no  transfiere  poder 
alguno  al  Consejo  de  un  burgo  en   lo 
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concerniente  á  la  división  de)  condado 
en  Becciones  electorales  para  las  elec- 
ciones parlamentarias,  a  la  designa- 
ción de  los  locales  donde  so  han  de 
constituir  los  colegios  ó  aquéllos  en 
que  han  de  reunirse  las  Juntas  de  re- 
misión de  las  listas  electorales,  á  la 
Formación  de  estas  listas,  a  los  gastos 
que  ocasionan  y  a  otras  materias  con 
éstas  relacionadas. 

Los  poderes  concedidos  a  la  autori- 
dad del  condado  por  laley  de  1887  con- 
tinuarán vigentes  en  lo  concerniente  al 
burgo  y  serán  ejercidos  por  la  Junta  de 
Administración  local. 

Las  disposiciones  de  la  ley  de  1887  y 
de  la  Municipal  de  1882,  se  considera- 
rán modificadas  de  modo  que  puedan 
aplicarse  las  disposiciones  de  este  ar- 
ticulo. 


5. 


-De  las  ciudades  á  burgos 
de  primera  clase 


Art.  35.  Cuando  se  trate  de  un  burgo 
de  sesiones  trimestrales  que  no  se  baile 
en  la  lista  de!  tercer  anexo  de  la  pre- 
sente ley,  pero  que  según  el  censo 
de  1881  comprenda  una  población  de 
mas  de  10.000  almas,  se  aplicarán  las 
disposiciones  de  los  párrafos  siguientes. 

La  presente  ley  no  transfiere  al  Conse- 
jo de  condado  facultad  alguna  que  per- 
tenezca al  Consejo  del  burgo  como  au- 
toridad local.  Salvo  excepción  expre- 
sa, deja  intacta  la  situación  creada  al 
Consejo  del  burgo  por  la  ley  Municipal 
de  1882.  (Artículos  33  y  72.)  Sin  embar- 
go, aparte  de  esta  regla  y  las  excepcio- 
nes que  siguen,  se  considerará  el  burgo 
como  parte  del  condado  para  la  aplica- 
ción de  esta  ley,  y  las  parroquias  del 
burgo,  salvo  las  excepciones  siguien- 
tes, estarán  sometidas  á  los  impuestos 
como  el  resto  del  condado. 


Cuando  un  burgo  de  esta  clase  está 
exceptuado  en  todo  ó  en  parte  de  la 
obligación  de  contribuir  á  cualquier 
clase  de  gastos  que  esté  autorizado  á 
hacer  el  Tribunal  de  sesiones  trimes- 
trales del  condado  en  donde  está  situa- 
do, deberán  las  parroquias  de  este 
burgo,  salvo  excepción  expresa,  utili- 
zar la  misma  excepción  en  cuanto  á 
los  impuestos  del  condado  recaudados 
para  estos  gastos.  Pero  esta  exención 
no  se  extenderá  á  los  gastos  sufraga- 
dos por  el  Consejo  de  condado  &  conse- 
cuencia de  la  cesión  de  los  poderes  de 
los  Jueces  de  paz  hecha  por  esta  ley, 
ni  á  los  de  los  Aasises  de)  condado. 

No  obstante  la  disposición  anterior, 
el  burgo  y  las  parroquias  formarán 
parte  del  condado  y  estarán  sujetos, 
con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la 
ley  de  1878  sobre  caminos  públicos,  á 
los  impuestos  de  condado  en  lo  concer- 
niente á  la  conservación  y  mejora  de 
los  caminos  principales,  que  se  paga- 
rán con  fondos  de  la  Caja  del  condado. 

Deberá  entenderse: 

1.a  Que  el  burgo  será  considerado 
como  un  distrito  sanitario  urbano  en 
el  sentido  de  la  ley  de  1878,  y  con  arre- 
glo á  la  presente  tendrá  derecho  á  re- 
dactar sus  Estatutos  locales  sobre  lo- 
comóviles, autorizando  su  uso  en  los 
caminos  del  burgo,,  pero  si  establece 
una  diferencia  entre  un  camino  princi- 
pal clasificado  por  el  Consejo  de  con- 
dado y  los  demás  caminos,  necesitará 
la  aprobación  del  Consejo  del  condado; 

2."  Que  el  Consejo  del  burgo,  en  ca- 
lidad de  autoridad  urbana,  y  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  de  la  presente 
ley,  podrá  reclamar  la  facultad  de  con- 
servar y  reparar  los  caminos  princi- 
pales en  el  burgo.  Los  gastos  de  los 
1  Tribunales  de  Assites  y  de  los  de  sesio- 
|  nes  serán  considerados   como   gene* 
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rales  del  condado,  y  para  los  cuales  de- 
berán someterse  las  parroquias  á  las 
contribuciones  del  condado.  Los  gastos 
de  los  procedimientos  mencionados  en 
el  art.  169  de  la  ley  Municipal  de  1882, 
serán  pagados  por  la  Caja  del  con- 
dado. 

Los  Consejeros  del  condado  nombra- 
dos por  una  circunscripción  electoral, 
formada  por  todo  ó  por  parte  de  uno  de 
los  burgos  á  que  se  aplica  el  presente 
articulo,  no  podrán  tomar  parte,  en  el 
Consejo  de  condado,  en  las  votaciones 
6  deliberaciones  concernientes  &  las 
materias  para  las  cuales  no  estén  so- 
metidas á  los  impuestos  repartidos  en 
el  resto  del  condado  las  circunscrip- 
ciones que  los  hayan  elegido. 

El  Consejo  del  condado  y  el  del  burgo 
podrán  entenderse  para  suprimir  ó  dis- 
minuir la  exención  de  impuestos  de 
condado  de  que  disfrutan  las  parro- 
quias por  el  presente  articulo,  ya  to- 
men este  acuerdo  en  atención  al  pago 
de  una  suma  impuesta  por  el  Consejo 
de  condado,  de  un  canon  anual,  de  una 
translación  de  propiedades  ó  de  crédi- 
tos, de  facultades  y  obligaciones  que 
acepte  el  Consejo  de  condado  en  susti- 
tución del  Consejo  del  burgo,  ó  por  cual- 
quier otra  circunstancia. 

El  burgo  que  sea  condado  de  ciudad 
ó  de  villa  será  considerado  para  la 
aplicación  del  presente  articulo  como 
situado  en  el  condado  con  el  cual  linda, 
y  si  fuese  colindante  de  varios,  en 
aquél  de  que  forme  parte  para  las  elec- 
ciones parlamentarias. 

6.— De  los  burgos  que  tienen  jurisdicción 
especial 

Art.  36.  En  los  burgos  que  tienen 
una  Comisión  especial  de  paz,  con  ó 
sin  grandes  sesiones,  y  que  no  están  en 


la  lista  del  tercer  anexo,  se  transmiti- 
rán todas  las  facultades  y  obligaciones 
de  los  Jueces  de  paz  al  Consejo  de  con- 
dado, que  las  ejercerá  allí  como  en  el 
resto  de  éste. 

Salvo  las  disposiciones  contrarias  de 
la  presente  ley,  dichas  facultades  y 
obligaciones,  en  lo  concerniente  álos 
dementes  pobres,  pasan  ahora,  no  al 
Consejo  de  condado,  sino  al  del  burgo. 

Art.  37.  Si  después  de  puesta  en  vi- 
gor la  presente  ley  se  crease  un  Tri- 
bunal de  sesiones  trimestrales  en  el 
burgo  que  no  lo  sea  de  condado,  no 
modificará  las  facultades  y  obligacio- 
nes del  Consejo  de  condado  en  el  terri- 
torio del  burgo,  ni  impedirá  la  creación 
en  las  parroquias  de  impuestos  para 
contribuir  á  los  mismos  gastos  de  con- 
dado que  antes,  y  sólo  dará  al  Consejo 
del  burgo  las  facultades  necesarias 
para  establecer  y  mantener  el  Tribunal 
de  sesiones  trimestrales  en  el  burgo. 

7.  —De  tas  ciudades  6  burgos 
de  segunda  clase 


Art.  38.  Las  disposiciones  siguientes 
se  aplicarán  á  los  burgos  de  sesiones 
trimestrales  que  tuviesen  menos  de 
10.000  habitantes  al  hacerse  el  censo 
de  1881. 

Las  atribuciones  del  Consejo  y  de  los 
Jueces  de  paz  del  burgo  relativas  á  los 
Asilos  de  dementes  pobres  correspon- 
derán en  lo  sucesivo  al  Consejo  de  con- 
dado. 

Las  atribuciones  del  Consejo  y  de  los 
Jueces  de  paz  del  burgo  pasarán  al 
Consejo  de  condado  en  lo  relativo: 

1.°    A  los  Coronen; 

2."  Al  nombramiento  de  peritos  quí- 
micos creados  por  las  leyes  sobre  sus- 
tancias alimenticias  y  productos  far- 
macéuticos; 
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3.°  A  la  ejecución  de  las  leyes  rela- 
tivas á  la  creación  de  escuelas  peniten- 
ciarias ó  industriales,  á  la  conserva- 
ción de  los  peces  y  á  las  materias  ex- 
plosivas; 

4."  A  la  ejecución  de  la  ley  de  1878 
sobre  caminos  públicos  y  medios  de  lo- 
comoción. 

Téngase  presente  que  las  disposicio- 
nes de  este  articulo 

1.a  No  derogan  las  disposiciones  de 
la  presente  ley  para  proteger  los  fun- 
cionarios existentes  y  asegurar  la  eje- 
cución délos  contratos  existentes  he- 
chos antes  con  arreglo  á  las  leyes  en- 
tonces vigentes; 

2."  Que  en  lo  demás,  y  salvo  lo  con- 
cerniente á  los  Coronen,  deja  intactas 
las  atribuciones  conferidas  al  Consejo 
de  estos  burgos  por  la  ley  Municipal 
de  1882. 

Para  la  aplicación  de  la  ley  de  1878 
sobre  caminos  reales,  se  reputará  el 
burgo  como  distrito  sanitario  urbano. 

En  lo  concerniente  á  las  atribuciones 
administrativas  conferidas  al  Consejo 
de  condado  se  reputarán  los  burgos 
comprendidos  en  el  condado  como  si  no 
tuvieran  sesiones  trimestrales,  y  esta- 
rán sometidos  á  la  autoridad  de  dicho 
Consejo  y  de  los  Coroners  de  condado, 
pudiendo  ser  anexionados  al  distrito  de 
Coroner  que  decida  el  Consejo.  Las  pa- 
rroquias deberán  sufragar  todos  los  im- 
puestos de  condado. 

Las  cuestiones  relativas  á  las  deu- 
das, propiedades  ó  compromisos  del 
condado,  ó  de  uno  de  los  burgos  men- 
cionados en  este  articulo  y  en  el  si- 
guiente, podrán  regularse  por  lo  pres- 
cripto  en  la  parte  tercera  de  la  presen- 
te ley.  (Art.  62.) 

A  petición  del  Consejo  de  un  burgo  á 
que  se  apliquen  ambos  artículos,  po- 
drá 5.  M.  revocar,  por  una  orden  dada 


en  Consejo,  la  concesión  de  un  Tribu- 
nal de  sesiones  trimestrales  y,  por  una 
Carta-patente,  la  de  una  Comisión  de 
paz. 

En  caso  en  que  se  verifique  esta  re- 
vocación, y  si  el  burgo  es  condado  de 
ciudad  ó  de  villa,  será  considerado 
como  formando  parte  del  condado  á  que 
esté  unido  para  las  elecciones  parla- 
mentarias. 

8.— De  la»  ciudades  ó  burgos  de  tercera 
clase 

Art.  39.  En  lo  concerniente  á  los 
burgos  que  en  el  censo  de  1881  reunie- 
sen una  población  inferior  á  10.000  ha- 
bitantes, las  atribuciones  del  Alcalde, 
de  los  Aldermen,  de  los  burgos  y  del 
Consejo  del  burgo,  y  las  de  la  Junta  de 
Seguridad  relativas: 

1.°    A  la  fuerza  de  policía  del  burgo; 

2.°  Al  nombramiento  de  peritos  quí- 
micos designados  en  las  leyes  sobre  la 
venta  de  alimentos  y  medicamentos 
falsificados; 

3.°  A  la  ejecución  de  las  leyes  sobre 
las  enfermedades  contagiosas  de  los 
animales,  dictadas  de  1878  á  1886,  y  la 
de  1877  sobre  los  insectos  dañinos; 

4.a    A  los  contadores  de  gas; 

5.°  A  las  pesas  y  medidas,  si  el  Con- 
sejo tiene  jurisdicción  sobre  este  punto, 

Le  serán  retiradas,  y  salvo  las  dispo- 
siciones de  la  presente  ley,  relativas  á 
los  agentes  de  policía  del  burgo  que  ac- 
tualmente se  hallen  en  funciones,  for- 
mará éste  parte  del  condado  en  lo  con- 
cerniente á  dichas  materias. 

Este  articulo  no  se  aplicará  á  las 
atribuciones  mencionadas  en  el  34  de 
la  ley  de  1878  y  el  9."  de  la  de  1876,  rela- 
tivos alas  epidemias  de  los  animales. 

En  lo  concerniente  á  las  leyes  sobre 
sustancias  explosivas,  cesará  la  auto- 
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ridad  urbana  de  ser  autoridad  local,  y 
el  Consejo  de  condado  ejercerá  en  los 
mencionados  burgos  la  misma  autori- 
dad que  en  e)  resto  del  condado. 

9. —Aplicación  de  la  ley  á  la  metrópoli 


Art.  40.  Para  la  aplicación  de  la  ley 
á  la  metrópoli  comenzarán  a  regir  las 
disposiciones  siguientes: 

1.a  La  metrópoli  formará  un  conda- 
do administrativo  bajo  el  nombre  de 
Condado  administrativo  de  Londres; 

2.*  Las  porciones  de  este  condado, 
comprendidas  en  la  actualidad  en  las 
de  Middlesex,  Surrey  y  Kent,  se  sepa- 
rarán de  estos  condados  y  formarán, 
para  todos  los  asuntos  administrati- 
vos, un  condado  separado  con  el  nom- 
bre de  condado  de  Londres,  pudiendo 
la  Reina  nombrar  un  ScheriJ  y  conce- 
derle una  comisión  de  paz  ó  un  Tribu- 
nal de  sesiones  trimestrales,  y  aplicán- 
dose allí,  sin  perjuicio  de  la  presente 
ley,  las  leyes  y  usos  vigentes  en  las  de- 
más condados  de  Inglaterra  y  de  Gales; 

3.*  El  condado  de  la  ciudad  de  Lon- 
dres continuará  formando  un  condado 
separado  en  lo  que  se  refiere  á  ios 
asuntos  que  no  sean  administrativos 
y  á  la  jurisdicción  del  Tribunal  de  se- 
siones trimestrales  ó  de  la  Comisión 
de  paz  antes  mencionados;  pero  podrá 
ejercer  la  jurisdicción  de)  Tribunal  ó 
de  la  Comisión,  sí  el  Alcalde,  el  Conse- 
jo comunal  y  los  ciudadanos  lo  consien- 
ten, una  Comisión  nombrada  con  el 
gran  sello; 

4.'  El  número  de  Consejeros  de  con- 
dado para  el  administrativo  de  Lon- 
dres será  doble  que  el  de  los  miembros 
enviados  al  Parlamento  por  los  burgos 
parlamentarios  de  la  metrópoli;  para 
las  circunscripciones  electorales  serán 
las  mismas  que  para  las  elecciones 


parlamentarias,  si  bien  nombrarán  do- 
ble número  de  Consejeros  que  de  Di- 
putados; 

5.*  El  número  de  los  Aldermen  de 
condado  del  administrativo  de  Londres 
no  excederá  al  de  la  sexta  parte  del 
total  de  Consejeros; 

6."  Las  disposiciones  de  la  presente 
ley  relativas  á  las  facultades  y  obliga- 
ciones del  Consejo  de  condado  y  á  la 
transmisión  de  las  propiedades,  deu- 
das y  otras  cargas  de  los  condados  á 
los  Consejos  respectivos)  serán  aplica- 
bles al  condado  de  Londres  en  cuanto 
las  circunstancias  lo  permitan,  como 
si  los  Jueces  de  paz  y  los  Secretarios 
de  las  sesiones  trimestrales  de  los  con- 
dados de  Middlesex,  Surrey  y  Kent  fue- 
sen los  del  condado  de  Londres. 

7/  Las  propiedades,  deudas  ó  car- 
gos de  dichos  condados  se  repartirán 
entre  las  porciones  de  los  mismos  si- 
tuadas en  la  metrópoli  y  las  situadas 
fuera,  siguiendo  las  proporciones  ex- 
presadas en  un  arreglo  hecho  entre  los 
diversos  Consejos  de  condado,  ó  á  falta 
de  dicho  arreglo,  por  Comisarios  nom- 
brados por  virtud  de  la  presente  ley,  y 
las  partes  atribuidas  á  las  porciones 
situadas  en  la  metrópoli  corresponde- 
rán á  todo  el  condado; 

8."  Los  poderes  del  Metropolitan 
Board  o/  Works  se  transfieren  también 
al  Coosejo  de  condado,  lo  mismo  que 
sus  cargas,  deudas  y  propiedades; 

9.*  El  Consejo  de  condado  de  Lon- 
dres contratará  empréstitos  en  virtud 
de  la  presente  ley,  ajustándose  para 
ello  á  las  prescripciones  de  la  ley  con- 
cernientes á  la  Junta  á  que  sustituye, 
pero  aplicándose  la  parte  cuarta  de  la 
presente  ley  y  teniendo  en  cuenta  que 
los  gastos  que  haga  en  la  nueva  repre- 
sentación que  ostenta  serán  consi- 
derados  como   gastos   generales   del 
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condado  y  pagados  de  la  Caja  del 
mismo. 

10.— De  la  dudad  de  Londres 

Art.  41.  En  lo  relativo  a  las  faculta- 
des, obligaciones  y  responsabilidades 
del  Tribunal  de  sesiones  trimestrales  y 
de  los  Jueces  de  paz  de  la  ciudad  de 
Londres,  los  que  en  virtud  de  la  presen- 
te ley  corresponderían— si  la  ciudad 
luesB  un  burgo  de  sesiones  trimestra- 
les con  una  población  superior  á  10.000 
habitantes— al  Consejo  del  burgo,  se- 
rán ejercidas  por  el  Consejo  municipal; 
y  los  que  en  virtud  de  la  presente  ley 
lo  serian  por  el  Consejo  de  condado  ce- 
saran, y  este  Consejo  tendrá  en  la  ciu- 
dad de  Londres  las  mismas  atribucio- 
nes que  en  el  resto  del  condado  admi- 
nistrativo. 

Las  disposiciones  de  la  presente  ley 
relativas  á  la  transmisión  de  las  atri- 
buciones al  Consejo  de  condado  ee 
aplicarán  á  las  transmitidas  al  Consejo 
municipal.  Este  estará  autorizado  para 
percibir  del  Consejo  de  condado  de 
Londres,  por  cada  demente  pobre,  la 
suma  que,  según  la  presente  ley,  deba 
pagar  el  Consejo  de  condado  al  Conse- 
jo de  burgo. 

Serán  extensivas  á  la  metrópoli  las 
disposiciones  de  la  ley  de  1878  sobre  los 
caminos  reales,  con  las  modificaciones 
siguientes: 

1.*  En  la  ciudad  de  Londres  tendrá 
el  Consejo  municipal  la  facultad  de  ha- 
cer los  Estatutos  locales  relativos  á  los 
medios  de  locomoción  que  hayan  de 
emplearse  en  la  ciudad,  á  condición  de 
que  estos  Estatutos  sean  aprobados  por 
el  Consejo  de  condado  si  introducen  al- 
guna distinción  entre  las  vías  principa- 
les y  las  demás; 

2."    El  Consejo  municipal  en  la  ciu- 


dad de  Londres  y  las  Juntas  parroquia- 
les  y  de  distrito  en  las  demás  partes  de 
la  metrópoli,  se  considerarán  en  ade- 
lante como  Consejos  de  distrito  y  auto- 
ridades urbanas  en  lo  concerniente  á 
las  vías  principales.  En  la  ciudad  ejer- 
cerán estos  poderes  los  Comisarios  del 
alcantarillado. 

Los  gasios  de  los  Tribunales  de  Awí- 
sus  y  de  las  sesiones  se  considerarán 
como  generales  del  condado,  para  los 
que  podrán  estar  sometidas  las  parro- 
quias de  la  ciudad  á  los  impuestos  de 
condado. 

Los  gastos  de  procedimiento,  que  se- 
gún la  ley  deben  pagarse  en  la  ciudad 
por  medio  de  un  impuesto  de  condado, 
deberán  pagarse  con  cargo  á  la  Caja 
de  este. 

Los  Consejeros  de  condado  elegidos 
por  la  ciudad  no  tomarán  parte  en  el 
Consejo  respectivo  en  las  discusiones 
y  votaciones  relativas  á  los  gastos  en 
que  las  parroquias  de  la  ciudad  no  de- 
ban ser  gravadas  en  la  misma  propor- 
ción que  el  resto  de)  condado. 

El  Consejo  de  condado  de  Londres  y 
el  municipal  de  la  ciudad  podrán  cele- 
brar convenios  para  poner  ñn  á  las 
exenciones  de  impuestos  de  que  se  tra- 
ta en  el  presente  articulo. 

Los  Scherifa  de  la  ciudad  de  Londres 
sólo  tendrán  autoridad  dentro  de  la 
misma. 

11.— Del  Vicepresidente  y  de  las  sesiones 
trimestrales 

Art.  42.  Si  el  Consejo  del  condado 
de  Londres  presentare  una  petición  al 
efecto,  podrá  la  Reina  nombrar  un  ba- 
rrister  que  ejerza,  por  lo  menos,  desde 
hace  diez  años,  funciones  retribuidas, 
sea  de  Presidente,  sea  de  Vicepresi- 
dente, según  los  casos,  de  las  sesiones 
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trimestrales  para  el  condado  de  Lon- 
dres. 

El  Presidente  asi  nombrado  conser- 
vará sus  funciones  mientras  las  ejerza 
de  un  modo  satisfactorio,  y  será,  por 
virtud  de  su  cargo,  Juez  de  paz  para  el 
condado  de  Londres. 

El  sueldo  anual  de  este  Magistrado 
se  pagará  con  cargo  á  la  Caja  de  con- 
dado como  gasto  general  del  mismo,  y 
no  excederá  de  la  cantidad  ñjadaen  la 
petición  á  que  haya  obedecido  el  nom- 
bramiento. 

El  Magistrado  asi  nombrado  no  po- 
drá ser  miembro  del  Parlamento  ni 
ejercer  las  funciones  de  Abogado  mien- 
tras esté  en  funciones. 

En  donde  haya  un  Presidente  ó  Vi- 
cepresidente retribuidos,  podrá  este 
Magistrado  constituir  solo  el  Tribunal 
de  sesiones  trimestrales. 

Los  Tribunales  especiales  de  sesiones 
trimestrales  podrán  constituirse  al  mis- 
mo tiempo  en  diferentes  partes  del 
condado  de  Londres,  si  asi  lo  ba  deci- 
dido el  respectivo  Consejo  con  la  apro- 
bación del  Secretario  de  Estado.  Los 
Tribunales  de  sesiones  generales  de  paz 
del  condado  de  Londres  tendrán  las 
mismas  atribuciones  que  los  de  sesio- 
nes trimestrales. 

El  Consejo  del  condado  de  Londres 
podrá  someter  oportunamente  al  Se- 
cretario de  Estado  un  proyecto  de  re- 
glamento relativo  á  la  celebración  de 
sesiones  trimestrales,  á  la  determina- 
ción de  su  carácter  legal,  á  la  regla- 
mentación del  procedimiento  y  á  otros 
asuntos  análogos.  Cuando  el  proyecto 
haya  sido  aprobado  por  el  Secretario 
de  Estado,  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Londres,  y  producirá  los  mismos  efec- 
tos que  si  formase  parte  de  la  presen- 
te ley. 

Las  divisiones  del  condado  de  Lon- 


dres relativas  á  la  jurisdicción  de  las 
pequeñas  sesiones  y  de  las  especiales, 
continuarán  siendo  lo  mismo  que  eran 
en  los  tres  condados  que  lo  constitu- 
yen, hasta  que  el  Tribunal  de  sesiones 
trimestrales  haya  establecido  otras,  ya 
Jas  del  condado  de  Londres  en  este 
condado,  ya  los  de  cada  uno  de  los 
otros  tres  en  la  porción  de  este  conda- 
do, fuera  del  de  Londres. 

Las  sesiones  trimestrales  para  el 
condado  de  Londres  sustituirán,  en 
cuanto  á  la  jurisdicción  y  á  la  exten- 
sión de  la  competencia,  á  las  sesiones 
generales  de  impuestos  encargadas  de 
aplicar  la  ley  de  1669  sobre  el  avaluó. 
En  caso  de  apelación  en  una  cuestión 
relativa  al  derecho  de  propiedad  en  la 
ciudad,  serán  designados  por  el  Tribu- 
nal de  sesiones  trimestrales  de  la  mis- 
ma dos  miembros  de  aquél,  los  cua- 
les formarán  parte  del  Tribunal  de 
sesiones  trimestrales  del  condado  de 
Londres. 

Los  Jueces  de  paz  de  los  condados  de 
Middlesex,  Surrey  y  Kent  podrán  ce- 
lebrar sus  pequeñas  sesiones,  y  las 
generales  ó  especiales  en  cualquier 
punto  del  condado  de  Londres,  que  será 
considerado  como  su  condado  propio; 
pero  los  Jurados  no  podrán  tomarse  en 
el  condado  de  Londres. 

La  presente  ley  no  modificará  las 
atribuciones  de  los  Jueces  de  paz,  de 
los  Tribunales  de  sesiones  trimestra- 
les, del  Recorder  y  del  Scrjcant  comu- 
nal de  la  ciudad  de  Londres  en  cuanto 
no  contravengan  á  ninguna  disposición 
formal  ó  no  se  refieran  á  los  poderes 
de  los  Jueces  y  Tribunales  de  condado. 

Se  priva  al  Consejo  municipal  del  de- 
recho que  tenia  á  nombrar  los  cargos 
de  Serjeant  comunal  y  de  Juez  del  Tri- 
bunal de  la  ciudad  de  Londres,  y  en 
adelante,  en  caso  de  vacante,  los  pro- 
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pie  tari  os  de  ambos  cargos  aeran  elegi- 
dos por  la  Reina  entre  los  barriatert 
que  reúnan  las  condiciones  exigidas. 

Tampoco  ejercerán  los  Recordare  las 
funciones  judiciales  en  caso  de  vacan- 
te si  no  han  sido  nombrados  por  la 
Reina. 

12. — Del  Consejo  del  condado  adminis- 
trativo de  Londres 

Art.  43.  En  el  condado  administra- 
tivo de  Londres,  el  Consejo  de  con- 
dado: 

1 ."  Pagará  á  los  tutores  de  las  unio- 
nes de  pobres  enteramente  comprendi- 
das en  el  condado  las  sumas  que  la  Jun- 
ta de  Administración  local  certifique 
que  las  debe  el  Consejo,  en  lugar  de  las 
subvenciones  locales  para  la  remune- 
ración de  los  médicos  de  pobres  y  los 
gastos  de  medicinas  y  cuidados; 

2°  También  pagará  á.  los  tutores 
de  estas  mismas  uniones  de  pobres  una 
subvención  de  cuatro  peniques  diarios 
por  cada  indigente  socorrido  en  un 
establecimiento  benéfico  de  la  sección. 
El  número  de  pobres  que  sirvan  de 
base  á  esta  subvención  se  fundará  du- 
rante cinco  años,  en  el  término  medio 
del  número  de  pobres  socorridos  en  la 
toorkhouse  durante  el  periodo  de  cinco 
años  económicos,  terminado  el  25  de 
Mayo  anterior  á  la  votación  de  la  pre- 
sente ley.  Transcurridos  estos  cinco 
años  continuará  sobre  la  misma  base, 
á  no  ser  que  el  Parlamento  decida  lo 
contrario; 

3."  Pagará  á  los  tutores  de  uniones 
de  pobres  que  no  estén  enteramente 
comprendidos  en  el  condado  de  Lon- 
dres, una  parte  de  las  subvenciones 
antes  indicadas  que  sea  proporcional 
a)  valor  imponible  de  la  porción  de  la 
unión  comprendida  en  el  condado  ad- 
ministrativo de  Londres. 


La  expresión  indoor  pauper  com- 
prende á  todo  pobre  socorrido,  por  lo 
menos  durante  un  dia,  en  un  work- 
house,  en  un  hospital  para  enfermeda- 
des contagiosas,  un  dispensario,  un 
asilo,  una  escuela  pública  ó  privada, 
un  colegio  ó  establecimiento  de  sordo- 
mudos, ciegos  ó  idiotas,  etc.;  pero  úni- 
camente mientras  no  exceda  del  nú- 
mero de  ios  que  pueden  ser  admitidos, 
según  las  prescripciones  de  la  Junta  de 
Administración  local,  que  es  la  encar- 
gada de  dictar  las  reglas  para  calcular 
el  término  medio  del  número  de  pobres. 

Art.  44.  Las  facultades  atribuidas  al 
Secretario  de  los  Administradores  de 
los  Asilos  del  distrito  de  la  metrópoli 
por  la  ley  de  1868  sobre  la  valoración, 
serán  transmitidas  al  Secretario  de 
Consejo  de  condado  de  Londres,  y  en 
la  referida  ley  sustituirá  el  Consejo  de 
condado  á  los  Administradores  del  dis- 
trito metropolitano. 

Art.  45.  Pasarán  al  Consejo  del  con- 
dado de  Londres  las  facultades  atribui- 
das á  los  Jueces  de  paz  fuera  de  sesio- 
nes de  la  metrópoli  para  la  expedición 
de  licencias  de  tiendas  y  establos. 

13.  —  Aplicación  de  la  ley  á  los  con- 
dados especiales  y  á  los  distritos 
francos. 

Art.  46.  Los  circuios  del  Yorkshirey 
las  divisiones  del  Lincolnshire  forma- 
rán respectivamente  condados  admi- 
nistrativos separados. 

Las  divisiones  oriental  y  occidental 
de  Sussex  y  de  Suffolk  formarán  tam- 
bién condados  administrativos  sepa- 
rados. 

La  isla  de  Eliy  por  una  parte  y  el  res- 
to del  condado  de  Cambridge  por  otra, 
formarán  también  condados  adminis- 
trativos separados. 


Dgitzedby  G00gle 


154 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS  T  JURÍDICAS 


{Sigue  detallando  otras  divisiones  de 
condados.) 

Art.  47.  Contiene  disposiciones  es- 
peciales para  el  condado  palatino  de 
Lancaa  ter. ) 

Art.  48.  En  lo  sucesivo,  todo  distrito 
franco  formara  parte  del  condado  en 
que  tome  parte  en  las  elecciones  par- 
lamentarias. 

El  Consejo  de  condado  reemplazará 
en  ellas  á  la  autoridad  existente. 

En  los  distritos  en  que  la  policía  esté 
colocada  bajo  ta  inspección  de  un  Tri- 
bunal de  sesiones  trimestrales  se  con- 
fundirá con  la  policía  única  de  todo  el 
condado  administrativo;  pero  este  Tri- 
bunal enviará  á  la  Cemisión  mixta  per- 
manente instituida  por  la  presente  ley 
un  número  de  individuos  convenido  en- 
tre éste,  el  Consejo  de  condado  y  el 
Tribunal  de  sesiones  trimestrales  del 
mismo,  y  á  taita  de  acuerdo,  será  fijada 
por  el  Secretario  de  Estado. 

Las  cinco  puertas  y  sus  dependencias 
formarán  en  lo  sucesivo  parte  del  con- 
dado en  donde  se  hallen  situadas  res- 
pectivamente, sin  perjuicio  de  la  situa- 
ción especial  que  cada  cual  tenga  como 
burgo  de  sesiones  trimestrales,  según 
la  ley  Municipal  de  1882,  tal  como  aquí 
se  determina,  y  de  los  privilegios  de  que 
disfruta  en  las  materias  de  que  no  se 
ocupa  la  presente  ley. 

Art.  49.  (Contiene  disposiciones  re- 
lativas á  las  islas  Sctlly.) 

título  ni 

LIMITES  DE  LAS  CIRCUNSCRIPCIONES 
ADMINISTRATIVAS 

Art.  50.  El  primer  Consejo  elegido 
por  el  condado  administrativo,  en  eje- 
cución de  la  presente  ley,  será  elegido 
por  todo  el  condado,  tal  como  se  halle 
actualmente  constituido  para  las  elec- 


ciones parlamentarias,  y  bajo  las  con- 
diciones siguientes: 

1.*  Esta  disposición  no  se  aplicará 
al  limite  entre  dos  condados  adminis- 
trativos que  sean  porciones  de  un  con- 
dado completo.  En  este  caso,  las  de- 
marcaciones actualmente  existentes 
para  el  impuesto  de  condado  determi- 
narán el  condado  administrativo  para 
el  que  se  haya  elegido  el  Consejo; 

2."  Cuando  un  distrito  sanitario  ur- 
bano se  halle  situado,  parte  en  un  con- 
dado administrativo,  parteen  otro,  se 
considerará  situado  en  el  condado  que, 
según  el  censo  de  1881,  contenga  la  ma- 
yor parte  de  su  población; 

3.'  No  se  introduce  por  la  presente 
ley  modificación  alguna  para  el  caso 
en  que  una  porción  del  condado  admi- 
nistrativo baya  pasado  anteriormente 
á  otro  condado  para  la  ejecución  de  las 
leyes  sobre  policía,  epidemias  en  los 
animales  ú  otras. 

El  Consejo  de  condado  ejercerá  sus 
atribuciones  sobre  todo  el  condado  ad- 
ministrativo por  el  que  haya  sido  ele- 
gido. 

Si  surgiere  alguna  dificultad  respecto 
del  condado  que  contenga  la  mayor 
parte  del  distrito  mencionado  anterior- 
mente, resolverá  la  dificultad  la  Junta 
de  Administración  local. 

Este  artículo  no  será  aplicable  al 
condado  administrativo  de  Londres  ni 
á  los  burgos  de  condado.  Toda  locali- 
dad que  formando  parte  de  un  burgo  de 
condado  para  las  elecciones  parlamen- 
tarias no  esté  comprendida  en  el  térmi- 
no municipal  del  burgo,  formará  parte 
del  condado  en  que  esté  situada. 

Art.  51.  En  la  designación  de  las  di- 
visiones electorales  de  un  condado  se 
observarán  las  disposiciones  siguien- 
tes, tanto  para  la  elección  inmediata 
cuanto  para  las  sucesivas: 
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1.a  En  cada  división  habrá,  en  cuan- 
to sea  posible,  una  población  igual,  y 
teniendo  en  cuenta  la  distribución  y 
ocupaciones  de  esta  población,  la  su- 
perficie que  ocupa,  los  últimos  censos 
y  los  cambios  posteriores,  se  procurará 
darles  una  justa  representación  á  la 
vez  á  los  habitantes  del  campo  y  á  los 
de  las  ciudades; 

2."  En  cuanto  sea  factible,  las  divi- 
siones electorales  coincidirán  con  las 
de  condado  (distritos  sanitarios  urba- 
nos y  rurales)  ó  los  cuarteles.  Cuando 
una  división  sólo  forme  una  parte  de 
cuartel  ó  de  distrito,  y  no  hubiese  lista 
separada  de  electores,  continuará  uni- 
da provisionalmente  al  distrito  ó  cuar- 
tel en  cuya  lista  se  hallen  inscriptos 
los  electores; 

3.a  Cuando  por  !a  aplicación  del 
presente  articulo  se  divida  en  dos  ó 
más  partes  un  distrito  de  condado,  com- 
prenderá, á  ser  posible,  cada  parte 
toda  una  parroquia  ó  cierto  número  de 
parroquias  completas; 

4.a  y  5.'    (Transitorias.) 

Art.  52.  Cuando  el  Consejo  munici- 
pal de  un  burgo  no  sea  la  autoridad  sa- 
nitaria urbana  para  todo  el  territorio 
del  mismo,  ora  coincida  con  el  distrito 
sanitario,  ora  entre  en  él  todo  ó  una 
parte  solamente,  dará  aviso  la  respec- 
tiva oficina  de  Administración  local. 
Formará  por  decreto  provisional,  para 
la  ejecución  de  la  presente  ley,  un  dis- 
trito de  condado,  ya  con  el  burgo  ó  el 
distrito  sanitario,  ya  con  todo  ó  parte 
de  los  dos  reunidos,  pudiendo  agregar, 
además,  un  territorio  vecino.  El  Conse- 
jo municipal  del  burgo  se  convertirá 
siempre  en  Consejo  de  distrito,  pudien- 
do, en  su  consecuencia,  la  Junta  modi- 
ficar los  limites  del  burgo,  y,  si  fuese 
necesario,  los  del  condado.  Si  la  pobla- 
ción del  burgo  llegase  en  este  caBO  á 


50.000  habitantes,  podrá  convertirse  en 
burgo  de  condado,  y  disponerlo  todo 
para  que  se  apliquen  al  mismo  las  dis- 
posiciones de  la  presente  ley,  relativas 
á  los  burgos  de  condado. 

Cuando  los  miembros  de  la  autoridad 
sanitaria  en  cuestión  sean  nombrados 
por  una  Universidad,  procurará  la  Jun- 
ta de  Administración  local  que  dicha 
Universidad  nombre  también  los  miem- 
bros de  Consejo  de  distrito. 

El  decreto  provisional  de  la  referida 
Junta  sólo  podrá  regir  después  de  apro- 
bado por  el  Parlamento. 

Art.  53.  Todo  informe  de  la  Comisión 
de  limites  instituida  por  la  ley  de  1887 
sobre  el  gobierno  local,  será  entregado 
al  Consejo  de  condado  administrativo  ó 
del  burgo  de  condado. 

El  Consejo  estará  obligado  á  exami- 
nar este  informe  y  á  presentar  á  la  Jun- 
ta de  Administración  local  las  obje- 
ciones que  juzgue  convenientes  para 
impedir  que  alguna  de  las  nuevas  deci- 
siones se  extienda  á  más  de  un  con- 
dado. 

Art.  54.  Siempre  que  el  Consejo  de 
un  condado  ó  de  un  burgo  manifieste  á 
la  Junta  de  Administración  local  que 
será  útil: 

1.°  Modificar  los  limites  de  un  con- 
dado ó  de  un  burgo; 

2."  Reunir  para  todos  los  servicios 
ó  para  algunos  un  burgo  de  condado,  ó 
un  condado; 

3.°  Unir  varios  condados  ó  burgos, 
ó  suprimir  las  divisiones  de  un  con- 
dado; 

4.°  Erigir  en  burgo  de  condado  uno 
que  tenga  menos  de  50.000  habitantes; 

5.o  Modificar  los  limites  de  una  cir- 
cunscripción electoral  del  condado,  el 
número  de  Consejeros  del  mismo  y  de 
circunscripciones  electorales; 

6."    Modificar  una  división  de  gobier- 
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no  local,  parcialmente  contenida  en  un 
burgo  6  en  un  condado, 

La  Junta  de  Administración  local,  si 
no  se  opusiesen  razones  especiales, 
abrirá  una  información,  y  si  no  da  un 
resultado  negativo,  dictará  un  decreto 
ajustado  á  dicho  resultado  ó  á  cualquie- 
ra otra  proposición  que  crea  preferible. 
En  este  último  caso,  podrá  modificar 
por  este  decreto  cualquier  división  elec- 
toral que  juzgue  conveniente. 

Este  decreto  será  siempre  provisio- 
nal y  sólo  producirá  efecto  después  de 
confirmado  por  el  Parlamento. 

El  decreto  que  varíe  los  limites  de  un 
burgo,  podrá  aumentar  ó  disminuir  el 
número  de  cuarteles  del  mismo,  y  mo- 
dificar, al  mismo  tiempo  que  sus  limi- 
tes, la  distribución  de  los  Consejeros 
entre  aquéllos,  y,  por  consiguiente,  el 
de  los  Aldermen. 

Avt.  56.  La  Junta  de  Administración 
local  podrá  reunir  dos  burgos  de  con- 
dado para  constituir  uno  sólo  ó  un  con- 
dado. 

El  decreto  reuniendo  dos  burgos, 
sean  ó  no  de  condado,  podrá  contener 
disposiciones  relativas  á  la  división  en 
cuarteles,  al  número  de  Consejeros 
que  debe  elegir  cada  cuartel  en  la  pri- 
mera elección,  á  los  funcionarios  que 
haya  que  nombrar  y  á  los  que  estén  ya 
en  funciones,  y,  en  general,  á  toda 
cuestión  ó  incidente  que  naturalmente 
surja  de  la  unión  de  estos  burgos. 

Cuando  un  decreto  provisional  de 
esta  Índole  haya  sido  confirmado  por 
el  Parlamento,  podrá  conceder  la  Rei- 
na al  nuevo  burgo  asi  constituido  una 
Comisión  de  paz  ó  un  Tribunal  de  se- 
siones trimestrales  con  arreglo  á  la 
ley  Municipal  de  1882,  reglamentando 
en  el  decreto  todos  los  detalles  del  cam- 
bio que  se  verifique  en  la  administra- 
ción de  justicia. 


Art.  56.  Cuando  los  householdcn  de 
una  ciudad  ó  de  un  distrito  soliciten 
una  carta  de  incorporación  con  arreglo 
á  la  ley  Municipal  de  1882,  deberá  re- 
mitirse su  petición  al  Consejo  de  con- 
dado y  á  la  Junta  de  Administración 
local,  y  no  resolverá  el  Consejo  priva- 
do hasta  haber  oído  á  ambas  Corpora- 
ciones. 

Art.  57.  Cuando  un  Consejo  de  con- 
dado juzgue  á  primera  vista  que  en  lo 
que  concierne  á  un  distrito  de  condado 
que  no  sea  un  burgo  ó  á  una  parroquia, 
procede  una  rectificación  ó  nuevo  tra- 
zado de  limites,  hacer  nuevas  uniones 
ó  adjudicaciones,  conversión  de  distri- 
tos rurales  en  urbanos  y  viceversa, 
creación  de  distritos,  creación,  modifi- 
cación 6  cambio  de  configuración  de 
cuarteles,  modificaciones  relativas  al 
número  y  distribución  de  los  miembros 
de  los  Consejos,  podrá  ordenar  dicho 
Consejo,  además  de  las  informaciones 
que  estime  oportunas,  una  local,  lo 
cual  participará  á  la  localidad  y  á  la 
Juntado  Administración  local,  al  depar- 
tamento de  Instrucción  pública  ó  á 
cualquier  otro,  según  queda  proscrip- 
to. Si  adquiere  la  prueba  de  que  es 
oportuna  la  ejecución  de  su  proyecto, 
podrá  decretarlo  en  su  consecuencia. 

Las  disposiciones  de  este  decreto  se 
remitirán  á  los  interesados,  por  medio 
de  copias,  y  si  tuviere  por  objeto  mo- 
dificaciones en  los  cuarteles  ó  en  el 
número  y  distribución  de  los  miembros 
del  Consejo,  será  ejecutivo  después  de 
la  aprobación  definitiva  del  Consejo  de 
condado. 

En  los  demás  casos  deberá  someter- 
se el  decreto  á  la  Junta  de  Administra- 
ción local,  que  en  el  término  de  tres 
meses,  y  á  petición  del  Consejo  de  dis- 
trito, de  la  sexta  parte  de  los  electores 
de  éste,  ó  de  los  electores  del  condado 
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ó  si  después  de  haberse  presentado 
fuese  retirada,  la  Junta  confirmará  el 
acuerdo  ó  decreto,  pudiendo  al  confir- 
marlo introducir  en  el  las  modificacio- 
nes necesarias  para  asegurar  su  eje- 
cución. 

El  decreto  asi  confirmado  por  la  Jun- 
ta sera  presentado  inmediatamente  á 
ambas  Cámaras  del  Parlamento,  y  si 
no  estuviese  reunido,  en  cuanto  se 
abran  las  sesiones. 

El  présenle  articulo  agrega  a  los  po- 
deres correspondientes  á  la  Junta  lo 
relativo  a  la  unión,  á  la  división  ó  mo- 
dificación de  las  parroquias,  pero  no 
deroga  nada  en  ellos. 

Art.  58.  Cuando  una  unión  de  pobres 
esté  situada  en  dos  6  mas  condados,  la 
Junta,  en  vez  de  disolverse,  podrá  de- 
cidir no  continuar  formando  una  sola 
unión  sino  en  lo  que  respecta  a  los  po- 
bres socorridos  en  los  establecimientos 
benéficos;  pero  en  lo  que  se  refiere  á 
los  socorros  á  domicilio,  formará  dos  ó 
más,  y  tomará  las  disposiciones  nece- 
sarias al  efecto. 

Art.  59.  Cuando  el  proyecto  ó  decre- 
to que  en  virtud  de  la  presente  ley  in- 
troduzca algún  cambio  en  los  limites, 
autoridades  ó  en  cualquier  otra  mate- 
ría,  podrá  acordar  todas  las  reglas  ad- 
ministrativas ó  judiciales  que  estos 
cambios  ocasionen  ó  necesiten. 

Toda  localidad  que  forme  parte  de  un 
condado  administrativo  para  la  ejecu- 
ción de  la  presente  ley,  la  formará  tam- 
bién, salvo  las  excepciones  menciona- 
das en  este  articulo  y  en  el  40,  para  los 
demás  asuntos,  como  el  Scherif,  el  Te- 
niente, el  Archivero,  los  Jueces  de  paz, 
la  Milicia,  el  Coroner,  etc. 


los  de  York, 
¡orthampton 
jr mando  ca- 
....  „ —  ™ — „„  ,,..ra  estos  ob- 
jetos. 

Esta  decisión  no  afecta  á  las  faculta- 
des ó  privilegios  pertenecientes  en  la 
actualidad  á  las  ciudades  y  burgos,  en 
lo  que  respecta  á  la  Milicia,  á  los  Sehe- 
rifs,  Jueces  de  paz  y  Coroners.  Sólo  con- 
tinuarán dependiendo  de  ellos,  bajo 
este  respecto,  los  burgos  de  condado 
que  antes  de  la  presente  ley  formaban 
parte  de  un  condado  para  uno  6  varios 
de  dichos  objetos. 

Esta  decisión  no  se  aplicará  á  las 
elecciones  parlamentarias  ni  al  dere- 
cho de  sufragio  para  las  elecciones  par- 
lamentarias, al  impuesto  territorial,  a 
los  diezmos,  á  las  rentas  garantidas  á 
titulo  de  diezmos  ni  alas  circunscrip- 
ciones en  que  un  Obispo,  un  sacerdote 
ó  cualquier  otro  eclesiástico  tenga  la 
cura  de  almas  ó  ejerza  jurisdicción. 

En  lo  concerniente  á  las  elecciones 
parlamentarias  y  á  la  inscripción  en 
las  listas  electorales  para  las  mismas, 
el  Seherif,  el  Secretario  de  las  sesiones 
trimestrales  y  el  Consejo  del  condado 
en  el  que  una  localidad  haya  estado 
comprendida  para  este  objeto  antes  de 
la  promulgación  de  la  presente  ley, 
salvo  las  disposiciones  contrarias  in- 
sertas en  el  proyecto  ó  decreto,  en  la 
ley  de  1888  sobre  las  elecciones  de  con- 
dado ó  en  la  presente  ley,  continuarán 
ejerciendo  las  mismas  atribuciones  y 
obligaciones  que  si  no  se  hubiese  in- 
troducido cambio  alguno  de  limites. 

El  proyecto  ó  decreto  dictado  en  vir- 
tud de  la  presente  ley  podrá  contener 
fas  disposiciones  necesarias  ó  conve- 
nientes para  su  ejecución,  y  entre  ellas 
las  siguientes: 

1."    Suprimir   ó  crear,  restringir   ó 
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ampliar  la  jurisdicción  de  (oda  autori- 
dad local,  rectificar  ó  cambiar  el  traza- 
do de  limites,  organizar  lo  concernien- 
te á  las  autoridades,  a  los  Jueces  y  fun- 
cionarios, incluso  los  gastos  hechos 
con  este  motivo,  regular  la  situación  de 
una  circunscripción  respecto  de  otra 
mayor  de  que  forma  parte,  proveer  á 
la  elección  de  sus  representantes,  etc.; 

2.a  Tomar  disposiciones  temporales 
para  pagar  las  deudas  y  obligaciones 
de  las  autoridades  á  que  se  refiera  el 
decreto,  administrar  sus  propiedades 
y  regularizar  la  situación  de  los  funcio- 
narios existentes; 

3.*  Proveer  á  la  remesa  de  las  es- 
crituras, piezas  de  autos,  libros,  docu- 
mentos diversos  y  á  las  dificultades 
que  surjan  para  esta  remesa; 

4.'  Tomar  todas  las  medidas  que 
parezcan  necesarias  ó  útiles  para  po- 
ner en  vigor  el  decreto; 

5.'  Regular  lodo  lo  concerniente  a 
las  propiedades,  deudas  y  obligaciones. 

Cuando  el  cambio  de  limites  de  un 
condado  haya  tenido  efecto  por  la  pre- 
sente ley,  podrá  la  Junta  regular  las 
materias  antes  mencionadas  por  medio 
de  un  decreto;  pero  si  una  autoridad 
local  se  opusiese  en  el  término  de  tres 
meses,  á  contar  desde  la  fecha  de  la 
notificación,  quedará  el  decreto  como 
provisional,  y  sólo  entrará  en  vigor 
cuando  se  retire  la  oposición  ó  haya 
sido  confirmada  por  una  discusión  del 
Parlamento. 

Art.  60.  En  las  modificaciones  in- 
troducidas en  los  limites  de  las  circuns- 
cripciones del  gobierno  local,  se  cui- 
dará que  los  limites  de  una  circuns- 
cripción no  se  confundan  con  los  de 
otra. 

De  los  Comisarios  y  arbitros 

Art.  61.    (Consigna  en  los  primeros 


párrafos  los  nombres  de  los  designa- 
dos para  la  ejecución  de  esta  ley,  el 
modo  de  cubrir  las  vacantes,  las  in- 
demnizaciones y  fondos  de  que  han  de 
pagarse,  debiendo  cesar  sus  poderes 
el  31  de  Diciembre  de  1890.) 

Art.  62.  Los  Consejos  y  demás  po- 
deres locales  á  quienes  afecta  la  pre- 
sente ley  podrán  celebrar  entre  si 
convenios  relativos  á  sus  propiedades, 
rentas,  deudas,  obligaciones  y  gastos, 
ora  las  transmitan  ó  las  retengan,  ora 
formen  para  ello  comunidades.  Las  su- 
mas debidas  en  su  consecuencia  y  los 
sueldos  ó  indemnizaciones  de  los  fun- 
cionarios, se  pagarán  mediante  una 
cantidad  alzada,  ó  por  anualidades. 

Si  las  partes  no  se  pusieran  de  acuer- 
do y  la  presente  ley  no  les  suminis- 
trase otro  medio,  elegirán  un  arbitro, 
que  en  caso  de  necesidad  le  será  im- 
puesto por  la  Junta  de  Administración 
local. 

El  arbitro  asi  nombrado,  además  de 
los  poderes  que  le  confieren  las  leyes, 
tendrá  el  de  fijar  el  total  de  los  gastos 
del  arbitraje. 

Las  decisiones  que  emanen  de  los 
Comisarios  ó  de  los  arbitros  podrán 
versar  sobre  todas  las  cuestiones  que 
habrían  podido  arreglarse  por  un  con- 
venio, y  las  sumas  que  hayan  de  pa- 
garse &  consecuencia  de  éste,  lo  serás 
con  cargo  á  los  fondos  del  condado  ó 
del  burgo,  ó  á  un  fondo  especial  que 
el  Consejo  designará  con  la  aproba- 
ción de  la  Junta  de  Administración 
local. 

SI  los  fondos  estuviesen  agotados, 
podrá  hacerse  el  pago  mediante  un  em- 
préstito contratado  por  el  Consejo  de 
Condado  ó  de  burgo,  empréstito  que 
será  garantizado  con  los  fondos,  im- 
puestos y  rentas  del  Consejo,  por  la 
emisión  de  obligaciones,  etc .,  sin  que 
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sea  necesaria  autorización  del  Tesoro 
ai  de  otra  autoridad  alguna. 

Art.  63.  Cuando  en  ejecución  de  la 
presente  ley  se  confiera  un  arbitraje  á 
la  Junta  de  Administración  local,  se 
aplicaran  las  disposiciones  de  la  ley 
de  1868  sobre  ferrocarriles,  relativas  al 
arbitraje  de  la  Junta  de  Comercio,  como 
si  estuviesen  aquí  reproducidas. 

TÍTULO  rv* 


i. —  De  las  propiedades  é  ingresas  del 
Consejo  de  condado 

Art.  64.  A  partir  de  la  fecha  en  que 
entre  en  vigor  la  presente  ley,  todas  las 
propiedades  pertenecientes  al  Tribunal 
de  sesiones  trimestrales  del  condado  ó 
poseídas  por  el  Secretario  de  este  Tri- 
bunal, los  Jueces  de  paz  del  condado, 
el  Tesorero,  los  Comisarios  y  cualquier 
otra  persona  que  desempeñe  funciones 
públicas,  pasaran  al  Consejo  de  conda- 
do. Estas  propiedades  estarán  grava- 
das en  manos  del  Consejo  con  los  mis- 
mos cargos  que  reportaban  al  hacerse 
la  transmisión,  quedando,  respecto  del 
nuevo  propietario,  en  la  misma  condi- 
ción en  que  estaban  respecto  del  anti- 
guo. Sin  embargo,  los  archivos  del  Tri- 
bunal continuarán  siendo  conservados 
lo  mismo  que  antes;  no  se  tocará  á  las 
propiedades  de  los  establecimientos  be- 
néficos, cuyos  Administradores  serán 
nombrados  como  antes.  Los  Jueces  de 
paz  guardarán  los  cuadros,  los  bienes 
muebles  A  inmuebles  que  les  corres- 
pondan personalmente,  salvo  las  deci- 
siones de  los  Comisarios,  en  caso  de 
cuestión. 

Las  cargas  que  graven  estas  propie- 
dades se  convertirán  en  cargas  del 


Consejo  de  condado,  y  pesarán,  respec- 
tivamente, sobre  las  mismas  propieda- 
des que  antes. 

El  Consejo  de  condado  tendrá  plenos 
poderes  para  conservar,  aumentar  y 
modificar  los  predios  y  los  edificios 
cuya  propiedad  se  le  transmite  por  el 
presente  articulo  ó  adquiera  en  cual- 
quier otra  forma,  y  para  enagenarlos 
con  la  autorización  de  la  Junta  de  Ad- 
ministración local;  pero  deberá  atender 
al  arreglo  ó  adaptación  de  los  locales, 
á  su  decorado,  etc.,  al  suministro  de  li- 
bros y  otros  objetos  que  necesite  la  Co- 
misión mixta  permanente  para  sus  se- 
siones, y  á  la  custodia  de  piezas  y  ar- 
chivos de  los  Jueces  de  paz  y  de  sus 
Comisiones. 

Art.  65.  Como  consecuencia  de  sus 
atribuciones,  podrá  el  condado  adqui- 
rir, comprar,  tomar  en  alquiler  ó  arren- 
damiento, cambiar  predios  rústicos  Ó 
derechos  sobre  ellos,  adquirir,  alquilar, 
construir  ó  amueblar  habitaciones, 
edificios  y  oficinas  en  el  condado  ó  fue- 
ra de  él. 

Las  sumas  producidas  por  la  enaje- 
nación de  tierras  hecha  por  el  Consejo 
de  condado  con  la  aprobación  de  la 
Junta  de  Administración  local,  serán 
empleadas  en  la  forma  que  prescriba 
dicha  Junta,  ora  en  pagar  empréstitos 
hechos,  ó  en  cualquiera  otras  aten- 
ciones. 

Art.  66.  Los  gastos  hechos  por  los 
Jueces  de  paz  en  sesiones  ó  aislada- 
mente, ó  por  los  Jefes  y  agentes  de  po- 
licía para  defenderse  en  juicio  por  las 
acciones  contra  ellos  incoadas  por  ac- 
tos realizados  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  se  pagarán  de  la  Caja  del 
condado,  hasta  la  suma  aprobada  por 
la  Comisión  mixta  permanente. 

Art.  67.  El  Tesorero  del  condado  de- 
berá satisfacer,  como  hasta  aquí,  el  im- 
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porte  de  los  libramientos  expedidos 
por  las  sesiones  trimestrales  y  por  los 
Jueces  de  paz  fuera  de  sesiones  para 
gastos  procesales  en  los  asuntos  crimi- 
nales, y  el  Tesorero  del  Consejo  de 
condado,  ó  cualquier  otra  persona  dele- 
gada en  su  lugar,  deberá  seguir  las 
audiencias  de  cada  Tribunal  de  sesio- 
nes trimestrales,  para  estar  dispuesto 
á  efectuar  los  pagos  ordenados. 

Art.  68.  Todos  los  ingresos  del  Con- 
sejo de  condado  hechos  para  los  servi- 
cios generales  ó  especiales  del  mismo 
entrarán  en  la  Caja  correspondiente, 
de  la  que  se  tomarán  las  sumas  nece- 
sarias para  el  pago  de  dichos  servi- 
cios. 

La  expresión  «servicios  generales  del 
condado»  designa  todos  aquellos  para 
los  cuales  el  Consejo  de  condado  está 
autorizado  para  imponer  contribucio- 
nes en  toda  la  extensión  del  condado 
administrativo.  Cuenta  general  del  con- 
dado es  aquella  en  que  obran  como  car- 
go todas  las  contribuciones  indicadas, 
y  los  gastos  hechos  en  servicios  gene- 
rales se  llaman  gastos  generales. 

La  expresión  «servicios  especiales 
de  condado»  designa  los  servicios  para 
que  no  está  obligada  á  contribuir  tal  ó 
cual  parte  del  condado,  y  también  aque- 
llos que  gravan  sólo  una  porción  limi- 
tada de  condado.  A  estos  servicios  co- 
rresponden la  cuenta  especial  y  los 
gastos  especiales. 

Cuando  los  ingresos  de  la  cuenta  ge- 
neral del  condado  sean  insuficientes 
para  cubrir  los  gastos  generales,  po- 
drán imponerse  contribuciones  sobre 
todo  el  condado  administrativo,  con  el 
Sn  de  cubrir  el  déficit. 

En  caso  de  insuficiencia  de  ingresos 
de  una  de  las  cuentas  especiales  del 
condado,  podrán  imponerse  contribu- 
ciones sobre  las  parroquias  del  conda- 


do sobre  los  cuales  graven  los  gastos 
■respectivos. 

Las  contribuciones  generales  ó  espe- 
ciales gravarán  sobre  las  parroquias 
en  proporción  de  su  renta  anual,  tal 
como  este  determinado  en  los  asientos 
que  sirvan  de  base  para  el  impuesto  de 
condado. 

El  Consejo  de  condado  velará  por 
que  cada  cuenta  sólo  se  destine  á  los 
gastos  que  afecten  á  la  misma,  de  modo 
que  todo  el  condado  administrativo  no 
soporte  las  cargas  especiales  de  una 
parte  determinada  del  condado,  ni  vi- 
ceversa. 

AI  fijar  un  gasto  general  ó  especial 
para  un  asunto  particular  del  condado, 
el  Consejo  del  mismo  podrá  agregarle 
una  proporción  conveniente  de  los  gas- 
tos ocasionados  por  los  funcionarios, 
edificio  é  instalación  del  Consejo  de 
Condado. 

Podrán  imponerse  contribuciones  de 
condado  para  recaudar  las  sumas  ne- 
cesarias para  el  pago  de  los  gastos  he- 
chos en  los  seis  meses  que  hayan  pre- 
cedido á  la  imposición  de  las  contribu- 
ciones. 

2.— De  los  empréstaos 

Art.  69.  Previo  el  consentimiento  de 
la  Junta  de  Administración  local,  po- 
drá el  Consejo  de  condado  contratar 
empréstitos  garantizados  por  la  Caja 
de  condado  ó  por  las  rentas  del  Consejo 
para  ios  asuntos  siguientes: 

1."  Consolidación  de  las  deudas  del 
condado; 

2.°  Compra  de  tierras  ó  edificios, 
cuando  el  Consejo  esté,  en  general, 
autorizado  para  ello  por  una  ley; 

3."  Trabajos  permanentes  ó  que  de- 
ban durar  muchos  años  y  están  autori- 
zados por  la  Junta  de  Administración 
local; 
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4.°  Anticipos  á  los  particulares  ó  á 
personas  civiles  incorporadas  ó  no, 
para  facilitar  !a  emigración  de  los  ha- 
bitantes del  condado,  cuando  el  reem- 
bolso de  estos  anticipos  esté  garantido 
por  una  autoridad  local  del  condado  ó 
por  el  Gobierno  de  la  colonia; 

5."  Por  último,  en  todoB  los  casos  en 
que  el  Tribunal  de  sesiones  trimestra- 
les y  el  Consejo  de  condado  estén  auto- 
rizados por  una  ley  cualquiera  para 
contraer  empréstitos. 

Sin  embargo,  el  Consejo  de  condado 
no  podrá  hacerlo  nunca  sin  el  consen- 
timiento de  la  Junta  de  Administración 
local;  pero  éBte  le  eximirá  de  cualquier 
otro  que  exijan  las  leyes  anteriores. 
Antes  de  concederlo,  examinara  la 
Junta  las  reclamaciones  que  contra  di- 
cha operación  presenten  los  propieta- 
rios ó  contribuyentes  para  la  Caja  del 
condado. 

Cuando  el  total  de  la  deuda  del  con- 
dado, hecha  deducción  del  fondo  de 
amortización,  si  le  hay,  exceda,  ó  haya 
de  exceder  después  del  empréstito  pro- 
yectado, de  la  décima  parte  del  valor 
de  la  propiedad  imponible  de  condado, 
determinado  aquél  por  el  avaluó  que 
sirva  de  base  para  el  impuesto  de  con- 
dado, no  podra  darse  la  autorización 
sino  por  un  decreto  provisional  de  la 
Junta,  confirmado  por  el  Parlamento. 

No  será  necesaria  autorización  algu- 
na cuando  se  trate  de  empréstitos  des- 
tinados á  pagar  total  ó  parcialmente 
deudas  ya  existentes,  debiendo  amor- 
tizarse el  empréstito  en  el  mismo  plazo 
en  que  debía  serlo  la  deuda  primitiva, 
considerándose  el  segundo  empréstito 
como  parte  del  primero. 

Los  empréstitos  contraidos  por  el 
Consejo  de  condado  serán  reembolsa- 
dos por  medio  de  descuentos  pagados 
por  años  ó  por  semestres,  pagados  por 
Tomo  XI.— Inbtitdcionhb  jurídicas. 


un  fondo  de  amortización  formado  con 
arreglo  á  la  ley  de  18T5,  y  las  posterio- 
res que  la  modifican. 

Los  empréstitos  autorizados  se  efec- 
tuarán por  diversos  medios:  emisión 
de  obligaciones  Ojíocft),  por  hipotecas, 
vales  ó  títulos  (debentures),  etc. 

Cuando  el  Consejo  de  condado  hu- 
biere contraído  ya  un  empréstito  por 
medio  de  obligaciones,  no  podrá  con- 
traer otros  sobre  hipotecas  sino  por  un 
periodo  menor  de  cinco  años. 

En  los  empréstitos  por  medio  de  va- 
les ó  títulos,  no  podrán  ser  éstos  me- 
nores de  cinco  libras. 

Art.  70.  La  creación,  emisión,  em- 
pleo y  reembolso  de  los  valores  emiti- 
dos por  el  condado  se  verificarán  con- 
forme á  las  reglas  prescriptas  por  la 
Junta  de  Administración  local . 

Estas  reglas  deberán  ser  aprobadas 
por  el  Parlamento  y  sancionadas  por 
S.  M.  en  el  término  de  treinta  días, 
para  que  puedan  ser  impuestas  á  los 
Consejos  de  condado. 

3.  —  De  la  rendición  de  cuentas 
de  los  Consejos 

Art.  71.  Las  cuentas  de  ingresos  y 
gastos  de  los  Consejos  de  condado  se- 
rán decretadas  al  finalizar  cada  año 
económico  local,  en  la  forma  prescrip- 
ta  por  la  Junta  de  Administración  local. 

Son  aplicables  á  los  Consejos  de  con- 
dado todas  las  disposiciones  de  la  ley 
Municipal  de  1882,  relativas  al  envío  de 
cuentas  por  los  Consejos  de  los  burgos 
á  la  referida  Junta. 

Las  cuentas  del  Consejo  de  condado, 
del  Tesorero  y  de  los  funcionarios,  se- 
rán revisadas  por  los  Auditores  de  dis- 
trito nombrados  por  la  Junta  de  Admi- 
nistración focal,  como  si  se  tratase  de 
las  cuentas  de  una  autoridad  urbana. 
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inta  de  Administración 
especio  de  los  burgos 

los  demás,  para  la  au- 
i  prestí  tos,  enage  nación 

etc.,  las  atribuciones 

el  titulo  V  de  la  ley 
2,  sustituyendo  en  todo 

Junta  de  Administra- 


meco  local  ¡/  el  presti- 
gio anual 

o  económico  local  co- 
de  Abril  y  terminará 
tiguiente. 

stentes  relativas  á  la 
od  ideadas,  bajo  la  di- 
Junta  de  Adminístra- 
la forma  conveniente 
ipten  á  lo  dispuesto  en 
ulo. 

irincipio  de  todo  año 
!  ordenará  el  Consejo 
se  le  presente  un  pro- 
gastos  é  ingresos  del 
)  estimará  la  suma  que 
en  cada  semestre. 
!  primer  semestre  com- 
sejo  que  el  cálculo  ha 
bajo  ó  demasiado  ele- 
.  y  modificará  para  el 
ite. 


S  SUPLEMENTARIAS 

>.  las  leyes  anteriores  á 
ley  Municipal  de  1882 

.plicables  á  los  Conse- 
l  su  composición,  fuñ- 
as siguientes  disposi- 
le  1882: 
i  H  y  111; 


2."  El  titulo  IV,  enmendado  por  la 
ley  de  1884,  sobre  corrupción  electo- 
ral, etc.; 

3.°    El  art.  124; 

4."    Los  títulos  XII  y  XIII; 

5."    El  anexo  segundo; 

6."  La  segunda  y  tercera  parte  del 
anexo  tercero; 

7."  La  primera  parte  del  anexo  oc- 
tavo. 

En  el  año  en  que  deban  nombrarse 
los  Consejeros  de  condado,  se  efectua- 
rán simultáneamente  las  elecciones  de 
Consejos  municipales  y  de  las  de  con- 
dado. 

Será  Comisario  electoral  para  las 
elecciones  de  los  miembros  del  Consejo 
una  persona  cualquiera  designada  por 
el  Consejo  de  condado,  y  en  los  burgos 
regidos  por  la  ley  de  1882  desempeñará 
este  cargo  el  Alcalde  ó  un  Alderman, 
Tendrá  todas  las  facultades  del  Scherif, 
y  podrá  designar  un  suplente,  siendo 
aplicables  á  ambos  las  disposiciones 
de  la  ley  de  1882  relativas  á  éstos,  al 
Alcalde,  &  los  Aldermen  y  al  Secretario 
municipal. 

En  los  burgos,  el  Comisario  para  las 
elecciones  del  Consejo  municipal  conti- 
nuará siendo  el  mismo  que  antes,  y,  en 
el  caso  en  que  la  división  electoral  del 
condado  coincida  con  el  burgo  ó  es- 
té comprendida  en  él,  el  Comisario 
obrará  como  en  virtud  de  una  dele- 
gación del  de  condado,  y  como  si  fuese 
su  suplente,  recobrando  en  este  caso 
sus  derechos  el  Secretario  municipal 
del  burgo. 

El  Comisario  podrá  designar  para 
colegio  electora)  el  local  que  estime 
conveniente,  con  tal  que  sea  á  propósi- 
to, y  que,  si  en  todo  ó  en  parte  se  trata 
de  un  distrito  urbano,  esté  situado  el 
local  dentro  del  distrito. 

El  mismo  funcionario  remitirá  al  Se- 
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cretario  del  Consejo  de  condado  los 
nombres  de  los  Consejeros  elegidos, 
teniendo  también  facultad  para  Ajar  el 
intervalo  entre  la  presentación  y  la 
elección. 

El  Alderman  saliente  no  podrá  tomar 
parte  como  tal  en  la  elección  de  Presi- 
dente. 

Las  horas  para  el  escrutinio  serán 
las  Ajadas  por  la  ley  Electoral  de  1885. 

Queda  modificado  el  art.  11  de  la  ley 
Municipal  de  1883,  ampliando  lo  allí 
dispuesto  á  todos  los  electores  inscrip- 
tos en  la  lista  separada  en  un  burgo 
municipal  ó  en  cualquier  parte  del  con- 
dado fuera  de  un  burgo  por  tener  una 
propiedad  en  dicho  punto. 

En  vez  del  9  será  el  7  de  Noviembre 
el  dia  designado  para  la  elección  ordi- 
naria del  Presidente  y  de  los  Aldermen 
de  condado  y  para  la  reunión  trimestral 
del  Consejo  de  condado. 

También  se  modifica  el  art.  34  de  la 
ley  de  1883,  sustituyendo  por  un  plazo 
de  cinco  el  de  diez  días,  para  que  se 
acepte  cualquier  cargo  déla  Corpora- 
ción, y  un  plazo  de  doce  meses  al  de 
seis,  que  se  fija  en  el  art.  39  respecto 
de  las  ausencias  de  los  Aldermen  6 
Consejeros. 

Será  necesaria  la  cuarta  parte  del 
número  de  Consejeros  de  condado  para 
poder  tomar  acuerdos.  Queda  modi- 
ficado el  párrafo  10  del  segundo  anexo 
de  la  ley  de  1882. 

Esta  ley  no  deberá  observarse  en  los 
casos  siguientes: 

1.°  Cuando  prohiba  la  aplicación  de 
una  pena  pecuniaria  por  procedimien- 


3.°  Cuando  prohiba  la  aplicación  de 
las  disposiciones  relativas  al  cambio 
de  cuarteles  ó  de  Auditores  de  burgos, 
á  la  presidencia  del  Alcalde,  al  derecho 
de  nombrar  un  suplente,  etc.; 


3."  Cuando  establezca  que  la  perso- 
na elegida  sin  su  consentimiento  paga- 
rá una  multa  por  negarse  á  aceptar  el 
cargo  respectivo; 

4."  Cnando  autorice  al  Comisario 
para  elegir  un  Consejero  para  cubrir 
una  vacante  accidental,  si  ésta  se  pro- 
dujere en  los  seis  meses  que  precedan 
á  la  época  de  la  elección  ordinaria; 

5.°  No  será  aplicable  al  Consejo  de 
condado  el  art.  17  de  la  ley  de  1883,  re- 
lativo al  Secretario  municipal,  ni  el  18, 
relativo  al  Tesorero; 

6."  Tampoco  deberán  someterse  las 
decisiones  de  la  Comisión  mixta  per- 
manente á  la  aprobación  del  Consejo 
de  condado; 

7."  No  impedirá  que  se  utilicen  para 
colegios  las  escuelas  y  edificios  pú- 
blicos. 

Los  gastos  oficiales  de  las  elecciones 
para  el  Consejo  de  condado  se  abona- 
rán con  cargo  á  los  gastos  generales 
por  la  Caja  de  aquél,  salvo  disposición 
en  contrario. 

Los  artículos  4.°  al  7."  de  la  ley  Elec- 
toral de  1875,  modificada  por  la  de  1886, 
serán  aplicados,  con  las  modificacio- 
nes necesarias,  como  si  formasen  parte 
de  la  presente  ley.  Se  sustituirá  espe- 
cialmente el  Consejo  de  condado  á  la 
persona  de  quien  se  reclama  el  pago, 
y  el  periodo  de  un  mes  al  de  catorce 
dias,  durante  el  cual  se  puede  reclamar 
la  tasación. 

El  Consejo  de  Condado  podrá,  antes 
de  la  votación  para  elegir  un  Conseje- 
ro, adelantar  al  Presidente  ó  Comisa- 
rio, á  su  instancia,  una  suma  que  no 
excederá  de  10  libras  por  cada  1.000 
electores. 

Las  sesiones  del  Consejo  de  condado 
ó  de  una  de  sus  Comisiones  se  celebra- 
rán en  el  local  designado  por  el  Conse- 
jo, en  el  condado  ó  fuera  de  él. 
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Art.  76.  (Refiérese  á  lo  prescripto  en 
los  artículos  4.°,  6.°,  9.°,  11  y  12  de  la  ley 
Electoral  de  loa  condados  de  1888,  que 
insertamos  más  adelante.) 

Art.  77.  El  que  reúna  todas  las  con- 
diciones para  ser  inscripto  como  elector 
del  condado  administrativo  de  Londres 
y  resida  á  más  de  siete  millas  y  á  me- 
nos de  15  del  condado,  tendrá  derecho 
á  que  se  le  inscriba  en  las  listas  electo- 
rales del  condado  de  dicha  capital. 

Art.  78.  Las  disposiciones  legales 
de  carácter  general,  local  6  personal, 
que  se  refieran  á  facultades  ú  objetos 
transferidos  por  la  presente  ley  de  una 
autoridad  cualquiera  al  Consejo  de  con- 
dado, sólo  ó  en  unión  del  Tribunal  de 
sesiones  trimestrales,  ó  &  la  Comisión 
común  ó  mixta,  se  interpretarán,  en 
cuanto  las  circunstancias  lo  permitan, 
según  las  reglas  siguientes: 

l.1  Las  disposiciones  relativas  á  esta 
autoridad  ó  á  una  de  sus  Comisiones  ó 
miembros,  ó  á  sus  reuniones,  se  apli- 
carán al  Consejo  de  condado; 

2."  Las  que  se  refieran  al  Secretario, 
Escribano  ó  funcionario  de  esta  autori- 
dad, se  atribuirán  al  Secretario  ó  fun- 
cionario del  Consejo  de  condado;  y,  en 
general,  estas  disposiciones  se  interpre- 
tarán de  modo  que  no  impidan  la  eje- 
cución de  la  presente  ley. 

Debe  entenderse  que  esta  transferen- 
cia de  atribuciones  no  autorizará  al 
Consejo  de  condado: 

1.a  A  ejercer  las  atribuciones  de  un 
Tribunal  de  Record; 

2."    A  deferir  el  juramento; 

3."  A  ejercerla  jurisdicción  conarre- 
glo  &  las  leyes  de  jurisdicción  sumaria, 
á  practicar  diligencia  alguna  judicial  ó 
á  proceder  en  modo  alguno  en  cualidad 
de  Juez  de  paz,  sin  perjuicio  de  la  si- 
tuación y  de  los  derechos  de  Juez  de 
paz  que  corresponden  al  Presidente  de) 


Consejo  de  condado  en  su  cualidad  de 
Juez  de  paz  del  mismo. 

Cuando  en  virtud  de  una  de  las  dispo- 
siciones del  presente  articulo  deban 
ejercerse  los  poderes  del  Consejo  de 
condado  y  desempeñarse  sus  obliga- 
ciones á  consecuencia  de  un  present- 
ment  (acusación  sin  investigación  pre- 
via) ó  de  cualquier  otro  modo  especial 
ó  en  un  determinado  género  de  sesio- 
nes, ó  bajo  cualquier  otra  condición. 
lendrá  el  Consejo  derecho,  por  regla- 
mentos permanentes  (atanting)  que  de- 
terminen el  orden  de  sus  trabajos,  de 
proveer  al  ejercicio  de  estas  facultades 
y  al  cumplimiento  de  estas  obligacio- 
nes, sin  que  haya  necesidad  de present- 
ment  preliminar,  y  del  modo  ó  en  la  cla- 
se de  sesiones  que  estime  conveniente, 
sin  estar  sometido  á  condición  alguna, 
siendo  reemplazado  el  presentment  por 
el  indietment  (acusación  con  investiga- 
ción previa). 

2.— Procedimiento  ante  loa  Consejos 
y  loa  Comisiones 


Art.  79.  El  Consejo  de  cada  condado 
constituirá  una  Corporación,  que  ten- 
drá sucesión  perpetua,  sello  común  y 
derecho  de  adquirir  y  ocupar  terrenos 
para  cumplir  el  obj  eto  de  su  institución, 
sin  licencia  alguna. 

Las  obligaciones  y  responsabilida- 
des de  los  habitantes  del  condado  lo  se- 
rán también  de  su  Consejo. 

Cuando  las  disposiciones  de  la  ley 
relativas  á  los  Asilos  de  dementes,  á  los 
puentes  y  demás  materias  que  intere- 
sen al  condado  ó  á  las  sesiones  trimes- 
trales exijan  ó  autoricen  que  se  trans- 
fiera ó  conceda  un  terreno  al  Secretario 
del  Tribunal  de  las  grandes  sesiones,  á 
un  Juez  de  paz  ó  á  cualquiera  otra  per- 
sona, a  que  se  coneluya  en  su  nombre 
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un  contrato  ó  arreglo  en  interés  del 
condado,  del  Tribunal  o  de  los  Jueces 
de  paz,  se  tratarán  estos  asuntos  en  lo 
sucesivo  con  el  Consejo  del  condado 
administrativo. 

Art.  80.  Todo  pago  hecho  por  la  Caja 
de  condado  será  recibido  6  hecho  por 
el  Tesorero.  Si  no  se  dispusiere  otra 
cosa  por  una  ley  ó  por  una  orden  de  un 
Tribunal  competente,  se  efectuarán  en 
ejecución  de  un  decreto  del  Consejo 
que  Armarán  tres  miembros  de  la  Co- 
misión de  Hacienda  presentes  en  la 
reunión  del  Consejo,  y  el  Secretario  del 
mismo.  Podrá  una  misma  orden  decre- 
tar diversos  pagos.  Además  los  che- 
ques ó  libramientos  expedidos  en  eje- 
cución de  dicha  orden  irán  Armados 
por  el  Secretario  del  Consejo  ó  por  su 
suplente. 

Una  orden  de  pago  podrá  ser  anula- 
da en  un  Tribunal  Superior  de  justicia 
por  medio  de  una  orden  de  eertiorari. 
La  sentencia  podrá  suprimirla,  en  todo 
ó  en  parte,  ó  confirmarla,  con  ó  sin  gas- 
tos, según  lo  estime  conveniente  el  Tri- 
bunal. 

Cada  Consejo  de  condado  nombrará 
en  ciertos  periodos  una  Comisión  de 
Hacienda  para  arreglar  y  comprobar 
las  cuestiones  financieras.  No  se  dicta- 
rá orden  alguna  por  un  Consejo  de  con- 
dado para  el  pago  de  una  suma  por 
medio  de  la  Cajade  éste,  ya  á  cargo  del 
capital,  ya  de  la  renta,  sino  en  ejecución 
de  una  resolución  del  Consejo  adopta- 
da previo  el  parecer  de  la  Comisión  de 
Hacienda,  salvo  lo  dispuesto  en  la  pre- 
sente ley  en  lo  que  respecta  á  la  Comi- 
sión mixta  permanente.  No  se  hará 
gasto  ni  se  pagará  deuda  ú  obligación 
alguna  que  exceda  de  50  libras,  sin  una 
resolución  del  Consejo  tomada  previo 
dictamen  presentado  por  la  Comisión 
de  Hacienda. 


La  convocatoria  de  las  sesiones  del 
Consejo  en  donde  hayan  de  proponerse 
estos  pagos  ó  compromisos  extraordi- 
narios expresarán  las  sumas  á  que  as- 
ciendan é  indicarán  su  empleo. 

El  presente  articulo  no  se  aplicará  á 
los  burgos  de  condado. 

Art.  81.  Los  Consejos  de  condado  y 
los  Tribunales  de  sesiones  trimestra- 
les podrán  entenderse  para  formar  con 
los  individuos  de  unos  y  otros  una  Co- 
misión mixta  encargada  de  arreglar 
los  negocios  que  interesen  á  la  vez  á 
ambas  Corporaciones. 

Los  Consejos  y  Tribunales  que  cons- 
tituyan estas  Comisiones  podrán  dele- 
gar en  ellas  sus  atribuciones  para  los 
asuntos  que  les  encomienden. 

Entiéndase,  sin  embargo,  que  este 
articulo  no  autoriza  en  modo  alguno 
la  delegación,  por  los  Consejos,  de  la 
facultad  de  crear  impuestos  ó  de  con- 
traer empréstitos. 

En  los  limites  de  la  delegación,  ten- 
drán las  Comisiones  mixtas  las  mis- 
mas atribuciones  que  los  Consejos  y 
los  Tribunales  que  los  hayan  nom- 
brado. 

Los  miembros  de  dichas  Comisiones 
serán  nombrados  en  las  épocas  y  con 
las  formalidades  Ajadas  por  los  Conse- 
jos ó  Tribunales  que  los  hayan  desig- 
nado. 

La  duración  de  sus  funciones  será 
determinada  por  el  Consejo  ó  por  el 
Tribuna!;  pero  cuando  los  miembros 
de  estas  Comisiones  hayan  sido  nom- 
brados por  el  Consejo  de  condado,  sólo 
durarán  éstas  tres  meses  después  de 
la  elección  trienal  de  los  miembros  del 
Consejo. 

Los  gastos  de  las  Comisiones  mixtas 
serán  sufragados  proporcionalmente 
por  los  Consejos  de  condado  que  hayan 
nombrado  parte  de  sus  miembros. 
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El  presente  articulo  se  aplicará  á  los 
Consejos  de  los  burgos  de  condado. 
Podrá  nombrarse  por  dos  ó  más  con- 
dados administrativos  una  Comisión 
mixta  permanente,  cuyos  miembros 
podrán  ser  elegidos  por  loa  diversos 
Consejos  y  Tribunales  de  sesiones  tri- 
mestrales en  la  proporción  que  se  flje 
de  común  acuerdo,  y,  á  falta  de  éste, 
por  un  Secretario  de  Estado. 

El  presente  articulo  se  aplicará  á  las 
Comisiones  mixtas  permanentes. 

Art.  83.  El  Consejo  de  condado  que 
en  virtud  de  la  presente  ley  haya  nom- 
brado una  Comisión,  tendrá  siempre  el 
derecho  de  hacer,  reformar  ó  renovar 
los  reglamentos  concernientes  al  nú- 
mero indispensable  de  Consejeros  y  al 
orden  de  los  trabajos  de  esta  Comisión, 
lo  mismo  que  á  la  circunscripción  (si 
la  hay)  sobre  que  ha  de  ejercer  su 
autoridad;  pero  sobre  este  reglamento, 
los  trabajos,  el  número  y  el  lugar  don- 
de han  de  celebrarse  las  sesiones,  sea 
en  el  condado  ó  fuera  de  él,  serán  como 
la  Comisión  decida,  y  el  Presidente  ten- 
drá voto  decisivo  en  cada  sesión.  Toda 
Comisión  presentará  una  Memoria  de 
sus  trabajos  al  Consejo  que  la  haya 
nombrado,  pero  en  la  medida  que  el 
Consejo  haya  decidido.  No  se  le  some- 
terán sus  actos,  como  prescribe  la  ley 
Municipal  de  1883  (art.  33),  para  recibir 
su  aprobación. 

En  el  caso  de  una  Comisión  mixta, 
los  Consejos  y  los  Tribunales  que  la 
hayan  nombrado  gozarán  conjunta- 
mente de  las  facultades  conferidas  por 
este  artículo,  cuyas  disposiciones  le 
serán  aplicadas. 

3.— Funcionarios  y  agentes.— El  Secre- 
tario del  condado  d  el  Tribunal  de 
las  sesiones  trimestrales. 

Art.  83.    Las  disposiciones  anterio- 


res regirán  y  se  concillarán  con  las  re- 
glas establecidas  por  la  presente  ley 
para  poner  á  salvo  la  situación  de  ios 
Secretarios  de  condado  actualmente  en 
funciones. 

El  Secretario  de  condado  ó  de  las  se- 
siones trimestrales  lo  será  también  del 
Consejo  de  condado. 

Será  nombrado  y  podrá  ser  destituido 
por  la  Comisión  mixta  permanente. 

Tendrá,  bajo  la  dirección  del  Archi- 
vero del  Tribunal  de  sesiones  trimes- 
trales ó  del  Consejo  de  condado,  según 
los  casos,  el  cargo  y  la  responsabilidad 
de  los  archivos  y  documentos  del  con- 
dado. La  Comisión  mixta  podrá  nom- 
brar un  Secretario  suplente,  que  reem- 
plazará, en  caso  necesario,  al  propieta- 
rio y  tendrá  las  mismas  facultades,  sin 
perjuicio  del  nombramiento  de  otro 
Secretario  auxiliar  en  caso  que  los 
asuntos  judiciales  hicieren  necesaria 
la  formación  de  un  segundo  Tribunal 
de  sesiones  trimestrales. 

El  Secretario  de  las  sesiones  trimes- 
trales será  pagado  por  el  Consejo  de 
condado,  tamo  por  los  servicios  como 
Secretario  de  las  sesiones,  como  del 
Consejo.  Los  emolumentos  é  indemni- 
zaciones á  que  tiene  derecho  indepen- 
dientemente de  su  sueldo,  se  pagarán 
por  la  Caja  de  condado.  El  sueldo  y  de- 
más asignaciones  se  fijarán  por  la  Co- 
misión mixta  permanente,  que  susti- 
tuirá respectivamente  al  Tribunal  de 
sesiones  y  á  la  autoridad  local.  Cuan- 
do el  Secretario  de  las  sesiones  trimes- 
trales se  ocupe  de  asuntos  concernien- 
tes al  Consejo,  procederá  bajo  la  di- 
rección del  mismo. 

El  Secretario  del  Tribunal  de  sesio- 
nes trimestrales  en  el  condado  de  Lon- 
dres será  distinto  que  el  Secretario  del 
Consejo  de  condado  para  el  adminis- 
trativo de  Londres.  El  Secretario  del 
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Tribunal  tendrá  á  su  cargo  la  custodia 
de  los  documentos  y  archivos  délos 
juzgados  de  paz,  y  el  Secretario  de  Con- 
sejo la  de  los  demás  documentos  del 
condado.  El  Consejo  retribuirá  á  su  Se- 
cretario como  juzgue  conveniente,  y 
podrá  darle  un  auxiliar  6  suplente. 

El  Consejo  encargará  á  su  Secretario, 
ó  á  otro  funcionario,  que  transmita  al 
Secretario  de  Estado  ó  á  la  Junta  de 
Administración  local  los  informes  y 
Memorias  pedidos  por  el  Parlamento. 

Entiéndase  que  ni  el  Secretario  ni 
otro  funcionario  alguno  retribuido  por 
el  Consejo  por  un  empleo  permanente, 
serán  elegibles  para  el  Parlamento. 

Art.  84.  Los  Escribanos  de  las  pe- 
queñas sesiones  serán  nombrados  y 
destituidos  según  se  indica  anterior- 
mente y  pagados  por  el  Consejo  de 
condado. 

4.— Reglamentación  de  los  bicicleta,  etc. 

Art.  85.  (Por  este  articulo  se  priva  á 
las  autoridades  locales  del  derecho  de 
reglamentar  el  uso  de  los  velocípedos 
de  las  diversas  clases,  asimilándolos 
á  los  carruajes,  dando  para  este  nue- 
vo género  de  locomoción  un  reglamen- 
to adicional  é  imponiendo  una  multa 
de  40  chelines  á  los  que  no  observen 
sus  reglas.) 

5.— Adaptación  de  las  anteriores  á  la 
presente  ley.— Los  Asilos  de  dementes 

Art.  86.  (Entre  otras  disposiciones 
relativas  á  la  adaptación  á  ésta  de  las 
leyes  sobre  los  Asilos  de  dementes  po- 
bres establece  las  siguientes): 

Las  cuentas  de  la  Junta  de  Inspecto- 
res de  los  Asilos  se  rendirán  y  compro- 
barán como  las  del  Consejo. 

La  jurisdicción  de  los  Jueces  de  paz 


en  lo  que  se  refiere  á  la  recepción  ó  á 
la  detención  de  un  demente  en  un  Asilo 
y  todo  lo  que  á  ella  se  refiere,  queda 
subsistente. 

Si  los  representantes  de  un  burgo  en 
el  Consejo  de  condado  tienen  faculta- 
des para  votar  en  el  nombramiento  de 
Inspectores,  serán  éstos  nombrados 
por  el  Consejo  de  condado  si  no  lo  han 
sido  por  el  del  burgo. 

Todo  Asilo  á  cuyos  gastos  atienda  el 
condado  en  todo  ó  en  parte,  estará 
comprendido  bajo  el  nombre  de  Asilo 
de  dementes  del  condado. 

Si  hubiera  dos  ó  más  Asilos  en  el 
condado,  podrá  el  Consejo  nombrar 
una  Junta  para  administrarlos  todos. 

Esta  Junta  vigilará,  bajo  la  dirección 
del  Consejo,  á  fin  de  que  la  asigna- 
ción para  los  dementes  se  reparta  con 
igualdad  entre  los  diversos  Asilos,  y 
utilizará  el  sobrante  de  los  ingresos  de 
unos  para  saldar  el  déficit  de  los  otros. 

La  Junta  de  Inspectores  de  estos  Asi- 
los se  organizará  según  las  mismas 
reglas  que  los  Consejos  de  condado. 

6.— Disposiciones  provisionales 

Art.  87.  (Se  declara  que  continúan 
en  vigor,  como  si  se  reprodujeran  en  la 
presente  ley,  los  artículos  293  á  298  de 
la  ley  de  Sanidad  de  1875.) 

Entiéndase  que  cuando  una  disposi- 
ción ó  decreto  provisional  transfiera  á 
los  Consejos  de  condado,  de  un  modo 
general,  las  atribuciones  ó  facultades 
que  correspondían  al  Consejo  privado, 
al  Secretario  de  Estado,  á  la  Junta  de 
Administración  local,  ó  á  cualquier 
otro  centro  ministerial,  no  será  nece- 
sario publicar  un  aviso  especial  en  los 
periódicos. 

Cuando  la  presente  ley  autoriza  ó 
exige  una  prescripción  cualquiera  sin 
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declarar  quién  se  ha  de  encargar  de 
ello,  ejercitara  este  derecho  ó  cumplirá 
este  deber  la  Junta  de  Administración 
local. 

En  el  caso  en  que  se  abra  una  inves- 
tigación local,  todos  los  gastos  que 
se  ocasionen  con  este  motivo  serán  de 
cuenta  del  Consejo  de  condado  ó  de  las 
autoridades  locales,  repartiéndose  por 
la  Junta  entre  los  Consejos  de  más 
autoridades  interesadas. 

Londres 

Art.  88.  (Establece  disposiciones  es- 
peciales al  condado  administrativo  de 
Londres,  siendo  las  principales:  1  .*  Que 
el  Consejo  de  condado  puede  nombrar 
un  Vicepresidente  retribuido  por  él;  2.* 
Que  dicho  Vicepresidente  tiene  todos 
los  poderes  y  facultades  del  Presidente 
cuando  le  sustituye;  3.*  Que  se  aplicará 
á  la  metrópoli  el  art.  192  de  la  ley  de  Sa- 
nidad de  1875.) 

Art.  89.  (Declara  aplicable  á  Lon- 
dres la  ley  del  Tribunal  criminal  cen- 
tral de  1834,  la  ley  de  los  Jurados  de 
condado  de  1825,  y  otras;  y  que  se  con- 
siderarán como  un  solo  condado  los  de 
Londres  y  Middlesex  para  todo  proce- 
dimiento civil  6  criminal  seguido  ante 
los  diversos  Tribunales,  excepto  el  de 
sesiones  trimestrales.) 


Art.  90.  (Arreglos  financieros  entre 
el  condado  de  Londres  y  el  de  Surrey  y 
Middlesox.) 

Art.  91.  Las  leyes  relativas  A  la  mi- 
licia general  ó  local,  se  aplicarán  al 
condado  de  Londres  lo  mismo  que  á  los 
demás  condados.  La  Reina  nombrará 
un  Lugarteniente  del  condado  de  Lon- 
dres, quedando  modificado  por  el  pre- 
sente el  art.  50  de  la  ley  Militar  de  1883. 

Reservas  ó  excepciones 

Artículos  92  á  98.  (ConBlgnanse  en 
ellos  las  diversas  disposiciones  ante- 
riores que  continúan  vigentes,  tanto 
generales  como  particulares,  en  cier- 
tas materias,  que  más  ó  menos  direc- 
tamente Be  relacionan  con  la  presente 
ley.) 

Artículos  99  y  100.  (Fija  las  defini- 
ciones de  los  términos  empleados  en  la 
presente  ley.) 

Art.  101.  (Declara  que  esta  ley  no 
rige  en  Escocia  é  Irlanda.) 

Art.  102.  El  titulo  de  esta  ley  será 
el  de  ley  del  Gobierno  local  de  1888. 

TÍTULO  VI 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

(Comprenden  éstas  desde  el  art.  103 
al  126  inclusive.) 
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§  I.— Indicaciones  gen erales 

Las  leyes  electorales  antiguas  ingle- 
sas eran  esencialmente  restrictivos, 
siendo  muy  reducido  el  número  de  los 
que  tenían  derecho  de  sufragio. 

La  reforma  del  año  1832  y  la  de  1867, 
sobre  todo,  tuvieron  por  principal  ob- 
jeto ampliar  este  derecho,  dando  ma- 
yor participación  en  las  elecciones 
á  los  distritos  urbanos,  y  como  conse- 
cuencia natural,  por  la  forma  que  la 
propiedad  reviste  en  el  Reino  Unido, 
se  extendió  á  gran  número  de  ciudada- 
nos el  derecho  electoral,  si  bien  se  rea- 
lizó esto  conservando  el  predominio  de 
los  elementos  de  riqueza  del  país. 

La  modificación  introducida  no  afec- 
tó, sin  embargo,  de  modo  radical  á  la 
base  del  sistema  electoral  inglés,  pues- 
to que  su  verdadero  alcance  no  fué  pre- 
cisamente dar  satisfacción  al  número, 
sino  extender  el  ejercicio  del  derecho  a 
poseedores  de  bienes  en  los  distritos 
urbanos.  No  ha  de  negarse  por  esto  que 
alguna  ventaja  consiguió  el  derecho  de 
las  clases.que  vivían  de  su  trabajo  per- 
sonal y  residían  en  los  distritos  urba- 
nos; en  este  punto  revistió  la  reforma 
un  carácter  amplio  y  verdaderamente 
progresivo. 


El  precedente  establecido  por  la  re- 
forma del  año  1867,  dio  origen  á  que  se 
defendiese  por  hombres  públicos  im- 
portantes la  conveniencia  y  la  justi- 
cia de  igualar  ¿  los  electores  de  los 
condados  con  los  de  los  distritos  urba- 
nos. Ocurrió  en  determinados  casos,  a 
consecuencia  de  la  reforma  y  por  la  or- 
ganización recibida  por  los  distritos 
urbanos,  que  los  diputados  de  los  con- 
dados eran  designados  por  electores  de 
aquellos  distritos,  mientras  los  nom- 
brados por  éstos  eran  de  hecho  elegi- 
dos por  los  electores  rurales.  Además, 
un  obrero,  que  tenia  el  derecho  de  su- 
fragio sí  residía  en  la  parte  de  una  ciu- 
dad comprendida  en  los  limites  legales 
del  distrito  urbano,  perdía  el  ejercicio 
de  su  derecho  si  habitaba  fuera  de  di- 
chos limites. 

Gladstone  defendió  calurosamente  la 
nueva  reforma  en  las  columnas  de  la 
prensa,  y  en  el  año  1884,  á  los  cuatro  de 
hallarse  en  el  poder,  presentó  un  bilí 
de  reformas,  el  cual  apoyó  en  la  sesión 
de  la  Cámara  de  los  Comunes  de  28  de 
Febrero  del  mismo  año,  y  que  llegó  á 
ser  ley,  después  de  vencer  la  resisten- 
cia de  la  Cámara  de  los  Lores,  por  el 
Acta  de  1884,  cuya  traducción  se  inser- 
ta más  adelante,  y  de  la  que,  por  ser,  á 
juicio  nuestro,  el  pasb  mas  importante 
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para  la  democratización  del  derecho  de 
sufragio,  nos  ocuparemos  con  más  de- 
tenimiento. 

La  nueva  ley,  al  mismo  tiempo  que 
extendió  el  derecho  de  sufragio,  hizo 
desaparecer  gran  número  de  restric- 
ciones que  existían  según  las  leyes  an- 
teriores. 

Siguiendo  los  términos  de  la  ley  de  6 
de  Diciembre  de  1884,  pueden  clasifi- 
carse en  dos  grupos  las  condiciones 
que  hoy  se  exigen  para  que  pueda  ejer- 
citarse el  derecho  electoral.  Las  que 
rigen  á  la  vez  en  los  distritos  rurales  y 
en  los  urbanos  (condados  y  burgos),  y 
las  especiales  á  determinados  colegios 
electorales. 

Franqueville  las  divide  en  franqui- 
cias generales  y  franquicias  especia- 
les, gubdividiendo  la  primera  clase  en 
tres  categorías: 

I.*    Derecho  de  habitación  (1); 

2.1    Derecho  de  ocupación  (2),  y 

3.*    Derecho  de  inquilinato. 

En  las  franquicias  especiales  com- 
prende: 

l.1    La  de  los  distritos  rurales; 

2/    La  de  los  distritos  urbanos,  y 

3.*    La  de  las  Universidades. 

Franquicias  generales:  en  virtud  del 
derecho  de  habitación,  es  elector  todo 
ciudadano  que  habite  como  propietario 
ó  como  ¡nquilino  desde  un  año  antes  del 
15  de  Julio  todos  los  pisos  de  una  casa 
ó  alguno  de  ellos,  sea  cualquiera  el  va- 
lor del  edificio,  con  tal  que  se  halle 
afecto  al  pago  del  arbitrio  de  pobres  y 
que  no  haya  dejado  de  pagar  regular- 
mente las  cuotas  correspondientes.  Con 
arreglo  al  derecho  de  ocupación,  es 
elector  todo  ciudadano  que  ocupe  un 


(1)    Hoiuehold. 

(3)     Línlger  franchite. 


año  antes  del  15  de  Julio,  en  calidad  de 
propietario  ó  de  inquilino,  el  local  de 
un  establecimiento,  cualquiera  oficina, 
etcétera,  si  la  renta  neta  anual  es  de 
250  pesetas.  Por  último,  es  elector,  en 
virtud  del  derecho  de  inquilinato,  todo 
ciudadano  mayor  de  edad  que  justifique 
su  domicilio  fijo  como  huésped,  durante 
un  año,  desde  15  de  Julio,  en  una  casa 
de  pupilaje,  siempre  que  el  alquiler  de 
la  habitación  sea  de  250  pesetas  anua- 
les. Si  dos  personas  ocupan  un  mismo 
local,  cuyo  alquiler,  sin  incluir  los  mue- 
bles, exceda  de  500  pesetas,  cada  uno  de 
ellos  tiene  el  derecho  electoral;  pero 
aunque  sea  mayor  el  número,  el  dere- 
cho únicamente  se  concede  a  dos;  tam- 
bién se  reconoce  el  derecho  de  sufra- 
gio á  cualquiera  persona  que  haya 
ucupado  habitaciones  distintas  dentro 
del  año,  sin  intervalo  de  tiempo,  y  sin 
salir  de  la  circunscripción,  si  el  alqui- 
ler ha  sido  el  mismo. 

Las  anomalías  verdaderamente  cu- 
riosas de  este  sistema  saltan  á  la  vista. 
El  propietario  de  un  inmueble  puede 
caprichosamente  perjudicar  ó  favore- 
cer el  derecho  electoral  de  los  inquili- 
nos.  Supongamos  una  casa  ocupada 
por  diez  electores  que  figuren  en  las 
listas  como  tales,  en  virtud  del  derecho 
de  habitación;  el  propietario  del  in- 
mueble traslada  á  él  bu  residencia  y  se 
encarga  de  administrarlo  directamen- 
te, y  por  este  hecho  no  pueden  ser  elec- 
tores los  vecinos  en  concepto  de  habi- 
tantes del  edificio,  sino  de  inquilinos, 
y,  en  este  caso,  han  de  pegar  un  alqui- 
ler de  250  pesetas  a  lo  menos.  Por  el 
contrario,  diez  obreros  que  residan  en 
diez  departamentos  distintos  de  una 
casa  amueblada,  en  la  cual  viva  el  pro- 
pietario, no  son  electores,  porque  el 
alquiler  que  pagan  es  menor  de  250  pe- 
setas; pero  el  propietario  deja  de  resi- 
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dir  en  el  inmueble  y  en  seguida  tienen 
todos  derecho  á  votar. 

Franquicias  especiales:  en  los  distri- 
tos rurales  pueden  ejercitar  el  derecho 
de  sufragio,  no  solo  los  ciudadanos  en 
quienes  concurra  cualquiera  de  las  tres 
condiciones  indicadas,  sino  los  que 
sean  propietarios.  Son  propietarios  en 
los  distritos  rurales  los  ciudadanos  que 
poseen  bienes,  cuya  renta  sea  de  50  pe- 
setas, de  126  ó  de  1.250,  según  que  el 
titulo  de  propiedad  sea  á  perpetuidad, 
por  vida  ó  con  censo  enfltéutico  por 
sesenta  ó  por  veinte  años. 

En  los  distritos  rurales  de  Escocia  y 
de  Irlanda  aumenta  el  tipo  de  la  renta 
para  cada  una  de  las  distintas  clases 
de  dominio. 

En  los  distritos  urbanos  tienen  tam- 
bién derecho  electoral  los  poseedores 
de  Incas  con  titulo  &  perpetuidad,  si  la 
renta  de  aquéllas  es  de  50  pesetas;  los 
que  paguen  el  arbitrio  para  los  pobres, 
y,  en  general,  todos  aquellos  á  quienes 
se  reservaron  sus  derechos  por  la  ley 
de  1832. 

En  las  Universidades  son  electores 
los  Cancilleres,  los  Profesores,  los  in- 
dividuos del  claustro  universitario,  y 
los  graduados  inscriptos  en  los  regis- 
tros. Conviene  advertir  que  es  requisito 
indispensable  en  todo  el  Reino  Unido, 
para  ser  elector,  tener  veintiún  años, 
ser  ciudadano  ingles  6  naturaliza- 
do (i),  estar  inscripto  en  las  listas  elec- 
torales y  no  hallarse  comprendido  en 
ninguno  de  los  casos  de  incapacidad 
previstos  por  la  ley;  estos  se  dividen  en 
absolutos  y  locales.  No  tienen  el  dere- 
cho electoral  en  todo  el  Reino  Unido: 
los  locos,  los  idiotas,  los  que  hayan  su- 
frido una  condena  por  corrupción  alee 


<i)    VteM  UIoj-Elaoloral  de  iei0.ii 
el  lugar  correspondiente. 


toral,  y  los  sentenciados  por  cualquie- 
ra otra  causa  á  una  pena  que  exce- 
da de  doce  meses  de  prisión.  Además, 
en  Escocia,  no  pueden  concurrir  á  los 
comicios  los  ciudadanos  que  en  el 
transcurso  de  un  año  hayan  asistido 
dos  veces  á  una  iglesia  en  la  cual  no  se 
niegue  por  la  salud  del  Soberano,  los 
Magistrados  de  los  Tribunales  correc- 
cionales, los  agentes  de  la  policía  me- 
tropolitana, los  empleados  y  agentes 
electorales,  etc.  Las  incapacidades  por 
sentencia  de  los  Tribunales,  sea  cual- 
quiera la  gravedad  de  la  pena,  son 
siempre  temporales. 

Las  leyes  electorales  anteriores  á  la 
gran  reforma  de  Gladstone  excluían 
de  hecho  a  los  Oficiales  y  soldados  del 
ejército  de  mar  y  tierra,  toda  vez  que 
en  ellos  no  concurría  ninguna  de  las 
condiciones  requeridas  para  ser  elec- 
tor; pero  por  una  de  las  disposiciones 
de  esta  ley  se  concede  el  voto  a  todo 
individuo  que  esté  domiciliado  en  una 
habitación  cualquiera  de  una  casa. 
Fundándose  en  este  derecho  reconoci- 
do por  la  ley,  en  el  mes  de  Noviembre 
de  1885  se  acordó,  previa  consulta,  que 
gozaban  de  franquicia  electoral  todos 
los  militares  que  ocupasen  pabellones 
independientes  en  los  cuarteles. 

Según  cálculos  hechos  á  raíz  de  la 
promulgación  de  la  ley  de  1884,  se  pre- 
sumía elevado  el  número  total  de  elec- 
tores en  el  Reino  Unido  de  3.000.000  á 
5.000.000,  correspondiendo  1.300.000  á 
Inglaterra;  200.000  á  Escocia,  y  400.000  á 
Irlanda,  siendo  esta,  por  tanto,  la  ex- 
tensión más  considerable  del  derecho 
de  sufragio  introducida  en  las  Islas  Bri- 
tánicas, por  cuanto  la  ley  de  1838  sólo 
aumentó  el  número  de  electores  en 
500.000,  y  la  ley  de  1867  en  1.084.000. 

Otras  reformas,  y  algunas  de  verda- 
dera importancia,  han  introducido  en 
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materia  de  derecho  electoral,  tanto  la 
ley  de  los  Burgos  como  la  ley  de  Con- 
dados insertas  anteriormente,  y,  sobre 
todo,  la  de  16  de  Julio  de  1888,  relativa 
á  la  determinación  de  los  electores  de 
condado,  y,  en  parte,  de  los  burgos, 
extendiendo  considerablemente  sobre 
todo  el  derecho  electoral  activo  que  se 
extiende  á  las  mujeres  que  reúnen  de- 
terminadas condiciones,  según  puede 
verse  en  el  texto  de  las  referidas 
leyes. 

En  cuanto  al  orden  seguido  en  la  co- 
locación de  las  electorales  vigentes, 
hemos  preferido  el  cronológico  con  ob- 
jeto de  que  puedan  apreciarse  mejor 
los  progresos  realizados  en  esta  mate- 
ria en  Inglaterra  en  esta  penúltima 
etapa  de  la  evolución  de  tan  importan- 
te rama  del  Derecho  público,  insertan- 
do algunos  preceptos  de  las  leyes 
de  1867,  derogados  por  los  de  otras 
posteriores,  para  conseguir  mejor  di- 
cho objeto. 

§  II.— Texto  do  la  ley  da  Representa- 
ción del  pueble  de  1867,  en  Inglate- 
rra y  en  el  pais  de  Galea. 

«Por  cuanto  es  oportuno  reformar 
las  leyes  concernientes  á  la  represen- 
tación del  pueblo  en  Inglaterra  y  en  el 
pais  de  Gales», 

Venimos  en  decretar  lo  siguiente: 

Articulo  1.a  La  presente  ley  se  cita- 
ra siempre  bajo  el  titulo  de  «Acta  de  la 
Representación  del  pueblo  de  1867». 

Art.  2.°  No  se  aplicará,  esta  ley  á 
Escocia  ni  á  Irlanda,  ni  afectará  en  ma- 
nera alguna  a  la  elección  de  los  miem- 
bros que  representan  en  el  Parlamento 
a  las  Universidades  de  Oxford  ó  de 
Cambridge. 


TITULO  PRIMERO 

FRANQUICIAS 

Art.  3.°  Todo  ciudadano  varón  ten- 
drá derecho,  durante  el  año  1868,  y  en 
lo  sucesivo,  para  que  se  le  inscriba 
como  elector  y  para  votar,  una  vez  que 
lo  esté,  por  uno  ó  por  varios  miembros 
que  representen  un  burgo  en  el  Parla- 
mento, reuniendo  las  condiciones  si- 
guientes: 

1*  Ser  mayor  de  edad  y  no  estar  su- 
jeto á  incapacidad  legal; 

2."  Ocupar  en  el  último  día  del  mes 
de  Julio,  y  haber  ocupado  sin  interrup- 
ción en  los  doce  meses  precedentes, 
una  casa-habitación  sita  en  el  burgo, 
como  propietario  ó  poseedor  de  la 
misma; 

3.*  Habérsele  impuesto  durante  el 
tiempo  de  dicha  ocupación,  como  á  ocu- 
pante permanente  y  por  los  predios  que 
ocupe,  sitos  en  el  burgo,  todos  los  arbi- 
trios impuestos  para  el  socorro  délos 
pobres; 

4.a  Haber  pagado  en  20  de  Julio  del 
mismo  año  igual  suma,  en  proporción 
á  la  que  debian  pagar  otros  ocupantes 
normales  en  concepto  de  impuesto  para 
los  pobres,  y  que  le  fuese  exigible  por 
los  mencionados  predios  con  anteriori- 
dad al  5  de  Enero  anterior. 

A  nadie  se  le  considerará  con  aptitud 
legal  para  votar  por  ser  copartícipe  en 
la  ocupación  de  una  casa. 

Art.  4.a  Todo  ciudadano  inglés  ten- 
drá derecho  para  que  se  le  inscriba 
como  elector  durante  el  año  1868,  y  en 
lo  sucesivo,  y  luego  que  lo  sea,  podrá 
votar  por  uno  ó  varios  miembros  que 
representen  un  burgo  en  el  Parlamen- 
to, reuniendo  los  requisitos  siguientes: 


dby  Google 


LEYES  ELECTORALES   DE    INGLATERRA 


173 


1.°  Ser  mayor  de  edad,  y  no  hallarse 
incapacitado  legal  mente; 

2."  Haber  ocupado,  como  residente 
en  el  mismo  burgo  y  como  único  posee- 
dor, en  los  doce  meses  precedentes  al 
último  día  de  Julio,  las  mismas  habita- 
ciones, siendo  éstas  parte  de  la  misma 
casa,  y  de  una  renta  liquida  anual  de  10 
libras  por  lo  menos,  si  se  alquilaran 
desam  uebladas; 

3."  Haber  residido  en  las  habitacio- 
nes referidas  los  doce  meses  inmedia- 
tamente anteriores  al  último  día  de  Ju- 
lio, y  haber  reclamado  su  inscripción 
como  elector  en  la  próxima  lista  de  vo- 
tantes. 

Art.  5."  Todo  ciudadano  se  conside- 
rará con  título  para  ser  inscripto  como 
elector,  y,  asi  que  lo  esté,  para  ejerci- 
tar este  derecho  por  uno  ó  variosmiem- 
bros  que  representen  á  un  condado  en 
el  Parlamento,  reuniendo  los  siguientes 
requisitos: 

1.°  Ser  mayor  de  edad,  no  estar  in- 
capacitado legalmente  y  poseer  legal  y 
justamente  algunas  tierras  como  usu- 
fructuario, enfiteuta,  ó  por  cualquier 
otro  concepto,  y  por  toda  su  vida  ó  la 
de  otro,  una  renta  líquida  anual  de  cin- 
co ó  mas  libras,  deducidas  todas  las 
cargas,  ora  sea  a  titulo  de  arrendatario, 
ora  de  apoderado  de  los  predios  usu- 
fructuados, cualquiera  que  sea  el  tiem- 
po que  falte  para  la  terminación  del 
arriendo  ó  apoderamiento,  si  se  esta- 
bleció originariamente  por  un  plazo 
de  sesenta  ó  más  años  (determinable  ó 
no  por  una  ó  varias  vidas),  y  de  un 
valor  liquido  anual  de  cinco  libras  por 
lo  menos,  deducidas  todas  las  cargas  y 
gastos; 

2."  Nadie  será  inscripto  como  vo- 
tante en  una  sección  si  no  ha  cumplido 
con  lo  que  se  ordena  en  las  secciones 
veintiséis  del  Acta  del  segundo  año  del 


reinado  de  S.  M.  Guillermo  IV,  capitu- 
lo XLV  (t). 

Art.  6.a  Todo  ciudadano  inglés  tiene 
derecho  á  que  se  le  inscriba  en  las  lis- 
tas, y  á  votar,  así  que  lo  esté,  uno  ó  va- 
rios miembros  del  Parlamento  para  re- 
presentantes de  un  condado  durante  el 
año  1868,  y  en  lo  sucesivo,  si  reúne  los 
requisitos  siguientes: 

1.°  Ser  mayor  de  edad  y  no  estar  in- 
capacitado legalmente; 

2."  Ser  ocupante  en  el  último  dia  de 
Julio  y  haberlo  sido  en  los  doce  meses 
precedentes,  como  propietario  ó  en 
cualquiera  otro  concepto,  de  tierras  ó 
propiedades  sitas  en  el  condado,  eva- 
luadas en  12  libras  cuando  menos  (2), 

3.°  Habérsele  impuesto  en  propor- 
ción á  los  predios  ocupados  y  durante 
el  tiempo  de  la  referida  ocupación  to- 
das las  contribuciones  correspondien- 
tes á  dichas  posesiones; 

4."  Haber  pagado  el  20  de  Julio,  á 
más  tardar,  y  en  el  mismo  año,  todos 
los  impuestos  para  los  pobres  que  le 
fuesen  exigióles  con  anterioridad  al  5 
de  Enero  anterior. 

Art  7.°  Donde  se  impongan  los  ar- 
bitrios para  pobres  al  propietario  y  no 
al  ocupante,  al  tiempo  de  la  promulga- 
ción de  esta  ley,  por  una  casa  ú  otra 
posesión  que  se  halle  situada,  en  todo 
ó  en  parte,  en  una  parroquia,  ó  en  un 
burgo,  la  obligación  de  dicho  propieta- 
rio para  la  contribución  de  pobres  ce- 
sará en  lo  sucesivo,  y  se   aplicarán 


(1)  En  esu  [lección  ea  esencial  la  posesión  por 
un  cierto  tiempo  y  la  inscripción  para  el  derecho 
í  votar,  aalvo  eiertoi  caaos  de  propiedad  adquiri- 
da por  sucesión,  ate. 

(2)  Quiere  decir  el  valor  real  de  tasación  y  no 
la  evaluación  del  libro  de  evaluaciones  (rale 
booh);  el  funcionario  reviaador  inquirirá  y  decidi- 
rá el  valor  real. 
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respecto  &  la  mencionada  casa  las  si- 
guientes disposiciones: 

1.a  Después  de  la  promulgación  de 
esta  ley,  á  ningún  propietario  de  casa 
ú  otra  posesión,  esté  situada  en  todo  6 
en  parte  en  un  burgo,  se  le  impondrá 
arbitrios  para  los  pobres,  en  lugar  del 
ocupante,  salvo  lo  que  mas  adelante  se 
dispone; 

2.a  En  el  libro  de  evaluaciones  se 
sentara  el  valor  de  tasación  de  cada 
casa  ú  otra  finca  separada,  la  cuota  ó 
tasa  pagadera  por  el  ocupante  y  su 
nombre. 

Cuando  el  dueño  de  una  casa  ú  otra 
finca  la  hubiera  alquilado  por  partes 
ó  habitaciones  no  imponibles  separa- 
damente, se  impondrá  a  dicho  dueño, 
y  en  proporción  a  la  finca,  el  arbitrio  de 
pobres,  teniendo  en  cuenta  las  condi- 
ciones siguientes: 

1.'    (Transitoria); 

2.a  Que  nada  de  cuanto  aqui  se  dis- 
pone afectará  á  tasa  impuesta  previa- 
mente á  la  promulgación  de  esta  ley  y 
los  poderes  que  confiera  cualquier  otra 
que  quede  subsistente  efecto  de  la  re- 
caudación de  arbitrios  para  los  po- 
bres; 

3.*  Que  cuando  se  impusieren  arbi- 
trios al  ocupante  con  quien  se  convino 
que  quedarla  libre  de  ellos,  los  pueda 
éste  deducir  de  la  renta  debida,  si  es- 
tando obligado  a  su  pago  por  esta  ley, 
los  hubiere  satisfecho. 

Art.  8.°  Cuando  el  ocupante  de  una 
casa  ó  de  otra  posesión  (por  la  que  esté 
obligado  á  pagar  el  impuesto  el  propie- 
tario al  tiempo  de  la  promulgación  de 
esta  ley)  quiera  adquirir  el  derecho  de 
inscripción  con  arreglo  á  la  misma,  en 
la  primera  lista  que  se  haga  de  electo- 
res de  miembros  del  Parlamento,  y  ha- 
biéndosele impuesto  la  tasa  para  los 
pobres,  será  inscripto  aunque  no  se  le 


hayan  impuesto  antes  del  29  de  Sep- 
tiembre, pero  con  sujeción  á  las  condi- 
ciones siguientes: 

1.a  Que  haya  pagado  como  ocupante 
ordinario  todas  las  tasas  de  pobres  en 
proporción  &  los  predios  ocupados  des- 
pués que  la  obligación  de)  propietario 
por  dicho  impuesto  haya  cesado  de 
pagarlas,  de  acuerdo  con  lo  que  en  esta 
ley  se  determina; 

2.a    (De  carácter  transitorio). 

Art.  9."  En  las  elecciones  verificadas 
por  un  condado  ó  burgo  representado 
por  tres  miembros,  nadie  votará  más 
de  dos  candidatos. 

Art.  10.  En  las  elecciones  en  la  ciu- 
dad de  Londres,  nadie  podrá  votar  más 
de  tres  candidatos. 

Art.  11.  Ningún  elector  que  sea  em- 
pleado ú  ocupado  (/¡¿red)  por  un  candi- 
dato para  todos  ó  algunos  de  los  fines 
electorales,  por  recompensa  ó  bene- 
ficio del  mismo,  como  agente  y  muñi- 
dor electoral  (cancasser),  escribiente, 
mensajero  ó  en  otra  ocupación  cual- 
quiera, tendrá  derecho  á  votar  en  dicha 
elección,  y  si,  no  obstante,  lo  hiciere, 
se  hará  culpable  de  transgresión  de 
la  ley. 

Art.  12.  (Se  refiere  alas  ilegalidades 
que  se  cometan  en  cinco  burgos  que 
designa.) 

Art.  13.  Los  culpables  de  cobecho  ó 
soborno  quedan  incapacitados  para  vo- 
tar por  la  circunscripción  correspon- 
diente. 

Art.  14.  Las  personas  declaradas 
culpables  de  soborno  en  Great  Yar- 
mouth,  quedan  incapacitadas  para  vo- 
tar por  la  división  nordeste  de  Norfolk 
ú  oriental  de  Suffolk. 

Art  15.  Aquellas  de  quienes  se  prue- 
be que  han  sido  culpables  de  cohecho 
ó  soborno  en  Lancaster,  quedan  inca* 
pacitadas  como  electores  por  la  cir- 
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cunacripción    septentrional    de    Lan- 
c  áster. 

Art.  16.  (Lo  mismo  respecto  de  las 
de  Reigate.) 

TÍTULO  II 

DIVISIÓN  DE  DISTRITOS 

Art.  17.  Desde  la  terminación  del 
presente  Parlamento  en  adelante,  nin- 
gún burgo  que  tenga  una  población 
menor  de  10.000  almas  en  el  censo 
de  1861  elegirá  mas  de  un  miembro, 
estando  tales  burgos  enumerados  en  la 
lista  (A)  anexa  á  esta  ley. 

Art.  18.  Después  de  la  terminación 
del  Parlamento  actual,  la  ciudad  de 
Manchester  y  los  burgos  de  Liverpool, 
Birmingham  y  Leeds  elegirán  tres 
miembros  respectivamente. 

Art.  19.  Cada  uno  de  los  lugares 
nombrados  en  el  anexo  (B)  se  conside- 
rarán como  un  burgo,  y  hasta  que  otra 
cosa  se  acuerde  por  el  Parlamento, 
comprenderá  cada  uno  de  dichos  bur- 
gos los  lugares  que  se  especifican  y 
describen,  en  relación  con  sus  respec- 
tivos nombres,  según  se  indica  en  el 
mencionado  anexo  (B).  En  los  Parla- 
mentos que  en  lo  sucesivo  se  constitu- 
yan, el  burgo  de  Chelsen,  nombrado 
en  dicha  lista,  designará  dos  miem- 
bros, y  cada  uno  de  los  demás  burgos 
de  la  referida  lista  designará  uno. 

Artículos  30,  21  y  22.  (Se  refieren  á 
la  formación  de  listas  en  determinados 
burgos,  que  se  expresan.) 

Art.  23.  Cuando  termine  el  Parla- 
mento actual,  y  en  lo  sucesivo,  cada 
condado  de  los  que  se  designan  en  la 
lista  (D)  anexa  á  esta  ley,  constará  de 
las  dos  secciones  mencionadas  en  la 
segunda  columna  de  ella,  y  hasta  nuevo 
acuerdo  del  Parlamento,  cada  una  se 


compondrá  de  los  distritos  ó  cantones  y 
lugares  mencionados  en  la  columna  ter- 
cera de  la  referida  lista. 

En  los  Parlamentos  sucesivos  existi- 
rán dos  miembros  representantes  de 
cada  una  de  las  divisiones  especifica- 
das en  la  segunda  columna,  y  dichos 
miembros  se  elegirán  de  igual  manera, 
tendrán  igual  representación  y  los  mis- 
mos derechos  para  votar,  como  si  cada 
división  de  las  dichas  fuese  un  condado 
aparte. 

Todas  las  disposiciones  relativas  á 
las  divisiones  de  los  condados  que  de- 
signen miembros  se  entenderán  aplica- 
das alas  secciones  constituidas  ante- 
riormente. 

Las  listas  de  votantes  se  formarán 
después  del  año  1868,  no  obstante  la 
existencia  del  Parlamento  actual,  y 
con  arreglo  á  las  divisiones  de  los  con- 
dados que  por  esta  ley  se  establecen, 
como  si  antes  de  su  promulgación  hu- 
bieran sido  condados  con  derecho  á 
elegir  miembros. 

Arl.  24.  En  todos  los  Parlamentos 
sucesivos  la  Universidad  de  Londres 
elegirá  un  miembro  con  representación 
en  el  Parlamento. 

Art.  25.  Todo  aquél  cuyo  nombre 
esté  en  la  actualidad  incluido  en  la 
lista  de  los  graduados  (graduales)  que 
constituyen  el  Colegio  de  la  Universi- 
dad de  Londres,  tendrá  derecho,  no  es- 
tando incapacitado  y  siendo  mayor  de 
edad,  para  votar  en  la  elección  de  un 
miembro  que  represente  á  dicha  Uni- 
versidad en  el  Parlamento. 

TITULO  in 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS 

1.  — Incidentes   de   la»  franquicias 
Art.  26.    Los   predios  ocupados  en 
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virtud  de  inmediata,  sucesión  por  una 
persona  como  propietario  6  en  cual- 
quiera otro  concepto,  durante  los  doce 
meses  que  precedan  al  último  día  de 
Julio,  surtirán  el  mismo  efecto,  en  cuan- 
to a  la  capacidad  de  la  persona,  para 
votar  por  un  condado  ó  burgo,  si  fuera 
su  ocupación  continuada,  conforme  a 
lo  en  esta  ley  dispuesto,  salvo  las  li- 
mitaciones que  por  la  misma  Be  esta- 
blecen. 

Art.  27.  Tendrán  derecho  para  ser 
inscriptas  en  listas  y  para  votar  las 
personas  que  conjuntamente ,  como 
propietarios  ó  en  otro  concepto,  ocu- 
pen los  predios  si  reúnen  las  demás 
condiciones  de  capacidad  proscriptas 
en  esta  ley,  cuando  el  importe  total  de  su 
contribución,  dividido  entre  los  varios 
ocupantes,  les  diere  (reuniendo  las  de- 
más condiciones)  derecho  á  inscrip- 
ción y  votación;  pero  nunca  lo  tendrán 
con  respecto  á  dichos  predios,  más  de 
dos  personas  de  las  ocupantes  conjun- 
tas, á  no  ser  que  proceda  dicha  ocupa- 
ción de  sucesión  ó  de  matrimonio,  ó 
que  la  tuvieren  como  socios  y  de  buena 
fe,  fundando  en  ella  un  tranco. 

Art.  28.  Cuando  un  ocupante  no  hu- 
biese pagado  un  impuesto  de  pobres  exi- 
girle en  5  de  Enero  inmediato  anterior 
por  los  predios  que  confieren  derecho 
de  franquicia  el  1."  de  Junio  siguiente, 
los  funcionarios  que  tengan  el  deber  de 
recaudar  tales  impuestos  entregarán 
ó  harán  entregar  cédula  el  día  20  de 
Junio  ó  antes,  en  la  forma  expuesta  en 
el  anexo  (E)  de  esta  ley,  á  los  ocupantes 
que  se  encontrasen  en  tal  caso,  á  no 
ser  que  antes  se  hubiesen  pagado  ó  de- 
mandado por  papeleta. 

Se  entenderá  cumplido  el  deber  de 
entregar  la  cédula,  si  fuese  entregada 
al  ocupante  ó  si  se  dejase  en  su  última 
residencia  ó  donde  acostumbre  residir, 


ó  á  cualquiera  persona  que  se  hallase 
en  el  predio  cuya  tasa  sea  exigible.  El 
funcionario  que  rehuse  intencionada- 
mente hacer  dicha  notificación  á  fin  de 
excluir  al  ocupante  de  la  inscripción  en 
un  burgo,  incurrirá  en  falta  de  cumpli- 
miento de  su  deber  en  la  ejecución  de 
las  leyes  de  inscripción  (1). 

Art.  29.  Los  funcionarios  de  cada 
parroquia  situada,  en  todo  ó  en  parte, 
en  un  burgo,  harán  una  lista  el  dia  22 
de  Julio  de  cada  año,  ó  antes,  con  el 
nombre  y  punto  de  residencia  de  cada 
persona  que  no  haya  pagado  para  el  20 
de  Julio,  todas  las  tasas  de  pobres  que 
le  fueran  exigibles  antes  del  5-de  Enero 
último,  en  relación  á  los  predios  com- 
prendidos en  la  dicha  parroquia,  y  los 
referidos  funcionarios  conservaran  las 
listas  asi  formadas  para  exhibirlas,  sin 
derechos,  á  quien  lo  solicite,  desde  las 
diez  de  la  mañana  á  las  cuatro  de  la  tar- 
de de  cualquier  día,  menos  el  domingo, 
y  durante  los  primeros  catorce  días  des- 
pués del  22  de  Julio.  Si  algún  funciona- 
rio negare  de  propósito  la  exhibición 
de  la  lista  para  que  sea  examinada 
como  dicho  queda,  se  entenderá  que 
ha  faltado  al  cumplimiento  del  deber 
en  la  ejecución  de  las  leyes  de  inscrip- 
ción. 

2.—In»eripeión  de  electores 

Art.  30.  Los  recaudadores  (ocer- 
secra)  (2)  de  la  parroquia  ó  ayuntamien- 
to (township),  harán  ó  mandarán  hacer 


(!)  El  funcionario  estará  sujeto  an  ente  cato  i 
la  acción  que  se  Conceda  i  la  parta  agraviada, 
quien  podra  obtener  100  libras,  6  la  cantidad 
menor   quo  designará  un  Tribunal  da  Arbitro! 

(2)  Aaf  M  llaman  loa  que  perciben  lo*  impues- 
tos para  el  socorro  de  los  pobres. 
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una  lista  de  las  personas  á  las  cuales  se 
confiera  por  esta  ley  el  derecho  a  votar 
en  un  condado  por  ocupar  en  él  predios. 
Esta  lista  se  hará  de  igual  modo  y  su- 
jetara &  las  mismas  disposiciones,  en 
cuanto  les  sean  aplicables,  á  los  fun- 
cionarios designados  al  efecto  (over- 
aeera).  En  los  burgos  se  requiere  que 
las  hagan  6  manden  hacer  con  respec- 
to á  las  personas  que  ocupen  predios  de 
una  renta  anual  que  no  sea  inferior 
á  10  libras. 

La  reclamación  de  cualquiera  perso- 
na que  pretenda  ser  inscripta  en  cali- 
dad de  elector  por  un  burgo,  en  aten- 
ción á  que  ocupe  alguna  habitación 
{lodginga),  se  hará  en  la  forma  indicada 
en  el  número  1  del  anexo  (G),  ó  en  otra 
análoga. 

Agregaráse  una  declaración  certifi- 
cada, en  la  forma  mencionada  en  dicho 
anexo,  ó  tan  parecida  como  quepa,  y 
se  entregarán  dichas  quejasó  reclama- 
ciones después  del  último  dia  de  Julio, 
y  antes  de)  26  de  Agosto  de  cualquier 
año,  á  los  ocereeers  de  la  parroquia  eu 
que  estuvieren  situados  aquellas  habi- 
taciones ó  locales,  y  se  publicarán  de- 
bidamente en  1.°  de  Septiembre  ó  an- 
tes, en  lista  separada,  de  acuerdo  con 
lo  expresado  en  el  número  2  en  el 
anexo  (G)(l). 

Lo  relativo  á  la  manera  de  publicar 
las  listas  de  reclamantes  y  la  entrega 
de  copias  de  la  misma  á  las  personas 
que  las  pidieren,  contenido  en  la  sec- 
ción 18  de  la  ley  del  año  6."  del  actual 
reinado,  capitulo  VIII,  se  aplicará  á 
cualquiera  lista  y  reclamación;  y  todas 
las  prescripciones  de  las  secciones  38 
y  39  de  la  misma  ley,  respecto  á  la 


(1)    Katu  formas  están  derogadas  por  la  sec- 
ción 8.*  de  «Rl  Acta  de  I nscri pe ifin  Parlamentario, 
y  Municipal  da  1876i. 
Tomo  xr.  -Instituciosus  jubIdicas. 


prueba  de  reclamaciones  de  personas 
excluidas  de  las  listas  electorales,  sus 
contestaciones,  y  audiencia  délas  mis- 
mas, Be  aplicarán,  en  cuanto  sea  posi- 
ble, á  las  reclamaciones,  objeciones  y 
su  audiencia,  de  que  se  trata  en  esta 
sección. 

Art.  31.  La  palabra  costas,  conteni- 
da en  las  secciones  54  y  55  de  la  ley  de 
Inscripción  del  año  6.°,  Vict.,  capitu- 
lo VIH,  se  tendrá  en  cuenta  y  aplicará 
á  todos  los  derechos  legítimos  de  cual- 
quier Secretario  de  paz  de  algún  con- 
dado, ó  de  una  ciudad  ó  burgo,  para 
que  se  impongan  y  cobren  juntamente 
con  lo  que  en  la  actualidad  haya  paga- 
do ó  desembolsado  en  cumplimiento  de 
los  deberes  que  le  impone  dicha  ley. 

Art.  32.  Por  cuanto  varios  de  los 
hundreda  (1)  mencionados  en  la  tercera 
columna  del  referido  anexo  (D),  asig- 
nados en  ella  al  Lincolnshire  medio,  es- 
tán situados,  en  parte,  en  los  distritos 
de  Lindrey,  y  otros  en  los  distritos  de 
Kerteven,  y  la  franquicia  de  Lincoln  lo 
es  de  la  ciudad  y  del  condado  de  Lin- 
coln, radicando  parcialmente  en  los  dis- 
distritos de  Lindrey  y  en  los  de  Keste- 
ven,  y  son  independientes  los  Secreta- 
rios de  paz  de  los  mencionados  distri- 
tos de  Lindrey  y  Kesteven.  Al  formar 
la  lista  de  inscripción  para  la  división 
del  Lincolnshire  medio,  el  Secretario  de 
paz  de  los  distritos  de  Lindrey  cum- 
plirá cuanto  la  ley  ordena  á  los  Se- 
cretarios de  paz  en  lo  relativo  á  los 
hundred»  asignados  al  Lincolnshire 
medio  y  comprendidos  en  los  partidos 
de  Lindrey,  y  también  respecto  á  la 
franquicia  de  Lincoln  antedicho,  en 
cuanto  radique  en  el  distrito  de  Lindrey; 
y  el  Secretario  de  paz  de  los  distritos 


(I)    Peculiar  división  administrativa  de  logia- 
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de  Kesteven  cumplirá  asimismo  todos 
los  deberes,  por  la  ley  exigidos,  con 
respecto  ¿.aquellos  kundreds  asignados 
al  Lincolnshire  medio  comprendido  en 
los  distritos  de  Kesteven,  y  por  idénti- 
ca consideración  á  la  franquicia  de  Lin- 
coln que  radique  en  las  mismas. 

3.— Lugares  de  elección  y  listas 
de  notantes 

Art.  33  (1).  La  Mesa  (Courf)  para  la 
elección  de  miembros  por  cada  una  de 
las  divisiones  mencionadas,  se  consti- 
tuirá en  los  lugares  designados  á  este 
efecto  en  la  cuarta  columna  del  mismo 
anexo  (D). 

Art.  34.  En  cada  condado  los  Jueces 
de  paz  con  jurisdicción  en  todo  él  ó  en 
su  mayor  parle,  reunidos  en  la  residen- 
ciadel  Tribunal  general  ódepartido,  de- 
cidirán, si  lo  creen  conveniente,  dividir 
dictaos  condados  en  colegios  electora- 
les (polling  piases)  y  asignar  á  cada  uno 
determinado  lugar  para  hacerlo  más 
asequible  al  voto. 

Los  Jueces  publicarán,  como  lo  crean 
más  conveniente,  una  descripción  de 
los  distritos  asi  constituidos  y  los  nom- 
bres de  sus  respectivos  centros  de  elec- 
ción, y  aquéllos  donde  se  reúnan  los 
funcionarios  revisores,  entendiéndose 
que  ninguno  de  éstos  está  obligado  á 
concurrir  á  reunión  alguna  en  otro  sitio 
que  en  el  designado.  Entiéndase  que  los 
Jueces  de  paz  de  la  Isla  de  El  y,  congre- 
gados, como  queda  dicbo,  cumplirán 
cuanto  en  esta  sección  se  dispone,  en 
cuanto  no  se  oponga  á  lo  dispuesto  por 
otra  ley  cualquiera  y  altere  los  colegios 
ó  los  distritos  electorales,  ó  cree  alguno 
de  los  mismos  como  adicional. 


La  autoridad  local  de  cada  burgo  di- 
vidirá, tan  pronto  como  sea  posible, 
después  de  la  promulgación  de  esta 
ley,  si  lo  cree  conveniente,  dicho  burgo 
en  distritos  electorales,  habilitándose 
un  local,  por  lo  menos,  para  votar  en 
cada  distrito  electoral,  y  en  el  caso  en 
que  un  burgo  parlamentario  estuviera 
formado  por  dos  ó  más  poblaciones,  y 
excediera  la  distancia  entre  dos  de 
ellas  de  dos  millas,  se  habilitará  un 
local  ó  colegio  para  votar  en  cada  una 
de  dichas  poblaciones. 

Cuando  una  parroquia  de  un  burgo 
esté  dividida  ó  forme  parte  de  más  de 
un  distrito  electoral,  los  ooerseers  ha- 
rán, en  cuanto  sea  posible,  la  lista  de 
electores,  de  suerte  que  se  dividan  en 
proporción  á  cada  uno  de  los  distritos 
electorales. 

El  Secretario  de  la  población  ('/bien 
elerk)  hará  que  se  copien  las  listas  de 
electores  de  cada  burgo,  que  se  impri- 
man y  ordenen  para  entregarlas,  según 
se  ordena  en  la  ley  del  año  6.°,  capitu- 
lo VIII,  del  reinado  de  la  Reina  Victo- 
ria (1843). 

La  autoridad  local  publicará,  en  la 
forma  que  estime  conveniente  y  de 
acuerdo  con  esta  ley,  una  descripción 
de  los  distritos  electorales  constituidos 
y  de  las  alteraciones  introducidas,  con 
noticia  de  la  situación,  división  y  dis- 
tribución de  los  colegios  electorales  de 
los  mismos,  en  la  forma  exigida  por 
la  ley. 

La  autoridad  local  representara  en 
cada  burgo  municipal,  y  en  aquel  en 
que  una  parte  del  mismo  forme  un  bur- 
go municipal,  al  Consejo  de  la  ciudad, 
y  en  los  demás  burgos  los  Jueces  de  paz 
que  actúen  por  él,  ó  no  habiendo  Jueces 
de  paz,  los  Jueces  que  actúen  en  la  di- 
visión del  condado  en  el  cual  estuviera 
situado  dicho  burgo  ó  su  mayor  parte; 
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y  en  los  casos  en  que  un  burgo  parla- 
mentario esté  constituido  por  la  re- 
unión de  dos  ó  más  burgos  municipa- 
les, la  autoridad  local  representara  el 
Consejo  de  la  población  del  burgo  mu- 
nicipal en  el  que  la  elección  so  verifique. 

La  autoridad  local  puede  alterar  pe- 
riódicamente los  distritos  que  de  acuer- 
do con  esta  ley  se  formen. 

Art.  35.  (Derogado  por  la  ley  Electo- 
ral de  1872.) 

Art.  36.  Sera  ilegal  que  un  candida- 
to, ó  alguno  en  su  lugar,  pague  dinero 
por  el  viaje  de  un  elector,  al  mismo  ó 
á  otra  persona,  al  sitio  donde  la  elección 
de  un  burgo  ha  de  verificarse,  excepto 
en  los  de  Eart  Retford,  Shoreham, 
Cricklade,  Much  Wenlock  y  Aylesburg, 
y  si  se  hiciere.  Be  estimará  como  pago 
ilegal,  comprendido  en  el  Acta  de  1854 
para  prevenir  las  prácticas  corrup- 
toras. 

Art.  37.  En  toda  elección  verificada 
por  un  condado  ó  burgo,  el  Secretario, 
en  cuanto  sea  factible,  alquilará  una 
habitación,  antes  que  construir  un  edi- 
ficio, para  la  elección,  y  si  no  hubiera 
edificio  ó  local  perteneciente  al  conda- 
do ó  burgo  destinado  á  este  servicio. 

Art.  38.  Las  secciones  47  y  48  del 
Acta  del  año  6."  (1843)  del  reinado  ac- 
tual, capitulo  VIII,  relativas  á  la  trans- 
misión y  entrega  del  libro  ó  libros  que 
contengan  las  listas  de  electores  al 
ScheriJ  jal  Secretario,  se  interpretarán 
como  si  la  palabra  Diciembre  se  susti- 
tuyese en  dichas  secciones  por  la  de 
Noviembre,  y  el  libro  ó  libros  mencio- 
nados serán  las  listas  de  las  personas 
capacitadas  para  votar  en  el  condado 
ó  burgo  áque  se  refieran  en  cualquier 
elección  que  se  verifique  durante  el  año 
que  comience  en  el  1.°  de  Enero  si- 
guiente á  la  formación  de  la  menciona- 
da lista. 


La  lista  de  electores  quo  esté  en  vi- 
gor al  tiempo  de  la  promulgación  de 
esta  ley,  continuará  estándolo  hasta 
el  1."  de  Enero  de  1868. 
Art.39.  (Derogado  por  la  ley  del872.) 
Art.  40.  La  sección  sexta  del  Acta 
del  año  2.a  del  Rey  Guillermo  IV,  capi- 
tulo XLV,  inhabilitando  para  la  ins- 
cripción como  elector  por  un  burgo  al 
que  recibió  socorro  de  los  fondos  pa- 
rroquiales, se  aplicará  también  á  los 
condados,  y  la  citada  sección  se  inter- 
pretará como  si  la  palabra  «condado* 
estuviera  inserta  antes  de  la  de  «ciu- 
dad». Los  ooerseers  de  cada  parroquia 
eliminarán  de  las  listas  hechas  por 
ellos  de  las  personas  que  tengan  capa- 
cidad para  votar  por  el  burgo  ó  conda- 
do en  que  aquella  parroquia  esté  situa- 
da, los  nombres  de  todas  las  personas 
que  hayan  recibido,  socorros  de  la  pa- 
rroquia en  los  doce  meses  precedentes 
al  último  día  de  Julio  de  cualquier  año 
eu  que  las  listas  se  hayan  formado. 

4.— Elección  en  la  Universidad  de 
Londres 

Art.  41.  El  Vicecanciller  (Vice- 
chanciller)  de  la  Universidad  de  Lon- 
dres será  el  Secretario  de  ella,  y  los  de- 
cretos relativos  á  la  elección  de  un  re- 
presentante en  el  Parlamento  por  la 
mencionada  Universidad  se  dirigirán 
á  dicho  funcionario. 

Art.  42.  El  Vicechanciller  de  la 
Universidad  de  Londres  procederá  á  la 
elección  en  cumplimiento  del  decreto 
antes  mencionado,  dentro  de  los  seis 
días  siguientes  á  su  recibo,  dando  du- 
rante tres  días,  excluyendo  el  de  la 
proclamación  y  elección,  aviso  del  dia 
y  lugar  de  la  elección,  y  certificará  des- 
pués de  ella  &  continuación  del  decreto. 

Art.  43.    En  toda  elección  de  repre- 
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sentantes  de  la  Universidad  de  Londres 
en  el  Parlamento,  la  formación  de  lis- 
tas de  votantes  comenzará  á  las  ocho 
de  la  mañana  del  día  siguiente  al  Ajado 
para  la  elección,  y  sólo  durará  cinco 
días  (excluyendo  el  domingo,  día  de 
Pascua,  de  la  Ascensión  y  Viernes  San- 
to), no  terminando  en  ningún  caso  des- 
pués de  las  cuatro  de  la  tarde. 

Art.  44.  En  toda  elección  de  un 
miembro  del  Parlamenta  por  la  Univer- 
sidad de  Londres,  el  Vicechanciller  de- 
signará el  lugar  de  la  elección,  y  tendrá 
asimismo  facultad  para  nombrar  dos  ó 
más  Provicechancilleres,  cualquiera  de 
los  cuales  podrá  recibir  los  votos  y  de- 
cidir todas  las  cuestiones  duranle  la 
ausencia  del  Vicechanciller;  éste  tiene 
además  facultades  para  designar  los 
Secretarios  electorales  y  otros  oficiales 
que  formen  las  listas  de  votantes  y  que 
juzgue  necesarios  dicho  Vicechanciller; 
el  cual,  hasta  las  dos  de  la  tarde  del  día 
siguiente  al  en  que  se  cierre  la  vota- 
ción, declarará  el  resultado  de  aquélla 
y  hará  la  proclamación  del  miembro 
electo. 

Art.  45.  Todas  las  disposiciones  del 
Acta  promulgada  en  el  año  24  y  25  del 
reinado  actual  (1),  se  aplicarán  á  cuan- 
tas se  verificaren  de  miembros  del  Par- 
lamento. 

Art.  46.  Las  secciones  27  y  32  de  la 
ley  del  año  2."  del  reinado  de  Guiller- 
mo IV,  capitulo  XLV,  y  la  sección  79 
del  año  6.°  del  reinado  actual,  capitu- 
lo XVIII,  relativo  á  la  residencia,  den- 
tro de  la  distancia  de  siete  millas  de  al- 
guna ciudad,  se  derogarán  respecto  de 
los  electores  de  la  ciudad  de  Londres, 
capacitados  en  otra  forma  para  la  ins- 
cripción y  votación,  con  tal  que  nadie 


(I)     Y  derogada  por  la  ley  de   81  de  Julio 
de  1686,  que  insertamos  el  fin  de  este  capitulo. 


sea  inscripto  como  elector  por  dicha 
ciudad  sin  haber  residido  los  seis  me- 
ses anteriores  al  último  día  de  Julio  de 
cualquier  año,  ni  autorizado  para  vo- 
tar sin  que  haya  residido  desde  el  últi- 
mo día  de  Julio  del  año  en  el  cual  se 
inscribió  su  nombre  en  la  lista  enton- 
ces en  vigor,  y  baya  continuado  resi- 
diendo al  tiempo  de  la  elección  en  la 
ciudad  citada  ó  dentro  del  radio  de  25 
kilómetros. 

5.— Miscelánea 

Artículos  47  y  48.  (Se  refieren  á  los 
derechos  de  los  Alcaldes  en  determina- 
dos burgos  y  á  las  atribuciones  diver- 
sas de  una  Comisión  nombrada  y  com- 
puesta de  personajes  eminentes,  cuyos 
nombres  se  consignan.) 

Art.  49.  Será  culpable  de  cohecho  6 
soborno,  y  castigada  con  arreglo  á  la 
ley,  toda  persona  que,  directa  ó  indirec- 
tamente, pague  maliciosamente  algu- 
na tasa  (raté)  por  quien  quiera  que  a 
ello  estuviese  obligado,  con  el  propósi- 
to de  habilitarle  para  ser  inscripto  como 
elector,  é  influir  por  este  medio  en  que 
vote  determinada  candidatura  en  algu- 
na elección,  y  cualquier  interesado  que 
proceda  de  igual  manera  para  inducir 
á  alguien  &  volar  ó  evitar  el  que  lo 
haga.  También  será  castigada  por  de- 
jarse sobornar  la  persona  con  cuya 
aprobación  se  hiciere  el  pago  antes 
mencionado. 

Art.  50.  Ningún  Secretario  de  con- 
dado ó  burgo,  ni  su  delegado  ni  auxiliar, 
ó  dependiente  de  alguno  de  ellos,  ac- 
tuará como  agente  en  la  elección  de 
candidato  alguno  ó  miembro  del  Parla- 
mento por  dicho  condado  ó  burgo,  y  si 
algún  Secretario,  su  delegado,  6  el  au- 
xiliar ó  dependiente  de  ellos  obraran 
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asi,  serán  culpables  como  transgreso- 
res  de  la  ley. 

Art.  51.  Pudiendo  resultar  inconve- 
niente de  las  disposiciones  en  vigor, 
que  limitan  la  duración  del  Parlamen- 
to por  muerte  del  Rey: 

Decrétase,  en  consecuencia,  que  el 
Parlamento,  constituido  al  fallecimien- 
to del  Monarca,  no  se  disolverá  por 
esto,  sino  que  continuará  el  tiempo  que 
debiera  haber  subsistido  sin  aquel 
acontecimiento,  ámenos  que  antes  sea 
disuelto  por  la  Corona. 

Art.  52.  Atendiendo  ala  oportunidad 
de  la  reforma  de  la  ley  relativa  á  ios 
empleos  públicos  retribuidos,  por  cuya 
aceptación,  siendo  de  nombramiento  de 
la  Corona,  se  hacen  incompatibles  con 
el  cargo  de  miembro  del  Parlamento 
respecto  de  los  que  los  acepten,  aun- 
que no  al  ser  reelegidos: 

Decrétase  que,  cuando  una  persona 
sea  elegida  miembro  del  Parlamento 
después  de  aceptar  algún  cargo  de  la 
Corona  de  los  incluidos  en  el  ane- 
xo (II),  no  será  incompatible  para  los 
indicados  efectos. 

Art.  53.  (Derogado  por  las  leyes  pos- 
teriores.) 

Art.  54.  Donde  se  hubieren  forma- 
do listas  separadas  de  electores,  de 
acuerdo  con  lo  que  esta  ley  dispone,  en 
las  divisiones  del  burgo  y  condado  que 
consten  sólo  de  dos  de  éstas,  si  ocu- 
rriere vacante  en  la  representación  de 
dichos  condado  ó  burgo  antes  de  la  con- 
vocatoria de  un  Parlamento  y  después 
de  la  terminación  de  dichas  listas  de 
inscripción,  con  el  fln  de  cubrir  la  va- 
cante, se  considerarán  juntas  para  for- 
mar la  lista  del  burgo;  y  en  el  caso  de 
que  un  burgo  esté  dividido  en  mas  de 
dos  secretarias  de  paz,  se  hará  de  las 
listRB  separadas  una  lista  de  votantes 
para  el  condado  ó  división  del  mismo 


en  que  haya  de  verificarse  la  elección, 
de  igual  manera  que  si  no  bb  hubiera 
hecho  por  esta  ley  nueva  división  ó  di- 
visiones del  condado. 

Art.  55.  No  afectará  nada  de  cuan- 
to contiene  esta  ley  á  los  derechos 
de  aquellas  personas  cuyos  nombres 
están  actualmente  inscriptos  en  el  re- 
gistro de  electores  de  algún  condado, 
en  el  cual  estén  situados  los  burgos 
constituidos  por  esta  ley,  con  respecto 
á  su  derecho  á  votar  por  aquel  condado 
y  en  lo  que  respecta  á  las  vacantes  que 
ocurran  antes  de  la  convocatoria  del 
Parlamento;  pero  después  de  dicha 
convocatoria,  á  nadie  se  inscribirá 
como  elector,  ni  votará  en  elección  al- 
guna en  el  condado,  si  no  tuviese  dere- 
cho á  la  inscripción  ó  á  votar,  aun  dado 
caso  que  sus  condiciones  de  capaci- 
dad procediesen  de  un  burgo  distinto 
de  los  constituidos  por  esta  ley. 

En  el  caso  de  una  parroquia,  parcial 
ó  totalmente  comprendida  en  los  limi- 
tes de  un  burgo  que  esta  ley  constitu- 
ye, el  funcionario  revisor  escribirá  la 
palabra  aburgo»  enfrente  del  nombre 
de  cada  votante,  cuya  capacidad,  en  re- 
lación con  los  predios  descritos  en  la 
lista,  no  le  habilitarán  para  votar  por 
el  condado,  después  de  la  convocatoria 
de  algún  Parlamento.  El  voto  de  cual- 
quier persona  enfrente  del  nombre  de 
la  cual  estuviera  escrita  la  palabra 
«burgo»,  será  rechazado  por  el  Secre- 
tario en  cualquier  elección  verificada 
después  de  la  convocatoria  de  un  Par- 
lamento. 

Art.  5C.  Las  franquicias  que  esta 
ley  confiere  se  adicionarán,  pero  no 
sustituirán  á  las  existentes,  de  que 
ninguna  persona  se  entienda  apta  para 
votar  por  un  mismo  lugar  en  conside- 
ración á  más  de  una  calificación;  y  que- 
darán en  vigor,  sujetas  á  las  disposi- 
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dones  de  esta  ley,  todas  las  leyes,  cos- 
tumbres y  decretos  que  en  la  actuali- 
dad rigen  y  que  confieran  derecho  elec- 
toral, ó  en  otra  forma,  relativas  á  la 
representación  popular  en  Inglaterra  y 
Gales. 

La  inscripción  de  las  personas  capa- 
ces para  votar  se  mantendrá,  en  toda 
su  fuerza  y  vigor,  y  sera  aplicada,  en 
cuanto  las  circunstancias  lo  permitan, 
á  cualquiera  que  esté  autorizado  para 
emitir  su  voto,  y  asimismo  se  aplica- 
rán á  cualquier  Corporación  {Conati- 
tueney)  aquí  autorizada  para  elegir 
miembros,  como  si  los  hubiese  elegido 
hasta  ahora,  según  las  franquicias 
que  en  esta  ley  se  establecen,  y  res- 
pecto &  tas  listas  de  votantes  que  se 
formen. 

Art.  57.  Después  de  la  promulgación 
de  esta  ley,  el  condado  palatino  de 
Lancaster  dejará  de  serlo  en  cuanto 
concierne  á  la  expedición,  dirección  y 
transmisión  de  decretos  para  la  elec- 
ción de  miembros  por  alguna  de  las  di- 
visiones de  aquel  condado  y  por  loe 
burgos  que  estén  en  él  comprendidos, 
y  tales  decretos  se  expedirán  con  el 
mismo  sello,  se  dirigirán  al  mismo  fun- 
cionario y  se  transmitirán  como  en  el 
caso  de  burgos  y  condados  que  no  for- 
men parte  ó  no  estén  situados  en  uno 
palatino. 

Art.  58.  Todos  los  decretos  para  la 
elección  de  representantes  en  el  Parla- 
mento, y  todos  los  mandatos,  precep- 
tos, documentos,  procedimientos  y  pu- 
blicidad de  los  mismos,  ó  todo  lo  rela- 
tivo á  la  inscripción  de  electores,  se 
redactarán  y  tramitarán  de  la  mane- 
ra más  adecuada  á  la  eficacia  de  es- 
ta ley. 

Art.  59.  Se  interpretará  esta  ley,  en 
cuanto  lo  permita  su  contexto,  como 
formando  un  todo  con  las  disposiciones 


vigentes  en  orden  a  la  representación 
del  pueblo,  y  á  lae  Actas  de  inscripción; 
y  al  interpretar  las  disposiciones  de  las 
secciones  24  y  25  del  Estatuto  del  año  2." 
del  Rey  Guillermo  IV,  capitulo  XLV, 
las  expresiones  «das  provisiones  más 
adelante  contenidas»  y  «como  queda 
dicho»,  se  entenderá  que  hacen  referen- 
cia á  las  de  esta  ley  al  conferir  dere- 
chos para  votar,  asi  como  á  las  de 
aquélla. 

Art.  60.    (Transitorio.) 

Art  61.  Los  siguientes  términos  ten- 
drán en  esta  ley  el  sentido  que  se  les 
fija  á  continuación,  á  no  ser  que  haya 
algo  en  su  contexto  que  repugne  a  di- 
cha interpretación,  &  saber: 

«Mes»  quiere  decir  mes  del  calen- 
dario; 

«Miembro»  incluye  á  un  caballero 
(knighf)  del  condado  (shire); 

«Elección»  quiere  decir  aquélla  de 
miembro  ó  miembros  para  el  Parla- 
mento; 

«Condado»  no  implica  el  condado  de 
una  ciudad  (eiíy)  ó  el  de  una  población 
(toum),  sino  que  significa  un  condado, 
con  los  distritos,  partidos  ó  divisiones 
de  un  condado,  y  electores  de  uno  ó  va- 
rios miembros  para  el  Parlamento; 

«Burgo»  (borough)  quiere  decir  cual- 
quiera ciudad,  lugar  ó  reunión  de  luga- 
res, que  no  sean  condado.  Circunscrip- 
ción es  el  territorio  donde  se  elige  uno 
ó  varios  miembros. 

Nota.  A  esta  ley  van  unidos  ocho 
anexos,  formados  por  otras  tantas  lis- 
tas de  nombres  de  distritos,  burgos, 
condados,  etc.,  y  que  no  insertamos 
porque  no  tienen  interés  alguno  gene- 
ral ni  especial  para  el  objeto  principal 
de  la  presente  obra. 
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%  III.—  Elecciones  parlamentar!» 
y  municipales 

(Ley  de  18  de  Julio  de  1812  [1)  modificativa  de  la 
legislación  anterior) 

TÍTULO    FRIHIRO 

ELECCIONES    PARLAMENTARIAS 

CAPÍTULO  PRIMERO 
Forma  de  la  elección 

Articulo  1.a  Presentación  de  candi- 
datos para  elecciones  parlamentarias.— 
Los  candidatos  al  Parlamento  por  un 
condado  ó  por  un  burgo,  deberán  ser 
presentados  por  escrito. 

La  hoja  que  contenga  el  nombre  del 
candidato  deberá  ir  suscripta  por  dos 
electores  inscriptos  en  el  censo  del  con- 
dado 6  del  burgo,  uno  para  proponerlo 
y  otro  para  apoyarlo ,  y  además  por 
otros  ocho  electores  del  mismo  conda- 
do ó  burgo  para  asociarse  á  la  designa- 
ción. 

Esta  hoja  se  remitirá  en  día  y  hora 
de  las  elecciones  al  Presidente  de  la 
Mesa  ó  Returning  ofjlcer  (2)  por  el  can- 
didato mismo,  por  el  que  firma  la  pro- 
puesta, ó  por  el  que  la  apoya. 

Si,  transcurrida  una  hora  después  del 
instante  señalado  para  la  terminación 


(1)  An  «el  lo  amsnd  the  law  relaling  lo  Proce- 
ditrúti  Parlamentan/  aivl  Municipal  Electivos.  (85 
y  88,  Victoria,  capítulo  XX XII I.) 

(9)  El  Returning  officer  es  el  Magistrado  en- 
cargado de  dirigir  las  operaciones  electorales, 
proclamar  el  resaltado  de  la  votación,  etc.;  estas 
funciones  las  desempe&a  el  Scherif  e,o  los  conda- 
dos y  et  Alcalde  en  los  burgos.  (Véase  et  ar- 
tículo 20,  número  1.°,  ds  esta  ley.) 


de  la  elección,  no  excediere  el  número 
de  candidatos  designados  al  de  vacan- 
tes, el  Returning  ofjlcer  proclamará 
elegidos  los  candidatos  presentados,  y 
transmitirá  sus  nombres  á  la  autori- 
dad competente;  pero  si  antes  de  la  es- 
piración de  la  hora  resultaren  más  can- 
didatos que  vacantes,  dicho  funciona- 
rio aplazará  la  elección  y  recurrirá  á  la 
votación  secreta,  según  las  reglas  esta- 
blecidas en  la  presente  ley. 

Los  candidatos  podrán,  durante  el 
tiempo  señalado  para  la  elección  (dos 
horas),  retirar  sus  candidaturas,  dando 
aviso  de  su  intención  por  medio  de  co- 
municación suscripta  de  su  mano  y  di- 
rigida al  Returning  ofjlcer. 

El  elector  que  hubiere  propuesto  la 
candidatura  de  una  persona  ausente  á 
la  sazón  del  Reino  Unido  déla  Gran  Bre- 
taña, podrá  retirarla  por  medio  de  co- 
municación escrita  y  firmada  por  él  y 
dirigida  al  funcionario  mencionado, 
con  declaración  escrita  en  que  se  haga 
constar  la  ausencia  del  candidato. 

Si  durante  el  aplazamiento  de  una 
elección,  con  objeto  de  proceder  al  es- 
crutinio secreto,  falleciere  uno  de  los 
candidatos  designados  antes  de  la  aper- 
tura del  escrutinio,  el  Returning  ofjl- 
cer, después  de  haberse  asegurado  de 
la  certeza  de  este  hecho,  suspenderá 
el  escrutinio,  y  se  comenzará  de  nuevo 
el  procedimiento  relativo  á  la  elección, 
como  si  la  orden  de  convocatoria  se  le 
hubiere  comunicado  en  el  instante  de 
recibir  la  noticia  del  fallecimiento. 

Sin  embargo,  no  procederá  ni  será 
necesario  volver  á  presentar  un  candi- 
dato que  lo  hubiere  sido  ya  anterior- 
mente con  arreglo  á  la  ley. 

Art.  2."  Escrutinio.  — Al  penetrar  en 
el  local  en  que  se  verifiquen  las  elec- 
ciones, se  entregará  á  cada  elector 
una  candidatura  en  que  aparezcan  los 
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í  y  prolesión  de  to- 

irá  señalada  por  atn 
contraseña  especial; 
se  inscribirá  el  nú- 
r  tenga  en  el  censo, 
te  ral  que  formará  ta- 
a  candidatura  (1). 
jspués  de  haber  ins- 
ite  (3)  su  voto  en  la 
erla  doblado  con  ve- 
nodo  que  oculte  el 
itará  en  la  urna  en 
i  presida  el  escruti- 
!iaberle  hecho  notar 
*  que  aparezca  en  el 

¡  no  contenga  en  el 
dicado,  que  contenga 
candidatos  que  v&- 
revestida  de  indica- 
no  proscriptas  por  la 
3za  que  permita  reco- 
del  votante  ó  lanatu- 
o,  se  reputará  nula  y 
¡1  escrutinio, 
•rada  la  votación  se 
i  de  tal  modo  que  se 
troducción  de  nuevas 
nitirán  al  Returning 
ustodia,  y  éste  debe- 
le los  representantes 
(interventores)  si  los 
lo,  proceder  á  la  aper- 
i  y  á  hacer  constar  el 


i,  que  permite  hallar  la  pa- 

'  cada  elector,  constituye 
ble  al  secreto  del  sufragio. 
leda  votar  por  poder  (vene 
ry  dábate*  de  8  de  Abril, 

e  sata  palabra,  la  sesión  de 
i'j    Paría  inania  ry    debate», 


resultado  del  escrutinio,  contando  loe 
votos  obtenidos  por  cada  candidato  y, 
acto  seguido,  procederá  á  la  procla- 
mación del  candidato  ó  candidatos  que 
hubieren  obtenido  mayoría,  y  transmi- 
tirá sus  nombres  á  la  autoridad  com- 
petente. 

La  decisióndel  Returning  o/JIcer  acer- 
ca de  cualquiera  cuestión  que  pudiera 
surgir  respecto  de  la  validez  de  los  vo- 
tos emitidos,  tendrá  el  carácter  de  defi- 
nitiva, salvo  el  derecho  de  oponerse  á 
la  validez  de  la  elección  por  vía  de  pe- 
tición (1). 

Cuando  en  una  elección  parlamenta- 
ria hubiese  empate  y  de  la  adición  de 
un  voto  en  un  sentido  ó  en  otro  pudiera 
resultar  la  elección  de  uno  de  ambos 
candidatos,  el  Returning  offieer,  si  go- 
zare del  derecho  de  sufragio,  podráemi- 
tir  su  voto  (2). 

CAPÍTULO  II 

Disposiciones  pen  ales 

Art.  3.°  Crímenes  g  delitos  relativos 
á  las  materias  tratadas  en  el  capitulo 
anterior.— La  persona  que: 

1."  Forme,  altere  ó  destruya  frau- 
dulentamente una  candidatura  (3)  ó  la 
remita  al  Returning  offieer  teniendo  co- 
nocimiento de  su  falsedad; 

2."  Haga,  imite,  altere  ó  destru- 
ya fraudulentamente  una  papeleta  de 
votación  ó  la  contraseña  oficial  de  la 
misma; 

3,"    Que,  sin  tener  atribuciones  para 

(1)      Víase  U  ley   de  1861,   inserta  anterior - 

(!)  El  Returning  offieer  puede  abstenerse  de 
votar  (Huiítrd'i  Parlamentar)/  debaten,  1,110  7 
1.111.) 

(8)    Véase  el  art.  1.°  de  eata  ley. 
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ello,  facilite  papeletas  &  los  electores. 

4."  Que  introduzca  fraudulentamen- 
te en  la  urna  un  papel  cualquiera  dis- 
tinto de  la  papeleta  exigida  por  la  ley; 

5."  Que  sustraiga  fraudulentamente 
una  papeleta  en  el  local  en  que  se  veri- 
fique la  elección; 

6."  Que,  sin  atribuciones  para  ello, 
destruyere,  sustrajere,  abriere  las  pa- 
peletas 6  se  mezclare  de  cualquier  modo 
en  las  operaciones  electorales,  aeran 
culpables  de  delito  y  serán  punibles: 

a)  Si  se  tratare  de  un  Returning 
ojjieer,  su  delegado,  un  Asesor  ó  Se- 
cretario que  ejerzan  sus  funciones  en 
el  local  en  que  se  practique  el  escruti- 
nio, con  dos  años  de  prisión  como 
máximum,  con  Ó  sin  trabajos  obliga- 
torios; 

b)  Si  no  reuniere  estas  cualidades, 
con  seis  meses  de  prisión  como  máxi- 
mum, con  ó  sin  trabajo  obligatorio. 

La  tentativa  de  cometer  una  de  las 
infracciones  previstas  por  las  disposi- 
ciones anteriores,  se  castigara  con  las 
penas  impuestas  á  los  autores  de  dichas 
infracciones. 

Art.  4."  Violación  del  secreto  del  su- 
fragio.—El  funcionario,  Secretario  ó 
agente  de  servicio  en  el  local  en  que 
se  verifique  la  elección,  mantendrá  y 
ayudara  á  mantener  el  secreto  del  su- 
fragio en  el  mismo  local,  y  salvo  el  ser- 
vicio encomendado  por  la  ley,  no  debe- 
rá comunicar  apersona  alguna,  antes 
de  la  terminación  del  escrutinio,  datos 
acerca  del  nombre  ó  número  de  electo- 
res que  hayan  votado,  ni  acerca  de  la 
contraseña  oficial  de  las  papeletas. 

Se  prohibirá  á  los  funcionarios,  Se- 
cretarios, agentes  de  servicio  y  á  cual- 
quiera otra  persona,  el  intervenir  ó  in- 
tentar intervenir  cerca  de  un  elector  pa- 
ra que  inscriba  su  voto  6  el  tratar  de 
averiguar  en  el  local  de  la  elección  por 


qué  candidato  Be  halla  dispuesto  á  vo- 
tar ó  ha  votado. 

Igualmente  se  prohibe  comunicar  á 
ninguna  persona,  y  en  toda  época,  da- 
tos ó  noticias  adquiridos  en  el  local  en 
que  se  verifiquen  las  elecciones,  acerca 
del  candidato  votado  por  un  elector 
determinado,  6  acerca  del  número  de 
orden  inscripto  al  dorso  de  la  papeleta 
entregada  á  un  elector. 

Queda  absolutamente  prohibido  el 
obligar  6  tratar  de  obligar  á  un  elector 
á  que  exhiba  su  papeleta  después  de 
haber  inscripto  en  ella  el  nombre  del 
candidato  por  quien  se  dispone  á  votar. 

La  contravención  á  las  disposiciones 
anteriores  se  castigará  con  seis  meses 
de  prisión  como  máximum,  con  ó  sin 
trabajo  obligatorio. 

Esta  pena  se  impondrá  por  dos  Jue- 
ces de  paz,  que  conocerán  de  dichas  in- 
fracciones en  procedimiento  sumario. 

Art.  5."  Dioisión  de  los  condados  y 
burgos  en  secciones  electorales.— has 
autoridades  locales  de  cada  condado 
dividirán,  una  vez  promulgada  la  pre- 
sente ley,  el  condado  en  secciones  elec- 
torales, y  elegirán,  en  la  medida  que 
sea  posible  en  cada  sección,  el  local  en 
que  hayan  de  efectuarse  las  elecciones, 
de  tal  modo,  que  ninguno  de  los  electo- 
res tenga  su  domicilio  á  una  distancia 
mayor  de  cuatro  millas. 

No  obstante,  las  secciones  electora- 
les no  podran  componerse  de  menos  de 
cien  electores. 

Las  autoridades  locales  de  cada  bur- 
go deberán  examinar  si  procede  divi- 
dirlo en  secciones  electorales,  y  si  juz- 
garen útil  esta  operación,  dividirán  el 
burgo  del  modo  y  en  la  forma  que  con- 
ceptúen preferible. 

Las  autoridades  locales  de  los  conda- 
dos y  de  los  burgos  remitirán,  antes 
de  1."  de  Mayo  de  1873,  al  Ministerio 
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del  Interior,  para  su  presentación  al 
Parlamento,  una  copia  de  los  acuerdos 
tomados  en  virtud  de  las  presentes  dis- 
posiciones, acompañada  de  un  informe 
en  que  se  enuncie  la  medida  en  que  Be 
han  ejecutado  las  disposiciones  de  la 
presente  ley  con  respecto  á  las  seccio- 
nes electorales. 

Los  cambios  y  modificaciones  debe- 
rán ponerse  en  conocimiento  del  Minis- 
tro, una  vez  adoptados. 

Las  disposiciones  concernientes  á 
las  autoridades  locales  de  un  burgo 
constituido  por  la  agrupación  de  varios 
burgos  municipales,  se  aplicarán  á  los 
que  comprendan  entre  ellos  un  burgo 
municipal. 

La  inobservancia  de  las  disposicio- 
nes que  preceden  no  podrá  en  ningún 
caso  dar  margen  á  la  impugnación  de  la 
validez  de  la  elección. 

La  división  en  secciones  electorales 
no  se  aplicará  sino  á  las  listas  electo- 
rales redactadas  con  posterioridad  á  los 
censos  formados  con  arreglo  á  estas 
listas  y  á  las  elecciones  celebradas  des- 
pués de  la  época  en  que  dicho  censo 
comience  á  regir. 

Cuando  se  haya  dictado  una  orden  de 
esta  naturaleza  antes  de  1 ."  de  Noviem- 
bre, no  podrá  llevarse  6.  efecto  antes 
del  1."  de  Noviembre  del  año  si- 
guiente. 

Art.  6.°  Empleo  de  las  escuelas  y  lu- 
gares de  reunión  pública  para  efectuar 
las  elecciones.  —  El  Reíurning  offleer 
podrá,  en  una  elección  parlamentaria, 
servirse  gratuitamente,  para  proceder 
al  escrutinio,  de  cualquier  salón  de  las 
escuelas  que  reciban  una  subvención 
de  cantidades  votadas  por  el  Parlamen- 
to, ó  de  cualquier  local  cuyo  sosteni- 
miento esté  pagado  por  un  arbitrio  lo- 
cal; sin  embargo,  estará  obligado  á 
reparar  los  daños  y  desperfectos  oca- 


sionados, y  satisfacer  los  gastos  origi- 
nados por  el  uso  público  á  que  se  des- 
tina. 

La  ocupación  de  un  salón  en  una 
casa  particular  desalquilada  no  dará 
derecho  á  exigir  indemnización  alguna. 

Art.  7."  El  censo  de  electores  consti- 
tuye una  prueba  absoluta  del  derecho 
electoral.-  En  las  elecciones  de  conda- 
do ó  de  burgo  no  podrán  votar  sino 
aquellas  personas  cuyos  nombres  apa- 
rezcan inscriptos  en  el  censo  electoral; 
pudiendo,  las  que  se  hallen  en  este 
caso,  reclamar  ana  papeleta  al  tiempo 
de  ejercitar  su  derecho. 

No  obstante,  las  disposiciones  ante- 
riores no  producirán  el  efecto  de  con- 
ferir el  derecho  electoral  á  los  que,  se- 
gún un  Estatuto  Ó  las  leyes  constituti- 
vas del  Parlamento,  carezcan  de  ¿1; 
ni  serán  obstáculo  para  la  aplicación 
de  las  penas  á  los  que  hubieren  incu- 
rrido en  ellas  por  ejercer  indebidamen- 
te el  derecho  de  sufragio. 

Art.  8."  Derechos  y  deberes  de  las 
autoridades  y  funcionarios  encargados 
de  dirigir  las  operaciones  electorales.— 
El  Returning  offleer  estará  encargado 
de  procurar  la  busca  y  acondicionar  el 
local  en  que  hayan  de  verificarse  las 
elecciones;  cuidará  de  la  preparación 
y  recepción  de  las  candidaturas,  de  las 
urnas,  de  las  papeletas  y  de  los  apara- 
tos para  timbrarlas,  de  las  copias  del 
censo,  de  la  elección  y  remuneración 
de  los  agentes  que  hayan  de  intervenir 
en  las  operaciones  electorales,  y,  en 
general,  estará  encargado  de  la  ins- 
pección y  vigilancia  de  todo  aquello 
que  pueda  contribuir  á  que  la  elección 
se  verifique  bien  y  fielmente,  con  arre- 
glo á  lo  dispuesto  en  las  leyes. 

Los  gastos  efectuados  por  el  Hetur- 
ning  offleer  en  virtud  de  la  presente 
ley,  en  las  elecciones  parlamentarias. 
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se  satisfarán  según  las  formas  y  re- 
glas adoptadas. 

Cuando  el  Scherif  ejerza  funciones 
áe  Retuming  ofjlcer  en  una  extensión 
mayor  que  un  distrito  de  condado,  po- 
dra delegar,  por  medio  de  orden  Arma- 
da de  su  mano,  todas  ó  algunas  de  sus 
atribuciones,  con  la  obligación  de  ejer- 
cerlas únicamente  en  la  extensión  de 
un  solo  distrito. 

El  delegado  se  hallará  revestido  de 
todas  las  facultades  y  atribuciones  co- 
rrespondientes al  Retuming  ofjlcer 
en  materia  de  elecciones,  considerán- 
dosele, de  igual  modo  que  el  nuder 
Scherif,  como  un  Retuming  ofjlcer, 
quedando  sujeto  á  todas  las  obligacio- 
nes que  se  imponen  á  éste  por  la  pre- 
sente ley. 

Art.  tt.°  Mantenimiento  del  orden  en 
el  local  de  las  elecciones.— E\  individuo 
que  se  condujere  de  modo  reprensible 
en  el  local  de  las  elecciones,  ó  que  des- 
obedeciere las  órdenes  legales  del  Pre- 
sidente, será  expulsado,  por  mandato 
de  éste,  por  los  agentes  de  policía  pre- 
sentes ó  por  cualquiera  persona  que 
exhiba  una  orden  escrita  del  Presi- 
dente. 

El  individuo  expulsado  en  esta  for- 
ma no  podrá  penetrar  nuevamente  en 
el  local  durante  aquel  día. 

Si  el  individuo  expulsado  hubiere  co- 
metido algún  delito,  podrá  ser  reduci- 
do á  prisión  y  obligársele  a  comparecer 
ante  el  Juez  de  paz  competente. 

Deberá  entenderse  que  las  facultades 
conferidas  por  la  presente  ley  no  po- 
drán ejercitarse  de  tal  modo  que  impi- 
dan á  los  electores  la  libre  emisión  de 
su  sufragio. 

Art.  10.  Facultades  del  Presidente  y 
prestación  de  juramento.—  En  todo  lo 
que  concierne  á  la  votación  y  al  apla- 
zamiento de)  escrutinio  en  caso  de  al- 


teración del  orden,  el  Presidente  ten- 
drá las  mismas  facultades  que  el  Rc~ 
turning  ofjlcer. 

La  persona,  Presidente  ó  Secretario, 
nombrada  por  el  Retuming  ofjlcer  para 
intervenir  en  una  elección,  tendrá  fa- 
cultades para  exigirá  los  electores  la 
prestación  del  juramento  autorizado 
por  la  ley,  y  dirigirles  las  preguntas 
que  conceptúe  conveniente. 

Los  Jueces  de  paz  y  los  Retuming 
ofjlcer  estarán  facultados  para  recibir 
las  declaraciones  prevenidas  por  la 
presente  ley. 

Art.  11.  Responsabilidad  de  las  auto- 
ridades y  funcionarios  en  caso  de  falta. 
—El  Retuming  ofjlcer,  Presidente  ó  Se- 
cretario, que  hubiere  causado  volunta- 
riamente un  daño,  6  que  voluntaria- 
mente contraviniere  á  lo  dispuesto  en 
la  presente  ley,  estará  obligado,  inde- 
pendientemente de  cualquiera  otra  con- 
dena en  que  pueda  haber  incurrido,  á 
satisfacer  á  la  persona  que  haya  sufri- 
do un  perjuicio,  una  indemnización 
cuyo  importe  no  podrá  exceder  de  100 
libras  esterlinas. 

El  art.  50  de  la  ley  de  1867  (1)  se 
aplicará  igualmente  á  cualquier  Retur- 
ning  ofjlcer,  &  los  delegados  nombra- 
dos con  arreglo  á  la  presente  ley  y  á  los 
Asesores  y  Secretarios. 

Art.  12.  Inviolabilidad  del  seereio  del 
poto.— No  podrá  obligarse  á  ningún 
elector,  en  una  cuestión  electoral  sos- 
tenida ante  los  Tribunales  de  justicia 
acerca  de  la  validez  de  una  elección,  á 
que  declare  en  favor  de  qué  candidato 
emitió  su  voto. 

Art.  13.  Inejecución  de  la  presente 
ley.— tio  podrá  anularse  ninguna  elec- 
ción por  inejecución  de  las  reglas  con- 
tenidas en  el  anexo  primero  que  acom- 

(1)    Inserto  anteriormente. 
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paña  á  esta  ley,  ni  por  error  en  el  em- 
pleo de  las  fórmalas  consignadas  en  el 
anexo  segundo,  siempre  que  Be  demos- 
trare que  la  elección  se  haya  verificado 
con  arreglo  á  los  principios  en  que  se 
funda  la  presente  ley,  y  que  esta  ineje- 
cución ó  error  no  altera  el  resultado 
final  de  la  elección. 

Art.  14.  (Uso  de  las  urnas  emplea- 
das en  las  elecciones  municipales,  en 
las  parlamentarias  y  viceversa.) 

Art.  15.  (Forma  de  interpretar  la 
presente  ley;  significado  de  expresio- 
nes y  tecnicismos  antiguos  empleados 
en  materia  electoral;  su  correlación 
con  los  términos  y  frases  empleadas 
nuevamente.) 

Art  16.  (Modificaciones  introduci- 
das para  aplicar  esta  ley  á  Escocia,  en 
lo  referente  a  elecciones  parlamenta- 
rias.—Disposiciones  relativas  á  la  dife- 
rencia de  términos  y  de  competencia.) 

Art.  17.  (Modificaciones  introduci- 
das para  aplicar  esta  ley  á  Irlanda  en 
lo  que  concierne  á  las  elecciones  par- 
lamentarias.—Disposición  es  relativas 
á  la  diferencia  de  términos.— El  art.  5.° 
no  es  aplicable  a  Irlanda.— Lo  dispues- 
to en  el  art.  6.°  no  es  aplicable  á  las 
escuelas  anexas  á  las  iglesias,  a  los  lu- 
gares destinados  al  culto,  conventos  y 
otros  establecimientos  religiosos  aná- 
logos.) 

Art.  18.  (Disposiciones  relativas  á 
los  distritos  electorales  y  á  los  locales 
en  que  se  efectúan  las  elecciones  en 
Irlanda.— Regias  especiales  de  proce- 
dimiento para  la  división  de  los  conda- 
dos y  recursos  contra  las  resoluciones 
dictadas  en  esta  materia.) 

Art.  19.  (Disposiciones  relativas  al 
censo  y  listas  electorales.) 


ELECCIONES  MUNICIPALES 

Art.  20.  Aplicación  a  las  elecciones 
municipales  de  las  disposiciones  relati- 
vas al  escrutinio  de  las  elecciones  parla- 
mentarias.— Cuando  proceda  recurrir 
á  la  votación  secreta  enunas  elecciones 
municipales,  se  aplicaran  los  princi- 
pios consignados  en  la  presente  ley 
para  elecciones  parlamentarias  (1),  sal- 
vo las  restricciones  siguientes: 

1.*  La  expresión  Returning  offlcer 
se  aplicará  al  Alcalde  y  á  cualquiera 
otra  autoridad  ó  funcionario  que  presi- 
da la  elección; 

2."  &  6."  (Disposiciones  destinadas  á 
establecer  una  correlación  entre  los 
términos  empleados); 

7.a  Las  disposiciones  concernientes 
al  voto  del  Returning  offlcer  y  á  des- 
tinar á  las  elecciones  los  locales  de 
reunión  pública,  no  serán  aplicables  & 
las  elecciones  municipales. 

Excepto  en  lo  referente  al  escrutinio, 
las  elecciones  municipales  continuarán 
rigiéndose  por  su  legislación  espe- 
cial. 

Art.  21.  Supresión  de  los  Asesores  de 
cuartel.— En  lo  sucesivo  no  podrá  cele- 
brarse ninguna  elección  ante  Asesores 
de  cuartel,  sino  que  deberán  presidirse 
por  el  Alcalde,  Alderman  ó  cualquier 
Returning  offlcer. 

Art.  22.  Disposiciones  especiales  á 
Escocia.— (Correlación  de  los  términos 
empleados.) 

Art.  23.  Disposiciones  especiales  A 
Irlanda.  —  (ídem.) 


(1 )     Vésnae  loa  artículos  1."  á  18. 
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FRAUDES  ELECTORALES 

Art.  24.  Será  responsable  de  haber 
usurpado  la  cualidad  de  elector  toda 
persona  que  en  una  elección  parlamen- 
taría 6  municipal  se  presentare  recla- 
mando la  entrega  de  una  papeleta  en 
nombre  de  un  elector,  ó  que  tratare  de 
votar  dos  veces. 

La  usurpación  de  la  cualidad  de  elec- 
tor ó  el  hecho  de  haber  provocado, 
aconsejado  ó  (acuitado  esta  usurpación 
ee  considerará  como  un  crimen  y  se 
castigará  con  la  pena  de  dos  años  de 
prisión  como  máximum,  con  trabajo 
obligatorio. 

El  Reiurning  ofjtcer  estará  obligado 
á  perseguir  á  las  personas  que  consi- 
dere culpables  ó  cómplices  de  usur- 
pación de  la  cualidad  de  elector. 

Las  disposiciones  relativas  á  la  re- 
presión del  crimen  de  usurpación  de  la 
cualidad  de  elector,  serán  igualmente 
aplicables  á  los  electores  que  tomen 
parte  en  una  elección  por  medio  de  es- 
crutinio secreto. 

El  candidato  que  fuere  declarado  cul- 
pable de  haber  cometido  por  si,  ó  favo- 
recido por  st  ó  por  sus  agentes  la  usur- 
pación de  la  cualidad  de  elector,  será 
declarado  inelegible  durante  aquella 
reunión  del  Parlamento. 

Art.  25.  Cuando  un  candidato  fuere 
declarado  culpable  de  haber  cometido 
ó  favorecido  por  si  ó  por  sus  agentes 
un  acto  de  corrupción  ó  de  abuso  de 
influencia,  ó  se  acreditare  que  un  agen- 
te, Secretario  ó  empleado  retribuido  de 
un  candidato  ha  votado,  se  deberán  de- 
ducir, previa  información,  del  número 
de  votos  obtenidos  por  este  candidato, 
otros  tantos  como  sean  los  electores 


que  resulten  corrompidos,  cohibidos 
por  influencia,  pagados  ó  invitados  á 
eomer  ó  beber  por  cuenta  de  aquél. 

Art.  26.  (Aplicación  de  la  presente 
ley  á  las  escocesas  vigentes  en  materia 
de  procedimientos  incoados  por  el  Mi- 
nisterio público.) 

Art.  27.  Todo  lo  referente  á  fraudes 
electorales  deberá  combinarse,  con  res- 
pecto á  las  disposiciones  relativas  á 
las  elecciones  parlamentarias,  con  lo 
dispuesto  en  la  ley  de  1868  acerca  de 
este  punto. 

Las  disposiciones  relativas  á  los 
fraudes  electorales  se  aplicarán  igual- 
mente á  las  elecciones  por  las  Univer- 


Artlculos  28  á  32.  (Disposiciones  re- 
ferentes á  la  interpretación  de  la  pre- 
sente ley  y  á  la  derogación  de  leyes  an- 
teriores.) 

Art.  33.    (Disposición  transitoria.) 

Reglas  diversas  contenidas  en  el  anexo 
primero  (1) 

a)  Deberá  advertirse  á  los  electores 
del  día  señalado  para  la  elección  por 
medio  de  un  aviso  del  Reiurning  offieer, 
publicado  cuando  menos  con  dos  días 
de  antelación.  {Regla  1.*)  El  aviso  se 
pondrá  en  conocimiento  de  los  electo- 
res por  medio  de  anuncios,  carteles, 
advertencias  y  cuantas  formas  de  pu- 
blicidad puedan  adoptarse.  (Regla  46.) 
El  Reiurning  offieer  indicará  en  este 
aviso  el  dia,  hora  y  local  en  que  haya 
de  efectuarse  la  elección,  y  la  hora  y 
local  en  que  se  entreguen  las  papele- 
tas. En  las  elecciones  de  condado  este 
aviso  se  remitirá  por  el  correo  á  cada 


(1)     Cor  responde  a  4    lis   Humadas    soüaladas 
ion  lelma  en  el  texto  de  le  ley. 
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i  designados  para  el 
de  cargo  de  los  fun- 
micaciones  cuidar  de 
dad  del  mismo.  (Re- 
,n  transcurrir,  en  las 
idado,  mas  de  nueve 
¡poion  de  la  orden  de 
elección,  ni  menos  de 
ilicación  de  aquélla  y 
ésta.  En  las  eleccio- 
estos  plazos  se  redu- 
dos  días  respectiva- 

); 

ís  podrán  servirse  de 
mradas  por  ei  Retur- 
ras  de  papel  común, 
ir  conveniente.  (Re- 
nes deberán  contener 
existiendo  por  tanto 
de  boletines  que  de 
la  5.')  Los  boletines 
además  los  nombres 
domicilio,  condición, 
iás  indicaciones  que 
i  dual  i  zar  la  persona 
validez  de  un  boletín 
drá  impugnarse  sino 
imisión  al  Returning 
)  La  decisión  del  Re- 
¡tarando  la  validez  de 
¡Unitiva  y  contra  ella 
o  alguno.  Si  admitie- 
i  y  anulare  el  boletín 
n  interponerse  contra 
recursos  establecidos 
iteria  electoral.   (Re- 

deberá  celebrarse  de 
i  á  tres  de  la  tarde,  y 
oras.  Antes  de  la  pro- 
llot  aet,  la  elección  se 
libre,  en  un  tablado  ó 
lo  en  la  plaza  pública 
comunal;  este  uso  ha 
tía  3.*:  Hansard'spar- 


lamentary  debate»;  25  Marzo ;  colum- 
na 679.) 

No  podrán  permanecer  en  el  local  en 
que  se  verifique  la  elección  más  que  el 
candidato,  el  elector  que  lo  proponga, 
el  que  lo  apoye  y  una  persona  designa- 
da por  él.  {Regla  «.")  Una  vez  remitido 
el  boletín  al  Returning  offieer,  deberá 
hacerlo  fijar  en  un  sitio  público  y  en 
lugar  aparente.  {Regla  11); 

d)  El  Returning  offieer  deberá,  tan 
pronto  como  sea  posible,  publicar  un 
aviso,  indicando  el  día  del  escrutinio  y 
los  nombres  de  los  candidatos. 

Si  se  tratare  de  una  elección  de  con* 
dado,  deberá  transmitir  estas  indica- 
ciones en  todo  el  condado  por  medio  de 
telegramas  y  recomendar  á  los  funcio- 
narios de  Correos  de  cada  localidad  la 
mayor  publicidad  posible.  {Regla  9*); 

e)  El  Returning  offieer  deberá  poner 
en  conocimiento  de  los  electores  el  re- 
traimiento de  los  candidatos  en  cuanto 
tuviere  conocimiento  de  ello.  {Re- 
gla 10); 

f)  El  elector  estará  obligado  á  pro- 
ceder á  las  operaciones  electorales  sin 
interrupción  alguna  desde  su  entrada 
á  su  salida  del  local.  {Regla  25); 

g)  En  cada  local  existirán  unas  ta- 
blas, dispuestas  de  tal  modo,  que  los 
electores  puedan  anotar  en  ellas  su  voto 
con  todo  secreto.  {Regla  16); 

h)  Las  urnas  deberán  abrirse  y  exhi- 
birse á  los  electores  antes  de  comenzar 
la  votación,  y  después  de  ella,  cerrarse 
y  sellarse  por  el  Presidente.  {Regla  23); 

i)  El  Presidente  nombrado  por  el 
Returning  offieer,  estará  investido  de 
todas  las  facultades  de  éste  durante  el 
desempeño  de  sus  funciones,  cuidando 
especialmente  de  que  los  electores  no 
penetren  en  tropel  en  el  local.  (.Re- 
oía  2/); 

j)    Los  electores  ciegos,  que  no  se- 
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pan  leer,  ó  que  tengan  alguna  incapa- 
cidad física  6  religiosa  (1),  deberán  ha- 
cer una  declaración  en  regla  al  Presi- 
dente, el  cual  hará  marcar  el  boletín 
del  elector  según  sus  instrucciones, 
practicándose  esta  operación  con  inter- 
vención de  dos  agentes  del  candidato, 
y  se  formará  una  lista  de  los  votos  mar- 
cados, con  indicación  de  las  diversas 
causas  de  incapacidad.  (Regla  26.)  Si 
un  elector  se  presentare  á  votar  y  cons- 
tare su  nombre  en  una  lista  de  esta 
clase,  se  adoptarán  medidas  especia- 
les. (Regla  27); 

k)  El  Presidente  pronunciará  la  ter- 
minación del  escrutinio  y  formará  dis- 
tintos paquetes,  que  cerrará  y  sellará 
en  presencia  de  los  agentes  de  los  can- 
didatos. Las  urnas,  listas,  registros  y 
boletines  que  no  hayan  sido  utilizados, 
se  recogerán  y  enviarán  al  Returning 
o/Jleer,  acompañados  de  un  estado  des- 
criptivo. (Reglas  29  y  30); 

l)  El  candidato  podrá  nombrar  man- 
datarios, que  tendrán  derecho  de  re- 
presentarle y  obrar  en  su  nombre.  (Re- 
glas 51,  52,  53  y  55); 

m)  EIReturning  o/flcer deberé,  adver- 
tir á  estos  representantes  el  momento 
señalado  para  la  apertura  de  las  ur- 
nas, para  que  presencien  esta  opera- 
ción si  lo  desean;  la  omisión  de  este  re- 
quisito entrañará  la  nulidad  de  la  ope- 
ración. (Regla  23.)  A  la  apertura  de  las 
urnas  asistirán  únicamente  el  Retur- 
ning o/Jleer,  sus  Asesores  y  Secretarios, 
y  los  representantes  de  los  candida- 
tos. (Regla  33); 

n)  El  Returning  o/fleer  contará  los 
boletines  antes  de  leer  los  votos.  Esta 
operación  deberá  suspenderse  al  ano- 
checer, á  menos  que  estuviesen  con- 

(1)    Por  ejemplo,  un  judío  que  no  quiera  rotar 


formes  los  representantes  de  los  elec- 
tores en  que  se  continúe.  (Regla  35"); 

o)  El  Returning  o/Jleer  adoptará  las 
medidas  convenientes  para  poner  en 
conocimiento  del  público  los  resultados 
de  la  elección.  (Regla  45); 

p)  El  Returning  offleer  se  limitará  á 
inscribir  al  dorso  de  las  cartas  de  con- 
vocatoria el  nombre  del  candidato  ele- 
gido y  á  enviar  todos  los  documentos 
por  el  correo  á  la  autoridad  competen- 
te. (Regla  44); 

q)  Los  boletines  declarados  nulos 
por  el  Returning  o/J\eer  deberán  men- 
cionar la  palabra  «anulados*  ó  la  men- 
ción de  «anulación  impugnada»  cuando 
uno  de  los  representantes  de  los  can-, 
didatos  hubiere  impugnado  esta  deci- 
sión; y  se  remitirán  á  la  autoridad  com- 
petente por  correo.  (Regla  36); 

r)  Los  Returning  offleer,  sus  dele- 
gados, Secretarios,  agentes  y  represen- 
tantes de  los  candidatos,  y  en  general 
cualquiera  persona  autorizada  para 
permanecer  en  el  local  de  las  eleccio- 
nes, prestarán  juramento,  antes  de  co- 
menzar el  escrutinio,  de  procurar  y  pro- 
teger el  secreto.  El  juramento  del  Re- 
turning o/Jleer  se  lo  recibirá  un  Juez  de 
paz,  y  el  de  las  demás  personas  men- 
cionadas el  Returning  ofjícer.  (Regla  54); 

a)  Las  secciones  podrán  repartirse 
en  el  burgo  ó  agruparse,  sin  que  nada 
se  oponga  á  que  varias  secciones  se  re- 
unan  en  las  diversas  salas  de  un  mismo 
edificio.  (Regla  17)  (1). 


( 1}  Víase  F&BCADU  (Henry)  Le  luffrtgepoiitiqu  e. 
diez  t*i  princip&ux  peuple*  cinüitéa  (piginaa  4WI 
y  siguientes  de  la  Rnoue  da  droit  ii 
de  legitlalion  comparte  de  1891). 
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§  IV.  —  Represión  de  fraudes  electora- 
les.— Tribunal  correspondiente 

(Ley  de  6  de  Agosto  de  1812)  (I) 

PRELIMINARES 

Artículo  1.°    (Titulo  de  la  ley.) 
Art.  2."    (Definiciones.) 

TITULO  PRIMERO 

DE  LOS  FRAUDES  COMETIDOS  EN  LAS 
ELECCIONES  MUNICIPALES 

Art.  3."  La  persona  declarada  cul- 
pable de  fraude  cometido  en  una  elec- 
ción municipal,  será  castigada  como  si 
el  fraude  de  que  se  trate  se  hubiere  co- 
metido en  el  Parlamento. 

Com préndense  en  el  nombre  genérico 
defraudes  todos  los  actos  calificados 
por  las  leyes  electorales  parlamenta- 
rias de  corrupción,  abuso  de  influen- 
cia y  usurpación  de  la  cualidad  de 
elector  (2). 

Art.  4."  Cuando  un  Tribunal  electo- 
ral, constituido  con  arreglo  ala  presen- 
te ley  (3),  hubiere  declarado  que  en  una 
elección  municipal  un  candidato  ha  co- 
metido un  hecho  constitutivo  de  fraude 
ó  ha  consentido  consciente  y  volunta- 
riamente su  comisión,  se  decretara  la 
nulidad  de  su  elección  si  hubiere  resul- 
tado elegido. 


(1)  Anací  for  the  bclttr  prectnlion  of  corrupt 
practica  al  municipal  efsctioni,  and  for  eata- 
bliuhing  a  tribunal  for  Ote  triat  of  tfieraJiditu  of 
auch  eiecííuiu  (85  j  86,  Victoria,  capítulo  LXJ. 

(2)  Véase  U  definición  legal  de  eata  palabra 
en  la  ley  de  18  de  Julio  de  16*13. 

(S)     Artículos  12  y   siguientes   de   la   presen. 

te  ley. 


El  culpable  del  delito  previsto  en  el 
presente  articulo  quedará,  además,  in- 
capacitado, durante  siete  años,  sea 
cualquiera  el  resultado  de  la  elección: 

1.°  Para  ejercer  funciones  munici- 
pales y  el  derecho  de  sufragio  en  elec- 
ciones de  esta  clase; 

2.°  Para  ser  Juez  de  paz  y  desempe- 
ñar cualesquiera  funciones  judiciales; 

3.°  Para  formar  parte  del  Parla- 
mento; 

4."  Para  emitir  su  voto  en  eleccio- 
nes parlamentarias; 

5."  Para  ser  representante  de  un 
candidato  en  elecciones  parlamenta- 
rias ó  municipales; 

ti."  Para  administrar  una  parroquia 
ó  desempeñar  cargos  de  la  beneficen- 
cia pública. 

En  estas  mismas  incapacidades  incu- 
rrirá el  candidato  ó  cualquier  persona 
que,  á  consecuencia  de  un  procedi- 
miento penal,  hubiere  sido  declarado 
culpable  de  fraude  en  una  elección,  ó 
que  hubiere  sido  condenado  por  la  via 
civil  á  una  multa  ó  al  pago  de  indem- 
nizaciones por  fraudes  cometidos  en 
una  elección. 

En  el  caso  de  que  una  persona  cuya 
incapacidad  se  hubiere  declarado  en 
esta  forma,  obtuviere  la  condena  por 
falso  testimonio  de  un  testigo  cuya 
deposición  en  juicio  hubiere  servido  de 
base  á  la  declaración  de  incapacidad, 
podrá  dirigirse  al  Tribunal  de  apela- 
ción competente  solicitando  la  reinte- 
gración del  ejercicio  de  sus  derechos. 

Art.  5.a  Si  el  Tribunal  electoral  de- 
clavare  que  un  candidato  ha  cometido 
un  fraude  por  medio  de  uno  de  sus 
agentes,  ó  que  resulta  personalmente 
culpable  de  una  de  las  infracciones  pre- 
vistas en  los  artículos  siguientes,  ó  de 
haber  consentido  voluntaria  y  cons- 
cientemente la  comisión  de  alguna  de 
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ellas  á  uno  de  sus  representantes  6 
agentes,  quedará  incapacitado,  duran- 
te un  periodo  de  tiempo  igual  a  aquel 
que  debieran  haber  durado  bus  funcio- 
nes, caso  de  ser  electo,  para  desempe- 
ñar todo  cargo  municipal  en  el  burgo 
respectivo. 

SÍ  hubiere. resultado  elegido,  sede- 
clarará  además  la  nulidad  de  la  elec- 
ción. 

Art.  6.a  Los  hechos  generales  de 
corrupción  ó  intimidación  que  dieren 
por  resultado  la  nulidad  de  una  elec- 
ción parlamentaria  en  un  burgo,  serán 
suficientes  para  llevar  consigo  la  nuli- 
dad de  las  elecciones  municipales  ve- 
rificadas en  un  burgo  ó  en  un  barrio. 

Art.  7.°  Las  personas  que  figuren  en 
el  censo  de  un  burgo  como  vecinos  del 
mismo,  podrán  ser  empleadas  como 
representantes  ó  agentes  electorales, 
mediante  salario  ó  recompensa,  en  el 
servicio  ó  en  interés  de  un  candidato 
en  elecciones  que  hayan  de  celebrarse 
en  el  mismo  burgo. 

En  caso  de  infracción  á  la  disposi- 
ción precedente  podrá  imponerse  una 
multa  de  10  libras  esterlinas  como 
máximum,  por  dos  Jueces  de  paz,  al 
candidato,  al  que  hubiere  ajustado  ó 
empleado  el  agente  y  al  agente  mismo. 

Los  agentes  electorales  que  emitie- 
ren su  voto  en  una  elección,  incurrirán 
en  la  misma  pena. 

Art.  8.°  Se  prohibe,  bajo  multa  de 
cinco  libras  esterlinas  como  máximum, 
al  candidato  ó  agente,  entregar  ó  pro- 
meter alguna  suma  de  dinero  bajo  pre- 
texto de  transportar  á  un  elector  al  pa- 
raje en  que  se  celebre  la  elección  ó  con- 
ducirlo de  nuevo  á  su  domicilio. 

Art.  9.°  Este  articulo  dispone  que 
las  costas  del  procedimiento  seguido 
contra  los  autores  de  fraudes  Be  tasen 
y  satisfagan  como  en  materia  penal 
Tomo  XI.— Ikitituoiohu  jurídicas. 


ordinaria,  y  que  los  Tribunales  insti- 
tuidos para  estatuir  acerca  de  la  vali- 
dez de  las  elecciones  puedan  dar  co- 
misión al  Escribano  del  condado  para 
incoar  y  dirigir  los  procesos. 

Art.  10.  Los  votos  de  las  personas 
con  respecto  á  las  que  se  hubiere  de- 
mostrado la  comisión  de  un  fraude.  Be 
descontarán  al  efectuar  el  escrutinio. 

Art.  11.  En  materia  de  elecciones 
municipales  serán  aplicables  las  dis- 
posiciones que  rigen  sobre  la  usurpa- 
ción de  la  cualidad  de  elector  en  elec- 
ciones parlamentarias. 

título  n 

IMPUGNACIÓN  DE  ELECCIONES 

Art.  12.  Este  articulo  dispone  que 
los  litigios  relativos  &  la  validez  de  una 
elección  fundados  en  la  concurrencia 
de  fraudes  ó  incapacidad  del  candida- 
to, en  virtud  de  los  artículos  preceden- 
tes, ó  en  que  la  mayoría  obtenida  no 
Be  ha  conseguido  regularmente,  se  so- 
meterán á  un  Tribunal,  cuya  composi- 
ción se  establece  en  los  artículos  si- 
guientes. 

Art.  13.  La  protesta,  para  ser  vá- 
lida, deberá  ir  firmada,  sea  por  un  can- 
didato, sea  por  cuatro  electores,  y  de- 
berá dirigirse  al  Tribunal  competente, 
el  cual  la  remitirá  al  Secretario  del 
burgo  en  que  se  haya  verificado  la 
elección  para  que  le  dé  la  conveniente 
publicidad. 

El  término  para  presentar  la  protes- 
ta es  de  veintiún  días,  que  podrá  pro- 
rrogarse á  veintiocho  en  el  caso  de  que 
se  alegare  que  se  pagó  ó  prometió  una 
cantidad  de  dinero  después  de  la  elec- 
ción, y  en  este  caso,  el  término  no  co- 
menzará &  correr  sino  desde  el  día  del 
pago  ó  de  la  promesa  de  la  entrega. 


dby  Google 


194 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


Loe  autores  de  la  protesta  deberán, 
en  el  término  de  tercero  día,  prestar 
una  lianza  de  500  libras  esterlinas  para 
responder  de  las  costas  procesales. 

El  proceso  podrá  dirigirse  contra  el 
Presidente  del  colegio  electoral  (Retur- 
ning  offlcer). 

Las  protestas  se  juzgaran,  en  cuanto 
sea  posible,  según  el  orden  de  su  pre- 
sentación. 

Art.  14.  El  Tribunal  encargado  de 
estatuir  acerca  de  las  protestas,  se 
compondrá  de  un  Abogado,  que  actua- 
rá sin  asistencia  del  Jurado. 

El  censo  de  los  burgos  deberá  remi- 
tirse á  los  Jueces  designados  anual- 
mente en  virtud  de  la  ley  de  1868,  para 
estatuir  acerca  de  las  elecciones  par- 
lamentarias; estos  Jueces,  ó  dos  de 
ellos,  elegirán  un  cierto  número  de 
Abogados  (cinco  como  máximum)  y  les 
cometerán  el  conocimiento  de  las  elec- 
ciones impugnadas. 

No  podrá  ser  elegido  ningún  Abogado 
que  lleve  menos  de  quince  años,  que 
sea  miembro  del  Parlamento,  que  des- 
empeñe una  función,  plaza  ó  beneficio 
dependiente  de  la  Corona. 

Además,  un  Abogado  no  podrá  cono- 
cer de  una  protesta  concerniente  á  una 
elección  celebrada  en  un  burgo  en  que 
desempeñe  funciones  de  justicia  muni- 
cipal ó  en  el  burgo  en  que  resida. 

Para  el  conocimiento  de  las  eleccio- 
nes impugnadas,  el  Tribunal,  constitui- 
do en  la  forma  indicada,  tendrá  las 
mismas  atribuciones  que  el  Juez  comi- 
sionado por  la  ley  de  1868,  de  estatuir 
acerca  de  las  elecciones  parlamenta- 
rias, salvo  siempre  las  condenas  ó 
multa,  ó  los  autos  de  prisión  emanados 
del  Tribunal,  que  podrán  reformarse 
por  el  Tribunal  competente. 

Art.  15.  Con  arreglo  á  los  términos 
de  este  articulo,  deberá  anunciarse  la 


sentencia  con  siete  días  de  antelación. 

La  decisión  acerca  de  la  validez  ó  nu- 
lidad de  la  elección  deberá  redactarse 
por  escrito  y  remitirse  al  Tribunal 
competente. 

Acerca  de  las  cuestiones  de  hecho 
será  definitiva  la  decisión  del  Tribunal; 
pero  Be  mantienen  á  salva  los  derechos 
del  Tribunal  superior,  en  lo  que  con- 
cierne á  las  cuestiones  de  derecho  y 
especialmente  á  las  referentes  &  la  ad- 
misión de  pruebas. 

Artículos  16  á  26.  Estos  artículos  ca- 
recen de  interés. 

Art.  27.  La  presente  ley  no  será 
aplicable  á  Escocia. 

Art.  28.  Esta  ley  será  aplicable  ú 
Irlanda  con  determinadas  modificacio- 
nes que  el  mismo  articulo  enumera. 

Art.  29.  Quedan  derogadas  las  tres 
leyes  siguientes:  5.'  y  6.",  Guill.  IV,  ca- 
pitulo 76,  artículos  54  á  56;  22,  Vict.,  ca- 
pitulo 35,  artículos  9.*  á  14,  y  3.'  y  4.*, 
Vict.,  cap.  108,  artículos  90  y  91,  en  la 
forma  indicada. 

Ley  de  22  de  Agosto  de  1881 

{447«5, Vict., cap. XLII)  (1) 

Esta  ley  tuvo  por  objeto  suspender 
durante  un  periodo  determinado,  por 
efecto  de  manejos  corruptores,  la  re- 
unión de  los  colegios  electorales  de 
ciertas  ciudades  y  burgos  (2)  para  las 
elecciones  parlamentarias. 


(1)  An  ací  lo  tutpeiul  for  a  limitad  period,  on 
accounl  of  eorrupt  Practica*,  tht  holdiny  of  an 
atedian  of  a  Member  or  Membcri  (o  larca  in  Par- 
lamaní  for  cartatn  cttíe*  and  borougkM. 

(3)  En  Boaton,  C&nterbQiy,  Cheatar,  Qliices- 
tar,  Mecclesfiold,  Oxford  y  Sandwich. 
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Ley  de  25  de  Agosto  de  1883 
(46  y  41,  Viet.,  cap.  Lt)  (i) 

Esta  ley  tiene  por  objeto  prevenirlo 
más  eficazmente  posible  la  corrupción 
en  las  elecciones  parlamentarias;  cons- 
ta de  70  artículos  y  cinco  anexos. 

El  art.  70  diapone  que  su  vigencia  se 
reducirá  á  un  año,  salvo  renovación 
expresa,  que  no  sabemos  haya  tenido 
efecto  y,  por  tanto,  no  hay  para  qué 
reproducir  su  texto. 

Ley  de  14  de  Agosto  de  1884 

(47  j  46,  Viet.,  cap.  LXX)  (3) 

Esta  ley  tuvo  principalmente  por  ob- 
jeto prevenir  lo  más  eficazmente  posi- 
ble la  corrupción  en  las  elecciones 
municipales  y  otras;  define  los  que  con- 
sidera actos  de  corrupción,  actos  con- 
trarios á  las  leyes,  excusas  y  excep- 
ciones en  materia  de  prácticas  ilega- 
les ó  corruptoras,  procedimiento  en 
materia  de  protestas  electorales,  dis- 
poniendo en  su  art.  41  que  su  fuerza 
obligatoria  cesará  en  31  de  Diciembre 
de  1888. 

$  V.— Representación  del  pueblo  en  el 

Reino  Unido 

(Ley  da  G  de  Diciembre  de  1884)  (3) 

CAPÍTULO  PRIMERO 


Articulo  1.°    Esta  ley  deberá  desig- 

(1)  Currupf  and  ¡Ilegal  Practica»  Pravtntian, 
act.   1883, 

(3)  An  sel  for  Ihe  bclterprtrenttan  ofcomipt 
and  lüegal  Practica  al  Municipal  and  other  Eiec- 

(8)  An  ad  lo  amtnd  Ihe  Law  relating  lo  (he 
Repreeenlaíion  o{  Ihe  Peopta  ofihe  United  King- 
dom  (48,  Viet.,  cap  III). 


narse  con  el  nombre  de  aLey  de  la  Re- 
presentación del  pueblo»  (1884). 


Extensión  del  derecho  de  habitación 
[houschold]  g  del  derecho  de  ocupa- 
ción (lodger  franchise). 

Art.  2.a  E]  derecho  de  sufragio  co- 
rresponderá de  una  manera  uniforme 
á  todo  individuo  que  ocupe  un  edifi- 
cio por  completo  (houscholder)  ó  un 
piso  (lodger)  del  mismo,  hállese  el  edi- 
ficio sito  en  un  burgo  ó  en  un  condado, 
y  todo  individuo,  houscholde  ó  lodger, 
será  inscripto  en  las  listas  del  censo 
electoral  y  se  reputará  elector  si  el 
edificio  ó  el  terreno  que  ocupe  se  en- 
cuentra en  un  condado  de  Inglaterra  ó 
de  Escocia,  gozando  del  mismo  privile- 
gio cuando  el  edificio  ó  el  terreno  que 
ocupe  se  encontraren  sitos  en  un  con- 
dado ó  burgo  de  Irlanda. 

Art.  3.°  Cuando  una  persona  tuviere 
un  domicilio  determinado  y  forzoso  en 
virtud  del  empleo  ó  función  que  desem- 
peñe, y  no  resida  en  el  mismo  domici- 
lio ninguna  otra  persona  de  la  cual 
dependa  la  que  se  trata,  se  reputará 
que  ésta  ocupa  la  habitación  en  calidad 
de  arrendatario,  haciéndose  aplicación 
de  lo  establecido  en  la  presente  ley(l). 

CAPÍTULO  III 

Prohibición  de  votos  múltiples 

Art.  4.°— j}l.°  Exceptólos  artículos 
de  la  presente  ley  aplicables  á  las  per- 
sonas que  actualmente  disfrutan  del 

(0  Véue  el  art.  10  de  la  ley  inglesa  de  *1  da 
MbVo  de  1885,  inserta  mis  adelanta. 
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derecho  electoral,  deberán  observarse 
las  disposiciones  siguientes: 

1/  Nadie  podrá  ser  inscripto  como 
elector  en  virtud  del  disfrute  de  la  to- 
talidad de  una  renta  llamada  diezmo 
anexo  á  un  rectorado,  á  un  curato  ó  á 
un  beneficio  cuyo  poseedor  tenga  dere- 
cho á  una  parte  de  la  renta  del  diezmo; 

2.1  Cuando  varias  personas  fueren 
propietarias,  proindiviBO  ó  en  común, 
de  un  dominio,  terreno  ó  casa,  una  de 
ellas,  cuyo  interés  fuese  suficiente  para 
permitirle  gozar  de  este  privilegio,  ten- 
drá derecho  (en  las  mismas  condicio- 
nes que  si  fuere  propietario)  á  ser  ins- 
cripto como  elector  y  ejercer  el  sufragio 
con  exclusión  de  los  demás  copropie- 
tarios. 

§  2.°  Sin  embargo,  en  los  casos  en 
que  los  derechos  de  estas  personas  hu- 
bieren sido  adquiridos  por  sucesión, 
matrimonio,  capitulación  matrimonial 
ó  testamento,  ó  cuando  poseyeren 
las  propiedades  de  que  se  trate  en  ca- 
lidad de  asociados  unidos  de  buena  fe 
para  el  ejercicio  de  un  comercio  ó  la 
explotación  de  una  industria,  cada  uno 
de  ellos,  si  tuviere  un  interés  suficiente 
para  conferirle  la  capacidad  electoral, 
podrá  ser  elector  y  gozar  del  ejercicio 
del  derecho  de  sufragio  en  los  mismos 
supuestos  y  en  las  mismas  condiciones 
que  si  fuere  único  propietario. 

§  3.°  La  importancia  del  interés  de 
cada  uno  de  los  copropietarios  se  de- 
terminará, en  defecto  de  cualquiera 
otra  base,  dividiendo  el  valor  total  de 
la  cosa  poseída  en  común  entre  todos 
los  derecho -habientes. 

CAPÍTULO  IV 

Asimilación  de  la  cualidad  de  ocupante 

Art.  5."  Todo  individuo  que  ocupe 
en  un  condado  ó  en  un  burgo  del  Reino 


Unido  un  terreno  ó  una  habitación  de 
un  alquiler  neto  de  10  libras  esterli- 
nas como  mínimum  por  año,  será  elec- 
tor y  tendrá  el  derecho  de  votar  en  di- 
cho condado  ó  burgo,  en  virtud  del  de- 
recho de  ocupación,  en  las  mismas 
condiciones  que  las  impuestas  al  ejer- 
cicio del  sufragio  para  los  individuos 
inscriptos  en  las  listas  electorales  y 
que  tengan  el  derecho  de  votar  en  el 
condado,  en  virtud  de  la  presente  ley, 
por  razón  de  la  ocupation  franchise  en 
este  condado,  ó  en  razón  de  la  misma 
en  este  burgo. 

CAPÍTULO  V 

Disposiciones  complementarias 

Art.  6.°  Nadie  tendrá  el  derecho,  en 
virtud  de  la  presente  ley,  de  ser  ins- 
cripto como  elector  ni  votar  en  un  con- 
dado invocando  la  ocupación  de  un  do- 
micilio, de  una  habitación,  de  un  te- 
rreno sito  en  un  burgo. 

Art.  7.°— §  1."  En  lo  que  concierne  á 
Inglaterra  é  Irlanda,  la  expresión  hou- 
ehold  qualiflcation  deberá  entenderse 
en  el  mismo  sentido  que  le  concede  el 
art.  3."  de  la  ley  de  1867  (1);  esta  dispo- 
sición y  las  modificaciones  que  poste- 
riormente se  han  introducido,  en  tanto 
que  puedan  concillarse  con  la  presente 
ley,  serán  extensivas  á  los  condados  de 
Inglaterra  y  á  los  condados  y  burgos 
de  Irlanda. 

§  2."  En  dichas  disposiciones,  modi- 
ficadas y  aplicadas  á  Irlanda,  las  fe- 
chas siguientes  sustituirán  á  las  con- 
signadas, de  este  modo:  el  12  de  Julio 
en  vez  del  15  del  mismo  mes;  ell."  de 
Julio  en  lugar  del  12,  y  el  1."  de  Enero 
en  vez  del  día  5. 


(1)    InurU  anterioimante. 
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§  8.a  La  expresión  lodger  quáliflca- 
iion  designa  lo  mismo  indicado,  en  lo 
que  se  refiere  a  Inglaterra,  por  el  ar- 
ticulo 4.D  de  la  ley  de  1867  (1);  las  modifi- 
caciones introducidas  en  esta  disposi- 
ción, en  lo  que  concierne  á  Irlanda,  por 
el  art  4.a  de  la  ley  de  1868;  las  variacio- 
nes introducidas  en  dicho  articulo  de  la 
ley  inglesa  citado,  asi  como  las  modi- 
ficaciones de  estes  disposiciones,  serán 
extensivas  á  los  condados  de  Inglate- 
rra, en  tanto  que  sean  compatibles  con 
lo  dispuesto  en  la  presente  ley:  dicho 
articulo  de  la  ley  irlandesa  de  1868,  y 
las  modificaciones  introducidas,  serán 
extensivas  á  los  condados  de  Irlanda  en 
la  medida  que  resulten  compatibles 
con  los  preceptos  de  la  presente  ley. 

Los  artículos  5."  y  6.°,  22  y  25  de  la 
Parlamentary  and  Municipal  Registra- 
tion,  aet  1878  en  tanto  que  estas  dispo- 
siciones dicen  relación  á  los  arrenda- 
mientos, serán  aplicables  á  Irlanda,  y 
para  asegurar  esta  aplicación,  la  refe- 
rencia á  la  ley  de  1867,  contenida  en 
dicho  art.  6.°,  se  considerará  como  in- 
troducida en  la  ley  de  1868. 

En  el  art.  22  de  la  Parlamentarg  and 
Municipal  Regittration,  aet  de  1878, 
las  referencias  al  art.  13  de  la  Parla- 
mentary  Regittration,  aet  de  Í843,  se 
aplicarán  alas  disposiciones  délas  Re- 
gitiration  aet*  de  Irlanda  y  la  referen- 
cia á  las  Parlamentarg  Registration 
aet»  se  entenderá  aplicable  á  las  Re- 
gistration aet»  de  Irlanda. 

Las  fechas  siguientes  sustituirán  en 
Irlanda  á  las  indicadas  en  el  art.  22  de 
este  modo:  el  12  de  Julio  al  último  dia 
de  este  mes;  el  14  de  Julio  en  vez  del  25. 

El  término  oeeraeers  designará  el  Se- 
cretario del  Juzgado  de  paz  en  los  con- 


( 1 )    I  n  serla  »  pte  riorm  eo  te. 


dados,  y  el  Secretario  municipal  en  los 
burgos. 

%  4.a  La  expresión  houschold  qualijl- 
cation  se  aplicará,  en  lo  que  concierne 
á  Escocia,  á  la  calificación  dada  por 
el  art.  3."  de  la  ley  escocesa  de  1868; 
estas  modificaciones,  introducidas  des- 
de entonces  á  dicha  disposición,  serán 
extensivas  á  los  condados  de  Escocia 
en  tanto  que  resulten  compatibles  con 
lo  preceptuado  en  la  presente  ley. 

Para  la  aplicación  de  las  disposicio- 
nes indicadas,  la  palabra  domicilio  (di- 
oellinghouae)  designará,  en  Escocia, 
una  casa  ó  parte  de  ésta  ocupada  á  titu- 
lo de  domicilio  distinto,  y  esta  defini- 
ción del  domicilio  reemplazará  á  la 
contenida  en  el  art.  59  de  la  ley  Electo- 
ral de  Escocia  de  1868. 

%  5.°  La  expresión  lodger  qualijíca- 
tíon  se  aplicará  en  Escocia  á  la  califi- 
cación dada  por  el  art.  4."  de  la  ley 
Electoral  de  1868  y  las  modificaciones 
introducidas  á  esta  ley,  y  los  citados 
artículos  y  disposiciones  serán  aplica- 
bles a  Escocia  en  la  medida  en  que 
sean  compatibles  con  la  presente  ley. 

g  6.°  La  expresión  comity  oecupation 
franckise  designa,  con  relación  á  In- 
glaterra, la  capacidad  electoral  esta- 
blecida por  el  art.  6.°  de  la  ley  Electo- 
ral inglesa  de  1867,  la  capacidad  esta- 
blecida por  el  art.  6."  de  la  ley  Electoral 
escocesa  de  1868  y  la  capacidad  esta- 
blecida por  el  art.  1.a  de  la  ley  Electoral 
irlandesa  de  las  sesiones  13  y  14,  Víct., 
cap.  LXIX. 

g  7."  La  expresión  borough  oecupa- 
tion franchine  significa,  con  respecto  á 
Inglaterra,  la  capacidad  electoral  de- 
terminada por  el  art.  27  de  la  ley  2."  y 
3.a,  Guillermo  IV,  cap.  XLV;  la  capaci- 
dad establecida  por  el  art.  11  de  la  ley 
2."  y  3.a,  Guillermo  IV,  cap.  LXV,  con 
respecto  á  Escocia,  y  la  capacidad  de- 
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terminada  por  el  art.  5."  de  la  ley  13  y 
14,  Victoria,  cap.  LX1X,  y  por  el  articu- 
lo 3."  de  la  ley  Electora)  de  1868  con 
respecto  &  Irlanda. 

§  8."  Las  disposiciones  relativas  al 
comity  oecupation  franehiae  ó  al  bo- 
rough  oeeupation  franehiae,  distintas  de 
las  contenidas  en  los  artículos  mencio- 
nados anteriormente,  se  referirán  á  la 
definición  del  comity  oecupation  fran- 
ehiae y  del  borouyh  oecupation  franehi- 
se  dada  por  la  presente  ley. 

Art.  8.°— §1.°  En  la  presente  ley  la 
expresión  The  Repreaentation  of  tke 
People  acís  se  aplica  ¿  las  disposicio- 
nes vigentes  en  Inglaterra,  Escocia  é 
Irlanda,  disposiciones  referentes  a  la 
representación  del  pueblo,  ycomprende 
las  Regi&trations  acts  mencionadas  en 
la  presente  ley. 

§  2."  La  expresión  Regiatration  acta 
desígnalas  disposiciones  vigentes  en 
Inglaterra,  Escocia  ó  Irlanda,  referen- 
tes  a  la  inscripción  de  los  ciudadanos 
capaces  de  tomar  parte  en  las  eleccio- 
nes de  los  condados  y  burgos,  y  com- 
prenden las  Rating  acta  mencionadas 
en  la  presente. 

§  3."  Los  términos  Repreaentation  of 
the  People  acta  y  Regiatration  acta,  em- 
pleados en  la  presente  ley,  deberán  en- 
tenderse como  aplicables  respectiva- 
mente a  las  tres  partes  del  Reino  Uni- 
do y  como  designativas  con  respecto  á 
cada  una  de  ellas,  de  las  disposiciones 
vigentes. 

§  4."  Todas  las  disposiciones  de  las 
Regiatration  acta  relativas  á  la  inscrip- 
ción de  los  electores  en  los  burgos  de 
Inglaterra,  como  houscholdera  ó  lodgers, 
y  en  los  burgos  de  Irlanda  como  lod- 
gers, serán  extensivas  á  los  condados 
y  burgos  con  los  cambios  necesarios 
de  prescripciones,  avisos,  listas  y  de- 
mas  formalidades. 


§  5.a  Todas  las  cláusulas  de  las  Re- 
giatration acta,  relativas  a  la  inscrip- 
ción en  las  listas  electorales  en  los 
burgos  y  en  los  condados  de  Irlanda 
de  ciudadanos  que  gocen  del  derecho 
electoral  en  virtud  del  comity  oecupa- 
tion franehiae  y  del  borough  oecupation 
franehiae,'  serán  extensivas,  con  las 
modificaciones  necesarias,  á  las  pres- 
cripciones, edictos,  listas  y  demás  for- 
malidades, á  las  inscripciones  en  los 
condados  y  en  los  burgos  de  Irlanda,  de 
los  ciudadanos  que  sean  electores  en 
virtud  del  housckold  quatifíeation  con- 
ferido por  la  presente  ley. 

g  6.°  En  Escocia  todas  las  disposi- 
ciones déla Regisirationaets,  relativas 
á  la  inscripción  de  los  ciudadanos  que 
gocen  del  derecho  electoral  en  los  bur- 
gos, y  las  ;dísposiciones  que  dicen  re- 
ferencia á  las  fechas,  se  entenderán 
aplicables  á  los  condados  y  burgos, 
con  las  modificaciones  que  sean  de  ne- 
cesidad. 

Las  disposiciones  de  dichas  leyes,  re- 
lativas á  la  inscripción  de  los  electores 
en  los  condados,  se  entenderán  dero- 
gadas en  cuanto  resultaren  incompati- 
bles con  las  disposiciones  actualmente 
vigentes. 

En  los  condados  las  listas  y  registros 
se  llevarán  en  las  parroquias  en  la  for- 
ma hasta  aquí  acostumbrada. 

Art.  9.°— §1."  En  la  presente  ley  la 
expresión  Rating  acta  designa  tanto 
las  disposiciones  vigentes  en  Inglate- 
rra, en  Escocia  e  Irlanda  y  relativas 
á  la  inscripción  de  los  contribuyentes, 
como  las  referentes  á  las  listas  elec- 
torales de  los  ciudadanos  que  gocen  del 
derecho  de  sufragio;  la  expresión  Ra- 
ting acta,  cuando  Be  emplea  en  la  pre- 
sente ley,  debe  entenderse  como  apli- 
cable a  las  tres  partes  del  Reino  Unido 
y  como  referente  á  las  leyes  vigentes, 
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respectivamente,  en  cada  una  de  ellas. 

§  2."  En  todo  el  Reino  Unido  los 
Inspectores  (pveraeera)  estaran  encar- 
gados, anualmente,  durante  los  meses 
de  Abril  y  Mayo,  de  comprobar  en  cada 
edificio,  compuesto  de  dos  ó  más  habi- 
taciones, en  el  sentido  concedido  á  la 
palabra  habitación  por  las  leyes  elec- 
torales, si  un  individuo  que  no  es  el 
propietario,  ú  otro  que  es  contribuyen- 
te 6  puede  serlo  en  virtud  del  edificio 
de  que  se  trate,  tiene  el  derecho  de  ser 
inscripto  en  las  listas  electorales  como 
habitante  u  ocupante  de  un  domicilio; 
además  deberán  requerir  esta  inscrip- 
ción si  no  se  hubiere  operado,  e  inser- 
tar el  nombre  de  este  ciudadano  en  el 
Registro  de  contribuyentes,  indicando 
la  situación  ó  descripción  de  la  habita- 
ción que  confiere  la  capacidad  elec- 
toral. 

Se  agregará  una  columna  al  Regis- 
tro de  contribuyentes  para  hacer  las 
menciones  prescriptas  en  el  presente 
articulo. 

§  3."  En  la  ejecución  de  los  precep- 
tos anteriores  podrán  los  Inspectores 
(overaeera)  dirigir  á  cualquier  persona 
que  ocupe  una  habitación,  ó  á  su  repre- 
sentante que  esté  encargado  de  la  ad- 
ministración del  edificio  respectivo,  la 
requisitoria  mencionada  en  el  tercer 
anexo  de  los  que  acompañan  á  la  pre- 
sente ley,  exigiendo  que  llenen  los  hue- 
cos de  la  misma  y  respondan  con  su 
firma  de  la  certeza  de  las  manifesta- 
ciones hechas;  esta  requisitoria  deberá 
cumplimentarse  por  los  interesados 
antes  de  la  espiración  del  término  de 
veintiún  días. 

En  caso  de  negligencia  incurrirá  el 
responsable  de  ella  en  multa  de  40 
shillinga  como  máximum,  y  con  res- 
pecto á  los  Inspectores  que  no  se  atu- 
vieren &  lo   dispuesto  en  el  presente 


articulo,  se  reputará  que  han  faltado 
á  su  deber,  que  es  el  de  velar  por  la 
ejecución  y  cumplimiento  de  las  Regia- 
iration  acia,  y  serán  castigados,  cada 
vez,  con  multa  de  40  ahillings  como 
máximum. 

|  4."  La  contestación  dada  á  la  re- 
quisitoria podrá  servir  á  los  ocupantes, 
según  las  formas  prevenidas  por  las 
leyes  electorales  acerca  de  su  empleo, 
de  notificación  de  falta  de  impuesto,  y 
cuando  un  grupo  de  individuos,  formen 
ó  no  parte  de  una  sociedad,  fuere  su- 
jeto á  contribución,  deberá  servir  de 
aviso  al  Secretario  ó  agente  del  mismo. 

Cuando  un  edificio  no  pagare  contri- 
bución por  pertenecer  a  la  Corona  ó  por 
cualquier  otro  motivo,  el  aviso  servirá 
á  la  autoridad  superior  que  tenga  la 
inspección  ú  administración  de  la 
finca. 

§  5."  En  la  aplicación  de  este  ar- 
ticulo á  Escocia,  la  expresión  Registro 
de  impuestos  (rate  book),  significará  el 
rol  de  evaluación;  y  cuando  un  fndivi- 
duo  que  figure  en  él  en  virtud  de  la 
presente  disposición,  tenga  un  domici- 
lio forzoso  A  causa  de  un  oficio,  función 
ó  empleo  cualquiera,  no  se  le  impon- 
drá carga  alguna  á  consecuencia  de 
esto. 

g  6."  La  disposición  contenida  en 
el  art.  2.a  de  la  ley  para  la  tasación  de 
las  tierras  de  Escocia,  adoptada  duran- 
te las  sesiones  17  y  18,  Victoria,  capi- 
tulo XC1,  y  el  art.  15  de  la  Representa- 
tion.  ofthe  People,  act  1868,  quedan  de- 
rogados. 

En  todos  los  condados  de  Escocia, 
los  Comisarios  de  impuestos,  las  ofici- 
nas parroquiales  y  cualquier  otra  auto- 
ridad encargada  del  repartimiento  de 
impuestos,  según  el  rol  de  evaluación, 
podrán,  si  lo  estimaren  conveniente, 
levantar  los  impuestos  que  pesen  so- 
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ras  ó  tincas  arrendadas  sopa- 
nte por  un  periodo  de  tiempo 
le  un  año,  ó  que  paguen  un  al- 
uiual  inferior  á  cuatro  libras 
as,  operando  de  la  misma  ma- 
lirigiéndose  á  las  mismas  per- 
no si  los  nombres  de  los  inqui- 
arrendatarios  y  habitantes  de 
els  de  que  se  trate  no  figuraren 
1  de  evaluación. 
En  Irlanda,  cuando  el  propie- 
■.  una  habitación  pagare  el  im- 
en  lugar  del  ocupante,  este  últi- 
lejará  por  ello  de  ser  inscripto 
listas  electorales  y  gozará  del 
)  de  sufragio  en  las  mismas  con- 
s  que  un  ciudadano  domiciliado 
] aterra  goza  de  la  capacidad 
ü,  en  virtud  de  la  Poor  fíale 
lent  and  Collection,  act  de  1869 
modificativas  de  ésta,  y  podrá 
ir  su  derecho  en  el  mismo  cole- 
ctora! que  el  propietario, 
lisposiciones  visadas  en  el  pri- 
exo  que  acompaña  á  esta  ley  se- 
i cables  á  Irlanda  con  las  modifl- 
3s  que  en  el  mismo  se  expre- 

En  Inglaterra  y  en  Irlanda, 
■  una  persona  ocupa  un  domici- 
oso  en  razón  de  su  oficio,  fun- 
empleo,  se  reputa  para  la  apli- 
de  la  presente  ley  y  las  demás 
ales,  como  arrendatario  ó  inqui- 

este  domicilio;  y  cuando  existe 
irsona  distinta  que  satisfaga  una 
mción  ó  pueda  satisfacerla  por 

iNixo  pkihhho  —  Disposiciones  «plics- 
[rlanda:  The  Poor  fíate  Atteitment  and 
n,  act  de  1869,  artículos  1.°,  8.',  B.°  y  10, 
oBÍción  de  la  le;  Electoral  de  1BFJ  á  que 
a  eate  último  artículo,  attículoa  19  y  20; 
'arlamentary  and  Municipal  Regiatration, 
1818,  art.  U,  j  la  Aswatd  Haití,  act 
totalmente. 


razón  del  domicilio  de  que  se  trate, 
ésta  será  la  que  se  considere  como  do- 
miciliada á  los  efectos  de  la  aplicación 
de  la  presente  ley  y  las  demás  electo- 
rales. 

Las  diversas  disposiciones  de  la 
Poor  fíate  Asseatment  and  Collection, 
aet  1869,  y  leyes  modificativas  de  ésta, 
mencionadas  en  el  primer  anexo  que 
acompaña  á  la  presente  ley,  se  aplica- 
rán con  el  mismo  fin  al  que  ocupe  el 
domicilio;  y  el  término  propietario 
(owner)  empleado  en  aquélla,  se  con- 
siderará como  significativo  de  una  per- 
sona que  paga  contribución  ó  puede 
ser  competida  á  pagarla. 

g  9.°  En  todo  el  Reino  Unido,  cuan- 
do una  persona  tiene  un  domicilio  que 
no  da  lugar  &  la  percepción  de  impues- 
to alguno  porque  pertenece  el  edificio 
ó  finca  respectivo  á  la  Corona,  ó  se  en- 
cuentra ocupado  en  nombre  de  ésta,  ó 
bien  porque  concurre  cualesquiera  otro 
motivo  de  exención,  no  empecerá  esto 
para  que  dicha  persona  sea  inscripta 
en  las  listas  electorales. 

Art.  10.— g  1."  Lapresente  ley  no  pri- 
vará á  los  ciudadanos  que,  al  tiempo  de 
su  promulgación,  aparecieren  inscrip- 
tos como  electores  por  un  titulo  cual- 
quiera, enun  condado  ó  en  un  burgo,  del 
derecho  de  figurar  en  el  censo  electoral 
y  de  ejercer  el  sufragio  en  el  burgo  co- 
rrespondiente, en  razón  del  concepto 
respectivo,  como  si  la  ley  no  se  hubiere 
promulgado. 

§  2.°  Únicamente  cuando  un  indivi- 
duo fuere  elector  en  un  condado  ó  en 
un  burgo  en  virtud  de  la  occupation 
franchise,  y  en  razón  de  una  cualidad 
que  le  confiere  asimismo  la  capacidad 
electora],  según  lo  dispuesto  en  la  pre- 
sente ley,  deberá  invocar,  caso  necesa- 
rio, las  disposiciones  aplicables  conte- 
nidas en  esta  ultima. 
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§  3.°  La  presente  ley  no  levanta  la 
incapacidad  legal  para  ser  elector  á  los 
que  estuvieren  Bujetos  á  ella. 

Art.  11. — §  l.°  La  presente  ley  se 
reputara  como  una  de  las  referentes  á 
la  representación  popular  que  se  men- 
cionan en  la  misma  y  en  la  medida  en 
que  unas  y  otras  resulten  compatibles. 

Las  palabras  elección,  condado,  bur- 
go y  demás  expresiones  empleadas  so  la 
presente  ley  y  en  sus  anexos,  recibirán 
el  mismo  significado  que  en  dichas  le- 
yes electorales. 

§  2.°  Los  términos  que  Be  mencio- 
nan á  continuación  deberán  entenderse 
en  la  presente  ley  y  los  anexos  que  la 
acompañan,  del  siguiente  modo: 

Ooeneen  (1)  designa  los  Asesores, 
guardianes,  Secretarios  de  sociedades 
y  demás  personas,  sea  cualquiera  el 
nombre  que  reciban,  que  desempeñen 
las  funciones  referentes  á  la  imposi- 
ción é  inscripción  de  los  electores  y 
análogas  á  las  que  llenan  los  Inspecto- 
res en  Inglaterra. 

Reutcharge  (2)  se  aplica  á  los  cenaos, 
inquilinatos,  feudos  escoceses,  rentas 
principales,  rentas  de  impuestos,  y,  en 
general,  &  las  anualidades  ó  rentas 
concedidas  sobre  la  tierra. 

Land  or  íenemení  (3)  designa  la  parte 
de  una  casa  ocupada  separadamente 
para  las  necesidades  de  un  comercio, 
de  una  empresa  ó  de  una  profesión;  y 
la  expresión  herediiameni  empleada  en 
la  presente  ley,  designa  en  Escocia  las 
tierras  y  las  heredades. 

Joint  tenante  y  tenante  ¿n  common  se 
aplican  á  los  propietarios  proindiviso. 

Clear  yearly  calue  (4)  aplicado  á  una 

(I)  Inspectores. 

(Z)  Renta. 

(3)  Tierra  6  arrendamiento. 

(4)  Renta  líquida  anual. 


tierra  ó  á  un  arrendamiento  cualquie- 
ra, designa  en  Escocia  la  renta  anual 
tal  como  aparezca  del  rol  de  evalua- 
ción, y  en  Irlanda  la  renta  liquida 
anual,  según  la  que  el  poseedor  de  di- 
cha tierra  ha  sido  gravado  con  las 
contribuciones  vigentes,  en  virtud  de 
la  ley  1."  y  2/,  Victoria,  cap.  LVI  y  le- 
yes modificativas. 

Art.  12.  En  la  medida  en  que  los  de- 
rechos electorales  otorgados  por  la  pre- 
sente ley  sustituyen  á  los  conferidos 
portas  disposiciones  mencionadas  en 
las  doB  partee  del  anexo  segundo,  se 
entenderá  que  las  leyes  mencionadas 
en  la  parte  primera  de  dicho  anexo 
quedarán  derogadas  en  la  forma  indi- 
cada en  la  tercera  columna  del  mismo, 
excepción  hecha  de  lo  que  concierne  á 
los  derechos  conservados  por  la  pre- 
sente ley. 

Las  leyes  mencionadas  en  la  par- 
te segundado  dicho  anexo  quedarán  de- 
rogadas en  la  medida  indicada  en  la 
tercera  columna  del  mismo,  excepción 
hecha  de  lo  que  concierne  á  los  dere- 
chos conservados  por  la  presente  ley, 
y  excepción  también  de  las  disposicio- 
nes que  prevén  determinadas  condicio- 
nes aplicables  por  la  presente  ley  al 
ejercicio  de  los  derechos  electorales 
establecidos  por  esta  ley  (1). 


[1)  El  segundo  anexo  que  acompaña  í  la  pre- 
sente  lej  dice  aif : 

Parle  primera.— Quedan  derogadas  en  la  ley 
modificativa  de  la  Representación  del  pueblo  en 
Inglaterra  y  en  el  país  de  Gales  (3  j  S,  Guiller- 
mo IV,  cap.  XLV),  art.  90,  las  palabras  toque 
ocupare  como  arrendatario  un  terreno  6  habita- 
ción en  razón  de  cuja  ocupación  sa  tía  faciere  de 
buena  fe  un  alquiler  anual  de  60  libras  esterlinas 
como  mínimumi,  jen  la  lej  modificativa  de  la 
Representación  del  pueblo  en  Escocia  (2  y  8,  Gui- 
llermo IV,  cap.  XLV),  art.  9.*,  las  palabras  .6 
cuando  el  inquiljno  tuviere,  por  el  período  de  docí 
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Art.  13.  La  presente  ley  comenzará 
&  regir  desde  1."  de  Enero  de  1885;  pero 
las  listas  electorales  en  los  condados  y 
burgos  de  Escocia,  redactadas  durante 
el  transcurso  del  pasado  año,  no  serán 
aplicables  hasta  1."  de  Enero  de  1886,  y 
hasta  dicha  fecha  continuarán  rigiendo 
las  anteriores  listas. 

8  VI.  —  Incapacidad   electoral 

Ley  de  28  de  Abril  de  1885 

[«yW,V¡et.,c«p.IX)(l) 

Esta  ley  suprimió,  en  materia  de 
elecciones  municipales,  la  incapacidad 
electoral  derivada  del  arrendamiento 
de  la  habitación  durante  un  corto  perio- 
do de  tiempo,  y  redujo,  de  dos  años  y 
ocho  meses,  á  doce  meses,  antes  del  1.° 
de  Septiembre,  únicamente  el  periodo 


masas,  ocupado  personal  y  realmente  una  tierra  6 
casa  cuyo  alquiler  ui  de  10  libra»  esterlinas  como 
mínimum,  6  cuyo  ¡aquilino,  ata  cualquiera  el 
importe  del  alquiler,  baja  satisfecho  verdadera- 
mente bu  equivalencia  de  su  disfrute  un  precio  d 
un  valor  de  800  libras  esterlina»  como  mínimum. 

Parle  segunda. — Quedan  derogados,  en  la  ley 
modificativa  de  la  Representación  del  pneblo  en 
Inglaterra  y  en  el  país  de  Osles  (2  y  8,  Guiller- 
mo IV,  cap.  XLV},  el  art  21;  en  la  ley  modifica- 
tiva de  la  Roproaentacióii  del  pneblo  en  Esco- 
cia (3  y  S,  Guillermo  IV,  cap.  LXV),  el  art.  11, 
desde  su  comienzo  basta  las  palabras  idía  6  del 
mee  de  Abril  anterior)  inclusive;  en  la  ley  modi- 
ficativa da  laa  que  regulan  te  calificación  i  ins- 
cripción de  los  votantes  en  las  elecciones  al  Par- 
lamento en  Irlanda  (18  y  14,  Victoria,  cap.  LXIX), 
los  artículos  1,'j  5.°;  en  la  ley  Electoral  de  18G7 
[80  y  81,  Victoria,  cap.  CU),  el  art.  8.*;  en  la  ley 
Electoral  de  Bscoci*  de  1868  (81  y  89,  Victoria, 
espftnlo  XLVIII),  el  art.  8.*,  y  en  la  Electoral  de 
Irlanda  de  1808  (81  y  82,  Victoria,  cap.  XL1X), 
el  art.  S.* 

(I)     Municipal  voten  relief,  sel  1885. 


de  ocupación  exigido  con  anterioridad 
para  ser  elector  municipal  en  Dublln. 

§  VTJ.  -  Ampllaolón  del  escrutinio  en 
laa  elecciones  parlamentarlas)  y  mu- 
nicipales. 

Ley  de  28  de  Abril  de  1885  (1) 

Articulo  1."  En  las  elecciones  parla- 
mentarías y  municipales  comenzará  el 
escrutinio,  si  procediere  su  celebra- 
ción, á  las  ocho  de  la  mañana,  y  conti- 
nuará abierto  hasta  las  ocho  de  la  no- 
che del  mismo  día,  sin  que  bajo  pretex- 
to ni  razón  alguna  pueda  exceder  de 
estos  limites. 

Art.  2."    Definiciones. 

Art.  3."  Quedan  derogadas  las  Par- 
lamentar y  elections  (Metrópolis),  aet 
1878,  y  Elections  (Hours  of  Poli),  aet 
1884. 

§  vin.  —  Confección  de  listas  electora- 
les en  Inglaterra,  Escocia  é  Irlanda 

Leyes  de  25  de  Mayo  de  1885  (2) 

1.— Ley  (inglesa)  para  asimilar  las  ins- 
cripciones en  las  lisias  electorales  en 
los  condados  y  burgos. 

Articulo  1.°— §  1.°  Salvo  las  excep- 
ciones prevenidas  por  la  presente  ley, 
los  electores  de  los  condados  parla- 
mentarios se  inscribirán  en  las  listas 
electorales  del  mismo  modo  que  los 
electores  de  los  burgos  parlamenta- 
rios. 

g  2.°    Disposiciones  de  las  de  1878 
reglamentando  la  confección  de  las  lis- 
io    Elections  ("Houra  of  Poli),  aet   1885   (48 
y  48,  Vict.,csp.  X). 

(2)    48y  49,  Vict.,  cap.  XV. 
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tas  electorales  municipales  y  parla- 
mentarias, aplicables  á  los  electores 
propietarios  en  los  condados  parlamen- 
tarios y  á  los  electores,  en  virtud  del 
derecho  de  habitación. 

§  3.°  Modificaciones  introducidas  en 
las  disposiciones  de  la  ley  de  1876  para 
ponerlas  en  armonía  con  la  nueva  le- 
gislación electoral. 

Art.  2.°  Para  la  aplicación  de  las 
disposiciones  a  la  inscripción  de  los 
electores,  las  listas  electorales  confec- 
cionadas con  objeto  de  que  los  que  ha- 
biten en  un  condado  parlamentario 
serán  considerados  como  si  formaren 
parle  de  la  lista  general  de  electores  en 
el  mismo,  y  todo  ciudadano  inscripto  en 
dicha  lista  podrá  impugnar  la  inclusión 
de  cualquier  persona  como  si  figurase 
en  la  lista  de  los  electores  del  con- 
dado. 

En  cada  condado  parlamentario  se 
formaran  listas  distintas,  en  las  que  se 
inscribirán: 

1."    Los  electores  propietarios; 

2."  Los  electores  domiciliados  en  el 
condado,  distintos  de  los  arrendatarios 
(lodgers),  y 

3°    Estos  últimos. 

Art.  3.°— §  1 ."  En  los  condados  y  bur- 
gos parlamentarios,  se  pondrá  en  co- 
nocimiento de  los  electores  las  peticio- 
nes de  inclusión  en  las  listas  y  las  opo- 
siciones formuladas,  antes  del  dta  SO  de 
Agosto  de  cada  año. 

g  2.°  Las  peticiones  de  inclusión  y 
las  oposiciones  deducidas  se  pondrán 
en  conocimiento  del  público  con  in- 
tervención de  los  Inspectores  (ocer- 
seera). 

Art.  4.°— §  1."  El  Tribunal  que  esta- 
tuya acerca  de  la  revisión  de  las  listas 
electorales  en  un  condado  parlamenta- 
rio, podrá  actuar  durante  el  mismo 
tiempo  que  el  Tribunal  encargado  de 


conocer  de  la  revisión  de  las  listas  en 
un  burgo  parlamentario. 

g  2."  Las  declaraciones  hechas  en 
virtud  del  art.  10  de  la  ley  de  1865  acer- 
ca déla  inscripción  de  los  electores  del 
condado,  se  transmitirán  al  Secretario 
de  justicia  de  paz  el  día  12  de  Septiem- 
bre lo  más  tarde;  estas  declaraciones 
se  pondrán  en  conocimiento  del  pú- 
blico. 

§  3.°  Cuando  el  Revising  Barrister 
de  un  condado  parlamentario  fuere  re- 
querido para  que  proceda  á  la  reunión 
de  un  Tribunal  en  la  localidad  que  sea 
la  capital  de  un  distrito,  en  que  según 
el  último  censo  existan  más  de  diez  mil 
habitantes,  estará  obligado  á  actuar  un 
dia,  cuando  menos,  en  esta  localidad, 
siendo  aplicable  el  art.  4."  de  ley  de 
1873  acerca  de  los  Reeiaing  Barriaters, 
á  las  vistas  de  este  Tribunal,  con  la 
sola  excepción  de  que  el  Secretario  de 
paz  reemplace  al  municipal. 

§  4."  Cuando  la  autoridad  local  que 
tenga  la  facultad  de  designar  los  cole- 
gios electorales  en  un  condado  parla- 
mentario, estimare  que  procede,  por 
comodidad  de  los  electores  de  una  cir- 
cunscripción electoral  del  condado  res- 
pectivo, señalar  como  capitalidad  y  re- 
sidencia del  Tribunal  de  revisión  un 
punto  sito  en  las  inmediaciones  de  la 
circunscripción  electoral,  aun  cuando 
se  encuentre  fuera  de  los  limites  del 
condado,  podrá  invitar  al  Reviting  Ba- 
rrister del  condado  á  trasladar  el  Tri- 
bunal al  punto  de  que  se  trate. 

§  5."  El  Reoiaing  Barrister  carecerá 
de  facultades  para  inscribir  en  las  lis- 
tas electorales  de  una  parroquia,  de  un 
condado,  ó  de  un  burgo,  los  nombres 
de  los  ciudadanos  que  reclamen  su  ins- 
cripción; pero  estará  facultado  para 
revisar  la  lista  de  los  reclamantes 
como  si  compusieren  una  lista  electo- 
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ral,  y  para  firmar  la  lista  revisada  en 
dicha  forma;  seguidamente  la  remitirá 
al  Secretario  del  juzgado  de  paz  o  al 
Secretario  municipal,  según  los  casos, 
y  éste  procederá  á  la  inscripción  en  la 
lista  electoral  del  nombre  de  cada  ciu- 
dadano que  goce  del  derecho  electoral, 
según  la  lista  de  los  reclamantes,  revi- 
sada por  el  Reoising  Barrister. 

%  6."  Este  funcionario  deberá  termi- 
nar, en  el  plazo  más  breve  posible,  la 
revisión  de  las  listas  electorales  en  las 
parroquias  que  compongan  una  cir- 
cunscripción electoral  de  un  condado 
parlamentario,  y  remitirlas  a!  Secreta- 
rio del  juzgado  de  paz  antes  de  proce- 
der á  la  revisión  de  las  listas  de  una 
parroquia  perteneciente  á  una  circuns- 
cripción electoral. 

3  7.°  El  Secretario  del  juzgado  de 
paz  dispondrá  que  se  proceda,  tan  lue- 
go como  sea  posible,  á  la  impresión  de 
las  listas  electorales,  y  clasificará  los 
nombres  por  números  de  orden  en  cada 
una  de  las  circunscripciones  electora- 
les, de  tal  modo  que  resulten  tantas 
series  de  nombres  distintos  como  cir- 
cunscripciones, y  numerará  éstas  por 
letras  del  alfabeto. 

g  8.a  El  Secretario  del  juzgado  de 
paz,  una  vez  que  reciba  las  listas  revi- 
sadas de  su  respectivo  condado,  for- 
mará y  cuidará  de  la  impresión  de  una 
lista  complementaria  par  cada  circuns- 
cripción electoral,  y  en  la  que  aparez- 
can los  nombres  de  todos  los  ciudada- 
nos que  no  figuren  en  las  listas  parro- 
quiales de  esta  circunscripción,  pero 
que  hayan  sido  reconocidos  por  e!  Re- 
üising  Barrister  como  adornados  de  la 
cualidad  de  electores  en  el  punto  en 
que  se  celebren  las  elecciones;  esta 
lista  complementaria  se  insertará  á 
continuación  de  las  listas  parroquiales 
en  cada  circunscripción  electoral,  nu- 


merándose correlativamente  los  nom- 
bres de  las  personas  que  aparezcan  en 
ella;  el  Secretario  del  juzgado  de  paz 
agregará  al  fin  de  cada  lista  una  nota 
indicativa  del  número  de  electores  que 
figuran  en  ella. 

§  9."  Las  disposiciones  del  art.  28 
de  la  Parlamentar  y  and  municipal 
Registration,  aet  de  1878,  no  serán  apli- 
cables á  los  condados  parlamentarios, 
y  se  entenderán  reemplazadas  por  las 
siguientes: 

a)  Cuando  el  nombre  deun  ciudadano 
aparezca  inscripto  más  de  una  vez  en 
las  listas  electorales  de  un  mismo  con- 
dado parlamentario,  deberá  el  Reoising 
Barrister  investigar  si  dichas  inscrip- 
ciones corresponden  á  la  misma  per- 
sona, y  en  caso  afirmativo,  suprimirá 
todas  las  inscripciones,  excepto  una; 

b)  El  ciudadano  interesado  podrá 
elegir  la  inscripción  que  desee  se  con- 
serve dirigiendo  una  instancia  al  Re 
üi.iing  Barrister  antes  de  la  apertura  de 
la  primera  reunión  en  que  hayan  de 
revisarse  las  listas  en  que  aparezcan 
dichas  inscripciones,  ó  comparecien- 
do ante  el  mismo  por  medio  de  man- 
datario con  poder  especial; 

e)  Si  la  persona  interesada  no  for- 
mulare pretensión  alguna,  se  procede- 
rá en  la  forma  siguiente: 

1."  Si  una  de  las  inscripciones  múl- 
tiples se  encontrare  en  la  lista  del  cen- 
so de  propietarios,  será  ésta  la  que  se 
conserve; 

2."  Si  todas  las  inscripciones  se  en- 
contraren en  dicha  lista,  ó  si  no  apare- 
ciere ninguna  y  una  de  ellas  se  encon- 
trare determinada  por  el  domicilio  del 
elector,  se  conservará  esta  inscripción; 

3."  En  los  demás  casos,  el  Reoising 
Barrister  conservará  la  inscripción  que 
aparezca  en  la  lista  que  primero  exa- 
mine, y  en  el  caso  en  que  esta  inscrip- 
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ción  fuere  impugnada,  no  se  suprimirá 
ninguna  hasta  que  se  resuelva  en  favor 
del  elector  la  dificultad  suscitada  con 
ocasión  de  la  inscripción  conservada. 
Art.  5." — §  1."  Cuando  un  ciudadano 
apareciere  inscripto  varias  veces  en 
las  listas  electorales  del  mismo  burgo 
parlamentario  y  el  Reeiaing  Barrister 
comprobare  que  sólo  debe  conservarse 
una  de  ellas  y  que  las  demás  son  ilega- 
les, se  determinará  la  inscripción  que 
haya  de  conservarse,  en  defecto  de 
elección  hecha  por  el  interesado,  del 


a)  Si  una  de  las  inscripciones  apa- 
reciere en  la  lista  de  los  Freemen,  se 
conservará  ésta; 

6)  Si  ninguna  de  las  inscripciones 
apareciere  en  dicha  lista  y  existiere 
una  que  reconozca  como  base  el  domi- 
cilio del  elector,  esta  sera  la  que  se 
conserve; 

c)  En  los  demás  casos,  el  Reviaing 
Barrister  deberá  conservar  la  inscrip- 
ción que  aparezca  en  la  primera  lista 
que  examine,  pero  si  esta  inscripción 
fuere  impugnada,  aplazará  la  decisión 
hasta  que  se  haya  resuelto  la  cuestión. 

§  2.D  Cuando  un  ciudadano  aparecie- 
re inscripto  como  elector  en  más  de 
una  circunscripción  de  un  burgo  parla- 
mentario dividido  en  varias  de  éstas,  y 
uno  de  aquéllos  se  encontrare  determi- 
nado por  el  domicilio,  esta  inscripción 
será  la  que  prevalezca. 

Art.  6.a— §  1."  Este  párrafo  declara 
inaplicables  las  leyes  que  rigen  la  ins- 
cripción de  los  electores  por  efecto  de 
su  residencia  en  un  burgo  municipal  y 
no  parlamentario. 

fj  2."  Trata  de  la  confección  de  las 
listas  electorales  en  lo  que  concierne  á 
los  electores  residentes  en  un  burgo 
municipal  que  se  convierte  en  burgo 
parlamentario  y  que  pierde  esta  cuali- 


dad por  efecto  de  reducirse  nuevamen- 
te á  burgo  municipal. 

§  3."  Las  listas  electorales  por  de- 
recho de  residencia  y  de  burgueses  se 
revisarán  por  el  Reoising  Barrister  en 
el  condado  parlamentario  en  que  se 
encuentre  sito  el  burgo  municipal;  en 
el  caso  de  que  este  burgo  formare  par- 
te de  más  de  un  condado  parlamenta- 
rio, dicha  revisión  se  llevará  á  cabo 
por  el  Reviaing  Barrister  encargado  del 
condado  parlamentario  en  el  que  se 
encuentre  sita  la  mayor  extensión  del 
burgo  municipal,  y  en  éste  deberá  cons- 
tituirse el  Tribunal  correspondiente. 

Art.  7.°—  §  1."  Los  Secretarios  de 
los  juzgados  de  paz  y  municipales  re- 
mitirán sus  instrucciones  á  los  Inspec- 
tores (onerseera)  dentro  del  término  de 
doce  dias,  contados  desde  la  promul- 
gación de  la  presente  ley,  con  respecto 
al  año  1885,  y  en  los  sieta  dias  anterio- 
res al  15  de  Abril  con  respecto  á  los 
años  sucesivos. 

%  2."  Disposición  especial  &  los  con- 
dados de  quarter  sessions. 

§  3."  Disposición  relativa  &  los  Se- 
cretarios de  los  juzgados  de  paz  que 
comprendan  más  de  una  circunscrip- 
ción de  quarter  sessions. 

Art.  8.°  Disposición  referente  &  las 
costas  y  honorarios  de  los  Secretarios 
de  los  juzgados  de  paz,  y  por  los  tra- 
bajos y  obligaciones  que  les  impone  la 
ley  Electora]  de  1884  a). 

Art.  9.a — %  1.a  Cuando  una  parroquia 
se  encontrare  comprendida,  parte  den- 
tro y  parte  fuera  de  los  limites  de  un 
condado  parlamentario  y  de  un  burgo, 
los  habitantes  de  dicha  parroquia  debe- 
rán inscribirse  en  el  censo  con  arreglo 
á  las  disposiciones  de  la  Parlamentarg 
and  Registration,  aet  1878. 


(I)    Insoria  ulteriormente. 
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§  2.a  Las  leyes  referentes  &  las  ins- 
cripciones parlamentarias  y  la  presen- 
te serán  aplicables  de  igual  modo  que  si 
las  diversas  partes  de  la  parroquia,  di- 
vidida por  los  limites  del  condado,  cons- 
tituyeren parroquias  distintas,  y  como 
sí  los  Inspectores  de  la  parroquia,  con- 
siderada en  su  conjunto,  fueren  asimis- 
mo Inspectores  de  la  parroquia  dividida 
en  la  forma  indicada. 

Art.  10.  Los  individuos  considera- 
dos como  electores  en  virtud  del  dere- 
cho de  ocupación,  según  el  art.  3.°  de 
la  ley  Electoral  de  1884,  tendrán  de- 
recho á  figurar  en  las  listas  electorales 
como  si  las  disposiciones  de  la  presen- 
te ley  hubieren  tenido  fuerza  obligato- 
ria y  debido  producir  sus  efectos  duran- 
te el  año  de  1884. 

Art.  11.  Los  individuos  que  gocen  de 
la  cualidad  de  electores  por  disfrutar 
de  una  renta  de  50  libras  esterlinas, 
deberán  inscribirse  como  electores  en 
virtud  del  derecho  de  ocupación  y  no 
como  propietarias,  reputándoseles  com- 
prendidos en  la  expresión  occupation 
ooier  empleada  en  la  presente  ley;  los 
Inspectores  deberán  insertar  el  nombre 
de  todo  elector  que  disfrute  de  SO  libras 
esterlinas  en  las  listas  de  occupation  Bo- 
tera, y  anotará  la  mención  de  «impug- 
nadas al  margen  del  nombre  de  cada 
elector  propietario. 

Art.  12.  Cada  uno  de  los  periodos 
durante  los  que  se  tiene  facultad  para 
ser  inscripto  en  las  listas  electorales 
de  un  condado  parlamentario  en  virtud 
de  la  Parlamentara  and.Regintration, 
act  de  1878  que  se  cuentan  actualmente, 
á  partir  del  último  dia  del  mes  de  Julio, 
se  determinarán  en  lo  sucesivo  á  con- 
tar del  día  15  de  Julio  de  cada  año. 

Art.  13.— §  1.°  Cuando  un  condado 
parlamentario  estuviere  formado  de  la 
circunscripción  de  un  Tribunal  de  guar- 


iera sesaions,  el  Tribunal  que  ejerza  su 
jurisdicción  en  esta  circunscripción 
será  la  autoridad  local  que  tenga  facul- 
tad de  dividir  el  condado  parlamentario 
en  circunscripciones  electorales  en  vir- 
tud de  la  legislación  vigente. 

§  2.°  Cuando  un  condado  parlamen- 
tario se  extendiera  á  más  de  una  cir- 
cunscripción de  quarter  aeaaiona,  el  Tri- 
bunal de  la  circunscripción  de  mayor 
extensión  de  los  que  constituyan  el 
condado  parlamentario  será  la  autori- 
dad con  atribuciones  para  dividir  el 
condado  en  circunscripciones  electo- 
rales. 

§  3.°  Cuando  un  condado  parlamen- 
tario comprenda  varias  circunscripcio- 
nes de  quarter  aetsiona,  la  autoridad 
local,  con  facultades  para  dividirlo  en 
varias  circunscripciones  electorales, 
podrá  obrar,  de  acuerdo  con  otro  Tri- 
bunal de  quarter  aeeaiona  que  tenga  ju- 
risdicción en  dicha  circunscripción, 
para  la  constitución  de  una  Junta  com- 
binada al  efecto,  de  ocuparse  de  la 
división  del  condado  en  circunscripcio- 
nes electorales,  y  de  determinar  los 
puntos  en  que  hayan  de  fijarse  los  co- 
legios electorales  respectivos,  y  se  pro- 
cederá á  la  adopción  de  las  medidas  que 
se  conceptúen  convenientes,  previo  in- 
forme de  dicha  Junta. 

§  4.a  La  autoridad  local  que  disfrute 
de  atribuciones  para  dividir  el  conda- 
do parlamentario  en  circunscripciones 
electorales,  procederá,  un  mes  lo  más 
tarde,  contado  desde  la  promulgación 
de  la  presente  ley,  al  estudio  de  la  divi- 
sión del  condado  ó  del  burgo  respectivo 
en  circunscripciones  electorales,  de 
conformidad,  si  hubiere  lugar,  á  las 
leyes  relativas  á  la  división  ó  á  la  sub- 
división de  los  condados  y  burgos  en 
circunscripciones  electorales,  de  tal 
suerte,  que  éstas  queden  formadas  se- 
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gún  las  reglas  señaladas  en  dichas  le- 
yes, con  objeto  de  facilitar  las  comuni- 
caciones. 

§  5.°  Una  vez  promulgada  la  presen- 
te ley  ee  procederá,  en  donde  fuere  ne- 
cesario, á  la  constitución  de  un  Tribu- 
nal de  general  sesaions. 

Art.  14.— §  1.°  Disposición  referen- 
te á  la  repartición  de  los  gastos  que 
hayan  de  soportarse  por  las  diversas 
villas  de  un  condado  parlamentario 
con  ocasión  de  la  división  del  condado 
en  circunscripciones  electorales. 

§  2.°  Disposición  determinante  de  la 
parte  de  gastos  que  haya  de  soportar 
un  burgo  parlamentario  sujeto  a  la  ju- 
risdicción de  varios  Tribunales  de  quar- 
ter  sesseons  de  condado  en  los  gastos 
concedidos  al  Secretario  municipal  por 
las  leyes  electorales. 

§  3.°  Los  ingresos  percibidos  por  un 
Secretario  de  un  juzgado  de  paz,  se  de- 
ducirán de  los  arbitrios  impuestos  para 
cubrir  los  gastos. 

Art.  15.  Nadie  podrá,  en  lo  sucesi- 
vo, ser  inscripto  como  elector  parla- 
mentario en  calidad  de  habitante  de  un 
edificio  que  forme  parte  ó  esté  anexo  á 
los  colegios  de  las  Universidades  de 
Oxford  y  de  Cambridge  (1). 

Art.  16.— §  1,"  Loa  individuos  ins- 
criptos como  electores  parlamentarios 
en  el  censo  electoral  de  una  parroquia, 
estarán  facultados  para  dirigirse  al  Se- 
cretario de  la  Administración  parro- 
quial, solicitando  se  les  entregue  una 
lista  comprensiva  de  los  nombres  y  se- 
ñas que  aparezcan  en  el  censo  de  to- 
das las  personas  que,  durante  un  tiem- 
po dado,  hayan  estado  exentas  de  los 
arbitrios  impuestos  por  los  Adminis- 
tradores, sea  á  titulo  de  socorro  parro- 

(I)  Derogación  del  Acta  9."  j  8.*,  Gnill.  IV, 
capítulo  XLVII,  art.  78. 


quial  ó  por  cualquier  otro  Ululo,  y  que 
continuaren  siendo  habitantes  de  la 
parroquia. 

§  2."  El  Secretario  de  la  Administra- 
ción parroquial,  después  de  satisfacer- 
se los  derechos  legales  por  el  solicitan- 
te, le  remitirá  la  lista  pedida,  y  caso  de 
contravenir  á  esta  disposición,  incurri- 
rá en  corrección  disciplinaria. 

Art.  17.  Las  leyes  mencionadas  en 
el  primer  anexo  que  acompaña  á  la  pre- 
sente ley  quedan  derogadas,  sin  per- 
juicio de  los  derechos  adquiridos  (i). 

Art.  18.  Disposición  referente  á  la 
sustitución  de  las  Instrucciones  ante- 
riores, por  las  que  se  contienen  en  los 
anexos  que  acompañan  á  la  presente 
ley  (2). 

Art.  19.    Definiciones: 

OwnersAip  voter  (3),  designa  todo  in- 
dividuo que  es  elector  por  poseer  una 
propiedad  á  titulo  de  habitación,  de 
ocupación  ó  de  inquilinato. 

Fifiy  poundos  rental  (4),  designa  la 
persona  que  ha  sido  inscripta  en  6  de 
Diciembre  de  1884  como  elector  en  un 
condado,  en  ejecución  del  art.  20  de  la 
Reforma  aet  1832,  por  poseer  propie- 
dades inmuebles  que  produzcan,  á  lo 
menos,  cincuenta  libras  esterlinas,  y 
que  continúa  disfrutando  de  esta  cuali- 


(!)    H*  aquí  la  lista  do  la*  lejos  derogudaa: 
—Art.  t*  y  ansio  A.  de  la  Ptrl&mcntary  Rt- 
QMrttion,  acl  1848  {8,  Vict,  cap.  XVIII). 

— Artículos  4.°,  B.*  j-  12,  y  ansio  A.  de  la  Co- 
rnil»   Voten   Rtgistntion,    ací    1865     (28    y   23 

Vict.,cap.  XXXVI). 

—Art.  80  de  la  Rspríseníalicrn  of  the  Peopie, 
ad  1861  {80  y  81  Viet.,  cap.  CU). 

— Artículo»  II  y  19  de  la  l'&rlamcrtary  Eltctori 
¡iegittration,   uf  1868(81  y 82,  Vict.,  cap.LVIII). 

(2)     No  M  inserten  por  carecer  de  interés. 

(8)    Elector  propietario. 

(4)  Elector  qua  disfrota  de  50  librea  ester- 
linas de  renta. 
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dad  como  propietario  de  este  inmueble, 
en  los  términos  del  art.  10  de  la  ley 
de  1884  (1). 

Occupation  ooter  (2)  significa,  en  lo 
que  concierne  a  un  condado  parlamen- 
tario, un  individuo  que  disfrute  de  ca- 
pacidad electoral  en  virtud  de  una  cua- 
lidad conferida  por  la  ley  Electoral  de 
1884,  y  en  lo  que  se  refiere  a  un  burgo 
parlamentario,  designa  un  individuo 
que  goza  del  derecho  de  sufragio,  en 
virtud  del  art.  5."  de  la  ley  de  1884  ó 
como  household  ó  lodger,  según  las 
definiciones  contenidas  en  dicha  ley. 

Parlamentara  Regiatration  acta,  sig- 
nifica las  Parlamentara  Regiatration 
acta  de  1843  y  la  Parlamentary  and 
municipal  Regiatration,  aet  de  1878  y 
las  leyes  que  han  modificado  &  éstas  ó 
todas  las  disposiciones  legales  que  con- 
ciernen a  los  Reoiaing  Barriaters,  la 
inscripción  de  los  electores,  y  en  ge- 
neral, todas  las  leyes  relativas  a  los 
arbitrios  que  se  relacionan  con  la  con- 
fección de  listas  electorales. 

Parlamentara  Comiiy  (3)  significa  un 
condado  que  elige  uno  ó  varios  indivi- 
duos del  Parlamento  y  una  circunscrip- 
ción del  condado  cuando  el  condado  se 
divide  en  éstas  para  las  elecciones. 

Court  of  comity  quarter  aeaaiona,  desig- 
na, en  general,  los  Tribunales  que  ra- 
dican y  tienen  jurisdicción  sobre  todo 
un  condado  ó  circunscripción,  ó  distri- 
tos que  posee  un  Tribunal  de  paz  y  un 
Tribunal  distinto  del  mencionado,  apli- 
cándose esta  denominación  a  los  Tri- 
bunales que  actúan  en  la  isla  de  Ely. 

Comitij  quarter  aeaaional  arca,  designa 
la  circunscripción  sobre  que  ejerce  un 
Tribunal  su  jurisdicción  en  virtud  de  la 


(1)  Mi 

(2)  Elector  por  derecho  de  ocupación. 
(9)    Condado  parlamentario. 


presente  ley,  para  la  aplicación  de  la 
cual  todas  las  circunscripciones  electo- 
rales formadas  en  los  condados  y  bur- 
gos se  consideraran  como  colocadas 
bajo  la  jurisdicción  del  Tribunal  de 
quarter  aesgions  y  del  Secretario  del  juz- 
gado de  paz  del  condado  ó  de  la  frac- 
ción del  condado. 

Por  Secretario  del  juzgado  de  paz  en 
una  circunscripción  de  quarter  aeniont, 
deberá  entenderse  en  los  condados  el 
Secretario  del  juzgado  de  paz  del  con- 
dado entero,  del  distrito,  y  el  de  los 
juzgados  de  paz  de  la  isla  de  Ely. 

Art.  20.— §  1."  La  presente  ley  no 
será  aplicable  á  Escocia  ni  &  Irlanda. 

§2.°  Dicha  ley  llevará  el  titulo  de 
Regiatration  aet  1885. 

2. — Ley  (eaeoceaa)  modificativa  de  la  le- 
gialación  referente  a  la  inscripción  de 
loa  electorea  (1). 

Articulo  1."    Titulo  de  la  ley. 

Art.  2."  Definición  de  la  expresión: 
Regiatration  aet  (ley  de  la  inscí  ipción 
electoral). 

Art.  3.a— §  1.a  La  Reina,  oído  su 
Consejo,  podrá  determinar  las  formas 
que  hayan  de  observarse  para  la  eje- 
cución de  las  Regiatration  acia  y  de  la 
presente,  incluso  para  la  formación  del 
rol  de  evaluación,  y  tendrá  facultades 
para  modificar  las  formalidades  preve- 
nidas en  los  anexos  que  acompañan  á 
las  Regiatration  acü. 

%  2."  Las  orden  m  couneil,  dictadas 
en  virtud  de  la  presente  ley,  se  publi- 
carán en  la  Gaceta  de  Edtmburyo,  y 
presentarán  acto  continuo  á  las  dos  Cá- 
maras del  Parlamento. 

g  3."  Las  decisiones  de  la  Reina  po- 
drán recibir  modificaciones. 


(D 


ij«,  Vict.,  cap.  XVI. 


3,git,zedbyG00gIC 


LEYBB  ELECTOfeALES  DE  INGLATERRA 


§  4."  Forma  det  rol  de  evaluación, 
redactado  en  vista  de  las  elecciones  y 
derogación  de  leyes  anteriores. 

Art.  4."  Los  Asesores  que  desempe- 
ñen sus  funciones  en  virtud  de  las  Re- 
giatration  AcU,  tendrán  el  derecho,  en 
lugar  de  emplear  los  medios  de  inves- 
tigación puestos  á  su  disposición  por 
el  art.  9.*  de  la  ley  Electoral  de  1884  (l) 
para  la  practica  de  las  inscripciones 
electorales,  de  dirigirse  á  cualquier 
contribuyente  en  virtud  de  la  ocupación 
de  tierras  y  propiedades  que  compren- 
den una  habitación  ó  á  los  represen- 
tantes de  aquél,  al  efecto  de  obtener 
una  enumeración  exacta  y  por  escrito 
de  los  nombres  de  todas  las  personas 
residentes  en  aquéllas  y  distintas  del 
propietario,  con  indicación  de  la  fecha 
de  su  establecimiento  y  con  descripción 
de  las  habitaciones  y  viviendas  de  que 
se  trate;  si  el  propietario  ó  su  repre- 
sentante procedieren  con  negligencia 
en  el  suministro  de  las  indicaciones 
requeridas  dentro  de  los  catorce  días 
siguientes,  incurrirán  en  responsabi- 
lidad. 

Art.  5.°  Las  personas  que  hubieren 
adquirido  durante  el  año  1881  la  cuali- 
dad de  habitantes  domiciliados  en  el 
condado,  tendrán  derecho  á  ser  ins- 
criptas como  electores. 

Art.  6."  En  lo  sucesivo  los  Asesores 
tendrán  exquisito  cuidado  de  llevar  en 
cuenta  todas  las  habitaciones  al  formar 
el  rol  de  evaluación  en  los  condados  y 
burgos. 

Art.  7.°  Cuando  una  parroquia  estu- 
viere dividida  en  varias  circunscripcio- 
nes electorales  ó  forme  parte  de  una 
circunscripción  más  extensa,  se  forma- 
rá el  censo  de  dicha  parroquia  separa- 
damente por  circunscripciones. 


Art.  8."  Cuando  un  burgo  no  envíe 
más  Diputados  al  Parlamento,  el  censo 
electoral  continuará  formándose  con 
separación;  pero  las  funciones  desem- 
peñadas antes  por  el  Secretario  muni- 
cipal se  confiarán  al  Secretario  del  juz- 
gado. 

Art.  9."  Derogación  del  art.  2."  de  la 
ley  16  y  17,  Victoria,  cap.  XXVIII,  que 
prescribía  la  publicación  con  seis  se- 
manas de  anticipación  en  el  Nort  Bri- 
tiah  Adcertiter  y  en  la  Gaceta  de  Edim- 
burgo, los  aumentos  ó  modificaciones 
de  las  circunscripciones  electorales;  en 
lo  sucesivo  bastará  la  publicación  de 
estas  alteraciones  durante  dos  semanas 
en  un  diario  cualquiera  del  condado, 
previa  designación  hecha  por  el  Juez. 

Art.  10. — §  1."  Cuando  un  condado 
hubiere  sido  dividido  en  secciones  para 
las  elecciones  parlamentarias,  los  Com- 
missionners  of  Supply  podrán  cambiar 
el  Asesor  ó  Asesores  encargados  en 
cada  condado  de  formar  el  censo  elec- 
toral en  las  diversas  secciones  del  con- 
dado, y  practicarán  la  repartición  de 
las  secciones  entre  los  Asesores  de  la 
manera  que  conceptúen  más  conve- 
niente. 

§2.°  Hasta  que  se  disponga  otra 
cosa,  el  Asesor  encargado  actualmente 
de  formar  el  censo  electoral  en  cada 
sección  continuará  encargado  de  estas 
funciones. 

Art.  11.  Queda  prohibido  á  los  Ase- 
sores, nombrados  antes  ó  después  de 
la  promulgación  de  la  presente  ley,  el 
ser  Secretarios  de  juzgado  Commis- 
sionners  of  Supply  ó  recaudadores  de 
Beneficencia,  asi  como  ser  empleados 
como  factores  ó  como  administradores 
de  fincas  en  el  condado  ó  en  el  burgo 
en  que  desempeñen  sus  funciones. 

Art.  12.  Los  Commitíiotmers  of  Sup- 
ply de  un  condado  y  los  Magistrados 
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de  un  burgo,  estarán  encargados  de  vi- 
gilar la  impresión  del  rol  de  evaluación 
y  de  llevar  la  contabilidad  de  los  gas- 
tos que  la  misma  ocasione. 

Art.  13.  Cuando  una  habitación  es- 
tuviere ocupada  en  común  por  varias 
personas  y  el  alquiler  neto  de  la  misma 
arrendada  sin  amueblar,  dividido  entre 
los  varios  inquilinos,  représenle  por 
año  y  por  cabeza  una  cantidad  de  10  li- 
bras esterlinas,  como  mínimum,  cada 
una  de  las  personas  alojadas  podrá, 
siempre  que  cumpla  las  demás  condi- 
ciones requeridas,  ser  inscripto  como 
elector  por  su  cualidad  de  inquilino, 
concurriendo  la  circunstancia  de  que  el 
número  de  individuos  inscriptos  por 
este  concepto  no  exceda  de  dos  por  vi- 
vienda. 

Art.  14.  En  el  caso  de  que  un  indivi- 
duo reclamare  la  cualidad  de  elector 
fundándose  en  el  derecho  de  inquili- 
nato, la  declaración  jurada  que  acom- 
pañe á  su  reclamación  se  reputará  co- 
mo prueba  de  la  cualidad  alegada. 

Art.  15.  Remuneración  de  los  recau- 
dadores de  Beneficencia. 

Art.  16.  Durante  el  año  de  1885  se 
adjuntarán  auxiliares  á  los  Asesores 
para  llevar  á  efecto  la  confección  de  las 
nuevas  listas  electorales  en  los  conda- 
dos y  burgos. 

Art.  17.— §  1."  Cuando  el  nombre  de 
una  persona  cualquiera  apareciere  dos 
ó  más  veces  en  las  listas  electorales  de 
un  mismo  condado  parlamentario  ó  de 
un  burgo,  investigará  el  Juez  si  estas 
Inscripciones  múltiples  se  refieren  ó  no 
&  la  misma  persona,  y  en  caso  afirma- 
tivo, conservará  una  de  ellas  y  anulará 
las  demás. 

§  2.°  La  persona  inscripta  dos  ó 
más  veces  podrá  elegir  la  inscripción 
que  desee  conservar,  dirigiendo  una 
instancia  al  Juez  antes  de  la  apertura 


de  la  primera  audiencia  en  que  deba 
comenzarse  la  revisión  de  las  listas  en 
que  aparezca  la  inscripción  múltiple,  ó 
mediante  una  solicitud  dirigida  en  nom- 
bre de  la  persona  interesada,  por  un 
mandatario  que  deberá  comparecer 
ante  la  primera  audiencia  que  Be  ce- 
lebre. 

§  3."  Si  la  persona  interesada  no 
diere  á  conocer  bu  deseo,  se  procederá 
en  la  forma  siguiente: 

a)  En  los  condados: 

1."  Si  una  délas  inscripciones  apa- 
reciere hecha  en  razón  del  derecho  de 
propiedad,  esta  será  la  que  se  con- 
serve; 

2."  Si  todas  las  inscripciones  ó  nin- 
guna de  ellas  se  basaren  en  dicho  dere- 
cho y  una  de  ellas  se  fundare  en  el  do- 
micilio del  elector,  se  conservará  ésta; 

3.°  En  los  demás  casos,  se  conser- 
vará la  primera  inscripción  que  apa- 
rezca. 

b)  En  los  burgos: 

I.°  Si  una  de  las  inscripciones  se  ba- 
sare en  el  domicilio  del  elector,  ésta 
será  la  que  se  conserve; 

2."  En  todos  los  demás  casos,  la  pri- 
mera inscripción  que  aparezca  será  la 
que  se  conserve. 

En  ios  condados  y  burgos,  si  una  de 
las  inscripciones  múltiples  fuere  im- 
pugnada, no  anulará  el  Juez  las  demás 
Ínterin  se  resuelva  la  oposición  de 
modo  favorable  al  elector. 

§4."  Cuando  un  burgo  estuviere  di- 
vidido en  secciones  y  el  nombre  de  una 
persona  apareciere  en  las  listas  electo- 
rales de  varias  de  ellas,  se  conservará 
la  inscripción  determinada  por  el  lugar 
del  domicilio,  y  si  hubiere  una  que  co- 
rrespondiere á  la  lista  de  la  sección  en 
que  el  elector  tenga  su  domicilio,  se 
conservará  ésta  y  se  anularán  las 
demás. 
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§5.°  La  expresión  «condado  parla- 
mentario» (Parlamentara  COmitjf)Blgni- 
flca,  en  el  presente  articulo,  un  conda- 
do que  elige  ó  contribuye  á  la  elección 
de  un  miembro  del  Parlamento,  y  una 
sección  del  mismo  condado  si  está  di- 
vidido en  varias  circunscripciones  elec- 
torales. 

3.— Ley  (irlandesa)  modificativa  de  la 
legislación  referente  á  la  inscripción 
de  electores  (i). 

Articulo  1.°— §  1."  Las  personas  que 
tengan  el  derecho  de  ser  inscriptas  en 
las  listas  electorales  durante  el  año  1885 
por  gozar  de  la  capacidad  necesaria, 
deberán  ser  inscriptas  en  el  caso  de 
que  laB  disposiciones  de  la  ley  Electo- 
ral de  1884  (2),  que  establecen  el  hous- 
cholfranckiae,  indicando  las  personas 
consideradas  como  domiciliadas  y  re- 
glamentando la  inscripción  de  los  nom- 
bres de  las  personas  en  el  censo  de 
propietarios  (Ratebooks),  hubiesen  sido 
observadas  y  aplicadas  durante  el  cita- 
do año  de  1884. 

8  2,°  Cuando  se  hubiere  establecido 
una  contribución  6  impuesto  antes  de 
la  promulgación  de  la  presente  ley;  los 
nombres  de  las  personas  mencionadas 
deberán  agregarse  al  censo  de  contri- 
buyentes si  no  aparecieren  ya  en  él, 
bien  en  una  columna  agregada,  bien 
en  una  lista  distinta  ó  en  la  forma  que 
se  conceptuare  más  conveniente. 

Art.  2."  Para  disfrutar  del  derecho 
de  reclamar  la  cualidad  de  Aouscholder 
franehise  y  la  inscripción  en  el  censo 
electoral  en  cualidad  de  domiciliado, 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  ley  Elec- 


(1)  48  y  48,  Victoria,  cap.  XVII. 

(2)  Inserta  anteriormea  te. 


toral  de  1884,  no  se  requerirá  pagar  un 
impuesto  distinto  en  razón  de  un  domi- 
cilio ocupado  separadamente. 

Art.  3.°  Formalidades  que  deben 
observarse  en  la  inscripción  de  los  ciu- 
dadanos en  las  listas  electorales. 

Art.  4.a— §  1.°  Cuando  durante  las 
operaciones  de  revisión  de  las  listas 
electorales  de  un  condado,  de  una  villa 
óde  un  burgo  de  Irlanda,  reclamare  una 
persona  su  inscripción,  alegando  po- 
seer una  cualidad,  que  en  opinión  del 
Revising  Barrisier  no  se  encuentre  su- 
ficientemente justificada  desde  el  pun- 
to de  vista  legal,  pero  conceda,  sin 
embargo,  derecho  á  una  inscripción 
por  un  titulo  distinto  del  invocado  por 
el  reclamante,  dicho  funcionario  corre- 
girá la  cualidad  atribuida  al  elector 
inscripto  y  conservará  la  inscripción 
que  aparezca  en  la  lista  prevenida  por 
la  ley;  si,  por  el  contrario,  la  inscrip- 
ción figurare  en  una  lista  en  que  según 
la  ley  no  deba  aparecer,  por  haberse 
efectuado  en  virtud  de  una  cualidad 
inexistente,  el  Reoising  Barrisier  mo- 
dificará la  inscripción,  anulando  la  que 
aparezca  indebidamente  en  una  lista  y 
trasladándola  á  la  correspondiente. 

§2."  Hayaó  no  sido  impugnada  lains- 
cripción  de  un  elector,  en  ningún  caso 
procederá  la  admisión  de  la  prueba  de 
que  la  cualidad  alegada  es  la  que  ver- 
daderamente adorna  al  elector,  y  el 
mismo  Retiaing  Barrisier  no  podrá  al- 
terar la  que  aparezca  en  las  listas, 
sino  para  definirla  con  mayor  claridad 
y  exactitud. 

Art.  5.°  Los  socorros  médicos  ó  qui- 
rúrgicos prestados  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  las  leyes  referentes  á  los 
Medical  Cfiariíies  en  Irlanda,  no  se  re- 
putarán socorros  públicos  en  el  sentido 
á  que  aluden  las  leyes  que  han  regla- 
mentado el  Relie/ of  (fie  Desiilute  Poor 
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en  Irlanda,  ni  producirán  los  efectos 
previstos  en  las  leyes  electorales. 

Art.  6.°  Las  incapacidades  estable- 
cidas por  el  art.  111  de  la  ley  Electora) 
de  1850,  serán  aplicables  á  los  Free- 
men,  y  el  Secretario  municipal  sumi- 
nistrará al  Secretario  de  la  unión  una 
copia  de  las  listas  de  aquéllos;  éste  de- 
berá devolver  al  Secretario  municipal 
la  copia  recibida,  indicando  al  margen 
de  cada  nombre  si  ha  cesado  ó  no  la 
incapacidad  de  la  persona  respectiva. 

Art.  7."  Cuando  una  persona  que  pre- 
tenda ocupar  ó  haber  ocupado  un  domi- 
cilio, tierra  ó  finca,  hubiere  sido  lanzada 
por  taita  de  pago  del  alquiler  ó  renta 
durante  el  plazo  indispensable  para 
adquirir  la  capacidad  electoral ,  pero 
hubiere  sido  reintegrada  posteriormen- 
te en  la  posesión  de  la  tierra  ó  finca 
ocupada,  por  haber  pagado  las  sumas 
debidas  dentro  del  tiempo  hábil,  esta 
persona  deberá  ser  inscripta  en  las  lis- 
tas, no  obstante  la  incapacidad  tempo- 
ral incurrida, siempre  que  pueda  justifi- 
car el  pago  de  los  arbitrios  de  benefl- 

Art.  8.°  Si  una  persona  se  concep- 
tuare lesionada  por  una  decisión  de  la 
autoridad  judicial,  que  se  niegue  á  es- 
tatuir acerca  de  una  dificultad  suscita- 
da con  ocasión  de  la  aplicación  de  las 
disposiciones  de  las  Regiatration  acto, 
podrá,  dentro  del  término  de  treinta 
días,  dirigirse  al  Tribunal  Supremo 
para  que  estatuya  acerca  de  la  cues- 
tión. Siguen  detalles  de  procedimiento. 

Art.  9.°—  §  1."  Formalidades  que  han 
de  seguirse  en  la  división  de  los  conda- 
dos de  Irlanda  en  circunscripciones 
electorales,  é  indicación  de  las  modifi- 
caciones introducidas  en  las  leyes  an- 
teriores. 

§  2.°  Confección  de  las  listas  electo- 
rales en  nuevas  circunscripciones,  for- 


madas en  ejecución  de  lo  dispuesto  en 
la  presente  ley. 

§  3."  Un  mes  después  de  la  promul- 
gación de  la  presente  ley,  las  villas  de 
Dublin  y  de  Belfast  se  dividirán  en  va- 
rias circunscripciones  electorales.  Los 
demás  burgos  de  Irlanda  se  dividirán, 
en  el  mismo  lapso  de  tiempo,  de  tal 
modo,  que  exista  en  cada  sección  el 
mismo  número  de  electores.  Estas  sec- 
ciones podrán  cambiarse,  según  se  es- 
time conveniente,  por  los  Municipios 
respectivos.  El  censo  electoral  deberá 
contener  las  listas  electorales  de  cada 
sección  electoral. 

§  4."  Si  durante  la  práctica  de  una 
operación  de  revisión  de  listas  electo- 
rales se  observase  por  la  autoridad 
competente  que  el  nombre  de  un  ciuda- 
dano se  ha  inscripto  erróneamente  en 
una  lista  de  una  circunscripción  elec- 
toral, al  paso  que  ha  debido  inscribirse 
en  la  lista  de  una  circunscripción  dife- 
rente, deberá  rectificarse  conveniente- 
mente este  error.  La  autoridad  deberá, 
al  practicar  esta  rectificación,  relacio- 
nar las  diversas  listas  del  condado  ó 
del  burgo  con  la  ordenanza  que  ha  es- 
tablecido la  división  del  condado  Ó  el 
burgo  en  circunscripciones  electorales. 

Art.  10.  Funcionarios  que  deben  in- 
tervenir en  la  rectificación  á  que  se 
alude  en  el  articulo  anterior. 

Art.  11.  Sueldos  y  gratificaciones  de 
los  mismos. 

Art.  12.  Sueldos  y  gratificaciones  de 
los  funcionarios  encargados  de  la  con- 
fección y  revisión  de  las  listas  electo- 
rales en  las  villas  de  Dublin,  Pembroke 
y  Blackrock. 

Art.  13.  Las  listas  electorales  po- 
dran confeccionarse  por  orden  alfabé- 
tico ó  por  calles,  según  se  decida  por 
la  autoridad  competente. 

Art.  14.    Reglas  transitorias  referen- 
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tes  &  las  listas  que  hayan  de  formarse 
en  el  año  1885. 

Art.  15.  Los  recaudadores  de  los  ar- 
bitrios de  Beneficencia,  en  una  unión, 
deberán  auxiliar  al  Secretario  respec- 
tivo en  el  cumplimiento  de  las  formali- 
dades prescriptas  por  la  ley  Electoral 
de  1884,  art.  9.*,  remitiendo  los  avisos 
mencionados  en  dicho  articulo  y  to- 
mando parte  activa  en  cuantas  opera- 
ciones y  diligencias  fuere  necesario. 

Art.  16.  El  funcionario  encargado 
del  Registro  del  estado  civil  remitirá 
anualmente,  antes  de  1."  de  Julio,  al 
Secretario  de  la  unión,  una  relación 
certificada  de  los  nombres,  edad  y  do- 
micilio de  todos  los  individuos  varones 
y  adultos  fallecidos  en  la  circunscrip- 
ción respectiva  durante  los  doce  meses 
anteriores. 

Art.  17.  Funcionarios  ante  quienee 
deben  formularse  las  reclamaciones  de 
inclusión  ó  exclusión  en  las  listas  y 
modificación  de  inscripciones. 

Art.  18.  (Procedimiento  que  ha  de 
seguirse  en  cada  caso.) 

Art.  19.  Publicidad  que  ha  de  darse 
a  las  listas  electorales  á  los  efectos  de 
lo  establecido  en  los  artículos  17  y  18. 

Art.  20.  (Declara  vigentes  los  ar- 
tículos 26  y  36  de  la  ley  Electoral 
de  1850.) 

Art.  21.  El  elector  cuya  inscripción 
fuere  impugnada,  sólo  estará  obligado 
&  suministrar  explicaciones  acerca  de 
los  puntos  impugnados  ante  el  Reoising 
Barrister. 

Art.  22.  Todo  motivo  distinto  de  im- 
pugnación que  estime  el  Revising  Ba- 
rrister sin  fundamento,  frivolo  ó  veja- 
torio, dará  derecho,  á  instancia  del 
elector  interesado,  para  solicitar  una 
indemnización  de  dos  shillinga  y  seis 
penee  como  mínimum,  aun  en  el  caso 
de  que  el  nombre  del  elector  respectivo 


se  borrare  de  la  lista  por  efecto  de  otra 
causa  distinta. 

Art.  23.  El  importe  de  los  gastos 
originados  por  una  elección  no  deberá 
exceder  de  cinco  libras  esterlinas  por 
voto. 

Art.  24.  Los  Reoising  Barristers  se- 
ñalarán una  hora  de  audiencia  por  la 
tarde.  Los  dias  y  horas  señaladas  se 
harán  saber  al  público  por  medio  de 
anuncios,  quedando  encargados  de  esta 
publicidad  el  Secretario  municipal  ó  el 
del  juzgado  de  paz. 

Art.  25.  (Apelación  de  las  resolucio- 
nes del  Reoiting  Barrister.) 

Art.  26  (Procedimiento  que  debe  se- 
guirse.) 

Art.  27.  Atribuciones  inherentes  á  la 
jurisdicción  competente  para  estatuir 
acerca  de  las  dificultades  é  impugna- 
ciones presentadas  con  motivo  de  la 
revisión  de  las  listas  electorales. 

Art,  28.  Procedimiento  que  ha  de 
seguirse  en  caso  de  fallecimiento  del 
impugnador  de  una  inscripción  en  las 
listas  electorales. 

Art.  29.  Los  funcionarios  encarga- 
dos de  la  ejecución  de  la  ley  Electoral 
de  1884,  que  no  hubieren  tomado  pose- 
sión de  su  destino  en  tiempo  hábil,  se 
reputarán  dimisionarios. 

Art.  30.  Modificación  de  las  fechas 
mencionadas  en  el  art.  22  de  la  Parla- 
meniary  and  Municipal  Regisiration, 
aei  de  1878. 

Art.  31.  En  1885  la  hoja  de  arbitrios 
mencionados  en  el  art.  28  de  la  ley  Elec- 
toral de  1867  podrá  remitirse  en  una 
época  cualquiera,  siempre  antes  de  9  de 
Junio. 

Art.  32.  En  la  presente  ley,  la  expre- 
sión Lord-Histenant  (1)  designa  asimis- 
mo el  Gobernador  en  jefe  y  los  Gober- 


(1)    Art.  10. 
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nadores  actualmente  en  funciones  en 
Irlanda. 

La  expresión  The  Parlamentara  Vo- 
ten {Ireland),  aet  1850,  designa  la  ley 
votada  durante  la  sesión  13  y  14,  Vic- 
toria, cap.  LX1X. 

El  término  Reviting  Barrister  desig- 
na igualmente  los  individuos  de  un  Tri- 
bunal de  condado  y  el  Presidente  (1)  de 
un  Tribunal  de  quarter  sesstons. 

Las  demás  frases  y  términos  emplea- 
dos en  la  presente  ley  recibirán  la  mis- 
ma significación  que  en  la  ley  Electoral 
de  1884. 

Art.  33.  La  presente  ley  será  aplica- 
ble únicamente  &  Irlanda  y  se  designa- 
rá con  el  nombre  de  Parlamentara  R*- 
gistration  (Ireland),  aet  1885. 

§  9.°— Modificaciones  Introducidas  en 
la  capitalidad  de  loa  colegios  electo- 
rales, con  respecto  á  las  elecciones 
par  lamen  ta  rías . 

Ley  de  25  de  Junio  de  1885  (2) 

Articulo  1.°  Esta  ley  podrá  desig- 
narse con  el  nombre  de  Rediatribution 
o/Searts,  aet  1885. 

título  primero 

DISPOSICIONES   GENERALES 

CAPÍTULO    PRIMERO 

Burgos 

Art.  2."  A  la  espiración  de  los  pode- 
res del  presente  Parlamento,  los  bur- 
gos parlamentarios  indicados  en  el  ti- 
tulo  primero  del  primer   anexo   que 

(1)    Cftairman, 
'  (!)    48  y  49,  Victoria,  cap.  XXIII. 


acompaña  ala  presente  ley  (1),  cesarán 
de  elegir  representantes. 

Cada  uno  de  los  condados  de  las  ciu- 
dades y  villas  (Comiiiea  of  eitiea  and 
fownsj  designados  en  el  titulo  II  del 
anexo,  se  refundirá  en  el  burgo  señala- 
do al  margen  (2). 

Art.  3.°  Burgos  parlamentarios  su- 
primidos por  consecuencia  de  los  frau- 
des observad ob  en  las  precedentes  elec- 
ciones por  las  Comisiones  de  informa- 
ción nombradas  en  1880:  Maeeleajleld  y 
Sandwich. 

Art.  4.°  La  ciudad  de  Londres  ele- 
girá dos  miembros;  los  burgos  parla- 
mentarios designados  en  el  segundo 
anexo  solamente  elegirán  uno  (3). 

Art.  5.°  Los  burgos  designados  en 
el  tercer  anexo  (4)  elegirán  el  número 
de  miembros  que  se  indica  al  frente. 

Art.  6.a  Las  villas  y  localidades  de- 
signadas en  el  cuarto  anexo  de  los  que 
acompañan  á  la  presente  ley  se  eri- 
gen en  burgos  parlamentarios  y  elegi- 
rán el  número  de  individuos  que  se  in- 
dica sd  margen:  en  otra  columna  se 
indica  igualmente  la  circunscripción 
de  los  nuevos  burgos  (5). 

Los  burgos  parlamentarios  actual- 
mente existentes  que  se  encuentren 
comprendidos  total  ó  parcialmente  en 


(1)  Esto*  burgos  son  IB  en  Inglaterra,  doa  an 
Escocia  y  22  en  Irlanda!  total,  IOS. 

(3)  Cinco  figuras  ya  en  «1  nomenclátor  da 
burgos  suprimidos. 

(3}  Son  86  en  Inglatarray  tres  en  Irlanda.  An- 
tiguamente estos  burgos  elegían  cada  uno  doa 
represen  tantea. 

(4)  Son  14  en  Inglaterra,  tres  en  Escocia  y  dos 
M  Irlanda:  total,  1».  Los  burgos  qna  tienen  mayor 
representación  son:  Liverpool  (8);  Birmingham , 
Tower-H  «.roleta  y  Glasgow  (T)¡  Uanchester  (8); 
Edimburgo  y  Dublín  (*}. 

(5)  Esta  disposición  crea  33  burgoi  nuevos, 
que  cuentan,  en  total,  58  representantes. 
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a  seguí 


i  4u.11 


que  acompaña  a  la  presente  ley  (1). 

Art,  8.°  En  lo  sucesivo,  cada  uno  de 
los  burgos  designados  en  el  anexo  sex- 
to (2)  se  dividirá,  con  respecto  a  las 
elecciones  parlamentarias,  en  seccio- 
nes, cuya  representación,  la  circuns- 
cripción y  el  nombre,   se   indican  al 


Cuando  un  burgo  parlamentario  se 
dividiere  en  secciones  para  la  aplica- 
ción del  presente  articulo,  no  podrá  ser 
inscripto  ningún  elector  ni  votar  más 
que  en  una  de  estas  secciones. 

En  caso  de  escrutinio  para  una  elec- 
ción parlamentaria  general,  en  un  bur- 
go dividido  en  secciones,  se  celebrará 
el  mismo  día  en  cada  una  de  las  seccio- 
nes respectivas;  el  día  se  señalará  por 
el  Returning  offtcer  del  burgo,  salvo  lo 
dispuesto  en  la  Ballot  aet  de  1872. 

CAPÍTULO  II 

Condados 

Art.  9.°  Cada  uno  de  los  condados 
designados  en  el  anexo  séptimo  de  los 
que  acompañan  á  la  presente  ley,  ele- 
girá el  número  de  representantes  in- 
dicado a)  margen. 

Los  condados  que  tengan  derecho  á 
elegir  más  de  un  representante  se  divi- 
dirán en  tantas  circunscripciones  elec- 
to    Son  41;  31  en  Inglaterra,  nueva  en  Escoria 


tles  como  colegios  electorales  exis- 
cada  circunscripción  elegirá   un 

•esentante. 

I  anexo  indica  los  nombres,  compo- 

ón  y  limites  de  las  circunscripciones 

■torales  (1). 
oalvo  lo  dispuesto  en  la  presente  ley, 
se  procederá  á  las  operaciones  electo- 
rales en  cada  circunscripción  como  si 
constituyere  una  circunscripción  elec- 
toral (constituency)  distinta. 

TITULO  II 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS 

Art.  10.  La  ocupación  sucesiva  de 
edificios  sitos  en  los  limites  de  un  bur- 
go parlamentario,  pero  comprendidos 
en  diversas  circunscripciones  electo- 
rales de  éste,  otorgará  el  derecho  de 
sufragio  como  si  el  elector  de  que  se 
trate  hubiere  ocupado,  durante  el  mis- 
mo periodo  de  tiempo,  edificios  sitos 
dentro  de  los  limites  de  la  circunscrip- 
ción en  que  resida  á  la  espiración  del 
término  exigido  por  la  ley. 

Art.  11.  Disposiciones  especiales  á 
los  burgos  de  Warwick  y  de  Penchoke. 

Art.  12.  Nombramiento  de  Presi- 
dentes de  colegio  electoral  (Returning 
offieera)  en  los  burgos  de  nueva  crea- 
ción que  carezcan  de  Alcalde. 


(I)  Loi  condados  divididos  en  circnnacri palo- 
nea electorales  non  80:  40  en  Inglaterra,  cuatro 
en  Escocia  y  38  en  Irlanda;  comprenden  343  cir- 
cunscripciones electorales,  que  eligen  cada  una 
un  Diputado  (24B  en  Inglaterra,  19  en  Escocia 
j  85  en  Irlanda).  En  Inglaterra,  el  condado  de 
York  elige  2Ü  representantes  y  el  de  Laucas  te  r  28. 
Además  existen  seis  condados  qne  eligen  ocho; 
cinco  que  eligen  siete,  y  tres  que  eligen  seis,  et- 
cétera. Los  de  Lanar k  j  Cork,  da  Escocia  4  Ir- 
landa respectivamente,  eligen  el  primero  seis  y 
el  segundo  siete  representantes. 
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Referencia  á  la  An  aet,  to  hamend  the 
representation  of  the  People  i'n  England 
and  Wale*  (2  y  3,  Guillermo  IV,  capitu- 
lo XLV). 

Disposición  especial  referente  al  nom- 
bramiento de  Presidente  del  colegio 
electoral  del  burgo  de  Westminster,  y 
facultad  de  delegar  sus  funciones. 

Art.  13.  Cuando  un  burgo  parlamen- 
tario se  dividiere  en  circunscripciones 
electorales,  los  Presidentes  de  colegio 
electoral  (Returning  ofjlcer)  del  burgo 
serán  los  de  cada  circunscripción,  si 
bien  podrán  nombrar  delegados  que, 
excepto  para  determinar  la  fecha  del 
escrutinio,  tendrán  sus  mismas  atribu- 
ciones. 

Art.  14.  En  los  burgos  divididos  en 
circunscripciones  electorales,  los  elec- 
tores que  deban  su  capacidad  á  la  cua- 
lidad de  Freemen,  podrán  tomar  parte 
en  las  elecciones: 

Si  residen  en  el  burgo,  en  la  circuns- 
cripción en  que  tengan  su  domicilio; 

Si  residen  fuera  del  burgo,'  en  la  cir- 
cunscripción que  les  designe  el  Revi- 
sing  Barriater. 

Los  electores  que  se  hallen  en  las 
condiciones  de  esta  última  hipótesis, 
deberán  repartirse  por  el  funcionario 
indicado  de  un  modo  igual,  siendo  po- 
sible, según  el  orden  alfabético  de  ape- 
llidos. 

Art.  15.  Para  la  aplicación  de  la  ley 
de  1883  acerca  de  la  corrupción  electo- 
ral (1),  se  considerarán  los  burgos  divi- 
didos en  circunscripciones  electorales 
como  si  formaren  un  burgo  único. 

Art  16.  En  Job  condados  divididos 
en  circunscripciones  electorales,  el  co- 
legio electoral  deberá  reunirse  en  una 
villa  del  condado  ó  en  una  vecina,  de- 
signada como  más  conveniente,  bien 


(1)    Ingerta  en  el  lugar  correspondíante. 


por  la  autoridad  local  competente,  bien 
por  el  Returning  ofjlcer.  En  Irlanda  el 
punto  de  reunión  de)  colegio  se  desig- 
nará por  este  último. 

En  los  burgos,  divididos  ó  no  en  cir- 
cunscripciones electorales,  el  Retur- 
ning ofjlcer  deberá  elegir  el  local  ó  lo- 
cales en  que  haya  de  reunirse  el  colegio 
electoral. 

Artículos  17,  18  y  19.— Disposiciones 
transitorias. 

Art.  30.  Delimitación  de  burgos  y 
circunscripciones  parlamentarias. 

Artículos  21  y  22.  Sus  disposiciones 
no  ofrecen  interés  alguno. 

Art.  23.  Definición  de  los  términos 
empleados  en  los  anexos  que  acompa- 
ñan á  la  ley. 

Art.  24.  ídem  de  los  contenidos  en  el 
texto  de  la  presente  ley. 

Art.  25.  Aplicación  de  la  ley  á  Es- 
cocia. 

Art.  26.  Aplicación  de  la  ley  á  Ir- 
landa. 

TtTULOni 

PRIVACIÓN    DEL     DERECHO    DE    SUFRAGIO 
DE  HECHOS  CORRUPTORES 


Art.  27.  Derogación  de  las  diversas 
leyes  que  privan  á  ciertas  personas  de 
la  capacidad  electoral,  en  virtud  de  la 
comisión  de  manejos  fraudulentos. 

Art.  28.  Cuando  los  Comisarios  ins- 
tituidos para  conocer  de  las  protestas 
electorales  con  ocasión  de  las  eleccio- 
nes celebradas  en  1880  en  los  burgos 
designados  en  el  anexo  octavo  de  los 
que  acompañan  á  la  presente  ley  (1), 
hubieren  señalado  en  sus  informes  & 

(l)  Son  los  de  Boston,  Canterburj,  Cheater, 
Gloceater,  Kuaresboroiigh,  Macclesüald,  Oxford  7 
Sandwich. 
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determinadas  personas  como  culpables 
de  hechos  ó  actos  de  corrupción  {bri- 
bery  treaiing  ó  personation),  quedarán 
dichas  personas  incapacitadas  durante 
siete  años  para  ejercer  el  derecho  de 
sufragio. 

A  estas  personas  será  aplicable  el 
articulo  39  de  la  Corrup  and  ¡Ilegal 
praciice»  preventíon,  act  de  1883. 

TÍTULO  IV 

DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

Artículos  29  6  34.  Las  contenidas  en 
estos  artículos  son  referentes  á  la  con- 
fección de  ÜBtas  electorales  en  el 
año  1885,  y  carecen  de  interés. 

%  X.— Gastos  originados  por  las  elec- 
ciones parlamentarlas 

Ley  de  14  de  Agosto  de  1885  (1) 

Articulo  1.a    Titulo  de  la  ley. 

Art.  2."  Al  quinto  del  máximum  pre- 
visto por  la  ley  de  1875  (2)  se  sustituirá 
en  lo  sucesivo  la  cantidad  fija  de  25  li- 
bras esterlinas. 

Art.  3.°  Disposición  análoga  á  la 
contenida  en  el  articulo  anterior  y  apli- 
cable á  Escocia. 

Art.  4.a  Independientemente  de  la 
tarifa  de  gastos  contenida  en  el  anexo 
que  acompaña  á  la  citada  ley  de  1875, 
los  Presidentes  de  colegio  electoral 
(Rtturning  ofjlcers)  podrán  en  cada  cir- 
cunscripción electoral  de  condado,  en 
Inglaterra,    conceder  cuatro   guineas 


loiufReturninj  offlcer$), 
i=l  1B85J  (48,  «,  Vict. ,  cap.  LXII). 

(2]     38  j  89,  Víct.,  cap.   LXXSLIV  (inserta   en 
ni  lugar  corTsapondienta). 


por  cada  Presidente  y  30  shilling*  por 
cada  Secretario. 

Art.  5."  En  el  caso  de  que  en  Esco- 
cia los  Presidentes  del  colegio  electo- 
ral pudieren  nombrar  un  adjunto,  esta- 
rán autorizados  para  concederle  una 
retribución,  que  se  Ajará  de  este  modo: 
una  libra  y  10  shillinga  por  cada  1.000 
electores  cuando  se  impugnare  la  elec- 
ción ,  y  únicamente  10  shillings  por 
cada  1.000  electores  en  otro  caso. 

§  XI.— Ley  Electoral  de  los  condados, 
de  16  de  Mayo  de  1888 

1.— Titulo  de  la  ley 

Articulo  1."  Esta  ley  se  citará  con 
el  titulo  de  Ley  Electoral  de  los  conda- 
dos de  1888,  é  irá  unida  á  la  de  Re- 
gistro de  1885  y  alas  demás  vigentes 
sobre  la  inscripción  parlamentaria,  y 
todas  reunidas  deberán  citarse  con  el 
titulo  de  Leyes  de  Inscripción  electoral 
de  1843  á  1888. 

2.— Capacidad  electoral 

Art.  2.°  Las  condiciones  de  capaci- 
dad de  los  burgueses,  esto  es,  las  esta- 
blecidas en  el  art.  9."  de  la  ley  Munici- 
pal de  1882  respecto  á  la  elección  de 
las  autoridades  de  condado,  se  exten- 
derán á  todas  las  partes  de  un  condado 
que  no  se  bailen  comprendidas  en  los 
limites  de  un  burgo.  Todo  individuo 
que  en  cualquier  punto  de  un  condado 
fuera  de  los  limites  de  un  burgo  posea 
la  cualidad  de  burgués,  tendrá  derecho 
á  que  se  le  inscriba  como  elector  de 
condado  en  la  parroquia  en  que  esté 
situada  la  propiedad  en  que  Be  funda 
este  derecho. 

Se  aplicarán  como  reproducidos  en 
esta  ley  los  artículos  9.°,  31,  33  y  63  de 
la  ley  Municipal  de  1882. 
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Art.  3."  Todo  aquel  que  tenga  dere- 
cho á  que  se  le  inscriba  como  elector 
con  arreglo  á  las  disposiciones  del 
anexo  de  la  Ley  de  Inscripción  de  1885, 
por  razón  de  la  capacidad  electoral  que 
le  da  la  posesión  de  una  ñuca  rústica 
que  produzca  una  renta  de  10  libras, 
deberá  ser  inscripto  como  elector  de 
condado  y  puesto  en  lista  como  otro 
burgués  cualquiera,  de  igual  modo  que 
si  los  artículos  de  la  citada  ley  de  1883, 
que  enumeran  las  condiciones  de  la  ca- 
pacidad electoral  de  un  burgués,  com- 
prendiesen la  de  la  posesión  de  una 
Anca  rustica  de  10  libras  de  renta. 

3.— Inscripción 

Art.  4."  Las  leyes  sobre  la  inscrip- 
ción electoral  se  aplicarán  á  la  coloca- 
ción en  lista  de  burgueses  en  los  burgos 
municipales  á  que  no  se  aplica  la  ley 
de  1878,  y  á  la  inscripción  de  electores 
de  condado  en  el  sentido  que  le  da  la 
presente  ley.  Las  listas  de  burgueses, 
las  de  electores  de  condado  y  las  de 
electores  parlamentarios  poseedores  de 
una  finca  rústica  que  rente  10  libras, 
deberán  Armarse  y  revisarse  junta- 
mente. En  su  consecuencia,  las  leyes 
de  registro  electoral  se  aplicarán: 

1.°  A  esta  clase  de  burgos  munici- 
pales, de  idéntica  manera  que  si  fue- 
ran burgos,  á  los  cuales  se  aplicara  el 
párrafo  2."  del  art.  6.a  de  la  ley  de  1885, 
titulada  de  Empadronamiento,  y  no  ha- 
brá lugar  para  elegir  por  estos  burgos 
Asesores  examinadores; 

2."  A  toda  parroquia  no  situada  en 
un  burgo  municipal,  como  si  esta  pa- 
rroquia fuese  un  burgo  municipal,  al 
cual  se  aplicara  la  ley  de  Inscripción  ó 
Empadronamiento  parlamentario  y  mu- 
nicipal de  1878,  y  las  citadas  listas  de 
electores  de  condado  y  de  electores  por 


dominio  (oeupatton  voters)  para  las 
elecciones  parlamentarias  en  las  indi- 
cadas parroquias,  se  extenderán  sepa- 
radamente (en  tres  divisiones),  de  con- 
formidad con  dicha  ley. 

Todo  individuo  inscripto  en  las  listas 
de  electores  de  condado,  ó  de  vecinos 
del  mismo,  estará  autorizado  para  ha- 
cer objeciones  á  la  inclusión  de  otra 
persona  en  estas  listas,  y  para  presen- 
tar las  reclamaciones  de  un  individuo 
que  tenga  derecho  á  que  su  nombre 
figuro  en  las  mismas. 

Para  aplicar  las  leyes  sobre  inscrip- 
ción ó  empadronamiento  de  electores 
á  las  parroquias  no  enclavadas  en  un 
burgo  municipal,  se  introducirán  Jas 
siguientes  modificaciones,  asi  como 
todas  las  demás  necesarias  para  poner 
en  práctica  esta  disposición: 

1."  Para  las  parroquias  que  no  se 
hallan  situadas  en  un  burgo  parlamen- 
tario, las  palabras  condado  parlamen- 
tario sustituirán  á  las  de  burgo  parla- 
mentario; 

2."  Para  las  mismas  parroquias,  el 
Secretario  de  las  Juntas  trimestrales 
(clerk  of  the  peace)  desempeñará  las 
funciones  del  Secretario  municipal 
(town  clerk);  pero  las  notificaciones 
prescriptas  en  el  art.  27  de  la  ley  de 
Empadronamiento  ó  Inscripción  parla- 
mentaria y  municipal  de  1878,  relativas 
á  las  oposiciones  retiradas  y  reprodu- 
cidas, serán  dirigidas  á  los  Inspectores 
de  pobres  (ooerseers),  y  no  al  Secreta- 
rio de  las  Juntas  trimestrales; 

3.°  La  expresión  elector  de  condado 
reemplazará  á  la  de  cecino; 

4."  El  art.  9."  de  la  ley  Parlamenta- 
ria y  Municipal  de  1878  no  se  aplicará 
&  las  parroquias  que  no  se  encuentren 
enteramente  situadas  dentro  de  un  dis- 
trito urbano; 

5.*    Cuando  una  parroquia  no  esté 
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comprendida  en  un  burgo  parlamenta- 
río,  no  se  aplicará  el  art.  21  de  la  ley 
de  1878,  y  las  listas  y  registros  de  elec- 
tores se  extenderán  por  orden  alfabéti- 
co; pero  se  colocaran  separadamente, 
según  los  distritos  y  divisiones  electo- 
rales, distritos  y  barrios  urbanos  y  ru- 
rales; de  modo  que  puedan  ser  deposi- 
tadas convenientemente  y  reunidas 
para  servir  como  listas  para  los  distri- 
tos electorales,  para  las  elecciones  en 
los  distritos  urbanos,  6  como  secciones 
electorales  ó  listas  de  barrios; 

6."  Cuando  dichas  parroquias  for- 
man parte  de  un  burgo  parlamentario: 

a)  Los  Inspectores  de  pobres  remi- 
tirán al  Secretario  de  las  Juntas  tri- 
mestrales, para  el  condado,  copias  du- 
plicadas de  las  listas  de  electores,  ¿  la 
vez  que  dirigirán  otras  al  Secretario 
municipal; 

b)  El  Secretario  municipal  hará  im- 
primir y  remitirá  al  Secretario  de  las 
Juntas  cuantos  ejemplares  de  listas 
revisadas  le  exija,  y  este  último  proce- 
derá con  las  mencionadas  listas  del 
mismo  modo  que  con  las  demás  de 
electores  de  su  condado; 

c)  Excepto  en  lo  determinado  ante- 
riormente, el  Secretario  de  las  Juntas 
trimestrales  no  intervendrá  en  lo  con- 
cerniente al  empadronamiento  de  elec- 
tores de  condado  en  la  parroquia,  y 
Secretario  municipal  del  burgo  parla- 
mentario será  considerado  como  si 
fuera  el  Secretario  municipal,  en  eJ 
sentido  de  la  ley  de  Empadronamiento 
de  electores,  y  de  éste  en  sus  rela- 
ciones con  la  parroquia.  Incluirá  en  las 
notificaciones  que  haga  á  los  Inspecto- 
res de  pobres  las  instrucciones  necesa- 
rias acerca  del  empadronamiento  de 
electores,  para  el  debido  cumplimiento 
de  esta  ley. 

7.°    Las  listas  de  los  individuos  que 


gozan  del  derecho  de  sufragio  en  con- 
cepto de  poseedores  de  una  tierra,  y 
las  de  electores  de  condado,  serán  exa- 
minadas por  el  Abogado  revisor  del 
burgo  parlamentario  ó  del  condado  en 
que  esté  situado  el  burgo;  dicho  Abo- 
gado, para  llenar  su  cometido  en  lo  re- 
ferente &  las  listas  de  electores  de  con- 
dado establecidos  para  la  totalidad  o 
parte  de  una  división  electoral,  deberá, 
si  asi  se  lo  exige  el  Consejo  del  conda- 
do, celebrar  una  junta  en  esta  división 
electoral  ó  en  un  sitio  cómodo  de  una 
división  adyacente; 

8.a  Los  tutores  de  una  unión  en  que 
ciertas  parroquias  no  estén  compren- 
didas en  el  distrito  urbano  de  esta 
unión,  podrán,  todos  los  años,  con  con- 
sentimiento de  los  Inspectores  de  po- 
bres de  las  mismas  parroquias,  nom- 
brar y  retribuir  del  fondo  de  pobres, 
proporción  al  mente  al  número  de  elec- 
tores de  la  unión,  un  Inspector  adjunto, 
que  será  el  encargado  del  empadrona- 
miento de  electores  para  el  condado  y 
parlamento; 

9.°  No  obstante  las  disposiciones  de 
la  presente  ley,  si  un  burgo  municipal 
ó  un  distrito  urbano  tuviera  la  misma 
extensión  que  una  ó  varias  divisiones 
de  un  condado  parlamentario,  las  listas 
de  los  electores  que  disfruten  del  de- 
recho de  sufragio  por  ocupar  un  inmue- 
ble podrán,  si  asi  lo  acordara  la  auto- 
ridad del  condado,  ser  extendidas,  se- 
gún el  orden  ó  las  razones  en  que  se 
funda  su  calidad  de  elector,  é  inscriptos 
éstos  en  los  registros  del  impuesto 
(rate  book). 

El  art.  21  de  la  ley  de  Empadrona- 
miento municipal  de  1878  se  aplicará  á 
esteburgo,  ó  á  este  distrito  urbano,  y 
nada  en  la  presente  ley  hará  obligato- 
ria la  formación  de  listas  alfabéticas. 
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4.— En.  la  metrópoli 

Art.  5.°  Después  del  año  1889,  en 
cada  división  de  la  metrópoli  y  de  un 
burgo  parlamentario,  situado  entera- 
mente ó  en  su  mayor  parte  en  la  metró- 
poli, las  listas  de  electores  parlamen- 
tarios y  de  electores  de  condado,  cuyo 
derecho  á  votar  arranca  del  disfrute  de 
un  inmueble,  serán,  si  la  autoridad  lo- 
cal no  dispone  lo  contrario,  extendidas 
en  el  mismo  orden  que  los  inmuebles 
en  las  listas  del  impuesto  por  la  parro- 
quia en  la  que  se  encuentren  enclava- 
dos, ó  á  lo  menos  en  el  orden  sucesivo 
que  los  inmuebles  ocupan  en  cada  calle 
ó  lugar  en  que  se  encuentran. 

Para  la  ejecución  del  presente  articu- 
lo, la  palabra  metrópoli  comprenderá 
la  ciudad  de  Londres  y  las  parroquias 
y  localidades  citadas  en  las  Cédulas 
A,  B  y  C  de  la  ley  Monagement  metro- 
polis  de  1885. 

5.— Revisión  de  las  listas 

Art.  6."  Las  listas  de  electores  par- 
lamentarios por  razón  de  ocupar  una 
Anca,  como  las  de  vecinos  y  de  electo- 
res de  condados,  serán  revisadas  entre 
el  8  de  Septiembre  y  el  12  de  Octubre 
(ambas  fechas  inclusive),  y  esto  tan 
pronto  como  sea  dable,  pasado  el  7  de 
Septiembre.  La  fecha  8  de  Septiembre 
sustituirá  en  todas  las  leyes  relativas 
al  empadronamiento  de  electores  par* 
laméntanos,  &  la  del  15  de  Septiembre. 
Las  declaraciones  prescriptas  en  los 
artículos  10  de  la  ley  Empadronamien- 
to de  electores  de  condado  de  1865  y  24 
de  la  de  Empadronamiento  parlamen- 
tario y  municipal  de  1878,  se  remitirán 
al  Secretario  de  las  Juntas  trimestrales 
y  al  Secretario  municipal  antes  del  día 
5  de  Septiembre. 


Las  apelaciones  contra  las  decisiones 
de  los  Abogados  examinadores  se  ele- 
varán al  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
inmediatamente  después  del  cuarto  día 
de  sesión.  Los  términos  de  los  artículos 
62  y  63  de  la  ley  de  Empadronamiento 
de  electores  parlamentarios  de  1843 
serán,  por  consiguiente,  modificados. 

Toda  notificación  hecha  por  el  Abo- 
gado revisor  á  consecuencia  de  una 
apelación  interpuesta  con  arreglo  al  ar- 
ticulo 42  de  dicha  ley,  deberá  serlo  en 
los  diez  di  as  siguientes  á  su  revisión, 
con  tal  de  que  tenga  lugar,  cuando 
menos,  cuatro  días  antes  de  la  sesión 
de  San  Miguel.  No  será  necesario  leer 
estas  notificaciones  en  Tribunal  abier- 
to, pero  serán  sometidas  al  apelante; 
si  éste  las  aprueba,  las  firmará,  como 
está  prescripto  en  dicho  articulo,  y  las 
devolverá  al  revisor. 

6.— Las  listas 

Art.  7."  El  Secretario  de  las  Juntas 
trimestrales  de  cada  condado  exten- 
derá una  lista  de  los  individuos  empa- 
dronados como  vecinos  6  electores  del 
condado,  y  esto  para  el  condado  y  por 
cada  división  electoral  establecida  en 
vista  de  la  elección  de  la  autoridad  del 
condado.  Para  ello,  el  Secretario  mu- 
nicipal le  hará  entrega  de  cuantas  co- 
pias de  la  lista  revisada  de  vecinos  le 
reclame  aquélla.  (Modificaciones  en  la 
redacción  de  las  leyes  acerca  del  em- 
padronamiento de  electores  y  de  los 
artículos  45,  48  y  71  de  la  de  Corpora- 
ciones municipales  de  1882  y  que  nece- 
sariamente resultan  de  su  aplicación 
por  la  nueva  ley.) 

En  el  caso  de  establecerse  Consejo 
de  distrito  por  una  ley  votada  en  la  pre- 
sente legislatura,  el  Secretario  del  in- 
dicado Consejo,  no  siendo  un  Consejo 
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donados  serán  aplicables,  sustituyen- 
do las  palabras  «Secretario  del  Consejo 
de  distrito»  á  las  de  «Secretario  muni- 
cipah  y  «registro  del  distrito»  a  las  de 
«lista  de  vecinos». 

Se  entenderá  que  un  mismo  elector 
de  condado  podra  ser  incluido  en  los 
registros  de  diversas  divisiones  elec- 
torales. 

Cuando,  de  conformidad  con  el  ar- 
ticulo 4."  de  la  ley  de  Empadronamien- 
to de  1885,  el  Abogado  revisor  estuvie- 
ra autorizado  para  borrar  el  nombre  de 
un  elector  parlamentario  de  una  de  las 
listas  de  electores  a  causa  del  dominio 
de  una  finca  (oeeupiers),  deberá,  en  lu- 
gar de  borrar  el  nombre,  señalarlo  con 
un  asterisco  n  otra  marca. 

Estas  señales  Be  reproducirán  al  im- 
primirse las  listas,  y  el  elector  cuyo 
nombre  esté  asi  marcado  no  podrá  to- 
mar parte  en  una  elección  parlamenta- 
ria, pero  conservará  el  derecho  de  vo- 
tar en  la  elección  de  una  autoridad  del 
condado. 

Si,  en  virtud  de  una  ley  votada  en  la 
presente  legislatura,  para  establecer 
Consejos  de  condado  una  parte  de  un 
condado  fuese  agregada  á  otro  condado 
para  las  elecciones,  las  listas  electo- 
rales de  la  referida  parte  del  condado 
se  considerarán  como  formando  par- 
te de  aquéllas  del  condado  al  que  hu- 
biere sido  agregada:  se  tomarán  las 
medidas  necesarias  por  el  Secretario  de 
las  Juntas  trimestrales  y  demás  funcio- 


y  data  de  dicbos  Inspectores,  indicados 
en  las  leyes  de  Empadronamiento  de 
electores  para  las  listas  de  elecciones 
parlamentarias; 

2."  Si  proceden  del  Secretario  de  las 
Juntas  trimestrales  ó  del  Secretario 
municipal,  figurarán  en  la  cuenta  de  la 
Caja  del  condado  ó  del  burgo:  los  gas- 
tos comprenderán  las  indemnizaciones 
razonables  otorgadas  al  Secretario. 

7.— Abogado»  revisores  (Reoising 
Barristers) 

Art.  9.*  Se  concederá  á  cada  Abo- 
gado designado  para  revisar  las  listas 
electorales,  de  conformidad  con  la  ley 
de  Empadronamiento  de  electores  par- 
lamentarios de  1844,  una  suma  de  250 
guineas  en  concepto  de  remuneración 
por  sus  trabajos,  gastos  de  viaje  y  de- 
más desembolsos. 

Después  de  haberse  celebrado  la  úl- 
tima Junta,  el  Abogado  enviará  su 
nombramiento  á  los  Comisarios  del 
Tesoro,  los  que  expedirán  un  libra- 
miento para  que  la  indicada  suma  le 
sea  abonada. 

La  cantidad  señalada  al  Abogado  ad- 
junto nombrado  en  cumplimiento  de  la 
ley  de  Abogados  revisores  de  1886,  en 
ningún  caso  excederá  de  la  que  se 
abone  al  Abogado  revisor. 

Las  sumas  asi  devengadas  por  un 
Abogado  revisor,  ó  por  un  Abogado 
adjunto,  serán  pagadas,  en  parte  de 
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los  fondos  votados  por  el  Parlamento, 
en  parte  por  las  autoridades  del  conda- 
do, en  las  proporciones  siguientes: 

a)  Cada  autoridad  de  condado  satis- 
fará de  la  Caja  del  condado  al  Tribunal 
del  Asco  de  S.  M.  la  cantidad  que  el  Te- 
soro certificará,  sea  la  mitad  del  gasto" 
hecho  para  el  pago  de  los  Abogados  re- 
visores, al  efectuarse  el  último  examen 
de  las  listas  electorales  parlamentarias 
de  vecinos  y  de  electores  del  condado; 

b)  El  Tesoro  consignara  cada  año 
el  gasto  tota]  de  los  Abogados  reviso- 
res nombrados  por  todos  los  condados 
y  burgos  de  un  circuito,  dividirá  la 
mitad  de  este  gasto  entre  los  condados 
comprendidos  en  el  circuito,  proporcio- 
nalmente  al  número  de  vecinos  y  de 
electores  de  cada  condado,  y  certificará 
del  importe  de  la  parte  debida  por  cada 
condado,  conforme  dispone  este  articu- 
lo. El  Tesorero  podrá  modificar  la  ex- 
presada certificación;  si  no  lo  hiciera, 
el  certificado  se  considerará  definitivo; 

e)  Las  disposiciones  de  Ja  ley  rela- 
tivas á  los  pagos  efectuados  á  los  Abo- 
gados revisores  á  cargo  de  la  Caja  del 
burgo  se  anularán,  sin  perjudicar  los 
pagos  ya  efectuados  ni  á  las  obligacio- 
nes contraídas. 

Art.  10.  (Derogación  del  art.  59  de  la 
ley  de  Empadronamiento  de  electores 
parlamentarios  de  1843  y  del  art.  4.°  de 
la  de  Abogados  revisores  de  1886,  te- 
niendo este  carácter  permanente  con 
esta  modificación,  y  llevado  á  efecto 
particularmente  para  el  condado  de 
Surrey,  y  para  el  nombramiento  de  un 
Abogado  revisor  adjunto,  si  es  recla- 
mado.) 

«.— Gastos 

Art.  11.  La  presente  ley  será  apli- 
cable   á    las  autoridades  de  condado 


establecidas  por  leyes  votadas  en  el 
curso  de  la  presente  legislatura,  como 
asimismo  á  los  burgos  que,  para  el 
cumplimiento  de  esta  ley,  serán  conda- 
dos de  ciudades  ó  de  villas. 

Para  las  autoridades  de  condados  no 
establecidos  por  leyes  votadas  en  la 
presente  legislatura,  las  sumas  de  re- 
ferencia abonables  por  la  Caja  del  con- 
dado no  invertidas  en  ella  serán  paga- 
das bajo  la  dirección  de  la  autoridad 
local  de  cada  circunscripción  de  Juntas 
trimestrales,  de  conformidad  con  la  ley 
de  Empadronamiento  de  1885,  de  la 
misma  manera  que  los  ingresos  y  gas- 
tos del  Secretario  de  las  citadas  Juntas 
de  la  misma  circunscripción,  efectua- 
das con  arreglo  á  la  ley  de  Empadro- 
namiento de  electores,  y  las  que  han 
de  abonarse  por  la  Caja  municipal,  ó 
son  enviadas  á  ella,  serán  pagadas 
bajo  la  dirección  del  Consejo  de  cada 
burgo  municipal  que  sea  burgo  parla- 
mentario. Las  cantidades  asi  satisfe- 
chas á  los  Abogados  revisores  serán 
repartidas  entre  las  circunscripciones 
de  Juntas  municipales  y  los  burgos, 
conforme  á  los  principios  ya  citados. 

9.— Listas  separadas  de  no  residentes 

Art.  12.  La  lista  separada  de  indi- 
viduos poseedores  de  una  propiedad  en 
un  condado  y  domiciliados  en  un  radio 
de  15  millas  como  máximum,  ó  de  siete 
como  mínimum  del  condado,  se  hará 
según  lo  prevenido  en  el  art.  49  de  la  ley- 
de  Corporaciones  municipales  de  1882. 

Art.  13.  S.  M.  en  Consejo  podrá  mo- 
dificar, si  asi  fuese  necesario  para  la 
debida  ejecución  de  la  presente  ley,  las 
reglas  prescriptas  por  las  leyes  de 
Empadronamiento  de  electores.  Los 
Secretarios  de  las  Juntas  trimestrales 
y  los  municipales  observarán  dichas 
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modificaciones  y  completarán  en  su 
consecuencia  sus  instrucciones  a  los 
Inspectores  de  pobres  si  las  hubieran 
enviado  ya. 

Art.  14.  (Definición  y  sentido  de  va- 
rios términos  empleados  en  la  ley.) 

Art.  15.  (Disposiciones  transitorias 
para  el  año  de  1888.) 

Anexo  único 

Ley  da  Empadronamiento  de  1SSS 

Condiciones  de  capacidad  electoral  de~ 
rioada  del  dominio  de  una  Jlnca  que 
produzca  10  libras  de  renta . 

Todo  individuo  con  condiciones  para 
ser  inscripto  como  elector  por  disfrutar 
del  dominio  de  una  finca  que  rente  10 
libras  en  un  burgo  municipal  ó  parla- 
mentario, estará  obligado: 

1."  A  haber  gozado,  en  el  año  que 
inmediatamente  precede  al  15  de  Julio, 
—como  propietario  ó  arrendatario,— 
en  la  parroquia  6  toumship,  una  Anca 
cuya  renta  mínima  sea  de  10  libras; 

2."  Haber  residido  en  el  burgo  ó  en 
un  radio  de  siete  millas  del  mismo,  du- 
rante los  seis  meses  que  precedan  in- 
mediatamente al  15  de  Julio; 

3."  Haber  sido  impuestas  durante 
dicho  año  las  contribuciones  de  pobres 
que  deban  sufragar  las  citadas  posesio- 
nes ó  tenencias  en  enflteusis; 

4.°  Haber  satisfecho  antes  del  15  de 
Julio  todas  las  contribuciones  de  po- 
bres y  las  demás  impuestas  á  la  pose- 
sión ó  tenencias  en  enflteusis,  en  5  de 
Enero  precedente  á  la  inscripción. 

Cuando  dos  individuos  ó  más  ocupen 
juntos  una  posesión  en  enflteusis,  cuyo 
valor  representa  10  libras  ó  más  por 
cada  uno  de  los  arrendatarios,  cada 
uno  de  ellos  podrá  figurar  en  la  lista 
en  concepto  de  elector. 


Cuando  un  individuo  ha  ocupado  en 
un  burgo,  sucesivamente  y  sin  inte- 
rrupción durante  el  año  distintas  fin- 
cas ó  terrenos  en  enflteuBis  del  valor 
exigido  por  la  ley,  podrá  hacerse  ins- 
cribir como  elector,  y  su  carácter  de 
arrendatario,  en  la  parroquia  ó  town- 
thip,  en  el  que  el  último  inmueble  ocu- 
pado estuviese  situado. 

g  XII.  -  Elecciones  universitarias 

i. —Ley  de  1."  de  Agosto  de  1861 

Considerando  que  es  conveniente  in- 
troducir mayores  facilidades  para  la  vo- 
tación de  electores  en  las  elecciones  de 
representantes  que  han  de  tomar  asien- 
to en  el  Parlamento  en  concepto  de 
diputados  por  las  Universidades  de  Ox- 
ford, Cambridge  y  Dublln,  se  acuerda: 

Articulo  1."  Todo  elector,  en  lugar 
de  depositar  personalmente  su  voto, 
podrá  nombrar  á  otro  elector  ó  electo- 
res de  la  misma  Universidad  para  que 
lo  verifiquen  en  su  nombre  y  represen- 
tación, para  cuyo  acto  proveerán  á  di- 
cho elector  de  una  papeleta;  ésta  con- 
tendrá la  fecha  subsiguiente  á  la  noti- 
cia dada  por  el  funcionario  competente 
acerca  del  día  en  que  ha  de  tener  lugar 
la  elección,  y  además  el  nombre  ó  nom- 
bres del  candidato  ó  candidatos  que 
voten  y  el  nombre  ó  nombres  del  elec- 
tor ó  electores  autorizados  por  el  inte- 
resado para  depositar  la  misma  en  la 
urna. 

La  referida  papeleta,  llena  con  los 
precitados  datos,  será  firmada  por  el 
elector  en  presencia  de  un  Juez  de  paz 
de  la  localidad  en  que  á  la  sazón  resida 
el  elector;  el  indicado  Juez  certificará 
y  atestiguará  el  hecho  de  haberse  sus- 
cripto la  mencionada  papeleta  en  su 
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presencia,  para  lo  cual  el  repetido  Juez 
firmará  á  continuación  del  elector. 

Art.  2.°  Esta  papeleta,  firmada  y  cer- 
tificada en  la  forma  prevenida,  podrá 
ser  entregada  al  Vicecanciller  de  la 
Universidad  por  la  que  tenga  lugar  la 
elección,  0  á  cualquier  Provicecanci- 
ller nombrado  por  el,  ó  en  la  Universi- 
dad de  Dublín,  al  Jefe  del  Colegio  de  la 
Trinidad,  ó  &  cualquier  persona  legal- 
ícente designada  por  el  mismo,  para 
actuar  en  cualquiera  de  los  colegios 
electoral  es  durante  las  horas  de  el  ecció  n . 

Estos  últimos  individuos,  al  entregar 
la  papeleta  de  votación,  leerán  el  conte- 
nido de  la  misma,  y  los  dichos  Vicecan- 
ciller, Provicecanciller,  Jefe  ó  repre- 
sentante legal,  recibirán  las  citadas 
papeletas  tal  como  se  les  entreguen, 
cuyos  votos  se  contarán  como  si  hubie- 
ran sido  depositados  por  los  electores 
en  persona,  y,  por  lo  tanto,  serán  con- 
ceptuadas como  válidas,  teniendo  en 
cuenta  que  ningún  individuo  podrá  fir- 
mar ni  votar  más  que  una  sola  vez  en 
la  elección,  y  que  ninguna  papeleta  de 
votación  podrá  contener  los  nombres 
de  más  candidatos  que  los  represen- 
tantes que  han  de  ser  elegidos. 

Ninguna  papeleta  será  recibida  ni 
conceptuada  válida  si  la  persona  en- 
cargada de  votar  no  suscribe  al  pie  ó  al 
dorso  de  aquélla  la  siguiente  decla- 
ración: 

«Solemnemente  declaro  que  conozco 
personalmente  á  F.  de  T.  (al  votante), 
y  creo  firmemente  que  esta  es  la  pape- 
leta por  la  cual  piensa  votar,  conforme 
á  las  disposiciones  de  la  ley  de  Elec- 
ciones universitarias.»  (Reformada  por 
el  art.  1.°  de  la  ley  siguiente  de  1868.) 

Tampoco  se  conceptuará  válida  la 
papeleta  de  votación  si  el  elector  fir- 
mante de  la  misma  hubiera  ya  votado 
en  persona  en  la  misma  elección. 


Todo  elector  está  autorizado  para 
votar  en  persona,  aunque  hubiere  fir- 
mado y  entregado  una  papeleta  de  vo- 
tación á  otro  elector,  siempre  que 
aquélla  no  se  haya  depositado  ya  en  la 
urna. 

Art.  3.°  Todo  representante  de  un 
candidato  está  autorizado  para  inspec- 
cionar cualquier  papeleta  de  votación 
presentada  á  la  mesa,  antes  que  la 
misma  sea  recibida  ó  contada,  y  podrá 
oponerse  á  que  sea  tenida  en  cuenta: 

1."  Si  la  persona  portadora  de  la  pa- 
peleta carece  de  derecho  para  votar; 

2."  Si  el  individuo  que  presenta  la 
misma  no  está  debidamente  autorizado 
para  ello; 

3."  Si  la  misma  persona  hubiera  ya 
votado,  bien  personalmente,  bien  por 
papeleta; 

4.°  Si  la  repetida  papeleta,  ostenta 
una  fecha  anterior  á  la  declaración 
hecha  por  el  funcionario  competente 
del  dia  en  que  ha  de  verificarse  la  elec- 
ción; 

5.*  Si  la  papeleta  carece  de  los  re- 
quisitos legales,  ó  es  falsificada. 

Tanto  el  citado  funcionario,  como  su 
representante  ó  Asesor,  ó  cualquier  fun- 
cionario que,  por  ley  ó  por  costumbre, 
estén  investidos  para  decidir  las  cues- 
tiones que  puedan  suscitarse  cuando  se 
vote  personalmente,  podrán  hacer  pre- 
guntas é  indagaciones  al  individuo  que 
presenta  la  precitada  papeleta,  y  po- 
drán rechazar,  recibir  y  contar,  ó  reci- 
bir y  contar  haciendo  constar  la  pro- 
testa. En  cuanto  á  las  papeletas  que  no 
reúnan  los  requisitos  legales  ó  estén 
falsificadas,  los  funcionarios  las  admi- 
tirán escribiendo  en  las  mismas  la  pa- 
labra protestada,  como  también  el  nom- 
bre de  la  persona  que  protesta. 

Art.  4.*  Todas  las  papeletas  de  vo- 
tación admitidas,  como  igualmente  las 
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tas  y  sacar  de  ellas  copia,  previo  el 
abono  de  la  cantidad  de  un  chelín. 

Art.  5."  Toda  persona  que  falsifique 
ó  suscriba  fraudulentamente  una  pape- 
leta de  votación  estampando  el  nombre 
de  otro  sujeto,  bien  como  elector  Ó 
como  testigo ,  hállese  dicha  persona 
muerta  ó  viva,  y  todo  el  que  firme,  sus- 
criba, endose,  atestigüe,  certifique,  pre- 
sente ó  transmita  como  legitima  una 
papeleta  de  votación  falsa  ó  falsificada, 
no  ignorando  que  lo  está,  6  cualquier 
individuo  que  falsamente  haga  tal  de- 
claración, ó  que  con  intención  malévola 
altere,  tache,  destruya  ó  retenga  en  su 
poder  dicha  papeleta,  y  el  que  malicio- 
samente diera  una  falsa  contestación  a 
las  preguntas  hechas  al  mismo  por  los 
funcionarios  competentes,  será  concep- 
tuado delincuente,  y  será  castigado, 
bien  con  una  multa  ó  con  prisión  que 
no  exceda  de  un  año. 

Art.  6."  Estas  papeletas  de  votación 
no  pagarán  derecho  alguno  de  timbre. 

2.— Fórmula 

Yo,  F.  de  T.  (los  nombres  y  apellidos, 
con  todas  sus  letras,  del  elector,  su  cole- 
gio y  sugrado  ó  rango  académico,  ó  pro- 
fesión, si  la  tiene),  declaro  que  no  he 
suscripto  ninguna  otra  papeleta  en  esta 
elección,  y  por  consiguiente,  otorgo  mi 
voto  en  esta  elección  en  favor  de 

Y  nombro  á (tres  perso- 
nas cuyos  nombres  escribirá)  ó  á  una 
de  ellas,  con  el  fin  de  que  presente  esta 
papeleta  de  votación. 

Tomo  XI.—  ImrtTDOKMn  JUailMUI. 


.  fecha. 

e  (aqui  se  inser- 
e  reside). 
sencia  por  el  di- 
conozco per 80- 
uisupra.el  nom- 

como 

el  candidato  ó  candidatos  votados  por 
haber  sido  previamente  aceptados. 

Firmado:  Z.  M.,  de  (lugar  de  residen- 
cia del  testigo). 
Juzgado  de  paz  de 

Z.—Ley  de  31  de  Julio  de  1868  (refor- 
mando las  anteriore») 

Articulo  1."  Desde  la  aprobación  de 
la  presente  ley,  la  antigua  forma  de 
declaración  Be  efectuará  del  modo  si- 
guiente: 

«Yo,  solemnemente  declaro  que  creo 
que  ésta  es  la  papeleta  por  la  que 
F.  de  T.  (el  votante)  piensa  votar,  con- 
forme á  lo  determinado  en  las  leyes 
referentes  alas  elecciones  universita- 
rias correspondientes  á  los  años  1861 
y  1868.» 

Art.  2."  La  primera  parte  de  la  dicha 
ley  será,  en  cuanto  se  refiere  á  la  Uni- 
versidad de  Londres,  interpretada  como 
si  las  palabras  «del  modo  usadas  hasta 
la  fechan  no  existiesen. 

Art.  3.a  La  papeleta  para  la  elección 
de  un  representante  ó  miembro  que  ha 
de  tomar  asiento  en  el  Parlamento  en 
representación  de  cualquier  Universi- 
dad, podrá  ser  suscripta  por  un  elector 
residente  en  una  de  las  islas  del  canal 
á  presencia  de  los  siguientes  funciona- 
rios: 

1."  En  Jersey  y  Guernesey,  de  los 
Jueces  ordinarios,  de  un  suplente,  un 
Jurado  ó  Juez  de  instrucción; 

2."  En  Alderney,  del  Juez  de  Alder- 
ney,  ó  un  Jurado; 
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3.°  En  Sark,  del  Senescal  6  Diputado 
senescal. 

Y  con  objeto  de  certificar  y  atesti- 
guar la  firma  contenida  en  la  papeleta 
de  elección,  cada  uno  de  los  preci- 
tados funcionarios  estarán  investidos 
de  todos  los  poderes  inherentes  á  un 
Juez  de  paz,  y  la  declaración  de  uno  de 
los  repetidos  funcionarios  se  tendrá 
como  bastante  con  arreglo  á  las  dispo- 
siciones de  la  citada  ley. 

Art.  4.'  Esta  ley  llevará  por  titulo  el 
de  Elecciones  universitarias  1868,  y 
tanto  aquélla  como  ésta  serán  citadas 
juntas  bajo  el  nombre  de  Elecciones 
universitarias  1861  y  1868. 

§  XI II. —Empadronamiento  electoral 

Ley  Parlamentaria  y  Municipal 
de  22  de  Julio  de  1878 

Articulo  1.a  Esta  ley  será  intitulada 
de  Empadronamiento  parlamentario  y 
municipal  de  1878. 

Art.  2°  No  comprenderá  á  Escocia 
ni  á  Irlanda. 

Art.  3."  Principiará  &  regir  el  dta  1.° 
de  Febrero  de  1879. 

Art.  4.a    En  esta  ley: 

La  expresión  Ley  de  Reforma  de  1832 
significa  la  de  la  legislatura  del  2.°  y  3." 
año  del  reinado  del  Rey  Guillermo  IV t 
capitulo  XLV,  Reforma  de  la  represen- 
tación del  pueblo  en  Inglaterra  y  Gales. 

El  término  Leyes  de  Corporaciones 
municipales  da  á  entender  la  de  1835  y 
las  demás  reformando  la  misma. 

Las  palabras  Ley  de  Empadronamien- 
to parlamentario  de  1843  significan  la 
promulgada  en  el  6.°  y  7.°  año  del  rei- 
nado de  la  actual  Reina,  cap.  XVIII,  re- 
lativa á  la  reforma  de  la  ley  de  Empa- 
dronamiento de  individuos  con  derecho 
á  votar,  que  define  ciertos  derechos 


de  la  elección,  y  que  establece  además 
ciertos  procedimientos  en  la  elección 
de  miembros  que  hablan  de  representar 
¿  Inglaterra  y  Gales  en  el  Parlamento. 

La  expresión  Leyes  de  Empadrona- 
miento parlamentario  significa  la  de 
1843,  que  lleva  la  misma  denominación 
y  cualquiera  disposición  reformando  la 
misma  ó  que  se  relacione  con  el  empa- 
dronamiento de  electores  parlamenta- 
rios. 

El  término  burgo  parlamentario  da  á 
entender  cualquier  burgo,  ciudad,  par- 
te de  ciudad  ó  de  villa,  localidad  ó  com- 
binación de  localidades  que  puedan 
nombrar  un  miembro  ó  miembros  que 
les  represente  en  el  Parlamento,  no 
siendo  aquéllos  una  ciudad  en  su  tota- 
lidad ó  división  de  ella. 

Las  palabras  burgo  ó  distrito  munici- 
pal da  á  conocer  la  localidad  que  en 
aquel  momento  se  halle  sujeta  á  las  le- 
yes de  Corporaciones  municipales. 

Elector  parlamentario  significa  el  in- 
dividuo que  tiene  derecho  á  ser  empa- 
dronado como  tal;  y  una  vez  empadro- 
nado, autorizado  para  votar  á  uno  Ó 
varios  miembros  que  hayan  de  tomar 
asiento  en  el  Parlamento  en  represen- 
tación de  un  burgo  parlamentario. 

Burgués  significa  lo  mismo  que  en 
las   leyes   de  Corporaciones    munici- 


La  palabra  parroquia  da  á  entender 
la  localidad  para  la  que  puede  exigirse 
un  impuesto  separado  ó  nombrado  un 
Inspector  de  pobres  distinto. 

Todos  los  demás  términos  empleados 
en  esta  ley  tienen  el  mismo  significado 
que  los  contenidos  en  otras  leyes  de 
Empadronamiento  parlamentario. 

Art.  5.°  Los  términos  casa,  alma- 
cén, escritorio,  tienda  ü  otro  local, 
comprenden  cualquier  parte  de  una 
casa  donde  dicha  parte  esté  ocupada 
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separadamente  para  el  ejercicio  de 
cualquier  tráfico,  negocio  ó  profesión. 
Dichos  locales  podrán  ser  calificados 
bajo  los  nombres  de  oficinas,  cámaras, 
estudios  ó  cualquiera  otro  aplicable  al 
caso. 

Casa-habitación  comprende  cualquier 
parte  de  una  casa  ocupada  separada- 
mente como  vivienda,  y  la  palabra 
aposentos  significa  un  aposento  ó  lugar 
de  residencia  amueblado,  ó  sin  amue- 
blar, sito  en  una  casa-habitación. 

Art.  6."  Los  alojamientos  distintos 
ocupados  por  una  persona  durante  uno 
ó  dos  años  sucesivos,  no  serán  concep- 
tuados como  alojamientos  diferentes  si 
en  dicho  año  ó  años  el  inquilino  hubie- 
ra ocupado  otras  habitaciones  ó  loca- 
les además  de  los  primitivos. 

Para  la  debida  calificación  de  un  ha- 
bitante con  derecho  á  votar,  la  ocupa- 
ción sucesiva  de  distintos  alojamientos 
en  la  misma  casa  se  conceptuará  como 
si  continuara  la  ocupación  de  los  mis- 
mos. 

Cuando  en  habitaciones  adjuntas  se 
hallaren  distintos  inquilinos  y  la  renta 
anual  de  los  alojamientos  sin  amue- 
blar ascienda  á  una  cantidad  que,  divi- 
dida entre  el  número  de  inquilinos, 
ascienda  &  una  cantidad  no  menor  de  10 
libras  por  cada  uno  de  ellos,  éstos  po- 
drán ser  empadronados  y  tendrán  de* 
recho  á  votar  como  inquilinos,  con  tal 
de  que  no  sean  más  de  dos  personas 
las  que  tengan,  en  este  caso,  el  dere- 
cho á  votar  un  representante  en  el  Par- 
lamento. 

Art.  7."  En  todo  burgo  parlamenta- 
rio, como  en  los  burgos  municipales, 
el  periodo  de  calificación  para  electores 
parlamentarios  y  burgueses,  respecti- 
vamente, que  en  la  actualidad  está 
computado  por  referencia  al  último  dfa 
de  Julio,  en  lugar  de  ser  computado 


asi,  será  computado  por  referencia  al 
dia  15  de  Julio. 

La  expresión  período  de  calificación, 
para  los  fines  de  esta  ley,  comprenderá 
cualquier  periodo  de  ocupación,  resi- 
dencia, posesión,  percibo  de  rentas  y 
beneficios,  y  no  percibo  de  derechos 
de  parroquia. 

Art.  8.°  En  cada  burgo  parlamenta- 
rio y  municipal,  la  totalidad  ó  parte  de 
su  extensión  es  coextensiva  con  ó  está 
incluida  en  la  extensión  de  un  distrito 
parlamentario. 

Todo  precepto,  instrucción,  procedi- 
miento, noticia  y  listas  relacionadas 
con  el  empadronamiento  de  electores 
parlamentarios  ó  de  burgueses,  será 
expresado  de  modo  y  forma  que  sea  ne- 
cesaria para  llevar  á  efecto  las  dispo- 
siciones de  esta  ley. 

Art.  9."  En  todo  burgo  parlamenta- 
rio y  municipal  la  totalidad  ó  parte  de 
su  extensión  es  coextensiva  con  ó  está 
incluida  en  la  extensión  de  un  burgo 
parlamentario,  y  cualquiera  notifica- 
ción ó  lista,  que  de  conformidad  con 
las  leyes  de  Empadronamiento  parla- 
mentario hayan  de  ser  publicadas  por 
los  Inspectores  de  pobres,  lo  serán  por 
los  mismos,  no  solamente  del  modo  or- 
denado por  estas  leyes,  sino  que  tam- 
bién serán  colocadas  y  conservadas  en 
un  sitio  público  y  visible  en  ó  cerca  de 
toda  oficina  de  Correos  y  Telégrafos 
ocupada  por  un  funcionario,  de)  Jefe 
de  Comunicaciones,  y  en  ó  cerca  de 
toda  oficina  pública  municipal  ó  parro- 
quial sita  dentro  de  la  parroquia  á  la 
que  se  refiera  la  precitada  lista. 

Art.  10.  Cuando  la  totalidad  ó  parte 
de  la  extensión  de  un  burgo  municipal 
es  coextensiva  con  ó  está  incluida  en 
el  área  de  un  burgo  parlamentario,  ar- 
ticulo 11  de  la  ley  de  Empadronamien- 
to parlamentario  de  1843,  y  art.  28  de 
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la  ley  de  Representación  del  pueblo 
de  1867  (que  trata  de  las  notificaciones 
que  se  han  de  publicar  y  dar  con  res- 
pecto á  rentas  atrasadas),  serán,  como 
reformadas  por  esta  ley,  hechas  exten- 
sivas, con  las  modificaciones  necesa- 
rias, á  las  rentas,  cuyo  pago  es  exigible 
como  condición  para  el  empadrona- 
miento en  el  padrón  de  burgueses,  y 
todas  las  disposiciones  de  estos  artícu- 
los, de  este  modo  reformados,  serán 
aplicadas  á  los  Inspectores  de  parro- 
quias situadas,  en  todo  ó  en  parte,  en 
un  burgo  municipal. 

Cualquiera  notificación  hecha  de 
acuerdo  con  este  articulo,  será  concep- 
tuada debidamente  entregada,  sí  fuese 
puesta  en  manos  del  locatario  ó  dejada 
en  su  última  y  habitual  residencia,  ó  á 
una  persona  que  se  halle  en  la  posesión 
y  á  quien  la  renta  sea  pagadera. 

De  no  hallarse  tales  personas,  se 
considerará  como  debidamente  entre- 
gada si  se  anuncia  en  un  sitio  visible 
de  la  casa. 

Todo  Inspector  que  conserve  en  su 
poder  una  de  las  antedichas  listas  ó  no 
incluya  en  las  mismas  aun  inquilino,  ó 
intencíonalmente  deje  de  notificar  cual- 
quier asunto  de  los  comprendidos  en 
esta  sección,  será  considerado  culpable 
de  haber  faltado  &  su  deber. 

El  art.  29  de  la  ley  de  Representación 
del  pueblo  de  1867  se  hará  extensiva  y 
será  aplicable  á  toda  parroquia  situada, 
en  todo  6  en  parte,  dentro  de  un  distri- 
to municipal,  cuyas  listas  de  burgueses 
sean  revisadas  por  esta  ley. 

Art.  11.  En  los  registros  de  naci- 
mientos y  defunciones,  cuyos  subdistri- 
tos  comprendan,  en  todo  ó  en  parte,  un 
burgo  parlamentario  ó  municipal,  la 
extensión  comprendida  será  coextensi- 
va  Ó  incluida  en  el  área  de  un  burgo 
parlamentario,  y  se  transmitirá  por  co- 


rreo, ó  por  otro  medio  adecuado— á  los 
Inspectores  de  cada  parroquia  que  se 
halle  enclavada  en  un  burgo  parlamen- 
tario ó  municipal,  é  igualmente  en  su 
subdistríto  —  un  certificado  suscripto 
por  el  funcionario  correspondiente,  ha- 
ciendo constar  ser  una  verídica  rela- 
ción de  los  nombres,  edades  y  domi- 
cilios de  todos  los  varones  mayores  de 
edad  que  hubieren  fallecido  dentro  de 
la  parroquia;  y  si  dichos  Inspectores  lo 
exigieran,  también  acompañará  rela- 
ción de  los  nombres,  edades  y  domici- 
lios de  las  hembras  mayores  de  edad 
fallecidas  dentro  de  la  parroquia. 

En  estas  relaciones  se  hará  constar 
los  nombres  y  apellidos  de  los  muertos 
mencionados,  las  fechas  de  su  falleci- 
miento y  los  nombres  y  residencia  de 
las  personas  que  informaron  a)  Regis- 
tro de  las  susodichas  defunciones. 

Estas  relaciones  se  harán  cuatro  ve- 
ces al  año,  es  decir: 

En  ó  antes  del  7  de  Abril  correspon- 
diente á  los  tres  meses  que  finalizan 
en  31  de  Marzo; 

En  ó  antes  del  22  de  Julio  por  el  pe- 
riodo correspondiente  desde  el  1."  de 
Abril  y  que  termina  en  15  de  Julio; 

En  6  antes  del  20  de  Septiembre,  y 

En  ó  antes  del  7  de  Enero  por  el  tiem- 
po que  principió  en  15  de  Septiembre  y 
termina  en  31  de  Diciembre. 

El  Registrador  que  redacte  estas  re- 
laciones tiene  derecho  á  percibir  las 
cantidades  que  señala  el  art.  28  de  la 
ley  de  Empadronamiento  de  nacimien- 
tos y  defunciones  que  lleva  la  fecha 
de  1874;  dichos  derechos  serán  pagados 
por  los  Inspectores  como  parte  de  los 
gastos,  para  llevar  á  efecto  las  dispo- 
siciones de  esta  ley  en  la  parte  que  se 
refiere  á  las  listas  de  electores  parla- 
mentarios y  listas  de  burgueses. 

Los  mencionados  Inspectores  omiti- 


dby  Google 


LEYES  ELECTORALES  DE   INGLATERRA 


rao  en  las  listas  redactadas  por  ellos 
los  nombres  de  los  individuos  que  apa- 
rezcan como  difuntos,  y  autorizará  a 
todo  el  que  se  halle  empadronado  como 
elector  del  burgo  parlamentario  6  que 
esté  empadronado  como  burgués  del 
burgo  municipal,  á  examinar  las  pre- 
citadas relaciones,  no  debiendo  exigir 
estipendio  alguno  por  este  servicio. 

Art.  12.  Los  Inspectores  de  las  pa- 
rroquias sitas  total  6  parcialmente, 
bien  en  un  burgo  parlamentario  ó  mu- 
nicipal, averiguaran  del  funcionario 
que  se  encuentre  al  frente  de  la  indica- 
da parroquia  los  nombres  de  los  indi- 
viduos que  no  tengan  derecho  á  ser 
incluidos  en  las  listas  de  electores  par- 
lamentarios ó  de  burgueses  pertene- 
cientes á  la  parroquia  interesada,  por 
haber  recibido  socorros  de  la  misma, 
y,  además,  si  asi  lo  exigieran  los  Ins- 
pectores, exhibirán  los  libros  en  que 
consten  los  nombres  de  las  personas 
socorridas. 

Art.  13.  En  toda  parroquia  situada, 
en  todo  ó  en  parte,  bien  en  un  burgo 
parlamentario  6  en  un  burgo  munici- 
pal, la  totalidad  ó  la  parte  del  área 
será  coextensiva  ó  incluida  en  el  área 
de  un  burgo  parlamentario;  los  libros 
que  contengan  los  impuestos  de  pobres 
hechos  para  la  parroquia,  dentro  de  los 
dos  precedentes  años,  serán  en  todo 
tiempo  exhibidos,  sin  derechos,  á  cual- 
quier individuo  que  figure  como  elec- 
tor parlamentario  por  el  burgo  o  esté 
empadronado  como  vecino  del  burgo 
municipal,  y  cualquiera  de  éstos  podrá 
sacar  una  copia  ó  hacer  un  extracto  de 
los  indicados  libros. 

Art.  14.  Teniendo  en  cuenta  que  por 
el  art.  19  de  la  ley  The  poor  rate  asaess- 
ment  and  callection  de  1869,  se  exige 
á  los  Inspectores  que  al  efectuar  la  im- 
posición de  la  contribución  de  pobres 


hagan  figurar  en  la  columna  de  arren- 
datarios, del  registro  de  impuestos,  el 
nombre  del  usufructuario  de  toda  clase 
de  bienes  que  deban  pagar  contribu- 
ción, ora  ésta  sea  percibida  del  propie- 
tario ó  usufructuario,  ora  sea  el  propie- 
tario el  responsable  al  pago  de  aquélla 
en  lugar  del  arrendatario,  se  dispone 
por  la  presente  ley  que  la  contribución 
señalada  á  los  individuos  arrendata- 
rios sea  considerada  como  legalmente 
impuesta;  y  habiéndose  suscitado  du- 
das acerca  de  la  interpretación  de  esta 
disposición,  se  hace  saber  que  la  referi- 
da disposición  no  se  aplicará  exclusi- 
vamente á  las  cosas  en  que  un  convenio 
se  haya  celebrado  con  arreglo  al  articu- 
lo 3.°  de  la  referida  ley,  ó  sobre  que  se 
haya  dado  una  orden  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  4."  de  la  misma,  sino 
como  de  aplicación  general. 

Art.  15.  Donde  la  totalidad  ó  parte 
de)  área  de  un  burgo  municipal  sea  co- 
extensiva con  ó  esté  incluida  en  el  área 
de  un  burgo  parlamentario,  las  listas 
de  electores  parlamentarios  y  de  bur- 
gueses serán,  en  cuanto  sea  posi- 
ble, extendidas  y  revisadas  al  mismo 
tiempo. 

En  tales  casos,  el  Inspector  de  cada 
parroquia  situada  total  ó  parcialmente 
en  un  burgo  parlamentario  ó  munici- 
pal, confeccionará  en  ó  antes  del  últi- 
mo día  de  Julio  de  cada  año  una  lista 
de  todos  los  individuos  que  bajo  cual- 
quier concepto  tengan  derecho  á  figu- 
rar en  el  burgo  parlamentario,  por  dis- 
frutar de  una  propiedad  enclavada 
total  ó  parcialmente  dentro  de  la  parro- 
quia, ó  que  puedan  ser  empadronados 
como  burgueses  del  burgo  municipal 
por  tener  el  dominio  de  una  propiedad 
allí  situada. 

Estas  listas  sustituirán  á  las  que  exi- 
gían las  anteriores  leyes  de  Empadro - 
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namíenlo  parlamentario  y  de  Corpora- 
ciones municipales. 

Cuando  la  parroquia  este  situada  to- 
tal o  parcialmente  en  un  burgo  parla- 
mentario municipal,  la  lista  para  la  pa- 
rroquia se  hará  en  tres  divisiones:  la 
primera  comprenderá  los  nombres  de 
los  sujetos  con  derecho  á  ser  empadro- 
nados como  electores  parlamentarios  y 
como  burgueses;  la  segunda,  compren- 
derá los  nombres  de  los  que  deban  figu- 
rar como  electores  parlamentarios, 
pero  que  no  puedan  ser  empadronados 
en  concepto  de  burgueses;  la  tercera, 
comprenderá  los  nombres  de  aquéllos 
que  han  de  figurar  como  burgueses, 
pero  que  no  puedan  ser  empadronados 
como  electores  parlamentarios. 

En  cada  lista  constará  el  nombre  y 
apellido  de  cada  persona  que  reúna  las 
anteriores  condiciones,  su  punto  de  re- 
sidencia, su  calificación  y  la  situación 
y  descripción  de  la  finca  que  le  concede 
derecho  á  figurar  en  las  listas. 

Estas  mismas  listas  estarán  suscrip- 
tas, y  reunirán  las  condiciones  que  dis- 
ponen las  Itv.es  de  Empadronamiento 
parlamentario  que  tratan  de  las  listas 
alfabéticas  mencionadas  en  el  articu- 
lo 13  de  la  ley  de  1843. 

Cuando  una  parte  de  la  parroquia 
esté  situada  dentro  del  burgo  parla- 
mentario, la  lista  para  la  parroquia 
será  considerada  como  una  lista  de 
burgueses  para  el  burgo  municipal. 

Cuando  la  lista  se  confeccione  con 
divisiones,  la  primera  y  segunda  se 
conceptuarán  como  listas  de  electores 
para  el  burgo  parlamentario,  y  las  pri- 
mera y  tercera  listas  de  burgueses  para 
el  burgo  municipal. 

Si  las  listas  están  divididas,  cada  una 
de  ellas  será,  si  lo  estima  conveniente 
la  autoridad  local,  encuadernada  sepa- 
radamente por  distritOB  electorales  ó 


por  cuarteles,  cuando  estos  últimos  do 
estuviesen  unidos  de  modo  que  las  dis- 
tintas partes  puedan  ser  conveniente- 
mente compiladas  ó  reunidas  para  ser- 
vir como  listas  pora  los  distritos  ó  cuar- 
teles electorales. 

Art.  16.  Si  en  un  burgo  parlamenta- 
rio existieran  individuos  con  derecho  á 
ser  empadronados  en  concepto  de  ciu- 
dadanos ó  por  otros  derechos  no  deter- 
minados en  la  ley  de  Reforma  de  1832  6 
en  la  sección  3.a  de  la  ley  de  Represen- 
tación del  pueblo  de  1867,  dicho  empa- 
dronamiento se  llevará  á  efecto  del 
modo  que  señalan  las  leyes  de  Empa- 
dronamiento parlamentario  en  la  forma 
modificada  que  exige  la  presente  ley. 

Art.  17.  Si  en  un  burgo  parlamenta- 
rio hubiera  total  ó  parcialmente  más  de 
un  burgo  municipal  ó  más  de  una  pa- 
rroquia, cada  uno  de  éstos  será  tratado 
separadamente  como  si  formara  un 
solo  burgo  municipal  ó  parroquia. 

El  Secretario  municipal  de  cada  uno 
de  estos  burgos  despachará  las  infor- 
maciones y  desempeñará  los  demás 
cargos  encomendados  &  un  Secretario 
municipal  inferior,  y  será  tenido  como 
tal  Secretario  para  los  efectos  de  las 
leyes  de  Empadronamiento  parlamen- 
tario y  de  la  presente. 

Art.  18.  Las  leyes  de  Corporaciones 
municipales,  en  todo  lo  relativo  &  lo 
efectuado  con  antelación  á  la  revisión 
de  las  listas  de  burgueses,  no  se  apli- 
carán á  las  listas  de  burgueses  con- 
feccionadas con  arreglo  á  esta  ley,  y 
las  leyes  de  Empadronamiento  parla- 
mentario modificadas,  por  la  cual  se 
aplicarán  hasta  la  terminación  del  exa- 
men de  las  listas  de  burgueses,  cual  si 
fueran  listas  de  electores  parlamenta- 
rios, confeccionadas  de  conformidad 
con  aquéllas,  y  cual  si  el  burgo  muni- 
cipal á  que  las  listas  de  burgueses  per- 
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po  hábil  en  la  forma  antedicha,  el  Abo- 
gado revisor  la  admitirá,  como  testi- 
monio de  los  hechos  declarados,  aun- 
que carezca  de  prueba  de  la  legitimi- 
dad de  la  firma  del  declarante,  del  Juez, 
comisionado  ó  persona  ante  la  cual  la 
declaración  se  supone  haber  sido  sus- 
cripta, á  menos  que  abrigue  sospechas 
fundadas  acerca  de  la  autenticidad  de 
cualquiera  de  las  indicadas  firmas. 

Estas  declaraciones  serán  abiertas, 
sin  gasto  alguno,  á  la  inspección  públi- 
ca en  la  oficina  del  Secretario  munici- 
pal, entre  las  diez  de  la  mañana  y  cua- 
tro de  la  tarde  de  cualquier  dia  labora- 
ble antes  del  15  de  Septiembre,  y  aquél 
expedirá  copias  de  las  mismas,  si  se 
solicitaran,  previo  el  pago  de  cuatro 
peniques  por  cada  72  palabras. 

Art.  25.  Todo  el  que  preste  una  falsa 
declaración  será  considerado  como  un 
delincuente  y  castigado  con  una  multa 
ó  prisión  que  no  excederá  de  un  ano, 
y  el  Abogado  revisor  archivará  la  de- 
claración. 

Art.  26.  La  declaración  que  por  los 
artículos  17  y  20  de  la  ley  de  Empadro- 
namiento parlamentario  de  1843  se  exi- 
ge á  los  individuos  cuya  admisión  se 
impugne  en  los  burgos  para  los  efec- 
tos de  la  revisión  de  las  listas  electora- 
les de  un  burgo  parlamentario  y  las  de 
burgueses  de  un  burgo  municipal,  que 
sean  revisables  con  arreglo  á  esta  ley, 
hará  constar  de  un  modo  detallado  los 
fundamentos  en  que  se  apoya  la  pro- 
testa, y  se  harán  extensivas  á  dichas 
protestas  los  artículos  7."  y  8."  de  la 
ley  de  Empadronamiento  de  electores 
de  condado  de  1865. 

Art.  27.  Para  la  revisión  de  las  listas 
de  electores  de  un  burgo  parlamentario 
y  de  burgueses  de  un  burgo  municipal, 
se  tendrá  presente: 

1.°    Que  la  protesta  podrá  ser  retira- 


da si  asi  lo  exigiera  por  escrito  el  que 
la  formuló  y  se  hubiese  entregado  á  la 
persona  interesada  y  al  Secretario  mu- 
nicipal con  siete  días  de  antelación  a) 
en  que  tenga  lugar  la  primera  sesión 
del  Tribunal  de  revisión  de  las  listas 
de  referencia; 

2."  Toda  protesta  hecha  por  perso- 
na autorizada  podrá,  después  del  fa- 
llecimiento de  ésta,  ser  reproducida  por 
otra  con  tal  que  suscriba  la  misma  y 
haga  entrega  de  ella  al  interesado  y  al 
Secretario  municipal  en  ó  antes  del 
día  señalado  para  examinar  dicha  pro- 
testa. 

El  que  reproduzca  una  protesta  será 
conceptuado  como  autor  de  la  primiti- 
va, y,  por  consiguiente,  responsable  de 
bus  resultas,  continuando,  por  lo  tanto, 
los  procedimientos  ya  incoados; 

3.°  Cuando  una  protesta  que  no  haya 
sido  hecha  por  un  Inspector  de  pobres 
contra  una  persona  cuyo  nombre  figure 
en  una  lista  de  electores  ó  de  burgue- 
ses siga  figurando  en  la  misma,  el  Abo- 
gado revisor,  á  menos  que  opine  que  la 
protesta  es  pertinente  por  haberse  pa- 
decido error  ó  defecto,  porque  existan 
serias  dificultades  para  el  esclareci- 
miento de  ella,  Ó  porque  la  protesta  sea 
retirada,  dispondrá  que  el  que  haya 
formulado  la  protesta  abone,  como  gas- 
tos, una  cantidad  que  no  excederá  de 
40  chelines. 

Art.  28.  (Este  articulo  está,  dero- 
gado.) 

Art.  29.  Las  disposiciones  conteni- 
das en  la  sección  51  de  la  ley  de  Empa- 
dronamiento parlamentario  de  1843, 
que  tratan  de  las  facultades  de  los  Abo- 
gados revisores  de  multar  á  los  Inspec- 
tores de  pobres  por  negligencia  en  el 
desempeño  de  sus  cometidos,  compren- 
derán cualquier  descuido  voluntario, 
infracción  ó  incumplimiento  de  su  de- 
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ber  en  la  ejecución  de  la  presente  ley. 

Art.  30.  Cuando  el  área  total  ó  par- 
cial de  un  burgo  municipal  es  coexten- 
aiva  ó  esta  incluida  en  el  área  de  un 
burgo  parlamentario,  los  gastos  sufra- 
gados por  el  Secretario  municipal  (in- 
cluidos los  mencionados  en  el  art.  31 
de  la  ley  de  Representación  del  pueblo 
de  1867),  como  los  hechos  por  los  Ins- 
pectores al  llevar  á  efecto  las  disposi- 
ciones de  esta  ley  en  lo  que  se  relacio- 
na con  las  listas  de  electores  parla- 
mentarios y  de  burgueses,  toda  suma 
recibida  con  destino  á  la  formación  de 
dichas  listas,  y  todas  las  multas  im- 
puestas por  el  Abogado  revisor  al  exa- 
minar las  listas,  serán  pagadas  y  apli- 
cadas en  la  forma  siguiente: 

1.*  Si  el  área  de  los  burgos  parla- 
mentarios y  municipal  es  coextensi- 
va,  la  mitad  de  los  gastos  será  costea- 
da según  determinan  las  leyes  de  Em- 
padronamiento parlamentario,  y  la  otra 
mitad  por  el  fondo  del  burgo;  y  la  mi- 
tad del  metálico  recibido  será  aplicada 
según  disponen  dichas  leyes,  y  la  otra 
mitad  deberá  ingresar  en  el  fondo  de) 
burgo; 

2.°  En  todos  los  demás  casos,  los 
gastos  é  ingresos  relativos  al  área  co- 
mún de  un  burgo  parlamentario  y  mu- 
nicipal serán  costeados  y  aplicados 
como  gastos  é  ingresos  de  los  señala- 
dos en  las  precitadas  leyes,  y  la  otra 
parte  será  satisfecha  y  reembolsada 
por  los  fondos  del  burgo  municipal. 

Los  repetidos  gastos  6  ingresos,  cuan- 
do se  trate  del  área  exclusivamente 
parlamentaria,  serán  costeados  y  apli- 
cados como  tales  gastos  e  ingresos  de 
los  comprendidos  en  las  repetidas  le- 
yes de  Empadronamiento  parlamenta- 
río,  y  los  mismos  gastos  é  ingresos  de 
un  área  exclusivamente  municipal  se- 
rán sufragados  de  y  pagados  al  fondo 


del  burgo  municipal  que  comprenda  el 
área  indicada. 

Los  gastos  é  ingresos  ocasionados 
por  más  de  un  área  serán  divididos 
proporcional  mente  entre  las  diversas 
áreas  en  que  se  hayan  hecho. 

El  Abogado  revisor  determinará,  en 
caso  necesario,  las  áreas  que  hayan 
ocasionado  gastos  y  la  cantidad  que 
corresponde  á  cada  una  de  ellas. 

La  remuneración  del  Abogado  revi- 
sor será  abonada  en  la  forma  que  seña- 
lan las  leyes  de  Empadronamiento  mu- 
nicipal. 

Art.  31.  Si  las  listas  se  han  hecho 
por  cuarteles,  una  vez  revisadas  éstas 
serán  entregadas  al  Secretario  muni- 
cipal. 

El  Abogado  revisor,  á  petición  de 
dicho  Secretario  ó  al  de  un  burgo  mu- 
nicipal, Armará  y  entregará  un  dupli- 
cado de  todas  ó  parte  de  las  listas  re- 
visadas y  divididas  que  se  refieran  a] 
burgo  municipal  interesado. 

EstoB  duplicados  se  confeccionarán 
por  el  Secretario  municipal  á  cuyo 
ruego  se  firmen  por  el  Abogado,  y  que- 
darán en  su  poder  para  unes  munici- 
pales. 

Art.  32.  El  registro  ó  libro  electoral 
parlamentario  comenzará  á  regir  el 
dia  1.°  de  Enero  siguiente  al  en  que 
tenga  lugar  la  revisión,  y  continuará 
rigiendo  para  el  año  que  principia  en 
dicho' dta  1.°  de  Enero. 

Art.  33.  La  lista  general  de  burgue- 
ses, confeccionada  en  vista  de  las  listas 
parciales  revisadas,  regirá  desde  el  1.° 
de  Noviembre  siguiente  al  de  la  revi- 
sión, y  continuará  en  vigor  por  el  año 
que  principia  en  el  dicho  día  1.a  de  No- 
viembre. 

Art.  34.  Ciertas  expresiones  emplea- 
das en  la  ley  de  Elecciones  municipa- 
les de  1875,  se  entenderá  que  se  refle- 
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ren  &  las  nuevas  listas  generales  y  par- 
ciales, tanto  de  burgueses  como  de 
cuarteles. 

Art.  35.  Cuando  las  listas  de  burgue- 
ses hayan  sido  revisadas  con  arreglo  a 
esta  ley,  las  disposiciones  contenidas 
en  las  de  Empadronamiento  parlamen- 
tario que  tratan  de  las  apelaciones  y  de 
la  resolución  dictada  por  el  Abogado 
revisor,  se  referirán  necesariamente  a 
una  resolución  recaída  al  revisar  las 
listas  de  burgueses. 

Art.  36.  El  Abogado  revisor  está  fa- 
cultado para  citar  toda  clase  de  testi- 
gos para  que  faciliten  la  revisión  antes 
mencionada,  y  aquél  ó  aquéllos  que 
después  de  haber  percibido  cantidades 
en  concepto  de  gastos  dejen  de  asistir 
al  llamamiento  del  Abogado,  y  los  que 
no  contesten  á  preguntas  hechas  por  el 
mismo,  ó  no  presenten  los  documentos 
exigidos,  serán  multados  en  una  suma 
que  no  excederá  de  cinco  libras. 

Art.  37.  Todo  individuo  que  se  cre- 
yere agraviado  por  haber  rehusado  el 
Abogado  revisor  hacer  constar  cual- 
quiera reclamación  suya,  podrá  apelar 
ó  recurrir  en  queja  contra  aquél,  den- 
tro del  término  de  un  mes,  ante  el  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia,  mediante 
declaración  jurada  de  los  hechos. 

Art.  38.  Los  gastos  ocasionados  por 
una  apelación  entablada  contra  una  re- 
solución de  un  Abogado  revisor  serán, 
si  la  apelación  prosperara,  abonados 
por  el  Juez  de  paz  ó  Secretario  muni- 
cipal designado  como  defensor  en  dicha 
apelación,  comparezca  éste  ó  no  ante 
el  Tribunal  para  sostener  la  resolución 
dictada. 

Para  que  un  apelante  pueda  obtener 
tal  fallo  favorable,  solicitará,  al  pre- 
sentar su  recurso  de  apelación,  que  el 
Abogado  revisor  designe  al  Juez  de 
paz  del  condado  ó  al  Secretario  muni- 


cipal del  burgo  parlamentario  ó  muni- 
cipal de  que  trate  su  apelación,  y  el 
Abogado  revisor,  si  fuese  requerido 
para  ello,  designará  el  Juez  de  paz  ó 
Secretario  municipal  que  haya  de  ac- 
tuar como  defensor  de  la  citada  apela- 
ción, bien  solo,  bien  en  unión  de  cual- 
quier otra  persona  de  las  que  señala 
el  art.  43  de  la  ley  de  Empadronamien- 
to parlamentario  de  1843. 

Los  gastos  invertidos  por  el  Juez  de 
paz  ó  Secretario  municipal  como  tal 
defensor,  incluyendo  las  cantidades 
que  abone  á  un  apelante  por  razón  de 
su  recurso,  le  serán  á  su  vez  abonadas 
como  parte  de  los  gastos  concedidos  al 
mismo  para  la  revisión  de  las  listas  á 
que  la  apelación  se  redera. 

Art.  39.  La  autoridad  competente 
para  hacer  reglamentos  de  práctica  y 
procedimiento  ante  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia,  podrá  de  vez  en  cuando 
dictar,  alterar  y  anular  los  reglamentos 
relativos  á  la  práctica  y  procedimien- 
to en  los  Tribunales  de  los  Abogados 
revisores. 

Los  reglamentos  confeccionados  con 
arreglo  á  esta  sección  se  elevarán  al 
Parlamento  dentro  de  los  cuarenta 
días  en  que  hayan  sido  redactados. 

Tales  reglamentos  tendrán  fuerza 
legal  como  si  hubieran  sido  incluidos 
en  esta  ley. 

Art.  40.  Las  disposiciones  conteni- 
das en  el  art.  101  de  la  ley  de  1843  en 
cuanto  Be  refieran  á  las  notificaciones, 
serán  consideradas  vigentes  como  si 
hubieran  sido  ordenadas  por  la  presen- 
te ley. 

La  expresión  notificación  significa  y 
se  refiere  á  cualquier  documento  que 
deba  ser  remitido  ó  entregado. 

Art.  41.  El  art.  13  de  la  ley  Electoral 
de  1872,  si  se  tratase  de  elecciones  mu- 
nicipales, se  referirá  al  incumplimiento 
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de  cualquiera  de  las  disposiciones  qu 
tratan  de  equivocaciones  ó  errores  ei 
el  uso  de  cualquiera  de  las  formas  pres 
criptas  por  la  ley  de  Elecciones  muñí 
cipales  de  1875. 
Art.  42.    Nada  en  esta  ley  afectara . 
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DE    LAS    PER  S  ON AS 


CAPÍTULO   PRIMERO 

De  los  nacionales  y  extranjeros 

1.  Adquisición  de  la  nacionalidad. — 8.  Pér- 
dida de  la  misma. — 3.  Reintegración  en  la 
cualidad  de  inglés. — 4.  Condición  jurídi- 
ca de  los  extranjeros  en  Inglaterra  (1). — 
S.  Del  extranjero  dtniten. 

l.  Hasta  época  muy  reciente  sostuvo 
Inglaterra  el  principio  de  que  sólo  te- 
nían carácter  nacional  las  personas 
nacidas  en  territorio  británico.  Porcon- 
secuencia,  ni  el  matrimonio  era  causa 
de  adquisición  6  pérdida  de  la  naciona- 
lidad, ni  parala  naturalización  se  ofre- 
cían facilidades,  ni  era  dado  á  los  ex- 
tranjeros adquirir  bienes  inmuebles,  ni, 
en  suma,  babia  más  que  un  medio  ge- 
nera) de  adquirir  el  carácter  de  inglés: 
el  nacimiento. 

Este  rigor  de  principios  ha  ido  des- 
apareciendo en  la  segunda  mitad  de 
este  siglo,  y  hoy  se  reconocen,  por  la 
ley  de  1870,  tres  medios  de  adquirir  la 
nacionalidad: 

1."    El  nacimiento; 


(1)    Veaae  el  Apéndice  I,  al  final  de  este  li- 
bro I. 

Las  doctrinas  españolas  correspondiente  a  *  lof 
castro  párrafos  anteriores,  se  hallan  < 
das  en  el  libro  1,  título  I,  del  Código  civil, 


2.°    La  naturalización; 

3."    El  matrimonio. 

En  cuanto  al  primero,  la  citada  ley 
de  1870  confirma  implícitamente  la  doc- 
trina de  que  es  inglés  todo  el  que  ha 
nacido  en  territorio  británico. 

Para  adquirir  la  naturalización  es  ne- 
cesario haber  residido  durante  cinco 
años  (de  los  ocho  anteriores  á  aquel  en 
que  se  solicita  la  gracia)  en  el  Reino 
Unido,  ó  haber  servido  á  la  Corona  du- 
rante un  lapso  de  tiempo  igual,  mani- 
festando, además,  la  intención  de  resi- 
dir en  el  reino  ó  servir  á  la  Corona  en 
lo  sucesivo.  Estos  extremos  se  acredi- 
tarán al  solicitar  del  Secretario  de  Es- 
tado el  certificado  de  naturalización, 
acompañando  en  apoyo  de  la  petición 
cuantos  documentos  se  crean  oportu- 
nos. El  Secretario  de  Estado  concederá 
la  certificación  ó  la  denegará  sin  funda- 
mentar su  resolución,  que  no  será  ape- 
lable ni  surtirá  efecto  mientras  el  agra- 
ciado no  preste  pleito  homenaje.  El 
extranjero  que  haya  obtenido  el  certi- 
ficado en  cuestión  gozará  de  los  mismos 
derechos  que  el  ciudadano  inglés,  con 
tal  que,  si  va  á  residir  á  su  patria  de 
origen,  sea  considerado  en  ella  como 
subdito  británico-  Los  naturalizados 
cuya  nacionalidad  sea  objeto  de  alguna 
duda  solicitarán,  y  les  será  concedido, 
el  certificado  de  naturalización  para 
acreditar  plenamente  sus  derechos, 
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Respecto  al  tercer  medio  de  naciona- 
lizarse en  Inglaterra,  la  ley  concede 
esagracia  á  la  mujer  extranjera  que 
contrae  matrimonio  con  ciudadano  bri- 
tánico, sosteniendo,  por  tanto,  el  prin- 
cipio generalmente  aceptado  de  que  la 
mujer  sigue  la  condición  y  nacionali- 
dad de  su  marido. 

Si  el  padre  ó  la  madre  viuda  han  ob- 
tenido la  naturalización,  sus  hijos  se 
hacen  también  ingleses  con  tal  que 
hayan  residido  durante  su  menor  edad 
con  sus  padres  en  territorio  británico. 

2.  Todo  inglés  que  tenga  plena  capa- 
cidad jurídica,  puede  cambiar  de  nacio- 
nalidad naturalizándose  en  el  extran- 
jero. 

El  extranjero  de  origen  que  haya  ad- 
quirido la  nacionalidad  inglesa,  única 
y  simplemente  por  el  hecho  de  haber 
nacido  en  territorio  británico,  puede 
despojarse  de  ella,  cuando  haya  llega- 
do á  la  mayor  edad,  manifestando  que 
tal  es  su  voluntad,  ante  un  Juez  de  paz: 
si  reside  en  el  Reino  Unido,  ante  un 
Juez  ó  cualquier  otro  funcionario  com- 
petente para  recibir  juramento,  si  en 
las  posesiones  británicas,  y  ante  un 
agente  consular  ó  diplomático  inglés,  si 
reside  en  cualquier  otro  punto.  Los  na- 
cidos de  padre  inglés  fuera  del  territo- 
rio británico  gozan  del  mismo  derecho 
de  elección  de  patria,  siendo  preciso, 
tanto  en  uno  como  en  otro  caso,  que  el 
declarante  goce  de  la  plenitud  de  sus 
derechos,  no  siendo,  en  su  consecuen- 
cia, válida  la  renuncia  de  la  nacionali- 
dad inglesa  efectuada  por  la  mujer  ca- 
sada ó  por  el  atacado  de  enagenación 
mental. 

Como  se  ve,  toda  esta  doctrina  guar- 
da gran  analogía  con  la  sustentada 
por  nuestro  Código  civil. 

Todo  extranjero  que  se  haya  natura- 
lizado en  Inglaterra  puede  recobrar  su 


nacionalidad  de  origen  mediante  una 
declaración  de  su  voluntad  hecha  en  la 
forma  indicada  en  el  párrafo  anterior, 
siempre  que  por  los  tratados  ó  por  las 
leyes  dicha  declaración  tenga  en  el 
país  de  origen  del  que  la  hace  el  mismo 
valor  que  en  Inglaterra. 

Cuando  un  padre  ó  una  madre  viuda 
pierden  la  nacionalidad  inglesa  en 
cualquiera  de  los  casos  que  quedan  ex- 
presados, sus  hijos,  si  han  residido  du- 
rante la  minoridad  en  el  país  en  que 
bus  padres  están  naturalizados,  y  si 
han  adquirido  la  naturalización  confor- 
me á  las  leyes  de  ese  país,  son  conside- 
rados como  si  fueran  nacionales  del 
mismo,  puesto  que  se  entiende  que  han 
cesado  de  ser  ingleses. 

Consecuencia  del  principio  de  que  la 
mujer  sigue  la  nacionalidad  del  mari- 
do, es  la  de  que  la  mujer  inglesa  pierde 
este  carácter  cuando  se  casa  con  un  ex- 
tranjero ó  cuando  su  marido  pierde  la 
cualidad  de  inglés. 

Por  último,  el  ciudadano  inglés  que 
se  haya  hecho  extranjero  según  la  ley 
de  1870  (á  la  que  pertenecen  todos  los 
principios  expuestos)  es  responsable 
de  los  actos  efectuados  por  él  con  ante- 
rioridad á  su  cambio  de  nacionalidad. 

3.  El  inglés  que  ha  perdido  su  nacio- 
nalidad puede  recobrarla  mediante  un 
certificado  de  readmisión,  que  se  obtie- 
ne con  las  mismas  condiciones  y  forma- 
lidades impuestas  á  los  extranjeros,  y 
con  la  prestación  del  pleito  homenaje. 

Cuando  el  padre  ó  la  madre  viuda 
obtengan  su  readmisión  á  la  nacionali- 
dad británica,  los  hijos  que  durante  su 
menor  edad  hayan  residido  en  territo- 
rio inglés  con  sus  padres,  serán  consi- 
derados como  reinvestidos  igualmente 
de  la  nacionalidad. 

La  mujer  inglesa  de  origen,  que  se 
haya  extranjerizado  por  su  matrimo- 
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nio,  continuará  siendo  extranjera  cuan- 
do enviude,  pero  podra  obtener  el  cer- 
tificado de  readmisión  ya  citado,  en  la 
forma  y  condiciones  indicadas. 

4.  La  ley  de  1870  concede  á  los  ex- 
tranjeros residentes  en  Inglaterra  los 
mismos  derechos  que  á  los  nacionales, 
eu  todo  lo  que  se  refiere  á  la  adquisi- 
ción, disfrute  y  transmisión  de  la  pro- 
piedad, tanto  mueble  como  inmueble. 
Existe,  sin  embargo,  una  excepción  en 
cuanto  á  los  buques  ingleses,  cuya  pro- 
piedad total  ó  parcial  esta  desde  muy 
antiguo  vedada  á  los  extranjeros.  Nues- 
tro Código  de  Comercio  de  1829  sostenía 
en  su  art.  584  el  mismo  principio. 

El  disfrute  de  la  propiedad  inmueble 
no  da  al  extranjero  aptitud  para  las 
funciones  públicas,  ni  le  hace  elector 
ni  elegible. 

Cuando  un  extranjero  haya  de  ser 
juzgado  en  Inglaterra,  lo  sera  en  la 
misma  forma  que  los  naturales  del 
pafs,  sin  que  pueda  reclamar  un  Jurado 
de  medietate  linguete  (1).  Cuando  el  ex- 
tranjero lleve  diez  años  de  residencia 
en  Inglaterra,  puede  desempeñar  las 
funciones  de  Jurado. 

5.  El  denizen  ha  sido  considerado 
siempre  en  Inglaterra  como  en  situa- 
ción intermedia  entre  el  extranjero  y  el 
inglés.  Es  un  extranjero  de  nacimiento 
á  quien  el  Rey  concede  patentes  que 
hacen  de  él  un  subdito  inglés,  pero  no 
con  el  carácter  de  naturalizado. 

El  denizen  gozaba  antes  sobre  los  de- 
más extranjeros  las  prerrogativas  de 
poder  comprar  inmuebles,  adquirir  por 
donación  ó  legado,  etc.  Pero  el  espíritu 


(1)  Institución  establecida  en  tiempo  de  Eduar- 
do IV,  que  permitía  fuese  D  extranjeros  la  mitad 
de  loe  Jurados  encargados  de  juzgar  a  un  extran- 
jero, excepción  hacha  de  loa  delitos  da  alta  trui- 
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liberal  de  las  leyes  en  los  tiempos  mo- 
dernos ha  ido  concediendo  más  y  más 
derechos  á  los  extranjeros,  sin  otorgar 
ninguna  nueva  ventaja  al  que  habla  lo- 
grado el  titulo  de  denizen,  por  lo  cual 
esta  distinción, sibien  subsiste  en  la  ley, 
ha  perdido  en  la  práctica  sus  caracteres 
esenciales,  y  es  de  creer  que,  tarde  ó 
temprano,  desaparecerá  por  completo. 

CAPÍTUTO  II 
De  las  personas  JUieas  y  de  las  Corpo- 


1.  De  las  personas  físicas  ó  naturales,— 
2.  De  las  Corporaciones:  A.  La  clasifica- 
cióti;  B.  Su  creación;  C.  Sus  facultades  é 
incapacidades;  D.  Su  disolución.  (Véase 
el  titulo  II  del  Código  civil  español.) 

1.  Las  legislaciones  de  todos  los  paí- 
ses no  pueden  menos  de  reconocer,  una 
vez  que  han  desaparecido  antiguos  y 
funestos  errores,  que  todo  ser  humano 
es  persona  capaz  de  derechos  y  obliga- 
ciones. Pero  si  bien  están  conformes  en 
este  punto  esencial,  diñeren  en  cuanto 
á  las  circunstancias  que  creen  necesa- 
rias para  calificar  á  un  sor  de  humano. 
La  ley  inglesa  exige  únicamente  que  el 
nacido  tenga  figura  humana  y  que  no 
tenga  en  ninguno  de  sus  miembros  se- 
mejanza con  un  irracional,  en  una  pa- 
labra, que  no  sea  monstruo.  No  es 
monstruo,  sin  embargo,  el  que  tenga 
alguna  deformidad  parcial  ó  esté  con- 
trahecho; doctrina  que  ya  sancionaba 
el  Derecho  Romano  al  diferenciar  el 
monstrum  del  portenttim. 

Aun  cuando  el  nacimiento  determina 
la  personalidad,  la  ley  protege  al  niño 
desde  el  instante  en  que  es  susceptible 
d^Hpvimiento  en  el  seno  de  la  madre, 
yaálos  efectos  del  Derecho  penal  para 
castigar  el  delito  de  aborto  ó  los  malos 
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tratos  á  la  mujer  embarazada,  ya  desde 
el  punto  de  vista  civil  para  tener  al  feto 
por  nacido  para  todo  aquello  que  le  sea 
favorable,  como  ser  nombrado  legata- 
rio, recibir  tutor,  ser  parte  en  la  suce- 
sión ab  intestato,  etc.,  etc.,  asi  como 
heredar  una  tierra;  pero  en  este  caso, 
el  que  ha  de  heredar  en  defecto  del  con- 
cebido, entra  en  posesión  del  inmueble 
y  de  sus  rentas  hasta  que  el  nacimiento 
se  efectúe. 

La  personal!  dad  termina  con  la  muer- 
te. Cuando  dos  ó  mas  personas  llama- 
das á  heredarse  recíprocamente  mue- 
ren en  un  mismo  acto,  como  en  una  ba- 
talla, naufragio,  etc.,  sin  que  se  pueda 
determinar  cuál  de  ellas  ha  muerto  pri- 
mero, la  apreciación  de  este  hecho  que- 
da al  libre  criterio  de  los  Tribunales, 
pues  ni  la  ley  contiene  precepto  sobre 
este  punto,  ni  la  jurisprudencia  ha  su- 
plido su  silencio  con  ninguna  regla  pre- 
cisa. 

a.  Con  mejor  acuerdo  que  nuestro 
Código,  Inglaterra  denomina  Corpora- 
ciones alo  que  nosotros  llamamos  per- 
sonas jurídicas  y  otros  personas  mora- 
les. El  carácter  moral  y  el  jurídico  lo 
mismo  adornan  á  la  persona  individual 
que  á  la  colectiva,  por  lo  cual  ni  el  uno 
ni  el  otro  pueden  tomarse  como  nota 
diferencial  entre  ellas. 

A.  Pero  el  nombre  de  persona  cor- 
porativa 6  Corporación  es  perfectamen- 
te exacto,  porque  indica  la  reunión  de 
diversas  individualidades  que  constitu- 
yen un  solo  todo.  Pueden  ser  estas  Cor- 
poraciones políticas,  administrativas, 
religiosas,  científicas,  comerciales,  et- 
cétera. 

Fundadamente  se  dividen  en  Corpo- 
raciones agregadas  ó  por  agregación,  y 
Corporaciones  aisladas  ó  individuales 
que  forman  también  entidades  jurídi- 
cas. Las  primeras  consisten  en  la  re- 


unión de  cierto  número  de  miembros 
que  se  renuevan  incesantemente,  ha- 
ciendo que  la  persona  exista  sin  inte- 
rrupción, v.  gr.  el  Cabildo  de  una  cate- 
dral, una  Universidad  ú  otra  Corpora- 
ción análoga.  Las  segundas  consisten 
en  una  sola  persona  individual,  que  se 
encuentra  en  una  situación  particular, 
y  en  sus  sucesores  incorporados  á  ella 
por  la  ley  en  virtud  de  reunir  ciertas 
aptitudes  ó  prerrogativas,  especial- 
mente el  privilegio  de  perpetuidad.  En 
este  sentido,  el  Rey  es  una  Corporación 
aislada,  así  como  los  Obispos,  Recto- 
res, Vicarios,  etc.  El  Rey,  en  cuanto 
Rey;  el  Rector,  en  cuanto  Rector,  no 
mueren  jamas;  tanto  el  uno  como  el 
otro  forman  con  sus  respectivos  suce- 
sores una  sola  y  única  persona  corpo- 
rativa, que  goza  de  los  mismos  dere- 
chos y  está  sometida  á  idénticas  obli- 
gaciones. 

Las  Corporaciones,  tanto  agregadas 
como  aisladas,  se  subdividen  en  ecle- 
siásticas y  laicas,  según  que  estén  ó  no 
compuestas  exclusivamente  de  miem- 
bros del  Clero.  A  su  vez,  las  laicas  son 
ó  civiles  ó  de  caridad.  Las  civiles  son 
muy  varias  y  numerosas,  y  tienen  obje- 
tos diferentes;  sirvan  de  ejemplo  las 
municipalidades,  las  Compañías  de  Co- 
mercio, las  Corporaciones  de  Mayor- 
domos para  la  conservación  de  los  bie- 
nes de  las  parroquias,  el  Colegio  de 
Médicos  de  Londres,  la  Sociedad  Real 
para  el  progreso  de  las  Ciencias  Natu- 
rales, etc.  Las  Corporaciones  de  cari- 
dad son  aquellas  que  han  sido  institui- 
das para  asegurar  á  perpetuidad  la  dis- 
tribución de  socorros  á  las  clases  de 
menesterosos  designadas  por  el  fun- 
dador. 

Son  esencialmente  laicas,  aunque 
sus  individuos  pertenezcan  al  Clero, 
porque  no  dependen  del  Obispo  dioce- 
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statuto  su  personalidad  juri- 


impnciiameme  acoraauo  esie  consen- 
timiento para  las  Corporaciones  que 
existen  en  virtud  del  eommon  late;  se 
supone  que  los  antiguos  Reyes  con- 
currirían á  la  formación  de  ese  derecho 
común,  que  no  es  otra  cosa  que  la  cos- 
tumbre establecida  por  el  acuerdo  uná- 
nime de  la  Nación.  Entre  estas  Corpo- 
raciones se  encuentra  el  Rey  mismo, 
los  Obispos,  los  Rectores,  los  Mayordo- 
mos, los  Vicarios  y  otros  que  el  dere- 
cho común  ha  considerado  desde  muy 
antiguo  como  Corporaciones  de  oficio. 
El  consentimiento  implícito  del  Rey  se 
presume  asimismo  para  las  Corpora- 
ciones por  prescripción,  como  la  de  la 
ciudad  de  Londres,  que  existen  desde 
tiempo  inmemorial,  y  que  por  eso  mis- 
mo la  ley  considera  como  creadas  legí- 
timamente. 

El  Rey  otorga  su  consentimiento  ex- 
preso, bien  por  un  acta  del  Parlamen- 
to, bien,  y  esto  es  lo  más  común,  por 
cédulas  patentes  ó  por  una  carta  de 
incorporación. 

Algunas  veces  comienza  el  Rey  por 
conceder  una  carta,  que  es  confirmada 
después  por  un  estatuto  (1).  En  otros 
casos  un  estatuto  autoriza  al  Rey  para 
crear  una  Corporación  por  cédulas 
patentes  (2).  Entre  las  Corporaciones 
creadas  por  un  acta  del  Parlamento,  se 
encuentran  los  Hospitales  y  Casas  de 
corrección,  que  reciben  directamente 


(1)  Bl  Colsgio  de  Medicina  ae  etoS  por  una 
carta  de  Enrique  VIII,  confirmada  cuatro  anos 
después  por  un  estatuto. 

(2)  Así  fue  creado  el  Banco  da  Inglaterra. 


uto  nace  una  Corporación  se 
•u  personalidad  con  un  no  ni- 
el cual  vive  y  obra. 
La  carta  en  que  se   establece  este 
nombre  sirve  como  de  partida  de  bau- 

C.  Las  facultades  é  incapacidades  de 
las  Corporaciones  pueden  dividirse  en 
dos  clases,  unas  inherentes  á  toda  Cor- 
poración constituida  regularmente,  y 
otras  que  pertenecen  á  ciertas  clases 
de  Corporaciones,  con  exclusión  de  las 
demás. 

Hé  aquí  las  primeras: 

1.*  La  Corporación  ha  de  subsistir 
por  una  sucesión  perpetua,  teniendo, 
por  lo  tanto,  la  facultad  de  elegir  nue- 
vos miembros  para  reemplazar  á  los 
que  pierde,  ajustándose  á  las  prescrip- 
ciones de  la  carta  de  incorporación,  al 
estatuto  de  su  creación  ó  al  uso  inme- 
morial; 

2.'  Puede  comparecer  en  juicio  como 
demandante  ó  demandada; 

3.a  Puede  adquirir  y  poseer  inmue- 
bles y  bienes  de  manos  muertas,  siem- 
pre que  medie  una  autorización  espe- 
cial del  Rey,  pues  sin  ella  toda  adqui- 
sición es  nula; 

4."  Tiene  un  sello  propio  que  sim- 
boliza su  voluntad  colectiva,  y  cuya 
fijación  la  obliga,  con  exclusión  de  las 
obligaciones  verbales  ó  escritas,  con- 
sentidas por  algunos  de  sus  miembros; 

5."  Forma,  para  su  administración 
interior,  los  Estatutos  y  Reglamentos 
que  cree  convenientes,  los  cuales  tie- 
nen para  todos  los  asociados  carácter 
obligatorio,  siempre  que  no  sean  con- 
trarios á  las  leyes  del  pais. 

Estas  cinco  atribuciones  son  insepa- 
rables de  toda  Corporación  agregada. 
La  cuarta  y  la  quinta  no  son  propias  de 
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las  Corporaciones  aisladas,  núes  si  bien 
pueden  aprovecharse  de  ellas  cuando 
lo  crean  conveniente,  les  son  inútiles 
en  la  mayoría  de  los  casos. 

Veamos  ahora  los  poderes  propios  de 
cierta  clase  de  Corporaciones,  con  ex- 
clusión de  las  demás: 

1.°  Las  Corporaciones  agregadas 
pueden  poseer  bienes  muebles,  lo  cual 
está  vedado  á  las  aisladas.  Y  esto  es 
porque  los  bienes  muebles  son  más 
susceptibles  de  perderse  ó  deteriorarse 
que  los  inmuebles,  y  la  ley  procura 
evitar  las  cuestiones  A  que  esto  pudie- 
ra dar  lugar  entre  el  sucesor  y  los  tes- 
tamentarios del  difunto; 

2.°  En  las  Corporaciones  eclesiásti- 
cas, asi  como  en  las  de  caridad,  el  Rey 
ó  el  fundador  pueden  dictar  Reglamen- 
tos ó  Estatutos  que  aquéllas  están  obli- 
gadas á  obedecer.  Por  el  contrario,  las 
Corporaciones  civiles  no  se  someten  á 
Reglamentos  particulares,  sino  que  se 
ajustan  en  su  modo  de  obrar  á  su  carta 
de  incorporación,  á  sus  usos,  al  dere- 
cho común,  ó  á  los  Reglamentos  que 
ellas  mismas  han  formado,  siempre  que 
no  se  opongan  á  las  leyes  del  reino; 

3.a  Las  Corporaciones  agregadas 
que  tienen  un  jefe  no  pueden,  mientras 
vaque  su  plaza,  hacer  otra  cosa  que 
proveer  á  su  reemplazo.  Hasta  tal  pun- 
to son  defectuosas  sin  jefe,  que  ni  si- 
quiera pueden  aceptar  una  donación. 

Finalmente,  y  como  precepto  gene- 
ral, las  Corporaciones  todas  están  so- 
metidas á  una  vigilancia:  las  eclesiás- 
ticas á  la  de  los  Arzobispos  y  Obispos; 
las  laicas  &  la  de  su  fundador,  es  decir, 
al  Rey,  que  por  su  carta  les  ha  dado  la 
existencia,  y  que  está  representado  en 
esta  atribución  por  el  Tribunal  del  Ban- 
co de  la  Reina,  sin  perjuicio  del  derecho 
de  inspección,  que  puede  pertenecer, 
especialmente  en  las  Corporaciones  de 


caridad,  á  aquél  que  con  su  largueza 
las  ha  creado,  y  á  sus  sucesores. 

D.  Las  causas  por  que  se  disuelven 
las  Corporaciones  son  cuatro: 

I."    Por  un  acta  del  Parlamento; 

2.*  Por  la  muerte  de  todos  sus  miem- 
bros si  se  trata  de  una  Corporación 
agregada; 

3.a  Por  la  renuncia  á  sus  franqui- 
cias y  privilegios  en  manos  del  Rey, 

4/  Por  consecuencia  de  la  violación 
de  su  carta,  ya  por  negligencia  en  el 
cumplimiento  de  las  reglas  que  le  fue- 
ron impuestas,  ya  porque  abuse  de  sus 
prerrogativas. 

Las  consecuencias  legales  de  la  diso- 
lución son  que  vuelven  las  propiedades 
de  ta  Corporación  al  donante  ó  á  sus 
herederos,  y  que  se  extinguen  las  deu- 
das y  créditos  de  la  misma,  pues  sus 
miembros,  considerados  individualmen- 
te, ni  pueden  cargar  con  las  unas,  ni 
beneficiarse  con  los  otros. 

CAPÍTULO    III 

Del  domicilio 

(Véase  al  titulo  III  dal  Código  civil  español) 

En  Inglaterra,  como  en  la  mayoría 
de  las  naciones,  se  entiende  por  domi- 
cilio el  lugar  en  que  se  reside  con  in- 
tención de  permanecer  en  él.  Reconoce 
igualmente  la  ley  inglesa  que  muchas 
personas  tienen  un  domicilio  legal  in- 
dependiente del  punto  de  su  residencia. 
Asi,  el  hijo  legitimo  está  domiciliado 
donde  sus  padres;  la  mujer  casada,  don- 
de su  marido;  el  funcionario,  donde 
ejerza  sus  funciones. 

Cuando  una  persona  reside  por  tem- 
poradas en  dos  sitios  distintos,  donde 
ejerce  su  profesión  y  donde  habita  con 
su  familia,  se  la  reputa  domiciliada  en 
este  último. 
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El  primer  domicilio  se  adquiere  en  el 
lugar  en  que  se  ha  nacido;  pero  puede 
variarse  mas  tarde,  ya  porque  el  dere- 
cho reconozca  uno  determinado,  como 
ocurre  al  hijo  legitimo,  la  mujer  casa- 
da o  el  funcionario,  ya  porque  volunta- 
riamente se  cambie,  residiendo  duran- 
te cuarenta  días  en  otra  localidad. 

La  prueba  del  cambio  de  domicilio 
puede  resultar  de  una  declaración  ex- 
presa hecha  &  los  Inspectores  de  los 
pobres  de  la  parroquia  en  que  la  per- 
sona pretende  establecerse,  ó  de  otras 
causas,  tales  como  un  arrendamiento 
hecho  por  cuarenta  dias  &  lo  menos,  el 
pago  de  las  cuotas  parroquiales,  el  he- 
cho de  contratarse  como  doméstico, 
aprendiz,  etc. 

CAPITULO  IV 

Del  matrimonio  (1) 

1.  Clases  de  matrimonio  y  formas  de  bu  ce- 
lebración.— 8.  Promesas  de  matrimonio. 
—  3.  Condiciones  para  contraería  A. 
Edad;  B.  Consentimiento  de  las  partes; 
C.  Consentimiento  de  los  padres.— 4.  Im- 
pedimentos y  oposiciones. — 5.  Publica- 
ción del  matrimonio.— 6.  Sus  efectos  en 
cnanto  á  las  personas  de  los  esposos. — 7. 
Prueba  del  matrimonio.— 8.  Nulidad  del 
mismo. — 9.  Divorcio:  A.  Divorcio  propia- 
mente dicho;  B.  Separación  de  cuerpos. 
— 10.  Del  cuidado  de  los  hijos  en  cual- 
quiera de  estos  dos  casos.  (Véase  el  títu- 
lo IV  del  Código  civil  español.) 

l.  La  ley  reconoce  tres  formas  de 
matrimonio:  la  religiosa,  la  civil  y  la 
de  los  que  profesan  alguna  de  las  reli- 
giones disidentes. 

I.1    Matrimonio  religioso: 

Se  celebra  conforme  al  ritual  de  la 
Iglesia  anglicana,  observándose  para 
míala  liturgia  prescripta  en 


(I)     Véasa  el  Apéndice  II  al  fin  de  esta  libro. 


el  Libro  de  oraeione»  comunes  (1).  El 
matrimonio  Be  efectúa  en  la  iglesia  pa- 
rroquial, ó  en  una  capilla  debidamente 
autorizada  al  efecto,  y  en  las  horas 
canónicas,  ó  eea  entre  las  ocho  de  la 
mañana  y  el  medio  día.  Puede  dispen- 
sar estos  requisitos  de  lugar  y  tiempo  el 
Arzobispo  de  Cantorbery,  mediante  el 
pago  de  una  elevada  cuota.  La  celebra- 
ción del  matrimonio  en  una  casa  par- 
ticular, sin  autorización  expresa,  cons- 
tituye un  delito  de  felonía; 

2.1    Matrimonio  civil: 

Se  celebra  ante  el  Superintendente 
Registrador,  en  su  misma  oficina,  y 
consiste  en  una  declaración  solemne 
hecha  a  puertas  abiertas,  en  presencia 
de  dos  testigos,  pronunciando  cada  uno 
de  los  contrayentes  las  palabras  que 
siguen;  «Declaro  solemnemente  que  no 
conozco  ningún  impedimento  para  que 
yo,  N.  N.,  me  una  en  matrimonio  á 
X.  X.,  y  pongo  por  testigos  á  las  per- 
sonas aqui  presentes  de  que  yo,  N.  N., 
os  tomo,  X.  X.,  por  mi  esposo  (ó  espo- 
sa)»; 

3.*  Matrimonio  de  los  que  profesan 
alguna  de  las  religiones  disidentes: 

Se  celebra  en  los  edificios  registra- 
dos ó  empadronados  como  lugares  del 
culto  de  alguna  Iglesia  disidente,  y  en 
ellos  se  une  el  contrato  civil  á  las  cere- 
monias religiosas  de  cada  culto.  Para 
que  este  matrimonio  produzca  efectos 
legales,  es  necesario  que  los  contra- 
yentes presten  su  consentimiento  en 
presencia  de  un  Registrador  y  dos  tes- 
tigos. 

Para  obtener  el  registro  ó  empadro- 
namiento de  un  lugar  de  culto  es  nece- 
sario que  lo  soliciten  el  propietario  ó 
administrador  del  local  y  veinte  jefes 
de  familia,  declarando  que  el  lugar  de 


(I)    BooJI  ofcommonprtyer. 
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que  se  trata  está  afecto  desde  un  año 
antes  al  ejercicio  público  de  su  reli- 
gión. El  Superintendente  Registrador 
tiene  facultades  para  conceder  en  los 
matrimonios  civiles  las  dispensas  que 
en  los  religiosos  otorga  el  Arzobispo 
deCantorbery, 

Constituyen  una  excepción  de  esta 
regla  los  cuáqueros  y  los  judíos,  quienes 
están  obligados  á  solicitar  del  Regis- 
trador de  su  distrito  un  certificado  en 
que  conste  que  se  han  hecho  las  publi- 
caciones legales,  ó  que  se  ha  concedido 
dispensa  de  ellas;  pero  no  tienen  nece- 
sidad de  hacer  registrar  los  lugares 
de  su  culto  para  poder  casarse  en  ellos. 

El  cambio  de  consentimientos  lo  ha- 
cen constar  funcionarios  especiales  de- 
signados por  los  comités  de  esas  agru- 
paciones religiosas. 

Sea  cualquiera  la  forma  en  que  se 
contraiga  el  matrimonio,  debe  constar 
en  los  registros  llevados  ad  hoc  por  el 
eclesiástico  ó  el  Registrador,  los  cuales 
enviarán  cada  tres  meses  copia  de  las 
inscripciones  al  Registrador  general. 
(Registrar.) 

Los  matrimonios  celebrados  por  in- 
gleses en  el  extranjero  son  válidos  en 
Inglaterra  cuando  han  sido  celebrados 
conforme  á  las  leyes  de  ese  país  extran- 
jero ó  conforme  á  las  de  Inglaterra  ante 
un  Agente  diplomático  ó  consular  bri- 
tánico ó  por  un  Capellán  agregado  á  le- 
gación ó  ejército  ingleses. 

El  matrimonio  celebrado  en  país  ex- 
tranjero conforme  á  sus  leyes,  es  válido 
en  Inglaterra  aunque  los  contrayentes 
se  hayan  trasladado  á  ese  pats  con  ob- 
jeto de  sustraerse  á  alguna  exigencia 
de  la  ley  inglesa. 

El  matrimonio  celebrado  ante  un 
Agente  diplomático  ó  consular  inglés,  es 
válido  en  Inglaterra  aunque  uno  de  los 
contrayentes  sea  extranjero;  pero,  en 


este  caso,  el  Agente  debe  advertir  al  con- 
trayente inglés  que  el  matrimonio  cele- 
brado en  tales  condiciones  no  es  nece- 
sariamente válido  fuera  de  las  posesio- 
nes de  S.  M.  británica. 

Los  matrimonios  celebrados  en  el  ex- 
terior deben  registrarse  en  Inglaterra 
siempre  que  sea  posible  (1). 

8.  Desea  la  ley  que  en  materia  de 
matrimonios  se  cumplan  todas  las  for- 
malidades que  prescribe.  Por  esto,  la 
simple  promesa  de  matrimonio,  aunque 
haya  sido  seguida  decohabitación  cons- 
tante, no  produce  efectos  de  verdadero 
matrimonio,  ni  en  cuanto  á  las  partes 
promitentes,  ni  en  cuanto  á  los  hijos 
que  hayan  procreado.  Pero  si  bien  no 
pueden  los  Tribunales  obligar  á  con- 
traer matrimonio  al  que  lo  prometió, 
sin  embargo,  en  caso  de  ruptura  infun- 
dada, si  el  autor  de  la  promesa  la  hu- 
biese hecho  después  de  cumplidos  los 
veintiún  años,  es  decir,  cuando  podía 
obligarse  válidamente,  la  parte  ofendi- 
da tiene  derecho  á  reclamar  una  indem- 
nización. 

Análogas  doctrinas  mantiene  nues- 
tro Código  civil  en  sus  artículos  43  y  44. 

Cuando  nohayamediadopromesade 
matrimonio,  la  mujer  seducida  no  puede 
reclamar  daños  y  perjuicios  al  que  la 
sedujo,  abandonándola  después.  Lo 
contrario  sucede  en  Escocia. 

3.— A.  Para  poder  contraer  matrimo- 
nio se  exige  en  Inglaterra  la  edad  de 
doce  años  en  la  mujer  y  catorce  en  el 
hombre.  Si  cualquiera  de  los  cónyuges 
se  ha  casado  sin  tener  la  edad  legal,  en 
el  momento  en  que  llegue  á  ella  puede 
disolver  el  matrimonio  sin  que  sea  pre- 
cisa la  intervención  de  ningún  Magis- 
trado. La  misma  facultad  corresponde 


(1)    Véase  el  decreta  de   1898  inserto  en  el 
Apéndice  II  al  final  de  este  libro. 
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al  otro  cónyuge,  aunque  tuviera,  cuan- 
do se  casó,  la  edad  necesaria. 

Si  al  cumplir  los  esposos  la  edad  le- 
gal consienten  en  continuar  la  vida  co- 
mún, el  matrimonio  se  convierte  en 
definitivo  ¿pao  Jacto,  sin  necesidad  de 
confirmación. 

B.  No  hay  matrimonio  posible  si  los 
dos  esposos  no  consienten  expresa- 
mente en  recibirse  como  marido  y  mu- 
jer. Este  consentimiento  únicamente 
es  valido  cuando  le  han  prestado  per- 
sonas que  están  en  el  cabal  uso  de  su 
razón.  El  matrimonio  celebrado  por  un 
loco,  reconocido  como  la!  por  los  fun- 
cionarios competentes,  es  nulo  si  se  ha 
llevado  acabo  antes  de  que  el  Canci- 
ller ó  la  mayoría  de  los  curadores  ha- 
yan declarado  que  el  enfermo  ha  reco- 
brado la  razón. 

Siendo  el  libre  consentimiento  la  base 
del  matrimonio,  la  ley  declara  nulo  el 
verificado  por  mediadores  ó  terceros 
remunerados  con  ese  objeto.  Tam- 
bién serla  nula  la  cláusula  en  que 
vendiese  su  consentimiento  un  padre  ó 
un  tutor  contra  la  voluntad  de  su  pupi- 
lo. El  dinero  entregado  en  ambos  casos 
estaría  sujeto  á  repetición. 

C.  Los  menores  de  veintiún  años  que 
deseen  contraer  matrimonio  deberán 
obtener  la  autorización  de  su  padre,  en 
delecto  de  éste  la  de  su  madre,  y  á  falta 
de  ambos  la  de  su  tutor.  Eete  consenti- 
miento sólo  es  necesario  para  el  pri- 
mer matrimonio,  pues  si  un  menor 
trata  de  contraer  segundas  nupcias, 
no  necesita  autorización,  porque  me- 
diante el  primer  matrimonio  se  consi- 
dera definitivamente  emancipado. 

La  parte  que  al  hacer  publicar  las 
proclamas  ó  solicitar  una  dispensa,  de- 
clare falsamente  que  ha  obtenido  la  li- 
cencia paterna,  pierde  todos  los  bene- 
ficios pecuniarios  derivados  del  matri- 


monio, en  favor  de  su  consorte,  si  es 
inocente,  ó  de  los  hijos  que  nazcan. 

Establece  la  ley  inglesa  la  necesidad 
del  consentimiento  paterno,  no  tanto 
como  medida  de  protección  para  los 
menores,  cuanto  por  deferencia  &  los 
padree.  Buena  prueba  de  ello  es  que  no 
se  exige  antes  de  la  celebración  de  la 
boda  ninguna  prueba  solemne  de  la 
prestación  de  la  licencia.  Informados 
los  padres  del  matrimonio  proyectado, 
pueden  oponerse  á  él  antes  que  se  ce- 
lebre; pero  si  por  cualquier  razón  no  lo 
hacen,  el  matrimonio  es  válido  aunque 
no  lo  hayan  consentido.  Por  otra  par- 
te, aun  cuando  los  padres  se  opongan, 
si  su  oposición  no  se  funda  en  una  cau- 
sa grave  y  seria,  los  futuros  esposos 
pueden  apelar  ante  el  Tribunal  de  la 
Cancillería,  y  reclamar  indemnización 
de  daños  y  perjuicios. 

Los  mayores  de  veintiún  años  tienen 
plena  libertad  para  casarse  sin  necesi- 
dad de  tener  para  nada  en  cuenta  la 
voluntad  de  sus  ascendientes,  ni  solici- 
tar su  consejo  como  manda  nuestro  Có- 
digo civil,  dando  con  ello  una  plausible 
muestra  de  reverencia  y  respeto  á  la 
autoridad  paterna. 

4.  Está  prohibido  el  matrimonio: 

1."  Entre  parientes  consanguíneos  y 
afines,  hasta  lo  infinito  en  la  linea  rec- 
ta, y  hasta  el  tercer  grado  en  la  colate- 
ral. Este  precepto,  antiquísimo  en  In- 
glaterra, ha  recibido  en  1S35  una  con- 
firmación especial  en  lo  referente  á  los 
cuñados.  La  unión  de  un  viudo  inglés 
ó  extranjero  con  la  hermana  de  eu  pri- 
mera mujer,  es  nula  si  el  contrayente 
vive  en  Inglaterra,  aunque  el  matrimo- 
nio se  haya  concertado  en  un  pais  en 
que  fuera  licito.  Pero  no  sucede  esto  si 
el  viudo,  aunque  sea  inglés,  se  casa  en 
país  extranjero,  pues  tendrá  este  casa- 
miento la  misma  validez  en  Inglate- 
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rraqueen  el  lugar  de  su  celebración; 

2.a  A  los  que  están  ligados  con 
vinculo  matrimonial  anterior; 

3.°  A  los  que  no  están  en  el  pleno 
uso  de  su  razón. 

Estos  tres  casos  (asi  como  el  de  for- 
mal disenso  paterno)  constituyen  cau- 
sas legitimas  de  oposición,  que  puede 
formular  y  sostener  cualquiera  persona 
que  tenga  noticia  de  ellas,  dando  aviso 
>i  Ea  autoridad  competente  para  que  de- 
niegue la  licencia  necesaria  para  la  ce- 
lebración del  matrimonio,  haciendo 
constar  el  nombre,  circunstancias  y 
domicilio  del  denunciante,  ó  indicando 
además  el  motivo  de  su  oposición,  so- 
bre la  cual  debe  decidir  el  Juez  ecle- 
siástico, si  se  trata  de  un  matrimonio 
religioso,  y  si  de  uno  civil  el  Superin- 
tendente Registrador,  con  apelación  al 
Registrador  general. 

La  oposición  corre  por  cuenta  y  ries- 
go de  la  persona  que  la  formula,  y  puede 
acarrearle  una  condena  de  indemniza- 
ción pecuniaria. 

Para  concluir  esta  materia  de  oposi- 
ciones haremos  constar  que,  cuando  un 
matrimonio  se  disuelve  por  causa  de 
adulterio,  el  esposo  culpable  puede 
unirse  á  su  cómplice,  pero  ningún  indi- 
viduo del  clero  anglicano  puede  ser 
obligado  á  autorizar  ese  matrimonio. 

S.  Tanto  el  matrimonio  religioso 
como  el  civil  deben  ir  precedidos  de 
tres  publicaciones  hechas  en  domingos 
consecutivos  en  la  parroquia  en  que 
haya  de  celebrarse,  sin  que  puedan  ha- 
cerse las  publicaciones  más  que  en  la 
localidad  en  que  uno  de  los  contrayen- 
tes resida  desde  siete  dias  antes,  por  lo 
menos,  al  de  la  primera  proclama.  El 
sacerdote  ó  funcionario  público  llama- 
do á  hacer  las  publicaciones,  exigirá 
con  siete  dias  de  anterioridad  una  nota 
de  ios  nombres  y  señas  de  ios  contra- 


yentes y  del  tiempo  que  llevan  de  resi- 
dencia en  la  localidad,  entendiéndose 
que  cualquier  inexactitud  en  esta  nota 
constituye  un  delito  de  perjurio. 

Inmediatamente  se  inscribe  esta  nota 
en  el  libro  registro  de  matrimonios,  y 
cualquier  persona  que  tenga  capacidad 
bastante  puede,  escribiendo  al  margen 
la  palabra/or¡>ídden(l),  oponerse  á  que 
se  despache  el  certificado  que  acredita 
que,  una  vez  hechas  las  publicacio- 
nes, puede  celebrarse  el  matrimonio, 
lo  cual  se  efectuará  dentro  de  los  tres 
meses  siguientes  á  la  expedición  del 
certificado,  sopeña  de  tener  éste  por 
nulo. 

£1  Obispo  ó  el  Arzobispo  en  los  matri- 
monios canónicos,  y  el  Superintendente 
Registrador  en  los  civiles,  pueden  otor- 
gar una  licencia  ó  dispensa  de  la  publi- 
cación de  las  proclamas,  lo  cual  supo- 
ne necesariamente  quince  días  de  resi- 
dencia en  la  localidad;  pero  puede 
procederse  á  la  celebración  del  matri- 
monio inmediatamente  después  de  ha- 
ber conseguido  el  permiso,  el  cual  pue- 
de concederse  á  los  dos  dias  de  haberle 
pedido. 

Por  lo  demás,  una  residencia  dema- 
siado corta  constituye  un  impedimento 
prohibitivo. 

6.  La  materia  que  se  reñere  á  los 
efectos  del  matrimonio  en  cuanto  á  las 
personas  de  los  esposos,  es  una  de  las 
que  más  profunda  modificación  han  su- 
frido. Hasta  hace  algunos  años,  la  mu- 
jer perdía  su  personalidad  al  contraer 
matrimonio,  de  tal  manera,  que  el  ma- 
rido no  podia  hacer  ninguna  donación 
á  su  mujer,  porque  se  entendía  que  se 
regalaba  á  si  mismo;  se  operaba  al  con- 
traer matrimonio  una  verdadera  fusión 
de  los  derechos  del  marido  y  la  mujer, 


(1}    Prohibido,  vedada. 
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8.°  Por  persona  que  esté  ligada  por 
un  matrimonio  anterior; 

9."  Por  un  marido  que  sea  impotente 
ó  por  una  mujer  estéril,  siempre  que  lo 
sean  con  anterioridad  al  matrimonio, 
pues  si  sobrevienen  estos  defectos  físi- 
cos durante  él  no  alteran  en  nada  la 
validez  del  vinculo.  El  Juez  no  puede 
dictar  la  sentencia  de  anulación  sino 
después  de  tres  años  de  cohabitación, 
á  menos  que  la  impotencia  resulte  de 
una  deformación  orgánica  de  tal  natu- 
raleza que  no  deje  lugar  á  duda. 

La  falta  de  consentimiento  de  los 
padres  no  es  causa  de  nulidad,  excep- 
ción hecha  del  caso  en  que  éstos  hayan 
formulado  su  oposición  en  tiempo  opor- 
tuno. 

Son  nulos,  ab  iniiio,  los  matrimo- 
nios contraidos  entre  parientes  con- 
sanguíneos ó  afines  en  grado  prohibi- 
do. Esta  nulidad  puede  declararse  ju- 
dicialmente á  petición  de  los  esposos  ó 
de  cualquier  interesado  en  el  asunto. 

Cuando  uno  de  los  cónyuges,  ó  los 
dos,  se  han  casado  sin  tener  la  edad 
legal,  al  llegar  á  ella  pueden  anular  el 
matrimonio.  Su  silencio  sobre  este  pun- 
to equivale  á  una  ratificación  é  imposi- 
bilita toda  ulterior  demanda  de  nu- 
lidad. 

La  condición  de  la  residencia  no 
constituye  mis  que  un  impedimento 
prohibitivo. 

El  matrimonio  declarado  nulo  no  pro- 
duce ningún  efecto,  ni  en  favor  de  los 
que  lo  contrajeron  de  buena  fe,  ni  de 
los  hijos  que  en  esa  unión  pasajera  ha- 
yan procreado,  los  cuales  son  conside- 
rados desde  el  momento  de  la  anula- 
ción como  bastardos  y  destituidos  de 
todo  derecho  familiar;  disposición,  a 
nuestro  entender,  de  excesiva  dureza  y 
funestos  resultados. 

9.  Desde  muy  antiguo  es  el  divorcio 


conocido  en  Inglaterra,  si  bien  antes 
se  llevaba  á  efecto  en  virtud  de  decisio- 
nes judiciales,  no  de  preceptos  legales, 
de  antemano  establecidos.  En  1666,  Lord 
Ross,  que  habla  obtenido  una  senten- 
cia de  divorcio,  pidió  permiso  al  Parla- 
mento para  volverse  á  casar  y  le  fué 
concedido.  Como  era  de  esperar,  las 
instancias  de  este  género  menudearon, 
y  con  tal  motivo  se  sentó  la  jurispru- 
dencia de  conceder  el  divorcio  en  caso 
de  adulterio;  pero  se  exigían  unos  gas- 
tos tan  considerables  para  seguir  el 
juicio,  que  fueron  muy  pocas  las  per- 
sonas que  se  decidieron  á  entablarle. 
Este  modo  de  proceder  no  podía  ser 
más  injusto;  se  reconocía  el  principio 
de  la  legitimidad  del  divorcio,  pero  se 
constituía  para  obtenerte  un  obstáculo 
imposible  de  salvar  por  las  clases  poco 
acomodadas,  lo  cual  no  era,  ni  más  ni 
menos,  que  un  privilegio  en  favor  de 
los  ricos. 

Los  poderes  públicos  no  pudieron 
menos  de  reconocerlo  asi,  y  en  28  de 
Agosto  de  1857  fué  publicado  un  bilí  en 
el  que  se  regularizaba  esta  materia,  y 
sus  disposiciones  son  hoy  las  vigentes. 
Esta  ley  admite  el  divorcio  propiamen- 
te dicho,  que  produce  la  disolución 
del  vinculo  y  la  simple  separación  de 
cuerpos,  ó  sea  el  antiguo  divorcio  a 
mensa  et  thoro.  El  procedimiento  es  el 
mismo,  cualquiera  que  sea  la  forma  en 
que  se  haya  efectuado  el  matrimonio; 
pero  los  beneñcios  de  esta  ley  sólo  son 
aplicables  á  Inglaterra  y  al  pais  de  Ga- 
les, mas  no  á  Irlanda  ni  á  Escocia.  Pue- 
de solicitarse  por  los  cónyuges  ingle- 
ses, aunque  estén  domiciliados  en  el 
extranjero,  6  hayan  ocurrido  en  el  ex- 
tranjero los  hechos  que  den  lugar  á  la 
demanda. 

A.  No  concede  la  ley  más  que  un 
motivo  de  divorcio:  el  adulterio,  Pero 
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sola  circunstancia,  sino  que  na  de  ir 
acompañadade  otras  agravantes,  como 
bigamia,  incesto,  rapto,  vicio  contra  la 
naturaleza,  abandono  inmotivado  du- 
rante dos  años,  y  crueldades,  com- 
prendiéndose en  esta  expresión  gene- 
ral los  excesos  y  malos  tratos,  y  aun 
simplemente  la  persistente  negativa 
de!  marido  para  proporcionar  á  su  mu- 
jer las  comodidades  á  que  tiene  dere- 
cho por  la  posición  social  y  la  fortuna 
dcla  familia.  Las  injurias,  por  viólen- 
las que  sean,  no  constituyen  una  cruel- 
dad, pero  si  se  considera  como  tal  la 
amenaza  de  malos  tratos  ó  cualquier 
otro  daño  por  vías  de  hecho,  siempre 
que  haya  temor  fundado  de  que  lleguen 
á  efectuarse. 

No  considera  la  ley  motivo  de  divor- 
cio el  mero  hecho  del  adulterio  de)  ma- 
rido, porque  entonces  tendría  éste  á  su 
disposición  un  medio  cómodo  de  sepa- 
rarse de  su  mujer,  bastándole  para  ello 
sostener  amores  ilícitos. 

El  marido  que  solicita  el  divorcio, 
fundándose  en  el  adulterio  de  su  mu- 
jer, debe  perseguir  al  mismo  tiempo  á 
su  cómplice,  á  no  ser  que  por  razones 
especiales  lo  dispense  de  hacerlo  el 
Tribunal,  el  cual  puede  condenar  á 
aquél  al  pago  delascostas  é  indemniza- 
ción de  daños  y  perjuicios,  ó  absolverle 
de  la  demanda.  El  marido  no  puede  en- 
labiar nueva  acción  contra  el  cóm- 
plice para  reclamar  la  indemnización, 
una  vez  extinguida  la  acción  penal, 

La  acción  de  divorcio  por  causa  de 
adulterio  no  es  admisible  cuando  hay 
perdón,  connivencia  ó  colusión,  aban- 


malos  tratamientos, 
competente  para  co- 
intos  era  un  Tríbu- 
por  la  ley  de  1857, 
Tribunal  de  las  can- 
s  y  divorcios  (l). 
Un  1S73  se  refundió   este  Tribunal 
con  otros  varios  en  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia,  y  hoy  conoce  de  los 
asuntos  de  que  tratamos  la  quinta  Sala 
de  la  primera  sección  de  ese  Supremo 
Tribunal. 

Si  la  demanda  de  divorcio  ó  de  sepa- 
ración es  admitida,  la  Sala  dicta  una 
sentencia  provisional,  á  la  cual  tienen 
derecho  á  oponerse  y  pedir  su  revoca- 
ción, en  el  plazo  de  tres  meses,  los 
acreedores  de  la  familia,  cualquier 
persona  interesada  ó  el  Procurador 
de  S.  M.  (Queen's  proctor),  funcionario 
creado  en  1860  para  evitar  toda  colu- 
sión fraudulenta  entre  los  esposos,  asi 
como  para  intervenir  cuando  los  dos 
esposos  son  igualmente  culpables  y 
sus  faltas  respectivas  son  de  tal  natu- 
raleza que  privan  al  demandante  de  los 
beneficios  de  la  sentencia  de  divorcio. 
Si  la  primera  sentencia  no  se  anula,  al 
espirar  el  plazo  de  los  tres  meses,  se 
dicta  otra  definitiva.  Cada  uno  de  los 
esposos  tiene  derecho  á  apelar,  en  el 
término  de  un  mes,  de  la  decisión  re- 
caída en  la  demanda  de  divorcio  ó  de 
nulidad  de  matrimonio.  El  plazo  para 
esta  apelación  empieza  á  correr  desde 
el  día  en  que  se  hubiese  dictado  la  sen- 
tencia provisional. 

Todo  Tribunal,  y  aun  todo  Juez  que 
juzgue  por  si  solo,  tiene  derecho  á  au- 
torizar &  la  mujer  para  que  abandone 
el  domicilio  conyugal  en  caso  de  vio- 
lencias por  parte  del  esposo,  señalan  - 
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dola  una  pensión,  y,  en  algunos  casos, 
la  guarda  de  los  hijos, 

La  mujer  divorciada  recobra  su  ape- 
llido y  la  administración  y  disposición 
de  sus  bienes,  como  si  fuera  soltera  ó 
viuda. 

B.  Asi  como  el  divorcio,  propiamen- 
te dicho,  produce  la  disolución  del 
vinculo  matrimonial,  la  separación  de 
cuerpos  no  ocasiona  más  que  la  sus- 
pensión de  la  vida  común  de  los  ca- 
sados. 

Esta  separación  de  cuerpos  se  conce- 
de en  cuatro  casos,  que  son:  adulterio, 
abandono  inmotivado  durante  dos  años 
por  lo  menos,  crueldad  (en  el  sentido 
indicado  anteriormente)  y  crímenes 
contra  la  naturaleza. 

La  ley  no  ha  podido  por  menos  de 
comprender  que  las  desavenencias  en- 
tre marido  y  mujer  no  pueden,  por  lo  ge- 
nera!, tener  otro  término  que  una  sepa- 
ración; pero  seguarda  mucho  de  fomen- 
tar ese  estado  de  cosas,  contándose  en- 
tre las  disposiciones  que  adopta  para 
evitarlo  la  de  que  la  cláusula  inserta 
en  un  contrato  de  matrimonio  para 
proveer  á  la  eventualidad  de  una  sepa- 
ración es  nula,  y  lo  es  también  la  con- 
dición de  que  la  donación  hecha  á  una 
mujer  separada  de  su  marido  la  perde- 
rá si  vuelve  al  domicilio  conyugal.  No 
hay,  por  el  contrario,  vicio  de  nulidad 
en  ningún  acto  que  regule  las  condicio- 
nes de  una  separación  inminente,  y  los 
Tribunales  harán  respetar  esas  estipu- 
laciones mientras  los  cónyuges  no  es- 
tén reconciliados.  Por  ejemplo,  uno  de 
estos  convenios  que  tienen  validez  es 
el  de  que  un  amigo  de  la  mujer  asuma 
la  obligación  de  garantizar  al  espo- 
so todas  las  deudas  que  aquélla  con- 
traiga posteriormente  á  la  separación. 

La  mujer  separada  judicialmente 
goza  de  la  plenitud  de  su  capacidad 


jurídica  en  materia  de  contratos,  deli- 
tos y  cuasi  delitos,  y  en  todo  lo  que 
concierne  á  los  bienes  que  adquiera,  ó 
reciba  por  herencia,  legado,  etc. 

Puede  disponer  libremente  de  sus 
bienes  por  testamento;  si  muere  intes- 
tada los  reciben  sus  herederos,  pres- 
cindiendo en  absoluto  del  marido.  Pue- 
de, igualmente,  comparecer  en  juicio 
como  demandante  ó  demandada. 

El  marido  no  responde  de  las  deudas 
de  su  mujer,  pero  si  (cuando  la  pasa 
pensión)  de  los  objetos  necesarios  que 
ella  haya  tenido  necesidad  de  procu- 

En  lo  tocante  á  las  facultades  que 
corresponden  juntamente  &  los  dos  es- 
posos, la  mujer  no  puede  ejercerlas 
sino  de  acuerdo  con  su  marido. 

Si  la  mujer  vuelve  al  domicilio  con- 
yugal, todos  los  bienes  que  entonces 
posea  continúan  siendo  de  su  exclusi- 
vo y  personal  uso,  salvo  las  conven- 
ciones hechas  por  escrito  entre  ella  y 
su  esposo  durante  la  separación. 

La  ley  inglesa  tiene  un  especial  cui- 
dado en  asegurar  la  subsistencia  de  la 
mujer,  porque  la  supone  menos  apta 
que  el  hombre  para  subvenir  á  sus  ne- 
cesidades. Por  eso  la  mujer,  aun  sien- 
do culpable,  suele  obtener  de  los  Tribu- 
nales, bien  una  cantidad  pagada  de  una 
vez,  bien  una  pensión  alimenticia  sus- 
ceptible de  modificaciones  ulteriores. Si 
la  mujer  es  inocente,  asciende  en  oca- 
siones esa  pensión  á  la  tercera  parte,  y 
aun  á  la  mitad  de  las  rentas  del  marido. 

Cuando  la  causa  ocasional  del  divor- 
cio ó  la  separación  es  el  adulterio  de 
la  mujer,  los  Tribunales  tienen  la  facul- 
tad de  modificar  los  contratos  matri- 
moniales hechos  en  provecho  de  aqué- 
lla, y  de  asignar  una  parte  de  sus  bie- 
nes ó  de  las  rentas  de  éstos  &  los  hijos 
ó  al  marido  inocente. 
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En  caso  de  separación  voluntaria,  la 
mujer  no  adquiere  mayor  extensión  de 
capacidad  jurídica,  y  permanece  en  la 
misma  situación  que  si  viviera  con  su 
marido.  Por  lo  tanto,  si  le  sobrevive,  no 
queda  obligada  por  ninguna  disposi- 
ción del  marido  sobre  los  bienes  mue- 
bles de  aquélla,  posterior  a  la  separa- 
ción, si  esa  disposición  es  de  tal  natu- 
raleza que,  si  hubieran  vivido  juntos,  el 
marido  no  la  hubiera  podido  adoptar 
sin  estar  de  acuerdo  con  la  mujer. 

10.  En  todo  pleito  de  separación  ó  de 
divorcio,  el  Juez  tiene  la  obligación  de 
proveer  al  cuidado  y  educación  de  los 
hijos,  antes  ó  después  de  dictar  la  sen- 
tencia definitiva. 

En  caso  de  separación,  la  guarda  de 
los  hijos  pertenece  de  derecho  al  padre. 
Esta  materia,  que  habla  sufrido  diver- 
sas modificaciones,  quedó  regulada  por 
una  ley  de  24  de  Abril  de  1873,  según  la 
cual,  el  Tribunal  de  la  Cancillería,  ante 
la  demanda  de  nextfriend  de  la  madre, 
puede  ordenar,  ó  bien  que  la  madre 
pueda  verse  con  sus  hijos  menores  de 
seis  años,  ó  bien  que  los  tenga  consi- 
go hasta  esta  edad,  en  las  condiciones 
que  el  Tribunal  fije,  dejando  á  salvo  el 
derecho  del  padre  ó  del  tutor  para  ver- 
los en  los  sitios  y  horas  que  se  señalen. 

La  misma  ley  establece  que  una  con- 
vención contenida  en  el  acta  de  separa- 
ción del  padre  y  la  madre  no  debe  con- 
siderarse como  nula  simplemente  por- 
que confiera  a  la  madre  la  guarda  ó 
cuidado  de  los  hijos,  siendo  dueño  el 
Tribunal  de  no  tener  en  cuenta  tal 
acuerdo  cuando  crea  que  es  perjudicial 
ó.  los  hijos. 

En  general,  deben  resolverse  estas 
cuestiones  conforme  &  las  reglas  de 
equidad. 


De  la  paternidad  ¡¡Jlliacit 

1.  De  loa  hijos  legítimos.— 2.  De 
ilegítimos.  (Véase  el  título  V  de 
civil  español.) 

1.  Se  consideran  legítimos  le 
nacidos  de  un  matrimonio  leg 
constituido,  nunca  los  nacidos  I 
él,  aunque  sus  padres  le  haya 
brado  con  posterioridad,  pues  n 
te  la  ley  la  legitimación  por  subí 
te  matrimonio.  El  niño  concebid 
del  matrimonio,  pero  nacido  ■ 
de  él,  se  reputa  legitimo,  pues  t 
ne  que  es  su  padre  el  marido  de 
dre;  esta  presunción  no  existe 
los  esposos  se  separan  judicia 

Los  matrimonios  putativos  nc 
cen  efectos  de  matrimonio  val 
pecto  a  los  hijos.  Pero  hay  que 
guir  si  el  matrimonio  es  nulo  a 
ó  simplemente  anulable;  en  este 
do  caso  es  valido  respecto  á  I< 
nacidos  anteriormente  á  la  ani 

La  legislación  escocesa  sost: 
estas   materias  la  doctrina  co: 

El  hijo  cuya  legitimidad  es 
puede  entablar  por  sf  mismo  la 
pidiendo  que  se  le  declare  legit 

2.  Todo  niño  nacido  fuera  di 
rao  matrimonio  se  considera  na 
está  mirado  como  hijo  de  nadi 
cualidad  le  incapacita  para  la 
siones,  pues  no  puede  heredar  é 
dre  ni  á  su  madre,  y  su  misma  f 
si  llega  á  adquirirla,  no  puedi 
mas  que  á  sus  descendientes  le¿ 
cuando  los  tenga.  Pueden  libr 
esta  incapacidad  mediante  un  e 
Parlamento. 

Como  ya  queda  dicho,  no  ¡ 
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efectos  civiles  para  el  hijo  natural  el 
subsiguiente  matrimonio  de  sus  pa- 
dres; pero  hay  que  reconocer  un  solo 
caso  excepcional:  cuando  ei  padre  y  la 
madre  del  hijo  natural  se  casan  y  tie- 
nen un  hijo  legitimo,  y,  sin  embargo,  á 
la  muerte  del  padre  el  hijo  natural  se 
pone  en  posesión  de  la  herencia  pater- 
na, la  goza  durante  toda  su  vida  sin 
que  el  hermano  menor  la  reclame,  y  al 
morir  la  transmite  á  sus  herederos  por 
derecho  sucesorio.  Ante  este  hecho 
consumado,  el  hijo  legitimo  pierde  todo 
su  derecho,  porque  no  lo  hizo  valer  a 
su  tiempo  debido,  esto  es,  viviendo  el 
bastardo,  y  también  porque  serla  injus- 
to deshonrar  la  memoria  de  un  muerto 
que,  aun  siendo  hijo  natural,  pasó  toda 
su  vida  por  legitimo. 

La  comprobación  voluntaria  ó  forzo- 
sa de  la  paternidad  ó  de  la  maternidad 
no  coloca  nunca  al  bastardo  en  la  cate- 
goría de  hijo  de  sus  padres,  ni  le  da 
otro  derecho  que  el  de  exigir  de  ellos 
una  pensión  alimenticia,  y  aun  ésta  de 
una  exigüidad  extrema. 

La  madre  del  hijo  natural  está  obli- 
gada á  atender  á  la  subsistencia  de  éste 
mientras  permanezca  soltera  ó  viuda,  y 
hasta  que  el  hijo  tenga  dieciséis  años  ó 
pueda  ganarse  la  vida  por  si  mismo,  si 
es  varón,  y  si  es  hembra  hasta  que  se 
case,  si  lo  hace  antes  de  los  dieciséis 
años.  En  estos  caaos,  el  hijo  natural 
debe  ser  tratado  por  su  madre  como 
miembro  de  la  familia,  &  no  ser  que  se 
case  y  tenga  hijos  legítimos.  El  esposo 
de  la  madre  se  sujeta  á  las  mismas 
obligaciones  que  ella,  mientras  ésta 
vive.  La  madre,  y  en  su  caso  el  padre, 
deben  guardar  y  proteger  al  bastardo 
hasta  los  dieciséis  años. 

La  madre  soltera  ó  viuda  que  no  ten- 
ga recursos  para  alimentar  al  hijo  na- 
tural, puede  dirigirse  al  Juez  de  paz 


para  hacer  que  se  declare  padre  del 
niño  al  autor  de  su  embarazo.  Esta 
acción  sólo  puede  intentarse  duran- 
te el  periodo  de  gestación  ó  doce  me- 
ses  después  del  parto,  á  menos  que  du- 
rante este  tiempo  el  padre  haya  con- 
tribuido graciosamente  a  la  alimenta- 
ción del  hijo.  No  basta  para  entablar 
esta  acciún  la  declaración  ni  el  jura- 
mento de  la  madre;  su  testimonio  debe 
ir  acompañado  de  otros  ó  de  un  princi- 
pio de  prueba  por  escrito.  El  presunto 
padre  puede  combatirla  por  todos  los 
medios  de  prueba  admitidos  en  dere- 
cho civil,  y  especialmente  justificando 
que,  durante  el  periodo  en  que  la  con- 
cepción se  verificó,  la  mujer  tuvo  rela- 
ciones Intimas  con  otros  hombres.  Si 
el  Juez  estima  suficientemente  probada 
la  paternidad,  condena  al  demandado  á 
contribuir  &  la  alimentación  del  hijo 
hasta  la  edad  de  trece  años  ó  hasta  la 
de  dieciséis,  con  una  cuota  semanal  de 
cinco  chelines,  cualquiera  que  sea  su 
posición  social  y  su  fortuna. 

Ocurre  algunas  veces  que  la  madre, 
aunque  esté  necesitada,  no  ejercita  el 
beneficio  que  acabamos  de  indicar,  por 
indolencia,  por  dignidad,  por  odio  al 
hombre  que  la  deshonró  ó  por  otra  ra- 
zón cualquiera.  Entonces,  en  virtud  de 
la  ley  de  Pobres  (Poor  lato),  el  hijo  es 
adoptado  por  la  parroquia,  la  cual  pue- 
de obligar  á  la  madre  a  entablar  los 
procedimientosoportunos. 

La  ley,  justamente  previsora  de  los 
abusos  que  en  estos  asuntos  pudieran 
cometerse,  no  sólo  obliga  á  la  mujer  & 
hacer  la  declaración  de  paternidad  bajo 
juramento,  sino  que,  en  caso  de  false- 
dad, la  impone  penas  rigurosísimas. 

Como  se  ve  por  lo  expuesto,  la  ley 
inglesa  es  en  extremo  severa  y  hasta 
cruel  con  los  hijos  naturales.  Esta  se- 
veridad esta  compensada  en  parte  por 
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De  loe  alimentos  entre  parientes 
;VéiiM  el  titulo  VI  del  libro  I  del  Código  civil 

Se  deben  reciprocamente  alimentos 
los  parientes  en  linea  directa  ascenden- 
te o  descendente,  nunca  en  la  colateral, 
ni  aun  tratándose  de  hermanos,  aun- 
que aquel  á  quien  se  le  pidan  haya  re- 
cogido toda  la  fortuna  del  ascendiente 
común. 

La  ley  no  precisa  el  orden  en  que  es- 
tan  obligados  á  prestar  alimentos  los 
ascendientes  y  descendientes  cuando 
son  varios  de  grados  diferentes  los  que 
están  llamados  &  hacerlo,  y  deja  esta 
cuestión  al  arbitrio  de  los  Jueces  de  paz. 
Los  hijos  tienen  la  obligación  de  ali- 
mentar y  cuidar,  en  todo,  de  los  padres 
y  abuelos  que  se  encuentren  en  la  po- 
breza y  no  puedan  ganarse  el  sustento 
por  si  mismos.  No  exime  de  esta  obli- 
gación la  mala  conducta  del  ascen- 
diente. 

Los  padres  también  están  obligados 
á  sustentar  á  sus  hijos,  comprendién- 
dose en  el  sustento  todo  lo  necesario 
para  la  vida.  Pero  esta  obligación  no 
es  tan  absoluta  en  Inglaterra  como  en 
otros  países,  pues  allí,  en  rigor  de  prin- 
cipios, el  padre  y  la  madre  no  tienen  el 
deber  de  atender  4  la  manutención  de 
sus  hijos,  sino  cuando  éstos  por  su  poca 
edad  ó  su  estado  de  salud  no  pueden 
ganarse  la  vida  por  si  mismos;  y  aun 


bliga  la  ley  á  los 
s  que  lo  necesario, 
los  hijos  merecen 
e  se  lo  dará  impul- 
sin  necesidad  de 
s. 

que  pueda  recla- 
un  tercero  que  baya 
proporcionado  ai  nijo  las  cosas  de  que 
careciera.  Pero  los  Tribunales  no  sue- 
len aplicar  este  principio  a  la  letra,  sino 
que  permiten  la  reclamación  y  conde- 
nan al  padre  cuando  no  proporcionó  á 
su  hijo  cosas  verdaderamente  impres- 
cindibles, pero  nunca  en  otro  caso. 

La  obligación  de  prestar  alimentos  & 
los  hijos  pesa  sobre  sus  padres,  y  de 
una  manera  subsidiaria  sobre  sus 
abuelos. 

La  cantidad  que  en  aquel  concepto 
deben  entregar  no  puede  exceder  de  13 
libras  esterlinas  anuales,  cuya  cifra  no 
puede  aumentar  el  Juez,  pero  si  dismi- 
nuirla. 

Los  bienes  muebles  y  las  rentas  de 
los  padres  que  se  sustraigan  a  la  obli- 
gación de  mantener  á  sus  hijos,  pueden 
ser  embargados  por  los  Mayordomos  é 
Inspectores  de  pobres  de  la  parroquia, 
en  cantidad  suñciente  á  cubrir  aquella 
responsabilidad. 

Si  un  padre  católico  romano  rehusa 
el  dar  a  un  hijo  protestante  los  alimen- 
tos con  objeto  de  forzarle  á  cambiar  de 
religión,  el  Canciller  puede  obligar  al 
primero  á  cumplir  con  su  deber.  Esta 
reglase  extendió  después  al  caso  de 
que  el  padre  fuera  judio. 

Tienen  también  los  padres  el  deber 
ineludible  de  dar  á  sus  hijos  la  educa- 
ción correspondiente  á  su  posición  y  á 
su  fortuna.  La  instrucción  primaria  es 
obligatoria  para  todos  los  niños  de  cin- 
co á  trece  años.  Fuera  de  esto  y  de 
ciertas  medidas   tomadas   contra  los 
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católicos,  son  libres  los  padres  para  di- 
rigir como  quieran  la  educación  de  bus 
hijos. 


De  la  patria  potestad 

í.  Disposiciones  generales. — 2.  Efectos  de 
la  patria  potestad  sobre  las  personas  de 
los  hijos. — 3.  Efectos  de  la  patiia  potes- 
tad sobre  los  bienes  de  los  hijos. — 4.  De 

la  adopción. 

1.  Los  padres  deben  mantener,  pro- 
teger y  educar  &  sus  hijos. 

Los  hijos  tienen  la  facultad  y  la  obli- 
gación de  defender  á  sus  padres  judi- 
cial y  extrajudicialmente. 

La  patria  potestad  corresponde  al 
padre,  sin  que  la  madre  pueda  exigir 
de  sus  hijos  más  que  la  reverencia  y  el 
respeto  debidos. 

La  patria  potestad  se  ejerce  hasta 
que  el  hijo  llega  á  la  mayoría  de  edad, 
correspondiendo  al  tutor  cuando  muere 
el  padre.  Este  puede  delegar  su  autori- 
dad en  un  preceptor. 

El  Lord  Canciller,  obrando  en  nom- 
bre del  Rey,  jefe  de  todas  las  familias, 
puede  delegar  en  un  extraño  los  pode- 
res del  padre  cuando  éste  sea  indigno 
de  conservarlos. 

2.  El  padre  ha  de  defender  la  per- 
sona y  la  fortuna  de  sus  hijos,  y  repre- 
sentarles enjuicio  para  la  defensa  de 
sus  derechos.  Constituye,  en  materia 
penal,  una  exención,  ó  por  lo  menos 
una  atenuación  de  responsabilidad,  el 
combatir  un  padre  en  defensa  de  sus 
hijos,  aunque  cause  heridas  graves  al 
contrario. 

Tienen  también  los  padres  el  derecho 
de  oponerse  al  matrimonio  desús  hi- 
jos. Esta  materia  queda  tratada  con  la 
amplitud  debida  en  el  capitulo  IV,  refe- 
rente al  matrimonio. 


Puede  el  padre  imponer  á  sus  hijos 
menores  correcciones  y  castigos  cor- 
porales, pero  no  reducirlos  á  prisión, 
como  el  Código  español  autoriza. 

3.  La  ley  inglesa  no  permite  ningún 
derecho  de  usufructo  á  los  padres  sobre 
los  bienes  de  sus  hijos.  Los  adminis- 
tran, si,  pero  bajo  su  responsabilidad, 
exceptuándose  el  caso  en  que-,  estando 
los  padres  faltos  de  recursos,  obtengan 
del  Tribunal  de  la  Cancillería  autoriza- 
ción para  disponer  de  las  rentas,  con 
objeto  de  poder  dar  ii  sus  hijos  la  edu- 
cación conveniente.  Nunca  pueden  los 
padres  disfrutar  los  bienes  de  sus  des- 
cendientes, como  se  estatuye  en  otros 
Códigos  europeos;  pues  si  bien  puede  el 
padre  aprovecharse  del  producto  del 
trabajo  de  sus  hijos  mientras  viven 
con  él  y  él  los  mantiene,  esto  no  es  una 
prerrogativa  derivada  déla  patria  po- 
testad, porque  le  corresponde  el  mismo 
derecho  respecto  á  sus  aprendices  y 


Los  gastos  hechos  para  la  educación 
de  los  hijos  deben  sufragarlos  los  pa- 
dres, salvo  cuando  están  en  la  penuria 
é  imposibilitados  de  dar  á  aquéllos  la 
educación  correspondiente  á  su  estado 
y  posición  social;  en  este  caso,  el  Tri- 
bunal de  la  Cancillería  autorizará  una 
extracción  provisional  de  fondos  de  los 
bienes  délos  hijos. 

Esto  mismo  es  lícito,  cualquiera  que 
sea  la  situación  del  padre,  cuando  cier- 
tos bienes  han  sido  especialmente  afec- 
tos en  el  contrato  de  matrimonio  á  la 
educación  de  ios  hijos. 

4.  No  organiza  la  ley  inglesa  la  adop- 
ción, pero  en  la  práctica  se  admite  algo 
muy  semejante.  Asi,  ciertas  personas 
se  imponen  la  obligación  de  atender  á 
las  necesidades  y  á  la  educación  de  los 
huérfanos  y  de  los  niños  pobres;  otras 
hacen  un  legado,  con  la  condición  de 


dby  Google 


db,  Google 


Instituciones  políticas  y  jurídicas 


dre.  Esta  no  tiene,  como  el  padre,  fa- 
cultad para  nombrar  tutor  testamenta- 
rio á  sus  hijos;  pero  el  Tribunal  de  la 
Cancillería  puede  encomendar  á  la  ma- 
dre, con  preferencia  al  padre,  la  guar- 
da y  cuidado  de  los  hijos  menores  de 
dieciséis  años,  si  estima  que  ha  de  ser- 
les ventajoso. 

En  defecto  del  padre,  de  la  madre  y 
del  tutor  testamentario,  el  menor  esco- 
ge por  si  mismo  su  tutor,  6  bien  el  Tri- 
bunal de  la  Cancillería,  obrando  en 
nombre  del  Rey,  protector  nato  de  los 
incapaces  y  abandonados,  nombra  un 
tutor  dativo,  de  cuyo  nombramiento 
puede  apelarse  ante  la  Cámara  de  los 
Lores.  Es  competente  para  hacer  ese 
nombramiento  el  Tribunal  cuando  se 
entabla  ante  él  una  acción  relativa  á  la 
persona  ó  al  patrimonio  de  un  menor, 
el  cual,  desde  aquel  momento,  adquiere 
el  carácter  de  pupilo  del  Tribunal,  ya 
haya  comparecido  ante  él  como  deman- 
dante ó  como  demandado,  y  hasta  tan- 
to que  quede  definitivamente  bajo  el 
amparo  de  su  padre  ó  de  su  tutor  testa- 
mentario. También  puede  el  Tribunal 
hacerse  cargo  de  una  tutela,  indepen- 
dientemente de  todo  procedimiento  ju- 
dicial, mediante  una  orden  de  protec- 
ción (orderfor  maintenance)  ó  por  una 
petición  conforme  al  Acta  para  el  cui- 
dado de  los  niños,  de  1873.  Salvo  casos 
excepcionales,  sólo  procede  el  Tribunal 
al  nombramiento  de  tutor  cuando  el 
menor  tiene  bienes  que  administrar. 

Confiere  la  ley,  en  primer  término,  la 
guarda  y  educación  de  los  menores  6 
sus  padres,  porque  supone  que  nadie 
puede  cumplir  tan  elevada  misión  con 
más  celo  é  interés.  Pero  si  el  Tribunal 
de  la  Cancillería  tiene  motivos  para 
creer  que  los  padres  no  llenarán  á  con- 
ciencia su  cometido  y  que  los  menores 
corren  algún  peligro,  puede  despojar 


á  aquéllos  de  su  autoridad  y  confiar  la 
tutela  á  un  extraño.  Claro  es  que  esta 
severa  medida  no  puede  adoptarse  con 
ligereza;  es  necesario  para  ello  que  los 
menores  ó  sus  bienes  confiados  al  cui- 
dado de  los  padres  corran  un  peligro 
inminente. 

Cuando  un  tutor  quiere  sustraer  á  su 
pupilo  de  la  jurisdicción  del  Tribunal,  y 
éste  teme  que  sobrevenga  algún  per- 
juicio á  la  persona  ó  bienes  del  menor, 
puede  exigir  seguridades  al  tutor  antes 
de  librarle  de  la  vigilancia  que  sobre 
él  ejercía. 

B.  En  lo  que  concierne  á  la  persona 
del  pupilo,  el  tutor  tiene  el  derecho  de 
señalar  dónde  y  cómo  será  educado,  a 
cuyo  objeto  el  Tribunal  le  prestará  su 
apoyo  si  lo  necesita  (1). 

Por  lo  que  respecta  á  los  bienes,  el 
tutor  no  tiene  otro  carácter  que  el  de 
administrador,  sin  que  pueda,  por  tan- 
to, cambiar  ni  alterar  en  nada  bu  natu- 
raleza, pues  esto  afecta,  no  sólo  á  los 
derechos  del  pupilo,  sino  á  los  de  sus 
herederos  eventuales.  Sin  embargo,  si 
por  circunstancias  especiales,  tales 
como  reparaciones  urgentes  en  un  edi- 
ficio, el  cambio  fuera  conveniente  álos 
verdaderos  intereses  del  pupilo,  el  Tri- 
bunal de  la  Cancillería  puede  autorizar 
al  tutor  para  llevarle  á  cabo,  dictando 
al  mismo  tiempo  las  medidas  necesa- 
rias para  que  la  transformación  del 
patrimonio  no  modifique  en  nada  la 
situación  de  los  sucesores  del  pupilo, 
en  el  caso  de  que  éste  muriera  antes  de 
llegar  á  la  mayor  edad. 

La  tutela  es  un  cargo  gratuito;  pero 
cuando  ¡ajusticia  no  encuentre  perso- 
na que  quiera  aceptarla,  puede  nom- 
brar un  administrador  con  sueldo  pro- 
porcionado á  las  rentas  del  pupilo. 


(t)    Véuesloúm.  B.'.C. 
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Los  pupilos  del  Tribunal  no  pueden 
casarse  sin  su  consentimiento.  El  hom- 
bre que,  sin  haberle  obtenido,  contrae 
matrimonio  con  una  pupila  del  Tribu- 
nal, incurre,  con  todos  los  que  le  hayan 
ayudado  en  su  empresa,  en  la  pena  de 
prisión  por  ofensa  al  Tribunal.  Si  éste 
tiene  motivos  para  temer  que  una  de 
sus  pupilas,  sin  solicitar  permiso,  trata 
de  celebrar  un  matrimonio  inconve- 
niente, puede  oponerse  a  ¿1  desde  luego 
é  interceptar  toda  comunicación  entre 
la  pupila  y  su  pretendiente;  y  si  sospe- 
cha que  el  tutor  esta  en  connivencia 
con  los  novios,  puede  despojarle  de  la 
tutela. 

También  toma  el  Tribunal  una  parte 
muy  directa  en  los  contratos  matrimo- 
niales, y  especialmente  en  las  garan- 
tías que  el  esposo  debe  prestar,  según 
la  situación  de  los  contrayentes. 

El  tutor  de  un  menor  que  se  haya  ca- 
sado sin  su  consentimiento,  puede  obte- 
ner contra  la  parte  que  ha  celebrado  el 
matrimonio  afirmando  falsamente  la 
existencia  de  esa  autorización,  una  de- 
claración de  confiscación  (deelaration 
qf/or/etíttre)  que  lleva  consigo  la  pér- 
dida de  toda  ventaja  ó  derecho  sobre 
los  bienes  del  otro  esposo.  El  Tribunal, 
por  su  parte,  puede  exigir  una  indem- 
nización en  provecho  del  cónyuge  ino- 
cente ó  de  los  hijos  que  puedan  nacer 
de  este  matrimonio. 

Cuando  el  pupilo  llega  á  la  mayor 
edad,  el  tutor  está  obligado  a  darle 
cuenta  de  su  administración,  y  es  res- 
ponsable de  todas  las  pérdidas  ocasio- 
nadas por  su  culpa  ó  negligencia.  Pero 
el  carácter  de  Inspector  ó  Vigilante  ge- 
neral de  las  tutelas  que  la  ley  confiere 
al  Lord  Canciller,  permite  á  los  tutores 
descargarse  algo  de  la  responsabilidad 
que  pesa  sobre  ellos,  para  lo  cual  bas- 
ta que  se  coloquen  bajo  la  garantía  del 


Tribunal  de  la  Cancillería,  obrando 
bajo  su  dirección  y  rindiendo  cuenta 
anual  de  su  gestión. 

S.— A.  En  este  mismo  capitulo  queda 
dicho  lo  que  la  ley  inglesa  establece 
acerca  de  la  incapacidad  nacida  de  la 
demencia. 

Para  que  un  individuo  llegue  á  ser 
clasificado  entre  los  lunáticos  ó  idiotas, 
es  preciso  que  haya  sufrido  un  recono- 
cimiento hecho  por  un  médico  alienis- 
ta {master  ¿n  tunacy)  ante  un  Jurado, 
el  cual  dará  un  veredicto  sobre  el  esta- 
do mental  de  la  persona  en  cuestión. 

B,  Desde  la  Edad  Media,  el  Rey  se  ba 
declarado  protector  de  los  alienados,  y 
ha  manifestado  su  voluntad  de  proveer 
á  la  guarda  de  sus  personas  y  á  la  con- 
servación de  sus  bienes,  delegando 
esta  doble  misión  en  el  Lord  Canciller, 
quien  la  desempeñaba  antiguamente, 
no  como  Presideute  del  Tribunal  de  la 
Cancillería,  sino  como  alto  dignatario 
del  reino,  sin  que  tuviera  la  menor  in- 
tervención aquel  Tribunal,  al  cual  nun- 
ca se  le  ha  reconocido  ninguna  atribu- 
ción tutelar  sobre  los  dementes.  Hoy  el 
Lord  Canciller  ejerce  la  función  citada, 
tanto  por  su  carácter  de  funcionario 
palatino,  como  por  el  de  Magistrado,  y 
no  la  desempeña  solo,  sino  ayudado  por 
los  Jueces  del  Tribunal  de  apelación 
que  la  Reina  designe  especialmente. 

C.  Cuando  la  enagenación  mental  de 
una  persona  se  ha  hecho  constar  legal- 
mente,  el  Canciller  ó  los  Jueces  forman 
una  comisión  para  velar  por  la  persona 
y  bienes  del  incapacitado,  al  cual  debe 
visitar  una  vez  al  año  por  lo  menos. 

Los  dementes  no  pueden  obligarse 
válidamente  ni  disponer  de  sus  bienes- 
Toda  donación  hecha  por  ellos  es  radi- 
calmente nula.  Demandados  con  motivo 
de  un  contrato  suscripto  por  ellos,  pue- 
den excusar  su  cumplimiento  por  razón 
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de  incapacidad;  y  tienen  facultad,  aun- 
que no  obligación,  de  dirigirse  a  un 
Tribunal  de  equidad  para  pedir  la  anu- 
lación de  cualquier  documento  autoriza- 
do por  ellos  cuando  se  encontraban  en 
estado  de  demencia. 

El  matrimonio  á  que  se  haya  presta- 
do un  demente,  declarado  tal  en  forma 
auténtica,  es  nulo  si  le  ha  contratado 
antes  de  que  el  Canciller  ó  la  mayoría 
de  la  comisión  encargada  de  su  tutela 
declare  que  ha  recobrado  la  razón  (1). 

CAPÍTULO   X 

De  la  minoría  de  edad  y  de  la 
emancipación 

(Véase  el  título  SI  del  Código  civil  español;  pues 
bí  bien  lae  doctrinas  de  que  ee  ocupa  este  capí- 
tulo do  bod  las  Dilemas  que  las  del  expresado 
título,  guardan  cou  ellas  alguna  analogía,  y 
son  las  que  mis  facilitan  la  comparación  i  los 
efectos  que  nos  proponemos  en  esta  obra.) 

La  mayor  edad  empieza  en  Ingla- 
terra á  los  veintiún  años.  Pero  la  inca- 
pacidad de  los  menores  no  es  la  misma 
durante  todo  ese  tiempo.  A  los  catorce 
años  el  varón,  y  á  los  doce  la  mujer, 
adquieren  respectivamente  el  discerni- 
miento; pueden  escoger  su  tutor,  dar  ó 
negar  su  consentimiento  para  el  matri- 
monio, y  disponer  en  testamento  de  sus 
bienes  muebles.  A  los  diecisiete  años 
puede  ser  testamentario  ó  albacea,  ex- 
cepto cuando  el  menor  ha  sido  el  único 
nombrado  para  ese  cargo,  pues  enton- 
ces le  está  vedado  desempeñarlo  hasta 
la  mayor  edad;  en  su  nombre  y  lugar, 
administra  los  bienes  del  difunto  el  tu- 
tor del  menor  ú  otra  persona  desig- 
nada por  el  Tribunal  competente. 


(1)  Acerca  del  régimen  y  protección  de  los 
enagenados  y  de  sus  intereses,  véase  el  Apéndi- 
ce IV,  al  final  de  este  libro  I. 


Ofrece  la  ley  una  notable  singulari- 
dad, y  es  que  reputa  cumplida  la  ma- 
yor edad,  no  precisamente  el  día  en 
que  se  cumple  el  vigésimoprimero  ani- 
versario del  nacimiento,  sino  la  víspe- 
ra de  ese  día,  cuya  disposición  ha  sido 
muy  discutida  por  los  tratadistas,  dan- 
do algunos,  por  razón,  que  la  ley  no  co- 
noce fracción  de  dia. 

No  puede  perseguirse  judicialmente 
á  un  menor  si  no  se  persigue  al  mismo 
tiempo  á  su  tutor,  por  ser  éste  el  en- 
cargado de  repi  esentarle  y  defenderle 
en  todos  los  terrenos.  Pero  si  trata  el 
menor  de  intentar  una  acción,  puede 
hacerlo  por  medio  de  su  tutor  ó  por 
medio  de  un  próximo  amigo  que  esté 
dispuesto  á  encargarse  del  asunto,  en 
caso  de  necesidad,  contra  el  mismo 
tutor. 

La  minoría  de  edad  suspende  en  pro- 
vecho del  menor  el  curso  de  la  pres- 
cripción. 

Toda  donación,  asi  como  toda  enaje- 
nación de  un  inmueble  realizadas  por 
un  menor,  son  anulables. 

Son  absolutamente  nulos  todos  los 
contratos  hechos  por  los  menores,  que 
tiendan  á  obligarles  á  reembolsar  un 
préstamo  de  dinero  ó  á  pagar  mercan- 
cías, exceptuándose  de  esta  regla  los 
artículos  indispensables  para  la  subsis- 
tencia. Por  otra  parte,  la  ley  niega 
toda  acción  contra  aquel  que  ha  ratifi- 
cado, siendo  mayor,  una  deuda  con- 
traída durante  la  minoría,  aunque  esta 
ratificación  haya  sido  determinada  por 
una  nueva  consideración  sobrevenida 
después  de  la  mayor  edad.  Es  conse- 
cuencia lógica  de  este  principio,  que  el 
menor  que  sea  comerciante  no  puede 
ser  declarado  en  quiebra,  pues  no  ha 
de  estar  más  obligado  por  los  contratos 
que  suscriba  con  el  carácter  de  comer- 
ciante, que  por  todos  los  demás. 
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cillerla. del  Tribunal  Supremo. 

Un  menor  no  puede  disponer  de  sus 
muebles  ni  de  sus  inmuebles  por  testa- 
mento- Sin  embargo,  en  virtud  de  leyes 
recientes,  cuando  ha  cumplido  dieciséis 
años,  se  le  concede  el  derecho  de  dispo- 
ner, mortis  causa,  en  la  forma  y  bajo 
las  condiciones  previstas  por  esas  le- 
yes, del  saldo  que  resulte  á  su  favor  en 
una  Caja  de  Ahorros,  siempre  que  la 
euraa  no  exceda  de  100  libras. 

Cuando  se  ha  hecho  un  legado  a  un 
menor,  el  testamentario  no  puede  con- 
seguir un  finiquito  ó  remate  de  cuen- 
tas, si  no  es  colocando  el  importe  de 
dicho  legado,  hecha  deducción  de  los 
derechos,  en  el  Banco  de  Inglaterra,  a 
favor  del  legatario,  y  dando  aviso  al 
mismo  tiempo  al  Habilitado  general, 
cuyo  funcionario  debe  invertir  los  fon- 
dos en  la  compra  de  consolidado,  cu- 
yos títulos  y  reatas  se  entregan  al  me- 
nor 6  se  emplean  en  provecho  suyo,  si- 
guiendo las  instrucciones  de  la  Sala 
de  Cancillería  del  Tribunal  Supremo. 
Esta  Sala  puede  ordenar,  si  lo  juzga 
oportuno,  que  una  parte  de  las  rentas 
del  menor,  y  especialmente  los  títulos 
del  Estado,  se  empleen  en  los  gastos  de 
manutención  y  educación. 

Para  terminar,  haremos  constar  que 
la  emancipación  con  motivo  del  matri- 
monio es  la  única  que  admite  la  ley  i  ri- 


fo de  estado  civil 

-8.  Inscripción  de  nad- 
acripción  da  defunciones, 
batoria  de  las  Actas  y  san- 
ción penai.  (veue  el  titulo  XII,  libro  I, 
del  Código  civil  español.) 

1.  Esta  materia  ha  sufrido  en  Ingla- 
terra vicisitudes  muy  parecidas  á  las 
que  ha  sufrido  también  en  España.  An- 
tiguamente el  Registro  de  nacimien- 
tos, de  matrimonios  y  de  defunciones 
estaba  a  cargo  de  los  Ministros  de  la 
Iglesia  anglicana.  La  deficiencia  de 
esos  Registros  parroquiales,  y  la  opre- 
sión que  significaban  para  las  perso- 
nas que  pertenecían  a  otro  culto,  deci- 
dieron &  Guillermo  IV  á  entregarlos  A 
funcionarios  civiles,  por  medio  de  la 
ley  de  1830.  Esta  ley,  como  todas  las  de 
transición,  estaba  confeccionada  con 
temor,  y  presentaba  contradicciones  y 
debilidades  difíciles  de  justificar,  pero 
que  fueron  modificadas  por  la  ley 
de  1874,  que  es  hoy  la  vigente  (1). 

La  totalidad  de  los  servicios  de  ins- 
cripción esta  bajo  la  dirección  de  un  Re- 
gistrador general,  residente  en  Lon- 
dres, del  cual  dependen  los  Registrado- 
res encargados  de  llevar  la  inscripción 
en  su  respectiva  circunscripción,  y  los 
Superintendentes  Registradores  ó  Ins- 
pectores, á  los  que  corresponde,  aparte 
de  otras  atribuciones,  perseguir  judi- 
cialmente en  el  territorio  de  su  compe- 
tencia á  los  infractores  de  las  leyes  so- 
bre registro.  Unos  y  otros  pueden  tener 
suplentes.  Cada  distrito  tiene  al  frente 
un  Superintendente,  y  se  divide  en  cier- 
to número  de  subdistritos,  a  cargo  de 
un  Registrador. 


(1)    Véwe  el  Apéndice  V  i  este  libro. 
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Corresponde  fijar  los  distritos,  según 
las  necesidades,  al  Registrador  gene- 
ral. Cada  Registrador  puede  tener  en 
su  circunscripción,  si  lo  juzga  necesa- 
rio, varios  despachos,  en  los  que  debe 
encontrarse  a  horas  fijas.  A  la  puerta 
de  los  despachos  deben  fijarse  los  opor- 
tunos anuncios;  ademas  en  cada  esta- 
ción de  policía  también  debe  estar  ex- 
puesta la  lista  de  los  despachos. 

El  Registrador  general  entrega  á  to- 
dos sus  subordinados  modelos  de  ta- 
blas alfabéticas  de  los  registros.  Cada 
Inspector  hace  formar  los  Índices  y  los 
conserva.  Las  tablas  están  á  la  dispo- 
sición del  público. 

Todo  el  que  declare  ante  el  Registra- 
dor, puede  obtener  en  el  momento  de 
la  inscripción,  pagando  un  precio  mó- 
dico, un  certificado  de  la  inscripción. 
El  mismo  derecho  tiene  cualquier  inte- 
resado en  ella. 

El  Registrador  que  sin  justa  causa 
rehuse  extender  un  acta  de  nacimiento 
ó  defunción,  ó  recibir  los  datos  necesa- 
rios para  la  formación  de  la  misma, 
puede  ser  condenado  a  una  multa  de  50 
libras  como  máximum.  En  la  misma 
pena  incurre  la  persona  nombrada  para 
el  cuidado  de  un  registro  cuando  éste 
se  deteriora  ó  pierde  por  negligencia  ó 
abandono. 

Todo  despacho  debe  tener  un  arca  de 
hierro,  incombustible,  para  guardar  los 
libros. 

Si  se  cometiere  un  error  en  una  ins- 
cripción, puede  ser  corregido  por  una 
persona  delegada  á  este  efecto  por  el 
Registrador  general.  El  simple  error 
material  puede  corregirse  por  una  nota 
puesta  al  margen  por  el  Oficial  encar- 
gado del  registro,  en  la  que  conste  el 
error  y  la  rectificación,  después  de  una 
declaración  de  dos  de  las  personas  en- 
cargadas de  hacer  inscribir  el  naci- 


miento ó  la  defunción.  No  puede  ha- 
cerse corrección  ninguna  sino  por  nota 
marginal,  sin  tachaduras  ni  raspadu- 
ras. Cuando  el  Coroner  (1}  advierte 
que  se  ha  cometido  un  error  en  e!  cer- 
tificado transmitido  por  él  al  Regis- 
trador, puede,  después  de  haber  reco- 
gido las  pruebas,  avisar  á  éste  é  indi- 
carle la  nota  equivocada  y  lo  que  hade 
ponerse  en  su  lugar,  también  por  me- 
dio de  nota  marginal. 

El  Registrador  tiene  obligación  de 
hacer  las  inscripciones  á  domicilio 
cuando  lo  soliciten  por  escrito  los  inte- 
resados y  le  abonen  un  chelín. 

2.  La  existencia  de  todo  niño  nacido 
en  condiciones  de  viabilidad,  debe  de- 
clararse ante  el  Registrador  en  un  pla- 
zo de  cuarenta  y  dos  días,  acontar  des- 
de el  nacimiento.  El  padre  y  la  madre 
del  niño,  y  en  su  defecto  el  jefe  de  la 
casa  ó  establecimiento  en  que  haya  na- 
cido, y  toda  persona  presente  al  naci- 
miento ó  que  tenga  á  su  cargo  al  niño, 
están  obligados  á  hacer  la  declaración 
y  á  firmar  la  partida  en  presencia  de) 
funcionario  competente.  Cuando  algu- 
na de  ellas  no  ha  declarado  en  el  plazo 
antedicho,  puede  el  Registrador  invi- 
tarla por  escrito  en  el  plazo  de  tres 
meses,  á  contar  desde  el  nacimiento, 
&  que  se  presente  en  el  despacho  para 
dar  instrucciones  sobre  el  nacimiento 
y  firmar  la  partida. 

La  inscripción  es  completamente  gra- 
tuita. 

Cuando  se  trata  de  un  niño  recién 
nacido  y  abandonado,  la  obligación  de 
facilitar  al  Registrador  datos  y  noticias 
precisas  para  extender  el  acta  de  naci- 


(1)  Coroner  es  un  funcionario  uncargado  da 
indagar  las  causan  de  las  muertes  repentinas  y 
violan  tas,  con  presencia,  indispensablemente,  del 
cuerpo  del  difunto. 
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haber  emplazado  á  las  personas  obli- 
gadas &  declarar  para  que  comparez- 
can ante  el  Superintendente  Registra- 
dor á  proporcionarle  los  datos  necesa- 
rios para  extender  el  acta,  la  cual  irá. 
firmada  en  este  caso  por  los  dos  funcio- 
narios. Al  cabo  de  doce  meses,  el  Regis- 
trador no  puede  hacer  la  inscripción 
sino  en  virtud  de  una  autorización  es- 
crita del  Registrador  general.  Todo  ello 
bajo  pena  de  multa. 

En  caso  de  cambio  del  nombre  del 
niño,  ó  de  que  se  atribuya  nombre  á  un 
niño  que  aún  no  lo  tiene,  debe  avisarse 
al  Registrador,  en  los  doce  meses  si- 
guientes al  nacimiento,  por  el  padre  ó 
tutor  del  niño,  ó  por  la  persona  que  le 
ha  puesto  nombre.  El  certificado  exten- 
dido por  estas  personas  ó  por  e)  Sacer- 
dote que  baya  bautizadoal  niño  se  remi- 
te al  Registrador,  el  cual  hace  mención 
de  su  contenido  en  una  nota  marginal. 
Nadie  está  obligado,  en  concepto  de 
padre  de  un  hijo  ilegitimo,  á  hacer  la 
declaración  de  nacimiento  de  éste.  El 
Registrador  no  debe  inscribir  en  el  acta 
el  nombre  del  padre  mientras  no  se  le 
requiera  a  ello  conjuntamente  por  la 
madre  y  por  el  hombre  que  se  reconoce 
como  padre  del  niño,  debiendo  ambos 
firmar  juntos  el  registro. 

3.  Los  fallecimientos  deben  ser  ins- 
criptos por  el  Registrador  en  un  plazo 
de  cinco  días,  sobre  la  base  de  una  de- 
claración, ya  de  los  parientes  ú  hospe- 
deros del  difunto,  ya  de  los  que  le  cui- 
daron en  su  última  enfermedad  ó  pro- 
veyeron A  su  entierro,  ya  de  los  que 


a  muerte  no 
presencia  de 
a  redacción 
ta  de  defun- 
atorce  días, 
is  obligadas 
___„_.„.  „„„.„v.  .„..„v...niento  lo  ha 
participado  provisionalmente  por  es- 
crito al  Registrador,  transmitiéndole  el 
certificado  médico  en  que  consta  la 
causa  de  la  muerte.  De  todas  maneras, 
y  en  cualquier  caso,  el  declarante  debe 
presentar  ese  certificado.  Cuando  han 
transcurrido  mas  de  catorce  dias  desde 
aquel  en  que  ocurrió  el  fallecimiento 
sin  que  se  baya  prestado  ninguna  de- 
claración, el  Registrador  procede  á  ha- 
cer una  información  sumaria,  llaman- 
do á  su  despacho  á  todos  los  que  pue- 
dan dar  noticias  sobre  el  fallecimiento, 
y  extiende  el  acta  siempre  que  no  ha- 
yan transcurrido  doce  meses.  Al  cabo 
de  este  tiempo  no  puede  hacerse  la  ins- 
cripción si  no  es  en  virtud  de  una  au- 
torización escrita  del  Registrador  ge- 
neral. 

En  caso  de  descubrimiento  de  un  ca- 
dáver, que  dé  motivo  á  una  informa- 
ción judicial,  el  Coroner  envía  al  Re- 
gistrador, en  el  término  de  cinco  días, 
una  nota  firmada  por  él,  y  en  la  cual 
se  expresen  los  resultados  del  sumario 
y  el  veredicto  del  Jurado;  el  Registra- 
dor extiende  el  acta  con  vista  de  estos 
documentos. 

La  inhumación  solamente  puede  ve- 
rificarse por  una  orden  del  Coroner  o 
por  un  certificado  del  Registrador,  en 
el  que  conste  que  ha  inscripto  el  falleci- 
miento, ó  por  lo  menos  que  tiene  todos 
los  datos  necesarios  para  ello.  Cual- 
quier contravención  a  esta  regla  se  cas- 
tiga con  una  multa  de  10  libras  como 
máximum. 
La  ley  toma  precauciones  especiales 
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en  lo  referente  á  las  inhumaciones  de 
los  niños  á  quienes  se  supone  muertos 
al  nacer. 

Hasta  hace  pocos  años,  siempre  que 
se  hacia  un  enterramiento  en  el  cemen- 
terio parroquial  (único  que  existía  en 
la  mayor  parte  de  las  localidades),  de- 
bía cumplirse  el  ritual  de  la  Iglesia  an- 
glicana  sobre  la  tumba  del  difunto,  cua- 
lesquiera que  fuesen  las  creencias  de 
éste.  Semejante  atentado  á  la  libertad 
de  conciencia  se  suprimió  por  una  ley 
de  7  de  Septiembre  de  1880,  la  cual  orde- 
na que  bastará  advertir  al  eclesiástico 
correspondiente  que  el  entierro  ha  de 
hacerse  sin  cumplir  dicho  ritual,  para 
que  asi  se  efectúe,  quedando  el  ecle- 
siástico con  solo  este  aviso  libre  de 
toda  ulterior  responsabilidad. 

4.  La  partida,  6  un  extracto  de  la 
misma,  sólo  hace  prueba  de  un  naci- 
miento ó  de  una  defunción  cuando 
lleva  la  Arma  de  una  persona  autoriza- 
da para  hacer  la  declaración,  ó  cuando 
el  acta  ha  sido  extendida  conforme  á 
los  datos  ó  notas  proporcionados  por 
un  Coroner.  En  cuanto  á  las  inscripcio- 
nes tardías,  es  necesario,  además,  bajo 
pena  de  nulidad,  que  Be  hayan  cumpli- 


do las  formalidades  especiales  pres- 
criptas  por  la  ley. 

Incurren  en  la  pena  de  multa  (de  40 
chelines  á  lo  sumo)  las  personas  que 
descuiden  declarar  un  nacimiento  ó 
una  defunción,  cuando  por  sus  relacio- 
nes personales  tienen  la  obligación  de 
informar  al  Registrador;  asi  como  las 
personas  que  puestas  por  este  funcio- 
nario en  la  obligación  de  declarar, 
rehusan  responder  á  sus  preguntas, 
pues  en  este  caso  sólo  puede  suponerse 
una  negligencia  inexcusable  ó  una  mala 
voluntad. 

Incurren  también  en  una  multa  que 
puede  elevarse  hasta  10  libras,  en  pena 
de  prisión  de  dos  años  con  trabajos  for- 
zados, ó  en  una  servidumbre  penal  de 
siete  años,  los  que  alteran  &  sabiendas 
la  verdad,  proporcionando  al  Registra- 
dor noticias  falsas,  haciendo  una  de- 
claración ó  un  certificado  falsos  y  usan- 
do, de  mala  fe,  de  una  ú  otra  cosa,  ó 
suministrando  una  indicación  falsa  con 
relación  á  la  identidad  de  un  cadáver. 

Los  procedimientos  criminales  fun- 
dados en  esta  disposición  deben  empe- 
zarse necesariamente  en  el  plazo  de 
tres  años  siguientes  al  hecho. 
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APÉNDICE  PRIMERO 

CONDICIÓN  LEGAL  DE  LOS  EXTRANJEROS  T  DE  LOS  CIUDADANOS 
IHOLESES  (LEY  DE  12  DE  MAYO  DE  1870)  (1) 


PRECEDENTES 

Con  arreglo  á  la  legislación  anterior: 

1."  Los  extranjeros  no  podían  po- 
seer en  el  Reino  Unido  derechos  reales 
de  ninguna  clase  sobre  bienes  inmue- 
bles (Common  law). 

La  ley  de  1844  (7  y  8,  Victoria,  capitu- 
lo LXVI)  autorizaba,  por  excepción,  al 
extranjero  para  poseer,  arrendar  y  ad- 
quirir los  inmuebles  necesarios  para  el 
establecimiento  de  su  familia,  de  su  co- 
mercio ó  de  su  industria,  pero  sólo  por 
veintiún  años; 

2.a  Los  extranjeros  no  podían  ser 
propietarios  ni  copropietarios  de  bu- 
ques ingleses  (3  y  4,  Guillermo  IV,  ca- 
pítulos LIV  y  LV); 

3.°  Todo  el  que  nacía  en  el  terri- 
torio británico  se  reputaba  ciudadano 
inglés,  y  no  podía  perder  su  nacionali- 
dad sin  consentimiento  del  Principe 
(Common  lato); 

4.a  El  matrimonio  no  influía  para 
nada  en  la  adquisición  ni  en  la  pérdida 
de  la  nacionalidad  (Common  lato). 

Exceptuábase  á  la  mujer  extranjera 
que  adquiría  la  nacionalidad  británica 
por  su  matrimonio  con  un  ciudadano 
inglés  (7  y  8,  Vict.,  cap.  LXVI); 

(1)  An  ací  lo  amcnrt  ¿fie  law  relttíng  lo  Hir 
legtl  eondilion  of  Aliens  and  Brilith  tubjectt 
(88,  Vict.,  cap.  XIV). 


5."  El  extranjero  que  hubiere  adqui- 
rido la  nacionalidad  inglesa  por  natu- 
ralización, no  podia  formar  parle  del 
Consejo  de  S.  M.  ni  del  Parlamento  (1, 
Jorge  I,  cap.  IV); 

6."  El  extranjero  podía  adquirir  la 
nacionalidad  inglesa  por  su  estableci- 
miento en  el  territorio  del  Reino  Unido 
(7  y  8,  Vict.,  cap.  LXVI). 

TEXTO 

CAPITULO  PRIMERO 

De  la  condición  de  toa  extranjeros  enel 
Reino  Unido  de  la  Gran  Bretaña  é 
Irlanda. 

Articulo  1.°  Titulo  de  la  ley:  Natu- 
raluation  act  1870. 

Art.  2.°-§l.°  El  extranjero  Be  asi- 
mila á  los  ciudadanos  ingleses  por  na- 
cimiento, en  todo  lo  que  concierne  á 
la  posesión,  disfrute,  adquisición  y 
transmisión  por  cualquier  modo  legal, 
de  la  propiedad  inmueble  y  mueble. 

No  obstante  el  disfrute  de  la  propie- 
dad inmueble,  no  le  otorga  la  aptitud 
para  el  desempeño  de  las  funciones  pú- 
blicas, ni  la  de  ser  elegible  para  el  Par- 
lamento ó  el  municipio,  ni  le  confiere 
tampoco  el  derecho  electoral.    . 

§  2."  El  disfrute  de  la  propiedad  no 
le  conferirá,  en  general,  ningún  dere* 
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cho  ó  privilegio  distinto  ríelos  que  cons- 
tituyen la  esencia  de  la  propiedad. 

g  3."  (Este  párrafo  conserva  los  de- 
rechos adquiridos  al  tiempo  de  la  pro- 
mulgación de  la  presente  ley.) 

CAPÍTULO  II 

De  la  pérdida  de  la  nacionalidad 

Art.  3.°  Toda  persona  que  por  natu- 
ralización haya  adquirido  la  nacio- 
nalidad inglesa,  podrá  recuperar  la 
suya  de  origen  mediante  una  declara- 
ción hecha  al  efecto: 

1."  Si  residiere  en  el  Reino  Unido, 
ante  un  Juez  de  paz; 

2.°  Si  residiere  en  las  posesiones 
británicas,  ante  un  individuo  de  un  Tri- 
bunal de  lo  civil  ó  de  lo  criminal,  ó  cual- 
quier otro  funcionario  autorizado  por 
la  ley  para  recibir  juramento  en  mate- 
ria judicial  ó  cualquiera  otra; 

3.°  Si  residiere  fuera  de  las  posesio- 
nes británicas,  ante  un  funcionario  di- 
plomático ó  consular  inglés. 

Esta  declaración  no  producirá  efecto 
sino  en  tanto  que,  por  consecuencia  de 
tratados  ó  de  términos  de  la  ley,  tenga 
el  mismo  valor  en  el  país  al  que  perte- 
nezca originariamente  el  declarante. 

Art.  4.°  Todo  inglés  que  lo  sea  por  el 
hecho  de  su  nacimiento  en  el  territorio 
británico,  pero  que  fuere  igualmente  al 
tiempo  de  su  nacimiento  ciudadano  de 
un  país  extranjero  según  la  ley  de  este 
país,  podrá,  una  vez  Ilegadaá  su  mayor 
edad  y  siempre  que  goce  de  la  plena 
capacidad  legal,  declarar,  según  lo  pre- 
venido en  el  articulo  anterior,  que  es 
su  voluntad  perder  la  nacionalidad  in- 
glesa. 

Art.  5.°  El  extranjero  no  podrá  re- 
clamare! nombramiento  de  un  Jurado 
de  mediaetate  linguae,  para  que  lo  juz- 
gue, sino  que  estará  sujeto  ai  fuero  co- 
mún de  los  ciudadanos  ingleses. 

Art.  6.°— §1."  La  naturalización  ob- 
tenida en  país  extranjero  por  un  ciu- 


dano  inglés  que  goce  de  plena  capaci- 
dad legal,  producirá  el  efecto  de  hacer- 
le perder  su  nacionalidad  anterior;  esle 
efecto  se  producirá  igualmente  por  la 
naturalización  obtenida  antes  de  la 
promulgación  de  la  presente  ley. 

El  ciudadano  ingles,  de  origen,  natu- 
ralizado en  dicha  época  en  un  país  ex- 
tranjero gozará,  durante  dos  años,  con- 
tados desde  la  promulgación  de  esta 
ley,  de  la  facultad  de  hacer  una  decla- 
ración de  que  es  su  voluntad  conservar 
la  nacionalidad  inglesa;  en  este  caso  se 
le  reputará  como  si  nunca  hubiere  de- 
jado de  ser  ciudadano  inglés.  No  obs- 
tante, quedará  obligado  á  prestar  jura- 
mento de  fidelidad. 

Si  en  el  supuesto  indicado  continuare 
residiendo  en  el  país  extranjero  de  que 
se  trate,  no  producirá  efecto  alguno  su 
declaración  sino  en  el  caso  de  que,  se- 
gún los  tratados  ó  leyes  de  este  país, 
no  se  le  repute  ciudadano  del  mismo. 

§2."  (Fórmuladel  juramento  exigi- 
do por  el  presente  artículo.) 

CAPÍTULO  III 

De  la  naturalización  ¡/déla  recupera- 
ción de  la  nacionalidad  inglesa 

Art.  7."  Todo  extranjero  podrá  soli- 
citar del  Secretario  de  Estado  un  certi- 
ficado de  naturalización,  si  en  ei  plazo 
que  ulteriormente  habrá  de  fijarse  (1) 
por  resolución  general  ó  especial  de 
dicho  Secretario  de  Estado,  hubiere  re- 
sidido en  el  Reino  Unido  durante  cinco 
años,  á  lo  menos,  ó  si  hubiere  servido 
ala  Corona  durante  un  periodo  igual 
de  tiempo,  y  si  manifiesta  su  intención, 
bien  de  residir  en  el  Reino  Unido,  bien 
de  continuar  sirviendo  á  la  Corona. 

El  extranjero  que  solicite  la  natura- 
lización estará  obligado  á  producir  en 
apoyo  de  su  instancia  las  pruebas  y 
justificantes  que  el  Secretario  de  Esta- 


(1)    En  loa  ocho  años  anteriores. 
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do  conceptúe  conveniente  en  cada  caso. 

El  Secretario  de  Estado  podra  tomar 
en  consideración  en  este  caso  la  pre- 
tensión, y  sin  motivar  su  resolución 
conceder  ó  negar  el  certificado.  Contra 
su  decisión  no  se  dará  recurso  alguno. 
En  todo  caso  no  producirá  efecto  algu- 
no ínterin  no  se  preste  por  al  interesa- 
do el  juramento  exigido  por  el  art.  6.° 
de  la  presente  ley. 

El  extranjero  que  hubiere  obtenido 
un  certificado  gozara  de  los  mismos 
derechos  civiles  y  políticos  que  el  ciu- 
dadano por  nacimiento,  siempre  que  en 
su  patria  de  origen,  si  se  estableciere 
de  nuevo  en  ella,  continúe  considerán- 
dosele como  ciudadano  inglés. 

Loe  ciudadanos  ingleses  cuya  nacio- 
nalidad fuere  controvertible  podrán  so- 
licitar y  obtener  el  certificado  de  natu- 
ralización indicada;  esta  circunstancia 
se  mencionará  en  el  certificado,  del 
cual  no  podrá  deducirse  en  ningún  caso 
que  el  interesado  no  fuere  anterior- 
mente ciudadano  inglés. 

Esta  misma  facultad  se  concede  á  los 
extranjeros  naturalizados  antes  de  la 
promulgación  de  la  presente  ley. 

Art.  8.a  El  ciudadano  inglés  por  na- 
cimiento que  adquiriera  otra  nacionali- 
dad en  virtud  de  la  presente  ley,  ó  que 
fuere  considerado  como  tal,  podrá, 
siempre  que  reúna  las  condiciones  y 
suministre  los  justificantes  exigidos 
por  la  ley  extranjera,  solicitar  y  obte- 
ner, si  hubiere  lugar,  un  certificado  de 
readmission  en  la  nacionalidad  británi- 
ca, estando  asimismo  obligado  á  pres- 
tar juramento. 

En  las  posesiones  británicas,  el  cer- 
tificado de  readmission  indicado  en  el 
presente  articulo,  se  expedirá  por  el 
Gobernador. 

Art.  9.°  Este  articulo  contiene  la 
fórmula  del  juramento  indicado  en  el 
articulo  anterior. 


CAPÍTULO  IV 

De  la  nacionalidad  de  la  mujer  casada 
y  de  los  hijos  menores 

Art.  10.— g  1."  La  mujer  casada  ad- 
quiere la  nacionalidad  de  su  marido. 

§  2."  La  mujerviuda.inglesadeori- 
gen  y  que  hubiere  perdido  esta  nacio- 
nalidad por  su  matrimonio  con  un  ex- 
tranjero, se  reputará  extranjera,  pero 
podrá  obtener,  en  cualquier  época  du- 
rante su  viudedad,  un  certificado  de  re- 
admission á  la  nacionalidad  británica. 

§  3."  Cuando  un  padre  ó  una  madre 
viuda,  de  nacionalidad  británica,  ad- 
quiriere unanacionalidad  extranjera  en 
virtud  de  lo  establecido  en  la  presente 
ley,  sus  hijos,  si  hubieren  residido  du- 
rante su  menor  edad  en  el  país  en  que 
sus  padres  han  adquirido  la  nueva  na- 
cionalidad, y  si  han  obtenido  la  natu- 
ralización con  arreglo  á  la  ley  territo- 
rial, se  reputarán  como  nacionales  de 
este  país  y  como  si  hubieren  cesado  de 
pertenecer  á  la  nacionalidad  británica. 

§4."  En  el  caso  de  readmission  de 
su  padre  ó  de  su  madre  en  la  naciona- 
lidad inglesa,  el  hijo,  si  hubiere  residi- 
do durante  su  menor  edad  en  el  Reino 
Unido  con  sus  padres,  se  considerará 
como  reinvestido  de  la  nacionalidad  in- 
glesa. 

§  5."  En  el  caso  de  naturalización 
obtenida  en  el  Reino  Unido  por  el  pa- 
dre ó  madre  viudos,  el  hijo,  si  hubiere 
residido  durante  su  menor  edad  con  sus 
padres  en  el  territorio  del  Reino  Unido, 
se  reputará  ciudadano  inglés. 

CAPÍTULO  V 

Disposiciones  adicionales 

Art.  11.  (Este  articulo  concede  al  Se- 
cretario de  Estado  la  facultad  de  dictar 
reglamentos  relativos  á  la  forma  y  al 
registro  de  las  declaraciones  de  nació- 
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nalidad  y  de  loe  certificados  de  natura- 
lización.) 

Art.  12.  (Este  articulo  determina  la 
fuerza  probatoria  de  los  certificados  y 

copias.) 

CAPITULO  VI 
Disposiciones  diversas 

Art.  13.  La  presente  ley  no  menos- 
cabará en  nada  la  facultad  de  conceder 
cartas  de  naturaleza. 

Art.  14.  El  extranjero  continuará 
careciendo  de  capacidad  para  ser  pro- 
pietario ni  copropietario  de  un  buque 
inglés. 

Art.  15,  El  ciudadano  inglés  que 
hubiere  perdido  su  nacionalidad  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  la  presente 
ley,  será  responsable  de  los  actos  por 
él  cometidos  con  anterioridad  á  la  épo- 
ca de  su  cambio  de  nacionalidad. 

Art.  16.  Las  leyes  y  demás  disposi- 
ciones dictadas  por  las  legislaturas  de 
las  posesiones  británicas,  concediendo 


á  un  individuo  el  disfrute  total  6  parcial 
de  los  privilegios  de  la  naturalización 
en  los  limites  del  territorio  de  esta  po- 
sesión, tendrán  fuerza  de  ley  después 
que  obtengan  la  ratificación  de  S.  M.,  lo 
cual  se  concederá  en  laformaordinaria. 

Art.  17.  Este  articulo  determina  el 
sentido  y  extensión  de  los  diversos  tér- 
minos empleados  en  esta  ley. 

Art.  18.  (Este  articulo  declara  dero- 
gadas totalmente  un  cierto  número  de 
leyes  mencionadas  en  los  títulos  1  y  II 
del  anexo  que  acompaña  á  la  presente 
ley)  (D- 

Quedan  además  derogados: 

1."  En  la  ley4.1,  Jorge  I,  cap.  IX,  el 
articulo  que  declara  perpetua  la  ley  2.', 
Ana,  cap.  XIV; 

2.°  En  la  ley  6.*,  Jorge  IV,  cap.  L, 
el  art.  47,  y 

3.°  En  la  ley  3.*  y  4.',  Will.  IV,  capí 
tulo  XCI,  el  art.  37. 


(1)  Especialmente  los  layo»  7y  8,  Viet.,  capí- 
tulo LXVI  (1814),  y  lOy  II,  Vict.,  cap.  LXXXVIH 
(18«). 
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REAL   DECRETO    RELATIVO    A   LOS   ENLACES    MATRIMONIALES 

QUE  SE  CELEBRAN 

EN    EL  EXTRANJERO    (PUBLICADO    EN   1893) 


S.  M.  B.,  de  acuerdo  con  lo  propues- 
to por  su  Consejo  de  Ministros,  con  fe- 
cha 34  de  Noviembre  de  1891,  ha  te- 
nido á  bien  disponer: 

Articulo  1."  Desde  la  publicación  de 
la  presente  disposición,  quedará  dero- 
gada y  anulada  la  de  1890,  titulada 
«Matrimonios  en  el  extranjero». 

Enlaces  en  las  embajadas 

Art.  2.°  Las  autoridades  ante  las 
que  y  por  quien  un  matrimonio  sujeto 


á  la  ley  de  Matrimonios  en  el  extran- 
jero pueda  ser  efectuado  y  registrado, 
han  de  ser  el  Embajador,  la  persona 
que  actúe  como  tal,  uno  de  los  Secreta- 
rios de  la  embajada,  designado  al  efecto 
por  el  Jefe  de  la  legación,  ó  uno  de  los 
agregados,  expresamente  nombrado 
por  aquél. 

Art.  3.°  Por  embajada  se  entenderá 
la  casa  residencia  del  representante 
de  Inglaterra  y  las  oficinas  en  que  se 
halla  establecida  la  legación. 

Art.  4."    La  expresión  «Distrito  con- 
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sular»  significará  la  localidad  que  el 
Ministro  de  Estado  asigne  á  un  Cónsul. 
Si  esta  localidad  no  se  hallara  termi- 
nantemente designada,  la  que  en  línea 
recta  distara  diez  millas  de  la  casa 
embajada. 

Art.  5.°  Para  que  un  matrimonio 
pueda  ser  efectuado  en  un  consulado 
británico,  es  indispensable  que  el  Em- 
bajador otorgue  previamente  su  auto- 
rización para  que  tenga  lugar  el  en- 
lace. 

Art.  6.°  Para  que  un  matrimonio, 
con  arreglo  a  la  ley  local  de  una  nación 
extranjera,  sea  válido  ante  la  ley  ingle- 
sa, es  menester: 

a)  Que  las  dos  partes  contratantes 
sean  subditos  británicos; 

h)  Que  una  de  ellas  sea  subdito  in- 
glés, y  que  la  otra  no  sea  ciudadano  Ó 
subdito  de  la  nación  en  que  se  efectúa 
el  enlace; 

e)  Que  si  una  de  las  partes  es  un 
subdito  británico  y  la  otra  un  ciudada- 
no ó  subdito  del  país  en  que  se  celebra 
el  matrimonio,  que  no  existan  facilida- 
des para  dicho  casamiento,  según  las 
leyes  del  país. 

Si  un  Cónsul  se  negase  á  efectuar  ó 
autorizar  que  se  efectuara  en  su  presen- 
cia un  casamiento,  los  interesados  po- 
drán apelar  al  Ministro  de  Estado  de  la 
determinación  del  Cónsul,  de  confor- 
midad con  lo  que  previene  la  sección 
séptima  de  la  ley  de  Matrimonios  con- 
sulares de  1849. 

Art.  7."  Si  ocurriera  que,  ajuicio  de 
la  persona  designada  para  presenciar 
y  empadronar  un  matrimonio,  la  mu- 
jer era  inglesa  y  el  varón  un  ciudadano 
extranjero,  será  indispensable  que  esté 
seguro  de  que  el  enlace  es  válido  con 
arreglo  á  las  leyes  de  la  nación  á  que 
pertenece  el  extranjero. 

Art.  8.°  Estos  matrimonios  podrán 
celebrarse  en  la  embajada  ó  consula- 
do, cuando  una  de  las  partes  interesa- 
das está  domiciliada  en  el  distrito  con- 
sular. 


El  encargado  por  quien  y  ante  quien 
ha  de  celebrarse  el  enlace,  debe  tener 
conocimiento  de  que  se  ha  hecho  públi- 
co por  medio  de  anuncios  en  el  punto 
de  residencia  del  otro  contrayente. 

El  Ministro  de  Estado  debe  tener  co- 
nocimiento de  que  la  obligada  publi- 
cación ha  sido  hecha,  á  fln  de  impedir 
un  matrimonio  clandestino,  y  de  que  se 
ha  otorgado  su  permiso  para  que  dicho 
enlace  se  lleve  á  cabo. 

En  cualquiera  de  estos  casos  se  exi- 
girá juramento,  afirmación  ó  declara- 
ción de  que  una  de  las  partes  interesa- 
das ha  residido  por  espacio  de  tres 
semanas,  cuando  menos,  en  la  locali- 
dad en  que  se  halle  establecida  la  em- 
bajada ó  consulado,  y  además  se  hará 
constar  por  escrito  el  punto  de  residen- 
cia durante  los  últimos  tres  meses  en 
otra  parte,  y  que  se  haya  dado  publici- 
dad allí  al  proyectado  matrimonio. 

Si  el  Ministro  de  Estado  no  hubiera 
otorgado  su  permiso  para  el  matrimo- 
nio, y  si  una  de  las  partes  hubiera 
estado  domiciliada  en  otro  país,  será  in- 
dispensable que  el  Cónsul  de  este  últi- 
mo punto  expida  un  certificado,  hacien- 
do constar— después  de  haberse  abo- 
nado por  el  interesado  los  derechos 
consulares— que  no  existe  impedimen- 
to alguno  para  que  el  matrimonio  se 
lleve  á  cabo. 

Si  uno  de  los  contrayentes  residiera 
en  un  punto  del  Reino  Unido,  se  noti- 
ficará en  igual  forma:  en  Inglaterra  é 
Irlanda,  al  Jefe  del  Registro  civil,  y  en 
Escocia,  por  medio  de  anuncios  ó  ban- 
dos; y,  una  vez  transcurrido  el  plazo 
legal,  el  citado  Jefe  expedirá  certifica- 
do en  que  conste  si  existe  ó  no  impedi- 
mento para  el  matrimonio  de  que  se 
trate. 

Art.  9.°  Por  consulado  se  entenderá 
la  residencia  oficial  ú  oficinas  del  Cón- 
sul, y  cualquier  punto  comprendido 
dentro  de  la  jurisdicción  de)  mismo. 

Art.  10.  No  se  exigirá  la  presencia 
de  un  Cónsul  ó  de  su  representante  le- 
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gal  para  la  celebración  de  un  matrimo- 
nio, a  menos  que  éste  tenga  lugar  en  el 
ponto  oficial  de  su  residencia,  y  previo 
el  pago  de  los  derechos  establecidos. 

El  Cónsul  registrará  ó  inscribirá  por 
duplicado  el  matrimonio,  en  la  forma 
que  determina  la  sección  undécima  de 
la  ley  de  Matrimonios  de  1849,  y  dichas 
diligencias  serán  suscriptas  por  los  in- 
teresados, ó,  si  no  lo  hicieran,  se  hará 
constar  la  razón  por  qué  no  se  ha 
hecho. 

El  consulado  expedirá  una  certifica- 
ción del  acto. 

Ningún  individuo,  no  siendo  un  em- 
pleado autorizado  del  consulado,  podrá 
en  caso  alguno  registrar  ó  inscribir  un 
matrimonio. 

La  palabra  empleado  consular  signi- 
fica: el  Cónsul  general,  Cónsul,  Vice- 
cónsul, Cónsul  sustituto,  Agente  con- 
sular, ó  cualquier  individuo  que  en 
aquella  época  y  circunstancia  ejerza 
legalmente  uno  de  los  expresados 
cargos. 

Art.  11.  S.  M.  B.  podrá  autorizar  á 
la  persona  que  estime  conveniente, 
cuando  se  trate  de  posesiones  no  in- 
glesas, para  que  actúe  en  su  represen- 
tación y  legalice  los  enlaces  contraídos 
en  países  extranjeros  por  subditos 
suyos. 

Art.  12.  Los  matrimonios  que  se  ce- 
lebren en  buques  de  guerra  ingleses 
serán  forzosamente  presenciados  por 
el  Comandante  jefe  ó  por  un  Oficial  de 
categoría,  debidamente  autorizado  por 
el  Almirantazgo. 

Para  autorizar  dicho  enlace,  el  Co- 
mandante jefe  deberá  estar  plenamen- 
te convencido  de  que  el  mismo  no  po- 


dría efectuarse  en  tierra,  por  oponerse 
&  él  las  leyes  del  país  en  que  se  halle 
anclado  el  buque  inglés. 

Formulario  de  comparecencia  y 
anuncio» 

A.  B.,  de comparece  y  dice: 

1.°  Que  se  halla  concertado  un  enla- 
ce entre  A.  B.  y  C.  D.; 

2.°  Que  cree  que  no  existe  impedi- 
mento alguno  ni  de  parentesco  alguno 
de  consanguinidad  ni  de  afinidad,  ni 
otros  obstáculos  legales  para  la  cele- 
bración de  dicho  matrimonio; 

3.°  Que  tanto  él  como  C.  D.  han  es- 
tado domiciliados  durante  las  últimas 
tres  semanas  dentro  del  distrito  de ; 

4.°  Que  A.  B.  y  C.  D.  son  mayores 
de  veintiún  años  ó  menores  de  dicha 

edad,  pero  viudos  de que  fallecieron 

(aquf  la  fecha),  ó  son  menores  de  vein- 
tiún años,  pero  debidamente  autoriza- 
dos por para  contraer  matrimonia, 

según  la  documentación  que  exhiben... 
Fecha  y  firma. 

Yo,  el  Cónsul  británico  (ó  lo  que  sea) 
en  (tal  localidad),  certifico:  Que  con 
fecha fué  en  mi  poder  la  notifica- 
ción del  convenio  de  matrimonio  en- 
tre A.  B.  y  C.  D.;  que  dicha  notificación 
fué  hecha  pública  en  la  forma,  manera 
y  durante  el  tiempo  que  disponen  las  le- 
yes sobre  matrimonios  en  el  extranjero 
de  1849  y  1891,  tal  como  si  el  menciona- 
do enlace  hubiera  de  tener  efecto  en  mi 
consulado;  y  que  no  soy  conocedor  de 
que  exista  obstáculo  ó  impedimento  al- 
guno que  se  oponga  &  la  celebración 
del  proyectado  matrimonio. 

Fecha,  firma  y  sello. 
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MUJERES    CASADAS:    DERECHOS    SOBRE    SUS    BIEHE 
(LEY  DE  18  DE  AGOSTO  DE  1882) 


Articulo  1."  La  mujer  casada  tendrá, 
capacidad  para  conservar  y  disponer, 
por  testamento  ó  en  otra  forma  cual- 
quiera, de  sus  bienes  muebles  ó  inmue- 
bles, como  una  propiedad  separada, 
como  si  no  estuviese  casada,  y  sin  in- 
tervención alguna  del  curador. 

La  mujer  tendrá  capacidad  para  obli- 
garse, por  contrato  (1),  por  todos  sus 
bienes  separados,  para  comparecer  en 
juicio  y  para  ser  perseguida  judicial- 
mente, ya  sea  ex-contractu,  ya  por 
agravio  6  perjuicio  (tori)  (2)  en  todos 
sentidos  y  como  si  no  estuviese  casada, 
sin  que  sea  necesario  que  la  acompañe 
su  marido,  ya  sea  demandante  ó  de- 
mandada. 

Los  daños  y  perjuicios  y  los  gastos 
que  los  Tribunales  le  concedan  serán  de 
su  propiedad  separada,  como  también 
serán  á  cargo  de  la  misma  aquéllos  á 
que  sea  condenada. 

Todo  contrato  hecho  por  una  mujer 
casada  se  considerará  celebrado  con 
intención  de  comprometer  su  propie- 
dad separada,  salvo  prueba  en  con- 
trario. 

Todo  contrato  hecho  por  una  mujer 
casada,  comprometiendo  sus  bienes 
separados,  afectará,  no  sólo  los  que  po- 
sea 6  aquéllos  á  que  tenga  derecho  en 

(I)     Véase  el  art.  24  de  esta  ley. 


el  momento  del  contrato,  sino  también 
los  que  después  adquiera. 

Toda  mujer  casada  que  ejerza  el  co- 
mercio independientemente  de  su  ma- 
rido, estará  sometida,  respecto  de  sus 
bienes  separados,  á  las  leyes  sobre 
quiebras,  como  si  no  estuviese  casada. 

Art.  2."  Toda  mujer  que  se  case,  & 
partir  de  1."  de  Enero  de  1883,  tendrá 
derecho'á  poseer  y  conservar  como  su 
propiedad  separada,  y  á  disponer  de 
ella  según  queda  indicado,  todos  los 
bienes  muebles  é  inmuebles  que  le  co- 
rrespondan el  dfa  de  su  matrimonio, 
6  que  adquiera  ó  herede  después,  in- 
cluso todos  sus  salarios,  sumas  de  me- 
tálico ó  bienes  que  gane  ó  adquiera  en 
un  empleo,  comercio  u  ocupación,  ejer- 
cidos independientemente  del  marido, 
ó  por  medio  de  su  talento  literario,  ar- 
tístico ó  cien  ti  fleo. 

Art.  3.°  Toda  suma  en  metálico  ú 
otros  bienes  prestados  ó  confiados  por 
la  mujer  á  su  marido  para  que  los  em- 
plee en  un  comercio  ó  tranco  por  él 
ejercido,  serán  considerados,  en  caso 
de  quiebra,  como  pertenecientes  al  ac- 
tivo del  marido,  salvo  el  derecho  de  la 
mujer  á  participar  de  la  distribución 
después  de  todos  los  demás  acreedores 
á  titulo  oneroso. 

Art.  4.°  La  ejecución  de  un  general 
potoer  por  testamento  hecho  por  una 
mujer  casada  gravará  los  bienes  cuya 
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transmisión  baya  sido  regulada,  coa 
sus  deudas  y  demás  obligaciones,  lo 
mismo  que  sus  bienes  separados. 

Art  5."  Toda  mujer  casada  antes 
de  1.°  de  Enero  de  1883  podrá  disfrutar 
y  disponer,  según  se  ha  dicho,  como  si 
fuesen  de  su  propiedad  separada,  de 
todos  los  inmuebles  y  muebles  que  ad- 
quiera por  cualquier  titulo  ó  modo  des- 
pués de  dicha  fecha. 

Art.  6."  Los  depósitos  en  las  Cajas 
de  Ahorros  ú  otros  establecimientos, 
las  rentas  vitalicias  de  toda  clase,  la 
colocación  en  fondos  públicos,  las  ac- 
ciones ú  obligaciones  de  una  Sociedad, 
Compañía  ó  Corporación,  sea  munici- 
pal ó  comercial,  de  beneficencia,  etc., 
que  al  entrar  en  vigor  esta  ley  se  ha- 
llen inscriptos  á  nombre  de  una  mujer 
casada,  deberán  considerarse,  salvo 
prueba  en  contrario,  como  de  su  pro- 
piedad separada,  y  podrá  cobrar  los 
intereses,  dividendos  y  beneficios,  re- 
cibirlos y  transmitirlos  sin  el  concurso 
de  su  marido. 

Art.  7."  Toda  colocación  de  fondos, 
depósito  ó  renta  á  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo anterior,  que  después  de  entrar 
en  vigor  esta  ley  sean  inscriptos  ó 
transmitidos  á  nombre  de  una  mujer 
casada,  se  considerarán,  salvo  prueba 
en  contrario,  como  su  propiedad  inde- 
pendiente, y  toda  obligación  que  á  ellos 
se  refiera  afectará  sus  bienes  indepen- 
dientes, ya  se  exprese  ó  no  asi  en  los 
documentos ,  libros  ó  registros  que 
comprueben  su  titulo. 

Lo  prescripto  en  esta  ley  no  obligará 
ni  autorizará  á  una  Corporación  ó  So- 
ciedad por  acciones  á  permitir  á  una 
mujer  casada  quedetente  acciones  afec- 
tas á  responsabilidades,  si  esto  fuese 
contrario  á  las  disposiciones  de  una  ley 
ó  á  los  Estatutos  ó  Reglamentos  de  esta 
Sociedad  ó  Corporación. 

Art.  8.°  Las  disposiciones  anteriores 
relativas  á  la  colocación  de  fondos,  de- 
pósitos, rentas,  etc.,  que  al  entrar  en 
vigor  la  presente  ley  se  hallen  inscrip- 


tas á  nombre  de  una  mujer  casada,  ó 
que  después  de  esta  fecha  se  depositen, 
inscriban  ó  transfieran  á  su  nombre,  se 
aplicarán,  en  lo  concerniente  á  los  de- 
rechos, títulos  ó  interesesde  esta  mujer 
casada,  &  todos  los  fondos,  etc.,  antes 
mencionados,  que  al  comenzar  ó  regir 
la  presente  ley,  ó  después,  se  inscriban, 
coloquen ,  registren  ó  transfieran  á 
nombre  de  una  mujer  casada  en  unión 
con  otra  ú  otras  personas  que  no  sean 
su  marido. 

Art.  9."  No  sera  necesario  que  el 
marido  concurra  á  la  transmisión  ó 
transferencia  del  deposito,  renta,  etcé- 
tera, enunciados  en  los  artículos  ante- 
riores, que  se  inscriban  en  aquel  acto  ó 
lo  sean  posteriormente  á  nombre  de 
una  mujer  casada  ó  al  de  una  mujer  en 
unión  de  otra  ú  otras  personas  que  no 
sean  su  marido. 

Art.  10.  Si  una  mujer  casada  hicie- 
se una  imposición  en  las  cajas,  ren- 
tas, etc.,  antes  indicadas,  con  dinero  de 
su  marido  y  sin  consentimiento  de  éste, 
podrá  el  Tribunal,  aplicando  el  art.  17 
de  esta  ley,  ordenar  que  esta  imposi- 
ción y  los  dividendos  que  le  correspon- 
dan se  transfieran  y  paguen  al  marido. 
Esta  ley  no  autoriza  la  validez,  frente  á 
los  acreedores  del  marido,  de  las  dona- 
ciones que  éste  haga  á  su  mujer  de  los 
bienes  que  después  de  esta  donación 
continúen  aparentemente á  disposición 
del  marido,  ni  un  depósito  ó  imposición 
de  dinero  del  marido  hecho  por  ó  á 
nombre  de  su  mujer  en  fraude  de  acree- 
dores; pudiendo  procederse  contra  este 
depósito  Ó  imposición  como  si  no  exis- 
tiese esta  ley. 

Art.  11.  La  mujer  casada  podrá  sus- 
cribir, en  virtud  de  su  derecho  ¿  obli- 
garse mediante  contrato,  una  póliza  de 
seguro  sobre  su  vida  á  la  de  su  marido 
para  su  uso  independiente,  correspon- 
diéndole  todo  el  beneficio  de  dicha  pó- 
liza. 

La  póliza  de  seguro  contratada  por 
el  marido  sobre  su  vida  é  inscripta  en 
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llo ni  estarán  sujetas  á  sus  deudas. 

Sin  embargo,  si  se  probase  que  se  ha 
hecho  la  póliza  y  que  se  han  pagado 
las  primas  con  intención  de  defraudar 
á  los  acreedores  del  asegurado,  tendrán 
éstos  derecho  á  percibir  sobre  las  su- 
mas pagaderas  en  virtud  de  la  póliza, 
una  cantidad  igual  á  las  primas  pa- 
gadas en  dichas  condiciones.  La  perso- 
na pagada  podrá  nombrar  por  la  póli- 
za, ó  por  una  nota  Armada,  uno  ó  más 
fideicomisarios  para  administrar  las 
sumas  pagaderas  sobre  la  póliza,  va- 
riar estos  nombramientos  y  adoptar 
otras  disposiciones  relativamente  á 
ellos  y  á  la  imposición  de  las  sumas 
antes  mencionadas.  A  falta  de  nombra- 
miento de  fideicomisarios  se  conver- 
tirá la  póliza,  después  de  hecha  efecti- 
va, en  propiedad  de  la  persona  asegu- 
rada ó  de  sus  representantes  personales 
legales,  con  tal  que  la  apliquen  á  los 
objetos  enunciados.  Si  en  el  momento 
de  la  muerte  de  la  persona  asegurada, 
ó  en  cualquier  tiempo  después  de  su 
muerte,  no  hubiere  fideicomisario  ose 
estuviere  procediendo  á  nombrarle,  po- 
drá serlo  por  cualquier  Tribunal  com- 
peteDte,  con  arreglo  á  la  ley  de  1850  ó  á 
las  posteriores  que  la  han  modificado. 

El  recibí  de  un  fideicomisario  ó  de 
los  fideicomisarios  legalmente  nom- 
brados, ó  á  falta  de  este  nombramien- 
to ó  de  su  notificación  á  la  sociedad,  el 
recibí  del  representante  legal  de  la  per- 
sona  asegurada,  liberará  á  la  Sociedad 
en  lo  que  se  refiere  á  la  suma  asegura- 
da por  la  póliza  ó  de  parte  de  aquélla. 

Art.  12.  Toda  mujer  casada  antes  ó 
después  de  comenzar  á  regir  esta  ley, 
tendrá  contra  toda  persona,  incluso  su 
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civilmente  por  daños.  En  toda  acusa- 
ción ó  en  cualquier  otro  acto  de  procedi- 
miento realizado  á  consecuencia  de  lo 
prescripto  en  este  articulo,  bastará 
afirmar  que  tales  bienes  pertenecen  á 
la  mujer,  y  en  todo  procedimiento  que 
sea  también  consecuencia  de  este  ar- 
ticulo, el  marido  y  su  mujer  serán  ad- 
mitidos á  declarar  como  testigos  uno 
contra  otro,  &  pesar  de  cualquier  dis- 
posición legal  que  se  oponga. 

Sin  embargo,  no  deberán  incoarse 
diligencias  criminales,  por  consecuen- 
cia de  esta  ley,  por  una  mujer  contra 
su  marido,  mientras  habiten  juntos, 
respecto  de  los  bienes  reclamados  por 
ella,  ni  aun  cuando  no  vivan  en  un  hogar 
común,  en  cuanto  álos  hechos  realiza- 
dos por  el  marido  mientras  vivían  jun- 
tos y  que  se  refieran  á  los  bienes  recla- 
mados por  la  mujer,  á  no  ser  que  el 
marido  se  haya  apropiado  abusivamen- 
te dichos  bienes  en  el  momento  de 
abandonar  á  su  mujer. 

Art.  13.  Después  de  su  matrimonio, 
quedará  la  mujer  responsable,  hasta 
donde  alcancen  sus  bienes  indepen- 
dientes, por  cualquier  deuda  ú  obliga- 
ción contraída  ó  perjuicio  ocasionado 
porellaantesdesu  matrimonio,  incluso 
las  sumas  de  que  sea  responsable  como 
suscriptora  ó  accionista  de  una  Socie- 
dad, en  virtud  de  las  leyes  concernientes 
á  las  Sociedades  por  acciones,  y  podrá 
ser  perseguida  por  dicha  deuda  y  por 
daños  y  perjuicios  ocasionados  á  con- 
secuencia del  contrato  ó  falta  cometi- 
da, y  todas  las  sumas  y  gastos  que  á 
ésta  se  refieran  gravarán  su  propiedad 
separada.  Salvo  pacto  en  contrario  en- 
tre el  marido  y  la  mujer,  todos  los  con- 
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tratos,  deudas  6  actos  ilegales,  los  da- 
ños, perjuicios  y  gastos  que  traigan 
consigo  gravarán,  en  primer  término, 
la  propiedad  separada  de  la  mujer.  Sin 
embargo,  ninguna  de  las  prescripcio- 
nes de  esta  ley  agravarán  ni  atenuarán 
las  obligaciones  que  corresponden  á 
una  mujer  casada,  antes  que  comience 
á  regir,  como  consecuencia  de  dicho 
contrato,  deuda,  etc.,  excepto  en  lo 
concerniente  á  los  bienes  independien- 
tes que  le  correspondan  en  virtud  de 
esta  ley,  y  sobre  los  cuales  no  hubiera 
tenido  derecho  especial  con  arreglo  á 
las  leyes  anteriores. 

Art.  14.  El  marido  será  responsable 
de  las  deudas  contraídas  por  su  mujer 
y  de  todas  las  obligaciones  contractua- 
les y  demás  asumidas  por  ella  antes 
de  su  matrimonio,  incluso  aquéllas  que 
á  la  misma  correspondan  por  las  leyes 
sobre  Sociedades  por  acciones,  hasta  la 
concurrencia  de  todos  los  bienes  perte- 
necientes á  su  mujer  que  haya  adqui- 
rido 6  podido  adquirir  por  ella,  dedu- 
ciendo todos  los  pagos  hechos  por  ella 
y  las  sumas  que  haya  abonado  debuena 
le  y  judicialmente  por  consecuencia  de 
deudas,  contratos  ó  perjuicios  de  que 
la  mujer  se  hubiese  hecho  responsable 
antes  de  su  matrimonio;  pero  sólo  res- 
ponderá hasta  este  punto,  y  todo  Tri- 
bunal ante  el  que  se  ha  llevado  un  ma- 
rido por  una  deuda  semejante,  podrá 
ordenar  las  investigaciones  que  consi- 
dere convenientes  para  comprobar  la 
naturaleza,  el  importe  6  el  valor  de  ta- 
les bienes;  sin  embargo,  esta  ley  no  po- 
drá aumentar  ni  disminuir  la  responsa- 
bilidad de  un  hombre  casado  antes  de 
comenzar  á  regir,  en  lo  concerniente  á 
las  deudas  y  demás  obligaciones  de  su 
mujer. 

Art.  15.  El  marido  y  la  mujer  po- 
drán ser  perseguidos  juntamente  por 
toda  deuda  6  por  cualquier  otra  obliga- 
ción ó  responsabilidad  contraídas  por 
la  mujer  antes  de  su  matrimonio,  si  el 
demandante   logra    fundar  su    recla- 


mación, en  todo  ó  en  parte,  contra  am- 
bos cónyuges;  y  si  en  dicha  acción  ó  en 
otra  cualquiera  concerniente  á  la  men- 
cionada deuda  ú  obligación,  intentada 
contra  el  marido  sólo,  no  se  ha  compro- 
bado que  éste  sé  haya  obligado  respec- 
to de  algunos  bienes  de  su  mujer  ad- 
quiridos por  él  por  medio  de  aquélla  Ó 
que  haya  podido  adquirir,  como  queda 
dicho,  se  le  impondrán  los  gastos  de 
su  defensa,  cualquiera  que  sea  el  resul- 
tado de  la  acción  contra  su  cónyuge;  y 
si  resulta  en  la  acción  contra  el  mari- 
do y  la  mujer  que  aquél  es  responsable 
de  !a  deuda  ó  de  los  daños  y  perjuicios, 
la  sentencia  será  común  (conjoini),  apli- 
cándose personalmente  al  marido  por 
el  total  de  su  obligación,  y  á  la  mujer 
por  sus  bienes  independientes.  El  ex- 
cedente de  tal  deuda  ó  daños  y  perjui- 
cios, si  lo  hubiere,  correrá  á  cargo  de  la 
mujer  sólo  por  sus  bienes  separados. 

Art.  16.  Todo  acto  de  la  mujer  que 
perjudique  á  la  propiedad  de  su  marido, 
y  que,  si  se  hubiere  efectuado  por  éste 
contra  los  bienes  de  su  mujer,  darla  á 
esta  última  derecho  á  perseguirle  cri- 
minalmente, dará  al  marido  igual  dere- 
cho contra  su  mujer. 

Art.  17.  (Establece,  en  resumen,  que 
las  cuestiones  entre  el  marido  y  la  mu- 
jer concernientes  á  la  propiedad  deben 
resolverse,  lo  mismo  en  Inglaterra  que 
Irlanda,  sumariamente.) 

Art.  18.  La  mujer  casada  que  sea 
testamentaria  ó  administradora,  sola  ó 
en  unión  con  otra  ú  otras  personas,  ó 
que  sea  fideicomisaria  única,  ó  con 
otros.de  bienes  sometidos  á  un  fidei- 
comiso, podrá  perseguir  ó  ser  perse- 
guida en  juicio,  transmitir  ó  asociarse 
á  la  transmisión  de  una  renta,  depó- 
sito ó  suma  colocada  en  fondos  públi- 
cos, acciones  ú  obligaciones  de  Socie- 
dades, Corporaciones,  etc.,  sin  inter- 
vención de  su  marido,  como  si  no  estu- 
viese casada. 

Art.  19.  (Se  refiere  á  la  subsistencia 
de  las  disposiciones  de  los  contratos  de 
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matrimonio,  por  disposición  testamen- 
taria, ó  en  otra  forma,  respecto  de  los 
bienes  de  la  mujer,  aunque  sean  con- 
trarios a  lo  proscripto  en  la  presente 
ley,  con  tal  que  no  den  por  resultado 
burlar  los  derechos  de  los  acreedo- 
res.) 

Art.  20.  Si  el  marido  de  una  mujer 
que  tiene  bienes  separados  viniere  á 
la  pobreza,  podran  los  Jueces  de  paz 
del  distrito  en  que  resida,  y  á  petición 
de  los  Administradores  de  la  beneficen- 
cia pública,  obligar  ala  mujer  al  soste- 
nimiento del  marido,  en  la  misma  for- 
ma que  lo  está  éste  respecto  de  la  mu- 
jer con  arreglo  al  art.  33  de  la  ley  de 
Pobres  de  1868. 

Art  21.  La  mujer  casada  que  tenga 
bienes  independientes  estará  sometida, 
en  cuanto  al  sostenimiento  de  los  hijos 
y  nietos,  á  todas  las  obligaciones  á  que 
lo  esté  el  marido,  sin  que  esto  modifi- 
que en  lo  más  mínimo  la  obligación 
que  la  ley  impone  á  éste  de  sostener  Jos 
hijos  y  nietos  de  su  mujer. 

Art.  22.  (Derogatorio  de  la  ley  de 
Propiedad  de  la  mujer  casada  de  1870, 
pero  declarando  que  esta  derogación 
no  producirá  efecto  alguno  sobre  he- 
chos consumados  6  derechos  adquiri- 
dos mientras  dicha  ley  ha  estado  en 
vigor,  ni  sobre  el  poder  de  un  marido  ó 
de  una  mujer,  casados  antes  de  1.°  de 


Enero  de  1883,  para  comparecer  en 
juicio,  etc.) 

Art.  23.  Para  los  efectos  de  esta  ley, 
el  representante  personal  testamenta- 
rio á  abintestato  de  una  mujer  casada 
tendrá,  en  lo  concerniente  á  sus  bienes 
separados,  los  mismos  derechos  y  obli- 
gaciones, y  estará  sometida  &  la  misma 
jurisdicción  que  lo  estarla  la  mujer 
misma  si  viviese. 

Art.  24.  La  palabra  eontrato  com- 
prenderá la  aceptación  de  una  obliga- 
ción fiduciaria  y  de  la  función  de  eje- 
cutoria testamentaria  ó  abintestato,  y 
las  disposiciones  de  esta  ley  relativas 
á  las  obligaciones  de  la  mujer  casada 
se  aplicarán  á  toda  obligación  que  en- 
trañe la  violación  de  una  obligación  fi- 
duciaria, la  administración  dispendio- 
sa de  una  sucesión,  ya  antes,  ya  des- 
pués del  matrimonio;  y  en  cuanto  al 
marido,  no  estará  sometido  á  estas 
obligaciones,  á  no  ser  que  haya  inter- 
venido en  la  administración. 

La  expresión  bienes  comprende  los 
créditos  ó  cualquier  derecho  á  una 
cosa. 

Art.  25.  Esta  ley  entrará  en  vigor  el 
1.°  de  Enero  de  1883. 

Art.  23.  (No  será  aplicable  á  Es- 
cocia.) 

Art.  27.  (Fija  el  título  que  ha  de  lle- 
var esta  ley.) 


APÉNDICE  IV  <»> 


RÉGIMEN  DE  LOS  ENAJENADOS,  LEY  DE  29  DE  MARZO  DE  1880  (2) 
(EXTRACTO  DE  SUS  PRINCIPALES  DISPOSICIONES) 

en  Inglaterra  la  necesidad  de  codificar 
las  numerosas  disposiciones  legislati- 
vas que  servían  de  norma  para  el  régi- 
men de  los  establecimientos  y  casas  de 
salud;  y  esta  aspiración  general  se  ha 
visto  satisfecha,  gracias  ala  diligencia 
de  los  Commiasioners  in  Lunacy.  El 
Acta  de  29  de  Marzo  de  1890,  cuyos 


INDICACIÓN  PRELIMINAR 
Hace  bastante  tiempo  que  se  sentía 


(1)  Complemento  del  cap.  IX,  números  8  y 
siguientes. 

(2).  Lunacy  Aei  1890  (58  y  54,  Vici,  capí- 
tulo V). 
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principales  preceptos  extractamos  á 
continuación,  ha  derogado  por  comple- 
to quince  Actas  anteriores,  incluso  la 
de  26  de  Agosto  de  1889,  y  tiene  por.ob- 
jeto  principalmente: 

1.°  Suministrar  nuevas  y  sólidas 
garantías  contra  la  reclusión  indebida 
de  personas  injustificadamente  consi- 
deradas como  atacadas  de  enagenación 
mental; 

2."  Asegurar  el  tratamiento  y  rápida 
curación  de  las  enfermedades  men- 
tales; 

3."  Poner  &  salvo  el  patrimonio  de 
los  alienados,  principalmente  los  de 
poca  importancia,  por  cuanto  las  dis- 
posiciones encaminadas  a  este  efecto, 
dictadas  con  anterioridad  á  1889,  sólo 
eran  aplicables  á  los  enagenados  que 
poseían  un  patrimonio  de  considera- 
ción; 

4.°  Vigilar  la  apertura  de  estableci- 
mientos y  asilos  de  enagenados,  y  que 
reúnan  condiciones  de  salubridad  é  hi- 
giene. 

Esta  ley,  que  no  se  aplica  á  los  delin- 
cuentes enagenados,  comprende  342 
artículos,  de  gran  extensión  la  genera- 
lidad de  ellos,  y,  por  otra  parte,  no  to- 
dos ofrecen  un  interés  general  marca- 
do; por  esto  nos  limitaremos  á  exponer 
sus  principios  más  interesantes  y  dig- 
nos de  imitación. 

El  bilí  presentado  al  Parlamento  in- 
glés en  17  de  Marzo  de  1890  fué  votado 
sin  oposición  en  29  del  mismo  mes 
y  año. 

Esta  ley  deberá  citarse  con  el  titulo 
de  Lunacy  Aet  1890,  y  salvo  disposicio- 
nes especiales  en  contrario,  sus  pre- 
ceptos no  serán  aplicables  á  Escocia 
ni  á  Irlanda,  y  comenzará  á  regir  en  1." 
de  Mayo  de  1890  (artículos  1.°  á  3.°). 

Admisión  de  loa  enagenados 

Aparte  de  las  excepciones  mencio- 
nadas en  la  presente  ley,  ninguna  per- 
sona, como  no  sea  un  alienado  indi- 


gente ó  un  alienado  declarado  tal  des- 
pués de  un  reconocimiento,  podrá  ser 
admitido  ni  ingresar  en  un  estableci- 
miento de  esta  clase,  ni  colocado  en 
observación,  sin  que  medie  una  orden 
de  admisión  expedida  por  las  autorida- 
des judiciales  que  se  enumeran  más 
adelante.  Ningún  pariente  de  la  perso- 
na que  solicite  una  orden  de  esta  natu- 
raleza, del  alienado,  del  marido  ó  de  la 
esposa  del  enfermo,  tendrá  la  facul- 
tad de  expedir  por  si  dicha  orden;  pero 
si  podrá  obtenerse  hasta  por  medio  de 
una  simple  instancia,  apoyada  en  una 
exposición  de  los  hechos  y  en  dos  cer- 
tificaciones expedidas  por  dos  faculta- 
tivos, extendidas  en  pliegos  separados. 
La  instancia  deberá  presentarse, 
siendo  posible,  por  el  marido,  la  mujer 
ó  un  pariente  del  presunto  atacado  de 
enagenación  mental.  Si  esto  no  pudie- 
re efectuarse,  el  solicitante  deberá  ex- 
poner: los  motivos  que  á  ello  se  opon- 
gan, sus  relaciones  con  la  persona  cuyo 
ingreso  en  un  establecimiento  solicite 
y  las  demás  circunstancias  que  moti- 
van la  petición.  No  podrá  presentarse 
una  solicitud  de  esta  clase  sino  por  un 
mayor  de  veintiún  años  y  que  haya 
tenido  ocasión  de  ver  personalmente, 
con  catorce  días  de  antelación,  á  la 
persona  á  quien  se  presume  atacada 
de  enagenación  mental.  El  solicitante 
deberá  obligarse  en  la  solicitud  &  visi- 
tar al  enfermo  ó  hacerle  visitar  por  una 
persona  una  vézalo  menos  cada  seis 
meses.  La  solicitud  deberá  ir  firmada 
de  puño  y  letra  del  solicitante. 

Una  vez  presentada  la  solicitud,  de- 
berá el  Juez  estudiar  las  alegaciones 
que  encierre,  la  exposición  de  los  he- 
chos y  la  presunción  de  enfermedad 
mental  resultante  de  las  certificacio- 
nes médicas.  Si  estuviere  plenamente 
convencido  de  la  justicia  de  la  preten- 
sión, expedirá  acto  seguido  la  orden 
de  ingreso.  En  caso  contrario  podrá, 
después  de  dar  aviso  á  las  partes  inte- 
resadas, señalar  un  plazo,  que  no  de- 
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berá  exceder,  en  primer  lugar,  de 
siete  dias,  y,  en  segundo,  de  catorce, 
para  la  más  amplia  información  del 
asunto.  Si  el  Juez  no  tuviere  la  certeza 
de  la  existencia  de  la  enagenación men- 
tal, resultante  de  las  certificaciones  de 
los  facultativos,  podra,  si  lo  concep- 
tuare conveniente,  visitar  al  presunto 
alienado.  La  discusión  de  la  demanda 
se  celebrará  &  puerta  cerrada,  y  no  po- 
drán asistir  á  ella  mas  que  el  solicitan- 
te, el  presunto  alienado  (excepto  cuan- 
do no  deba  comparecer,  en  virtud  de 
orden  judicial),  las  personas  citadas  por 
éste,  y  los  médicos  que  hubieren  expe- 
dido las  certificaciones  anteriormente 
mencionadas.  Excepción  hecha  de  la 
persona  á  quien  se  presume  atacada  de 
enagenación  mental  y  de  sus  testigos, 
cuantas  personas  hayan  asistido  á  los 
debates  ó  conocido  oficialmente  del  ne- 
gocio por  razón  de  su  cargo,  estarán 
obligadas  á  guardar  el  secreto  más 
absoluto  acerca  del  contenido  de  las 
piezas  y  documentos  presentados,  á 
menos  que  fueren  requeridos  para  de- 
clarar en  juicio.  Si  se  desestimare  la 
solicitud,  el  Juez  deberá  remitir  al  soli- 
citante la  exposición  de  los  hechos, 
después  de  haber  escrito  en  ella,  de  su 
puño  y  letra,  los  motivos  de  la  negati- 
va. Una  copia  de  esta  exposición  de  los 
hechos  deberá  remitirse  á  los  Commis- 
sioners  inLunacy  (1)  y  á  la  persona  en- 
cargada de  la  custodia  del  individuo  de 
que  se  trate,  si  éste  hubiere  ingresado 
en  un  establecimiento  en  virtud  de  una 
orden  de  urgencia.  Los  Commissioners 
í'n  Lunactj  tendrán  derecho  para  exigir. 


(1)  Los  Cooimías ¡oliera  jn  Lunacy,  instituidos 
en  1845,  trebejan  con  gran  actividad  en  el  mejo- 
ramiento del  servicio  de  alionados.  En  1.°  de 
Enero  de  1891  ejercían  su  vigilancia  en  Inglate- 
rra y  Pala  de  Gales  Bobro  86.1B5  alienados.  Le  ofi- 
cina central  de  loa  Commixeitmers  ha  publicado  46 
informes  anuales,  que  ofracon  un  verdadero  into- 
réa  para  el  estudio  de  la*  vicisitudes  y  progresos 
de  esta  función  benéfica  del  Estado. 


en  cualquier  estado  del  expediente,  las 
explicaciones  complementarias  que  con- 
ceptúen necesarias  y  con  objeto  de  co- 
municarlas al  interesado.  En  toda  nue- 
va solicitud  de  ingreso  del  mismo  indi- 
viduo deberá  mencionársela  negativa 
de  la  primera  y  los  motivos  aducidos; 
entendiéndose  que  constituye  delito  la 
omisión  voluntaria  de  estos  requisitos. 

Cuando  una  persona  ingresa  en  un 
establecimiento  bajo  la  consideración 
de  alienado  no  indigente  socorrido  (pri- 
vóte paíient)  (1),  previa  orden  del  Juez, 
sin  que  se  haga  mención  en  la  orden 
de  admisión  de  la  visita  personal  hecha 
por  éste,  tiene  derecho  el  presunto 
alienado  á  que  se  le  conduzca  ante  otro 
Juez  y  Be  le  examine  por  éste,  á  menos 
que  en  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes ala  recepción  las  autoridades  mé- 
dicas hayan  declarado,  por  medio  de 
certificación  remitida  á  los  Commissio- 
ners, que  el  ejercicio  de  este  derecho 
puede  ser  perjudicial  al  enfermo.  Cuan- 
do no  se  remite  esta  certificación  por 
cualquier  causa,  el  Director  del  esta- 
blecimiento ó  la  persona  á  cuyo  car- 
go se  encontrare  el  presunto  alienado 
debe,  dentro  de  las  veinticuatro  horas 
siguientes,  remitirle  una  nota  escrita 
indicando  los  derechos  que  la  ley  con- 
cede &  todo  individuo  que  se  encuentra 
en  su  caso,  y  asegurarse  de  si  desea  ó 
no  ejercitarlos. 

Si  manifiesta  su  intención  en  sentido 
afirmativo  dentro  de  los  siete  días  si- 
guientes á  su  admisión,  debe  presen- 
tarle á  la  firma  una  declaración  con- 
forme, que  se  transmite  seguidamente 
&  las  autoridades  judiciales  correspon- 
dientes. En  este  caso,  el  Juez  visita  al 
presunto  alienado  tan  pronto  como  le 
es  posible,  ó  dispone  que  comparez- 
ca ante  él.  El  Juez  puede  también  ins- 
peccionar el  expediente  en  virtud  del 
cual  se  ha  efectuado  el  ingreso,  y  remi- 


el)   En  oposición  &  loa  ptuper  lunatic  que  a 
i  i  cargo  de  las  Juntas  parroquiales. 
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tir  un  informe  especial  á  los  Commisaio- 
riera,  los  cuales  adoptan  las  medidas  que 
creen  necesarias,  advirtiendo  que  la 
omisión  de  estas  formalidades  consti- 
tuye un  delito. 

Para  los  efectos  anteriores,  se  en- 
tiende por  autoridades  judiciales  com- 
petentes: un  Juez  de  paz  comisionado 
especialmente,  un  miembro  de  un  Tri- 
bunal de  condado  ó  un  Magistrado  que 
ejerza  jurisdicción  en  la  localidad  en 
que  resida  el  presunto  alienado.  La  au- 
toridad judicial  goza,  en  el  desempeño 
de  estas  funciones,  de  todas  las  faculta- 
des y  prerrogativas  que  le  competen 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  ordina- 
rias. Los  Tribunales  de  justicia  de  paz 
de  cada  condado,  y  las  reuniones  tri- 
mestrales de  los  burgos,  en  su  sesión 
de  San  Miguel,  elegirán  de  su  seno  las 
personas  encargadas  de  ejercer  las  di- 
versas funciones  de  que  se  trata  en  la 
ley  que  extractamos;  si  estos  nombra- 
mientos dejaren  de  hacerse,  proveerá 
á  ellos  el  Lord  Canciller  (Ministro  de 
Justicia),  lo  mismo  que  en  los  casos  de 
ausencia,  enfermedad,  muerte,  etc. 

En  caso  de  urgencia,  cuando  hay  ne- 
cesidad para  seguridad  de  la  persona 
(no  indigente  socorrido)  á  quien  se  pre- 
sume atacada  de  enagenación  mental,  ó 
la  seguridad  pública  exige  que  esta  per- 
sona sea  recluida  acto  continuo  y  pues- 
ta en  tratamiento,  puede  recibírsela  en 
el  establecimiento  correspondiente,  y 
aislarla  convenientemente,  si  el  caso  lo 
aconseja,  mediante  una  orden  de  ur- 
gencia expedida,  si  es  posible,  por  su 
cónyuge  ó  cualquiera  de  sus  parientes, 
y  acompañada  de  una  certificación  ex- 
pedida por  un  solo  facultativo.  La  or- 
den de  urgencia  puede  llevar  una  fecha 
anterior  ó  posterior  á  la  de  la  certifica- 
ción; si  no  va  Armada  por  el  cónyuge  ó 
por  un  pariente,  debe  expresar  los  mo- 
tivos que  se  opongan  á  ello,  asi  como 
la  naturaleza  de  las  relac  ones  que 
existen  entre  la  persona  que  suscribe 
la  orden  y  aquélla  cuya  reclusión  se 


solicita.  Nadie  podrá  redactar  y  sus- 
cribir una  orden  de  esta  clase  si  no  ha 
visto  personalmente  a!  individuo  a  quien 
se  presume  atacado  de  enagenación 
mental,  con  dos  días  de  anticipación, 
por  lo  menos. 

Un  alienado  declarado  tal  después 
de  una  información  judicial,  puede  ser 
admitido  en  cualquier  manicomio  ó  su- 
jeto al  aislamiento  en  virtud  de  peti- 
ción suscripta  por  su  curador,  acompa- 
ñada del  documento  auténtico  en  que 
se  le  nombró  para  este  cargo;  cuando 
no  tuviere  el  alienado  curador,  se  fir- 
mará la  orden  por  un  Maater  in  Lunacy. 

Todo  Jefe  de  policía,  Comisario  de 
beneficencia  ó  Administrador  de  parro- 
quia que  tenga  conocimiento  de  que  en 
los  limites  del  territorio  sujeto  á  su 
jurisdicción  existe  un  individuo,  no  in- 
digente ó  vagabundo,  considerado  por 
sus  convecinos  como  demente,  que  no 
recibe  los  cuidados  necesarios,  que  se 
encuentra  sin  vigilancia,  maltratado, 
abandonado  por  sus  parientes  ú  otras 
personas  que  debieran  cuidar  de  él,  es- 
tará obligado,  dentro  de  tercero  dia  de 
la  fecha  en  que  hubiere  tenido  conoci- 
miento del  hecho,  á  ponerlo  en  conoci- 
miento de  las  autoridades  judiciales 
que  se  citan  en  la  ley  que  extractamos, 
por  medio  de  declaración  privada.  La 
autoridad  judicial  que  hubiere  recibido 
esta  noticia  (1)  avisará  á  dos  Medical 
praetttioners  para  que  visiten  al  indivi- 
duo á  quien  se  presume  atacado  de  ena- 
genación mental  y  emitan  su  informe  en 
la  forma  prevenida  por  la  ley.  Cuando 
un  vagabundo  presentare  síntomas  de 
enagenación  mental,  podrán  y  deberán 
conducirle  ante  las  autoridades  compe- 
tentes los  funcionarios  y  agentes  de  po- 
licía. Las  autoridades  judiciales  tienen 
la  facultad  de  poder  decretar  el  ingreso 
en  un  manicomio  de  cualquier  indivi- 


(I)  El  art.  341  de  esta  ley  deaigiia  los  faculta- 
,ivoa  que  deben  consideraras  comprendidos  so 
¡alo  eipreeión. 
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gurar  el  tratamiento  y  custodia  de)  alie- 
nado. De  igual  modo  podré,  precederse 
cuando  en  vista  de  una  certificación  fa- 
cultativa se  conceptúe  peligrosa  la 
translación  del  paciente. 

En  caso  de  extrema  urgencia,  podrá 
conducirse  un  alienado  á  un  workhou- 
se,  si  bien  esta  reclusión  de  oficio  no  po- 
drá exceder  de  tres  días.  Transcurrido 
este  plazo,  deberá  procederse  con  arre- 
glo á  las  prescripciones  de  la  ley  que 
extractamos,  correspondiendo  á  la  au- 
toridad judicial' el  determinar  si  el  alie- 
nado ha  de  permanecer  ó  no  temporal- 
mente en  el  irorkhoute.  Las  disposicio- 
nes que  preceden  no  son  obstáculo  para 
que  el  alienado  permanezca  bajo  la 
custodia  de  un  amigo  ó  pariente,  siem- 
pre que  éste  ofrezca  las  garantías  con- 
venientes. 

Cuando  dos  ó  más  Commiasioners  vi- 
sitaren á  un  indigente  alienado  ó  pre- 
suntamente alienado  que  no  se  encuen- 
tre recluido  todavía  en  un  manicomio, 
podrán,  en  vista  de  la  certificación  de) 
Medical  practitioner,  disponer  que  se  le 
admita  en  un  establecimiento  de  esta 
clase.  Fuera  de  los  casos  mencionados 
en  la  ley  que  extractamos,  ningún  in- 
dividuo podrá  ser  recluido  en  un  ¡cor- 
kfiouse  á  tttulode  enagenado,  á  menos 
que  el  Medical  ofjlcer  (1)  de  este  wor- 


t.  341  de  esta  ley  et 


si  significa- 


rse  certifique    por  escrito  que  el 
iblecímiento  reúne  las  condiciones 
«pensables  para  el  tratamiento  de 
enagenados,  y  que  es  conveniente 
ermanenciaen  el  mismo  del  indívi- 
de  que  se  trate.  Por  otra  parte,  los 
itadores  de  un  asilo  pueden,  con  el 
sentimiento  de  las  autoridades  ad- 
istrativas  locales  y  de  los  Commig- 
■¿ra  ib  Lunacy,  ponerse  de  acuerdo 
los  funcionarios  de  la  Beneficencia 
Iica  para  obtener  la  admisión  en  un 
knouse  determinado  de  los  enage- 
os  crónicos  y  no  peligrosos.  Salvo 
vención  particular  expresa  en  con- 
trario, los  alienados  indigentes  socorri- 
dos no  podrán  admitirse  en  un  asilo 
perteneciente  total  ó  parcialmente  al 
condado  ó  al  burgo  en  que  estén  domi- 
ciliados. 

Los  certificados  médicos  exigidos 
en  los  diferentes  casos  por  la  ley  que 
extractamos,  deberán  estar  redactados 
y  firmados  por  un  Medical  practitioner; 
además,  deberán  exponer  los  hechos 
que  demuestren  el  estado  de  enagena- 
ción  de  la  persona  de  que  se  trate,  in- 
dicando los  que  son  de  ciencia  propia 
y  los  de  referencia,  advirtiendo  que  una 
certificación  que  se  base  únicamente 
en  hechos  de  esta  última  clase,  no  po- 
drá servir  para  disponer  la  reclusión 
de  un  individuo  en  un  manicomio.  La 
certificación  facultativa  acompañada 
de  una  orden  de  urgencia,  deberá  con- 
tener la  declaración  motivada  de  que 
es  indispensable,  en  interés  del  pre- 
sunto alienado  y  de  la  seguridad  públi- 
ca, recluirlo  inmediatamente.  Estas 
certificaciones  harán  prueba  plena  de 
los  hechos  que  se  mencionen  en  ellas, 
como  si  fueren  afirmados  bajo  jura- 
mento. 

Los  facultativos  que  suscriban  una 
certificación  de  esta  clase  deberán  an- 
tes examinar  personalmente  al  pacien- 
te, lo  más  tarde  en  los  siete  días  que 
precedan  ala  presentación  de  la  soli- 
citud de  reclusión.  Este  plazo  se  redu- 
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eirá  á  dos  días  en  los  casos  en  que  me- 
die utia  orden  de  urgencia.  Cuando  se 
exijan  dos  certificaciones,  cada  uno  de 
los  profesores  médicos  deberá  exami- 
nar y  reconocer  al  paciente  separada- 
mente. La  certificación  que  acompañe 
á  una  solicitud  de  admisión  ó  á  una 
orden  de  urgencia  no  deberá  ir  Armada 
por  el  solicitante,  ni  por  el  que  expi- 
da la  orden  de  urgencia,  ni  por  los  pa- 
rientes cercanos  del  presunto  alienado. 
Cuando  fuere  posible,  una  de  las  certifi- 
caciones deberá  emanar  del  médico  or- 
dinario del  individuo  de  que  se  trate. 
No  podran  motivar  una  admisión  las 
certificaciones  médicas  que  emanen  del 
Director  ó  del  médico  del  estableci- 
miento en  que  deba  recluirse  al  enfer- 
mo, de  las  personas  que  tengan  créditos 
contra  el  presunto  alienado;  de  los  pa- 
rientes cercanos  6  personas  asociadas 
que  se  enumeran  más  adelante.  El  Afe- 
dical  practitioner  que  sea  al  mismo 
tiempo  Commissioner  in  Lunacy  ó  Visi- 
tar no  podrá  Armar  una  certificación 
que  haya  de  servir  de  base  á  la  admi- 
sión de  un  alienado  en  un  manicomio  ú 
hospital,  á  menos  que  haya  sido  comi- 
sionado para  ello  de  oAcio.  Todo  error 
ú  omisión  cometido  en  una  certifica- 
ción ó  en  una  orden  de  admisión,  podrá 
rectificarse  en  los  catorce  días  siguien- 
tes al  ingreso  del  enagenado  en  el  esta- 
blecimiento respectivo  por  la  persona 
que  la  hubiere  expedido.  Transcurrido 
este  plazo,  se  necesita,  para  efectuar  la 
rectificación,  recurrir  á  la  intervención 
de  los  Commissioner»  ó  de  las  autorida- 
des judiciales  que  hubieren  decretado 
la  reclusión. 

La  entrega  de  la  orden  de  admisión 
será  suficiente  para  autorizar  al  solici- 
tante, o  ¿cualquiera  otra  persona  autori- 
zada por  él,  para  encargarse  del  enage- 
nado y  conducirlo  al  establecimiento 
designado.  Por  regla  general,  esta  or- 
den perderá  todo  su  valor  si  no  se  utili- 
zare dentro  de  los  siete  días  siguientes 
á  su  fecha.  Este  plazo  se  prorrogará 


por  otros  siete  días  cuando  se  trate  de 
individuos  admitidos  provisionalmente 
en  un  workhouse.  No  obstante,  si  un 
médico  certificare  que  el  enfermo  no 
está  en  condiciones  de  ser  transporta- 
do, la  orden  de  admisión  será  válida 
indefinidamente  hasta  la  espiración  de 
un  plazo  de  tres  días,  contados  desde 
la  fecha  de  la  nueva  certificación  en 
que  se  autorice  el  traslado  del  enfermo. 
La  orden  en  virtud  de  la  que  se  hubie- 
re efectuado  la  reclusión  de  una  perso- 
na en  un  manicomio  cesará  de  producir 
efectos  al  cabo  de  un  año,  contado  des- 
de su  fecha.  Cuando  llegada  esta  época 
se  renovare  la  orden,  esta  segunda  sur- 
tirá sus  efectos  durante  dos  años;  la 
segunda  renovación  servirá  para  tres 
años,  y  asi  sucesivamente  de  cinco  en 
cinco  años.  A  la  terminación  de  cada 
uno  de  estos  diversos  períodos  deberá 
dirigirse  un  informe  á  los  Commissio- 
ners,  quienes  procederán  á  las  visitas 
é  informaciones  necesarias.  Toda  per- 
sona que  tuviere  bajo  su  custodia  un 
enagenado  y  contraviniere  á  las  dispo- 
siciones anteriores,  será  responsable 
como  autor  de  delito.  (Principales  dis- 
posiciones de  los  artículos  4.°  á  38.) 

Custodia  y  tratamiento  de  los 
enayenados 

El  Medical  o/fleer  de  cada  estableci- 
miento ó  el  médico  que  atendiere  á  un 
alienado  sujeto  al  aislamiento,  deberá, 
á  la  espiración  del  primer  mes,  redac- 
tar y  enviar  á  los  Commissioners  un  in- 
forme acerca  del  estado  mental  y  físi- 
co del  enfermo.  El  Medical  offteer  de 
cada  establecimiento  particular  auto- 
rizado deberá,  dentro  del  mismo  plazo, 
dirigir  copia  del  informe  indicado  á  los 
Visitadores  de  esta  clase  de  estableci- 
mientos en  el  condado  ó  burgo  respec- 
tivo. 

Los  Commissioners,  después  de  reci- 
bido este  informe,  deben  visitar,  lo  más 
pronto  posible,  á  la  persona  recluida, 
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hubiere  expedido  la  orden  de 
n  en  un  manicomio  de  una  per- 

}  podra  encargarse  del  trata- 
de  la  misma  durante  su  reclu- 


traren  improcedente  ó  incorrecta  la  re- 
clusión de  la  persona  de  que  se  trate, 
deberán  ponerlo  en  conocimiento  de 
ios  Commissioners  competentes.  Estos 
podrán,  á  consecuencia  de  las  visitas 
que  giren  ó  de  las  noticias  que  se  les 
comuniquen  por  los  Visitadores,  dis- 
poner la  libertad  de  las  personas  cuya 
reclusión  no  resultare  justificada. 

Los  medios  mecánicos,  de  fuerza  ó 
físicos,  no  podrán  emplearse  con  un 
enagenado  sino  cuando  se  trate  de  una 
operación,  de  un  tratamiento  médico  ó 
de  evitar  que  el  enagenado  se  entregue  á 
actos  perjudiciales  para  su  salud,  ó  que 
comprometan  la  de  los  demás,  y  éstos 
deberán  prescribirse  siempre  por  el  fa- 
cultativo del  establecimiento  respecti- 
vo, llevándose  nota  circunstanciada  de 
los  empleados  con  cada  uno  de  los 
enagenados,  de  la  cual  deberá  remitir- 
se trimestralmente  copia  á  los  Commis- 
sioners respectivos. 

Las  cartas  que  un  enagenado  remita 
á  las  autoridades  administrativas  y  ju- 
diciales, á  los  Commissionera  y  Visita- 
dores, á  la  persona  que  Armó  la  solici- 
tud de  reclusión,  etc.,  deberán  cursarse 
sin  abrirlas. 

Cuantas  veces  lo  ordenen  los  Com- 
missioners, se  fijarán,  en  cada  estable- 
cimiento de  esta  clase,  carteles  impre- 
sos en  que  se  manifieste:  el  derecho  de 
lodo  enagenado  de  comunicarse  por 
medio  de  cartas  con  las  personas  indi- 
cadas, la  inviolabilidad  de  su  corres- 
pondencia y  el  derecho  á  conferenciar 
con  los  Commissionera  ó  los  Visitado- 
res. La  violación  de  estas  disposiciones 
se  castigará  con  multa  que  no  exceda 
de  20  libras  esterlinas. 

El  Medical  praetitioner  que  hubiere 
Armado  la  certificación  en  vista  de  la 


ni  medical  praetitioner,  revestido  de 
las  funciones  de  Commisaioner  ó  de  Vi- 
sitador, no  podrá  ejercer  en  un  manico- 
mio su  ciencia  con  relación  á  un  ena- 
genado, á  menos  que  hubiere  recibido 
comisión  á  este  efecto  por  la  persona 
que  hubiere  solicitado  la  orden  de  re- 
clusión, el  Lord  Canciller  (Ministro  de 
Justicia),  un  Secretario  de  Estado  ó  el 
curador  nombrado  por  el  Jv.dgeinLu.na 
cy.  Los  Commissioners  determinarán  el 
número  de  las  visitas  que  hayan  de  ha- 
cerse por  el  Medical  praetitioner  á  todo 
enagenado  sujeto  al  aislamiento.  Hasta 
que  se  haya  tomado  esta  decisión,  debe- 
rá visitarse  al  paciente  una  vez  al  me- 
nos cada  quince  días  por  un  Medical 
praetitioner  que  no  obtenga  directa  ni 
indirectamente  beneficio  alguno  do  la 
custodia  de  esta  persona.  Los  Commis- 
sioners podrán,  en  cualquier  tiempo, 
disponer  que  el  Medical  altendant  cese 
en  sus  funciones  con  respecto  al  trata- 
miento de  un  enagenado  y  se  encargue 
de  otro  distinto.  Esta  disposición  no  es 
aplicable  á  los  lunática  ao  fomed  by  in- 
quisition.  Los.  Commissioners  tienen 
asimismo  el  derecho  de  exigir  informes 
escritos  acerca  de  los  alienados  sujetos 
al  régimen  del  aislamiento. 

Si  una  persona  tuviere  bajo  su  custo- 
dia &  un  enagenado  y  los  Commissio- 
ners estimaren  que  puede  encargarse 
de  la  guarda  de  otro  ú  otros  varios, 
tendrán  facultades  para  expedirle  una 
certificación  en  que  conste  su  confor- 
midad para  ello.  Los  Commissioners 
podrán  autorizar  á  los  parientes  y  ami- 
gos de  un  enagenado  sujeto  á  reclusión 
en  un  manicomio  para  que  lo  visiten, 
bien  un  número  determinado  de  veces 
al  mes  ó  al  año,  bien  de  una  manera 
permanente  y  sin  restricción  de  ninguna 
c!ase. 
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Cualquier  persona,  aun  cuando  no 
sea  pariente  ni  amigo  del  enagenado  re- 
cluido, podrá  en  cualquier  tiempo  exi- 
gir que  los  Commisaioners  designen  dos 
Medical  praetitioners  para  que  lo  reco- 
nozcan; si  estos  médicos,  á  consecuen- 
cia de  dos  visitas  hechas  con  siete  dias 
de  intervalo  á  lo  menos,  hubieren  ad- 
quirido la  convicción  de  que  el  indivi- 
duo de  que  se  trate  puede  ser  puesto 
en  libertad  sin  peligro  para  su  salud  ni 
para  los  demás,  tendrán  los  Commiasio- 
ners la  facultad  de  disponer  su  libertad 
pasados  diez  dias. 

Cuando  se  recluyere  á  un  enagenado 
en  un  manicomio,  el  Lord  Canciller 
(Ministro  de  Justicia)  podrá,  á  instan- 
cia de  los  Commiasioners,  exigir  un  es- 
tado detallado  de  los  bienes  del  intere- 
sado, que  deberá  presentarse  por  la 
persona  que  hubiere  presentado  la  so- 
licitud de  ingreso  ó  por  la  que  sufrague 
los  gastos  de  su  tratamiento.  Los  Com- 
misaioners podrán  igualmente,  y  de  un 
modo  general,  proceder  á  las  investiga- 
ciones que  juzguen  convenientes  acer- 
ca de  la  fortuna  y  bienes  de  todo  indi- 
viduo recluido  en  un  manicomio  6  esta- 
blecimiento de  beneficencia.  Siempre 
que  se  exija  á  los  Commisaioners  ó  á 
los  Visitadores  declaración  de  si  una 
persona  se  encuentra  recluida  en  un 
establecimiento  con  el  carácter  de  ena- 
genado, deberán  decretar  la  práctica 
fie  una  información  en  averiguación  de 
este  particular. 

No  pueden  emplearse  personas  del 
sexo  masculino  para  el  cuidado  y  cus- 
todia de  mujeres  afectasdeenagenación 
mental.  Toda  infracción  á  esta  prohibi- 
ción podrá  castigarse  con  multa  de  30 
libras  esterlinas  como  máximum.  Sien 
caso  de  absoluta  necesidad  hubiere  un 
Director  de  un  establecimiento  de  esta 
clase  empleado  servidores  del  sexo  in- 
dicado, deberá  ponerlo  en  conocimien- 
to de  los  Visitadores  tan  pronto  como 
le  sea  posible,  asi  como  las  causas  que 
han  originado  esta  medida.  La  ley  con- 


cede   atribuciones    numerosas   á  los 
Commiaaionera  y  Visitadores  en  lo  que 
se  refiere  á  la  vigilancia  del  régimen 
alimenticio  á  que  se  sujeta  á  los  enaje- 
nados en  los  establecimientos  de  esta 
clase.  Los  Commiasioners,  en  unión  de 
dos  Visitadores  ó  de  dos  individuos  del 
Consejo  de  Dirección  del  manicomio  ú 
hospital,  tienen  facultades  para  autori- 
zar la  libertad  provisional  de  un  enage- 
nado, á  titulo  de  ensayo,  previo  informe 
por  escrito   del  Medical  ofjicer.  Si  el 
paciente  fuere  un  indigente  socorrido, 
podrá  entonces  concedérsele  un  socorro 
que  no  exceda  de  la  suma  que  se  satis- 
ficiere por  él  en  el  establecimiento.  Se 
permite  también  que  las  personas  in- 
dicadas dispongan  la  traslación  de  un 
enagenado  a  una  localidad  determinada 
por  razón  de  salubridad.  El  Medical 
ojfieer  de  un  hospital  ó  de  un  estableci- 
miento autorizado  podrá,  bajo  su  res- 
ponsabilidad, permitir  la  salida  de  los 
enagenados  por  un  tiempo  que  no  exce- 
da de  cuarenta  y  ocho  horas.  Cuando  la 
persona  que  tuviere  á  su  cargo  un  ena- 
genado cambiare  de  residencia,  deberá, 
siete  dias  antes  de  su  partida,  y  segui- 
damente después  de  su  llegada,  poner- 
lo en  conocimiento  de  los  Commissio- 
nera,  de  los  firmantes  de  la  solicitud  de 
ingreso  ó  del  que  hubiere  satisfecho  la 
última  mensualidad  de  la  pensión  del 
enagenado.  Con  el  consentimiento  de 
los  Commisaioners  puede  cambiarse  de 
residencia  al  enagenado,  pero  siempre 
que  sea  por  motivos  de  salud.  Un  amigo 
ó  un  pariente  de  éste  podrán,  suminis- 
trando las  garantías  necesarias  y  con 
el  asentimiento  de  los  guardianes  déla 
Unión  á  que  pertenezca  el  enagenado, 
obtener  autorización  para  encargarse 
de  la  custodia  de  un  enagenado  indigen- 
te pensionado,  y  poder  percibir  para  su 
entretenimiento  las  sumas  que  hubie- 
ren de  pagarse  en  el  asilo. 

Los  Commisaioners  podrán  en  todo 
tiempo  disponer  ó  permitir  el  cambio 
de  asilo  de  un  enagenado.  En  caso  de 
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la]  le  cimiento  de  la  persona  encargada 
de  la  custodia  de  un  enagenado  sujeto 
al  aislamiento,  deberán  los  Commissio- 
ners cuidar  de  su  ingreso  en  un  mani- 
comio ó  establecimiento  análogo.  Si, 
en  vista  de  la  inspección  de  un  wor- 
khouse  hecha  á  lo  menos  por  dos  Com- 
missioners, estimaren  que  un  enagenado 
6  el  que  se  presume  tal  no  debe  conti- 
nuar recluido,  tendrán  do  ¡  echo  á  inter- 
venir en  este  particular  y  disponer  su 
libertad;  de  esta  decisión  podrán  apelar 
los  guardianes,  en  el  término  de  un 
mes,  ante  el  Secretario  de  Estado.  Cuan- 
do un  extranjero  fuere  recluido  como 
enagenado,  y  su  familia  ó  amigos  de- 
searen que  fuere  repatriado  á  su  país 
de  origen,  los  Commissioners,  á  instan- 
cia de  un  individuo  de  la  familia  ó  de 
uno  de  estos  amigos,  presentarán  su 
informe  y  someterán  la  resolución  del 
asunto  al  Secretario  de  Estado.  Si  el 
Secretario  de  Estado  estimare,  en  vir- 
tud del  informe  de  los  Commissioners,  ó 
por  cualquier  otro  conducto,  que  es 
cierto  que  el  extranjero  de  que  se  trata 
está  padeciendo  cnage nación  mental, 
que  la  repatriación  le  es  ventajosa,  que 
se  han  tomado  las  medidas  convenien- 
tes para  su  translación  y  tratamiento 
ulterior,  podrá  expedir  una  orden  dis- 
poniendo la  entrega  del  enagenado  á  la 
persona  designada  para  conducirle  &  su 
pais.  Esta  orden  se  ejecutará  por  cuan- 
tas personas  ó  autoridades  tengan  á  su 
cargo  actualmente  al  enagenado,  y  será 
suficiente  para  permitir  á  todo  Capitán 
de  navio  recibir  al  enagenado  y  condu- 
cirlo á  su  destino. 

El  enagenado  recluido  en  un  mani- 
comio podrá  ser  puesto  en  libertad  y 
entregado  á  la  persona  que  solicitó  su 
admisión,  siempre  que  la  misma  for- 
mule por  escrito  esta  pretensión.  Si 
esta  persona  hubiere  fallecido  ó  estu- 
viere imposibilitada  para  hacer  tal  pe- 
tición, corresponderá  sucesivamente  el 
ejercicio  de  este  derecho  á  la  persona 
que  hubiere  satisfecho  la  última  cuota 


de  la  pensión,  en  su  defecto  al  cónyu- 
ge, padre,  madre  ó  pariente  más  cerca- 
no del  enagenado;  si  las  personas  indi- 
cadas se  encontraren  impedidas  para 
deducir  su  acción  ó  no  quisieren  ejer- 
citarla, podrá  ponerse  al  enagenado  en 
libertad  por  acuerdo  de  los  Commissio- 
ners, si  lo  conceptuaren  procedente. 
Con  relación  á  los  enagenados  indi- 
gentes pensionados,  serán  competen- 
tes para  solicitar  su  libertad  las  mis- 
mas autoridades  que  puedan  requerir 
su  admisión  en  un  establecimiento  do 
salud.  Estas  medidas  no  podrán  llevar- 
se á  ejecución  si  el  Medical  o/Jtcer  ó  el 
Medical  attendant  declararen  por  es- 
crito que  es  peligroso  é  inconveniente 
poner  al  enfermo  en  libertad,  á  menos, 
sin  embargo,  que  dos  Visitadores  ó 
Commissioners  se  opusieren  á  ello. 

Dos  Commissioners,  de  los  que  uno  á 
lo  menos  deberá  ser  médico,  que  hu- 
bieren visitado  un  establecimiento  ó 
enagenado  cualquiera,  podrán  expedir, 
dentro  de  los  siete  días  siguientes,  una 
orden  disponiendo  se  le  ponga  en  liber- 
tad si  no  encontraren  justificada  su  re- 
clusión; en  este  caso,  deberán  dar  avi- 
so á  las  personas  que  hubieren  solici- 
tado ésta  ó  pagaren  la  pensión  del 
enagenado,  y  si  se  tratare  de  indigen- 
tes, á  las  autoridades  competentes. 
Esta  misma  facultad  corresponderá  á 
los  Visitadores  cuando  fueren  en  núme- 
ro de  tres;  número  que  podrá  reducirse 
también  á  dos  cuando  obren  á  conse- 
cuencia y  en  vista  de  una  certificación 
expedida  por  el  Medical  ojfieer,  ó  si  uno 
de  los  Visitadores  fuere  médico.  Estas 
disposiciones  no  son  aplicables  á  los 
lunáticos  declarados  tales  en  virtud  de 
una  información. 

El  Director  de  todo  establecimiento 
ó  casa  de  salud,  ó  el  particular  que  tu- 
viere bajo  su  custodia  á  un  enagena- 
do, deberá,  después  de  la  curación  del 
enfermo,  dar  aviso  á  la  persona  que 
hubiere  solicitado' la  reclusión  ó  que 
pague  la  pensión,  y  si  se  trata  de  un  in- 
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digente  socorrido,  á  las  autoridades 
competentes.  El  aviso  indicara  que,  si 
no  se  adoptan  las  medidas  convenien- 
tes por  quien  tenga  derecho  para  ello 
para  poner  en  libertad  al  enagenado 
en  el  plazo  de  séptimo  día,  se  le  pondrá 
en  libertad  de  oficio. 

Todo  Jefe  de  policía  deberá,  una  vez 
que  haya  recibido  notificación  del  falle- 
cimiento de  un  enagenado  recluido  en 
un  establecimiento  sito  en  el  territorio 
á  que  se  extienda  su  jurisdicción,  con- 
vocar un  jurado  para  examinar  las  cau- 
sas que  hayan  podido  provocar  el  falle- 
cimiento, cuando  las  circunstancias 
que  lo  rodearen  sean  suficiente  para 
inducir  a  sospecha.  (Extracto  de  las 
principales  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 39  á  89.) 

Investigación  previa  á  la  declaración  del 
estado  de  enagenación  mental 

El  Jadrje  in  Lunacy  (l),  ante  quien  se 
hubiere  presentado  una  demanda  soli- 
citando la  declaración  del  estado  de 
enagenación  mental  de  un  particular, 
tendrá  competencia  para  decretar  la 
práctica  de  una  información  encamina- 
da á  investigar  la  verdad  de  los  he- 
chos. El  individuo  á  quien  se  presume 
atacado  de  enagenación  menta),  podrá 
exigir  en  todo  caso  que  el  asunto  se  so- 
meta á  un  jurado  compuesto  de  12  per- 
sonas como  mínimum;  excepto  cuando 
el  Judgc  in  Lunacy,  á  consecuencia  de 
un  reconocimiento  personal,  lo  con- 
ceptúe incapaz  para  formular  una  pre- 
tensión de  esta  clase. 

En  este  supuesto,  procederán  los 
Marster  in  Lunacy  directamente  y  con 
arreglo  á  sus  facultades.  El  procedi- 

(!)  Según  la  ley  de  98  de  Agosto  de  1889  (ar- 
tículo 91),  Be  comprende  en  esta  denominación  a] 
Lord  Canciller  (Ministro  de  Justicia)  y  a  loa  Ma- 
gistrados del  Tribunal  Supremo  (Supreme  courl 
üf  ¡uditBture)  encargados  del  cuidado  y  de  la  re- 
clusión de  laa  personas  atacadas  de  idiotismo,  de 
locura  6  de  perturbación  intelectual. 


miento  debe  sustanciarse  ante  el  Tri- 
bunal Supremo;  el  paciente  puede  asis- 
tir á  los  debates  y  ser  objeto  de  un  re- 
conocimiento facultativo  especial.  La 
decisión  del  jurado,  y  en  su  caso  la  de 
los  Masters,  tienen  el  mismo  valor  y 
fuerza  de  obligar.  No  pueden  alegarse 
contra  el  individuo  que  se  presume  ata- 
cado deenagenación  mental  hechos  que 
se  remonten  á  más  de  dos  años  de  fe- 
cha. Las  personas  interesadas  en  opo- 
nerse á  la  instancia  deben,  en  el  térmi- 
no de  tres  meses,  dirigirse  al  Judgc  in 
Lunacy  para  que  suspenda  el  procedi- 
miento. (Extracto  de  las  principales 
disposiciones  de  los  artículos  90  &  107.) 

Facultades  de  las  autoridades  Judiciales 
con  respecto  á  la  persona  y  bienes  de 
los  enagenados. 

Esta  parte  de  la  ley  contiene  disposi- 
ciones sumamente  minuciosas  para  la 
custodia  y  conservación  de  la  fortuna 
y  bienes  de  los  enagenados.  La  acción 
tutelar  del  Judge  in  Lunacy  se  ejercita 
en  todo  tiempo  con  respecto  á  todo  ena- 
genado desde  queexista  interés  en  con- 
servar su  patrimonio  (artículos  108 
á  149). 

Visitadores    y  «Commissioners 
in  Lunacy* 

La  inspección  y  vigilancia  de  los  ena- 
genados y  de  los  establecimientos  y  ca- 
sas de  salud  quedarán  sujetos  á  las  au- 
toridades siguientes: 

1."  Commissioners  in  Lunacy  (artícu- 
los 150  á  162); 

2."    Visitador  (artículos  163   á  168); 

3.a  Juntas  directivas  de  los  asilos 
( Visiting  eommittee  ofasytuma)  (artícu- 
los 169  á  176); 

4."  Visitadores  de  establecimientos 
autorizados  {Visitors  of  licenced  hou 
sea)  (artículos  177  á  182). 

Estos  artículos  150  á  182  tratan  del 
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nombramiento,  honorarios,  obligacio- 
nes, etc.,  de  estas  autoridades. 

Inspección 

Cada  enagenado  debe  ser  visitado  dos 
veces  al  año,  por  lo  menos,  si  estuviere 
sujeto  al  régimen  del  aislamiento,  y 
cuatro  veces  en  otro  caso,  durante  los 
dos  primeros  años  de  su  reclusión. 

Los  Visitadores  deben  dirigir  sus  in- 
formes al  Lord  Canciller  (Ministro  de 
Justicia),  y  además  de  sus  honorarios, 
perciben  dietas  por  gastos  de  viaje.  Sus 
informes  se  conservan  secretos,  y  se 
destruyen  cuando  fallece  el  enagenado 
á  quien  se  refieren.  Los  Commissioners, 
en  número  de  dos,  á  lo  menos,  uno 
Medical  praetitioner,  y  otro  abogado, 
deben  visitar  cada  asilo  por  lo  menos 
una  vez  al  año,  é  inquirir  cuidadosa- 
mente todo  lo  que  se  refiere:  á  las  cons- 
trucciones y  utensilios  de  cada  clase, 
al  servicio  de  culto,  al  tratamiento,  al 
régimen  alimenticio,  á  la  disciplina,  et- 
cétera, etc.  Estos  mismos  estableci- 
mientos deben,  ademas,  visitarse  cada 
dos  meses  por  dos  individuos  del  Visi- 
¿ing  commitee  a  lo  menos.  Estos  Visita- 
dores pueden,  si  lo  juzgan  conveniente, 
ir  acompañados  de  un  médico.  Los  in- 
formes se  dirigirán  por  los  Visitadores 
á  las  autoridades  de  quienes  depende  el 
asilo.  Todo  hospital  en  que  se  admitan 
enagenados  debe  ser  visitado  de  dia  6 
de  noche,  una  vez  al  año,  por  los  Com- 
missioners. Los  establecimientos  par- 
ticulares con  licencia  y  sitos  dentro  del 
territorio  jurisdiccional  de  éstos,  debe- 
rán  visitarse  seis  veces  al  año,  á  saber: 
cuatro  veces  por  dos  Commissioners 
como  mínimum  (y  uno  de  los  cuales 
deberá  ser  médico  y  otro  abogado),  y 
dos  veces  por  uno  ó  más.  El  Lord  Can- 
ciller (Ministro  de  Justicia)  tiene  facul- 
tad para  ordenar  visitas  extraordina- 
rias. Todo  establecimiento  particular 
de  los  indicados  que  dependa  de  los  Vi- 
sitadores nombrados  por  los  Jueces  de 


paz  deberá  visitarse  por  aquéllos  de  dia 
6  de  noche  una  vez  por  trimestre.  Estas 
inspecciones  se  referirán  al  servicio, 
régimen  interior  y  estado  de  cada  uno 
de  los  enagenados  existentes. 

En  caso  de  duda  acerca  de  la  oportu- 
nidad y  conveniencia  de  la  continuidad 
de  la  reclusión,  inscribirá  el  Commis- 
sioner  sus  observaciones  en  un  libro 
registro  destinado  á  este  efecto,  y  estas 
notas  se  remitirán  dentro  de  segundo 
dfa  por  el  Director  del  establecimiento 
al  Secretario  de  la  Juntado  Visitado- 
res, y  éstos  procederán,  en  estos  casos, 
á  una  información  especial,  encamina- 
da á  adoptar  las  medidas  convenien- 
tes. (Principales  disposiciones  de  los 
artículos  183  á  208.) 

Hospitales  y  establecimientos  de  carácter 
particular  debidamente  autorizados 

Acerca  de  los  requisitos  para  fundar 
establecimientos  de  esta  clase,  licen- 
cias, condiciones  de  los  edificios,  etc., 
visitas  y  reconocimientos,  clausura, 
Juntas  de  dirección,  facultativos  que 
deben  existir  en  ellos,  reglamentos  de 
régimen  interior,  etc.,  tratan  los  ar- 
tículos 207  á  237. 

Asilos  municipales 

Las  autoridades  locales  de  los  Muni- 
cipios tienen  facultades  para  decretar 
la  construcción  de  hospitales,  manico- 
mios ó  asilos  destinados  al  manteni- 
miento y  curación  de  enagenados  indi- 
gentes (pauper  lunática)  y  pensionistas. 
La  ley  trata  detenidamente  de  la  ma- 
nera de  arbitrar  fondos  para  el  soste- 
nimiento dedichos  establecimientos,  de 
las  facultades  de  las  autoridades  loca- 
les, de  las  visitas,  condiciones  de  in- 
greso, reglamentos  de  régimen  inte- 
rior, atribuciones  y  obligaciones  del 
Director,  Secretario,  Médicos,  Cape- 
llán, Tesorero  y  demás  empleados,  etc, 
(artículos  238  á  267). 
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'os  del  tratamiento 

¡ntes  reglas  establecidas 
erca  de  este  punto  resultan 
ispéela!  de  la  asistencia  en 
<j  no  ofrecen  gran  interés 
3  á  314.) 

I,  delitos,  procedimiento 

,  considerándolo  como  de- 
y  retener,  mediante  el  pago 
enagenados  que  no  reúnan 
íes  exigidas  por  la  ley;  ne- 
itar  los  documentos  y  notas 
por  los  Commissioners]  con- 
os inexactos  en  los  docu- 
Blancias  presentados  para 
idmisión  de  un  enagenado 
:omio;  omitir  el  dar  parte 
e  policía  correspondientes 
snto  de  un  enagenado;  opo- 
cício  del  derecho  de  visita; 
6  malos  tratos  empleados 
lagenado;  el  favorecer  su 

a  que  ejerciere  un  cargo 
>  estuviere  empleada  en  un 
nto,  asilo,  hospital  ó  casa 


de  salud,  y  que  abusare  ó  tratare  de 
abusar  de  una  mujer  recluida  en  el 
mismo,  aun  cuando  ésta  prestare  su 
consentimiento,  será  castigado  con  dos 
años,  como  máximum,  de  reclusión  o 
trabajos  forzados,  según  las  circuns- 
tancias (artículos  315  á  332). 

Otras  dispoi 


El  Lord  Canciller  (Ministro  de  Justi- 
cia) podrá,  cuando  lo  estimare  conve- 
niente y  en  determinados  casos,  fusio- 
nar las  atribuciones  de  los  Masters,  Vi- 
sitadores y  Commissioners.  La  ley  defi- 
ne varios  de  los  términos  jurídicos  em- 
pleados en  el  texto  de  ésta,  y  enumera 
las  15  leyes  siguientes,  que  quedan  de- 
rogadas totalmente,  además  de  Otras 
doce,  que  sólo  quedan  derogadas  par- 
cialmente. Aquéllas  son:  8  y  9,  Vict., 
cap.  100;  15  y  16,  Vict.,  cap.  48;  16  y  17, 
Vict.,  cap  70;  16  y  17,  Vict.,  cap.  96;  16 
y  17,  Vict.,  cap.  97;  18,  Vict.,  cap.  13; 
18  y  19,  Vict,  cap.  105;  19  y  20,  Vict-, 
cap.  87;  25  y  26,  Vict.,  cap.  86;  25  y  26, 
Vict.,  cap.  111;  26  y  27,  Vict.,  cap.  110; 
28  y  29,  Vict-,  cap.  80;  45  y  46,  Vid., 
cap.  82;  48  y  49,  Vict.,  cap.  52;  y  52  y  53, 
Vict.,  cap.  41. 


APÉNDICE  V 


EGISTRO    DEL    ESTADO    CIVIL 


iCIÓN  PRELIMINAR 

)ci6n  de  los  nacimientos, 
t  y  defunciones  regúlase  en 
5r  la  ley  civil,  desde  época 
igual  que  ocurre  en  nuestro 
ir  del  siglo  XVI  hasta  los 
■ales  (la  primera  ley  gene- 
3),  correspondió  exclusiva- 
nateria  á  la  esfera  de  ac- 
acho canónico,  siendo  las 


autoridades  eclesiásticas  las  únicas 
que  intervenían  en  la  celebración  é  ins- 
cripción de  los  bautismos,  matrimonios 
y  defunciones.  Los  registros  parroquia- 
les dejaban,  sin  embargo,  mucho  que 
desear  en  cuanto  al  buen  orden  y  esta- 
do esenciales  en  centros  de  tal  impor- 
tancia, y  sobre  todo  constituían  una 
institución  opresora  para  los  que  no 
profesaban  la  religión  protestante;  de- 
bía, por  tanto,  la  emancipación  de  los 
católicos,  ocurrida  en  1829,  llevar  con- 
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bucos  con  el  carácter  de  Registradores 
del  estado  civil  de  las  personas,  cuya 
jurisdicción  limitábase  á  un  distrito  de- 
terminado, y  que  dependían  jerárqui- 
camente de  un  Registrador  general; 
todo  lo  cual  aseguraba  la  unidad  del 
servicio  con  respecto  á  Inglaterra  y 
Paisde  Gales. 

No  obstante  las  disposiciones  de  la 
ley  de  1836  {6  y  7,  Guillermo  IV)  paten- 
tizan claramente  la  timidez  de  la  refor- 
ma intentada;  no  se  imponía  el  carác- 
ter obligatorio  de  la  declaración  de  los 
nacimientos  y  defunciones,  y  única- 
mente se  castigaba  la  negativa  á  con- 
testar á  las  preguntas  ó  &  facilitar  las 
investigaciones  de  los  Registradores; 
transcurridos  seis  meses,  á  contar  de 
la  fecha  del  nacimiento,  existia  prohibi- 
ción absoluta  de  proceder  á  la  inscrip- 
ción del  mismo,  bajo  ningún  pretexto. 
En  cuanto  á  las  defunciones,  era  obli- 
gación del  Registrador  averiguar  las 
ocurridas  en  su  distrito  respectivo,  y 
proceder  ásu  inscripción;  pero  no  exis- 
tía obligación  alguna  para  los  particu- 
lares de  comunicarlas  á  dichos  funcio- 
narios. 

La  ley  de  1836  produjo  escasos  resul- 
tados; asi,  cuando  en  1854  el  Parlamen- 
to hizo  extensiva  &  Escocia  la  organi- 
zación de  los  registros  del  estado  civil, 
establecióse  por  primera  vez  el  carác- 
ter obligatorio  de  la  inscripción  (17 
y  189,  Vietoria,  capitulo  LXXX);  en  el 
año  1863  se  organizó  asimismo  el  cuer- 
po de  Registradores  para  Irlanda,  en 
las  mismas  condiciones;  bien  pronto 
reclamó  insistentemente  la  opinión  el 
establecimiento  de  institución  análoga 
con  respecto  á  Inglaterra;  á  instancias 
repetidas  de  una  Comisión  encargada 
de  la  protección  de  la  infancia,  se  pre- 


las  legislaturas  de  1872  y  1873,  y  obtuvo 
por  fin  la  sanción  en  7  de  Agosto 
de  1874. 

Esta  ley  sustituye  a  la  íacultad  de 
hacer  la  declaración  de  nacimiento  ó 
defunción  la  obligación  más  absoluta, 
bajo  multa  de  40  shillings;  dispone  que 
el  Registrador,  si  fuere  requerido,  se 
traslade  al  domicilio  del  particular 
para  proceder  á  la  inscripción;  trata  de 
impedir  la  inscripción  de  fetos  nacidos 
vivos,  como  muertos,  y  viceversa,  exi- 
giendo la  presentación  previa  de  la  cer- 
tificación facultativa:  en  una  palabra, 
tiene  por  objeto  hacer  las  inscripciones 
más  fáciles  y  seguras,  y  multiplicar, 
bajo  el  punto  de  vista  sanitario,  los  da- 
tos estadísticos. 

He  aquí  el  texto  de  las  principales 
disposiciones  de  la 

LEY  DE  7  DE  AGOSTO  DE  1874  (1) 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  la  inscripción  de  nacimientos 

Articulo  1."  Todo  niño  nacido  via- 
ble deberá  ser  presentado  al  Registra- 
dor para  que  proceda  &  la  inscripción 
del  nacimiento,  dentro  de  los  cuarenta 
y  dos  días,  á  partir  de  la  fecha  del 
alumbramiento. 

El  padre  y  la  madre,  y  en  su  de- 
fecto el  Director  del  establecimiento  en 
quo  hubiere  ocurrido  el  nacimiento  (2), 
ó  cualquier  persona  que  hubiere  pre- 

(1)  An  ac!  lo  amend  the  law  relatlng  ir)  [he 
Registration  of  Dirths  and  Deatha  in  England,  and 
to  conaolidate  the  law  respacting  Ihe  Regiairation 
of  Birtha  and  Dtathi  al  Sea. 

(2)  Vénae  el  R't.  48 
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senciado  el  nacimiento  ó  encargádose 
del  recién  nacido,  estarán  obligados  á 
hacer  la  declaración  requerida,  á  facili- 
tar todas  las  indicaciones  necesarias  y 
á  firmar  la  inscripción  en  presencia  del 
funcionario  respectivo  (1). 

Art.  2."  Cuando  no  se  hubiere  ins- 
cripto legalmente  un  nacimiento  por 
negligencia  de  ios  padres  ó  de  cualquie- 
ra de  las  personas  obligadas  a  interve- 
nir en  la  inscripción,  según  lo  precep- 
tuado en  la  presente  ley,  podrá  el  Regis- 
trador, á  contar  de  los  cuarenta  y  dos 
días  siguientes  al  nacimiento,  y  antes 
de  los  tres  meses,  citar  por  escrito  para 
que  comparezcan  ante  él,  &  cualquiera 
de  ias  personas  mencionadas  en  el  ar- 
tículo l/>,  con  objeto  de  que  le  faciliten 
cuantos  datos  sean  necesarios  para 
proceder  a  la  inscripción  y  que  firmen 
el  asiento  correspondiente. 

La  comparecencia  será  obligatoria 
para  la  persona  que  reciba  la  citación, 
debiendo  mediar  siete  días  á  lo  menos 
entre  la  notificación  de  la  misma  y  el 
día  de  la  comparecencia. 

Art.  3.°  Cuando  un  nacido  vivo  fue- 
re abandonado,  el  que  lo  encontrare  ó 
cualquier  persona  á  quien  se  le  confia- 
re, deberán  suministrar  al  Registrador, 
dentro  de  los  siete  días  siguientes  al 
hallazgo,  cuantas  noticias  y  datos  les 
sea  posible  acerca  del  nacimiento,  y 
firmar  su  declaración. 

Art.  4.°  El  Registrador  esüira  obli- 
gado á  informarse  con  todo  cuidado  de 
los  nacimientos  ocurridos  en  el  terri- 
torio de  su  distrito,  y,  dentro  de  los  tres 
meses  siguientes  á  la  fecha  del  naci- 
miento, á  proceder  á  la  inscripción  con 
arreglo  á  las  averiguaciones  hechas, 
sin  exigir  al  declarante  ninguna  retri- 
bución, á  menos  que,  previo  requeri- 
miento por  escrito,  haya  tenido  que 
trasladarse  a!  domicilio  del  declarante 
ó  casa  en  que  ocurrió  el  nacimiento  á 
recoger  los  datos  y  proceder  á  la  redac- 

(1)     Véase  el  art.  39. 


ción  del  acta,  en  cuyo  caso  se  aplicará 
el  arancel  vigente  (1). 

Art.  5."  Cuando  hubieren  transcurri- 
do tres  meses  después  del  nacimiento, 
no  podrá  el  Registrador  proceder  á  la 
inscripción,  sino  observando  las  forma- 
lidades siguientes: 

Podrá  convocar  por  citación  escrita 
á  las  personas  obligadas  á  prestar  la 
declaración,  y  las  intimará  á  que  hagan 
ante  el  Registrador  Superintendente 
una  declaración  solemne,  facilitando 
todas  las  indicaciones,  datos  y  circuns- 
tancias necesarias  para  la  redacción  de 
la  oportuna  acta. 

En  estos  casos  el  acta  deberá  firmar- 
se por  el  declarante  y  los  dos  Registra- 
dores. 

Cuando  hubieren  transcurrido  doce 
meses,  á  contar  de  la  fecha  del  naci- 
miento, podra  autorizarse  á  los  Regis- 
tradores para  que  procedan  á  la  redac- 
ción del  acta  correspondiente,  mediante 
una  resolución  escrita  del  Registrador 
general. 

El  acta  deberá,  en  este  caso,  conte- 
ner la  mención  de  la  autorización. 

Las  contravenciones  á  lo  prevenido 
en  el  presente  articulo  se  castigarán 
con  multa  de  10  libras  esterlinas  como 
máximum. 

Art.  6."  (Este  articulo  autoriza  á  las 
personas  obligadas  ¿declarar  con  arre- 
glo al  art.  1."  de  esta  ley  y  que  hubieren 
abandonado  el  territorio  del  distrito 
antes  de  llenarestas  formalidades,  para 
que  presten  su  declaración  ante  el  Re- 
gistrador de  su  nuevo  domicilio.) 

Esta  declaración  se  consignará  por 
escrito  y  transmitirá  de  oficio  al  Regis- 
trador competente  para  hacer  la  ins- 
cripción. 

Art.  7.°  Nadie  estará  obligado  &  de- 
clarar el  nacimiento  de  un  hijo  ilegiti- 
mo en  cualidad  de  padre  del  mismo. 


(1)    Según  el  párrafo  I.*  del  nneio  2.°  de  eaU 
ley,  deberá  abonarse  un  sliiiling  al  Reg-ietradar 
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El  Registrador  no  deberá  consignar 
el  nombre  del  padre,  á  menos  que  la 
madre  y  el  hombre  que  la  acompañe  se 
declaren  tales  y  lo  requieran  solemne- 
mente, en  cuyo  caso  el  padre  y  la  ma- 
dre Armarán  juntos  en  el  libro  registro. 

Art.  8.°  Cuando  el  nombre  del  recién 
nacido  se  cambiare,  ó  éste  hubiere  sido 
inscripto  sin  nombre  y  se  le  diere  uno, 
podrá  ponerse  esta  innovación  en  co- 
nocimiento del  Registrador  dentro  de 
los  doce  meses  siguientes  á  la  lecha 
del  nacimiento,  por  el  padre  6  persona 
á  cuyo  cuidado  estuviere  connado  el 
infante,  ó  por  la  persona  que  le  hubiere 
dado  el  nombre. 

La  certificación  expedida,  sea  por  un 
ministro  del  culto  que  hubiere  bautiza- 
do al  niño,  sea  de  los  padres,  sea  de  la 
persona  que  le  hubiere  dado  el  nombre, 
deberá  remitirse  al  Registrador,  el 
cual  procederá  á  extender  un  asiento 
adicional,  poniendo  una  nota  de  refe- 
rencia al  margen  de  la  inscripción  pri- 
mitiva, y  remitirá  la  certificación  ori- 
ginal, debidamente  diligenciada,  al  Re- 
gistrador general. 

CAPÍTULO  II 

De  la  inscripción  de  defunciones 

Art.  9.°  Los  fallecimientos  ocurri- 
dos en  el  territorio  de  Inglaterra,  á 
partir  de  la  promulgación  de  la  presen- 
te ley,  deberán  inscribirse  con  arreglo  á 
lo  prevenido  en  el  texto  de  la  misma. 

Art.  10.  Estarán  obligados  á  sumi- 
nistrar al  Registrador,  dentro  del  tér- 
mino del  quinto  día  después  del  falle- 
cimiento, las  noticias  que  hubieren  lle- 
gado á  su  conocimiento  yá  Armar  su 
declaración  los  parientes  más  cerca- 
nos de  la  persona  fallecida,  los  que  le 
hubieren  asistido  en  la  última  enferme- 
dad, los  demás  parientes  que  residan  en 
el  distrito,  y,  en  su  defecto,  cualquier 
persona  que  hubiere  presenciado  la 
muerte,  el  dueño  ó  vecinos  de  la  casa 
Tomo  XI.  — Instituciones  junfüiCAí, 


en  que  hubiere  ocurrido  el  fallecimien- 
to, y  en  último  extremo  la  persona  que 
hubiere  cuidado  del  enterramiento  del 
individuo  de  que  se  trate. 

Art.  11.  Si  el  fallecimiento  no  hubie- 
re ocurrido  en  el  interior  de  una  casa- 
habitación,  ó  se  encontrare  un  cadáver 
abandonado,  cualquier  pariente  de  la 
persona  fallecida,  que  tenga  conoci- 
miento de  las  circunstancias  de  la 
muerte,  y  en  defecto  de  parientes,  cual- 
quier persona  que  la  hubiere  presen- 
ciado, ó  la  que  hubiere  hallado  el  cadá- 
ver, y,  en  último  término,  la  que  hubie- 
re atendido  á  su  sepelio,  deberá  facili- 
tar al  Registrador,  dentro  del  término 
de  cinco  dias  siguientes  ai  fallecimien- 
to ó  hallazgo  de)  cadáver,  cuantos  da- 
tos y  noticias  posea  y  que  sean  útiles 
para  proceder  á  la  inscripción  en  el 
libro  correspondiente,  firmando  á  con- 
tinuación del  asiento. 

Art.  13.  Si  alguna  de  las  personas 
obligadas  á  prestar  declaración  ante  el 
Registrador  le  dirigiere  una  nota  por 
escrito  indicando  el  hecho  de  la  defun- 
ción y  acompañando  la  certificación 
facultativa  en  que  conste  la  enfermedad 
que  ha  ocasionado  el  óbito,  se  prorro- 
gará á  catorce  dias  el  plazo  expresado 
en  el  articulo  anterior. 

Art.  13.  Cuando  por  negligencia  de 
las  personas  que  están  obligadas  á 
prestar  declaración  ante  el  encargado 
del  registro  del  estado  civil,  hubiere 
transcurrido  el  plazo  de  catorce  días 
concedido  en  el  articulo  precedente  sin 
que  se  hubiere  procedido  á  la  inscrip- 
ción de  una  defunción,  tendrá  el  Regis- 
trador facultad  para  convocar,  con  siete 
dias  de  antelación,  por  medio  de  cita- 
ción escrita,  á  cualquiera  de  las  perso- 
nas mencionadas  en  los  artículos  10  y  11 
de  la  presente  ley,  con  objeto  de  que  le 
faciliten  cuantos  datos  puedan  ser  con- 
venientes para  proceder  &  la  inscrip- 
ción correspondiente. 

Las  personas  citadas  estarán  obliga- 
das á  comparecer  ante  el  Registrador. 
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El  Registrador  do  podrá  hacer  uso  de 
esta  facultad  una  vez  transcurridos 
doce  meses,  contados  desde  la  fecha  del 
fallecimiento  de  la  persona  de  que  se 
trate. 

Art.  14.  El  Registrador  estara  obli- 
gado á  informarse  con  todo  el  cuidado 
posible  de  los  fallecimientos  ocurridos 
en  el  territorio  de  su  distrito  y  á  inscri- 
birlos con  todos  los  detalles  convenien- 
tes dentro  de  los  doce  meses  siguientes 
á  la  muerte  ó  descubrimiento  del  cadá- 
ver, sin  exigir  al  declarante  ninguna 
retribución,  á  menos  que,  previo  reque- 
rimiento por  escrito,  haya  tenido  que 
trasladarse  al  domicilio  del  declarante, 
ó  casa  en  que  ocurrió  el  fallecimiento 
ó  hallazgo  del  cadáver,  á  recoger  los 
datos  necesarios,  y  procederá  la  redac- 
ción del  acta. 

Art.  15.  Una  vez  que  hayan  trans- 
currido doce  meses  después  del  falleci- 
miento ó  hallazgo  del  cadáver,  no  po- 
drá hacerse  la  inscripción  respectiva 
sino  mediante  una  autorización  del  Re- 
gistrador general,  expedida  por  es- 
crito. 

En  estos  casos,  el  acta  que  se  redac- 
te deberá  contener  indicación  bastante 
de  la  autorización  antedicha. 

La  inobservancia  de  lo  preceptuado 
en  el  presente  articulo  se  castigará  con 
multa  de  10  libras  esterlinas  como  má- 
ximum. 

Art.  16.  El  Coroner  que  hubiere  pro- 
cedido á  una  información  por  conse- 
Becuencia  del  hallazgo  de  un  cadáver, 
estará  obligado  á  remitir  al  Registra- 
dor, dentro  del  término  de  quinto  dia, 
una  nota  firmada  de  su  mano,  y  en  que 
se  exprese,  además  de  los  resultados 
ofrecidos  por  la  información,  el  vere- 
dicto del  Jurado. 

El  Registrador  deberá  redactar  la 
oportuna  acta  con  ayuda  de  estos  ele- 
mentos, y  en  caso  de  que  se  hubiere 
procedido  por  el  Coroner  á  una  infor- 
mación de  las  indicadas,  no  tendrán 
necesidad   de   declarar   las    personas 


obligadas  á  ello  en  virtud  de  lo  preve- 
nido en  esta  ley. 

CAPÍTULO  III 

De  ios  enterramientos 

Art.  17.  El  Coroner  estará  facultado, 
en  caso  que  se  estuviere  practicando 
una  información,  para  disponer  el  se- 
pelio inmediato,  aun  sin  que  se  haya 
efectuado  la  inscripción  de  ia  defun- 
ción en  el  registro  correspondiente. 

El  Registrador,  tan  luego  como  reci- 
ba aviso  de  una  defunción,  acompaña- 
da de  la  certificación  facultativa  (1),  de- 
berá, al  primer  requerimiento,  expedir 
á  la  persona  que  haga  la  declaración  ó 
á  la  que  estuviere  encargada  de  lo  refe- 
rente al  sepelio,  una  certificación  ates- 
tiguando que  se  ha  efectuado  la  opor- 
tuna inscripción  en  el  registro  de  de- 
funciones, ó  que  ha  recibido  los  datos  y 
documentos  indispensables  para  proce- 
der á  ella. 

Esta  certificación,  ó  la  orden  expedi- 
da por  el  Coroner,  deberán  remitirse  al 
Ministro  del  Culto  ó  persona  que  ges- 
tione el  enterramiento  del  cadáver. 

El  que  habiendo  recibido  estos  do- 
cumentos omitiere  remitirlos  á  quien 
corresponda,  incurrirá  en  multa  de  40 
shillings  como  máximum. 

La  persona  que  habiéndose  encarga- 
do del  enterramiento,  no  recibiere  los 
documentos  mencionados  y  dejare  de 
poner  este  hecho  en  conocimiento  del 
Registrador  en  el  término  de  séptimo 
dia,  incurrirá  en  multa  de  10  libras  es- 
terlinas como  máximum. 

Art.  18.  Se  prohibe  absolutamente 
el  enterrar  ó  facilitar  el  enterramiento 
de  un  niño  nacido  vivo,  suponiendo 
que  nació  sin  vida. 

Las  personas  encargadas  de  la  guar- 
da y  custodia  de  cementerios  ó  de  pro- 
ceder habitualmente  á  los  sepelios,  de 


(1)    Véase  eUrt.  20  de  esta  \ej. 
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berán  exigir,  antes  de  consentir  el  en- 
terramiento de  un  feto  nacido  sin  vida, 
bien  una  certificación  del  facultativo 
que  hubiere  asistido  al  alumbramiento, 
y  en  que  se  haga  constar  que  el  feto 
vino  al  mundo  sin  vida,  bien  una  certi- 
ficación expedida  por  cualquiera  de  las 
personas  mencionadas  en  el  art.  1.° 
de  esta  ley,  manifestando  que  no  se 
halló  presente  ningún  facultativo,  y 
que  el  feto  nació  sin  vida,  ó  bien,  en 
caso  de  información,  la  orden  del  Co- 
roner  disponiendo  el  enterramiento. 

La  inobservancia  de  lo  prevenido  en 
este  articulo  se  castigará  con  multa 
de  10  libras  esterlinas  como  máximum. 

Art.  19.  Cuando  el  mismo  ataúd  en- 
cerrase dos  cuerpt.e,  el  que  atienda  á 
los  gastos  del  enterramiento  deberá  re- 
mitir á  la  persona  que  proceda  á  las 
ceremonias  del  caso  una  nota  detalla- 
da, en  que  se  hagan  constar  todas  las 
circunstancias  del  doble  fallecimiento. 

La  contravención  á  lo  prevenido  en 
el  presente  articulo  se  castigará  con 
multa  de  10  libras  esterlinas  como 
máximum. 

CAPITULO  IV 

De  la  certificación  facultatioa  en  caso 
de  fal  lecimien  to 

Art.  20.  El  Registrador  facilitará 
gratuitamente  modelos  impresos,  ajus- 
tados á  un  tipo  uniforme,  á  los  médicos 
que  ejerzan  su  profesión  en  el  territo- 
rio de  su  distrito. 

El  facultativo  que  hubiere  prestado 
los  auxilios  de  la  ciencia  á  la  persona 
fallecida  durante  su  última  enfermdad, 
deberá  entregar  á  la  persona  que  deba 
hacer  la  declaración  una  certificación 
expresiva  de  las  causas  que  han  origi- 
nado la  muerte. 

Esta  certificación  deberá  entregarse 
al  Registrador  al  prestar  la  declaración 
correspondiente,  y  en  caso  de  negligen- 
cia se  castigará  á  la  persona  responsa- 


ble de  ella  con  multa  de  40  shillings 
como  máximum. 

El  informe  del  Coroner  equivaldrá, 
en  caso  de  información,  &  la  certifica- 
ción facultativa. 

CAPÍTULO  V 

De  los  Registradores  del  estado  cioil 
de   las  personas 

Artículos  21  á  35.  Tratan  de  los  Re- 
gistradores, sus  honorarios,  demarca- 
ción territorial,  interinidades,  catego- 
rías, etc.,  etc. 

CAPÍTULO  VI 

De  la  rectificación  de  los  asientos 
del  registro 

Art.  36.  Los  Registradores  deberán, 
en  lo  que  concierne  á  la  corrección  de 
los  errores  cometidos  en  los  asientos 
de  los  libros  del  registro,  atenerse  á 
las  reglas  siguientes: 

Primera.  No  podrá  hacerse  rectifi- 
cación alguna  en  los  asientos  de  los 
libros  del  registro  de)  estado  civil  de 
las  personas  que  no  se  halle  autorizada 
expresamente  por  ia  presente  ley; 

Segunda.  Los  errores  y  equivoca- 
ciones cometidos  podrán  corregirse  ó 
rectificarse  por  la  persona  comisiona- 
da á  este  efecto  por  el  Registrador; 

Tercera.  Los  errores  de  hecho  po- 
drán corregirse  por  medio  de  una  nota 
inscripta  al  margen  del  asiento  equivo- 
cado, previa  la  producción  de  una  de- 
claración prestada  por  dos  de  las  per- 
sonas obligadas  á  declarar  el  nacimien- 
to ó  defunción  de  que  se  trate,  y  que 
indique  la  naturaleza  del  error  cometi- 
do, asi  como  la  verdadera  mención  que 
deba  hacerse  de  los  hechos.  Se  prohibe 
absolutamente  toda  clase  de  correccio- 
nes que  no  sean  por  medio  de  notas 
marginales; 

Cuarta.    Cuando   el  Coroner  advir- 
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tiere  que  ha  cometido  un  error  en  la 
certificación  expedida  por  él,  estará 
facultado,  siempre  que  existan  pruebas 
testimoniales  suficientes,  para  ponerlo 
en  conocimiento  del  Registrador  com- 
petente, para  que  éste  proceda  á  la  rec- 
tificación del  asiento  respectivo  en  la 
forma  prevenida  por  el  presente  ar- 
ticulo. 

CAPÍTULO  VII 

De  la  inscripción  de   los  nacimientos 
y  defunciones  ocurridos  en  alia  mar 

Art.  37.  Las  disposiciones  conteni- 
das en  Iob  artículos  precedentes  no  se- 
rán aplicables  á  los  nacimientos  y  de- 
funciones ocurridos  en  alta  mar,  los 
cuales  se  regirán  por  los  principios  si- 
guientes: 

l.o  El  Capitán  ó  la  persona  que  asu- 
ma el  mando  de  un  buque  inglés  estará 
obligado,  acto  continuo  al  nacimiento 
ó  fallecimiento  de  una  persona  ocurri- 
do á  bordo,  &  mencionar  en  el  libro  dia- 
rio de  navegación,  6  en  cualquiera  otro, 
el  hecho  del  nacimiento  ó  de  la  defun- 
ción, y  á  remitir,  una  vez  que  arribe  á 
un  puerto  del  Reino  Unido,  al  Registra- 
dor general  de  marina  (1)  una  relación 
circunstanciada  de  los  nacimientos  y 
fallecimientos  ocurridos  durante  el  via- 
je, ajustándose  en  este  punto  á  las  ins- 
trucciones que  se  dicten  por  el  Consejo 
de  Comercio  (2); 

2."  La  regla  anterior  será  igualmen- 
te aplicable  á  los  buques  extranjeros 
que  conduzcan  pasajeros,  siempre  que 
el  puerto  de  salida  ó  de  destino  sea 
inglés; 

3."  Si  el  puerto  de  destino  no  perte- 
neciere al  Reino  Unido,  la  relación  de 
los  nacimientos  y  defunciones  ocurri- 
dos durante  el  viaje  deberá  remitirse 
al  Agente  consular  inglés,  el  cual  esta- 


(1)    Reg.gen.  of  thipping  and  te 
(S)     Bcwrd  o[  TrtdtL 


rá  obligado  á  reexpedirla  al  Registra- 
dor general  de  marina  de  Inglaterra; 

4."  En  caso  de  nacimientos  ó  defun- 
ciones de  escoceses  ó  de  irlandeses, 
estas  relaciones  deberán  remitirse  por 
el  conducto  indicado  á  Iob  Registrado- 
res generales  de  marina  de  Escocia  ó 
de  Irlanda,  según  proceda; 

5.a  En  cuanto  á  los  nacimientos  y 
defunciones  de  ciudadanos  ingleses, 
deberá  remitirse  periódicamente  una 
relación  circunstanciada  al  Registra- 
dor general  de  Inglaterra; 

6.°  Los  Capitanes  ó  Comandantes  de 
los  buques  de  la  armada  de  S.  M.  Bri- 
tánica deberán  remitir  la  relación  indi- 
cada á  los  Comisarios  del  Almirantazgo 
de  que  dependan; 

7.°  (Indicase  la  manera  de  llevar  los 
registros  llamados  de  Marina); 

8.°  En  caso  de  inobservancia  de  las 
disposiciones  anteriores,  incurrirá  el 
Capitán,  Comandante,  etc.,  del  buque, 
en  multa  que  no  podrá  exceder  de  cin- 
co libras  esterlinas. 

CAPÍTULO  VIH 

Diaposiciones  diversas 

Art.  38.  El  registro  ó  la  copia  del 
registro  del  estado  civil  de  las  perso- 
nas constituirá  prueba  plena  del  hecho 
del  nacimiento  ó  defunción  á  que  se  re- 
ñera, en  los  tres  casos  siguientes: 

1."  Si  llevare  la  Arma  de  una  perso- 
na que  tenga  capacidad  para  hacer  la 
declaración  correspondiente,  con  arre- 
glo á  lo  establecido  en  la  presente  ley; 

2.°    Si  emanare  de  un  Coroner,  ó 

3."  Si  hubiere  sido  extendida  la  ins- 
cripción en  vista  de  la  declaración  pres- 
tada por  un  Capitán  de  buque. 

Art.  39.  Incurrirán  en  multa,  que  no 
podrá  exceder  de  cuarenta  shiílings: 

l.D  Las  personas  que  debiendo  pres- 
tar auxilio  y  concurso  para  la  inscrip- 
ción de  una  defunción  ó  nacimiento  en 
el  registro  del  estado  civil,  rehusaren 
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(ente  la  defunción  de  una  persona,  es- 
tando obligados  á  ello. 

Art.  40.    Las  personas  que: 

1."  Hubieren  facilitado  convenien- 
temente al  Registrador  datos  falsos; 

2."  Hubieren  expedido  una  certifica- 
ción falsa  ó  prestado  una  declaración 
inexacta; 

3°  Hubieren  dado  conscientemente 
una  indicación  falsa  relativa  á  la  iden- 
tidad de  un  cadáver,  al  nacimiento  de 
un  feto  sin  vida  ó  viceversa; 

4."  Hubieren,  en  general,  testimo- 
niado en  falso  con  intención  de  que 


nario,  á  la  pena  de  prisión  con  trabajos 
forzados  por  dos  años  ó  á  servidumbre 
penal  de  siete,  como  máximum,  en  uno 
y  otro  caso. 

Artículos  41, 42, 43,  44,  45  y  46.  (Ca- 
recen de  interés  para  el  Derecho  ci- 
vil.) 

Artículos  47,  48  y  49.  (Definición  de 
los  términos  y  expresiones  empleados 
en  la  ley.) 

Art.  50.  La  presente  ley  comenzará 
á  regir  en  1."  de  Enero  de  1875. 

Art.  51.  Esta  ley  sólo  será  aplicable 
&  Inglaterra  y  al  País  de  Gales. 
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LIBRO  II 


DE    LOS    BIENES    (1) 


[DO-TRINAS  CORRBSFOND1BNTBS,  EN  PARTE,  AL  LIBRO  II  DE  MUESTRO 
CÓDIGO  CIVIL) 


CAPÍTULO  PRIMERO 


acerca  de  la  pro- 
de   la  posesión 


1.  Breve  indicación  histórica.— S.  Clasifica- 
ción de  loe  bienes. — 3.  Diversas  clases  de 
tenencias  ó  posesiones.  (Véanse  el  titulo  L 
capítulo  I  del  titulo  II,  y  titulo  V,  todos 
del  libro  II  del  Código  civil  español.) 

l.  La  propiedad  independiente  y  ab- 
soluta, consagrada  por  el  Derecho  Ro- 
mano y  aceptada  hoy  en  casi  todas  las 
legislaciones,  no  es  la  reconocida  en 
Inglaterra  en  punto  á  bienes  inmuebles. 
Después  de  la  conquista  de  esta  nación 
por  los  Normandos,  una  gran  parte  de 
las  tierras  fué  confiscada  en  provecho 
de  los  vencedores  y  distribuida  por  el 
Rey  á  titulo  de  feudo,  extendiéndose 
después  este  sistema  al  resto  del  suelo. 
En  la  actualidad,  á  través  del  tiempo  y 

(1)  La  enorme  diferencia  que  existe  entre  lea 
leyca  inglesa»  y  las  españolas  en  esta  materia,  es 
cauaa  de  que  no  ee  ponga  en  cada  capitulo  el  lu- 
gar do  las  leyes  españolas  equivalentes,  así  como 
de  que  pueda  existir  alguna  confusión  entre  las 
doctrinas  de  esta  sección  y  las  correspondientes 
al  libro  III  j  al  IV  de  nuestro  Código. 


de  las  evoluciones  que  las  ideas  jurídi- 
cas han  experimentado,  la  propiedad 
de  las  tierras  se  reputa  en  parte  todavía 
como  un  derecho  derivado,  ya  directa- 
mente de  la  Corona,  ya  de  otro  señor 
feudal  intermediario. 

Este  sistema  feudal  no  podía  adap- 
tarse más  que  á  los  bienes  inmuebles. 
La  naturaleza  misma  de  los  muebles  y 
semovientes  les  impide  ser  objeto  de 
obligaciones  feudales.  Los  antiguos  tra- 
tadistas ingleses  apenas  se  ocupan  de 
los  bienes  muebles,  considerando  la 
tierra  como  la  propiedad  por  excelen- 
cia y  la  única  merecedora  de  la  aten- 
ción del  legislador  y  de  la  protección 
del  Juez.  Como  es  natural,  este  esta- 
do de  cosas  se  ha  modificado  confor- 
me la  riqueza  mueble  ha  ido  creciendo 
y  la  industria  y  el  comercio  se  han  ido 
desarrollando,  hasta  llegar  a  merecer 
hoy  el  mismo  grado  de  atención  y  con- 
sideración que  la  propiedad  inmueble 
á  las  leyes  y  á  los  Tribunales. 

8.  Las  tierras,  las  casas  y  otros  in- 
muebles susceptibles  de  ser  tenidos  en 
feudo  llevan  desde  muy  antiguo  el 
nombre  de  tenencias  (íenements);  se 
les  llama  también  herencias  (herediíe- 
mens),  porque  á  la  muerte  del  poseedor 
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En  un  principio  los  chattels  persona- 
les consistían  exclusivamente  en  mue- 
bles corporales,  que  se  encontraban  en 
poder  de  su  propietario  ó  de  sus  causa- 
habientes;  no  se  comprendían  entre 
ellos  los  bienes  incorporales.  A  pesar 
de  todo,  si  no  existían,  rigurosamente 
hablando,  chattels  personales  incorpo- 
rales, podia  tenerse  un  derecho  de  ac- 
ción, es  decir,  la.  facultad  de  dirigirse  a 
un  Tribunal  para  obtener,  ya  el  reem- 
bolso de  un  crédito,  ya  una  indemniza- 
ción por  un  perjuicio  sufrido  ó  por  la 
falta  de  cumplimiento  de  un  contrato. 
Los  Normandos  llamaban  a  este  dere- 
cho cosa  en  acción,  en  oposición  &  los 
muebles  corporales,  que  llamaban  co- 
sas en  posesión. 

Las  coBas  en  acción,  aunque  tenían 
un  valor,  estaban  desprovistas  en  su 
origen  del  carácter  esencial  de  los  bie- 
nes, que  es  el  de  ser  transferibles,  por- 
que se  temía  que  autorizando  la  cesión 
se  fomentasen  los  pleitos.  Pero  como 
una  de  las  cosas  en  acción  más  impor- 
tantes era  el  derecho  de  reclamar  el 
reembolso  de  un  crédito,  no  tardó  mu- 
cho en  reconocerse  que  la  imposibili- 
dad de  ceder  este  derecho  creaba  gran- 
des dificultades  al  comercio,  por  lo 
cual  se  admitió  que  los  créditos  que 
constasen  por  letra  de  cambio  fueran 
transmisibles  mediante  un  endoso.  En 
cuanto  á  los  demás  créditos,  se  eludió 
la  ley  permitiendo  al  concesionario  re- 
clamar el  reembolso  en  nombre  del  ce- 
denle.  Desde  este  momento  los  créditos 
adquirieron  en  la  propiedad  personal 
una  gran  importancia,  que  se  hizo  ma- 
yor cuando,  á  partir  del  reinado  de  En- 
rique VIH,  fué  permitido  estipular  in- 
tereses por  las  deudas  de  dinero;  los 
préstamos  é  hipotecas  no  tardaron  en 
formar  una  nueva  y  considerable  espe- 
cie de  bienes  personales  incorporales. 


Los  créditos  á  la  orden,  las  pólizas  de 
seguros  sobre  la  vida,  las  de  los  maríti- 
mos, etc.,  etc.,  fueron  siguiendo  la  mis- 
ma suerte,  hasta  que  en  1."  de  Noviem- 
bre de  1875  se  estableció  que  toda 
cesión  de  un  crédito  ó  de  otra  cosa 
mueble,  hecha  constar  por  un  escrito 
de  mano  del  cedente  y  notificada  tam- 
bién por  escrito  al  deudor,  es  válida  á 
partir  de  esa  notificación,  y  confiere  al 
cesionario  todos  los  derechos  del  ce- 
dente. 

Antes  de  la  ley  de  Organización  judi- 
cial de  1873,  los  créditos  y  acciones  se 
dividían  en  legales  (las  que  quedan  ya 
explicadas),  y  equitativos,  los  que  sólo 
podían  reclamarse  ante  los  Tribunales 
de  equidad.  Esta  distinción  ha  perdido 
su  importancia,  por  lo  cual  no  insisti- 
mos en  ella. 

En  nuestros  días  han  aparecido  nu- 
merosas clases  de  bienes  que  los  anti- 
guos no  oonoclan,  como  los  fondos  pú- 
blicos, las  acciones  de  caminos  de 
hierro,  las  de  Sociedades  industriales, 
las  patentes  de  invención,  los  derechos 
de  autor,  etc.  Estos  bienes,  de  natura- 
leza mobiliaria  ó  personal,  se  inclu- 
yen generalmente,  á  falta  de  otra  mejor 
clasificación,  entre  las  cosas  muebles, 
pero  son  bienes  personales  incorpora- 
les más  bien  que  derechos  de  obrar  en 
justicia,  según  el  sentido  primitivo  de 
esta  expresión  técnica. 

La  propiedad  personal  difiere  de  la 
propiedad  real  en  que  no  está  sometida 
á  las  reglas  feudales  sobre  la  enflteusis, 
en  que  es  enagenable  de  otras  mane- 
ras, y  en  que,  en  caso  de  muerte  de  su 
poseedor,  pasa,  no  al  heredero,  sino  á 
los  parientes  más  próximos  del  difun- 
to. De  la  primera  de  estas  diferencias 
resulta  que,  mientras  sobre  un  inmue- 
ble no  hay  nunca  un  derecho  de  pro- 
piedad absoluto  é  independiente,  sino 
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de  las  cuestiones  de  terminología,  en 
muchas  consecuencias  interesantes.  El 
lazo  feudal  entre  el  poseedor  de  la  tie- 
rra y  la  Corona  eB  puramente  nominal; 
asi,  el  poseedor  no  está  obligado  á  cada 
fallecimiento  ó  transmisión  á  solicitar 
una  nueva  investidura.  Pero  todavía 
tiene  la  Corona  reservados  algunos  de- 
rechos en  su  antigua  calidad  de  señor 
feudal. 

Salvo  prueba  en  contrario,  á  ella  y 
no  á  los  propietarios  ribereños  corres- 
ponden los  aluviones  del  mar.  Ella  úni- 
camente puede  conferir  el  derecho  de 
tomar  de  la  ribera  algas,  arena  y  ma- 
riscos, á  no  ser  que  exista  una  costum- 
bre loca)  en  favor  del  público. 

Cuando  el  poseedor  de  un  feudo  sim- 
ple muere  intestado  y  sin  dejar  ningún 
heredero,  el  feudo  vuelve  á  la  Corona. 

Hasta  una  época  muy  reciente,  en 
caso  de  condena  del  propietario  por 
delito  de  traición,  sus  bienes  eran  con- 
fiscados en  provecho  de  la  Corona. 
Pero  la  confiscación  ha  quedado  abo- 
lida. 

Por  último,  el  tesoro  oculto  pertenece 
á  la  Corona,  con  exclusión  del  inventor, 
que  incurrirá  en  la  pena  de  prisión  y 
multa  si  trata  de  eludir  este  precepto. 
Pertenecen  al  descubridor  los  objetos 
que  encuentre  en  la  superficie  del  sue- 
lo, salvo  los  derechos  del  legitimo  pro- 
pietario; y  aún  la  Corona  sustituye  al 
descubridor  si  se  trata  de  objetos  mue- 
bles de  los  que  un  ladrón  se  desprende 
huyendo;  se  asimilan  al  tesoro  y  perte- 
necen, por  lo  tanto,  á  la  Corona  y  no  al 


,  los  animales  domésti- 
■a  bal  los,  etc.,  que  se  en- 
es y  cuyo  propietario  es 
aro  éste  goza,  durante 
.,  del  derecho  de  pedir 
mediante  el  reembolso 

„ j  guarda  y  conservación 

del  animal  ó  animales. 

3.  Conócese  en  Inglaterra  con  el 
nombre  de  ieaure  el  modo  según  el  cual 
el  poseedor  ó  el  arrendatario  de  una 
tierra  posee  el  feudo  de  que  está  inves- 
tido; las  diversas  especies  de  remires 
constituyen  estados  (estáte*)  diferentes, 
entendiéndose  por  estado  la  situación 
en  que  se  encuentra  el  poseedor  con 
relación  á  su  dominio  y  la  naturaleza 
especial  del  derecho  que  le  compete  so- 
bre ese  dominio. 

Existen  dos  clases  de  tenencias: 
freehold,  feudo  franco,  propiedad  ab- 
soluta, y  eopyhold,  arrendamiento  tem- 
poral, especie  de  enflteusis.  El  freehold 
se  adquiere  por  medio  de  una  investi- 
dura; es  el  inmueble  poseído  por  un 
hombre  libre.  La  tenencia  por  eopyhold 
es  aquella  cuyo  único  titulo  consiste  en 
una  copia  del  registro  del  caserío  en 
que  está  situada  la  tierra.  En  un  prin- 
cipio, el  terrateniente  no  tenia  otra  po- 
sesión que  la  que  el  señor  le  concedía 
graciosamente,  sin  ninguna  garantía 
de  duración  ni  de  estabilidad,  y  con- 
forme á  la  costumbre  del  lugar. 

Al  lado  del  freehold,  propiamente 
dicho,  subsisten  tres  variedades  de  te- 
nencias; el  alguacilazgo  (petit  sergean- 
ty),  tenencia  en  virtud  de  la  cual  el  po- 
seedor no  tiene  para  con  la  Corona,  de 
la  cual  depende,  más  obligaciones  que 
pagar  un  canon  anual  fijo,  de  valor  in- 
significante, como  un  arca,  una  lanza 
ó  una  espada;  el  bourgage,  que  ha  des- 
aparecido casi  por  completo,  y  que  obli- 
gaba álos  poseedores  á  pagar  una  ren- 
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ta  al  señor  de  la  villa  en  que  habitaban; 
y,  por  último,  el  gaoelkind,  que  es  una 
tenencia  especial  del  condado  deKent, 
según  la  cual  ios  poseedores  son  apre- 
miados á  un  servicio  feudal  fijo,  pero 
puramente  nominal. 

Se  conoce  otra  tenencia  especial  que 
hoy  está  muy  en  desuso,  y  que  consiste 
en  la  donación  de  tierras  hecha  a  un 
Obispo  (ó  una  corporación  religiosa) 
para  él  y  sus  sucesores  á  perpetuidad, 
con  la  condición  de  que  recen  por  el 
alma  del  donante  y  de  sus  herederos  ó 
presten  otro  servicio  análogo  en  favor 
de  Iob  pobres  y  enfermos. 

Desde  otro  punto  de  vista,  los  inmue- 
bles pueden  estar  en  posesión  ó  en  es- 
pectación,  según  que  el  poseedor  esté 
actualmente  investido  de  ellos,  ó  que 
tenga  su  derecho  sobre  ellos  en  espec- 
tativa.  Hay  dos  clases  de  espectativa: 
el  derecho  de  reversión  y  el  de  reversi- 
bilidad. 

Cuando  el  propietario  de  un  feudo 
simple  concede  á  otra  persona  un  de- 
recho hasta  cierto  término  ó  un  de- 
recho vitalicio,  puede  ocurrir  una  de 
dos  cosas:  ó  bien  se  reserva— para  él 
mismo  ó  para  sus  herederos— la  facul- 
tad de  recobrar  el  derecho  primitivo  en 
toda  su  integridad,  ó  bien  cede  la  su- 
pervivencia del  derecho  á  una  tercera 
persona.  En  el  primer  caso  existe  un 
derecho  de  reversión  en  favor  del  dis- 
ponente ó  de  sus  herederos;  en  el  se- 
gundo caso,  el  agraciado  en  segundo 
término  tiene  un  derecho  de  reversibi- 
lidad. 

Este  derecho,  concedido  á  térmi- 
no ó  de  por  vida,  lleva  el  nombre  de 
particular  estáte,  porque  no  constituye 
más  que  una  porción  del  derecho  com- 
pleto ó  feudo  simple. 


De  las  propiedades  libres  (freeholdt) 

1.  Introducción. — 2.  Propiedades  libres  he- 
reditarias: A.  Del  feudo  simple.— a)  De- 
recho de  enajenación;  b)  Su  limitación 
en  cuanto  á  las  personas;  e)  Su  limítacitin 
en  cuanto  á  los  bienes;  d)  Otros  derechos 
del  poseedor  y  limites  de  loe  mismos; 
e)  Derechos  de  los  acreedores  sobre  el 
feudo.— B.  Del  feudo  sustituido  ferióte 
tail).— 8.  Propiedades  libres  no  heredita- 
rias: A.  Del  estáte  para  otra  vida;  B.  De 
la  posesión  vitalicia  («faíe/or  Ufe). 

l.  Las  propiedades  libres  se  dividen 
en  dos  grandes  clases,  según  sean  ó  no 
hereditarias.  Constituyen  las  heredita- 
rias los  feudos  simples  y  los  limitados, 
cuya  especie  más  importante  es  el  feu- 
do sustituido.  Forman  las  no  heredita- 
rias las  posesiones  vitalicias,  expre- 
sión la  más  antigua  y  también  la  más 
interesante  del  derecho  de  propiedad 
en  Inglaterra. 

2.— A.  El  principio  fundamental  del 
derecho  inglés  en  materia  de  propiedad 
inmueble,  es  que  todas  las  tierras  pro- 
vienen de  la  Corona,  y  el  Rey  tiene  en 
ellas  el  dominio  directo  y  absoluto;  los 
poseedores  no  tienen  más  que  el  domi- 
nio útil.  Pero  este  dominio  útil  les  con- 
fiere en  la  actualidad  casi  los  mismos 
derechos  que  si  tuvieran  la  propiedad 
plena,  pues  nohaynecesidad,  para  ejer- 
cerle, de  ninguna  investidura  por  parte 
de  la  Corona,  ni  de  ninguna  confirma- 
ción cuando  la  tierra  se  vende  ó  se 
transmite  por  herencia.  Tampoco  se 
paga  ningún  derecho  por  la  transmi- 
sión de  los  bienes  al  sucesor,  más  que 
en  el  caso  de  que  haya  un  señor  inter- 
puesto entre  él  y  la  Corona;  en  tal  caso, 
ese  derecho  consiste  generalmente  en 
la  renta  de  un  año.  En  caso  de  muerte 
del  freeholder  sin  dejar  herederos,  el 
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estudiantes  y  de  las  Universidades  de 
Oxford  y  Cambridge,  y  de  los  colegios 
de  Eton,  "Winchester  y  'Weslmmster.  La 
consecuencia  natural  de  esta  ley  era 
que  ninguna  liberalidad  de  fines  cari- 
tativos podia  hacerse  por  testamento. 

Una  ley  de  1828  declaró  válidamente 
adquiridos  los  muebles  que  se  encon- 
trasen en  aquella  fecha  comprados  en 
precio  de  consideración,  con  objeto  ca- 
ritativo, aunque  el  acto  translativo  de 
propiedad  no  hubiese  sido  realizado  y 
registrado  conforme  á  las  prescripcio- 
nes de  Mortmain  act;  pero  esto  no  se 
estatuyó  más  que  para  lo  pasado. 

La  ley  de  1736  fué  tachada  de  riguro- 
sa con  exceso,  y  sufrió  diversas  modi- 
ficaciones. Asi,  en  virtud  de  una  ley 
de  1851,  una  disposición  de  objeto  cari- 
tativo no  es  nula,  aunque  el  donante  se 
reserve  en  ella  alguna  ventaja,  siempre 
que  ésta  sea  en  provecho  propio  y  no 
en  el  de  sus  herederos.  Por  otra  parte, 
si  el  destino  caritativo  de  los  inmuebles 
transferidos  resulta  de  un  acto  distinto 
del  translativo  de  propiedad,  no  es  ne- 
cesario que  este  último  acto  haya  sido 
registrado  en  el  Tribunal,  con  tal  que 
el  otro  haya  sido  dentro  de  los  seis  me- 
ses siguientes  al  otorgamiento. 

Otra  ley,  lade  1864,  determina  que  si 
con  un  objeto  caritativo  se  ha  hecho  de 
buena  fe  una  enagenación,  mediante 
una  justa  equivalencia,  concedida  en  el 
momento  de  la  inscripción  del  acta  ó 
antes  de  ella,  ó  reservada  en  forma 
de  renta  pagadera  al  donante,  esta  ena- 
genación no  será  anulada  por  la  Mort- 
main. act,  siempre  que  deba  surtir  in- 
mediatamente sus  efectos  caritativos, 
que  sea  irrevocable,  y  que  haya  sido 
registrada  en  el  Tribunal  de  la  Canci- 
llería antes  de  1."  de  Mayo  de  1866, 
Una  ley  posterior  permite  no  conside- 
rar esta  última  condición  como  esen- 


cial, si  el  registro  ha  sido  omitido  por 
pura  ignorancia,  sin  fraude  ni  colusión. 

Varias  leyes  han  derogado,  en  par- 
ticular la  Mortmain  act,  con  objeto  de 
favorecer  la  afectación  de  inmuebles  & 
las  escuelas,  especialmente  á  las  de 
niños  pobres.  Los  actos  que  tengan  este 
objeto  basta  que  hayan  sido  otorgados 
en  presencia  de  un  solo  testigo;  el  fa- 
llecimiento del  cedente  en  los  doce  me- 
ses siguientes  al  otorgamiento,  no  oca- 
sionan nulidad  del  acto. 

Según  la  ley  de  13  de  Julio  de  1868, 
toda  enagenación  de  inmuebles  ínter 
vinos  hecha  de  buena  fe  en  provecho  de 
una  Sociedad  ó  Corporación  que  tenga 
por  objeto  la  religión  ó  la  enseñanza  de 
artes,  letras  ó  ciencias,  es  válida  aun- 
que no  llene  las  condiciones  de  Mort- 
main act,  con  tal  de  que  reúna  estas 
dos  condiciones: 

1.*  Que  la  enagenación  tenga  lugar 
mediante  una  justa  equivalencia,  dada 
en  el  momento  del  otorgamiento  ó  an- 
tes, ó  reservada  bajo  la  forma  de  una 
renta  que  se  ha  de  pagar  al  dispo- 
nente; 

2.*  Que  cada  parcela  de  tierra  ena- 
genada  en  esta  forma,  no  tenga  en 
cada  caso  concreto  más  de  dos  acres 
de  superficie.  El  acta  puede  ser  regis- 
trada en  todo  tiempo  en  la  Sala  de 
Cancillería  del  Tribunal  Supremo. 

Según  la  ley  de  1871,  toda  donación 
de  inmuebles  por  actos  ínter  ricos  ó  de 
última  voluntad  en  atención  á  la  crea- 
ción de  un  parque  público,  de  una  es- 
cuela elemental,  ó  de  un  museo,  es  vá- 
lida no  obstante  las  leyes  sobre  manos 
muertas.  Solamente  si  la  enagenación 
no  ha  sido  consentida  mediante  una 
justa  equivalencia,  es  preciso  que  el 
acta  haya  sido  otorgada  por  lo  menos 
seis  meses  antes  de  la  muerte  del  dis- 
ponente, y  registrada  por  los  Charity 
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Commiasioners  en  los  seis  meses  si- 
guientes al  dia  en  que  debe  producir 
sus  efectos.  Ademas,  si  se  trata  de  una 
disposición  testamentaria,  el  inmueble 
no  debe  medir  mas  de  veinte  acres  para 
un  parque,  más  de  dos  para  un  museo, 
ni  más  de  uno  para  una  escuela. 

Considerando  el  asunto  desde  otro 
punto  de  vista,  una  Corporación  no 
puede  adquirir  un  inmueble,  sino  me- 
diante una  autorización  de  la  Corona. 

Toda  Corporación  caritativa  puede, 
con  el  consentimiento  de  los  Charity 
Commiasioners,  emplear  en  una  compra 
de  inmuebles  el  precio  de  la  venta  de 
las  tierras  que  le  pertenezcan,  ó  las  su- 
mas que  reciba  á  titulo  de  saldo  ó  por 
vía  de  cambio  ó  de  partición,  y  no  tiene 
necesidad  de  ninguna  autorización  para 
poseer  el  inmueble  asi  comprado. 

Las  Sociedades  anónimas  debidamen- 
te registradas  tienen  derecho  á  poseer 
inmuebles.  Las  Sociedades  formadas 
con  un  objeto  religioso,  científico,  ar- 
tístico, etc.,  sin  ninguna  mira  de  lucro 
para  la  Sociedad  ó  para  sus  miembros, 
no  pueden,  sin  la  autorización  del 
Board  oftrade(l),  poseer  más  de  dos 
acres  de  tierra;  pero  el  Board  es  libre 
para  conceder  cuantas  autorizaciones 
crea  oportunas. 

Las  enagen  ación  es  de  inmuebles  ó  de 
otros  bienes  hechas  en  fraude  de  acree- 
dores no  son  oponibles  á  éstos,  á  me- 
nos de  que  el  adquirente  obre  de  buena 
fe  y  haya  dado  al  vendedor  el  justo  pre- 
cio. Por  otra  parte,  toda  cesión  volun- 
taria de  inmuebles,  y  toda  cesión  bajo 
cláusula  revocatoria  son  nulas  respec- 
to de  aquéllos  que  compran  subsiguien- 
temente el  mismo  bien  por  dinero  ó  por 
otros  valores  de  importancia.  En  su 
consecuencia,  ana  persona,  después  de 


(1)    Tribunal,  Consejo  6  Junta  de 


haber  hecho  constitución  voluntaria  de 
inmuebles  en  provecho  de  uno  de  sus 
hijos,  puede  vender  los  mismos  inmue- 
bles, y  el  adquirente  tendrá  la  pacifica 
posesión  de  ellos,  aunque  tuviera  cono- 
cimiento de  la  constitución  menciona- 
da. Pero  la  primera  transmisión  no  es 
anulada  por  la  venta  posterior  si  se 
apoya  aquélla  en  una  consideración 
válida,  como  un  matrimonio  proyec- 
tado. 

Bajo  las  reservas  que  se  acaban  de 
indicar,  el  poseedor  de  un  feudo  simple 
goza  hoy  de  un  derecho  de  enagena- 
ción  absoluto.  £1  contrato  de  venta 
constituye  para  el  adquirente  un  titulo 
bastante,  en  virtud  del  cual  posee  en 
adelante  como  vasallo,  no  del  vende- 
dor, sino  directamente  de  la  Corona,  ó 
del  señor  mediato  si  le  hay. 

d)  Gozando  hoy  el  poseedor  de  un 
derecho  de  disposición  y  de  enagena- 
ción  absoluto,  es  lógico  que  disfrute  de 
la  facultad  de  explotar  su  feudo  como 
quiera,  sin  tener  que  dar  cuentas  á  na- 
die. Es,  por  lo  tanto,  libre  para  abrir 
minas,  cortar  árboles,  hacer  devasta- 
ciones, establecer  arrendamientos  por 
cualquier  término,  y  gravar  el  bien  con 
toda  clase  de  cargas. 

Tiene  también  derecho  de  oponerse 
á  todo  tre&poBS,  nutsan.ce  ó  disturbance 
por  parte  de  terceros,  y  especialmente 
de  sus  vecinos. 

Se  llama  trespasa  el  hecho  de  penetrar 
sin  autorización  en  el  fundo  de  otro,  y 
considera  la  ley  violado  el  derecho  del 
propietario  por  el  solo  hecho  de  que 
otra  persona  entre  en  su  propiedad  sin 
su  permiso,  concediendo  á  aquél  contra 
éste  una  acción  para  reclamar  indem- 
nización de  daños  y  perjuicios. 

No  es  necesario  que  haya  habido 
fractura  de  cercado,  pues  aunque  no 
haya  seto  Ó  muro,  todas  las  parcelas  de 
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tierra  están  reputadas  bajo  este  aspec- 
to como  rodeadas  de  un  cercado. 

No  hay  necesidad  de  autorización 
previa  del  propietario  en  algunos  casos 
excepcionales,  por  ejemplo,  cuando  se 
va  ¿reclamar  ó  á  llevar  dinero  paga- 
dero eu  su  casa;  cuando  se  obedece  un 
mandato  legal;  cuando  se  ejerce  un  oñ- 
cio  como  el  de  posadero,  que  presupone 
una  autorización  tácita  para  los  hués- 
pedes, ó  cuando  se  trata  de  perseguir  á 
un  animal  dañino  cuya  destrucción  es 
útil. 

La  expresión  genérica  nuisanee  com- 
prende todos  los  hechos  que  causen 
una  lesión,  una  incomodidad  grave  ó 
un  perjuicio.  Las  nuisances  privadas, 
únicas  de  que  en  este  lugar  se  ocupa  la 
ley,  son  los  hechos  perjudiciales  ó  in- 
cómodos para  la  heredad  de  otro,  y 
pueden  referirse  a  cuatro  ó*denes  de 

1.°  Edificar  de  manera  que  venza  lo 
edificado  sobre  la  casa  del  vecino  y 
viertan  sobre  ella  las  aguas  pluviales; 

2."  Interceptar  las  luces  de  la  casa 
del  vecino,  establecidas  con  veinte 
años  de  anterioridad,  por  lo  menos,  sin 
ninguna  interrupción  en  su  goce; 

3.°  Corromper  el  aire  con  emanacio- 
nes malsanas; 

4."  Hacer  excavaciones  en  terreno 
propio  sin  el  cuidado  suficiente  para 
evitar  que  se  desplome  la  casa  del  ve- 
cino, ó  para  evitarla  otro  daño  aná- 
logo. 

Entre  los  hechos  positivos  ó  negati- 
vos que  constituyen  nuisances  para  las 
tierras  del  vecino,  pueden  citarse  el  de 
establecer  en  terreno  propio  ingenio, 
fábrica,  fragua  ú  horno,  cuyos  vapores 
hagan  perecer  los  trigos  ó  la  hierba 
del  vecino,  ó  perjudiquen  su  ganado,  y 
en  general  todo  acto  que,  aun  siendo 
licito  en  si  mismo,  produzca,  por  razón 


de  las  circunstancias,  un  daño  en  la 
propiedad  vecina. 

El  simple  hecho  de  privar  al  vecino 
de  una  distracción,  no  de  una  cosa  ne- 
cesaria, no  constituye  nuisanee. 

No  se  puede  entablar  reclamación 
judicial  contra  los  inconvenientes  que 
resultan  de  la  explotación  de  un  cami- 
no de  hierro  ó  de  cualquiera  otra  em- 
presa autorizada  por  la  ley. 

En  cuanto  á  las  heredades  incorpo- 
rales, se  comete  nuisanee  desviando  el 
agua  que  hace  correr  un  molino  vecino 
ó  interceptando  un  camino  por  el  cual 
tenga  el  vecino  derecho  á  pasar. 

En  todo  caso  de  nuisanee  la  parte 
perjudicada  puede,  además  de  recla- 
mar daños  y  perjuicios,  obtener  del 
Tribunal  una  orden  para  que  el  autor 
del  perjuicio  suprima  lo  que  le  oca- 
siona. 

La  distúrbanos  es  el  acto  en  virtud 
del  cual  el  poseedor  de  una  heredad  in- 
corporal se  ve  estorbado  en  el  ejercicio 
ó  goce  de  su  derecho.  La  perturbación 
puede  verificarse  en  una  franquicia,  en 
un  eommon,  en  un  derecho  de  tránsito, 
en  la  posesión  Ó  en  un  derecho  de  pa- 
tronato. Las  trabas  puestas  al  ejercicio 
de  un  derecho  de  paso  constituyen  una 
nuisanee  cuando  ese  derecho  es  una 
servidumbre  y  el  obstáculo  ha  sido 
suscitado  por  el  poseedor  del  fundo 
sirviente,  y  constituyen  una  simple 
disíurbanoe  cuando  el  derecho  es  pura- 
mente persona),  ó,  siendo  real,  es  im- 
pedido, no  por  el  poseedor  del  fundo 
sirviente,  sino  por  un  extraño.  Hay 
disturbance  de  la  posesión  en  el  hecho 
de  destruir,  por  amenazas,  por  embar- 
gos ilegales  ó  por  maniobras  fraudu- 
lentas, la  relación  que  existe  entre  el 
señor  y  el  poseedor;  la  ley  da  al  señor 
facultad  para  perseguir  judicialmente 
al  causante  del  daño. 
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guno  de  sus  débitos,  están  colocados 
bajo  la  administración  del  Tribunal  de 
la  Cancillería  para  que  con  ellos  se 
abonen  las  justas  deudas  del  difunto 
que  consten  en  contrato  sencillo  ó  por 
documento  solemne.  El  Estatuto  de 
Guillermo  IV  estableció  que  los  acree- 
dores por  contrato  solemne  serían  reem- 
bolsados integramente  con  preferencia 
a  los  demás.  No  obstante,  si  por  última 
voluntad  el  deudor  hubiere  afectado  sus 
inmuebles  al  pago  de  deudas ,  esta 
afectación  era  válida,  y  los  acreedores, 
cualquiera  que  fuera  su  titulo,  tenían 
un  derecho  igual  sobre  el  precio  de  la 
venta.  De  donde  resultaba  que  una  per- 
sona que  hubiese  contraído  deudas  á  la 
vez  por  contrato  simple  y  por  docu- 
mento especial  oponible  á  sus  herede- 
ros, podia,  simplemente  con  gravar  los 
inmuebles  para  pago  de  deudas,  colo- 
car en  igual  situación  á  todos  los  acree- 
dores, privando  á  los  especiales  de  la 
prioridad  á  que  tienen  derecho. 

Esta  anomalía  ha  sido  corregida  por 
un  Estatuto  de  la  Reina  Victoria,  según 
el  cual  en  la  administración  de  los  bie- 


(t)     Por  ejemplo,   Enjaulo  Lher  en    tu  obra 
Elemente  de  droit  civil  angíail,  pág.  155. 


,  muerta  d es- 
ero  de  1870,  ninguna 
referencia  solamente 
m  contrato  sellado  ó 
ido  de  otra  cualquier 
¡r  de  deuda  especial; 
'es  se  encuentran  co- 
ma linea,  y  deben  ser 
yendo  todos  los  bis- 
unto, sin  perjuicio  de 
iferencia  que  puedan 

;y  sobre  Organización 
ttatuye  que  enladís- 

—  . — dos  de  una  persona 

muerta  después  del  1."  de  Noviembre 
de  1875  en  estado  de  insolvencia,  asi 
como  en  la  liquidación  de  las  Socieda- 
des cuyo  activo  sea  insuficiente,  el  Su- 
premo Tribunal  de  Justicia  observará 
las  mismas  reglas  que  en  materia  de 
quiebra  para  la  clasificación  y  compro- 
bación de  los  créditos,  para  el  cálculo 
de  los  intereses  y  para  la  valuación  de 
los  créditos  á  término  ó  condicionales. 
La  ley  de  29  de  Julio  de  1864  dispone 
que  un  inmueble  no  puede  ser  afectado 
á  la  seguridad  de  los  acreedores  sino 
después  de  haber  sido,  por  consecuen- 
cia de  un  juicio  reconociendo  la  deuda, 
entregado  á  los  mismos  para  los  fines 
de  la  ejecución,  en  virtud  de  un  auto 
(wrií)  de  elegit.  Todo  auto  de  esta  natu- 
ralezadebe  ser  inscripto  en  un  registro, 
llevado  por  orden  alfabético,  de  los 
nombres  de  los  deudores  embargados. 
El  acreedor  á  quien  de  esta  manera  ha 
sido  adjudicado  el  inmueble,  puede 
personarse  ante  la  Sala  de  Canci- 
llería del  Tribunal  Supremo  para  obte- 
ner una  orden  de  venta.  Esta  orden  es 
notificada  á  los  demás  acreedores  que 
hayan  obtenido  sentencia  contra  el 
deudor,  y  el  precio  de  venta  se  reparte 
entre  todos  los  derecho-habientes,  en 
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razón  de  su  orden  respectivo.  La  orden 
de  venta  y  todo  lo  que  de  ella  se  sigue, 
es  oponible  á  cualquier  persona  que 
pretenda  tener  un  derecho  sobre  el  in- 
mueble por  causa  del  deudor,  poste- 
riormente á  la  entrega  para  la  ejecu- 
ción. 

Hasta  una  época  reciente,  las  deudas 
contraidas  con  la  Corona  por  los  que 
la  hablan  de  rendir  cuentas  ó  por  otras 
personas  á  titulo  de  crédito  registrado, 
de  bond  ó  de  speetalty,  permanecían 
garantidas  por  los  leudos  simples  de 
los  deudores  en  caso  de  venta  como  en 
caso  de  herencia  ó  legado.  Después  de 
unoB  Estatutos  dados  por  la  Reina  Vic- 
toria, ninguna  deuda  contraída  con  la 
Corona  posteriormente  al  1."  de  No- 
viembre de  1865  es  oponible  á  aquél 
que  ha  comprado  el  feudo  de  buena  fe 
y  por  un  valor  estimable  {for  valuable 
eonsideration),  ni  á  los  acreedores  hi- 
potecarios, hayan  ó  no  tenido  conoci- 
miento de  la  existencia  de  la  deuda,  á 
no  ser  que  se  haja  dictado  y  regis- 
trado un  auto  despachando  la  ejecución 
antes  de  que  la  venta  ó  la  constitución 
de  hipoteca  se  hayan  perfeccionado,  y 
el  prestamista  ó  el  comprador  hayan 
entregado  el  dinero. 

Las  acciones  inmobiliarias  intenta- 
das ante  los  Tribunales  ordinarios  ó 
ante  los  de  equidad,  surten  efecto  res- 
pecto a  los  terceros  adquirentes  como 
respecto  á  los  herederos  ó  legatarios; 
unos  y  otros  están  obligados  a  sufrir 
las  consecuencias,  aunque  ignorasen  al 
tiempo  de  la  adquisición  que  estaba 
pendiente  semejante  pleito;  pero  se  lle- 
va un  registro  de  los  pleitos  de  esta  na- 
turaleza que  están  en  tramitación,  y 
los  adquirentes  ó  acreedores  hipoteca- 
rios no  están  sujetos  á  sus  resultas 
sino  cuando  el  pleito  concerniente  al 
inmueble  ha  sido  debidamente  inscrip- 


to y  la  inscripción  renovada  cada  cinco 
años. 

Há  lugar  á  la  enagenación  involun- 
taria para  el  pago  de  acreedores  en 
el  caso  de  quiebra.  La  declaración  de 
quiebra  lleva  como  consecuencia  el  ha- 
cer pasar  el  total  de  los  bienes  muebles 
é  inmuebles  de  manos  del  quebrado 
á  las  de  la  sindicatura  (tnustee)  encar- 
gada de  la  representación  colectiva  de 
los  acreedores.  Existe  la  particularidad 
de  que  lo  mismo  son  declarados  en 
quiebra  los  comerciantes  que  los  no 
comerciantes. 

El  derecho  de  enagenar  un  feudo  sim- 
ple es  de  tal  modo  inherente  á  la  tenen- 
cia del  mismo,  que  es  imposible  que  el 
poseedor  se  desprenda  de  ella,  ni  impi- 
da que  sirva  de  prenda  á  sus  acreedo- 
res, esto  es,  que  sea  enagenada  en  pro- 
vecho del  poseedor. 

Sin  embargo,  el  donante  de  un  in- 
mueble puede  limitará  cierto  número 
de  años  su  liberalidad,  ó  en  otros  tér- 
minos, hacer  la  donación  bajo  condición 
resolutoria,  no  concediendo  al  donata- 
rio absoluto  derecho  de  disposición  vo- 
luntaria ó  involuntaria. 

Cuando  el  poseedor  de  un  feudo  sim- 
ple no  ha  dispuesto  de  él  ínter  vivos  ni 
por  testamento ,  pasa  á  su  heredero 
universa),  salvo  los  derechos  eventua- 
les del  cónyuge  supérstite,  sin  que  el 
heredero  pueda  rechazarle. 

B.  Se  designa  bajo  el  nombre  de  feu- 
do sustituido  (estale  iail)  el  dominio 
dado  á  un  hombre  y  á  sus  descendien- 
tes, de  tal  manera  que  pasa  del  primer 
propietario  á  sus  hijos,  nietos  y  des- 
cendientes legítimos  hasta  el  infinito,  y 
nunca  álos  ascendientes  ni  á  los  colate- 
rales. Se  le  llama  estáte  iail,  feudo  muti- 
lado, porque,  á  diferencia  del  feudo  sim- 
ple, está  reservado  á  una  sola  clase  de 
herederos,  con  exclusión  de  los  otros. 
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demás. 

El  feudo  es  masculino  ó  femenino, 
según  no  pase  más  que  á  los  deseen- 
mentes  varones  y  por  ios  varones,  6  á 
las  mujeres  y  á  los  descendientes  de 
mujeres. 

Siendo  lo  que  caracteriza  al  feudo 
sustituido  que  la  donación  sea  hecha 
en  favor  de  una  persona  y  sus  des- 
cendientes, se  deduce  de  aqui  que  la 
concesión  hecha  para  una  persona  y 
sus  hijos  no  serla  un  verdadero  feu- 
do sustituido,  sino  una  donación  vi- 
talicia en  favor  de  esas  personas,  pues- 
to que  los  descendientes  en  un  grado 
ulterior  no  tendrán  ningún  derecho  á 
ella.  Tal  es  la  regla  entre  vivos;  otra 
cosa  serla  cuando  la  sustitución  hecha 
en  estos  términos  fuese  consignada  en 
testamento. 

Los  estalea  tail  especiales  (entre  los 
cuales  son  los  más  importantes  los  re- 
servados á  los  descendientes  nacidos 
del  matrimonio  del  gravado  con  una 
mujer  especialmente  designada)  son 
hoy  poco  comunes;  otro  tanto  ocurre 
con  las  sustituciones  femeninas. 

Existe  aún  otra  variedad  de  feudo 
sustituido,  conocido  bajo  el  nombre  de 
posesión  ó  tenencia  en  legitimo  matri- 
Touo  XI.— iMrnTucioxsa  h™Idio*b. 


.constituido  por  lo 

n  hombre  con  oca 

le  su  hija  ó  de  otro 

e  con  ella  y  con  st 

este   caso,   la   e> 

aje  enunciada  sol 

ón  de  los  hereder 

es  á  los  donatarii 

sus  descendiente! 

ilusión  únicamentt 

otras  clases. 

ición  de  un  feude 

i,  aparte  del  dona 

s  que  han  de  bus 

i  á  sus   causa-ha 

que  por  la  misma  naturaleza 

clase  de  liberalidades  tienen  c¡ 

no  solamente  a  los  servicios  y 

estipulados  por  el  tiempo  en  q 

sistan,  sino  también  á  recobrar 

nes  en  defecto  de  herederos  d< 

tegoria  beneficiada  por  la  susí 

La  enagenación  del  bien  pe 

seedor  es  de  tal  naturaleza,  qu 

menoscabar  los  derechos  de  e 

clases  de  interesados,  por  ia  cu 

le  ha  llegado  á  reconocer  esa  : 

sino  muy  lentamente.  Desde  Ii 

pos  de  Enrique  II  fueron  hat 

trabajos  en  este  sentido,  hasta 

concesión  de  feudos  con   libe 

enagenación  llegó  á  ser  la  reg! 

ral.  En  la  época  de  Eduardo  1  e 

ti  ó  en  principio  que  cualquiera 

se  la  forma  de  la  concesión,  el  p 

tenia  el  derecho  de  enagenarlt 

el  momento  en  que  tenia  un  1 

presunto,  lo  mismo  cuando  ]■■ 

sión  estaba  hecha  «á  él  y  á  sus 

dientes»,  que  cuando  estaba  t 

aá  él  y  á  sus  herederos»,  y  este 

lación  lo  mismo  á  los  llamados 

señor. 

El  adquirente  y  sus  causa-  h 
conservaban  el  bien  aun  des] 
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iento  del  donatario  y  de  su  pos- 
Sufrió  esta  doctrina  legal  di- 
y  profundas  modificaciones  á 
e  los  siglos,  y  por  fin,  en  1833, 
la  doctrina  que  en  la  actualidad 
poseedor  de  un  feudo  sustituido 
■y  el  derecho  de  enagenar  el 
diante  una  simple  acta  regis- 
1  los  seis  meses  siguientes  á 
¡amiento  en  la  Sala  de  Canci- 
I  Tribunal  Supremo,  sin  que  la 
ción  pueda  ser  impugnada,  ni 
lamados  frustrados  en  su  dere- 
spectativa,  ni  por  los  causa-ha- 
de! señor  directo,  privados  de 
no  eventual  de  recobrar  el  bien. 
,  éste  es  el  único  medio  de  que 
el  poseedor  para  anular  la  sus- 
pues  no  puede  hacerlo  ni  por 
ni  por  cláusula  expresa  de  su 
íto. 

es  casos  en  los  cuales  el  po- 
o  puede  anular  la  sustitución; 
lando  teniendo  un  feudo  susti- 
favor  de  los  hijos  que  nazcan 
itrimonio  con  determinada  per- 
lero Ésta  sin  habérselo  dado; 
lando  por  una  donación  ó  por 
¡titución  anterior  á  1834,  una 
tá  investida  de  anfee  tail  pro- 
de  su  marido  ó  de  los  antepa- 
e  su  marido.  Después  de  la 
le  éste,  la  mujer  no  puede  anu- 
stitución  sino  medíante  el  con- 
nto  de  los  más  próximos  he- 

nando  el  feudo  sustituido  ha 
"erido  por  la  Corona  en  recom- 
i  servicios  públicos  ó  creado 
del  Parlamento. 
d  el  poseedor  del  feudo  susti- 
usa  del  derecho  de  anular  la 
5n,  el  bien  pasa  á  las  personas 
lamadas  á  poseerle,  teniendo 
t  de  ellas  el  derecho  de  anula- 


ción con  toda  la  extensión  que  lo  tenia 
el  gravado. 

Una  vez  constituido  el  estáte  tail,  no 
puede  el  donante  poner  trabas  al  dere- 
cho de  disposición  que  se  deriva  en 
favor  de  los  beneficiados.  Si  quiere  pre- 
venir la  enagenación  voluntaria  ó  in- 
voluntaria del  bien,  el  donante  no  tiene 
más  que  un  medio,  y  es  el  de  no  con- 
ceder al  donatario  más  que  un  derecho 
vitalicio  anulable  en  caso  de  enagena- 
ción ó  de  quiebra. 

Cuando  el  poseedor  enagena  e!  bien 
sin  anular  al  mismo  tiempo  la  sustitu- 
ción, el  adquirente  tiene  lo  que  se  llama 
un  baajtef,  ó  feudo  calificado,  es  decir, 
que  no  tiene  derecho  para  si  mismo  ó 
para  sus  causa-habientes  sino  basta  la 
extinción  del  gravado  y  de  los  llama- 
dos después  de  él,  á  menos  que  ulle- 
riormente  el  primer  poseedor  dispense 
al  adquirente  de  esa  obligación. 

En  las  familias  en  que  los  estados  se 
conservan  de  generación  en  genera- 
ción, se  adoptan  á  este  efecto  disposi- 
ciones especiales.  Asf,  en  caso  de  ma- 
trimonio, se  entregan  algunos  bienes  al 
marido,  á  titulo  puramente  vitalicio, 
teniendo  la  mujer  derecho,  durante  el 
matrimonio,  á  cierta  suma  para  sus 
necesidades  personales,  y  después  del 
fallecimiento  del  marido,  á  una  renta 
vitalicia. 

Se  estatuye,  además,  que  el  hijo  pri- 
mogénito de  ese  matrimonio  será  po- 
seedor sustituido  de  esos  mismos  bie- 
nes, á  condición  de  librarlos  de  las 
cargas  con  que  están  gravados,  ya  eo 
beneficio  de  la  viuda,  ya  en  provecho 
de  sus  hermanos  ó  hermanas  menores; 
si  el  primogénito  muere  sin  descenden- 
cia, pasarán  los  bienes  con  el  mismo 
titulo  al  hijo  segundo,  después  al  ter- 
cero, y  asi  sucesivamente,  y  á  falta  de 
hijos,  alas  hijas. 
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ceder  a  constituir  de  nuevo  el  es- 
tado en  provecho  de  la  generación  si- 
guiente. 

Siempre  que  un  feudo  sustituido  no 
sea  aún  un  estado  en  posesión,  es  decir, 
mientras  el  bien  esté  en  manos  de  un 
poseedor  vitalicio,  al  cual  el  poseedor 
sustituido  está  llamado  á  suceder  even- 
tualmente,  la  facultad  que  tiene  este 
último  de  convertir  su  derecho  even- 
tual en  un  feudo  simple  está  sometida 
á  diversas  restricciones. 

La  ley  ha  establecido  un  curador  en- 
cargado de  dar  su  consentimiento  pre- 
vio ala  anulación  de  la  sustitución,  y 
sin  ese  consentimiento  la  anulación  no 
puede  oponerse  á  los  remaindermen  y 
reoersioners.  El  curador  tiene  absoluta 
libertad  para  consentir  la  anulación 
ú  oponerse  a  ella,  sin  que  nadie  pueda 
pedirle  cuentas  de  su  decisión. 

Por  el  contrario,  cuando  el  feudo  sus- 
tituido está  en  posesión,  esto  es,  en 
manos  de  un  poseedor  in  latí,  y  no  en 
las  de  uno  puramente  vitalicio,  es  muy 
raro  que  haya  curador;  el  poseedor  in 
iail  puede  en  todo  tiempo  anular  la 
sustitución,  desde  el  doble  punto  de 
vista  de  los  derechos  de  espectativa  y 
de  devolución,  por  un  acta  debidamen- 
te registrada. 

Por  lo  demás,  aun  cuando  el  estáte 
in  tail  vaya  precedido  de  un  estáte  fot 
Ufe,  el  cargo  de  curador  sólo  existe 
cuando  esos  estados,  destinados  á  su- 
cederse,  han  sido  creados  en  un  mis- 


to. Si  el  estáte  for  Ufe  se  apoya 
acto  anterior,  el  que  está  en  es- 
iva  del  bien  es  libre  de  anular  la 
ición,  sin  el  consentimiento  del 
ctuario  vitalicio  que  le  precede 
;oce. 

uiebra  del  poseedor  anula  la  sus- 

n  en  provecho  de  los  acreedores 

nedidaen  que  habría  dependido 

del  quebrado  mismo  anularla,  y  el  bien 

queda  afecto  al  pago  de  deudas  como 

si  se  tratara  de  un  feudo  simple. 

Viviendo  el  deudor,  los  acreedores 
pueden  ejercer  cuantos  derechos  les 
competan  sobre  el  bien.  Pero  después 
del  fallecimiento  de  aquél,  su  poste- 
ridad sustituida  no  queda  obligada  por 
los  contratos  que  se  hayan  celebrado 
referentes  á  la  propiedad,  &  menos  que 
los  confirme  ó  consienta  expresamen- 
te en  aceptar  la  responsabilidad  de 
los  actos  de  su  causante.  Por  otra  par- 
te, el  tenanf  in  tail  no  está  obligado  por 
las  deudas  de  su  difunto  predecesor 
sino  en  tanto  que  se  haya  obtenido  con- 
tra este  último,  y  durante  su  vida, 
una  sentencia  ó  auto  registrados  debi- 
damente; en  este  caso  especial,  la  pro- 
piedad queda  gravada  en  manos  de 
todo  sucesor  del  deudor  condenado. 

El  tenant  in  tail  tiene  sobre  el  feudo 
muy  amplios  derechos  de  goce  y  dis- 
frute, y  puede  ejercerlos  sin  necesidad 
de  comenzar  por  anular  la  sustitución. 
Los  arrendamientos  que  contrate  no 
pueden  exceder  del  término  de  veinte 

Por  regla  general,  un  estáte  tail  se 
crea  por  testamento  ó  por  contrato  de 
matrimonio,  pero  puede  crearse  por 
otro  acto  cualquiera. 

3.  Las  propiedades  libres  no  heredi- 
tarias pueden  ser  temporales  ó  vitali- 
cias. Se  constituyen  las  primeras  por 
un  número  determinado  de  años  ó  por 
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el  tiempo  que  tarde  en  realizarse  un 
acontecimiento  determinado,  y  las  se- 
gundas pueden  establecerse,  ya  duran- 
te la  vida  del  poseedor,  ya  durante  la 
de  un  tercero  (estáte pur  autre  ote). 

Las  propiedades  libres  vitalicias  son 
de  naturaleza  feudal,  como  las  heredi- 
tarias, por  lo  cual  se  asemejan  a  éstas 
en  todo. 

A.  El  estáte  pur  autre  cié  es,  como 
como  queda  dicho,  una  posesión  subor- 
dinada, no  a  la  duración  de  la  vida  del 
poseedor,  sino  á  la  de  otra  persona.  Un 
ejemplo  aclarará  este  principio:  A,  in- 
vestido de  una  posesión  vitalicia,  puede 
disponer  de  ella  en  provecho  de  B  y  de 
sus  herederos;  la  concesión  está  forzo- 
samente limitada, como  máximum,  á  la 
duración  de  la  vida  de  A. 

Pero  puede  ocurrir  que  el  cesiona- 
rio B  muera  antes  que  A.  En  este  caso, 
el  cesionario  puede  disponer  por  testa- 
mento del  estáte  puf  autre  me,  y  si  no  lo 
hace,  el  bien  pasa  á  su  más  próximo 
heredero,  llamado  ocupante  especial,  y 
en  defecto  de  éste  á  los  albaceas  del 
finado,  que  pueden  disponer  de  él  para 
el  pago  de  deudas. 

Cuando  el  estáte  pur  autre  cié  ha  sido 
constituido  en  provecho  de  B  y  de  sus 
descendientes,  se  dice  que  éste  tiene 
casi  un  feudo  sustituido  (quasi  estáte 
tail). 

Como  el  interés  del  cesionario  y  de 
sus  descendientes  está  en  que  la  vida 
del  cedente  se  prolongue  por  el  mayor 
tiempo  posible,  debe  preverse  el  caso 
de  que  B  cometiera  un  fraude  para  ha- 
cer creer  que  A  no  habia  muerto.  Si 
aquel  á  quien  el  bien  ha  de  devolverse 
después  de  este  fallecimiento  tiene  mo- 
tivos fundados  para  creer  que  A  no 
vive,  puede,  por  una  declaración  jura- 
da, solicitar  del  Canciller  una  orden 
para  B  de  presentar  á  A,  y  si  no  le 


presenta,  es  reputado  por  muerto  y  B 
por  tranagresor  del  derecho  de  pro- 
piedad. 

B.  Tiene  la  posesión  vitalicia  (estáte 
for  Ufe)  ciertas  analogías  con  el  usu- 
fructo, pero  se  diferencia  de  él  en  que 
confiere,  no  sólo  el  derecho  de  usar  y 
disfrutar  una  cosa,  sino  la  propiedad 
de  ella  &  titulo  temporal. 

La  posesión  vitalicia  se  prolonga 
hasta  la  muerte  natural  del  posee- 
dor. 

Cuando  un  inmueble  se  transfiere  a 
una  persona  por  un  acto  inter  vinos  sin 
que  ninguna  expresión  indique  que  sus 
herederos  deberán  poseerle  después  de 
ella,  el  adquirente  no  tiene  sobre  el  in- 
mueble más  que  un  derecho  vitalicio. 
Pero  cuando  el  inmueble  ha  sido  objeto 
de  un  legado  no  ocurre  esto;  se  ha  pre- 
visto, con  gran  acierto,  que  los  testa- 
dores poco  instruidos  podían  no  darse 
cuenta  de  la  diferencia  que  resulta  en 
cuanto  á  la  duración  de  los  derechos 
del  legatario,  del  carácter  mueble  ó 
inmueble  del  objeto  legado,  por  lo  cual 
se  admitió  en  la  práctica  primero,  y 
por  la  ley  de  1837  después,  que  el  lega- 
do de  un  inmueble  implica  una  conce- 
sión hereditaria,  siempre  que  no  resul- 
te de  un  modo  evidente  que  fué  otra  la 
intención  del  testador. 

En  la  época  en  que  el  poseedor  de  un 
feudo  no  podia  disponer  de  él  por  tes- 
tamento, ocurría  frecuentemente  que 
le  enagenaba  en  vida,  reservándose  el 
usufructo  vitalicio.  Este  género  de  dis- 
posiciones se  ha  hecho  muy  raro  en  la 
actualidad,  puesto  que  por  una  disposi- 
ción testamentaria  el  poseedor  llega, 
respecto  á  si  mismo,  á  igual  resultado, 
sin  cercenar  su  libertad. 

Sin  embargo,  el  caso  se  presenta  to- 
davía en  materia  de  contratos  matrimo- 
niales; el  poseedor  entrega  el  bien  á  los 
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trusteea  (1)  bajo  reserva  del  disfrute  vi- 
talicio en  su  provecho,  quedando  su 
hijo  mayor  con  el  carácter  de  tenant  in 
tail,  y  si  éste  muere  sin  dejar  sucesor, 
el  hijo  segundo  adquiere  la  misma  cua- 
lidad. 

Se  designa  bajo  la  expresión  técnica 
de  settled  tanda  aquellas  tierras  cuya 
transmisión  después  de  la  muerte,  en 
virtud  de  un  acta  expresa  ¿níer  oídos  ó 
por  testamento,  está  limitada  ó  reser- 
vada en  provecho  de  ciertas  personas; 
de  manera  que  el  que  se  encuentra  ac- 
tualmente investido  no  tiene  más  que 
un  derecho  vitalicio,  y  por  consecuen- 
cia limitado,  debiendo  pasar  la  funda- 
ción intacta  á  otras  personas  después 
de  él,  siendo  lo  más  frecuente  que  esté 
bajo  la  guarda  délos  trusíees.  Los  settle- 
menta  suelen  crearse  por  contrato  ma- 
trimonial ó  por  testamento. 

Independientemente  de  las  posesio- 
nes vitalicias  provenientes  de  una  con- 
cesión voluntaria,  las  hay  que  se  deri- 
van de  una  disposición  legal,  especial- 
mente en  provecho  del  cónyuge  supérs- 
tite. 

E!  poseedor  vitalicio  tiene,  salvo  con- 
vención ó  prescripción  contraria,  el  de- 
recho de  cortar  las  leñas  ó  las  made- 
ras de  construcción  que  necesite;  pero 
no  puede  hacer,  ni  dejar  que  nadie 
haga,  devastaciones  ni  perjuicio  algu- 
no á  la  finca.  Si  existen  abiertas  minas 
Ó  canteras,  puede  continuar  explotán- 
dolas. En  cuanto  á  los  árboles  de  ornato 
y  á  los  que  amenacen  perecer  ó  de- 
teriorarse, pueden  ser  vendidos  con  au- 
torización del  Tribunal  de  la  Cancille- 
ría, perteneciendo  el  precio  en  cada 
propiedad  al  remainderman,  y  en  usu- 
fructo al  poseedor  vitalicio. 


(1)    Tenedores  de  bienes,  síndicos,  fideicomi- 


Otras  veces  ocurre  que  un  bien  es 
dado  en  usufructo  vitalicio  sin  ninguna 
reserva  en  cuanto  á  los  estragos,  en 
cuyo  caso  el  poseedor  puede  hacer  to- 
das las  devastaciones  que  de  otro  modo 
le  estarían  prohibidas,  exceptuándose, 
sin  embargo,  algunas  de  tal  entidad,  que 
por  equidad  nunca  deben  consentirse. 

Todo  poseedor  vitalicio,  y  en  general 
cualquier  persona  que  tenga  sobre  la 
tierra  derechos  limitados,  puede  obte- 
ner del  Tribunal  de  la  Cancillería  auto- 
rización para  ejecutar  trabajos  de  des- 
agüe délas  tierras.  Si  el  Tribunal  juzga 
los  trabajos  ventajosos  para  todos  los 
interesados,  el  fundo  queda  gravado 
con  el  capital  que  deban  costar,  con 
amortización  por  anualidades  y  bonifi- 
cación de  un  interés  máximo  de  5  por 
100,  pagadero  por  semestres.  La  ley 
facilita  en  general,  no  solamente  el 
desagüe  de  las  tierras,  sino  todos  los 
trabajos  destinados  á  mejorarlas,  per- 
mitiendo gravarlas,  para  seguridad  de 
los  capitales  necesarios,  con  rentas 
del  5  por  100,  y  redimirlas  en  el  plazo 
máximo  de  veinticinco  años.  Estos 
préstamos  hipotecarios  están  bajo  la 
vigilancia  de  los  Inclosume  Commissio- 
nersfor  England  and  Wales,  y  en  Irlan- 
da bajo  la  de  la  Comisión  de  trabajos 
públicos. 

Las  leyes  de  1864  y  1877  permiten 
gravar  un  estáte  for  Ufe: 

1."  Cuando  concurre  á  la  construc- 
ción de  caminos  de  hierro  ó  de  canales 
sobre  el  dominio  ó  en  la  vecindad,  si 
estos  trabajos  han  de  producir  el  efecto 
de  aumentar  el  valor  del  dominio; 

2."  Cuando  se  establecen  depósitos 
ú  otras  obras  permanentes  para  tener 
agua  en  la  propiedad. 

Las  demás  mejoras  proyectadas  por 
un  poseedor  vitalicio  deben  ser  ejecu- 
tadas á  sus  expensas. 
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Si  el  poseedor  que  ha  sembrado  la 
tierra  muere  antes  de  la  siega,  sus  he- 
rederos tienen  derecho  á  los  frutos. 
Esto  mismo  ocurre  siempre  que  se  ter- 
mina el  disfrute  por  acontecimientos 
eventuales  ó  por  mandato  de  la  ley, 
pero  no  cuando  cesa  por  un  acto  volun- 
tario del  poseedor. 

Cuando  el  poseedor  ha  arrendado  el 
bien,  y  muere  antes  de  que  termine  el 
arriendo,  el  arrendatario  tiene  derecho 
&  permanecer  en  el  fundo  hasta  fin  del 
año  corriente,  y  el  precio  del  arriendo 
se  reparte  proporcional  mente  entre  los 
herederos  del  poseedor  y  aquéllos  á 
quienes  pasa  el  bien  a  consecuencia 
del  fallecimiento. 

El  poseedor  vitalicio  no  está  obligado 
&  prestar  caución  ni  a  dar  garantías 
por  razón  de  las  devastaciones  que  pu- 
diera ocasionar  durante  el  tiempo  del 
disfrute.  Pero  cuando  se  teme  que  rea- 
lice alguno  de  los  actos  que  le  están 
prohibidos,  se  puede  obtener  del  Tri- 
bunal de  la  Cancillería  una  orden  im- 
poniendo la  obligación  de  dar  segurida- 
des. También  se  puede  entablar  una 
acción  de  indemnización  de  daños  y 
perjuicios. 

El  poseedor  vitalicio  no  puede  dis- 
poner del  bien  sino  en  la  medida  de 
su  propio  derecho  de  goce  ó  de  la  li- 
bertad que  se  le  ha  reconocido  en  el 
acto  constitutivo  de  la  posesión.  A  dife- 
rencia de  lo  que  ocurría  antiguamente, 
hoy  el  poseedor  no  es  despojado  del 
bien  cuando  le  ha  transmitido  á  ti- 
tulo de  feudo  simple,  y  también  puede 
arrendar  la  finca  por  un  plazo  que  no 
exceda  de  veintiún  años,  mediante  una 
simple  autorización  del  Tribunal  de  la 
Cancillería,  siempre  que  el  arrenda- 
miento se  haga  por  escrito,  que  no  se 
extienda  á  la  habitación  ni  á  sus  de- 
pendencias inmediatas,  que  fije  un  pre- 


cio razonable,  que  no  autorice  para 
hacer  devastaciones,  y  que  pueda  ter- 
minarse por  voluntad  de  las  personas 
que  deban  recoger  el  bien  después  del 
fallecimiento  del  poseedor  vitalicio,  si 
el  arrendatario  no  paga  el  canon,  á 
partir  del  vencimiento  del  plazo  para 
hacerlo,  ó  si  viola  cualquiera  otra  de 
las  cláusulas  del  arriendo. 

Mediante  estas  condiciones ,  todo 
arriendo  concedido  por  un  poseedor  vi- 
talicio, con  posterioridad  al  1."  de  No- 
viembre de  1856,  y  por  un  término  que 
no  exceda  de  veintiún  anos  en  Inglate- 
rra ni  de  treinta  y  cinco  en  Irlanda,  es 
oponible  á  aquéllos  á  quienes  el  bien 
ha  de  volver  después  del  mismo.  Apar- 
te de  estos  arrendamientos,  antes  el 
Tribunal  de  la  Cancillería  y  hoy  el  mis- 
mo poseedor  vitalicio,  pueden  conce- 
der arrendamientos  de  cuarenta  años 
para  la  explotación  de  minos  ó  aprove- 
chamiento de  corrientes  de  agua;  de 
sesenta  años  para  un  repairing  léase; 
de  noventa  y  nueve  años  en  terrenos 
para  edificación,  y  aún  más  largos,  ex- 
cepto en  las  tierras  arables,  si  estima 
que  el  contrato  es  ventajoso  para  el 
fundo.  Cuando  estos  arrendamientos 
los  concede  el  poseedor,  debe  hacerlo 
por  instrumento  público,  con  cláusula 
resolutoria  para  el  caso  de  que  no  se 
pague  el  arriendo. 

La  ley  de  1882  concede  al  poseedor 
vitalicio  la  facultad  de  enagenar  el  bien 
con  la  condición  de  que  el  precio  se 
emplee  en  librarle  de  las  cargas  que 
tuviera,  ó  en  otros  inmuebles.  E)  con- 
sentimiento de  los  trastees  ó  del  Tri- 
bunal queda  reservado  á  dos  ó  tres  ca- 
sos excepcionales. 

El  poseedor  vitalicio  puede  hoy: 

1.°  Enagenar  el  settled  land  en  todo 
ó  en  parte,  y  gravarle  con  servidumbre 
ú  otro  derecho  real; 
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2."  Si  el  aettlement  comprende  un 
caserío,  vender  el  éeignory  de  toda  pro- 
piedad libre  ó  de  todo  copyhold  para  li- 
bertar las  tierras; 

3."  Cambiar  las  tierras  con  ó  sin 
saldo,  estándole  prohibido  apropiarse 
los  fondos  para  su  uso  personal. 

A  fin  de  obviar  las  dificultades  que 
surgían  sobre  el  reparto  de  las  rentas 
en  caso  de  fallecimiento  del  poseedor, 
la  ley  de  1870  dispuso  que  toda  rentase 
adquiriese  dia  por  dia  y  se  repartiese 
entre  los  derecho-habientes  á  razón  de 
la  duración  de  sus  derechos  respec- 
tivos. 

El  poseedor  vitalicio  no  está  obligado 
á  dar  alimentos  al  recersioner  ni  al  re- 
mainderman  que  se  encuentren  en  si- 
tuación precaria,  á  menos  de  que  esta 
carga  le  haya  sido  impuesta  expresa- 
mente por  una  convención  entre  vivos 
ó  por  una  disposición  testamentaria  (1). 

CAPITULO  III 

De  los  «eopyholdst 

1.  Introducción. — 2.  Derechos  inherentes  á 

la  posesión  de  un  copyhold. — 3.  Enagena- 
clón  de  loe  copyholds. 

1.  Los  copykolds  son  terrenos  poseí- 
dos en  virtud  de  una  copia  del  registro 
de  un  Tribunal  señorial,  ó,  en  otros  tér- 
minos, son  aquéllos  en  que  el  titulo  del 
poseedor  es  una  copia  del  registro,  en 
el  cual  se  inscriben  todas  las  operacio- 
nes concernientes  al  caserío  del  cual 
proviene  el  bien,  pues  todo  copyhold 
depende  de  un  caserío  ó  es  una  parte  de 
el.  El  que  posee  con  este  titulo,  el  co- 


(1)  De  loa  demás  derechos  iomobi líanos  infe- 
riores i.  tas  posesioDBS  libres,  nos  ocuparemos  si 
exponer  las  doctrinas  correspondientes  si  lih.  IV 
da  nuestro  Código,  por  guardar  con  ellas  alguna 
mayor  analogía. 


pyholder,  no  tiene  una  propiedad  libre, 
sino  una  simple  posesión  en  precario 
(at  toill)  a  voluntad  del  señor  del  ca- 
serío. 

Proviene  esto  de  los  tiempos  anti- 
guos, en  los  cuales,  cuando  un  gran  se- 
ñor poseía  un  territorio,  entregaba 
unas  partes  á  los  hombres  libres,  en 
concepto  de  feudo  simple,  y  las  otras 
porciones  menos  productivas  las  cedia 
á  los  villanos  á  titulo  de  gracia,  y  me- 
diante la  prestación  de  ciertos  servi- 
cios. Existían  también  dos  clases  de 
Tribunales:  el  del  Barón  para  los  po- 
seedores libres,  y  el  Consuetudinario 
para  los  villanos. 

Mutaciones  sucesivas  en  esta  mate- 
ria han  llegado  á  hacer  de  los  copyholds 
una  posesión  tan  estable  y  segura  como 
la  libre. 

8.  En  el  copyhold  el  señor  es  oficial- 
mente el  propietario  de  los  bienes  ocu- 
pados, no  teniendo  sobre  ellos  una  sim- 
ple supremacía  incorporal,  como  sobre 
las  posesiones  libres.  Es,  pues,  un  ver- 
dadero señor  feudal  que  goza  de  las 
ventajas  y  prerrogativas  correspon- 
dientes a  este  carácter,  con  la  sola  re- 
serva de  la  costumbre  establecida  en 
su  caserío,  lo  cual  constituye  enfrente 
del  señor  la  salvaguardia  de  los  eo- 
pyholders. 

As!,  el  señor  tiene  derecho  A  todas 
las  minas  y  minerales  utilizables,  y  á 
ciertos  árboles,  aunque  hayan  sido 
plantados  por  el  eopyholder,  pero  la 
costumbre  le  impide,  de  ordinario,  ex- 
plotar las  minas  ó  los  árboles  sin  con- 
sentimiento del  mismo.  Si  el  eopyholder 
estipula  por  su  propia  autoridad  un 
arrendamiento  de  más  de  un  año,  sin 
estar  especialmente  autorizado  para 
ello,  caduca  su  derecho;  y  en  la  misma 
pena  incurre  cuando  da  lugar  á  devas- 
taciones por  acción  ó  por  omisión. 
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El  eopyholder  se  encuentra,  respecto 
de  tercero,  en  la  misma  situación  que 
el  propietario  libre,  y  su  «estado»  legal 
se  presenta  bajo  las  mismas  formas 
que  el  de  éste,  pudiendo  ser  vitalicio, 
o  sustituido,  ó  en  feudo  simple,  según 
que  haya  sido  concedido  simplemente 
al  poseedor,  ó  al  poseedor  y  sus  des- 
cendientes, ó  al  poseedor  y  sus  here- 
deros. 

Los  copyholders  no  podían  antes  ena- 
genar  el  bien  cuando  gozaban  de  él  en 
calidad  de  simple  ó  de  sustituido  (está- 
te tail),  pues  no  poseyendo  más  que 
conforme  á  la  voluntad  del  señor,  no 
podían  imponer  una  carga  á  sus  here- 
deros ,  facultad  que  entre  los  hom- 
bres libres  condujo  gradualmente  al 
derecho  de  enagenar.  Hasta  1833,  las 
tierras  del  copyhold  en  feudo  simple 
pasaron  al  heredero  designado  por  la 
costumbre,  sin  quedar  gravadas  en 
modo  alguno  por  las  obligaciones  de 
su  causante. 

En  cuanto  á  los  copykolds  conferidos 
en  estáte  tail,  los  señores  siguieron  di- 
versos sistemas,  señalando  6  no  reglas 
para  la  sustitución.  Recurrióse  más 
tarde  para  enagenar,  ya  a  despojos  y 
procesos  ficticios,  ya  a  simples  cesio- 
nes, lo  que  produjo  injusticias  y  des- 
igualdades, hasta  que  un  Estatuto  de 
Guillermo  IV  declaró  que  las  sustitu- 
ciones de  los  copyholders  pudieran  ser 
anuladas  por  una  simple  enagenación, 
según  el  método  ordinario  admitido 
para  esta  clase  de  bienes.  Cuando  hay, 
no  solamente  sustitución,  sino  derecho 
de  reversibilidad  en  favor  de  una  per- 
sona determinada,  es  preciso  que  el 
consentimiento  de  esta  persona  para  la 
enagenación  conste  en  un  documento 
solemne,  ó  por  inscripción  en  el  regis- 
tro del  caserío,  ó  por  la  intervención 
del  que  tenga  derecho  ala  enagenación. 


El  poseedor  en  feudo  simple  de  un 
copyhold  tiene  el  derecho  absoluto  de 
disponer  de  él  como  si  se  tratase  de 
una  propiedad  libre,  por  disposición 
ínter  oídos  ó  por  testamento. 

Todo  «estado»  en  feudo  simple,  lo 
mismo  la  propiedad  libre  que  el  co- 
pyhold, pueden  ser  enagenados  forzo- 
samente para  el  pago  de  toda  justa 
deuda  coni  raída  por  el  difunto  posee- 
dor. Los  acreedores  por  sentencia  fir- 
me obtuvieron  en  1838  la  facultad  de 
embargar  los  copyholde,  y  los  terceros 
adquirentes  de  bienes  de  esta  especie 
están  obligados  por  toda  sentencia  opo- 
nible  á  su  vendedor,  á  menos  de  que  no 
hayan  tenido  conocimiento  de  ello  en 
el  momento  de  la  adquisición,  ni  estén 
amparados  por  loa  Estatutos  2.°  y  3."  de 
la  Reina  Victoria,  según  los  cuales  el 
tercero  no  puede  ser  demandado  en 
este  caso. 

Si  quiebra  el  eopyholder,  los  acree- 
dores tienen  sobre  el  copyhold  los  mis- 
mos derechos  que  sobre  las  propieda- 
des libres. 

La  transmisión  por  sucesión  de  un 
copyhold  en  feudo  simple  está  regulada 
por  la  costumbre  del  caserío  de  que 
depende.  Pero  bajo  esta  reserva  se  apli- 
can los  principios  estatuidos  por  el 
Aci  for  the  amendment  of  the  law  of 
inheritance,  cualq  jieraque  sea  el  orden 
de  sucesión  determinado  por  dicha  cos- 
tumbre. Lo  mismo  que  en  materia  de 
propiedades  libres,  el  heredero  de  un 
eopyholder  muerto  intestado  es,  desde 
él  instante  déla  muerte  de  éste,  posee- 
dor del  bien,  y  puede  verificar  actos  de 
posesión  aun  antes  de  haber  sido  acep- 
tado formalmente  por  el  señor.  Pero  en- 
frente de  este  último,  la  admisión  sólo 
le  da  definitivamente  la  cualidad  de 
poseedor,  porque  puede  estar  subordi- 
nada al  pago  de  un  derecho  de  recono- 
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cimiento  (1),  cuyo  importe  es  fijado  por 
la  costumbre  del  caserío,  sin  que  pue- 
da exceder  de  dos  anualidades  de  la 
renta  neta  del  bien.  A  falta  de  herede- 
ros, el  bien  vuelve  al  señor. 

El  marido  supérstite  no  goza  de  nin- 
gún derecho  sobre  los  copyhold»  de  su 
mujer,  ni  la  mujer  sobre  los  del  mari- 
do, &  no  ser  en  virtud  de  una  costum- 
bre especial,  en  cuyo  caso  el  derecho 
de  la  mujer  se  llama,  free-berch. 

En  ciertos  caseríos  el  señor  tiene  de- 
recho á  un  canon  anual,  y,  en  caso  de 
que  no  se  le  pague,  puede  embargar 
los  bienes  del  poseedor.  En  otros,  goza 
al  fallecimiento  de  éste  de)  derecho  de 
hacer  que  se  le  entregue  la  mejor  ca- 
beza de  ganado,  6  el  mejor  mueble  que 
hubiese  pertenecido  al  difunto.  Esta 
costumbre,  que  es  muy  antigua,  sub- 
siste hoy;  pero  son  muy  variables  la 
naturaleza  y  el  objeto  de  los  bienes  de- 
bidos al  señor,  siendo  lo  más  frecuente 
que  se  le  entregue  una  cantidad  en  me- 
tálico. El  señor  tiene  para  cobrarla 
una  acción  de  nulidad,  y  toda  dispo- 
sición hecha  en  fraude  de  sus  derechos 
es  anulable. 

Los  copyholds,  como  las  propiedades 
libres,  pueden  poseerse  conjuntamente 
ó  en  común.  Cuando  hay  posesión  con- 
junta, la  admisión  en  los  registros  del 
caserío  de  uno  de  los  poseedores  apro- 
vecha á  los  demás,  y  á  la  muerte  del 
inscripto  los  otros  no  tienen  necesidad 
de  inscribirse  de  nuevo. 

El  Tribunal  de  la  Cancillería  es  el 
competente  para  autorizar  las  particio- 
nes entre  poseedores  conjuntos. 

Los  diversos  derechos  que  competen 
al  señor  han  llegado  á  parecer  muy 
onerosos  para  los  poseedores,  por  lo 
cual  el  ya  citado  Estatuto  de  la  Reina 


(I)    Cierto  derecho  que  pega  todo  vasallo  ni 
vo  al  señor  od  prueba  de  sumisión. 


Victoria  ha  facilitado  la  transforma- 
ción de  estos  derechos  por  un  procedi- 
miento análogo  al  que  habla  estableci- 
do para  la  de  los  diezmos,  y  que  con- 
siste en  que  los  diferentes  derechos 
del  señor  se  conviertan  en  una  renta  de 
la  tierra,  cuya  tasa  es  fija  ó  proporcio- 
nal al  precio  del  trigo,  sin  perjuicio  de 
un  derecho  fijo  que  se  paga  en  caso  de 
muerte  ó  de  enagenación,  y  que  no 
puede  exceder  de  cinco  chelines. 

La  misma  ley  ha  facilitado  la  fran- 
quicia completa  del  copyhold  por  medio 
de  una  renta  de  la  tierra  ó  de  un  precio 
de  rescate,  pagadero  por  el  poseedor  á 
término  fijo  ó  por  anualidades.  Hasta 
ahora,  la  franquicia  del  copyhold  esta- 
ba subordinada  al  consentimiento  reci- 
proco de  las  dos  partes;  hoy,  cada  una 
de  ellas  puede  obligar  &  la  otra  á 
preslarle  por  medio  de  una  sentencia 
arbitral,  confirmada  por  los  Comisarios 
de  los  copyholds.  Si  las  partes  no  se 
avienen  en  las  condiciones  del  rescate, 
Be  Ajan  éstas,  bien  por  un  perito  nom- 
brado de  conformidad  por  ambas  par- 
tes, bien  por  dos,  designado  el  uno  por 
el  señor  y  el  otro  por  el  poseedor,  á  los 
que  se  agrega  un  tercer  arbitro.  Por 
regla  general,  cuando  la  redención  ó 
franquicia  es  reclamada  por  el  señor, 
la  compensación  que  se  le  debe  con- 
siste en  una  renta  impuesta  sobre  el 
inmueble. 

La  franquicia  no  extingue  ni  modifi- 
ca los  derechos  de  las  partes  sobre  las 
minas  ó  minerales  que  encierra  el  sue- 
lo, sino  en  tanto  que  ésta  se  ha  conve- 
nido formalmente  por  escrito. 

3.  La  enagenación  inter  cieos  de  los 
coypholds  se  hacn,  poco  más  ó  menos, 
lo  mismo  que  en  la  Edad  Media;  el 
copyholder  devuelve  sus  tierras  al  se- 
ñor, el  cual  admite  en  seguida  al  ad- 
quirente  en  el  lugar  de  aquél. 
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Antiguamente,  para  dar  publicidad  á 
las  e na  ge  naciones,  los  nuevos  posee- 
dores prestaban  homenaje  ante  el  Tri- 
bunal consuetudinario  del  caserío;  hoy 
este  Tribunal  lo  constituyen  el  señor  6 
su  Intendente,  aun  sin  asistencia  de 
ningún  copykolder.  El  Tribunal  no  pue- 
de funcionar  fuera  del  caserío,  ni  nin- 
guna publicación  hecha  en  la  audiencia 
ó  sesión  es  oponible  al  copykolder  que 
no  haya  asistido  a  ella,  á  menos  que  se 
le  hubiera  avisado  dentro  del  mes.  Las 
actas  del  Tribunal  se  inscriben  en  un 
registro  que  los  poseedores  tienen  de- 
recho á  consultar. 

Cuando  un  copykolder  desea  enage- 
nar  sus  bienes  ínter  cióos,  se  presenta 
ante  el  señor  ó  el  Intendente,  con  obje- 
to de  devolvérselas  en  provecho  del 
adquirente  ó  del  adquirente  y  sus  des- 
cendientes, ó  del  adquirente  y  sus  here- 
deros. Esta  retrocesión,  que  constituye 
el  primer  acto  de  la  ceremonia,  se  hace 
habitual  mente  bajo  la  forma  simbólica 
de  la  entrega  por  el  poseedor  al  señor 
de  una  varita  ó  de  una  espiga. 

Si  esto  ee  efectúa  en  sesión  del  Tri- 
bunal consuetudinario,  se  toma  inme- 
diatamente nota  de  ello  en  el  registro 
del  caserío,  y  se  remite  una  copia  de  la 
inscripción,  timbrada  y  firmada  por  el 
Intendente,  al  adquirente,  cuyo  titulo  le 
constituye  dicha  copia.  Si,  por  el  con- 
trario, no  se  efectúa  en  sesión  del  Tri- 
bunal, se  levanta  acta  de  la  operación, 
sellada  y  Armada  por  el  Intendente  y 
por  las  partes,  y  se  inscribe  en  el  re- 
gistro. 

El  segundo  acto  de  la  enagenación  le 
constituye  la  admisión,  que  puede  veri- 
ficarse en  todo  tiempo  á  petición  de 
aquél  en  cuyo  provecho  se  hace  la  re- 
trocesión. La  admisión  está  subordi- 
nada al  pago  de  un  derecho  fijado  por 
la  costumbre  del  caserío,  pero  que,  en 


general,  no  excede  de  la  renta  de  dos 
años  del  predio,  hecha  deducción  délos 
gravámenes  que  tenga.  Si  este  derecho 
no  se  paga  en  los  términos  convenidos, 
el  señor  tiene  seis  años  para  perseguir 
al  deudor,  y  en  ciertos  casos  puede 
despojarle  de  su  posesión. 

Por  regla  general,  la  admisión  tiene 
lugar  en  una  sesión  inmediatamente 
posterior  á  la  retrocesión,  y  en  la  mis- 
ma forma  simbólica;  el  señor  pone  en 
manos  del  adquirente  la  varita  ó  la  es- 
piga que  ha  recibido  del  precedente  co- 
pykolder, instituyéndole  así  como  nue- 
vo poseedor.  Si  la  admisión  no  se  veri- 
ñca  en  sesión,  se  retrotrae  al  dia  de  la 
devolución  ó  retrocesión;  por  consi- 
guiente, si  un  copykolder,  después  de 
haber  hecho  una  retrocesión,  hace  otra 
en  provecho  de  distinta  persona,  y  ésta 
se  hace  admitir  la  primera,  la  admisión 
posterior  del  primer  cesionario  priva 
al  segundo,  aun  estando  admitido,  de 
todo  derecho  sobre  el  bien. 

La  admisión  no  se  hace  necesaria- 
mente en  el  mismo  caserío;  el  señor,  ó 
el  Intendente,  ó  el  Viceintendente,  pue- 
den admitir  en  todo  tiempo  y  lugar,  en 
el  caserío  ó  fuera  de  él,  y  sin  necesidad 
de  que  se  presente  al  Tribunal  consue- 
tudinario el  acta  de  retrocesión. 

Entre  la  retrocesión  y  la  admisión,  el 
adquirente  no  tiene  más  que  un  princi- 
pio de  derecho;  aún  no  está  reputado 
como  poseedor;  no  tiene  ningún  estado, 
ni  puede  disponer  del  bien  ínter  vivos, 
sino  por  testamento;  igualmente  le  es 
lícito  darlos  en  arriendo  al  ceden  te. 

También  puede  obligar  al  señor  á  ad- 
mitirle, bien  por  un  bilí  de  la  Cancille- 
ría, bien  por  un  mandamiento.  El  señor 
no  es,  en  materia  de  admisión,  más  que 
un  simple  intermediario  necesario  en- 
tre las  dos  partes. 

La  enagenación  por  testamento  de 
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fideicomisos  ó 
determinación, 

De  los  fideico- 
:omlHO  expreso 
i  comiso  eip  re- 
De  loe  fideico- 
ib  fideicomisos 
iducción;  E.  F¡- 

De  los  trustees 


trusts  no  tie- 
ií) la  un  equi- 
a  inglesa  al- 
importancia. 
i  fideicomiso, 
afectivamente 
n  confiado  á 
fe  de  una  per- 
uso  de  otra; 
fia  esa  guar- 
una  trastee,  y 
¡n  ningún  be- 
nal;  y  la  per- 
arda  y  admi- 
ce  con  la  ex- 
Por  lo  tanto, 
naturaleza  y 
t,  el  carácter 
ario,  de  co  mi- 
responsable, 
i  materia  de 
'.slui  que  trust, 
í  un  usufruc- 
i  útil,  sin  que 
.s  situaciones 

cas  hicieron 
ico  de  dispo- 
i  de  la  tierra 
usufructo.  Bl 


abuso  que  de  éste  se  hizo  movió  á  En- 
rique VIII  &  promulgar  su  famoso  Sta- 
tute  o/  uses,  que  tenia  por  objeto  supri- 
mir esa  división  de  la  propiedad;  pero 
lejos  de  conseguirlo,  el  resultado  de  la 
ley  no  fué  otro  que  el  de  introducir  en 
las  reglas  del  derecho  común  los  prin- 
cipios aplicados  por  los  Tribunales  de 
equidad. 

La  doctrina  moderna  en  la  materia 
es  la  siguiente:  para  constituir  unequt- 
tabla  estáte  en  provecho  de  una  perso- 
na, ó  sea  para  asegurarla  bajo  la  pro- 
tección de  los  Tribunales  de  equidad 
el  disfrute  de  un  bien  conferido  según 
ley  a  otra  persona,  basta  transmitir  el 
bien  á  ésta,  en  provecho  de  la  primera. 

La  propiedad  legal  de  un  feudo  sim- 
ple pertenece  entonces,  en  virtud  del 
Síatuteofuses.á  la  persona  llamada  en 
primer  término  to  use,  y  el  beneficio 
real  de  la  disposición  esta  reservado  á 
la  persona  llamada  en  segundo  tér- 
mino, al  cestui  que  trust,  en  virtud  de 
la  doctrina  del  Tribunal  de  la  Canci- 
llería. 

El  eslate  en  feudo  simple  de  que  está 
investido  el  trustee,  lleva  el  nombre  de 
«estado  legal»,  porque  no  tiene  valor 
más  que  ante  los  Tribunales  de  dere- 
cho común  y  no  ante  los  de  equidad.  A 
la  inversa,  el  derecho  de  goce  del  eestui 
que  trust  se  llama  «estado  de  equidad» 
{equitable  estáte),  porque  no  está  reco- 
nocido ni  protegido  más  que  por  los 
Tribunales  de  equidad. 

En  los  actos  translatívos  de  propie- 
dad se  emplea  el  antiguo  término  use 
cuando  se  entiende  que  el  cesionario 
tiene  á  la  vez  el  goce  y  la  propiedad  le- 
gales conforme  al  principio  establecido 
por  el  Statute  o/uses. 

Cuando  se  trata,  por  el  contrario,  de 
constituir  un  equitable  estáte  en  prove- 
cho de  otra  persona  distinta  de  la  que 
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de  ocupación  más  que  en  materia  de 
propiedades  libres,  con  exclusión  de 
las  enfilé  u  ticas  y  de  los  eopyholds,  la 
ley  de  Enrique  VIII  es  extraña  á  lodo 
lo  que  no  tenga  carácter  de  posesión 
libre,  no  pudiendo  aplicarse: 

1."  A  los  bienes  muebles,  en  ge- 
neral; 

2,"  A  los  bienes  de  naturaleza  mixta 
(¡mpure  personal  propert¡/),Á\oschatiels 
real,  y  á  las  tierras  arrendadas  por  lar- 
go término; 

3."    A  los  copyholds  lanas. 

Además,  aun  para  las  propiedades 
libres,  el  Estatuto  no  se  aplicaba  más 
que  á  los  usos  pasivos,  y  no  á  los  acti- 
vos, esto  es,  á  los  que  imponían  ciertas 
obligaciones  activas. 

2.  El  principio  general  en  materia  de 
determinación,  creación  y  enagenación 
de  los  fideicomisos  es  que  nía  equidad 
sigue  &  la  ley»,  es  decir,  que  el  Tribu- 
nal de  la  Cancillería  ha  adoptado,  en 
lodo  lo  posible,  para  los  equitable  está- 
te» las  reglas  aplicadas  en  el  derecho 
común  para  los  legal  estates.  Asi,  un 
fideicomiso  en  favor  de  una  persona 
durante  su  vida,  ó  de  esa  persona  y 
sus  descendientes,  ó  de  la  misma  per- 
sona y  sus  herederos,  se  considera  co- 
mo un  equitable  estáte  vitalicio,  ó  sus- 


persona  á  quien  corresponda  el  goce 
del  bien;  no  hay  más  excepción  que  los 
fideicomisos  que  se  derivan  ó  se  trans- 
miten por  disposición  de  la  ley.  De 
igual  modo,  toda  cesión  de  un  fideico- 
miso cualquiera  debe  ser  objeto  de  un 
escrito  entre  vivos  ó  de  un  testamento 
firmado  por  el  cedente.  En  la  práctica 
se  emplean  habitualmente  para  transfe- 
rir un  fideicomiso  las  formas  usadas  en 
materia  de  legal  estáte;  pero  éste  no  es 
de  rigor. 

La  regla  expuesta  (que  fué  estableci- 
da por  el  «Estatuto  de  fraudes»)  se  apli- 
ca, no  solamente  á  las  propiedades  li- 
bres, sino  también  á  los  copyhold  lands, 
á  los  dominios  arrendados  por  largo 
tiempo  y  á  los  ckattels  real.  No  se  apli- 
ca á  los  bienes  muebles  propiamente 
dichos. 

Cuando  el  eestui  que  trust  muere  in- 
testado, su  equitable  estáte  pasa  á  sus 
herederos,  siguiendo  las  mismas  re- 
glas que  un  legal  estáte.  Si,  en  la  mis- 
ma hipótesis,  no  deja  herederos,  e!  es- 
táte en  feudo  simple  no  vuelve  al  señor, 
como  ocurriría  con  un  legal  estáte,  por 
ser  el  fideicomiso  una  simple  creación 
de  equidad.  En  semejante  caso,  el 
trustee  conserva  el  bien  descargado  de 
los  fideicomisos  que  le  gravaban,  sien- 
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do,  por  lo  tanto,  el  único  y  verdadero 
poseedor. 

El  propietario  de  un  equiiable  estáte 
tiene  derecho  4  enagenarle,  si  quiere. 
Puede  el  estáte  ser  vendido  igualmente 
á  petición  de  sus  acreedores,  con  espe- 
cialidad en  caso  de  quiebra  del  cestui 
que  trust.  Pero  la  quiebra  del  trastee  no 
produce  efecto  análogo  en  cuanto  á  él; 
permanece  investido  de  su  legal  estáte, 
el  cual  no  pasa  al  Sindico  que  repre- 
senta á  los  acreedores. 

Los  fideicomisosóírusfe  se  dividen  en 
trusts  simples  y  trusts  especiales.  Hay 
tres  clases  de  fideicomisos  simples,  es 
decir,  en  los  que  el  trustee  tiene  el  legal 
estáte  bajo  reserva  de  las  cargas  á  que 
está  obligado  por  equidad,  los  fideico- 
misos expresos,  los  implícitos  y  los  por 
inducción.  Los  primeros  se  subdividen, 
según  su  objeto,  en  fideicomisos  de  in- 
terés privado  y  fideicomisos  de  interés 
público.  Las  dos  últimas  especies  pre- 
sentan grandes  analogías,  y  es  muy 
difícil  distinguir  una  de  otra.  Los  iru&ts 
especiales  son  aquéllos  que  imponen  al 
trustee  una  misión  especial  que  Henar; 
trust  para  subasta,  trust  para  pago  de 
deudas,  sin  investir  de  ningún  estáte 
con  relación  a  los  bienes  que  al  trust 
se  refieren,  ó  al  menos  no  confiriéndole 
mas  que  el  estáte  estrictamente  nece- 
sario para  que  pueda  desempeñar  su 
mandato. 

B.  a)  Se  dice  que  un  fideicomiso  es 
expreso  cuando  su  causante  ha  dado  a 
conocer  claramente,  por  escrito  ó  de 
viva  voz,  su  voluntad  de  conferir  un 
bien  á  una  persona  para  asegurar  a 
otra  todos  los  frutos  y  ventajas  prove- 
nientes de  este  bien,  ó,  en  otros  tér- 
minos, para  asegurarle  el  dominio 
útil. 

Los  fideicomisos  expresos  de  interés 
privado  pueden  ser  de  varias  clases: 


I.°    Ejecutados  ó  simplemente  even- 
tuales; 
2."    A  titulo  gratuito  ó  á  título  one- 

3.°    Fraudulento  ó  de  buena  fe. 

El  fideicomiso  ejecutado  es  aquél 
que,  después  de  haber  sido  definitiva- 
mente declarado  por  el  acto  constituti- 
vo, no  exige,  para  producir  lodos  sus 
efectos,  ningún  acto  ulterior.El  fideico- 
miso es  simplemente  eventual  cuando 
sólo  existen  instrucciones  dadas  en  vir- 
tud de  la  transmisión  del  bien  upon 
trust,  y  cuando  el  acto  que  las  encierra 
no  lleva  acabo  por  si  mismo  la  trans- 
misión que  ordena.  Por  regla  general, 
existe  fideicomiso  de  esta  clase  cuando 
el  disponente  da  á  conocer  sus  inten- 
ciones en  términos  generales,  siendo 
los  Tribunales  de  equidad  los  llamados 
a  interpretarlos,  afin  de  que  se  puedan 
ejecutar. 

Los  fideicomisos  pueden  ser  volun- 
tarios, esto  es,  constituidos  por  un  aclo 
de  liberalidad,  ó  bien  creados  por  una 
justa  causa  y  mediante  una  justa  com- 
pensación (Jar  valuable  eonsideration). 

La  cuestión  de  la  existencia  ó  no 
existencia  de  una  caluable  eonsidera- 
tion es  muy  importante.  Un  fideicomi- 
so puede  ser  constituido  á  titulo  gratui- 
to; si  la  constitución  está  hecha  correc- 
tamente, surtirá  todos  sus  efectos,  no 
obstante  aquella  circunstancia.  Pero 
cuando  el  acto  constitutivo  ótranslativo 
contiene  un  vicio,  obliga  á  las  partes, 
por  equidad,  si  se  ha  hecho  for  valua- 
ble eonsideration;  no  las  obliga  si  es 
completamente  gratuito  y  liberal.  En 
cuanto  á  la  palabra  eonsideration,  se  le 
han  atribuido  extensiones  muy  dife- 
rentes. Hoy  el  Tribunal  de  la  Canci- 
llería concede  ó  deniega  su  asistencia, 
según  haya  ó  no  una  consideración  ilu- 
soria ó  nominal;  por  ejemplo,  la  entre- 
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sido  conferido. 

La  constitución  de  un  fideicomiso 
puede  ser  fraudulenta  ó  de  buena  fe,  y 
por  consiguiente  considerada  como  in- 
eficaz ó  como  eficaz.  Sera  nula  toda 
enagenación  colusoria  que  defraude  los 
derechos  de  los  acreedores ;  pero  no 
será  colusoria  ni  fraudulenta  una  ena- 
genación hecha  mediante  una  good  con- 
«ideratton  y  de  buena  fe  en  favor  de 
una  persona  ignorante  también  de  que 
es  perjudicial  á  los  acreedores.  El  Es- 
tatuto en  que  esto  se  dispone  no  decla- 
ra nula  toda  enagenación  espon  trust 
tínicamente  porque  sea  gratuita,  y  aun- 
que el  disponente  tuviese  deudas  en  el 
momento  de  hacerla;  la  ley  en  cuestión 
no  ataca  más  que  &  los  actos  fraudu- 
lentos aun  en  el  caso  de  que  el  dispo- 
nente no  sea  insolvente.  Esta  es  una 
cuestión  de  hecho,  que  el  Juez  debe  re- 
solver según  su  criterio  en  cada  caso. 
También  son  nulos  los  actos  hechos  en 
fraude  de  terceros  adqui  rentes  ó  acree- 
dores por  razón  de  prenda. 

Ya  queda  dicho  que  la  constitución 
de  un  fideicomiso  no  está  hoy  sujeta  á 
ninguna  fórmula  sacramental,  bastan- 
do que  resulte  clara  la  intención  de  las 
partes.  Pero  es  muy  difícil,  especial- 
mente cuando  se  trata  de  un  testamen- 
to, determinar  si  esta  intención  existe 
ó  no.  Los  jurisconsultos  ingleses,  y  es- 
pecialmente Lord  Langd ale,  opinan  que 
cuando  la  propiedad  de  un  bien  se  ha 
dado  á  alguno  sin  reserva,  y  el  donante 


de  simple  ruego,  un  carácter  imperati- 
vo en  el  fondo,  y  cierto,  según  la  ma- 
nera como  se  los  haya  empleado; 

2."  Si  el  objeto  de  la  recomendación 
es  cierto; 

3."  Si  las  personas  llamadas  á  reco- 
ger el  beneficio  de  la  recomendación 
son  ciertas  también.  Estas  condiciones 
constituyen  lo  que  los  jurisconsultos 
llaman  «las  tres  certezas»;  si  falta  al- 
guna de  ellas  no  hay  fideicomiso.  Esta 
doctrina  ha  sido  confirmada  por  múlti- 
ples sentencias. 

Cuando  un  testador  confia  bienes 
muebles  ó  inmuebles  á  un  trusiee  ó  lega 
los  efectos  mobiliarios  á  su  albacea, 
sin  conceder  expresamente  el  goce  á 
este  albacea  ó  trustee,  ó  declarando 
claramente  que  entiende  que  no  le 
abandona,  el  benefieial  inierest  se  en- 
cuentra sin  destinatario,  y  es  indispen- 
sable que  el  testador  complete  sus  dis- 
posiciones en  este  asunto  por  un  acto 
ulterior  válido  como  testamento.  En 
otros  términos,  un  fideicomiso  secreto 
declarado  simplemente  de  viva  voz  ó 
en  un  escrito  que  no  reúna  las  condi- 
ciones de  validez  de  un  testamento,  es 
tachado  de  nulidad,  y  los  bienes  pasan 
al  heredero  ó  al  legatario  universal  sin 
ninguna  carga. 

Aunque,  en  general,  los  Tribunales 
de  equidad  se  esfuerzan  en  asegurar  el 
cumplimiento  de  las  intenciones  del 
disponente,  es  preciso  que  el  objeto  del 
fideicomiso  no  sea  contrario  á  la  ley. 
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ibordinado  á  la  condi- 
as  las  rentas  del  bien 
is  durante  un  plazo  más 
no  se  mantendrá  más 
/ida  de  las  personas  que 
oca  en  que  el  trust  se 
dntiun  años  más;  si  la 
ordena  por  un  periodo 
ust9.fi  nulo  totalmente, 
o  está  permitido  subor- 
n  de  un  fideicomiso  á  la 
e  el  cestui  que  trust  no 
ndo,  y  de  que  sus  acree- 
i  embargarle.  Este  esta- 
mento en  que  el  cestui 
ivestido  de  él,  no  puede 
egftim&s  reivindícacio- 
edores.  Pero  el  fldeico- 
constituldo  bajo  la  con- 
svuelto  á  un  tercero,  en 
ento  en  que  el  primer 
3ra  desprenderse  de  él, 
io  de  quiebra. 
ilecimientos  de  benefl- 
idad  pública  son  objeto 
■ecido,  y  las  liberalida- 
itorgan  gozan  de  ciertas 
no  tienen  las  donacio- 
irticulares.  Hé  aquí  al- 
icticos: 

tador,  expresando  cla- 
nción  de  hacer  un  lega- 
;aritativo,  omite  preci- 
íomo  entiende  realizar 
el  Tribunal  de  la  Canci- 
ipliresta  omisión  para 
a  liberalidad.  Mas  para 
i,  es  preciso  que  el  ob- 
>era!ídad  sea  caritativo 
id,  no  bastando  que  se 
:e  en  favor  de  un  objeto 
ral  ó  de  utilidad  públi- 
¡to  caritativo  ó  útil.  El 
er  un  destino  puramen- 
bastante  definido  para 


que  el  Tribunal  pueda  asegurar  la  eje- 
cución según  las  miras  probables  del 
disponente.  Es  nulo  el  legado  hecho  6 
los  trustees  para  que  lo  destinasen  á 
las  obras  pías  ó  caritativas  que  quieran 
designar; 

2."  Cuando  el  donante  goza  de  capa- 
cidad para  disponer,  y  posee  realmente 
un  estáte,  el  Tribunal  suple*  Jas  deficien- 
cias que  tenga  el  acto  constitutivo  del 
trust,  siempre  que  no  presente  nada 
contrario  á  la  ley; 

3.°  Cuando  una  persona  hace  entre 
vivos  ó  por  testamento  una  liberalidad 
válida  por  si  misma,  y  expresa  en  tér- 
minos generales  la  intención  de  que 
esta  liberalidad  reciba  un  destino  cari- 
tativo, pero  sin  especificar  bajo  qué 
forma,  y  en  provecho  de  qué  obra,  el 
Tribunal  toma  á  su  cargo  el  cumpli- 
miento de  la  intención  del  donante,  de- 
signando el  objeto  al  cual  debe  aprove- 
char la  liberalidad. 

Por  otra  parte,  cuando  una  persona 
afecta  un  bien  ó  las  rentas  de  un  bien  á 
objetos  que  en  aquel  momento  consu- 
men todo  el  beneficio  del  mismo,  de- 
jando, además,  un  exceso  de  las  rentas, 
el  Tribunal,  si  se  trata  de  un  eharitable 
trust,  dedica  este  exceso  á  la  misma 
obra  caritativa;  mientras  que,  si  se  tra- 
tase de  un  particular,  éste  exceso  per- 
tenecería al  donatario  ó  á  sus  causa- 
habientes. 

Esta  regla  no  tiene  más  excepción 
que  cuando  el  donante  ha  previsto  el 
caso  de  que  haya  exceso,  y  ha  limitado 
el  derecho  de  disposición  que  el  Tribu- 
nal tiene.  En  este  caso,  el  exceso  per- 
tenece á  los  causa-habientes  del  do- 
nante, ó  al  donatario  gravado  con  la 
carga. 

La  persona  que  funda  un  estableci- 
miento de  caridad,  y  sus  herederos,  son 
por   derecho   propio    los    Inspectores 
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Un  fideicomiso  inmobiliario  no  puede 
aprovechar  á  una  Corporación  sino 
mediante  una  autorización  de  la  Coro- 
na. Tampoco  las  Corporaciones  civiles 
pueden  enagenar  bu  propiedad  in  trust 
sin  el  consentimiento  de  los  lorda  de  la 
Tesorería,  porque  ellas  mismas  son 
trastees  de  sus  bienes  con  interés  pú- 
blico. 

C.  Sedice  que  un  fideicomiso  es  im- 
plícito cuando  se  funda  con  la  inten- 
ción simplemente  presunta  de  su  autor. 
Hay  una  variedad  de  estos  fideicomi- 
sos que  lleva  el  nombre  de  «fideicomi- 
sos bajo  reserva». 

Se  dan  bastantes  casos  de  existencia 
de  estos  fideicomisos  implícitos,  y  de 
ellos  pudieran  ponerse  numerosos 
ejemplos;  mas  para  no  hacer  demasia- 
do extensa  esta  materia  nos  concreta- 
remos &  citar  uno.  Cuando  una  perso- 
na dispone  de  una  propiedad  inter  oitoa 
ó  por  testamento,  y  crea  un  fideicomi- 
so por  una  parte  de  las  rentas  de 
esta  propiedad,  se  supone  que  el  ex- 
ceso de  dichos  bienes  está  reservado 
para  esa  persona  y  sus  causa-habien- 
tes, existiendo,  por  lo  tanto,  en  su  favor 
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■o  lugar 
trataremos  con  mas  extensión  esta 
materia; 

2."  Cuando  un  truslee  renueva  un 
arrendatario  en  su  propio  nombre  y  en 
apariencia  por  su  propia  cuenta,  este 
arrendamiento,  aun  con  la  formal  de- 
negación del  arrendador  de  consentir 
un  nuevo  arrendamiento  al  eesiui  qve 
trust,  se  reputa  poseído  por  el  trustee  á 
titulo  de  fideicomiso  en  provecho  de  la 
persona  a  quien  beneficiaba  el  arrenda- 
miento anterior.  Esta  misma  regla  se 
aplica,  en  general,  a  toda  persona  que 
se  encuentra  frente  a  otras  en  relacio- 
nes fiduciarias  ó  cuasi  fiduciarias; 

3."  Cuando  un  copropietario  separa 
el  bien  común,  nace,  por  inducción,  en 
su  favor,  por  razón  de  estas  ímpensas, 
un  lien  ó  un  trust.  Lo  mismo  ocurre 
con  el  poseedor  vitalicio  ó  a  voluntad 
que  lleva  á  cabo  á  sus  expensas  traba- 
jos de  una  utilidad  permanente  comen- 
zados por  su  causante  en  el  dominio; 

4.°  En  caso  de  muerte  ab  intestato 
de  un  acreedor  por  prenda,  el  legal  es- 
táte pasa  a  su  heredero;  pero  no  siendo 
el  eslate  empeñado,  por  equidad,  más 
que  una  seguridad  del  dinero  prestado 
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al  deudor,  el  heredero  es  reputado  sim- 
ple trastee  con  relación  á  los  que  son 
llamados  á  recoger  el  crédito  en  la  su- 
cesión del  difunto. 

B.  Veamos  ahora  algunos  fideicomi- 
sos especiales: 

1."  Trust for  sale.  El  trustee  6.  quien 
se  ha  confiado  un  bien  para  venderle 
está  obligado  á  cumplir  el  mandato  en 
un  plazo  razonable,  teniendo  en  consi- 
deración los  diversos  intereses  de  sus 
mandantes.  Este  trust  no  implica  el  de- 
recho de  arrendar  ni  de  empeñar  el 
bien:  pero  el  trastee  tiene  facultades 
para  venderle  en  conjuntoópor  partes; 
el  poder  para  empeñar  no  implica  el 
de  vender.  Por  regla  general,  el  cestui 
que  trust  debe  firmar  con  el  trastee  el 
recibo  que  ha  de  darse  al  adquirente. 

El  trastee  for  sale  no  tiene  derecho  á 
adquirir  los  bienes  que  está  encargado 
de  vender,  por  temor  de  que  su  deber 
se  encuentre  en  oposición  con  sus  in- 
tereses. Si  desconoce  esta  regla,  el 
cestui  que  trust  tiene  la  [acuitad  de  re- 
cobrar el  bien,  á  menos  de  que  haya 
confirmado  la  operación;  únicamente 
está  obligado  á  consignar  á  este  efecto 
lo  necesario  ante  un  Tribunal  de  equi- 
dad en  un  plazo  razonable; 

2."  Trust  for  payment  of  debía.  En 
los  fideicomisos  en  beneficio  de  acree- 
dores hay  que  distinguir  entre  comer- 
ciantes y  no  comerciantes.  El  que  no 
es  comerciante  puede  constituir  todos 
ó  parte  de  sus  bienes  en  fideicomisos 
en  provecho  de  todos  ó  algunos  de  sus 
acreedores,  bajo  la  doble  condición  de 
no  obrar  de  una  manera  fraudulenta,  y 
de  no  ser  declarado  insolvente  ni  preso 
en  los  tres  meses  siguientes  á  la  cons- 
titución. 

Cuando  el  constituyente  es  comer- 
ciante, toda  enagenación  hecha  en 
fraude  de  acreedores  ó  de  algunos  de 


ellos  es  un  acto  de  bancarrota.  Pero 
un  comerciante  tiene  el  derecho  de 
transmitir  á  los  trastees  todos  sus  bie- 
nes en  provecho  de  sus  acreedores,  con 
tal  de  que  no  quiebre  en  los  tres  me- 
ses que  siguen,  y  los  trastees  señalen 
todos  el  deed  en  el  término  de  quince 
días  en  presencia  de  un  atiorney. 

Si  un  trust  for  ereditors  no  está  he- 
cho masque  por  la  conveniencia  del 
constituyente,  y  no  ha  sido  aún  comu- 
nicado á  ninguno  de  los  acreedores,  es 
revocable;  pero  deja  de  serlo  desde  que 
se  ha  informado  á  los  acreedores  por 
el  constituyente  ó  por  el  trustee.  El 
trust  hecho  sin  saberlo  los  acreedores 
no  tiene  otro  objeto  que  indicar  á  los 
irustees  cómo  quiere  el  constituyente 
que  se  apliquen  las  rentas  del  bien  con 
que  les  ha  investido  en  su  propio  be- 
neficio. 

3.  Es  de  utilidad  que  un  trustee  tenga 
la  capacidad  que  se  requiere  para  dis- 
frutar el  legal  estáte  y  para  ejecutar  el 
fideicomiso.  A  pesar  de  esto,  no  hay 
obstáculo  legal  para  que  sean  confia- 
das esas  funciones  á  una  mujer  casada 
ó  á  un  menor.  Cuando  un  trustee  es  ata- 
cado de  enagenación  mental,  el  Lord 
Canciller  6  la  Sala  de  Cancillería  del 
Tribunal  Supremo  tienen  el  derecho  de 
confiar  á  otras  personas  la  gestión  del 
fideicomiso. 

El  Acta  de  naturalización  de  1870  per- 
mite &  los  extranjeros  ser  trastees. 

Es  axiomático  en  los  Tribunales  de 
equidad  que  cuando  existe  un  fideico- 
miso expreso  ó  legal,  y  no  haya  nadie 
que  le  ejecute,  la  equidad  sigue  al  esta- 
do legal;  la  persona  investida  de  este 
estado  es  la  encargada  por  el  Tribunal 
de  la  ejecución  del  fideicomiso.  Los  Tri- 
bunales de  equidad  tienen  plenos  pode- 
res en  esta  materia,  hasta  el  punto  de 
que,  á  falta  de  todo  trustee,  el  Tribunal 
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nombra  a  quien  quiere,  6  desempeña 
por  si  mismo  el  cargo,  si  es  necesario 
y  se  trata  de  un  prívate  6  de  un  ehari- 
table  estáte. 

El  trastee  que  ha  aceptado  sus  fun- 
ciones no  puede  en  seguida  dimitirlas, 
y  únicamente  tiene  la  facultad  de  ha- 
cerse relevar,  ó  por  un  Tribunal  de 
equidad,  6  conforme  á  las  disposicio- 
nes del  acta  constitutiva,  6  por  con- 
sentimiento de  todos  los  interesados 
que  sean  suijuris.  El  Tribunal  de  equi- 
dad no  le  relevará  de  sus  funciones  por 
el  mero  hecho  de  que  él  lo  pida.  En 
cuanto  al  tercer  medio  de  ser  relevado 
del  cargo,  presenta  grandes  dificulta- 
des, porque  el  trustee  rara  vez  llegará 
a  probar  que  todos  los  eestuis  que  trust 
son  suijuris,  ni  siquiera  ei  viven,  y,  por 
consiguiente,  á  justificar  su  consenti- 
miento unánime. 

Se  considera  que  el  trustee  ha  acep- 
tado sus  funciones,  ya  cuando  ha  pues- 
to su  firma  bajo  el  acta  constitutiva  del 
fideicomiso,  ya,  en  defecto  de  una  acep- 
tación expresa,  cuando  realiza  actos 
que  no  podría  llevar  a  cabo  sin  esa  cua- 
lidad. 

Cuando  hay  varios  trustee»  y  uno  de 
ellos  muere,  se  ausenta  del  Reino  Uni- 
do durante  más  de  un  año,  ó  desea  ser 
relevado  de  sus  funciones,  ios  trastees 
restantes  pueden,  si  lo  creen  oportuno, 
nombrar  para  ocupar  su  puesto  á  otra 
ú  otras  personas,  y,  por  lo  tanto,  au- 
mentar con  este  motivo  el  número  de 
trastees.  Fuera  del  caso  en  que  desde  un 
principio  haya  uno  sólo,  un  trustee,  no 
puede  hacerse  relevar  de  sus  funciones 
si  no  quedan  otros  dos  para  ejecutar  el 
fideicomiso. 

Siendo  el  cargo  de  trustee  de  confian- 
za personal,  no  puede  ser  delegado.  Si 
ha  sido  autorizado  para  delegar  bus 
funciones  en  un  sustituto,  es  claro  que, 


usando  de  esta  facultad,  no  incurre  en 
ninguna  responsabilidad.  Por  otra  par- 
te, el  trustee  tiene  derecho  para  delegar 
sus  funciones  cuando,  siguiendo  los 
asuntos  su  marcha  ordinaria,  está  mo- 
ralmente  forzado,  como  ocurre  en  mu- 
chos casos,  con  evidencia  indudable. 

En  principio,  el  trustee  tiene  todas 
las  prerrogativas  y  todas  las  cargas  del 
legal  estáte,  pudiendo  enagenar  el  bien 
entre  vivos  ó  por  testamento,  como 
cualquier  otro  propietario.  Mas  para 
las  elecciones  del  Parlamento  no  es  él 
quien  vota,  sino  el  eestui  que  trust.  Si 
viene  al  estado  de  insolvencia  ó  de 
quiebra,  el  bien  no  entra  en  la  masa. 
El  real  estáte  perteneciente  á  un  trustee 
puede  ser  embargado  por  vía  de  elegit, 
como  consecuencia  de  una  sentencia 
dictada  por  un  Tribunal  de  derecho 
común;  pero  el  eestui  que  trust  no  tiene 
más  que  dirigirse  á  un  Tribunal  de 
equidad  para  poner  el  bien  al  abrigo  de 
las  diligencias  judiciales. 

Un  fideicomiso  no  está  sujeto  á  con- 
fiscación por  la  condena  ó  la  muerte 
sin  herederos  del  irustee.  El  Tribunal 
de  la  Cancillería  no  hace  más  que  nom- 
brar otro  nuevo  en  su  lugar. 

Los  trusteea,  sean  ó  no  albaceas  tes- 
tamentarios, están  obligados  á  gestio- 
nar los  negocios  del  trust  con  el  mismo 
cuidado  que  los  suyos  propios.  Cuando 
cumplen  con  este  deber,  no  son  res- 
ponsables de  pérdidas  accidentales. 
Además,  el  Tribunal  llamado  á  decidir 
la  medida  en  que  un  trustee  es  respon- 
sable de  la  pérdida  ó  del  deterioro  del 
fundo,  hace  siempre  una  distinción  en- 
tre los  deberes  que  incumben  al  trustee 
y  las  facultades  de  que  está  investido. 
Mientras  se  trata  de  un  deber,  está 
obligado  á  tener  una  exacta  diligen- 
cia, so  pena  de  responder  de  cualquier 
daño;  cuando  se  trata  de  un  poder  dis- 
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crecional,  debe  poner  la  misma  diligen- 
cia que  en  sus  propios  asuntos. 

Los  trastee»,  albaceas,  administrado- 
res de  sucesiones  y  otras  personas  que 
desempeñan  funciones  análogas,  no 
tienen  derecho  &  ninguna  remunera- 
ción, y  es  regla  de  equidad  que  el  trus- 
tee  no  debe  aprovecharse  de  ninguna 
ventaja  de  fideicomiso,  cualquiera  que 
sea  el  tiempo  que  haya  consagrado  á 
su  misión.  Nada  se  opone,  sin  embar- 
go, a  que  el  tntstee  contrate  una  remu- 
neración con  eestui  que  trust;  pero  los 
Tribunales  de  equidad  examinarán  ta- 
les convenios,  y  los  anularán  si  no  son 
moderados. 

De  que  el  trustee  no  deba  aprovechar- 
se en  el  fideicomiso  de  ninguna  ventaja 
persona],  resulta  que  no  puede  valerse 
de  su  situación  para  procurarse,  relati- 
vamente al  fundo  cuya  administración 
tiene,  un  beneficio  que  habría  perdido  si 
no  hubiera  sido  trustee.  Por  ejemplo,  si 
se  sirve  de  fondos  del  trust  para  dedi- 
carse á  especulaciones,  el  eestui  que 
trust  le  puede  exigir,  bien  la  reposición 
inmediata  de  dichos  fondos  con  su  in- 
terés, bien  las  cantidades  que  con  ellos 
ha  ganado  el  trustee.  Tampoco  el  trus- 
tee puede  comprar  al  eestui  que  trust  un 
bien  comprendido  en  el  fideicomiso,  á 
no  ser  con  estas  condiciones: 

1.a  Que  le  ofrezca  un  precio  superior 
al  que  le  ofrecerla  cualquier  otro  com- 
prador; 

2.*  Que  el  mismo  eestui  que  trust  se 
lo  haya  pedido; 

3.a  Que  la  venta  se  haga  en  subasta 
y  el  Tribunal  le  haya  autorizado  para 
pujar. 

Estos  principios  se  aplican,  no  sólo 
á  los  que  expresamente  llevan  el  titulo 
de  trustee,  sino  á  todos  aquéllos  que 
tienen  una  misión  de  confianza,  como 
los  agentes,  guardadores,  asociados,  di- 


rectores ó  gerentes  de  Sociedades,  et- 
cétera. Pero  si  bien  tienen  obligacio- 
nes iguales,  su  responsabilidad  es  me- 
nor que  la  de  los  trustees. 

Cuando  á  dos  ó  más  personas  se  les 
encarga  conjuntamente  las  funciones 
de  trastees,  y  una  de  ellas  percibe  ren- 
tas del  fundo  en  ausencia  de  las  otras, 
éstas  no  son  responsables  de  dichas 
rentas  sino  en  tanto  que  por  su  parte 
haya  fraude  ó  negligencia  profesional. 
Si  los  recibos  han  sido  firmarlos  por  lo? 
di  versos  eofrus  (ees  conjuntamente,  pero 
algunos  no  han  percibido  ó  cobrado 
nada  personalmente,  el  hecho  de  ha- 
ber puesto  su  Arma  en  el  recibo  no  im- 
plica responsabilidad  par  a  ellos,  porque 
no  podtan  negarse  á  hacerlo.  Los  eo- 
trustees  forman  un  cuerpo  colectivo, 
cuyos  diversos  miembros  están  obliga- 
dos á  intervenir  en  todo  acto  relaciona- 
do con  su  gestión.  En  casos  particula- 
res sólo  pueden  ser  perseguidos  cuan- 
do se  pruebe  que  se  han  descuidado  en 
velar  para  que  los  fondos  fuesen  colo- 
cados debidamente  por  los  que  los  han 
cobrado. 

En  cuanto  á  los  coejecutores  testa- 
mentarlos,  no  son,  por  regla  general, 
responsables  sino  de  sus  actos  pro- 
pios, y  no  de  los  de  sus  colegas.  No  es- 
tán obligados,  como  los  eotrustees,  á 
firmar  juntos  los  recibos;  cada  cual 
tiene  personalidad  para  hacer  el  saldo 
de  cuentas.  Sin  embargo,  cuando  han 
firmado  varios,  es  preciso  distinguir.  Si 
esta  firma  colectiva  es  de  pura  fórmu- 
la, no  entraña  responsabilidad  perso- 
nal de  los  que  justifiquen  no  haber  to- 
mado parte  en  el  asunto;  pero  pueden 
ser  perseguidos  todos  si  se  pone  en 
claro  que  tentan  la  obligación  de  com- 
probar el  empleo  de  los  fondos,  y  no  lo 
han  cumplido. 
En  la  práctica  se  inserta  en  los  actos 
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constitutivos  del  fideicomiso  una  clau- 
sula que  libra  á  cada  trustec  de  respon- 
sabilidad por  razón  de  los  recibos,  ac- 
ciones ú  omisiones  de  sus  colegas,  y 
limita  su  responsabilidad  á  los  hechos 
que  le  son  personalmente  imputables. 
Cuando  es  necesario,  los  Tribunales  de 
equidad  suplen  esta  clausula  si  no  ha 
sido  enunciada  expresamente. 

Cuando  son  dos  ó  mas  los  trustees, 
están  considerados  como  poseedores 
conjuntos,  resultando  que  si  uno  de 
ellos  muere,  el  estáte  pasa  á  los  otros 
por  derecho  de  supervivencia. 

Los  trustees  tienen  dos  deberes  pri- 
mordiales: 

1."  Conformarse  escrupulosamente 
á  las  instrucciones  dadas  por  el  autor 
del  fideicomiso; 

2.°  Colocar  los  fondos,  cuya  gestión 
les  corresponde,  al  abrigo  de  todo  peli- 
gro, debiendo,  por  regla  general,  em- 
plearlos en  rentas  del  Estado,  en  eonso- 
lidated  Bank  annuities,  ó  en  cualquiera 
de  los  valores  señalados  con  este  obje- 
to en  varios  Estatutos  de  la  Reina  Vic- 
toria. 

Los  trastees  pueden  también  entregar 
los  fondos,  bien  al  Banco  de  Inglaterra 
en  cuenta  del  Contador  general  del  Tri- 
bunal de  la  Cancillería,  bien  directa- 
mente á  este  funcionario  para  seguir 
las  indicaciones  del  Tribunal.  El  recibo 
que  se  les  entrega  en  estas  condiciones 
Sirve  para  ellos  de  descargo. 

Si  tardan  en  colocar  los  fondos,  con- 
traen la  deuda  de  un  interés  del  4  por 
100;  y  si  los  colocan  en  el  comercio,  de- 
ben los  beneficios  que  obtengan,  ó  un 
interés  del  5  por  100,  y  á  veces  un  inte- 
rés compuesto.  En  cambio,  tienen  de- 
recho á  exigir  que  las  cuentas  de  su 
gestión  sean  examinadas,  y  se  les  ten- 
ga por  saldados  y  descargados  de  res- 
ponsabilidad, si  son  justas. 


Veamos  ahora  cuales  son  los  recur- 
sos del  cestui  que  trust  en  el  caso  de 
que  el  trastee  falte  á  sus  deberes: 

1.°  Cuando  el  trastee  enagena  ¿ti- 
tulo gratuito  el  fundo  cuya  adminis- 
tración se  le  ha  confiado,  el  cestui  que 
trust  puede  perseguir  el  fundo,  aun  en 
manos  del  tercero  adquirente,  siendo 
indiferente  que  éste  supiera  ó  no  que 
el  bien  dependía  de  un  fideicomiso.  Si 
la  enagenación  se  ha  efectuado  por  una 
valuable  eonsideration ,  el  eestui  que 
trust  no  puede  reivindicar  el  bien  mas 
que  en  el  caso  de  que  el  adquirente  co- 
nociera su  procedencia. 

La  deuda  contraída  por  el  trustee 
culpable  de  abuso  de  confianza  es  un 
simple  contrae  debí  por  ley,  lo  mismo 
que  por  equidad; 

2."  Si  el  trustee  ha  dispuesto  del  fun- 
do de  un  modo  perjudicial,  el  cestui  que 
trust  puede  apoderarse  de  la  propiedad 
que  ha  quedado  en  lugar  del  fundo  pri- 
mitivo, siempre  que  pueda  ser  recono- 
cida, pues-  en  otro  caso ,  teniendo  el 
trustee  la  obligación  de  no  confundir 
los  objetos  del  fideicomiso  con  su  pro- 
pio patrimonio,  el  cestui  que  trust  ten- 
dría el  derecho  de  apoderarse  de  todo 
valor  que  estuviera  en  poder  del  trustee 
cuya  legitima  procedencia  no  acredita- 
ra éste. 

El  cestui  que  trust  pierde  este  dere- 
cho cuando  ha  participado  ó  asentido 
al  acto  de  que  se  queja,  ó  cuando  ha 
renunciado  al  indicado  recurso.  Sin 
embargo,  los  incapaces  que  han  toma- 
do parte  en  una  violación  del  fideico- 
miso conservan  el  recurso  contra  el 
trustee,  A  meaos  de  que  ellos  mismos 
se  hayan  separado  de  su  deber  dolosa- 
mente. 

El  cestui  que  trust  no  puede  entablar 
acción  contra  el  trustee  sino  ante  un 
Tribunal  de  equidad,  y  prescribe  en  el 
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término  de  doce  años,  á  contar  desde  el 
dia  en  que  pudo  entablarla.  Pero  este 
principio  ha  quedado  limitado  a  casos 
especiales,  pues  la  ley  de  organización 
judicial  de  1873  ha  declarado  que  en 
materia  de  trust»  expresos,  el  trastee 
no  puede  prevalerse  de  ninguna  pres- 
cripción contra  el  cestat  que  trust. 

El  recibo  extendido  por  un  trustee 
por  sumas  que  debia  percibir  por  este 
titulo,  constituye  un  descargo  comple- 
to en  favor  de  aquéllos  que  las  han  pa- 
gado, y  les  libra  de  la  obligación  de  vi- 
gilar por  bu  empleo  y  de  responder  de 
lo  que  ulteriormente  se  pierda,  se  disi- 
pe ó  Be  aplique  mal. 

El  derecho  del  eestui  que  trust  sobre 
las  tierras  comprendidas  en  el  fideico- 
miso, constituye  un  equitable  estáte. 
Cuando  el  fideicomiso  consiste  en  bie- 
nes rafees,  el  eestui  que  trust  puede,  en 
general,  obligar  al  trustee  a  ponerle  en 
posesión  de  ellos;  el  trustee,  en  este 
caso,  conservara  los  títulos  de  pro- 
piedad. 

El  eestui  que  trust  tiene  también  el 
derecho  de  disponer  del  legal  estáte,  y 
de  obligar  al  trustee  a  transferirlo,  se* 
gún  sus  instrucciones. 

Cuando  un  acreedor  ha  obtenido  sen- 
tencia contra  el  eestui  que  trust,  puede 
requerir  anjleri  facías.  Pero,  por  regla 
general,  es  necesario  hacer  intervenir 
al  Tribunal  de  la  Cancillería,  del  mismo 
modo  que  en  materia  de  real  estáte  el 
acreedor  por  sentencia  puede,  después 
de  haber  pedido  un  eleglt,  entablar  la 
acción  ante  dicho  Tribunal.  Hoy,  en 
virtud  de  las  reglas  sobre  las  senten- 
cias registradas,  tiene  la  facultad  de 
hacerlo  antes  de  haber  pedido  el 
elegit. 


De  la  propiedad  inmueble  en  espeeiütmn 
y  eventual 

1.  Introducción. — 8.  Del  derecho  de  rever- 
sión.— 3.  Del  derecho  de  reversibilidad: 
A.  Nociones  y  di  viejones;  B.  De  na  caso 
en  que  no  hay  reversibilidad;  C.  De  la  re- 
versibilidad contingento  en   particular.— 

4.  De  loe  derechos  en  los  cnales  el  co- 
mienzo del  disfrute  está  aplaudo  (ere- 
cutory  inieresí):  A.  Noción  del  executory 
interett;  B.  De  las  maneras  como  puede 
ser  creado  un  exeeutory  interest  y  de  bus 
diversas  especies:  l,o  Springing  ortkifting 
uter,  2.o  Poderes  generales;  8."  Poderes 
especiales;  4  o  Exeeutory  devise;  5.°  BeglaB 
comunes  á  todos  los  exeeutory  infera*.— 

5.  Del  plazo  en  que  un  exeeutory  interdi 
debe  surtir  efecto. 

1.  Las  propiedades  inmuebles  reci- 
ben los  nombres  de  en  posesión  y  en 
espeetaeión,  según  que  las  personas  a 
quienes  pertenecen  las  tengan  en  su 
poder  ó  tengan  simplemente  un  dere- 
cho de  espectativa. 

Este  derecho  de  espectativa  reviste  á 
su  vez  dos  formas:  el  derecho  de  rever- 
sión y  el  de  reversibilidad.  Una  vez  es- 
tudiados ambos,  pasaremos  á  examinar 
los  derechos  inmuebles  cuya  posesión 
esta  aplazada. 

2.  Cuando  el  que  tiene  un  inmueble 
en  feudo  simple,  gozando,  por  lo  tanto, 
del  derecho  mas  absoluto  y  extenso  que 
reconoce  la  legislación  inglesa,  conce- 
de ese  inmueble  a  un  tercero,  bien  por 
cierto  número  de  años,  bien  por  toda  su 
vida,  bien  para  él  y  sus  descendientes, 
claro  es  que  no  renuncia  por  completo 
á  su  derecho;  porque  el  estáte  que  cede 
es  inferior  al  que  a  él  le  corresponde. 
Por  consiguiente,  á  la  terminación  del 
arriendo,  a  la  muerte  del  usufructuario, 
á  la  del  donatario  sin  posteridad,  6  á  la 
del  último  descendiente  de  este  donata- 
rio, la  parte  de  derecho  de  que  se  habla 
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desprendido  el  cedente  vuelve  á  él  ó  á 
bus  berederoB,  constituyendo,  como  an- 
tes, un  feudo  simple  en  posesión. 

£1  estáte  menos  extenso  concedido 
por  el  propietario  de  un  feudo  simple 
se  llama  particular  estáte,  porque  no 
alcanza  más  que  á  una  fracción  de  su 
derecho.  Mientras  subsiste  este  estáte, 
el  propietario  conserva  el  derecho  de 
entrar  nuevamente  en  posesión  del 
bien  cuando  llegue  el  momento  seña- 
lado para  ello;  a  este  derecho  es  al  que 
se  denomina  «derecho  de  reversión». 

Cuando  el  propietario  del  feudo  no 
ha  concedido  á  titulo  de  particular  es- 
táte más  que  un  simple  arrendamiento 
á  término,  su  derecho  de  reversión  es 
considerado  por  la  ley  (tanto  con  rela- 
ción á  él  como  &  sus  causa-habientes, 
y  en  general  á  cualquiera  menos  al 
arrendatario)  como  la  continuación  de 
su  antiguo  derecho,  reputándose  que 
ha  colocado  en  su  fundo  un  mandata- 
rio; de  suerte  que  conserva  Integro  su 
derecho  de  disposición,  salvo  las  facul- 
tades reconocidas  al  arrendatario.  Pue- 
de, por  lo  tanto,  transferir  á  otro  su  de- 
recho de  reversión  por  via  de  investi- 
dura, mediante  el  consentimiento  del 
locatario,  y,  en  todo  caso,  por  vía  de 
concesión. 

Cuando  el  propietario  concede  un  de- 
recho vitalicio  que  es  derecho  de  pose- 
sión libre,  la  posesión  pasa  al  poseedor 
for  Ufe  durante  su  vida,  con  tal  ampli- 
tud, que  el  propietario  no  puede  hacer 
ninguna  investidura;  su  derecho  de  re- 
versión no  es  más  que  un  fragmento 
de  su  antiguo  derecho,  el  cual  perma- 
nece puramente  «incorporal»  hasta  la 
muerte  del  poseedor;  y  hasta  tanto  que 
el  propietario  no  vuelva  á  estar  en  po- 
sesión del  bien,  no  puede  cederle  más 
que  por  un  acto  solemne  de  concesión. 

Bien  haya  sido  hecha  la  concesión 


por  toda  la  vida  ó  únicamen 
gunos  años,  el  cesionario  8 
carácter  de  poseedor  feud 
arrendador,  y  le  debe,  en  es 
to,  juramento  de  ñdelidad,  ; 
ó  renta.  El  juramento  ha  cai 
uso;  pero  la  renta  conserva  t 
portancia,  y  recibe  el  nombí 
service,  para  distinguirla  de 
tas  análogas.  Se  suele  pagar 
pero  puede  también  estipulas 
nos  ó  en  cualesquiera  otros  ( 

La  constitución  de  un  reñí 
provecho  del  arrendador  del 
por  escrito,  á  no  ser  que  se  t 
arrendamiento  de  tres  años 
y  de  un  canon  que  no  exceda 
tercios  de  la  renta  total  de 
cuyo  caso  basta  un  convenio 
canon  grava  todo  el  bien  y  ci 
sus  partes,  y  el  que  tiene  de 
goza  para  cobrarle  la  facult 
bargar  y  vender  los  bienes  pe 
tes  al  deudor  ó  á  un  tercei 
cuentre  en  el  fundo.  Es  cost 
sertar  &  este  efecto,  en  el  c 
arrendamiento,  una  cláusula 
try,  que  autoriza  al  propiett 
tualmente  á  recobrar  la  pot 
inmueble;  en  el  instante  en  qu 
retraso  de  seis  meses  en  el  p¡ 
que  el  arrendador  intente 
arrendatario  una  acción  d 
para  poder  expulsarlo  en  el 
do,  y  el  poseedor  puede  evite 
gando  antes  del  juicio  lo  atra 
gastos. 

Siendo  el  rentsenice  un  coi 
derecho  de  reversión,  pasa  a 
rio  de  esa  reversión. 

La  cesión  no  es  oponible  a 
tario  sino  después  de  haber  ¡ 
to  en  su  conocimiento  por  el 
rio.  Para  transmitir  el  den 
renta  basta  transmitir  el  d 
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reversión,  del  cual  depende  aquélla. 
Guando  es  el  mismo  poseedor  quien  se 
sustituye  á  un  tercero,  el  acto  lleva  el 
nombre  de  reléase. 

Extinguiéndose  el  derecho  de  rever- 
sión de  cualquier  modo  que  sea,  claro 
es  que  la  renta  tampoco  se  debe.  Pero 
cuando  el  derecho  de  reversión  sobre 
bienes  dados  en  arriendo  se  extingue 
porque  el  arrendador  viene  á  ser  pro- 
pietario del  bien  por  un  titulo  superior 
al  que  antes  tenia,  el  arrendatario  si- 
gue teniendo  la  obligación  de  pagar  la 
renta  y  de  cumplir  todos  los  demás  de- 
beres que  nacen  del  arriendo. 

3.— A.  Cuando  el  poseedor  de  un  es- 
táte ha  creado  un  particular  estáte  en 
provecho  de  una  persona,  puede,  en  lu- 
gar de  reservarse  á  sí  mismo  y  á  sus 
causa-habientes  el  derecho  de  rever- 
sión, disponer  de  él  en  provecho  de  un 
tercero,  estableciendo  asi  una  especie 
de  sustitución  fideicomisaria  ó  derecho 
de  reversibilidad,  que  lleva  en  inglés  el 
nombre  de  remainder.  Este  derecho  no 
se  limita  necesariamente  á  un  solo  in- 
dividuo; el  propietario  puede,  bajo  cier- 
tas condiciones,  concederle  a  una  serie 
de  personas,  llamándolas  á  recoger  el 
fundo  una  tras  otra. 

Si  en  el  momento  en  que  muere 
quien  poseía  el  bien,  el  que  le  ha  de  su- 
ceder se  encuentra  con  aptitud  para 
hacer  valer  inmediatamente  su  derecho 
de  reversibilidad,  se  dice  que  éste  su- 
cesor eventual  tiene  un  oested  remain- 
der, ó  sea  una  espectativa  realizada; 
es  preciso  para  esto  que  exista,  y  que 
su  derecho  esté  determinado  antes  de 
que  se  extinga  el  de  la  persona  á  laque 
está  llamado  á  suceder.  Cuando  la  re- 
versibilidad está  estipulada  en  favor  de 
una  persona  incierta  ó  no  nacida,  ó 
para  el  caso  de  que  se  realice  un  acon- 
tecimiento dudoso,  la  reversibilidad  se 


llama  contingente  (contingent  remain- 
der). Pero  hay  que  tener  en  cuenta  que, 
si  es  simplemente  incierto  que  el  sus- 
tituido pueda  entrar  eu  posesión  del 
bien,  esta  duda  no  basta  para  dar  á  la 
reversibilidad  el  carácter  de  contingen- 
te, porque  en  toda  reversibilidad,  aun 
en  la  realizada  en  provecho  de  una  per- 
sona cierta  y  viva,  hay  siempre  un  pun- 
to dudoso;  si  muere  antes  de  que  cese 
elparticular  estáte,  es  evidente  que  su 
reversibilidad  caducará,  y,  por  tanto, 
será  realizada  y  no  contingente  (1). 

Hay  entre  el  derecho  de  reversión  y 
el  de  reversibilidad  una  diferencia 
esencial,  y  es  que  no  existe  ningún 
vínculo  de  derecho,  ninguna  relación 
de  dependencia  entre  el  poseedor  del 
particular  estáte  y  el  que  tiene  titulo  al 
derecho  de  reversibilidad  (remainder- 
mari).  Habiendo  recibido  los  dos  el  titu- 
lo de  la  misma  persona,  no  son  tenante 
el  uno  del  otro,  como  el  poseedor  del 
particular  estáte  lo  es  del  propietario; 
de  donde  se  deduce  que  el  derecho  de 
reversibilidad  no  lleva  consigo  ningún 
rent-seroice . 

Otra  diferencia  consiste  en  que  la 
concesión  de  un  particular  estáte  lleva 
necesariamente  la  concesión  de  un  de- 
recho de  reversión,  puesto  que  este  de- 
recho no  es  máB  que  la  parte  de  estáte 
reservada  por  el  disponente,  mientras 
que  el  derecho  de  reversibilidad  no 
nace  más  que  cuando  ha  sido  expresa- 
mente concedido. 

B.  Cada  una  de  las  personas  á  quien 
el  disponente  concede  un  estáte  sobre 
el  bien,  no  tiene  más  que  ese  estáte, 
por  ejemplo,  el  estáte  for  Ufe  ó  el  term 


(l)  KnlJi  materia  está  tratada  con  gran  pre- 
cisión y  detenimiento  en  la  obra  de  Williams. 
Principies  of  thaiaw  of  peraonaí  property,  13.*  edi- 
ción, pág.  269. 
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el  mismo  acto  este  estáte  queda  afecto 
á  sus  herederos,  sea  infee,  sea  í'n  tail, 
la  palabra  «herederos»  se  reputa  pues- 
ta únicamente  para  precisarla  natura- 
leza del  derecho  (feudo  simple  6  susti- 
tuido) conferido  al  primer  adquirente, 
y  de  ningún  modo  para  crear  un  estáte 
distinto  en  favor  de  sus  causa-habien- 
tes. Aclararemos  esta  doctrina  con  un 
ejemplo:  cuando  se  transmite  un  bien 
pura  y  simplemente  á  X  y  á  sus  here- 
deros, ó  4  X  y  á  sus  descendientes,  no 
puede  surgir  ninguna  duda  sobre  la  na- 
turaleza del  estáte  transmitido;  es  un 
feudo  simple  en  el  primer  caso,  y  un 
feudo  sustituido  en  el  segundo. 

Pero  si  se  transmite  á  X  un  estáte for 
Ufe  especificando  que  después  de  su 
muerte  el  bien  pasará  &  sus  herederos 
o  á  sus  descendientes,  puede  pregun- 
tarse, &  primera  vista,  si  el  disponente 
ha  querido  crear  en  favor  de  estos  últi- 
mos un  derecho  de  reversibilidad,  un 
estáte  in  remainder  distinto,  lo  cual 
ocurriría,  indudablemente,  si  el  estáte 
for  Ufe,  en  lugar  de  ser  conferido  á  su 
autor  X,  lo  hubiera  sido  á  un  extraño. 
La  regla  i»  Shelley's  case  tiene  por  ob- 
jeto decidir  la  cuestión  negativamente: 
los  herederos  no  tienen  estáte  en  espec- 
tativa;  es  X  quien,  en  lugar  de  un  sim- 
ple estáte  for  Ufe,  tiene  ademas  un  re- 
mainder en  feudo  simple  ó  sustituido, 
según  los  casos;  y  como,  segúnlos  prin- 
cipios de  la  consolidación,  este  estáte 
en  feudo  ó  sustituido  absorbe  al  estáte 


ga  antes  de  él  un  particular  estáte  de 
posesión  libre  para  sostenerle,  según 
la  expresión  técnica; 

2."  Que  el  derecho  de  reversibilidad 
sea  creado  por  el  disponente  en  el  mis- 
mo momento  en  que  cree  el  particular 
estáte; 

S.D  Que  pueda  surtir  efecto  «en  po- 
sesión», ó,  en  otros  términos,  que  el  ti- 
tular del  derecho  pueda  tomar  posesión 
del  bien  inmediatamente  después  de  la 
cesación  del  particular  estáte,  sin  nin- 
gún intervalo,  ni  de  un  solo  día.. 

La  ocupación  ó  posesión  feudal  debe 
siempre  recaer  en  alguien.  El  antiguo 
derecho  no  admitía  que  pudiera  trans- 
mitirse de  una  manera  oculta,  é  invali- 
daba la  enagenación  de  un  freefiold 
hecha  de  cualquier  otro  modo  que  no 
fuese  la  toma  de  posesión  inmediata. 
Si  en  el  momento  de  la  enagenación  el 
adquirente  no  estaba  puesto  en  pose- 
sión, el  bien  permanecía  para  siempre 
en  manos  del  vendedor.  Hay  una  excep- 
ción á  esta  regla,  y  es  en  el  caso  de  que 
el  dueño  del  feudo  muriese  sin  tener  hi- 
jos, pero  dejando  á  su  mujer  en  cinta. 
Antes  se  aplicaba  la  ley,  y  el  postumo 
perdía  sus  derechos,  pero  hoy  se  aplica 
la  máxima  romana  de  que  el  hijo  con- 
cebido se  tiene  por  nacido  para  todo  lo 
que  le  sea  favorable. 

Corolario  de  la  regla  de  que  la  rever- 
sibilidad no  es  válida  más  que  cuando 
hay  un  particular  estáte  para  sostener- 
la, es  que  todo  remainder  contingente 
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debe  convertirse  eu  un  estáte  actual  y 
efectivo  mientras  subsiste  ese  particu- 
lar estáte,  ó  en  el  instante  mismo  en 
que  Analiza.  Por  ejemplo,  si  Be  cede  un 
bien  á  A  para  toda  su  vida,  y  después 
de  muerto  para  aquel  de  sus  hijos  que 
cumpla  antes  veinticuatro  años,  la  re- 
versibilidad contingente  esta  regular- 
mente constituida,  porque  no  hay  mo- 
tivo para  suponer  que  al  fallecimiento 
de  A  no  habrá  nadie  con  capacidad  su- 
ficiente para  recibir  el  estáte.  Pero  si  A 
no  deja  hijOB  que  tengan  la  edad  reque- 
rida, el  derecho  de  espectativa  se  anu- 
lará. 

Por  excepción  establecida  en  los  Es- 
tatutos 40  y  41  de  la  Reina  Victoria, 
de  2  de  Agosto  de  1877,  toda  reversibi- 
lidad contingente  creada  por  un  acto 
posterior  a  esa  fecha,  que  en  defecto 
de  particular  estáte  bastante  a  soste- 
nerla tomo  tal  sea  valida  como  sprin- 
í/ing  or  shifting  use,  6  como  exeeutory 
devise,  debe,  en  el  caso  de  que  el  par 
ticular  estáte  finalice  antes  que  la  re- 
versibilidad se  haga  efectiva,  producir 
los  mismos  efectos  que  si  el  disponen- 
te, en  lugar  de  dar  á  su  disposición  e! 
carácter  de  un  contingent  remainder,  le 
hubiese  dado  desde  un  principio  el  de 
un  springing  of  shifting  use  ó  el  de  un 
exeeutory  devise. 

Un  derecho  de  reversibilidad  contin- 
gente no  puede  ser  subordinado  á  una 
condición  ilícita  ó  inmoral,  ni  tampoco 
á  una  imposible. 

Otra  regla  en  materia  de  remainder 
es  que  el  estáte  no  sea  conferido  en 
vida  &  una  persona  no  nacida,  y  des- 
pués de  ella  á  uno  de  sus  hijos.  Si  se 
consignasen  en  un  acto  esas  disposi- 
ciones, la  segunda  seria  nula.  Los  Tri- 
bunales han  adoptado  un  mismo  tem- 
peramento en  la  aplicación  de  esta 
regla,   cuando  el  remainder  ha  sido 


constituido  por  testamento,  admitiendo 
(por  consideración  á  la  ignorancia  que 
presumen  en  el  testador)  que  la  perso- 
na no  nacida  á  quien  se  lega  un  eslate 
for  li/e  con  reversibilidad  en  provecho 
de  sus  descendientes,  debe  reputarse 
como  recompensa  del  estáte  tail,  lo 
cual  (si  queda  posteridad)  produce  de 
hecho  el  resultado  que  el  testador  pa- 
recía haber  querido  lograr  con  la  dis- 
posición incorrecta  que  habla  sentado. 
Esta  jurisprudencia,  que  tiende  &  apro- 
ximarse á  las  intenciones  presuntas 
del  difunto,  mientras  sea  posible  ha- 
cerlo sin  quebrantar  directamente  la 
ley,  se  conoce  con  el  nombre  de  eypres 
doctriné;  pero  no  se  aplica  mas  que  en 
el  caso  de  que  el  estáte  atribuido  á  los 
hijos  de  uno  que  aún  no  ha  nacido  tie- 
ne el  carácter  de  un  estáte  tail,  y  nunca 
cuando  es  un  feudo  simple  ó  un  estáte 
for  lije. 

El  acto  de  que  un  individuo  entre  en 
posesión  de  un  estado  reversible  en  su 
favor,  se  llama  «posibilidad»  (possibi- 
lity),  de  la  cual  puede  disponerse  por 
testamento,  y  puede  también  enage- 
narse  por  deed. 

Antiguamente  un  derecho  de  reversi- 
bilidad contingente  se  extinguía  si  el 
estáte  particular  que  le  sostenía  finali- 
zaba súbitamente.  Hoy,  en  virtud  del 
Act  to  amend  the  lato  ojrealproperty, 
un  derecho  de  reversibilidad  contingen- 
te permanece  eficaz  aunque  el  estáte 
que  le  sostiene  acabe  antes-de  la  época 
prevista  por  confiscación,  entrega  ó 
consolidación. 

4.— A.  Independientemente  de  los  de- 
rechos de  reversibilidad  de  que  acaba- 
mos de  tratar,  la  ley  inglesa  autoriza 
al  propietario  de  inmuebles  para  cons- 
tituir sobre  sus  fundos  otra  clase  de 
derechos  futuros  (future  estates)  cono- 
cida bajo  el  nombre  de  exeeutory  inte- 
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retí.  Estos  derechos,  llamados  á  ser 
eficaces  en  ana  época  ulterior,  difieren 
de  la  reversibilidad  contingente,  en  que 
una  vez  constituidos  bou  indestructi- 
bles, y  nacen,  en  el  momento  lijado, 
por  su  propia  fuerza.  Lejos  de  estar  su- 
bordinados á  la  terminación  de  un  está- 
te anterior,  pueden,  por  el  contrario, 
cuando  ha  llegado  el  tiempo,  poner  fin 
á  otro  estáte,  que,  sin  esto,  hubiera  sub- 
sistido. De  manera  que  no  son  derechos 
eventuales,  sino  derechos  en  los  cuales, 
por  la  voluntad  del  constituyente  la 
entrada  en  la  posesión  esta  emplazada 
para  una  época  fijada  por  él. 

B.  Un  executory  interest  no  puede 
ser  creado  más  que  de  dos  maneras: 
1.*,  según  el  Btatute  o/uses;  y  2/,  por 


1."  Springing  or  shifting  uses.  Asi 
se  denominan  los  executory  interest 
creados  por  el  Statute  o/uses. 

Por  medio  de  un  use  se  puede  trasla- 
dar de  una  persona  a  otra,  de  diversas 
maneras,  la  posesión  legal  de  un  fundo. 
Ya  queda  dicho  que  si  la  reversibilidad 
se  concediera  a  una  persona  á  partir 
del  dia  siguiente  a  la  terminación  del 
particular  estáte,  seria  nula;  pero  el 
objeto  podría  conseguirse  por  medio 
de  un  shifting  use.  Bastarla  transmitir 
el  estáte  á  un  tercero  y  á  sus  .herede- 
ros en  provecho  del  disponente  y  de 
los  suyos,  y,  en  seguida,  en  provecho 
del  verdadero  destinatario  y  de  sus  he- 
rederos. Estos  shifting  uses  son  muy 
comunes  en  materia  de  dotes.Por  ejem- 
plo, X  constituye  una  dote  algunos 
dias  antes  del  matrimonio  en  manos 
de  los  trastees,  en  su  propio  provecho  y 
en  el  de  sus  herederos,  hasta  el  dia  de 
la  celebración,  y,  á  partir  de  ese  df  a,  en 
provecho  del  cónyuge.  Hasta  el  mo- 
mento del  matrimonio,  X  permanece 
teniendo  los  bienes  en  feudo  simple. 


como  antes;  si  el  matrimonio  no  se 
realiza,  el  estáte  permanece  intacto  en 
sus  manos,  y  ai  el  matrimonio  se  efec- 
túa, la  posesión  de  los  bienes  pasa  al 
cónyuge,  conforme  á  las  cláusulas  del 
contrato  de  matrimonio.  Entre. el  mo- 
mento de  la  formalización  del  contrato 
y  el  del  matrimonio,  los  derechos  de 
las  partes  (excepto  los  del  disponente) 
son  puramente  futuros  y  eventuales. 
Pero  el  derecho  estipulado  en  favor  del 
futuro  esposo  no  es  un  derecho  de  re- 
versibilidad contingente;  porque  el  es- 
táte que  le  precede  no  es  un  particular 
estáte,  sino  un  estáte  en  feudo  simple, 
que  no  lleva  tras  él  reversibilidad. 

El  use  en  provecho  del  cónyuge  nace 
desdo  la  celebración  del  matrimonio,  y 
anula  para  siempre  el  estáte  en  feudo 
simple  que  pertenecía  al  disponente. 
Hay  aquí  destrucciónde  un  estáte  y  sus- 
titución de  éste  por  otro.  X  es  despoja- 
do de  su  derecho  por  el  use  de  su  cón- 
yuge, en  lugar  de  tener  que  esperar 
éste  á  que  el  derecho  del  constituyente 
finalice  para  empezar  á  ejercer  el  suyo, 
como  estarla  obligado  á  hacer  si  no 
tuviera  más  que  el  beneficio  de  una  re- 
versibilidad; 

2.°  Una  de  las  aplicaciones  más  ge- 
nerales del  springing  uses  acontece 
cuando  una  persona  crea  por  medio  de 
un  poder  que  confiere  á  otra  un  use 
(con  el  estáte  correspondiente)  destina- 
do á  surtir  efecto  por  la  voluntad  de 
esta  última.  Esto  ocurre,  por  ejemplo, 
en  una  cesión  de  tierras  hecha  á  A  y  á 
sus  herederos  en  provecho  de  las  per- 
sonas que  quiera  B  designar  á  este 
efecto,  inter  divos  ó  por  testamento,  y  á 
falta  de  designación,  en  provecho  de  C 
y  sus  herederos;  C,  en  esta  hipótesis, 
está  investido  de  un  estáte  efectivo, 
pero  sujeto  á  ser  anulado  en  cualquier 
momento  por  el  uso  que  haga  B  de  eu 
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power  of  qppointment.  Por  otra  parte, 
B,  aun  cuando  no  es  propietario  del 
bien,  tiene  en  todo  tiempo  la  facultad 
de  disponer  de  él,  sea  en  favor  de  un 
tercero,  sea  simplemente  en  su  propio 
provecho  y  en  el  de  sus  herederos,  por 
actos  entre  vivos  ó  por  testamento. 

Este  power  of  appointment  equivale 
en  cierto  modo  a  una  donación  en  pro- 
vecho de  !a  persona  que  está  investida 
de  él. 

Esta  persona  está  obligada  á  confor- 
marse estrictamente  á  las  reglas  esta- 
blecidas por  el  disponente  ó  por  la  ley. 
Asi,  si  el  poder  le  da  derecho  a  dispo- 
ner del  bien  inter  vivos,  no  puede  ha- 
cerlo por  testamento,  y  viceversa;  si 
exige  dos  testigos  para  la  formaliza- 
ción  de  un  acto,  no  basta  que  concurra 
uno  sólo.  Sin  embargo,  los  Estatutos 
22  y  23  de  la  Reina  Victoria  han  amen- 
guado en  parte  este  rigor  de  la  antigua 
jurisprudencia,  especialmente  en  ma- 
teria de  deeds,  decidiendo  que  la  omi- 
sión de  una  de  las  formalidades  espe- 
ciales impuestas  por  el  constituyente 
no  es  oponible  á  lo  establecido  en  el 
poder,  si  se  han  observado  las  demás 
formalidades  á  las  que  la  ley  subordi- 
na hoy  la  validez  de  un  deed.  Algunas 
reglas  análogas,  referentes  á  la  dispo- 
sición por  testamento,  contiene  el  Wills 
Aet  de  1837; 

3.°  Al  lado  de  los  potvers  of  appoini- 
/nent  generales,  de  que  acabamos  de 
ocuparnos ,  existen  también  poderes 
especiales  al  erecto  de  arrendar  una 
propiedad  ó  de  venderla. 

En  otro  lugar  hemos  dicho  que  hasta 
una  época  reciente  un  poseedor  vitali- 
cio no  tenia  el  derecho  de  hacer,  relati- 
vamente al  inmueble,  ningún  acto  cu- 
yos efectos  pudieran  extenderse  más 
allá  de  su  muerte,  no  pudiendo,  por 
tanto,  arrendarle  por  un  número  fijo  de 


años,  sino  solamente  por  la  duración 
de  su  propio  disfrute.  Pero  cuando  un 
estáte  for  Ufe  es  creado  por  via  de  use, 
como  es  boy  costumbre,  el  poseedor 
puede  recibir  expresamente  la  autori- 
zación de  arrendar  el  inmueble  por 
cierto  número  de  años  ó  bajo  determi- 
nadas condiciones.  En  cuanto  el  posee- 
dor hace  uso  de  esta  facultad,  nace  un 
use  en  provecho  del  arrendatario  por 
toda  la  duración  del  término  fijado,  y 
al  mismo  tiempo  un  estáte  de  la  misma 
duración  completamente  independiente 
de  la  continuación  de  la  vida  del  arren- 
dador. Si,  en  caso  de  power,  el  arriendo 
excede  los  limites  del  poder  conferido, 
es  radicalmente  nulo,  y  á  la  muerte  del 
poseedor  vitalicio  puede  ser  anulado 
por  cualquier  persona  que  tenga  sobre 
el  bien  un  derecho  de  reversión  ó  de 
reversibilidad.  Sin  embargo,  según  le- 
yes recientes,  si  este  arrendamiento  se 
hizo  de  buena  fe,  y  el  arrendatario  en- 
tró en  el  disfrute,  el  arriendo  se  consi- 
dera, por  equidad,  como  un  contrato 
con  tendencias,  por  lo  menos,  á  dar  al 
arrendatario  el  derecho  de  obtener  ai 
primer  requerimiento  un  arriendo  vali- 
do, en  los  limites  del  power  y  bajo  con- 
diciones idénticas.  Las  mismas  leyes 
prevén,  también,  varios  casos  de  con- 
firmación del  arriendo  tachado  de  irre- 
gular, para  garantir,  en  cuanto  sea  po- 
sible, los  intereses  del  arrendatario  de 
buena  fe. 

El  poder  de  venta  ó  de  cambio  inser- 
to en  setüemen  de  inmuebles,  da  á  los 
trustees  encargados  de  velar  sobre  ei 
settíement  la  facultad  (con  el  consenti- 
miento del  poseedor  vitalicio  que  po- 
see el  bien  en  virtud  del  settlement,  y 
algunas  veces  en  virtud  de  su  autori- 
dad privada,  si  el  poseedor  es  menor) 
de  vender  ó  cambiar  las  tierras  com- 
prendidas en  el  fideicomiso,  y  por  con- 


3,git,zedbyGOOgIC 


db,  Google 


p 


334 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


regla  que  se  ha  hecho  extensiva  al  caso 
en  que  el  heredero  ab  intestato  haya  re- 
cogido provisionalmente  los  bienes,  con 
la  salvedad,  por  razón  de  un  exeeutory 
devise,  de  restituirlos  ulteriormente  á 
personas  inciertas  6  no  existentes  aún. 

6.  Aunque  la  ley  deja  una  gran  lati- 
tud a  los  propietarios  de  inmuebles 
para  la  creación  de  fuiure  esíaíes,  no 
ha  podido,  sin  embargo,  conceder  una 
facultad  ilimitada.  Especialmente,  tra- 
tándose de  exeeutory  interest,  es  decir, 
de  derechos  futuros  que  deben  ejercer- 
se forzosamente  al  llegar  cierta  época, 
se  hacia  necesario  impedir  que  hubiese 
gran  número  de  inmuebles  que  no  pu- 
dieran enagenarsc  en  mucho  tiempo. 
Por  esta  razón  se  ha  puesto  un  limite  á 
la  creación  de  exeeutory  inierest,  y  todo 
derecho  de  esa  naturaleza  que  traspase 
ese  limite  se  tiene  por  nulo. 

Por  analogía  con  la  doctrina  que  ya 
tenemos  expuesta  al  tratar  de  !a  rever- 
sibilidad contingente,  la  ley  considera 
como  válido  un  exeeutory  inierest,  con 
la  condición  de  que  entre  en  vigor  en 
un  lapso  de  tiempo  que  comprenda  la 
duración  de  la  vida  de  personas  exis- 
tentes, aumentado  con  veintiún  años 
más,  y  si  hay  lugar,  con  el  periodo  nor- 
mal de  la  gestación.  El  termino  de  vein- 
tiún años  es  independíente  de  la  cues- 
tión de  saber  si,  de  hecho,  el  derecho- 
habiente  es  menor  Ó  no;  si  no  existen 
las  personas  vivas  indicadas,  el  lapso 
de  tiempo  autorizado  no  es  más  que  el 
de  los  veintiún  años.  Por  poco  que,  en 
cualquier  hipótesis,  la  entrada  en  pose- 
sión del  inierest  se  encuentre  transpor- 
tada á  una  época  más  atrasada  que 
aquélla,  el  inierest  es  radicalmente  nulo 
desde  el  principio. 

Por  otra  parte,  el  Estatuto  39  y  40  de 
Jorge  III  ha  establecido  una  restric- 
ción á  las  disposiciones  que  tiendan  á 


acumular  las  rentas  de  una  propiedad 
en  provecho  de  un  poseedor  futuro, 
prohibiendo  la  acumulación  por  un  pe- 
riodo más  largo  que  la  vida  del  dispo- 
nente, que  veintiún  años,  á  partir  de 
su  muerte,  que  la  minoría  de  una  perso- 
na viva  ó  concebida  en  la  época  de  ese 
mismo  fallecimiento,  ó  que  la  minoría 
de  la  persona  á  quien  la  acumulación 
deba  aprovechar.  Toda  disposición  que 
exceda  del  periodo  permitido  es  válida 
hasta  que  transcurra  ese  periodo,  pero 
nula  en  adelante.  Si  la  disposición  en 
que  se  ordena  la  acumulación  traspasa 
los  limites  fijados  para  los  exeeutory  in- 
ierest, es  radicalmente  nula,  indepen- 
dientemente del  Estatuto  de  Jorge  III. 

CAPITULO  VI 

De  los  bienes  poseídos  tpro  indiviso* 

i.  Introducción.— 2.  De  la  posesión  oonjnn- 
ta. — 3.  De  la  posesión  en  común.— 4.  De 
la  división  entre  coheredare»  (coparte- 
rarg). 

1.  Cuando  un  bien  pertenece  a  una 
sola  persona  y  á  sus  herederos,  consti- 
tuye un  «estado  de  desunión»  {estáte  in 
seoeralty),  siendo  este  el  caso  ordinario 
de  la  propiedad  individual.  Pero,  como 
es  natural,  sucede  con  frecuencia  que 
un  bien  pertenece  simultáneamente  á 
dos  ó  más  personas.  La  copropiedad 
indivisa  se  presenta  en  Inglaterra  bajo 
tres  formas:  la  posesión  conjunta (Joint- 
tenaney);  la  posesión  común  {tenaney 
in  common);  y  la  posesión  entre  cohe- 
rederos (coparcerary). 

2.  Se  dice  que  la  posesión  es  con- 
junta cuando  dos  ó  más  personas  ad- 
quieren un  mismo  bien,  al  mismo  tiem- 
po, por  el  mismo  titulo,  y  en  un  mismo 
acto,  para  poseerle  juntas  durante  su 
vida,  y  recoger  sucesivamente  por  de- 
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deros  nacidos  de  su  matrimonio.  Mien- 
tras los  dos  vivan  tendrán  derecho  a 
los  frutos  por  partes  iguales;  á  la  muer- 
te de  uno  de  ellos,  el  sobreviviente  per- 
cibirá la  totalidad,  y  a  la  muerte  de  este 
último,  el  heredero  nacido  del  matrimo- 
nio de  A  y  B  recoge  el  bien,  como  si  es- 
tos dos  no  hubieran  constituido  masque 
una  sola  persona.  En  la  segunda  hipóte- 
sis, mientras  subsiste  la  unidad  de  dura- 
ción, la  ley  la  respeta;  se  considera  que 
A  y  B  no  forman  más  que  una  sola  per- 
sona, y  durante  toda  su  vida  gozan  del 
bien  en  comunidad.  A  la  muerte  de  uno, 
el  otro  recibe  el  bien  para  el  resto  de 
sus  días;  pero  como  no  pueden  contraer 
matrimonio  entre  si,  es  imposible  que 
una  misma  persona  descienda  de  los 
dos  y  los  herede,  por  lo  cual,  á  la  muer- 
te del  último,  el  bien  se  divide  entre  el 
heredero  de  A  y  el  heredero  de  B;  pero 
estos  no  son  ya  poseedores  conjuntos, 
sino  coposeedores,  teniendo  cada  uno 
de  ellos  una  mitad  indivisa. 

También  puede  darse  un  bien  á  titulo 
de  feudo  simple  á  dos  ó  varias  perso- 
nas conjuntamente,  por  ejemplo,  á  A 
y  B,  y  á  sus  herederos.  Pero  en  reali- 
dad, y  no  obstante  los  términos  aparen- 
tes de  esta  fórmula,  el  bien  no  pasa 
más  que  á  los  herederos  ó  representan- 
tes de  A  ó  B;  pues  á  la  muerte  de  uno 
de  ellos  el  sobreviviente  recoge  la  tota- 
lidad, y  en  el  heredero  de  éste  es  en 
quien,  á  su  tiempo,  recae  el  bien. 

Las  posesiones  conjuntas  en  feudo 
simple  están  bastante  más  generaliza- 
das que  las  vitalicias  ó  las  en  feudo 
sustituido.  Cuando  tiene  que  confiarse 
un  bien  á  trusteea,  suelen  éstos  consti- 
tuirse en  situación  de  poseedores  con- 
juntos, de  tal  suerte,  que  si  uno  de  ellos 
muere,  el  bien  pasa  á  los  que  sobrevi- 
ven, con  exclusión  de  los  herederos  y 
legatarios  de  los  premuertos;  al  falleci- 


miento del  último,  recae  el  bien  en  su 
heredero  ó  legatario,  el  cual  debe  con- 
servarle en  fideicomiso  hasta  que  se 
constituya  con  regularidad  un  nuevo 
truatee. 

Consecuencia  de  que  los  poseedores 
conjuntos  no  formen  más  que  una  sola 
persona  con  relación  á  tercero,  es  que 
sus  respectivos  derechos  deben  nacer 
al  mismo  tiempo,  salvo  dos  excepcio- 
nes: la  de  que  el  inmueble  haya  sido 
cedido  en  virtud  del  Statute  ofuset,  y  la 
de  que,  derivándose  de  un  testamento 
el  derecho  de  los  poseedores,  puedan 
los  legatarios  percibir  sus  partes  en 
épocas  diferentes.  Por  otra  parte  resul- 
ta, que  si  uno  de  los  poseedores  conjun- 
tos quiere  disponer  de  su  derecho  en 
favor  de  alguno  de  los  otros,  no  puede 
hacerlo  por  cualquiera  de  los  modos 
translativos  de  propiedad  entre  extra- 
ños, pues  se  reputa  que  cada  uno  de 
los  poseedores  está  investido  de  la  cosa 
entera,  por  lo  cual  la  cesión  debe  tomar 
la  forma  de  un  acto  de  renuncia. 

La  posesión  conjunta  no  produce  sus 
efectos  más  que  mientras  subsiste. 
Cada  uno  de  los  interesados  puede  po- 
ner fin  á  ella  enagenando  los  derechos 
que  le  corresponden.  Esta  enagenación 
puede  hacerse  del  modo  que  se  quiera, 
menos  por  testamento.  El  legado  de 
una  parte  en  la  posesión  conjunta  no 
tiene  efecto,  en  atención  á  que  un  tes- 
tamento no  tiene  efecto  más  que  des- 
pués de  la  muerte  del  testador,  y  á  que 
esta  muerte  abre  inmediatamente,  en 
provecho  de  los  poseedores  sobrevi- 
vientes, un  derecho  de  acrecer  que  se 
deriva  del  mismo  titulo  constitutivo  de 
la  posesión,  y  por  consiguiente  anterior 
y  superior  al  legado. 

Si  el  poseedor  no  usa  del  derecho  de 
disposición  durante  su  vida,  cuando 
muere  acrece  su  parte  á  la  de  sus  co- 
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poseedores  que  le  sobrevivan.  Si  usa  de 
él,  la  desunión  producida  por  la  enage- 
nación  rompe  á  su  vez  la  unidad  de  ti- 
tulo, la  de  duración  y  la  de  punto  de 
partida;  la  unidad  de  posesión  subsiste 
mientras  no  se  procede  a  una  partición. 
Lo  enagenado  deja  de  Formar  parte  de 
la  posesión  conjunta,  y  en  adelante  es 
objeto  de  una  simple  posesión  en  co- 
mún, y  el  tercero  adquirente  tiene  su 
parte  indivisa  en  calidad  de  poseedor 
en  común  con  los  primitivos  poseedores 
conjuntos,  los  cuales  conservan  este 
carácter  mientras  no  ocurre  una  nueva 
división  entre  ellos. 

Los  poseedores  conjuntos  pueden 
efectuar  la  desunión  por  una  partición 
amigable  ó  judicial,  que  en  !a  actualidad 
está  encomendada  al  Tribunal  Supremo 
de  Justicia.  Ya  sea  de  uno  ú  otro  carác- 
ter la  partición,  los  coposeedores  pue- 
den cederse  mutuamente  sus  partes,  ó, 
por  mejor  decir,  cuando  se  trata  de  po- 
seedores conjuntos,  renunciar  recipro- 
camente á  sus  derechos  sobre  las  partes 
que  han  tocado  en  suerte  á  sus  compa- 
ñeros; para  los  simples  poseedores  en 
común  que  quieran  salir  de  la  indivi- 
sión, son  precisos  actos  de  cesiones 
mutuas,  como  entre  extraños.  La  parti- 
ción es  nula,  por  ley,  si  no  se  hace  por 
medio  de  un  acta.  Si  hay  entre  los  co- 
partícipes algunos  incapacitados,  el  Tri- 
bunal tiene  atribuciones  para  asegurar 
los  efectos  de  la  partición,  invistiendo 
con  las  partes  de  estos  incapaces  a  las 
personas  que  tenga  á  bien  elegir. 

Otro  medio  cómodo  de  hacer  fa  parti- 
ción es  recurrir  á  los  Incloaure  Commia- 
aionera,  los  cuales  son  competentes  en 
Inglaterra  y  en  el  País  de  Gales  para 
proceder,  bajo  su  sello,  a  las  particio- 
nes y  cambios  de  inmuebles,  sin  que 
se  necesite  ningún  acta  de  cesión  ni  de 
renuncia. 

TW»0  XI,— jNSTITUOTOlrtB  JtffillrtCAÍ, 


El  Tribunal,  cuando  se  le  presenta 
una  demanda  de  partición,  puede,  si  lo 
juzga  conveniente,  ordenar  la  venta 
del  bien  y  el  reparto  de!  precio  entre 
los  interesados.  Cuando  la  venta  del 
.bien  común  se  solicita  por  las  perso- 
nas que  tienen  derecho  á  una  mitad, 
por  lo  menos,  de  dicho  bien,  el  Tribu- 
nal debe  ordenarla,  á  no  mediar  en 
contrario  razones  graves.  Pero,  aun 
fuera  de  este  caso,  es  licito  al  Tribunal 
ordenar  la  venta  so  licuada  por  uno  de 
los  interesados,  aunque  los  derrites 
ofrezcan  rescatar  su  parte.. 

3.  Los  poseedores  en  común  son  sim- 
ples copropietarios  pro  indiviso,  que 
poseen  juntos  la  misma  cosa  (unidad 
de  posesión),  pero  cada  uno  en  virtud 
de  un  titulo  distinto.  En  este  caso,  las 
partes  de  los  comunistas  pueden  no 
ser  iguales,  y  sus  derechos  tener  una 
duración  diferente,  poseyendo  unos  en 
feudo,  y  otros  vitaliciamente. 

En  el  estado  de  comunidad,  algunos 
de  los  comunistas  pueden  ser  poseedo- 
res conjuntos  entre  si,  y  con  relación 
á  los  demás,  simples  coposeedores  pro 
indiviso.  Entre  las  dos  especies  de  po- 
sesiones no  hay  más  que  una  semejan- 
za, la  unidad  de  posesión. 

Con  relación  á  su  parte,  el  poseedor 
en  común  está  en  la  misma  situación 
que  el  propietario  de  un  catate  aislado; 
es  decir,  que  no  goza  de  ningún  dere- 
cho de  supervivencia  eventual  sobre 
las  partes  de  los  otros  coposeedores; 
pero,  en  cambio,  tampoco  está  expues- 
to á  que,  en  caso  de  que  él  muera  pri- 
mero, sea  su  parte  absorbida  por  ellos, 
en  perjuicio  de  sus  herederos  ó  lega- 
tarios. 

El  poseedor  en  común,  lo  mismo  que 
el  poseedor  conjunto,  no  está  obligado 
&  permanecer  en  la  indivisión;  tiene 
siempre  el  derecho  de  obligar  á  sus 
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i  á  una  partición,  dirigién- 
ribunal  de  equidad.  Puede, 
enagenar  su  parte  cuando 
jien.  Las  particiones  extra- 
ieben  ser  hechas   por  un 

sesiones  en  eopareerary  son 
e  la  herencia  indivisa  entre 
o  herederos.  Esta  forma  de 
funda,  ya  en  la  ley  común, 
ostumbre  particular.  Según 
n,  cuando  un  feudo  simple 
)  recae,  a  la  muerte  de  su 
i)  herederos  del  sexo  femó- 
las hijas,  las  hermanas, 
sgan  todos  simultáneamen- 
sión  sin  que  el  primogénito 
guna  prerrogativa,  y  se  les 

0  el  nombre  de  parceners  ó 
Según  algunas  costumbres 

!,  hay  eoparceners  cuando 
ucesorios  pasan,  por  excep- 
as los  varones  de)  mismo 
j  ocurre  con  la  costumbre 
4.  En  estas  diversas  hipó- 
herederos  no  forman  juntos 
a  sola  persona,  y  no  tienen 
ñas  que  una  sola  propiedad 

1  posesión  de  los  coparee- 
de  común  con  la  posesión 
íe  presenta  las  tres  unida- 
ación,  de  titulo  y  de  pose- 
lifiere  de  ella: 

íe,  en  todos  los  tiempos,  los 
;  han  podido  reclamar  la 
dicial,  aun  en  la  época  en 
ledores  conjuntos  no  podían 
or  de  contado  tienen  tam- 
o  á  la  partición  amigable; 
ue  la  unidad  de  tiempo  no 
i  entre  los  eoparceners,  y 
ue  el  derecho  de  los  copar- 
íe  extiende  á  la  totalidad 
ornún,  pues  le  tienen  a  una 
s,  pero  no  un  derecho  co- 


lectivo a  toda  la  cosa,  de  donde  resulta 
que  no  tienen  ningún  derecho  de  su- 
pervivencia ni  de  acrecer;  la  parte  de 
cada  uno  de  ellos  pasa  a  su  muerte  á 
sus  herederos. 

Mientras  los  bienes  permanecen  in- 
divisos, los  propietarios  continúan  sien- 
do eoparceners,  pero  una  vez  que  se  ha 
hecho  la  partición  queda  roto  todo  lazo 
entre  ellos.  Y  aun  cuando  no  haya  par- 
lición,  si  uno  de  ellos  enagena  su  parte, 
el  adquirente  y  los  coherederos  restan- 
tes no  son  entre  si  eoparceners,  sino  po- 
seedores en  común. 

CAPÍTULO  Vil 

De  los  bienes  incorporales 

1.  Introducción.— 2.  Derechos  de  señorío  y 
de  patronato.  —  3.  De  las  anualidades, 
rentas,  cargos  y  diezmos:  A.  De  las  anua, 
lidadea;  B.  De  las  rentas;  C.  De  los  car- 
gos; D.  De  los  diezmos. — i.  De  las  fran- 
quicias y  libertades. — 5.  De  los  derechos 
de  common.  —  8.  De  las  servidumbres: 
A.  De  la  servidumbre  de  paso;  B.  De  la 
servidumbre  de  aguas;  C.  De  la  servidum- 
bre de  lacea.  (Las  doctrinas  correspon- 
dientes á  esta  última  materia  se  encuen- 
tran en  el  título  VE,  libro  II,  del  Código 
civil.) 

l.  Se  denomina  en  derecho  inglés 
bien  ó  patrimonio  incorporal,  un  dere- 
cho derivado  de  un  objeto  corporal, 
mueble  ó  inmueble,  oque  concierne  á 
este  objeto;  es  anejo  &  él  ó  sobre  él  se 
ejerce.  Es  una  simple  abstracción  jurí- 
dica, aunque  sus  efectos  y  sus  ventajas 
sean  con  frecuencia  perceptibles  mate- 
rialmente (1). 

Los  principales  bienes  incorporales 
son  los  derechos  de  señorío  y  de  patro- 
nato, las  anualidades,  rentas,  diezmos, 


(1)     Blacksloae,  Comentario*  á  las  leyes  de  In- 
glaterra, 15.'  odicióa. 
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appendant  ó  appuríenaní  á  inmuebles 
corporales,  esto  es,  según  dependan  de 
un  inmueble  (ya  naturalmente,  ya  en 
virtud  de  un  titulo  adquisitivo),  y  vayan 
unidos  á  él,  sea  cualquiera  su  posee- 
dor, ó  el  goce  sea  independiente  y  dis- 
tinto de  la  posesión  del  inmueble,  y  re- 
sulte de  una  estipulación  expresa. 

La  mayor  parte  de  los  bienes  incor- 
porales pueden  existir,  ya  como  depen- 
dencias naturales  ó  artificiales  de  un 
fundo,  ya  á  titulo  de  derechos  aislados, 
personales  ó  hereditarios. 

2.  Antiguamente  el  señorío  de  las  tie- 
rras entregadas  en  feudosimple  á  posee- 
dores que  prestaban  el  servicio  feudal  ó 
una  determinada  renta,  era  el  estáte,  el 
derecho  sobre  el  inmueble  que  se  re- 
servaba el  soberano,  y  del  cual  era  di- 
cha renta  ó  servicio  una  dependencia 
natural  y  legal.  Pero  el  Estatuto  18  de 
Eduardo  1  prohibió  retener  derechos  de 
esta  naturaleza  sobre  los  feudos  que 
se  enagenasen,  por  cuyo  motivo  hoy 
sólo  existen  señoríos  donde  hay  un 
caserío  con  poseedores  by  copyhold  6 
con  poseedores  libres  que  dependan  de 
él.  Los  derechos  que  constituyen  el  se- 
ñorío dependen  del  caserío,  de  tal  ma- 
nera, que  la  en  agen  ación  de  éste  lleva 
consigo  la  de  esos  derechos,  aunque  no 
se  haya  hecho  mención  de  ellos  en  el 
acto  de  la  venta. 

El  derecho  de  patronato,  ó  sea  el  de- 
recho de  establecer  curatos  y  beneficios 
eclesiásticos,  era  también,  en  su  ori- 
gen, una  dependencia  del  caserío,  del 
cual  íormaba  parte  la  parroquia.  Hoy 
se  nos  presenta  como  un  derecho  aisla- 
do, independiente  de  la  posesión  de 
una  tierra,  bien  porque  el  propietario 
se  lo  haya  reservado  al  enagenar  sus 


bien  porque  baya  enagenado 

Ate  el  derecho. 

no,  como  tal,  no  tiene  ningún 
derecho  sobre  las  tierras  y  diezmos 
pertenecientes  al  curato;  su  única  fa- 
cultad es  la  de  proponer  al  Obispo  un 
eclesiástico  de  buenas  condiciones;  el 
Obispo  no  puede  negarse  a  nombrarle. 
Con  motivo  de  haber  encargado,  en 
otros  tiempos,  el  derecho  de  patronato 
á  Corporaciones  eclesiásticas,  que  per- 
cibían las  rentas  pero  descuidaban  los 
intereses  espirituales,  fueron  institui- 
dos los  Vicarios,  que  recibían  una  re- 
muneración. El  patronato  de  los  vica- 
riatos correspondía  á  los  poseedores 
espirituales  del  curato,  en  calidad  de 
dependiente  del  mismo.  Hoy,  muchos 
patronatos  han  sido  separados  del  cu- 
rato correspondiente,  y  constituyen  pa- 
tronatos independientes,  susceptibles 
de  en  age  nación  aislada. 

La  venta  de  un  derecho  de  patronato 
no  implica  el  derecho  de  hacer  la  inme- 
diata proposición,  sino  á  condición  de 
que,  en  el  momento  de  la  venta,  se  en- 
cuentre provista  la  plaza;  el  hecho  de 
traficar  con  semejante  derecho  se  con- 
sidera como  un  acto  de  simonía. 

Además,  está  prohibido  á  un  ecle- 
siástico, bajo  pena  de  nulidad,  vender 
ó  ceder  un  derecho  de  patronato  de- 
pendiente del  cargo  que  ejerce,  asi 
como  procurarse  un  anticipo  compran- 
do el  derecho  &  la  más  próxima  propo- 
sición. . 

3.— A.  Llámase  anualidad  é.  una  su- 
ma que  debe  pagarse  anualmente, 
aparte  de  la  cuestión  de  intereses,  por 
el  constituyente  ó  por  éste  y  sus  here- 
deros. 

Puede  constituirse  en  favor  de  una 
persona  sola  ó  de  una  persona  y  sus 
herederos.  Cuando  no  se  habla  de  los 
herederos,  se  supone  que  es  simple- 
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mente  vitalicia.  Del  mismo  modo,  si  el 
constituyente  no  impone  á  sus  herede- 
ros la  obligación  de  sostenerla,  no  se 
paga  más  que  hasta  el  fallecimiento  de 
aquél,  aunque  la  serie  de  beneficiados 
por  ella  no  se  extinga  en  ese  mismo 
momento. 

Cuando  la  anualidad  no  se  ha  consti- 
tuido sobre  un  inmueble  (lo  cual  cam- 
bia su  naturaleza  jurídica)  es  consi- 
derada como  un  personal  estáte  y  se 
transmite  &  los  causa-habientes  del  be- 
neficiado por  ella,  según  las  reglas  es- 
peciales de  los  bienes  muebles,  que  en 
su  lugar  expondremos. 

Desde  1855,  todo  deed  (menos  los  con- 
tratos matrimoniales)  y  todo  testamen- 
to, constitutivos  de  una  renta  anual,  de- 
ben registrarse  en  el  Tribunal  de  los 
pleitos  ordinarios. 

B.  Las  rentas  sobre  tierras  son  cen- 
sos en  dinero  ó  en  especie  que  gravan 
un  fundo,  cualquiera  que  sea  su  posee- 
dor. Revisten  en  la  legislación  inglesa 
dos  formas:  la  renta  reservada  (rent 
terotce),  y  la  renta  constituida  (rent 
charge). 

La  renta  reservada  es  el  canon  que  el 
poseedor  tiene  que  pagar  al  señor  de 
quien  depende  en  cambio  del  disfrute 
que  le  ha  otorgado.  Cuando  no  le  paga 
al  espirar  el  plazo,  el  señor  tiene  dere- 
cho á  embargarle,  independientemente 
de  toda  convención  expresa. 

La  renta  constituida  es  aquella  en 
que,  prescindiendo  de  toda  relación  de 
vasallaje  y  señorío,  el  poseedor  de  un 
estáte  grava  el  fundo  que  le  pertenece 
para  todo  el  tiempo  que  pueda  dispo- 
ner de  él  por  si  mismo  ó  por  sus  causa- 
habientes,  ó  para  un  plazo  más  corto. 

No  puede  constituirse  ninguna  renta 
más  que  por  deed,  por  testamento  ó  por 
contrato  de  matrimonio.  Toda  rent 
charge  constituida  posteriormente  al  26 


de  Abril  de  1855  por  otro  medio  que  e! 
contrato  de  matrimonio  6  el  testamen- 
to, para  mientras  viva  una  persona  ó 
varias,  no  grava  un  inmueble  con  rela- 
ción á  los  adquirentes,  acreedores  por 
prenda  ni  otros,  sino  á  contar  desde 
el  momento  en  que  se  hayan  inscripto 
sumariamente  las  cláusulas  del  contra- 
to en  el  registro  de  la  división  de  plei- 
tos ordinarios  del  Tribunal  Supremo. 
Este  registro  se  lleva  por  orden  alfabé- 
tico de  nombres  de  los  propietarios  que 
gravan  sus  inmuebles. 

El  beneficiado  por  una  de  estas  ren- 
tas tiene  derecho  á  embargar  los  bienes 
sin  necesidad  de  poderes  expresos; 
pero  subsiste  la  costumbre  de  conferir- 
los, y,  además,  para  el  caso  de  que  la 
renta  no  se  pague,  conferir  también  un 
poioer  ofentry,  esto  es,  derecho  de  ins- 
talarse en  la  finca  y  percibir  los  frutos 
hasta  reintegrarse  de  lo  que  se  le  debe 
como  principal  y  costas.  Una  ley  de  1881 
ha  venido  á  regular  por  completo  esta 
materia,  estatuyendo  que  si  se  ha  dado 
un  plazo  para  el  pago  de  la  renta,  el 
acreedor,  transcurridos  veintiún  días, 
tiene  el  derecho  de  embargar  los  mue- 
bles que  se  encuentren  en  la  finca  para 
hacerse  pago  con  ellos;  a  los  cuarenta 
días  después  del  vencimiento,  puede 
tomar  posesión  del  bien  y  perbibir  los 
frutos  hasta  cobrarse  los  atrasos  y  los 
gastos;  esto  si  no  prefiere  ceder  por 
deed  el  bien  gravado  á  un  irusiee,  por 
cierto  número  de  años,  hasta  la  comple- 
ta extinción  de  la  deuda.  En  caso  de 
que  las  rentas  excedan  de  los  atrasos, 
el  exceso  pertenece  al  propietario  del 
bien  gravado.  Todo  esto  salvo  disposi- 
ción contraria  del  acto  constitutivo  d* 
la  renta. 

Todos  los  bienes  incorporales  en  ge- 
neral, y  las  rentas  en  particular,  pue- 
den tenerlas  diversas  clases  de dura- 
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cióa  que  tienen  las  posesiones  libres 
de  inmuebles.  Asi ,  una  rent  charge 
puede  ser  constituida  durante  la  vida 
del  beneficiado  ó  de  un  tercero  (estáte 
for  lije  in  the  rent),  ó  en  provecho  del 
beneficiado  y  em  descendientes  (estáte 
tail),  ó  del  beneficiado  y  sus  herederos 
(estáte  infel  simple). 

La  segunda  de  estas  formas  rara  vez 
se  presenta  en  la  práctica.  La  tercera 
es  muy  frecuente  en  las  grandes  ciu- 
dades, como  Liverpool  y  Mancbester, 
donde  los  propietarios  de  terrenos  sin 
edificar  los  ceden  á  los  constructores 
mediante  una  rent  charge  en  feudo 
simple. 

Cuando  la  persona  a  quien  se  debe 
una  renta  consiente  en  libertar  una 
parte  del  inmueble  gravado,  la  renta 
subsiste  integra,  pero  el  beneficiado  no 
puede  reclamar  el  pago  de  la  parte  del 
inmueble  que  ha  libertado,  sin  perjui- 
cio de  sus  derechos  sobre  las  partes  en 
que  subsista  el  gravamen,  ni  de  las 
personas  que  no  hubieren  consentido 
ese  levantamiento  parcial  de  cargas. 
Los  Inclosure  Commissioners  tienen  fa- 
cultades para  repartir  las  rentas  sobre 
los  diversos  inmuebles  ó  sobre  las  di- 
versas partes  de  un  mismo  inmueble, 
concillando  equitativamente  los  dere- 
chos de  todos  los  interesados. 

Cuando  se  ha  constituido  una  renta 
en  beneficio  de  una  persona  y  de  sus 
herederos,  y  esta  persona  muere  sin 
dejarlos,  la  renta  que,  como  hemos  di- 
cho, proviene  de  la  tierra,  recae  en  ella 
misma,  lo  que  equivale  &  decir  que  el 
inmueble  gravado  se  trueca  en  libre 
defini  ti  v  amenté. 

C.  Se  denomina  carga  una  cantidad 
de  dinero  cuyo  pago  grava  ciertos  bie- 
nes muebles  6  inmuebles  en  virtud  de 
una  disposición  expresa  del  poseedor 
del  estáte.  Cuando  un  testador  afecta 


expresamente  su  estáte  al  pago  de  sus 
deudas,  ú  ordena  en  su  testamento  que 
estas  deudas  deben  ser  pagadas,  sin 
especificar  que  deben  serlo  con  su  real 
estáte,  el  efecto  de  esta  disposición  es 
establecer  una  carga  sobre  sus  fundos 
en  beneficio  de  sus  acreedores,  de  tal 
manera  que  éstos ,  si  bien  no  tienen 
contra  los  albaceas  más  que  una  sim- 
ple acción  personal,  contra  los  bienes 
gravados  de  tal  modo  disfrutan  de  un 
verdadero  privilegio.  Aunque  el  testa- 
dor hubiera  muerto  sin  crear  semejan- 
te carga,  los  bienes  servirían  de  todas 
maneras  de  prenda  á  sus  acreedores, 
pero  no  estarán  especialmente  grava- 
dos en  su  favor. 

Una  carga  igual  resulta  del  simple 
registro  de  la  sentencia  de  uno  de  tos 
Tribunales  superiores  de  justicia  ó  de 
equidad. 

El  efecto  de  una  carga  impuesta  por 
el  testador  sobre  su  real  estáte  en  pro- 
vecho de  sus  acreedores,  es  hacer  de 
ese  estáte  varios  equitable  asseis ,  de 
suerte  que  todos  los  acreedores,  cual- 
quiera que  sea  la  naturaleza  de  su  ti- 
tulo ,  se  reparten  el  bien  por  partes 
iguales. 

Los  testadores  pueden  crear  una  car- 
ga sobre  su  real  estáte,  no  sólo  en  pro- 
vecho de  los  acreedores,  sino  también 
en  el  de  sus  legatarios.  Pero  en  este 
caso  no  queda  afecto  el  real  estáte  sino 
en  cuanto  el  personal  estáte  sea  insu- 
ficiente para  pagar  los  legados;  esto 
con  tal  que  el  testador  no  haya  mani- 
festado expresamente  su  voluntad  de 
dejar  libre  el  personal  estáte. 

Los  acreedores,  pora  hacer  valer  la 
carga  constituida  en  su  favor,  deben 
presentar  demanda  ante  el  Tribunal  de 
la  Cancillería  para  hacer  que  se  venda 
el  estáte  y  se  reparta  el  precio  entre  to- 
dos los  interesados. 
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D.  Hasta  los  tíempoade  Enrique  VIH, 
únicamente  la  Iglesia  poseyó  diezmos, 
que  pertenecían  á  las  parroquias  ó  & 
los  conventos.  Pero  cuando  este  Monar- 
ca suprimió  los  conventos  y  confiscó 
su8  propiedades,  se  hizo  reconocer  el 
derecho  de  disponer  de  ellas  por  medio 
de  cartas  patentes.  Muchas  Corpora- 
ciones laicas  (I)  obtuvieron  en  aquella 
época  diezmos,  y  gozaron  de  ellos  se- 
gún la  forma  en  que  la  concesión  se  les 
habla  hecho,  es  decir,  á  titulo  vitalicio 
ó  hereditario,  como  cualquier  otro  he- 
reditameni.  La  enagenación  estuvo  su- 
bordinada á  las  mismas  condiciones 
que  la  de  los  inmuebles  correspondien- 
tes. Constituyen  un  derecho  real  inde- 
pendiente de  la  posesión  del  inmueble. 

En  el  siglo  actual,  los  diezmos,  ya  per- 
tenecieran á  las  iglesias,  ya  &  las  Cor- 
poraciones laicas,  se  han  convertido  en 
una  renta  de  la  tierra  {rent  charge),  que 
varia  según  el  precio  de  los  granos.  Y 
en  esta  situación  se  encuentran  en  la 
actualidad. 

4.  Es  la  franquicia  ó  libertad  una 
prerrogativa  real,  ó  parte  de  una  pre- 
rrogativa real  que  subsiste  en  manos  de 
una  persona,  por  virtud  de  una  conce- 
sión del  Rey.  Ejemplos  son  el  derecho 
concedido  al  poseedor  de  un  caserío  de 
gozar  las  cosas  nulüua  marítimas  ó 
terrestres,  ó  el  tesoro  que  encuentre  en 
su  fundo;  el  derecho  de  tener  mercados, 
ferias,  ó  una  barca;  el  derecho  de/oreaí 
ó  de  caza,  etc.  Nos  ocuparemos  de  es- 
tos dos  últimos. 

El  derecho  de  celebrar  ferias  6  mer- 
cados, ó  de  establecer  una  barca  en 
una  corriente  de  agua,  no  supone  la 
propiedad  del  terreno  ó  de  la  ribera  en 
que  ha  de  ejercerse,  pues  lo  único  que 


(I)    Véase  el  cap.  II  de  las  doctrinas  corres- 
pondientes al  libro  I  de  nuestro  Código. 


lleva  consigo  es  el  derecho  á  cobrar 
ciertas  tarifas,  con  la  condición  de  con- 
servar en  buen  estado  la  barca  ó  el  lu- 
gar en  que  se  sitúe  el  mercado  ó  verifi- 
que la  feria. 

El  derecho  de/oresí  no  es  el  derecho 
de  talar  y  cortar  en  el  bosque,  sino  el 
de  cazar  en  determinado  territorio  caza 
mayor  y  menor;  algunas  veces  lleva 
aneja  la  facultad  de  conocer  de  los  de- 
litos y  contravenciones  en  materia  de 
caza. 

El  derecho  de  caza  tiene  diferentes 
limites,  según  se  permita  cazar  toda 
clase  de  animales,  ó  sólo  algunos  de 
ellos,  en  cualquier  territorio  ó  en  algu- 
no determinado,  etc.,  lo  cual  ha  dado 
origen  &  diversas  leyes  y  disposiciones 
bastante  casuísticas,  pero  de  escasa 
importancia  en  general. 

Existía  antes  el  derecho  de  pescar 
en  una  ribera  del  dominio  público; 
pero  quedó  anulado,  permitiéndose  boy 
únicamente  pescar  en  terreno  parti- 
cular. 

5.  Los  derechos  de  eommon  son  de- 
rechos comunes  ó  colectivos,  que  Be 
ejercen  sobre  tierras  ó  productos  per- 
tenecientes a  otro,  ó  sobre  terrenos 
contiguos  que  pertenecen  á  diversos 
comuneros.  Los  principales  eommons 
son  los  derechos  de  pasto,  de  pesca,  de 
hornaguera,  6  sea  del  terreno  de  donde 
Be  saca  la  turba,  de  cortar  maderas  de 
construcción,  de  extraer  carbón,  pie- 
dra, mineral,  etc.  Todas  estas  clases  se 
conceden,  por  lo  general,  á  los  posee- 
dores sobre  las  tierras  de  su  señor,  y 
deben  su  origen  á  la  necesidad  de  ase- 
gurar a  los  poseedores  la  subsistencia  y 
los  objetos  más  indispensables  para  la 
vida.  Fuera  del  caso  en  que  los  dere- 
chos de  pasto  se  ejercen  especialmente 
sobre  terrenos  contiguos  pertenecien- 
tes &  los  mismos  interesados,  existen, 
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en  genera),  sobra  tos  terrenos  incultos 
dependientes  del  caserío,  cuyos  posee- 
dores son  los  comunistas,  y  constitu- 
yen un  accesorio  del  bien  ocupado  por 
dichos  poseedores.  Estos  derechos  so- 
bre la  propiedad  de  otro  pueden  existir 
en  provecho  del  que  tenga  el  titulo, 
personal  é  independientemente  de  la 
posesión  de  un  fundo  de  tierra;  también 
pueden  estar  fundados  en  una  conce- 
sión expresa  ó  en  la  prescripción.  La 
concesión  y  la  transmisión  de  estos 
derechos  deben  hacerse  por  deed. 

El  derecho  de  pastos,  en  su  origen, 
no  significaba  mas  que  la  facultad  que 
tenia  el  poseedor  de  las  tierras  arables 
de  hacer  pastar  en  los  terrenas  incul- 
tos de  su  señor  &  los  caballos,  bueyes, 
vacas  y  carneros  necesarios  para  la 
explotación  de  las  tierras.  Esto  fué  al 
principio  un  derecho  appendani  (depen- 
diente); pero  con  el  tiempo  ha  adquiri- 
do el  carácter  de  appurtenant  (pertene- 
ciente), es  decir,  adquirido  por  titulo  ó 
por  prescripción  sobre  tierras  que  per- 
tenecen a  otro  caserío. 

El  ejercicio  de  los  derechos  de  eom- 
mon ha  sido  juzgado  en  Inglaterra  muy 
perjudicial  á  la  explotación  racional 
del  suelo,  y  ha  sido  limitado  poco  a 
poco  por  la  facultad  reconocida  al  due- 
ño de  los  trastes  ó  terrenos  incultos  de 
crear  una  mayor  ó  menor  extensión  de 
ellos,  sustrayéndola  de  este  modo  a  la 
servidumbre.  El  Estatuto  8."  y  9.°  de  la 
Reina  Victoria,  corregido  por  otros 
posteriores,  ha  creado  Comisarios  re- 
vestidos de  extensos  poderes  para  re- 
gular todas  las  cuestiones  sobre  el  uso 
y  cierre  de  los  terrenos  señoriales;  y 
el  Commons  Acide  1876 contiene  dispo- 
siciones detalladas  sobre  el  cierre  de 
los  commons,  sobre  su  uso  y  sobre  las 
mejoras  de  que  son  susceptibles.  Otras 
muchas  leyes  se  han  dado  con  este 


mismo  objeto,  pudiendo  hoy  cada  pro- 
pietario lograr  que  á  todas  sus  tierras 
ó  á  una  parte  de  ellas  se  las  libre  del 
referido  derecho  de  pastos. 

Según  la  ley  de  19  de  Junio  de  1882, 
cuando  los  commoners  han  sido  expro- 
piados de  su  derecho  habiéndoseles  pa- 
gado una  indemnización,  deben  ser 
convocados  los  diversos  interesados 
para  acordar  el  empleo  que  Be  ha  de 
dar  á  esa  indemnización,  y  decidir  por 
mayoría  de  votos  si  ha  de  destinarse  & 
mejorar  la  parte  del  eommon  no  expro- 
piada, a  comprar  un  nuevo  eommon  que 
supla  al  perdido  ó  á  adquirir  un  lugar 
de  recreo  para  ios  vecinos. 

El  propietario  del  suelo  sobre  el  cual 
se  ejerza  un  derecho  de  eommon  conti- 
núa siendo  propietario  legal  del  mismo, 
y  puede  usar  de  todas  las  prerrogativas 
inherentes  a  este  titulo  que  no  sean  in- 
compatibles con  los  derechos  de  los 
comuneros;  salvo  la  reglamentación  de 
esos  derechos  en  virtud  de  los  inelosure 
ó  commons  acia. 

Los  trozos  de  tierra  sin  cultivar  com- 
prendidos entre  las  propiedades  cerra- 
das y  un  camino,  asi  como  el  suelo  de 
la  calzada  hasta  su  linea  media,  se  su- 
pone que  pertenecen  a  los  dueños  de 
las  propiedades  limítrofes  con  el  suso- 
dicho terreno  ó  con  la  calzada,  y  que- 
dan comprendidos  en  la  venta  de  las 
propiedades  cerradas  adyacentes,  aun- 
que en  el  plano  anejo  al  acta  no.  se  in- 
cluya el  camino. 

Los  trozos  de  tierra  de  esta  especie 
contiguos  á  un  eommon  se  supone  que 
pertenecen  al  propietario  de  dicho 
eommon.  Cuando  el  suelo  de  un  camino 
se  halle  hundido,  el  público,  en  virtud 
del  derecho  común,  tiene  la  facultad  de 
pasar  por  las  tierras  adyacentes,  aun 
estropeando,  si  es  necesario,  las  vallas 
ó  cercos;  para  evitar  este  inconvenien- 


dby  Google 


344 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


te,  los  propietarios  colindantes  prefe- 
rían, antiguamente,  retirar  sus  vallas 
de  modo  que  dejasen  un  espacio  libre  á 
lo  largo  del  camino,  cuyo  espacio  les 
seguía  perteneciendo  &  pesar  de  estar 
fuera  del  cerco;  siendo  este  el  motivo 
de  que  exista  hoy  todavía  la  presun- 
ción indicada  al  principio  de  este  pá- 
rrafo, 

Los  propietarios  ribereños  de  cual- 
quier corriente  de  aguas  son  dueños 
del  fondo  de  dichas  aguas  hasta  la  linea 
media.  En  las  corrientes  de  agua  donde 
haya  mareas,  el  fondo  y  las  orillas, 
hasta  la  mayor  altura  de  la  marea, 
pertenecen  á  la  Corona.  También  es 
propietaria  la  Corona  de  las  orillas  del 
mar  hasta  la  altura  de  las  mareas  me- 
dias, salvo  titulo  ó  prescripción  en  con- 
trario. Los  particulares  que  hayan  efec- 
tuado actos  de  dominio  sobre  una  par- 
te de  la  ribera  durante  largo  tiempo  y 
sin  interrupción,  se  presume  que  los 
han  llevado  a  cabo  en  virtud  de  una 


Cuando  el  mar  invade  ó  se  retira  re- 
pentinamente de  algunas  tierras,  la 
Corona  no  adquiere  ni  pierde  ningún 
derecho  sobre  ellas.  Pero  si  el  mar 
efectúa  la  invasión  ó  la  retirada  gra- 
dualmente, la  Corona  extiende  su  do- 
minio á  costa  de  los  propietarios  ribe- 
reños y  viceversa. 

6.  Las  servidumbres  (easements)  se 
definen  en  derecho  inglés  diciendo  que 
son  «derechos,  sin  beneñcio  ó  enrique- 
cimiento directo,  que  el  propietario  de 
un  fundo  posee  sobre  el  fundo  de  otro». 
Las  principales  servidumbres  son  las 
de  paso,  de  aguas  y  de  medianería. 

A.  El  derecho  de  paso  se  adquiere: 

1."    Por  concesión,  esto  es,  por  deed; 

2."    Por  prescripción,  y 

3.°  Por  necesidad,  como  en  el  caso 
de  que  un  propietario  venda  una  parce- 


la de  terreno,  á  la  cual  no  se  puede  lle- 
gar sino  pasando  por  el  fundo  del  ven- 
dedor; en  este  caso  el  adquirente  dis- 
fruta del  derecha  por  necesidad.  La 
prescripción  Be  adquiere  a  los  veinte 
años  en  los  casos  ordinarios,  sin  que 
pueda  nunca  exceder  el  plazo  de  cua- 
renta años.  En  caso  de  concesión  ex- 
presa, las  palabras  empleadas  no  son 
susceptibles  de  ninguna  interpretación 
extensiva;  por  ejemplo,  el  derecho  de 
pasar  un  carruaje  no  implica  el  de  pa- 
sar a  caballo.  El  propietario  del  fundo 
sirviente  no  está  obligado  á  mantener 
en  buen  estado  el  camino,  salvo  titulo  ó 
prescripción  en  contrario.  De  aquí  Be 
deduce  que  el  propietario  del  fundo  do- 
minante, que  tiene  obligación  de  pro- 
veer &  la  conservación  de  ese  camino, 
no  puede,  si  se  encuentra  hundido,  pa- 
sar por  las  tierras  adyacentes,  como  en 
el  caso,  ya  expuesto,  de  que  el  camino 
fuera  público;  pero  puede  penetrar  en 
el  fundo  sirviente  para  hacer  en  el  ca- 
mina las  reparaciones  necesarias. 

El  propietario  del  fundo  sirviente  no 
puede  variar  el  camino  sin  consenti- 
miento del  propietario  del  fundo  domi- 
nante, aunque  éste  no  tenga  ningún 
motivo  para  oponerse. 

Un  derecho  de  paso  limitado  á  per- 
sonas determinadas  constituye  una 
servidumbre,  y,  por  el  contrario,  lodo 
camino,  cualesquiera  que  sean  su  des- 
tino y  dimensiones,  accesible  á  todo  el 
mundo,  no  se  rige  por  los  principios  de 
la  servidumbre,  sino  que  constituye  un 
camino  real  (higioay).  Los  atentados 
contra  el  ejercicio  del  derecho  de  una 
servidumbre  pueden  ser  reprimidos  por 
una  action  al  law. 

B.  La  servidumbre  de  aguas,  de  con- 
ducción de  aguas  ó  de  cañería,  autori- 
za al  que'  la  disfruta  para  sacar,  con 
perjuicio  de  los  ribereños,  una  parle  del 
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en  el  lenguaje  vulgar  á  la  vajilla,  &  los 
cuadros  y  a  los  objetos  que  se  han  ce- 
dido ó  legado  á  los  trastee»  para  uso  de 
los  diversos  poseedores  sucesivos  de  la 
casa  en  que  se  encuentran. 

c.  Son  fxtures  los  objetos  muebles  ó 
ckattels  personales  incorporados  á  un 
fundo,  como  si  estuvieran  destinados  a 
permanecer  alli  perpetuamente.  Desde 
que  el  antiguo  derecho  consideró  á 
todo  objeto  mueble  adherido  sobre  un 
fundo,  como  parte  integrante  del  mis- 
mo, se  viene  siguiendo  la  consecuencia 
de  que  las  cosas  forman  parte  de  la  tie- 
rra porque  están  adheridas  al  suelo,  y 
se  transmiten  al  mismo  tiempo  que 
éste  aunque  no  se  haga  mención  ex- 
presa. Además,  hoy  la  enajenación  de- 
finitiva, ó  condicional  de  una  casa  im- 
plica la  de  todos  los  objetos  muebles 
materialmente  adheridos  á  ella,  como 
las  chimeneas,  rejas,  estanterías,  ce- 
rraduras, etc.,  y  aun  la  de  aquellos  ob- 
jetos simplemente  colocados  en  la  casa 
por  razón  de  bu  destino  especial  y  de 
la  explotación  á  que  está  afecta;  los 
objetos  de  esta  última  clase  no  se  re- 
putan excluidos  de  la  venta  más  que  si 
las  partes  lo  estipulan  asi. 

La  primitiva  regla  relativa  &  los  fix- 
tures  ha  sido  muy  atenuada  en  favor  de 
los  poseedores  for  terma  of  years,  que 
en  la  actualidad  tienen  el  derecho  de 
quitar  los  objetos  colocados  por  ellos 
para  la  explotación  del  fundo  ó  para 
recreo,  siempre  que  los  quiten  antes  de 
que  espire  el  plazo  del  arriendo.  La 
misma  facultad  ha  sido  concedida  á  los 
albaceas  de  un  tenantfor  lije.  Pero  las 
reglas  citadas  permanecen  en  vigor  en 
favor  del  heredero  ó  del  legatario  de  un 
poseedor  en  feudo  simple  y  en  contra 
del  administrador  ó  albacea  de  su  su- 
cesión. Sin  embargo,  las  tapicerías  y 
espejos  clavados   que  no   formen  un 


solo  cuerpo  con  la  materia  de  que  se 
halle  recubierta  la  pared,  se  incluyen 
entre  los  bienes  muebles  del  difunto  j 
pertenecen,  no  al  heredero,  sino  al  ad- 
ministrador ó  albacea. 

Cuando  los/síures  son  entregados  al 
poseedor  con  la  casa  en  que  se  encuen- 
tran, el  arrendador  continúa  siendo 
propietario  de  ellos,  salvo  el  derecho 
del  poseedor  de  usarlos  mientras  dure 
su  goce.  Si  han  sido  separados  de  la 
finca  por  un  acto  del  poseedor,  ó  de  un 
tercero,  ó  por  mero  accidente,  el  arren- 
dador tiene  inmediatamente  el  derecho 
de  recuperarlos.  En  principio,  todos 
los  fxtures  que  pasan  por  ministerio  de 
la  ley  al  heredero  al  mismo  tiempo  que 
el  inmueble,  se  considera  que  no  son 
de  la  propiedad  personal  del  poseedor 
del  feudo. 

D.  Los  cfiattels-oegeiablcs  son  objetos 
muebles  de  naturaleza  vegetal,  como 
los  árboles,  sotos,  frutos  y  cosechas 
pendientes  de  ramas  ó  raices,  cuyos 
objetos  son  considerados  en  Inglaterra 
como  muebles,  á  diferencia  de  lo  que 
ocurre  en  nuestra  legislación  y  en 
otras  muchas;  pero  mientras  no  han 
sido  separados  del  suelo,  se  supone, 
bajo  diversos  aspectos,  que  forman 
parte  integrante  del  mismo,  y  se  trans- 
miten con  el  sin  que  para  ello  haga  fal- 
ta ninguna  declaración  expresa.  Los 
árboles,  cuando  se  han  exceptuado 
taxativamente  de  la  enagen ación,  con- 
tinúan siendo  de  la  propiedad  del  dis- 
ponente, aunque  en  este  caso  no  están 
separados  del  fundo  más  que  por  una 
Acción  legal.  Del  mismo  modo  pueden 
ser  concedidos  aisladamente  por  un 
poseedor  en  feudo  simple,  y  formar 
parte  de  la  propiedad  del  concesiona- 
rio, aun  antes  de  ser  separados  del 
suelo.  Si  el  poseedor  de  tierras  en  feu- 
do simple  muere  sin  haber  dispuesto 
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ble  del  propietario,  y  es  justo  que  se  in- 
cluyan en  esa  misma  fortuna  las  reco- 
lecciones correspondientes. 

Cuando  las  tierras  han  sido  concedi- 
das á  un  íenantfor  yeara  ó/or  Ufe,  y  no 
se  ba  hecho  ninguna  excepción  relati- 
va al  arbolado,  continúa  siendo  .leí  pro- 
pietario del  fundo,  salvo  el  derecho  del 
poseedor  a  los  frutos,  á  la  tala  y  á  la 
sombra  que  presta. 

2.  Del  mismo  modo  que  los  bienes 
inmuebles,  los  muebles  pueden  ser  ob- 
jeto de  propiedad  conjunta  y  de  propie- 
dad in  eommort,  produciendo  estas  dos 
clases  de  propiedad  entre  los  mue- 
bles análogos  efectos  que  entre  los  in- 
muebles. 

La  propiedad  conjunta  supone  las 
cuatro  unidades  de  posesión,  de  dura- 
ción, de  titulo  y  de  punto  de  partida, 
características  de  los  inmuebles.  Cuan- 
do una  cosa  mueble,  sea  in  possession, 
sea  in  action,  es  entregada  simultánea- 
mente á  dos  personas,  sin  que  haya 
nada  que  indique  que  cada  una  de  ellas 
ba  de  ser  propietaria  de  una  parte  indi- 
visa, tienen  entre  si  derechos  exacta- 
mente iguales,  y  se  colocan,  respecto  á 
tercero,  en  la  misma  situación  que  si 
hubiera  un  propietario  único.  De  aqui 
se  deduce,  por  una  parte,  que  si  se  hace 


n  eocsnant,  es 
man  para  per- 
otra,  que  una 
ilquiera  de  los 
ble  a  los  otros, 
relación  á  los 
supervivencia, 
ue  muere  aere- 
en perjuicio  de 
<ia  sucesión,  y 
ledidas,  excep- 
ición  que  haya 
Bvenir  este  re- 
—.-_«,.  ~„..*...  ^..  >,*~„.  en  que,  por  ra- 
zón de  las  consideraciones  que  se  guar- 
dan á  las  disposiciones  testamentarias, 
la  copropiedad  conjunta  se  crea  aun- 
que los  derechos  de  los  diversos  intere- 
sados no  hayan  tenido  un  mismo  punto 
departida,  es  decir,  que  falta  una  de 
las  cuatro  unidades  exigidas.  Por  ejem- 
plo, cuando  se  ha  hecho   un  legado 
é  A  para  mientras  viva,  debiendo  reco- 
gerle después  de  su  fallecimiento  los 
hijos  y  descendientes  de  B,  todos  estos 
hijos  y  descendientes,  nacidos  cuando 
vivía  A,  adquieren  conjuntamente  de- 
rechos al  legado;  y  aunque  algunos  no 
vivan  cuando  los  demás  entrena  dis- 
frutar del  legado,  la  parte  de  los  pre- 
muertos  acrecerá  á  los  sobrevivientes 
en  virtud  del  principio  fundamental  de 
la  posesión  conjunta. 

El  derecho  de  supervivencia  no  se 
aplica  á  la  copropiedad  de  comercian- 
tes unidos  en  sociedad;  los  albaceas  ó 
administradores  de  la  sucesión  del  pre- 
muerto  pueden  tomar  la  parte  que  le 
correspondiera  en  todos  los  bienes 
muebles  in  possesion  de  la  sociedad. 
Pero  esta  regla  no  se  extiende  á  las  co- 
sas in  action,  para  poseer  las  cuales 
los  sobrevivientes  tienen  derecho  á  di- 
rigirse á  los  Tribunales  ordinarios,  por 
lo  menos  á  los  de  la  ley;  los  de  equidad 
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admiten  que  la  parte  del  asociado  pre- 
muerto  pertenece  á  sus  albaceas  ó  ad- 
ministradores, lo  mismo  para  las  cosas 
in  aetion  que  para  las  in  potue&sion;  y 
si  los  socios  sobrevivientes  pueden  di- 
rigirse á  los  Tribunales  ordinarios,  son 
considerados,  con  relación  á  dichos  al- 
baceas  ó  administradores,  como  trut- 
teea  de  la  parte  correspondiente  ai  di- 
funto. 

La  propiedad  in  eommon,  o  simple- 
mente indivisa,  nace  en  los  bienes 
muebles,  bien  por  razón  de  la  partición 
de  una  copropiedad  conjunta,  bien  por 
consecuencia  de  una  donación  hecha  a 
dos  ó  mas  personas  bajo  esta  condición 
especial.  Por  ley  no  pueden  poseer  va- 
rías personas  in  eommon  una  cosa  in 
aetion;  no  se  puede  poseerla  mas  que 
conjuntamente  ó  cada  uno  por  su  parte, 
pero  no  ocurre  lo  mismo  por  equidad. 
Si  se  trata  de  un  legado  (con  el  cual  la 
ley  se  mueBtra  siempre  mas  indulgen- 
te), la  regla  es  que  las  palabras  que  in- 


dican la  intención  de  dar  á  cada  uno  de 
los  colegatarios  una  parte  distinta  del 
objeto  legado,  bastan  para  hacer  de 
ellos  simples  tenante  in  eommon,  mien- 
tras que  sin  tales  palabras  serás  con- 
siderados como  copropietarios  conjun- 
tos. El  principio  es,  pues,  el  mismo  que 
en  materia  de  inmuebles. 

Los  poseedores  in  eommon  de  bienes 
muebles,  lo  mismo  que  los  de  inmue- 
bles, tienen  simplemente  unidad  de  po- 
sesión, faltando  las  otras  tres  unidades 
requeridas  en  la  posesión  conjunta. 
Con  especialidad,  los  derechos  sobre 
las  cosas  pueden  ser  desiguales,  pu- 
diendo  uno  tenerla  mitad,  otro  la  octa- 
va parte,  etc.  Asimismo  tampoco  im- 
porta que  su  titulo  sea  diferente  ó  que 
sus  derechos  no  hayan  nacido  al  mis- 
mo tiempo. 

La  consecuencia  de  esto  es  que  el  de- 
recho de  supervivencia  que  se  deriva 
de  la  unidad  de  interest  no  existe  entre 
los  copropietarios  in  e 
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LIBRO    III 

DIVERSOS  MODOS  DE  ADQUIRIR  LA  PROPIEDAD 


(DOCTRINAS  OORRSgPONDIBNTSS  Á  L.A.S  DEiL  LIBRO  III  DEL  CÓDIGO   C 
HSPAÑOL) 


CAPÍTULO  PRIMERO 
De  loa  modo»  de  adquirir  la  propiedad 

1,  De  loe  modos  de  adquirir  la  propiedad 
inmueble:  A.  Introducción;  B.  Aconteci- 
miento casual;  C.  Ocupación;  D.  Confisca- 
ción.— 2.  De  loa  modoa  de  adquirir  la 
propiedad  mueble;  A.  De  la  ocupación.— 
a)  Ocupación  pagana  (reritm  nulliue);  b) 
Ocupación  bélica;  e)  Invención  ó  hallazgo. 
— B.  De  la  accesión.  (Véase  el  bit.  I,  lib.  IIL 
y  el  cap.  II,  tít.  II,  lib.  II,  del  Código  civil 
español.) 

1. — A.  Los  modos  generales  de  ad- 
quirir la  propiedad  inmueble  eran: 

1."  Por  cierta  clase  de  acontecimien- 
tos casuales; 

2."    Por  ocupación; 

3."    Por  confiscación; 

4."    Por  enage nación,  y 

5.°    Por  prescripción. 

El  tercer  modo  deadquirir  ya  no  exis- 
te, y  de  los  dos  últimos  nos  ocupamos 
en  el  libro  IV. 

B.  El  acontecimiento  casual  es  una 
especie  de  derecho  de  reversión,  en 
virtud  del  cual  un  bien  vuelve  al  do- 
nante d  al  señor  del  feudo  en  defecto 
de  todos  los  herederos  ó  sucesores  del 
poseedor  llamados  á    recogerle.  Hoy 


que,  como  sabemos,  los  poseedores  en 
feudo  simple  gozan  de  un  derecho  de 
disposición  absoluto  Ínter  eioos  ó  por 
testamento,  es  muy  raro  que  el  señor 
de  quien  proviene  el  feudo  vuelva  á 
recuperarle  por  la  causa  expuesta.  Hay 
dos  casos  únicos  en  que  hoy  tiene  to- 
davía aplicación  la  regla  supradicha, 
que  son:  aquel  en  que  el  poseedor  del 
feudo  no  deja,  en  defecto  de  toda  clase 
de  herederos  legítimos  ó  testamenta- 
rios, más  que  un  hijo  natural;  y  aquel 
en  que  un  hijo  natural  que  posee  un 
inmueble  muere  sin  posteridad  é  in- 
testado. Como,  según  la  ley,  el  hijo  na- 
tural no  tiene  padre  ni  madre,  pues  es 
fillitis  nullius,  se  ve  privado  de  todo 
derecho  sobre  los  bienes  de  ellos;  y 
además  no  puede  tener,  en  clase  de  he- 
rederos, ni  ascendientes  ni  colaterales; 
de  manera  que  los  bienes  que  deja  sin 
haber  dispuesto  de  ellos  por  testamen- 
to, vuelven  al  señor. 

C.  El  derecho  de  apoderarse  de  las 
tierras  sin  dueño  ha  estado  siempre 
encerrado  en  Inglaterra  en  los  mas  es- 
trechos limites.  Antiguamente  solo  se 
admitía  en  un  caso:  cuando  una  perso- 
na tenia  una  posesión  pur  auíre  oie,  es 
decir,  mientras  durase  la  vida  de  otra, 


3,git,zedbyGOOgIC 


350 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


y  moría,  antes  que  esta  última,  en  cuyo 
caso,  el  que  primeramente  ocupase  el 
bien  podía  conservarle  hasta  la  muerte 
del  eeatui  que  cié.  Pero  este  caso  ha  sido 
completamente  abolido. 

En  cuanto  á  los  demás  casos  de  ocu- 
pación, 6  mejor  dicho,  de  accesión  in- 
mueble, tampoco  suelen  efectuarse, 
pues  las  leyes  inglesas  señalan  dueño 
a  las  tierras  de  nueva  formación  ó  sin 
poseedor  conocido. 

Las  islas  que  se  forman  en  el  mar 
pertenecen  al  Rey. 

Los  islotes  que  se  forman  en  las  ri- 
beras pertenecen  á  los  propietarios  ri- 
bereños. Y,  en  general,  en  todos  los  ca- 
sos análogos  de  accesión  suelen  seguir- 
se, con  más  ó  menos  diferencia,  las 
doctrinas  romanas  admitidas  en  casi 
todas  las  legislaciones,  aunque  obser- 
vando siempre  la  regla  de  no  dejar  bie- 
nes sin  dueño. 

D.  La  pena  de  confiscación  que  antes 
acompañaba  á  todas  las  condenas  por 
delitos  graves,  ha  sido  abolida  en  ab- 
soluto. 

2.  Los  principales  modos  de  adquirir 
la  propiedad  mueble ,  aparte  de  las 
transacciones  nacidas  de  los  contratos 
y  de  la  sucesión,  son  la  ocupación  y  la 
accesión. 

A.  La  ocupación  puede  ser  de  tres 
clases:  ocupación  pagana,  ocupación 
bélica,  é  invención  ó  hallazgo. 

a)  La  ocupación  pagana  es  el  modo 
de  adquirir,  en  virtud  del  cual  se  hace 
propietario  de  las  cosas  sin  dueño  el 
primero  que  se  apodera  de  ellas.  El  de- 
recho inglés  considera  cosas  sin  dueño 
no  sólo  las  nullius,  como  los  animales 
monteses,  sino  también  las  comunes, 
como  el  aire,  la  luz  y  el  agua.  Por 
ejemplo,  si  una  corriente  de  agua  no 
ha  sido  «ocupada»,  cualquier  persona 
puede  aprovecharse  de  ella  para  mo- 


ver un  molino  ó  regar  un  prado;  pero 
no  podrá  hacerlo  si  otra  persona  lo  ha 
hecho  anteriormente,  porque  esto  serla 
perjudicar  los  derechos  del  primer  ocu- 
pante. La  doctrina  hoy  generalmente 
reconocida  en  este  punto  es  la  de  que 
todos  los  que  poseen  tierras  en  la  orilla 
de  un  rio  pueden  aprovechar  la  co- 
rriente de  agua  en  su  dirección  na- 
tural, á  no  ser  que  hayan  adquirido 
otros  anteriormente  el  derecho  de  va- 
riar en  parte  la  dirección  de  las  aguas 
para  su  uso.  Y  si  lleva  veinte  años  de 
ejercitar  este  derecho,  resulta  una  pre- 
sunción absoluta  de  un  derecho  de  de- 
rivación ó  desviación  de  la  corriente, 
otorgado  por  concesión  ó  por  Acta  del 
Parlamento. 

En  cuanto  á  los  animales,  hay  que 
distinguir  los  domésticos  de  los  salva- 
jes, que  conservan  su  estado  de  liber- 
tad natural.  Los  de  la  primera  clase 
son  objeto  de  un  derecho  absoluto  de 
propiedad;  pertenecen  á  su  dueño  det 
mismo  modo  que  cualquiera  otra  cosa 
mueble.  Igualmente  le  pertenece  la 
cria  de  la  hembra,  excepto  la  de  los 
cisnes.  Tratándose  de  otros  animales, 
el  padre  es  perfectamente  conocido  por- 
que no  se  aleja  nunca  de  su  hembra,  y, 
por  lo  tanto,  si  los  dueños  de  la  hembra 
y  del  macho  son  distintos,  se  partirá  la 
cria  por  igual  entre  ellos. 

Los  animales  de  la  segunda  clase,  en 
principio,  no  pertenecen  á  nadie,  y  son, 
por  lo  tanto,  del  primero  que  los  apre- 
hende; y  si  una  vez  aprehendidos  los 
encierra  en  parque,  vivero  ó  jaula,  en 
cualquier  momento  que  recobren  la  li- 
bertad pierde  su  dueño  la  propiedad 
sobre  ellos,  á  no  ser  que  hayan  ad- 
quirido la  costumbre  de  volver,  ó  que 
sean  inmediatamente  perseguidos  por 
su  dueño  ó  guardián.  Exceptúa  la  ley  el 
caso  de  que  el  animal  salvaje  encootra- 
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Cualquier  persona  legalmente  insta- 
lada en  un  fundo  tiene,  mientras  dura 
el  tiempo  de  su  disfrute,  el  derecho  de 
cazar  dentro  de  la  finca,  á  no  ser  que 
el  señor  se  haya  reservado  ese  dere- 
cho o  se  le  haya  otorgado  á  un  tercero. 
En  los  caseríos,  el  derecho  de  cazar  en 
los  terrenos  incultos  y  en  los  comunes 
que  dependen  de  ellos,  se  supone  que 
pertenece  al  señor  y  á  sus  causa-ha- 
bientes. En  cuanto  a  la  caza  realizada 
en  fundo  ajeno  por  persona  que  no  es 
el  dueño  del  animal  cazado,  hay  que 
distinguir  que  la  caza  sea  de  fieras  6 
délos  demás  animales  contra  los  que 
suelea  dirigirse  los  ejercicios  venato- 
rios. 

No  creemos  de  necesidad  exponer 
las  reglas  aplicables  á  una  y  otra  hipó 
tesis,  por  ser  muy  casuísticas  y  de  es- 
caga importancia. 

Según  el  Ground  gante  Aet  de  1880, 
cualquier  persona  legítimamente  insta- 
lada en  un  feudo  goza  (en  unión  del 
propietario  del  mismo)  del  derecho  de 
matar  en  él  liebres  y  conejos;  y  no  sólo 
no  necesita  para  ello  autorización  pre- 
via, sino  que  la  ley  declara  nula  toda 
convención  que  medie  entre  ellos  que 


residente  en  Inglaterra  porque  entre 
su  nación  y  el  Reino  Unido  estalle  una 
guerra.  Si  un  enemigo  se  apodera  de 
bienes  muebles  pertenecientes  á  un  in- 
glés y  otro  inglés  los  recobra,  éste  ad- 
quiere la  propiedad  de  ellos,  y  el  pri- 
mero la  pierde,  como  es  consiguiente; 
a  no  ser  que  se  haya  recobrado  el 
mismo  día  del  apoderan)  ¡ento  y  el  pro- 
pietario haya  reivindicado  su  bien  an- 
tes de  la  puesta  del  sol. 

e)  La  invención  ó  hallazgo  no  es  ori- 
gen de  propiedad  más  que  excepcio- 
nolmente;  pues  los  efectos  abandona- 
dos, los  procedentes  de  naufragios  y 
los  tesoros,  pertenecen  á  la  Corona. 

Cuando  una  cosa  se  ha  perdido  sin 
ser  abandonada  por  su  dueño,  continúa 
perteneciendo  á  éste,  y  si  la  recoge  otra 
persona,  no  puede  apropiársela  mien- 
tras tenga  medios  de  encontrar  al  legi- 
timo propietario.  Si  no  le  busca  y  se 
queda  con  el  objeto,  el  propietario  dis- 
fruta de  una  aetion  o/  trover  contra  el 
que  se  la  halló.  Para  entablar  esta  ac- 
ción basta  acreditar  que  se  es  poseedor 
del  objeto  perdido,  aunque  no  se  tenga 
la  propiedad.  No  es,  por  lo  tanto,  esta 
acción  más  que  una  acción  posesoria. 
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pues  no  tiende  más  que  á  reconocer  la 
propiedad. 

B.  En  la  accesión  ha  seguido  en  gran 
parte  el  derecho  inglés  los  principios 
del  romano.  En  caso  de  especificación, 
cualquiera  que  sea  la  alteración  de  for- 
ma que  haya  sufrido  la  cosa,  el  propie- 
tario puede  recuperarla  en  esta  forma 
nueva.  Por  ejemplo,  el  dueño  del  paño 
puede  recuperarle  aunque  de  el  se  ha- 
yan hecho  trajes. 

Si  una  cosa  aumenta  de  valor  natural 
ó  artificialmente,  como  una  tela  cuando 
se  borda,  las  mejoras  corresponden  al 
propietario  de  la  cosa.  Pero  si  la  misma 
especie  de  la  cosa  se  ha  cambiado, 
como  cuando  del  trigo  se  hace  pan,  el 
nuevo  objeto  pertenece  al  especifica- 
dor,  debiendo  abonar  al  propietario  los 
daños  y  perjuicios. 

En  caso  de  confusión  ó  mezcla  pro- 
ducida casualmente  ó  por  convenio  de 
los  propietarios  de  las  dos  materias,  el 
cuerpo  asi  formado  pertenece  6  ambos 
propietarios  en  proporción  de  sus  par- 
tes respectivas.  Si  la  mezcla  la  ha  veri 
flcado  uno  solo,  sin  conocimiento  del 
otro  ó  contra  su  voluntad,  la  ley  otorga 
á  este  último  la  propiedad  del  nuevo 
objeto. 

CAPÍTULO  II 

De  las  sucesiones 

1.  Introducción. — 2.  De  la  capacidad  para 
disponer  de  loe  bienes  por  testamento  y 
para  recibirlos:  A.  Capacidad  para  dispo- 
ner; B.  Capacidad  para  recibir. — 3.  De 
las  diversas  formas  de  testamentos  ordi- 
narios y  excepcionales. — 4.  De  la  aptitud 
para  ser  testigo  de  un  testamento. — 5.  De 
la  aprobación  de  los  testamentos. — 6.  De 
la  revocación  de  los  testamentos.  (Véase 
el  título  m  del  libro  UI  del  Código  civil 
español.) 

l.  Impera  hoy  en  Inglaterra  el  siste- 
ma de  libertad  de  testar,  después  de 


haber  predominado  durante  largo  tiem- 
po el  método  prohibitivo. 

2.— A.  El  Willa  Aeí  de  1837  es  el  que 
hoy  rige  la  capacidad  para  testar,  y  la 
concede  á  todos  los  hombres  y  mujeres 
que  no  estén  casados,  en  cuanto  hayan 
cumplido  veintiún  años. 

La  mujer  casada  no  puede  disponer 
por  testamento  más  que  de  los  bienes 
que  la  haya  dejado  otro  testador,  auto- 
rizándola expresamente  para  disponer 
de  ellos  en  la  misma  forma,  y  de  los 
que  hayan  sido  reservados  para  su  uso 
particular;  entendiéndose  que  son  de 
esta  clase  todos  los  que  la  mujer  gana 
ó  adquiere  independientemente  de  su 
marido. 

No  pueden  testar:  los  menores  de 
edad,  los  imbéciles  y  dementes,  y  aqué- 
llos á  quienes  se  ha  privado  de  este  de- 
recho por  vía  de  pena. 

El  derecho  de  testar  lleva  consigo  el 
de  legar  bienes  á  los  cuales  puede  as- 
pirar el  testador  en  el  momento  de  su 
fallecimiento,  y  que,  en  defecto  del  tes- 
tamento, pasarían  al  heredero  ó  á  las 
personas  llamadas  por  la  ley  á  recoger 
los  bienes  muebles.  La  ley  cita  expre- 
samente entre  los  bienes  de  que  puede 
disponerse,  un  esiate  poseído  par  auíre 
ote,  cualquier  derecho  sobre  inmuebles, 
aunque  sólo  sea  eventual,  y  el  derecho 
de  tomar  posesión  de  un  inmueble,  sin 
que  importe  nada  que  estos  bienes  los 
tuviera  el  testador  cuando  otorgó  su  úl- 
tima voluntad  ó  los  baya  adquirido  des- 
pués. 

B.  En  principio,  cualquier  persona 
nacida,  ó  simplemente  concebida,  tie- 
ne capacidad  para  recibir  por  testa- 
mento. 

Las  Corporaciones  tienen  igual  facul- 
tad, salvo  las  disposiciones  de  las  leyes 
de  manos  muertas,  que  subordinan, 
respecto  de  las  personas  morales,  la 
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adquisición  de  inmuebles  &  una  autori- 
zación de  la  Corona. 

3.  Para  que  un  acto  de  última  volun- 
tad se  repute  válido,  ha  de  estar  exten- 
dido por  escrito  y  Armado  al  final  por 
el  testador,  ó  por  otra  persona  á  su  pre- 
sencia ó  por  su  encargo.  Esta  firma  da 
eficacia  á  todo  lo  que  se  haya  escrito 
encima  ó  a)  lado,  pero  no  a  lo  escrito 
debajo.  En  la  práctica  lo  que  se  hace 
es  poner  la  firma  al  margen  de  todas 
las  hojas  del  testamento. 

La  firma  debe  ser  puesta  y  reconoci- 
da por  el  testador,  en  presencia  de  dos 
testigos  por  lo  menos,  los  cuales  certi- 
fican el  carácter  del  documento  y  le 
firman.  La  fórmula  que  se  usa  es  ésta: 
«Firmado  y  declarado  por  el  susodi- 
cho X  X»  (el  testador)  «como  expresión 
de  sus  últimas  voluntades  y  su  testa- 
mento, en  presencia  de  nosotros  dos, 
presentes  &  un  mismo  tiempo,  y  que,  a 
su  instancia,  en  su  presencia,  y  en  pre- 
sencia el  uno  del  otro,  hemos  firmado 
debajo,  como  testigos.»  Esto  es  lo  que 
se  llama  el  testimonio,  que,  aunque  es 
necesario,  no  se  exige  bajo  pena  de 
nulidad  del  testamento. 

Este  testamento  es  el  común,  y  como 
su  forma  es  bastante  amplia,  la  ley  no 
ha  tenido  necesidad  de  crear  las  otras 
clases  de  testamentos  ordinarios,  como 
el  cerrado,  el  ológrafo  y  otros  que  re- 
conocen muchas  legislaciones.  Se  le  ha 
encontrado,  sin  embargo,  un  poco 
complicado  para  ciertos  casos  excep- 
cionales, y  la  ley  lia  procurado  proveer 
a  esta  necesidad.  Los  soldados,  en  cam- 
paña, pueden  expresar  sus  últimas  vo- 
luntades en  un  escrito  sin  testimonio  ó 
por  un  testamento  nuncupativo  hecho 
ante  suficiente  número  de  testigos. 

Los  marineros  y  suboficiales  depen- 
dientes del  Estado  no  pueden  disponer 
mortia  causa  de  su  sueldo  ó  de  otras 
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sumas  que  les  deba  el  Almirantazgo, 
sino  en  presencia  y  bajo  el  testimo- 
nio de  un  Oficial  ó  de  otras  personas 
que  la  ley  designa  á  este  efecto,  cuyas 
precauciones  se  toman  para  que  los 
que  testen  en  esta  forma  no  sufran  nin- 
guna presión.  Según  el  Merekant  skip- 
pittg  Aet  de  1854,  el  Board  of  Trade  pue- 
de, si  lo  juzga  conveniente,  negarse  á 
entregar  sueldos  ó  efectos  de  un  mari- 
no muerto  á  la  persona  que  se  titule  su 
legatario  en  virtud  de  un  testamento 
hecho  á  bordo,  si  este  testamento  no 
ha  sido  extendido  por  escrito,  firmado 
ó  reconocido  por  el  testador  á  presen- 
cia del  Capitán  ó  del  segundo  del  bu- 
que, y  testimoniado  por  este  Oficial;  la 
misma  facultad  tiene  cuando  el  testa- 
mento hecho  en  otra  parte  que  no  sea 
á  bordo  en  provecho  de  una  persona 
no  emparentada  con  el  testador,  no  ha 
sido  extendido  por  escrito,  firmado  ó 
reconocido  por  el  testador  en  presen- 
cia de  dos  testigos,  uno  de  los  cuales 
tenga  carácter  oficial,  y  testimoniado 
por  ambos. 

Antiguamente  todo  testamento  con- 
cerniente á  bienes  muebles  debfa  ha- 
cerse según  la  ley  del  lugar  en  que  el 
testador  estuviese  domiciliado  el  día 
de  su  muerte.  Pero  en  la  actualidad  ha 
sufrido  modificaciones  diversas  esta 
doctrina,  y  la  vigente  es  que  todo  tes- 
tamento hecho  fuera  del  reino  por  un 
ingléB,  cualquiera  que  sea  el  domicilio 
de  éste  en  el  momento  de  la  confección 
del  testamento  ó  en  el  día  del  falleci- 
miento, debe  considerarse  válido  en  la 
forma,  si  se  ha  hecho  siguiendo  las  for- 
mas requeridas,  ya  por  la  ley  del  país 
en  que  se  ha  extendido,  ya  por  la  del 
lugar  en  que  el  testador  tenia  entonces 
su  domicilio,  ya  por  la  vigente  en  su 
domicilio  de  origen.  Por  otra  parte, 
todo  testamento  hecho  en  el  interior 
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del  Reino  Unido  por  una  persona  britá- 
nica, cualquiera  que  sea  el  domicilio 
del  testador  en  el  momento  de  la  con- 
fección de  aquél  6  en  el  dia  de  su  muer- 
te, debe  ser  considerado  como  válido 
en  cuanto  a  los  bienes  muebles,  ai  se 
ha  hecho  conforme  &  la  ley  especial  vi- 
gente en  el  lugar  de  la  confección.  Por 
último,  un  cambio  posterior  de  residen- 
cia no  obsta  para  la  validez  de  un  tes- 
tamento que  llene  las  condiciones  ex- 
puestas, ni  puede  influir  en  su  inter- 
pretación. 

La  Reinada  Inglaterra  puede  orde- 
nar, como  consecuencia  de  un  tratado 
celebrado  entre  ella  y  otra  potencia,  y 
de  una  orden  del  Consejo  publicada  en 
la  Gaceta  de  Londres,  que  un  inglés  re- 
sidente en  la  época  de  su  fallecimiento 
en  el  país  extranjero  designado  en  dicha 
orden,  no  se  considerará  que  ha  adqui- 
rido en  él  un  domicilio  propiamente  di- 
cho, á  no  ser  que  hubiera  residido  allí 
durante  un  año,  por  lo  menos,  antes  de 
su  fallecimiento,  y  de  haber  hecho  en 
el  mismo  sitio  una  declaración  de  do- 
micilio, escrita  ante  el  funcionario 
competente  del  pala  extranjero.  Por  lo 
tanto,  el  inglés  que  muere  en  país  ex- 
tranjero sin  haber  adquirido  en  él  un 
verdadero  domicilio  conforme  &  las  re- 
glas expuestas,  se  considera,  en  cuan- 
to á  sus  bienes  muebles,  haber  muerto 
ab  tntestato  ó  conservado  su  domicilio 
anterior.  La  misma  regla  debe  aplicar- 
se como  resultado  de  un  convenio  in- 
ternacional á  los  extranjeros  que  mue- 
ran en  territorio  inglés.  Pero  no  se 
extiende  á  los  extranjeros  naturali- 
zados. 

4.  La  incapacidad  de  uno  de  los  tes- 
tigos en  el  momento  de  la  confección 
del  testamento,  ú  ocurrida  después  de 
él,  no  le  vicia.  Si  entre  las  personas  lia- 
madas  á  testimoniar  hay  alguna  que 


haya  recibido  una  liberalidad  del  testa- 
dor, su  testimonio  hace  fe,  pero  la  libe- 
ralidad se  anula.  Lo  mismo  ocurre 
cuando  esa  liberalidad  se  ha  hecho  en 
provecho  del  propietario  conjunto  de 
uno  de  los  testigos. 

Cuando  un  inmueble  ha  sido  especial- 
mente afecto  por  el  testador  al  pago  de 
una  de  sus  deudas,  y  el  acreedor  ó  su 
copropietario  conjunto  son  testigos,  su 
testimonio  es  valido.  El  simple  hecho 
de  ser  nombrado  albacea  no  impide  ser 
testigo  ni  prestar  el  testimonio. 

5.  Se  llama  aprobación  del  testa- 
mento el  acto  por  el  cual  el  Tribunal 
reconoce  la  autenticidad  del  testamen- 
to y  ordena  que  se  cumplan  las  dispo- 
siciones en  él  consignadas.  Un  testa- 
mento relativo  á  bienes  muebles  ó 
ehattcls  real  no  es  válido  sino  después 
de  haber  sido  aprobado  debidamente; 
esta  es  la  diferencia  capital  que  hoy 
existe  entre  los  testamentos  en  que  se 
dispone  de  bienes  muebles  y  los  que  se 
refieren  á  un  real  eslate.  Estos  no  tie- 
nen necesidad  de  aprobación,  pues  su 
autenticidad  puede  ser  reconocida  ante 
un  Jurado,  según  las  formas  emplea- 
das para  cualquier  otro  acto  de  enage- 
nacíón  de  inmuebles.  Sin  embargo, 
también  pueden  autorizarse  estos  tes- 
tamentos según  las  reglas  especiales 
dictadas  para  los  otros,  pues  el  herede- 
ro in  late  ó  los  legatarios  de  inmue- 
bles, cuando  ha  nacido  ó  puede  nacer 
un  pleito,  pueden  también  ser  citados 
ante  el  Tribunal  de  aprobación,  y  obli- 
garse por  la  sentencia  que  dicte.  Pero 
esto  no  pasa  de  ser  una  facultad,  mien- 
tras que  en  los  otros  testamentos  es 
una  obligación. 

El  Tribunal  de  testamentos,  que  es 
hoy  el  llamado  á  dar  esta  aprobación, 
constituye  una  de  las  Salas  ó  divisio- 
nes del  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 
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tamento,  cualquiera  que  sea  el  domici- 
lio del  testador,  puede  ser  aprobado  en 
el  registro  central.  Pero  si  en  la  época 
de  su  muerte  el  testador  estaba  domici- 
liado en  un  distrito,  puede  darse  la 
aprobación  en  el  registro  del  mismo 
aunque  el  testador  no  tuviese  en  él  su 
verdadero  domicilio;  porque  se  trata  de 
tina  autorización  ordinaria.  Cuando  la 
autorización  se  hace  necesaria  por  con- 
secuencia de  un  pleito,  no  puede  hacer- 
se más  que  en  forma,  solemne,  y,  por  lo 
tanto,  ya  no  tienen  competencia  los 
registros  de  distrito,  sino  los  eounty 
eouría,  si  se  trata  de  un  estáte  de  poca 
importancia,  y  la  Sala  de  aprobación 
del  Tribunal  Supremo  en  cualquier  otro 
caso. 

Las  formalidades  de  la  autorización 
varían  según  la  forma  del  testimonio, 
y  según  la  validez  del  testamento,  sea 
ó  no  objeto  de  litigio.  Cuando  el  testa- 
mento lleva  el  testimonio  con  la  fórmu- 
la ordinaria  y  nadie  niega  su  validez, 
la  autorización  Be  acuerda  por  el  sim- 
ple juramento  del  albacea,  de  que  con- 
sidera el  documento  como  la  expresión 
fiel  de  la  última  voluntad  del  difunto. 
Pero  como  la  fórmula  ordinaria  del  tes- 
timonio no  esencial  desde  el  punto  de 
vista  de  la  validez  del  testamento,  su- 
cede frecuentemente  que  ó  falta  dicha 
fórmula  ó  no  hace  mención  exacta  del 
cumplimiento  de  las  formalidades  re- 
queridas. En  este  caso,  el  juramento 
del  albacea  debe  ser  corroborado  por 
una  declaración  jurada  de  uno  délos 
testigos,  afirmando  que  el  testamento 
se  ha  hecho  con  arreglo  á  las  prescrip- 


tamento  se  con- 
;a  prevé  alguna 
ion  debe  hacerse 
en  forma  solemne  por  medio  de  los  tes- 
tigos, Iob  cuales  son  juramentados  é 
interrogados;  y  además,  el  Tribunal 
puede  llevar  á  la  práctica  los  medios  de 
información  que  estime  oportunos,  en 
presencia  de  la  viuda,  del  pariente  más 
próximo  y  de  los  demás  interesados, 
los  cuales  son  llamados  á  presenciar 
todo  el  procedimiento.  Una  vez  cumpli- 
das estas  formalidades,  queda  el  testa- 
mento deñnitivamente  autorizado,  y 
nadie  puede  provocar  discusión  ó  liti- 
gio al  albacea,  mientras  que  ai  la  auto- 
rización Be  hace  en  la  forma  común, 
cualquier  interesado  puede,  en  el  tér- 
mino de  treinta  años,  obligarle  á  prac- 
ticar todas  las  diligencias  para  efec- 
tuaría en  la  forma  solemne. 

La  jurisdicción  contenciosa  en  mate- 
ria de  autorización  de  testamentos  ha 
sido  transferida  á  los  Tribunales  de 
condado,  en  los  casos  en  que  la  fortuna 
mueble  de  que  se  trate  no  valga  más 
de  200  libras  y  en  que  el  difunto  no  po- 
sea al  tiempo  de  su  muerte  un  real  es- 
iate de  300  libras. 

6.  Según  el  Wtlls  Act  de  1837,  un  tes- 
tamento es  revocado  por  ministerio  de 
la  ley  cuando  se  casa  su  autor,  á  no  ser 
que  haya  sido  hecho  en  virtud  de  un 
power  o/  appointmeni  expreso,  y  en  el 
caso  en  que,  ó.  falta  de  appointmeni  no 
habría  pasado  el  estáte  á  los  causa- 
habientes  del  disponente.  Aparte  del 
matrimonio,  ninguna  otra  modificación 
en  las  circunstancias  del  testador  lleva 
consigo  la  revocación. 

La  revocación  proviene  también,  ya 
de  que  el  testador  haya  hecho  un  tes- 
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tamento  ó  codicilo  posterior  y  contra- 
dictorio del  primero  ó  un  acto  expreso 
de  revocación,  ya  de  que  haya  roto  ó 
hecho  romper  en  su  presencia,  con  in- 
tención de  revocarle,  el  testamento  he- 
cho. 

La  enagenación  ulterior  del  objeto 
legado  no  implica  la  revocación  del 
testamento  si  más  tarde  dicho  objeto 
vuelve  &  estar,  de  un  modo  ó  de  otro, 
en  posesión  del  testador,  y  se  encuen- 
tra en  su  patrimonio  en  el  momento  de 
la  muerte. 

Las  enmiendas  y  modificaciones  he- 
chas en  un  testamento  no  tienen  va- 
lor más  que  cuando  se  han  hecho  en 
la  misma  forma  que  aquél;  si  no,  se 
consideran  como  no  puestas;  pero  es 
necesario  que  las  partes  enmendadas 
puedan  descifrarse. 

Cuando  un  testamento  ha  sido  revo- 
cado, basta,  para  volverle  á  dar  su 
primitivo  valor,  revestirle  de  nuevo  de 
las  firmas  y  testimonio  necesarios,  ó 
hacer  un  codicilo  en  forma,  indicando 
la  intención  de  volver  á  dar  vigor  al 
testamento  revocado. 

Cuando  un  testador  ha  hecho  un  le- 
gado a  alguno  de  sus  hijos  ó  á  otra  per- 
sona respecto  de  la  cual  ocupara  el  lu- 
gar de  padre,  y  después  la  da  en  dote 
por  un  acto  ínter  vivos  una  cantidad 
igual  ó  inferior,  la  constitución  de  esta 
dote  se  supone  lleva  consigo  la  revo- 
cación del  legado,  á  no  ser  que  haya 
una  cláusula  contraria  en  el  testamen- 
to ó  en  el  acta  de  donación. 

No  importa  que  la  dote  no  haya  sido 
entregada  y  sólo  se  haya  obligado 
el   padre  &  pagarla   en  época  poste- 


De  las  sucesiones  <tab  inteataio* 

1.  Introducción. — 2.  De  la  sucesión  abintat- 
tato  en  bienea  inmuebles:  A.  Reglas  co- 
munes á  los  feudos  Himples  y  á  ios  feu- 
dos sustituidos;  B.  Reglas  que  se  apli- 
can exclusivamente  á  los  feudos  simples; 

C.  Resumen  de  las  reglas  de  sucesión; 

D.  Derechos  y  obligaciones  del  heredero. 
—3.  De  la  sucesión  ab  inténtalo  en  bienes 
muebles.  (Véanse  los  capítulos  m  y  IV 
del  titulo  ni  del  libro  ni  del  Código  civil 
español.) 

1.  Si  en  materia  de  sucesión  testa- 
mentaria existen  en  las  leyes  inglesas 
grandes  puntos  de  analogía  entre  los 
bienes  muebles  y  los  inmuebles,  en  la 
que  se  refiere  &  sucesión  intestada  las 
diferencias  entre  estas  dos  clases  de 
bienes  se  acentúan  extraordinariamen- 
te, por  lo  cual  trataremos  de  ellas  por 
separado. 

2.  Cuando  el  poseedor  de  un  estáte  of 
inheritanee  en  feudo  simple  ó  en  feudo 
sustituido  muere  sin  haber  testado,  di- 
cho estáte  pasa,  por  ministerio  de  la 
ley,  á  su  heredero,  en  virtud  del  dere- 
cho de  desceñí. 

Prescindiendo  de  los  diversos  siste- 
mas de  desceñí  establecidos  en  algunas 
localidades,  expondremos  el  método 
general  en  materia  de  feudos  simples; 
en  cuanto  á  los  feudos  sustituidos,  las 
reglas  son  las  mismas,  pero  las  perso- 
nas llamadas  á  suceder  son  menos. 

Dos  condiciones,  realmente  de  senti- 
do común,  fija  la  ley  para  que  pueda 
abrirse  la  sucesión  intestada:  1.*  Que 
la  persona  á  la  que  se  debe  suceder 
haya  muerto;  y  2."  Que  deje  bienes  de 
los  que  no  baya  dispuesto  ínter  oioos 
ni  por  testamento: 

1."  Antes  del  fallecimiento  de  la  per- 
sona á  quien  se  ha  de  suceder,  el    su- 
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flejar  de  seno  porque  aparezca  después 
un  heredero  preferente.  Por  ejemplo, 
el  hijo  primogénito  es  heredero  aparen- 
te; una  bija  que  no  tenga  hermanos  es 
heredera  presunta,  porque  puede  ser 
pospuesta  por  el  nacimiento  de  un  ñijo, 
aunque  sea  postumo; 

2°  Es  preciso  que  el  difunto  no  haya 
dispuesto  de  sus  bienes;  porque  el  ti- 
tulo de  un  adqui rente  ínter  oídos  ó  de 
un  legatario  es  superior  al  de  heredero 
ab  iníeñtato.  La  ley  no  atribuye  al  here- 
dero, ni  aun  al  de  grado  más  próximo, 
ningún  derecho  análogo  á  loa  que  nos- 
otros llamamos  legitima  y  reserva. 

No  puede  ser  heredero  forzoso  el  que 
no  haya  nacido  en  legitimo  matrimo- 
nio, sin  que  baste  haber  sido  legitima- 
do por  subsiguiente  matrimonio  en  un 
país  en  que  por  esta  circunstancia  se 
pueda  heredar  á  los  padres. 

A..  El  derecho  de  suceder  ab  inteslato 
se  determina  tomando  como  punto  de 
partida  el  purchaser,  al  que  laley  de  1833 
deñne  diciendo  que  es  ala  última  perso- 
na que  ha  adquirido  el  inmueble,  siem- 
pre que  no  haya  sido  por  derecho  de 
herencia  ab  inféstalo  ó  por  consecuen- 
cia de  un  acontecimiento  casual  ó  de 
una  partición».  De  manera  que  si  el 
difunto  ha  adquirido  el  inmueble  por 
un  modo  distinto  de  la  sucesión  ab  in- 
testato,  la  persona  que  pretenda  here- 
darle debe  establecer  su  derecho  justi- 
ficando su  más  próximo  parentesco  con 
el  difunto.  Si,  por  el  contrario,  ha  ad- 
quirido el  bien  como  heredero  ab  inies- 
iato  de  uno  de  sus  antepasados,  debe 
justificar,  el  que  quiera  sucederle,  su 


emitios  de  la  sucesión,  porque  no  tie- 
nen relación  con  dicho  padre,  y,  por  el 
contrarío,  si  la  que  tenia  el  carácter  de 
purchaser  era  la  madre,  quedan  exclui- 
dos por  la  misma  razón  todos  los  pa- 
rientes de  la  linea  paterna. 

Pero  ocurre  con  frecuencia  que  cuan- 
do una  familia  lleva  poseyendo  durante 
mucho  tiempo  un  inmueble  y  transmi- 
tiéndole siempre  por  derecho  de  heren- 
cia, no  se  puede  saber  quien  es  el  pur- 
chaser originario.  La  ley  de  1833  ha 
obviado  esta  dificultad  declarando  que 
el  último  poseedor  ó  la  persona  que  úl- 
timamente haya  tenido  derecho  al  bien 
debe  ser  considerado  como  purchaser, 
á  no  ser  que  pruebe  que  le  adquirió  por 
derecho  de  herencia  ab  inféstalo;  este 
mismo  principio  debe  ser  aplicado,  si 
es  preciso,  respecto  á  los  causantes  de 
esta  persona  de  grado  en  grado.  El  úl- 
timo poseedor  legitimo  es  reputado 
purchaser,  y  se  calculan  los  grados  de 
parentesco  á  partir  de  él. 

Cuando  una  tierra  es  legada  por  el 
testador  &  su  heredero,  se  supone  que 
éste  la  ha  adquirido  á  titulo  de  legata- 
rio y  no  by  descent. 

Las  herencias  deben  pasar  á  los  des- 
cendientes del  purchaser  hasta  lo  infi- 
nito, conforme  á  estas  reglas: 

l.1  Los  hijos  vivos  de  primer  grado 
excluyen  á  sus  propios  descendientes; 

2.*  Entre  los  hijos,  los  varones  ex- 
cluyen á  las  hembras; 

3."  Entre  los  varones,  el  mayor  ex- 
cluye &  los  menores; 

4.*  Cuando  suceden  las  hijas,  se  re- 
parten la  herencia  por  partes  iguales, 
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y  adquieren  e)  nombre  de  pareeners  ó 
eopareeners.  La  partición  se  hace  por 
un  Juez  de  la  Sala  de  Cancillería  del 
Tribunal  Supremo  ó  por  los  Inctoaure 
Commissionersjbr  England  and  Wales. 
Las  eopareeners  no  están  obligadas  á 
conservar  la  indivisión  del  bien,  ni  la 
hermana  mayor  tiene,  con  relación  á 
las  menores,  ningún  derecho  de  prefe- 
rencia sobre  el  caserío  de  la  familia, 
sobre  los  títulos  de  propiedad  ni  sobre 
los  honoríficos.  Estos  últimos  quedan 
vacantes  hasta  que  la  Corona  designe 
cuál  de  las  hijas  debe  disfrutarlos. 

Los  descendientes  de  hijos  del  pur- 
.chaser  representan  á  sus  ascendientes 
hasta  el  infinito,  quedando  los  prime- 
ros sometidos  á  las  reglas  anterior- 
mente expuestas,  y  sin  que  tengan  de- 
recho á  más  porción  que  la  que  hubiera 
correspondido  á  su  causante  si  hu- 
biera vivido.  De  modo  que  el  derecho 
de  representación  se  ejerce  hasta  el 
infinito  en  la  linea  directa  descendente. 

B.  En  defecto  de  descendientes  del 
purchaser,  la  herencia  pasa  al  ascen- 
diente más  próximo  de  la  linea  que 
deba  ser  preferida  mientras  no  haya 
descendientes  nacidos  de  un  ascendien- 
te más  próximo  en  grado  y  premuerto. 

El  padre  y  los  ascendientes  paternos, 
asi  como  sus  descendientes,  excluyen  á 
los  ascendientes  maternos  y  á  su  pos- 
teridad. 

Los  ascendientes  paternos  y  su  pos- 
teridad excluyen  á  la  madre,  los  ascen- 
dientes maternos  y  su  posteridad. 

La  madre,  los  ascendientes  mater- 
nos y  su  posteridad,  excluyen  á  las  as- 
cendientes maternas  y  su  posteridad. 

Esta  es  una  confirmación  de  la  anti- 
gua regla  de  que  los  varones  y  la  linea 
masculina  tienen  preferencia  sobre  las 
hembras  y  la  linea  femenina. 

La  madre  misma  no  hereda  inmue- 


bles sino  á  falta  de  todo  pariente  déla 
rama  paterna. 

Los  parientes  consanguíneos  y  uteri- 
nos no  están  hoy  excluidos  de  la  suce- 
sión. Los  consanguíneos  se  clasifican 
inmediatamente  después  de  los  germa- 
nos del  mismo  grado  y  sus  descen- 
dientes; los  uterinos  inmediatamente 
después  del  ascendiente  común. 

Entre  los  ascendientes  de  la  linea  pa- 
terna, la  madre  del  ascendiente  más 
lejano  y  los  descendientes  de  ésta  ex- 
cluyen á  la  madre  de  un  ascendiente  más 
próximo  y  &  los  descendientes  de  ésta. 

Entre  los  ascendientes  de  la  linea 
materna  ocurre  lo  mismo. 

Cuando  un  ascendiente  que,  si  hubie- 
ra vivido,  habría  recogido  la  sucesión, 
muere  dejando  posteridad,  sus  descen- 
dientes gozan  hasta  el  infinito  del  de- 
recho de  representación,  bajo  la  reser- 
va de  que,  en  grado  igual,  los  parientes 
germanos  del  purchaser  excluyen  á  los 
parientes  simplemente  consanguíneos 
ó  uterinos.  Asi,  pues,  aun  en  la  linea  co- 
lateral la  sucesión  no  pasa  á  los  her- 
manos menores  ó  á  las  hermanas  sino 
cuando  el  primogénito  no  ha  dejado 
descendencia  masculina  ó  femenina 
apta  para  representarle;  pero  entre 
esta  descendencia,  las  personas  naci- 
das de  la  misma  unión  que  el  purehaser 
y  su  posteridad,  excluyen  á  los  con- 
sanguíneos y  &  los  uterinos. 

Cuando  no  hay  ninguna  clase  de  he- 
rederos del  purchaser,  recae  el  bien  en 
la  persona  que  hubiere  tenido  última- 
mente derechos  sobre  el  inmueble,  y  en 
sus  herederos. 

Si  una  persona  ha  incurrido  en  la 
muerte  civil  antes  del  fallecimiento  de 
aquélla  de  cuya  sucesión  se  trata,  esta 
circunstancia  no  impide  á  sus  causa- 
habientes  reclamar  la  sucesión  de 
aquélla. 
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C.  Hé  aquí  el  resumen  del  orden  de 
suceder  en  los  bienes  inmuebles  á  par- 
tir del  pureha&er: 

1.°  El  hijo  primogénito  y  su  poste- 
ridad; 

2."  Los  hijos  siguientes,  según  el 
orden  de  su  nacimiento,  y  su  posteri- 
dad respectiva; 

3.°  Las  hijas  por  cabezas  y  even- 
tualmente  por  ramas,  estando  cada  una 
de  ellas  representada  por  .su  posteri- 
dad, en  caso  necesario; 

4.°    El  padre; 

5."  El  primogénito  de  los  hermanos 
germanos  y  su  posteridad; 

6.°  Los  hermanos  germanos  siguien- 
tes por  orden  de  nacimiento,  y  su  pos- 
teridad respectiva; 

7.°  Las  hermanas  germanas  por  ca- 
bezas, y  si  son  representadas  por  sus 
descendientes,  por  ramas; 

8.a  Los  hermanos  consanguíneos, 
por  orden  de  nacimiento,  y  su  posteri- 
dad respectiva; 

9.°  Las  hermanas  consanguíneas 
por  cabezas,  y  si  hay  lugar  á  la  repre- 
sentación, por  ramas; 

10.  El  abuelo; 

11.  Los  hermanos  y  hermanas  ger- 
manos del  padre,  según  el  orden  indi- 
cado, y  respectivamente  sus  descen- 
dientes; 

12.  Los  hermanos  y  hermanas  con- 
sanguíneos del  padre  y  su  posteridad; 

13.  El  bisabuelo; 

14.  Los  hermanos  y  hermanas  ger- 
manos  del  abuelo  y  su  descendencia; 

15.  Los  hermanos  y  hermanas  con- 
sanguíneos del  abuelo  y  su  descenden- 
cia, y  asi  sucesivamente,  pasando  de 
ascendiente  en  ascendiente  paterno  á 
medida  que  los  mas  próximos  vayan 
desapareciendo,  y  mientras  haya  un 
ascendiente  vivo  ó  representado  por  su 
descendiente; 


16.  La  mujer  del  mas  lejano  de  los 
ascendientes  paternos; 

17.  La  posteridad  de  otro  matrimo- 
nio de  esta  mujer; 

18.  Su  padre; 

19.  Sus  hermanos  ó  hermanas,  se- 
gún el  orden  y  las  distinciones  ya  indi* 
cadas; 

20.  Su  madre; 

21.  La  mujer  del  ascendiente  de  un 
grado  más  próximo,  asi  como  la  pa- 
rentela de  esta  mujer,  por  el  orden  in- 
dicado en  los  números  17  al  20,  y  asi 
sucesivamente  descendiendo  hasta  lle- 
gar á  la  mujer  del  ascendiente  mus 
próximo  al  purchaser.  Si  no  hay  here- 
deros en  ninguna  de  esas  numerosas 
categorías  que,  abrazan  toda  la  linea 
paterna,  va  la  sucesión  á  la  materna, 
por  el  mismo  orden  y  los  mismos  prin- 
cipios; 

22.  La  madre  del  purehaser; 

23.  Los  hermanos  y  hermanas  ute- 
rinos por  el  orden  habitual,  ó,  respec- 
tivamente, los  descendientes  de  cada 
uno  de  ellos; 

24.  El  padre  de  la  madre,  y  asi  suce- 
sivamente subiendo  por  la  linea  ascen- 
dente de  la  madre  hasta  que  se  extinga, 
y  descendiendo  grado  por  grado  desde 
la  mujer  del  ascendiente  más  lejano 
hasta  la  abuela  materna  y  su  familia, 
por  el  orden  indicado  en  los  números  17 
al  20. 

Por  último,  en  defecto  de  todos  los 
parientes  del  purehaser,  el  bien  es  de- 
vuelto a  la  familia  del  último  poseedor 
perteneciente  á  la  otra  linea,  es  decir, 
&  bus  parientes  maternos,  si  habla  he- 
redado el  bien  por  parte  de  su  padre,  y 
á  los  paternos  si  lo  habla  heredado  por 
parte  de  su  madre. 

D.  La  personalidad  del  heredero  no 
se  confunde  con  la  del  difunto,  y  por 
eso  si  bien  no  puede  repudiar  la  suce- 
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sión,  tampoco  tiene  necesidad  de  pre- 
venir las  consecuencias  de  su  acepta- 
ción, pues  no  esta  obligado  &  pagar 
deudas  sino  hasta  donde  alcance  et  va- 
lor del  estáte  heredado. 

Para  que  el  titulo  del  heredero  sea 
completamente  eficaz  en  cuanto  á  un 
estáte  inposaession,  es  preciso  que  tome 
posesión  de  él,  pues  hasta  que  no  lo 
haga  tiene  un  derecho  á  la  ocupación, 
pero  no  una  ocupación  efectiva,  y  no 
tiene  personalidad  para  intentar  nin- 
guna acción  o/  trespass  por  razón  de 
las  usurpaciones  que  pudiera  hacer  un 
tercero. 

Si  se  trata  simplemente  de  un  estáte 
¿n  expeetancy,  el  heredero  no  puede  to- 
mar posesión  mientras  subsista  el  de- 
recho al  cual  está  subordinado  el  suyo. 
Sin  embargo,  si  se  trata  de  un  derecho 
de  reversión  ó  de  remainder  sobre  un 
inmueble  concedido  sólo  temporalmen- 
te a  otra  persona,  la  posesión  de  este 
particular  tenant  se  computa  al  here- 
dero, considerándose  que  éste  es  el  po- 
seedor, no  sólo  de  derecho,  sino  tam- 
bién de  hecho. 

Los  assets  que  recoge  el  heredero 
pueden  consistir  en  un  legal  estáte  ó 
en  un  equitable  estáte.  En  general,  la 
ley  desconoce  los  derechos  simplemen- 
te eqaitables,  pero  cuando  un  eestui  que 
trust  muere  dejando  á  su  heredero  un 
trust  en  feudo  simple,  este  trust  tiene 
el  carácter  de  assets  by  descent,  y  el 
heredero  queda  obligado  por  las  deu- 
das de  su  causante  por  razón  de  estos 
assets,  como  si  hubiese  entrado  por  de- 
recho de  sucesión  en  posesión  de  un 
legal  estáte. 

En  lo  que  se  refiere  &  las  deudas  por 
simple  contract,  los  acreedores  han  es- 
tado privados  durante  muchos  siglos 
de  todo  recurso  sobre  el  haber  inmue- 
ble de  su  difunto  deudor.  Fueron  poco 


á  poco  buscándose  paliativos  y  reme- 
dios á  este  defecto,  y  hoy  la  legisla- 
ción vigente  en  la  materia  establece 
que  cuando  se  trate  de  administrar  el 
estáte  de  una  persona  muerta,  todas 
sus  deudas  sean  colocadas  en  la  misma 
situación,  sean  6  no  selladas;  deben 
pagarse  sobre  todos  los  assets,  tanto 
legales  como  de  equidad,  y  no  tienen 
privilegio  más  créditos  que  los  garan- 
tizados con  seguridades  especiales. 

El  Judicature  Aet  de  1875  ha  declara- 
do aplicables  á  la  administración  del 
estáte  de  un  difuuto  insolvente  las  re- 
glas vigentes  en  materia  de  quiebras, 
en  lo  que  se  refiere  á  la  graduación  de 
créditos  y  á  la  computación  de  inte- 
reses. 

3.  La  materia  de  sucesión  ab  intes- 
tato  de  bienes  muebles  se  rige  por  dos 
leyes  de  la  segunda  mitad  del  si- 
glo XVII,  que  llevan  el  nombre  de  Es- 
tatutos de  distribución,  y  que  mandan 
que  cuando  el  que  muere  intestado  deja 
viuda  é  hijos  ó  descendientes,  la  viuda 
tiene  derecho  á  un  tercio  del  haber  mo- 
biliario neto,  esto  es,  deducidas  las  deu- 
das del  difunto.  A  falta  de  hijos  ó  des- 
cendientes, la  viuda  recoge  la  mitad  de 
los  bienes.  Cuando  es  el  marido  quien 
sobrevive,  recoge  la  totalidad. 

La  parte  correspondiente  á  los  hijos, 
después  de  haber  pagado  la  de  la  viuda, 
se  reparte  entre  ellos  por  cabezas  ó  por 
ramas,  según  los  principios  de  la  re- 
presentación, sin  que  exista  entre  ellos 
en  materia  de  muebles  ningún  privile- 
gio por  la  edad  ni  por  el  sexo.  Los  que 
hayan  recibido  alguna  suma  anticipa- 
da deben  traerla  á  colación;  pero  do  se 
tienen  en  cuenta  para  nada  los  inmue- 
bles que  por  derecho  haya  recibido  el 
primogénito,  por  lo  cual  á  éste  le  co- 
rresponde una  parte  de  muebles  igual 
á  la  de  sus  hermanos. 
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Cuando  no  existen  hijos  ni  descen- 
dientes, los  bienes  muebles  correspon- 
den por  mitad  &  la  viuda  (como  ya  he- 
mos dicho)  y  al  padre  del  difunto.  Y 
cuando  no  quedare  viuda,  recibe  el  pa- 
dre la  totalidad.  En  caso  de  que  tampo- 
co existiera  el  padre,  se  reparte  la  he- 
rencia por  cabezas  entre  la  madre,  los 
hermanos  y  las  hermanas  del  difunto, 
teniendo  los  consanguíneos  y  uterinos 
el  mismo  derecho  que  los  germanos. 
Si  alguno  de  los  hermanos  o  hermanas 
ha  muerto  anteriormente  dejando  hijos, 
recogen  éstos  su  parte  por  derecho  de 
representación,  siempre  que  la  madre 
ó  alguno  de  los  hermanos  ó  hermanas 
viva  aún.  A  falta  de  hermanos  y  her- 
manas de)  difunto  y  de  descendientes 
de  ellos,  la  madre  recoge  toda  la  he- 
rencia, excepto  la  parte  que  correspon- 
de á  la  viuda.  La  madrastra  no  tiene 
ningún  derecho.  Cuando  no  existe  la 
madre,  se  reparten  la  porción  que  le 
corresponda  los  hermanos  y  hermanas, 
ó  sus  descendientes  por  derecho  de  re- 
presentación. Hay  que  advertir  que  el 
derecho  de  representación  no  existe  en 
la  linea  colateral  más  que  para  los  hi- 
jos de  hermanos  ó  hermanas,  con  ex- 
clusión de  los  descendientes  más  leja- 
nos, y  que  no  pueden  aprovechar  ese 
derecho  sino  cuando  concurren  con  uno 
de  sus  tios  ó  tias,  ó  con  su  abuela,  pues 
si  todas  estas  personas  hubieran  muer- 
to con  anterioridad  al  causante  de  la 
sucesión,  no  habría  lugar  á  la  repre- 
sentación, y  la  herencia  se  repartirla 
entre  los  más  próximos  parientes  del 
difunto,  contándose  los  grados  como  en 
las  legislaciones  del  continente,  sin 
que  tengan  preferencia,  ni  el  sexo  mas- 
culino, ni  la  linea  paterna  ó  materna, 
ni  la  cualidad  de  germano,  de  consan- 
guíneo ó  de  uterino. 

A    falta   de  descendientes,   de   pa- 


dre y  de  madre,  de  hermanos  y  de  her- 
manas del  difunto,  la  herencia,  salvo 
la  mitad  debida  á  la  viuda,  pertenece  á 
los  ascendientes  ó  colaterales  más  pró- 
ximos en  grado,  sin  ninguna  limita- 
ción, y  con  la  condición  única  de  poder 
justificar  el  parentesco  que  aleguen. 

Cuando  no  hubiere  ninguna  persona 
que  pueda  justificar  su  parentesco,  re- 
coge la  Corona  la  mitad  de  los  bienes 
que  no  corresponden  á  la  viuda. 

Como  puede  verse,  la  ley  inglesa  es 
más  lógica  y  más  humana  en  materia 
de  muebles  que  en  la  de  inmuebles. 
Pero  el  rigor  exclusivista  que  muestra 
en  la  sucesión  intestada  sobre  los  in- 
muebles es  cada  dia  más  censurado 
por  los  jurisconsultos;  y  cuando  los  in- 
gleses hacen  testamento  buscan  fór- 
mulas para  dejar  porciones  iguales  á 
sus  hijos  y  evadir  la  dureza  de  la  legis- 
lación. 

CAPÍTULO  IV 

De  los  legados  y  donaciones  xmortis 


1,  Introducción.—  2.  Del  pago  de  los  lega- 
dos. — S.  De  la  caducidad  de  los  legados. 
— 4.  De  algunos  legados  en  particular; 
A.  Legado  al  heredero;  B.  Legado  á  los 
bijos  ilegítimos;  G.  Legado  á  los  acree- 
dores; D.  Legado  de  una  cosa  de  otro; 
S.  Legado  del  resto,  legado  universal; 
F.  Legado  de  un  inmueble  en  fraude  de 
acreedores. — S.  Délas  donaciones  mor- 
ti*  causa.  (V.  la  sec.  10.  cap.  II,  tít.  m, 
libro  ni,  del  Cód.  clv.  español.) 

l.  Existen  en  derecho  inglés  los  le- 
gados universales,  los  particulares  y 
las  donaciones  mortis  causa.  Los  lega- 
dos universales  llevan  el  nombre  de 
residuary  legacies  6  devises,  esto  es, 
legados  del  resto  de  la  fortuna  después 
de  pagar  las  cargas.  Los  legados  par- 
ticulares se  dividen  en  específicos,  de- 
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mostrativos  y  generales.  El  legado  es- 
pecifico es  el  impuesto  sobre  una  parte 
debidamente  especificada  de  la  fortuna 
mueble  del  testador.  El  legado  demos- 
trativo es  el  de  una  suma  de  dinero  que 
ha  de  tomarse  de  determinados  fondos. 
El  legado  general  es  el  que  ha  de  pa- 
garse sobre  los  tuséis  generales  del 
testador,  sin  ninguna  especificación 
mas  precisa. 

2.  No  puede  pagarse  ningún  legado 
mientras  no  hayan  sido  satisfechos  los 
créditos  de  todos  los  acreedores  del 
difunto.  Ademas,  el  legado  transfiere 
al  legatario,  desde  el  fallecimiento  del 
testador,  un  derecho  sobre  la  cosa,  un 
principio  de  propiedad;  pero  este  dere- 
cho no  se  perfecciona  mientras  el  alba- 
cea  ó  ejecutor  testamentario  no  preste 
su  consentimiento,  sin  el  cual  no  puede 
el  legatario  ocupar  el  objeto  legado, 
pues  como  el  albacea  es  el  que  queda 
legalmente  investido  de  los  bienes  mue- 
bles y  chattels  real  del  difunto,  á  él  le 
corresponde  examinar  si  los  acreedo- 
res han  sido  pagados  y  si  puede  proce- 
derse  á  satisfacer  los  legados. 

Los  legados  de  inmuebles  no  están 
subordinados  al  asentimiento  del  alba- 
cea,  fuera  del  casu  en  que  el  testador 
lo  haya  ordenado  expresamente;  sien- 
do de  notar  que  cuando  el  testador  ha 
gravado  alguno  de  sus  inmuebles  para 
pago  de  deudas,  confiere,  por  este  he- 
cho, poder  al  albacea  para  venderle  en 
provecho  de  los  acreedores,  a  falta  de 
trustees  especiales  encargados  por  él 
de  este  asunto. 

Cuando  los  asseis  no  bastan  para  pa- 
gar Integramente  todos  los  legados,  se 
hace  sufrir  á  los  generales  una  reduc- 
ción proporcional.  Aun  después  de  ha- 
ber sido  pagados,  están  expuestos  los 
legatarios  á  tener  que  devolver  todo  ó 
parte  de  Jo  que  recibieron  si  se  presenta 


algún  otro  acreedor  y  no  bastan  para 
pagarle  los  bienes  que  conserve  el  al- 
bacea. 

Los  legados  específicos  no  están  su- 
jetos á  semejante  anulación  ó  reduc- 
ción sino  cuando  sea  absolutamente  in- 
dispensable para  pagar  a  los  acreedo- 
res. Es  decir,  que  los  legados  específi- 
cos deben  ser  pagados  con  preferencia 
á  los  generales,  y  los  objetos  en  que 
consistan  no  pueden  venderse  sino  des- 
pués de  haberse  agotado  los  asseis  ge- 
nerales. Sin  embargo,  los  legados  es- 
pecíficos están  sujetos  á  revocación  en 
virtud  de  algún  acto  ejecutado  por  el 
testador,  por  ejemplo,  si  en  agen  a  ínter 
cieos  el  objeto  que  ha  legado.  En  este 
caso  el  legatario  no  puede  formular 
ninguna  reclamación  contra  el  albacea. 

No  ocurre  lo  mismo  con  un  legado 
simplemente  demostrativo,  el  cual  no 
se  entiende  revocado  por  la  enagena- 
ción  de  los  fondos  de  que  ha  de  sacar- 
se, porque  se  entiende  que  el  testador 
tenia  intención  de  sostener  su  liberali- 
dad á  todo  trance,  y  de  no  hacerle  pe- 
sar sobre  dichos  fondos  mas  que  en  la 
medida  de  lo  posible;  por  consiguiente, 
en  caso  de  enagenación,  el  legado  se  pa- 
garla con  los  asseis  generales.  Un  lega- 
do demostrativo  puede,  pues,  en  ciertos 
casos  ser  más  ventajoso  que  un  legado 
especifico,  y  siempre  lo  es  más  que  uno 
general,  porque  siendo  pagadero  sobre 
determinados  fondos,  mientras  éstos 
subsistan  no  puede  anularse  ni  redu- 
cirse al  mismo  tiempo  que  los  legados 
generales,  sino  cuando  ya  Be  hayan 
anulado  éstos  y  aún  no  se  haya  podido 
pagar  integramente  á  los  acreedores. 

Cuando  un  legado  se  ha  hecho  Jor  á 
valuable  considera/ion,  no  queda  sujeto 
á  anulación  ni  reducción  con  los  otros 
legados;  de  esta  clase  es  un  legado  he- 
cho por  el  marido  á  la  mujer  en  aten- 
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ción  á  que  ella  ha  renunciado  a  los 
bienes  que  como  viuda  pudieran  co- 
rrespondería. Los  legados  hechos  por 
esta  consideración  deben  ser  pagados 
preferentemente  a  los  demás. 

El  albacea  no  puede  nunca  ser  obli- 
gado á  pagar  un  legado  antes  de  que 
pase  un  año,  á  contar  desde  la  muerte 
de)  testador,  pero  puede  hacerlo  más 
pronto  si  lo  juzga  conveniente. 

Si  al  cabo  del  primer  año  el  albacea 
no  ha  satisfecho  los  legados,  empiezan 
estos  a  producir  interés.  El  interés  co- 
rre desde  el  día  del  fallecimiento  del 
testador  para  los  legados  específicos, 
para  aquellos  con  cuyo  importe  está 
gravado  algún  inmueble,  y  para  los  ge- 
nerales hechos  &  hijos  menores  del  tes- 
tador. Cuando  el  testador  ha  especifi- 
cado la  época  en  que  quiere  que  sea 
pagado  un  legado,  los  intereses  no  co- 
rren más  que  desde  esa  fecha,  salvo  el 
caso  de  que  el  legado  se  haya  hecho  á 
niños  que  no  tengan  otro  medio  de  sub- 
sistencia. 
Los  intereses  son  del  4  por  100. 
Cuando  el  legatario  es  menor  ó  se 
halla  ausente  al  otro  lado  de)  mar,  el 
importe  del  legado  debe  ser  colocado 
por  el  albacea  en  el  Banco  de  Inglate- 
rra, abriendo  cuenta  á  nombre  del  le- 
gatario. La  entrega  de  la  renta  al  lega- 
tario se  regula,  á  petición  de  parte,  por 
la  Sala  de  Cancillería  del  Tribunal 
Supremo. 

Los  legados  hechos  á  una  mujer  ca- 
sada la  pertenecen  en  propiedad  para 
su  uso  particular,  lo  que  implica  el  de- 
recho de  cobrarlos  y  de  dar  la  carta  de 
pago;  es  decir,  que,  para  estos  efectos, 
se  considera  como  una  mujer  no  ca- 
sada. 

3.  Caduca  un  legado  cuando  el  lega- 
tario muere  antes  que  el  testador,  aun- 
que el  legado  haya  sido  hecho  en  favor 


del  legatario  y  de  sus  herederos,  pues 
estas  palabras  se  entiende  que  no  se 
han  puesto  más  que  para  señalar  la 
clase  de  estáte  que  el  testador  quería 
transmitir  al  legatario,  y  no  para  con- 
ferir a  los  herederos  de  éste  un  derecho 
personal.  Hay,  sin  embargo,  según  el 
Wills  Act  de  1837,  dos  casos  en  los  cua- 
les el  fallecimiento  anterior  del  legata- 
rio no  implica  la  caducidad  del  legado; 
estos  dos  casos  son  cuando  el  legado 
recae  Bobre  un  estáte  tail,  y  cuando  el 
legatario,  hijo  del  testador,  deja,  al  fa- 
llecí m  i  e  nto  d  e  éste,  descend  ien  te  s  v  i  vos. 

Un  legado  hecho  al  legatario  ó  á  sus 
herederos  no  caduca  por  la  muerte  del 
primero,  sino  que  tienen  derecho  á  re- 
cogerle dichos  herederos. 

Un  legado  eventual  ó  contingente 
(que  asi  puede  llamarse  mejor  que  con- 
dicional) de  efectos  muebles— por  ejem- 
plo, un  legado  subordinado  á  la  even- 
tualidad de  que  el  legatario  llegue  á 
una  edad  determinada — caduca  si  mue- 
re antes  de  esta  edad,  aunque  sea  des- 
pués que  el  testador.  Pero  un  legado 
cuyo  pago  está  aplazado  por  el  testa- 
dor hasta  una  fecha  que  él  mismo  ha 
Ajado,  no  puede  considerarse  como 
contingente  ó  eventual,  sino  que  se 
reputa  como  ya  adquirido,  y,  por  con- 
siguiente, si  el  legatario  muere  antes  de 
esa  fecha,  sus  representantes,  en  gene- 
ral, tienen  el  derecho  de  exigir  el  pago 
del  legado  en  la  época  fijada.  No  ocu- 
rriría lo  mismo  cuando  el  legado  con- 
sistiera en  un  gravamen  impuesto  por 
el  testador  á  su  real  estáte,  pues  el  le- 
gado caducaría  en  provecho  del  here- 
dero, salvo  disposición  testamentaria 
en  contrario. 

4. —A.  Cuando  un  testador  deja  un 
legado  á  su  heredero,  se  entiende  que 
el  heredero  recoge  los  bienes  a  titulo 
de  legatario,  y  no  por  razón  de  su  pa- 
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rentesco  con  el  difunto  (by  descení);  de 
aqui  resulta  que  es  un  purchaser  en  el 
sentido  especial  que  tiene  esta  palabra 
en  derecho  sucesorio,  y  que  si  muere 
sin  testar,  los  bienes  legados  pasan  á 
bu  heredero  y  no  al  heredero  más  pró- 
ximo del  testador. 

B.  La  palabra  «hijo»  empleada  en  un 
testamento  no  puede  tomarse  en  otro 
sentido  que  en  el  de  hijo  legitimo,  pues 
ya  se  sabeque  los  ilegítimos  se  conside- 
ran fitina  nulliut.  Por  consiguiente,  un 
hijo  natural  no  puede  nunca  pretender 
tomar  parte  en  una  liberalidad  hecha 
«á  los  hijos»,  &  no  ser  que  resulte  otra 
cosa  de  las  circunstancias  ó  de  los  tér- 
minos de  la  liberalidad.  Por  esta  razón, 
el  legado  hecho  a  los  hijos  ilegítimos 
que  puedan  nacer  de  una  mujer  deter- 
minada después  del  fallecimiento  del 
testador,  se  entiende  que  es  nula  por 
tender  á  proteger  la  inmoralidad;  y  del 
mismo  modo  es  nulo  el  legado  hecho  a 
los  futuros  hijos  naturales  de  un  hom- 
bre especificado  en  el  testamento. 

C.  El  legado  hecho  á  un  acreeedor 
se  supone  hecho  en  pago  de  la  deuda 
si  es  de  una  suma  igual  ó  superior  á 
ella.  Si  es  de  una  suma  inferior  ó  de 
diferente  naturaleza,  6  pagadera  en 
otra  ocasión,  ó  contraída  con  posterio- 
ridad á  la  confección  del  testamento,  ó 
si  el  testamento  encierra  instrucciones 
expresas  en  cuanto  al  pago  de  deudas, 
el  legado  adquiere  el  carácter  de  una 
simple  liberalidad.  Por  regla  general 
los  Tribunales  no  suelen  admitir  que  el 
legado  extinga  una  deuda. 

D.  El  legado  de  una  cosa  de  otro  es 
nulo  s¡  el  propietario  de  la  cosa  rehusa 
desprenderse  de  ella  en  favor  del  lega- 
tario. Haya  sabido  ó  ignorado  el  testa- 
dor que  dispone  de  una  cosa  ajena,  el 
albacea  no  está  obligado  &  comprar  el 
objeto  legado  para  entregárselo  al  le- 


gatario, ni  a  indemnizar  á  éste  en  nin- 
guna otra  forma. 

Pero  si  el  propietario  del  objeto  lega- 
do ha  sido  también  favorecido  con  una 
liberalidad  del  testador,  no  puede  apro- 
vecharse de  ella  sino  á  condición  de 
prestarse  al  cumplimiento  del  legado, 
teniendo,  por  tanto,  que  optar  entre  la 
conservación  del  objeto  ó  la  aceptación 
de  la  liberalidad;  doctrina  que  se  apli- 
ca lo  mismo  &  los  legados  de  cosas 
muebles  que  á  los  de  inmuebles. 

Sin  embargo,  si  en  el  testamento  se 
hace  un  legado  &  favor  del  heredero,  y 
al  mismo  tiempo  se  dispone  de  una 
cosa  suya  en  provecho  de  un  tercero,  el 
heredero  puede  recoger  su  legado  sin 
desprenderse  del  objeto,  ámenos  que 
el  testador  le  haya  impuesto  como  con- 
dición para  recibir  el  legado  entregar 
dicho  objeto. 

>:.  Después  del  pago  de  deudas  y  le- 
gados, lo  que  queda  del  haber  inmue- 
ble debe  ser  entregado  al  legatario  uni- 
versal, si  le  hay;  es  indiferente  que  se 
trate  de  bienes  adquiridos  anterior  ó 
posteriormente  á  la  confección  del  tes- 
tamento, porque  se  supone  que  éste  ha 
sido  hecho  inmediatamente  antes  del 
fallecimiento. 

Todo  legado  que  caduque  por  el  fa- 
llecimiento del  legatario,  anterior  al  del 
testador,  ó  por  ser  contrario  á  la  ley, 
entra  en  el  resto  destinado  al  legatario 
universal. 

Cuando  se  ha  hecho  un  legado  á  dos 
ó  más  personas  como  joini  tenante,  y 
una  de  ellas  muere  antes  que  el  testa- 
dor, su  parte  no  caduca,  sino  que  acre- 
ce á  los  colegatarios.  Si  el  legado  se 
les  hizo  ¿n  eommon,  la  parte  del  pre- 
muerto  la  recoge  el  legatario  universal, 
a  no  ser  que  el  legado  haya  sido  hecho 
&  un  orden  determinado  de  personas 
(por  ejemplo,  á  los  hijos  de  A)  por  par- 
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dor  disfrutaba,  y  no  el  estáte  estricta- 
mente necesario  para  atender  al  objeto 
del  trust. 

4.a  Ya  queda  diebo  que  si  en  el 
tiempo  que  media  entre  la  confección 
del  testamento  y  el  fallecimiento  del 
testador  muere  un  legatario,  el  legado 
caduca,  aunque  haya  sido  hecho  en  fa- 
vor del  legatario  y  sus  herederos,  ó  del 
legatario  y  sus  descendientes.  Esta  re- 
gia, que  siempre  resultaba  algo  dura, 
era  injusta  en  el  caso  de  que  un  padre 
repartiese  sus  bienes  entre  sus  hijos  y 
uno  de  ellos  muriera  antes  que  el  ten- 
tador dejando  sucesión;  esta  sucesión 
no  tendría  ningún  derecho  á  los  bienes, 
aunque  es  fácil  comprender  que  la  in- 
tención del  testador,  su  propio  abuelo, 
no  habla  de  ser  esa.  Hoy,  según  el 
Wills  Act,  surte  efecto,  en  cuanto  á  los 
descendientes  del  legatario  premuerto, 
como  si  hubiese  fallecido  después  que 
el  testador.  Lo  mismo  ocurre  si  el  obje- 
to del  legado  hecho  á  un  hijo  ó  descen- 
diente del  testador  es  un  estáte  mobi- 
liario 6  inmobiliario  que  no  está  sujeto 
&  extinguirse  al  fallecimiento  del  lega- 
tario, ó  antes;  en  este  caso,  los  que  re- 
cogen el  estáte  son  los  descendientes 
del  legatario  premuerto  que  vivan  al 
tiempo  de  abrirse  la  sucesión. 

5.a  El  legado  de  los  inmuebles  del 
testador  ó  de  los  inmuebles  que  posee 
en  determinado  sitio,  ú  ocupados  en  su 
nombre  por  otra  persona,  ó,  en  gene- 
ral, de  los  inmuebles  descriptos  y  espe- 
cificados por  él  de  una  manera  precisa, 
debe  (si  puede  aplicarse  á  un  leasehold 
6  eopyhold,  y  el  testador  no  posee  nin- 
gún freehold  al  que  pudiera  referirse 
la  definición  del  objeto  legado)  aplicar- 
se á  dicho  leasehold  ó  eopyhold. 

6.*  Cuando  un  individuo  que  posee  un 
estáte  inmueble,  del  que  puede  disponer 
por  testamento,  tiene  también,  en  vir- 


tud de  un  poder  especial,  derecho  á 
disponer  por  acto  de  última  voluntad 
de  otros  bienes  que  no  le  pertenecen 
pecul  i  ármente,  era  la  regla,  en  otro 
tiempo,  que  un  legado  universal  de  sus 
inmuebles  no  debía  entenderse  más 
que  de  aquellos  sobre  los  cuales  exten- 
día su  poder,  á  no  ser  que  explícita  ó 
implícitamente  se  hubiesedecidido  otra 
cosa.  Hoy  subsiste  esta  regla  cuando  se 
trata  de  un  poder  especial  que  no  puede 
ejercerse  más  que  en  provecho  de  ciertos 
individuos  ó  de  ciertas  clases  de  perso- 
nas. Pero  cuando  el  poder  es  general  y 
autoriza  al  testador  á  disponer  de  los 
bienes  en  favor  de  quien  le  parezca 
bien,  el  Wills  Aet  ha  sentado  el  principio 
de  que  un  legado  universal  de  inmue- 
bles se  entenderá  que  comprende  igual- 
mente aquellos  bienes,  y  que  constituye, 
salvo  intención  contraria  que  resulte 
del  texto  del  testamento,  el  cumpli- 
miento del  mandato  de  que  el  testador 
se  hallaba  investido  respecto  á  este 
punto.  Esta  nueva  disposición  se  aplica 
también  á  los  appointmcnts  de  bienes 
muebles. 

7.a  Cuando  la  sustitución  en  un  le- 
gado está  subordinada  al  fallecimiento 
del  instituido  sin  dejar  posteridad,  debe 
entenderse  que  el  sustituido  no  tiene 
derecho  sino  en  tanto  el  primer  llama- 
do no  tiene  descendientes  ó  muere  sin 
dejarlos. 

CAPÍTULO  VI 

De  los  albaieas   ó   testamentarios 

y  de  los  administradores 

1.  Introducción.— a.  Del  nombramiento  y 
funciones  de  los  albaceas  y  administrado- 
rea:  A.  Del  nombramiento  y  reemplazo: 
1."  De  loa  slbacea»;  2."  De  loe  admiriis 
tradores.— B.  De  las  funciones. — S.  Del 
pago  de  deudas  en  particular.  (Véase  la 
sección  undécima,  cap.  II,  tít.  ni,  lib.  III, 
del  Código  civil  español.) 

l.  Cuando  una  persona  dispone  de 
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sus  bienes  para  después  de  su  muerte, 
no  tiene  necesidad  de  nombrar  atbacea 
cuando  no  se  trata  mas  que  de  inmue- 
bles, puesto  que  el  heredero  se  pose- 
siona de  ellos.  Pero  cuando  se  trata  de 
muebles,  es  preciso  que  exista  un  al 
bacea  ó  ejecutor  testamentario  que 
quede  investido  de  los  bienes,  con  ex- 
clusión de  los  individuos  de  la  familia, 
con  orden  de  emplearlos,  después  de 
pagar  las  deudas,  con  arreglo  á  las  ins- 
trucciones del  testador.  En  una  pala- 
bra, el  albacea  representa  al  difunto, 
por  cuya  razón  su  nombramiento  es 
indispensable;  lo  cual  no  obsta  para 
que  la  Taita  de  ese  nombramiento  no 
sea  causa  de  nulidad,  porque  la  ley  ha 
facultado  álos  Tribunales  para  suplir- 
le. En  cuanto  á  los  administradores 
que  deben  nombrarse  en  las  sucesiones 
intestadas,  corresponde  su  nombra- 
miento a  la  División  of  Probate  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia. 

3. — A.  1.°  Toda  persona  capaz  de 
testar  puede  ser  nombrada  albacea. 
Aparte  de  esto,  la  elección  del  testador 
puede  recaer  en  algunas  personas  más 
ó  menos  desprovistas  de  capacidad 
personal,  como  un  menor  ó  un  niño 
simplemente  concebido. 

Si  el  testador  nombra  un  solo  alba- 
cea  y  hace  el  nombramiento  en  favor 
de  un  menor,  éste  no  tiene  aptitud  para 
desempeñar  su  cargo  hasta  tanto  que 
llegue  á  la  mayor  edad,  supliéndole 
durante  ese  tiempo  su  tutor  ú  otra  per- 
sona idónea  que  designe  la  Decisión  o/ 
Probate  del  Tribunal  Supremo. 

En  cuanto  á  las  mujeres  casadas,  la 
ley  de  1882,  rompiendo  con  las  doctri- 
nas hasta  entonces  sustentadas,  esta- 
blece que  no  necesitan  autorización  de 
su  marido  para  aceptar  las  funciones 
de  albaceas,  asimilándolas  para  estos 
efectos  á  las  mujeres  no  casadas. 


Si  un  albacea  muere  antes  de 
terminado  el  desempeño  de  sus  f 
nes,  el  albacea  que  él  nombre  p; 
propia  sucesión  tiene  el  derechi 
deber  de  terminar  la  distribuck 
estáte  del  primer  testador. 

La  regla  general  es  que  el  tei 
instituya  varios  albaceas  á  la  v 
cuyo  caso  la  ley  los  considera 
si  no  formaran  más  que  una  sol 
sona,  por  lo  que  cualquiera  de 
siempre  que  sea  mayor  de  edad, 
realizar,  sin  el  consentimiento  c 
compañeros,  los  actos  ordinari 
administración.  Pero  es  necesar 
intervengan  todos,  hasta  los  me: 
cuando  se  trate  de  plantear  una  e 
relativa  al  estáte.  Por  consiguiei 
el  testador  designa  entre  sus  albi 
ó  como  albacea  único  á  uno  de  su 
dores,  esta  designación  lleva  ce 
por  ley  la  remisión  de  la  deuda;  p 
una  deuda  es  una  cosa  in  aetion 
hombre  no  puede,  ni  solo  ni  con 
plantear  una  acción  contra  si  ir 
Sin  embargo,  por  equidad  el  d 
nombrado  albacea  no  queda  i 
obligado  á  abonar  al  estáte  del  d 
el  importe  de  su  deuda. 

A  la  muerte  de  cualquiera  de  I 
baceas  continúan  desempeñan' 
cargo  los  sobrevivientes.  La  dir 
presentada  por  un  albacea  es  de 
vaé  irrevocable,  y  la  administi 
se  regula  como  si  el  dimisionai 
hubiera  nunca  desempeñado  el  i 
El  caso  de  dimisión  se  asimila 
muerte  del  albacea  después  que  < 
tador,  pero  antes  de  la  aprobad' 
testamento,  y  al  de  que  citado  el 
cea  para  hacer  aprobar  el  testar 
no  se  presente. 

Cuando  todos  los  albaceas  de: 
dos  por  el  testador  mueren,  el  al 
designado  por  el  último  que  haya 


dby  Google 


INSTITUCIÓN  BB    POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


to  es,  por  ministerio  de  la  ley,  albacea. 
del  testador  precedente,  y  así  hasta  el 
infinito,  siempre  que  cada  testador 
muera  después  de  haber  sido  regular- 
mente investido  de  su  cargo. 

Toda  persona  que  se  inmiscuye  sin 
derecho  en  la  administración  de  103 
bienes  del  testador,  ó  se  ingiere  ilegal* 
mente  en  las  funciones  del  albacea,  es 
lo  que  se  llama  un  albacea  «a  su  costa», 
pues  queda  obligado  para  con  los  acree- 
dores del  difunto  como  si  hubiese  reci- 
bido un  mandato  regular,  pero  no  tiene 
derecho  á  obtener  ningún  beneficio  de 
su  ingerencia;  en  tanto  que  el  albacea 
nombrado  con  arreglo  &  derecho  pue- 
de, bí  es  acreedor  del  testador,  cobrar- 
se con  preferencia  á  los  demás  acree- 
dores de  la  misma  categoría;  aunque 
es  dudoso  que  este  precepto  pueda  lle- 
varse á  la  practica  en  la  actualidad, 
pues  el  estáte  de  un  testador  que  deja 
deudas  debe  hoy  administrarse  confor- 
me al  procedimiento  de  quiebras. 

El  albacea,  «a  su  costa»,  no  puede 
entablar  ninguna  acción  contra  el  pa- 
trimonio del  difunto;  pero  si  pueden 
dirigirse  otras  personas  contra  él,  y 
responde  de  todos  los  perjuicios  oca- 
sionados por  su  intervención. 

No  guardan  relación,  ni  pueden  com- 
pararse con  una  ingerencia,  los  actos 
ejecutados  por  humanidad  ó  por  cari- 
dad, como  la  vigilancia  ejercida  sobre 
los  bienes  del  difunto  en  ausencia  de 
los  encargados  de  tenerla,  ó  el  hecho 
de  haberse  ocupado  de  todo  lo  relativo 
á  la  sepultura  del  difunto; 

2.a  Hasta  tanto  que  la  Dictsion  of 
Probate  del  Tribunal  Supremo  hace  la 
designación  de  administrador,  su  Pre- 
sidente es  quien  queda  legalmente  in- 
vestido del  personal  estáte  del  difunto. 

La  administración  de  los  bienes  mue- 
bles y  chattels  de  la  mujer  debe  ser 


confiada  al  marido  6  á  sus  represen- 
tantes; la  de  los  del  marido  ¿  la  viuda, 
ó  al  mas  próximo  pariente,  ó  &  los  dos. 

Los  grados  de  proximidad  se  cuentan 
llamando  primeramente  a  los  descen- 
dientes del  difunto,  después  a  sus  pa- 
dres, &  sus  hermanos  y  hermanas,  sus 
abuelos,  sus  tios  y  sobrinos,  y,  final- 
mente, á  sus  primos.  Los  parientes  con- 
sanguíneos y  uterinos  concurren  con 
los  germanos  en  los  mismos  casos  y 
lugares.  Entre  parientes  del  mismo 
grado,  el  Tribunal  designa  al  que  ha 
de  desempeñar  el  cargo,  pudiendo  es- 
coger á  una  hermana  uterina  con  pre- 
ferencia á  un  hermano  germano,  pues 
no  se  atiende  más  que  al  grado  de  pa- 
rentesco, sin  tener  para  nada  en  cuen- 
ta las  lineas  paterna  ó  materna.  Si 
ningún  pariente  quiere  aceptar  tas  fun- 
ciones de  administrador,  puede  encar- 
garse de  ellas  alguno  de  los  acreedores 
del  difunto.  A  falta  de  acreedor  que 
admita  el  cargo,  el  Tribunal  designa  á 
cualquier  persona  de  su  confianza,  ó  se 
limita  á  entregar  &  cualquiera  cédulas 
ad  colligendum  bona  defuneti  que  no 
le  confieran  los  poderes  de  un  adminis- 
trador, sino  solamente  los  de  un  guar- 
dador que  vele  por  la  fortuna. 

Cuando  el  difunto  es  hijo  natural, 
sin  tener  «legal mente»  ascendientes 
ni  colaterales,  y  no  deja  viuda  ni  des- 
cendientes vivos,  cualquier  persona 
que  justifique  un  derecho  moral  &  la 
sucesión  puede  dirigirse  á  la  Corona  y 
obtener  cartas  patentes,  en  vista  délas 
cuales  la  División  of  Probate  confiere 
la  administración  á  dicha  persona. 

Hasta  aquí  el  caso  de  que  el  difunto 
no  haya  hecho  testamento.  Pero  puede 
ocurrir  que  le  haya  hecho  sin  dejar 
nombrado  albacea,  ó  que  baya  desig- 
nado á  un  incapaz,  ó  que  el  albacea 
muera  antes  que  el  testador,  ó  que  re- 
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chace  el  cargo.  Ed  cualquiera  de  estos 
casos,  el  Tribunal  encarga  ta  adminis- 
tración á  otra  persona  eum  testamento 
armexo,  es  decir,  con  la  misión  de  ve- 
lar con  todo  el  interés  posible  por  el 
cumplimiento  de  la  última  voluntad  del 
difunto;  si  hay  legatario  universal,  el 
Tribunal  debe  preferirle  al  mas  próxi- 
mo pariente. 

Si  el  testador  no  ha  designado  más 
que  un  solo  albacea,  y  éste  es  menor  de 
veintiún  años,  su  tutor  ú  otro  indivi- 
duo, a  elección  del  Tribunal,  puede  ser 
encargado  temporalmente  de  la  admi- 
nistración cum  testamento  annexo,  y 
durante  la  menor  edad  del  nombrado. 
Cuando  el  testador  ha  designado  varios 
albaceas,  siempre  que  haya  entre  ellos 
alguno  mayor  de  edad,  puede  obrar  sin 
la  cooperación  de  los  demás,  y,  por 
tanto,  no  hay  lugar  al  nombramiento 
de  un  administrador  provisional. 

Puede  también  nombrarse  un  admi- 
nistrador «durante  ausencia»  cuando  el 
albacea  se  encuentra  fuera  del  reino;  ó 
«durante  un  pleito»,  cuando  se  sigue 
alguno  precisamente  sobre  la  validez 
del  testamento. 

El  cargo  de  administrador  no  se 
transmite  nunca  por  derecho  de  repre- 
sentación, como  el  de  albacea,  porque 
los  poderes  de  que  está  investido  un 
albacea  tienen  por  base  la  confianza 
que  en  él  tenia  el  testador,  y  es  natural 
que  se  transmitan  á  otra  persona  en 
quien  el  albacea  tenga  una  confianza 
igual;  mientras  que  el  administrador  es 
un  funcionario  nombrado  por. el  Tribu- 
nal, y  al  cual  el  difunto  no  ha  dado  nin- 
gún testimonio  de  confianza.  Si  muere, 
el  mismo  Tribunal  debe  proceder  á 
reemplazarle.  En  cuanto  al  administra- 
dor del  albacea,  es  claro  que  tampoco 
tiene  ningún  lazo  de  unión  con  el  di- 
funto. Por  estas  causas,  siempre  que 
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la  transmisión  de  los  poderes  de  alba- 
cea  á  albacea  se  interrumpe  por  el 
nombramiento  de  un  administrador,  el 
Tribunal  está  obligado  á  conferir  nue- 
vamente la  administración  de  todos  los 
bienes  del  difunto  de  que  no  haya  dis- 
puesto el  precedente  albacea  6  admi- 
nistrador. El  administrador  nombrado 
en  estas  condiciones  se  llama  de  bonia 
non,  y  puede  no  tener  más  que  una  mi- 
sión especial  y  limitada,  confiriéndose 
á  otros  el  resto  de  las  funciones.  Debe 
anotarse  su  nombramiento  en  los  re- 
gistros de  la  Probate  División  ó  del 
Tribunal  de  distrito  que  ha  aprobado 
el  testamento  ó  nombrado  el  primer 
administrador. 

Toda  persona  investida  de  las  funcio- 
nes de  administrador  está  obligada  á 
suscribir,  para  seguridad  de  su  ges- 
tión, un  bond  garantido  por  una  ó  va- 
rias cauciones  si  es  preciso.  Si  hay  que 
hacer  valer  ese  bond,  el  Tribunal  lo 
pone  &  nombre  de  una  persona  de  su 
confianza,  con  encargo  de  perseguir  al 
Buscriptor  y  de  percibir  el  importe  á  ti- 
tulo de  trustee  de  los  interesados. 

B.  El  albacea  y  el  administrador  re- 
presentan en  materia  mueble  la  perso- 
nalidad del  difunto,  asi  como  el  here- 
dero representa  en  lo  referente  á  real 
estáte  la  de  su  causante,  de  manera 
que  frecuentemente  son  designados,  de 
acuerdo  con  el  heredero,  bajo  la  expre- 
sión de  real  and  personal  represenlatt- 
oes  del  difunto.  Tienen  sobre  los  ekat- 
tels  de  éste  los  mismos  derechos  que 
él,  y  le  suceden  en  sus  acciones,  así 
como  en  sus  obligaciones,  hasta  donde 
alcance  el  importe  de  los  assets;  y  el 
albacea  puede  en  ciertos  casos  quedar 
obligado  personalmente  si  ha  contraído 
una  obligación  personal,  aunque  fuera 
en  calidad  de  representante  del  di- 
funto. 
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La  situación  de  un  aibacea  y  la  de  un 
administrador  son  idénticas,  bajo  las 
reservas  siguientes: 

1.a  El  aibacea  está  obligado  &  ajus- 
tarse á  las  instrucciones  del  testador, 
lo  cual  no  ocurre  al  administrador  más 
que  cuando  ha  sido  nombrado  cum  tes- 
tamento annexo; 

2."  El  aibacea  puede  ejecutar  algu- 
nos actos  de  administración  antes  de 
la  aprobación  del  testamento,  mientras 
que  el  administrador  no  puede  comen- 
zar á  obrar  hasta  que  se  le  expidan  las 
cédulas  ó  patentes  de  administración. 

Estas  cédulas  tienen  que  pagar  un 
derecho  de  timbre  proporcional  al  valor 
de  los  bienes  muebles  que  estén  situa- 
dos en  territorio  británico  y  que  exce- 
dan de  100  libras.  Las  personas  que  to- 
men posesión  ó  se  ingieran  en  la  admi- 
nistración del  personal  eslate  del  difun- 
to sin  haber  obtenido  cédulas  de  admi- 
nistración en  los  seis  meses  siguientes 
al  fallecimiento  ó  en  los  dos  meses  des- 
pués de  haberse  empezado  el  pleito  re- 
lativo á  la  validez  del  testamento  ó  al 
derecho  de  administración,  incurren  en 
la  pena  de  multa. 

Cuando  un  aibacea  ó  administrador 
encuentra  en  su  misión  una  dificultad 
cualquiera,  tiene  el  derecho  de  recurrir 
al  Tribunal,  ya  para  obtener  instruc- 
ciones, ya  para  que  Be  administre  el 
estáte  bajo  la  dirección  del  propio  Tri- 
bunal. 

Los  deberes  de  los  albaceas  y  admi- 
nistradores son: 

El  aibacea,  dar  sepultura  al  difunto, 
pagando  los  gastos  de  funeral  con  pre- 
ferencia á  todas  las  demás  deudas  y 
cargas.  Debe  también  requerir,  en  el 
plazo  más  breve  posible,  la  aprobación 
del  testamento.  El  administrador  debe 
pedir  sus  patentes  de  administración. 

Están  obligados  á  hacer  un  inventa- 


rio de  la  fortuna  mueble  del  difunto  ¡« 
possesBion  ó  in  aetion,  y  remitirle  al 
Tribunal,  bajo  juramento  si  se  les  exi- 
ge. Deben  reunir  los  bienes  inventaria- 
dos, y  á  este  efecto  dirigir  las  oportu- 
nas acciones  contra  las  personas  que 
los  detenten;  y  constituyendo  estos  bie- 
nes assets,  destinados  principalmente  á 
pagar  las  deudas  del  difunto,  pueden 
vender  los  que  estimen  necesarios  para 
atender  &  este  objeto.  Ya  queda  dicho 
que,  cuando  hay  varios  albaceas  ó  ad- 
ministradores, las  operaciones  hechas 
por  cualquiera  de  ellos  son  válidas,  aun 
sin  la  aprobación  de  los  demás;  pero  el 
Banco  de  Inglaterra  puede  exigir  que 
intervengan  todos  personalmente  en 
caso  de  transferencia  de  fondos  depo- 
sitados en  sus  arcas  y  pertenecientes 
al  difunto. 

Siendo  todos  estos  actos  puramente 
preparatorios  y  de  administración,  pue- 
den llevarse  á  efecto  aun  antes  de  la 
aprobación  del  testamento;  pero  sin  el 
acta  de  aprobación  no  es  posible  inmis- 
cuirse en  la  gestión  del  estáte  ni  enta- 
blar ninguna  acción  judicial. 

3.  Pagar  las  deudas  del  difunto  es  la 
atribución  más  importante  de  los  alba- 
ceas  y  administradores,  para  lo  cual 
tienen  extensas  facultades,  cualesquie- 
ra que  sean  las  disposiciones  testamen- 
tarias del  difunto;  se  presume  que 
obran  siempre  para  satisfacer  &  los 
diversos  acreedores,  y  son  los  únicos 
responsables,  para  con  éstos  y  con  los 
legatarios,  de  la  manera  que  tengan  de 
disponer  de  los  fondos.  Los  albaceas 
cuyo  nombramiento  dimane  de  un  tes- 
tamento posterior  al  28  de  Agosto  de 
1860  tienen  derecho  á  pagar  una  deuda 
con  los  justificantes  que  estimen  con- 
venientes, á  aceptar  de  los  deudores 
las  seguridades  que  ofrezcan,  á  acordar 
los  plazos  de  pago  y  á  llevar  á  cabo  las 
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concesiones,  transacciones  y  arreglos 
que  sean  oportunos,  sin  ser  responsa- 
bles de  las  pérdidas  eventuales  que  re- 
sulten de  ello. 

El  heredero  ó  legatario  de  un  inmue- 
ble hipotecado  no  puede  exigir  que  se 
libre  del  gravamen  á  dicho  inmueble  á 
expensas  de  otro  ó  de  la  fortuna  mue- 
ble del  difunto;  el  inmueble  debe  que- 
dar afecto,  en  primer  término,  á  la  se- 
guridad de  la  deuda  correspondiente,  á 
no  ser  que  el  testador  haya  manifesta- 
do en  el  testamento  su  voluntad  en 
contrario;  sin  perjuicio  del  derecho  del 
acreedor  á  hacerse  reembolsar  de  otro 
modo  si  asi  lo  prefiere. 

El  albacea  puede,  si  quiere,  pagar 
una  deuda  proscripta. 

El  orden  en  que  deben  pagarse  las 
deudas  es  el  siguiente: 

1."  Los  créditos  de  gastos  de  funeral 
y  de  aprobación  del  testamento; 

2."  Las  cantidades  debidas  á  la  Co- 
rona, sea  o«  record,  sea  by  apeeialty; 

3."  Las  deudas  privilegiadas  por  le- 
yes especiales; 

4.°  Las  deudas  of  record,  como  son, 
entre  otras,  las  reconocidas  en  juicio  y 
debidamente  registradas; 

5.°  Las  demás  deudas,  sean  sella- 
das ó  no. 

Entre  acreedores  de  la  misma  clase, 
el  albacea  está  obligado  á  pagar  con 
preferencia  al  que  primeramente  obtu- 
vo sentencia  á  su  favor,  aunque  para 
hacerlo  queden  sin  pagar  los  demás; 
y  si  conociendo  la  existencia  de  esta 
deuda  no  la  satisficiere,  queda  el  alba- 
cea  obligado  personalmente  &  pagarla. 

Si  después  de  haber  agotado  el  alba- 
cea  los  asseís  que  tuviera  es  demanda- 
do por  un  acreedor  que  no  haya  cobra- 
do, puede  oponerle  la  excepción  de 
plene  adminittraüit,  y  el  acreedor  no 
liene  otro  recurso  que  obtener  una  sen- 


tencia asegurándole  el  pago  con  los 
asaets  que  vayan  ulteriormente  á  manos 
del  albacea. 

En  principio,  aun  después  del  trans- 
curso del  plazo  de  doce  meses,  á  partir 
de  la  muerte,  al  cabo  del  cual  el  alba- 
cea  puede  ser  obligado  á  pagar  los  le- 
gados si  el  pago  de  las  deudas  conoci- 
das no  ha  agotado  los  astcts,  permane- 
ce obligado  para  con  los  acreedores 
por  razón  de  los  caudales  de  la  suce- 
sión con  que  será  asegurado  roas  tarde; 
y  si,  ignorando  la  deuda  ba  pagado  un 
legado  con  perjuicio  del  acreedor,  pue- 
de pedir  al  legatario  la  restitución  de  lo 
que  indebidamente  le  habla  entregado. 

Los  albaceas  y  administradores  tie- 
nen derecho  A  obtener  una  order  ín 
chambers  para  procurarse  un  estado 
exacto  de  las  deudas  y  obligaciones  que 
tienen  que  satisfacer.  Están  autoriza- 
dos para  pedir  al  Tribunal  consejos  y 
opiniones  relativos  á  la  distribución  de 
los  asseís,  y  si  se  sujetan  á  ellos  en  su 
proceder,  quedan  exentos  de  toda  res- 
ponsabilidad personal. 

Cuando  están  pagadas  todas  las  deu- 
das, se  procede  al  pago  de  los  legados 
en  la  forma  que  al  tratar  de  éstos  hemos 
indicado. 

El  orden,  según  el  cual  deben  los  bie- 
nes del  difunto  aplicarse  al  pago,  es  el 
siguiente: 

1 ."    Los  bienes  muebles; 

2.°  El  estáte  especialmente  legado 
por  el  testador  para  asegurar  el  pago 
de  sus  deudas; 

3.°  Los  estafes  que  hayan  correspon- 
dido en  suerte  á  los  herederos  ab  inte»- 
tato; 

4.a  Lob  estates  legados  á  particula- 
res, bajo  la  condición  de  que  paguen 
las  deudas  del  testador; 

5."  Los  inmuebles  comprendidos  en 
un  legado  universal; 
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6.°  Los  legados  específicos  de  mue- 
bles ó  de  inmuebles; 

7."  Lea  posesiones  libres  sobre  las 
cuales  tenia  el  difunto  un  power  o/ 
appointment  que  ha  ejercido  en  su  tes- 
tamento. 

Cuando  el  albacea  ha  pagado  las  deu- 
das y  los  legados,  presenta  la  cuenta 
general  a!  Board  oflnlanp  Revenue,  con 
objeto  de  Ajar  el  saldo  con  arreglo  al 
cual  han  de  pagarse  los  derechos  de  su- 
cesión que  se  cobran  sobre  el  activo 
restante  y  sobre  los  legados  particu- 
lares. 

Después  entrega  el  residuo  al  legata- 
rio universal,  si  le  hay;  si  no  le  hay,  al 
nexto/kin,  y  á  falta  de  éste,  tiene  el 


propio  albacea  un  derecho  personal  á 
ese  residuo.  Los  acreedores  del  nexi  of 
kin  no  pueden  oponerse  á  que  el  alba- 
cea  ó  el  administrador  le  entreguen  los 
bienes  que  le  pertenecen,  y  no  lee  que- 
da mas  recurso  que  demandarle  por  la 
vta  ordinaria. 

El  administrador  no  está  obligado  á 
entregar  el  residuo  a  los  causa-habien- 
tes antes  del  transcurso  de  un  año,  ñ. 
contar  desde  el  fallecimiento,  plazo  que 
tiene,  no  salo  para  pagara  los  acreedo- 
res que  conozca,  sino  también  para 
buscar  á  los  que  uo  conozca.  Si  en  ese 
año  muriese  alguno  de  los  acreedores, 
su  albacea  ó  administrador  recogerla 
la  parte  que  le  correspondiera. 
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3."  Que  sea  presente  ó  futura,  «eje- 
cutada ó  por  ejecutar»,  pero  no  pa- 
sada. 

a)  Consideration  real.  Los  Tribuna- 
les encargados  de  decidir  sobre  la  va- 
lidez de  un  contrato  no  deben  fijarse  en 
que  la  eonsideration  sea  ó  no  adecuada 
6  proporcionada  á  ta  obligación  adqui- 
rida, sino  que  tenga  un  valor  cualquie- 
ra a  los  ojos  de  la  ley.  Pero  si  bien  no 
importa  que  la  eonsideration  no  sea 
adecuada,  es  preciso  que  no  sea  iluso- 
ria; debe  ser  real.  Las  circunstancias 
en  las  cuales  los  Tribunales  han  rehu- 
sado aceptar  como  bastante  ia  consede >- 
ration,  pueden  reducirse  á  tres  clases: 

1.*  Cuando  una  persona  ha  prome- 
tido hacer  una  cosa,  no  para  obtener 
un  beneficio,  sino  por  juzgar  indispen- 
sable que  la  cosa  se  baga,  ó  por  un  sen- 
timiento de  gratitud,  de  honra,  etc.  En 
este  caso  puede  haber  lo  que  se  llama 
una  buena  eonsideration,  pero  no  la 
valuable  eonsideration  requerida  por 
la  ley; 

2.*  Cuando  la  eonsideration  alegada 
consiste  en  la  promesa  de  hacer  una 
cosa  imposible  de  hecbo  ó  de  derecho, 
ó  en  una  promesa  cuyo  cumplimiento 
sea  imposible  de  garantizar,  por  ser  de 
un  carácter  vago  e  ilusorio.  Nótese  bien 
que  la  imposibilidad  ha  de  ser  física  ó 
legal;  una  simple  imposibilidad  prácti- 
ca ignorada  por  las  partes  al  contratar 
implicarla  la  nulidad  del  contrato  por 
causa  de  error;  y  la  imposibilidad  de 
ejecutarle  sobrevenida  posteriormente 
seria  eventual  mente  una  causa  de  re- 
solución del  contrato; 

3.'  Cuando  la  eonsideration  consista 
en  la  promesa  de  hacer  algo  á  lo  que  ya 
se  estaba  anteriormente  obligado,  ó  de 
abstenerse  de  algo  que  legalmente  no 
se  podía  hacer. 

b)  eonsideration  legal.  La  eonsidera- 


tion alegada  no  debe  ser  contraria  & 
las  leyes.  Esta  materia  la  explanare- 
mos más  al  ocuparnos  de  los  contratos. 

e)  Consideration  presente  ó  futura. 
Se  dice  que  la  consideration  es  presen- 
te ó  «ejecutadas  cuando  consiste  en  un 
acto  positivo  ó  negativo  actual,  y  es  fu- 
tura, ó  «por  ejecutar»,  cuando  consiste 
en  la  promesa  de  hacer  ó  de  no  hacer 
alguna  cosa. 

Un  contrato  se  apoya  en  una  eonsi- 
deration ejecutada  cuando  una  de  las 
partes  tiene  cumplidas  sus  obligacio- 
nes y  la  otra  no;  y  en  una  eonsidera- 
tion por  ejecutar,  cuando  se  contrae 
la  obligación,  no  por  un  hecho  ya  cum- 
plido, sino  quedando  las  dos  partes 
obligadas  á  realizar  un  acto  futuro;  en 
este  caso  puede  ocurrir  que  nunca  se 
lleve  á  cabo  el  contrato,  porque  puede 
obligarse  una  persona  á  realizar  cier- 
tos hechos  en  favor  de  otra,  y  ésta  no 
exigir  nunca  el  cumplimiento  de  lo  pro- 
metido. Esto  es  lo  que  se  llama  ana 
eonsideration  eventual,  que  tiene  gran 
analogía  con  las  condicionales. 

Una  eonsideration  pasada  no  Be  repu- 
ta como  tal  eonsideration,  ni  puede  pro- 
ducir derechos  ni  deberes,  es  decir,  que 
toda  obligación  expresa  ó  implícita 
para  obligar  a  una  persona  debe  adqui- 
rirse por  razón  de  una  ventaja  actual 
ó  futura.  Esta  regla,  sin  embargo,  ad- 
mite excepciones,  como  son  las  dos  si- 
guientes: 

1.*  Una  eonsideration  pasada  puede 
servir  de  base  á  un  compromiso  ulte- 
rior si  la  eonsideration  se  ha  dado  á 
instancias  de  la  persona  que  se  com- 
promete por  ella; 

2.a  Una  eonsideration  pasada  puede 
igualmente  servir  de  base  á  una  obli- 
gación posterior,  cuando  una  persona 
ha  sido  admitida  &  confirmar  un  conve- 
nio del  que  habla  obtenido  alguna  uti 
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lidad,  pero  que,  en  atención  a  la  legis- 
lación vigente,  á  la  incapacidad  para 
contratar,  ó  al  tiempo  transcurrido,  no 
podia  servir  directamente  de  base  á 
una  acción  judicial.  Tal  es  el  caso  de 
las  deudas  contraídas  por  menores  de 
edad,  confirmadas  cuando  han  llegado 
&  la  mayor. 

De  todo  lo  expuesto  se  deduce  que  la 
eonscdcraíion  de  las  obligaciones  ingle- 
sas tiene  gran  semejanza  con  la  causa 
de  los  contratos  españoles,  pero  mucho 
mas  restringida,  pues  mientras  en  Es- 
paña admitimos  causas  puramente  mo- 
rales, en  Inglaterra  no  se  admite  nin- 
guna conaíderaíion  que  no  sea  material. 

3.  Cuando  son  dos  ó  más  las  perso- 
nas que  contraen  una  obligación,  pue- 
den hacerlo  mancomunada  ó  solidaria- 
mente. 

Existe  una  obligación  mancomunada 
cuando  el  deudor  se  obliga  conjunta- 
mente, y  según  la  fórmula  usual,  «con 
sus  herederos,  albaceas  y  administra- 
dores». En  este  caso  cada  uno  de  los 
deudores  queda  obligado  por  la  totali- 
dad de  la  deuda,  pero  con  retacón  á 
tercero  Be  considera  que  todos  ellos  no 
forman  más  que  una  sola  persona,  de 
donde  se  deduce  que,  mientras  vivan, 
debe  demandárseles  conjuntamente,  y 
que  la  condonación  hecha  en  favor  de 
uno  de  ellos  aprovecha  á  todos.  Sin  em- 
bargo, cuando  el  deudor  á  quien  se 
hace  la  condonación  es  un  quebrado, 
Iob  demás  deudores  mancomunados  no 
quedan  libres  de  la  obligación;  del 
mismo  modo,  cuando  ha  prescripto  la 
obligación  en  favor  de  uno  de  los  deu- 
dores y  otro  reconoce  la  deuda,  queda 
este  último  obligado,  á  pesar  de  haber- 
se librado  el  primero.  El  hecho  de  que 
uno  de  los  deudores  se  encuentre  en 
Ultramar  en  el  momento  en  que  el 
acreedor  puede  entablar  la  acción,  no 


priva  á  los  demás  de  la  facultad  de  in- 
vocar la  prescripción  al  cabo  de  los 
plazos  ordinarios;  y,  por  otra  parte,  el 
deudor  que  se  encuentre  en  Ultramar 
no  puede  oponer  al  acreedor  el  hecho 
do  que  la  prescripción  se  ha  cumplido 
en  su  favor.  Si  uno  de  los  codeudores 
fallece ,  los  sobrevivientes  continúan 
obligados  como  si  el  muerto  no  hubie- 
ra tenido  ninguna  parte  en  la  deuda. 
La  fortuna  del  difunto  queda,  tanto  por 
ley  como  por  equidad,  libre  de  toda  res- 
ponsabilidad. 

La  obligación  es  solidaria  cuando  va- 
rias personas  se  comprometen  á  cum- 
plirla, no  sólo  conjunta,  sino  también 
individualmente  y  por  su  cuenta.  En 
este  caso,  el  acreedor  puede  dirigir  su 
acción  contra  todos  los  deudores  ó  con- 
tra alguno  ó  algunos  de  ellos,  según  le 
plazca.  Cuando  el  acreedor  perdona  la 
deuda  auno  de  los  obligados,  no  tiene 
derecho  á  perseguir  &  los  demás,  á  no 
ser  que  se  le  haya  reservado  expresa- 
mente al  hacer  la  condonación  al  pri- 
mero. El  fallecimiento  de  uno  de  los 
deudores  solidarios  no  sustrae  su  for- 
tuna de  la  acción  del  acreedor,  sino  que 
permanece  afecta  al  pago  de  la  deuda, 
lo  mismo  que  las  fortunas  de  los  sobre- 
vivientes. 

Cuando  no  consta  la  clase  de  obliga- 
ción que  varias  personas  han  contraí- 
do, se  supone  que  es  mancomunada;  la 
solidaria  no  se  presume  nunca. 

El  codeudor,  ya  sea  mancomunado, 
ya  solidario,  no  pierde  el  beneficio  de 
la  prescripción  simplemente  porque 
otro  de  los  deudores  haya  pagado  una 
parte  del  capital  ó  de  los  intereses. 

Cuando  se  hace  una  promesa  ó  se 
debe  una  cantidad  á  varías  personas 
mancomunadas,  cada  uno  de  los  acree- 
dores no  puede  demandar  al  deudor 
por  su  parte  de  crédito,  sino  que  la 
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acción  ha  de  entablarse  por  todos  los 
acreedores  y  por  la  deuda  entera,  salvo 
pacto  en  contrario,  ó  que  los  intereses 
de  los  diversos  acreedores  sean  com- 
pletamente distintos. 

4.  Las  obligaciones  se  extinguen: 

1."    Por  el  pago; 

2."    Por  la  extinción  convencional; 

3."    Por  la  inejecución  del  contrato; 

4."    Por  imposibilidad  de  ejecutarle; 

5.°  Por  virtud  de  una  disposición 
legal. 

1 ."  Es  el  pago  la  forma  de  extinción, 
por  excelencia,  de  las  obligaciones. 
Estudiaremos  primeramente  el  pago 
propiamente  dicho,  después  los  ofreci- 
mientos de  pago,  y,  por  último,  el  pago 
hecho  por  un  tercero. 

a)  El  pago  completo  extingue  la 
obligación;  no  asi  el  pago  parcial.  Una 
suma  pagada  al  contado  puede  consi- 
derarse que  satisface  una  deuda  supe- 
rior ilíquida,  cuyo  importe  total  sea  ob- 
jeto de  un  litigio. 

Cuando  una  persona  tiene  varias 
deudas  con  un  mismo  acreedor  y  no 
las  paga  todas  a  un  tiempo,  tiene  la  fa- 
cultad de  especificar  cuál  es  la  primera 
que  extingue,  y  si  no  usa  de  esta  facul- 
tad, el  acreedor  es  quien  declara  á 
cuál  de  ellas  aplica  el  pago  recibido. 
Cuando  fueren  dos  ó  más  los  pagos 
hechos  y  los  acreedores  tampoco  desig- 
naren &  qué  deuda  los  aplican,  se  van 
extinguiendo  por  orden  de  antigüedad. 
Si  alguna  de  las  deudas  produce  inte- 
rés, se  reciben  todas  las  cantidades  á 
cuenta  de  ellas,  y  solamente  cuando 
éstas  hayan  quedado  Integramente  sal- 
dadas, se  entenderán  á  cuenta  del  ca- 
pital. 

Un  simple  recibo  del  acreedor  no 
constituye  prueba  del  pago,  sino  una 
presunción,  y  la  prueba  contraria  pue- 
de hacerse  por  testigos.  El  único  reci- 


bo que  no  es  susceptible  de  controver- 
sia ante  los  Tribunales  (fuera  del  caso 
de  fraude)  es  el  recibo  sellado.  Un  Tri- 
bunal de  equidad  debe  sujetarse,  aun 
en  este  caso,  á  las  resultas  de  un  su- 
mario ó  información  acerca  de  las  cir- 
cunstancias en  que  el  deed  se  hizo. 

Además,  un  recibo  no  es  el  único 
medio  de  prueba  del  pago,  pues  aparte 
de  la  prueba  testifical  hay  muchos  ca- 
sos en  que  existe  una  presunción  de 
pago  que  hace  innecesaria  toda  justi- 
ficación; ast  ocurre  en  lo  referente  & 
los  salarios  de  los  criados  cuando  han 
dejado  pasar  mucho  tiempo  sin  recla- 
marlos. 

Cuando  no  se  ha  fijado  el  lugar  en 
que  debe  efectuarse  el  pago,  el  deudor 
está  obligado  á  buscar  la  residencia 
del  acreedor  y  cumplirle  lo  prometido. 
Cuando  lo  que  no  Be  ha  precisado  es  la 
época  del  pago,  el  acreedor  puede  exi- 
girle en  seguida.  Si  se  ha  fijado  el  día 
del  pago,  debe  realizarse  á  cualquier 
hora  antes  de  la  media  noche  de  ese 
dia,  excepto  cuando  se  trata  de  letras 
de  cambio,  pues  el  pago  de  éstas  debe 
hacerse  durante  las  horas  del  día  que 
suelen  dedicarse  á  los  negocios. 

Los  pagos  deben  realizarse  en  oro  ó 
en  billetes  del  Banco  de  Inglaterra,  y 
únicamente  en  plata  hasta  la  cantidad 
de  40  chelines,  y  en  bronce  hasta  un 
chelín.  También  son  válidos  los  pagos 
hechos  en  billetes  de  otros  Bancos  ó 
en  cheques  contra  una  casa  de  banca; 
pero  el  acreedor  puede  rehusarlos  acto 
continuo.  Cuando  se  paga  con  un  ti- 
tulo negociable,  es  necesario  averi- 
guar, antes  de  declarar  extinguida  la 
deuda,  cuál  ha  sido  la  intención  de  las 
partes,  porque  puede  entenderse  que  el 
acreedor  ha  librado  de  su  obligación  al 
deudor  absolutamente  por  el  mero  he- 
cho de  la  aceptación  del  título,  ó    sólo 
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condicionalraenle  bajo  reserva  de  que 
se  le  pague  al  llegar  la  época  del  ven- 
cimiento. En  el  primer  caso,  el  acree- 
dor renuncia  &  los  derechos  que  le  con- 
fería la  obligación  primitiva,  para  ate- 
nerse únicamente  á  los  que  se  despren- 
den del  titulo  aceptado  por  él.  En  el 
segundo  coso,  se  entiende  que  no  ha 
hecho  mas  que  una  renuncia  condicio- 
nal de  bus  derechos  primitivos,  que 
renacen  cuando  no  se  cumplen  los  de- 
rivados del  titulo  en  que  se  hizo  el 
pago. 

Por  regla  general,  se  entiende  que  la 
aceptación  de  dicho  titulo  se  ha  hecho 
condi  cionalme  nte . 

b)  Las  promesas  pueden  aplicarse  a 
las  obligaciones  de  hacer  ó  de  dar, 
cuya  ejecución  se  halle  suspendida  por 
causa  del  acreedor.  Asi,  cuando  se  tra- 
tade  una  deuda  en  metálico,  la  promesa 
de  pago  hecha  por  el  deudor  constituye 
una  excepción  contra  la  acción  que  po- 
dría entablar  contra  él  el  acreedor,  pe- 
ro no  le  libra  ipso/acto  de  la  obligación. 
El  acreedor  que  rehusa  aceptar  el  pago 
de  una  deuda  vencida  se  coloca  en  una 
situación  desfavorable  para  el  caso  de 
que  reclamara  judicialmente.  Mas  para 
que  el  ofrecimiento  confiera  al  deudor 
una  excepción  perentoria  es  preciso 
que  esté  siempre  dispuesto  a  pagar,  y 
ademas  que  la  promesa  haya  sido  he- 
cha en  armonía  con  las  cláusulas  del 
contrato  en  cuanto  al  lugar,  al  tiempo 
y  á  la  forma  de  pago. 

c)  Cuando  un  tercero  paga  una  deu- 
da en  lugar  del  deudor,  no  puede  recla- 
mar de  éste  el  reembolso  de  lo  satisfe- 
cho sino  en  tanto  justifique  haber  pa- 
gado por  su  petición  expresa  ó  tacita. 
Corresponde  &  los  Tribunales  apreciar, 
según  las  circunstancias,  cuándo  se  ha 
de  entender  que  existe  una  petición  tá- 
cita. 


El  acreedor  pagado  en  esta  forma  no 
puede  ser  obligado  á  subrogar  al  terce- 
ro en  las  seguridades  constituidas  en 
su  favor. 

2."  De  la  misma  manera  que  por  el 
concurso  de  voluntades  se  crea  un  con- 
trato, por  ese  mismo  concurso  se  anula 
ó  se  cambia  por  otro.  Estudiaremos  en 
este  lugar  la  remisión  de  la  deuda,  la 
renovación  y  las  cláusulas  resoluto- 

a)  Los  contratos  sellados  no  pueden 
ser  objeto  de  remisión  si  no  es  también 
sellada;  pero  ea  de  advertir  que  los  Tri- 
bunales no  aplican  esta  regla  con  todo 
rigor  y  suelen  tomar  en  consideración 
la  remisión  hecha  en  otra  forma. 

Las  obligaciones  consignadas  en  con- 
tratos no  sellados  pueden  ser  objeto  de 
una  remisión  hecha  en  cualquier  for- 
ma, dejando  siempre  á  salvo  la  regla 
general  de  que  un  convenio  verbal  no 
puede  modificar  un  contrato  escrito. 

Una  vez  que  se  ha  faltado  al  contra- 
to, la  acción  intentada  por  el  acreedor 
no  puede  suspenderse  más  que  por  un 
desistimiento  sellado  ó  por  un  conve- 
nio expreso.  Exceptúanse  las  letras  de 
cambio,  en  las  cuales  la  remisión  de  la 
deuda  puede  ser  puramente  verbal. 

b)  Existe  novación  cuando  se  susti- 
tuye la  obligación  primitiva  por  otra 
posterior,  ya  se  exprese  claramente,  ya 
se  deduzca  de  las  circunstancias  del  úl- 
timo convenio.  Si  éste  no  tiene  más  ob- 
jeto que  fijar  término  para  la  ejecución 
del  primero,  no  existe  novación. 

Hay  novación  por  la  variación  del 
objeto  del  contrato  ó  de  las  partes  con- 
tratantes. 

c)  Un  contrato  puede  contener  clau- 
sulas que  sirvan  para  extinguirle  en 
circunstancias  determinadas.  Estas  cir- 
cunstancias pueden  ser  el  incumpli- 
miento de  alguna  condicición  estipula- 
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da,  el  acaecimiento  de  un  suceso  ó  el 
ejercicio  por  cualquiera  de  las  partes 
del  derecho  que  se  hayan  reservado 
para  anular  el  contrato. 

En  cuanto  á  lo  primero,  las  partes 
pueden  acordar  que  si  una  de  ellas  no 
cumple  las  obligaciones  estipuladas,  la 
otra  puede  considerar  como  anulado 
el  contrato. 

Respecto  á  lo  segundo,  puede  existir 
en  el  contrato  una  cláusula  de  las  lla- 
madas de  condiüon  subsequent,  es  decir, 
de  rescisión  del  contrato,  cuando  se 
cumpla  una  condición  ú  ocurra  un 
acontecimiento  determinado. 

Por  último,  cuando  la  duración  del 
contrato  no  Be  ha  limitado,  puede  con- 
tener una  cláusula  autorizando  á  cada 
una  de  las  partes  á  provocar  la  resci- 
sión, avisándolo  á  la  otra. 

Es  regla  general  que  un  contrato  no 
puede  rescindirse  más  que  en  la  forma 
en  que  se  hizo. 

3."  Cuando  una  de  las  partes  falta  á 
la  obligación  que  le  impone  el  contra- 
to, la  otra  adquiere  el  derecho  de  re- 
clamar judicialmente  la  reparación  del 
perjuicio  que  se  le  ha  ocasionado.  Por 
otra  parte,  hay  circunstancias  en  que 
la  inejecución  del  contrato  libra  á  la 
parte  perjudicada  de  su  primitiva  obli- 
gación. 

Esta  segunda  consecuencia  no  ocu- 
rre Bino  en  los  casos  de  inejecución 
total  del  contrato,  y  aun  en  éstos  el 
perjudicado  puede  elegir  entre  los  dos 
derechos  citados;  pues  no  hay  descargo 
por  violación  (diackarge  by  breach)  sino 
en  tanto  que  la  violación  ó  quebranta- 
miento sea  de  tal  naturaleza  que  libre 
á  la  otra  parte  de  sus  obligaciones  con- 
tractuales. 

En  caso  de  diackarge,  la  parte  perju- 
dicada puede: 

a)    Oponer  una  excepción  á  la  ac- 


ción que  la  otra  parte  intentara  contra 
ella  ex  con  tractu; 

b)  Demandar  una  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  por  la  violación  del 
contrato,  sin  tener  que  justificar  que 
ella  haya  cumplido  sus  obligaciones; 

c)  Si  las  ha  cumplido  en  todo  ó  en 
parte,  y  lo  que  ha  hecho  ó  dado  es  sus- 
ceptible de  restitución,  reclamarla. 

Cuando  antes  del  momento  fijado 
para  la  ejecución  del  contrato  una  de 
las  partes  se  desdice,  la  otra  tiene  el 
derecho  de  considerarse  liberada  de 
sus  obligaciones  y  de  reclamar  indem- 
nización; no  importa  que  el  término 
sea  cierto  ó  incierto.  Cuando  la  parte 
que  no  Be  desdice  tiene  conocimiento 
de  que  la  otra  va  á  hacerlo,  puede  te- 
ner el  contrato  por  roto;  pero  si  en  lu- 
gar de  hacer  esto  insiste  en  su  ejecu- 
ción, el  contrato  queda  subsistente,  & 
riesgo  y  ventura  de  las  dos  partes. 

La  misma  acción  que  en  el  párrafo 
anterior  queda  indicada,  tiene  cual- 
quiera de  los  contratantes  cuando  el 
otro  se  coloca  voluntariamente  en  la 
imposibilidad  de  cumplir  sus  compro- 
misos. Un  contrato  da  á  cada  parte  el 
derecho  de  exigir,  no  sólo  que  la  oirá 
cumpla  sus  obligaciones  el  día  del 
vencimiento,  sino  que  hasta  que  llegue 
éste  permanezca  en  las  condiciones 
que  necesariamente  presupone  la  eje- 
cución del  contrato;  desde  el  momento 
en  que  se  coloca  fuera  de  estas  condi- 
ciones, el  contrato  puede  considerarse 
como  roto,  y  la  parte  perjudicada  pue- 
de reclamar  la  indemnización  de  daños 
y  perjuicios. 

Cuando  una  de  las  partes  se  sustrae 
á  la  ejecución  del  contrato,  pero  no  por 
esto  lo  hace  imposible,  es  difícil  deter- 
minar si  la  otra  debe  encontrarse  des- 
ligada de  él  A  si  solamente  puede  re- 
clamar una  indemnización;  es  preciso 
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averiguar  si  sus  compromisos  respec- 
tivos eran  independientes  ó  si  estaban 
condicionados  el  uno  al  otro. 

Un  compromiso  puede  ser  indepen- 
diente de  varias  maneras;  puede  ser 
absoluto,  es  decir,  no  estar  subordina- 
do de  ninguna  manera  al  cumplimiento 
del  compromiso  de  la  otra  parte;  puede 
ser  susceptible  de  una  ejecución  par- 
cial ó  incompleta,  y  puede  ser  subsi- 
diario, esto  es,  de  aquellos  á  los  que  en 
buena  interpretación  las  partes  no  dan 
masque  una  importancia  secundaria. 
En  ninguno  de  estos  casos  la  parte  dis- 
puesta á  cumplir  el  contrato  queda  dis- 
pensada de  hacerlo,  pero  en  todos  ellos 
puede  reclamar  una  indemnización,  ya 
total,  ya  proporcional  al  perjuicio  cau- 
sado. 

Los  contratos  condicionales  pueden 
ser  de  tres  clases,  según  que  la  condi- 
ción sea  subsiguiente,  concurrente  6 pre- 
cedente. 

Cuando  la  condición  es  precedente, 
los  derechos  se  extinguen  en  cuanto  so- 
breviene el  acontecimiento  previsto. 
Sobre  esta  materia  puede  verse  todo  lo 
expuesto  al  tratar  del  as  clausulas  re- 
solutorias, 

Cuando  la  condición  es  concurrente, 
los  derechos  de  una  de  las  partes  que- 
dan subordinados  al  cumplimiento  por 
ella  de  un  acto  determinado  en  el  mis- 
mo momento  en  que  la  otra  cumpla  bus 
obligaciones.  Esto  ocurre,  por  ejemplo, 
cuando  no  se  ha  señalado  ningún  tér- 
mino para  el  pago  del  precio;  este  pago 
y  la  entrega  de  la  cosa  son  dos  condi- 
ciones concurrentes. 

Cuando  la  condición  es  subsiguiente, 
no  puede  ser  exigido  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  hasta  que  ocurra 
determinado  acontecimiento,  cierto  ó 
incierto,  ó  transcurra  un  lapso  de  tiem- 
po Ajado.  Esto  viene  á  ser  lo 


que  en  Derecho  español  llamamos  con- 
diciones suspensivas. 

Cuando  un  compromiso  es  condicio- 
nal, el  que  lo  ha  adquirido  puede  librar- 
se de  él: 

a)  Cuando  la  otra  parte  no  cumple 
una  condición  concurrente; 

b)  Cuando  ella  misma  deja  de  cum- 
plir la  totalidad  ó  una  parte  esencial  de 
sus  obligaciones; 

c)  Por  la  inexactitud  de  una  de  las 
alegaciones  ó  la  violación  de  una  de 
las  cláusulas  que  las  partes  conside- 
ren como  esenciales.  Las  cláusulas 
esenciales  reciben  el  nombre  de  «con- 
diciones», y  el  de  toarranty  las  no 
esenciales,  cuya  violación  no  implica 
la  resolución  del  contrato,  sino  una  de- 
manda eventual  de  indemnización  de 
daños  y  perjuicios.  Una  condición  pue- 
de degenerar  en  simple  warrantg  por 
la  aquiescencia  de  la  parte  interesada. 

Los  recursos  que  puede  utilizar  la 
parte  perjudicada  por  un  breach  qf 
contract  son  de  dos  clases:  la  de  indem- 
nización, que  tiene  siempre,  y  la  de 
obligar  á  la  otra  parte  &  la  ejecución 
del  contrato,  de  que  goza  sólo  en  algu- 
nos casos. 

En  materia  de  daños  y  perjuicios,  la 
regla  general,  si  no  se  ha  fijado  otra  en 
el  contrato,  es  que  cuando  una  parte 
ha  experimentado  un  perjuicio  por  la 
inejecución  de  un  contrato,  debe,  en 
cuanto  se  pueda  conseguir  con  dinero, 
ser  colocada  en  la  misma  situación  que 
si  el  contrato  se  hubiese  ejecutado. 
Esta  doctrina  resultaba  muy  rigurosa 
cuando  se  trataba  de  falta  de  pago, 
pues  el  perjudicado  no  podía  reclamar 
más  que  el  capital,  pero  no  los  intere- 
ses de  mora;  hoy  se  ha  modificado  esta 
interpretación  en  el  sentido  de  que 
puedan  reclamarse  tales  intereses  cuan- 
do la  deuda  conste  por  escrito,  ó  cuan- 
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do  el  acreedor,  antes  de  entablar  su 
reclamación,  haya  advertido  al  deudor 
que  le  reclamará  los  intereses  de  mora 
si  á  su  tiempo  no  cumple  sus  obliga- 
ciones. 

La  indemnización  á  que  el  acree- 
dor tiene  derecho  es  aquella  que  las 
partes,  en  el  momento  de  obligarse, 
podían  considerar  como  consecuencia 
inevitable  de  la  violación  del  contrato; 
las  pérdidas  especiales  sufridas  por  el 
acreedor,  pero  que  son  consecuencia 
directa  de  la  violación  del  contrato,  no 
pueden  ser  objeto  de  la  reclamación. 

La  ejecución  especifica  de  las  obliga- 
ciones puede  ser  acordada  por  cual- 
quiera de  las  Salas  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia;  la  de  Cancillería 
tiene  competencia  especial  en  los  plei- 
tos referentes  ala  ejecución  especifica 
de  contratos  entre  vendedores  y  com- 
pradores de  inmuebles  y  en  los  arren- 
damientos. 

4."  Hay  ciertos  casos;  en  que  cir- 
cunstancias ulteriores  a  la  formaliza- 
ción  del  contrato  hacen  imposible  su 
celebración.  Si  la  imposibilidad  física 
ó  legal  existiese  de  antemano,  el  con- 
trato seria  nulo  por  unreal  considera- 
tton,  y  si  la  imposibilidad  proviniese 
de  que  no  existiera  el  objeto,  sería 
nulo  por  error.  Se  trata,  pues,  sola- 
mente de  que  la  imposibilidad  sobre- 
venga con  posterioridad  á  la  celebra- 
ción del  contrato,  y  la  regla  general  es 
que  no  exime  al  deudor  de  sus  obliga- 
ciones. 

Existen,  como  no  podía  menos  de 
suceder,  excepciones  en  los  casos  de 
que  la  imposibilidad  sobrevenga  sin 
que  puedan  haberla  previsto  las  partes, 
de  tal  manera  que  el  obligado  no  haya 
podido  pensar  en  aceptar  expresa  ni 
tácitamente  el  riesgo.  Los  principales 
casos  en  que  esto  ocurre  son: 


a)  Cuando  la  imposibilidad  legal  pro- 
viene de  un  cambio  en  la  legislación; 

b)  Cuando  la  existencia  de  una  cosa 
sea  esencial  á  la  ejecución  del  contra- 
to, y  esa  cosa  se  destruya,  sin  que  su 
destrucción  sea  imputable  &  ninguna 
de  las  partes; 

c)  Cuando  el  contrato  verse  sobre 
servicios  personales ,  y  la  parte  que 
haya  de  prestarlos  muera  ó  se  impo- 
sibilite físicamente  para  llevarlos  i. 
cabo. 

5.°  Hay  circunstancias  enqueun  con- 
trato se  extingue  por  disposiciones  le- 
gales, especialmente  cuando  hay  mer- 
ger,  alteración  ó  pérdida  de  un  acta,  ó 
declaración  de  quiebra. 

Hay  merger  cuando  el  acreedor  acep- 
ta una  seguridad  superior  en  lugar  de 
otra  menos  eficaz  á  los  ojos  de  la  ley; 
la  seguridad  superior  extingue  á  la  me- 
nos eficaz  ipso  Jacto  é  independiente- 
mente de  la  voluntad  de  las  partes. 

Por  ejemplo:  cuando  dos  partes  se 
han  obligado  por  un  simple  contrato,  y 
después  formalizan  un  deed,  el  simple 
contrato  queda  extinguido. 

Para  que  se  produzca  este  efecto  es 
preciso: 

a)  Que  las  dos  seguridades  sean  de 
eficacia  diferente,  pues  si  fueran  de  la 
misma  se  acumularían; 

b)  Que  tengan  las  dos  el  mismo  ob- 
jeto, y 

c)  Que  las  partes  sean  las  mismas. 

Un  deed  alterado  por  adiciones  ó  en- 
miendas, se  extingue  si  la  alteración  es 
obra  de  alguna  de  las  partes;  si  es  ca- 
sual ó  no  intencionado,  no  lo  extin- 
gue. 

Es  preciso  que  la  alteración  ee  haya 
hecho  en  un  trozo  esencial  del  docu- 
mento, y  que  la  otra  parte  no  haya 
prestado  su  asentimiento;  pues  de  otro 
modo  resultarla  de  las  adhesiones  ó  su- 
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presiones  un  nuevo  convenio  entre  los 
contratos. 

La  pérdida  de  un  convenio  escrito  do 
afecta  á  los  derechos  de  las  partes  sino 
en  cuanto  dificulta  la  prueba  del  con- 
trato, exceptuándose  las  letras  de  cam- 
bio y  las  cartas-órdenes,  pues  si  el  por- 
tador las  pierde,  pierde  también  los  de- 
rechos que  se  derivasen  de  ellas,  &  no 
ser  que  ofrezca  á  la  parte  obligada  al 
pago  garantirla  contra  toda  reclama- 
ción eventual. 

La  quiebra  libra  al  quebrado  desús 
deudas  y  obligaciones  cuando  con  el 
consentimiento  de  sus  acreedores  ha 
obtenido  una  order  oj  discharge  á  con- 
secuencia del  pago  de  un  dividendo 
del  50  por  100  ó  de  una  resolución  vo- 
tada por  los  acreedores,  por  no  ser  la 
quiebra  ó  la  falta  de  pago  imputable  al 
deudor. 

G.°  La  compensación  como  modo  de 
extinción  de  las  obligaciones  no  ha  sido 
admitida  por  la  ley  inglesa  basta  el  si- 
glo pasado,  y  siendo  las  deudas  perfec- 
tamente conexas.  Pero  los  Tribunales 
de  equidad  admitieron  la  compensación 
aunque  la  conexión  no  fuese  tan  Inti- 
ma, siempre  que  el  acreedor  y  el  deu- 
dor lo  fueran  en  su  propio  nombre  y 
que  existiese  realmente  un  motivo  de 
equidad  para  otorgar  la  compensa- 
ción. 

Hoy  se  ocupan  las  leyes  inglesas  de 
la  compensación  al  tratar  de  la  recon- 
vención en  derecho  procesal,  respecto 
de  lo  que  sientan  principios  análogos  á 
los  del  Derecho  español. 


De  los  contratos 

1.  Introducción. — 2.  Concurrencia  de  volun- 
tades.—3.  Capacidad  de  loa  partes:  A. 
Motivos  políticos  ó  profesionales;  B.  Me- 
nor edad;  C.  Personas  morales;  D.  Enaje- 
nación mental  permanente  ó  transitoria. 
— 4.  Vicios  del  consentimiento:  A.  Error; 
B.  Mitrepresentation;  C.  Fraudo;  D.  Vio- 
lencia; E.  Influencia  indebida. — 5. — A. 
De  la  legalidad  del  objeto:  a)  Contratos 
contrarios  A  los  Estatutos;  b)  Contratos 
contrarios  ¿  las  reglas  del  derecho  común; 
e)  Contratos  contrarios  al  orden  público  ó 
á  las  buenas  costumbres. — B.  Efecto  de 
la  ilegalidad  en  un  contrato.— S.  Efec- 
tos de  los  contratos:  A.  Límites  de  la  obli- 
gación contractual;  B.  De  la  cesión  de  un 
contrato;  a)  Cesión  voluntaria  da  los  de- 
rechos ú  obligaciones  contractuales;  b) 
Transmisión  legal  de  los  derechos  ú  obli- 
gaciones contractuales. — C.  Del  derecho 
principal  del  acreedor;  D.  De  los  derechos 
accesorios  del  acreedor.— 7.  De  la  prueba 
de  los  contratos:  1.°  Prueba  de  la  existen- 
cia del  título;  3.°  Prueba  de  la  existencia 
de  un  acuerdo  entre  las  partea;  S.°  Prueba 
de  las  cláusulas  del  contrato. — 8.  De  la 
interpretación  de  los  contratos. — 9.  Divi- 
siones de  los  contratos:  A.  Contratos  re- 
gistrados; B.  Contratos  sellados;  C.  Con- 
tratos no  sellados.— 10.-— A.  De  los  dtede; 
B.  De  los  documentos  translativos  de  la 
propiedad  inmueble.  (Deedi  of  gran£).~- 
11.  Délos  medios  de  dar  seguridad á los 
adquirent.ee  de  inmuebles,  y  especialicen 
te  de  la  transcripción. 

i.  Para  que  exista  un  contrato  es 
preciso  que  haya  concurso  de  volunta- 
des; y  para  que  sea  valido  es  necesario 
que  las  partes  tengan  capacidad  sufi- 
ciente, que  el  consentimiento  no  tenga 
ningún  vicio,  y  que  el  objeto  del  con- 
trato sea  licito. 

2.  Para  que  exista  una  obligación 
contractual  es  preciso  que  una  de  las 
partes  se  obligue  voluntariamente  á 
dar,  hacer  ó  no  hacer  alguna  cosa,  y 
que  la  otra  acepte  la  obligación  adqui- 
rida por  la  primera.  Puede  nacer  un 
contrato  de  cuatro  maneras  diferentes; 
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1."  Una  de  las  partea  hace  un  ofre- 
cimiento, y  la  otra  lo  acepta  pura  y 
simplemente;  lo  cual  en  derecho  inglés 
no  puede  ocurrir  más  que  en  materia 
de  contratos  sellad  o  s; 

2.'  Una  de  las  partes  o/rece  obligar- 
se con  tal  de  que  la  otra  ejecute  algún 
acto; 

3.a  Una  de  las  partes  se  comprome- 
te a  hacer  una  cosa  ó  prestar  un  servi- 
cio siempre  que  la  otra  se  obligue  á 
remunerársele; 

4/  Las  dos  partes  ofrecen  obligarse 
reciprocamente,  y  cada  una  acepta  la 
obligación  de  la  otra. 

El  ofrecimiento,  lo  mismo  que  la 
aceptación,  pueden  ser  expresos  ó  táci- 
tos; pero  es  esencial  que  haya  habido 
comunicación  reciproca  del  ofrecimien- 
to y  la  aceptación;  cuando  en  defecto 
de  convención  expresa  se  utiliza,  para 
deducir  la  existencia  de  un  contrato, 
un  hecho  realizado  en  favor  de  la  par- 
te contraria,  es  preciso  que  medien  ta- 
les circunstancias,  que  el  silencio  de 
ésta  pueda  ser  considerado  como  un 
asentimiento. 

El  ofrecimiento  debe  tener  por  objeto 
crear  relaciones  jurídicas,  y  ha  de  ser 
bastante  para  crearlas. 

Para  que  la  aceptación  cree  una  obli- 
gación entre  las  partes,  es  preciso: 

1.°  Que  el  ofrecimiento  se  baya  efec- 
tuado con  pleno  conocimiento  y  con- 
ciencia de  sus  efectos  legales,  pues  es 
claro  que  el  ofrecimiento  hecho  en  el 
curso  de  una  conversación  ordinaria  no 
puede  llevar  consigo  obligaciones  ni 
compromisos; 

2."  Que  sea  preciso  y  formal,  para 
que  pueda  saberse  exactamente  lo  que 
se  ha  prometido,  porque  de  otro  modo 
más  hay  un  compromiso  de  honor  que 
una  obligación  jurídica. 

La  aceptación   debe  ser  absoluta  y 


corresponder  completamente  al  ofre- 
cimiento; si  es  condicional  puede  repu- 
tarse mas  bien  como  una  señal  de  que 
se  está  dispuesto  a  contratar.  Una 
aceptación  subordinada  á  un  cambio  en 
las  condiciones  ofrecidas  ó  ¿la  intro- 
ducción de  una  cláusula  adicional  es, 
en  realidad,  una  nueva  proposición  que 
supone  haberse  rehusado  la  primera. 

Hasta  tanto  que  el  ofrecimiento  no 
ha  sido  aceptado  no  crea  ningún  de- 
recho en  favor  de  aquel  á  quien  se  le 
hizo,  y  puede  ser  revocado.  Pero,  ¿des- 
de cuándo  debe  reputarse  que  una  ofer- 
ta ha  sido  aceptada  y  la  aceptación 
debidamente  tomunieadat  Se  entiende 
que  hay  aceptación  cuando  el  aceptan- 
te lia  hecho  todo  lo  que  de  ¿t  dependía 
para  dar  á  conocer  sus  intenciones  al 
autor  del  ofrecimiento. 

Cuando  el  trato  se  hace  por  cartas, 
desde  que  la  carta  de  aceptación  se 
pone  en  el  correo  el  contrato  es  perfec- 
to y  completamente  obligatorio,  per- 
maneciendo asi  aunque  la  carta  de 
aceptación  se  pierda  en  el  correo. 

Mientras  un  ofrecimiento  no  ha  sido 
aceptado  en  el  sentido  que  acaba  de  in- 
dicarse, puede  revocarse. 

No  hay  más  excepción  á  esta  regla 
que  la  de  los  ofrecimientos  hechos  bajo 
sello,  los  cuales,  si  están  debidamente 
hechos,  son  obligatorios  para  su  autor 
y  sus  causa -habientes,  aunque  no  ha- 
yan sido  comunicados  á  la  otra  parte. 
No  hay  que  decir  que  la  revocación 
debe  ser  notificada  á  quien  en  derecho 
corresponda,  lo  mismo  que  el  ofreci- 
miento y  la  aceptación.  Pero  asi  como 
la  aceptación  se  reputa  hecha  desde 
que  ha  sido  expedida,  la  revocación  no 
es  válida  sino  desde  que  ha  llegado  á 
manos  del  destinatario. 

Cuando  se  ha  fijado  un  plazo  para  la 
aceptación,  el  ofrecimiento  decae  por 
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el  solo  hecho  de  no  haber  sido  aceptado 
en  dicho  plazo.  A  falta  de  plazo  Ajado, 
el  ofrecimiento  prescribe  si  no  ha  sido 
aceptado  dentro  de  un  término  razona- 
ble, cuya  duración  depende  de  la  natu- 
raleza del  ofrecimiento. 

Prescribe  además: 

1."  Pomo  haber  sido  aceptado  con 
todas  sus  condiciones  y  en  la  forma 
proscripta; 

2."  Por  el  fallecimiento  de  una  de 
las  partes  antes  de  la  aceptación. 

La  aceptación  notificada  á  los  repre- 
sentantes del  difunto  autor  del  ofreci- 
miento no  tes  obliga,  asi  como  los  re- 
presentantes de  un  difunto  á  quien  se 
hizo  un  ofrecimiento  tampoco  pueden 
aceptarlo. 

No  es  indispensable  hacer  el  ofreci- 
miento a  una  persona  cierta;  pero  el 
aceptante  si  debe  ser  una  persona  cier- 
ta, porque  si  nó  no  hay  contrato. 

3.  No  es  valido  un  contrato  cuando 
las  partes  no  tienen  capacidad  para 
obligarse.  Las  causas  de  incapaci- 
dad son: 

l.1  Motivos  políticos  ó  profesio- 
nales; 

2.'    La  menor  edad; 

3/  Las  limitaciones  señaladas  por 
la  ley  &  las  personas  morales,  y 

4.a    La  enagenación  mental. 

A.  El  extranjero  goza  hoy  en  Ingla- 
terra de  los  mismos  derechos  que  el 
regnícola,  salvo  que  no  puede  com- 
prar ningún  buque  inglés.  El  extranje- 
ro cuya  nación  esté  en  guerra  con  In- 
glaterra, ó  el  inglés  que  haga  causa  co- 
mún con  los  enemigos  de  su  patria,  no 
puede,  sin  permiso  de  la  Corona,  hacer 
nuevos  contratos,  ni  reclamar  la  eje- 
cución de  uno  anterior  mientras  duren 
las  hostilidades;  pero  estos  derechos 
quedan  suspendidos,  no  anulados. 

Los  Estados  extranjeros,  sus  Sobera- 


nos y  bus  representantes,  el  personal 
de  las  misiones  diplomáticas  y  Iob  cria- 
dos de  un  Ministro  extranjero  no  están 
sometidos  ala  jurisdicción  de  los  Tri- 
bunales ingleses  sino  en  cuanto  la  acep- 
tan aquéllos.  Un  contrato  hecho  con 
ellos  no  puede  dar  origen  á  una  acción 
judicial  contra  los  mismos  sino  cuando 
ellos  se  prestan,  y,  por  el  contrario, 
ellos  tienen  el  derecho  de  reclamar  ju- 
dicialmente su  ejecución. 

El  condenado  por  traición  ó  felonía 
no  puede,  mientras  esté  cumpliendo  la 
condena,  hacer  un  contrato  válido  ni 
reclamar  la  ejecución  de  otro  anterior 
á  la  misma  condena:  pero  puede  inten- 
tar la  acción  (si  procede)  el  adminis- 
trador ó  curador  ad  hoc  nombrado  por 
la  Corona. 

Los  abogados  no  tienen  acción  para 
reclamar  los  honorarios  devengados 
en  el  ejercicio  de  su  profesión  sino 
cuando  se  fundan  en  un  compromiso 
tácito  que  resulte  de  haberse  prestado 
los  servicios  á  instancia  del  cliente  ó 
en  la  promesa  formal  que  haya  hecho 
éste  de  pagar  una  determinada  canti- 
dad por  la  dirección  del  asunto.  Los 
médicos  estuvieron  en  esta  misma  si- 
tuación basta  1858,  pero  hoy  pueden  re- 
clamar judicialmente  el  pago  de  sus 
honorarios. 

B.  En  virtud  del  Lord  Teuterden's  aeí 
nadie  puede  ser  demandado  por  los 
compromisos  adquiridos  durante  la 
menor  edad,  aun  cuando  se  haya  lati- 
neado en  ellos  al  llegar  á  la  mayor,  á 
no  ser  que  el  compromiso  ó  la  ratifica- 
ción se  apoyen  en  alguna  nueva  eonti- 
deration. 

Todo  contrato  hecho  por  un  menor, 
sea  by  specialty,  sea  por  simple  eontraet, 
para  devolver  la  cantidad  prestada,  ó 
para  pagar  objetos  (no  siendo  los  ne- 
cesarios), asi  como  toda  cuenta  ajusta- 
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da  con  un  menor,  son  radicalmente  nu- 
los, sin  perjuicio  de  los  derechos  ad- 
quiridos bajo  la  legislación  anterior.  Se 
comprende  bajo  el  nombre  de  cosas  ne- 
cesarias, no  solo  el  alimento  y  los  ves- 
tidos, sino  todo  lo  que  exige  la  condi- 
ción social  del  menor  y  la  situación  en 
que  pueda  encontrarse  accidentalmen- 
te colocado;  es,  pues,  ésta  una  cuestión 
de  apreciación  de  los  Tribunales. 

C.  La  persona  moral  es  una  creación 
artificial  de  la  ley,  de  donde  se  deduce 
que  las  limitaciones  puestas  á  su  fa- 
cultad de  contratar  son,  unas  implícitas 
y  necesarias,  y  otras  expresas.  Las  pri- 
meras se  desprenden  de  la  naturaleza 
misma  de  las  personas  morales,  y  las 
segundas  de  una  imposición  de  la  ley. 
Asi,  por  razón  de  su  naturaleza  abs- 
tracta, la  persona  moral  no  puede  obrar 
más  que  por  medio  de  un  agente  ó  re- 
-presentante;  y  por  otra  parte  tiene  res- 
tricciones, tales  como  la  de  no  poder 
realizar  ningún  contrato  en  otros  asun- 
tos que  los  indicados  en  el  Memorán- 
dum of  asaociaíion. 

D.  El  compromiso  adquirido  por  una 
persona  en  estado  de  imbecilidad,  de 
demencia  ó  de  embriaguez,  puede  ser 
anulado,  á  su  instancia,  si  en  el  mo- 
mento en  que  contrató  era  absoluta- 
mente incapaz  de  comprender  lo  que 
hacia  y  la  otra  parte  tenia  conocimien- 
to de  que  se  hallaba  en  ese  estado;  pues 
si  no  lo  sabia  es  dudoso  que  pueda  de- 
clararse la  nulidad.  Pero  lo  que  es  in- 
dudable es  que  cuando  el  contrato  ha 
empezado  a  ejecutarse,  y  es  imposible 
volver  a  colocar  a  las  partes  en  su  res- 
pectiva situación,  no  puede  declararse 
la  nulidad  porque  se  pruebe  la  inca- 
pacidad de  una  parte,  si  no  se  prueba 
también  que  la  otra  lo  sabia. 

El  hecho  de  que  la  enagenacion  men- 
tal haya  sido  justificada  por  los  Comi- 


sarios competentes,  no  priva  al  enfer- 
mo de  toda  capacidad  de  contratar;  so- 
lamente hay  en  este  caso  grandes  pre- 
sunciones de  que  no  se  ha  obligado  en 
un  intervalo  lúcido,  y  de  que  la  otra 
parte  no  ignoraba  su  estado  mental. 

El  compromiso  adquirido  por  una 
persona  embriagada  puede  ser  anulado 
á  su  instancia;  pero  puede  también  ra- 
tificarlo, y  entonces  obliga  como  si  hu- 
biese sido  hecho  con  plena  capacidad. 

4.  Las  causas  que  vician  el  consenti- 
miento y  anulan  el  contrato  son:  error, 
misrepresentaíion,  fraude,  violencia  é 
influencia  indebida. 

A.  Hay  error  cuando  las  partes  no  se 
han  convenido  en  la  misma  cosa,  ó 
cuando  tratando  de  la  misma  cosa  no 
han  quedado  acordes  en  las  conclusio- 
nes de  que  esa  cosa  era  objeto. 

Hay  que  distinguir  el  error  de  dere- 
cho del  error  de  hecho. 

El  error  de  derecho  no  da  origen 
á  la  restitución  in  integrum',  un  conve- 
nio realizado  de  buena  fe  obliga  ú  las 
partes,  aunque  una  de  ellas  ó  las  dos 
estén  equivocadas  en  la  naturaleza  y 
en  las  consecuencias  jurídicas  del  mis- 
mo. Hay,  sin  embargo, algunas  circuns- 
tancias en  las  cuales  los  Tribunales  de 
equidad  tienen  en  cuenta  el  error  de 
derecho,  porque  se  encuentra  compli- 
cado con  manejos  mas  ó  menos  do- 
losos, ó  con  una  sorpresa,  abuso  de 
confianza,  etc.  Pero  es  preciso  que  la 
situación  creada  por  el  error  no  haya 
sido  modificada  por  actos  ulteriores,  y 
que  el  error  sea  de  aquellos  cuya  igno- 
rancia no  excusa  su  cumplimiento. 

El  error  de  hecho,  á  diferencia  del  de 
derecho,  da  lugar,  por  regla  general,  i 
la  restitución  in  integrum.  Cuando  exis- 
te un  error  de  esta  clase,  los  Tribunales 
de  ley  admiten  el  error  como  una  ex- 
cepción que  puede  oponer  la  parte  de- 
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mandada.  Los  Tribunales  de  equidad 
ordenan,  bien  la  rectificación  del  con- 
trato, en  el  sentido  de  la  verdadera  in- 
tención de  las  parles,  bien  la  anulación 
del  mismo  si  hay  lugar  á  ello.  Las  re- 
glas que  suelen  seguirse  en  esta  mate- 
ria son: 

1.*  Es  preciso  que  el  hecho  erróneo 
tenga  una  importancia  esencial  y  di- 
recta; 

2*  Es  preciso  que  la  parte  no  haya 
podido  enterarse  a  tiempo  por  medio 
de  la  oportuna  información; 

3.a  Si  una  de  las  partes  tenia  cono- 
cimiento del  hecho  sustancial  en  cues- 
tión, y  ba  dejado  que  la  otra  lo  ignore, 
es  preciso  para  que  ésta  pueda  preva- 
lerse de  esta  circunstancia,  que  la  pri- 
mera tuviera  la  obligación  jurídica  de 
revelárselo; 

4."  Cuando  los  medios  de  informa- 
ción son  igualmente  accesible  á  las  dos 
partes,  y  cada  una  de  ellas  los  ha  podi- 
do usar  por  si  misma,  la  excepción  de 
error  no  puede  prosperar. 

En  todo  caso,  la  parte  que  solicite  la 
restitución  debe  encontrarse  en  una  si- 
tuación que  reclame  más  atenciones 
que  la  de  la  parte  adversa,  pues  si  am- 
bas son  igualmente  dignas  de  interés, 
los  Tribunales  de  equidad  se  abstienen. 

El  error  puede  versar  sobre  la  natu- 
raleza misma  de  la  operación  efectua- 
da, sobre  la  persona  con  quien  se  ba 
contratado,  ó  sobre  el  objeto  del  con- 
trato. 

Para  que  el  error  en  la  naturaleza  de 
la  operación  efectuada  sea  causa  de 
rescisión,  es  preciso  que  la  parte  que 
solicite  la  restitución  no  haya  incu- 
rrido en  negligencia  alguna.  Si  no  ha 
leído  el  contrato  antes  de  firmarlo  y 
se  ha  fiado  de  las  indicaciones  de  la 
otra  parte  ó  de  un  tercero,  los  Tribuna- 
les no  la  relevan  del  compromiso . 

TOHO  XI. — Institución  na  j  o  ufo  re  A  9. 


El  error  en  la  persona  del  otro  con- 
tratante no  puede  ser  invocado  sino 
en  tanto  que  la  oferta  que  ha  servido 
de  base  al  contrato  se  dirigiera,  no  á 
cualquiera,  sino  á  una  persona  determi- 
nada. Sentado  este  principio,  la  resti- 
tución de  una  persona  por  otra  entra- 
ña la  nulidad  del  contrato,  porque  en 
realidad  no  hay  contrato  entre  el  ofe- 
rente y  el  aceptante,  pues  el  primero 
habla  contratado  con  una  condición  que 
no  se  ha  llevado  á  cabo,  sin  que  impor- 
te que  el  error  cometido  lo  sea  de  bue- 
na ó  de  mala  fe. 

El  error  en  el  objeto  del  contrato  es 
causa  de  invalidación; 

1.°    Si  ha  dejado  de  existir  dicho  ob- 
jeto sin  que  lo  sepan  los  contratantes; 
2.°    Si  las  partes  están  equivocadas 
en  cuanto  á  la  identidad  del  objeto; 

3."  Si  una  de  las  partes  ha  dejado 
conscientemente  obligarse  &  a  otra 
como  consecuencia  de  un  engaño  en  la 
extensión  de  su  compromiso,  especial- 
mente en  la  cantidad  ó  calidad  de  la 
cosa  que  se  obligaba  á  entregar. 

Este  último  punto  es  el  que  exige  más 
detenido  estudio.  La  cantidad  de  la  cosa 
y  su  precio  dan  raras  veces  lugar  á 
error;  en  principio,  las  partes  quedan 
obligadas  en  esta  materia  por  sus  con- 
venios, cualesquiera  que  sean.  La  cali- 
dad deben  examinarla  por  si  mismas; 
los  Tribunales  no  reparan  en  sus  erro- 
res de  apreciación.  Sin  embargo,  cuan- 
do el  comprador  no  puede  examinar  la 
cosa  vendida,  la  ley  le  protege  por  en- 
tender que  las  partes  se  reputan  tácita- 
mente convenidas  en  que  la  cosa  sea  de 
la  calidad  deseada  y  de  la  especie  ordi- 
naria ó  de  recibo.  Cuando  el  compra- 
dor pueda  examinar  el  objeto,  debe 
fijarse  en  su  calidad,  pues  el  vendedor 
no  ba  de  despreciar  su  mercancía  ni  de 
tener  en  cuenta  los  errores  en  que  el 
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comprador  pueda  incurrir.  Pero  no  ocu- 
rre esto  cuando  el  vendedor  sabe  antes 
del  perfeccionamiento  del  contrato  que 
el  comprador  da  á  sus  compromisos 
otra  extensión  de  la  que  él  le  da,  por- 
que en  este  caso  las  partes  no  hablan 
querido  la  misma  cosa,  y  una  de  ellas 
conocía  esta  diferencia  de  intenciones, 
por  lo  cual  el  contrato  seria  nulo,  tanto 
por  ley  como  por  equidad. 

El  common  lata  ofrece  dos  remedios 
á  la  persona  que  haya  contratado  con 
error  que  implique  nulidad;  si  el  con- 
venio no  ha  sido  aún  ejecutado,  puede 
esa  persona  negarse  a  ejecutarle  y  opo- 
ner una  excepción  si  la  parte  contraria 
formula  una  demanda  judicial;  si  ha 
entregado  fondos  por  razón  del  contra- 
to, puede  pedir  que  se  le  reembolsen. 

Por  equidad,  la  victima  del  error  pue- 
de negarse  á  ejecutarle  y  ser  descarga- 
da de  sus  obligaciones,  aun  en  ciertos 
casos  en  que  por  ley  podria  pedírsele 
indemnización  de  daños  y  perjuicios. 

Puede,  igualmente,  dirigirse  al  Tri- 
bunal de  la  Cancillería  para  que  anule 
el  contrato. 

B.  Hay  mitrepreaentation  cuando  una 
parte  ha  incurrido  en  error  sobre  el  ob- 
jeto del  contrato  por  descripciones  in- 
exactas hechas  de  buena  fe  ó  por  cir- 
cunstancias que  la  otra  parte  le  habla 
dejado  ignorar  también  de  buena  fe. 
Es  decir,  que  la  miarepreseniation  es  al 
jraude  lo  que  el  cuasi  delito  al  delito. 

Cuando  los  hechos  afirmados  ó  calla- 
dos sin  causa  por  una  de  las  partes  han 
sido  el  móvil  ó  uno  de  los  móviles  de- 
terminantes del  contrato,  la  otra  parte 
tiene  la  facultad,  ya  de  anular  el  con- 
trato y  sustraerse  á  las  obligaciones  de 
él  derivadas,  ya  de  plantear  una  acción 
con  ocasión  de  la  falta  de  cumplimien- 
to de  una  de  las  condiciones  del  con- 
trato. En  el  primer  caso,  se  entiende 


que 

en  el  segundo,  que  se  ha  roto. 

Cuando  los  hechos  inexactamente 
presentados  antes  de  formalizar  el  con- 
trato no  son  condiciones  por  razón  de 
las  cuales  una  de  las  partes  se  ha  obli- 
gado, los  Tribunales  no  anulan  el  con- 
trato y  la  misrepresentation  no  entraña 
el  invalidamiento  de  la  operación  sino 
en  los  casos  en  que  por  razón  de  las 
circunstancias  una  de  las  partes  ha 
tenido  que  atenerse  alas  declaraciones 
de  la  otra,  como  ocurre  en  los  seguros 
marítimos  ó  contra  incendios,  en  las 
ventas  de  inmuebles  y  en  las  emisiones 
de  acciones;  y  aun  en  estos  mismos 
contratos,  la  simple  expresión  de  una 
opinión  no  puede  asimilarse  a  una  in- 
dicación falsa  de  las  que  invalidan  la 
operación. 

C.  Existe  fraude  cuando,  sabiendo 
que  un  hecho  es  falso,  ó  no  tomándose 
el  trabajo  de  averiguar  si  es  verdadero 
ó  falso,  se  le  da  por  cierto,  con  inten- 
ción de  impulsar  á  otra  persona  á  obrar 
en  atención  á  aquello  que  se  le  afirma. 

Para  que  exista  fraude  es  preciso,  en 
primer  término,  que  se  haya  presenta- 
do como  verdadero  un  hecho  que  se 
sabia  que  era  falso,  ó  que  el  hecho  sea 
cierto,  pero  se  hayan  ocultado  algunas 
de  sus  circunstancias.  Esto  es  lo  que 
se  llama  ocultación  activa  y  agresiva  ó 
industriosa,  para  distinguirla  de  la 
simple  no-revelación  pasiva  que  no 
constituye  fraude. 

Hace  taita,  ademas,  que  la  indicación 
falsa  verse  sobre  un  hecho;  la  simple 
expresión  de  una  opinión  que  resulte 
no  tener  fundamento  no  bastarla  para 
viciar  un  contrato;  pero  ya  no  ocurre 
esto  cuando  se  afirma  que  existe  una 
cosa  ó  que  existirá  más  tarde,  sin  duda 
alguna. 

La  indicación  falsa  debe  haber  sido 
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hecha  con  pleno  conocimiento  de  bu 
falsedad,  ó,  por  lo  menos,  sin  cuidarse 
de  que  sea  cierta. 

Debe  también  haber  sido  dada  con 
intención  de  obligar  á  la  otra  parte  a 
hacer  alguna  cosa  que  no  hubiera  he- 
cho si  no  hubiera  sido  por  esa  indica- 
ción, siendo  indiferente  que  la  noticia 
falsa  sea  dada  directamente  a  esa  mis- 
ma parte  Ó  á  un  intermediario. 

Por  último,  la  indicación  falsa  ha  de 
producir  el  efecto  de  inducir  á  error  á  la 
parte  con  quien  se  ha  contratado;  para 
anular  un  contrato  es  preciso  demos- 
trar, no  sólo  que  uno  de  los  contratan- 
tes ha  usado  de  fraude,  sino  también 
que  el  otro  ha  sido  engañado  por  él  y 
ha  sufrido  un  perjuicio. 

El  fraude,  tal  como  queda  explicado, 
da  &  la  persona  que  na  sido  victima  de 
él  una  acción/or  deceit,  con  cuya  ayu- 
da puede  obtener  la  indemnización  que 
sea  razonable. 

El  contratante  que  ba  sido  victima 
de  un  fraude  puede  elegir  entre  mante- 
ner Arme  el  contrato  ó  rescindirle;  si 
opta  por  lo  primero,  puede  reclamar 
una  indemnización  del  perjuicio  que  le 
ha  causado  el  fraude;  si  opta  por  la 
rescisión,  puede  negarse  a  recibir  si  la 
otra  parte  pretende  obligarle  a  ello  por 
ley,  rehusar  la  ejecución  del  contrato 
si  ea  requerido  &  ello  por  equidad  y 
hacer  pronunciar  por  un  Tribunal  de 
esta  clase  la  rescisión  judicial  del  con- 
venio. 

Mientras  esta  rescisión  no  se  declare, 
el  contrato  continúa  produciendo  efec- 
to en  el  sentido  de  que  el  tercero  que 
de  buena  fe  hubiera  adquirido  derechos 
en  virtud  del  contrato,  no  puede  ser 
privado  de  ellos  por  causa  de  la  anu- 
lación. 

Los  Tribunales  de  equidad  conside- 
ran que  ciertas  circunstancias  llevan 


consigo  una  presunción  de  fraude,  y 
pueden  dar  lugar  á  una  restitución  in 
¿ntegrum,  como  ocurre  cuando  los  me- 
nores, contratando  con  sus  parientes, 
les  aseguran  ventajas  que  se  juzgan 
excesivas. 

El  error  ó  el  fraude  puede  siempre 
ser  probado  por  testigos.  Los  Tribuna- 
les son  libres  para  admitir,  en  equiva- 
lencia á  una  prueba  directa,  la  confe- 
sión de  la  parte  adversa  ó  la  evidencia 
que  resulte,  ya  de  las  circunstancias 
del  asunto,  ya  del  contexto  del  contrato 
impugnado. 

D.  Cuando  una  de  las  partes  ha  sido 
obligada  á  dar  su  consentimiento  por 
violencias  ó  por  una  detención  arbi- 
traria, ó  bajo  la  influencia  de  una  ame- 
naza ó  un  secuestro,  puede  pedir  la 
anulación  del  contrato,  sin  que  impor- 
te que  haya  sido  ella  la  victima  de 
tales  violencias  ó  lo  haya  sido  su  cón- 
yuge, sus  padres  ó  sus  hijos,  ni  que  ha- 
yan sido  hechas  por  el  otro  contratan- 
te ó  por  un  tercero.  No  es  anulable  por 
causa  de  violencia  el  contrato  realizado 
para  obtener  la  restitución  de  bienes 
retenidos  por  la  otra  parte;  si  los  bie- 
nes han  sido  retenidos  sin  razón,  la 
obligación  serla  nula  por  defecto  en  la 
causa;  si  hay  duda  sobre  la  legitimidad 
de  la  retención,  la  obligación  puede 
ser  válida  como  transacción.  Pero  la 
persona  que  ha  pagado  dinero  por  ob- 
tener la  restitución  de  los  bienes  inde- 
bidamente retenidos,  tiene  derecho  a 
hacérselo  reembolsar  en  virtud  de  las 
reglas  sobre  sobre  pago  indebido. 

E.  La  influencia  indebida  que  vicia 
el  consentimiento  consiste  en  una  pre- 
sión más  ó  menos  inconsciente,  cuyo 
efecto  es  impulsar  a  una  parte  &  hacer 
actos  ó  contratos  desventajosos  para 
ella.  Entre  las  relaciones  que  pueden 
ocasionar  esa  presión,  se  encuentran 
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las  del  tutor  y  el  pupilo,  el  director  es- 
piritual y  el  penitente,  el  abogado  6  el 
médico  y  sus  clientes,  el  trastee  y  el 
cesttu  que  trust.  Si  se  prueba  que  una 
de  las  partes  ha  abusado  de  su  influen- 
cia sobre  la  otra,  el  Juez  puede  relevar 
á  ésta  de  sus  compromisos.  Lo  mismo 
ocurre  cuando  falta  la  influencia  per- 
sonal, pero  una  de  las  partes  abusa  de 
la  inexperiencia,  imprevisión  ó  falta  de 
inteligencia  de  la  otra  para  hacerla 
otorgar  un  contrato  desventajoso. 

A  la  rescisión  de  contratos  por  causa 
de  influencia  se  aplican  las  mismas  re- 
glas que  en  caso  de  fraude,  con  la  dife- 
rencia de  que  en  materia  de  fraude, 
después  de  haber  sido  éste  descubierto, 
pueden  las  partes  confirmar  el  contrato 
y  quedan  validamente  obligadas;  y  en 
caso  de  influencia  indebida,  mientras 
no  se  pruebe  que  la  parte  perjudicada 
se  ha  sustraído  por  completo  á  dicha 
influencia,  los  Tribunales  no  tienen 
como  valida  una  ratificación. 

S.— A.  Se  considera  como  ilegal,  no 
sólo  lo  que  es  contrario  á  la  ley,  Bino 
al  orden  público  y  a  las  buenas  cos- 
tumbres. Los  contratos  ilegales  pueden 
ser  de  tres  clases,  según  sean  contra- 
rios á  los  Estatutos,  á  las  reglas  expre- 
sas del  derecho  común  Ó  á  la publitpo- 
licy. 

a)  Los  principales  contratos  con- 
trarios a  un  Acta  del  Parlamento  son: 

1."  Los  contratos  otorgados  por 
sacerdotes  con  beneficios  que  lleven 
aneja  la  cura  de  almas,  que  produzcan 
el  efecto  de  gravar  esos  beneficios  con 
una  deuda  pecuniaria;  sin  perjuicio  de 
la  obligación  persona)  que  adquieren 
de  pagar  dicha  deuda; 

2."  Lob  contratos  que  tiendan  a  dar 
seguridades  para  el  cobro  del  dinero 
ganado  en  juego  ó  en  apuesta,  ó  del 
prestado  en  consideración  a  alguna  de 


estas  dos  cosas.  Estos  contratos,  ya 
sean  verbales,  ya  escritos,  son  nulos  y 
de  ningún  efecto,  y  no  pueden  recla- 
marse en  justicia  Iob  objetos  ganados 
mas  que  cuando  se  trate  de  un  juego 
licito.  Las  agencias  de  apuestas  en  to- 
dos los  juegos,  y  muy  especialmente 
en  las  carreras  de  caballos,  están  asi- 
miladas á  las  casas  de  juego;  las  ope- 
raciones de  los  agentes  están  penadas 
con  una  fuerte  multa;  los  objetos  que 
se  encuentran  en  manos  de  esos  agen- 
tes pueden  ser  reivindicados  por  los 
que  los  hubieren  depositado  en  ellos. 
La  ley  protege  la  publicación  de  cual- 
quier aviso  que  revele  la  existencia  de 
un  agente  de  apuestas. 

Lob  contratos  usurarios  no  pueden 
ser  atacados  legalmente,  pues  es  libre 
la  tasa  del  interés. 

Son  nulos  los  contratos  celebrados 
en  domingo  por  los  comerciantes,  arte- 
sanos, obreros  ó  agricultores.  Excep- 
túase la  venta  de  comestibles  hecha  en 
hosterías  ó  restaurants  á  personas  que 
no  pueden  proveerse  de  otro  modo.  La 
leche,  el  pescado  y  el  pan  pueden  ven- 
derse &  ciertas  horas  y  con  determina- 
das restricciones.  Tampoco  es  aplica- 
ble la  ley  á  las  personas  que  no  se  nom- 
bran en  ella,  como  los  abogados,  médi- 
cos, ele.  Y  aun  los  mismos  artesanos 
y  comerciantes  pueden  realizar  en  do- 
mingo contratos  válidos,  siempre  que 
el  objeto  de  ellos  sea  extraño  á  sus 
ocupaciones  de  la  semana. 

b)  Entre  los  contratos  contrarios  á 
las  reglas  del  derecho  común  se 
cuentan: 

1.°  Los  contratos  hechos  con  un  ex- 
tranjero enemigo,  que  son  nulos,  no 
por  un  motivo  de  orden  público,  sino 
por  un  principio  de  common  lato; 

2.a  Los  contratos  celebrados  para 
perpetrar  un  delito  civil  (eipil  terong), 
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como  agraviar  á  una  persona,  publicar 
un  escrito  difamatorio  ó  defraudar  a 
ud  tercero. 

e)  Se  consideran  como  contrarios  al 
orden  público  ó  &  las  buenas  costum- 
bres los  contratos  que  tienden: 

1."  A  comprometer  la  marcha  regu- 
lar de  un  servicio  público; 

2.°  A  entorpecer  la  acción  de  la  jus- 
ticia; 

3."    A  fomentar  los  pleitos  inútiles; 

4."    A  favorecer  la  inmoralidad; 

5."  A  poner  obstáculos  á  la  libertad 
y  á  la  seguridad  de  los  matrimonios; 

6.°  A  atentar  contra  la  libertad  del 
comercio  y  de  la  industria. 

Examinando  rápidamente  las  mas 
importantes  de  estas  materias,  vemos 
que  son  nulos  los  contratos  por  los  cua- 
les los  funcionarios  del  Estado  ceden  su 
sueldo  ó  una  pensión,  y  que  tampoco 
son  validos  los  hechos  para  impedir  la 
continuación  de  un  pleito  ó  para  entor- 
pecer la  acción  de  los  Tribunales,  como 
vender  bu  silencio  el  testigo  de  un  cri- 
men. Sin  embargo,  cuando  un  delito  da 
lugar  á  procedimientos  criminales  y  a 
una  acción  civil  de  daños  y  perjuicios, 
es  licito  transigir  en  cuanto  A  la  indem- 
nización. Tampoco  son  válidos  los  con- 
venios encaminados  á  someter  á  un  ar- 
bitraje las  cuestiones  litigiosas,  pues  se 
supone  que  esto  tiende  á  privar  á  los 
Tribunales  de  su  legitima  jurisdic- 
ción. 

A  pesar  de  esto,  los  Tribunales  tienen 
facultades  discrecionales  para  suspen- 
der el  procedimiento  cuando  las  partes 
se  comprometen  á  someterse  &  arbi- 
tros. Pero  si  un  contrato  contiene  una 
cláusula  compromisoria,  la  validez  de 
esta  cláusula  queda  subordinada  á  una 
distinción;  cuando  el  importe  del  per- 
juicio que  resulte  del  incumplimiento 
del  convenio  deba  Ajarse  por  medio  de 


un  arbitraje,  antes  de  que  el  acreedor 
pueda  intentar  ninguna  acción,  lacláu- 
sula  es  válida;  pero  cuando  la  cláusula 
es  general  y  se  aplica  á  cualquier  liti- 
gio eventual  sin  que  las  partes  puedan 
esquivarla  en  ningún  caso,  es  ilegal;  y 
esto  es,  porque  en  el  primer  supuesto 
la  cláusula  impone  una  condición  para 
una  época  en  que  aún  no  podría  obrar- 
se en  justicia,  y  en  el  segundo,  entor- 
pecerla la  actividad  normal  de  los  Tri- 
bunales. 

El  hecho  de  comparecer  una  persona 
en  un  pleito  á  condición  de  recibir  en 
caso  de  éxito  una  parte  del  crédito  ó  de 
los  fondos  que  son  objeto  de  él,  invali- 
da el  convenio  en  que  esto  se  haya  es- 
tipulado. 

Los  Tribunales  no  se  ocupan  de  la 
moralidad  ó  de  la  inmoralidad  de  un 
contrato  más  que  bajo  el  punto  de  las 
relaciones  sexuales.  Unaobligación  ad- 
quirida para  inducir  á  una  mujer  á  un 
comercio  ilícito,  es  nula  por  razón  de  la 
inmoralidad  de  su  objeto.  Una  obliga- 
ción adquirida  en  consideración  á  un 
comercio  ¡licito  anterior,  como  no  lleva 
en  si  misma  un  objeto  inmoral,  se  con- 
sidera como  puramente  gratuita,  y  por 
tanto  será  obligatoria  si  es  sellada,  y 
si  no  eB  sellada,  no.  Por  último,  una 
obligación  licita  en  si  misma  será,  ta- 
chada de  nulidad  si  Be  ha  concertado 
para  atender  mas  cómodamente  á  un 
objeto  inmoral,  estando  las  dos  partes 
de  acuerdo  en  este  punto. 

En  cuanto  á  los  contratos  que  tienden 
á  restringir  la  libertad  de  casarse,  tam- 
bién son  nulos;  sirvan  de  ejemplos  la 
promesa  de  no  casarse  bajo  pena  de 
multa;  los  corretajes  de  matrimonios, 
que  impiden  á  las  partes  la  libertad  de 
elección;  los  contratos  hechos  en  aten- 
ción á  una  reparación  eventual  de  los 
cónyuges,  y  tendiendo  á  obligarles  á  no 
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cumplir  deberes  en  cuyo  cumplimiento 
está  interesada  la  sociedad. 

Por  último,  es  contrario  al  orden  pú- 
blico que  un  hombre  se  prive  de  los 
medios  de  practicar  sus  conocimientos 
6  de  ganarse  la  vida. 

B.  Los  efectos  que  la  ilegalidad  pro- 
duce en  un  contrato,  pueden  dejarse 
sentir  sobre  la  totalidad  del  mismo  ó 
solamente  sobre  una  parte  de  él. 

Las  partes  pueden  conocer  ó  ignorar 
ambas  la  ilegalidad,  y  puede  obrar  ta 
una  de  buena  fe  y  la  otra  de  mala. 

Las  reglas  varían  según  e!  contrato 
sea  ó  no  sea  divisible,  y  la  ilegalidad 
resida  en  el  objeto  mismo  del  contrato 
ó  en  la  intención  de  una  ú  otra  de  las 
partes. 

Si  una  obligación  tiene  varios  obje- 
tos, siendo  unos  lícitos  y  otros  ilícitos, 
la  existencia  de  estos  últimos  no  vicia 
la  obligación  mientras  sólo  se  trate  de 
Iob  primeros,  porque  puede  separarse 
claramente  lo  que  es  licito  de  lo  que  no 
lo  es,  siempre  que  el  contrato  no  sea  de 
aquellos  excepcionales  en  que  una  sola 
cláusula  ilícita  entraña  la  nulidad  de 
todo  el  acto.  Pero  cuando  en  el  contra- 
to no  hay  más  que  una  obligación  fun- 
dada en  distintas  eonsi'deratéons,  de  las 
cuales  unas  son  buenas  y  otras  malas, 
la  obligación  es  absolutamente  nula, 
porque  es  imposible  precisar  si  han 
sido  unas  ú  otras  las  que  han  determi- 
nado &  Iob  contratantes  á  aceptar  la 
obligación. 

Todo  contrato  cuyo  objeto  directo  es 
verificar  un  acto  ilegal,  es  nulo,  sin  que 
importe  que  las  partes  conozcan  ó  ig- 
noren la  ilegalidad  Pero  la  buena  ó 
mala  fe  de  las  partes  debe  tomarse  en 
consideración,  si  siendo  el  contrato  sus- 
ceptible de  ejecución  y  habiendo  sido 
ejecutado  de  una  manera  legal,  hubiera 
en  él  ciertos  detalles  de  ejecución  co- 


nocidos de  las  partes  y  de  naturaleza 
que  pudiera  violar  la  ley;  la  anulación 
en  este  caso  no  es  de  rigor.  Si  el  objeto 
del  contrato  es  legal  en  si  mismo,  pero 
sirve  para  un  fin  ilegal,  el  contrato  es 
nulo  cuando  las  dos  partes  conocen 
este  fin;  pero  cuando  una  de  las  partes 
va  de  mala  fe  y  la  otra  ignora  el  objeto 
real  é  ilegal  de  la  operación,  ésta  pue- 
de negarse  á  la  ejecución  del  contrato. 

La  obligación  que  toma  una  persona 
de  salir  fiador  de  una  deuda  de  dinero, 
cuya  causa  es  ilícita  ó  inmoral,  es  vá- 
lida ó  no,  según  la  deuda  garantida  sea 
ilegal  ó  nula,  y  según  sea  adquirida 
por  acta  sellada  ó  no  sellada.  La  dis- 
tinción entre  las  operaciones  ilegales  y 
las  nulas  no  suele  ser  fácil  de  estable- 
cer, pero  tiene  gran  importancia  en  la 
práctica. 

¡Puede  una  persona  que  ha  tomado 
parte  en  un  contrato  ilegal  apoyarse 
en  este  contrato  para  entablar  una  ac- 
ción judicial?  En  principio  no  puede 
reclamar  judicialmente  la  ejecución  del 
contrato,  pero  hay  casos  en  que  puede 
ser  relevada  de  sus  compromisos,  por 
ejemplo,  cuando  ha  cedido  al  fraude, 
ó  cuando,  no  habiéndose  ejecutado  el 
contrato,  no  trata  más  que  de  recobrar 
el  dinero  ó  los  bienes  que  se  arrepiente 
de  haber  anticipado. 

6.— A.  En  principio,  un  contrato  no 
produce  efectos  más  que  entre  las  par- 
tes; pero  hay  las  excepciones  del  caso 
en  que  un  tercero  sustituye  en  sus  de- 
rechos ú  obligaciones  al  acreedor  6  al 
deudor,  y  las  que  provienen  de  disposi- 
ciones expresas  de  la  ley. 

Pero  aunque  el  contrato  no  impone 
obligaciones  á  un  tercero,  éste  tiene 
en  todo  caso  el  deber  de  respetarle  y 
de  no  impedir  su  ejecución.  Asi,  pues, 
el  que  induzca  aun  criado  ó  impulse 
&  un  artista  á  romper  el  contrato  con 


3,git,zedbyGOOgIC 


DERECHO  CIVIL   INGLÉS.— LIBRO   IV 


391 


bu  empresario,  podrá  ser  demandado 
para  que  indemnice  daños  y  perjuicios. 

Cuando  de  un  contrato  resultan  bene- 
ficios para  una  tercera  persona  que  no 
ba  sido  parte  en  él,  ¿puede  ésta  recla- 
marlos judicialmente?  La  regla  general 
da  una  respuesta  negativa,  pero  la 
equidad  ha  establecido  que  si  la  pro- 
mesa de  uno  de  los  contratantes  ha  to- 
mado el  carácter  de  un  trust  respecto 
al  tercero,  éste  puede  dirigirse  á  los 
Tribunales,  no  en  virtud  del  contrato, 
sino  en  bu  cualidad  de  eestui  que  trust. 
Puede  también  ocurrir  que  una  perso- 
na contrate  con  una  masa  de  ellas,  y 
esta  masa  nombre  a  un  tercero  para 
hacer  la  reclamación  judicial  (pero  sin 
el  carácter  de  representante  suyo),  y, 
en  este  caso,  tanto  los  Tribunales  de 
ley  como  los  de  equidad,  rechazan  que 
un  tercero  obre  en  virtud  de  un  contra- 
to en  el  que  no  ha  figurado  personal- 
mente. 

B.  La  transmisión  á  un  tercero  de 
los  derechos  6  de  las  obligaciones  con- 
tractuales puede  resultar  de  un  acto 
voluntario  de  las  partes  ó  de  una  dis- 
posición de  la  ley. 

a)  El  acreedor  no  esta  obligado  a 
consentir  que  la  obligación  sea  cumpli- 
da por  otra  persona  que  no  sea  el  deu- 
dor primitivo.  Para  que  pueda  haber 
sustitución  de  un  nuevo  deudor  al  an- 
tiguo, es  preciso  que  el  acreedor  dé  su 
consentimiento  ó  que  se  demuestre  que 
desde  el  punto  de  vista  de  sus  intere- 
ses la  sustitución  es  completamente  in- 
diferente. 

En  materia  de  derechos  contractuales 
por  derecho  común,  y  aparte  de  los 
usos  particulares  del  comercio,  el  be- 
neficio de  un  contrato  que  constituye 
una  cosa  in  action  no  puede  ser  cedido 
á  un  tercero  de  modo  que  se  permita  á 
ésto  que  obre  en  su  propio  nombre  con- 


tra un  deudor.  El  cesionario  no  puede 
obrar  más  que  en  nombre  del  cedente  ó 
de  sus  representantes  mediante  un  po- 
der escrito;  es  decir,  que  se  entiende 
que  el  cedente  interviene  como  un  trus- 
tee  de  los  beneficios  del  contrato  por 
cuenta  del  cesionario.  El  único  modo  de 
translación  de  derechos  contractuales 
es  la  novación. 

A  diferencia- del  derecho  ordinario, 
la  equidad  admite  la  cesión  de  una  cosa 
in  action,  y  autoriza  al  cesionario  á 
obrar  en  su  propio  nombre  cuando  el 
contrato  no  tiene  exclusivamente  por 
objeto  un  servicio  personal.  Pero  la  va- 
lidez de  la  cesión  queda  subordinada  á 
tres  condiciones:  1.*,  que  la  cesión  ten- 
ga una  causa;  2.*,  que  el  deudor  no  que- 
de obligado  para  con  el  cesionario  más 
que  desda  el  momento  en  que  la  cesión 
le  ha  sido  notificada,  aunque  surta  efec- 
to entre  el  cedente  y  el  cesionario  desde 
el  momento  en  que  se  efectuó;  y  3.a,  que 
e)  deudor  goce  contra  el  cesionario  da 
todas  las  excepciones  que  hubiera  po- 
dido oponer  al  cedente. 

Además  de  esto,  ciertos  Estatutos  de- 
rogan la  regla  general,  en  virtud  de 
la  cual  las  cosas  in  action  no  pueden 
cederse,  estableciendo  las  reglas  si- 


1.*  Al  cesionario  de  toda  deuda  ó  le- 
gal ckose  in  action  pueden  transmitirse 
todos  los  derechos  y  recursos  legales 
del  cedente,  á  condición  de  que  acepte 
las  consecuencias  de  la  tercera  regla 
del  párrafo  anterior,  que  la  cesión  sea 
absoluta  y  consignada  por  escrito,  y 
que  se  notifique  al  deudor,  el  cual  no 
puede  oponerse  á  ello; 

2.'  Las  pólizas  de  seguros  sobre  la 
vida  pueden  ser  cedidas  en  la  forma 
que  previene  el  Estatuto  30  y  31  de  la 
Reina  Victoria,  de  tal  manera  que  el 
cesionario  puede  obrar  en  su  propio 
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nombre,  pero  quedando  obligado  a  no- 
tificar la  cesión  á  la  Compañía; 

3.*  La  cesión  de  las  pólizas  de  segu- 
ros marítimos  puede  hacerse  sin  exigir 
la  notificación  de  la  cesión; 

4.*  Las  acciones  de  Sociedades  pue- 
den ser  transferidas  según  las  reglas 
establecidas  para  el  Compañía  elauses 
Aet  de  1845  y  por  el  Compames  Aet 
de  1865; 

5/  Las  obligaciones  hipotecarias 
emitidas  por  Sociedades  son  suscepti- 
bles de  transferirse  bajo  las  condicio- 
nes fijadas  por  el  Mortgage  debentore 
acide  1865. 

Los  títulos  negociables  pueden  trans- 
ferirse sin  necesidad  de  notificación  al 
deudor  y  sin  ninguna  reserva  en  cuan- 
to &  las  excepciones.  Los  rasgos  ca- 
racterísticos de  estos  títulos  son  preci- 
samente que  el  derecho  de  obrar  queda 
concedido  por  un  documento  al  porta- 
dor del  mismo,  cualquiera  que  sea,  y 
aunque  el  obligado  ignore  quien  es;  y, 
por  otra  parte,  que  el  portador  no  que- 
da limitado  en  los  derechos  que  le  con- 
fiere el  titulo  por  las  restricciones  é 
impedimentos  que  el  tenedor  preceden- 
te estuviera  obligado  á  sufrir.  El  carác- 
ter de  negociables  se  desprende,  ya  de 
la  costumbre,  ya  de  la  ley;  ciertos  con- 
tratos son  negociables  en  virtud  de  los 
usos  de  comercio  consagrados  por  los 
Tribunales,  como  las  letras  de  cambio; 
otros  son  declarados  tales  por  la  ley, 
como  las  carta-órdenes;  y  otros  son  re- 
gidos por  Iob  usos  comerciales  y  por  la 
ley,  como  los  conocimientos.  En  los  tí- 
tulos negociables  se  presume  la  exis- 
tencia de  una  causa  justa,  salvo  prueba 
en  contrario. 

Un  titulo  sellado  no  es  nunca  nego- 
ciable. 

b)  Los  casos  principales  en  que  Iob 
derechos  ó  obligaciones  contractuales 


se  transmiten  á  un  tercero  por  ministe- 
rio de  la  ley,  son  los  siguientes: 

Cuando  una  persona  adquiere  por 
compra  ó  arrendamiento  derechos  so- 
bre un  inmueble  perteneciente  á  otro, 
la  cesión  de  derechos  que  cualquiera  de 
las  partes  haga  á  un  tercero  impone  & 
éste  por  ministerio  de  la  ley  las  obliga- 
ciones que  son  relativas  &  esos  mismos 
derechos.  Pero  las  obligaciones  adqui- 
ridas por  el  propietario  de  un  inmueble 
para  restringir  su  derecho  al  pleno  dis- 
frute del  mismo,  no  obligan  por  dere- 
cho común  á  sus  causa-habientes  más 
que  cuando  se  trata  de  la  constitución 
de  servidumbres  d  otros  derechos  aná- 
logos reconocidos  por  la  ley,  pero  los 
obligan  por  equidad  aun  fuera  de  ese 
caso  especial. 

La  muerte  hace  pasar  a  los  alba- 
ceas  ó  administradores  del  difunto  todo 
su  estáte  mobiliario,  activo  y  pasivo, 
pero  extingue  los  contratos  que  tenían 
por  objeto  servicios  personales  del  di- 
funto, y  sus  representantes  no  pueden 
demandar  ni  ser  demandados  por  esos 
asuntos. 

Por  último,  si  en  caso  de  quiebra,  el 
truetee  constituido  por  los  acreedores 
sustituye  al  quebrado  en  el  ejercicio 
de  sus  derechos  y  en  el  pago  de  sus 
deudas. 

Pero  es  de  advertir  que  en  estos  dos 
últimos  casos,  del  fallecimiento  y  de  la 
quiebra,  la  transmisión  de  los  derechos 
y  obligaciones  a  los  albaceas  y  al  trus- 
tee  no  es  más  que  un  artificio  de  la  ley 
para  prolongar  la  existencia  legal  del 
difunto  ó  del  quebrado,  pues  los  que  le 
sustituyen  no  obtienen  ningún  benefi- 
cio ni  sufren  ningún  perjuicio  personal. 

C.  El  derecho  primordial  de  todo  el 
que  ba  sido  parte  en  un  contrato  es  ob- 
tener de  la  otra  parte  el  cumplimiento 
de  sus  obligaciones.  Sin  embargo,  el 
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acreedor  no  tiene  en  principio  la  facul- 
tad de  obligar  al  deudor  á  cumplir  pre- 
cisamente su  obligación,  aunque  Be 
trate  de  una  obligación  de  dar  y  no  de 
una  obligación  de  hacer,  la  cual  se 
cumple  en  todas  partes  por  la  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios.  Cuando  eJ 
deudor  no  cumple  sus  deberes  volunta- 
riamente, el  acreedor,  en  virtud  de  su 
aetion  ojdebt,  no  puede  obtener  de  los 
Tribunales  ordinarios  más  que  la  con- 
dena del  deudor  á  una  reparación  pe- 
cuniaria; at  pago  de  una  suma  lijada 
por  el  Juez,  si  se  trata  de  una  deuda  de 
dinero  cuyo  importe  sea  cierto,  ó  a  la 
indemnización  de  daños  y  perjuicios 
fijada  por  un  jurado  constituido  ad  koc, 
si  la  obligación  tiene  otro  objeto  distin- 
to del  pago  de  una  cantidad  de  dinero. 
Cuando  la  suma  que  se  haya  de  seña- 
lar para  indemnización  es  objeto  de 
calculo,  el  Tribunal  puede  decretar  que 
sea  determinada  por  uno  de  los  masten 
oftheeourt  que  hoy  están  adscriptos  al 
Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

El  deudor  condenado  á  una  repara- 
ción pecuniaria  puede  elegir  entre  pa- 
garla ó  cumplir  la  obligación. 

También  pueden  las  partes  estipular 
que  cualquiera  de  ellas  que  falte  á  sus 
compromisos  pagará  á  la  otra  una  de- 
terminada cantidad  á  titulo  de  pena 
convencional;  en  este  caso,  la  suma  se 
debe  completa,  sin  que  taparte  perju- 
dicada tenga  que  justificar  la  impor- 
tancia ó  el  perjuicio  de  que  se  prevale. 
Pero  si  la  cláusula  penal  ha  sido  esti- 
pulada para  asegurar  varias  obligacio- 
nes distintas,  y  se  conceptúa  excesiva 
ó  escasa  cuando  llega  el  caso  de  in- 
cumplimiento de  todas  ó  algunas  de 
ellas,  el  Juez,  en  lugar  de  atenerse  á  la 
cifra  estipulada,  puede  acordar  una 
indemnización  proporcional  al  perjui- 
cio realmente  sufrido,  á  menos  que  del 


texto  del  contrato  resulte  clara  la  in- 
tención de  las  partes  de  pagar  la  suma 
entera  cuando  se  falte  á  una  sola  de  las 
obligaciones. 

En  época  muy  reciente  ha  empezado 
á  imperar  la  doctrina  de  que  un  Tribu- 
nal ordinario  puede  obligar  al  deudor  á 
cumplir  la  obligación  tal  como  la  habla 
estipulado,  y  esto  sólo  en  casos  excep- 
cionales, como  el  de  retención  de  un 
objeto  mueble  ó  el  de  no  entregar  las 
mercancías  compradas. 

En  otros  casos  en  que  el  contrato 
implica  un  deber  público,  pueden  tam- 
bién los  Tribunales  ordenar  la  ejecu- 
ción del  contrato  é  impedir  al  deudor 
sustraerse  á  sus  deberes. 

Los  Tribunales  de  equidad  han  ten- 
dido á  corregir  lo  que  la  regla  general 
tiene  de  injusta,  para  el  acreedor  espe- 
cialmente, en  materia  de  venta  de  in- 
muebles, de  objetos  de  arte  ó  de  otros 
cualesquiera  cuyo  precio  más  impor- 
tante sea  el  de  afección;  es  decir,  que 
han  procurado  garantizar  lo  que  en 
inglés  so  denomina  speeijle  performan- 
ce del  contrato. 

Sin  embargo,  hay  casos  en  que  esos 
Tribunales  rehusan  intervenir  para 
obligar  al  deudor  á  la  speeijle  perfor- 
mance, y  entre  ellos  se  cuentan: 

1."  Los  en  que  se  trata  de  un  contra- 
to inmoral  ó  ilegal; 

2.°    Los  que  carecen  de  causa; 

3.°  Cuando  el  Tribuna)  está  imposi- 
bilitado de  ejercer  un  apremio  eficaz, 
porque  se  trata,  por  ejemplo,  de  una 
obligación  de  hacer  ó  de  una  obliga- 
ción revocable  por  naturaleza  á  gusto 
délas  partes; 

4."  Cuando  un  contrato  sinalagmá- 
tico ha  sido  concluido  en  circunstancias 
tales,  que  una  de  las  partes  eludirla, 
por  razón  de  su  incapacidad  personal 
ó. por  otra  análoga,  la  ejecución  que  á 
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petición  suya  podría  el  Tribunal  em- 
plear para  con  la  otra. 

Es  preciso  también  que  el  demandan- 
te justifique  eventualmente  que  ha 
puesto  la  diligencia  debida  para  hacer 
valer  su  derecho. 

Las  partes  que  entablan  una  acción 
para  obtener  la  specifle  performance 
tienen  derecho  á  reclamar  subsidiaria- 
mente indemnización  de  daños  y  per- 
juicios, y  en  este  caso,  el  Tribunal  pue- 
de constituir  un  jurado  para  determi- 
nar su  importe. 

Todas  estas  cuestiones  se  han  simpli- 
ficado notablemente  con  la  fusión  de 
los  dos  jurisdicciones;  el  demandante 
puede  escoger,  para  entablar  su  acción, 
cualquiera  de  las  Salas  del  Tribunal 
Supremo,  las  cuales  juzgan  por  los 
mismos  principios. 

Cuando  una  persona  se  ha  encarga- 
do voluntariamente  y  por  contrato  de 
hacer  una  cosa  que  no  es  imposible,  no 
puede,  ni  por  ley  ni  por  equidad,  ser 
dispensada  de  cumplir  su  compromiso, 
sólo  porque  un  caso  fortuito,  una  cir- 
cunstancia independiente  de  su  volun- 
tad le  impida  hacerlo.  Lo  contrario 
ocurre  con  las  obligaciones  impuestas 
por  la  ley,  de  las  cuales  queda  el  deu- 
dor libre  cuando  un  acontecimiento 
fortuito  hace  imposible  su  cumpli- 
miento. 

D.  Hemos  de  ocuparnos  ahora  de  los 
intereses  y  garantías  que  el  acreedor 
puede  reclamar  accesoriamente. 

Toda  deuda  liquida  no  es,  sólo  por 
esto,  productiva  de  interés  por  ley;  pero 
las  costumbres  del  comercio  los  con- 
sienten á  los  acreedores  en  materia  de 
letras  de  cambio  y  de  cartas-Órdenes, 
y  el  jurado  también  los  otorga,  fuera 
de  estos  casos,  cuando  los  acreedores 
han  puesto  en  la  persecución  de  sus 
derechos  toda  la  diligencia  debida.  Ade- 


más, el  acreedor  puede  estipular  ex- 
presamente intereses  simples  ó  com- 


Toda  deuda  reconocida  en  juicio  es 
productiva  de  inleréB  hasta  su  comple- 
to pago. 

Si  la  deuda  es  de  una  suma  determi- 
nada y  existe  en  virtud  de  un  acta  es- 
crita, devenga  interés  desde  el  venci- 
miento si  se  ha  fijado  fecha  para  él,  y 
si  no  desde  el  día  en  que  el  acreedor 
reclame  por  escrito  el  pago  de  su  cré- 
dito, advirtiendo  al  deudor  que  si  no  le 
satisface  inmediatamente  devengará 
intereses  de  mora.  Una  deuda  no  escrita 
puede  también  producir  intereses  si  el 
acreedor  avisa  por  escrito  al  deudor 
que,  á  partir  del  día  de  la  demanda, 
habrá  de  devengarlos. 

Mientras  una  deuda  no  está  vencida, 
el  acreedor  no  puede  dirigirse  contra 
su  deudor,  aunque  éste  se  haya  hecho 
insolvente,  ni  á  tomar  ninguna  seguri- 
dad sobro  bus  bienes.  Pero  desde  el 
momento  en  que  se  declare  en  quiebra, 
el  acreedor  puede  hacer  valer  sus  de- 
rechos sobre  los  bienes  inmuebles  del 
deudor. 

Ocurre  con  frecuencia  que  el  pago  de 
una  deuda  está  garantido  por  un  fiador 
que  se  concierta  con  el  deudor  para  pa- 
gar al  acreedor.  El  fiador  que  paga  tie- 
ne derecho  de  beneficiarse  con  toda 
sentencia,  speeialty  ú  otra  garantía  que 
existiese  en  provecho  del  acreedor, 
aunque  por  ley  se  considerasen  esas 
garantías  extinguidas  por  el  hecho  mis- 
mo de)  pago. 

Cuando  hay  varios  fiadores,  el  que 
pague  la  deuda  puede  repetir  contra, 
cada  uno  de  los  otros  por  su  respectiva 
porción;  y  si  alguno  es  insolvente,  su 
parte  se  distribu.ye  proporcionalmente 
entre  los  demás. 

El  acreedor  que  con  posterioridad  & 
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la  obligación  adquirida  por  el  fiador 
modifica  bu  primitivo  contrato  con  el 
deudor,  y  ee  priva  de  reclamar  el  pago 
en  la  época  ó  en  las  circunstancias  de- 
terminadas en  un  principio,  libra  al 
fiador  de  sus  deberes  por  este  solo 
hecho.  Esto  no  ocurre  cuando  el  deudor 
se  limita  á  aceptar  otras  seguridades 
suplementarias,  6  si  simplemente  des- 
cuida perseguir  al  deudor  en  la  ¿poca 
del  vencimiento. 

7.  En  materia  de  contratos  verbales 
hay  que  determinar,  por  una  parte,  lo 
que  las  partes  han  dicho,  y  por  otra,  las 
circunstancias  en  las  cuales  se  ha  lle- 
vado á  efecto  el  contrato.  Ambas  son 
cuestiones  de  hecho,  cuya  solución  con- 
cierne á  un  jurado.  Cuando  el  jurado 
comprueba  lo  que  las  partes  han  dicho, 
y  que  lo  han  dicho  con  intención  de 
contratar,  corresponde  al  Juez  declarar 
si  sus  conferencias  han  tenido  efectiva- 
mente ei  valor  de  un  contrato,  y,  en 
caso  afirmativo,  cuáles  pueden  ser  sus 
efectos,  sin  que  puedan  las  partes  ale- 
gar que  no  pensaban  seriamente  lo  que 
decian. 

Las  cláusulas  consignadas  en  contra- 
tos escritos  no  pueden  ser  alteradas  ni 
modificadas  por  una  simple  convención 
verbal  ulterior.  La  duda  en  estos  con- 
tratos puede  versar  sobre  la  existencia 
del  titulo,  sobre  su  naturaleza  contrac- 
tual, y  sobre  las  cláusulas  que  en  él  se 
contienen.  En  esta  materia  es  indispen- 
sable tener  presente  la  distinción  entre 
los  contratos  sellados  y  los  no  sellados; 
los  primeros  toman  su  fuerza  de  la  for- 
ma en  que  se  han  extendido,  pues  en 
ellos  el  titulo  es  el  contrato  mismo,  y  la 
prueba  del  titulo  lleva  consigo  la  del 
contrato,  mientras  que  el  contrato  no 
sellado  no  es  el  contrato  ismo,  sino 
la  prueba  de  éste. 

1,°    La  existencia  de  un  contrato  se- 


llado Be  prueba  justificando  que  ha  sido 
realmente  sellado  y  entregado.  En  al- 
gunos caaos  excepcionales  (como  en 
materia  de  marran/  o/attorny  ó  de  eog- 
norit)  hace  falta  la  prueba  testifical. 

Cuando  se  trata  de  un  contrato  no 
sellado,  es  siempre  necesaria  una  tes- 
tiflcación  oral  para  demostrar  que  la 
persona  demandada  era  parte  en  el 
contrato  y  estaba  obligada  por  él.  Tam- 
bién hace  falta  la  testificación  oral 
cuando  el  instrumento  escrito  no  se 
refiere  más  que  á  una  parte  del  contra- 
to, ó  cuando  éste  se  deriva  de  docu- 
mentos diferentes  cuya  conexión  no 
resulta  claramente  de  bu  contenido,  ó 
cuando  el  documento  escrito  se  ha  per- 
dido. 

2.°  Puede  existir  un  titulo,  pero  no 
ser  más  que  aparente  el  acuerdo  que 
conste  en  él,  debiendo,  por  lo  tanto, 
considerársele  como  nulo.  Por  lo  cual 
se  admite  prueba  sobre  que  una  de 
las  partes  no  tenia  la  capacidad  re- 
querida para  obligarse  y  sobre  que  el 
objeto  del  contrato  es  ilícito  é  inmoral. 
Tratándose  de  un  simple  eontraet,  pue- 
de probarse  que  la  obligación  carecía 
de  la  eonaideration  que  se  suponía  la 
servia  de  base.  En  materia  de  dced,  la 
parte  que  alega  que  ha  sido  victima  de 
un  fraude  ó  de  un  abuso  de  influencia, 
puede  demostrar  estas  circunstancias 
por  medio  de  pruebas  extrínsecas  y 
justificar  asi  que  no  ha  consentido 
realmente.  Además,  las  partes  tienen 
el  derecho  de  probar  que,  mediante  un 
convenio  "erbal  suplementario,  hablan 
subordinado  el  contrato  á  una  condi- 
ción que  no  se  ha  cumplido. 

3."  Únijamente  puede  admitirse  una 
prueba  relativa  á  las  cláusulas  y  con- 
diciones del  contrato,  en  los  casos  si- 
guientes: 

a)   Cuando  se  trata,  de  cláusulas  no 
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contrarias  á  las  que  encierra  el  acta, 
sino  simplemente  suplementarias,  des- 
tinadas á  completar  el  acta  sin  modifi- 
carla; 

b)  Cuando  hay  duda  sobre  el  senti- 
do del  contrato,  sobre  la  identidad  de 
las  partes  contratantes,  sobre  la  verda- 
dera naturaleza  del  objeto  del  convenio 
ó  sobre  la  verdadera  significación  de 
los  términos  empleados; 

e)  Cuando  las  partes  Be  han  referi- 
do á  los  usos  del  comercio  ó  á  las  cos- 
tumbres locales  y  hay  necesidad  de  de- 
terminar lo  que  esos  usos  y  costumbres 
establecen,  y 

d)  Cuando  se  trata  de  aplicar  al 
caso  de  error  los  remedios  particulares 
que  la  equidad  admite  en  esta  materia. 

8.  Las  palabras  deben  tomarBe  en  su 
sentido  normal  y  ordinario,  á  no  ser 
que  se  pruebe  que,  por  razón  de  usos 
locales  ó  por  otras  causas,  las  han  em- 
pleado las  partes  en  otra  acepción  di- 
ferente. 

Todo  convenio  debe  interpretarse  se- 
gún la  intención  de  las  partes,  tal  como 
resalte  del  conjunto  de  sus  disposicio- 
nes. En  caso  de  duda,  los  Tribunales 
interpretan  las  cláusulas  más  rigurosa- 
mente contra  la  parte  que  se  ha  servi- 
do de  ellas  y  que  se  presume  sabia  me- 
jor que  la  otra  á  lo  que  se  exponía  em- 
pleándolas. 

En  materia  de  plazos  seguían  anti- 
guamente criterios  diversos  los  Tribu- 
nales ordinarios  y  los  de  equidad;  pero 
hoy  se  han  borrado  estas  diferencias 
siguiéndose  el  criterio  de  aclarar  si  las 
partos  hablan  tenido  intención  de  res- 
cindir el  contrato  en  caso  de  tardanza, 
ó  si  solamente  hablan  fijado  un  plazo 
para  asegurar  el  cumplimiento  de  sus 
compromisos  en  un  término  razonable 
ó  aproximado. 

En  el  primer  caso,  los  Tribunales  dan 


por  resuelto  el  contrato,  y  en  el  segun- 
do lo  sostienen. 

En  materia  de  penas  convencionales, 
las  partes  que  estipulan  alguna  para 
el  caso  de  inejecución  del  contrato,  lle- 
van por  objeto,  ó  bien  prefijar  el  impor- 
te del  perjuicio  en  que  estiman  dicha 
inejecución,  ó  bien  garantizar  la  ejecu- 
ción imponiendo  á  la  parte  que  falte  4 
ella  una  multa  que  exceda  del  perjuicio 
que  la  otra  sufrirla  por  la  inejecución. 
En  el  primer  caso,  la  suma  puede  ser 
reclamada  bajo  el  nombre  de  «perjui- 
cios líquidos»;  pero  los  Tribunales, 
prescindiendo  del  nombre  que  se  dé  á 
la  suma  estipulada,  aplican  las  reglas 
siguientes: 

Si  el  objeto  del  contrato  tiene  un  valor 
determinado,  y  la  cantidad  fijada  para 
el  caso  de  inejecución  excede  de  ese 
valor,  tal  cantidad  se  considera  como 
una  pena  y  no  como  perjuicios  líqui- 
dos; pero  si  la  suma  estipulada  ee  refie- 
re aun  objeto  de  valor  incierto,  las  par- 
tes pueden  atribuirle  el  valor  que  les 
convenga.  Cuando  una  deuda  se  paga  á 
plazos,  no  es  estipular  una  pena  con- 
venir que,  en  caso  de  retardarse  en  el 
pago  de  uno  de  esos  plazos,  se  entende- 
rá vencido  el  término  y  podrá  recla- 
marse el  pago  en  una  sola  vez  de  todo 
lo  adeudado.  Por  último,  si  un  contrato 
tiene  varios  objetos,  de  los  cuales  unos 
tienen  un  valor  cierto  y  otros  un  valor 
incierto,  y  se  ha  estipulado  una  pena 
para  la  inejecución  de  alguno  de  ellos, 
esta  pena  no  puede  reclamarse  á  titulo 
de  perjuicios  líquidos,  aunque  las  par- 
tes hubieran  expresado  claramente  su 
deseo  en  contrario. 

9.  Es  preciso  distinguir  el  contrato 
del  convenio  y  de  la  promesa. 

Convenio  es  el  acuerdo  de  dos  volun- 
tades sobre  un  mismo  objeto. 

En  sentido  estricto  se  aplica  esta  de- 
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determinado.  Si  un  bond  se  hace  bajo 
la  condición  de  ser  anulado  en  caso  de 
que  se  pague  una  cantidad  menor  en 
día  y  lugar  determinados,  el  pago  de 
dicha  suma,  con  los  intereses  y  gastos, 
se  considerará  como  pago  de  la  deuda 
contraída,  aunque  en  él  no  baya  estric- 
ta concordancia  coa  los  términos  de  la 
condición  Ajada.  Si  por  razón  de  la  acu- 
mulación de  intereses,  el  capital  unido 
á  los  intereses  atrasados  excede  de  la 
pena  convencional  inscripta  en  el  bond, 
el  acreedor  no  tiene  derecho,  tanto  por 
ley  como  por  equidad,  más  que  al  im- 
porte de  dicha  pena,  fuera  de  casos 
completamente  excepcionales. 

Los  bonds  suelen  expedirse  para  ga- 
rantir, no  síilo  el  pago  de  una  cantidad 
en  una  vez,  sino  también  el  cumpli- 
miento de  otra  obligación  6  de  un  pago 
á  plazos. 

El  plazo  de  prescripción  para  los 
bonds  es  de  veinte  años,  mientras  que 
para  los  créditos  que  provienen  de  sim- 
ple eontract  es  de  seis.  Por  lo  demás, 
el  procedimiento  es  el  mismo;  los  cró- 
ditos  que  gozan  de  un  procedimiento 
más  fácil  y  expeditivo  son  algunos  por 
simple  eontract,  como  son  los  que  se 
derivan  de  una  lelra  de  cambio. 

C.  Los  contratos  no  sellados  llevan 
en  inglés  el  nombre  de  simple  contráete- 
6  contratos  verbales.  Todo  contrato  no 
sellado  se  califica  de  verbal  aun  cuan- 
do sea  escrito,  incluso  los  que  deben 
ser  escritos  por  mandato  de  la  ley, 
como  las  letras  de  cambio. 

La  diferencia  esencial  entre  los  sim- 
ples contratos  y  los  contratos  sellados 
consisten,  por  un  lado,  en  que  los  unos 
están  sellados  por  la  parte  obligada, 
mientras  que  los  otros  no  lo  están,  y, 
por  otro,  en  que  los  simples  contratos, 
á  diferencia  de  los  sellados,  no  son  vá- 
lidos más  que  con  la  condición  de  apo- 


yarse en  una  consideration  suficiente, 
hasta  el  punto  de  que  si  no  existe  ésta 
se  considera  que  no  hay  contrato  ni 
obligación  de  ningún  género. 

Otra  diferencia  entre  los  contratos 
sellados  y  los  no  sellados,  consiste  en 
que  no  puede  probarse  ante  un  Tribu- 
nal de  justicia  que  una  cláusula  de  un 
contrato  sellado  encierra  error  6  in- 
exactitud, fuera  de  los  casos  de  violen- 
cia, fraude  ó  ilegalidad,  mientras  que 
tratándose  de  un  simple  eontract  puede 
verificarse  esta  prueba,  con  tal  que  no 
se  pretenda  sustraerse  á  las  consecuen- 
cias expresas  6  implícitas  de  las  esti- 
pulaciones. 

La  consignación  por  escrito  se  exige 
hoy  por  la  ley  como  medio  de  prueba, 
cuando  se  trata: 

1.a  De  la  promesa  hecha  por  un  al- 
bacea  ó  por  el  administrador  de  una 
sucesión,  de  pagar  de  su  bolsillo  daños 
y  perjuicios,  ó  por  un  tercero  de  pa- 
gar una  deuda  en  lugar  del  primitivo 
deudor; 

2."  De  una  obligación  adquirida  en 
consideración  a  un  matrimonio  futuro; 

3."  De  un  contrato  relativo  á  la  ven- 
ta de  inmuebles  ó  de  derechos  inmobi- 
liarios; 

4."  De  un  convenio  cualquiera  que 
no  deba  ser  ejecutado  en  el  año;  pera 
nadie  puede  prevalerse  judicialmente 
de  semejante  obligación  sino  cuando 
está  consignada  en  un  escrito  firmado 
por  la  persona  obligada  ó  por  su  man- 
datario. 

La  existencia  del  escrito  no  es  más 
que  una  condición  suplementaria  exi- 
gida por  el  legislador  para  la  validez 
de  esos  actos,  pero  de  ningún  modo 
puede  suplir  la  falta  de  la  considera- 
tion. La  justa  causa,  en  si  misma,  no  es 
preciso  que  conste  en  el  escrito,  el  cual 
no  está  sujeto  &  ninguna  fórmula  Cual- 
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quíer  nota  6  carta  Armada  por  el  deu- 
dor es  bastante  paráoste  objeto.  Cuan- 
do se  trata  de  una  carta  aceptando  un 
ofrecimiento,  desde  el  momento  en  que 
es  puesta  en  el  correo  se  entiende  acep- 
tado, aunque  no  llegue  nunca  á  poder 
del  destinatario. 

Para  que  una  venta  de  mercancías, 
que  valgan  más  de  10  libras  esterlinas, 
sea  válida,  es  preciso  un  escrito  ó  una 
ejecución  parcial  del  contrato. 

Ningún  reconocimiento  ó  promesa 
interrumpe  la  prescripción  en  materia 
de  simple  contraéis  más  que  cuando  se 
consignan  en  un  escrito  Armado  por  el 
deudor  6  su  representante;  si  hay  va- 
rios codeudores,  la  obligación  Armada 
ó  el  pago  efectuado  por  uno  de  ellos  no 
puede  oponerse  á  los  demás.  Tampoco 
puede  perseguirse  judicialmente  á  una 
persona  por  razón  de  las  seguridades 
que  haya  dado  del  carácter  ó  de  la  sol- 
vencia de  un  tercero,  sino  en  tanto  que 
las  haya  dado  por  escrito  y  bajo  su 
firma. 

Los  documentos  qne  se  clasifican  en- 
tre los  simples  contraéis,  pero  que  de- 
ben consignarse  por  escrito,  son  las 
letras  de  cambio  y  las  cartas-órdenes, 
cuyos  títulos  gozan  del  privilegio  de 
que  se  suponga  que  existe  en  ellos  con- 
sideration,  salvo  prueba  en  contrario. 

Las  letras  y  cartas-órdenes  por  valor 
inferior  á  cinco  libras,  no  pueden  pa- 
garse al  portador  y  á  la  presentación, 
ni  los  particulares  pueden  emitir  car- 
tas-órdenes de  esta  clase,  pues  este  de- 
recho sólo  corresponde  á  los  Bancos. 
Para  el  pago  de  letras  y  cartas-órdenes 
se  conceden  tres  días  de  gracia  después 
del  vencimiento,  salvo  cuando  son  á  la 
vista.  Las  letras  y  demás  documentos 
usados  por  los  comerciantes  no  tienen 
eficacia  ni  valor  probatorio  superior  al 
de  los  demás  escritos,  ni  hacen  fe  con- 


tra otras  pruebas.  La  parte  que  se  pre- 
vale de  dichos  documentos  es  la  que 
debe  probar  su  veracidad. 

Puede  probarse  por  medio  de  testi- 
gos una  promesa,  una  donación  ó  un 
préstamo  de  dinero,  y,  en  general,  todo 
convenio  relativo  &  efectos  mobiliarios, 
salvo  casos  especiales  en  que  la  ley 
exige  escrito  ú  otro  medio  de  prueba. 

lo.— A.  El  deed  es  un  escrito  en  papel 
ó  pergamino,  debidamente  sellado  y  en- 
tregado, y  destinado  á  probar  que  la 
persona  de  quien  emana  ha  prestado  su 
consentimiento  á  todas  las  cláusulas 
que  encierra;  es  decir,  que  tiene  el  mis- 
mo valor  que  entre  nosotros  un  acta 
notarial. 

Los  deeda  se  dividen  en  deeds  poli  y  en 
indmtures;  los  primeros  son  actos  uni- 
laterales, los  segundos  bilaterales  ó 
pluri  late  rales.  En  el  encabezamiento 
de  los  unilaterales  se  hace  un  corte  (se- 
gún era  antiguamente  preciso  en  toda 
clase  de  deeds),  recto  ó  dentellado,  para 
comprobar  su  legitimidad;  en  los  bila- 
terales no  hay  necesidad  de  hacer  esto. 

Para  que  un  deed  sea  regular  y  com- 
pleto es  preciso  que  llene  ocho  requisi- 
tos, relativos  á  la  capacidad  de  las  par- 
tes, á  la  causa  del  acto,  á  su  forma  ex- 
terna, á  su  contexto  y  á  los  enunciados 
de  que  se  compone,  á  la  lectura  del 
acto,  al  sello  y  á  la  Arma,  á  la  entrega 
del  acto  y  &  su  testimonio. 

Capacidad.  Debe  especificarse  cla- 
ramente que  las  partes  tienen  la  capa- 
cidad exigida  por  la  ley  para  el  otorga- 
miento del  acto,  y  que  hay  propiamen- 
te materia  de  contrato. 

Causa.  La  causa  (consideration)  pue- 
de ser,  como  ya  queda  dicho  en  otro  lu- 
gar, válida  y  buena.  Los  deeds  que  se 
apoyan  en  esta  última,  asi  como  los  que 
no  tienen  ninguna,  se  llaman  volunta- 
rios; cazado  se  refieren  á  inmuebles, 
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son  nulos  con  relación  al  adquirente 
posterior  de  buena  fe;  y  bien  se  refieran 
á  inmuebles,  bien  a  muebles,  son  nulos 
respecto  á  los  acreedores  anteriores 
del  suscriptor.  Pero,  en  general,  la 
ausencia  de  causa  en  un  deed  no  quita 
su  eficacia  á  las  obligaciones  contraí- 
das por  las  partes;  pues  por  el  mero 
hecho  de  ser  deed  se  presume  que  tiene 
causa  bastante,  a  diferencia  de  los 
simple  contraéis,  los  cuales  no  tienen 
validez  sino  en  cuanto  realmente  se 
apoyan  en  una  eongideration. 

Forma  externa.  Un  deed  puede  ser 
escrito  por  una  ó  varias  personas,  ó  im- 
preso en  todo  ó  en  parte.  Debe  exten- 
derse en  papel  vitela  6  pergamino,  pues 
el  escrito  en  piedra,  madera,  tela,  etc., 
no  tendría  caráeter  de  deed.  Ha  de  es- 
tar timbrado.  No  es  indispensable  que 
esté  marginado  y  rubricado  en  cada 
hoja. 

Contexto.  Sin  que  haya  para  los 
deeda  fórmulas  sacramentales,  deben 
contener  los  siguientes  enunciados: 

1.°  El  preámbulo  que  contenga  los 
nombres,  cualidades  y  profesiones  de 
las  partes;  si  hay  lugar  6  ello,  la  expo- 
sición de  hechos  cuyo  conocimiento  sea 
indispensable  para  explicar  el  acto;  y 
por  último,  la  consideraron; 

2."  El  habendum,  ó  sea  la  especie  y 
duración  del  derecho  concedido  por  el 
acto; 

3."  El  tenendum,  es  decir,  el  derecho 
con  que  se  hace  la  concesión.  Esta  par- 
te puede  omitirse,  pues  no  se  conserva 
más  que  por  costumbre; 

4.°  El  reddendum,  esto  es,  las  clau- 
sulas y  reservas  bajo  las  cuales  se  hace 
la  concesión; 

5.°  Las  condiciones  accesorias  ó 
eventuales,  si  las  hay; 

«."  Una  cláusula  de  garantía,  cuan- 
do el  cesionario  la  obtiene  del  cedente; 


7."  Las  cláusulas  y  convenios  par- 
ticulares que  quieran  las  partes  in- 
sertar; 

8."  La  conclusión,  ó  sea  la  fecha  de 
la  redacción  del  acto  y  de  su  entrega. 

Un  deed  no  es  nulo  solamente  por- 
que no  tenga  fecha  ó  porque  sea  im- 
posible ó  falsa,  con  tal  que  la  fecha 
verdadera  pueda  fijarse.  Surte  efecto 
desde  el  día  de  la  entrega  y  no  desde 
el  de  la  redacción.  La  fecha  puede  po- 
nerse al  principio  ó  a)  fin  del  acto.  La 
costumbre  es  ponerla,  al  principio,  en 
los  indenturea,  y  al  final,  en  los  deed» 
poli. 

Los  Tribunales  de  justicia  son  los 
llamados  á  declarar  cuándo  es  ó  no 
nula  un  acta  por  la  falta  de  alguno  de 
estos  requisitos. 

Lectura.  El  documento  debe  ser  leí- 
do cuando  lo  solicite  cualquiera  de  las 
partes,  y  será  nulo  en  todo  lo  que  la 
concierne  si  no  Be  accede  á  su  petición. 
Si  la  parte  puede  leerle,  tiene  derecho 
á  hacerlo  por  si  misma.  En  caso  de  al- 
teración del  acta'  durante  la  lectura, 
será  nula  en  todos  los  pasajes  altera- 
dos, á  menos  que  la  alteración  haya 
sido  hecha  intencionadamente  y  para 
producir  una  causa  de  nulidad,  en  cuyo 
caso  ef  acta  obliga  á  la  parte  que  ha 
usado  del  engaño. 

Sello  y  firma.  No  hay  unanimidad  de 
pareceres  respecto  á  si  es  esencial  que 
un  deed  sea  firmado  por  las  partes;  la 
ley  no  lo  exige  bajo  pena  de  nulidad. 
Pero  si  es  indispensable  que  esté  sella- 
do, no  importando,  por  lo  demás,  que 
el  sello  esté  puesto  con  una  oblea  ó 
sobre  cera,  por  la  parte  interesada  ó 
por  un  tercero  en  bu  nombre,  con  tal 
de  que  en  este  último  caso  le  autorice 
como  suyo,  poniendo  el  dedo  encima. 

Entrega.  Para  que  un  acto  sea  váli- 
do, debe  ser  entregado  por  la  parte  ó 
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expresa  que  la  venta  se  hace  mediante 
tal  precio,  que  ese  precio  ha  sido  satis- 
fecho, y,  por  consecuencia,  que  el  ven- 
dedor cede  al  comprador  los  inmuebles 
que  son  objeto  del  contrato; 

5.°  Los  parcela,  esto  es,  la  descrip- 
ción detallada  de  dichos  inmuebles  en 
todas  bus  dependencias,  y  la  indica- 
ción de  lo  que  no  se  ha  comprendido 
en  la  venta. 

Estas  cinco  primeras  partes  son  las 
que  se  conocen  con  el  nombre  de  pre- 
misas. Vienen  en  seguida: 

6.°  El  habendum  ó  párrafo  en  que 
se  precisa  la  naturaleza  y  extensión 
del  derecho  que  se  cede  al  adquireote 
sobre  los  inmuebles  vendidos.  Es  de 
rigor  decir  que  se  ceden  á  X,  y  en  su 
provecho,  y  la  razón  de  esta  redundan- 
cia es  la  siguiente:  antes  del  Statute  o/ 
uses,  toda  enajenación  de  inmuebles 
hecha  sin  una  justa  causa  y  sin  decla- 
ración de  use  se  reputaba  hecha  en 
provecho  del  mismo  cedente;  habiendo 
convertido  en  Statute  of  uses  ese  sim- 
ple provecho  en  un  derecho  de  propie- 
dad para  el  que  tenia  el  use,  hubiera 
resultado  que  ese  Estatuto  en  ciertos 
casos,  y  en  defecto  de  eonsideration 
suficiente,  habría  aniquilado  inmedia- 
tamente la  transmisión  concertada  en- 
tre las  partes  y  efectuada  en  aparien- 
cia por  el  deed  ofgrant; 

7.°  Los  cooenants,  es  decir,  las  de- 
claraciones hechas  por  el  vendedor  al 
comprador,  que  suelen  ser  las  si- 
guientes: 

<!)  Que  el  vendedor  tenia  el  bien  en 
feudo  simple; 

o)    Que  tenia  derecho  a  enagenarle; 

c)  Que  el  adquirente  y  bus  causa- 
habientes  deben  disfrutarle  con  tran- 
quilidad; 

d)  Que  el  bien  está  libre  de  cargas; 

e)  Que   el  vendedor  y   sus  causa- 


habientes  estarán  siempre  dispuestos  á 
realizar  cualquier  acto  suplementario 
que  sea  preciso  para  asegurar  el  efecto 
del  deed.  El  primero  de  estos  covenanü 
suele  suprimirse,  por  entenderse  que 
está  incluido  en  el  segundo; 

8.°  El  testimonium  que  índica  él  ó 
los  testigos,  pero  no  forma  parte  inte- 
grante del  deed; 

9."    Las  Armas  y  sellos  de  las  partes. 

Para  todas  estas  partes  que  acaban 
de  enumerarse  hay  frases  y  expresio- 
nes consagradas  por  el  uso,  pero  no 
hay  ningún  término  sacramental  cuya 
falta  lleve  consigo  la  nulidad  del  acto. 

La  Conveyancing  and  Laio  of  Pro- 
perty  Aci  permite  que  los  recital»,  los 
pareéis  y  los  cocenants  queden  reduci- 
dos á  lo  estrictamente  necesario  ó  se 
supriman  por  completo. 

Generalmente,  el  recibo  del  precio  so 
inscribe  al  dorso  del  acta,  aunque  tam- 
bién suele  figurar  en  los  recitáis.  Según 
la  Conveyancing  Aci,  todo  recibo  enun- 
ciado en  el  cuerpo  del  acta  sirve  de 
descargo  al  deudor  y  constituye  una 
prueba  de  pago,  sin  que  sea  necesario 
repetirlo  al  dorso. 

Los  deeds  ofgrant  deben  estar  tim- 
brados; las  personas  que  contravieoená 
esta  formalidad  incurren  en  ciertas  res- 
ponsabilidades pecuniarias.  El  timbre 
es  de  un  medio  por  ciento  del  precio  de 
la  compra. 

El  adquirente  provisto  de  un  deed  en 
buena  forma  no  tiene  ninguna  gestión 
que  hacer  cerca  del  señor  de  quien  nace 
la  propiedad  adquirida  por  él,  para  ob- 
tener una  aprobación  ó  investidura 
complementaria.  No  tiene  que  compa- 
recer ante  el  señor  más  que  cuando  se 
trata  de  un  copyhold. 

11.  No  existe  en  Inglaterra  ninguna 
organización  general  para  dar  conoci- 
miento público  de  los  actos  translati- 
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tenga  ó  pretenda  tener  derechos  sobre 
una  tierra  no  registrada,  puede  declarar 
ante  el  registrador  alguna  prohibición 
á  los  fines  que  quiera  reservarse,  y  no 
puede  efectuarse  ninguna  inscripción 
sino  después  de  ser  conocida  por  el  Juez 
competente. 

Aun  cuando  en  Inglaterra  no  hay  re- 
gistro  general  de  deeds,  los  testamentos 
de  personas  vivas  pueden  depositarse, 
para  su  conservación,  en  la  eourt  of 
Probate. 

CAPÍTULO   111 

Del  contrato  de  bienes  con  ocasión 
del  matrimonio 

1.  Introducción. — 2.  De  loe  derechos  y  obli- 
gaciones de  los  esposos  durante  el  matri- 
monio, según  el  derecho  común. — 3.  De 
loa  derechos  y  obligaciones  de  los  esposos 
durante  el  matrimonio,  según  los  princi- 
pios de  equidad  y  las  leyes  de  1870,  1874 
y  1863:  1.°  Bel  sepárate  estáte  ó  délos  bie- 
nes propios  de  la  mujer. — A.  Jurispruden- 
cia de  loe  Tribunales  de  equidad;  B.  Leyes 
de  1870,  187*  y  1882.— 2.rf  De  la  Equity  to 
a  settlement. — 4.  De  los  alfileres,  parafer- 
nales y  derechos  de  supervivencia:  A.  De 
loa  alfileres;  B.  De  los  parafernales;  C.  De 
la  viudedad;  D.  Be  otros  derechos  de  la 
mujer  sobreviviente;  E.  De  los  derechos 
del  hombre  sobreviviente. — 5.  Del  contra- 
to de  matrimonio. 

1.  Antiguamente  la  personalidad  de 
la  mujer  casada  estaba  completamente 
absorbida  por  la  de  su  marido,  hasta  el 
punto  de  que  no  sólo  no  podía  contra- 
tar, testar  ni  comparecer  en  juicio,  sino 
que  los  delitos  cometidos  por  la  mujer 
en  presencia  del  marido  eran  imputa- 
bles á  éste. 

No  hemos  de  hacer  aquí,  por  no  ser 
Jugar  á  propósito  para  ello,  la  historia 
de  todas  las  tentativas  y  esfuerzos  rea- 
lizados en  pro  de  la  reivindicación  de 
los  olvidados  derechos  de  la  mujer; 
oíste  saber  que,  después  de  múltiples 
esfuerzos,  impera  hoy  el  ristema  con- 


trario,  mas  en  consonancia  con  el  espí- 
ritu general  de  nuestra  época  y  con  el 
sentido  más  avanzado  que  en  punto  & 
los  derechos  de  la  mujer  predomina  en 
la  actualidad  en  todas  las  legislaciones 
europeas. 

8.  En  principio  el  matrimonio  produ- 
ce el  efecto  de  fundir  la  personalidad 
de  la  mujer  en  la  del  marido,  haciendo 
de  ambos  una  sola  y  única  entidad  ju- 
rídica. Asi,  cuando  se  da  un  bien  con- 
juntamente a  dos  esposos  y  a  otra  per- 
sona, los  esposos  toman  la  mitad  en 
lugar  de  tener  derecho  cada  uno  de 
ellos  á  una  tercera  parte.  Tampoco  pue- 
den hacerse  donaciones  entre  si,  por- 
que se  entenderla  que  una  persona  se 
las  hacia  á  si  mismo;  pero  st  pueden 
hacerse  legados,  porque  éstos  no  sur- 
ten efectos  hasta  después  de  la  disolu- 
ción del  matrimonio.  Otros  muchos 
ejemplos  pudiéramos  citar  que  corro- 
boran la  doctrina  expuesta,  de  la  cual 
resulta  que  en  lo  concerniente  á  los  in- 
muebles de  la  mujer,  el  marido  tiene  la 
administración  y  el  usufructo  personal, 
á  menos  que  esos  inmuebles  hayan  sido 
confiados  á  trastees,  quedando  las  ren- 
tas afectas  al  uso  exclusivo  de  la 
mujer. 

Toda  persona  que  tenga  la  posesión 
ó  el  usufructo  de  un  bien  no  sustituido 
(unsetileed)  como  Unant  by  the  curlesy, 
ó  por  cuenta  de  la  mujer  que  está  le- 
galmente  investida  de  él,  tiene  el  dere- 
cho de  darle  en  arriendo,  excepción  he- 
cha de  la  casa  principal  y  de  sus  de- 
pendencias, por  un  periodo  que  no  ex- 
ceda de  veintiún  años  en  Inglaterra,  ó 
de  treinta  y  cinco  en  Irlanda,  bajo  las 
mismas  restricciones  impuestas  en  se* 
mejante  caso  aun  tenant Jor  lije;  todo 
arrendamiento  de  esta  clase  puede  opo- 
nerse a  la  mujer  y  á  sus  causa-ha- 
bientes. 


3,git,zedbyGOOgIC 


db,  Google 


406 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


cuando  se  trate  de  contratos  hechos 
por  ella  dumaola,  ó  de  la  reparación 
de  perjuicios  causados  á  su  persona. 

El  marido  tiene  la  facultad  de  renun- 
ciar al  derecho  que  le  corresponde,  en 
caso  de  supervivencia,  sobre  el  perso- 
nal estáte  de  su  mujer,  autorizándola  á 
disponer  por  testamento  da  todo  o  par- 
te de  ese  estáte;  pero  puede  retirar  esa 
autorización  viviendo  su  esposa,  y  aun 
después  de  muerta,  mientras  el  testa- 
mento no  haya  sido  aprobado. 

En  principio,  la  mujer  casada  no 
puede  disponer  de  sus  inmuebles  por 
ultima  voluntad. 

Sin  embargo,  el  testamento  hecho 
por  la  mujer  con  anterioridad  al  falle- 
cimiento de  su  marido,  y  que  es  nulo 
por,  esa  circunstancia,  puede  hacerse 
válido  por  una  confirmación  posterior 
á  ese  fallecimiento. 

En  materia  de  sepárate  estáte,  la  mu- 
jer es  libre  de  disponer  por  testamento 
de  sus  muebles,  pero  no  puede  dispo- 
ner de  sus  inmuebles  más  que  entre 
vivos  y  por  deed. 

El  matrimonio  es  por  si  solo  una  cau- 
sa de  revocación  de  todo  testamento 
hecho  anteriormente  por  uno  ú  otro  de 
los  cónyuges,  á  menos  que  el  testa- 
mento haya  sido  hecho  en  virtud  de  un 
poiMr  of  appointment  especial  y  no  al- 
canza á  los  bienes  cuya  propiedad,  á 
falta  de  disposiciones  expresas,  no  pa- 
sarla al  heredero  más  próximo  del  tes- 
tador. 

3.  —  Representa  la  equidad  en  esta 
materia  la  reivindicación  de  los  dere- 
chos de  la  mujer  y  su  enaltecimiento  en 
la  esfera  de  la  familia,  por  lo  cual  vino 
á  obrar  en  ella  una  verdadera  revolu- 
ción, mereciendo  ser  estudiada  deteni- 
damente. 

I."-  A.  El  principio  fundamental  de  la 
doctrina  de  equidad,  en  oposición  &  la 


del  derecho  común,  es  que  la  mujer,  en 
lugar  de  estar  desprovista  de  todo  bien 
y  confundida  su  personalidad  jurídica 
con  la  de  su  marido,  puede  poseer  un 
sepárate  estáte,  es  decir,  bienes  propios 
sobre  los  cuales  conserva  su  dominio, 
más  ó  menos  extenso  6  independiente, 
de  la  autoridad  marital. 

Ese  sepárate  estáte  puede  ser  consti- 
tuido de  diferentes  maneras  y  provenir 
de  fuentes  diversas.  Asi,  puede  tener 
por  fundamento: 

a)  Un  convenio  escrito  otorgado  con 
este  objeto  antes  del  matrimonio,  entre 
la  mujer  y  su  futuro  esposo,  cuyo  con- 
venio declare  propios  de  la  mujer  bie- 
nes que  sean,  ya  de  ella,  ya  de  su  futuro 
esposo,  ya  de  un  tercero  que  los  haya 
donado; 

b)  Un  arreglo  concertado  con  el  ma- 
rido posteriormente  al  matrimonio  en 
diversas  hipótesis  especiales;  ó  en  caso 
de  que  el  marido  abandone  á  la  mujer, 
una  orden  de  protección  de  sus  bienes 
contra  el  marido  y  sus  acreedores.  Una 
vez  separada  judicialmente,  la  mujer 
se  reputa  feme-sole  en  cuanto  á  su  for- 
tuna, y  conserva  el  uso  de  ella  aunque 
se  vuelva  á  unir  con  su  marido; 

e)  Las  donaciones  hecbas  por  el 
marido  á  la  mujer  en  plena  propiedad 
y  no  solamente  en  usufructo  para  su 
adorno  personal; 

d)  Una  donación  hecha  directa  y 
exclusivamente  ala  mujer  por  un  ex- 
traño, durante  el  matrimonio; 

é)  Los  fondos  comerciales  de  la 
mujer  si  ejerce  el  comercio  indepen- 
dientemente de  su  marido; 

j")  Una  cláusula  ^testamentaria  que 
dé  expresamente  el  carácter  de  pro- 
pios á  los  bienes  legados  á  la  mujer  an- 
tes del  matrimonio  ó  durante  él. 

Desde  el  momento  en  que  se  consti- 
tuye un  sepárate  estáte  en  provecho  de 
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la  mujer,  no  necesita  ésta  trustees  para 
estar  protegida  en  el  pacifico  ejercicio 
de  sus  derechos  contra  las  acciones 
que  pudieran  intentar  el  marido  ó  sus 
acreedores.  Si  el  marido  puede  asegu- 
rar los  bienes  se  reputa  que  es  el  trus- 
teede  su  mujer. 

La  constitución  de  un  sepárate  estáte 
no  está  subordinada  al  empleo  de  nin- 
guna fórmula  sacramental. 

Con  relación  á  sus  bienes  propios, 
la  mujer  casada  goza  de  los  mismos 
derechos  é  idéntica  independencia  que 
una  mujer  no  casada.  Puede  disponer 
de  los  muebles  sin  el  consentimiento 
de  su  marido  ínter  oídos  ó  por  testamen- 
to. En  cuanto  á  los  inmuebles,  tiene  so- 
bre un  Ufe  estáte  los  mismos  derechos 
que  una  /eme  sote;  las  enajenaciones  6 
hipotecas  autorizadas  por  ella  tienen 
validez  ame  los  Tribunales;  en  materia 
de  feudos  simples  no  puede  disponer 
del  legal  estáte  sin  el  concurso  del  ma- 
rido ó  del  trustee  que  esté  investido  de 
él,  pero  dispone  del  equitable  estáte  en- 
tre vivos  ó  por  testamento,  haya  ó  no 
haya  trustees. 

Si  la  mujer  realiza  economías  en  sus 
bienes  propios,  esas  economías  la  per- 
tenecen, como  el  capital  en  que  se  han 
hecho. 

La  mujer  casada  que  goza  de  un  se- 
párate estáte  puede  dar  á  su  marido  el 
encargo  de  que  cobre  las  rentas;  pero 
una  vez  que  le  ha  conferido  ese  poder 
no  puede  retirársele,  y  mientras  el  ma- 
rido tiene  que  dar  cuentas  de  lo  que 
percibe  por  ese  concepto,  no  puede  ser 
requerido  mas  que  por  un  año  de  las 
rentas.  La  mujer  no  tiene  derecho  para 
disponer,  en  beneficio  de  su  marido,  de 
los  fondos  del  sepárate  estáte,  sino  en 
tanto  que  no  le  esta  prohibido  hacer 
anticipos  sobre  sus  rentas. 

Si  muere  sin  haber  dispuesto  de  su 


estáte,  el  marido  recoge  el  numerario, 
el  mobiliario  y,  en  general,  todos  los 
ehattels  personales  y  reales. 

En  un  principio  no  se  admitió  que  la 
mujer  pudiese  contraer  deudas  suscep- 
tibles de  cobrarse  sobre  su  estáte;  des- 
pués se  permitió  que  quedara  afecto  al 
pago  de  la  deuda  cuando  ésta  se  hubie- 
ra adquirido  por  un  acta  sellada;  pos- 
teriormente se  concedió  el  mismo  be- 
neficio &  las  obligaciones  por  efectos  de 
cambios  ó  por  cualquier  escrito;  y  por 
último,  se  ha  hecho  extensivo  igual  de- 
recho a  las  obligaciones  puramente 
verbales  ó  por  simple  eontraet. 

Temiendo  los  Tribunales  de  equidad 
que  el  marido  abusase  de  su  influencia 
para  hacer  que  surtieren  efecto  en  su 
provecho  las  facultades  concedidas  a 
la  mujer  sobre  su  sepárate  estáte,  han 
sentado  el  principio  de  que  ésta  no  pue- 
de disponer  de  sus  rentas  con  anticipa- 
ción  y  antes  del  vencimiento,  y  han 
dictado  además  las  reglas  siguientes: 

a)  Cuando  una  donación  hecha  á  la 
mujer  para  constituirla  un  sepárate  es- 
táte no  se  ha  rodeado  de  ninguna  res- 
tricción, la  mujer  tiene  el  derecho  de 
enagenar  independientemente  del  ma- 
rido los  diversos  bienes  que  constituyen 
aquél; 

b)  Cuando  la  donación  le  ha  sido 
hecha  para  su  uso  personal  y  exclusivo, 
pero  con  prohibición  de  enagenar,  la 
mujer  tiene,  durante  el  matrimonio,  el 
usufructo  exclusivo  de  los  bienes; 

c)  En  los  dos  casos  anteriores,  haya 
ó  no  prohibición  de  enagenar,  esta 
prohibición  no  es  válida  más  que  du- 
rante el  matrimonio,  pues  una  vez  di- 
suelto, ni  puede  existir  el  sepárate  es- 
táte, ni,  por  lo  tanto,  tener  limita- 
ciones. 

B.  Las  leyes  de  1870  y  1874  continua- 
ron la  obra  de  la  emancipación  de  la 
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mujer  en  punto  á  la  disposición  de  sus 
bienes.  Pero  aunque  ambas  son  de 
gran  importancia,  renunciamos  a  ex- 
ponerlas por  haber  sido  retundidas  con 
Jas  enmiendas  y  ampliaciones  oportu- 
nas en  la  de  1882,  que  es  la  que  vamos 
á  dar  á  conocer. 

Se  consideran  como  propiedad  sepa- 
rada de  la  mujer  casada  con  posteriori- 
dad al  1."  de  Enero  de  1883,  todos  los 
bienes  muebles  é  inmuebles,  incluso 
los  créditos  que  posea  en  el  momento 
del  matrimonio  6  que  adquiera  mas 
tarde,  por  derecho  hereditario  ó  &  titu- 
lo de  salario,  sueldo  o  beneficios  ad- 
quiridos ejerciendo  una  profesión  inde- 
pendientemente de  su  marido,  ó  por  sus 
trabajos  científicos,  literarios  ó  artís- 
ticos. 

La  mujer  casada  puede  poseer  y 
adquirir  toda  clase  de  bienes  como  si 
no  estuviese  casada,  sin  necesidad  de 
la  asistencia  de  un  trustee,  pudiendo 
disponer  de  ellos  ínter  pidos  ó  por  testa- 
mento. 

El  marido  es  heredero  ab  ¿ntestato  de 
los  bienes  muebles,  a  no  ser  que  esté 
separado  judicialmente  de  bu  mujer,  en 
cuyo  caso  pertenecerían  al  next  ofkin. 

Asi  como  en  otros  tiempos  existía  la 
presunción  de  que  todos  los  bienes  de 
la  mujer  estaban  á  la  disposición  de  su 
marido,  hoy  se  supone  que  todos  los 
valores,  títulos,  obligaciones  y  acciones 
pertenecientes  a  la  mujer  deben  estar 
inscriptos  á  su  nombre,  entendiéndose, 
salvo  prueba  en  contrario,  que  consti- 
tuyen sepárate  estáte,  del  cual  puede  la 
mujer  disponer  y  cobrar  las  rentas,  sin 
que  importe  que  las  imposiciones  de 
los  fondos  se  hayan  hecho  &  su  nombre 
sólo  ó  conjuntamente  con  el  de  terceras 
personas,  no  siendo  el  marido. 

La  mujer  casada  puede  obligarse  por 
contrato  hasta  donde  alcancen  sus  bie- 


nes propios,  comprendiéndose  expresa- 
mente en  la  palabra  contrato  la  acep- 
tación de  un  trust  ó  de  las  funciones  de 
albacea  de  una  sucesión  testamentaria, 
ó  de  administradora  de  una  intestada. 
Puede  comparecer  en  juicio  ex  contrae- 
tu  6  ex  delicio,  como  demandante  ó 
como  demandada,  sin  necesidad  de  ir 
asistida  de  su  marido.  Los  gastos  é  in- 
demnizaciones en  que  incurra  la  mujer 
son  de  su  cargo  personal,  y  ella  sola  se 
aprovecha  de  los  beneficios.  Todo  con- 
trato hecho  por  ella  se  entiende,  salvo 
prueba  en  contrario,  que  Be  ha  hecho 
con  intención  de  afectar, sus  bienes  pro- 
pios, y  afecta,  no  sólo  los  que  poseia  en 
el  momento  de  contratar,  sino  también 
los  que  haya  adquirido  después,  y  es- 
pecialmente los  que  le  son  entregados 
en  virtud  de  un  power  of  appointment, 
ejecutado,  ya  ínter  oídos,  ya  por  testa- 
mento. La  mujer  casada  que  ejerce  el 
comercio  con  independencia  de  su  ma- 
rido, queda  sometida,  en  lo  que  con- 
cierne a  sus  bienes  propios,  a  las  leyes 
sobre  la  quiebra,  lo  mismo  que  una  mu- 
jer no  casada. 

La  mujer  casada  puede  suscribir  en 
su  provecho  una  póliza  de  seguro  de  su 
vida  ó  de  la  de  su  marido;  una  póliza 
suscripta  por  el  marido  sobre  su  propia 
vida  en  provecho  de  su  mujer  ó  de  sus 
hijos,  ó  por  la  mujer  sobre  la  suya  en 
provecho  de  su  marido  ó  de  sus  hijos, 
crea  un  trust  en  favor  de  los  beneficia- 
dos. Por  lo  tanto,  una  mujer  casada 
puede  asegurar  en  su  favor  su  vida  ó  la 
de  su  marido,  y  asegurar  su  vida  en  fa- 
vor de  su  marido  ó  de  su  hijos;  el  ma- 
rido puede  asegurar  la  suya  en  favor 
de  su  mujer  ó  de  bus  hijos;  pero  do  tie- 
ne derecho  para  contratar  un  seguro 
sobre  la  vida  de  su  mujer,  porque  no 
puede  asegurarse  la  vida  de  una  perso- 
na sino  cuando  Be  tiene  un  interest  en 
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la  prolongación  de  esa  vida,  y  se  supo- 
ne que  e!  marido  do  tiene  un  interés 
material  en  la  vida  de  su  mujer,  cuyos 
bienes  son  hoy  todos  propios.  El  segu- 
ro serla  válido  si,  por  ejemplo,  el  ma- 
rido disfrutase  una  renta  vitalicia  su- 
bordinada al  fallecimiento  de  su  mujer. 

Mientras  el  íriat  no  se  ha  cumplido 
enteramente,  la  suma  pagada  por  la 
Compañía  de  seguros  no  se  incluye  en 
el  activo  del  asegurado,  y,  por  lo  tanto, 
no  pueden  aprovecharse  de  ella  los 
acreedores.  Sin  embargo,  ai  se  prueba 
que  el  seguro  estaba  hecho  en  fraude 
de  ellos,  tienen  derecho  a  percibir  so- 
bre las  cantidades  pagadas  por  la  Com- 
pañía una  suma  igual  á  las  primas  en- 
tregadas en  su  perjuicio.  El  asegurado 
puede  constituir  por  la  póliza,  ó  por  un 
documento  aparte,  tru&tees  encargados 
de  administrar  la  suma  debida  por  la 
Compañía;  si  no  usa  de  este  derecho, 
los  beneficiados  entran  directamente, 
a  su  muerte,  á  disfrutar  el  importe  del 
seguro. 

Por  lo  mismo  que  la  mujer  conserva 
es  propiedad  todos  los  bienes  que  po- 
see en  el  momento  de  casarse  y  los  que 
adquiere  después,  es  la  única  respon- 
sable con  dichos  bienes  de  las  obliga- 
ciones que  contrajo  con  anterioridad  al 
matrimonio.  El  marido  no  puede  ser 
demandado  por  ese  concepto  sino  has- 
ta donde  alcancen  los  bienes  de  su 
mujer  de  que  ha  entrado  en  posesión, 
deducción  hecha  de  lo  que  haya  paga- 
do por  otras  deudas  de  su  mujer.  En 
esta  materia  rigen  en  Inglaterra  cuatro 
sistemas  con  relación  &  las  leyes  de 
1870,  1874  y  1882.  El  marido  casado 
antes  del  9  de  Agosto  de  1870  es  res- 
ponsable de  deudas  de  su  esposa  an- 
teriores al  matrimonio;  el  casado  entre 
esa  fecha  y  el  30  de  Julio  de  1874  está 
libre  de  toda  responsabilidad;  el  casado 


entre  este  día  y  el  1."  de  Enero  de  1883 
puede  ser  demandado  conjuntamente 
con  su  mujer,  á  menos  que  pruebe  que 
no  ha  recogido  ninguna  porción  de  la 
fortuna  de  ésta  ó  que  la  que  ha  recogi- 
do es  inferior  á  la  que  reclaman  los 
acreedores.  Y,  por  último,  el  casado 
después  del  1.a  de  Enero  de  1883,  tiene 
la  responsabilidad  que  hemos  dicho  al 
principio  de  este  párrafo.  Si  se  estima 
que  detenta  los  bienes  de  la  mujer, 
puede  ser  perseguido  juntamente  con 
ella. 

Toda  mujer  casada,  antes  ó  después 
del  1.°  de  Enero  de  1883,  tiene  contra 
cualquier  persona,  incluso  su  marido, 
para  defender  sus  bienes  propios,  todas 
las  acciones  civiles  y  criminales  de  que 
goza  una  mujer  no  casada.  Pero  no 
puede  intentar  ninguna  acción  crimi- 
nal contra  su  marido  mientras  conti- 
núe cohabitando,  ni  aunque  vivan  se- 
parados, por  razón  de  actos  realizados 
por  el  marido  mientras  duró  la  cohabi- 
tación, á  no  ser  que  se  haya  apoderado 
de  mala  fe  de  dichos  bienes  en  el  mo- 
mento de  abandonar  á  su  mujer.  Por 
los  mismos  actos  que  la  mujer  puede 
perseguir  al  marido,  puede  el  marido 
perseguir  á  su  mujer.  Fuera  del  caso 
ya  citado,  el  marido  y  la  mujer  no  pue- 
den perseguirse  civilmente  ex  delicio 
cuando  no  puedan  hacerlo  criminal- 
mente. 

Si  una  mujer  casada  coloca  en  pro- 
vecho propio  dinero  de  su  marido  sin 
su  consentimiento,  éste  puede  obtener 
de  los  Tribunales  que  el  capital  y  las 
rentas  se  transfieran  &  su  nombre  y  se 
le  paguen  á  él.  No  puede  oponerse  á 
los  acreedores  del  marido  una  dona- 
ción hecha  por  él  á  su  mujer  aunque 
los  bienes  hayan  continuado  en  apa- 
riencia á  su  disposición,  como  si  fuera 
un  depósito  ó  imposición  de  fondos  del 


3,git,zedbyGOOgIC 


410 


INSTITUCIONES    POLI  TI  ( 


mando  hecho  á  nombre  de  la  mujer  en 
fraude  de  acreedoree. 

Toda  suma  de  dinero  ó  de  cuales- 
quiera otros  bienes  prestados  ó  confia- 
dos por  la  mujer  á  su  marido  para  que 
Iob  emplee  en  un  comercio  ejercido 
por  él,  se  consideran,  en  caso  de  quie- 
bra, como  activo  del  marido,  bajo  re- 
serva del  derecho  de  la  mujer  de  tomar 
su  cuota  en  lo  que  quede  de  dicho  acti- 
vo, después  de  pagar  todos  los  créditos 
for  valuable  consideratíon.  Este  es  uno 
de  los  pocos  puntos  en  que  aún  subsis- 
te la  diferencia  entre  la  mujer  casada 
y  la  que  no  lo  es. 

Cuando  el  marido  de  una  mujer  que 
tenga  bienes  personales  está  á  cargo 
de  la  parroquia  como  indigente,  la  mu- 
jer esláobligadacon  la  parroquia  para 
costear  la  manutención  del  marido,  y 
tiene  además,  las  mismas  obligaciones 
que  pesan  sobre  una  viuda  respecto  al 
sostenimiento  de  los  hijos  y  los  nietos. 

2."  Además  de  reconocer  á  la  mujer 
su  sepárate  estáte,  los  Tribunales  de 
equidad  idearon  otro  medio  para  evitar 
que  la  personalidad  del  marido  absor- 
biese la  de  la  mujer.  Este  medio  es  el 
que  se  conoce  en  inglés  con  la  expre- 
sión Equity  to  a  aetttement  y  consiste 
en  conceder  á  la  mujer  en  ciertos  ca- 
sos un  derecho  equitativo  á  que  su  ma- 
rido constituya  en  su  favor  cierta  can- 
tidad. Asi,  cuando  un  padre  casa  a  su 
hija,  pero  descuida  adoptar  para  ella  ó 
para  los  hijos  que  nazcan  ciertas  me- 
didas do  previsión,  el  Tribunal  no  ad- 
mite que  el  marido  reclame  la  sanción 
de  los  derechos  que  le  confiere  el  ma- 
trimonio mientras  no  haya  tomado  me- 
didas en  favor  de  su  mujer.  Este  prin- 
cipio, establecido  por  el  Tribunal  para 
con  el  marido,  se  ha  hecho  extensivo  á 
Iob  acreedores  del  marido,  y  á  los  ce- 
sionarios de  sus  derechos  por  el  prin- 


cipio de  equidad  nemo  plus  juris  od 
alium  transforre potest quam  ipsehabel. 

Posteriormente  se  ha  admitido  que  la 
mujer  haga  valer  bu  derecho  ante  el 
Tribunal  de  la  Cancillería,  aunque  el 
marido  no  haya  tomado  la  iniciativa 
entablando  una  acción. 

Las  reglas  que  los  Tribunales  de 
equidad  siguen  en  esta  materia  son 
las  siguientes.  Es  preciso  ante  todo, 
que  el  marido  en  virtud  de  cujrn  mariti, 
reconocido  por  la  ley,  tenga  derecho 
para  coger  y  guardar  la  fortuna  mueble 
de  su  mujer.  Por  otra  parte  es  necesa- 
rio que  la  mujer  no  tenga,  en  virtud  de 
los  derechos  de  supervivencia,  la  cer- 
teza de  recobrarlos  si  su  marido  mue- 
re antes  que  ella.  Cuando  concurran 
estas  dos  condiciones,  el  Tribunal  exa- 
mina si  la  propiedad  mueble  de  que  se 
trata  es  legal  ó  de  equidad;  si  es  de 
esta  ultima  clase,  el  Tribunal  recono- 
ce, por  regla  general,  á  la  mujer  un 
equity  to  a  settlement;  en  caso  contra- 
rio no  la  reconoce.  En  principio,  el 
settlement  debe  estar  hecho  en  prove- 
cho, no  sólo  de  la  mujer,  sino  también 
de  sus  hijos. 

La  mujer  puede  renunciar  volunta- 
riamente al  settlement  que  tendría  de- 
recho &  reclamar,  con  la  condición  de 
hacer  á  este  efecto,  y  fuera  de  la  pre- 
sencia del  marido,  una  confesión  ante 
la  justicia  ó  ante  los  comisarios  dele- 
gados con  tal  fin.  Puede  también  la 
mujer  ser  privada  del  settlement: 

a)  Si  el  marido  ha  recibido  los  fon- 
dos sin  haber  tenido  que  reclamarlos 
judicialmente  y  antes  de  que  la  mujer 
esté  prevenida  para  pedir  un  settlement 
al  Tribunal  de  la  Cancillería; 

b)  Si  las  deudas  de  la  mujer  ante- 
riores al  matrimonio,  que  corren  á  car- 
go del  marido,  exceden  del  importe  de 
los  bienes  que  recibe  de  su  mujer; 
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derecho  de  enagenarlos  inter  oídos,  y 
sus  acreedores  pueden  embargarlos. 

Pero  sí  no  ha  dispuesto  de  ellos  entre 
vivos,  no  puede  tampoco  hacerlo  en 
perjuicio  de  su  mujer  por  testamento,  á 
menos  que  la  haya  asegurado  otras 
ventajas  equivalentes,  en  cuyo  caso 
ella  puede  elegir  entre  unos  ú  otros 
bienes. 

Las  joyas  y  regalos  dados  á  una  mu- 
jer por  sus  amigos  y  parientes  con  oca- 
sión del  matrimonio,  se  consideran  por 
equidad  como  afectos  á  su  uso  exclusi- 
vo; la  mujer  dispone  de  ellos  como  si 
no  estuviera  casada  y  los  acreedores 
no  tienen  ningún  derecho  sobre  tales 
objetos. 

C.  El  marido,  que  durante  el  matri- 
monio goza  de  extensos  derechos  sobre 
los  inmuebles  de  bu  mujer,  tiene,  con 
mayor  razón,  derechos  análogos  sobre 
sus  propios  bienes.  Pero  después  de  su 
muerte  su  mujer  adquiere,  en  ciertos 
casos,  derecho  de  usufructo  sobre  una 
parte  de  los  inmuebles  que  haya  de- 
jado. Este  derecho  se  llama  viudedad 
(dotcer). 

La  viudedad  no  se  extiende  más  que 
sobre  determinado  inmueble  que  el 
marido  haya  afectado  expresamente  á 
su  mujer  con  este  objeto  por  actos  en- 
tre vivos  ó  por  testamento.  Todos  los 
actos  de  disposición  del  marido,  todas 
las  obligaciones  que  haya  contraído, 
son  preferentes  al  derecho  de  la  viuda. 
El  marido  es  igualmente  libre  para  pri- 
var á  su  mujer  de  toda  ó  parte  de  la 
viudedad  por  un  acto  inter  oídos  ó  por 
testamento,  á  menos  que  le  esté  expre- 
samente prohibido  por  el  contrato  de 
matrimonio.  La  única  compensación 
concedida  á  la  viuda  es  que  su  derecho 
puede  extenderse  á  los  bienes  sobre  los 
cuales  el  marido  tiene  un  simple  dere- 
cho sin  haber  tomado  posesión  legal- 


mente  de  ellos,  y  &  los  bienes  de  he- 
rencia, legales  ó  de  equidad,  in  pones 
Bíon. 

Si  el  marido  posee  inmuebles  y  mue- 
re intestado,  la  mujer  puede  hacer 
valer  sobre  esos  inmuebles  su  derecho 
de  viudedad,  á  no  ser  que  el  marido 
haya  expresado  su  voluntad  en  con- 
trario. Una  renta  constituida  antes  del 
matrimonio  en  provecho  de  la  viuda 
sobre  un  inmueble  del  marido,  anula  la 
viudedad;  pero  esto  no  ocurre  cuan- 
do se  trata  de  un  simple  legado  mobi- 
liario. 

Toda  persona  que  goce,  á  titulo  de 
viudedad,  de  un  bien  no  sustituido,  tie- 
ne la  facultad  de  darle  en  arriendo  por 
un  periodo  que  no  exceda  de  veintiún 
años  en  Inglaterra  ó  de  veinticinco  en 
Irlanda,  en  las  mismas  condiciones  en 
que  podría  hacerlo  un  tenant  by  eurtesy 
ó  un  tenant  for  lije. 

El  divorcio  por  causa  de  adulterio  de 
la  mujer  anuíala  viudedad.  Si  la  mu- 
jer, sin  que  haya  habido  divorcio, 
abandona  &  su  marido  y  observa  mala 
conducta,  se  anula  igualmente  la  viu- 
dedad, á  menos  que  se  reconcilien  los 


D.  La  mujer  que  sobrevive  4  su  ma- 
rido conserva  en  propiedad  los  inmue- 
bles que  posefa  en  feudo  simple,  reco- 
brándolos ella  ó  bus  causa-habientes 
después  del  fallecimiento  del  marido, 
libres  de  toda  deuda  contraída  y  de  toda 
enagenación  intentada  por  él. 

La  viuda  no  tiene  derecho  á  Iob  ves- 
tidos de  duelo  como  parte  de  los  gas- 
tos funerarios,  ni  en  contra  del  albacea 
ni  de  los  acreedores  del  marido.  No 
puede  reclamar  del  albacea  6  del  ad- 
ministrador de  la  sucesión  mas  sino 
que  la  dejen  en  la  casa,  á  expensas  de 
la  sucesión,  hasta  la  entrega  del  lega- 
do ó  de  la  parte  de  los  bienes   que  la 
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á  sus  hijos.  Estas  cláusulas  son  licitas, 
pero  la  jurisprudencia  suele  acordar 
que  no  sean  obligatorias  para  el  mari- 
do ni  por  ley  ni  por  equidad,  llegando 
una  sentencia  hasta  declararlas  con- 
trarias á  los  derechos  del  padre. 

Las  liberalidades  y  otras  promesas 
hechas  en  consideración  al  matrimonio 
proyectado  han  de  hacerse  por  escrito 
y  Armarse  por  la  parte  que  se  obliga,  ó 
por  su  representante.  Pero  no  es  nece- 
sario que  el  escrito  tenga  la  forma  so- 
lemne de  un  deed,  bastando  una  sim- 
ple carta,  con  tal  que  resulte  clara 
la  causa  de  la  liberalidad.  Una  vez  ce- 
lebrado el  matrimonio,  los  esposos  no 
pueden  contratar  uno  con  otro,  porque 
sus  personalidades  se  confunden;  pero 
si  hay  error  ú  omisión  en  el  contrato 
matrimonial,  pueden  rectificarlo.  Por 
otra  parte,  si  los  convenios  posteriores 
á  la  celebración  del  matrimonio  tienen 
un  fundamento  razonable,  aunque  por 
ley  no  tengan  valor,  producen  efecto 
por  equidad.  Sirvan  de  ejemplo  las  do- 
naciones hechas  por  el  marido  á  la  mu- 
jer para  qua^se  compre  vestidos  ó  jo- 
yas, ó  las  hechas  al  marido  por  la  mu- 
jer que  tenga  bienes  propios. 

CAPÍTULO  IV 

De  la  enagenación  de  los  bienes  muebles 

I.  Introducción.— 2.  De  loe  diversos  modos 
de  enagenación.— 3.  De  loa  casos  en  que 
la  enagenación  está  prohibida. 

1.  Las  cosas  in  possession  son  siempre 
enagenables,  á  condición  de  que  el  que 
disponga  de  ellas  tenga  su  propiedad 
actual  ó  virtual;  pero  no  basta  que  la 
tenga  en  espectativa.  Asi,  una  persona 
puede  vender  la  lana  que  el  año  próxi- 
mo tengan  sus  carneros,  pero  no  la  de 


todos  los  carneros  que  puedan  pertene- 
cerle  en  el  porvenir.  Sin  embargo,  la 
venta  de  cosas  furtivas  puede  validarse 
por  equidad. 

8.  Los  modos  de  enagenación  de  los 
challéis  personales  difieren,  bajo  diver- 
sos aspectos,  de  los  modos  en  vigor 
para  los  real  estales.  Estos  modos  6 
formas  son:  1.a  donación  seguida  de  la 
entrega  de  la  cosa;  2.°  documento  en 
forma  (deed),  y  3.°  venta  (sale). 

í.°  Para  la  enagenación  por  medio 
de  donación  no  hace  falta  deed  ni  escri- 
to de  ninguna  clase,  bastando  que  lado- 
nación  tenga  una  justa  causa  y  que  la 
siga  la  entrega  de)  objeto  donado,  pues 
si  ésta  no  se  efectúa,  la  donación  es 
nula  por  la  ley  y  por  equidad.  Hay  al- 
gunos- casos  en  los  cuales  la  entrega  de 
la  cosa  no  puede  realizarse  inmediata- 
mente, y  entonces  la  donación  es  váli- 
da si  se  ha  hecho  todo  lo  posible  por 
dar  la  posesión  al  donatario. 

Cuando  las  mercancías  están  en  de- 
pósito, el  depositario  no  las  posee  más 
que  por  cuenta  del  depositante.  Este 
puede  hacer  válidamente  la  entrega  de 
ellas,  remitiendo  á  este  fin  al  donatario 
una  orden  para  que  la  exhiba  al  depo- 
sitario, ó  endosándole,  bien  el  ¡earrani, 
si  las  mercancías  están  en  los  docks, 
bien  el  conocimiento,  si  están  &  bordo 
de  un  buque ; 

2."  Enagenación  por  deed.  Como 
queda  dicho,  todo  deed  presupone  una 
justa  causa,  y  esto  basta  para  que  por 
sí  solo  transfiera  la  propiedad  de  los 
muebles.  Además,  el  deed  dispensa  de 
la  entrega  inmediata  de  la  cosa; 

3.°  Venta  (sale).  Este  es  el  más  usual 
y  corriente  de  los  modos  de  enagenar. 
En  materia  de  venta  se  acentúan  gran- 
demente las  diferencias  entre  la  enage- 
nación de  bienes  muebles  y  la  de  in- 
muebles. Cuando  se  ba  hecho  un  con- 
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del  comprador  por  un  comisario  tasa- 
dor 6  su  oficial  en  los  trámites  verba- 
les de  la  venta,  pues  en  tales  circuns- 
tancias se  entiende  que  esos  funcio- 
narios están  acreditados  por  el  com- 
prador, pero  una  de  las  partes  no  puede 
ser  agente  de  la  otra  á  los  efectos  de 
firmar  el  Memorándum. 

Cuando  un  contrato  de  venta  no  ha 
sido  ejecutado  en  el  plazo  de  un  año, 
no  engendra  ninguna  acción  en  prove- 
cho del  comprador  ó  del  vendedor,  a 
no  ser  que  se  haya  acordado  lo  contra- 
rio en  un  escrito  firmado  por  la  parte 
obligada  ó  por  su  apoderado. 

Aunque  la  propiedad  de  la  cosa  ven- 
dida pasa  del  vendedor  a)  adquirente 
inmediatamente  después  de  laejecución 
de  un  contrato  de  venta  válida,  el  ven- 
dedor sigue  siendo  poseedor  de  la  cosa 
hasta  que  la  haya  entregado  al  com- 
prador, lo  que  puede  hacer  tan  pronto 
como  éste  se  encuentre  dispuesto  á  pa- 
garle el  precio  estipulado,  pero  no 
antes. 

No  hace  mucho  tiempo,  cuando  el 
vendedor  continuaba  efectiva  ó  vir- 
tualmente  en  posesión  de  la  cosa  ven- 
dida, tenia  sobre  ella  un  privilegio  por 
la  parte  del  precio  que  quedaba  sin 
pagar. 

Pero  en  caso  de  posesión  simplemen- 
te virtual  la  ley  ha  sido  modificada; 
el  privilegio  del  vendedor  desaparece 
cuando  el  adquirente,  puesto  en  pose- 
sión de  un  titulo  que  le  da  derecho  á  la 
cosa,  la  cede  á  un  tercero  de  buena  fe 
mediante  valuable  consideration. 

Una  vez  entregada  la  cosa  por  el  ven- 
dedor, y  terminada  su  posesión  actual 
ó  virtual,  se  extingue  su  privilegio. 

Hay  ciertos  casos  en  que  el  vendedor 
puede  recobrar  la  cosa  después  de  ha- 
berse desprendido  de  ella  como  conse- 
cuencia de  un  contrato  de  venta.  Se 


llama  este  derecho  de  stoppage  in  tran- 
sito, y  se  ejerce  cuando,  habiéndose 
expedido  4  crédito  todas  ó  parte  de  las 
mercancías,  el  destinatario  quiebra  ó 
se  declara  insolvente  antes  que  hayan 
llegado,  en  cuyo  caso  el  remitente  tie- 
ne derecho  á  ordenar  al  porteador  que 
se  las  devuelva  en  vez  de  entregarlas  al 
destinatario. 

La  entrega  de  las  mercancías  al 
porteador  del  destinatario  equivale  a 
poner  en  posesión  á  éste  mismo,  y  ex- 
tingue el  privilegio  del  vendedor. 

Una  vez  que,  en  virtud  del  derecho 
de  stoppage,  el  vendedor  recobra  la  po- 
sesión de  las  mercancías ,  renace  su 
privilegio  hasta  la  concurrencia  del 
precio  debido;  pero  el  contrato  no  se 
anula. 

Hay  un  caso  en  que  la  propiedad  de 
una  cosa  mueble  pasa  de  una  persona 
á  otra  como  consecuencia  del  pago  de 
su  valor  sin  que  haya  habido  venta,  y 
es  cuando  en  una  acción  o/  trooer  ha 
obtenido  el  demandante  una  indemni- 
zación de  daños  y  perjuicios  igual  al 
valor  de  la  cosa  perdida,  pues  entonces, 
tan  pronto  como  el  demandado  la  pa- 
gue, queda  dueño  definitivamente  de 
dicha  cosa. 

3.  La  enagenación  de  muebles  está 
prohibida  á  ciertas  personas  y  en  cier- 
tos casos.  Las  personas  que  no  pueden 
enagenar  son: 

1.°  Los  menores  de  veintiún  años, 
cuyas  enagenaciones  hechas  á  titulo 
gratuito  son  anulables; 

2.°  Los  imbéciles  y  dementes,  cuyas 
donaciones  son  radicalmente  nulas; 

3."  Los  proscriptos,  cuyos  bienes 
han  sido  confiscados  por  la  Corona. 

A  los  condenados  por  traición  ó  felo- 
nía no  se  les  confiscan  los  bienes,  sino 
que  se  entregan  á  un  administrador 
nombrado  por  la  Corona,  que  es  el  re- 
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presentante  del  condenado  en  los  actos 
judiciales  y  extrajudiciales,y  tiene  fa- 
cultades para  hipotecar,  vender  6  ce- 
der dichos  bienes.  Entre  el  día  de  la 
condena  y  el  del  nombramiento  de  ad- 
ministrador, el  Tribunal  confia  la  ges- 
tión de  los  bienes  &  un  interim  eurator. 

Están  prohibidas  por  razón  de  las 
circunstancias  especiales  en  que  se 
efectúan: 

l.1  Las  donaciones  ó  enajenaciones 
hechas  en  fraude  de  acreedores,  las 
cuales  son  nulas,  &  menos  que  se  ha- 
yan hecho  mediante  oaluable  eonside- 
ratton  y  de  buena  fe  a  una  persona  que 
en  el  momento  de  la  operación  ignora- 
ba el  fraude.  Si  una  persona  hace  por 
deed  la  cesión  absoluta  de  sus  bienes  á 
uno  de  sus  acreedores,  y  á  pesar  de 
esto  sigue  conservándolos  en  su  poder, 
este  ultimo  hecho  es  un  indicio  de  frau- 
de que  anula  la  cesión  respecto  á  los 
demás  acreedores.  Pero  sí  la  cesión  ha 
sido  hecha  en  garantía  del  pago  ulte- 
rior de  una  cantidad  de  dinero  con  la 
cláusula  de  que  el  deudor  conservará 
los  bienes  hasta  que  incurra  en  mora, 
esto  no  es  indicio  de  fraude,  pues  no 
hay  en  ello  más  que  el  contrato  de 
prenda  en  la  forma  que  ordinariamen- 
te reviste; 

2.*  Las  enagenaciones  que  perjudi- 
quen los  intereses  de  los  acreedores  de 
un  quebrado. 

En  caso  de  quiebra,  todos  los  bie- 
nes muebles  del  fallido,  tanto  los  que 
posea  en  aquel  momento  como  los 
que  adquiera  posteriormente,  quedan  á 
disposición  del  actuario  del  Tribunal 
de  quiebras,  y  después  del  trusiee  nom- 
brado por  los  acreedores,  sin  que  se 
exceptúen  más  que  los  bienes  que  el 
quebrado  posea  por  cuenta  de  otro,  asi 
como  los  útiles  de  su  profesión,  los 
vestidos  y  los  lechos  del  quebrado  y  de 
Tomo  XI. — Ikstituoiohis  jubígicah. 


su  familia,  hasta  la  concurrencia  de 
una  suma  total  de  20  libras  esterlinas. 
A  fin  de  impedir  que  los  comerciantes 
se  procuren  crédito  exponiendo  en  sus 
almacenes  mercancías  de  otro,  la  ley 
de  1869  ha  ordenado  que  todos  los  mue- 
bles que  pertenezcan  á  un  comerciante 
ó  que  se  suponga  que  le  pertenecen  por 
hallarse  en  su  poder  en  el  momento  de 
la  quiebra,  con  consentimiento  de  sus 
propietarios,  pueden  ser  indistintamen- 
te vendidos  en  orovecho  de  los  acree- 
dores. Se  exceptúan  las  cosas  in  ac- 
tion. 

CAPÍTULO  V 

Del  contrato  de  arrendamiento  (1} 

1.  Introducción.— S. — A.  Del  arrendamien- 
to anual;  B.  De  los  arrendamiento*  á  lar- 
ga término:  l.o  De  loe  arrendamientos  or- 
dinarioe;  2."  De  los  arrendamientos  A 
muy  largo  término.— S.  De  las  posesiones 
á  voluntad.— 4.  De  las  posesiones  por 
simple  tolerancia.— S.  Del  arrendamiento 
de  servicios. 

1.  Hay  varias  clases  de  posesiones 
concedidas  por  un  plazo  mus  ó  menos 
largo  fijado  de  antemano.  Unas  son  con- 
cedidas de  año  en  año,  otras  lo  son  á 
largo  término  y  se  subdividen  en  dos 
clases,  según  se  trate  de  arrenda- 
mientos ordinarios  que  no  excedan  de 
noventa  y  nueve  años  é  implique  el 
pago  de  un  precio  anual,  ó  de  posesio- 
nes concedidas  por  mayor  tiempo  (mil 
años  ó  más)  por  contrato  de  matrimo- 
nio, testamento  ó  escritura  de  hipoteca. 
Estas  últimas  posesiones  no  llevan  con- 
sigo ningún  precio,  corren  á  cargo  de 
trastees,  y  suelen  tener  por  objeto  gs- 


(1)    Vea»  el  apéndice  II  inserto  al  Sea!  de 
iste  libro. 
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ran tir  el  reembolso  de  una  cantidad 
debida  por  el  propietario  del  fundo.  Las 
dos  clases  son  de  naturaleza  análoga,  y 
no  se  distinguen  por  ningún  carácter 
esencial. 

El  año,  en  derecho  inglés,  se  entien- 
de que  es  de  trescientos  sesenta  y  cin- 
co días.  Por  mes  se  cuenta  el  lunar,  ó 
sea  el  de  veintiocho  días,  salvo  conve- 
nio en  contrario  y  las  disposiciones  es- 
peciales en  materia  de  letras  de  cam- 
bio. La  expresión  «doce  meses»  corres- 
ponde á  un  año  solar. 

2.— A.  El  arrendamiento  anual  es 
muy  común.  En  caso  de  rescisión  del 
contrato,  ambas  partes  tienen  derecho 
á  que  se  les  avise  medio  año  antes  de 
que  espire  el  corriente;  el  arrendatario 
tiene  derecho  absoluto  de  permanecer 
en  el  disfrute  del  bien  por  años  ente- 
ros, y  si  al  Analizar  el  primer  semestre 
no  ha  recibido  aviso  de  terminación  del 
arriendo,  dura  éste  hasta  el  ñn  del  año 
siguiente.  El  Agrieultural  Holdings  Aet 
de  1875  ha  elevado  á  un  año  el  plazo 
del  aviso,  fuera  del  caso  de  que  el 
arrendatario  se  declare  en  quiebra  ó 
haga  cesión  de  bienes.  Si  el  arrenda- 
dor quiere  emprender  en  el  inmueble 
ciertos  trabajos  de  mejoramiento  pre- 
vistos por  dicho  Aet,  puede,  con  la  con- 
dición de  mencionarlos  expresamente 
en  su  aviso,  despedir  al  arrendatario 
solamente  de  la  parte  de  la  finca  en 
que  haya  de  ejecutarlos,  mediante  la 
reducción  proporcional  del  precio;  pero 
el  arrendatario,  por  su  parte,  tiene  el 
derecho  de  notificarle,  en  el  plazo  de 
veintiocho  días,  que  no  admite  la  des- 
pedida sino  haciéndola  extensiva  a 
toda  la  finca  y  para  el  fin  del  año  co- 
rriente. 

El  Ar.i  de  1875  no  se  aplica  más  que  & 
las  propiedades  consagradas  al  cultivo 
ó  a  la  cría  de  ganado,  y  de  una  exten- 


sión determinada  de  pies  cuadrados,  y 
no  impide  á  las  partes  tomar  disposi- 
ciones distintas,  si  lo  juzgan  conve- 
niente. 

El  arrendamiento  anual  puede  ser 
hecho  verbalmente  ei  la  renta  reserva- 
da asciende  á  dos  tercios,  por  lo  me- 
nos, de  la  total  de  la  finca,  pues  en 
otro  caso  el  arrendamiento  verbal  no 
valdría  más  que  como  voluntario.  Todo 
arrendamiento  anual  que  dé  una  renta 
inferior  debe  hacerse  por  deed. 

B.  Un  arrendamiento,  por  un  núme- 
ro determinado  de  años,  puede  ser  ver- 
bal si  no  se  ha  concertado  por  más  de 
tres  años,  &  partir  del  contrato,  y  si  la 
renta  reservada  asciende  por  lo  menos 
á  dos  tercios  de  la  total  de  la  finca.  Los 
arrendamientos  por  término  mas  lar- 
go, ó  que  produzcan  una  renta  menor, 
deben  ser  escritos  y  firmados  por  las 
partes  ó  sus  representantes,  exigiendo 
además  el  Aet  to  amend  íke  lato  ofreai 
property  que  se  hagan  constar  en  un 
deed,  sin  que  haya  fórmula  sacramental 
que  emplear,  siendo  la  más  usada:  de- 
mise,  léase,  and  to  forme  let.  Según  la 
ley  del  Timbre  de  1870,  los  arrenda- 
mientos están  sujetos  á  un  derecho 
proporcional  á  la  duración  y  al  precio 
de)  arriendo. 

La  ley  no  limita  el  número  de  años 
por  el  cual  puede  hacerse  un  arriendo, 
siendo  licito  á  las  partes  hacerlo  por 
diez,  ciento,  mil  años,  ó  Jos  que  se  quie- 
ra, siempre  que  haya  un  plazo  fijado, 
al  cabo  del  cual  acabe  el  arrendamien- 
to; esto  es  lo  que  distingue  un  simple 
term  de  una  posesión  libre. 

Bl  arrendamiento  debe  precisar,  no 
sólo  el  momento  exacto  en  que  la  con- 
cesión acabará,  sino  también  el  punto 
de  partida,  para  el  cual  pueden  las  par- 
tes fijar  una  fecha  ulterior,  sin  que  im- 
porte que  medie  mucho  tiempo  entre 
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otorgar  el  contrato  surten  efecto  mien- 
tras dura  el  arrendamiento  con  rela- 
ción &  todos  los  poseedores  que  se  pre- 
valen de  él.  Si  el  arrendatario  cede  á 
alguien  la  explotación  del  bien,  el  ce- 
sionario se  obliga  á  garantizarle  contra 
toda  reclamación  formulada  por  el 
arrendador  en  virtud  de  las  cláusulas 
del  contrato;  siendo  responsable  perso- 
nalmente para  con  dicho  arrendador 
del  pago  exacto  del  canou  y  de  la  ob- 
servancia de  todas  las  demás  cláusu- 
las, y  no  perdiendo  esta  responsabili- 
dad sino  cuando  á  su  vez  transmi- 
te el  bien  á  otra  persona.  Las  cláusu- 
las y  condiciones  que  obligan  á  los 
causa-habientes  del  arrendatario  pri- 
mitivo, lo  mismo  que  4  éste,  se  dice  que 
«corren  con  el  bien».  Del  mismo  modo 
los  causa-habientes  del  arrendatario 
primitivo  disfrutan  de  todas  las  venta- 
jas estipuladas  en  favor  de  este. 

El  pago  del  canon  y  el  cumplimiento 
de  las  demás  cláusulas  del  contrato  se 
garantizan  ordinariamente  por  un  pac- 
to conocido  bajo  el  nombre  de  proviso 
or  eondttiona  for  re-entry ,  que  da  al 
arrendador  y  á  sus  herederos,  en  caso 
de  falta  de  pago  ó  de  violación  délas 
demás   condiciones,  derecho  de  reco- 


ión  de  la  finca  arrendada 
ubiera  habido  tal  arrenda- 
que  el  arrendador  pueda 
e  ese  proviso  en  caso  de 
,  es  preciso  que  dé  un  pla- 
mo  y  que  no  encuentre  en 
:a  que  embargar  bastantes 
:uda;  en  esta  doble  hipóte- 
hcultad  de  ejercitar  su  de- 
rar  dicho  plazo  mediante 
le  ejeetment,  sin  ninguna 
toma  de  posesión  formal, 
iho  del  arrendador  de  sus- 
ocedimientos  pagando  la 

_- ,  ,   -  ha  sido  ya  expulsado,  de 

obtener  en  el  plazo  de  seis  meses  que 
se  le  reintegre  en  sus  derechos  pagan- 
do los  atrasos  y  los  gastos. 

Toda  autorización  dada  por  el  pro- 
pietario para  derogar  alguna  de  las 
cláusulas  se  limita  á  aquélla  á  que  se 
refiere,  sin  perjuicio  del  derecho  de  re- 
entry  en  caso  de  infracciones  diferen- 
tes. La  autorización  dada  á  uno  de  los 
co arrendatarios  ó  referente  sólo  á  una 
parte  del  bien  arrendado  no  destruye 
el  derecho  de  re-entry  respecto  á  los 
demás  arrendatarios  y  al  resto  del  do- 
minio. For  último,  cuando  la  finca 
arrendada  se  divide  entre  varios  pro- 
pietarios, teniendo  derecho  cada  uno 
de  ellos  á  una  parte  del  precio  del 
arriendo,  cada  cual  tiene,  en  cuanto  á 
su  parte,  derecho  á  los  beneficios  del 
proviso  for  re-entry. 

El  arrendatario  que  habiéndose  obli- 
gado á  asegurar  el  inmueble  contra 
incendios,  descuida  el  pago  de  la  pri- 
ma del  seguro,  da  lugar  á  la  invalida- 
ción del  arriendo.  Sin  embargo,  el  Tri- 
bunal tiene  la  facultad  de  levantarle 
este  castigo  si  no  ha  habido  incendio, 
ni,  por  consiguiente,  perjuicio  para  el 
propietario  mientras  el  seguro  ha  esta- 
do sin  pagar,  y  si,  en  opinión  del  Juez, 
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la  taita  de  pago  es  el  resultado,  no  de 
un  fraude  ni  de  una  falta  grave,  sino  de 
un  error  ó  un  accidente;  pero  el  Tribu- 
nal no  puede  otorgar  este  perdón  más 
que  una  sola  vez  a  una  misma  persona 
por  la  misma  infracción.  Por  otra  parte, 
si  el  poseedor  obligado  á  asegurar  el  in- 
mueble no  se  ha  conformado  con  esta 
cláusula,  pero  ha  contratado  otro  se- 
guro para  garantir  sus  propios  intere- 
ses, el  propietario  y  sus  causa-habien- 
tes tienen,  en  caso  de  siniestro,  el  dere- 
cho de  hacerse  acoger  á  los  beneficios 
de  dicho  seguro. 

El  derecho  de  posesión  por  arrenda- 
miento puede  ser  objeto  de  un  legado, 
pasando  con  los  demás  bienes  muebles 
á  manos  del  albacea  ó  del  administra- 
dor, según  sea  la  sucesión  testada  ó  in- 
testada. 

Los  acreedores  del  poseedor  tienen 
derecho  á  perseguir  su  leaschold  estáte 
para  el  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes que  contrajo  con  ellos.  A  diferencia 
de  lo  que  ocurría  antiguamente,  hoy 
ninguna  sentencia  posterior  al  89  de 
Julio  de  1864  puede  afectar  un  fundo, 
cualquiera  que  sea  la  posesión  en  que 
se  encuentre,  mientras  no  haya  sido 
delioered  in  exeeuiion  en  virtud  de  un 
wrii  d'elegií  ó  de  otra  autorización  aná- 
loga. 

El  arrendatario  tiene  derecho  ¿suba- 
rrendar la  finca.  Para  que  haya  suba- 
rrendamiento es  preciso  que  la  finca 
sea  cedida  por  un  plazo  más  corto  que 
el  del  arrendamiento  primitivo,  pues  si 
fuera  igual,  serla  una  cesión  y  no  un 
subarriendo.  El  subarrendatario  no  se 
relaciona  más  que  con  el  arrendatario, 
y  para  nada  con  el  arrendador,  por  lo 
cual  éste  no  puede  demandar  al  suba- 
rrendatario por  violación  de  alguna 
cláusula  del  contrato,  pudiendo  hacerlo 
únicamente  contra   el  arrendatario  ó 


contra  un  cesionario  del  arriendo,  pues 
la  existencia  del  subarriendo  está  su- 
bordinada &  la  del  arriendo. 

El  marido  cuya  mujer  posee  un  term 
ofyean  puede  enagenarle  6  hipotecar- 
le. Si  sobrevive  á  su  mujer,  tiene  dere- 
cho á  él  por  su  cualidad  de  marido;  si 
muere  antes  que  ella,  su  mujer  conser- 
va el  bien,  sin  que  pueda  el  marido  qui- 
társele por  testamento. 

Si  la  mujer  le  ha  adquirido  como  he- 
redera de  un  intestado,  la  pertenece  en 
propiedad  y  le  disfruta  en  provecho 
propio. 

Los  propietarios,  y  especialmente  las 
Corporaciones,  tienen  la  costumbre  de 
conceder  á  los  arrendatarios  nuevos 
arriendos  antes  de  espirar  ó  al  espirar 
los  primeros;  otras  veces  el  contrato 
contiene  una  cláusula  de  renovación 
tácita,  siempre  que  el  arrendatario  pa- 
gue cierta  suma  por  ella.  La  cláusula 
puede  estar  redactada  de  tal  modo,  que 
el  arrendatario  tenga  indefinidamente 
el  derecho  de  prevalerse  de  ella  &  la 
terminación  de  cada  periodo.  En  todo 
caso,  la  aceptación  de  un  nuevo  arren- 
damiento implica  la  renuncia  por  el 
arrendatario  de  la  parle  del  termino 
anterior  que  no  haya  aún  transcurrido, 
porque  el  aceptar  el  nuevo  arriendo 
supone  que  el  propietario  tiene  derecho 
á  concedérsele,  lo  cual  do  ocurriría  si 
el  antiguo  término  no  hubiera  transcu- 
rrido completamente.  Pero  si  el  nuevo 
arriendo  es  nulo,  su  anulación  entraña 
la  de  dicha  renuncia. 

El  Agricultural  Holding»  Aet  de  1875 
contiene  reglas  para  promover  y  laci- 
litar  las  mejoras  en  el  cultivo,  asegu- 
rando al  arrendatario  una  indemniza- 
ción proporcionada  ¿  sus  sacrificios.  (1) 


-  (1)    Véue  el  apéndice  I  ti  final  de    Mte  li- 
bro IV. 
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Estas  mejoras  se  dividen  en  tres  cla- 
ses, según  su  importancia. 

Si  el  arrendatario  se  ve  obligado  i 
abandonar  la  Anca  antes  de  haberla 
aprovechado  durante  cierto  número  de 
años,  tiene  derecho  á  una  indemniza- 
ción calculada  según  el  gasto,  y  en  ra- 
zón inversa  al  tiempo  que  hubiera  dis- 
frutado el  bien. 

El  beneficio  proveniente  de  las  mejo- 
ras hechas  se  considera  agotado  al  cabo 
de  veinte  años  para  la  primera  clase, 
siete  para  la  segunda  y  tres  para  la 
tercera,  de  modo  que,  á  la  terminación 
de  estos  periodos,  el  arrendatario  no 
puede  reclamar  ninguna  indemniza- 
ción; si  se  ve  obligado  á  abandonar  la 
finca  antes,  tiene  derecho  á  una  indem- 
nización, que  se  reducirá  á  un  vigési- 
mo,- un  séptimo  ó  un  tercio  por  cada 
año  transcurrido.  La  primera  clase 
comprende  los  trabajos  de  limpieza, 
construcción,  cercado,  apertura  de  ca- 
minos, praderas,  etc.;  la  segunda  com- 
prende el  abono  de  las  tierras  con  pro- 
ductos minerales,  y  la  tercera  el  abono 
con  otros  productos  comprados  por  el 
arrendatario,  y  el  mantenimiento  del 
ganado  con  piensos  no  obtenidos  en  la 
finca.  La  ley  toma  precauciones  para 
que  las  mejoras  importantes  no  se  ha- 
gan ignorándolo  el  deudor  ó  contra  su 
voluntad,  para  que  el  derecho  á  la  in- 
demnización no  sirva  de  pretexto  á 
especulaciones  y  para  que  el  arrenda- 
tario haga  las  deducciones  y  compen- 
saciones que  sean  justas. 

En  caso  de  desacuerdo  sobre  la  in- 
demnización, se  impone  &  las  dos  par- 
tes un  arbitraje,  salvo  apelación  al 
Tribunal  del  condado  cuando  la  de- 
manda exceda  de  50  libras.  El  propie- 
tario que  paga  al  poseedor  la  indemni- 
zación que  le  corresponde,  puede  obte- 
ner del  Tribunal  del  condado  una  orden 


gravando  la  finca  para  la  devolución 
de  toda  ó  parte  de  la  cantidad,  bajo  las 
condiciones  que  el  Tribunal  fije. 

Si  el  arrendatario  no  hace  en  la  finca 
las  mejoras  que  el  arrendador  crea  ne- 
cesarias, puede  hacerlas  éste  y  cobrar- 
las recobrando  una  parte  de  la  finca 
arrendada,  mediante  la  reducción  de) 
precio. 

El  aviso  para  dar  por  terminado  el 
arriendo  debe  dársele  al  arrendatario 
con  un  año  de  anticipación,  fuera  del 
caso  de  quiebra  ó  cesión  de  bienes. 

Cuando  el  arrendatario  ha  instalado 
en  el  bien  ciertos  muebles  Ajos,  como 
las  máquinas,  tiene  derecho  á  llevárse- 
los, á  no  ser  que  esté  en  descubierto  en 
el  pago,  con  tal  que  al  hacerlo  no  per- 
judique al  fundo.  Se  exceptúan  las  má- 
quinas de  vapor  puestas  contra  la  vo- 
luntad del  dueño  ó  ignorándolo  éste. 

Salvo  pacto  en  contrario,  el  arrenda- 
tario tiene  derecho  á  coger  de  la  finca 
las  maderas  para  leña,  construcción  ó 
carretería  que  necesite.  En  cuanto  á  la 
recolección,  el  arrendatario  no  tiene 
derecho  más  que  á  los  frutos  que  ma- 
duren durante  el  tiempo  del  arriendo; 
pero  este  derecho  le  pierde  cuando  es 
expulsado  por  una  falta  suya; 

2.°  Los  arrendamientos  á  muy  largo 
término  tienen  por  objeto  garantir  los 
derechos  de  los  acreedores  en  cuanto  á 
principal  é  intereses;  y  esto  se  logra 
concediendo  el  arrendamiento  por  mil 
años  á  los  trus/ees,  con  encargo  de 
consagrar  los  frutos  del  fundo  al  pago 
de  intereses,  y  proveer  á  la  devolución 
del  capital  enagenando  ó  hipotecando 
todo  ó  parte  del  Tundo,  y  conservando 
el  propietario  el  libre  disfrute  del  resto 
en  la  medida  fijada  por  los  trusieea. 
Estos,  aunque  tengan  mientras  dure  el 
arrendamiento,  la  disposición  casi  ab- 
soluta del  fundo,  se  entiende  que  no 
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tienen  más  que  un  derecho  mobiliario, 
{ehattel  interest),  pues  el  derecho  real 
de  propiedad  continua  perteneciendo 
al  propietario  primitivo  ó  a  sus  herede- 
ros y  causa-habientes,  conservando  el 
primero  la  facultad  de  disponer  del 
fundo  inter  vivos,  ó  por  testamento, 
bajo  la  reserva  expresa  del  term,  que 
le  grava  mientras  la  deuda  no  ha  sido 
satisfecha. 

Cuando  la  deuda  ha  sido  satisfecha  ó 
no  se  ha  reclamado,  hay  muchos  me- 
dios de  liberar  el  fundo  y  poner  termi- 
no á  los  poderes  de  los  trustees.  El  más 
usual  es  insertar  en  el  deed  constituti- 
vo de)  arrendamiento  una  cláusula  re- 
solutoria (proviso  Jor  eesser),  no  solo 
para  el  día  del  vencimiento,  sino  tam- 
bién para  el  caso  de  que  el  objeto  del 
arrendamiento  se  haya  realizado  ó  sea 
irrealizable.  Haciendo  esto,  al  llegar  el 
momento  oportuno  acaba  el  arrenda- 
miento sin  otra  formalidad  y  por  minis- 
terio de  la  ley. 

A  falta  de  cláusula  resolutoria,  el 
arrendamiento  puede  extinguirse  por 
consolidación  (merger).  Ocurre  frecuen- 
temente que  el  fundo  no  pertenece  en 
feudo  simple  al  arrendador.  Estos  ar- 
rendamientos se  estipulan  en  los  con- 
tratos de  matrimonio  con  objeto  de  ga- 
rantir las  partes  eventuales  de  los  hijos 
menores,  quedando  sustituido  el  domi- 
nio como  feudo  iail  en  favor  del  hijo 
mayor.  Cuando  éste  llega  ala  mayoría 
de  edad  ó  Be  casa,  las  tierras  se  ponen 
á  bu  nombre  en  posesión  vitalicia  con 
sustitución  en  favor  de  su  hijo  mayor, 
si  tuviese  alguno.  En  estas  diversas 
hipótesis,  el  propietario  del  dominio 
será,  no  un  poseedor  en  feudo  simple, 
sino  un  poseedor  vitalicio  ó  in  tail. 
Pero  ya  sea  el  estáte  de  una  ú  otra  de 
esas  tres  especies,  es  siempre  una  po- 
sesión libre,  y  á  los  ojos  de  la  ley  es 


más  larga  que  cualquier  posesión  & 
término,  aunque  en  realidad  no  lo  sea; 
por  lo  cual,  si  uno  de  esos  estates  per- 
tenece &  una  persona  que  goza  al  mis- 
mo tiempo  de  un  arrendamiento  sobre 
él,  el  estáte  absorbe  al  arrendamiento, 
es  decir,  que  el  arrendamiento  se  funde 
(it  merged)  en  la  posesión  libre.  La  con- 
solidación puede  ser  fortuita,  como  en 
el  caso  de  que  el  arrendatario  herede 
la  ñnca  ó  una  parte  de  ella. 

8.  La  posesión  á  voluntad  es  aque- 
lla en  la  cual  no  se  fija  la  duración  an- 
ticipadamente, sino  que  depende  de  lo 
que  quiera  cada  una  de  las  partes,  por 
lo  cual  se  entiende,  salvo  disposición 
contraria,  que  las  partes  se  obligan  re- 
ciprocamente de  año  en  año. 

Como  el  poseedor  no  puede  saber 
cuándo  le  convendría  al  propietario 
expulsarle,  puede  ocurrir  que  lo  haga 
cuando  ya  está  sembrada  la  tierra,  pero 
aún  no  se  ha  hecho  la  recolección,  y  en 
este  caso  tiene  derecho  el  poseedor  ex- 
pulsado &  volver  á  la  finca  para  hacer 
esa  recolección  en  su  provecho.  Pero  si 
él  es  quien  ha  dado  por  terminado  el 
contrato  pierde  ese  derecho,  y  la  reco- 
lección pertenece  al  propietario. 

El  aviso  de  terminación  se  entiende 
dado,  no  sólo  por  una  notificación  ex- 
presa, sino  también  por  cualquier  acto 
del  propietario  incompatible  con  los  de- 
rechos del  poseedor,  tal  como  entrar 
en  la  finca  y  cortar  maderas,  ó  por 
cualquier  acto  en  que  el  poseedor  se 
extralimite  de  su  derecho  ó  signifique 
abandono;  ó,  en  fin,  por  la  muerte,  ó 
por  quedar  fuera  de  la  ley  cualquiera  de 
las  parles. 

El  propietario  debe  siempre  dejar  al 
poseedor  á  quien  despide  la  facultad  de 
entraren  la  finca  el  tiempo  necesario 
para  trasladar  los  muebles  y  efectos 
que  tenga  en  ella. 
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vo,  siempre  que  su  amo  le  pague  un 
mes  de  indemnización. 

Para  los  criados  rurales,  el  arrenda- 
miento anual  no  puede  rescindirse  an- 
tes de  acabar  un  año,  excepto  en  los 
casos  de  mala  conducta. 

Cuando  la  obligación  ha  sido  con- 
traída por  un  tiempo  determinado,  no 
hay  necesidad  de  despedida  para  po- 
ner fin  al  contrato.  Pero  si  después  del 
cumplimiento  del  término  el  criado 
continúa  en  el  servicio  sin  que  hayan 
mediado  nuevos  compromisos  entre 
las  partes,  la  obligación  se  entiende 
tácitamente  renovada  por  un  año  cuan- 
do la  precedente  era  por  mayor  térmi- 
no, ó  por  la  duración  de  la  precedente 
si  era  por  menos  de  un  año. 

La  muerte  del  amo  libra  de  su  obli- 
gación al  criado;  pero  si  usa  de  esta  fa- 
cultad no  tiene,  salvo  uso  en  contrario, 
derecho  á  ninguna  indemnización  por 
el  tiempo  que  quedase  por  transcurrir. 
Cuando  es  el  criado  quien  muere,  si 
estaba  obligado  por  un  año  y  mediante 
un  salario  que  se  pagase  al  fin  de  cada 
anualidad,  el  contrato  es  indivisible,  y, 
por  tanto,  los  representantes  del  muer- 
to no  pueden  reclamar  la  parte  de  sa- 
lario proporcional  al  número  de  dtas  ó 
de  meses  que  hubiera  prestado  el  ser- 
vicio. En  caso  de  que  el  contrato  tuvie- 
ra una  duración  indeterminada  y  tuvie- 
ran las  partes  la  facultad  de  darlo  por 
terminado  en  cualquier  época,  deberá 
entregarse  una  parte  proporcional  del 
salario. 

La  acción  para  reclamar  el  pago  de 
los  salarios  atrasados,  prescribe  por  el 
transcurso  de  seis  años,  á  partir  desde 
el  vencimiento. 

Cuando  una  persona  está  al  servicio 
dealgunode  sus  próximos  parientes,  no 
tiene,  en  general,  acción  para  reclamar 
sus  salarios  más  que  cuando  presenta 


un  contrato  expreso,  pues  en  otro  caso 
se  supone  que  le  ha  servido  gratuita- 
mente. 

El  criado  no  treno  privilegio  por  el 
pago  de  su  salario  sobre  el  estáte  de 
su  amo  difunto.  En  Inglaterra,  al  con- 
trario de  Escocia,  es  un  simple  acre- 
edor quirografario.  En  caso  de  quiebra 
del  amo,  si  los  salarios  no  exceden  de 
cierta  suma,  son  privilegiados  hasta  la 
concurrencia  de  tres  meses,  constitu- 
yendo el  resto  un  crédito  ordinario. 
Pero  este  privilegio  no  puede  ejer- 
cerse en  caso  de  simple  embargo  de  los 
bienes  y  cosechas  del  amo  por  el  acre- 
edor de  una  renta  de  la  tierra. 

Excepción  hecha  de  la  ciudad  de 
Londres,  los  salarios  debidos  al  criado 
no  pueden  ser  embargados  por  los 
acreedores  en  monos  de  su  amo  sino 
en  virtud  de  una  sentencia.  Pero  una 
vez  obtenida  ésta,  puede  obtenerse  el 
embargo  de  todo  cuanto  se  le  deba,  sin 
que  pueda  el  deudor  reclamar  absoluta- 
mente nada  para  su  manutención. 

El  amo  goza  de  una  acción  de  daños 
y  perjuicios  contra  toda  persona  que 
seduzca  ó  maltrate  á  su  sirviente  y  le 
cause  una  pérdida  de  servicio;  el  sir- 
viente mismo  no  puede  entablar  ningu- 
na acción  directa  contra  esa  persona. 

El  amo  puede  asistir  y  apoyar  á  su 
criado  en  toda  acción  judicial  que  en- 
table contra  un  tercero.  Puede  tam- 
bién, sin  incurrir  en  ninguna  culpabili- 
dad, defender  á  su  criado  de  obra,  as! 
como  el  criado  á  su  amo. 

Si  alguno  obliga  ó  detiene  al  criado 
de  otro,  el  amo  abandonado  puede  re- 
clamar daños  y  perjuicios ,  tanto  al 
criado  como  á  la  persona  que  le  sonsa- 
có; este  último  no  puede  justificarse 
mas  que  probando  su  buena  fe,  ó  sea, 
que  ignoraba  que  existiera  un  compro- 
miso anterior. 
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Pero  sus  disposiciones  en  este  extremo, 
perfectamente  validas  en  lo  que  perso- 
nalmente les  concierne,  no  pueden  opo- 
nerse a  un  tercero  que  no  tenga  cono- 
cimiento de  ellas. 

Por  ley  los  asociados  se  obligan  con- 
juntamente al  pago  de  las  deudas  so- 
ciales, de  modo  que  el  acreedor  que  se 
dirige  é.  un  Tribunal,  debe  demandar- 
los á  todos  ellos.  Por  equidad  se  repu- 
tan solidarios;  de  manera  que,  si  uno  de 
ellos  muere,  su  estáte  se  considera  por 
los  Tribunales  de  equidad  como  una 
prenda  para  los  acreedores  sociales 
cuyos  títulos  sean  anteriores  al  falleci- 
miento, pudiendo  dichos  acreedores 
apoderarse  desde  luego  de  dicho  estáte, 
aunque  los  asociados  que  sobrevivan 
no  sean  insolventes,  y  quedando  á  sal- 
vo, &  los  representantes  del  difunto,  su 
derecho  a  reclamar  de  estos  últimos  el 
reembolso  de  sus  partes  respectivas  en 
la  deuda. 

Sin  embargo,  según  las  reglas  actua- 
les en  materia  de  quiebras,  los  bienes 
del  difunto  deben  quedar  afectos  al 
pago  de  sus  deudas  particulares  antes 
que  se  los  apropien  en  todo  ni  en  parte 
Jos  acreedores  de  la  Sociedad.  Por  con- 
siguiente, un  acreedor  de  la  Sociedad 
que  sea  al  mismo  tiempo  deudor  del  di- 
funto, no  puede  oponer  &  la  sucesión 
de  este  último  la  compensación  de  su 
deuda  con  sus  pretensiones  contra  la 
Sociedad.  Por  lo  mismo,  los  miembros 
de  una  Sociedad  demandados  conjun- 
tamente como  tales,  no  pueden  preva- 
lerse contra  el  demandante  de  lo  que 
éste  debiera  á  cualquiera  de  ellos  per- 
sonalmente, y  viceversa,  cuando  una  6 
varías  personas  que  forman  parte  de 
una  Sociedad  son  demandadas  indivi- 
dualmente, no  pueden  compensar  su 
deuda  personal  con  la  deuda  eventual 
del  demandante  para  con  la  Sociedad, 


Hay  una  serie  de  casos  en  que  los 
asuntos  de  la  Sociedad  son  de  la  com- 
petencia de  los  Tribunales  ordinarios, 
y,  sin  embargo,  esta  es  una  de  aquellas 
materias  en  las  cuales  han  gozado 
siempre  los  Tribunales  de  equidad  de 
una  jurisdicción  concurrente,  y  de  he- 
cho preponderante  y  aun  exclusiva, 
pues  han  conocido  siempre  de  cuestio- 
nes complicadas,  como  la  determina- 
ción exacta  de  los  derechos  y  obliga- 
ciones de  los  socios,  los  arreglos  de 
cuentas  y  las  causas  de  disolución.  La 
ley  de  Organización  judicial  de  1873  ha 
atribuido  expresamente  a  la  división 
de  Cancillería  del  Tribunal  Supremo 
todas  las  cuestiones  relativas  á  los 
arreglos  de  cuentas  entre  los  asociados 
y  los  extraños,  y  &  la  disolución  de  las 
Sociedades. 

Entre  los  asuntos  para  los  cuales 
la  jurisdicción  de  equidad  es  desde 
muy  antiguo  la  única  competente,  se 
cuentan: 

1."  Las  acciones  dirigidas  por  un 
asociado  contra  sus  colegas  ó  contra  la 
Sociedad  ó  viceversa,  contra  un  asocia- 
do por  sus  colegas  ó  por  la  Sociedad,  y 

2.°  Los  pleitos  pendientes  entre  So- 
ciedades que  tengan  uno  ó  varios 
miembros  comunes. 

Mientras  que  en  los  Tribunales  ordi- 
narios, cuando  una  Sociedad  demanda 
ó  es  demandada,  es  preciso  que  todos 
sus  individuos  figuren  nominalmente 
en  el  pleito,  los  Tribunales  de  equidad 
se  contentan  con  la  intervención  de  al- 
gunos de  los  asociados,  entendiéndose 
que  llevan  la  representación  de  todos 
los  demás. 

2.  Las  Sociedades  mutuas  se  presen- 
tan en  Inglaterra  bajo  la  triple  forma 
de  Sociedades  de  socorros,  cooperati- 
vas y  de  construcción. 

Hay  Sociedades  de  socorros  mutuos 
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de  derecho  y  los  asociados  no  pueden 
adoptar  otro  partido. 

2,*  Por  el  acuerdo  unánime  de  los 
asociados  de  no  continuar  en  Sociedad, 
aunque  el  término  primitivamente  fija- 
do no  haya  transcurrido.  Cuando  la  du- 
ración de  la  Sociedad  es  ilimitada,  cual- 
quiera de  sus  miembros  puede  provo- 
car la  disolución,  y  no  durará  más  que 
el  tiempo  necesario  para  liquidarla,  sal- 
vo el  derecho  que  tiene  el  Tribunal  de 
Cancillería  de  aplazar,  bien  la  disolu- 
ción, bien  la  venta  de  los  objetos  per- 
tenecientes á  la  Sociedad,  si  de  ello  ha 
de  resultar  un  perjuicio  irreparable; 

3.*  Por  haber  espirado  el  tiempo 
para  el  cual  fué  formada.  Sin  embargo, 
si  después  de  ese  momento  los  asuntos 
continúan  como  antes,  la  Sociedad  sub- 
siste con  el  nombre  de  Sociedad  at  will, 
subordinada  á  las  condiciones  primiti- 
vas en  cuanto  sean  aplicables; 

4.a  Por  sentencia  de  un  Tribunal  de 
equidad  dada  á  instancia  de  uno  de  los 
socios: 

a)  Con  efecto  retroactivo  hasta  el 
dfa  de  la  constitución,  si  esa  constitu- 
ción ha  sido  tachada  de  violenta  ó  frau- 
dulenta; 

b)  Cuando  uno  de  los  asociados  ha 
faltado  gravemente  á  sus  deberes  y 
destruido  con  su  conducta  la  confianza 
indispensable  entre  asociados; 

e)  Cuando  un  asociado  infringe  con- 
tinuamente las  cláusulas  del  contrato 
y  rige  los  asuntos  sociales  en  un  senti- 
do contrario  al  que  desean  los  so- 
cios; 

d)  Cuando  el  encargado  de  ta  ges- 
tión de  los  asuntos  sociales  esté  siem- 
pre ausente  ó  abstraído  de  tal  modo 
por  sus  ocupaciones  personales  que 
ocasione  perjuicios  á  la  Sociedad; 

e)  Cuando  el  desacuerdo  y  la  incom- 
patibilidad de  caracteres  entre  los  aso- 


ciados seantales  que  imposibiliten  los 
trabajos; 

f)  Cuando  un  asociado,  cuyo  talen- 
to ó  condiciones  especíales  sean  indis- 
pensables para  la  marcha  de  la  Socie- 
dad, pierda  el  juicio;  pero  es  de  notar 
que  la  demencia  no  es  ipso  Jacto  causa 
de  disolución,  sino  que  es  preciso  que 
el  Tribunal  lo  estime  asi,  vistas  las 
circunstancias. 

Cuando  una  Sociedad  se  disuelve  por 
cualquiera  de  esas  causas,  subsiste 
hasta  que  la  liquidación  haya  termina- 
do por  completo;  por  consiguiente, 
aquellos  que  continúen  inter viniendo  en 
sus  asuntos  son  responsables  para  con 
los  demás  asociados,  tanto  de  las  uti- 
lidades ordinarias  que  realicen,  como 
por  las  diversas  ventajas  que  perciban 
personalmente  del  haber  social.  Pero 
no  hay  lazo  de  asociación  ni  mándalo 
reciproco  entre  los  asociados  sobrevi- 
vientes y  los  representantes  del  aso- 
ciado difunto;  de  manera  que  si  pueden 
demandarse  ante  un  Tribunal  de  equi- 
dad, sus  derechos  á  un  arreglo  de  cuen- 
tas son  derechos  legales  sometidos  a 
prescripción,  según  los  principios  ge- 
nerales establecidos  por  el  Statutt  af 
lim.it  at  ion. 

En  caso  de  liquidación  de  una  Socie- 
dad, la  participación  definitiva  de  un 
asociado  es  la  que  le  corresponde  des- 
pués de  realizar  todo  el  activo  y  pagar 
todas  las  deudas  sociales,  cuya  parti- 
cipación pasa  á  sus  herederos  si  él 
muere. 

4.  De  las  Sociedades  mercantiles, 
que  en  Inglaterra  revisten  gran  impor- 
tancia, nos  ocuparemos  al  tratar  de 
esta  rama  del  derecho.  De  las  socieda- 
des que  carecen  de  personalidad  civil 
(Purtnership),  nos  ocupamos  en  el  apén- 
dice 111  al  Anal  de  este  libro,  donde  in- 
sertamos la  ley  de  1890. 
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nes  jurídicas,  comprendiendo,  por  tan- 
to, lo  mismo  el  mandato  expreso  que  el 
licito. 

2.  La  relación  de  representación  na- 
ce, ya  de  que  una  de  las  partes  haga 
una  promesa  á  cambio  de  servicios  que 
la  otra  le  preste;  ya  de  que  una  de  las 
partes  ratifique  un  contrato  hecho  en 
su  provecho  por  la  otra  sin  mandato 
previo;  ya  de  que  las  dos  partes  Be  obli- 
guen reciprocamente,  la  una  a  hacer 
una  cosa  por  cuenta  de  la  otra,  y  ésta 
á  pagar  á  la  primera  lo  que  sea  razo- 
nable. 

Para  que  un  mandatario  pueda  váli- 
damente obligar  al  mandante  por  un 
contrato  sellado,  es  preciso  que  esté 
revestido  de  un  poder  igualmente  se- 
llado, que  se  llama  poioer  ofatlorney. 
Fuera  de  este  caso  el  mandato  no  está 
subordinado  á  ninguna  fórmula  sacra- 
mental, pudiendo  ser  verbal  ó  escrito. 
También  puede  evidenciarse  la  inten- 
ción de  las  partes,  con  independencia 
de  todo -mandato  expreso,  por  ciertas 
relaciones  existentes  entre  ellas.  Asi, 
cuando  un  amo  encarga  habitual  mente 
á  su  criado  ciertas  compras,  se  supone 
que  le  ha  dado  un  mandato  ad  koe. 


hace,  ésta  se  convierte  en  su  manda  - 
taria  por  necesidad  para  subvenir  á 
su  subsistencia  á  expensas  del  mari- 
do. De  igual  modo  se  entiende  que  en 
ciertas  circunstancias  uu  arriero  ó  un 
consignatario  tienen  (acuitad  para  obli- 
gar al  expedidor  ó  consignador  por  los 
actos  que  juiguen  preciso  hacer  en  su 
obsequio. 

Una  persona  puede  asumir,  por  me- 
dio de  una  ratificación,  los  derechos  y 
obligaciones  derivados  de  un  contrato 
hecho  por  otra,  aunque  no  se  haya 
dado  expresa  ni  tácitamente  ningún 
mandato. 

Para  que  haya  materia  de  ratifica- 
ción es  preciso: 

1.°  Que  él  acto  no  sea  nulo  en  si 
mismo.  Asi  no  podrá  ratificarse  un 
contrato  cuyo  objeto  sea  ilícito  ó  in- 
moral; 

2."  Que  el  representante  haya  obra- 
do abiertamente  con  ese  carácter,  y  en 
atención  á  un  tercero  que  habla  de  sus- 
tituirle, pues  si  ha  empezado  &  obrar 
por  su  propia  cuenta,  no  puede  ceder  el 
contrato  á  un  tercero,  so  color  de  rati- 
ficación; 

3.°    Que  el  supuesto  iniciador  del 
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asunto  existiese  en  el  momento  en  que 
el  representante  obró  en  su  nombre. 

La  ratificación  puede  ser  expresa  ó 
tácita. 

3.  El  mandante  está  obligado  &  pa- 
gar al  mandatario  sus  honorarios,  si 
los  han  convenido,  y  en  otro  caso  á 
abonarle  los  gastos  hechos  en  la  ges- 
tión del  asunto. 

El  mandatario,  por  su  parte,  debe 
rendir  cuenta  al  mandante  de  los  bie- 
nes de  éste  que  haya  tenido  entre  sus 
manos  durante  el  curso  de  la  gestión; 
debe  poner  en  el  cumplimiento  de  su 
cometido  la  diligencia  precisa,  y,  por 
último,  debe  abstenerse  de  sacar  de  los 
asuntos  en  que  obra  por  cuenta  de  otro 
ningún  beneficio  personal  mas  que  la 
remuneración  convenida  con  el  man- 
dante. Esos  beneficios  podrían  ser  de 
dos  clases:  ya  aceptando  una  remune- 
ración de  la  parte  adversa,  ya  apropián- 
dose el  objeto  que  debía  negociar  para 
otro. 

En  el  primer  caso,  se  hace  culpable 
de  fraude;  en  el  segundo,  no  ocurre 
necesariamente  lo  mismo.  Pero,  tanto 
en  uno  como  en  otro,  la  ley  protege 
enérgicamente  los  derechos  del  man- 
dante. 

En  principio,  el  mandatario  no  tiene 
facultades  para  hacer  que  le  sustituya 
un  tercero,  fuera  de  circunstancias  ex- 
cepcionales en  que  según  la  naturaleza 
del  asunto,  la  situación  de  las  partes  ó 
los  usos  del  comercio,  Be  entiende  que 
ha  recibido  implícitamente  ese  poder. 
En  esas  circunstancias,  y  si  el  manda- 
tario no  ha  usado  mal  de  su  poder,  el 
sustituto  se  coloca,  con  relación  al  man- 
dante, en  la  situación  del  mandatario. 
Si  no  existiendo  esas  circunstancias  el 
mandatario  se  hace  sustituir,  entre  el 
mandante  y  el  sustituto  no  existe  rela- 
ción de  ningún  género. 


4.  El  estudio  de  los  derechos  y  obli- 
gaciones de  las  partes  frente  á  un  ter- 
cero lo  dividiremos  en  dos  secciones, 
según  el  mandatario  obre  en  nombre 
del  mandante  ó  deje  ignorar  en  nom- 
bre de  quién  obra. 

A.  Cuando  un  mandatario  debida- 
mente autorizado  obra  en  nombre  y 
por  cuenta  de)  mandante  en  los  limites 
del  mandato,  la  cualidad  de  deudor  6 
de  acreedor  no  le  pertenece  á  él,  sino  & 
su  mandante. 

El  auetioneer,  es  decir,  el  agente  en- 
cargado de  vender  mercancías  en  las 
subastas  públicas,  es  en  principio  el 
representante  del  vendedor;  y  una  vez 
adjudicados  los  objetos,  lo  es  también 
del  comprador.  No  recibe  solamente 
poder  para  vender,  tiene  la  posesión 
actual  de  'as  cosas  que  está  encargado 
de  enagenar,  y  un  privilegio  sobre  esas 
cosas  para  el  pago  de  sus  derechos. 
Puede  perseguir  al  comprador  en  su 
propio  nombre. 

El  factor  á  cuyo  nombre  se  consig- 
nan mercancías  para  que  las  venda,  es 
el  poseedor  legal  de  ellas;  tiene  dere- 
cho á  venderlas  en  su  propio  nombre  y 
con  las  condiciones  que  le  plazcan,  co- 
brar e)  precio  y  dar  la  carta  de  pago 
válida  y  suficiente.  Tiene  sobre  las  mer- 
cancías un  privilegio  para  el  saldo  en 
su  provecho  de  la  cuenta  existente  en- 
tre él  y  el  negociante  de  quien  proce- 
den. Los  Factor'»  aets  han  hecho  ex- 
tensivos los  poderos  del  factor  hasta 
poder  dar  los  objetos  en  prenda. 

El  corredor  (loroker)  no  es,  propia- 
mente hablando,  mas  que  un  interme- 
diario entre  las  partes.  Un  corredor 
para  la  venta  no  tiene  la  posesión  de 
los  bienes,  ni,  por  lo  tanto,  las  prerro- 
gativas que  se  derivan  de  ella;  no  te- 
niendo tampoco  carácter  para  recla- 
mar en  su  propio  nombre  la  ejecución 
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sentante,  y  especialmente  las  de  com- 
pensación. Sin  embargo,  cuando  ha 
usado  del  derecho  de  opción  señalado 
al  principio  de  esta  sección,  declarando 
que  se  considera  obligado,  bien  con  el 
representado,  bien  con  el  representan- 
te, sólo  puede  dirigir  sus  acciones  ú 
oponer  sus  excepciones  contra  el  que 
baya  elegido. 

Cuando  el  mandatario  comete  un 
fraude  en  el  cumplimiento  de  su  man- 
dato, el  mandante  está  obligado  á  re- 
parar las  consecuencias.  Pero  esta  res- 
ponsabilidad cesa  cuando  el  mandata- 
rio se  extralimita  del  circulo  de  sus 
atribuciones.  En  uno  y  otro  caso  la  par- 
te perjudicada  puede  pedir  la  anulación 
del  contrato.  También  la  puede  pedir 
cuando  el  representado  ha  encargado  a 
su  representante  que  afirme  ciertos  he- 
chos cuya  falsedad  él  conoce  pero  la  ig- 
nora el  representante. 

5.  El  mandato  acaba: 

1."  Por  la  revocación  ó  la  renuncia 
del  mandatario; 

2."  Por  un  cambio  de  Estado  en  la 
persona  del  mandante,  y 

3."    Por  la  muerte. 

Siendo  el  mandato  un  resultado  del 
acuerdo  de  dos  voluntades,  claro  es  que 
acaba  cuando  no  se  ha  estipulado  más 
que  por  cierto  tiempo,  ó  cuando  man- 
dante y  mandatario  se  conciertan  para 
ponerle  término.  Puede  también  aca- 
bar por  variar  de  voluntad  una  de  las 
partes;  pero  en  este  caso,  el  mandante 
queda  obligado,  con  todas  las  personas 
que  hayan  contratado  con  el  mandata- 
rio, siempre  que  éste  haya  obrado  den- 
tro de  los  limites  de  sus  poderes,  de- 
biendo el  mandante  advertirles  para  lo 
sucesivo  su  cambio  de  voluntad. 

La  quiebra  del  mandante  pone  fin  al 
mandato.  En  cuanto  á  si  ocurre  lo  mis- 
mo por  el  matrimonio  de  la  mujer  y  por 


la  pérdida  de  las  facultades  mentales, 
los  jurisconsultos  se  muestran  dividi- 
dos en  sus  opiniones. 

La  muerte  del  mandante  pone  térmi- 
no al  mandato.  El  tercero  que  haya 
contratado  con  el  mandatario  en  un 
momento  en  que  ignorasen  ambos  el 
fallecimiento,  puede  encontrarse  des- 
provisto de  todo  recurso.  No  puede  de- 
mandar al  mandatario  como  habiendo 
obrado  en  nombre  de  un  mandante  que 
no  existe,  porque  el  mandatario,  cuan- 
do contrató,  estaba  provisto  de  poderes 
regulares;  no  puede  exigir  de  él  una 
warranty  of  auihoriíy,  porque  el  man- 
datario, ignorando  que  sus  poderes  ha- 
blan finalizado,  contrató  en  virtud  de] 
mandato;  y  tampoco  puede  dirigir  una 
acción  contra  la  sucesión  del  mandan- 
te, porque  el  mandatario  le  representa- 
ba á  él  y  no  a  su  estáte.  Sin  embargo, 
esta  última  solución  es  la  que  suele 
considerarse  como  más  acertada. 

CAPÍTULO  VIH 

De  los  contratos  por  los  cuales  una  cosa 
es   confiada  á   otro 

1.  Reglas  generales  de  los  bailmenU.—i. 
De  loe  hosteleros,  arrieros,  depositarios  j 
prestatarios. 

1.  Conócese  en  Inglaterra  bajo  el 
nombre  genérico  de  bailment  todo  el 
contrato  mediante  el  cual  el  propieta- 
rio de  una  cosa  se  desprende  tempo- 
ralmente de  ella  en  provecho  de  otra 
persona,  que  deberá  devolvérsela  en  la 
época  convenida  ó  después  de  haber 
hecho  de  ella  el  uso  deseado.  Estos 
contratos  son,  por  una  parte,  el  présta- 
mo, el  depósito,  el  contrato  de  trans- 
porte y  el  de  reventa,  y  por  otra,  el 
de  prenda  y  el  de  arrendamiento.  No 
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ud  modo  inconveniente;  en  cambio,  go- 
zan de  un  privilegio  sobre  los  objetos 
del  viajero  por  el  importe  de  los  gastos 
hechos  por  este  último,  pero  no  puede 
detenerle  ni  quitarle  la  ropa  para  co- 
brarse. 

El  arriero,  ó  sea  el  individuo  que  se 
dedica  á  transportar  de  un  punto  á  otro 
los  muebles  y  mercancías  que  le  son 
entregadas  con  este  objeto,  responde 
de  su  pérdida  y  deterioro,  salvo  los  ca- 
sos de  fuerza  mayor.  Está  obligado  á. 
aceptar  el  transporte  de  los  objetos  no 
peligrosos  que  se  ie  confien,  y  á  verifi- 
carle en  un  plazo  razonable.  Deja  da 
ser  responsable  de  las  pérdidas  y  dete- 
rioros cuando  se  han  ocasionado  por 
culpa  del  remitente,  y  provienen,  por 
ejemplo,  de  defecto  en  el  embalaje. 

Puede  también  atenuar  su  responsa- 
bilidad, especialmente  en  lo  que  se  re- 
dore al  plazo  de  la  entrega,  por  un  con- 
venio expreso  con  el  remitente;  y  en 
cuanto  á  la  cantidad  por  la  cual  entien- 
de obligarse,  por  un  aviso  puesto  en 
conocimiento  del  público;  pero  aun  en 
estos  casos  responde  de  su  falta  ó  ne- 
gligencia. 

Estas  reglas  generales  están  deroga- 
das en  ciertos  casos  particulares.  Asi, 
en  cuanto  á  los  conductores  por  tierra, 
el  Camera  Aet  establece  que  no  pue- 
den limitar  ó  atenuar  por  ningún  aviso 
público  su  responsabilidad,  sino  con 
relación  á  las  mercancías  especialmen- 
te enumeradas  en  dicha  Aet,  que  son 
los  efectos  de  oro  y  plata,  la  joyería, 
los  grabados,  etc.;  cuando  el  valor  total 
del  fardo  6  bulto  excede  de  10  libras,  no 
son  responsables  de  la  pérdida  ó  dete- 
rioro de  los  objetos  de  esa  categoría, 
sino  en  tanto  que  el  remitente  ha  de- 
clarado su  naturaleza  y  valor  y  ha  pa- 
gado los  derechos  suplementarios  exi- 
gidos para  esos  objetos  en  una  tarifa  | 


publicada  con  anterioridad.  Dejan  los 
conductores  de  poder  prevalerse  de 
esas  disposiciones  cuando  no  existe  ta- 
rifa especial,  ó  si,  habiendo  sido  decla- 
rado el  valor,  no  han  pedido  los  dere- 
chos suplementarios,  6  si  habiéndolos 
cobrado  rehusan  dar  recibo  de  los  far- 
dos asegurados,  ó  si  el  perjuicio  es 
causado  por  culpa  de  alguno  de  sus  de- 
pendientes. 

En  cuanto  á  los  transportes  por  mar, 
la  responsabilidad  del  propietario  del 
buque  está  regulada,  en  general,  no  por 
el  derecho  común,  sino  por  las  cláusu- 
las del  conocimiento  0  de  la  escritura 
de  fletamento  que  suele  acompañará 
las  mercancías  embarcadas;  lo  más 
frecuente  es  que  esos  contratos  eximan 
al  dueño  del  barco  de  toda  responsabi- 
lidad, no  sólo  por  las  pérdidas  causa- 
das por  fuerza  mayor,  sino  también  por 
las  causadas  por  los  peligros  del  mar, 
y  por  las  provenientes  de  incendio  en 
el  mar,  ó  de  robo  de  materias  precio- 
sas cuya  naturaleza  y  valor  no  han 
sido  exactamente  declarados  por  es- 
crito. Ademas,  fuera  del  caso  en  que 
las  pérdidas  le  son  personalmente  im- 
putables al  dueño  del  barco,  no  puede 
reclamársele  más  de  ocho  libras  por 
tonelada  de  mercancías,  contando  en 
los  buques  de  vela  su  tonelaje  regis- 
trado, y  en  los  de  vapor  su  tonelaje 
bruto  sin  deducción  del  sitio  ocupado 
por  la  máquina. 

En  cuanto  al  depósito,  el  depositante 
no  está  obligado  á  reembolsar  al  depo- 
sitario los  gastos  que  haya  tenido  que 
hacer  para  la  conservación  de  la  cosa, 
y  aun  cuando  un  jurado  se  contentarla 
con  una  prueba  muy  ligera  para  ad- 
mitir que  se  había  estipulado  implíci- 
tamente ese  reembolso,  el  depositario 
no  puede  retener  el  objeto  en  garantía 
del  pago. 


dby  Google 


db,  Google 


43G 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


canelas  que  le  han  sido  confiadas, 
puede,  en  caso  de  siniestro,  reclamar 
su  valor  Integro;  y  después  de  haber 
deducido  lo  que  le  debfa  el  dueño  de 
las  mercancías,  le  entrega  el  exceso. 

4.  Los  seguros  marítimos  más  co- 
rresponden al  derecho  mercantil  que  al 
civil.  Sin  embargo,  diremos  de  ellos 
que,  lo  mismo  que  en  todos  los  demás, 
la  persona  que  suscribe  la  póliza  debe 
tener  interés  en  la  conservación  de  la 
propiedad  asegurada,  si  el  navio  es  in- 
glés ó  si  se  trata  de  mercancías  asegu- 
radas a  bordo  de  un  buque  inglés. 

Cuando  una  póliza  relativa  &  un  na- 
vio, á  las  mercancías  que  en  él  se  ha- 
llen 6  a  un  cargamento  ha  sido  cedida 
de  manera  que  recaiga  el  beneficio  en 
el  propietario  de  ios  objetos  asegura- 
dos, el  cesionario  tiene  derecho  á  acu- 
dir á  los  Tribunales  en  su  propio  nom- 
bre, por  razón  de  las  cláusulas  insertas 
en  la  póliza.y  el  demandado  puede  opo- 
ner todas  las  excepciones  de  que  hu- 
biera podido  prevalerse  contra  la  per- 
sona para  quien  la  póliza  babfa  sido 
hecha  en  un  principio. 

La  cesión  puede  hacerse  por  endoso. 

CAPÍTULO  X 

De  las  posesiones  condicionales,  y  en 
particular  de  los  nmorts-gages» 

1.  Introdncción.— 8.  Restricciones  de  ios  de- 
rechos de  los  adquirentes  de  inmuebles. 
— 3.  De  los  morís-gages:  A.  Preliminares; 
B,  Constitución  y  efectos  generales  del 
mort-gage,  C.  Derechos  y  obligaciones  del 
deudor;  D.  Derechos  y  obligaciones  del 
acreedor;  E.  De  los  bienes  que  pueden  ser 
objeto  de  un  mort-gage;  F.  Del  orden  de 
los  acreedores  hipotecarios  entre  sí. — 4. 
De  otros  derechos  sobre  muebles  é  in- 
muebles análogos  á  los  morís  gages  of 
realty:  A.  Warrant  ofattorney;  estala  by 
eltgit:  registered  jitámentoe;  B.  De  la  pren- 
da.—5.  De  los  Iíctm  y  gwui-lietu. 

1.  Con  el  nombre  de  mort-gage  se  in- 
cluyen en  Inglaterra,  entre  las  posesio- 


nes condicionales,  las  que  nosotros  co- 
nocemos con  los  de  hipoteca  ó  anti- 
cresis.  Antes  de  estudiarlos,  diremos 
algo  de  las  restricciones  aportadas  á 
los   derechos  de   los  adquirentes  in- 


S.  Las  condiciones  á  las  cuales  se 
subordina  el  disfrute  de  un  inmueble, 
se  derivan  con  frecuencia  de  las  cláu- 
sulas de  un  testamento  ó  de  un  contra- 
to de  matrimonio,  siendo  muy  raro  que 
se  incluyan  en  un  contrato  de  venta 
fuera  del  caso  en  que  la  posesión  sea 
vitalicia  ó  á  término.  En  caso  de  venta 
de  un  feudo  simple,  el  vendedor  que 
quiere  limitar  los  derechos  del  compra- 
dor le  hace  firmar  un  convenio  que  le 
obliga  siempre,  aunque  no  se  puede  de- 
terminar fácilmente  si  obliga  igual- 
mente á  sus  sucesores  ó  causa-habien- 
tes; pero  si  obliga  á  sus  herederos  y 
ejecutores  siempre  que,  según  el  uso, 
los  herederos  hayan  sido  mencionados. 

El  firmante  debe  abonar  daños  y  per- 
juicios, si  por  una  razón  cualquiera  el 
convenio  caducare  con  relación,  por 
ejemplo,  á  un  tercero  adquirente  que 
no  se  hallare  prevenido. 

Las  condiciones  pueden  ser  suspen- 
sivas 6  resolutorias.  Las  imposibles, 
inmorales  ó  contrarias  al  orden  públi- 
co impiden,  si  son  suspensivas,  la 
transmisión  del  inmueble;  si  son  reso- 
lutorias, quedan  anuladas. 

Con  el  nombre  de  condiciones  repug- 
nantes, se  designan  las  que  son  contra- 
rias á  la  esencia  misma  de  la  posesión 
que  se  quiere  subordinar  á  ellas;  se  tie- 
nen por  no  escritas. 

Por  último,  hay  condiciones  expre- 
sas é  implícitas,  siendo  éstas  las  que 
no  se  anuncian  en  debida  forma. 

S.— A.  Prescindiendo  de  exponer  el 
desenvolvimiento  histórico  de  la  insti- 
tución, apuntaremos  que  de  muy  anli- 
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B.  Desde  el  punto  de  vista  de  la  for- 
ma, el  acta  constitutiva  de  un  mort-gage 
consiste  habitual  men^e  en  una  cesión 
del  bien  en  provecho  del  acreedor  y  de 
sus  herederos  perpetuamente,  bajo  la 
condición  de  que  si  el  cedente  paga  en 
cierto  día  determinada  suma,  el  cesio- 
nario deberá  devolverle  el  inmueble,  y 
hasta  que  la  pague  continuara  siendo 
propietario  de  él  y  podrá  venderle  al 
llegar  el  día  Ajado  para  cobrarse  su 
crédito  en  principal  y  accesorias,  de; 
biendo  entregar  al  cedente  el  resto  del 
precio. 

El  acreedor,  en  virtud  de  ese  acta, 
tiene  derecho  á  instalarse  en  el  inmue- 
ble; pero  predominando  como  predomi- 
nan las  reglas  de  equidad,  lo  general 
es  que  no  se  instale. 

En  Inglaterra  no  hay  registros  para 
hacer  público  el  mort-gage  más  que  en 
los  condados  de  Middlesex,  York  y 
Kingston-sur-Hull,  en  los  cuales,  á  fal- 
ta de  inscripción,  el  acto  es  nulo  con 
relación  á  los  adqui rentes  ó  hipotecan- 
tes ulteriores. 

Cuando  al  acta  constitutiva  del  morf- 
gage  se  ha  añadido  la  obligación  de  re- 
sarcir la  deuda  (eooenant  to  pay),  el 
acreedor  puede  reclamar,  además  del 
capital,  veinte  años  de  intereses  atra- 
sados. A  falta  de  esta  estipulación,  no 
puede  reclamar  más  que  seis.  Pero  en 
todo  caso  tiene  derecho  á  añadir  á  lo 
principal  de  su  crédito  el  importe  de  los 
gastos  de  percepción  y  de  las  repara- 
ciones necesarias. 

En  principio,  el  mort-gage  legal  no 
responde  de  los  préstamos  que  el  acree- 
dor haya  hecho  al  deudor  ulteriormen- 
te, aunque  se  haya  estipulado  asi  por 
un  convenio  verbal.  El  mort-gage  de 
equidad  puede  aplicarse  á  deudas  ulte- 
riores si  se  han  contraído  con  esa  con- 
dición. 


Salvo  estipulación  en  contrario,  los 
gastos  del  mort-gage  corren  á  cargo  del 
deudor.  Cuando  un  acta  de  mort-gage 
se  anula,  los  Tribunales  de  equidad 
obligan  al  deudor  á  hacer  una  nueva. 
Sin  embargo,  esa  segunda  acta  seria 
aventajada  por  un  mort-gage  regular 
constituido,  en  el  intervalo,  á  un  terce- 
ro de  buena  fe. 

G.  Ya  queda  sentado  que  el  deudor 
que  constituye  un  mort-gage  se  consi- 
dera por  ley  como  habiendo  perdido  la 
propiedad  del  inmueble;  pero  por  equi- 
dad la  conserva,  hasta  que  su  Taita  de 
pago  obligue  al  acreedor  á  apropiár- 
sela. 

De  todas  las  facultades  del  deudor, 
la  más  importante  es  la  del  rescate, 
reconocido  hoy  como  un  verdadero  de- 
recho real. 

El  deudor,  en  cuanto  continúa  siendo 
el  verdadero  propietario  del  bien  por 
equidad,  conserva  sobre  él  todos  los 
derechos  de  disposición  y  administra- 
ción, siempre  que  sean  compatibles  con 
los  intereses  del  acreedor. 

La  facultad  de  rescate  se  rige,  como 
el  dominio  del  cual  se  deriva,  por  la  ley 
general  ó  por  la  lex  loei. 

La  facultad  de  rescate  no  pertenece 
exclusivamente  al  deudor  que  ha  cons- 
tituido el  mort-gage,  pues  pueden  ejer- 
citarla igualmente  bus  causa- habientes. 

Todo  el  que  tiene  facultad  para  res- 
catar el  mort-gage  puede  también  res- 
catar Iob  créditos  preferentes  á  su  pro- 
pio derecho,  reembolsándolos  en  prin- 
cipal y  accesorias.  En  una  acción  de 
exclusión,  la  costumbre  es  ofrecer  el 
rescate  de  todos  los  créditos  preferen- 
tes al  del  demandante  y  reclamar,  si 
hay  lugar  á  ello,  la  exclusión  de  los  que 
vengan  después,  dejando  á  salvo  &  los 
propietarios  de  estos  últimos  su  dere- 
cho á  rescatar  á  su  vez  al  demandante. 
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El  rescate  do  puede  hacerse  antes  de 
la  época  Ajada  en  el  acta,  aunque  el 
deudor  ofrezca  pagar  los  intereses  que 
se  debieran  hasta  dicha  época.  Si  el 
acreedor  consiente  en  que  se  le  pague 
anticipadamente,  tiene  derecho  al  abo- 
no de  los  intereses  hasta  el  día  del  ven- 
cimiento estipulado.  Si  después  de 
transcurrido  el  vencimiento  el  deudor 
quiere  librarse,  debe  avisar  al  acree- 
dor con  seis  meses  de  anterioridad,  y 
por  escrito;  y  si  no  le  paga  el  día  esti- 
pulado, se  aguarda  durante  un  nuevo 
plazo  de  seis  meses.  Si  el  acreedor 
acepta  el  pago  antes  de  que  transcurra 
cualquiera  de  estos  plazos,  tiene  dere- 
cho a  Iob  intereses  del  semestre  com- 
pleto. 

Cuando  el  acreedor  ha  entrado  en  po- 
sesión del  bien,  el  deudor  tiene  para 
rescatarle  un  plazo  de  doce  años,  y  si 
durante  ellos  ha  estado  incapacitado, 
otro  suplementario  de  seis. 

Mientras  dura  el  mort-gage,  la  facul- 
tad del  rescate  constituye  en  provecho 
del  deudor  un  estáte  que  puede  enage- 
nar  y  transmitir  a  sus  herederos,  lo  mis- 
mo que  cualquier  otro  estáte  in  eqitity. 
Cuando  muere,  el  inmueble  hipotecado 
pasa  á  sus  legatarios  si  ha  hecho  testa- 
mento, ó  a  sus  herederos  ab  intettato. 

Una  ley  de  1854  ordenaba  que  si  el 
deudor  moría  sin  haber  dejado  instruc- 
ciones en  contrario,  el  heredero  6  lega- 
tario a  quien  pasaba  el  inmueble  no  po- 
día exigir  que  la  deuda  se  pagase  con 
la  fortuna  mueble  del  difunto;  el  inmue- 
ble hipotecado  era  el  que  debía  quedar 
afecto,  en  primer  término,  á  la  deuda 
que  garantizaba.  Otra  ley  de  1867  vino 
afijar  el  sentido  de  la  anterior  estatu- 
yendo que  si  una  persona  ordenaba  en 
su  testamento,  en  términos  generales, 
que  todas  sus  deudas  fueran  pagadas 
con  su  fortuna  mueble,  esta  disposición 


no  derogaba  el  principio  de  la  ley 
de  1854,  siendo  preciso  para  que  la  de- 
rogase, que  el  testador  hubiera  decla- 
rado expresamente  que  esa  era  bu  in- 
tención. Hoy  estas  dos  leyes,  cuando 
se  trata  de  una  persona  muerta  des- 
pués del  31  de  Diciembre  de  1877,  se 
aplican  indistintamente,  de  una  parte  á 
toda  clase  de  tierras  y  heredades  cual- 
quiera que  sea  la  clase  de  su  posesión, 
y  por  otro  lado  á  toda  persona  que  ten- 
ga derechoB  que  ejercitar  sobre  un  in- 
mueble gravado  el  día  de  su  falleci- 
miento con  un  mort-gage  ó  con  cual- 
quier otra  equitable  eharge,  haya  ó  no 
dejado  testamento  el  difunto.  El  here- 
dero ó  legatario  del  inmueble  no  puede 
exigir  que  la  suma  debida  sea  pagada 
con  otros  bienes  del  difunto,  sino  cuan- 
do éste  lo  ha  ordenado  expresamente. 

El  deudor  tiene  derecho  &  hipotecar, 
para  seguridad  de  otro  crédito,  el  dere- 
cho de  rescate  que  le  compete,  pero  lo 
pierde  si  hipoteca  dos  veces  el  mismo 
inmueble  sin  avisar  al  segundo  acree- 
dor la  existencia  de  la  primera  hipo- 
teca. 

El  deudor,  mientras  permanece  en 
posesión  del  inmueble  hipotecado,  no 
tiene  que  dar  cuenta  de  los  frutos  y  ren- 
tas aunque  el  acreedor  pruebe  que  sus 
seguridades  son  insuficientes. 

Sin  embargo,  este  derecho  está  so- 
metido a  varias  restricciones,  á  fin  de 
que  no  se  use  de  él  en  perjuicio  ó  en 
fraude  del  acreedor,  por  lo  cual  los  Tri- 
bunales de  equidad  impiden  al  deudor 
hacer  devastaciones  que  disminuyan 
el  valor  de  los  bienes,  y  hasta  permiten 
que  el  acreedor  despoje  al  deudor  de  la 
finca  si  con  su  conducta  da  lugar  a  ello, 
pues  no  está  considerado  masque  como 
un  tenantat  wül.  Por  tener  esta  carác- 
ter, no  puede  concertar  un  arrenda- 
miento que  pueda  oponerse  al  acree- 
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dor,  teniendo  éste  derecho  &  expulsar 
al  arrendatario  sin  ningún  aviso  previo, 
por  cuya  razón  es  costumbre  que  aeree. 
dor  y  deudor  se  pongan  de  acuerdo  en 
todo  lo  relativo  al  arrendamiento. 

El  Tribunal  de  Cancillería,  para  evi- 
tar que  se  perjudique  al  deudor,  ha 
sentado  el  principio  de  que  cuando  un 
crédito  devenga  intereses,  es  nula  la 
cláusula,  por  la  cual  las  partes  conven- 
gan en  que  el  interés  se  aumentará 
cuando  no  se  paguen  los  plazos  pun- 
tualmente, y  admite,  por  el  contrario, 
que  las  partes  puedan  Ajar  un  interés 
elevado  á  condición  de  que  el  acreedor 
se  conformarla  con  que  sea  menor  si 
se  le  paga  puntualmente. 

D.  El  acreedor  se  hace,  por  el  mori- 
gage,  propietario  legal  del  fundo,  y,  por 
consiguiente,  por  ley  puede  tomar  in- 
mediatamente posesión  de  él,  ó  si  está 
arrendado,  percibir  los  frutos;  sobre 
éstos  puede  imputar  los  gastos  necesa- 
rios de  percepción. 

El  acreedor  tiene  también  la  facultad 
de  exigir  que  el  deudor  pague  un  re- 
caudador especial  si  el  contrato  no  le 
dispensa  expresamente  de  ello.  Pero 
los  Tribunales  de  equidad,  para  evitar 
abusos,  se  niegan  á  conceder  al  acree- 
dor ninguna  indemnización  por  traba- 
jos, personales  ó  por  los  salarios  de  un 
recaudador  que  baya  nombrado  sin 
previo  convenio  con  el  deudqr. 

Cuando  el  acreedor  está  en  posesión 
del  bien,  está  obligado  á  hacer  las  re 
paraciones  necesarias  hasta  donde  al- 
cance el  excedente  de  las  rentas.  Tiene 
derecho  á  que  se  le  reembolsen  (pero 
no  á  que  se  le  anticipen)  los  gastos  que 
haya  tenido  que  suplir  para  la  renova- 
ción de  los  arrendamientos  ó  la  con- 
servación de  su  titulo. 

Por  equidad,  el  acreedor  hipotecario 
que  está  en  posesión  del  bien,  es  con- 


siderado como  un  representante  ó  bai 
UJJ del  deudor,  y  debe  rendir  cuentas 
de  las  rentas  que  obtenga  del  dominio; 
pero  únicamente  de  las  que  perciba  en 
aquel  entonces,  sin  que  pueda  obligár- 
sele á  que  saque  de  la  linca  mejor  par- 
tido. 

Mientras  no  se  le  pague  lo  debido,  el 
acreedor  no  puede  ser  obligado  á  exhi- 
bir los  títulos  de  propiedad  de  la  finca, 
aunque  la  exhibición  sea  solicitada  por 
el  deudor  con  objeto  de  contratar  un 
préstamo  para  extinguir  la  primera 
obligación;  pero  en  el  momento  del 
rescate  el  acreedor  debe  restituirlos 
bajo  la  pena  de  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios. 

El  arrendamiento  hecho  por  el  acre- 
dor  al  deudor  de  la  ñnca  hipotecada, 
suele  declararse  nulo.  El  deudor,  mien- 
tras permanece  en  posesión  del  fundo, 
puede  arrendarle  con  la  condicón  de 
entregar  á  sus  acreedores  hipotecarios 
una  copia  del  contrato  en  el  plazo  de 
dos  meses  desde  que  éste  se  verificó. 
También  el  acreedor  que  está  en  pose- 
sión de  la  finca  puede  arrendarla,  salvo 
pacto  en  contrario.  Los  arriendos  asi 
autorizados  son  los  que  no  exceden  de 
veintiún  años,  ó  de  noventa  y  nueve  si 
son  para  construir  (building  leases). 

Cuando  el  mort-gage  se  constituye 
sobre  una  posesión  por  arrendamiento 
y  el  acreedor  lo  renueva,  el  nuevo 
arriendo  queda  sometido  á  las  mismas 
necesidades  de  equidad  que  el  prece- 
dente. Del  mismo  modo  cuando  el  mort- 
gage  se  constituye  sobre  un  derecho  de 
patronato  y  queda  vacante  el  beneficio, 
la  presentación  corresponde  al  deudor 
y  no  al  acreedor.  (Véase  lo  expuesto  al 
tratar  de  los  derechos  de  señorío  y  de 
patronato  en  el  capitulo  de  los  bienes 
incorporales.) 

El  acreedor  no  tiene  derecho  &  hacer 
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luntaria  del  acreedor;  pero  es  necesa- 
rio que  devuelva  al  deudor  el  derecho 
real  que  le  competía  sobre  el  inmueble. 
Lo  mismo  ocurre  en  caso  de  pago  del 
crédito. 

B.  Por  lo  general  sólo  las  posesiones 
libres  son  objeto  de  un  morí-gage.  Pero 
la  ley  no  prohibe  que  se  constituya  so- 
bre posesiones  de  otra  clase,  como  un 
copyhold  ó  un  leasehold. 

El  mort-gage  de  un  copyhold  se  efec- 
túa, lo  mismo  que  la  enagenación,  me- 
diante la  entrega  que  el  vendedor  hace 
del  bien  en  manos  del  señor  del  caserío 
en  provecho  del  acreedor,  y  la  admi- 
sión de  éste  en  calidad  de  poseedor;  si 
el  deudor  paga,  se  anula  la  entrega. 

Los  arrendamientos  á  largo  término 
se  constituyen  frecuentemente  en  morí  - 
gage;  el  arrendatario  delega  en  el  acree- 
dor su  derecho  al  disfrute  del  bien  du- 
rante el  número  de  años  que  falten  por 
transcurrir,  bajo  reserva  de  devolución 
en  caso  de  pago  a  su  debido  tiempo,  y 
a  condición  de  permanecer  en  paci- 
fica posesión  del  leasehold  hasta  que 
incurra  en  mora. 

El  acreedor  hipotecario  queda  obli- 
gado para  con  el  arrendador,  mientras 
dure  el  mort-gage,  al  pago  del  canon,  y 
en  general,  á  la  exacta  observación  de 
las  cláusul as  del  arriendo,  salvo  su  re- 
curso contra  el  deudor.  Mas  para  librar 
al  acreedor  de  esta  responsabilidad  tan 
enorme,  se  da  muchas  veces  á  la  hipo- 
teca de  un  leasehold  la  forma  de  sub- 
arriendo, para  que  el  acreedor  (sub- 
arrendatario) se  entienda  sólo  con  el 
deudor  (arrendatario). 

No  siendo  factible  muchas  veces  cons- 
tituir inmediatamente  un  mort-gage  re- 
gular, se  subsana  esto  depositando  en 
manos  del  acreedor  los  Ututos  de  pro- 
piedad del  inmueble.  Este  depósito  crea 
sobre  el  inmueble  un  mort-gage  de  equi- 


dad, aunque  no  se  haya  hecho  constar 
por  escrito.  Lo  mismo  ocurre  con  las 
copias  del  contrato  relativas  a  tierras 
poseídas  en  copyhold;  pero  aquí  es  pre- 
ciso que  el  convenio  se  haya  efectuado 
realmente  ó  haya  sido  consignado  por 
escrito. 

£1  depósito  de  títulos  garantiza,  no 
Bolo  la  suma  anticipada  en  el  momento 
del  depósito,  sino  también  los  présta- 
mos ulteriores  del  acreedor,  si  se  ba 
convenido  asi  en  el  momento  del  pri- 
mer anticipo  de  fondos,  ó  si  se  prueba 
que  los  préstamos  ulteriores  se  hicie- 
ron con  esa  condición  expresa  ó  tá- 
cita. 

El  mort-gage  de  equidad  devenga  un 
interés  de  4  por  100  anual.  El  acreedor 
que  está  garantizado  por  un  mort-gage 
de  equidad  es  preferente  á  un  acreedor 
posterior  que  goce  de  un  mort-gage  le- 
gal, cuando  éste,  en  el  momento  que 
ha  entregado  los  fondos,  tenia  conoci- 
miento de)  depósito  de  los  títulos  en 
manos  del  primero  ó  comete  la  falta  de 
no  informarse  de  los  títulos. 

F.  En  principio  los  acreedores  hipo- 
tecarios guardan  entre  si  el  orden  de 
fechas  de  sus  respectivas  hipotecas. 
Pero  hay  diversas  circunstancias  que 
pueden  modiñcar  esa  clasificación  de 
fechas.  Asi,  cuando  un  acreedor  hipo- 
tecario abandona  imprudentemente  los 
títulos  de  propiedad  y  pone  al  deudor 
en  disposición  de  constituir  un  nuevo 
mort-gage  de  equidad  por  depósito  de 
los  títulos  y  al  principio  del  primero, 
el  segundo  acreedor  puede  llegar  a  ser 
el  preferente.  Estudiaremos,  ademas, 
lo  que  se  denomina  the  taeking  y  la 
consolidación  de  los  morts-gages. 

El  Ifzeftf'n^  puede  describirse  asi:  cuan- 
do un  primer  acreedor  hipotecario  que 
goza  Bolo  con  este  titulo  de  un  légale*- 
tote  presta  ulteriormente  dinero  al  mis- 
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mo  deudor  sin  haber  sido  advertido  de 
que  en  el  intervalo  ese  deudor  ha  cons- 
tituido sobre  el  inmueble  un  segundo 
mort-gage  en  favor  de  tercero,  Be  an- 
ticipa por  su  nuevo  crédito  á  ese  hi- 
potecante intermedio;  y  si  un  tercer 
acreedor  que  ha  prestado  dinero  al  deu- 
dor sin  tener  conocimiento  de  la  exis- 
tencia de  un  segundo  mort-gage,  se 
hace  transferir  el  primero,  tiene  el  de- 
recho de  unir  su  propio  mort-gage  ter- 
cero al  primero,  del  cual  se  ha  hecho 
poseedor,  anteponiendo  asi  el  tercer 
crédito  al  segundo. 

En  la  consolidación,  la  unión  se  efec- 
túa entre  varias  deudas  garantidas  por 
inmuebles  diferentes,  de  suerte  que,  si 
un  mismo  acreedor  presta  varias  veces 
seguidas  al  deudor  &  cambio  de  dife- 
rentes morts-gages,  se  coloca  en  la 
misma  situación  favorable  que  si  el 
conjunto  de  inmuebles  sobre  los  cuales 
tiene  derechos  le  hubiesen  sido  hipote- 
cados por  la  totalidad  de  sus  créditos. 
El  deudor  no  puede  rescatar  uno  de  los 
mort-gages  sin  rescatar  al  mismo  tiem- 
po todos  los  demás,  y  el  acreedor  pue- 
de perseguir  sobre  los  diversos  inmue- 
bles el  pago  de  lo  que  se  le  debe,  bien 
por  el  primer  crédito,  bien  por  cual- 
quiera otro.  Esta  regla  es  extensiva  al 
caso  de  que  varios  créditos  vengan  á 
parar  á  manos  de  una  misma  persona. 
Pero,  según  el  Corweyaneing  and  law 
o/property  Act  de  1881,  el  deudor  pue- 
de, salvo  pacto  en  contrario,  extinguir 
una  sola  de  las  deudas,  y  librar  el  in- 
mueble que  la  garantizaba,  aunque  el 
mismo  acreedor  tenga  contra  él  otros 
créditos  garantidos  por  inmuebles  dife- 
rentes. 

También  puede  el  acreedor  perder  su 
derecho  de  prioridad  en  casos  de  dolo  ó 
negligencia. 

4.— A.  El  warrant  of  attorney  viene 


á  suplir  al  estáte  by  statute  «tapie  y  al 
state  by  statute  merehant,  caídos  hoy 
en  desuso,  y  mediante  los  cuales  cuan- 
do el  deudor  que  consiente  y  firma  un 
bond  no  paga  la  deuda  el  día  que  ven- 
ce, el  sAerifhace  entrega  de  sus  bienes 
muebles  é  inmuebles  al  acreedor  para 
que  los  conserve  hasta  su  completo 
pago. 

Otra  clase  de  mort-gage  se  deriva  del 
elegit,  mediante  el  cual  un  acreedor  cu- 
yos títulos  han  sido  reconocidos  por 
sentencia  firme,  adquiere  directamente 
los  inmuebles  del  deudor.  Inmediata- 
mente después  de  la  firma  de  la  sen- 
tencia, el  therif  se  provee  de  una  eje- 
cutoria, en  virtud  de  la  cual  entra  en 
posesión  de  los  inmuebles  y  los  entrega 
al  acreedor  para  que  los  conserve  has- 
ta el  completo  pago.  El  acreedor  queda 
en  la  misma  situación  que  si  fuera  hi- 
potecario, pero  no  puede  obrar  como 
este  último  sino  al  cabo  de  un  año. 

Por  último,  un  mort-gage  análogo  re- 
sulta del  registro  de  toda  sentencia  dic- 
tada por  un  Tribunal  de  ley  ó  de  equi- 
dad reconociendo  la  existencia  de  una 
deuda.  Cuando  esa  sentencia  se  ha  ins- 
cripto en  los  registros  del  Tribunal  de 
pleitos  ordinarios,  y  la  inscripción  se 
renueva  cada  cinco  años,  la  deuda  gra- 
va los  inmuebles  del  deudor  aun  en 
contra  de  todo  adquirente  ó  acreedor 
hipotecario  posterior. 

B.  En  el  mort-gage  sobre  bienes  mue- 
bles, el  objeto  dado  en  prenda,  aunque 
se  considera  de  la  propiedad  del  acree- 
dor, continúa  en  posesión  del  deudor 
hasta  que  éste  se  vea  obligado  a  entre- 
garle por  haber  faltado  al  pago.  El  deu- 
dor es  también  quien  tiene  el  derecho 
de  reivindicación  contra  tercero. 

Todo  acto  pignoraticio  de  muebles 
que  dé  al  adquirente  derecho  de  pose- 
sionarse en  todo  ó  en  parte  de  dichos 
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scribirse  en  el  regis- 
el  Banco  de  la  Reina, 
i,  en  cuanto  á  los  hie- 
len en  posesión  apa- 
r,  bien  en  considera- 
!  sus  acreedores,  en 
lien  en  consideración 
is  personas  que  pue- 

bienes  del  vendedor, 
Lción  á  los  assignees 

de  bienes  en  prove- 

ri-gage  sobre  bienes 
e  la  ley  inglesa  el 
renda,  tal  como  nos- 

)S. 

;o  para  libertar  el  ob- 
da,  el  deudor  que  le 
recobrar  la  prenda  á 
r  en  un  plazo  razo- 
fijado  plazo  para  el 
librar  el  objeto  du- 
.,  á  menos  que  se  le 
írmino  para  hacerlo; 
luerte  pasa  á  sus  re 
recho  de  recobrar  la 
la  deuda.  Ante  los 
uidad,  si  el  deudor 

0  del  pago,  puede  el 
in  aviso  previo,  ven- 
necesidad  de  estar 

lio  por  una  sentencia 
contrato  de  prenda, 
ndicación  corre  spon- 

incking  se  aplica  aún 
en  materia  de  bienes 
de  inmuebles. 
buques  debe  hacerse 
■ipta  por  el  Merehant 
>4,  y  ser  inscripta  en 

1  puerto  en  que  el  bu- 
ido. 

que  esta  afecto  á  la 
>s  créditos,  éstos  se 


gradúan  entre  si  por  el  orden  de  ins- 
cripción, cualquiera  que  sea  la  fecha 
respectiva  de  los  contratos.  Cada  acre- 
edor inscripto  tiene  derecho  á  reclamar 
la  venta  del  buque  para  cobrar  bu  cré- 
dito; pero  los  acreedores  posteriores  no 
pueden  hacerlo  sino  con  el  concurso  de 
los  anteriores,  &  menos  que  el  Juez 
competente  dé  una  autorización  expre- 
sa. Las  hipotecas  de  buques  no  quedan 
afectas  en  modo  alguno  a  la  quiebra  del 
deudor. 

No  puede  hacerse  valer  un  mort-gage 
sino  en  el  plazo  de  doce  años,  á  partir, 
bien  del  momento  en  que  una  persona 
puede  prevalerse  de  sus  derechos,  bien 
del  último  pago  parcial  6  acto  de  reco- 
nocimiento hecho  por  el  deudor. 

5.  Entre  los  privilegios  mobiliarios  é 
inmobiliarios  se  encuentra  el  lien,  que 
es  un  derecho  en  virtud  del  cual  una 
persona  tiene  uno  ó  varios  objetos  per- 
tenecientes a  otra,  hasta  que  ésta  le 
haya  reembolsado  lo  que  le  debe.  El 
particular  lien  es  el  privilegio  que  com- 
pete á  una  persona  sobre  una  cosa  por 
razón  de  la  cual  tiene  que  recibir  una 
suma  del  propietario.  El  general  lien 
es  el  derecho  de  retener  ciertos  bienes 
del  deudor  por  razón  de  un  balance  ge- 
neral de  cuentas. 

La  ley  concede  un  privilegio  es- 
pecial: 

1."  A  los  arrieros  ó  conductoras  y 
hosteleros  sobre  los  objetos  que  se  les 
confian; 

2."  A  toda  persona  que  ha  sido  en- 
cargada de  transformar  ó  de  reparar 
un  objeto  mueble  por  el  precio  de  su 
trabajo. 

Los  privilegios  generales,  cuando  no 
resultan  de  un  convenio  expreso  ó  de 
la  naturaleza  misma  de  las  relaciones 
existentes  entre  las  partes,  se  derivan 
de  los  usos  propios  de  ciertas  indus- 
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trias  y  comercios,  pudiendo  estar  cir- 
cunscriptos á  determinadas  localida- 
des. Existen  especialmente  en  las  in- 
dustrias siguientes :  propietarios  de 
muelles  de  desembarco,  tintoreros,  im- 
presores en  tela,  Tactores,  corredores 
de  seguros,  banqueros  y  arrieros. 

En  materia  de  usos  comerciales  ó  en 
materia  marítima,  en  caso  de  salva- 
mento ó  de  averias,  la  equidad  recono- 
ce un  privilegio  que  no  existe  por  ley. 
Asi,  cuando  el  precio  de  venta  de  un 
inmueble  no  está  Integramente  salda- 
do, el  vendedor  conserva  sobre  el  in- 
mueble un  lien  in  equity  por  la  canti- 
dad que  resta  por  cobrar,  con  más  el 
interés  del  4  por  100. 

Los  privilegios  sobre  inmuebles  difie- 
ren de  los  privilegios  sobre  muebles  en 
que  los  primeros  no  nacen  sino  cuando 
el  inmueble  na  sido  entregado  al  adqui- 
rente,  mientras  que  los  segundos  no 
subsisten  sino  cuando  el  objeto  perma- 
nece en  manos  del  vendedor,  y  cesan 
cuando  entra  á  poseerle  el  adquirente. 

El  privilegio,  cualquiera  que  sea  su 
clase,  deja  subsistente  la  propiedad  en 
la  persona  &  quien  correspondía  ante- 
riormente. El  acreedor  consérvala  po- 
sesión y  el  derecho  de  reivindicación; 
si  abandona  el  objeto,  se  extingue  el 
privilegio. 

La  equidad  admite  derechos  equiva- 
lentes á  los  privilegios  {quasi-liena). 
Asf,  una  propiedad  mueble  ó  inmueble 
puede  ser  gravada  en  virtud  de  un  con- 
venio expreso  ó  tácito  que  cree  un  fidei- 
comiso, ó  en  virtud  de  un  legado  garan- 
tido sobre  un  inmueble. 

Si  un  hombre  vende  sus  bienes  y 
presta  dinero  al  comprador  para  hacer 
en  ellos  trabajos  de  mejoramiento,  goza 
de  un  privilegio  sobre  ese  préstamo,  lo 
mismo  que  sobre  el  precio  de  la  venta. 
El  coarrendatario  que    renueva  el 


arriendo  en  beneficio  de  sus  compañe- 
ros, goza  también  de  un  privilegio  so- 
bre las  porciones  de  éstos. 

Estos  y  otros  casos  de  quasi-liena  re- 
conocen excepciones  que  no  creemos 
detallar. 


CAPÍTULO  XI 

De  los  obligaciones  que  se  contraen 
sin  convenio 

i.  Nociones  generales.— 2.  De  la  responsa- 
bilidad del  amo. — 3.  De  la  responsabili- 
dad del  propietario  de  animales. 

1.  Entre  las  obligaciones  no  contrac- 
tuales admite  el  derecho  inglés  la  non- 
feasance  ú  omisión  de  un  acto  que  le- 
galmente  debió  cumplirse;  la  mis/ea- 
sance  ó  cumplimiento  incompleto  é 
insuficiente  de  semejante  acto;  y  la 
malfeasance  ó  comisión  de  un  acto  ilí- 
cito. 

Antiguamente  no  podia  intentarse 
ninguna  acción  por  estas  causas,  sino 
cuando  el  autor  y  el  perjudicado  vivían; 
hoy,  en  caso  de  Fallecimiento  originado 
por  una  falta  ó  negligencia,  que  si  no 
hubiese  causado  la  muerte,  habría  au- 
torizado á  la  victima  á  demandar  da- 
ños y  perjuicios,  el  autor  puede  ser  re- 
querido para  que  indemnice,  no  obstan  te 
"el  fallecimiento  de  la  victima;  la  acción 
debe  intentarse  en  los  doce  meses  si- 
guientes al  fallecimiento,  á  nombre  del 
albacea  ó  del  administrador  de  la  suce- 
sión del  difunto,  en  provecho  del  cón- 
yuge sobreviviente,  de,  los  padres,  hi- 
jos, abuelos,  suegros,  yernos,  etc.  de 
la  victima,  en  la  proporción  que  el  ju- 
rado quiera  determinar.  Cualquiera  de 
estas  personas  puede  también  intentar 
la  acción  si  los  albaceas  ó  ejecutores 
no  lo  hacen. 

Si  una  persona  ataca  y  hiere  á  otra, 
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pero  no  muere  á  consecuencia  de  las 
heridas,  el  albacea  ó  administrador  no 
puede  intentar  ninguna  acción  por  ese 
hecho,  que  ha  atentado  á  la  persona 
del  difunto,  pero  no  á  su  patrimonio. 

Las  acciones  ex  delicio  no  tienden 
más  que  á  la  reparación  del  perjuicio 
pecuniario  sufrido. 

La  seducción  de  una  mujer  no'casada 
no  engendra  acción  en  derecho  común, 
cualesquiera  que  sean  los  manejos  con 
que  se  haya  preparado.  Por  si  misma 
la  victima  no  puede  obtener  indemniza- 
ción alguna;  pero  sí  está  dedicada  á 
cualquier  servicio,  su  amo  puede  re- 
clamar del  seductor  una  indemnización 
por  razón  del  perjuicio  que  le  ocasiona 
la  perdida  del  servicio  resultante  de  la 
seducción.  Los  padres  y  madres,  como 
tales,  no  tienen  acción  ninguna  contra 
el  seductor  de  su  hija,  y  únicamente 
pueden  reclamar  justificando  que  su 
hija  les  prestaba  servicios  domésticos, 
asimilándola  á  una  sirviente. 

Pero  el  Jurado  no  eBtá  obligado  á  de- 
cretar que  se  abone  solamente  el  im- 
porto de  esa  pérdida  de  servicio,  sino 
que  puede  aumentar  la  cantidad  de  la 
indemnización  en  razón  al  afecto  de  los 
padres. 

La  seducción  de  una  mujer  casada 
da  lugar  á  una  acción  de  divorcio,  y  á 
que  se  condene  al  seductor  á  abonar 
daños  y  perjuicios. 

Las  acciones  derivadas  de  delitos 
contra  la  propiedad,  prescriben  álos 
seis  años;  las  de  los  delitos  contra  las 
personas  &  los  cuatro,  y  las  de  una  di- 
famación á  los  dos. 

Independientemente  de  .los  recursos 
judiciales  que  competen  á  la  victima 
de  todo  acto  dañoso,  puede  en  cierta 
parte  hacerse  justicia  á  s!  mis  ■  a.  Ast, 
cuando  ha  sido  injustamente  despojada 
de  una  cosa  que  le  pertenece,  tiene  de- 


recho a  recobrarla  allí  donde  la  en- 
cuentre, á  condición  de  no  hacerlo  de 
una  manera  que  perturbe  el  orden  pú- 
blico. Cuando  un  vecino  edifica  privan- 
do de  las  luces  á  otro,  el  perjudicado 
tiene  derecho  á  destruir  «pacíficamen- 
te» lo  edificado  por  el  primero. 

Si  en  un  camino  público  se  levanta 
un  obstáculo,  todo  transeúnte  tiene  de- 
recho á  destruirle. 

2.  En  principio,  el  amo  es  responsa- 
ble de  los  actos  realizados  por  su  cria- 
do ó  aprendiz,  si  éste  ha  obrado  por  su 
orden  expresa  ó  implícita,  ó  si  el  hecho 
se  ha  realizado  por  falta  de  euidado  ó 
vigilancia  del  amo. 

Se  entiende  que  el  amo  ha  ordenada 
todo  lo  que  autoriza  en  el  curso  ordina- 
rio de  las  ocupaciones  de  su  criado  y 
todo  lo  que  no  le  prohibe  que  haga. 

Es  preciso,  para  que  alcance  al  amo 
la  responsabilidad,  que  el  criado  haya 
obrado  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 

Es  responsable  el  amo  dej  perjuicio 
que  origine  el  criado  arrojando  ó  depo- 
sitando alguna  cosa  en  la  vía  pública. 

No  es  responsable  el  amo  del  daño  ó 
herida  que  un  criado  de  su  casa  cause 
á  otro  compañero  trabajando  juntos, 
excepto  cuando  puede  reprocharse  á 
aquél  de  haber  sido  imprudente  al  uti- 
lizar en  el  servicio  al  autor  del  daño. 

3.  El  dueño  de  animales  que  los  obli- 
ga á  entrar  en  propiedad  ajena,  6  los 
deja  vagar  por  ella,  es  responsable  de 
los  daños  que  ocasionen.  La  parte  per- 
judicada puede  reclamar  la  indemniza- 
ción ó  quedarse  con  los  animales  hasta 
que  el  propietario  haya  pagado. 

También  responde  el  dueño  de  ani- 
males, y  con  mayor  motivo,  de  los  da- 
ños que  ocasionen  á  las  personas,  ya 
instigándoles  ó  ya  dejándoles  salir 
donde  pueden  causar  el  daño, 
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De  la  prescripción 

I.  Introducción—  8.  De  la  limitación.— 3. 
De  la  prescripción.— 4.  De  Ib  prescripción 
de  las  obl ¡sacíeme*. 

l.  Encontramos  en  derecho  inglés  la 
prescripción  bajo  dos  nombres:  limita- 
ción y  prescripción.  La  limitación  es 
la  extinción  por  prescripción  de  la  ac- 
ción reivindicatoría  del  propietario  des- 
poseído; extinción  que  trae  por  conse- 
cuencia hacer  al  poseedor  propietario. 
La  prescripción  es  el  medio  de  adquirir 
definitiva  y  directamente  las  servidum- 
bres ú  otros  derechos  que  se  han  ejer- 
cido sin  interrupción  durante  un  tiempo 
dado. 

S.  El  adquirente  de  inmuebles  tiene 
la  obligación  de  cerciorarse  por  si  mis- 
mo de  que  el  vendedor  tiene  facultad 
para  vender  los  bienes  de  que  se  trate. 
Puede  ocurrir,  sin  embargo,  que  ya  por 
negligencia  en  el  examen  de  Jos  títulos 
de  propiedad,  ya  por  cualquier  otra 
causa,  una  persona  retenga  bienes  per- 
tenecientes en  realidad  á  otro,  y  si  bien 
éste  debe  tener  un  plazo  razonable 
para  reivindicar  lo  que  es  suyo,  este 
término  no  debe  ser  tan  largo  que  no 
llegue  á  poner  nunca  al  poseedor  al 
abrigo  de  toda  reivindicación. 

Los  derechos  inmobiliarios  de  la  Co- 
rona prescriben  &  los  sesenta  años. 

El  plazo  relativo  a  la  prescripción  de 
bienes  sometidos  á  un  derecho  de  re- 
versión ó  de  reversibilidad  en  el  caso 
de  que  esa  prescripción  haya  comen- 
zado á  correr  contra  la  persona  que  te- 
nia sobre  dichos  bienes  un  derecho 
temporal  ó  vitalicio,  es  de  doce  años 
desde  ese  momento,  ó  de  seis  desde  la 
entrada  en  posesión. 


Toda  prescripción  oponíble  al  par- 
ticular tenant  lo  es  igualmente  al  re- 
versioner  que  intenta  su  acción  en  vir- 
tud de  un  deed  ó  de  un  testamento  que 
ha  adquirido  eficacia  con  posterioridad 
á  la  época  en  que  nació  el  derecho  del 
particular  tenant. 

La  incapacidad  del  demandante  da 
origen  &  un  periodo  suplementario  de 
seis  años. 

La  ausencia  en  Ultramar  no  justifica 
una  prolongación  del  plazo  normal. 

El  plazo  total,  del  cual  no  puede  pa- 
sarse nunca,  es  de  treinta  años. 

En  cuanto  al  cobro  de  una  deuda  que 
grava  un  inmueble  y  que  garantiza  un 
fideicomiso  expreso,  no  es  admisible 
ninguna  acción,  sino  en  los  mismos 
plazos  que  lo  serla  si  no  hubiera  fidei- 
comiso. 

3.  No  puede  disputarse  ningún  dere- 
cho sobre  un  inmueble  de  otro,  de  la 
naturaleza  de  los  righta  ofeommon,  á 
excepción  de  tos  diezmos  y  rentas,  á 
quien  le  Heve  ejerciendo  treinta  años 
sin  interrupción,  por  el  sólo  motivo  de 
que  el  demandante  le  ha  disfrutado  an- 
teriormente. Si  el  goce  del  derecho  86 
prolonga  durante  sesenta  años,  el  de- 
recho se  hace  absoluto  ó  irrefragable, 
a  menos  que  haya  nacido  de  un  per- 
miso ó  convenio  expreso  que  conste  en 
un  deed  ó  en  otro  escrito.  Para  los  de- 
rechos de  paso,  de  acueducto  ó  de  uso 
de  agua  perteneciente  á  otro,  los  pla- 
zos son  respectivamente  de  veinte  y  de 
cuarenta  años.  La  servidumbre  de  lu- 
ces también  se  adquiere  por  el  trans- 
curso de  veinte  años. 

Los  periodos  de  que  hablamos  se  en- 
tienden siempre  del  tiempo  transcurri- 
do inmediatamente  antes  de  la  interpo- 
sición de  la  demanda,  y  se  entiende  que 
no  le  interrumpe  ningún  hecho  si  no 
ha  sido  sufrido  ó  aceptado  desde  un 
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enos  por  las  partes  que 
derecho.  No  Be  compu- 
azos los  periodos  en  que 
¡apachado  el  que  pudie- 
derecho,  ni  el  transen- 
lomen to  de  la  interposi- 
ción y  aquel  en  que  la 
de  las  partes  ha  puesto 


I  paso  puede 
:  que  el  propietario  del 
l  dejado  á  la  disposición 
bsteniéndose  de  poner 
¡  valla.  Basta  para  crear 
i  en  este  sentido,  un  car- 
iños, que  en  las  ciuda- 
s. 

derechos  sobre  la  pro- 
de  que  aqui  se  ha  trata 
jor  renuncia,  la  cual  se 
.bo  de  veinte   años  de 

ripción  no  extingue  la 
stituye  simplementeuna 
puede  oponerse  á  la  ac- 
dor,  pero  subsiste  para 
s  efectos. 

i  que  nacen  de  un  acta 
iben  á  los  veinte  años, 
ta  de  fianza  sea  sellada 

y  perjuicios  prescriben 

partida  para  contar  la 


prescripción  no  es  la  fecha  del  con  tra- 
to, sino  la  fecha  en  que  el  acreedor 
pudo  dirigirse  a  los  Tribunales  por  ha- 
berse violado  el  contrato.  No  se  cuenta 
este  plazo  mientras  esté  incapacitado 
el  que  haya  de  ejercitar  el  derecho. 

No  se  suspende  el  plazo  cuando  el 
demandante  se  encuentra  en  Ultramar 
ó  preso;  pero  si  el  deudor  se  encuentra 
en  Ultramar  cuando  el  acreedor  puede 
dirigir  contra  él  una  acción,  el  plazo 
no  se  cuenta  hasta  el  regreso  del  pri- 
mero. 

Cuando  se  trata  de  una  deuda  by  »pe- 
cially,  si  ha  sido  reconocida  en  un  es- 
crito Armado  por  el  deudor  ó  su  repre- 
sentante, ó  se  ha  pagado  una  parte  del 
capital  ó  de  los  intereses,  el  plazo  de 
prescripción  corre  solamente  desde  la 
fecha  del  reconocimiento  ó  del  pago 
parcial. 

Para  las  deudas  by  simple  contract, 
un  reconocimiento  ó  promesa  verbal 
no  hasta  para  interrumpir  la  prescrip- 
ción, haciendo  falta  que  ese  reconoci- 
miento ó  promesa  reúna  las  condicio- 
nes dichas  en  el  párrafo  anterior. 

Á  falta  de  un  reconocimiento  volun- 
tario por  parte  del  deudor,  el  acreedor 
puede  evitar  la  prescripción  por  medio 
de  una  interpelación  seguida  de  una 
acción  dentro  de  seis  meses,  ó  renova- 
da de  seis  en  seis,  hasta  que  se  inter- 
ponga la  demanda. 
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del  pago  y  toma  de  posesión  de  su  por- 
ción hereditaria.  (Art.  2.") 

El  interés  indicado  del  4  por  100  se 
soportará  y  pagará  por  las  personas  á 
quienes  correspondan  los  bienes  mue- 
bles é  inmuebles  que  excedan  de  la 
porción  hereditaria  de  la  viuda,  dejados 
por  el  de  cujus  fallecido  ab  intestato, 
proporcional  mente  al  valor  respectivo 
de  dichos  bienes.  (Art.  3.°) 

La  cuota  concedida  á  la  viuda  en  vir- 
tud de  la  presente  ley  se  deducirá  por 
ella  misma,  sin  perjuicio  de  sus  intere- 
ses y  de  sus  derechos  en  el  exceso  de 
los  bienes  muebles  é  inmuebles  del 
de  cujas,  después  de  efectuado  el  pago 
de  la  suma  de  500  libras.  Este  exceden- 
te se  dividirá  como  si  constituyere  la 
masa  de  la  herencia,  sin  que  las  dispo- 
siciones de  la  presente  ley  modifiquen 
enlomas  mínimo  las  condiciones  de 
esta  partición.  (Art  4.")  Para  la  aplica- 
ción de  esta  ley  se  determinará  el  valor 
neto  de  los  bienes  inmuebles  si  fueren 
feudos  simples,  tomando  por  base  la 
renta  de  los  veinte  últimos  años  ante- 
riores á  la  fecha  del  fallecimiento  del 


de  cujas,  según  la  forma  de  practicar 
el  inventarlo  adoptada  por  las  leyes  de 
hacienda.  El  importe  íntegro  de  las  hi- 
potecas y  demás  derechos  reales  que 
graven  dichos  bienes  inmuebles,  y  el 
valor  de  las  anualidades  y  otras  cargas 
periódicas,  de  las  que  estos  inmuebles 
fueren  garantía,  se  evaluarán  según  las 
tablas  y  principios  consignados  en  el 
anejo  á  los  Estatutos  16  y  17  Victoria, 
capitulo  II  (1),  asi  como  la  valoración 
de  una  renta  vitalicia.  (Art.  5.) 

La  estimación  de  los  bienes  mueble; 
de  que  se  trata,  se  hará  deduciendo  del 
activo  bruto  todas  las  deudas,  gastos 
de  funeral,  de  testamentarla  y  demás 
costas  y  cargas  legales  que  puedan  pe- 
sar sobre  ellos.  (Art.  6.°) 

La  presente  ley  se  citará  con  el  título 
de  Intestates  Estafes  Aet,  1890  (art.  7.°), 
y  no  será  aplicable  á  Escocia,  (Art.  8°) 


(I)  Sa  hace  alusión  aquí  ili  Sueceiiion  Du- 
rien  Aet  da  1863,  según  la  quo  el  que  recibe  uui 
parte  da  una  herencia  sin  aer  heredero  de  sangra, 
asta  obligado  á  satisfacer  i  la  Hacienda  un  10 
por  100,  como  derecho  de  transmisión  de  bien». 


APÉNDICE  II 


ABONO  DE  MEJORAS  A  LOS  ARRENDATARIOS  DE  FINCAS  RÚSTICAS  (1) 
(LEYES  DICTADAS  DESDE  187B  A  1890) 


I.  -Ley  de  13  de  Acostó  de  187S  (2) 

A.  Indicación  preliminar.— Esta  ley 
responde  alas  necesidades  que  desde 
mucho  tiempo  preocupan  la  opinión 
pública  y  el  Parlamento  de  Inglaterra; 
está  destinada  á  favorecer  y  facilitar 


<1)  Véate  el  capitulo  V,  libro  IV  j  último  del 
derecho  civil  inglés. 

(3)  An  ect  [ot  smtnding  the  Lew  rebating  tú 
agricultura!  tioidinga  in  England  (88  y  88  Vict.  ca- 
pítulo 93). 


las  mejoras  del  cultivo,  prometiendo  al 
arrendatario  una  indemnización  pro- 
porcionada á  sus  sacrificios  &  la  espi- 
ración del  arrendamiento. 

El  sistema  económico  de  la  ley  de  13 
de  Agosto  de  1875  es  el  siguiente:  Las 
mejoras  que  puedan  introducirse  por 
el  arrendatario  se  dividen  en  tres  cla- 
ses, según  su  importancia.  Si  el  arren- 
datario fuere  obligado  á  dejar  la  finca 
antes  de  haberla  explotado  durante  un 
cierto  tiempo,  tiene  derecho  á  una  in- 
demnización calculada  en  vista  de  los 
gastos,  y  tanto  menor  cuanto  mayor 
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haya  sido  el  tiempo  que  haya  disfruta- 
do de  la  tierra;  asi,  en  la  primera  clase, 
al  fin  de  veinte  años  de  disfrute,  las  me- 
joras introducidas  no  le  dan  derecho 
alguno  á  indemnización.  Si  abandona- 
ra, por  el  contrario,  la  finca  durante  el 
transcurso  de  los  veinte  años  siguien- 
tes ala  introducción  de  la  mejora,  Be 
le  deberá  una  indemnización,  que  se 
reducirá  en  una  vigésima  parte  por 
cada  año  que  transcurra.  En  la  segun- 
da clase  de  mejoras,  el  cálculo  tiene 
por  base  una  duración  de  siete  años,  y 
en  la  tercera  una  de  tres  (1).  La  ley 
adopta  ciertas  precauciones  para  que 
las  mejoras  de  gran  importancia  no 
se  introduzcan  contra  la  voluntad  del 
arrendador  (2),  para  que  la  indemniza- 
ción no  degenere  en  especulación  (3),  y 
para  hacer  sufrir  al  arrendatario  de- 
tenciones, retenciones  ó  compensacio- 
nes equitativas  (4j. 

En  caso  de  desacuerdo  acerca  de  la 
indemnización,  se  impone  forzosamen- 
te el  cometer  su  resolución  á  arbitros. 
La  ley  se  extiende  en  grandes  detalles 
acerca  de  la  organización  del  Tribunal 
arbitral,  de  los  términos,  de  las  facul- 
tades de  los  arbitros  y  de  la  apelación 
ante  el  Tribunal  de  justicia  de  conda- 
do cuando  la  demanda  exceda  de  50  li- 
bras esterlinas  (5);  forzoso  era  dictar 
disposiciones  sumamente  minuciosas 
acerca  de  este  punto,  por  ser  una  inno- 
vación introducida  en  la  legislación 
inglesa  el  arbitraje  forzoso. 

Efectivamente,  es  la  primera  vez  que 
el  arbitraje  se  impone  por  disposición 
expresa,  de  la  ley.  Según  el  derecho 
común,  no  podía  éste  resultar  más  que 
del  consentimiento  de  las  partes.  En  el 
año  1854,  por  la  nueva  ley  de  Procedi- 
miento se  autorizó  al  Juez,  en  ciertos 


(1)  Articulo!  5.',  fl.'  y  V 

(2)  Articulas  10  y  12. 

(8)  Artículos  1 1,  18,  U  J  1G. 

(4)  Artículos  le,  11  y  19. 

(5)  1.250  pesetas  próiimamaote. 


casos  y  á  instancia  de  las  partes,  cuan- 
do la  materia  no  ofrecía  motivos  para 
un  debate  público,  para  someter  bu  exa- 
men y  resolución  á  arbitros  nombrados 
por  él  ó  por  los  interesados  (1). 

El  arrendador  que  haya  pagado  una 
indemnización  al  arrendatario  salien- 
te, tiene  derecho  á  recuperar  su  im- 
porte á  cuenta  del  arrendatario  entran  ■ 
te;  para  esto  debe  obtener  previamente 
una  autorización  del  Tribunal  de  justi- 
cia, en  la  que  se  deberá  lijar  su  cuantía 
y  el  modo  de  reembolsarlo  á  cuenta. 
Esta  autorización  judicial,  inscripta  so- 
bre la  propiedad,  viene  á  constituir 
una  especie  de  derecho  rea!  que  grava 
la  finca  de  que  se  trate,  que  puede  ce- 
derse y  transferirse  separadamente,  y 
que  las  Compañías  constituidas  con 
este  objeto  están  autorizadas  para  re- 
cibir en  garantía  de  los  adelantos  y  an- 
ticipos hechos  por  ellas  á  cuenta  de 
los  fondos  destinados  &  las  mejoras 
agrícolas  (2). 

No  siendo  suficiente  el  permitir  á  los 
arrendatarios  el  introducir  mejoras  en 
las  fincas  rústicas  arrendadas  asegu- 
rándolas una  indemnización  proporcio- 
nada, se  permite  al  arrendador  intro- 
ducirlas por  sí  mismo,  y  para  esto  se 
le  concede  el  derecho  de  recobrar  parte 
de  las  tierras  arrendadas,  mediante 
una  reducción  de  la  merced  correspon- 
diente, y  que  debe  determinarse  con 
arreglo  á  lo  establecido  en  la  ley  de  13 
de  Agosto  de  1875  (3). 

También  se  permite  al  arrendatario 
retirar,  á  la  espiración  del  término 
coavenido  en  el  contrato,  todos  los  ob- 
jetos muebles  que  hubiere  lijado  de 
modo  permanente  en  la  finca,  á  menos 
que  el  arrendador  desee  adquirir  su 
propiedad,  satisfaciendo  por  ellos  la 
cantidad   que   se   determine    pericial- 


laví  proced»  re   , 
clones  8.*,  4.*,  6,',  8."  y  15. 
(S)    Artículos  4S  y  48.. 
£8)    Art.  8*1. 
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mente.  Una  disposición  nueva  y  de 
gran  importancia  contiene  la  ley  que 
analizamos  (1)  anteriormente;  en  los 
arrendamientos  anuales  podía  denun- 
ciarse el  contrato  con  seis  meses  de 
anticipación,  siempre  que  la  espira- 
ción de  este  término  coincidiere  con  el 
fln  de  año  del  arrendamiento. 

De  este  modo  el  arrendatario  podía 
verse  lanzado  de  la  finca  antes  de  la 
recolección  de  las  cosechas;  en  lo  suce- 
sivo este  aviso  deberá  darse  con  un 
año  de  antelación  por  lo  menos. 

Las  disposiciones  generales  con  que 
termina  la  nueva  ley  no  son  las  me- 
nos interesantes:  la  nueva  ley  no  tie- 
ne carácter  imperativo  ni  obligato- 
rio; no  sólo  no  tiene  efectos  retroacti- 
vos, sino  que  pueden  estipularse  con- 
diciones distintas  de  las  consignadas 
en  ella  en  los  arrendamientos  que  de 
tincas  rústicas  se  celebren  en  lo  su- 
cesivo. 

B.  Definiciones.— Esta  ley  comenzará 
á  regir  desde  14  de  Febrero  de  1876,  y 
sus  disposiciones  no  serán  extensivas 
á  Irlanda  ni  á  Escocia;  podrá  citarse 
con  el  nombre  de  The  agrieultural  hol- 
dings  (England)  Act,  1875.  En  esta  ley 
las  palabras  eoniraet  of  tenacy  (con- 
trato de  arrendamiento)  significan  una 
locación  de  tierras,  sea  por  un  nú- 
mero de  años  determinado,  sea  por  la 
vida  de  una  ó  varias  personas,  sea  por 
la  vida  de  una  persona  y  cierto  número 
de  años  más,  sea  por  cualquier  otro 
tiempo  libremente  estipulado.  Las  pa- 
labras determination  of  tenacy  (fln  del 
arrendamiento)  significan  la  termina- 
ción ó  espiración  del  contrato  por  ven- 
cimiento del  término  convenido,  ó  por 
cualquier  otra  causa.  La  palabra  land- 
lord  (arrendador)  designa  la  persona 
que  tiene  la  posesión  de  la  tierra  ob- 
jeto de  un  contrato  de  arrendamiento, 
sea  cualquiera  la  extensión  de  sus  de- 
rechos, y  aunque  la  tierra  ó  el  derecho 

(l)    articulo  El. 


del  mismo  puedan  estar  gravados.  La 
palabra  tenant  (arrendatario)  designa 
al  que  posee  la  tierra  á  titulo  de  arren- 
damiento. Las  palabras  landlor  and  te- 
nant (arrendador  y  arrendatario)  com- 
prenden el  agente  autorizado  por  es- 
crito de  uno  de  ellos  ó  de  los  dos,  asi 
como  sus  ejecutores,  administradores, 
tutor,  marido,  etc.  La  palabra  hoiding 
(finca  arrendada)  comprende  toda  la 
tierra  poseída  por  el  mismo  arrendata- 
rio y  perteneciente  al  mismo  arrenda- 
dor,  por  el  mismo  tiempo  y  en  virtud 
del  mismo  contrato.  Las  palabras  ab- 
soluto owner  (propietario)  significan  el 
que  tiene  la  propiedad  y  el  derecho  de 
disponer  en  absoluto  de  la  tierra,  sea 
frenóla,  sea  copyhold,  sea  léase  hold (1), 
hállese  ó  no  gravada  con  alguna  carga 
ó]  hipotecada  por  cualquier  cantidad. 
Las  palabras  County  court  significan  el 
Tribunal  de  justicia  de  condado  en 
cuyo  territorio  jurisdiccional  «e  halla 
enclavada  toda  ó  la  mayor  parte  de  la 
finca  dada  en  arrendamiento.  La  pala- 
bra personna  comprende  también  las 
personas  morales.  (Artículos  1.°  &  ■!."'' 

C.  Indemnizaciones. — Cuando,  con 
posterioridad  A  la  promulgación  de  la 
ley  que  analizamos,  hiciere  un  arren- 
datario mejoras  de  las  comprendidas 
en  las  tres  clases  siguientes,  tendrá 
derecho,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
la  misma,  á  una  indemnización  propor- 
cionada á  la  espiración  del  contrato. 

Las  clases  de  mejoras  mencionadas 
son  las  siguientes: 

Primera  clase 

Desagüe  por  medio  de  tuberías  sub- 
terráneas; 

Construcción  ó  agrand amiento  de 
edificios; 

Establecimiento  de  pastos; 

Plantación  de  mimbreras; 


(1)    Hitas  ton  lan  trea  formas  que  ofrece  en  In- 
glaterra la  propiedad. 
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Establecimiento  de  prados  de  regadío 
ó  de  trabajos  de  irrigación; 

Establecimiento  de  huertos ; 

Establecimiento  ó  mejoramiento  de 
caminos  y  puentes; 

Establecimiento  6  mejoramiento  de 
las  corrientes  de  agua,  estanques,  de- 
pósitos ó  trabajos  destinados  á  facili- 
tar la  existencia  de  agua; 

Establecimiento  de  cercas  de  cerra- 
miento; 

Plantaciones  de  juncos; 

Plantaciones  de  lúpulo; 

Roturación  de  tierras  incultas; 

Deslindes  y  amojonamientos- 

Segunda  clase 

Abono  de  las  tierras  por  medio  de 
huesos  y  materias  orgánicas; 

Mejoras  introducidas  por  el  empleo 
de  la  cal,  creta,  arcilla  y  marga. 

Tercera  clase 

Aplicación  a  la  tierra  de  abonos  ar- 
tificiales ó  de  otra  clase  adquiridos  por 
el  arrendatario; 

Sostenimiento  del  ganado  por  medio 
de  alimentos  no  producidos  por  la 
finca  (1); 

El  beneficio  resultante  para  la  finca 
de  las  mejoras,  se  reputará  como  ex- 
tinguido, y  no  dará  derecho  á  exigir  ni 
reclamar  indemnización  alguna  una 
vez  transcurridos: 

a)  Veinte  años  para  las  mejoras 
comprendidas  en  la  primera  clase; 

6)  Siete  años  para  las  de  la  segunda 
clase,  y 

e)    Tres  años  para  las  de  la  tercera. 

El  importe  de  la  indemnización  debi- 
da al  arrendatario  por  una  mejora  de 
las  comprendidas  en  la  primera  clase, 
consistirá  en  el  valor  de  los  gastos  efec- 


(I)  Véase  más  adelante  [pSg.  458  y  sigulen- 
t«s),  la  ley  de  26  de  Agosto  de  1H83,  que  modi- 
fica lo  relativo  a  estas  claies. 


tuados  por  el  arrendatario,  deduciendo 
una  vigésima  parte  por  cada  año  trans- 
currido desde  ia  introducción  de  la  me- 
jora, á  condición,  sin  embargo,  de  que 
si  el  arrendador  no  fuere,  al  tiempo  en 
que  prestó  su  consentimiento  para  la 
mejora,  propietario  de  Ja  finca  arren- 
dada en  nombre  propio,  el  importe  de 
la  indemnización  no  deberá  exceder  de 
un  capital  representativo  del  aumento 
normal  que  la  mejora  produzca  en  el 
valor  en  arrendamiento  de  la  finca  de 
que  se  trate. 

La  indemnización  correspondiente  & 
una  mejora  de  la  segunda  clase  se  ele- 
vará al  importe  de  los  gastos  válida- 
mente realizados  por  el  arrendatario, 
previa  deducción  de  una  séptima  parte 
por  cada  año  transcurrido  desde  la  fe- 
cha del  establecimiento  de  la  mejora. 

La  indemnización  correspondiente  á 
una  mejora  de  la  tercera  clase  se  ele- 
vará á  una  parte  de  la  cantidad  válida- 
mente desembolsada  por  el  arrendata- 
rio que  represente  al  fin  del  arrenda- 
miento el  valor  de  la  mejora  para  con 
el  arrendatario  entrante. 

El  arrendatario  no  tendrá  derecho 
para  exigir  indemnización  alguna  por 
razón  de  una  mejora  de  las  comprendi- 
das en  la  primera  clase,  á  menos  que 
haya  sido  ejecutada  con  el  consenti- 
miento previo  y  por  escrito  del  arren- 
dador. 

Para  la  determinación  de  la  cantidad 
debida  al  arrendatario  en  virtud  de  una 
mejora  de  las  de  la  primera  clase,  se 
deducirá  la  suma  racionalmente  nece- 
saria para  poner  la  cosa  en  buen  esta- 
do de  reparación  y  en  condiciones  de 
arrendarla  fácilmente. 

El  arrendatario  no  tendrá  derecho  á 
indemnización  por  una  mejora  de  las 
comprendidas  en  la  segunda  clase,  si 
con  cuarenta  y  dos  días  á  lo  más  y  siete 
días  á  lo  menos  antes  de  comenzar  su 
ejecución  no  hubiere  avisado  previa- 
mente, por  escrito,  al  arrendador  de  su 
intención  de  introducirla,  ó  si  la  hubie- 


3,git,zedbyGOOgIC 


454 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


re  realizado  después  de  despedido  de  la 
Anca,  excepto  en  el  caso  de  que  hubie- 
re el  arrendador  consentido  en  ello  por 
escrito. 

El  arrendatario  no  tendrá  derecho  á 
indemnización  por  una  mejora  de  las 
comprendidas  en  la  tercera  clase,  si 
con  posterioridad  á  la  ejecución  de  la 
misma  hubiere  recogido  de  la  parcela 
de  tierra  correspondiente  una  cosecha 
de  granos,  patatas,  avena,  simientes  ú 
otra  importante. 

El  arrendatario  no  tendrá  derecho  & 
una  indeminación  por  la  mejora  de  la 
tercera  clase,  consistente  en  el  empleo 
de  forrajes,  en  el  caso  en  que,  según  la 
costumbre  del  lugar  ó  por  electo  de  un 
convenio,  este  autorizado  para  recla- 
mar, y  efectivamente  reclame,  del 
arrendador  ó  del  arrendatario  entrante, 
una  suma  representativa  del  valor  adi- 
cional resultante  para  la  Anca,  del  es- 
tiércol y  abonos  que  deje  en  ella  &  la 
espiración  del  contrato  de  arrenda- 
miento. 

Para  la  determinación  de  la  cuantía 
de  la  indemnización  referente  á  una 
mejora  de  las  comprendidas  en  la  ter- 
cera clase: 

a)  No  se  tendrá  en  consideración,  á 
titulo  de  gasto  hecho  durante  el  último 
año,  una  cantidad  superior  al  gasto 
anual  medio,  hecho  con  este  objeto  por 
el  arrendatario  durante  los  tres  ante- 
riores ó  durante  los  anteriores  si  fue- 
ren menos  de  tres; 

b)  Se  deducirá  el  valor  del  estiércol 
que  debía  haber  producido  el  consumo 
de  forrajes  y  pastos  vendidos  por  el 
arrendatario  en  los  dos  últimos  años 
del  arrendamiento,  excepto  en  el  caso 
de  que  hubiere  reintegrado  á  la  Anca 
con  un  abono  de  estiércol  la  cantidad 
equivalente. 

La  cifra  total  de  la  indemnización 
debida  al  arrendatario  de  una  Anca  rús- 
tica sufrirá  las  reducciones  siguientes: 

1 .'  Contribuciones  é  impuestos  ven- 
cidos ó  por  vencer,  de  los  que  debe  res- 


ponder el  arrendatario  en  virtud  de 
convenio  celebrado  entre  él  y  el  arren- 
dador; 

2.*    Renta  vencida  ó  por  vencer; 

3.*  Indemnización  debida  al  arren- 
datario en  virtud  de  lo  dispuesto  más 
adelante. 

En  la  fijación  de  la  indemnización  se 
deberá  tener  en  cuenta,  para  deducirlo, 
todo  beneficio  ó  ventaja  concedida  por 
el  arrendador  al  arrendatario  en  com- 
pensación de  la  mejora  introducida. 

Cuando  el  arrendador  hubiere  incu- 
rrido en  inobservancia  délas  condicio- 
nes estipuladas  en  el  contrato  y  el 
arrendatario  pretendiere  una  indemni- 
zación por  mejoras,  en  virtud  de  lo  pre- 
venido en  la  presente  ley,  podrá  exigir 
.al  mismo  tiempo  &  la  extinción  del  con- 
trato de  arrendamiento,  una  indemni- 
zación proporcionada  á  los  perjuicios 
sufridos  á  consecuencia  de  la  conducta 
observada  por  el  arrendador. 

Cuando  fuere  el  arrendatario  el  que 
incurriere  en  inobservancia  de  dichas 
condiciones  ó  deteriorare  la  Anca  y  re- 
clamare, con  arreglo  &  lo  preceptuado 
en  la  ley  que  analizamos,  una  indemni- 
zación por  las  mejoras  introducidas, 
tendrá  derecho  el  arrendador  para  re- 
convenir ó  exigir  la  compensación  de 
ambas  obligaciones  al  tiempo  de  la  es- 
piración del  contrato  de  arrendamiento; 
no  obstante,  se  extinguirá  este  derecho 
una  vez  transcurridos  cuatro  años,  y 
también  en  el  caso  de  que  hubiere  con- 
sentido ó  tolerado  la  falta  de  observan- 
cia de  las  condiciones  estipuladas.  (Ar- 
tículos 5."  á  10.) 

D.  Procedimiento.  —  Para  conservar 
el  derecho  de  reclamar  una  indemniza- 
ción debe  el  arrendatario,  un  mes,  á  lo 
menos,  antes  de  la  espiración  del  con- 
trato, ponerlo  por  escrito  en  conoci- 
miento del  arrendador.  Cuando  el  ar- 
rendatario hubiere  dado  dicho  aviso, 
podrá  el  arrendador,  lo  más  tarde  den- 
tro de  los  quince  días  siguientes  á  la 
espiración  del  arrendamiento,  dar  un 
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presando  por  escrito  las  causas  que  lo 
motivan,  pero  sin  que  pueda  exceder  el 
término  total  de  cuarenta  y  nueve  dias. 
Espirados  estos  plazos,  cesarán  los  po- 
deres de  los  arbitros,  debiendo  some- 
terse en  este  caso  la  resolución  del 
asunto  a  un  tercer  arbitro.  Este  tercero 
dictará  su  laudo  en  el  termino  de  vein- 
tiocho dias  siguientes  al  del  aviso  es- 
crito que  haya  recibido  de  las  partes  ó 
de  los  arbitros;  este  plazo  podrá  pro- 
rrogarse por  el  Escribano  del  Tribunal 
de  justicia  del  condado. 

El  laudo  deberá  fijar  la  fecha  de  cada 
una  de  las  mejoras  en  virtud  de  las  que 
otorga  la  indemnización,  y  la  fecha  de 
su  extinción. 

Las  costas  y  honorarios  del  arbitraje 
se  declararán  de  cuenta  de  unodelos  in- 
teresados, total  ó  parcialmente,  según 
las  circunstancias;  su  tasación  corres- 
ponderá al  escribano  del  Tribunal  de 
justicia  del  condado,  con  apelación 
ante  éste. 

El  laudo  señalará  el  día  en  que  haya 
de  hacerse  el  pago,  que  no  podrá  exce- 
der del  término  de  un  mes,  á  contar  de 
la  fecha  de  la  publicación  de  aquél. 

La  ley  concede  el  recurso  de  apela- 
ción contra  el  laudo  arbitral  si  la  in- 
demnización reclamada  excede  de  50 
libras  esterlinas.  El  término  para  in- 
terponer la  apelación  es  el  de  siete 
días,  y  sólo  podrá  entablarse  el  re- 
curso por  determinados  motivos.  La  re- 
solución de  la  apelación  por  el  Tribu- 
nal de  justicia  del  condado  será  defini- 
tiva, á  menos  que  en  la  misma  se  so- 
meta la  resolución  de  alguna  cuestión 
de  derecho  al  Tribunal  Supremo  de 
Justicia;  á  continuación  se  ocupa  la  ley 
de  la  ejecución  de  los  laudos  arbitrales 
y  de  las  sentencias  dictadas  en  apela- 
ción, y  autoriza  el  nombramiento  de 
un  tutor  á  favor  del  arrendatario  ó  del 
arrendador  menor  ó  incapacitado,  ó  de 
un  curador  en  el  caso  de  que  se  trate  de 
una  mujer  casada;  establécese  también 
la  cuantía  de  las  costas  y  la  forma  de 


practicar  las  citaciones  y  notificacio- 
nes. (Artículos  30  á  41.) 

E.  Inscripción.— El  arrendador  podrá 
solicitar  y  obtener  del  Tribunal  de  jus- 
ticia de  condado  una  inscripción  sobre 
la  linca  del  pago  de  la  indemnización 
debida  al  arrendatario,  con  arreglo  á 
los  términos  establecidos  en  la  ley  que 
analizamos.  El  Tribunal  indicado  podrá, 
por  medio  de  decisión  motivada,  gravar 
el  modo  del  reembolso  total  ó  parcial 
de  la  indemnización,  en  la  formay  con- 
diciones que  estime  de  justicia. 

Las  cuotas  é  intereses  de  la  indemni- 
zación se  inscribirán  á  favor  del  arren- 
dador, sus  ejecutores  testamentarios  y 
derecho-habi  entes. 

Las  compañías  autorizadas  para  an- 
ticipar cantidades  para  la  introducción 
de  mejoras  agrícolas,  podrán  efectuar 
lo  válidamente  contra  la  delegación  de 
estas  inscripciones.  ("Artículos  42  á  44.) 

F.  Tierras  de  la  Corona  y  del  ducado 
de  Lancaster.— La.  ley  establece  reglas 
especiales  para  la  aplicación  á  las  tie- 
rras que  son  patrimonio  de  la  Corona 
de  Inglaterra,  de  las  disposiciones  re- 
lativas á  la  forma  y  modo  de  efectuar 
el  reembolso  al  Tesoro  de  las  indemni- 
zaciones pagadas  á  los  arrendatarios 
en  virtud  de  mejoras  introducidas  en 
ellas.  (Artículos  45  á  47.) 

G.  Tierra»  de  establecimiento*  de  be- 
neficencia y  caridad. — Reglas  especia- 
les y  análogas  á  las  anteriores.  (Artícu- 
los 48  á  50.) 

H.  Denuncia  del  contrato  de  arrenda- 
miento.—En  lo  sucesivo,  la  intención  de 
terminar  el  contrato  de  arrendamiento 
de  ñucas  rústicas  deberá  ponerse  en 
conocimiento  de  la  parte  interesada  con 
un  año  de  antelación  (en  yez  de  seis 
meses,  como  hasta  aquí),  y  de  tal  modo 
que  coincidan  con  el  fin  de  un  año  del 
arrendamiento,  excepto  en  los  casos 
de  quiebra,  insolvencia  ó  cesión  de  bie- 
nes. (Art.  51.) 

I.  Recuperación  por  et  arrendador  de 
las  tierras  arrendadas  á  causa  de  mejo- 
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Anca;  el  importe  de  esta  reducción  se 
determinara  de  común  acuerdo  ó  por 
laudo  arbitral,  con  arreglo  á  lo  preve- 
nido en  la  ley,  y  contra  et  que  no  se  da 
recurso  alguno.  (Art.  52.) 

3.  Cosas  mueble»  Jijadas  en  lajlncaá 
perpetuidad.  -A  contar  de  la  fecha  en 
que  deba  comenzar  a  regir  la  ley  que 


aplicables  á  las  máquinas  de  vapor  co- 
locadas en  la  finca  por  el  arrendatario, 
si  antes  de  colocarla  no  hubiere  dado 
aviso  al  arrendador  de  su  intención,  ó 
si  éste  hubiere  manifestado  por  escrito 


(1)    14  Febrero  1b1(¡. 
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su  oposición  á  la  instalación  de  ella. 
(Art.  53.) 

K.  Aplicación  general.— Lo  dispuesto 
en  la  ley  de  que  nos  ocupamos,  no  im- 
pide que  el  arrendador  y  arrendatario 
formulen  y  estipulen  entre  si  lo  que  es- 
timen más  conveniente  para  sus  inte- 
reses. 

El  arrendador,  sea  ó  no  propietario 
de  la  finca,  y  el  arrendatario,  podran 
en  todo  contrato  de  arrendamiento  ce- 
lebrado por  escrito,  adoptar,  citándo- 
las, las  disposiciones  de  dicha  ley  refe- 
rentes al  procedimiento  á  unas  mate- 
rias y  desentenderse  de  las  otras;  dicha 
ley  será  aplicable  á  todo  contrato  de 
arrendamiento  celebrado  después  de  la 
fecha  en  que  deba  comenzar  á  regir  (1), 
á  menos  que  el  arrendador  y  arrenda- 
tario estipulen  por  escrito  la  no  acep- 
tación de  alguna  ó  algunas  de  sus  dis- 
posiciones. (Artículos  54  á  56)  (2) 

II.— Ley  de  85  de  Agosto  de  1883  (3) 

Modificativa  de  la  anterior 

A.  Indicación  preliminar.— Esta  ley 
no  es  completamente  nueva,  sino  que 
se  refiere  en  gran  parte  á  la  anterior 
de  1875,  cuyas  disposiciones  modifica  y 
completa.  La  ley  de  1875,  como  puede 
verse,  está  destinada  á  favorecer  la 
agricultura  y  á  recompensar  las  mejo- 
ras que  el  arrendatario  introdujere  en 
las  tierras.  Dividía  estas  mejoras  en 
tres  clases:  las  mejoras  comprendidas 
en  la  primera  clase  no  podían  introdu- 
cirse sino  con  el  consentimiento  del 
arrendador,  y  río  daban  derecho  á  una 
indemnización  sino  durante  un  periodo 
de  veinte  años,  á  contar  de  su  realiza- 


(!)     Véage  la  nota  anterior. 

(2)  Loa  rentantes  artículos  (5*7  a  60)  ro  -isten 
na  carácter  transitorio. 

(3)  An  sct  for  amsndtng  tht  Law  relaling  Jo 
Agrícultural  Holding»  in  Engitnd  (46  y  47,  vict-, 
cap.  LX). 


ción.  Las  mejoras  enumeradas  en  la 
segunda  clase  no  podían  hacerse  sino 
después  de  un  aviso  dirigido  al  arren- 
dador, reduciéndose  &  siete  años  el  pe- 
riodo hábil  para  reclamar  la  indemni- 
zación correspondiente.  Las  de  la  ter- 
cera clase  no  estaban  sujetas  á  forma- 
lidad alguna,  y  el  periodo  en  que  podía 
reclamarse  su  valor  era  sólo  de  tres 

La  ley  de  25  de  Agosto  de  1883  respe- 
ta la  división  precedente  en  tres  clases, 
pero  introduce  en  ellas  algún  as.  modifi- 
caciones. Todas  las  mejoras  importan- 
tes que  puedan  influir  en  la  composi- 
ción del  terreno  se  colocan  en  la  prime- 
ra clase,  á  excepción  del  desagüe  de 
terrenos  pantanosos  mediante  tubos, 
que  constituye  la  segunda.  La  tercera 
clase  comprende  los  abonos  de  cual- 
quiera especie  que  sean,  mejoras  rea- 
les, las  más  ó  menos  efímeras,  y  que 
no  cambien  en  nada  la  naturaleza  Inti- 
ma del  suelo. 

De  esta  nueva  distribución  resulta 
que  el  legislador  no  considera,  en  la  re- 
glamentación de  las  indemnizaciones 
debidas  por  mejoras,  que  la  necesidad 
impuesta  al  arrendatario  de  pedir  el 
consentimiento  de  su  propietario  (1/ 
clase),  la  facultad  que  tiene  de  librarse 
de  ella  merced  al  empleo  de  ciertas  for- 
malidades (2.*  clase),  ó  el  derecho  de 
eximirse  de  su  uso  (3.*  clase).  En  caso 
de  mejoras  introducidas  antes  de  la  ley 
ds  1883,  la  indemnización  no  será  exi- 
gible  sino  por  aquellas  que  puedan  rea- 
lizarse sin  autorización  del  arrendador, 
ó  por  aquellas  á  las  que  hubiere  pres- 
tado su  consentimiento  (1);  en  caso  de 
mejoras  posteriores,  las  prescripciones 
legales  no  podran  eludirse,  y  todo  con- 
venio por  el  que  el  arrendatario  renun- 
cie anticipadamente  á  sus  derechos  á 
la  indemnización  será  nulo  (2).  Esta  es 
la  disposición  capital  de  la  ley;  no  obs- 

(1)    Art.  8."  (te  la  lev, 
(í)     Art.  55  de  ia  ley. 
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mi  tes.  Por  último,  en  las  disposiciones 
Anales  se  encuentran  las  definiciones 
de  las  palabras  usadas  en  la  ley  y  al- 
gunas regias  destinadas  á  la  interpre- 
tación de  la  misma. 
B.  Mejoras.-  -El  poseedor  que  hubie- 


(1)  Art.  B.' 

(4)  Artículos  «1,  BU,  31 

(3)  Art.  S3. 

(1)  Artículos  85  i  42. 


tado  su  consentimiento  por  escrito  y  en 
términos  generales,  ó  en  una  conven- 
ción especial,  que  será  ley  para  las  par- 
tes en  cuanto  a  la  re  guiar  i  zac  ion  de  la 
indemnización. 

El  arrendatario  no  tendrá  derecho  á 
indemnización  por  una  mejora  de  las 
comprendidas  en  la  segunda  clase  si, 
tres  meses  &  lo  máB  y  dos  meses  ó  lo 
menos,  antes  de  comenzar  su  ejecución, 
dejare  de  dar  aviso  por  escrito  al  arren- 
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dador  ó  su  representante,  de  su  pro- 
yecto y  de  los  medios  que  se  propone 
emplear.  El  arrendador  podrá  en  este 
caso  pactar  con  el  arrendatario  la  in- 
demnización que  estime  por  convenien- 
te, y  aun  también  encargarse  él  mismo 
del  trabajo  y  ejecutarlo  en  un  plazo 
conveniente;  en  equivalencia  de  estos 
gastos,  podrá  exigir  un  interés  que  no 
deberá  exceder  del  5  por  100  anual,  ó 
anualidades  de  amortización  en  vein- 
ticinco años,  en  cuyo  caso  el  interés 
no  excederá  del  3  por  100  y  pagadero  al 
mismo  tiempo  que  la  renta. 

En  defecto  de  pacto,  y  si  el  arrenda- 
dor no  tomare  la  iniciativa  ó  si  no  pu- 
diere terminar  su  empresa  en  tiempo 
hábil,  quedará  el  arrendador  liberado 
de  la  obligación  de  ejecutar  el  trabajo 
y  privado  del  derecho  de  reclamar  en 
consecuencia  la  indemnización  del  ma- 
yor valor  en  los  términos  de  la  ley  que 
extractamos.  La  notificación  ó  aviso 
indicado  no  es  una  formalidad  necesa- 
ria. Las  disposiciones  de  la  ley  que 
analizamos  no  dicen  relación  á  los 
arrendamientos  vigentes,  sino  en  caso 
de  defecto  de  disposiciones  emanadas 
de  pacto,  costumbre  ó  de  la  ley  de  1875. 
(Artículos  3.°  á  5.°) 

c)  Reglas  para  determinar  la  euantía 
de  la  indemnisación.— Deberán  dedu- 
cirse de  la  indemnización  debida  por 
mejoras: 

1.a  El  valor  de  las  ventajas  otorga- 
das por  el  propietario  al  arrendatario 
en  consideración  á  los  trabajos  ejecu- 
tados; 

2.°  Si  se  trata  de  una  indemnización 
reclamada  en  virtud  de  mejoras  con- 
sistentes en  abonos,  el  valor  de  los  pro- 
ducidos por  la  explotación,  hayanse 
utilizado  ó  enagenado  por  el  arrenda- 
tario; 

3.°  Las  rentas  vencidas  y  no  paga- 
das, las  indemnizaciones  debidas  por 
deterioros  causados  en  la  finca  por  el 
arrendatario  ó  consentidos  por  él,  asi 
como  por  cualquiera  infracción  de  lo 


convenido  en  el  contrato;  y,  por  Ulti- 
mo, todo  impuesto,  diezmo  ó  contribu- 
ción que  pese  sobre  la  finca  por  virtud 
de  la  mejora  introducida,  deba  abo- 
narse por  el  arrendador  ó  por  el  arren- 
datario. 

A  dicha  indemnización  deberá  agre- 
garse toda  suma  debida  por  el  arrenda- 
dor al  arrendatario  á  consecuencia  de 
infracción  de  lo  convenido  en  el  con- 
trato. 

El  arrendador  no  podrá  demandar  ni 
obtener  indemnización  alguna  por  ra- 
zón de  los  deterioros  ó  infracciones  re- 
lativas al  arrendamiento,  si  los  he- 
chos en  que  consistan  se  remontaren  á 
cuatro  años  de  fecha  antes  de  la  espi- 
ración del  contrato.  (Art.  6.°) 

d)  Procedimiento.  —Los  artículos  7.°, 
8.°,  9.°,  10, 11,  12, 13, 14, 15  y  16  repro- 
ducen textualmente  las  disposiciones 
contenidas  en  la  ley  de  1875,  artícu- 
los 20  á  29.  El  aviso  al  arrendador  de- 
berá darse  dos  meses  antes  de  la  espi- 
ración del  contrato,  en  vez  de  un  mes, 
como  disponía  la  ley  de  1875. 

Las  convenciones  que  hubieren  cele- 
brado las  partes  con  relación  á  las  in- 
demnizaciones que  se  debieren  por  me- 
joras conforme  á  los  artículos  3.°,  4." 
y  5.°,  deberán  servir  de  base  á  las  eva- 
luaciones de  los  arbitros,  que  redacta- 
rán un  estado  especial  de  dichas  me- 

Los  artículos  18  á  21  reproducen  los 
artículos  30,  31,  32,33  y  34  de  la  ley 
de  1875.  El  art.  22  establece  el  derecho 
a  favor  de  los  Tribunales  de  justicia' de 
revisar  el  laudo  de  los  arbitros.  El  23 
establece  además  el  recurso  de  apela- 
ción contra  el  laudo  de  los  arbitros  en 
el  término  de  siete  días,  si  la  indemni- 
zación excediere  de  100  libras  esterli- 
nas, y  el  resto  del  articulo  reproduce 
los  35  y  36  de  la  ley  de  1875.  Los  artícu- 
los 24  á  28  reproducen  textualmente  los 
37,  38,  39,  40  y  41  de  dicha  ley. 

e)  Inscripción.— El  arrendador  que 
haya  pagado  al  arrendatario  una  in- 
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das  por  las  dos  leyes  mencionadas. 

La  cantidad  Ajada  por  decisión  de  un 
Tribuna]  de  condado  constituirá  una 
renta  inmueble  sobre  la  herencia  ó  par- 
te de  la  herencia  en  favor  del  arrenda- 
dor ó  de  sus  derecho-habientes,  y  no 
deberá  exceder  del  importe  de  esta 
parte  sobre  la  Anca  que  esté  poseyen- 
do el  arrendador. 

Si  el  arrendador  no  fuere  sino  un  sin- 
dico  ó  mandatario,  la  obligación  de 


cionadas  en  el  epígrafe  anterior. 

j)  Recuperación  por  el  arrendador  de 
tierras  arrendadas  por  efecto  de  mejo- 
ra» proyectadas  por  ¿¡.—El  articulo  41 
reproduce  casi  literalmente  el  52  de  la 
ley  de  1875,  y  añade  el  42  de  la  que  ana- 
lizamos que  la  capacidad  del  arrenda- 
dor en  las  tierras  de  la  Corona  y  de  los 
establecimientos  eclesiásticos  se  asi- 
mila A  la  del  propietario  de  un  feudo 
hereditario  ó  de  un  censualista  enñtéu- 
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tico.  En  las  tierras  en  que  se  disponga, 
por  acta  del  Parlamento  la  constitu- 
ción de  una  reserva  del  mejor  produc- 
to, el  valor  resultante  de  las  mejoras 
introducidas  no  deberá  tenerse  en  cuen- 
ta al  efectuar  la  estimación  de  la  renta. 
(Artículos  42  y  43.) 

C.  Embargo.—  En  lo  sucesivo  los  em- 
bargos de  bienes  rústicos  no  podrán 
efectuarse  sino  por  el  importe  de  las 
rentas  de  un  año  antes  de  la  fecha  del 
embargo,  a  menos  que  se  trate  de  ren- 
tas debidas  con  anterioridad  á  la  pro- 
mulgación de  la  ley  que  analizamos;  en 
este  caso,  los  atrasos  indicados  se  cu- 
brirán Integramente  por  embargo  hasta 
1.°  de  Enero  de  1885. 

En  el  caso  de  que  el  pago  de  las  ren- 
tas se  verificase  ordinariamente  por 
trimestre  ó  semestre  vencidos,  debe- 
rá observarse  el  mismo  plazo  en  lo  re- 
ferente á  las  rentas  inmuebles  creadas 
por  la  ley  que  extractamos. 

El  arrendador  no  podrá  proceder  al 
embargo  del  ganado  ajeno  que  se  crie 
en  la  Anca,  Bino  en  defecto  de  toda  cla- 
se de  bienes  cuyo  valor  sea  suficiente 
á  cubrir  la  cantidad  porque  se  hubiere 
decretado;  tampoco  podrán  embargar- 
se las  máquinas  agrícolas  é  instrumen- 
tos de  labranza  que  sean  realmente 
propiedad  de  persona  distinta  de  la  del 
arrendatario,  y  que  éste  tuviere  en  ca- 
lidad de  depósito,  como  dato,  présta- 
mo, etc. 

Cuando  surgiere  litigio: 

1.°  Acerca  de  la  propiedad  (tercería 
de  dominio)  de  un  rebaño  embargado  ó 
de  la  cantidad  debida  por  su  entreteni- 
miento; 

2."  Acerca  de  un  embargo  efectua- 
do, contraviniendo  á  las  disposiciones 
de  la  ley  que  analizamos; 

3."  Acerca  de  cualquier  incidente  ó 
trámite  referente  al  embargo  de  una 
finca  rústica  dada  en  arrendamiento, 
se  sustanciará  el  procedimiento  ante  el 
Tribunal  de  condado  ú  otro  competente 
para  conocer  de  los  procedimientos  su- 


marios. La  apelación  de  la  decisión 
dictada  en  primera  instancia  por  uno 
de  estos  Tribunales  se  sustanciará  ante 
la  reunión  general  ó  trimestral,  previa 
la  caución  que  ésta  decrete. 

La  indemnización  debida  por  el  arren- 
dador, en  virtud  de  la  ley  que  extracta- 
mos, del  contrato  ó  de  la  costumbre, 
podrá  compensarse  con  las  causas  de 
embargo  por  el  importe  de  su  valor, 
siempre  que  se  trate  de  cantidad  li- 
quida. 

El  auto  de  un  Tribunal  de  justicia 
competente  para  conocer  de  esta  clase 
de  litigios  no  podrá  anularse  por  que- 
brantamiento de  forma  ni  evocarse  por 
ceriiorari,  ú  en  otra  forma  ante  un  Tri- 
bunal superior  (extracto  de  los  articu- 
los 44  &  48;  los  siguientes,  hasta  el  52, 
se  refieren  á  las  costas  del  embargo, 
arancel  de  éstas,  derogación  de  una  ley 
promulgada  en  el  segundo  año  del  rei- 
nado de  Guillermo  111  y  María,  y  otras 
cuestiones  de  carácter  transitorio). 

d)  Disposiciones  genérale».— Xa  ley 
que  extractamos  comenzará  á  regir 
enl.°de  Enero  de  1884;  dicha  ley  se 
aplicará  únicamente  á  las  tierras  dedi- 
cadas al  cultivo  ó  pastos,  pero  no  á  las 
que  formen  parte  de  un  oficio,  cargo  ó 
empleo  que  se  halle  á  la  discreción  del 
arrendador. 

Todo  contrato,  acuerdo,  convención 
ó  pacto  por  el  que  el  arrendatario  re- 
nuncie á  su  derecho  de  reclamar  el 
abono  de  las  mejoras  agrícolas  intro- 
ducidas por  él  en  la  finca  arrendada, 
será  nulo  y  de  ningún  efecto  jurídica  ni 
equitativo. 

El  arrendatario  entrante  que,  con  el 
consentimiento  por  escrito  del  arren- 
dador, hubiere  pagado  al  arrendatario 
saliente  todo  ó  parte  de  la  indemniza- 
ción que  se  le  debiere  por  mejoras  in- 
troducidas por  él  en  la  finca  nueva- 
mente arrendada,  tendrá  derecho  al 
extinguirse  su  respectivo  contrato  para 
reclamar  la  totalidad  de  la  indemniza- 
ción que  su  predecesor  hubiera  perci- 
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ley  que  ajiauta-muh.  cena  ui»put>iuiun 
no  deroga  en  nada,  sin  embargo,  los 
derechos  y  procedimientos  consagra- 
dos por  ias  leyes,  costumbres  ó  con- 
venciones anteriores.  Bn  esta  ley,  final 
notiee  significa  la  nulificación  ó  aviso 
de  despedida  dado  al  arrendatario  ó  a! 
arrendador,  y  del  cual  resulta  la  cesión 
del  arrendamiento;  eoniraet  of  tenacy 
significa  arrendamiento  de  fincas  rústi- 
cas, bien  por  un  número  determinado 
de  años,  bien  vitaliciamente  ó  á  titulo 
mixto,  renovable  de  año  en  año  por 
tácita  reconducción;  las  palabras  de- 
lermination  o/  tenacy  significan  cesa- 
ción del  arrendamiento  por  consecuen- 
cia del  lapso  de  tiempo  ó  por  otra  cau- 
sa; landlor  (arrendador)  significa  la 
persona  que  tiene  derecho,  de  presente, 
á  recibir  las  rentas  de  la  Anca  arrenda- 
da;  tenaní  (arrendatario)  significa  el 
que  recibe  una  ñoca  rústica  en  arren- 
damiento por  un  número  de  años,  vita- 
liciamente, etc.,  y  en  extensivo  á  los 
ejecutores,  administradores,  derecho- 
habientes,  legatarios,  herederos  insti- 
tuidos, parientes  cercanos,  cónyuges, 
curadores,  síndicos,  etc.  del  arrendata- 
rio; la  palabra  holding  significa  toda 
parcela  de  tierra  poseída  por  el  arren- 
datario. Tribunal  de  condado  aquél  en 
cuyo  territorio  jurisdiccional  está  en- 
clavada la  mayor  parte  ó  el  total  de  la 
finca;  persona,  designa  lo  mismo  una 
reunión  de  varias  personas  que  una  So- 
ciedad ó  Corporación  reunida;  ganado 
significa  lo  mismo  un  rebaño  que  una 
sola  cabeza,  susceptibles  de  embargo; 
abonos  significa  los  comprendidos  en 
los  números  22  y  23,  comprendidos 
en  la  primera  lista  que  acompaña  & 
esta  ley. 

La  ley  que  extractamos  podrá  desig- 
narse con  el  nombre  de  Agricultural 


que  es  necesario  ei  consentimiento  aei 
arrendador: 

1.'  Construcción  ó  agrandamiento 
de  edificios; 

2.'    Formación  de  silos; 

a."  Establecimiento  de  pastos  con 
carácter  permanente; 

4."    Establecimiento  de   mimbreras; 

5.*  Ídem  de  praderas  de  regadío  y  de 
trabajos  de  irrigación; 

6.*    ídem  de  jardines; 

7."    ídem  de  fuentes  y  caminos; 

8.a  ídem  de  canales,  estanques,  po- 
zos, reservónos,  etc.; 

9.1    ídem  de  cercas  y  cancillas; 

10.  ídem  de  plantaciones  de  lúpulo; 

11.  Ídem  de  huerta»  y  árboles  fru- 
tales; 

12.  Roturación  de  terrenos  incultos; 

13.  Cambio  de  la  naturaleza  del  cul- 
tivo; 

14.  Construcción  de  diques  y  presas 
para  contener  las  aguas. 

b)  Segunda  parte.— Mejoras  para  las 
que  se  requiere  dar  aviso  previo  al 
arrendador: 

15.  Establecimiento  de  tuberías  sub- 
terráneas de  desagúe. 

c)  Tercera  parle.— Mejoras  paralas 
que  no  es  necesario  dar  aviso  al  arren- 
dador: 

16.  Abonos  orgánicos; 

17.  Calefacción; 

18, 19,  20  y  21.  Mezcla  de  tierras  y 
mejoras  análogas; 

22.  Empleo  de  abonos  artificiales  no 
producidos  en  la  finca; 

23.  Cria  en  la  finca  de  animales  y 
ganados  no  nacidos  en  ella. 

F.  Segunda  lista.  —Tasa  de  las  Cortes 
del  embargo  (esta  lista  sólo  ofrece  un 
interés  muy  relativo). 
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DI  (Bacocla).— Ley  da  85  do  Junio 


Extracto  de  sus  principales  déaposicio- 
nes.— El  texto  de  los  35  artículos  de  esta 
ley  reproduce  mas  ó  menos  literalmen- 
te con  relación  á  Escocia,  las  tres  leyes 
dictadas  para  Irlanda.  La  Land  Aet 
de  1881,  la  ley  de  rentas  vencidas  y  no 
satisfechas  de  1882,  y  la  ley  de  obreros 
agrícolas  de  1883.  Dice  asimismo  rela- 
ción a  la  ley  de  Agriculturae  holding», 
dictada  para  Escocia  en  Agosto  de  1883. 

El  primer  capitulo  de  la  ley  asegura 
la  posesión  de  la  Anca  a  condición  de 
respetar  las  condiciones  estatuidas,  y 
es  una  copia  de  la  Land  Aet  de  1881, 
aparte  de  la  palabra  sécurite,  que  ha 
sustituido  &  la  de  fizité,  y  el  eufonismo 
removed  en  lugar  de  ecieted,  para  expre- 
sar la  expulsión  ó  lanzamiento  riguro- 
so. El  articulo  í.°  (párrafos  1.°  á  8.°)  re- 
producen textualmente  el  art.  5."  (pá- 
rrafos 1."  á  6.8)  del  Land  Aet.  El  art.  2.°, 
acerca  de  la  recuperación  de  la  finca 
por  el  propietario  ó  arrendador  (land- 
iord),  está  calcado  sobre  el  párrafo  final 
del  mismo  art.  5.°  El  art.  2.°,  acerca  de 
la  forma  de  practicar  la  expulsión  ó 
lanzamiento,  remite  expresamente  al 
articulo  27  de  la  ley  de  1883  (1),  ó  á  un 
Estatuto  de  14  de  Diciembre  de  1876. 

El  capitulo  II,  que  trata  de  la  renta, 
se  ocupa  en  tres  artículos  de  la  renta 
actual,  de  las  modificaciones  que  ha- 
yan de  introducirse  por  efecto  de  la  vo- 
luntad de  las  partes,  y  especialmente 
de  la  institución  de  un  Tribunal  admi- 
nistrativo, la  Comisión  de  los  ero/tere, 
que  en  caso  de  desacuerdo  entre  las 
partes  procederá  á  determinar  la  cuan- 
tía de  la  renta. 

El  capitulo  III  prevé  en  un  sólo  ar- 
ticulo la  hipótesis  de  que  el  arrenda- 
tario (crojter)  deseare  abandonar  la 
finca. 

(I)    Inserta  »QtonormsnW. 


El  capitulo  IV,  artículos  8."  á  10,  re- 
gulaba compensación  ó  abono  de  la  in- 
demnización debida  en  caso  de  aban- 
dono voluntario  ó  forzoso  de  la  flaca 
por  las  mejoras  introducidas  en  la  finca 
arrendada. 

El  capitulo  V,  titulado  extensión  y 
agrandamiento  de  las  fincas  rústicas 
dadas  en  arrendamiento,  contiene  en 
seis  artículos,  11  á  16,  reglas  minucio- 
sas acerca  de  las  disposiciones  testa- 
mentarias del  arrendatario  en  lo  que 
pueda  referirse  á  la  finca  holdimj,  y  es 
una  paráfrasis  de!  art.  S.D  del  Land  Aet 
de  1881.  Los  artículos  11  á  15  desen- 
vuelven todo  un  sistema  nuevo,  en 
cuanto  no  ha  sido  importado  de  la  le- 
gislación irlandesa,  y  bastante  original 
desde  el  punto  de  vista  de  las  teorías 
corrientes  en  los  países  latinos  en  ma- 
teria de  propiedad.  A  instancia  de  cinco 
erofiers  (arrendatarios)  á  lo  menos,  po- 
drá expropiarse  al  landlord  (propieta- 
rio ó  arrendador)  de  sus  tierras  aún 
reservadas,  necesarias  para  aumentar 
el  bienestar  ó  asegurar  la  explotación 
de  sus  arrendatarios.  Este  principio, 
eus  aplicaciones  y  algunas  excepciones 
indispensables,  asi  como  el  procedi- 
miento, se  detallan  suficientemente  en 
los  artículos  que  subsiguen. 

El  capitulo  VI  enumera,  en  los  ar- 
tículos 17  á  30,  los  derechos  y  deberes  de 
la  Comisión  de  ero/ters  (arrendatarios), 
su  forma  de  proceder  y  modo  de  llevar 
á  debido  cumplimiento  sus  decisiones. 

El  art.  31  declara  vigentes,  sin  inno- 
vación alguna,  las  disposiciones  de  la 
ley  de  Agosto  de  1883  acerca  de  los 
arrendamientos  de  fincas  rústicas  en 
Escocia. 

Los  artículos  siguientes  hasta  el  33 
contienen  disposiciones  transitorias, 
que  no  ofrecen  un  gran  interés,  y  ter- 
mina el  texto  déla  ley  con  la  defini- 
ción de  los  términos  empleados  en  la 
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embargo  y  venta  de  sus  bienes,  por 
cuanto  el  art.  1.°  rehusaba  á  los  que- 
brados el  beneficio  de  la  ley.  Resulta- 
ba de  aquí  un  estado  de  inseguridad 
constante  para  loe  ero/ten,  que  ur- 
gía hacer  desaparecer,  y  conceder  al 
propio  tiempo  suficientes    medios  de 


(1)  An  Aeí  lo  amead  Mía  ero/ten  holdings 
(Seolland)  Act,  1886  (00  j  SI,  Virt.,  o»p.  XXIV), 
Tumo  XI.— Inititcoionu  jubídicaí. 


de  ltXfti,  llamada  estaiey  principal. 

Todo  crojter  (arrendatario)  que  se 
haya  dirigido  6  se  dirija  en  lo  sucesivo 
ala  Comisión  de  erofíera  para  solici- 
tar que  se  fije  por  ella  la  tasa  de  su 
arrendamiento  y  contra  el  que  se  haya 
intentado  algún  procedimiento  judicial 
para  obtener  el  pago  de  las  rentas,  po- 
drá solicitar  también  de  la  misma,  si- 
multáneamente  6  con    posterioridad, 
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una  orden  prohibiendo  que  los  bienes 
muebles  de  su  propiedad  se  vendan  en 
virtud  de  una  condena  al  pago  de  la 
renta.  La  Comisión  de  cro/ters  (arren- 
datarios), si  estimare  que  este  procedi- 
miento darla  por  resultado  eludir  los 
efectos  de  la  ley  principal,  podrá,  bajo 
la  condición  de  pago  de  las  rentas  ó  de 
cualquier  otra  que  juzgue  conveniente, 
dictar  una  decisión  prohibiendo  la  ven- 
ta Ínterin  se  estatuye  definitivamente 
acerca  de  la  justicia  de  la  venta. 

Toda  petición  formulada  en  virtud  de 
la  ley  que  extractamos,  deberá  dedu- 
cirse dentro  de  ios  siguientes  pla- 
zos: 1.°,  en  caso  de  procedimiento  pen- 
diente al  tiempo  de  la  promulgación  de 
esta  ley,  dentro  de  los  dos  meses  si- 
guientes, y  2.°,  en  caso  de  procedi- 
miento incoado  con  posterioridad  á  la 
promulgación  de  esta  ley,  en  cualquier 
época,  hasta  la  espiración  de  los  pla- 
zos legales  de  comparecencia.  La  Co- 
misión de  erofters  (arrendatarios)  de- 
berá examinar  y  resolver  estas  deman- 
das de  modo  sumario,  y  podrá  compro- 
bar los  hechos  aducidos  por  medio  de 
declaraciones  juradas  {atfídacit)  ü  otra 
cualquiera  prueba  que  sea  procedente 
según  los  casos.  Las  facultades  que  la 
ley  que  analizamos  confiere  se  agrega- 
rán a  las  mencionadas  en  el  párrafo  4.° 
del  art.  6."  de  la  ley  principal.  Si  un 
crofter  hubiere,  con  posterioridad  á  la 
promulgación  de  la  ley  de  1886,  firmado 
un  billete  ó  promesa  á  instancia  de  su 
propietario  por  las  rentas  vencidas  y 
no  pagadas,  la  Comisión  citada  no  se 
entenderá,  por  esto,  desposeída  del  de- 
recho de  estatuir  en  virtud  de  lo  esta- 
blecido en  la  presente  ley;  y  si  los  crof- 
ter» hubieren  sido  citados  y  competidos 
al  pago,  y  hubieren  pagado  efectiva- 
mente al  portador  del  billete  ó  de  la 
promesa  una  suma  superior  á  la  que  la 
Comisión  estimare  que  debe  pagarse 
por  las  rentas  vencidas,  podrá  libe- 
rarlas ordenando  el  reembolso  del  ex- 
ceso por  el  propietario,  ó  autorizar  la  ' 


deducción  sobre  las  rentas  futuras 
bajo  las  condiciones  que  estime  proce- 
dentes. 

Todo  crofter  (arrendatario)  en  favor 
de  quien  se  hubiere  dictado  auto  en  vir- 
tud de  esta  ley,  no  se  considerará  á  los 
efectos  del  art.  1.°  de  la  ley  principal, 
en  estado  de  quiebra  notorio  por  efecto 
de  auto  dictado  ó  procedimientos  in- 
coados antes  de  esta  decisión  ó  mien- 
tras sea  firme,  ni  acerca  de  la  renta  á 
que  se  refiera,  bajo  la  reserva,  no  obs- 
tante, de  que  la  decisión  de  la  Comisión 
fije  las  rentas  vencidas  y  debidas  por  el 
arrendatario  deque  se  trate.  Dejará  la 
presente  ley  de  aplicarse  á  los  autos  ú 
procedimientos  que  esta  decisión  no 
hubiere  anulado. 

El  art.  6,°,  párrafo  3."  de  la  ley  prin- 
cipal, deberá  leerse  y  entenderse  como 
si  las  palabras  «el  primer  término  del 
domingo  de  Pentecostés  ó  de  San  Mar- 
tin próximo»  se  encontraren  entre  las 
palabras  «y»  y  ale»  en  el  mismo  pá- 
rrafo. 

V.~  Ley  de  18  da  Agosto  de  1880  (1) 

A.  Indicación  preliminar.— Esta  ley 
completa  la  legislación  inglesa  concer- 
niente á  la  indemnización  debida  al 
arrendatario,  al  abandonar  la  finca,  por 
las  mejoras  que  haya  podido  introducir 
en  ella,  y  ha  venido  á  realizar  una  re- 
forma vivamente  deseada  por  la  pobla- 
ción agrícola.  En  un  principio,  y  salvo 
pacto  en  contrario,  no  existia  vinculo 
alguno  de  derecho  entre  el  arrendador, 
es  decir,  el  deudor  hipotecante  y  el 
arrendatario.  Este  último  hallábase, 
pues,  desarmado  frente  al  acreedor  hi- 
potecario que,  en  caso  de  falta  de  pago 
al  vencimiento,  obtenía  la  posesión  de 
la  Anca.  En  lo  sucesivo,  y  merced  alo 
dispuesto  en  esta  ley,  podrá  exigir  el 


(1)  An  Acl  lo  amend  Ihe  ¡iv  with  retpect  (i 
compensa  í  ion  due  lo  ieíianí»  on  ¡and  under  morí- 
gaB«  (53  y  54,  Vtot,  cap.  LVII). 
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légrame  ae  ias  anteriores  soDre  1a  ma- 
teria. 

B.  Principios  sancionados  por  esta 
ley.— Esta  ley  formará  un  solo  cuerpo 
legal  con  la  de  los  arrendamientos  de 
fincas  rústicas  de  1883  y  la  de  indemni- 
zación por  cosechas  a  los  tenedores  de 
lotes  de  tierras  y  huertos,  de  1887,  cita- 
das aqut  á  titulo  de  leyes  principales,  y 
podrá  designarse  con  el  nombre  de  «ley 
de  indemnización  á  los  terratenientes, 
de  1890».  Esta  ley  no  será  aplicable  á 
Escocia  ni  á  Irlanda. 

Guando  una  persona  ocupe  una  tierra 
en  virtud  de  un  contrato  de  arrenda- 
miento con  un  deudor  hipotecante,  ce- 
lebrado, sea  antes,  sea  después  de  la 
promulgación  de  la  ley  que  extracta- 
mos, pero  que  no  obligue  al  acreedor 
hipotecario:  a)  el  ocupante  tendrá  de- 
recho, con  respecto  al  acreedor  que 
tome  posesión  de  la  Anca,  á  todas  las 
indemnizaciones  debidas  ó  que  puedan 
deberse  á  éste  ocupante  por  el  deudor 
hipotecante  con  respecto  á  cosechas, 
mejoras,  cultivos,  etc.,  sea  en  virtud  de 
las  leyes  principales  (1),  del  uso  ó  cos- 
tumbre del  lugar,  ó  de  convenios  parti- 
culares permitidos  por  las  mismas  (2), 
con  la  condición,  sin  embargo,  de  que 
la  suma  de  que  el  ocupante  sea  reco- 
nocido acreedor  á  titulo  de  indemniza- 
ción ó  de  gastos  relativos  á  aquella,  se 
compensen  con  los  alquileres  ó  sumas 
que  adeuden  por  su  ocupación  y  que 
la  cuantía  de  la  indemnización  se  efec- 

(1}  7  (3)    Son  lu  citadas  de  1888  y  1881. 


ei  acreedor  Hipotecario  a  enera  advenir- 
le con  seis  meses  de  anticipación  su  in- 
tención de  verificar  el  lanzamiento,  y 
si  lo  efectuare  realmente,  estará  obli- 
gado á  indemnizarle  por  las  cosechas  y 
demás  gastos  de  cultivos  hechos  por  el 
ocupante,  en  la  creencia  de  que  el 
arrendamiento  habría  de  tener  la  dura- 
ción estipulada;  esta  indemnización  de- 
berá determinarse  en  la  forma  preve- 
nida en  las  leyes  principales,  y  com- 
pensarse, en  su  caso,  en  la  forma  pre- 
venida en  la  ley  que  analizamos.  Esta 
parte  complementaria  del  articulo  no 
se  aplicará  á  los  arrendamientos  anua- 
les ó  celebrados  por  un  plazo  de  vein- 
tiún años  por  un  tanto  alzado. 

Cuando  la  indemnización  debida  por 
las  mejoras  comprendidas  en  los  párra- 
fos 1."  y  2."  del  primer  anejo  de  la  ley 
de  1883  haya  sido  regulada  por  una  re- 
solución del  Tribunal  competente,  y  en 
virtud  de  lo  prevenido  en  el  art.  31  de 
la  misma,  resultará  de  ella  una  carga 
inmueble  en  el  sentido  de  la  ley  del  re- 
gistro é  investigación  en  materia  de 
cargas  inmuebles  de  1888,  y  como  tal 
deberá  registrarse. 

Esta  ley  no  se  aplicará  á  las  disposi- 
ciones concernientes  al  pago  de  las 
rentas  inmuebles  (1)  debidas  en  virtud 
de  la  ley  de  conversión  del  diezmo  y  de 
las  demás  referentes  á  la  materia  (2). 


(1)  Que  han  sustituido  a  los  antiguos  diei* 
mol  (fi.°  y  1.*,  Vict.,  op.  IV,  11). 

(3)  Principios  consignados  en  loe  artículos  I.* 
áS.' de  esta  ley. 
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APÉNDICE  III 

SOCIEDADES  QUE  CARECEN  DE  PERSONALIDAD  CIVIL  (PAHTNERSHIP)  .1) 
LEY  DE  14  DE  AGOSTO  DE  1890  (2) 

(EXTRACTO  DE  BUB  PMHCIPALE8  HSP0SI0I0HE8)  (VÉASE  a  CAPITULO  VI  OEL  LIBRO  IV) 


1.  Naturaleza  de  las  sociedades  que 
carecen  de  personalidad  civil.— L&parl- 
nerships  es  el  vinculo  que  une  á  diver- 
sas personas  que  se  dedican  a  una  em- 
presa común,  con  ánimo  de  obtener 
una  ganancia.  No  tienen  esta  conside- 
ración las  sociedades  registradas  en 
virtud  de  la  Companles  Act  de  1862  6 
de  cualquiera  otra  Acta  del  Parlamento 
acerca  de  las  Joint  stoc  Compontes  (so- 
ciedades de  responsabilidad  limitada), 
excepto  las  constituidas  á  consecuen- 
cia de  Acta  especial  del  Parlamento  ó 
de  Real  Carta.  Las  sociedades  consti- 
tuidas con  objeto  de  explotar  minas 
y  sujetas  a  la  legislación  especial  que 
rige  esta  clase  de  propiedad,  no  son 
partnerskip.  (Art.  1.°) 

Para  decidir  si  existe  ó  no  sociedad 
de  las  que  carecen  de  personalidad 
civil  (parHnership),  se  observarán  las 
reglas  siguientes: 

1."  La  copropiedad  ó  posesión  en  co- 
mún no  crea  una  partnerskip,  sino  el 


(1)  Distínguenee  en  Inglaterra  dea  sspsciea 
principales  de  sociedades: 

1.a  Las  sociedades  que  no  gozan  de  personali- 
dad civil  (parlnerihipsj,  y 

3."  Las  que  goian  de  este  beneficio  j  que  son 
conocidas  con  el  nombre  registrad  comparties, 
an  virtud  de  la  formalidad  ó  requisito  del  regis- 
tro a  que  están  sometidas. 

(2)  An  Act  (a  declare  and  amend  Ihe  liw  of 
p*rln*rehip(53yM,  Vict.,  cap.  8B). 


derecho  á  distribuir  los  beneficios,  ren- 
tas ó  productos,  etc.,  de  la  cosa  ó  dere- 
cho común; 

2*  El  hecho  de  tener  participación 
en  los  beneficios  de  una  empresa  cons- 
tituye, prima  facie,  una  presunción  de 
que  se  trata  de  participación  en  una  so- 
ciedad de  las  que  carecen  de  personali- 
dad civil  (partnership); 

3/  Por  el  contrario,  cuando  se  trata 
de  cantidades  satisfechas  para  pago  de 
deudas,  ó  bien  de  una  participación  en 
los  beneficios  prometidos  á  obreros  ó 
empleados,  no  existe  sociedad  de  las 
mencionadas.  El  hecho  de  que  partici- 
pen éstos  en  los  beneficios,  no  los  cons- 
tituye en  miembros  de  una  sociedad  de 
lasque  carecen  de  personalidad  civil; 

4.*  La  viuda  ó  los  hijos  de  un  socio 
(partner)  de  una  sociedad  que  carez- 
ca de  personalidad  civil,  fallecido,  que 
continuaren  recibiendo  una  parte  de 
los  beneficios  de  la  empresa,  no  son 
por  este  solo  hecho  miembros  de  la  so- 
ciedad, ni  están  sujetos  á  la  responsa- 
bilidad que  esta  cualidad  implica; 

5.*  El  préstamo  celebrado  con  la 
cláusula  de  que  el  prestamista  habrá 
de  recibir,  por  vía  de  interés,  una  parte 
de  los  beneficios  de  una  empresa,  no 
establece  el  vinculo  de  que  se  trata  en- 
tre prestatario  y  prestamista,  aun  cuan- 
do el  contrato  se  hubiere  otorgado  por 
escrito  y  firmado  por  las  partes; 
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cantidad  proveniente  del  fideicomiso  y 
que  se  hallare  en  poder  de  la  sociedad. 
(Articulo  13.) 

El  que  por  sus  operaciones  ó  por  una 
declaración  escrita  se  presentare  como 
socio  ó  se  dejare  presentar  como  tal, 
sin  serlo,  será  responsable  de  todo  cré- 
dito concedido,  por  su  hecho,  á  la  so- 
ciedad para  con  aquellos  que  se  hubie- 
ren obligado  de  buena  fe.  No  obstante, 
cuando  después  del  fallecimiento  de  un 
socio  continuare  su  nombre  figurando 
en  la  razón  social,  las  obligaciones  con- 
traídas por  la  sociedad  no  afectarán  & 
sus  herederos.  (Art.  14.) 

Las  confesiones  y  declaraciones  de 
un  socio  referentes  á  los  negocios  de  la 
sociedad  y  hechas  durante  el  tiempo  en 
que  ésta  se  hallare  constituida,  harán 
prueba  contra  ella.  (Art  15.) 

Todo  socio  que  obrare  habitualmente 
por  cuenta  de  la  sociedad,  obligará  á 
ésta  en  los  negocios  que  celebre  para 
atender  á  sus  necesidades,  salvo  el 
caso  de  que  existiere  fraude  por  su 
parte.  (Art.  16.) 

El  socio  nuevamente  admitido  no  es- 
tará obligado  á  responder  por  los  actos 
y  contratos  celebrados  antes  de  su  in- 
greso. El  socio  que  salga  de  la  so- 
ciedad continuará  obligado  á  respon- 
der de  lo  contratado  antes  de  su  salida; 
no  obstante,  podra  celebrarse  pacto  en 
contrario  entre  la  sociedad  y  el  socio 
saliente.  (Art.  17.) 

Las  garantías  ó  cauciones  perpetuas 
concedidas  á  una  sociedad,  deberán  re- 
putarse retiradas  cuando  la  sociedad 
sufra  alguna  modificación  esencial,  sal- 
vo pacto  en  contrario.  (Art.  18.) 

3.  Relaciones  de  los  socios  entre  sí. — 
Los  derechos  y  obligaciones  de  los 
socios,  tales  como  aparezcan  de  la  es- 
critura de  constitución  ó  de  lo  dispues- 
to en  la  ley  que  analizamos,  podrán 
modificarse  por  mutuo  consentimiento 
expreso  ó  tácito.  (Art.  19.) 

Todas  las  propiedades  aportadas  á 
una  sociedad  de  las  que  carecen  de 


personalidad  civil  (partnenfttp)  o  ad- 
quiridas por  ellaá  titulo  de  compra, 
permuta,  etc.,  se  adquirirán  en  su  nom- 
bre y  deberán  emplearse  exclusiva- 
mente en  sus  negocios  propios.  El  resto 
del  art.  20  y  los  dos  siguientes  se  ocu- 
pan de  la  complicada  teoría  de  la  atri- 
bución legal  de  la  propiedad,  según  el 
derecho  inglés. 

El  art.  21  expresa  que,  salvo  disposi- 
ción en  contrario,  cuantos  bienes  ad- 
quiriere la  sociedad  se  reputarán  ad- 
quiridos por  su  cuenta. 

El  art.  22  preceptúa  que  las  propie- 
dades de  las  sociedades  que  carecen 
de  personalidad  civil  (partnership)  no 
son  reales,  sino  personales  y  enage- 
nables. 

A  partir  de  la  fecha  de  la  promulga- 
ción de  la  presente  ley  (1),  se  requerirá 
para  poder  proceder  al  embargo  de 
bienes  que  constituyan  la  propiedad  de 
una  sociedad  de  las  que  carecen  de  per- 
sonalidad civil,  que  se  haya  dictado 
una  sentencia  condenatoria.  Los  Tri- 
bunales de  justicia  podrán  ordenar,  á 
instancia  de  los  acreedores  particula- 
res de  los  socios  provistos  de  una  sen- 
tencia de  esta  clase,  que  todo  lo  que 
éstos  pudieren  obtener  y  percibir  de  la 
sociedad,  intereses  ó  capitales,  se  en- 
tregue á  un  depositario  (2),  Ó  bien  de- 
cretar las  medidas  que  conceptúen 
oportunas.  Los  demás  socios  tendrán 
siempre,  aun  en  estos  casos,  el  dere- 
cho de  adquirir  los  intereses  secuestra- 
dos ó  el  de  comprarlos,  si  se  hubiere 
decretado  la  venta.  Lo  dispuesto  en 
este  articulo  no  será  aplicable  á  Esco- 
cia. (Art.  25.) 

En  defecto  de  convenio  especial,  los 
derechos  y  deberes  de  los  socios  de  una 
sociedad  que  carezca  de  personalidad 
civil  [partnership),  se  regularán  por  la 
ley  en  la  siguiente  forma: 


(1)  ComBDiaraá  rugir  en  1."  áe  Vinera  de.  1891 

(2)  Véanse  loa  artículos  66  y  siguientes  de  Is 
lev  de  Quiebras  de  1888. 
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l.°  Cada  uno  de  ellos  tendrá  una 
participación  igual  en  los  beneficios  y 
en  las  pérdidas; 

2."  La  sociedad  estará  obligada  a 
indemnizar  a  sus  miembros  los  gastos 
efectuados  por  éstos  ó  las  responsabi- 
lidades en  que  hubieren  incurrido,  en 
interés  de  la  misma; 

3.°  El  socio  que  hubiere  pagado  por 
la  sociedad  una  cantidad  superior  á  la 
que  se  hubiere  obligada  á  aportar  al 
fondo  social,  tendrá  derecho  á  un  in- 
terés de  5  por  100  anual  de  dicha  can- 
tidad; 

4.°  No  obstante,  á  cuenta  de  su 
aportación  no  podrá  exigir  sino  los  di- 
videndos; 

5."  Todo  socio  podrá  intervenir  en 
la  gestión  de  los  negocios  que  constitu- 
luyan  el  objeto  de  la  sociedad; 

6.°  Ningún  socio  que  intervenga  en 
la  gestión  de  los  negocios  sociales,  se- 
gún lo  indicado  en  el  número  anterior, 
podrá  exigir  por  ello  remuneración  de 
ninguna  clase; 

7."  Las  dificultades  que  surgieren 
acerca  de  la  marcha  de  los  asuntos 
que  constituyan  el  objeto  de  la  socie- 
dad, podrán  resolverse  por  mayoría  de 
votos;  pero  en  lo  que  concierne  á  la  na- 
turaleza de  la  sociedad  que  carezca  de 
personalidad  civil,  se  requerirá  el  con- 
sentimiento unánime  de  todos  los  so- 
cios; 

8."  Los  libros  de  las  sociedades  que 
carezcan  de  personalidad  civil  debe- 
rán llevarse  en  el  domicilio  social  ó  en 
el  lugar  en  que  la  sociedad  tenga  su 
principal  establecimiento,  si  existiere 
más  de  uno.  Los  socios  podrán  exami- 
narlos siempre  que  lo  tuvieren  por  con- 
veniente, y  tomar  notas  de  los  asientos 
que  aparezcan  en  ellos.  (Art.  24.) 

La  mayoría  de  los  socios  no  podrá 
excluir  á  uno  de  ellos,  á  menos  que 
conste  este  derecho  en  los  estatutos 
respectivos.  (Art.  25.) 

Cuando  hubiere  llegado  el  término 
porque  se  constituyó  una  sociedad  de 


las  que  carecen  de  personalidad  civil, 
cualquier  socio  podrá  exigir  su  disolu- 
ción, manifestando  su  intención  por  es- 
crito. (Art.  26.) 

Cuando  una  sociedad  de  las  que  ca- 
recen de  personalidad  civil,  constituida 
por  un  tiempo  determinado,  continuare 
funcionando  sin  oposición  de  ninguno 
de  los  socios,  se  entenderá  prorrogado 
aquél  en  las  mismas  condiciones  por 
tácita  reconducción.  (Art.  27.) 

Los  socios  deberán  comunicarse  re- 
ciprocamente cuanto  hicieren  ó  practi- 
caren separadamente  por  cuenta  de  la 
sociedad.  (Art.  28.) 

Cada  cual  de  les  socios  deberá  dar 
cuenta  de  toda  ventaja  ó  beneficio  ob- 
tenido por  él,  á  cuenta  de  la  sociedad  y 
sin  el  consentimiento  de  los  demás  so- 
cios, ast  como  de  todos  los  que  puedan 
proceder  del  patrimonio  social.  Esta 
disposición  se  aplicará  á  todo  negocio 
concluido,  una  vez  extinguida  una  so- 
ciedad de  las  que  carecen  de  personali- 
dad civil,  á  consecuencia  del  falleci- 
miento de  uno  de  los  socios,  por  uno  de 
los  sobrevivientes  ó  por  el  representan- 
te del  socio  fallecido.  (Art.  29.) 

Si  uno  de  los  socios  de  una  sociedad 
de  las  que  carecen  de  personalidad 
civil  emprendiere,  sin  el  consentimien- 
to de  los  demás,  un  negocio  de  la  mis- 
ma naturaleza  de  los  que  constituyan 
el  objeto  de  aquélla,  estará  obligado  á 
ponerlo  en  conocimiento  y  dar  cuenta 
á  los  demás  socios  de  los  beneficios  ob- 
tenidos. (Art.  30.) 

La  cesión  de  sus  derechos  realizada 
por  uno  de  los  socios  de  una  sociedad 
de  las  que  carecen  de  personalidad 
civil,  bien  sea  definitivamente,  bien  á 
titulo  de  retroventa  ó  de  prenda,  no 
otorgará  al  cesionario  ningún  derecho 
para  intervenir  en  los  asuntos  de  la  so- 
ciedad, ni  para  inspeccionar  los  libros, 
sino  únicamente  el  de  percibir  los  di- 
videndos correspondientes  al  cedente, 
tal  como  hayan  sido  determinados  por 
los  demás  socios.  En  caso  de  disolución 
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de  una  sociedad  de  las  indicadas,  sea 
con  respecto  &  todos  los  socios,  sea  con 
relación  al  cedente  solamente,  el  cesio- 
nario tendrá  el  derecho  de  percibir  la 
participación  correspondiente  al  ce- 
dente  en  el  momento  de  la  disolución. 
(Artículo  31.) 

4.  Disolución  de  la  sociedad  y  efectos 
legales  de  la  misma.— Salvo  lo  especial- 
mente convenido  por  las  partes,  las  so- 
ciedades que  carezcan  de  personalidad 
civil  (partnersfíip),  se  disolverán: 

i."  Por  Ja  espiración  del  plazo  por 
que  hubieren  sido  constituidas; 

2.°  Por  el  cumplimiento  ó  realiza- 
ción del  objeto  para  que  se  hubieren 
constituido; 

3.°  Por  la  voluntad  de  cualquiera  de 
los  socios  cuando  no  se  hubiere  estipu- 
lado su  duración. 

En  este  último  supuesto,  la  fecha  de 
la  disolución  será  la  de  la  declaración 
del  socio  de  que  se  trate,  y  si  ésta  no 
fuere  fechada,  la  de  la  notificación  de 
su  intención.  (Art.  32.) 

Salvo  pacto  en  contrario,  las  socieda- 
des que  carecen  de  personalidad  civil 
se  disolverán  con  respecto  á  todos 
por  la  muerte  ó  declaración  del  estado 
de  quiebra  de  uno  de  ellos.  También 
podrá  disolverse  por  la  voluntad  de  los 
demás  socios,  cuando  la  parte  de  uno 
de  estos  se  hubiere  vendido  para  pago 
de  sus  deudas  particulares.  (Art.  33.) 

Las  sociedades  que  carecen  de  per- 
sonalidad civil  se  entenderán  disuel- 
tas ipsojure  por  el  descubrimiento  de 
cualquier  ilegalidad.  (Art.  34.) 

Los  Tribunales  podrán  decretar  la 
disolución,  á  instancia  de  cualquiera  de 
los  socios,  en  cualquiera  de  los  casos 
siguientes: 

I.°  En  caso  de  enagenación  mental 
demostrada  (1)  de  uno  de  los  socios,  pu 
di'endo  también,  en  este  supuesto,  de- 
mandar la  disolución  cualquier  dere- 

(1)  Véase  ea  al  lugar  correspaadieate  de  este 
tomo  ls.  ley  do  1990  sobre  los  dementes. 


cho-habiente,  un  pariente  ó  un  amigo; 

2."  Cuando  un  socio  resultare  defini- 
tivamente incapacitado  para  ejecutar 
por  su  parte  el  contrato  respectivo; 

3.°  Cuando  un  socio  fuere  declarado 
judicialmente  culpable  de  haber  perju- 
dicado intencional  mente  la  marcha  de 
la  sociedad; 

4."  Cuando  un  socio  falte  delibera- 
damente al  contrato,  ó  se  conduzca  de 
tal  modo  que  imposibilite  la  continua- 
ción de  la  sociedad  entre  los  demás  so- 
cios y  élf 

5.°  Cuando  la  empresa  no  pudiere 
continuarse  sin  experimentar  pérdidas 
de  gran  consideración; 

6."  En  cualquier  otro  caso  en  que, 
en  opinión  de  la  autoridad  judicial,  sea 
equitativa  la  disolución  de  la  sociedad. 
(Articulo  35.) 

Cuando  un  tercero  contratare  con 
una  sociedad  que  hubiere  introducido 
modificaciones  en  sus  estatutos  sin  ha- 
cer la  debida  publicación,  tendrá  dere- 
cho á  considerarlos  individuos  perte- 
necientes á  la  primera  sociedad  como 
obligados,  hasta  que  hubiere  recibido 
el  oportuno  aviso  de  la  modificación. 
Se  reputará  aviso  en  forma  para  los 
efectos  del  presente  articulo,  el  anun- 
cio inserto  en  la  Gaceta  de  Londres, 
con  respecto  á  las  sociedades  de  In- 
glaterra y  país  de  Gales;  en  la  Gaceta 
de  Edimburgo,  para  las  de  Escocia,  y 
en  la  Gaceta  de  Dublin,  para  las  de  Ir- 
landa. El  patrimonio  de  un  socio  que 
falleciere  6  fuere  declarado  en  estado 
de  quiebra,  no  podrá  embargarse  por 
razón  de  deudas  posteriores  á  estos 
acontecimientos.  El  socio  cuyo  carác- 
ter fuere  ignorado  por  los  terceros  que 
con  él  contrataren,  no  podrá  ser  perse- 
guido por  razón  de  las  deudas  con- 
traidas con  posterioridad  á  su  salida. 
(Articulo  36.) 

La  disolución  de  una  sociedad  de  las 
que  carecen  de  personalidad  civil,  ó  la 
salida  de  un  socio,  podrán  hacerse  pú- 
blicas por  cualquiera  de  ellos,  y  éste 
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tendrá  facultad  para  exigir  á  los  de- 
más su  cooperación  á  esta  publicación, 
cuando  su  concurso  fuere  necesario. 
(Articulo  37.) 

Después  de  la  disolución  de  una  so- 
ciedad de  las  que  carecen  de  persona- 
lidad civil  (parinership)  cada  cual  de 
los  socios  conservará  sus  derechos  en 
la  medida  que  fuere  necesaria  para  ter- 
minar los  negocios  pendienteBal  tiem- 
po de  la  disolución,  siempre  que  la  so- 
ciedad no  se  hubiere  obligado  por  el 
hecho  del  socio  declarado  en  estado  de 
quiebra;  aun  esta  circunstancia  no 
cambiará  la  responsabilidad  de  tas  per- 
sonas que  después  de  la  quiebra  se 
presentaren  ó  consintieren  en  dejarse 
presentar  como  socios  del  quebrado. 
(Articulo  38.) 

Después  de  la  disolución  de  una  socie- 
dad de  las  que  carecen  de  personalidad 
civil,  tos  socios  tendrán  derecho  sobre 
los  bienes  de  la  sociedad,  después  que 
hayan  servido  para  pagar  las  deudas 
sociales,  deducción  hecha  de  lo  que 
cada  socio  debiere.  Los  socios  podrán 
acudir  á  la  autoridad  judicial  para  pro- 
ceder á  la  liquidación  de  tos  asuntos 
sociales.  (Art.  39.) 

Cuando  un  socio  hubiere  entregado 
su  aportación  á  un  coasociado,  consti- 
tuyendo con  él  otra  sociedad  de  las 
que  carecen  de  personalidad  civil  (parí- 
nership)  por  un  tiempo  determinado, 
y  ésta  se  disolviere  antes  del  plazo 
convenido  por  una  causa  que  no  sea 
el  fallecimiento  del  coasociado,  la  au- 
toridad judicial  podrá  decretar  ta  resti- 
tución total  ó  parcial  de  la  aportación, 
según  estimare  procedente,  atendida  la 
duración  que  hubiere  alcanzado  ta  so- 
ciedad, á  menos  que  la  disolución  hu- 
biere sido  pronunciada  por  sentencia 
fundada  en  la  conducta  del  que  hizo  la 
aportación  ó  hubiere  sido  consecuencia 
de  pacto  que  no  impóngala  obligación 
de  restituir  todo  ó  parte  de  la  aporta- 
ción. (Art.  40.) 

Cuando  un  contrato  de  sociedad  de 


lasque  carecen  de  personalidad  civil 
(partnership)  fuere  anulado  por  efecto 
del  fraude  de  uno  de  sus  individuos,  el 
que  hubiere  reclamado  la  anulación 
tendrá  derecho,  sin  perjuicio  de  otras 
acciones  reivindicatorías: 

1."  A  deducir  de  lo  que  reste  del  ca- 
pital social,  una  vez  pagadas  y  satisfe- 
chas las  obligaciones  pendientes,  todo 
lo  que  hubiere  desembolsado  para  ad- 
quirir su  participación  ó  con  lo  que 
hubiere  contribuido  á  la  sociedad  en 
cualquier  otra  forma; 

2."  A  subrogarse  en  el  lugar  de  tos 
acreedores  sociales  que  haya  debido 
pagar; 

3."  A  que  se  le  garantice  por  el  aso- 
ciado que  hubiere  cometido  el  fraude 
contra  todas  las  deudas  y  responsabi- 
lidades provenientes  de  actos  celebra- 
dos en  nombre  de  y  por  la  sociedad.  (Ar- 
tículo 41.) 

Cuando  un  socio  de  una  sociedad  de 
las  que  carecen  de  personalidad  civil 
(partnership)  falleciere  ó  dejare  por 
cualquier  causa  de  formar  parte  de 
ella  y  ésta  hubiere  continuado  sus  ope- 
raciones propias,  este  socio  ó  sus  de- 
recho-habientes podrán  reclamar  el 
pago  de  los  dividendos  que  la  autori- 
dad judicial,  en  vista  de  las  circunstan- 
cias de  cada  caso  estime  oportuno  de- 
clarar, ó  bien  el  interés  de  un  5  por  100 
anual  del  importe  de  estos  dividendos, 
á  menos,  sin  embargo,  que  los  estatu- 
tos reserven  á  estos  socios  el  derecho 
de  recobrar  la  participación  del  difunto 
ó  del  saliente  que  hubieren  usado  de 
este  derecho.  (Art.  43.) 

Salvo  pacto  en  contrario,  la  partici- 
pación correspondiente  al  socio  falle- 
cido ó  saliente,  se  considerará  como 
una  deuda  que  nace  el  día  de  la  disolu- 
ción ó  de  la  muerte.  (Art.  43.) 

Para  las  cuentas  que  hayan  de  ren- 
dirse después  de  la  disolución  de  la 
sociedad,  las  disposiciones  siguientes 
producirán  su  efecto,  si  las  partes  no 
hubieren  convenido  otra  cosa: 
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1.*  Las  deudas  se  pagarán,  desde 
luego,  a  cuenta  de  los  beneficios;  des- 
pués, á  cuenta  del  capital,  y  por  últi- 
mo, si  fuere  necesario,  por  los  asocia- 
dos individualmente  en  la  proporción 
en  que  cada  uno  tuviere  derecho  á  los 
beneficios; 

2.*    El  activo  social  se  empleará: 

a)  En  el  pago  de  las  deudas  con- 
traídas con  terceros. 

b)  En  el  pago  de  lo  que  se  debiere  6 
cada  socio  por  anticipos  hechos  por  él 
á  la  sociedad  independientemente  de 
su  aportación. 


c)  En  reembolsar  á  cada  uno  de  los 
socios  la  aportación  respectiva  efec- 
tuada, y 

d)  El  resto,  si  lo  hubiere,  se  partirá 
entre  los  socios  á  prorrata  de  su  par- 
ticipación en  los  beneficios.  (Articu- 
lo 44.) 

Los  artículos  45,  46,  47  y  48  carecen 
de  interés. 

La  presente  ley  comenzará  á  regir 
en  1."  de  Enero  de  1891  (Art.  49),  y  po- 
drá designarse  con  el  nombre  de  Part- 
nership  Act,  1890  (Art.  50). 


APÉNDICE  IV 


LEY  REFORMANDO  LAS  DISPOSICIONES  RELATIVAS  A  LA  PROPIEDAD 

DE    LA    MUJER    CASADA 

(PUBLICADA  EN  5  DE  DICIEMBRE  DE  1893) 


PARTE  DISPOSITIVA 

Sección  i.*  —  Efectos  de  los  contratos 

celebrados  por  la  mujer  casada  (í) 

En  todo  contrato  en  que  intervenga 

una  mujer  casada  en  cualquier  otra 

forma  que  como  delegada: 

a)  Se  estimará  que  afecta  y  obliga 
su  propiedad  particular,  aunque  de  he- 
cho no  la  posea,  ó  no  tenga  derecho 
sobre  ella  en  el  momento  en  que  cele- 
bró el  contrato; 

b)  Contra  dicha  propiedad  de  pre- 
sente, asi  como  á  la  futura  manifiesta, 
se  dará  acción  en  derecho. 

Téngase  entendido  que  el  contenido 
de  esta  sección  no  será  eficaz  cuando  la 
mujer  que  celebre  el  contrato,  y  en  la 
época  de  su  celebración  ó  después,  lo 
restringiese  en  sus  efectos  en  relación 
á  su  propiedad  particular 


(1)  Estu  secciones  equivalen  á  los  artículos 
de  nuestras  leyes;  pero  cono  lleven  epígrafe,  nos 
parece  preferible  este  forma.  (N.  del  T.) 


Sección  2.a— Las  costas  no  podrán  pa- 
garse de  la  propiedad  sobre  que  de 
antemano  se  hiciera  la  restricción 
mencionada. 

La  acción  ejercitada  por  la  mujer  ó 
por  una  persona  amiga  ó  allegada  é 
ella  en  beneficio  suyo,  agí  de  presente 
como  para  lo  futuro,  llevará  consigo  la 
jurisdicción  del  Tribunal  ante  quien  se 
ventile  para  ordenar  el  pago,  en  su  ca- 
so, de  las  costas  á  la  parte  contraria, 
con  exclusión  de  los  bienes  sobre  los 
que  se  haya  impuesto  la  anterior  limi- 
tación, pudjendo  compeler  á  dicho  pa- 
go, bien  designando  depositario  de  la 
renta  de  la  propiedad,  ó  de  cualquier 
otro  modo  que  sea  justo. 


—  Testamento  de  la   mujer 
casada 

Se  aplicará  la  sección  34  del  Acta  de 
Testamentos  de  1837  al  de  la  mujer  ca- 
sada, hecho  durante  su  estado  de  tal, 
aunque  no  posea  ni  tenga  derecho  á 
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SECCIÓN  TERCERA 

DERECHO  Y  LEYES  MERCANTILES  DE  INGLATERRA 


INDICACIONES  GENERALES 

Teniendo  en  cuenta  lo  que  al  princi- 
pio de  este  tomo  (1)  dejamos  declara- 
do, no  extrañará  al  lector  la  ausencia 
de  un  buen  orden  y  método  en  la  expo- 
sición de  los  principios  generales  y  de 
Jns  leyes  que  de  esta  rama  del  Derecho 
inglés  consignamos  y  reproducimos  en 
las  siguientes  páginas,  así  como  de  que 
todas  ellas  no  constituyan  un  tratado 
completo  de  tan  importante  materia; 
pero  tenemos  la  seguridad  de  que,  ex- 
ceptuando la  interminable  colección  de 
sus  Actas  y  Estatutos,  y  algunas  volumi- 
nosas obras  escritas  en  inglés,  y  ya  an- 
ticuadas, no  hallarán  nada  tan  comple- 
to, y  sobre  todo  tan  al  dia,  como  nuestro 
modesto  trabajo,  pues  es  tal  la  especie 
de  pasión  legisladora  que  en  aquel 
pueblo  se  ha  desarrollado  desde  media- 
dos de  este  siglo,  que  parece  un  país  en 
pleno  periodo  constituyente.  Si  tan  emi- 
nentes jurisconsultos  continúan  con  la 
febril  actividad  que  en  estos  últimos 
años  vienen  demostrando,  no  termina- 
rá la  corriente  década  sin  haber  conse- 
guido la  codificación  de  su  cahótico  de- 
recho antiguo,  poniéndolo  á  la  altura 
que  exigen  los  modernos  progresos  de 
la  ciencia  de  la  vida  moderna. 


(1)     Pígiat»  5  J  BÍRuieote. 


Esta  es  la  razón  porque  nos  limita- 
remos ahora  á  consignar  los  principios 
generales  del  Derecho  mercantil  no  co- 
dificado, cuyo  conocimiento  interesa 
más  á  los  Estados  extranjeros,  y  á  tra- 
ducirlasleyes  codificadoras  más  recien- 
tes que  rigen  en  materia  de  contratos, 
Compañías,  documentos  de  giro  y  cré- 
dito. Bancos,  quiebras,  etc.,  etc.,  legis- 
lación que  iremos  completando  en  los 
tomos  semestrales  del  Anuario  de 
nuestra  Colección  legislativa  universal, 
en  que  procuraremos  i  eproducir  cuan- 
tas disposiciones  de  carácter  general 
se  publiquen  en  todos  los  pueblos,  pro- 
curando quesea  más  completa  la  Colec- 
ción en  aquellos  con  los  cuales,  como 
sucede  con  Inglaterra,  nos  unen  rela- 
ciones más  frecuentes  y  generales. 

El  plan  con  que  nos  proponemos  des- 
arrollar las  materias  que  constituyen 
esta  rama  del  Derecho  inglés,  es  el 
mismo  que  sigue  nuestro  Código  de  Co- 
mercio vigente  (el  de  1885),  si  bien  sólo 
tra'aremos  aquellos  puntos  que,  siendo 
de  más  general  aplicación  en  el  comer- 
cio de  los  pueblos  entre  si,  hayan  sido 
además  objeto  de  las  leyes  codificado* 
ras  recientemente  dictadas,  ó  tratados 
y  condensados,  por  decirlo  asi,  con  al- 
guna claridad  por  autores  eminentes. 

Comenzaremos,  pues,  por  dar  idea  de 
lo  que  el  Derecho  inglés  entiende  por 
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comerciantes  y  por  actos  de  comer- 
cio, etc.,  pasando  en  seguida  á  ocupar- 
nos extensamente  de  los  contratos  que 
pueden  considerarse  como  mercantiles, 
reproduciendo,  en  primer  término,  la 
novísima  ley  publicada  en  este  mismo 
año  de  1894,  sobre  compra  y  venta  de 
géneros  ó  de  objetos  muebles  en  gene- 
ral, y  consignando  luego  la  doctrina  de 
los  autores  como  supletoria  en  todo 
aquello  que  dicha  ley  no  comprenda. 
Nos  ocuparemos  después  de  los  agentes 
y  corredores  de  comercio,  resumiendo 
el  Derecho  vigente  y  transcribiendo  las 
últimas  leyes;  de  las  compañías  mer- 
cantiles con  la  nueva  ley  sobre  admi- 
nistradores y  gerentes  de  las  mismas; 
de  la  extensa  é  importante  materia  de 
letras  y  demás  documentos  de  cambio 
y  giro,  sobre  que  tan  notables  leyes  se 
han  dictado  en  estos  últimos  años;  ter- 
minando—después de  dedicar  algunas 
paginas  á  otros  asuntos  en  que  el  De- 


recho es  menos  fijo  y  respecto  del  cual 
se  trabaja  para  compilarlo  en  disposi- 
ciones concretas— con  la  inserción  de 
las  interesantísimas  leyes  que  en  ma- 
teria de  quiebras  se  han  sancionado  re- 
cientemente. 

Las  dificultades  generales  propias  de 
la  empresa,  por  nosotros  acometida,  do 
resumir  con  algún  orden  lo  que  más  im- 
porta conocer  respecto  del  Derecho  in- 
glés, subsisten  en  esta  rama  del  mis- 
mo, dificultades  que  solo  con  el  tiempo 
y  nuestra  constancia  lograremos  ir 
venciendo,  más  ó  menos  lentamente, 
en  las  siguientes  ediciones  de  esta  obra, 
recogiendo  y  ordenando  los  importan- 
tes materiales  que,  por  el  creciente 
desarrollo  de  la  codificación  del  De- 
recho inglés,  iremos  acumulando  en 
nuestro  Anuario  de  legislación  univer- 
sal, en  la  sección  destinada  á  las  leyes 
del  Reino  Unido. 


CAPÍTULO  PRIMERO 

DE  LOS  COMERCIANTES  Y  ACTOS  DE  COMERCIO 


En  el  Derecho  inglés  la  palabra  co- 
merciante se  emplea  en  dos  acepciones 
distintas,  según  la  mayor  ó  menor  ex- 
tensión que  se  le  atribuya. 

En  su  acepción  más  lata  es  y  puede 
llamarse  comerciante  toda  persona  que 
realiza  cualquier  operación  sometida 
alas  leyes  mercantiles;  y  será  consi- 
derado como  tal  en  aquella  relación 
particular,  aunque  sus  asuntos  ordina- 
rios no  sean  de  los  que  constituyen  y 
son  propios  de  la  profesión  del  comer- 
cio. Así,  por  ejemplo,  el  hecho  de  fir- 
mar una  letra  de  cambio  por  un  indivi- 


duo cualquiera,  coloca  á  éste,  en  esta 
relación  determinada,  en  la  clase  de 
comerciante;  y  lo  mismo  puede  decirse 
de  los  que  forman  parte  de  una  socie- 
dad, etc.,  etc. 

En  su  acepción  estricta  y  más  pro- 
pia, sólo  son  comerciantes  aquéllos 
cuya  ocupación  habitual  es  el  comer- 
cio. A  estos  últimos  se  refieren  las  le- 
yes relativas  á  las  quiebras  cuando 
emplean  dicha  palabra. 

Sin  embargo,  no  son  las  leyes  ingle- 
sas muy  escrupulosas  ni  avaras  en  lo 
de  atribuir,  en  términos  generales,  la 
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CAPÍTULO  II 

LIBROS    DE    COMERCIO 
(VÉASE  EN  EL  CAPITULO  SANCOS  U  LEY  DE  M  DE  MAYO  DE  1879) 

CAPÍTULO   III 

CONTRATOS    MERCANTILES 
LEY  RELATIVA  A  U  VENTA  DE  OBJETOS  MUEBLES  OE  1893  (PUBLICADA  EN  10  DE  FEBRERO  DE  1B84) 


PARTE  PRIMERA 

CELEBRACIÓN    DEL  CONTRATO 

I. — Contrato  de  venta 

Seodón  i.1— Vento  y  convención  para 

vender 

$1.°  Es  contrato  de  venta  de  objetos 
muebles  aquel  por  el  cual  el  vendedor 
transmite  ó  conviene  en  transmitir  la 
propiedad  de  dichos  objetos  al  compra- 
dor, en  cambio  de  una  cantidad  en  di- 
nero, la  cual  se  llama  precio.  Puede 
existir  contrato  de  venta  entra  dos  par- 
tes, una  de  las  cuales  habrá  de  ser  pro 
pietaría  del  objeto  ú  objetos. 

%  2."  El  contrato  de  venta  puede  ser 
absoluto  ó  condicional. 

§  3.a  De  cualquier  modo  que  en  un 
contrato  de  venta  se  transmita  la  pro- 
piedad de  los  objetos  muebles  del  ven- 
dedor al  comprador,  dicho  contrato  se 
llamará  de  venta  (sale);  pero  si  la  trans- 
misión hubiera  de  verificarse  en  un 
tiempo  futuro  ó  estuviese  sujeta  á  con- 
dición, el  contrato  se  denominará  con- 
venio ó  compromiso  de  venta  íagree- 
ment  ío  scll). 

%  4.°  Ei  convenio  ó  compromiso  de 
vender  será  venta  cuando  haya  pasado 
el  tiempo  ó  se  cumpla  la  condición  de 


que  dependa  la  transmisión  déla  pro- 
piedad de  los  objetos  muebles. 
Sección  2.'— Capacidad  para  comprar 
y  oender 

La  capacidad  para  comprar  y  vender 
se  regula  por  la  ley  general  concer- 
niente á  la  capacidad  para  contratar  y 
para  enagenar  y  adquirir  la  propie- 
dad (1). 

Téngase  entendido  que  la  venta  y  en- 
trega de  las  cosasde  primera  necesidad 
á  un  menor  de  edad  ó  á  persona  que 
por  razón  de  enfermedad  mental  ó  es- 
tado de  embriaguez  sean  incapaces 
para  contratar,  autoriza  al  cobro  del 
precio  razonable  de  las  mismas  cosas. 

Se  entiende  por  cosas  de  primera  ne- 
cesidad, los  objetos  indispensables,  se- 
gún la  posición  del  menor  ó  de  cual- 
quiera otra  persona,  para  atender  &  sus 
necesidades  existentes  al  tiempo  de  la 
venta  ó  entrega. 

II.— Requisitos  del  contrato 

Sección  3.*— Cómo  ha  de  hacerse  el 

contrato  de  venta 

Con  sujeción  á  las  disposiciones  de 

{1)  Véaac  ni  este  tomo  «t  libro  I,  capítulos  IX 
jX.  y  el  libro  IV,  capítulo  II,  del  Derecho  civil. 
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esta  ley  y  de  cualquier  estatuto  que  á 
ella  se  refiera,  el  contrato  de  venta 
puede  formalizarse  por  escrito  (sellado 
ó  no)  ó  verbalmente,  ó  parte  por  escri- 
to y  parte  de  palabra,  ó  puede  ser  táci- 
to y  que  se  deduzca  de  la  conducta  de 
las  partes. 

Entiéndase  que  nada  de  lo  contenido 
en  esta  sección  afecta  á  las  leyes  que 
se  refieren  á  las  Corporaciones. 

Sección  4.'— Contrato  de  venia  por  10 
libras  ó  más 

§  1."  No  será  eficaz  la  acción  ejer- 
citada para  reclamar,  en  contrato  de 
venta  de  objetos  de  un  valor  de  10 
libras,  ó  superior  á  61,  si  el  comprador 
no  acepta  parte  de  los  géneros  asi  ven- 
didos, ó  recibe  los  mismos  de  presen- 
te, ó  da  algo  en  arras  ó  señal  para 
obligar  al  contratante,  ó  en  pago  par- 
cial, ó  á  menos  que  se  tome  por  escrito 
nota  del  contrato  y  se  firme  por  la  par- 
te  contra  quien  se  reclama,  ó  por  su 
representante. 

%  2.a  Las  disposiciones  contenidas 
en  esta  sección  son  aplicables  a  cual- 
quier contrato  análogo,  sin  que  obste 
el  que  se  entreguen  los  géneros  en  tiem 
po  futuro,  ó  no  estén  fabricados  ó  ad- 
quiridos al  tiempo  del  contrato  ó  en  dis- 
posición de  entregarlos,  requiriéndose 
algo  para  su  confección  ó  para  que  es- 
tén dispuestos  para  la  entrega. 

§  3.°  A  tenor  de  lo  dispuesto  en  esta 
sección,  habrá  aceptación  de  los  obje- 
tos cuando  el  comprador  realiza,  en 
relación  á  los  mismos,  algún  acto  que 
implique  el  reconocimiento  de  un  con- 
trato preexistente  de  venta,  haya  ó  no 
aceptación  en  la  ejecución  del  mismo. 

§  4."  Lo  dispuesto  en  esta  sección 
no  se  aplicará  á  Escocia. 


Tono  XI.— iHariTDoiONU  jcbIdioai. 


Sección  5.*- -Objeto  del  contrato  de  co- 
sas muebles  existente»  ó  futuras 

g  1.°  Los  bienes  muebles  objeto  de 
un  contrato  de  venta  pueden  ser  exis- 
tentes ó  futuros,  que  pertenezcan  ó 
sean  poseídos  por  el  vendedor,  ó  que 
hayan  de  fabricarse  ó  adquirir  después 
de  celebrado  el  contrato  de  venta,  de- 
nominándose los  últimos  en  asta  ley 
«cosas  futuras.» 

%  2."  Podrá  existir  contrato  para  la 
venta  de  cosas  muebles  cuya  adquisi- 
ción por  el  vendedor  dependa  de  con- 
tingencia ó  suceso  que  pueda  ó  no 
ocurrir. 

§  3.°  Cuando  en  un  contrato  de  ven- 
ta el  vendedor  da  á  entender  que  cele- 
bra una  venta  de  presente  de  cosas 
muebles  futuras,  el  contrato  tendrá 
iguales  efectos  que  un  compromiso 
para  vender  (promesa  de  venta). 

Sección  6."-  Bienes  ú  objetos  muebles 
que  han  perecido 

Existiendo  contrato  para  la  venta  de 
géneros  específicos,  y  sin  el  conoci- 
miento del  vendedor  perecen  éstos  al 
tiempo  de  la  celebración  del  contrato, 
será  éste  nulo. 

Sección  7.a — Cosas  muebles  que  perecen 
antes  de  la  cenia,  pero  después  del  con- 
cerno para  vender. 

Habiendo  compromiso  para  vender 
cosas  especificas  que  subsiguientemen- 
te y  sin  culpa  de  parte  del  vendedor  ni 
del  comprador  perecen,  antes  que  el 
comprador  haya  de  soportar  el  riesgo 
el  compromiso  para  vender  se  entiende 
nulo. 

III.— Sel  precio 
Sección  8/— Fijación  del  precio 

§  1."    El  precio  en  un  contrato  de 
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venta  Be  puede  fijar  en  el  acto  de  ulti- 
marlo 6  en  la  forma  que  se  hubiere  con- 
venido, ó  puede  determinarse  en  el  cur- 
so del  trafico  que  mantengan  las  partes. 
§  2."  Cuando  el  precio  no  se  haya 
determinado  en  conformidad  con  las 
disposiciones  anteriores,  pagará  el 
comprador  un  precio  razonable.  Lo  ra- 
zonable del  precio  se  entenderá  tenien- 
do en  cuenta  las  circunstancias  de  cada 
caso  particular. 

Sección  9.*  -Convenio  para  vender, 
según  evaluación 

%  í."  Cuando  exista  compromiso  de 
vender  en  tales  términos  que  el  precio 
haga  de  fijarse  según  la  evaluación  de 
tercero,  y  éste  no  pueda  hacer,  ó  no 
haga,  dicha  evaluación,  el  convenio  se 
entenderá  nulo.  Se  entiende,  que  si  el 
comprador  estuviere  en  posesión  de  los 
objetos  ó  de  la  parte  de  ellos  que  se  le 
hubiera  entregado,  pagará  por  ellos  un 
precio  razonable. 

§  2."  Cuando  á  dicho  tercero  se  im- 
pide la  evaluación  por  culpa  del  ven- 
dedor ó  comprador,  la  parte  que  no 
haya  incurrido  en  culpa  tendrá  acción 
contra  la  culpable  por  los  daños  y  per- 
juicios. 

IV.— Condiciones  y  garantías 


10.— Estipul, 

al  tiempo 

§  1."  A  menos  que  de  los  términos 
del  contrato  de  venta  aparezca  otra  in- 
tención, las  estipulaciones  con  respec- 
to al  tiempo  del  pago  no  se  estimarán 
de  esencia  en  el  mismo. 

§  2."  En  un  contrato  de  venta  la  pa- 
labra «mes»  se  entenderá,  prima  faeie, 
como  un  mes  del  calendario. 


Sección  11.— Cuándo  se  estimará  que  es 
garantía  la  condición  puesta 
%  W    En  Inglaterra  ó  Irlanda: 

a)  Sujeto  el  contrato  de  venta  á  con- 
dición que  haya  de  cumplir  el  vende- 
dor, el  comprador  podrá  abandonar  la 
condición  ó  considerar  el  incumpli- 
miento, como  si  lo  fuera  de  garantía, 
no  como  fundamento,  para  tener  por 
renunciado  el  contrato; 

b)  Cuando  se  estipula  en  un  contra- 
to de  venta  alguna  condición,  el  que  su 
incumplimiento  pueda  estimarse  como 
renuncia  del  contrato  ó  de  la  garantía, 
ó  dé  derecho  á  reclamar  daños  y  per- 
juicios, pero  no  para  rechazar  los  gé- 
neros y  entender  que  se  ha  renunciado 
al  contrato,  dependerá  de  la  forma  del 
contrato  en  cada  caso.  Podrá  ser  con- 
dición lo  que  se  tenga  por  garantía  y 
se  llame  asi  en  el  contrato; 

c)  Cuando  el  contrato  de  venta  no 
esté  perfeccionado  y  el  comprador  haya 
aceptado  los  géneros  ó  parte  de  ellos,  ó 
cuando  el  contrato  se  haya  celebrado 
sobre  géneros  especificados  cuya  pro- 
piedad haya  pasado  al  comprador,  el 
incumplimiento  de  la  condición  que 
hubiere  de  cumplir  el  vendedor  sólo  se 
entenderá  que  es  incumplimiento  de 
garantía  y  no  como  razón  para  recha- 
zar loe  géneros  y  estimar  la  renuncia 
del  contrato,  á  menos  que  en  alguna  de 
sus  cláusulas  explícita  ó  implícitamen- 
te se  viera  tal  propósito. 

%  2."  En  Escocia,  la  omisión  ó  fal- 
ta, por  parte  del  vendedor,  de  llevar  á 
debida  ejecución  algún  contrato  de 
venta,  equivale  al  rompimiento  del 
mismo  y  autoriza  al  comprador  á  re- 
chazar los  géneros  en  un  tiempo  ra- 
zonable después  de  la  entrega,  y  & 
renunciar  al  contrato,  ó  bien  á  rete- 
nerlos y  pedir  indemnización  de  da- 
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ñosy  perjuicios  por  el  incumplimiento, 
g  3."  Nada  de  lo  consignado  en  esta 
sección  afectara  al  caso  de  condición  ó 
garantía  cuyo  incumplimiento  se  excu- 
se por  ley,  por  razón  de  imposibilidad  ó 
de  otro  cualquier  modo. 

Sección  Vt.—Garanfía  que  el  titulo 
implica 

En  un  contrato  de  venta,  y  á  menos 
que  de  sus  circunstancias  no  se  des- 
prenda otra  intención,  se  entiende: 

§  1."  Condición  implícita  del  vende- 
dor el  derecho  del  mismo  a  vender  los 
objetos,  si  de  venta  se  trata,  y  en  el 
caso  de  compromiso  para  vender  se  en- 
tenderá que  tiene  derecho  &  la  venta  en 
el  tiempo  convenido  para  transmitir  la 
propiedad. 

§  2."  Garantía  implícita  de  que  el 
comprador  tendrá  y  disfrutará  la  quie- 
ta posesión  de  lo  vendido. 

§  3.°  Lleva  también  consigo  todo 
contrato  garantía  de  que  los  muebles 
vendidos  están  libres  de  carga  en  favor 
de  tercero,  si  aquélla  no  se  declaró  ó 
no  era  conocida  por  el  comprador  antes 
de  la  celebración  del  contrato  ó  al  tiem- 
po de  ella. 


a  13.  —-Venta  por  descripción 

Cuando  el  contrato  de  venta  de  mue- 
bles se  hace  describiendo  éstos,  es  con- 
dición implícita  que  los  géneros  corres- 
pondan con  la  descripción,  y  si  la  venta 
se  realizó  por  muestra  á  la  vez  que  por 
descripción,  no  será  suficiente  que  la 
mayor  parte  de  los  géneros  correspon- 
dan con  la  muestra,  si  no  corresponden 
también  con  la  descripción. 

Sección  14.— Condiciones  implícitas 
de  calidad 

Con  sujeción  &  las  disposiciones  de 
esta  ley  y  de  los  Estatutos  que  la  apo- 


yen, no  se  entenderá  que  existe  garan- 
tía ó  condición  en  orden  á  la  calidad  ó 
aptitud  para  cualquier  propósito  par- 
ticular respecto  á  los  géneros  vendidos, 
excepción  hecha  de  las  siguientes: 

§  1.°  Cuando  tácita  ó  expresamente 
el  comprador  hace  saber  al  vendedor  el 
objeto  particular  para  que  los  géneros 
se  necesitan,  de  manera  que  el  compra- 
dor muestre  su  confianza  en  la  aptitud 
y  buen  criterio  del  vendedor,  pues  sien- 
do los  géneros  de  tal  descripción  como 
pueden  suponerse  dado  el  orden  de  ne- 
gocios del  vendedor  (sea  ó  no  el  que  los 
fabrique  ó  construya),  se  entiende  que 
serán  racionalmente  á  propósito  para 
tal  uso  ó  aplicación;  bien  entendido 
que,  en  el  caso  de  venta  de  artículos 
especificados  por  su  patente  ú  otra  ga- 
rantía, no  lleva  consigo  dicha  venta 
condición  alguna  respecto  á  que  sean  ó 
no  adecuados  para  un  propósito  par- 
ticular. 

§  2."  Cuando  se  compran  géneros 
por  descripción  á  un  vendedor  que  co- 
mercia en  los  de  aquella  clase  (sea  ó 
no  él  quien  los  fabrica),  se  entenderá 
que  aquellos  han  de  ser  á  propósito 
para  el  tráfico  {merchantable);  pero  no 
se  entenderá  asi  si  examinó  los  géne- 
ros el  comprador,  en  cuanto  &  los  de- 
fectos que  tal  examen  habla  de  revelar. 

§  3."  El  uso  del  comercio  podrá  ha- 
cer que  se  entienda  la  condición  de  ser 
los  géneros  á  propósito  para  un  objeto 
ó  uso  determinado. 

§  4."  La  garantía  ó  condición  expre- 
sa no  invalidará  cualquier  otra  que  en 
esta  sección  se  consigne,  á  menos  que 
en  la  misma  asi  se  declare. 

Sección  15.— Venía  por  muestra 

En  el  caso  de  un  contrato  de  venta 
por  muestra : 
a)    Existe  una  condición   implícita 
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de  que  el  total  de  lo  vendido  ha  de  co- 
rresponder en  calidad  con  la  muestra; 

í>)  Asimismo  se  entenderá  el  dere- 
cho del  comprador  para  comparar  con 
aquélla  lo  vendido; 

c)  También  se  entiende  que  los  gé- 
neros vendidos  estarán  exentas  de  de- 
fectos que  los  hagan  impropios  para  el 
tráfico,  si  dichos  defectos  no  aparecie- 
ran, después  de  un  examen  racional, 
en  la  muestra. 

PARTE  SKGUNI)  A 

EFECTOS      DEL     CONTRATO 

I.— Transmisión  de  la  propiedad  del 
vendedor  al  comprador 

Sección  16.— Los  género»  deben  ser 
determinados 

Siendo  indeterminados  los  géneros 
en  un  contrato  de  venta,  no  se  transmi- 
tirá la  propiedad  hasta  que  se  deter- 
minen. 

Sección  17.— La  propiedad  se  transmi- 
te cuando  tal  sea  la  inteneián  de  las 
partes. 

%  1."  En  el  contrato  de  venta  de  gé- 
neros específicos  ó  determinados  Be 
transmite  la  propiedad  al  comprador 
cuando  tal  sea  la  intención  de  ias 
partes. 

§2.°  A  los  efectos  de  precisar  la  in- 
tención de  las  partes,  se  tendrán  en 
cuenta  los  términos  del  contrato,  la 
conducta  de  las  mismas  y  las  circuns- 
tancias del  caso. 

Sección  18.— Reglas  para  determinar 
la  intención  de  las  partes 

§  1.°  Cuando  otra  intención  no  apa- 
rezca, se  tendrán  en  cuenta  las  siguien- 
tes reglas  para  determinar  la  intención 
de  las  partes  en  cuanto  al  tiempo  en 


que  la  propiedad  de  los  géneros  se 
transmite  al  comprador: 

1.*  En  el  contrato  incondicional  de 
venta  de  géneros  especificados  como 
corrientes  y  en  disposición  para  la  en- 
trega, la  propiedad  de  los  mismos  pa- 
sará al  comprador  en  cuanto  el  contra- 
to quede  ultimado,  siendo  indiferente 
que  el  pago  ó  el  tiempo  de  la  entrega, 
ó  ambas  cosas,  se  realicen  con  poste- 
rioridad; 

2/  En  el  contrato  de  venta  de  gé- 
neros especificados,  si  el  vendedor  que- 
da obligado  á  hacer  algo  con  los  géne- 
ros á  fin  de  ponerlos  en  condiciones 
para  la  entrega,  no  se  transmite  la 
propiedad  hasta  que  se  haga  y  tenga 
noticia  de  ello  el  comprador; 

3.'  En  el  contrato  de  venta  de  géneros 
especificados  y  en  disposición  para  la 
entrega,  pero  con  la  condición  de  que  el 
vendedor  pese,  mida,  compruebe  ó  haga 
alguna  otra  cosa  con  respecto  á  los  gé- 
neros, con  el  propósito  de  fijar  el  pre- 
cio, no  se  transmitirá  la  propiedad  has- 
ta que  se  realice  el  acto  ó  se  haga  la 
cosa,  y  tenga  de  ello  noticia  el  com- 
prador; 

4/  Cuando  los  géneros  se  entreguen 
al  comprador  bajo  condición  de  apro- 
bar ó  con  pacto  de  devolver  (on  sale  of 
return)  ú  otros  términos  análogos,  la 
propiedad  de  los  géneros  pasará  al 
comprador: 

a)  Cuando  manifiesta  su  aprobación 
ó  aceptación  al  vendedor  ó  verifica 
cualquier  otro  acto  que  implica  acepta- 
ción. 

b)  Si  aunque  no  dé  á  entender  su 
aprobación  ó  aceptación  al  vendedor 
retira  los  géneros  sin  notificar  que  los 
rechaza,  ó  también  al  espirar  el  pla- 
zo que  se  marcó  ó  un  tiempo  razonable 
en  bu  defecto.  Este  tiempo  razonable  se 
entiende  que  es  cuestión  de  hecho; 
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5.'  El  contrato  para  la  venta  de  gé- 
neros indeterminados  ó  futuros  me- 
diante descripción,  si  los  géneros  asi 
descritos  y  dispuestos  para  la  entrega 
son  destinados  incondicionalmente  al 
contrato  por  el  vendedor,  consintién- 
dolo la  otra  parte,  pasa  la  propiedad  al 
comprador. 

Dicho  consentimiento  podrá  ser  táci- 
to ó  expreso,  y  puede  prestarse  antes  6 
después  de  dar  á  los  géneros  el  destino 
para  que  se  adquieran. 

g  2.a  Cuando  en  cumplimiento  del 
contrato  el  vendedor  entrega  al  com- 
prador los  géneros,  ó  &  un  conductor,  ó 
á  un  guardador  (nombrado  ó  no  por  el 
comprador)  para  transmitirlos  al  com- 
prador, no  reservándose  el  derecho  de 
disponer  de  ellos,  se  entiende  que  los 
géneros  se  destinan  al  contrato  incon- 
dicionalmente. 

Sección  IB.-  -Reserva  del  derecho 
de  disponer 

%  1.°  En  el  contrato  de  venta  de  gé- 
neros especificados  6  en  el  que  se  afec- 
ten inmediatamente  al  contrato,  puede 
el  vendedor  reservarse  el  derecho  de 
disponer  de  ellos,  según  los  términos 
del  contrato,  hasta  que  se  cumplan  de- 
terminadas condiciones.  En  tal  caso  no 
se  transmite  la  propiedad  de  los  géne- 
ros al  comprador,  no  obstante  su  en- 
trega aun  conductor  ú  otro  guardador 
al  efecto  de  que  los  transmita  al  com- 
prador, en  tanto  que  no  se  cumplan  las 
condiciones  impuestas  por  el  vendedor. 

§  2."  Embarcados  los  géneros  y  ha- 
biendo de  entregarse  según  el  conoci- 
miento {bilí  of  lading)  á  la  orden  del 
vendedor  6  de  su  representante,  se  en- 
tiende, prima  faeie,  que  el  vendedor  se 
reserva  el  derecho  de  disponer. 

%  3."  Cuando  el  vendedor  de  los  gé- 
neros gira  á  cargo  del  comprador  por 


el  precio  y  remite  documento  de  cam- 
bio (bilí  ofexehangé)  y  el  conocimien- 
to para  asegurar  la  aceptación  6  el 
pago  de  ta  letra,  el  comprador  está 
obligado  á  devolver  el  conocimiento  si 
no  hace  honor  á  la  Arma  aceptando  y 
pagando  la  letra,  y  aunque  el  compra- 
dor retenga  injustamente  el  conoci- 
miento, no  pasará  á  él  la  propiedad  de 
los  géneros. 

Recelan  20.  -  Los  riesgos  se  transmiten, 
aprima  faeien,  con  la  propiedad 

Salvo  convenio  en  contrario,  los  ries- 
gos de  los  géneros  serán  de  cuenta  del 
vendedor  hasta  que  se  transmite  su  pro- 
piedad al  comprador,  desde  cuyo  mo- 
mento los  riesgos  lo  serán  del  compra- 
dor, hayase  ó  no  hecho  la  entrega. 

Debe  tenerse  en  cuenta  que,  cuando 
la  entrega  se  demoró  por  falta  del  ven- 
dedor ó  del  comprador,  soportará  los 
riesgos  la  parte  á  quien  sea  imputable 
la  falta,  y  con  respecto  al  menoscabo  ú 
pérdida  que  no  hubiera  existido  sin 
aquélla. 

También  se  entiende  que  nada  de  lo 
dispuesto  en  esta  sección  afectará  á  las 
obligaciones  del  comprador  ó  vendedor 
con  respecto  al  guardador  de  los  géne- 
ros de  la  otra  parte. 

Sección  21. — Transmisión  de  títulos  y 
venta  por  quien  no  sea  el  propietario 

g  1."  De  conformidad  con  las  dispo- 
siciones de  esta  ley,  cuando  los  géne- 
ros se  vendan  por  quien  no  sea  su  pro- 
pietario, y  sin  la  autorización  ó  con- 
sentimiento del  que  lo  sea,  el  compra- 
dor no  adquirirá  mejor  titulo  respecto 
á  los  géneros  que  el  que  el  vendedor 
tuviere,  á  menos  que  el  propietario 
esté  impedido  por  su  conducta  para 
negar  al  vendedor  autoridad  para 
vender. 
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§  2."  Entiéndese  que  nada  de  lo  con- 
signado en  esta  ley  afecta: 

a)  A  las  disposiciones  de  las  leyes 
de  loe  factores  ó  á  las  que  habiliten  al 
propietario  aparente  de  los  géneros  co- 
mo si  fuese  el  verdadero  propietario  de 
ellos; 

o)  A  la  validez  de  cualquier  contra- 
to de  venta  de  acuerdo  con  el  common 
lava,  con  poder  eficaz  para  reglamentar 
en  orden  á  la  venta,  ó  con  decreto  de 
Tribunal  con  jurisdicción  suficiente. 

Sección  22.— Mercado*  públicos 

§  1.°  Cuando  los  géneros  se  venden 
en  mercado  público,  conforme  con  el 
uso  de  éste,  el  comprador  adquiere  ti- 
tulo y  derecho  suficiente  á  los  géneros 
con  tal  que  se  hayan  comprado  de  bue- 
na fe  y  sin  noticia  de  la  falta  de  la  mis- 
ma por  parte  del  vendedor. 

%  2,"  Nada  de  lo  dispuesto  en  esta 
sección  afectará  á  las  leyes  relativas  á 
la  venta  de  caballos. 

§  3."  Lo  prescrito  en  esta  sección 
no  se  aplicará  á  Escocia. 

Sección  33.— Venia  con  título  anulablc 
Cuando  el  vendedor  de  los  géneros 
tiene  titulo  susceptible  de  anulación, 
pero  dicho  titulo  no  ha  sido  anulado  al 
tiempo  de  la  venta,  lo  adquiere  el  com- 
prador suficiente  con  tal  que  los  haya 
comprado  de  buena  fe  y  sin  noticia  de 
la  falta  del  titulo  que  ostenta  del  ven- 
dedor. 


i  24.— Reintegración  en  la  pro- 
piedad de  los  géneros  hurtados,  estan- 
do convicio  el  delincuente. 

§  1,"  Cuando  los  géneros  fueren 
hurtados  y  el  delincuente  esté  convic- 
io, la  propiedad  de  ellos  se  recobrará 
por  el  propietario  ó  por  su  represen- 
tante, no  obstante  cualquiera  negocia- 


ción de  que  hubieren  sido  objeto,  ya 
por  venta  en  mercado  público  ó  de  otro 
cualquier  modo. 

§  2."  A  pesar  de  cualquier  disposi- 
ción en  contrario,  donde  los  géneros 
se  hayan  obtenido  por  fraude  ú  otros 
medios  injustos  que  no  lleguen  á  cons- 
tituir laseeneg  (1),  no  se  recobrará  la 
propiedad  de  los  géneros  por  la  perso- 
na que  la  tuviere  6  su  representante 
por  el  solo  motivo  de  estar  convicto  el 
delincuente. 

g  3."  No  son  aplicables  las  disposi- 
ciones de  esta  ley  á  Escocia. 

Sección  25.  —  Posesión  posterior  á  la 
venta  del  vendedor  ó  del  comprador 

§  1.a  Cuando  la  persona  que  hubiere 
vendido  géneros  continuase  en  pose- 
sión de  ellos  ó  de  los  documentos  que 
constituyan  el  titulo,  la  entrega  por  di- 
cha persona  ó  por  un  agente  comercial 
que  obre  en  lugar  suyo,  de  los  géneros 
ó  de  los  títulos  por  venta,  prenda  ú  otra 
forma  de  disponer  á  persona  que  de 
buena  fe  los  reciba  sin  noticia  de  la 
venta  previa,  tendrá  igual  eficacia  que 
si  á  la  persona  que  hace  la  entrega  ó 
transferencia  se  la  autorizara  expresa- 
mente por  el  propietario  de  los  géneros 
para  hacerla. 

§  2."  Si  quien  haya  comprado  ó  con- 
venido en  comprar  géneros  obtiene, 
con  el  consentimiento  del  vendedor,  la 
posesión  de  los  mismos  ó  de  los  docu- 
mentos que  constituyan  los  títulos,  la 
entrega  ó  transferencia  por  dicha  per- 
sona ó  por  agente  mercantil,  que  obre 
en  lugar  suyo,  délos  géneros  Ó  docu- 
mentos que  constituyan  los  títulos  en 


(1)  Es  el  íacceney  un  harto  de  poca  importan- 
cia. Por  bu  cuantía  puede  ser  grande  y  pequeño; 
«1  último  e=  hasta  tres  pasos  fuertes  en  Inglate- 
rra. (N.  del  T.) 
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géneros  al  comprador,  pero  no  se  haya 
Ajado  tiempo  para  dicho  envío,  el  ven- 
dedor está  obligado  á  hacerlo  en  un 
tiempo  razonable. 

%  3.°  Estando  los  géneros  al  tiempo 
de  la  venta  en  poder  de  tercera  perso- 
na no  existe  entrega  del  vendedor  al 
comprador  hasta  que  dicha  tercera  per- 
sona declara  al  comprador  que  los  gé- 
neros están  en  poder  suyo. 

Se  entiende  que  lo  dispuesto  en  esta 
sección  no  afecta  á  la  transmisión  de 
titulo  respecto  á  los  géneros. 

{S  4.a  La  demanda  ó  consignación 
para  la  entrega  se  entiende  ineficaz 
cuando  no  se  haga  en  hora  oportuna. 
Lo  que  haya  de  entenderse  por  hora 
oportuna  es  una  cuestión  de  hecho. 

§  5."  Si  nada  en  contrario  se  convi- 
no, los  gastos  que  ocurran  para  poner 
los  géneros  en  estado  de  entregarlos 
son  de  cuenta  del  vendedor. 

Sección  30.  —  Entrega  de  menor 
cantidad 

Ü  1."  Cuando  el  vendedor  entrega  al 
comprador  menor  cantidad  que  la  que 
contrató  para  vender,  el  comprador  po- 
dra rechazar  los  géneros;  pero  si  acep- 
ta los  que  se  le  entreguen,  los  pagará 
al  tipo  del  contrato. 

§  2.°  Cuando  el  vendedor  entrega  al 
comprador  cantidad  mayor  que  la  que 
se  contrató,  el  comprador  pueda  recha- 
zar los  que  no  estuviesen  comprendi- 
dos en  el  contrato  ó  el  total  de  ellos; 
pero  si  el  comprador  aceptase  los  ge- 
-  ñeros  asi  entregados,  los  pagará  al  tipo 
Ajado  en  el  contrato. 

§  3.a  Entregando  al  vendedor  los  gé- 
neros incluidos  en  el  contrato  mezcla- 
dos con  géneros  de  distinta  descrip- 
ción, que  no  se  incluyeron,  el  compra- 
dor puede  aceptar  los  que  estuvieren 
dentro  de  las  condiciones  convenidas, 


y  rechazar  el  resto,  ó  rechazarlos  todos. 
§  4."  Las  disposiciones  de  esta  sec- 
ción quedan  sujetas  á  cualquier  uso 
especial,  convenio,  ó  forma  del  curso 
del  trafico  entre  las  partes. 

Sección  31.— Entregas  á  plato 
%  i,"    A  menos  que  otra  cosa  se  con- 
venga, el  comprador  de  los  géneros  no 
está  obligado  á  aceptar  la  entrega  por 
plazos. 

§  2.°  En  el  contrato  de  venta  de  gé- 
neros que  hayan  de  entregarse  en  pla- 
zos convenidos  y  que  han  de  pagarse 
separadamente,  si  el  vendedor  no  cum- 
ple entregando  lo  pactado  en  los  plazos 
fijados,  ó  el  comprador  descuida  ó 
deja  de  aceptar  las  entregas  ó  hacer  el 
pago  en  uno  ó  más  plazos,  depende,  en 
cada  caso  particular,  de  los  términos 
del  contrato  y  sus  circunstancias,  si  el 
incumplimiento  es  ó  no  causa  suficiente 
para  abandonar  el  contrato  por  com- 
pleto, ó  si  una  infracción  parcial  es  bas- 
tante motivo  para  reclamar  compensa- 
ción, pero  no  para  rescindir  el  con- 
trato. 

Sección  32.-  Entrega  al  conductor 

§  1.°  Cuando  como  consecuencia  de 
un  contrato  de  venta  se  autoriza  ó  se 
requiere  al  vendedor  para  que  envíe 
los  géneros  al  comprador,  la  entrega 
de  ellos  á  un  conductor,  ya  se  nombre 
ó  no  por  el  comprador,  al  efecto  de 
transportarlos  al  mismo,  se  estimará, 
prima  faeie,  como  si  dicha  entrega  fue- 
re hecha  al  comprador. 

§  2.°  Si  de  otra  manera  no  se  le  hu- 
biere autorizado  por  el  comprador,  el 
vendedor  contratará  razonablemente 
con  el  conductor  el  transporte  al  pri- 
mero, teniendo  en  cuenta  la  calidad  de 
los  géneros  y  las  demás  circunstancias 
del  caso.  Si  el  vendedor  dejara  de  pro- 
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cíbir  los  géneros  implica  el  abandono 
del  contrato. 

PARTE  CUARTA 

DERECHO  DEL  VENDEDOR  A  QUIEN  NO  BE 
PAGARON     LOS     GÉNEROS 

Sección  38.     Definición  del  vendedor  á 
quien  no  ge  ha  pagado 

§  1."  Se  estima  que  es  un  «vendedor 
no  pagado»  (an  paid  seller),  según  el 
tenor  de  esta  ley: 

a)  Cuando  el  precio  total  no  se  paga 
ó  no  se  consigna; 

di)  Cuando  se  ha  recibido  como  pago 
condicional  una  letra  de  cambio  ú  otro 
documento  negociable  y  la  condición 
por  la  que  se  aceptó  no  se  cumple  por 
no  hacer  honor  al  documento  ó  por 
cualquier  otro  motivo.. 

§  2."  En  esta  parte  de  esta  sección, 
ia  palabra  «vendedor*  comprende  cual- 
quiera que  se  encuentre  en  la  situación 
Ó  lugar  de  tal,  cerbi  gratia:  un  agente 
de  éste  al  cual  se  endose  el  conoci- 
miento, ó  un  remitente  ó  agente  que 
haya  pagado  ó  sea  responsable  del  pre- 
cio directamente. 


— Derechos  del  acreedor 
á  quien  no  se  paga 

%  \.°  Con  sujeción  á  las  disposicio- 
nes de  esta  ley,  y  de  cualquier  Estatuto 
4  ella  referente,  y  no  obstante  haber 
pasado  la  propiedad  de  los  géneros  al 
comprador,  tiene  el  vendedor  de  aqué- 
llos, á  quien  no  se  pagó,  por  ministerio 
de  la  ley: 

a)  Derecho  de  retención  sobre  los 
géneros  ó  derecho  sobre  el  precio  mien- 
tras esté  en  posesión  de  aquéllos; 

6)  Derecho  para  detener  los  géneros 
en  camino  después  de  haber  salido  de 
su  poder,  en  caso  de  insolvencia  del 
comprador; 


c)  Derecho  de  reventa  con  el  alcan- 
ce consignado  en  esta  ley. 

§  2.a  Cuando  la  propiedad  de  los  gé- 
neros no  haya  pasado  al  comprador,  el 
vendedor  a  quien  no  se  pagó  tendrá, 
además  de  otros  recursos,  derecho  para 
impedir  la  entrega,  de  análogo  modo 
que  lo  tiene  para  retener  loa  géneros  en 
camino  cuando  la  propiedad  pasó  al 
comprador. 

Sección  40. — Secuestro  de  géneros  por 
el  vendedor  en  Escocia 

El  vendedor,  en  Escocia,  puede  se- 
cuestrar los  bienes  mientras  esté  en  po- 
sesión de  ellos,  por  medio  de  embar- 
go, que  tendrá  el  mismo  efecto,  en 
caso  de  competencia  ó  en  otro  cual- 
quiera, que  si  se  tratara  de  embargo  por 
causa  de  un  tercero. 

Sección  41.— Derecho  de  retención 
del  vendedor 

Con  arreglo  á  las  disposiciones  de 
esta  ley,  el  vendedor  de  géneros  por 
pagar  que  esté  en  posesión  de  ellos 
tiene  derecho  á  retener  dicha  posesión 
en  tanto  que  no  se  verifique  el  pago  ó 
se  ofrezca  en  los  casos  siguientes,  á 
saber: 

a)  Cuando  se  vendieran  géneros  al 
contado; 

b)  Cuando  se  vendieran  á  crédito, 
pero  el  término  del  crédito  hubiese  es- 
pirado; 

e)  Cuando  el  vendedor  viene  á  ser 
insolvente. 

g  2.°  Podrá  ejercitar  su  derecho  de 
detener  el  vendedor,  no  obstante  su  ca- 
rácter de  poseedor  de  los  géneros  como 
agente,  representante  ó  guardador  de 
ellos,  respecto  al  vendedor. 

Sección  48.— Entrega  parcial 

Cuando  un  vendedor  a  quien  no  se 
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Sección  46.— Cómo  se  efectúa  la  deten' 
ción  en  tránsito 

%  i.*  El  vendedora  quien  no  se  haya 
pagado  puede  ejercitar  su  derecho  á 
detener  m  transita,  recobrando  de  nue- 
vo los  géneros  ó  comunicando  bu  recla- 
mación al  conductor  en  cuyo  poder  es- 
tén aquéllos.  Dicha  comunicación  se 
hará  á  la  persona  que  esté  en  actual 
posesión  ó  á  su  principal.  En  este  últi- 
mo caso,  para  que  surta  efecto  la  noti- 
cia deberé  darse  en  tiempo  y  en  condi- 
ciones que  hagan  posible  al  principal, 
procediendo  con  razonable  diligencia, 
dar  orden  con  tiempo  suficiente  é  su 
dependiente  ó  agente  para  evitar  que 
los  entreguen  al  comprador. 

Cuando  el  vendedor  participe  al  con- 
ductor que  detenga  los  géneros  in  tran- 
situ,  deberá  éste  devolverlos  siguiendo 
en  todo  las  instrucciones  del  compra- 
dor. Los  gastos  de  dicha  devolución  se- 
rán de  cuenta  del  vendedor. 

Sección  47.-  -Efectos  de  la  renta  ulte- 
rior ó  del  contrato  de  prenda  por  el 
comprador. 

De  acuerdo  con  las  disposiciones  de 
esta  ley,  el  derecho  del  vendedor  no 
pagado  para  retener  aun  in  transita, 
no  seré  modificado  por  una  venta  ó 
cualquier  otro  modo  de  disponer  de  los 
géneros  que  lleve  &  cabo  el  comprador, 
á  menos  que  el  vendedor  conviniere  en 
ella.  Entiéndese  que  donde  quiera  que 
se  transfiera  legalmente  el  derecho  é 
los  géneros  á  cualquier  persona  como 
comprador  ó  propietario,  y  dicha  perso- 
na transfiera  el  documento  é  otra  que 
de  buena  te  y  con  fundamento  atendible 
lo  acepta,  habiéndose  hecho  la  últi- 
ma transmisión  mencionada  por  vta  de 
venta,  el  derecho  del  vendedor  é  quien 


no  se  pagó,  para  retener  ó  detener  in 
transita  se  entiende  concluido,  y  sien- 
do por  vía  de  prenda  ú  otra  forma  de 
diaponer  del  valor,  el  derecho  de  rete- 
ner ó  para  detener  in  transita,  sólo  po- 
drá ser  ejercitado  con  los  derechos  de 
aquel  &  quien  se  transmitid. 

Sección  48. — La  tienta  no  se  rescindirá 
en  general  por  el  derecho  de  retener  ó 
por  la  detención  «in  transita-». 

%  1."  Con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes de  esta  sección,  un  contrato  de 
venta  no  se  rescinde  porque  el  vende- 
dor &  quien  no  se  pague  oportunamen- 
te ejercite  el  derecho  de  retención  ó  de- 
tención in  trantitu. 

%  2."  Cuando  el  vendedor  á  quien  no 
se  paga  usa  del  derecho  de  retención 
ó  de  detener  in  transita,  y  revende  des- 
pués los  géneros,  el  nuevo  comprador 
adquiere  titulo  suficiente  á  los  mismos 
y  como  si  fuera  el  comprador  primi- 
tivo. 

g  3.°  Siendo  los  géneros  propensos 
á  deteriorarse,  ó  dando  el  vendedor  no 
pagado  noticia  al  comprador  de  su  in- 
tención de  revender  si  dentro  de  un 
plazo  razonable  no  paga  ó  consigna  el 
precio,  dicho  vendedor  podrá  revender 
los  géneros  y  cobrar  del  primer  com- 
prador indemnización  de  daños  y  per- 
juicios por  cualquier  pérdida  que  le 
ocasione  Ja  taita  de  cumplimiento  del 
contrato. 

g  4.°  Cuando  el  vendedor  se  reserva 
expresamente  el  derecho  á  revender 
en  caso  de  que  el  comprador  incurriese 
en  mora  ó  falta,  y  habiendo  incurrido 
en  ella  revende  aquél  los  géneros,  se 
rescindirá  el  contrato  de  venta  sin  per- 
juicio de  la  reclamación  á  que  por 
daños  y  perjuicios  tenga  derecho  el 
vendedor. 
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PARTE  QUINTA 

ACCIONES   POR    INCUMPLIMIENTO  DEL 
CONTRATO 

I.— Recursos  del  vendedor 

Sección    49.  —  Acción    por   el    precio 

%1.°  Pasando  por  contrato  de  venta 
la  propiedad  de  los  géneros  al  compra- 
dor y  rehusando  ó  descuidando  este 
injustamente  pagarlos  con  arreglo  á 
los  términos  del  contrato,  el  vendedor 
puede  entablar  contra  aquél  acción  por 
el  precio  de  los  géneros. 

§  2.°  Cuando  en  un  contrato  de  ven- 
ta el  precio  haya  de  pagarse  en  cierto 
día  y  el  comprador  descuida  ó  rehusa 
sin  razón  pagarlo,  podrá  entablar  ac- 
ción por  el  precio  el  vendedor,  aunque 
la  propiedad  de  los  géneros  no  haya 
pasado  al  comprador,  y  éstos  no  se  ha- 
yan destinado  aún  ai  objeto  del  con- 
trato. 

§  S."  Nada  de  lo  que  en  esta  sección 
se  contiene  afectará  ó  perjudicará  al 
derecho  del  vendedor  en  Escocia  para 
cobrar  los  intereses  del  precio  desde  la 
fecha  de  la  oferta  de  los  géneros  ó  des- 
de aquella  en  que  el  precio  fuere  paga- 
dero, según  los  casos. 

Sección  BO.—Dañoi   y  perjuicios  por 
falta  de  aceptación 

§  1.°  Descuidando  ó  rehusando  el 
comprador  aceptar  y  pagar  los  géne- 
ros, el  vendedor  puede  ejercitar  acción 
contra  él  por  los  perjuicios  que  la  falta 
de  aceptación  le  ocasione. 

%  2."  La  medida  del  resarcimiento 
de  daños  y  perjuicios  es  la  pérdida  es- 
timada que  directa  y  naturalmente  re- 
sulte en  el  curso  ordinario  de  los  acon- 
tecimientos, por  el  incumplimiento  del 
contrato  por  parte  del  comprador. 


g  3."  Si  hubiese  mercado  ventajoso 
para  los  géneros,  la  medida  de  los  da- 
ños y  perjuicios  será,  prima  fade,  de- 
terminada por  la  diferencia  entre  el 
precio  del  contrato  y  el  precio  corrien- 
te del  mercado  en  el  tiempo  ó  épocas 
en  que  los  géneros  debieron  aceptarse, 
ó,  si  no  se  fijó  tal  época,  al  tiempo  de 
rehusar  la  aceptación. 

II.  —Recursos  del  comprador 

Sección  61.  —  Daños  y  perjuicios  por 
falta  de  entrega 

%  1.°  Si  el  vendedor  rehusa  ó  demo- 
ra sin  razón  la  entrega  de  los  géneros 
al  comprador,  podrá  éste  entablar  ac- 
ción contra  aquél  por  los  daños  y  per- 
juicios por  la  falta  de  entrega. 

§  2.a  La  cuantía  del  resarcimiento 
de  los  daños  y  perjuicios  se  determina- 
rá por  la  estimación  de  la  pérdida  que 
directa  y  naturalmente  resulte  en  el 
curso  ordinario  de  los  acontecimien- 
tos, por  el  incumplimiento  del  contrato 
por  el  vendedor. 

B  3."  Siendo  el  estado  del  mercado 
ventajoso  para  los  géneros  en  cuestión, 
la  cuantía  de  los  daños  y  perjuicios  se 
determinará,  prima  facie,  por  la  dife- 
rencia entre  el  precio  del  contrato  y  el 
precio  corriente  en  el  mercado,  en  la 
época  ó  épocas  en  que  debieron  entre- 
garse; y  si  tal  época  no  se  fijó,  al  tiem- 
po de  la  negativa  de  entrega. 

Sección  58.— Ejecución  del  contrato 
degeneras  especificados 

Entablándose  cualquier  acción  por 
incumplimiento  de  contrato  en  que  Be 
deban  entregar  géneros  especificados, 
podrá  el  Tribunal,  si  lo  estima  oportu- 
no, y  á  instancia  del  demandante,  acor- 
dar que  el  contrato  se  cumpla  específi- 
camente sin  dar  al  demandado  opción 
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para  retener  los  géneros  pagando  da- 
ños y  perjuicios.  El  (alio  puede  ser  in- 
condicional, 6  en  tales  términos  y  con 
tales  condiciones  respecto  á  los  daños 
y  perjuicios,  pago  del  precio,  etc.,  co- 
mo el  Tribunal  estime  oportuno,  pu- 
liendo hacerse  ia  súplica  ó  petición 
por  el  demandante  en  cualquier  tiempo 
anterior  al  fallo. 

Las  disposiciones  de  esta  sección  se 
entenderán  supletorias  y  no  derogato- 
rias de  las  dictadas  para  Escocia. 

Sección  53.—  Recursos  por  faltar  á  las 
garantías 

%  1."  Incumplida  alguna  condición 
de  garantía  por  el  vendedor,  ó  cuando 
el  comprador  se  vea  obligado  á  consi- 
derar el  incumplimiento  de  alguna 
condición  por  parte  del  vendedor  como 
incumplimiento  de  garantía,  no  tendrá 
el  comprador,  por  esa  sola  razón,  de- 
recho á  rechazar  los  géneros;  pero 
podrá: 

a)  Alegar  contra  el  vendedor  el  ha- 
ber dejado  de  cumplir  la  garantía  para 
que  proporciona] mente  se  le  disminu- 
ya ó  se  le  exima  del  pago  del  precio,  ó 
bien 

b)  Entablar  acción  por  daños  y  per- 
juicios contra  el  vendedor  y  por  el  in- 
cumplimiento de  la  condición  de  ga- 
rantía. 

§  2."  La  cuantía  del  resarcimiento 
de  daños  y  perjuicios  por  el  incumpli- 
miento de  garantía  es  la  estimación  de 
la  pérdida  que  directa  y  naturalmente 
resulta  en  el  curso  ordinario  de  los 
mercados  de  tal  falta  de  cumplimiento. 

§  3."  En  el  caso  de  faltar  á  la  garan- 
tía debida  en  lo  que  respecta  á  la  cali- 
dad, la  pérdida  será,  prima  facie,  la  di- 
ferencia entre  el  valor  de  los  géneros  al 
tiempo  de  la  entrega  al  comprador  y  el 


valor  que  habrían  tenido  si  hubieran 
correspondido  á  la  garantía. 

§  4.°  El  hecho  de  que  el  comprador 
haya  alegado  el  incumplimiento  de  ga- 
rantía para  que  se  compute  como  dis- 
minución ó  extinción  de  pago  de  pre- 
cio, no  impide  el  ejercicio  de  acción 
por  incumpl  miento  de  aquélla  si  su- 
friera ulteriores  daños  y  perjuicios. 

§  5.°  Nada  de  lo  dispuesto  en  esta 
sección  perjudicará  ni  afectará  al  dere- 
cho del  comprador  en  Escocia  para 
rechazar  los  géneros,  según  se  dispone 
en  esta  ley. 

Sección  54.— Intereses  y  daño*  y  per- 
juicios especiales. 

No  afectará  cuanto  en  esta  ley  se 
dispone  al  derecho  del  comprador  ó  del 
vendedor  al  cobro  de  intereses  ó  daños 
y  perjuicios  especiales  en  cualquier 
caso,  cuando  por  las  leyes  relativas  á 
intereses  ó  á  daños  y  perjuicios  espe- 
ciales se  autoriza  su  cobro,  ó  á  reco- 
brar el  dinero  pagado  cuando  la  razón 
para  el  pago  faltare. 

PARTE  TI 

DISPOSICIONES    SUPLETORIAS 

Sección  55.— Exclusión  de  términos 
y  condiciones  tácitas 

Cuando  la  ley  sobreentienda  derecho, 
deber  ó  responsabilidad  en  contrato  de 
venta,  lo  asi  sobreentendido  podrá  ser 
negado  ó  variado  por  convenio  expreso 
de  las  partes,  por  el  curso  del  tráfico 
mantenido  entre  las  mismas,  ó  por  el 
uso,  si  éste  fuera  eficaz  para  ligar  á  las 
partes  por  contrato. 

Sección  56.--  El  tiempo  razonable 
es  una  cuestión  de  hecho 

En  los  casos  que  en  esta  ley  se  hace 
referencia  al  tiempo  razonable,  debe 


dby  Google 


db,  Google 


4SW 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


ley  afectará  á  las  disposiciones  relati- 
vas a  los  billa  de  venta  ó  &  cualquiera 
disposición  que  se  refiera  á  la  venta  de 
muebles  no  derogada  expresamente 
por  esta  ley. 

§  4.a  Las  disposiciones  de  esta  ley 
relativas  al  contrato  de  venta,  no  se 
aplicaran  á  ninguna  transacción  que 
en  forma  de  contrato  de  venta  se  inten- 
te por  hipoteca,  prenda  0.  otro  contra- 
to de  garantía. 

§  5.°  Nada  de  lo  contenido  en  esta 
ley  perjudicará  ó  afectará  al  derecho 
de  hipoteca  ó  secuestro  de  la  venta  del 
terrateniente  {londdord)  en  Escocia. 

8«cción   68.  —  Interpretación    de   tér- 
minos 

§  1."  A  menos  que  en  el  contexto  de 
esta  ley  se  disponga  otra  cosa  en  con- 
trario, se  entenderán  en  la  siguiente 
forma  las  expresiones  empleadas: 

«Acción»  incluye  la  contrareclama- 
ción y  composición,  y  en  Escocia  la 
decisión  por  tercero,  pretensión  y  com- 
pensación. 

Comprador  quiere  decir  una  persona 
que  compra  ó  conviene  en  comprar. 

Contrato  de  venta  incluye  el  compro- 
miso para  vender  de  igual  manera  que 
la  venta  propiamente  dicha. 

El  término  demandado  comprende  en 
Escocia  al  defensor,  persona  respon- 
sable ó  fiador,  y  al  que  deduce  una  pre- 


Entrega  (delioery)  quiere  decir  vo- 
luntaria transmisión  de  posesión  que 
hace  una  persona  á  otra. 

Documento  que  sea  titulo  respecto  á 
los  géneros  tiene  el  mismo  sentido  que 
en  las  leyes  de  los  Factores. 

Leyes  de  los  Factores  quiere  decir  la 
ley  de  Factores  de  1889,  la  de  los  Fac- 
tores (en  Escocia)  de  1890  y  cualesquie- 


ra otras  disposiciones  que  las  corrijan 
ó  suplan. 

Falta  significa  toda  acción  ú  omisión 
impuesta. 

Géneros  futuros  significa  géneros 
que  han  de  manufacturarse  ó  adquirir- 
se por  el  vendedor  después  de  verifi- 
carse el  contrato  de  venta. 

Bienes  muebles  (j/oods),  comprende 
todos  los  de  una  persona  que  no  estén 
sujetos  á  litigio,  incluso  el  dinero,  y  en 
Escocia  todos  los  muebles  corporales, 
excepto  el  dinero.  En  aquella  expre- 
sión se  comprenden  también  las  rentas 
del  cultivo  (emblemcnts),  cosechas  y 
cosas  unidas  ó  que  formen  parte  de  la 
tierra  que  Be  convenga  dar  en  renta. 

Vinculo  ú  obligación  (1)  incluye  en 
Escocia  el  derecho  de  retención. 

Demandante  comprende  al  que  sigue 
unas  actuaciones  judiciales,  punuey 
querellante,  y  al  que  lo  defiende. 

Propiedad  significa  la  propiedad  ge- 
neral de  los  bienes  ó  géneros,  y  no  una 
mera  propiedad  especial. 

Calidad  de  los  géneros  comprende  su 
estado  ó  condición. 

Venta  incluye  el  convenio  de  compra 
y  el  de  venta  {bargain),  asi  como  la 
venta  (¡tale)  y  la  entrega. 

Vendedor  significa  la  persona  que 
vende  ó  conviene  en  vender  muebles  ó 
géneros. 

Bienes  muebles  ó  géneros  especificados 
significa  aquéllos  que  se  determinaron 
cuando  la  venta  se  hizo. 

Garantía  quiere  decir,  con  respecto 
á  Inglaterra  y  á  Irlanda,  convenio  re- 
lativo á  los  bienes  objeto  del  contra- 
to anejo  á  la  intención  capital  que  mue- 
ve á  contratar,  y  el  incumplimiento  de 
cuyo  convenio  da  derecho  á  la  indem- 


(1)    Lian  particip.  autic.  da  to  li«,  poner  hori- 
Kutabnente  y  obligar.  (N.  del  T.) 


loüizedb,  Google 


venta  de  Objetos  muebles  (ley  inglesa  de  1 


nización  de  daños  y  perjuicios,  pero  no 
&  rechazar  los  muebles  6  géneros  sobre 
que  Be  contrató  y  abandonar  el  contra- 
to mismo. 

El  incumplimiento  de  garantía  res- 
pecto á  Escocia  se  estimará  que  es  una 
omisión  en  la  ejecución  de  alguna  par- 
te importante  del  contrato. 

§  2.o  Dentro  del  sentido  de  esta  ley 
se  estimará  hecho  de  buena  fe  lo  que 
de  hecho  se  realice  honestamente,  haya 
ó  no  habido  negligencia. 

§  3.°  Se  estima  una  persona  insol- 
vente de  acuerdo  con  esta  ley  cuando 
suspendió  los  pagos  en  el  curso  ordi- 
nario de  sus  negocios,  ó  no  puede  pa- 
gar sus  deudas  á  medida  que  venzan, 
siendo  indiferente  que  exista  ó  no  quie- 
bra (panekruptey)  asi  como  su  noto- 
riedad. 

§  4."  En  el  sentido  de  esta  ley  están 
dispuestos  para  la  entrega  los  muebles 
(deliberadle  átate),  cuando  el  compra- 
dor tsté  obligado   á   aceptar   su   en- 


Comiemo  de  fuerza 
legal 


La  tendrá  esta  ley  desde  1.°  de  Enero 
de  mil  ocho.ientos  noventa  y  cuatro. 


Succión  04.— Título 
Se   citará  esta  ley  con  el  de  «Ley 
para  la  venta  de  muebles,  de  1893.» 

Cédula 

Esta  cédula  ha  de  tenerse  en  cuenta 
en  relación  á  la  edición  revisada  de  Es- 
tatutos preparada  bajo  la  dirección  de 
la  Comisión  de  Estatutos  legales  (Sta- 
tute  Lato  Committee). 

Deposiciones  que  se  derogan 

Toda  el  Acta  contra  los  corredores. 
(Estatuto  1.°  de  Jacobo  1,  cap.  21.) 

Acta  para  prevenir  fraudes  y  perju- 
rios: secciones  quince  y  dieciséis.  (Es- 
tatuto 39,  Carlos  II,  cap.  3.a) 

Acta  exigiendo  para  la  validez  de  de- 
terminadas  promesas  y  compromisos 
nota  por  escrito:  sección  séptima.  (Es- 
tatuto 9.°,  Jorge  IV,  cap.  14.) 

Acta  para  corregir  las  leyes  mercan- 
tiles (Escocia)  1856:  secciones  primera, 
segunda,  tercera,  cuarta  y  quinta.  (Es- 
tatutos 19  y  20,  Victoria,  cap.  50.) 

Acta  para  la  corrección  de  leyes  mer- 
cantiles, 1856:  secciones  primera  y  se- 
gunda. (Estatutos  19  y  20,  Victoria,  ca- 
pítulo 97.) 


Tomo  XI.— fNamrciONiij  jcainic*a. 
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APÉNDICE  A  LA  LEY  ANTERIOR 

DERECHO  COMPLEMENTARIO  SOBRE  CONTRATOS  MERCANTILES  (1) 


I.— De  lo*  contratos  de  venta  de  obje- 
tos o  géneros  propios 

§  1."  Definición  y  requisitos.— Las 
leyes  y  los  autores  definen  la  venta  di- 
ciendo que  es  un  contrato  que  tiene  por 
objeto  transmitir  la  propiedad  sobre 
una  cosa  dada,  por  un  precio  en  dinero. 
Aquí  sólo  trataremos  de  la  venta  de  ob- 
jetos muebles  ó  de  géneros,  por  ser  la 
más  importante  y  ala  que  casi  exclu- 
sivamente se  refieren  los  transaccio- 
nes mercantiles.  Los  principios  gene- 
rales respecto  á  los  contratos  son,  na- 
turalmente, los  que  rigen,  si  bien  exis- 
ten varios  puntos  especiales  relaciona- 
dos con  las  ventas  y  de  los  cuales  se  ha 
hecho  mérito  en  la  ley  que  precede. 

Requiérese  para  su  formalizas  ion,  no 
solamente  los  requisitos  ordinarios  de 
un  contrato,  sino  también  que  haya  un 
objeto  cuya  propiedad  general  pueda 
cederse,  y  un  precio. 

§  2."  Del  objeto.— Si  el  objeto  ha  de- 
jado de  existir,  no  puede  haber  contra- 
to. El  que  aun  no  existe  puede  ó  no  ven- 
derse, según  las  circunstancias.  Por 
esto  en  el  Derecho  común  dividíanse 
las  cosas  en  dos  clases,  á  saber:  las 


(1)  Las  indicaciones  generales  qun  aqu{  hace- 
moB  para  completar,  en  lo  posible,  la  parte  de 
contratos  mercantiles  está  extractada  de  leyta  an- 
teriores &  la  que  hemos  reproducido,  y  de  autores 
que  como  Stewens,  tratan  esta  materia  de  un 
modo  muy  compendiado.  Siguiendo  unas  y  a 
otros,  se  incluyen  aquí,  ain  distinción,  las  reglas 
para  toda  clase  de  contratos  de  géneros,  frutos  y 
objetos  mueblen. 


potencial  me  rite  existentes,  y  las  que  no 
lo  eran  aún,  pero  habla  posibilidad  de 
que  lo  fueran.  Entre  las  primeras  in- 
cluían el  heno  que  debía  cosecharse 
en  un  campo  dado,  las  uvas  que  produ- 
cirla determinada  viña;  entre  las  se- 
gundas incluíase  lo  que  podía  adquirir- 
se después,  verbi  grada,  alas  uvas  de 
cualquier  viña  que  pueda  compran  6 
«cualquier  silla  que  pueda  adquirir  de 
aquí  á  seis  meses».  Las  primeras  po- 
drían venderse  efectiva  y  válidamente; 
las  últimas  podrían  ser  sólo  objeto  de 
un  compromiso  de  venta.  La  diferencia 
es  grande,  pues  si  el  género  está  ya 
vendido,  se  transfiere  la  propiedad; 
pero  si  no  lo  está,  si  se  trata  sólo  de  un 
compromiso,  la  propiedad  no  es  un 
hecho  hasta  la  venta  efectiva.  Cuando 
el  comprador  obtiene  los  géneros  obje- 
to del  compromiso,  la  venta  es  un  he- 
cho en  ambos  casos.  Equitativamente, 
sean  ó  no  los  géneros  propiedad  exis- 
tente del  vendedor,  los  beneficios  del 
contrato  pasan  al  comprador  en  el  mo- 
mento de  cerrarlo.  Es  doctrina  sentada 
por  la  jurisprudencia,  la  de  que,  desde 
el  punto  de  vista  de  la  equidad,  no  es 
nesario  que  los  géneros  se  especifiquen 
de  tal  modo  que  puedan  ser  fácilmente 
reconocidos. 

§  3."  Del  precio.— Este  debe  consistir 
en  dinero;  de  lo  contrario,  el  contrato 
será  un  cambio  y  no  una  venta.  Si  se 
fija  el  importe,  éste  es,  naturalmente, 
el  precio  que  se  debe  pagar;  si  no  se 
fija,  se  supone  que  se  trata  de  un  precio 
razonable.  Respecto  á  lo  que  se  entien- 
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ieradas  como,/™  toa  industriales, 
grada,  las  patatas;  venta  de  co- 
s  de  frutos  naturales,  por  ejem- 
íaderas,  cuando  se  trata  de  que  el 
esté  separado  de  la  tierra  antes 
.propiedad  pase  al  comprador, 
sección  17  contiene  una  regla  mu- 
ías importante  en  lo  referente  á 
s. 

gún  contrato  de  venta  de  eual- 
género,  ¡cares  6  mercancías  cu 
ecio  sea  menor  de  10  libras  es- 
as, será  tenido  por  válido  como 
mprador  no  acepte  parte  de  los 
os  asi  vendidos  y  los  reciba,  ó  no 
nal  con  Intención  de  cerrar  el  tra- 
ja pago,  ó  si  alguna  nota  ó  Mc- 
ndum  de  dicha  transacción  no 
ice  Armada  por  las  partes  contra- 
s  ó  por  sus  agentes,  debidamente 
izados. 

0  Requisitos  para  la  valides  del 
ato.— Por  lo  que  antecede  se  ve 
m  contrato  para  la  venta  de  «gé- 
t  toares  y  mercancías»  (y  esto  in- 
;  toda  «propiedad  mueble  y  corpo- 
no  será  válido  si  no  tiene  uno  de 
iquisitos  siguientes:  cumplimiento 
irte;  aceptación  y  recibo  de  los 
ros;  pago  de  su  importe;  entrega 
eñal;  un  Memorándum  firmado; 
O  inferior  &  10  libras  esterlinas, 
s  cuestiones  pueden  surgir,  que 
iñan  alguna  dificultad,  á  saber:  un 
enio  para  entregar  en  un  tiempo 
:ado  por  un  precio,  ¿es  un  contrato 
snta  dentro  del  Estatuto?  Aquí  no 
¡ere  el  comprador  un  derecho  á 
luebles  ó  géneros  hasta  su  éntre- 
le encuentran  decisiones  en  pro  y 
tntra  respecto  á  la  inclusión  de  es- 
onvenios  entre  los  ejecutivos,  pero 
o  una  ley  que  aclara  la  cuestión  y 
ilece  que  la  sección  17  «compren- 
idos  los  contratos  para  la  venta  de 
ros,  cuyo  precio  sea  de  10  libras 
arriba,  á  pesar  de  que  se  intente 
jgarlosen  un  tiempo  marcado,  ó 
e  hallasen  fabricados  cuando  se 


hizo  el  contrato,  ó  agenciados,  ó  sumi- 
nistrados, ó  listos  para  la  entrega,  ó  se 
hiciera  preciso  algún  requisito  para 
conducirlos,  ó  poner  á  los  mismos  en 
condiciones  de  ser  entregados». 

§  3."  De  la  aceptación  y  recibo.— El 
Estatuto  hace  una  distinción  entre  la 
aceptación  y  el  recibo.  Puede  haber  re- 
cibo sin  aceptación,  puede  haber  acep- 
tación sin  recibo.  «El  recibo  es  á  veces 
prueba  de  aceptación,  mas  no  equivale 
a  ésta».  Ejemplo:  A,  se  aviene  a  com- 
prar géneros,  que  debe  inspeccionar  y 
aprobar  antes  de  tomarlos,  y  éstos  le 
son  enviados;  los  toma  del  conductor, 
los  mira  y  los  devuelve;  podrá  haberlos 
recibido,  mas  no  aceptado.  Por  lo  tan- 
to! si  el  vendedor  entrega  géneros  á  un 
conductor  nombrado  por  el  comprador, 
habrá  habido  recibo  por  parte  del  com- 
prador, mas  no  aceptación  forzosa. 

§  4."  Actos  que  equivalen  á  una  acep- 
tación.— Cualquier  acto  de  propiedad 
realizado  por  el  comprador,  y  que  sea 
ajeno  á  los  derechos  de  propiedad  del 
vendedor  equivale  á  la  aceptación.  Pe- 
ro los  hechos  han  ido  aún  más  allá  y 
resuelto  que  cualquiera  operación  efec- 
tuada con  la  propiedad,  y  que  pueda 
entrañar  el  reconocimiento  de  la  exis- 
tencia del  contrato,  es  una  aceptación 
que  cae  dentro  del  Estatuto  de  los  frau- 
des, si  bien  no  puede  considerarse  co- 
mo tal  para  otros  fines. 

Asi  es  que,  según  la  jurisprudencia, 
si  el  demandado  compró  trigo  por  mues- 
tra, cuando  llegó  y  se  abrieron  los  sa- 
cos, y,  comparado  con  aquella,  el  com- 
prador lo  juzgó  defectuoso  y  rechazó 
en  el  acto  lo  restante,  se  entenderá  que 
habla  una  aceptación  que  caia  dentro 
del  Estatuto,  aunque  no  existia  la  su- 
ficiente para  excluir  la  negativa  de 
aceptar  el  género. 

De  este  caso  y  de  otros  análogos  de- 
dúcese que  la  aceptación  no  debe  ser 
de  tal  Índole  que  impida  al  demandan- 
te objetar  respecto  á  la  cantidad  ó  ca- 
lidad, según  lo  establecido  por  algunos 
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ra  lleva  adelante  lo  pactado.  Deben  ba- 
ilarse consignados  los  puntos  esencia- 
les, y  ast,  aunque  se  omita  el  precio,  et 
contrato  es  tenido  por  válido,  no  sién- 
dolo en  otro  caso  cuando  se  deja  de 
declarar  precio  alguno. 

No  esta  permitido  referirse  á  otro  do- 
cumento para  estipular  las  condicio- 
nes, á  menos  que  conste  por  escrito  ó 
se  halle  expresado  con  claridad  y  de 
un  modo  definitivo  en  el  Memorándum. 

Hay  que  notar  que  la  firma  puede 
ser  por  el  Estatuto  la  de  la  parte  res- 
ponsable ó  la  de  su  agente  debidamen- 
te autorizado.  Puede  estar  hecha  con 
tinta  ó  con  lápiz,  y  bastará  una  señal 
particular,  y  hasta  las  simples  inicia- 
les. Debe  estar  colocada  en  un  sitio 
que  rija  todo  el  documento,  y  siendo 
asi,  no  necesita  hallarse  al  Anal.  Los 
jurisconsultos  y  la  doctrina  de  los  Tri- 
bunales están  conformes  en  que  la  Ar- 
ma debe  estar  colocada  de  modo  y  ma- 
nera que  dé  á  entender  que  se  refiere  á 
todas  las  partes  del  instrumento. 

§  8."  Agentes:  su  representación.— 
Es  cuestión  de  hecho  que  debe  resol- 
verse con  arreglo  á  las  circunstancias, 
y  con  la  ayuda  de  los  principios  gene- 
rales de  la  ley  de  Agencias,  si  una  per- 
sona puede  ser  agente  y  obligar  con  su 
Arma  á  su  principal.  Sin  embargo,  el 
agente  debe  firmar  siempre  como  parte 
y  no  como  simple  testigo.  Puede  ser 
agente  de  ambas  partes;  pero  si  él  mis- 
mo es  una  de  ellas,  no  puede  ser  agen- 
te para  Armar  por  la  otra. 

Un  auctionner  (vendedor  á  martillo) 
es  agente  del  vendedor  y  también  del 
comprador,  si  la  venta  es  pública,  te- 
niendo en  cuenta  que  eso  únicamente 
sucede  cuando  el  lote  ha  sido  adjudi- 
cado al  comprador.  Puede,  por  lo  tan- 
to, Armar,  y  su  ñrma  ligará  á  ambas 
partes.  Respecto  á  si  el  dependiente  de 
un  auctionner  puede  firmar  con  arre- 
glo al  Estatuto,  dice  Blackburn: 

«Entiendo  que  el  dependiente  de  un 
auctionner   carece  de  autoridad  para 


poder  firmar....  aunque  pueden  mediar 
circunstancias  tales  que  vengan  &  de 
mostrar  que  el  dependiente  de  un  auc- 
tionner está  autorizado  para  Armar  por 


III.— Pe  los  derechos  y  obligaciones 

Los  derechos  del  comprador  corres- 
ponden á  las  obligaciones  del  vende- 
dor. Bastará,  por  lo  tanto,  examinar 
los  derechos  de  cada  cual,  comenzando 
por  los 

1.— DERECHOS  DEL  COMPRADOR 

A..— Antes  de  la  terminación  del  contrato 

§  1."  De  la  entrega.— Esta  palabra 
puede  tener  varios  significados.  En  su 
sentido  general,  la  cesión  de  la  pose- 
sión de  los  géneros  en  cumplimiento 
del  contrato  es  un  deber  que  el  vende- 
dor tiene  para  con  el  comprador.  Esa 
entrega  no  implica  que  el  comprador 
entre  en  dominio  corporal;  basta  con 
que  el  vendedor  le  reserve  !a  propie- 
dad, ó  los  géneros  ó  documentos  que  á 
ella  afectan,  y  los  ponga  &  su  disposi- 
ción. El  vendedor  debe  entregarlos  gé- 
neros cuando  haya  recibido  su  importe 
ó  la  oferta  del  precio,  6  antes  si  hubie- 
ra crédito;  pero,  en  este  caso,  si  el 
comprador  resultase  insolvente,  antes 
de  entrar  en  posesión,  el  vendedor  pue- 
de retener  los  géneros,  y  en  cuanto  á 
entregas  de  futuro,  dice  un  autor  que  el 
vendedor,  si  bien  puede  haber  conve- 
nido en  fiar  géneros,  no  está  obligado 
á  entregarlos  en  virtud  de  contrato, 
como  no  se  le  ofrezca  ó  asegure  el  im- 
porte de  los  géneros  aún  no  entre- 
gados. 

Pero  aun  cuando  el  vendedor  esté 
comprometido  á  hacer  la  entrega,  no 
puede  obligársele  á  conducir  ó  enviar 
los  géneros,  mientras  no  haya  conve- 
nio; á  veces,  se  conviene  en  que  el  ven- 
dedor le  lleve  los  géneros  al  compra- 
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,  habiéndose  hecho  en  otra 
■marión,  se  dejó  que  el  Ju- 
ísh  ei  hubo  ó  no  warraniy 
el  defecto  contra  el  cual  se 
rmación  es  tan  patente  que 
nocer  á  simple  vista,  no  se 
sta  un  warraniy,  a  menos 
onvenios  particulares;  por 
i  hombre  que  compra  un 
ya,  no  puede  proceder  fun- 

un    warraniy  general  de 
l. 
mty    implícito.  —  Lo    hay 

se  consigna  expresamen- 
x>m  portarme  oto  de  ambas 
es  circunstancias  son  tales 
tran  que  tal  era  la  inten- 
p  artes. 

ases  que  tienen  más  impor- 
el  warraniy  de  titulo  y  el 
¡  calidad. 

itrato  ejecutorio  se  supone 
dedor  tiene  el  warraniy  de 
%  propiedad  (no  la  mera  po- 
ofi  géneros,  y  por  tanto  el 
correspondiente,  pero  en 
tro  caso  son  inciertas,  lo 
y  que  la  doctrina  de  la  ju- 
a  y  de  los  autores  respecto 

la  general,  no  se  admite  el 
•■  calidad,  siendo  la  máxima 
;lesa  caveai  emptor,  es  de 
omprador,  asume  el  riesgo, 
nderse,  sin  embargo,  que 
nty,  ó  lo  implican  los  casos 

venta  por  muestras; 

venta  de  géneros  pedidos 
articular  y  determinado; 

venta  de  géneros  de  una 
ilar,  por  el  fabricante  mis- 
mo de  todo  esto  trata  con 
a  ley,  nos  abstenemos  de 
le  ello  en  este  lugar. 
i  trata  de  la  venta  de  una 
nte,  que  se  halla  debida* 
lineada,  y  cuya  condición 
testiguada  por  ambas  par- 


tes, ó  tratándose  de  la  venta  de  una 
cosa  que  haya  de  fabricarse,  que  sea 
conocida,  descrita  y  definida,  no  pue- 
de apelarse  al  warraniy. 

El  warraniy  hállase  con  frecuencia 
sancionado  por  la  costumbre;  por  ejem- 
plo, una  venta  de  ganado  al  por  mayor, 
entendíase  generalmente  el  warraniy 
de  que  se  hallaba  sano  el  ganado. 

B.    -  De  los  derechos  por  Jaita  de 
cumplimiento 

Cuando  el  comprador  no  ha  toma- 
do aún  posesión  de  los  géneros,  la  de- 
mora en  la  entrega  le  da  derecho  á 
reclamar  daños  y  perjuicios,  que  se- 
rán evaluados  según  se  acostumbre  ge- 
neralmente en  casos  de  falta  de  cum- 
plimiento. 

El  comprador  puede  recobrar  ordina- 
riamente la  diferencia  que  existe  entre 
el  precio  del  mercado  el  día  en  que  hizo 
su  compra,  y  el  precio  de  los  mismos 
géneros  el  día  que  se  faltó  al  contrato. 
Pero  además,  el  vendedor  deberá  pa- 
gar, por  danos  y  perjuicios,  al  compra- 
dor, una  cantidad  que  pueda  resarcir 
á  éste  de  los  ocasionados  por  haberse 
visto  privado  del  ordinario  uso  de  la 
mercancía. 

El  comprador  no  podrá  pedir  com- 
pensación por  pérdidas  extraordina- 
rias, á  no  ser  que  la  otra  parte  se  halle 
en  autos  de  ese  caso  especial.  Según  un 
caso  de  jurisprudencia,  el  demandante 
tenia  que  atender  una  orden  que,  de  ha- 
berse cumplido  el  contrato  en  el  plazo 
fijado,  le  hubiese  valido  un  precio  ex- 
traordinario; no  le  notificó  al  demanda- 
do el  contrato  especial  que  él  habla  he- 
cho; por  culpa  del  demandado  no  llega- 
ron los  géneros,  y  se  resolvió  que  los 
daños  debían  ser  los  ordinarios  y  no 
los  extraordinarios.  Si  el  comprador  no 
puede  llenar  un  subcon  trato,  debido  á 
falta  de  cumplimiento  del  vendedor,  há- 
llase autorizado  á  cobrar  las  costas  al 
vendedor,  al  tener  que  defenderse  de  la 
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saber,  cuando  hay  crédito  y  se  ha  re- 
nunciado al  lien,  quedando,  no  obstan- 
te, los  géneros  en  poder  del  vendedor. 
Si  se  hace  el  pago  a  su  debido  tiempo, 
el  caso  es  claro,  pero  si  no  se  ha  hecho, 
¿puede  el  vendedor  oponer  el  lienf  Un 
jurisconsulto,  previo  estudio  del  caso, 
opina  que,  si  se  trata  de  vendedor  y 
comprador,  el  primero  puede  negarse 
á  entregar  los  géneros.  El  recurso  será 
valido,  aunque  el  vendedor  haya  dado 
los  títulos  de  posesión  de  ellos,  si  los 
recusa  antes  que  la  fianza  vuelva  al 
comprador.  Si  los  géneros  fueron  com- 
prometidos 6  vendidos  por  el  compra- 
dor, el  vendedor  pierde  su  lien  si  se  ha 
desprendido  de  sus  títulos  de  pose- 
sión (1)  ó  si  se  ha  avenido,  expresa  ó 
implícitamente,  &  la  subventaó  com- 
promiso. 

§  3.°  De  la  detención  en  el  íránaiio. 
—  Es  éste  un  derecho  que  tiene  todo 
vendedor  no  pagado  á  detener  los  gé- 
neros, en  caso  de  bancarrota  ó  insol- 
vencia del  vendedor,  antes  de  que  ha- 
yan llegado  á  su  poder,  y  á  tomar  po- 
sesión de  ellos,[colocándose  en  la  mis- 
ma situación  que  si  no  los  hubiera  ven- 
dido. Es  de  tal  importancia  este  dere- 
cho, que  merece  que  lo  tratemos  con 
cierta  extensión. 

El  resultado  general  de  la  detención 
es  devolver  el  derecho  de  posesión  a) 
vendedor;  colocarle,  en  resumen,  en  la 
misma  posición  que  tenia  antes  de  des- 
prenderse de  los  géneros;  no  hay,  por 
tanto,  rescisión.  Si  el  primer  vendedor 
dispone  de  los  géneros  indebidamente, 
se  puede  recurrir  contra  él  por  los  da- 
ños que  ocasione  su  venta  antes  de 
tiempo,  y  resarcirse  de  los  perjuicios; 
mas  no  se  puede  mantener  una  acción 
judicial  en  que  los  derechos  de  propie- 
dad y  de  posesión  sean  ambos  necesa- 
rios, a  no  ser  que  tengan  ambos  títulos. 

El  derecho  es  algo  mas  que  un  mero 
lien;  dimana  de  la  propiedad  original  y 
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del  dominio  del  vendedor.  Si  se  venden 
los  géneros  á  crédito,  y  nada  se  ha  es- 
tipulado respecto  á  la  época  en  que  se 
ha  de  hacer  la  entrega,  et  comprador 
hállase  autorizado  á  tomar  inmediata- 
mente posesión  de  ellos,  asumiendo  en 
el  acto  el  derecho  de  propiedad  y  el  de 
posesión;  mas  su  derecho  de  posesión 
no  debe  considerarse  de  un  modo  abso- 
luto; puede  ser  rechazado  si  cae  en  la 
insolvencia  antes  de  haber  tomado  po 
sesión  efectiva. 

El  derecho  del  vendedor  es  superior 
á  la  sentencia  á  favor  del  que  tuviera 
algún  crédito  contra  los  géneros,  ó  al 
de  una  persona  á  quien  se  le  deba  el 
porte;  esto  último  en  determinadas  cir- 
cunstancias. 

Puede  hacer  uso  de  su  derecho  el 
vendedor  que  haya  recibido  parte  de  lo 
que  se  le  debe,  si  no  se  pactó  la  venta 
a  plazos,  y  puede  detener  la  parte  que 
no  se  haya  pagado  por  considerár- 
sele como  vendedor  no  pagado.  El  pago 
condicional  (mediante  recibo)  no  pres- 
cribe el  derecho,  pero  la  cosa  varia  si 
se  ha  dado  algo  que  garantice  el  pago. 
Si  en  el  balance  de  la  cuenta  entre  el 
que  consigna  y  el  consignatario,  exis- 
te un  saldo  á  favor  de  este  último,  se 
perderá  probablemente  el  derecho  á 
detener  la  mercancía;  pero  este  punto 
ofrece  dudas. 

La  persona  que  pueda  ejercer  el  de- 
recho es  su  vendedor,  ó  su  agente  que, 
en  virtud  de  su  profesión  ó  de  particu- 
lares instrucciones,  tiene  facultad  para 
hacerlo.  Un  agente  voluntario,  sin  fa- 
cultades, no  puede  proceder  en  la  ma- 
teria, y  la  ratificación  consiguiente  es 
la  de  no  avenencia.  El  derecho  se  ha 
extendido  hasta  á  los  que  se  hallan  en 
el  caso  de  quati  vendedores;  que  son  el 
consignatario  como  agente  del  vende- 
dor, pero  que  ha  comprado  los  géneros 
para  éste  con  su  dinero,  ó  gracias  á  su 
crédito  personal;  el  agente  &  quien  se 
ha  endosado  el  conocimiento,  y  el  fia- 
dor que  presentó  el  comprador,  con  el 
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dado,  la  propiedad  solo  cambia  cuando 
se  entregan  allí.  Asi  también,  si  la  cosa 
vendida,  aunque  especificada,  aún  no 
existe  ó  esta  por  concluir,  solo  adquie- 
re la  propiedad  el  comprador  cuando 
esta  terminada. 

Una  cosa  que  debe  ser  entregada  m 
futuro  no  pasa  de  manos  por  el  con- 
trato. 

La  regla  de  que  se  trata  refiérese 
únicamente  á  si  el  trabajo  que  se  debe 
hacer  en  una  cosa,  ha  de  estar  conclui- 
do antes  de  la  entrega.  Ejemplo:  no 
rige  si  el  vendedor  se  compromete  á 
hacer  ciertas  reparaciones  después  de 
la  entrega;  además  se  verá  más  ade- 
lante que  lo  que  hay  que  hacer  corre 
por  cuenta  del  vendedor.  Si  el  compra- 
dor se  aviene  á  hacer  algo  en  los  géne- 
ros—cosa que  puede  ocurrir-el  hecho 
en  nada  afecta  á  la  transmisión  de  la 
propiedad. 

2.'  Cuando  queda  algo  que  hacer  en 
los  géneros  con  el  objeto  de  cerciorarte 
del  precio,  6  de  petarlos,  medirlos,  ó  pro 
barios,  ó  si  el  precio  depende  de  la  cali- 
dad ó  cantidad  de  ellos,  el  cumplimiento 
de  estas  cosas  será  también  condición 
preliminar  á  la  transmisión  de  la  propie- 
dad, aunque  se  hayan  inspeccionado  se- 
paradamente los  géneros  y  se  encuentren 
en  un  estado  en  que  deban  ser  acep- 
tados. 

Esto  se  refiere  probablemente  á  cual- 
quier operación  de  peso  6  medida  por 
parte  del  vendedor,  y  constituye,  por 
lo  tanto,  un  caso  particular  de  la 
regla. 

3.'  Cuando  el  comprador  está  obliga- 
do por  contrato  á  hacer  algo  como  con- 
dición, sea  anterior  ó  simultánea,  de  la 
cual  dependa  la  transmisión  de  la  pro- 
piedad, ésta  no  será  un  hecho  hasta  que 
la  condición  no  se  haga  cumplido,  aun 
cuando  los  géneros  se  encuentren  actual- 
mente entregado»  y  en  posesión  del  com- 
prador. Un  ejemplo:  si  el  pago  y  la  en 
trega  deben  ser  simultáneos  y  se  en- 
tregan por  equivocación  los  géneros 


antes  del  pago,  se  puede  pedir  la  devo- 
lución de  ellos. 

g  3.°  De  la  venta  de  una  partida  que 
no  esté  especificada.--  El  contrato  aquí 
es  meramente  ejecutivo,  y  hasta  que 
haya  dominio,  la  propiedad  no  pasa  á 
manos  del  comprador. 

Pero  cuando  los  géneros  han  sido  ele- 
gidos del  montón  é  incluidos  en  el  con- 
trato, lo  que  antes  fué  un  simple  con- 
venio de  venta  conviértese  en  hecho 
consumado  y  la  propiedad  se  trans- 
mite. 

Las  reglas  anteriores  son  las  que 
prevalecen  por  punto  general;  pero  se 
dan  casos  en  que  se  pasa  por  encima 
de  ellas,  de  conformidad  con  la  inten- 
ción de  las  partes  contratantes:  no  hay 
principio  legal  que  prohiba  á  éstas,  en 
casos  como  el  presente,  hacer  la  tran- 
sacción que  mejor  les  plazca.  Si  hacen 
uso  en  el  contrato  de  palabras  que 
muestren  una  intención  determinada, 
ésta  es  de  todo  punto  electiva.  Un  ejem- 
plo: Un  comprador  de  ladrillos  envió  á 
su  agente  con  una  orden  para  la  entre- 
ga; el  apoderado  del  vendedor  le  man  - 
testó  su  intención  de  hacer  la  entrega 
siempre  y  cuando  recuperara  los  géne- 
ros que  tenia  un  comprador  insolvente; 
entonces  señaló  varias  partidas,  que 
consistían  en  ladrillos,  concluidos  al- 
gunos y  otros  por  concluir,  y  dijo  que 
podía  hacer  entrega  de  ellas.  Se  deci- 
dió, en  vista  de  los  hechos,  que  hubo 
suficiente  apropiación  y  que  se  transfi- 
rió la  propiedad.  La  regla  bien  sabida 
de  que  la  propiedad  no  pasa  á  manos 
del  comprador  mientras  quede  algo  por 
hacer  por  parte  del  vendedor,  sea  com- 
pletar los  géneros  ó  manifestar  el  pre- 
cio, no  rige  en  el  caso  presente.  No 
cabe  duda  que  las  partes  podían  trans- 
mitir la  propiedad  de  los  ladrillos,  estu- 
vieran ó  no  concluidos,  si  tal  era  su  in- 
tención. 

Cuando  el  vendedor  se  reserva  un 
jas  disponendi,  esto  demuestra  la  in- 
tención de  no  desprenderse  de  la  pro- 
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2."  Generales;  que  son  los  que  pue- 
den entender  en  cualquier  negocio  den- 
tro de  ciertos  limites;  por  ejemplo:  un 
agente  que  dirige  un  asunto; 

3.*  Universales,  que  son  los  que  pue- 
den hacer  cualquier  cosa  en  nombre  de 
su  principal,  siendo  legal,  ó  por  lo  me- 
nos factible  con  arreglo  á  la  ley  que 
rige  los  contratos,  y  un  agente  general 
puede  proceder  del  mismo  modo  dentro 
de  ciertos  limites;  un  agente  especial 
debe  atenerse  estrictamente  al  cumpli- 
miento de  aquello  para  que  fué  nombra 
do.  Un  hombre  puede  tener  dos  nego- 
cios; oerbi  gratia,  banquero  y  vendedor 
de  pieles;  su  agente  general  en  la  casa 
de  banca,  no  podrá  nacer  transacción 
alguna  por  él  autorizada  en  el  comercio 
de  pieles,  y  mee  verso;  su  agente  uni- 
versal podrá  funcionar  en  ambas  clases 
de  negocios.  Un  mandadero  que  va  por 
sellos  de  correos  contrae  mas  respon- 
sabilidad que  la  que  á  los  sellos  se  re- 
fiere. 

Tal  es  la  división  de  los  agentes,  más 
sencilla  y  más  generalmente  admitida 
por  los  escritores  de  Derecho  en  Ingla- 
terra. 

II.-   Del  croe  puede  nombrará  ser  som- 
brado agente 

Los  que  no  tienen  capacidad  para 
contratar  por  si  carecen  también  de 
ella  para  nombrar  y  valerse  de  agen- 
tes; sin  embargo,  se  ha  sentado  ya  el 
principio  de  que  la  incapacidad  para 
obrar  por  si  no  empece  que  una  perso- 
na sea  nombrada  agente  de  otra.  Por 
ejemplo,  una  mujer  casada  no  puede 
en  general  hacer  un  contrato  por  si  y 
ante  si,  según  el  eom.rn.on  lato,  pero  le 
es  dable  ligar  á  su  marido  por  medio 
de  contratos  hechos  real  ó  aparente- 
mente á  favor  suyo.  No  sucede  lo  mis- 


mo con  los  dementes,  ni  con  el  que  está 
embriagado  hasta  el  punto  de  tener 
perturbadas  las  facultades  intelec- 
tuales. 

III.— Del  nombramiento  de  agentes 

Como  por  regla  general  no  se  requiere 
formalidad  alguna  para  el  nombra- 
miento de  agente,  de  hecho  la  gran  ma- 
yoría de  ellos  se  nombran  de  palabra, 
y  á  veces  sin  convenio  expreso  alguno; 
y  si  la  ley  no  lo  reconociera  asi,  puede 
decirse  que  no  se  llevarla  á  cabo  casi 
transacción  mercantil  alguna.  Pero  si 
el  agente  debe  tener  autoridad  para 
contraer  con  su  firma  ó  sello  la  autori- 
zación de  que  disfruta  debe  haberle  sido 
otorgada  también  bajo  sello,  y  se  llama 
entonces  un  poder  de  attorney;  pero  la 
carencia  de  un  documento  no  servirá  de 
defensa  alguna  á  un  principal  que  per- 
mita, hallándose  presente,  que  su  agen- 
te entable  negociaciones  en  su  nombre. 
Sin  embargo,  el  documento  es  necesa- 
rio cuando  el  principal  es  una  sociedad 
ó  corporación,  siendo  imprescindible 
que  la  autorización  esté  sellada  para 
poder  llevar  á  cabo  un  contrato.  Se  ha 
discutido  sobre  ¡a  necesidad  del  docu- 
mento escrito;  pero  ya  se  ha  convenido 
en  que  no  es  necesario,  á  no  ser  que  el 
contrato  se  halle  dentro  de  lo  estable- 
cido en  el  Estatuto  de  los  fraudes,  sec- 
ciones.1.a,  2.*,  3.»  Los  contratos  que  se 
refieren  á  la  4.1  y  17.1  sección,  aunque 
ya  hemos  visto  que  son  nulos  si  no  es- 
tán hechos  por  escrito,  pueden  ser  vá- 
lidos si  en  ellos  medían  agentes  ver- 
balmente  autorizados. 

Se  puede  nombrar  un  agente  de  las 
siguientes  maneras: 

1.*    Por  sello; 

2."  De  palabra  (incluyendo  palabras 
ó  escritos); 
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síndicos.  En  cuanto  al  caso  de  locura, 
hay  que  estudiar  las  circunstancias  ge- 
nerales del  mismo.  La  enagenación  del 
agente  dará  por  terminado  el  contrato, 
la  del  principal  lo  dará  ó  no,  según  lo 
necesario  que  fuese  el  contrato  ó  según 
la  evidencia  que  exista  de  mal  proce- 
der, etc.  Ejemplo:  Un  hombre  autorizó 
á  bu  esposa  para  hacer  una  compra, 
volviéndose  loco  después.  Cuando  se 
hubo  curado,  desautorizó  los  contratos 
hechos  por  ella,  pero  quedó  sujeto  á 
responsabilidad  por  las  cantidades  y 
cosas  necesarias  suministradas. 

Además  de  todo  lo  ya  mencionado, 
la  agencia  puede  terminar  por  haber 
transcurrido  el  tiempo  prefijado  para 
su  existencia;  por  desaparición  del  ob- 
jeto de  que  se  trataba;  por  cumplimien- 
to absoluto,  como  si  un  agente  encarga- 
do de  adquirir  una  casa  la  compra. 

Como  complemento  de  esta  clase  de 
contratos  y  agencias,  transcribiremos 
la  última  disposición  de  las  dictadas 
sobre  esta  materia,  que  es  la  siguiente: 

Ley  de  26  de  Agosto  de  1889,  corri- 
giendo y  codificando  las  leyes  sobre 
comisionistas  d  agentes  de  comercio. 

El  contrato  de  comisión  ha  sido  ob- 
jeto en  Inglaterra  de  múltiples  disposi- 
ciones legales,  y  la  necesidad  de  com- 
pilarlas para  evitar  confusiones  y  os- 
curidades fué  la  causa  de  la  publica- 
ción de  la  ley  que  vamos  á  transcribir, 
la  cual,  además  de  codificar  las  ante- 
riores, introduce  algunas  correcciones 
encaminadas  4  aclarar  ambigüedades 
y  á  dar  la  seguridad  necesaria  á  los 
contratos  comerciales,  que  se  avienen 
mal  con  las  disquisiciones  y  distingos 
casuísticos  á  que  dan  lugar  las  leyes 
que  no  se  fundan  en  la  práctica. 


Preliminares 

Articulo  1.°  Para  la  aplicación  de 
la  presente  ley: 

g  1."  La  expresión  «comisionista:* 
(mereantile  agení)  se  entenderá,  en  el 
sentido  de  que  el  que  lo  sea  tiene,  se- 
gún los  usos  del  comercio,  facultad 
para  vender  mercancías,  para  deposi- 
tarlas con  objeto  de  venderlas,  para 
comprarlas  y  para  darlas  en  prenda. 

§  2.°  Se  presumirá  que  está  en  po- 
sesión de  las  mercancías  ó  de  los  títu- 
los que  las  representen,  cualquier  per- 
sona á  quien  se  le  hayan  confiado  unas 
ú  otros,  ó  cuando  estén  en  poder  de  una 
persona  colocada  bajo  la  vigilancia  de 
la  primera,  ó  que  posea  por  cuenta  de 
ésta. 

§  3.°  La  expresión  goods  se  aplicara 
á  los  géneros  y  mercancías  de  todas 
clases. . 

g  4.°  La  expresión  «títulos»  com- 
prende los  conocimientos,  cartas  de 
porte,  certificados  de  almacenistas,  tea- 
rranU  ú  órdenes  para  la  entrega  de  las 
mercancías  y  todos  los  demás  docu- 
mentos usados  en  el  comercio  para  es- 
tablecer la  prueba  de  la  posesión  6  del 
cuidado  de  las  mercancías,  ó  para  au- 
torizar al  poseedor  del  documento  para 
transmitir  ó  recibir  las  mercancías  re- 
presentadas por  el  título,  bien  por  en- 
doso, bien  por  simple  entrega. 

§5."  La  expresión  aprenda»  (pledge) 
se  aplicará  á  todo  contrato  de  ñanza 
destinado  á  constituir  un  derecho  de 
prenda  sobre  las  mercancías,  por  ra- 
zón, ya  de  un  préstamo  originario,  ya 
de  préstamos  sucesivos  ó  de  cualquier 
otro  crédito. 

§  6.°  La  expresión  «persona»  se  apli- 
cará á  todo  grupo  de  individuos,  for- 
men ó  no  una  sociedad. 
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gadas  por  el  verdadero  propietario. 
§  2.°  Este  articulo  no  tiene  por  ob- 
jeto limitar  ni  modificar  la  validez  de 
una  venta,  ni  de  una  prenda,  ni  de  nin- 
guna enagenación  otorgada  por  un  co- 
misionista. 

Venías  hechas  por  vendedores  y  compra- 
dores de  mercancías 

Art.  8.°  En  caso  de  venta  de  mer- 
cancías, si  el  vendedor  conserva  la  po- 
sesión de  las  cosas  vendidas  ó  de  sus 
títulos,  cualquiera  otra  venta,  empeño 
6  enagenación  de  unas  ú  otros  hecha 
por  el  vendedor  ó  su  comisionista,  ten- 
drá, la  misma  eficacia  que  si  hubiese 
sido  hecha  con  el  consentimiento  ex- 
preso del  propietario,  siempre  que  el 
vendedor  ó  acreedor  que  las  reciba 
obre  de  buena  íe  y  no  reconozca  la  ven- 
ta primitiva, 

Art.  9."  En  caso  de  compra  de  mer- 
cancías, si  el  comprador, con  el consen- 
tí miento  del  vendedor,  es  puesto  en  po- 
sesión de  ellas  ó  de  sus  títulos,  toda 
venta,  empeño  ó  enagenación  de  unas 
ú  otros  hecha  por  el  comprador  ó  su  co- 
misionista, tendrá  el  mismo  valor  que 
si  hubiese  sido  hecha  por  un  comisio- 
nista en  posesión  de  las  mercancías  ó 
de  los  títulos  con  el  consentimiento  del 
propietario,  siempre  que  el  tercer  con- 
tratante obre  de  buena  fe  y  desconozca 
los  derechos  del  vendedor  primitivo. 

Art.  10.  Todo  endoso  regular  de  un 
titulo  á  la  orden  representativo  de  mer- 
cancías será  válido  en  beneficio  del  por- 
tador de  buena  fe  que  haya  adquirido 
el  documento  á  titulo  oneroso,  y  este 
ultimo  endoso  suspenderá  todo  dere- 
cho de  retención  ó  de  reivindicación  del 
vendedor  primitivo  sobre  las  mercan- 
cías que  se  hallen  en  camino,  como  el 
endoso  de  un  conocimiento  paraliza  el 


derecho  de  reivindicación  en  el  mismo 

caso. 

Disposiciones  súpleme  atarlas 

Art.  11.  Para  la  aplicación  de  la  pre- 
sente ley,  la  entrega  de  un  documento 
puede  hacerse,  bien  por  endoso,  bien 
de  mano  á  mano  cuando  el  documento 
es  transmisible  en  esta  forma  en  virtud 
de  los  usos  de  comercio  ó  de  los  térmi- 
nos en  que  esté  redactado,  ó  en  el  caso 
de  que  las  mercancías  puedan  entre- 
garse al  portador. 

Art.  12.— §  1."  Ninguna  disposición 
de  la  presente  ley  puede  autorizar  á  un 
comisionista  á  excederse  en  sus  pode- 
res ó  á  salirse  de  sus  atribuciones,  ni  á 
sustraerse,  en  tales  casos,  á  la  respon- 
sabilidad civil  ó  penal  en  que  haya  in- 
currido. 

S  2."  Ninguna  disposición  de  la  pre- 
sente ley  puede  impedir  al  propietario 
de  las  mercancías  reivindicarlas  de 
manos  de  un  comisionista  ú  de  un  man 
datario  en  quiebra  antes  de  que  sean 
empeñadas  ó  sacadas  á  la  venta,  ni 
rescatarlas  cuando  han  sido  dadas  en 
prenda  por  un  comisionista,  antes  de 
que  se  saquen  á  la  venta,  con  la  condi- 
ción de  pagar  la  cantidad  por  que  han 
sido  empeñadas  esas  mercancías,  y 
pagar  al  comisionista,  si  éste  lo  recla- 
ma, la  suma  que  la  ley  le  autoriza  á 
pedir  al  propietario,  reteniendo  las 
mercancías  hasta  que  se  le  satisfaga.  El 
propietario  tiene  también  el  derecho  de 
recobrar  de  todo  acreedor  prendario  las 
sumas  que  éste  haya  recibido  sobre  el 
producto  de  las  mercancías  dadas  en 
prenda  en  cuanto  excedan  del  importe 
de  su  crédito. 

§  3."  Ninguna  disposición  de  la  pre- 
sente ley  se  opone  á  que  el  propietario 
de  las  mercancías  vendidas  por  un  co- 
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aun  cuando  hayan  autorizado,  aproba- 
do ó  ratificado  bu  publicación. 

En  el  presente  articulo  la  palabra 
perito  (experf)  designa  toda  persona 
cuya  profesión  haga  sus  dictámenes 
dignos  de  fe. 

Cuando  el  prospecto  ó  anuncio  desig- 
naren como  Director  de  una  sociedad 
á  una  persona  que  no  haya  en  realidad 
aceptado  sus  funciones  ó  haya  retirado 
su  consentimiento  antes  de  la  publica- 
ción del  prospecto,  no  haya  autorizado 
ó  aprobado  ésta,  los  Directores  de  la 
sociedad,  á  menos  que  el  prospecto  ó 
anuncio  hayan  sido  emitidos  sin  su  con- 
sentimiento y  todos  los  que  hubieren 
autorizado  su  publicación,  estarán  obli- 
gados á  indemnizar  á  la  persona  falsa- 
mente designada  como  Director  de  la 


nación,  y  a  garantirle  contra  cualquier 
acción  ó  procedimiento  legalmente  in- 
tentado contra  él  por  esta  causa. 

Cualquier  persona  que,  en  virtud  de 
su  calidad  de  Director  ó  de  su  designa- 
ción como  supuesto  Director  ó  que  ha 
aceptado  este  cargo,  ó  en  virtud  de  la 
autorización  concedida  por  ella  para  la 
publicación  del  prospecto  ó  anuncio  hu- 
biere sido  obligado  á  pagar  cualquier 
cantidad  por  consecuencia  de  la  apli- 
cación de  la  ley  que  extractamos,  esta- 
rá autorizada  para  hacer  contribuir, 
como  en  materia  de  contrato,  á  todos 
aquellos  que,  si  hubieren  sido  perse- 
guidos separadamente,  habrían  esta- 
do obligados  á  efectuar  el  mismo  pago. 
(Articulo  3.') 


CAPÍTULO     YI 


BANCOS  0  CAJAS  DE  AHORROS 


I.— Ley  para  rectificar  las  relativas  á 
á  lo»  Bancos  ó  Cajas  de  Ahorros 

(21  de  Diciembre  1898) 

Sección  1.*— Limite  de  los  depósitos 
anuales 

De  acuerdo  con  las  disposiciones  de 
las  leyes  de  los  Bancos  ó  Cajas  de  Aho- 
rros, 18(51  á  1891,  las  de  las  leyes  de  los 
Bancos  de  depósitos  de  fondos  proce- 
dentes del  ahorro,  1863  á  1891,  y  las  de 
esta  ley  no  se  hará  por  ningún  deposi- 
tante en  Banco  ó  Caja  de  Ahorros  depó- 
sito de  suma  ó  sumas  que  excedan  de 
50  libras  en  un  año  bancario  (bank  year) 
hayanse  ó  no  retirado  previamente  al- 
gunas cantidades. 


Sección  i.*— Limites  de  la  inversión  de 
dinero  enloa  fondQspúblicos(a.Gaoern- 
ment  Stock»). 

§  1.°  El  importe  que  en  fondos  pú- 
blicos se  acredite  por  la  autoridad  de 
un  Banco  ó  Caja  de  Ahorros  en  un  año 
bancario  á  cualquier  depositante,  no 
excederá  de  300  libras,  hayanse  ó  no 
vendido  previamente  algunos   títulos. 

%  2."  El  total  importe  acreditado  por 
un  Banco  ó  Caja  de  Ahorros  y  en  cual- 
quier tiempo  á  un  depositante,  no  ex- 
cederá de  la  suma  de  500  libras. 

Sección  3."— Deslino  del  producto  de  los 
in  tereses  y  dividendos 

§  l."    Cuando  por  razón  de  los  inte- 
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por  un  banquero,  con  arreglo  á  Dere- 
cho, se  admitirá  como  prueba,  en  vir- 
tud de  lo  prevenido  en  esta  ley,  siempre 
que  conste  previamente,  en  debida  for- 
ma, que  los  libros  de  comercio  de  que 
se  trate  se  llevaban  efectivamente  en 
el  establecimiento  mercantil  respecti- 
vo en  la  época  á  que  el  asiento  se  re- 
fiera, que  la  inscripción  se  efectuó  en 
la  forma  y  con  los  requisitos  de  cos- 
tumbre en  aquel  género  de  negocios 
y  que  dichos  libros  se  conservan  y  cus- 
todian en  aquel  establecimiento. 

Esta  prueba  podrá  producirse  por 
cualquier  socio  ó  empleado  en  el  es- 
tablecimiento mediante  declaración 
acompañada  0  no  de  juramento. 

Art.  5.°  La  copia  del  asiento  no  po- 
drá admitirse  como  prueba,  sino  en 
tanto  que  se  acredite  formalmente  que 
se  encuentra  conforme  con  el  original 
y  se  declare  exacta. 

Esta  prueba  deberá  producirse  por 
la  persona  que  haya  hecho  la  trans- 
cripción, pudiendo  efectuarse  oralmen- 
te ó  por  declaración  escrita  y  jurada. 

Art.  6."  En  los  procedimientos  en 
que  no  fuere  parte  un  banquero  ó  em- 
pleado en  su  escritorio,  no  existirá 
obligación  de  exhibir  los  libros  de  co- 
mercio que  en  aquel  establecimiento 
se  lleven,  ni  de  declarar  como  testigos 
para  la  aclaración  de  hechos,  transac- 
ciones, cuentas  y  demás  pormenores  á 
que  Be  refieran  ó  puedan  referirse  los 
libros  cuya  exhibición  se  solicita. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  no  ten- 
drá aplicación  en  los  casos  en  que  me- 
diare orden  expresa  en  contrario  de  la 
autoridad  judicial  competente. 

Art.  7.°  El  Juezó  Tribunal  que  estu- 
viere conociendo  del  asunto  estará  fa- 
cultado para  ordenar,  á  instancia  de 
parte,  que  se  exhiban  los  libros  de  co- 
mercio de  la  otra  al  efecto  de  que  se 


examinen  y  copien  de  sus  asientos  los 
particulares  que  puedan  interesar  para 
la  mejor  resolución  del  asunto. 

Este  auto  podrá  dictarse  aun  en  pri- 
mera instancia,  debiendo  notificarse  al 
banquero  interesado  con  tres  días  há- 
biles de  anticipación  á  la  fecha  en  que 
se  le  ordene  la  exhibición  de  los  libros, 
salvo  si  el  Juez  ó  Tribunal  dispusiere 
otra  cosa. 

Art.  8.*  Las  costas  de  las  demandas 
presentadas  á  los  Tribunales  de  justi- 
cia con  objeto  de  ejercitar  los  derechos 
que  la  presente  ley  confiere  á  todos  los 
ciudadanos,  se  determinarán  por  aqué- 
llos, pudiéndose  hacer  expresa  conde- 
nación de  ellas,  total  ó  parcialmente, 
al  banquero,  si  existiere  motivo  para 
ello. 

Los  autos  en  que  se  decida  acerca  de 
este  particular  se  ejecutarán  contra  el 
banquero  de  igual  modo  que  si  éste 
hubiere  sido  parte  en  el  asunto. 

Art.  9."  En  la  presente  ley  las  ex- 
presiones «banca  y  banqueros»  signifi- 
can cualquier  persona  ó  sociedad  que 
se  dediquen  á  operaciones  bancadas, 
y  que  hayan  sido  inscriptos  en  debida 
forma  en  la  relación  de  contribuyentes, 
asi  como  los  Bancos  ó  Cajas  de  Ahorros 
constituidas  con  arreglo  á  las  prescrip- 
ciones de  la  legislación  vigente  (1). 

Las  expresiones  relativas  á  los  libros 
de  comercio  son  comprensivas  del  li- 
bro Mayor,  Diario,  libros  de  Caja,  de 
Cuentas  corrientes  y  demás  que  acos- 
tumbran llevarse  en  dichos  estableci- 
mientos. 

Art.  10.  En  la  presente  ley  el  térmi- 
no «instancia»  significa  todo  procedi- 
miento de  carácter  civil  ó  penal,  du- 
rante cuya  substanciación  se  produce 


(i) 
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6."  «Letra»  (bilí)  indica  letra  de  cam- 
bio y  anote-»  pagaré  (1); 

7."  «Entrega»  (delioery)  indica  la 
transmisión  real  6  ficticia  de  la  pose- 
sión (actual  or  constructice)  de  una  per- 
sona á  otra  (2); 

8.°  «Tenedor»  (holder)  significa  el 
tomador  ó  endosatario  (payee  or  in- 
dorsee)  de  una  letra  de  cambio  6  de  un 
pagaré  (3); 

9."    «Endoso»  comprende  la  entrega; 

10.  «Emisión»  (¿ssue)  indica  la  pri- 
mera expedición  de  una  letra  de  cam- 
bio ó  pagaré  a  favor  de  una  persona 
que  en  efecto  la  recibe  en  calidad  de 
«tenedor»; 

11.  «Persona»  significa  también  las 
personas  morales  (a  body  nf  persona); 

12.  «Valor»  (oalue)  significa  causa 
de  valor  (caluable   consideration)  (4); 

13.  «Escrito»  (written)  comprendo 
también  «impreso»  (printed),  y  «escri- 
tura» (writing)  «impresión»  (prini)  (5). 

PARTE  SEGUNDA 

DE  LAS  LETRAS  DE  CAMBIO 

TÍTULO    PRIMERO 

De    su  forma   é    interpretación 

Art.  3.°— %  1.°  «Letra  de  cambio»  es 
una  orden  pura  y  simple  (un  conditio- 


([]     Véanse  los  artículos  8.*  y  88. 

(3)  La  entroja  ,  en  inglés  delivtrry,  no  e<t 
otra,  cosa  que  la  (tradición-  del  Derecho  romano; 
6  sea  la  'traslación"  de  la  posesión,  que  puede 
consistir  en  una  entrega  real  (trodilio  ver»),  ó  en 
una  entrega  figurada  (¡ridHia  fictioa):  esta  última 
se  conoce  también  con  el  nombre  de  «construc- 
tive  delivorjj  (a  canstructíone  jurít). 

(3)  Véanse  los  Artículos  31,  39  y  88. 

(4)  Véaae  el  «rt.  81. 

(3)  Distingüese  lo  consignado  por  medio  de 
cajetines  6  estampillas.  Véase  el  art.  14,  párra- 
fo t." 


nel)  en  forma  escrita  (1),  dirigida  por 
una  persona  á  otra,  firmada  por  el  que 
la  expide,  y  por  la  cual  se  manda  á  la 
persona  á  quien  se  dirige  que  pague  á 
instancia  ó  a  una  época  determinada  ó 
susceptible  de  serlo  (determinablé),  una 
cantidad  cierta  de  dinero,  bien  á  la 
persona  que  la  letra  designe,  á  la  orden 
de  ésta  6  al  portador. 

§  2."  Todo  documento  que  no  reúna 
las  condiciones  indicadas  en  el  párra- 
fo 1."  de  este  articulo  ó  que  ordene  que 
se  practique  alguna  otra  cosa  que  no 
sea  la  entrega  ó  pago  de  una  cantidad 
de  dinero  metálico,  no  se  reputará  letra 
de  cambio 

§  3.°  La  orden  de  pagar  sobre  fon- 
dos especialmente  determinados  (parti- 
cular fund)  no  se  reputa  pura  y  simple; 
pero  una  orden  de  pagar  pura  y  simple- 
mente (nuqualified)  aun  cuando  se  in- 
dicare en  ella  al  mismo  tiempo: 

1.°  Sobre  qué  fondos  determinados 
debe  efectuarse  el  reembolso  ó  á  qué 
cuenta  debe  especialmente  cargarse  el 
valor  de  la  letra  de  cambio,  ó 

2."  Qué  operación  ha  dado  origen  á. 
la  letra  de  cambio. 

Se  reputará  pura  y  simple. 

§  4.°  Una  letra  de  cambio  será  vá- 
lida, aun  cuando: 

a)  No  vaya  fechada  (2); 

b)  No  especifique  el  valor  entregado 
ó  su  naturaleza; 

e)  No  exprese  el  lugar  del  giro  ó  el 
del  pago  (3). 

Art.  4.°— §  1.°  Letrade  cambiointe- 
rior  (inland  bilí)  es  aquella  en  que  se 


(1)  La  presente  ley  permite  emitir  letras  de 
cambio  por  cualquier  valor  (derogación  del  Acl  48. 
Jorge  ni,  cap  88 ,  que  prohibía  girar  letras 
por  menos  de  30  shillings]. 

(2)  Véase  el  artículo  a.°,  párrafos  3.'  y  14 
(8)     ídem  Id.  a.°,  número  6.a. 
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de  una  letra  de  cambio  podrán  insertar 
en  ella  una  estipulación  expresa: 

1.°  Limitando  su  responsabilidad 
para  con  el  tenedor  ó  eximiéndose  ab- 
solutamente de  ella; 

2.a  Relevando  total  ó  parcialmente 
al  tenedor  de  sus  obligaciones  para 
con  él. 

Art.  17. — g  1."  La  aceptación  de  una 
letra  de  cambio  significa  la  expresión 
del  asentimiento  del  librado  á  la  orden 
del  librador. 

§  2.°  La  aceptación  de  una  letra  de 
cambio  requiere  para  ser  válida  la  re- 
unión de  las  circunstancias  siguien- 
tes: 

a)  Estar  escrita  en  la  misma  letra  y 
firmada  por  el  librado.  Su  simple  Arma, 
sin  ninguna  otra  mención,  es  sufi- 
ciente; 

b)  No  contener  la  cláusula  de  que  el 
librado  podrá  cumplir  su  obligación  por 
un  medio  distinto  del  pago  efectivo  en 
numerario  (Y). 

Art.  18. -g  1.°  Una  letra  de  cambio 
podrá  aceptarse: 

a)  Antes  de  haber  sido  Armada  por 
el  librador  ó  en  el  caso  de  que  por  cual- 
quiera otra  causa  no  pueda  reputarse 
perfecta; 

b)  Cuando  esto  vencida  ó  haya  su- 
frido negativa  de  aceptación  ó  de  pa- 
go (2). 

§  2."  Cuando  la  letra,  siendo  paga- 
dera á  tantos  días,  meses,  etc.,  vista, 
no  fuese  aceptada  y  posteriormente  la 


(1)  Jl'bmfbddbncía.— En  Inglaterra  el  libra- 
do do  eali  obligado  á  aceptar  la  letra  de  cambio 
girada  contra  él  cuando  es  deudor  interina  del 
librador  y  la  aceptación  es  independiente  con  res- 
pecto al  portador  de  toda  provisión  de  fondos. 
{Semencia  dei  Tribunal  de  stgund*  instancia  de 
Lieja  de  16  de  Julio  de  1893.) 

(2)  Véase  «1  art.  SI. 


aceptare  el  mismo  librado,  el  tenedor, 
en  ausencia  de  todo  convenio  en  con- 
trario, tendrá  el  derecho  de  exigir  que 
esta  aceptación  se  feche  como  si  se  hu- 
biere prestado  al  tiempo  de  la  primera 
presentación. 

Art.  19.— %  1."  La  aceptación  puede 
ser  general  ó  modificada  (1). 

§2."  Por  la  aceptación  general  se 
presta  el  consentimiento  á  la  orden  del 
librador  sin  restricción  alguna  (2). 

§  3.°  Una  aceptación  modificada  en 
términos  expresos  altera  el  efecto  de 
la  redacción  primitiva  de  la  letra  de 
cambio. 

§  4."  Especialmente  la  aceptación  se 
reputa  modificada: 

a)  Cuando  es  condicionales  decir, 
cuando  el  aceptante  subordina  el  pago 
de  la  letra  al  cumplimiento  de  una  con- 
dición que  expresa  en  la  fórmula  de 
aceptación; 

b)  Cuando  es  parcial,  esto  es,  cuando 
el  aceptante  no  promete  más  que  el 
pago  de  una  parte  del  valor  de  la  letra; 

c)  Cuando  es  local,  es  decir,  cuando 
el  aceptante  no  se  obliga  a)  pago  más 
que  en  un  lugar  ó  plaza  de  comercio 
determinado. 

La  aceptación  de  pagar  en  una  plaza 
de  comercio  designada  es  general  si 
no  se  menciona  expresamente  que  la 
letra  no  podrá  pagarse  más  que  en  este 
lugar  y  no  en  otro  (3); 

d)  Cuando  se  encuentra  modificada 
en  cuanto  á  la  época  del  pago; 

e)  Cuando  no  existe  aceptación  más 
que  por  parte  de  uno  ó  varios,  pero  no 
de  todos  los  librados. 

Art.  20.  -§  1."  Cuando  se  estampe 
una  firma  en  blanco  sobre  una  hoja  de 

(1)  Pura  6  condicional. 

(2)  Véase  el  art.  63. 

(3)  Véanse  los  artículos  14  y  61,  párrafo  ».* 
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letra  de  cambio,  cuando  se  obtiene  esta 
aceptación  por  medio  de  fraude,  coac- 
ción, miedo  ó  cualquier  otro  medio  ile- 
gitimo, por  consideración  indebida  y 
cuando  se  negocia  con  abuso  de  buena 
[o  ó  en  circunstancias  equivalentes  á 
fraude. 

§  3."  Un  tenedor,  sea  ó  no  por  valor, 
cuyo  derecho  á  la  letra  proceda  de  otro 
legitimo,  tiene  todos  los  derechos  de 
este  con  referencia  al  aceptante  y  a  to- 
das las  demás  partes  que  intervienen 
en  la  letra  y  que  sean  anteriores  a  su 
transmítante,  siempre  que  no  haya  to- 
mado 61  parte  en  fraude  alguno  (1). 

Art.  30. — §  1.a  Existe  la  presunción 
de  ser  parte  en  una  letra  de  cambio  por 
valor  en  toda  aquella  persona  cuya 
firma  aparece  en  la  letra. 

§  2."  Concurre  la  presunción  de  ser 
tenedor  legitimo  en  todo  aquel  que  lo 
fuere  de  una  letra;  pero  si  se  admi- 
tiese una  acción  contra  ella  ó  se  pro- 
bare que  la  aceptación,  emisión  ó  ne- 
gociaciones subsiguientes  &  ella  obede- 
cen á  fraude,  violencia  ó  miedo,  cam- 
biara la  prueba  contra  el  tenedor,  á  no 
ser  y  hasta  tanto  que  éste  pruebe  que 
con  posten  oriodad  al  fraude  ó  ilegali- 
dad alegados,  se  ha  satisfecho  de  bue- 
na fe  el  valor  de  la  letra. 

TfTULO  IV 

De  la  negociación  de  la»  letra»  de 
cambio 

Art.  31.— §  1."  Se  dice  que  una  letra 
de  cambio  se  ha  negociado  cuando  se 
transfiere  de  una  persona  á  otra,  de  tal 
modo  que  se  constituya  el  adquirente 
en  tenedor  legal  de  ella. 

(1)  Véanse  loaartíoulaa  3.*,  número  8.',  y  SO, 
párrafos  8,' y  8.*. 


%  2."  Una  letra  de  cambio  pagadera 
al  portador  será  negociable  por  medio 
déla  entrega  (1). 

§  3. o  Una  letra  de  cambio  pagadera 
á  la  orden,  podrá  negociarse  por  medio 
del  endoso  del  tenedor  y  cumplimen- 
tarse mediante  la  entrega. 

§  4."  Cuando  el  tenedor  de  una  letra 
de  cambio  pagadera  á  su  orden  la 
transfiere  por  valor  sin  endosarlo,  la 
transmisión  confiere  al  adquirente 
iguales  derechos  que  en  ella  tenia  el 
cedente,  ya  que  puede,  además,  exigir 
el  endoso  del  que  la  transfiere. 

§  5.a  Guando  una  persona  estuviere 
obligada  á  endosar  una  letra  de  cambio 
con  carácter  presentativo,  podrá  efec- 
tuarlo en  tales  términos  que  excluya  de 
modo  absoluto  su  responsabilidad  per- 
sonal. 

Art.  32.  Un  endoso,  para  que  produz- 
ca los  efectos  de  una  negociación,  ne- 
cesita reunir  los  requisitos  siguientes: 

1 ."  Es  necesario  que  vaya  escrito  de 
la  misma  letra  y  firmado  por  el  endo- 
sante. 

No  obstante,  es  suficiente  la  simple 
firma  del  endosante  puesta  sobre  la  le- 
tra, sin  palabras  adicionales. 

El  endoso  escrito  sobre  un  agregado 
ó  copia  de  una  letra  de  cambio  exten- 
dida ó  negociada  en  un  patB  donde  se 
admite  la  negociación  por  medio  de  co- 
pias, se  presume  y  considera  como  si 
estuviere  escrito  en  la  misma  letra; 

2.°  Es  menester  que  el  endoso  sea 
del  valor  total  de  la  letra. 

Un  endoso  parcial,  es  decir,  un  endo- 
so por  el  que  se  pretende  transferir  al 
endosatario  sólo  una  parte  de  la  canti- 
dad pagadera,  ó  que  pretenda  transfe- 
rir la  letra  ádos  ó  más  endosatarios 


(1)    V Afinas  loa  articulo»  1.a,  8.*  y  2 
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i  sen  tac  ion  al  deposita- 
idíco,  según  los  casos; 
de  convenio  ó  uso  será 
tentación  de  la  letra  de 
e  su  remisión  por  el 

rmidad  con  las  prece- 
uedara  dispensada  la 
se  considerara  la  letra 
desatendida  por  falta 

librado  haya  fallecido, 
i  estado  de  quiebra,  ó 
ficticia  ó  que  no  tenga 
obligarse  por  letra  de 

;pués  de  emplear  pru- 
dicha  presentación  no 

biendo  sido  irregular 
se  denegare  la  acepta- 
srotro  motivo  (1). 
usará  de  la  obligación 
tra  de  cambio  el  hecho 

pueda  abrigar  recelos 
irá  la  aceptación  (2). 
io  la  letra  de  cambio 
sentada  en  debida  for- 
ón,  y  no  fuere  acepta- 
empo  habitual  (3),  la 
resentare  deberá  con- 
esatendida  por  la  falta 
■  si  asi  no  lo  hiciere, 
ir  el  derecho  de  recam- 
ador  y  los  endosantes. 

Una  letra  de  cambio 
itendida  por  falta  de 

la  presenta  con  arre- 
)  ley  á  la  aceptación, 
no  puede  obtenerse; 

10,  párrafo  I.* 

es  de  veinticuatro  horaa. 


b)  Cuando  se  dispensa  la  presenta- 
ción para  la  aceptación  y  no  se  acepta 
la  letra  de  cambio. 

§  2.°  Con  sujeción  á  lo  dispuesto  en 
la  presente  ley,  cuando  una  letra  de 
cambio  ha  sido  desatendida  por  falta  de 
aceptación,  asiste  al  tenedor  un  dere- 
cho inmediato  de  recambio  contra  el 
librador  y  los  endosantes,  no  existien- 
do ya  obligación  de  presentarla  al 
pago  (1). 

Art.  44,— §  1,"  El  tenedor  de  una  le- 
tra de  cambio  puede  rechazar  la  acep- 
tación limitada  ó  incompleta,  y  si  se 
obtiene  la  aceptación  sin  limitación  al- 
guna, está  autorizado  para  considerar 
la  letra  de  cambio  de  que  se  trate  como 
desatendida  por  falta  de  aceptación  (2). 

§2.°  Cuando  se  admita  una  acepta- 
ción limitada  y  el  librador  ó  un  endo- 
sante cualquiera  no  autorice  expresaó 
tácitamente  al  tenedor  para  que  tome 
una  aceptación  de  esta  naturaleza,  ó 
subsiguientemente  no  conceda  su  asen- 
timiento á  la  misma,  el  tal  librador  ó 
endosante  quedarán  exentos  de  respon- 
sabilidades, por  razón  de  la  letra  de 
cambio  de  que  se  trate. 

g  3."  Las  prescripciones  del  presen- 
te párrafo  no  se  refieren  &  la  acepta- 
ción parcial,  de  laque  se  hubiere  dado 
el  oportuno  aviso. 

§  4.a  Cuando  una  letra  de  -cambio 
girada  en  el  extranjero  hubiere  sido 
aceptada  tan  sólo  parcialmente,  deberá 
protestarse  por  el  resto. 

%  5.°  Cuando  el  librador  ó  endosante 
de  una  letra  de  cambio  recibieren  aviso 
de  una  aceptación  limitada,  y  dentro  de 
un  tiempo  razonable  no  manifestaren 
al  tenedor  su  falta  de  conformidad,  se 


(1)    Véase  el  art.  38,  párrafo  5." 

(3)    Véanse  loa  artículo*  19  y  89. 
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b)  Si  la  persona  que  debe  dar  y  la 
que  debe  recibir  el  aviso  residieren  en 
plaza  distinta,  deberá  comunicarse  el 
aviso  al  dia  siguiente  después  de  ha- 
ber sido  desatendida  la  letra  de  cam- 
bio, caso  de  que  en  aquel  dia  saliere 
algún  correo  á  hora  conveniente,  y  en 
el  supuesto  contrario,  en  el  inmediato; 

13.  Cuando  una  letra  de  cambio  que 
hubiere  sido  desatendida  se  encontrare 
en  poder  de  un  agente,  podrá  éste  dar 
el  aviso  á  las  personas  que  aparezcan 
obligadas  en  ella,  ó  bien  a  su  principal: 
si  diere  el  aviso  á  su  principal,  habrá 
de  hacerlo  como  si  él  fuere  el  tenedor, 
en  el  plazo  señalado;  y  el  principal  al 
recibirlo,  deberá,  á  su  vez,  comunicar- 
lo, como  si  el  agente  fuere  un  tenedor 
extraño; 

14.  Cuando  el  interesado  en  una  le- 
tra de  cambio  recibiere  el  correspon- 
diente aviso  de  haber  sido  desatendida, 
tiene,  después  de  recibido,  el  mismo 
periodo  de  tiempo  de  que  disfruta  el 
tenedor  para  comunicarlo  á  los  que 
aparecieren  obligados  anteriormente 
en  aquélla,  y 

15.  Cuando  el  aviso  de  haber  sido 
desatendida  una  letra  de  cambio  se  di- 
rigiere en  debida  forma  y  tiempo  y  con- 
fiare al  correo,  se  supondrá  que  el  avi- 
sador ha  cumplido  su  obligación,  aun 
cuando  el  pliego  que  contenga  el  aviso 
se  extraviare. 

Art.  50.— §  1."  Será  dispensable  la 
mora  en  el  aviso  de  haber  sido  desaten- 
dida una  letra  de  cambio  cuando  obede- 
ciese á  circunstancias  ajenas  á  la  vo- 
luntad del  interesado  que  lo  da,  y  no 
imputable  á  culpa  ó  negligencia  de  su 
parte;  cuando  la  causa  de  la  mora  ce- 
sase en  sus  efectos,  deberá  darse  el 
aviso  empleando  una  diligencia  razo- 
nable. 

§  2."    No  será  indispensable  el  aviso 


de  haberse  desatendido  una  letra  de 
cambio: 

1.°  Cuando  después  de  procederse 
con  razonable  diligencia  en  dar  el  avi- 
so prescripto  por  la  presente  ley,  no 
pudiera  darse  ó  no  llegare  á  conoci- 
miento del  librador  ó  endosantes  é. 
quienes  alcance  la  responsabilidad; 

2.°  Por  dispensa  expresa  o  tácita;  el 
aviso  podrá  dispensarse  antes  de  que 
llegue  el  tiempo  en  que  haya  de  darse, 
ó  después  del  plazo  en  que  haya  debido 
practicarse; 

3.°  Con  referencia  al  librador,  en  los 
siguientes  casos: 

a)  Cuando  el  librador  y  librado  son 
una  misma  persona; 

6)  Cuando  el  librado  es  una  persona 
ficticia  ó  carece  de  capacidad  para  con- 
tratar; 

c)  Cuando  el  librado  fuere  la  perso- 
na á  quien  se  presente  la  letra  de  cam- 
bio al  pago; 

d)  Cuando  el  librado  ó  aceptante, 
con  relación  al  librador,  no  tuvieren 
obligación  de  aceptar  ó  pagar  la  letra 
de  cambio  de  que  trate; 

é)  Cuando  el  librador  hubiera  con- 
traordenado el  pago. 

4."  Con  referencia  al  endosante  en 
los  casos  siguientes: 

a)  Cuando  el  librador  es  una  perso- 
na ficticia  ó  una  persona  que  carece  de 
capacidad  para  contratar  y  el  endosan- 
te tenia  de  ello  conocimiento  al  endosar 
la  respectiva  letra  de  cambio; 

b)  Cuando  la  persona  á  quien  ba  de 
presentarse  la  letra  de  cambio  al  pago 
es  el  mismo  endosante; 

c)  Cuando  la  letra  se  giró  ó  acepto 
en  obsequio  del  endosante  (1). 

Art.  51.— §  1."  Cuando  una  letra  de 
cambio  interior  hubiere  sido  desaten  - 

(1)    Vías»  «Url.  as,  párrafo  >.* 
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casos  en  que  ee  dispensarla  el  aviso  de 
haber  sido  desatendida  una  letra  de 
cambio.  Se  dispensara  la  mora  en  ha- 
cer constar  )a  falta  de  aceptación  6  de 
pago,  ó  en  hacer  levantar  el  corres- 
pondiente protesto,  cuando  fuere  debi- 
do a  circunstancias  extrañas  al  tenedor 
y  no  imputables  &  falta,  mala  gestión  ó 
negligencia  suya;  cuando  cesare  de  pro- 
ducir efectos  la  causa  de  ta  mora,  debe- 
rá levantarse  el  protesto  empleando 
una  prudente  diligencia  (1). 

Art.  52.— §  1.°  Cuando  se  acepta,  una 
letra  de  cambio  pura  y  simplemente,  no 
es  necesaria  la  presentación  de  la  mis- 
ma al  pago  para  que  el  aceptante  que- 
de obligado. 

g  2."  Cuando  según  los  términos  en 
que  estuviere  concebida  una  aceptación 
limitada  se  requiera  la  presentación  de 
la  letra  de  cambio  al  pago,  el  aceptan- 
te, á  falta  de  pacto  expreso,  no  queda- 
rá liberado  de  responsabilidad  por  la 
falta  de  presentación  de  la  letra  de 
cambio  al  pago  el  dia  de  su  vencimien- 
to (2). 

§  3."  No  es  necesario  para  que  el 
aceptante  de  una  letra  de  cambio  que- 
de obligado,  protestarla  ó  darle  aviso 
de  su  detención. 

§  4.°  Cuando  el  tenedor  de  una  letra 
de  cambio  la  presentare  al  pago,  debe- 
rá exhibirla  á  la  persona  requerida,  y 
cuando  se  pague  deberá  entregarla  á 
la  persona  que  le  abone  su  valor  (3). 

TÍTULO  VI 

De  la»  obligaciones  de  loa  partea 

Art.  53.—g  l-°  Una  letra  de  cambio 
no  implica,  por  si  misma,  la  provisión 


fl)    Véaos*  los  artículos  *.*  y  14,  párrafo  2.* 
(3)     Véase  el  art.  1»,  letra  d. 
(3)     ídem  id.  1»,  párrafo  S.* 


de  fondos  disponibles  en  poder  del  li- 
brado para  atender  á  su  pago;  y  el  li- 
brado que  no  la  acepta  en  la  forma  de- 
terminada por  la  presente  ley,  no  está 
sujeto  á  responsabilidad  alguna  nacida 
del  documento. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  á 
Escocia. 

§  2."  En  Escocia,  cuando  el  librado 
no  tiene  en  su  poder  fondos  disponi- 
bles para  atender  al  pago  de  una  letra 
de  cambio,  produce  éste  los  efectos  de 
una  cesión  á  favor  del  tenedor,  de  la 
cantidad  librada,  desde  el  instante  en 
que  la  letra  se  presenta  á  la  acepta- 
ción. 

Art.  54.  El  aceptante  de  una  letra 
de  cambio,  por  el  hecho  de  su  acep- 
tación: 

1.°  Se  obliga  á  pagarla,  con  arreglo 
&  los  términos  en  que  la  aceptación  se 
hubiere  hecho; 

2.°  No  se  le  permitirá  impugnar  al 
tenedor  legitimo: 

a)  La  existencia  del  librador,  la  le- 
gitimidad de  su  firma  y  su  capacidad  y 
derecho  para  girar; 

b)  En  el  caso  de  que  se  trate  de  una 
letra  de  cambio,  pagadera  á  la  orden 
del  librador,  la  capacidad  necesaria 
para  endosarla;  pero  si  la  legitimidad 
ó  validez  de  su  endoso  (1). 

Art.  55.—  §  i."  El  librador  de  una 
letra  de  cambio,  por  el  sólo  hecho  de 
girarla: 

a)  Garantiza  que  á  su  presenta- 
ción regular  será  aceptada  y  pagada 
con  arreglo  á  bu  tenor,  y  si  fuere  des- 
atendida, se  obliga  á  indemnizar  al  te- 
nedor ó  á  cualquiera  de  los  endosantes 
que  se  encontraren  obligados  á  satisfa- 
cerla siempre  que  se  cumplan  debida- 
mente las  formalidades  exigidas  por 

(1)     Véase  la  nota  »I  art.  11. 
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la  ley  en  caso  de  falta  de  aceptación  ó 
de  falta  de  pago; 

6)  No  podra  impugnar  judicialmente 
aun  tenedor  legitimo  la  existencia  de 
la  persona  autorizada  para  el  cobro  y 
su  capacidad  necesaria  para  endosar  la 
letra  de  cambio. 

g  2."  El  endosante  de  una  letra  de 
cambio,  por  el  hecho  de  endosarla: 

a)  Garantiza  que  á  su  presentación 
en  debida  forma  será  aceptada  y  paga- 
da la  letra  de  cambio,  de  conformidad 
á  su  tenor,  y  en  caso  de  ser  desatendi- 
da se  obliga  4  reembolsar  al  tenedor  ó 
á  un  endosante  anterior  que  resultare 
obligado  á  pagarla,  siempre  que  se  ob- 
serven las  formalidades  prescriptas  en 
caso  de  falta  de  aceptación  ó  de  falta 
de  pago; 

6)  No  podrá  impugnar  judicialmente 
á  un  tenedor  legitimo  la  regularidad  y 
legitimidad  en  todos  los  conceptos  de 
la  firma  del  librador  y  de  todos  los  en- 
dosantes anteriores  á  él; 

e)  No  podrá  oponer  al  endosatario 
inmediato  anterior  ó  posterior  la  exis- 
tencia y  validez  de  la  letra  de  cambio 
al  tiempo  del  endoso,  ni  la  regularidad 
de  su  respectivo  titulo  (1). 

Art.  56.  Cuando  una  persona  Arma 
una  letra  de  cambio  en  forma  distinta 
á  la  de  un  librado  ó  aceptante  incurre 
por  este  sólo  hecho  en  la  responsabili- 
dad de  un  endosante  con  respecto  á  un 
tenedor  legitimo. 

Art.  57.  SÍ  una  letra  de  cambio  fue- 
re desatendida,  se  reputará  liquidado 
el  importe  de  los  daños  en  la  forma  si- 
guiente: 

1."  El  tenedor  podrá  reembolsarse 
de  cualquiera  persona  que  aparezca 
obligada  en  la  letra;  el  librador  que 
hubiere  sido  competido  á  pagar  su  va- 


lor podrá  reembolsarse  del  aceptante, 
y  el  endosante  que  fuere  obligado  á  pa- 
gar la  letra  podrá  dirigirse  contra  el 
aceptante,  el  librador,  ó  un  endosante 
anterior  reclamando: 

a)  El  importe  de  la  letra  de  cambio; 

b)  Los  intereses,  desde  el  dia  de  la 
presentación,  si  la  letra  de  cambio  de 
que  se  trate  fuere  pagadera  á  su  pre- 
sentación, ó  desde  el  día  del  venci- 
miento, en  otro  caso; 

c)  Los  gastos  de  protesto. 

2.°  En  el  caso  de  que  una  letra  de 
cambio  hubiere  sido  desatendida  en 
país  extranjero,  en  lugar  de  los  daños 
mencionados,  podrá  el  tenedor  reem- 
bolsarse del  librador  6  de  cualquiera 
de  los  endosantes;  y  el  librador  ó  endo- 
sante que  hubiere  sido  competido  á  pa- 
gar el  valor  de  la  letra  de  cambio  en  la 
forma  antedicha  estará  facultado  para 
dirigirse  contra  cualquier  obligado  para 
con  él,  reclamándole  el  importe  del  re- 
cambio con  los  intereses  del  mismo 
hasta  el  dia  del  pago. 

3.°  Cuando  con  arreglo  á  lo  prescrip- 
to  en  la  presente  ley  se  exigieren  y  co- 
braren intereses  en  concepto  de  daños 
y  perjuicios,  sí  fuere  de  justicia  podrán 
obtenerse  éstos  total  ó  parcialmente,  y 
cuando  se  exprese  que  una  letra  de 
cambio  es  pagadera  con  un  interés  de- 
terminado, podrán  pagarse  ó  no  los  in- 
tereses en  concepto  de  daño  con  arre- 
glo á  la  misma  tasa  que  se  enuncia  en 
la  letra  de  cambio. 

Art.  58.— §  1."  El  tenedor  de  una  le- 
tra de  cambio  pagadera  al  portador 
que  la  negociare  por  medio  de  simple 
tradición,  sin  endoso,  recibe  el  nombre 
de  «cedente  por  tradición»  (1). 

g  2.°  El  cedente  por  tradición  no 
queda  obligado  por  el  documento; 

(1)     Traruferor  6y  delioery. 
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§3."  El  cedente  por  tradición  que 
negocia  una  letra  de  cambio  garantiza 
por  este  solo  hecho  a  su  cesionario  in- 
mediato, de  que  es  un  tenedor  por  el 
valor  expresado  en  la  letra,  que  tiene 
derecho  á  transferirla,  y  que  en  la  épo- 
ca de  verificarse  la  cesión  no  tiene  co- 
nocimiento de  la  existencia  ó  concu- 
rrencia de  ningún  vicio  que  pueda  in- 
validarla (1). 

TÍTULO  VII 

De  la  extinción  de  las  obligacionet  que 
te  derivan  de  la  letra  de  cambio  (2) 

Art.  59.— g  1."  Una  letra  de  cambio 
se  extingue  por  el  pago  legitimo  de  su 
valor  hecho  por  el  librado  ó  aceptante, 
ó  por  cualquiera  otra  persona  en  su 
nombre.  «Pago  legitimo»  (3)  significa 
el  que  se  hace  al  vencimiento  de  la  le- 
tra ó  después  de  éste  á  un  tenedor  de 
buena  le  y  sin  conocimiento  de  que  su 
título  á  la  letra  de  cambio  es  defec- 
tuoso. 

§  2.°  No  existirá  liberación  sin  dero 
gar  las  disposiciones  de  la  presente 
ley,  cuando  una  letra  de  cambio  fuere 
pagada  por  el  librador  ó  cualquiera  de 
los  endosantes;  pero: 

a)  Cuando  una  letra  de  cambio  pa- 
gadera á  una  tercera  persona  ó  &  su 
orden  se  pagare  por  el  librador,  podrá 
éste  exigir  el  pago  de  la  misma  al  acep- 
tante, si  bien  no  negociarla  nueva- 
mente; 

b)  Cuando  una  letra  de  cambio  se 
pagare  por  un  endosante,  ó  cuando  una 
letra  pagadera  á  la  orden  del  librador 
se  satisfaciera  por  éste,  aquél  que  la 


(1]    Vena»  el  trt.  28,  párrafo  3.* 
(3)     ídem  (d.  SS,  párrafo  1.* 
(8)    Ptymtnl  ín  iliie  courre. 


hubiere  pagado  recobrará  sus  primiti- 
tivos  derechos  y  acciones,  con  respecto 
al  aceptante  6  interesados  anteriores, 
y  podrá,  si  lo  estimare  oportuno,  ta- 
char su  propio  endoso  y  los  subsiguien- 
tes, negociando  da  nuevo  la  letra  de 
que  se  trate. 

§  3."  El  pago  regular  de  una  letra 
de  honor  por  la  persona  favorecida, 
equivale  á  liberación. 

Art.  60.  Cuando  se  librare  contra  un 
banquero  una  letra  de  cambio  pagade- 
ra á  la  orden  y  &  su  presentación  y  el 
banquero  de  que  se  trata  pagase  la  le- 
tra de  cambio  de  buena  fe  y  según  las 
costumbres  ordinariamente  observadas 
en  los  negocios  de  giro,  no  le  incumbi- 
rá probar  que  el  endoso  á  favor  del  to- 
mador ó  sucesivos  endosantes  se  hizo 
por  la  persona  á  euya  orden  aparece  6 
por  SU  autorización,  y  habrá  lugar  i 
suponer  que  el  banquero  pagó  legiii- 
m amenté  la  letra  en  cuestión,  aun  cuan- 
do dicho  endoso  se  hubiere  falsificado 
ó  efectuado  sin  la  autorización  nece- 
saria. 

Art.  61.  Una  letra  de  cambio  queda- 
rá cumplimentada  cuando  el  aceptante 
de  ella  viniere  á  resultar  tenedor  legi- 
timo al  tiempo  ó  después  de  su  venci- 
miento. 

Art.  62.  -g  l-°  La  renuncia  hecU 
por  el  tenedor  de  una  letra  de  canil." 
al  tiempo  ó  después  de  su  venciiuieri. 
de  una  manera  absoluta  éirrevocsb-' 
á  todos  sus  derechos  y  acciones  coatí» 
el  aceptante,  equivaldrá  á  la  liberación 
esta  renuncia  deberá  efectuarse  por  es- 
crito, á  menos  que  se  entregare  al  acei- 
tante la  letra  de  cambio  de  que  se  traie 

§  2."  Igualmente  el  tenedor  podrá  i-- 
berar  de  obligación  para  con  el  á  cual- 
quiera de  las  personas  que  intorvieni x 
en  la  letra  de  cambio,  ora  al  tietnp: 
ora  después  del  vencimiento  de  la  um-- 
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ma;  ai  bien  lo  dispuesto  en  el  presente 
articulo  no  podrá  menoscabar  en  nada 
los  derechos  del  tenedor  regular  que  no 
hubiere  tenido  conocimiento  de  esta  re- 


Art.  63.— §  1.°  Equivaldrá  á  la  ex- 
tinción de  la  obligación  la  anulación 
de  la  letra  de  cambio  hecha  por  el  te- 
nedor ó  su  representante,  siempre  que 
esta  anulación  conste  en  el  texto  de  la 
letra  de  que  se  trate. 

§  2.°  De  igual  modo  cualquiera  de 
las  partes  que  aparezcan  obligadas  en 
una  letra  de  cambio  podrá  quedar  li- 
berada de  sus  obligaciones  por  la  can- 
celación expresa  de  su  firma  hecha 
por  el  tenedor  ó  su  representante;  en 
este  supuesto,  cualquiera  de  los  en- 
dosantes que  hubiere  tenido  un  de- 
recho ó  acción  de  recambio  contra  la 
persona  cuya  firma  se  anula,  queda- 
rá exento  igualmente  de  responsabili- 
dades. 

§  3."  La  cancelación  operada  invo- 
luntariamente, por  error  ó  sin  el  con- 
sentimiento del  tenedor,  no  producirá 
efecto  alguno,  si  bien  cuando  una  letra 
de  cambio  ó  alguna  firma  de  la  misma 
aparezca  como  cancelada  ó  tachada, 
incumbirá  la  prueba  al  interesado  que 
alegue  que  la  cancelación  se  hizo  invo- 
luntariamente, por  error  ó  sin  autoriza- 
ción del  tenedor. 

Art.  64.— §  1.°  Cuando  una  letra  de 
cambio  ó  aceptación  se  hallare  alterada 
de  modo  esencial  sin  el  consentimiento 
de  alguna  de  las  partes  que  hubieren 
intervenido  en  ella,  equivaldrá  á  extin- 
ción de  la  obligación  de  dichas  parles, 
excepto  para  aquella  que  lo  hubiere 
realizado,  dado  su  consentimiento  ó 
consentido  en  ello  y  los  endosantes  su- 
cesivos; no  obstante,  el  tenedor  regular 
que  tuviere  en  su  poder  una  letra  de 
cambio  en  la  que  se  hubiere  operado 


una  alteración  esencial  (1)  que  no  re- 
sulte aparente ,  podrá  hacer  uso  de 
aquélla  como  si  ésta  no  existiere,  y 
exigir  su  pago  de  conformidad  á  su  te- 
nor original. 

§  2."  Considéranee  alteraciones 
esenciales  las  siguientes: 

a)    El  cambio  de  fecha; 

6)  El  importe  de  la  cantidad  que 
haya  de  pagarse; 

c)  La  ¿poca  del  pago; 

d)  El  lugar  del  mismo,  y 

(?)  Si  la  letra  de  cambio  hubiere  sido 
aceptada  puramente  y  sin  condición  al- 
guna, la  adición  de  un  lugar  para  veri- 
ficar el  pago,  sin  el  consentimiento  del 
aceptante. 

TÍTULO  VIH 

De  la  aceptación  y  del  pago  por  inter- 
vención (2) 

Art.  65,— 1(  1.*  Cuando  una  letra  de 
cambio  protestada  por  no  haber  sido 
aceptada  ó  para  mayor  garantía  (3)  no 
estuviere  perjudicada,  cualquier  perso- 
na que  no  sea  parte  responsable  en  ella 
podrá  intervenir  y  aceptarla,  previo 
protesto  y  con  el  consentimiento  del  te- 
nedor, por  honor  á  cualquiera  que  eea 
parte  responsable  en  la  misma  ó  por  el 
de  la  persona  á  cuya  cuenta  se  giró  (4). 

§2.o  Una  letra  de  cambio  aceptada 
por  honor  podrá  serlo  por  una  suma 
menor  de  la  que  con  arreglo  á  su  texto 
deba  pagarse. 


(I)    Melerially  alterad. 

(3)  Jurisprudencia.— Aceptación  en  blanca; 
el  nombra  del  librador  puede  llenarle  aun  cuando 
el  aceptante   hubiere  fallecido.    (Tribunal  de  i 

panda  instancia,  11  Diciembre  1883). 
(3)    Fot  beltcr  «cu  ríty . 
(i)    Vénse  el  art  51,  párrafo  3.* 
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§  3.°  La  aceptación  por  honor  previo 
protesto,  deberá  reunir  los  requisitos 
siguientes: 

a)  Estar  escrita  sobre  el  ejemplar  de 
la  letra  de  que  se  trate  é  indicar  que  la 
aceptación  se  hace  por  honor; 

b)  Ir  Armada  por  el  aceptante  (1). 

§  4.°  Cuando  la  aceptación  por  ho- 
nor no  expresare  claramente  la  perso- 
na favorecida,  se  bu  pondrá  hecha  aque- 
ta á  favor  del  librador. 

g  5.a  Si  una  letra  de  cambio,  paga- 
dera después  de  la  presentación,  se 
aceptare  por  honor,  se  calculará  su 
vencimiento  desde  la  fecha  del  pro- 
testo por  falta  de  aceptación  y  no 
desde  la  fecha  de  la  aceptación  por 
honor. 

Art.  66.— 81."  El  aceptante  por  ho- 
nor de  una  letra  de  cambio  se  obliga, 
por  el  hecho  de  la  aceptación,  á  pagar- 
■aguando  se  le  presente  al  pago  en  de- 
bida forma,  &  tenor  de  su  aceptación, 
caso  de  que  el  librado  no  la  pagare,  y 
siempre  que  le  fuere  presentada  opor- 
tunamente al  pago,  protestada  por  fal- 
ta del  mismo  y  haya  recibido  aviso  de 
estos  extremos. 

§  S.°  El  aceptante  por  honor  será 
responsable  para  con  el  tenedor  y  de- 
más personas  que  hubieren  intervenido 
en  la  letra  de  cambio  con  posterio- 
ridad. 

Art.  67.-§  i  •  Si  una  letra  de  cam- 
bio desatendida,  fuere  aceptada  por  ho- 
nor previo  protesto,  ó  expresare  la  per- 
sona de  un  recomendante,  deberá  pro- 
testarse por  falta  de  pago  antes  de  su 
presentación  para  este  fin  al  aceptante 
por  honor,  ó  al  recomendante,  en  caso 
de  necesidad. 

§  2.°    Si  el  domicilio  del  aceptante 


(t)     Vén*  «1  art.  08,  párrafo  3, 


por  honor  se  encontrare  en  la  misma 
plaza  mercantil  en  que  se  protesta  la 
letra  de  cambio  por  falta  de  pago,  de- 
berá presentársele  la  letra,  lo  más  tar- 
de, el  dia  siguiente  al  de  su  vencimien- 
to, y  en  el  supuesto  de  que  el  domicilio 
del  aceptante  por  honor  se  encontrare 
en  plaza  de  comercio  diferente  de 
aquella  en  que  se  protestó  la  letra 
por  falta  de  pago,  deberá  esta  re- 
mitirse á  él  para  su  presentación  lo 
más  tarde  el  día  siguiente  al  del  ven- 
cimiento. 

§  3.°  La  mora  en  la  presentación  y 
la  falta  de  presentación  Be  dispensarán 
siempre  que  concurra  cualquiera  de 
las  circunstancias  que  excusarían  la 
mora  ó  falta  de  presentación  de  la  le- 
tra de  cambio  al  pago  (1). 

§  4."  Si  una  letra  de  cambio  fuere 
desatendida  por  el  aceptante  porhonor, 
deberá  protestarse  contra  él  por  falta 
de  pago  (2). 

Art.  68.— §  1."  Si  una  letra  de  cam- 
bio hubiere  sido  protestada  por  falta  de 
pago,  podrá  intervenir  y  pagarla  cual- 
quier persona,  previo  protesto,  por  ho- 
nor &  cualquiera  que  sea  parte  en  ella 
ó  por  honor  á  la  persona  por  cuya 
cuenta  se  giró. 

§  2."  Si  dos  ó  más  personas  se  pres- 
taren á  pagar  una  letra  de  cambio  por 
honor  á  diferentes  partes  de  las  obliga- 
das en  ella,  se  preferirá  aquélla  cuyo 
pago  libere  á  mayor  número. 

§  3."  El  pago  de  una  letra  de  cambio 
por  honor,  previo  protesto,  deberá,  pa- 
ra producir  sus  efectos  como  tal  y  no 
como  un  mero  pago  voluntario,  hallar- 
se justificado  por  medio  de  acta  nota- 
rial de  la  intervención,  que  habrá  de 


(I)     Véanse  loa  artículos  41  v  46. 
(!)     Véue  al  irt.  61,  párrafo  !.• 
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unirse  al  protesto  ó  redactarse  en  el 
mismo  documento  (1). 

§  4.°  El  acta  notarial  indicada  debe- 
rá levantarse  en  vista  de  la  declaración 
de  la  persona  que  paga  por  interven- 
ción, ó  de  su  mandatario  con  poder  es- 
pecia), expresándose  en  ella  la  inten- 
ción de  éste  de  pagar  la  letra  de  cam- 
bio y  el  nombre  de  la  persona  en  honor 
de  quien  se  hace  el  pago. 

§  5."  Si  una  letra  de  cambio  se  pa- 
gare por  honor,  quedarán  liberados 
de  responsabilidad  todas  las  personas 
que  hubieren  intervenido  en  la  letra 
ulteriormente  á  la  favorecida,  si  bien 
el  pagador  por  intervención  se  subro- 
gará en  los  derechos  y  obligaciones  del 
tenedor  de  la  letra  de  cambio  de  que  se 
trate,  con  respecto  á  la  persona  por 
quien  paga  y  de  los  obligados  para  con 
ésta. 

§  6."  El  pagador  por  intervención, 
por  honor  ó  por  protesto,  estará  facul- 
tado para  exigir  al  tenedor  la  entrega 
de  la  letra  de  cambio  y  el  protesto  de 
ella,  una  vez  que  haya  satisfecho  su 
importe  y  gastos  originados,  y  si  asi 
no  lo  efectuare,  una  vez  requerido  para 
ello,  será  responsable  de  daños  y  per- 
juicios para  con  el  pagador. 

§7."  Si  el  tenedor  de  una  letra  de 
cambio  protestada  se  negare  á  recibir 
su  importe,  quedará  desposeído  por 
este  hecho  del  derecho  de  repetir  con- 
tra cualquiera  de  las  partes  que  ha- 
brían quedado  liberadas  por  el  pago  in- 
dicado. 

TÍTULO  IX 

De  la  pérdida  de  las  letras  de  cambio  (2) 

Art.69.-§1.°    Si  una  letra  de  cambio 

(1)    Véase  el  srt.  85,  párrafo  8.°,  letra  6. 
(!)    Jl-bibpbubencui..— El  propietario  ile  títulos 
6  valores  ni  portador  que  los  hubiere   confiado  á 


se  hubiere  extraviado  antes  de  Bu  ven- 
cimiento, el  tenedor  de  ella  podrá  re- 
clamar al  librador  la  expedición  de  otro 
ejemplar  del  mismo  tenor,  dando  áéste, 
si  lo  exigiere,  garantías  para  indemni- 
zarle con'ra  cualquier  persona,  en  caso 
de  que  se  hallare  la  letra  de  cambio 
extraviada. 

§  2.°  El  librador  que  no  accediere  á 
la  petición  indicada  dirigida  en  debida 
forma,  podrá  ser  compelido  á  satisfa- 
cerla. 

Art.  70.  Los  Jueces  y  Tribunales  de 
justicia  rechazarán  de  plano  toda  ac- 
ción que  se  funde  en  el  extravio  de  una 
letra  de  cambio,  á  menos  que  se  pres- 
te, á  satisfacción  de  ellos,  garantía  bas- 
tante de  que  se  atenderá  la  reclama- 
ción de  cualquier  persona,  referente  al 
efecto  de  comercio  de  que  se  trate. 

TÍTULO  X 

De  los  ejemplares 

Art.  71.— %  1.°  Cuando  una  letra  de 
cambio  se  extendiere  en  varios  ejem- 
plares, y  todos  ellos  estuvieren  nume- 
rados y  referidos  unos  á  otros,  el  total 
de  ellos  constituirá  una  sola  letra  de 
cambio. 

§  2."  Si  el  tenedor  de  una  serie  en- 
dosare dos  ó  más  ejemplares  á  distin- 
tas personas,  será  responsable  por  ca- 
da uno  de  ellos,  y  cada  endosante  pos- 
terior á  él  será  responsable  por  el  ejem- 
plar que  hubiere  endosado ,  de  igual 
modo  que  si  cada  uno  de  ellos  consti- 
tuyeren letras  de  cambio  diferentes. 


un  tercero  ea  calidad  de  depísiío,  y  se  fiare  dos- 
pojado  de  ellos  por  efecto  de  un  abaso  de  coa- 
fianza  del  depositario,  no  pudra  reivindicar  los  del 
tercero  que  los  hubiere  adquirido  de  buena  fe. 
ff'á.'iiara  de  (o*  í.orei¡;  4  de  Abril  de  189S). 
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S  3."  Si  se  hubieren  negociado  4  dis- 
tintas personas  dos  ó  mas  ejemplares, 
el  tenedor  cuyo  titulo  apareciere  como 
anterior  Be  considerara  como  verdade- 
ro propietario,  sin  que  lo  dispuesto  en 
el  presente  párrafo  afecte  en  nada  á  los 
derechos  del  que  legítimamente  acep- 
tare ó  pagare  la  letra  sobre  el  ejemplar 
que  primeramente  se  le  presente. 

§  4."  La  aceptación  deberá  consig- 
narse en  uno  sólo  de  los  ejemplares  de 
la  letra  de  cambio,  sin  que  importe  cuál 
sea;  si  el  librado  aceptare  sobre  varios 
ejemplares  y  éstos  pasaren  á  manos  de 
tenedores  regulares,  quedará  obligado 
para  con  cada  uno  de  ellos,  como  si  se 
tratare  de  letras  de  cambio  diferentes. 

§  5.°  Si  el  aceptante  de  una  letra  de 
cambio  expedida  en  varios  ejemplares 
la  pagare  sin  reclamar  la  entrega  de 
aquel  en  que  consta  su  aceptación  y 
éste  pasare  á  poder  de  un  tenedor  legi- 
timo en  la  época  del  vencimiento,  esta- 
rá obligado  para  con  él. 

§  6."  Salvo  las  disposiciones  conte- 
nidas en  la  presente  ley,  la  extinción 
de  un  ejemplar  de  una  letra  de  cambio 
girada  en  varios  ejemplares  equivaldrá 
á  ia  extinción  total  de  la  misma. 

TITULO  XI 

De  la  competencia  entre  diferentes 
legislaciones 

Art.  72.  Si  una  letra  de  cambio  gira- 
da en  un  país  se  negociare,  aceptare  ó 
pagare  en  otro  distinto,  los  derechos, 
obligaciones  y  responsabilidades  naci- 
dos déla  misma  se  determinarán  con 
sujeción  &  las  siguientes  reglas: 

1.'  La  validez  de  una  letra  de  cam- 
bio, con  relación  á  los  requisitos  de 
forma,  se  determinará  con  arreglo  á  la 
ley  del  país  en  que  se  gira;  la  de  los 
requisitos  de  forma  de  los  actos  6  con- 


tratos sucesivos  á  que  la  letra  pueda 
dar  origen,  como  la  aceptación,  el  en- 
doso ó  la  aceptación  por  honor  ó  por 
protesto,  se  regulará  por  la  ley  del  lu- 
gar, salvo  las  restricciones  siguientes: 

a)  Una  letra  de  cambio  girada  en  el 
extranjero  no  se  reputará  nula  en  el 
Reino  Unido  por  la  falta  del  timbre  fis- 
cal que  la  legislación  del  país  exija; 

6)  Si  una  letra  de  cambio  librada  en 
país  extranjero  se  acomodare  á  los  re- 
quisitos y  condiciones  de  forma  exigi- 
dos por  la  ley  del  Reino  Unido,  y  cuyo 
pago  haya  de  efectuarse  en  éste,  se 
considerará  válida  entre  las  personas 
que  intervengan,  sean  tenedores  ú  obli- 
gados por  ella,  en  el  Reino  Unido; 

2.*  Salvo  las  disposiciones  conteni- 
das en  la  presente  ley,  la  interpretación 
de  la  letra  de  cambio,  endosos,  acepta- 
ción ó  aceptaciones  por  honor  ó  por 
protesto,  se  determinarán  por  la  ley 
del  lugar  en  que  se  otorguen  ó  cele- 
bren. No  obstante,  el  endoso  verificado 
en  país  extranjero  de  una  letra  de  cam- 
bio interior  se  interpretará,  en  cuanto 
al  pagador,  según  los  preceptos  de  la 
ley  nacional; 

3."  Las  obligaciones  del  tenedor 
respecto  á  la  presentación  de  la  letra. 
de  cambio,  á  la  aceptación  ó  al  pago  y 
á  la  necesidad  ó  suficiencia  del  protes- 
to ó  notificación  en  forma  de  la  falta  de 
aceptación  ó  de  pago  y  demás  requisi- 
tos formales  se  determinarán  con  arre- 
glo á  la  ley  del  lugar; 

4.a  Cuando  una  letrn  de  cambio  se 
librare  fuera  del  territorio  del  Reino 
Unido,  pero  haya  de  pagarse  en  él,  y  la  . 
cantidad  que  deba  satisfacerse  no  ae 
enuncie  en  moneda  ó  valor  usual  en 
aquél,  se  calculará  la  equivalencia 
de  conformidad  al  precio  del  cambio 
á  la  vista  en  el  lugar  del  pago  y  en  el 
dia  del  vencimiento; 
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5.*  Cuando  una  letra  de  cambio  gi- 
rada en  un  país  fuere  pagadera  en  otro, 
la  fecha  del  vencimiento  se  determina- 
rá de  conformidad  a  las  leyes  del  país 
en  que  deba  hacerse  efectiva  (1). 

PARTE   TERCERA 

DE  LOS  MANDATOS  DE  PAGO  LLAMADOS 
CHEQUES  (2) 

TÍTULO  PRIMERO 

De  los  cheques  librados  contra 
un  banquero 

Art.  73.— §  1."  El  cheque  es  una  le- 
tra de  cambio  pagadera  &  su  presenta- 
ción y  librada  contra  un  banquero. 


(I]  Jubibpbodbhoia.— La  parta  que  reclame 
en  juicio  le  aplicación  de  une  lej  extranjera  dis- 
tinta de  la  inglesa,  deberá  probar  la  existencia  y 
corteza  de  la  ley  que  invoque  y  justificar  sus  dis- 
posiciones; en  otro  caso,  la  autoridad  judicial  in- 
glesa aplicara  las  disposiciones  de  la  te*  fori. 
(Tribunal  Supremo  de  Justicia;  Banco  de  la  Reina; 
sentencia  de  3  de  Febrero  de  1891.) 

—Cuando  uaa  letra  de  cambio  girada  en  un  peíe 
circula  en  otro  por  efecto  de  endoso,  etc.,  la 
transmisión  de  la  misma  se  regula  en  cuanto  i 
su  forma  y  efecloa  por  la  ley  del  pafs  en  que  ha 
sido  girada.  (Tribuna/  Supremo  da  Justicia  de 
Inglaterra;  Cancillería;  1  de  Majo  de  1891.)— La 
jurisprudencia  constante  de  otros  países  y  la  ge- 
neralidad de  los  trata  distas  sostienen  el  principio 
contrario.— (Véase  Wbibh,  Oroit  internationa'prí- 
ofl,  páginas  659  y  662.) 

—tina  letra  de  cambio  girada  en  Inglaterra  y 
pagadera  en  eBle  país,  se  rige  por  las  disposicio- 
nes de  la  ley  inglesa.  (Sentencia  del  Tribunal  de  se- 
gunda instancia  de  Líeja  de  16  de  Julio  de  1893.) 

(2)  La  institución  del  cheque  es  de  origen  in- 
glés y  ha  sido  objeto  de  leyes  completamente 
liberales:  la  primera  data  de  185(1,  modificada 
en  1858;  pero  las  deficiencias  de  ambas  leyes  ori- 
ginaron un  movimiento  de  opinión  en  Inglate- 
rra, que  dio  por  resultado  la  promulgación  de 
la  ley  311  y  10,  Victoria,  capitulo  81,  sanciona- 


§  2."  Salvo  las  disposiciones  conte- 
nidas en  la  parte  tercera  de  esta  ley,  lo 
prese ripto  por  la  misma  con  relación  A 
las  letras  de  cambio,  pagaderas  á  la 
vista,  será  aplicable  en  un  todo  á  los 
cheques. 

Art.  74.  Sin  derogar  a  lo  dispuesto 
en  la  presente  ley: 

1."  Cuando  un  cheque  no  se  presen- 
tare al  pago  dentro  de  un  plazo  razo- 
nable contado  desde  su  emisión,  y  el 


da  en  1816,  que  quedó  definitivamente  revisada 
por  la  que  anotamos. 

El  cheque  no  es  en  absoluto  para  los  ingleses  y 
norteamericanos  una  letra  de  cambio;  participa 
de  la  naturales»  de  ésta,  pero  obedece  i  caracte- 
res excepcionales,  por  cuanto  no  le  son  aplicables 
tndaa  las  reglas  de  aquella,  sino  que  requiere,  al 
contrario,  disposiciones  especiales.  Por  eso  la 
presente  ley  dice  que  el  cheque  es  una  letra  de 
cambio  sujeta  £  disposiciones  legales  propias,  y 
loa  Tribunales  de  justicia  de  los  Estados  Unidos 
del  Norte  de  América,  adelantándose  a  la  doctri- 
na inglesa,  han  sostenido  que  un  cheque  do  es 
una  letra  de  cambio  (í/mt  a  checa,  ianot  a  bilí  af 
exchange),  y  difiere  de  ella  eu  algunos  caracte- 
res de  loe  cuales  son  los  más  importantes,  que  el 
cheque  se  gira  sobre  un  banquero,  es  pagadero  á 
su  presentación,  sin  concederse  días  de  gracia, 
que  no  requiere  aceptación,  que  se  supone  la 
provisión  de  fondos,  y  que  el  librador  no  queda 
exento  de  responsabilidad  por  la  demora  del  te- 
nedor en  la  presentación  del  mismo  aunque  lo 
perjudique.  (Véase  Marchante  Bank  vereca  State 
Bank  WailaOS,  tomo  X,  pag.  611.  Espy  V.  Banh 
af  Cineiwiafi  Wallicb,  tomo  XVIII,  pág.  630. 
Decisión  o(  the  Supremo  Court  af  United  States.) 

Las  legislaciones  europeas  admiten  el  cheque 
girado  sobre  un  banquero  ó  sobre  un  particular, 
previa  provisión  de  fondos;  esta  última  cláusula 
es  una  de  las  barreras  que  ee  oponen  al  desarrollo 
de  la  institución  británica;  el  Código  argentino 
sancionado  por  el  honorable  Congreso  nacional 
en  5  de  Octubre  da  1889,  siguiendo  la  doctrina 
inglesa,  solo  autoriza  el  giro  de  chequea  contra 
los  banqueros,  por  estimar  que  esto  es  esencial  4 
la  verdadera  naturaleía  de  la  institución. 
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librador  ó  persona  por  cuya  cuenta  se 
libra,  en  bus  relaciones  mercantiles  con 
el  banquero  tuviere  derecho  para  exi- 
gir el  pago  del  cheque  en  la  época  de 
tal  presentación,  y  sufriere  un  perjui- 
cio real  por  efecto  de  la  mora,  quedará 
liberado  de  responsabilidad  hasta  la 
concurrencia  del  valor  del  perjuicio  su- 
frido; 

2.a  Para  determinar  lo  que  enten- 
derse debe  por  plazo  razonable,  habrá 
de  tenerse  en  consideración  la  natura- 
leza del  documento,  el  uso  de  la  plaza 
mercantil  y  de  los  banqueros  y  las  de- 
más circunstancias  especiales  del  caso; 

3.°  El  tenedor  del  cheque  indicado 
resultará  acreedor  del  banquero  en  vez 
del  librador,  por  lo  que  importe  dicha 
liberación,  estando  autorizado  para  re- 
petir del  banquero  el  importe  de  la 
misma. 

Are.  73.  La  obligación  y  facultad  de 
los  banqueros  de  pagar  los  cheques  li- 
brados contra  ellos  por  sus  clientes,  se 
extinguirán: 

1.°    Por  contra-orden  de  pago; 

2."  Por  notificación  en  forma,deI  fa- 
llecimiento del  cliente  (1). 

TITULO  II 

De  toa  cheques  cruzados 

Art.  76.— §  l."  Cuando  un  cheque 
lleva  al  través  de  su  anverso: 

a)  La  adición  de  las  palabras  «y 
compañía»  ó  cualquiera  abreviatura  de 
las  mismas  en  medio  de  dos  lineas  pa- 
ralelas transversales,  en  unión  délas 
«no  negociable»  ó  sin  ellas,  ó  bien 


(1)       Véase     LíOHBVALIBB    SaIKT-ANDBÉ     (Jé)  — 

Dean  iplion  et  usage  <íu  madt  de  pM'jemeni  par 
chequea  unir crsellement  «dopíí  en  Anglaierre 
ilsn»  leí  (ranuctíont  cicilea,  domattiqua»  el  eom- 


b)  Simplemente  dos  lineas  paralelas 
transversales,  con  ó  sin  las  palabras 
«no  negociable», 

la  adición  indicada  constituye  un 
cruzamiento  (1)  y  el  cheque  se  entiende 
cruzado  en  general. 

§  2°  Cuando  un  cheque  lleva  á  tra- 
vés del  anverso  la  adición  del  nom- 
bre de  un  banquero  con  las  palabras 
uno  negociable»  ó  sin  ella,  esta  adición 
constituye  un  cruzamiento,  y  el  cheque 
cruzado  en  esta  forma,  se  encuentra 
especialmente  para  el  banquero  que  se 
cita. 

Art.  77.  -  §  1 .«  El  librador  de  un  che- 
que podrá  cruzarlo  general  (en  blanco) 
ó  especialmente. 

%  2."  Cuando  un  cheque  no  estuvie-' 
re  cruzado,  podrá  cruzarlo  el  tenedor 
en  cualquiera  de  dichas  formas; 

§  3.°  Si  un  cheque  apareciere  cru- 
zado en  blanco,  podrá  el  tenedor  cru- 
zarlo especialmente  para  un  banquero 
determinado. 

§  4."  Un  cheque  cruzado  general  ó 
especialmente  podrá  su  tenedor  añadir 
las  palabras  «no  negociable». 

§  5."  Cuando  un  cheque  apareciere 
cruzado  especialmente,  el  banquero  in- 
teresado podrá  cruzarlo  á  su  vez  de 
igual  modo  para  el  pago  del  mismo  por 
otro  banquero. 

§  6."  Cuando  un  cheque  sin  cruzar 
ó  un  cheque  cruzado  en  blanco  se  re- 
mitiere á  un  banquero  para  su  cobro, 
podrá  éste  cruzarlo  especialmente  para 
si  mismo. 

Art.  78.  El  cruzamiento  autorizado 
por  la  presente  ley  es  una  parte  esen- 
cial del  cheque  y  nadie  estará  facultado 
para  tacharlo,  adicionarlo  A  modificar- 
lo, á  no  ser  en  la  forma  y  en  los  casos 
indicados  en  el  articulo  anterior. 

(3)     Crotiing. 
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Art.  78.— ft  1."  Si  an  cheque  estuvie-  I 
re  cruzado  especialmente  en  obsequio 
dedos  6  más  banqueros,  el  banquero 
contra  quien  estuviere  librado  podrá 
rehusar  el  pago,  á  menos  de  que  se  tra- 
te de  un  banquero  agente  designado 
para  el  cobro. 

g  2."  Si  e)  banquero  contra  el  que  se 
gira  un  cheque  cruzado  en  la  forma  an- 
tedicha lo  pagare,  ó  pagare  un  cheque 
cruzado  en  blanco  á.  una  persona  que 
no  sea  ud  banquero,  asi  como  si  hallán- 
dose cruzado  especialmente  satisfacie- 
ra su  valor  á  persona  distinta  del  ban- 
quero en  cuyo  obsequio  estuviere  cru- 
zado, ó  al  agente  de  éste  comisionado 
para  cobrarlo,  y  que  fuere  también 
banquero,  quedará  obligado  a  respon- 
der, para  con  el  verdadero  propietario 
del  cheque,  de  los  perjuicios  6  pérdidas 
que  pueda  experimentar  por  efecto  del 
pago  realizado  en  la  forma  indicada;  no 
obstante,  siempre  que  se  presente  un 
cheque  para  el  pago  y  al  tiempo  de  su 
presentación  no  apareciere  cruzado,  ú 
ostentare  un  cruzamiento  tachado,  adi- 
c  ionado  ó  alterado  en  forma  y  caso  dis- 
tí  iíto  de  los  autorizados  por  la  presente 
ley  (1),  el  banquero  que  de  buena  fe  y 
sin  negligencia  pagare  el  cheque,  no 
incurrirá  en  responsabilidad,  ni  podrá 
suscitarse  litigio  acerca  del  pago  por 
motivo  de  encontrarse  cruzado  el  che- 
que ó  adicionado  ó  modificado  el  cru- 
zamiento en  forma  ilegal  y  haberse  he- 
cho el  pago  de  su  valor  á  persona  que 
no  sea  banquero,  ó  a  banquero  distinto 
»le  aquél  para  con  el  que  se  encontraba 
cruzado  ó  á  otro  banquero  agente  de 
éste  y  ¿quien  hubiere  dado  comisión 
para  cobrar. 

Art.  80.  El  banquero  que  pagare  un 
cheque  cruzado  y  el  librador,  caso  de 

(I)    Vjafle  al  arl.  TI. 


que  dicho  documento  viniere  á  poder 
de  aquel  á  quien  deba  pagarse,  podrán 
asumir  respectivamente  los  mismos 
derechos  y  colocarse  en  la  misma  si- 
tuación que  ocuparían  si  el  cheque  se 
hubiere  pagado  á  su  legitimo  dueño,  si, 
hallándose  el  cheque  cruzado  en  blan- 
co, el  banquero  sobre  quien  se  libra  lo 
pagare  á  otro  banquero  de  buena  fe  y 
sin  negligencia;  ó  si,  cruzado  el  cheque 
de  modo  especial,  satisfaciere.  su  valor 
al  banquero  en  cuyo  obsequio  estaba 
cruzado,  ó  á  un  agente  comisionado 
para  el  cobro  y  también  banquero. 

Art.  81.  Cuando  una  persona  acepta 
ó  toma  un  cheque  cruzado,  en  que  apa- 
recen las  palabras  «no  negociable»,  ni 
tendrá  ni  podrá  conceder  mejor  dere- 
cho á  él  que  el  que  pudiera  transmitirle 
la  persona  de  quien  lo  tomo. 

Art.  82.  Si  un  banquero  recibierepor 
cuenta  de  un  cliente  suyo,  de  buena  fe 
y  sin  negligencia  el  pago  de  un  cheque 
cruzado  para  con  él,  en  blanco,  ó  espe- 
cialmente, y  dicho  cliente  careciere  de 
derecho  ó  titulo  á  tal  documento  ó  lo 
tuviere  defectuoso,  el  banquero  no  in- 
currirá, por  esta  circunstancia,  en  res- 
ponsabilidad para  con  el  legitimo  pro- 
pietario del  cheque  (1). 

PARTE  CUARTA 

DE  LOS    PAGARÉS   (2) 

Art.  83.— §  1.°    El  pagaré  es  una  pro- 


i  cheque  pusld atado 
no  deja  de  ser  por  ello  válido  y  negociable.  (Tri- 
bunal Supremo  de  Jualicia,  Banco  de  ía  Reina, 
1."  Abril  1889). 

—El  cheque  debe  comprenderse  en  la  definición 
de  la  letra  de  cambio  dada  por  la  ley  de  1883,  ar- 
tículo 3.*  (Cámara  de  lo»  Lorea,  27  Noviem- 
bre 1883). 

('¿)  Promisión/  noie.— Véase  el  art.  5.',  pá- 
rrafo a* 

JnwspBDMNCü.  —Según  la  lay  inglesa,  al  por- 
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mesa  incondicional,  escrito,  hecho  por 
una  persona  en  favor  de  otra  y  Armado 
por  el  promitente,  et  cual  se  obliga  a 
pagar  contra  demanda,  ó  en  época  fu- 
tura determinada,  una  cierta  cantidad 
de  dinero  á  una  persona,  á  su  orden  6 
al  portador. 

§  2."  Un  documento  en  forma  de  pa- 
garé en  favor  de  la  misma  persona 
que  lo  firmó,  no  es  un  verdadero  paga- 
ré en  el  sentido  de  la  presente  ley 
mientras  no  se  endose  á  un  tercero. 

§  3.°  Un  pagaré  no  se  invalidará 
por  el  Bolo  hecho  de  consignar  en  él 
una  garantía  ó  seguridad  adicional,  con 
facultad  de  enagenarla  6  de  disponer 
de  ella. 

§  4.°  Un  pagaré  que,  según  las  apa- 
riencias, resulte  suscripto  y  pagadero 
en  las  Islas  Británicas,  ee  considera 
pagaré  interior;  todos  los  demás  se 
reputarán  exteriores(l). 

Art.  84.  Un  pagaré  ee  considerará 
incompleto,  mientras  no  se  opere  la 
entrega  del  mismo  á  la  persona  intere- 
sada. 

Art.  85.— S  1."  Un  pagaré  podrá  ex- 
tenderse por  dos  ó  más  personas  que 
se  obliguen  ó  no  solidariamente,  según 
resulte  del  texto. 

§  2.°  El  pagaré  concebido  en  estos 
términos: 

«.Prometo  pagar» 
6 

¿Pagaré» 

y  en  el  que  aparezcan  las  firmas  de  dos 

tactor  de  buena  fe  de  un  pagaré  4  la  orden,  no 
pueden  oponérsele  por  el  suscriptor  los  excepcio- 
nes que  podrían  invocarse  coaira  el  beneficiario, 
aun  enando  la  cante,  del  pagará  se  refiriera  ex- 
presamente á  un  convenio.  Bata  regla  et!  aplica- 
hle  a  todos  los  afectos  negociables.  (Sentencia  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia:  Banco  de  la  Reina. 
8  do  Febrero  de  1891.) 
(1)    Véase  el  art  2.*,  párrafo  S  ' 


ó  más  personas,  obligará,  solidaria- 
mente &  éstas. 

Art.  86.— §  1."  Cuando  se  hubiere 
endosado  un  pagaré  que  deba  satisfa- 
cerse á  su  presentación,  habrá  de  pre- 
sentarse al  cobro  dentro  de  un  plazo  ra- 
zonable, contado  desde  la  fecha  del  en- 
doso, y  si  asi  no  se  efectuare,  quedará 
el  endosante  liberado  de  responsabi- 
lidad. 

§  2."  En  la  determinación  de  lo  que 
entenderse  debe  por  plazo  razonable, 
habrá  de  tenerse  en  cuenta  la  naturale- 
za del  documento,  el  uso  de  la  plaza  y 
las  circunstancias  de  cada  caso  parti- 
cular. 

§  3.°  Cuando  se  negociare  un  paga- 
ré que  deba  satisfacerse  á  su  presenta- 
ción, no  se  le  considerará  perjudicado 
porque  resulte  haber  transcurrido  el 
plazo  razonable  indicado  en  el  presente 
articulo,  contado  desde  la  fecha  de 
emisión,  y  cuando  con  ello  se  pudiere 
perjudicar  al  tenedor  que  no  tuviere 
conocimiento  de  tal  circunstancia  (1). 

Art.  87.— §  1."  Cuando,  según  el  te- 
nor de  un  pagaré,  haya  de  satisfacerse 
su  valor  en  un  lugar  determinado,  de- 
berá presentarse  al  pago  en  él  mismo; 
en  cualquier  otro  caso  no  será  indis- 
pensable la  presentación  para  poder 
exigir  el  cumplimiento  de  su  obligación 
al  suscriptor. 

§  2.°  La  presentación  de  un  pagaré 
al  pago  es  indispensable  cuando  trate 
de  hacerse  efectiva  la  responsabilidad 
de  su  endosante. 

§  3.°  Cuando,  según  el  tenor  de  un 
pagaré,  deba  satisfacerse  en  una  plaza 
de  comercio  determinada,  será  indis- 
pensable dicha  presentación  en  este  lu- 
gar para  hacer  efectiva  la  obligación 
de)  endosante,  pero  cuando  se  haga  la 


(1)     Véase  el  «rt.  8(1,  párrafo  5.' 
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mención  del  logar,  con  el  carácter  de 
mera  indicación,  únicamente  bu  pre- 
sentación en  este  punto  sera  suficiente 
para,  obligar  al  endosante,  asi  como  la 
presentación  en  un  lugar  distinto,  si 
fuere  suficiente  por  regla  general,  lo 
sera  también  en  este  caso. 

Art.  88.  El  que  suscribe  un  pagaré, 
por  el  hecho  de  suscribirlo: 

1."  Se  obliga  á  pagarlo  de  conformi- 
dad con  su  tenor; 

2.°  No  podrá  impugnar  á  un  tenedor 
legitimo  la  existencia  de  la  orden  y  bu 
capacidad  para  el  endoso. 

Art,  89.-§  1  .•  Salvo  lo  dispuesto  en 
¡os  precedentes  artículos,  las  prescrip- 
ciones de  la  presente  ley  con  relación 
á  las  letras  de  cambio  serán  igualmen- 
te aplicables  á  los  pagarés,  con  las  mo- 
dificaciones que  su  especial  naturaleza 
impone. 

§  2.°  Para  la  aplicación  de  las  dis- 
posiciones indicadas,  el  suscriptor  de 
un  pagaré  se  le  reputara  como  acep- 
tante de  una  letra  de  cambio,  y  el  pri- 
mer endosante  del  mismo,  como  libra- 
dor de  una  letra  de  cambio  aceptada  y 
pagadera  á  la  orden  del  librador. 

§  3."  Las  disposiciones  siguientes 
relativas  &  las  letras  de  cambio,  no  se- 
rán aplicables  &  los  pagarés: 

a)  La  presentación  para  la  acepta- 
ción; 

6)    La  aceptación; 

e)    La  aceptación  por  intervención; 

d)    La  pluralidad  de  ejemplares  (1). 

§  4.°  Los  pagarés  exteriores  des- 
atendidos no  necesitarán  protesto. 

PAUTE  QUINTA 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS 

Art.  90.    Debe  suponerse  que  medía 


¡e  el  art.  5,",  párrafo  3.° 


buena  fe,  en  el  sentido  de  la  presente 
ley,  cuando  se  obra  honradamente, 
exista  ó  no  negligencia. 

Art.  91.— §  1."  Cuando  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  la  presente  ley  se  re- 
quieraque  un  documento  ó  escrito  vaya 
suscrito  por  una  determinada  persona, 
no  será  indispensable  el  que  lo  Arme 
de  su  puño  y  letra,  sino  que  podrá  sus- 
cribirlo cualquiera  otra,  autorizada  pa- 
ra llevar  su  Arma. 

§  2."  Cuando  con  arreglo  á  lo  pr^  ve- 
nido en  la  presente  ley  se  exigiere  la 
firma  de  una  corporación  en  un  docu- 
mento ó  escrito,  bastará  que  éste  vaya 
sellado  con  el  que  estuviere  autorizada 
aquélla  para  usar. 

§  3.°  Lo  dispuesto  en  el  presente  ar- 
ticulo no  deberá  entenderse  en  el  sen- 
tido de  que  las  letras  de  cambio  ó  pa- 
garés hayan  de  ir  selladas  indefectible- 
mente para  su  validez. 

Art.  92.  Cuando  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  la  presente  ley,  el  plazo 
señalado  para  realizar  algún  acto  6  di- 
ligencia fuere  menor  de  tres  dias,  se 
excluirán  los  que  no  sean  hábiles  para  - 
los  negocios  en  la  forma  siguiente: 

a)  Los  domingos  y  los  dias  de  Vier- 
nes Santo  y  de  Pascua  do  Resurrección; 

6)  Las  fiestas  de  los  Bancos,  según 
la  Bank  Holidays  Act  1871  y  demás  que 
la  modifiquen; 

c)  Cualquier  día  señalado  como  de 
festividad  pública  ó  de  gracias,  por  dis- 
posición real. 

Los  demás,  se  reputarán  días  hábi- 
les para  los  negocios  (1). 

Art.  93.  Para  la  aplicación  de  la 
presente  ley,  cuando  se  requiera  que 
cualquier  letra  de  cambio  ó  pagaré  se 
proteste  dentro  de  un  plazo  determina- 
do, ó  antes  de  que  se  practiquen  ulte- 


(1}    Véase  el  srt.  14,  párrafo  1.' 
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riores  diligencias,  bastara  que  se  anote 
la  lelra  para  el  protesto  antes  de  la  es- 
piración del  plazo  ó  se  dé  comienzo  á 
las  diligencias  indicadas,  pudiéndose 
formalizar  el  protesto  en  cualquiera 
época  posterior  (1). 

Art.  94.  Cuando  se  requiriere  6  estu- 
viere autorizado  el  protesto  de  una  le- 
tra de  cambio  ó  pagaré  desatendido  y 
no  pudieren  obtenerse  los  servicios  de 
un  notario  en  el  lugar  donde  fué  des- 
atendida la  letra,  cualquier  cabeza  de 
familia  ó  vecino  de  arraigo  en  el  lugar 
podrá,  con  asistencia  de  dos  testigos, 
expedir  una  certificación  Armada  por 
ellos,  consignando  que  se  desatendió  la 
letra;  en  estos  casos  podrá  usarse,  y 
producirá  todos  sus  efectos  el  formula- 
rio que  acompaña  a  esta  ley,  en  el 

Art.  95.  Las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley  relativas  á  los  cheques  cru- 
zados, serán  aplicables  á  los  resguar- 
dos (2)  para  percibir  dividendos. 

Art.  96.  Las  disposiciones  mencio- 
nadas en  el  anexo  II  que  acompaña  á 
esta  ley  se  considerarán  derogadas,  á 
partir  de  la  fecha  en  que  la  presente 
de'  a  comenzar  á  regir,  siempre  que 
esta  derogación  no  afecte  en  nada  á  los 
actos  celebrados,  á  los  derechos,  títu- 
los é  intereses  creados  ó  adquiridos 
antes  de  la  promulgación  de  la  presen- 
te ley  ó  á  cualquier  procedimiento  judi- 
cial referente  á  los  mismos. 

Art.  97.— §1.°  Las  disposiciones  re- 
ferentes á  quiebras  (3),  en  lo  que  se  re- 
lacionan con  la  letra  de  cambio,  el  pa- 
garé y  el  cheque,  continuarán  siendo 


(I)    Véase  el  art.  51,  párrafo  4.° 
¡i}     H/arrani. 

(3)    Véase  nuestra  traducción  y  notas  á  la  ley 
Je  Quiebras  de  1SS3,  en  el  lugar  correspondiente 


aplicables  á  éstos,  no  obstante  lo  dis- 
puesto en  la  presente  ley. 

§  2.°  Las  reglas  del  Derecho  consue- 
tudinario (1).  referentes  al  comercio, 
serán  aplicables  igualmente  alas  letras 
de  cambio,  pagarés  y  cheques,  á  menos 
que  se  encontraren  en  oposición  con 
los  conceptos  taxativos  de  esta  ley. 

§  3."  Nada  de  lo  dispuesto  en  la  pre- 
sente ley,  ni  las  derogaciones  de  textos 
legales  que  se  expresan  en  el  anexo  II 
modificará^ 

a)  A  lo  dispuesto  en  la  ley  del  Tim- 
bre (2)  y  leyes  posteriores,  y  las  demás 
de  carácter  oficial; 

b)  A  lo  establecido  en  la  ley  de  So- 
ciedades (3)  y  sus  modificativas  ó  com- 
plementarias, referentes  á  las  anó- 
nimas; 

c)  A  lo  dispuesto  en  las  leyes  que 
establezcan  ó  confirmen  los  privilegios 
del  Banco  de  Inglaterra  y  del  Banco  de 
Irlanda; 

(!)  A  la  validez  de  los  usos  que  rega- 
lan los  resguardos  para  percibir  divi- 
dendos y  los  endosos  de  los  mismos  (4). 

Art.  98.  Lo  dispuesto  en  la  présenle 
ley  y  las  modificaciones  y  derogacio- 
nes que  opera  en  la  legislación  ante- 
rior, no  modificará  ni  alterará  las  leyes 
y  prácticas  de  Escocia,  en  lo  relativo 
al  procedimiento  sumario. 

Art.  99.  Si  una  ley  ó  un  documento 
se  refirieren  á  una  disposición  deroga- 
da por  la  presente  ley,  se  interpretarán 
y  producirán  todos  sus  efectos  como  si 
se  refirieren  á  disposiciones  aprobadas 
por  la  presente. 

Art.  100.  En  todo  procedimiento  ju- 
dicial incoado  en  Escocia  se  probaré, 

(!)     OmmonUw. 

(2)  ütamp   Ací    !8"0. 

(3)  f:ompanies    Act   1862. 

(i)    Véase  el  art.  ti,  párrafo  1." 
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por  declaración  testifical,  en  cualquier 
circunstancia  relativa  &  letras  de  cam- 
bio, pagarés  ó  cheques,  relacionada 
caulas  responsabilidades  y  obligacio- 
nes á  que  los  mismos  dieren  margen, 
siempre  que  esta  disposición  no  afecte 
en  cosa  alguna  &  las  prácticas  y  leyes 
locales  por  las  que  pudiere  ser  enjui- 
ciado aquél,  que  con  arreglo  al  tenor 
de  la  letra  de  cambio,  pagaré  ó  cheque, 
resultare  para  con  un  tenedor,  deudor 
de  su  importe  y  que  viniere  obligado  á 
prestar  fianza,  consignar  el  valor  de  la 
lena  ó  que  el  Juez  ó  Tribunal  compe- 
tente señale  en  caso  de  que  solicítela 
suspensión  del  procedimiento;  lo  dis- 
puesto en  el  presente  articulo  no  será 
aplicable  en  el  caso  de  que  las  acciones 
derivadas  de  la  letra  de  cambio,  paga- 
ré ó  cheque  se  hubieren  extinguido  por 
la  prescripción  de  seis  años  (1). 
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(.aya  (Alexandre).  Droit  ungíais  ou  resume  de 


l.— Modelo  de  protesto  que  podrá  levan- 
tarse cuando  no  pudiere  hallarse  un 
Notario, 

«Sepan  todos  que  yo  A.  B.,  cabeza  de 

familia  en ,  condado  de ,   en  el 

Reino  Unido,  a  petición  de  C.  D.,  no 
habiéndose  podido  obtener  los  servicios 
de  ningún  Notario  público,  requerí,  en 

el  día del  mes  de del  año á 

E.  F.  para  el  pago  (tí  aceptación)  de  la 
letra  de  cambio  que  á  continuación  se 
inserta,  á  cuyo  requerimiento  se  con- 
testó (insértese  la  contestación  dada  en 
caso  afirmativo,  tí  la/alia  de  contesta- 
ción); por  cuyo  motivo  levanto  el  pre- 
sente protesto  en  presencia  de  G.  H.  y 
de  /.  K. 

Firmado,  A.  B. 


Nota.  Puede  acompañarse  la  letra 
de  cambio  ó  una  copia  de  la  misma  y 
de  todo  lo  que  en  ella  apareciere. 
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II.— Disposiciones  derogadas  ¡/  al  alcan- 
ce de  la  derogación 

/.")  9.',  Guillermo  III,  cap.  17.— Ley 
modificativa  del  pago  de  las  letras  de 
cambio  interiores. 

2.*)  3.»  y  4.*,  Ana,  cap:  8.°— Ley  in- 
troductiva en  los  pagarés  de  Ub  mejo- 
ras de  que  goza  la  letra  de  cambio  y 
para  el  mejor  pago  de  las  letras  de 
cambio  interiores. 

3.»)  17,  Jorge  111,  cap.  30.— Ley 'para 
restringir  en  lo  sucesivo  la  negociación 
en  Inglaterra  de  los  pagarés  y  letras 
de  cambio  que  excedan  de  una  canti- 
dad determinada. 

4.*)  39  y  40,  Jorge  111,  cap.  42.— Ley 
para  la  mejor  celebración  del  Viernes 
Santo  en  los  casos  que  la  misma  se- 
ñala. 

5.*)  48,  Jorge  III,  cap.83.-Ley  res- 
trictiva de  la  negociación  en  Inglaterra 
de  los  pagarés  y  letras  de  cambio  que 
excedan  de  cierta  suma. 

6.')  1.'  y  2.*,  Jorge  IV,  cap.  78.— Ley 
reglamentaria  de  la  aceptación  de  las 
letras  de  cambio. 

,  ?.*)  7.'  y  8.*,  Jorge  IV,  cap.  15.— Ley 
reguladora  del  pago  de  las  letras  de 
cambio  y  pagarés,  en  los  días  de  Vier- 
nes Santo  y  de  Natividad. 

«.')  9.',  Jorge  IV,  cap.  24.— Ley  mo- 
dificativa de  las  anteriores,  referentes 
á  las  letras  de  cambio  y  pagarés  en  Ir- 
landa. Parcialmente,  es  decir,  los  ar- 
tículos 2.°,  4.°,  7.°,  8.°,  9-D,  10  y  11. 

£>.')  2."  y  3.»,  Guillermo  IV,  cap.  98.— 
Ley  sobre  los   protestos  por  falta  de 


pago  de  las  letras  de  cambio  pagaderas 
en  lugar  distinto  del  de  residencia  del 
librado. 

10.)  6.*  y  7.*,  Guillermo  IV,  cap.  58. 
—Ley  estableciendo  las  reglas  que  han 
de  regir  en  cuanto  ai  día  en  que  debe 
hacerse  al  aceptante  la  presentación 
para  el  pago  ó  la  aceptación  por  inter- 
vención bajo  protesto,  ó  la  presenta- 
ción al  indicado  en  caso  de  necesidad 
cuando  la  letra  hubiere  sido  desaten- 
dida. 

11.)  8.»  y  9.',  Victoria,  cap.  37.— Ley 
reguladora  de  la  emisión  de  los  billetes 
del  Banco  de  Irlanda.  Parcialmente,  es 
decir,  el  art.  24. 

12.)  19  y  20,  Victoria,  cap.  97.— Ley 
modificativa  de  la  de  la  marina  mer- 
cante de  1856.  Parcialmente,  es  decir, 
artículos  6."  y  7." 

13.)  23  y  24,  Victoria,  cap.  lll.-Ley 
modificativa  de  las  que  rigen  el  impues- 
to del  timbre.  Parcialmente,  es  decir, 
art.  19. 

14.)  34  y  35,  Victoria,  cap.  74.— Ley 
derogatoria  de  los  días  de  gracia  con 
respecto  á  los  pagarés  y  letras  de  cam- 
bio pagaderas  &  su  presentación. 

15.)  39  y  40,  Victoria,  cap.  81. -Lev 
de  los  cheques  cruzados  de  1876. 

16.)  41  y  42,  Victoria,  cap  13.-Ley 
de  la  le'ra  de  cambio  de  1878. 

Ley  escocesa  derogada 

19  y  20,  Victoria,  cap.  60.— Reforma 
de  la  ley  de  la  marina  mercante  de  1856. 
Parcialmente,  es  decir,  los  artículos  10, 
11,12,13,  14,  15  y  16. 
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CAPÍTULO  VIII 

LEGISLACIÓN   INGLESA    EN  MATERIA    DE   QUIEBRAS  (1) 

LEY    DE    20   DE    AGOSTO    DE    1863    (2) 

Y  DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS  (3)  Y  MODIFICATIVAS  (4) 


DISPOSICIONES   PRELIMINARES 

Articulo  1."  La  presente  ley  podrá 
mencionarse  con  el  titulo  de  «.Ban- 
krupcy  Aeí  1883.»  (Ley  de  Quiebras 
de  1883.)       , 

Art.  2."    Salvo  una  disposición  ex- 


(1)  Versión  castellana  y  DOtw  de  D.  Gustavo 
Li  IOLMUT  (IahuIa,  miembro  del  Instituto  Ju- 
rídico- Internacional  de  Milán  y  de  la  Sociedad  de 
Logia]  ación  comparada  de  Paría. 

(2)  An  Aet  to  amend  and  consolídale  (fie  Lau>  o[ 
Banhruptcy  (ley  modificativa  y  codificadora  de  la 
legislación  en  malaria  de  quiebra),  48  y  47,  Vic- 
toria, capitulo  53. 

(3)  Son  éstas:  dos  Reglamentos  (general  rules) 
elaborados  en  188B  para  la  ejecución  de  la  pre- 
sento ley,  en  virtud  de  lo  prevenido  en  loa  ar- 
ticulo* 133  y  121  por  el  Lord  Canciller,  Ministro 
de  Justicia,  de  acnerdo  con  el  Boird  of  Tradc:  el 
Reglamento  modificativo  de  ios  anteriores,  pu- 
blicado en  ISBA,  y  el  del  mismo  ano,  qu«  codifica 
en  393  artículos  todas  las  disposiciones  reglamen- 
tarias dictadas  £  consecuencia  de  lo  prevenido  en 
el  art.  127  de  ia  ley;  se  titula:  the  Rinferuptcy 
Rules,  1886;  la  ley  de  9  de  Agosto  de  1869  sobre 
los  deadores  (Ule  D/bdors  Aet);  la  de  16  de  Sep- 
tiembre de  1881  reguladora  de  los  convenios  pri- 
vados (TAe  Deeds  of  Arronpemenl  Acidias  dispo- 
siciones de  las  leyes  de  1862  y  1667,  y  1S  Agosto 
de  1890,  referentes  á  la  liquidación  de  las  socie- 
dades (Windinpup),  y  la  ley  de  10  de  Agosto 
de  1810,  relativa  a  loa  convenios  celebrados  por 
las  sociedades. 

(4)    Ley  de  38  de  Abril  de  1884 
ídem  de  25  de  Junio  de  1886. 
ídem  de  34  de  Diciembre  de  1888. 
ídem  de  18  de  Agosto  de  1890 . 


presa  en  contrario,  la  presente  ley  on 
será  aplicable  á  Escocia  ni  a  Irlan- 
da (1). 

Art.  3.°  La  presente  ley  comenzará 
á  regir  en  1."  de  Enero  de  1884,  salvo 
las  excepciones  que  la  misma  expre- 
sa (2). 

TÍTULO  PRIMERO 

DEL  PROCEDIMIENTO  DESDE  LA  COMISIÓN 
DE  UN  HECHO  SUSCEPTIBLE  DE  ENTRA- 
ÑAR QUIEBRA  HASTA  LA  LIBERACIÓN 
DEL  QUEBRADO. 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  lo»  hecho»  que  pueden  entrañar 
quiebra 

Articulo  4.°— §  1.°  Un  deudor  come- 
te un  hecho  susceptible  de  entrañar 


(1)  En  Escocis  existe  una  ley  de  37  de  Julio 
de  1856  (19y  30,  Victoria,  capítulo  79),  modifi- 
cada en  1880  y  1841,  y  en  Irlanda  una  del  6  de 
Agosto  de  1873  (85  y  86,  Victoria,  capítulo  58). 

Las  din  posiciones  de  la  presente  ley,  que  aicep- 
cionalmente  se  aplican  á  Escocia  y  £  Irlanda,  son 
las  contenidas  en  los  artículos  37,  S2  y  117  £  119; 
además  una  ley  especial  de  38  de  Junio  de  1884 
(47  y  48,  Victoria,  capítulo  IB)  ha  hecho  extensi- 
vas &  Escocia  ciertas  disposiciones  de  la  presente, 
como  son  las  de  loa  artículos  82,  SS  y  84. 

La  ley  de  1883  no  es  aplicable,  ni  en  la  isla  de 
Han,  ni  en  las  islas  inglesas  de  la  Mancha,  ni  en 
Iss  colonias. 

(3)  Véanse  los  artículos  66,  137,  128,  129,  158, 
162  y  V»  de  esta  ley. 
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quiebra  en  cada  uno  de  los  siguientes 
casos: 

a)  Cuando  en  Inglaterra  ó  cualquier 
otro  lugar  efectúa  una  cesión  ó  trans- 
misión de  sus  bienes  a  uno  ó  varios 
Síndicos  (1)  en  beneficio  de  todos  sus 
acreedores; 

b)  Cuando  en  Inglaterra  ó  en  cual- 
quier otro  lugar  efectúa  fraudulenta- 
mente una  donación,  entrega,  ó  trans- 
misión total  ó  parcial  de  sus  bienes 
{properiy); 

c)  Cuando  en  Inglaterra  ó  en  cual- 
quier otro  punto  realiza  una  transmi- 
sión ó  cesión  del  total  ó  parte  de  sus 
bienes,  ó  constituye  sobre  ellos  cual- 
quier carga  real  que,  en  virtud  de  la 
presente  ley,  ó  de  otra  cualquiera,  fue- 
re nula  por  atribuir  fraudulentamente 
un  derecho  de  preferencia  ó  prelación, 
en  caso  de  quiebra  del  constituyen- 
te (2); 

d)  Cuando  con  intención  de  defrau- 
dar ó  perjudicar  á  sus  acreedores  efec- 
túa cualquiera  de  los  hechos  siguien- 
tes: si  abandona  Inglaterra,  ó  si  ha- 
biéndola abandonado  permanece  ale- 
jado, ó  si  levanta  su  casa-habitación,  ó 
si  se  ausenta  de  cualquier  otro  modo  ó 
permanece  oculto  en  su  domicilio; 

e)  C  ando  se  hubiere  dictado  contra 
él  una  sentencia  de  embargo  y  venta 
de  sus  bienes,  a  consecuencia  de  un 
procedimiento  seguido  ante  cualquier 
Tribunal,  incluso  el  Supremo  (3)¡ 

f)  Cuando  presenta  ante  el  Tribunal 
competente  una  declaración  afirmando 
encontrarse  imposibilitado  para  hacer 
frente  á  su  pasivo,  ó  una  solicitud  de 
declaración  de  quiebra  (4); 

(!)  Véase  el  art.  168  de  esta  ley. 

(¿¡  ídem  id.  48  de  sata  ley. 

(8)  Véanse  los  artículos  4G  y  46. 

(4)  Véaae  el  art.  8." 


g)  Cuando  un  acreedor  que  ha  obte- 
nido contra  su  deudor,  por  una  suma 
cualquiera,  una  sentencia  firme  y  defi- 
nitiva, le  ha  notificado  en  Inglaterra,  ó 
con  autorización  del  Tribunal  compe- 
tente, en  cualquier  otro  lugar,  un  auto 
en  que  se  decrete  la  apertura  del  pro- 
cedimiento de  quiebra  (1),  con  arreglo 
al  modelo  anexo  á  esta  ley  (2),  requi- 
riéndole  el  pago  de  la  deuda  a  que  fué 
condenado  por  dicha  sentencia  ó  la 
constitución  de  una  garantía  suficiente 
ó  la  avenencia  á  celebrar  un  convenio 
que  satisfaga  ai  acreedor  ó  al  Tribunal, 
según  los  casos,  y  cuando  el  deudor,  en 
el  término  de  séptimo  día  de  la  notifi- 
cación indicada,  si  reside  en  Inglaterra, 
ó  en  el  plazo  Ajado  &  este  objeto  por  1a 
autorización  del  Tribunal,  en  otro  su- 
puesto, no  haya  satisfecho  la  reclama- 
ción ó  accedido  á  las  pretensiones  del 
deudor  ó  bien  deducido  una  demanda 
de  reconvención  igual  ó  superior  al  im- 
porte de  la  deuda,  siempre  que,  en  este 
último  caso,  no  hubiere  podido  hacerlo 
en  la  instancia  a  consecuencia  de  la 
cual  se  dictó  la  sentencia  de  que  se  tra- 
ta en  este  apartado; 

A)  Cuando  el  deudor  notifica  en  for- 
ma a  cualquiera  de  sus  acreedores  que 
ha  sobreseído  ó  esta  a  punto  de  sobre- 
seer el  pago  corriente  de  sus  obliga- 
ciones (3). 

g  2.°  El  auto  en  que  se  decrete  la 
apertura  del  procedimiento  de  quiebra, 
notificada  en  virtud  de  la  presente  ley, 
deberá  efectuarse  y  notificarse  en  la 
forma  prescripta  por  la  misma,  asi  co- 
mo indicar  las  consecuencias  de  la  falta 
de  conformidad  á  estas  disposiciones. 

(1)  Véase  el  párrafo  2.°  de  asU  artículo. 

(2)  No  se  inserta  por  carecer  de  interéi . 

(9)  Véaae  el  art.  1*  de  la  ley  de  18  de  Agosto 
de  1890  [anexo  II). 
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Del  auto  de  secuestro 

Art.  5."  Cuando  un  deudor  cometa 
un  acto  susceptible  de  entrañar  quie- 
bra, según  las  disposiciones  anterio- 
res (1),  podrá  el  Tribunal  competente, 
hayase  solicitado  la  declaración  de 
quiebra  por  un  acreedor  (2)  ó  por  el 
mismo  deudor  (3),  dictar  el  auto  desig- 
nado en  la  presente  ley  con  el  nombre 
de  receiving  order  (auto  de  secuestro), 
con  objeto  deponer  a  salvo  el  activo 
del  deudor. 

Art.  6.°— §  I."  El  acreedor  estará 
facultado  para  presentar  al  Tribunal 
una  demanda  de  declaración  del  estado 
de  quiebra  contra  su  deudor,  siempre 
que  concurran  las  condiciones  siguien- 
tes (4): 

a)  Si  el  crédito  del  acreedor  deman- 
dante ó  el  total  de  créditos,  si  los  de- 
mandantes fueren  varios,  excede  de  50 
libras  esterlinas  (5); 

b)  Cuando  esta  deuda  sea  una  can- 
tidad liquida  y  exigible,  bien  en  el  acto, 
ó  transcurrido  cierto  término; 

e)  Si  el  hecho  susceptible  de  entra- 
ñar quiebra  y  que  motiva  la  demanda, 
ha  ocurridolen  una  fecha  que  no  se  re- 
monte á  más  de  tres  meses  de  la  pre- 
sentación de  ésta; 

d)  Si  el  deudor  tiene  su  domicilio  en 
Inglaterra,  ó  si,  en  el  año  que  preceda 
é.  la  presentación  de  la  demanda  ha  re- 


(1)  Véase  el  art.  4.",  párrafo  1,°,  de  esta  te;, 

(2)  ídem  fd.  1.",  párrafo  1.*,  do  esta  ley. 
(8)    ídem  id.  S.',párrofo  1.",  do  esta  ley. 

(4)  Mam  Lkoktb  (Ueiime).  Trailé  théori- 
que  tt  prntújue  de  la  liqu¡dallar¡  judicisife.  Paría, 
1800,  pag  66;  siguientes. 

(R)     1.250  pesetas,  próximamente. 
Tomo  XI.—  InsTiTUClOna»  iubIdicai. 


sidido  ordinariamente  en  Inglaterra, 
ha  conservado  en  ella  una  casa,  habi- 
tación ó  el  centro  de  sus  negocios. 

g  2.°  El  acreedor  demandante,  cuan- 
do poseyere  una  garantía  (seeured)  (1), 
deberá,  en  una  demanda,  ó  bien  decla- 
rar que  renuncia  á  ésta  en  beneficio  de 
los  demás  acreedores,  para  el  caso  en 
que  el  deudor  fuere  declarado  en  quie- 
bra, ó  bien  indicar  el  valor  estimativo 
de  su  garantía. 

§  3."  En  este  último  caso,  podrá  ad- 
mitírsele como  acreedor  demandante 
hasta  la  concurrencia  del  saldo  de  su 
deuda,  deducción  hecha  de  este  valor 
estimativo,  como  si  fuera  simple  acree- 
dor quirografario  (unseeured  credi- 
tor)  (2). 

Art.  7.°-§  1."  La  demanda  de  un 
acreedor  deberá  ir  apoyada  por  una  de- 
claración (afjldacit)  (3),  emane  de  él  ó 
de  la  persona  que  obre  por  cuenta  suya 
y  tenga  conocimiento  de  los  hechos,  el 
cual  habrá  de  notificarse  debidamente 
al  deudor  (4). 

§  2."  En  la  vista  (5),  el  Tribunal  exi- 
girá la  producción  de  las  pruebas  de 
la  existencia  del  crédito  reclamado,  de 
la  práctica  de  la  notificación  y  del  he- 
cho ó  de  cualquiera  de  los  hechos  sus- 
ceptibles de  entrañar  quiebra,  si  fueren 
varios  los  alegados,  y  si  el  Tribunal  las 
apreciare  como  suficientes,  deberá  dic- 
tar el  auto  de  secuestro  de  conformidad 
á  lo  pedido  en  la  demanda. 


(1)     Véase  el  art   1C8  de  esta  ley. 

(3)    Los  requisitos  de  la  demanda  i 
en  loa  artículos  143  &  147  del  Reglamento, 

(8)  Véase  la  definición  de  este  término  en  el 
artículo  168,  número  8.* 

(■I)  Los  requisitos  de  esta  notificación  se  enu- 
meran en  los  artículos  153  á  156  del  Reglamento 

(5)  Que  no  podrá  celébrame  sino  pasados  ocho 
días,  6  contar  de  la  presentación  de  la  demanda 
{art.  151,  párrafo  2  *,  del  Reglamento). 
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g  3."  £1  Tribunal  estará  facultado 
para  rechazar  la  demanda  si  no  con- 
ceptuare suficiente  la  prueba  producida 
para  demostrar  la  certeza  del  crédito 
reclamado,  la  del  hecho  susceptible  de 
entrañar  quiebra,  la  de  la  práctica  de 
la  notificación  de  la  demanda  al  deu- 
dor, ó  bien  si  éste  prueba  que  se  en- 
cuentra en  estado  de  pagar  integra- 
mente sus  deudas,  ó  si,  por  cualquiera 
otra  causa  suficiente  á  juicio  del  Tribu- 
na), estimare  éste  que  no  procede  dic- 
tar el  auto  de  secuestro. 

§  4."  El  Tribunal  podrá,  cuando  lo 
estimare  conveniente,  suspender  ó  des- 
estimar la  demanda  si  el  hecho  suscep- 
tible de  entrañar  quiebra  consistiere  en 
la  falta  de  obediencia  á  un  auto  en  que 
se  decrétela  apertura  del  procedimien- 
to de  quiebra,  que  exija  además  el 
pago,  la  prestación  de  una  garantía  ó 
la  transacción  en  virtud  de  una  deuda 
por  la  que  se  hubiere  dictado  una  sen- 
tencia condenatoria  (judgment  debt), 
fundándose  en  que  pende  una  apela- 
ción contra  esta  sentencia. 

§  5."  El  Tribunal,  en  vez  de  desesti- 
mar la  demanda,  podrá  suspender  el 
procedimiento  ulterior  relativo  á  ella 
durante  el  tiempo  que  exíjala  sustan- 
ciación  del  proceso  concerniente  á  la 
justificación  de  la  deuda ,  cuando  el 
deudor  comparezca  y  niegue  la  certeza 
de  la  deuda  reclamada,  ó  pretenda  que 
su  cuantía  no  es  tal  que  conceda  dere- 
cho al  acreedor  para  presentar  una  de- 
manda de  esta  clase.  En  estos  casos, 
estará  facultado  el  Tribunal  para  impo- 
ner ó  no  imponer  al  deudor  la  obliga- 
ción de  afianzar  Ó  garantir  el  pago 
de  la  deuda  cuya  certeza  se  probare 
con  arreglo  A  derecho,  y  el  pago  de  las 
costas  procesales  de  este  incidente  (l). 


(1)     Véase  el  art.  10B, 


§  6.a  Cuando  se  hubiere  suspendido 
el  procedimiento,  podrá  el  Tribunal,  en 
virtud,  bien  de  los  plazos  resultantes  de 
la  suspensión  del  procedimiento,  bien 
de  cualquiera  otra  causa,  dictar  un  auto 
de  secuestro  á  instancia  de  cualquier 
acreedor  interesado,  debiendo  en  este 
caso  rechazar,  en  las  condiciones  que 
estime  justas,  la  demanda  á  consecuen- 
cia de  la  que  se  hubiere  suspendido  el 
procedimiento  (1). 

3  7.°  Sin  autorización  previa  del  Tri- 
bunal no  podrá  retirarse  la  demanda 
presentada  por  un  acreedor  (2). 

Art.  8."— §  1.*  La  demanda  inter- 
puesta por  un  deudor  deberá  indicar  la 
imposibilidad  en  que  el  mismo  se  en- 
cuentra para  pagar  sus  deudas;  la  for- 
malización  de  esta  demanda  se  consi- 
derará como  constitutiva  de  un  hecho 
susceptible  de  entrañar  quiebra,  sin 
que  se  requiera  que  el  deudor  haya  de- 
positado con  anterioridad,  ante  el  Tri- 
bunal, una  declaración  afirmando  la  im- 
posibilidad de  pagar  sus  deudas;  el  Tri- 
bunal deberá,  á  consecuencia  de  esta 
presentación  de  demanda  de  declara- 
ción del  estado  de  quiebra,  dictar  un 
auto  de  secuestro. 

§  3."  La  demanda  interpuesta  por  on 
deudor  no  podrá  retirarse  sin  autoriza- 
ción del  Tribunal  respectivo  (3). 

Art.  9.°— g  1."  Cuando  el  Tribunal 
dictare  un  auto  de  secuestro,  deberá 
nombrar  al  propio  tiempo  un  deposita- 
rio oficial  (qfficial  receiwr)  (4)  del  pa- 


(1) 


..  ni. 


(2)    Véanse  loa  artículos  8.°,  párrafos.*,  y  107. 

(3}  Cod  objeto  de  evitar  la  presentación  de 
demanda  por  personal  indigentes,  ae  han  fijido  en 
cinco  libras  esterlinas  loa  derechos  de  presenta- 
ción, &  los  que  hay  que  anadie  igual  suma,  que 
debe  entregarse  al  depositario  de  los  bienes. 

(4)  Véanse  los  artículos  46  7  siguiente»  de 
esta  ley 
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trimonio  del  deudor  y  á  partir  de  este 
momento,  salvo  los  casos  previstos  en 
la  presente  ley,  ningún  acreedor  cuyo 
crédito  sea  susceptible  de  figurar  en  la 
quiebra,  podra  ejercitar  recurso  alguno 
contra  la  persona  ó  bienes  del  deudor, 
ni  incoar  un  procedimiento  cualquiera, 
sino  con  previa  autorización  del  Tribu- 
nal* y  en  las  condiciones  señaladas  por 
Éste  (1). 

%  2,".  Sin  embargo,  esta  disposición 
no  menoscabaré  en  nada  el  derecho  de 
los  acreedores  privilegiados  {teeured 
ereditor)  (2)  de  hacer  valer  su  privile- 
gio ó  garantía,  de  igual  modo  que  po- 
dría efectuarlo  en  ausencia  del  párra- 
fo 1.°  del  presente  articulo. 

Art.  10.— §  1.°  El  Tribunal  podrá,  si 
lo  estimare  necesario  para  la  salva- 
guardia del  activo,  designar,  en  cual- 
quier tiempo  después  de  la  presenta- 
ción de  una  demanda  de  declaración 
del  estado  de  quiebra,  y  aun  antes  de 
haber  dictado  el  auto  de  secuestro,  al 
depositario  oficial  como  depositario  in- 
terino para  el  total  ó  parte  del  activo, 
y  ordenar  que  tome  seguidamente  po- 
sesión de  los  bienes  en  que  consista  (3). 

§  2."  El  Tribunal  podrá,  en  cual- 
quier época,  una  vez  presentada  la  de- 
manda de  declaración  del  estado  de 
quiebra,  suspender  todo  el  procedi- 
miento ulterior  dirigido  contra  los  bie- 
nes A  persona  del  deudor;  además  cual- 
quier Tribunal  ante  el  que  pendan  dili- 
gencias contra  un  deudor,  podrá,  una 
vez  acreditada  la  presentación  de  una 
demanda  de  declaración  detestado  de 
quiebra  hecha  por  él  ócontraél,  sus- 
pender todo  procedimiento  ó  autorizar 

(1)    Vean  el  art  10,  párrafo  V 
(!)    ídem  id.  168  de  sala  ley. 
(8)    Véanse  loa  artículos    10,  párrafo  3.*  de 
esta  ley,  y  15,  párrafo  8.'  de  la  de  1813, 


su  prosecución  en  las  condiciones  que 
estime  convenientes. 

Art.  11.  Cuando  el  Tribunal  dictare 
un  auto  de  suspensión  total  ó  parcial 
del  procedimiento,  podrá  hacerse  su 
notificación  por  medio  de  carta  fran- 
queada (1),  de  una  comunicación  ó  de 
un  oficio  con  el  sello  del  Tribunal,  diri- 
gidos al  domicilio  elegido  por  el  deman- 
dante ó  persona  que  haya  entablado  la 
acción. 

Art.  12. -g  1."  El  depositario  oficial 
del  patrimonio  secuestrado  de  un  deu- 
dor, podrá,  á  instancia  de  uno  ó  va- 
rios acreedores,  si  estuviese  plenamen- 
te convencido  de  que  la  naturaleza  del 
activo  del  deudor  ó  de  sus  negocios,  ó 
el  interés  de  los  acreedores  en  general, 
exige  el  nombramiento  de  un  Adminis- 
trador distinto,  proceder  á  ello  (2), 

Este  Administrador  {special  manager) 
del  activo  ó  de  los  negocios  del  deudor 
ejercerá  sus  funciones  hasta  que  se 
proceda  al  nombramiento  de  Sindico 
(treu&teé)  (3),  y  sus  atribuciones  y  fa- 
cultades serán  las  que  expresamente 
le  confiera  el  depositario  oficial  (4). 

tj  2."  El  Administrador  especial  es- 
tará obligado  á  prestar  fianza  y  á  ren- 
dir cuentas  en  la  forma  y  tiempo  que 
determine  el  BoardofTrade  (Consejo 
de  Comercio  (5). 
§  3."  El  Administrador  especial  re- 
tí) Que  deberá  además  ir  certificada  (art.  92 
del  Reglamento).— Víase  et  art.  18,   párrafo  2.°, 

(2)  Véase  el  art.  10,  párrafo  1.°,  de  eata  ley 
en  relación  coa  al  art.  S4S  del  Reglamento. 

(8)     Véanse  loe  artículos   12  y   siguientes  de 

(4)  ídem  id.  66  y  siguientes  de  esta  ley. 

(5)  Una  de  las  principales  innovaciones  dala 
ley  de  1883  consiste  en  hacer  Intervenir  en  al 
procedimiento  de  quiebra  al  Consejo  de  Comercio 
(Board  oí  Trtde).  Desígnase  con  este  nombre  una 


db,  Google 


INSTITUCIONES    POL  t  TICAS  V  JURÍDICAS 


cibirá,  en  concepto  de  honorarios,  la 
remuneración  que  se  fije  en  junta  ordi- 
naria de  acreedores,  6  en  defecto  de 
acuerdo  de  la  junta  sobre  el  particular, 
la  remuneración  correspondiente  se- 
gún arancel  (4). 

sdministraeifin  central  que  viene  i  reunir  las 
atribuciones  y  desempeñar  Isa  funcione*  de  lea 
Direcciones  genérale*  4  Mi  ni  aterios  de  Comercio, 
uegún  loa  países.  En  el  Consejo  privado  existen 


tren  juntas,  u 


*  de  in*trucoi6n 


publica  y  otra  do  agricultura;  1»  mas  antigua,  de 
astas  es  la  de  comercio,  llamada  Board  o(  Trade. 
En  derecho  el  Board  of  Traite  ea,  pues,  una  junta 
del  Consejo  privado,  compuesta  de  un  Presidente, 
del  Lord  Canciller  (Ministro  de  Justicia),  del  Pri- 
mer Lord  de  la  Tesorería  (Ministro  de  Hacienda], 
de  cinco  Secretarios  de  Estado  y  de  loa  funciona- 
rio» auxiliares  necesarios.  En  Is  vida  real,  estas 
personas  no  se  reúnen  de  hecho  nunca,  sino  que 
el  Presidente  dirige  la  administración  y  ejerce  la 
autoridad  ministerial.  Las  atribuciones  del  Con- 
sejo de  comercio  (Board  o(  Trade)  reviste  una 
gran  variedad:  los  puertos,  faroa,  navegación,  pi- 
lotaje, pesca,  marina  mercante,  caminos  de  hie- 
rro, tranvías,  aduanas,  tratados  de  comercio,  etc., 
■onde  su  competencia.  Véase  acerca  de  este 
punto  Funqoivills,  Le  fioucernemeni  si  le 
Puriemenl  Brilsniquc,  Tomo  I.pagiua  509 

La  presente  ley  la  ha  conferido  otras  muy 
complejas  en  materia  de  quiebra,  siendo  de  notar 
Isa  especialmente  mencionad  as  en  losartículo»  SI, 
22,  párrafo  9.°,  74,  80,  82,  86,  87,  91,  12,  párra- 
fos 2.*y8.°,  (0,  71,76,  78,  81,103,  párrafo  5.*, 
121,  párrafo  2.',  1*1, 130,  181,  párrafo  2.",  y  162. 
Para  el  ejercicio  de  estas  atribuciones,  debe  el 
Consejo  de  Comercio  (Board  <¡f  Trade)  proceder 
al  nombramiento  de  funcionarios  especíales,  lla- 
mados Offlcial  receioera,  y  que  se  encuentran  re- 
partidos entre  loa  divereos  Tribunales  competen- 
tes eu  materia  de  quiebra.  Véanse  los  artícu- 
los 9.",  10, 12,16, 17,  párrafos.*,  18  párrafo  5.",  21, 
párrafo  5.*,  28,  párrafo  2-,  46,  64,  86,  87,  M,  6», 
10,  121,  125. 

(1)  Tarifa  aprobada  por  el  Consejo  de  comer- 
cio (Board  o[  Trade).— (Véase  el  art.  848  del  Re- 
glamento.) 


Art.  13  Deberá  insertarse  en  la  Ga- 
ceta de  Londres  y  en  uno  de  los  perió- 
dicos de  la  localidad,  una  copia  de  todo 
auto  de  secuestro,  indicando  ademas  el 
nombre,  domicilio  ó  paradero  y  cuali- 
dades del  deudor,  la  fecha  de  la  pre- 
sentación de  la  demanda  y  la  fecha  y 
Tribunal  que  ha  dictado  el  auto  (1). 

Art.  14.  Cuando  á  consecuencia  de 
un  auto  de  secuestro  dictado  por  efecto 
de  la  presentación  de  una  demanda  de 
declararación  del  estado  de  quiebra  es- 
timare el  Tribunal  que  haya  dictado  este 
auto,  y  previa  petición  en  el  mismo  sen- 
tido, formulada  por  el  depositario  ofi- 
cial, por  un  acreedor  ó  cualquier  otra 
persona  interesada,  que  la  mayoría  de 
los  acreedores  en  número  y  en  cantidad 
tienen  su  residencia  en  Escocia  ó  en 
Irlanda,  y  que  en  razón  de  la  situación 
de  los  bienes  del  deudor  ó  por  cualquier 
otro  motivo  su  activo  habrá  de  distri- 
buirse entre  sus  acreedores  con  arre- 
glo a  la  ley  de  Deudores  insolventes  de 
Escocia  ó  de  Irlanda,  podrá,  después 
de  la  practica  de  la  información  que 
juzgue  necesaria,  anular  el  auto  de  se- 
cuestro dictado  y  suspender  todo  pro- 
cedimiento. 

CAPÍTULO  III 

De?  las  operaciones  ulteriores  al  auto  de 
secuestro 

Art.  15.— §  1."  Tan  pronto  como  sea 
posible,  después  de  dictado  el  auto  de 
secuestro  contra  un  deudor,  deberá  ce- 
lebrarse una  junta  general  de  sus  acree- 

(1)  Además  da  esta  publicaciSn,  el  Escribano 
(veffüurar)  deberá  dar  inmediatamente  traslado 
del  auto  al  depositario  oficial  y  al  Consejo  de  Co- 
mercio (Board  o[  Trade). — Véanse  Loa  artículos 
118  y  183  del  Reglamento. 
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dores  (1).  Esta  junta  tendrá  por  objeto 
examinar  si  procede  ó  no  aceptar  una 
proposición  ó  proyecto  de  quita  (eom- 
position)  ó  espera  {arrangement),  ó  si 
conviene  mas  á  los  intereses  comunes 
la  declaración  del  estado  de  quiebra  (2), 
asi  como  acordar  lo  que  haya  de  hacer- 
se del  activo  del  deudor. 

g  2."  En  cuanto  á  la  forma  de  la 
convocatoria  y  modo  de  proceder  en  la 
primera  junta  de  acreedores,  asi  como 
en  las  siguientes,  se  observarán  las  re- 
glas sancionadas  en  el  anexo  primero 
que  acompaña  á  la  presente  ley  (3). 

Art.  16.— §  1."  El  deudor,  con  res- 
pecto al  que  se  hubiere  dictado  un  auto 
de  secuestro,  deberá  dirigir  y  someter 
al  depositario  oficial  una  Memoria  del 
estado  de  sus  negocios  en  la  forma 
proscripta  por  la  ley.  Esta  Memoria, 
apoyada  por  una  declaración  jurada, 
deberá  mencionar  detalladamente  todo 
lo  referente  al  activo  y  pasivo  del  deu- 
dor, los  nombres,  lugares  en  que  resi- 
dan y  profesión  de  sus  acreedores,  las 
garantías  obtenidas  por  cada  uno  de 
ellos  y  su  fecha;  asimismo  deberán  in- 
sertarse en  ella  todas  las  indicaciones 
que  exija  el  depositario  oficial,  por  es- 
timarlas convenientes. 

§  2."  Esta  Memoria  del  estado  de  los 
negocios  del  deudor  deberá  presentar- 
se al  depositario  oficial  dentro  de  los 
plazos  siguientes: 

De  los  tres  dias  siguientes  al  pronun- 
ciamiento del  auto  de  secuestro,  si 
se  hubiere  efectuado  á  instancia  del 
deudor; 

De  siete  dias,  contados  de  la  misma 

(1)  Designada  en  la  presente  ley  con  el  nom- 
bre do  «primera  junta  de  acreedores!. 

(2)  Véanse  los  artículos  23  de  esta  ley,  y  190 
y  191  del  Reglamento  general, 

(3)  Véase  al  final  de  la  misma. 


fecha,  si  el  auto  se  hubiere  dictado  á 
petición  de  uno  ó  varios  acreedores; 

Estos  plazos  serán  prorrogables  por 
el  Tribunal  cuando  concurrieren  justas 
causas  para  ello. 

§  3."  Si  el  deudor  contraviniere,  sin 
justa  causa,  á  lo  prevenido  en  el  pre- 
sente articulo,  podrá  el  Tribunal  com- 
petente, á  instancia  del  depositario  ofi- 
cial ó  de  cualquier  acreedor,  declararle 
en  estado  de  quiebra  (1). 

%  4."  Cualquier  persona  que  declare 
por  escrito  ser  acreedora  del  quebrado, 
podrá,  por  st  ó  por  medio  de  represen- 
tante, examinar  en  todo  tiempo  la  Me- 
moria presentada  en  virtud  de  lo  preve- 
nido en  el  presente  articulo  y  sacar  ce-' 
pia  de  ella  si  asi  lo  deseare.  La  perso- 
na que  fraudulentamente  declarare  ser 
acreedor  con  objeto  de  enterarse  del 
estado  de  los  negocios  del  quebrado, 
será  culpable  de  ultraje  al  Tribunal  res- 
pectivo (Contemp  o/Court)  y  castigado 
con  arreglo  á  la  ley,  previa  querella  del 
Sindico  ó  del  depositario  oficial  (2). 

CAPÍTULO  IV 

Del  interrogatorio  público  del  deudor 

Art.  17.— §  1.°  Cuando  el  Tribunal 
dictare  un  auto  de  secuestro,  deberá 
celebrar  una  vista  pública  en  el  dfa  fija- 
do previamente  para  proceder  al  inte- 
rrogatorio del  deudor;  éste  habrá  de 
concurrir  personalmente  y  se  le  interro- 
gará acerca  de  su  conducta,  del  estado 
de  sus  negocios  y  de  su  activo. 

g  2."    A  este   interrogatorio  deberá 

(1)  Véase  el  art.  11  delaleyde  9  de  Agosto 
de  1869  (92  y  83  Victoria,  cap.  63),  inserta  más 
adelante. 

(2)  Ídem  id.  8.°,  párrafo  1.*,  de  la  ley  de  18 
de  Agosto  de  1890  (Apéndice  número  2.*) 
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tancia  de  cualquier  persona  interesa- 
da. Todo  acto  de  desobediencia  á  la  de- 
cisión judicial  indicada,  se  reputará  ul- 
traje al  Tribunal. 

§  11.  En  delecto  de  pago  de  uno  de 
'os  plazos  debidos  en  virtud  del  conve- 
nio de  quita  ó  espera,  asi  como  en  el 
caso  de  que  el  Tribunal  estimare,  se- 
gún las  pruebas  producidas,  que  el  con- 
venio de  quita  6  espera  no  puede,  en 
virtud  de  dificultades  legales  o  de  cual- 
quiera otra  causa  bastante,  ejecutarse 
sin  notoria  injusticia,  ó  sin  imponer 
plazos  exagerados  a  los  acreedores  ó 
al  deudor,  ó  cuando  la. aprobación  del 
Tribunal  se  hubiere  obtenido  con  ayu- 
da de  maniobras  fraudulentas,  podrá 
éste,  si  lo  juzgare  conveniente,  á  ins- 
tancia de  un  acreedor,  declarar  al  deu- 
dor en  estado  de  quiebra  y  anular  el 
convenio  de  quita  ó  espera  (1).  Esta 
anulación  no  podrá  afectar  a  la  validez 
de  las  ventas,  enajenaciones  ó  pagos 
realizados  legítimamente  ó  cualquiera 
actos  celebrados  legítimamente  con 
arreglo  al  convenio  y  en  ejecución  de 
sus  disposiciones.  Cuando  un  deudor 
fuere  declarado  en  estado  de  quiebra, 
en  virtud  de  lo  establecido  en  el  pre- 
sente párrafo,  toda  deuda  susceptible 
de  probarse  por  otros  medios  y  que 
haya  sido  contraída  antes  de  la  decla- 
ración de  quiebra,  podrá  admitirse  &  la 
masa  (2). 

8 12.  Si,  sea  en  virtud  del  convenio 
de  quita  ó  espera,  sea  en  ejecución  de 
sus  disposiciones,  se  nombrare  un  Ad- 
ministrador (íreustee)  para  los  bienes 
del  deudor  ó  para  la  gestión  de  sus  ne- 
gocios, serán  aplicables  las  disposicio- 


(1)    Consúltase  el  art.  312  dal  Reglamento. 
(2J    Véase  el  párrafo  15  del  articulo  3.*  de 
lej  de  18  de  Agosto  de  1890. 


nes  del  titulo  V  de  la  presente  ley  (1), 
como  si  se  tratare  de  un  Sindico  (íreus- 
tee in  a  bankruptey).  Los  términos 
«quiebra»,  «quebrado»  y  «declaración 
del  estado  de  quiebra»  (order  o/adjudi- 
catión)  se  entenderán  como  compren- 
sivos del  convenio  de  quita  ó  espera 
del  deudor  que  hubiere  conseguido 
quita  ó  espera,  y  de  la  sentencia  de 
aprobación  del  convenio,  respectiva- 
mente. 

§  13.  Las  disposiciones  del  titulo  III 
de  la  presente  ley  (2)  serán  aplicables 
al  convenio  de  quita  ó  espera,  en  la 
medida  que  los  términos  del  mismo  lo 
consientan.  Las  palabras  «Administra- 
dor», «quiebra»,  «quebrado»  y  «declara- 
ción del  estada  de  quiebra»  recibirán  la 
interpretación  indicada  en  el  párrafo  12 
de  este  articulo. 

§14.  El  Tribunal  no  deberá  en  nin- 
gún caso  conceder  su  aprobación  al 
convenio  de  quita  ó  espera  si  no  se 
atendiera  en  él  al  pago  preferente  de 
todas  las  deudas  y  créditos  privilegia- 
dos ó  que  tengan  prelación  en  caso  de 
reparto  de  dividendos  (3). 

§  15.  La  aceptación  por  un  acreedor 
del  convenio  de  quita  ó  espera  no  libe- 
rará á  las  personas  que  en  virtud  de  la 
presente  ley  no  quedarían  liberadas  en 
caso  de  declaración  del  estado  de  quie- 
bra del  deudor  (4). 

Art.  19.  No  obstante  el  voto  de  los 
acredores  y  la  aprobación  judicial,  el 
convenio  de  quita  ó  espera  no  será 
obligatorio  para  los  acreedores  relati- 
vamente á  las  deudas  y  obligaciones  de 


(1)  Véanse  los  artículos  12  y  siguientes. 

(2)  ídem  Id.  31  y  siguientes. 

(3)  ídem  Id.  40  y  41. 

(4)  ídem  del  art.  30,  párrafo  4.*,  de  asta  lej 
yelart.2.*,  párrafos  %°  j  11,  de  la  de  18  de 
Agosto  de  1890. 
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quita  ó  espera  celebrado  antes  de  la 
declaración  del  estado  de  quiebra  (1),  y 
uno  y  otro  convenio  producirán  los 
mismos  efectos. 

§  2.a  Si  el  Tribunal  competente  en 
materia  de  quiebra  aprobare  el  conve- 
nio, podrá  anular  la  declaración  de 
quiebra  y  disponer  que  los  bienes  del 
quebrado  se  le  restituyan  ó  se  entre- 
guen á  la  persona  que  él  mismo  desig- 
ne. Esta  resolución  del  Tribunal  podra 
subordinarse,  en  su  ejecución,  á  las 
condiciones  y  reservas  que  el  mismo 
estime  conveniente  señalar. 

§  3.°  En  defecto  de  pago  de  uno  de 
los  plazos  debidos  en  virtud  de  lo  esti- 
pulado en  el  convenio  de  quita  ó  espe- 
ra, asi  como  en  el  caso  de  que  el  Tri- 
bunal estimare  en  vista  de  las  pruebas 
producidas  que  el  convenio  de  quita  ó 
espera  no  pue<ie,  en  virtud  de  dificulta- 
des legales  ó  de  cualquiera  otra  causa 
bastante,  llevarse  á  ejecución,  sin  noto- 
ria injusticia  ó  sin  imponer  plazos  exa- 
gerados á  los  acreedores  ó  al  deudor,  ó 
cuando  la  aprobación  del  Tribunal  se 
hubiere  obtenido  con  ayuda  de  ma- 
niobras fraudulentas,  podra  éste,  si  lo 
juzgare  conveniente,  a  instancia  de 
uno  de  los  acreedores,  declarar  al  deu- 
dor en  estado  de  quiebra  y  anular  el 
convenio  de  quita  ó  espera.  Esta  anu- 
lación no  podrá  afectar  &  la  validez  de 
las  rentas,  enagenaciones  ó  pagos  rea- 
lizados legítimamente  ó  cualesquiera 
actos  legítimamente  celebrados  con 
arreglo  á  lo  estipulado  en  el  convenio 
y  en  ejecución  de  sus  disposiciones. 
Cuando  un  deudor  fuere  declarado  en 
estado  de  quiebra  en  virtud  de  lo  esta- 
blecido en  el  presente  párrafo,  toda 
deuda  susceptible  de  probarse  por  otros 
medios  y  que  haya  sido  contraída  añ- 


il)   Véaaeelarl.  18deeE 


Uay. 


tes  de  la  declaración  de  quiebra,  podrá 
admitirse  á  la  masa  (l): 


De  la  vigilancia  de  la  persona  y  bienes 
del  deudor 

Art.  24.— §1."  Todo  deudor  contra  el 
que  se  hubiere  dictado  un  auto  de  se- 
cuestro, estará  obligado  &  asistir  á  la 
primera  junta  de  acreedores  (2),  áme- 
nos que  se  encuentre  imposibilitado 
para  efectuarlo  por  efecto  de  enferme- 
dad ú  otra  justa  causa;  en  ella  deberá 
responder  al  interrogatorio  que  se  le 
dirija  y  suministrar  cuantos  datos  y 
noticias  se  le  exijan  por  aquéllos  (3). 

§  2.°  Et  deudor  que  se  encontrare  en 
las  condiciones  señaladas  en  el  párra- 
fo anterior,  deberá  formar  un  inventa- 
rio de  sus  bienes,  una  relación  de  sus 
acreedores  y  deudores,  del  importe  de 
sus  créditos  y  de  sus  deudas,  y  estará 
obligado,  además,  á  someterse  á  cual- 
quier interrogatorio  que  acerca  de  sus 
bienes  se  le  proponga,  á  asistir  &  todas 
las  juntas  de  acreedores  que  se  cele- 
bren, á  comparecer  ante  el  depositario 
ú  oficial,  ante  el  administrador  espe- 
cial ó  ante  el  Sindico,  siempre  que  fue- 
re necesario,  á  otorgar  y  suscribir  cuan- 
tos documentos  fueren  indispensables 
con  relación  á  sus  bienes  y  á  la  distri- 
bución del  importe  de  la  venta  de  éstos 
entre  sus  acreedores.  Acerca  de  este 
particular,  deberá  conformar  su  con- 
ducta &  las  disposiciones  del  depo- 
sitario oficial,  del  administrador  es- 
pecial y  del  Sindico,  asi  como  á  las 

{1}  Véase  el  art  fl.'  de  la  ley  de  16  de  Agosta 
de  1890.  (Apéndice  número  2.*) 

(2)  ídem  el  aaeio  I  i  esta  ley. 

(3)  Consúltese  e!  art.  8*9  del  Reglamenta. 
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sa,  dejare  el  deudor  de  asistir  al  inte- 
rrogatorio dispuesto  por  el  Tribunal 
competente  (1);  sin  embargo,  no  será 
válido  ningún  mandamiento  de  arresto 
dictado  á  consecuencia  de  un  procedi- 
miento de  quiebra,  á  menos  que  el  deu- 
dor haya  recibido  previamente  la  noti- 
ficación correspondiente  ó  lo  más  tarde 
al  tiempo  de  efectuarse  su  detención. 

§  2.°  Las  disposiciones  de  la  presen- 
te ley  referentes  á  les  beneficios  obte- 
nidos en  fraude  de  los  acreedores,  se- 
rán igualmente  aplicables  á  los  pagos 
hechos,  á  las  transacciones  celebradas 
y  a  las  garantías  prestadas  por  un  deu- 
dor después  de  su  arresto  efectuado  en 
los  casos  y  con  los  requisitos  enuncia- 
dos en  el  presente  artículo  (2). 

Art.  20.  Cuando  se  hubiere  dictado 
contra  el  deudor  un  auto  de  secuestro, 
el  Tribunal  competente,  á  instancia  del 
depositario  oficial  ó  del  Sindico,  podrá 
ordenar,  en  cualquier  tiempo  y  por  un 
plazo  que  no  exceda  de  tres  meses,  que 
la  correspondencia  postal  y  telegráfica 
del  deudor  se  devuelvan,  envíen  ó  en- 
treguen por  el  Director  general  de  Co- 
rreos (Poatmaater  general)  ó  los  emplea- 
dos á  sus  órdenes,  al  depositario  oficial 
ó  al  Sindico  ó  á  la  dirección  que  el  Tri- 
bunal señale,  según  los  casos.  El  Di- 
rector general  de  Correos  y  los  emplea- 
dos colocados  á  sus  órdenes  inmedia- 
tas, deberán  acatar  y  cumplir  la  orden 
del  Tribunal. 

Art.  27.— §  1."  El  Tribunal  podrá,  á 
instancia  del  depositario  oficial  ó  del 
Síndico  (3),  en  cualquier  época,  una  vez 
dictado  el  auto  de  secuestro,  obligará 


[  I)     Véase  el  art.  11  da  sata  ley. 
{2]    Véase  el  art  1.*  de  ta  ley  de  IR  Agosto 
IBM.—  (Apéndice  número  9.*) 
{3}    Hecha  por  escrito  y  motivada  (art.  18  del 

Rugíame  uto). 


comparecer  al  deudor  ó  á  su  esposa  ó 
cualquier  otra  persona  que  se  presuma 
que  tiene  en  su  poder  bienes  pertene- 
cientes á  aquél,  ó  que  puede  ser  deudo- 
ra del  mismo,  así  como  á  cualquier  per- 
sona que  el  Tribunal  considere  capaz 
de  suministrar  datos  ó  noticias  acerca 
del  deudor,  de  sus  bienes  ó  de  sus  ne- 
gocios, requiriéndoles  al  mismo  tiempo 
para  que  presenten  todos  los  documen- 
tos confiados  á  su  custodia  ó  que  por 
otra  causa  cualquiera  se  encuentren  en 
su  poder  y  digan  referencia  al  deudor, 
á  sus  negocios  ó  á  sus  bienes  (1). 

§  2.a  Si  la  persona  á  quien  se  hubie- 
re dirigido  una  citación  de  esta  clase  y 
ofrecido  una  indemnización  razonable 
rehusare  presentarse  á  declarar  ó  no 
produjere  los  documentos  indicados, 
sin  tener  para  ello  una  justa  causa 
puesta  en  conocimiento  del  Tribunal 
con  la  debida  antelación  y  declarado 
suficiente,  por  éste,  podrá  decretarse  su 
detención  y  conducción,  ante  el  Tribu- 
nal para  ser  interrogado. 

§  3.°  El  Tribunal  competente  podrá 
proceder,  después  de  la  prestación 
del  juramento,  al  interrogatorio  oral  ó 
escrito  de  esta  persona  asi  conducida 
ante  él.  Las  preguntas  que  se  formulen 
deberán  ser  referentes  al  deudor,  á  sus 
negocios  ó  &  sus  bienes. 

§  4.a  Sí  una  persona,  durante  la  prác- 
tica del  interrogatorio,  reconociere  que 
tiene  una  deuda  á  favor  del  deudor,  po- 
drá el  Tribunal,  á  petición  del  deposi- 
tario oficial  ó  del  Síndico,  ordenarle 
que  proceda  al  pago  en  manos  del  de- 
positario oficial  ó  del  Sindico  en  el  tiem- 
po, forma  y  lugar  que  se  estime  proce- 
dente, del  total  ó  de  una  parte  de  la 
deuda  que  acaba  de  reconocer  en  jui- 


art.  8.*,  párrafo  Ifl,  de  la  ley  de  18 

Agosto  de  1890.— [Apéndice  número  2.") 


(I) 
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de  entorpecer  la  marcha  del  procedi- 
miento legítimamente  entablado  con- 
tra él; 

J)  El  haber,  en  los  tres  meses  que 
han  precedido  á  la  fecha  de!  aiito  de  se- 
cuestro, concedido  un  derecho  ilegiti- 
mo de  preferencia  a  uno  de  sus  acree- 
dores, no  pudiendo  pagar  Jas  deudas  ¿ 
medida  de  su  vencimiento; 

p)  El  haber  sido  anteriormente  de- 
clarado en  quiebra  ó  haber  celebrado 
con  sus  acreedores  convenio  de  quita  ó 
espera  (1); 

-  A)  El  ser  culpable  de  fraude  ó  abuso 
de  confianza  (Jraudulent  breach  o/ 
trust). 

§  4."  Para  la  aplicación  de  las  dis- 
posiciones de  este  articulo  el  informe 
del  depositario  oficial  constituirá  prue- 
ba á  prima  faeie  de  los  hechos  que 
enuncie  (2). 

§  5.°  La  fecha  fijada  por  el  Tribu- 
nal para  la  vista  del  incidente  de  libe- 
ración se  publicará  por  medio  de  edic- 
tos, y  se  remitirá  con  quince  días  de 
anticipación  un  aviso  á  cada  uno  de 
ios  acreedores  que  hubieren  demostra- 
do en  autos  la  certeza  de  su  crédito.  El 
Tribunal  podrá  oír  al  depositario  ofi- 
cial, al  Sindico  y  á  todos  los  acreedores 
que  se  presenten,  asi  como  dirigir  al 
deudor  las  preguntas  que  estime  con- 
venientes, y  admitir  ó  rechazar  las 
pruebas  que  juzgue  procedentes  (3). 

§  6."  El  Tribunal  podrá,  á  titulo  de 
condición  mencionada  en  el  presente 
articulo,  exigir  del  quebrado  que  pres- 
te su  consentimiento  para  que  se  dicte 
contra  él  una  sentencia  y  6  favor  del 


(1)  Víase  la  ley  de  convenios  privados  da  lg 
de  Setiembre  de  1881,  art.  16.  (Apéndice  núm.  1.*) 

(2)  ídem  el  art.  48. 

(3}    Consúltense  los  artículos  235  a  344  del  Re- 
glamento. 


depositario  oficial  ó  del  Sindico  por  el 
importe  de  las  deudas  admisibles  á  la 
quiebra  y  no  satisfechas  en  la  época  de 
la  liberación;  pero  en  este  caso,  la  eje- 
cución de  la  sentencia  necesitará  la 
previa  autorización  del  Tribunal  res- 
pectivo para  llevarse  á  efecto;  esta  au- 
torización podrá  concederse  sobre  la 
base  de  la  prueba  de  que  el  quebrado  ha 
adquirido,  después  de  su  liberación, 
bienes  ó  rentas  que  pueden  servir  para 
pago  de  sus  deudas  (1). 

g  7."  El  quebrado  que  hubiere  obte- 
nido su  liberación,  deberá,  no  obstante 
ella,  prestar  al  Sindico  la  asistencia  que 
éste  le  reclamare  para  la  realización 
de  los  bienes  que  le  hubieren  sido  con- 
fiados y  para  la  distribución  del  impor- 
te de  la  venta  entre  los  acreedores.  Si 
el  deudor  contraviniere  á  esta  preven- 
ción, será  castigado  como  reo  de  ultra- 
je al  Tribunal.  El  Tribunal  podrá  tam- 
bién revocar  el  auto  de  liberación;  pero 
sin  que  con  ello  pueda  atacarse  á  la  va- 
lidez de  la  venta,  actos  de  disposición 
ó  pagos  efectuados  legítimamente  en  el 
tiempo  que  media  desde  el  pronuncia- 
miento del  auto  de  liberación  hasta  su 
revocación  (2). 

Art.  29.  El  Tribunal  podrá  negarse  á 
dictar  un  auto  de  liberación,  suspender 
la  ejecución  de  ésta,  ó  subordinarla  á 
determinadas  condiciones  ó  negar  su 
aprobación  aun  convenio  de  quitaóes- 
pera,  según  los  casos,  de  igual  modo 
que  si  el  deudor  hubiere  cometido  al- 
gún acto  constitutivo  de  fraude,  en  cada 
uno  de  los  siguientes  supuestos. 

§  I.*  Cuando  e!  deudor  hubiere  he- 
cho en  favor  de  su  matrimonio  y  antes 


(1)  Consúltese  el  art.  244  del  Reglamento. 

[2)  Véase  el  art.  8.*  de  la  ley  de  18  de    Agosta 
de  1890  (Apéndice  núm.  2.*) 
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Job  deudores  (Debíors  Ac()  (1).  Las  dis- 
posiciones de  esta  última  ley  serán  apli- 
cables a  las  acciones  y  procedimientos 
que  se  incoen  en  virtud  del  presente  ar- 
ticulo. 

TÍTULO  II 

DE  LA  CAPITI8  DIMINUCIÓN  DEL  QUEBRADO 

Art.  32,  El  deudor  declarado  en 
quiebra  quedará,  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  la  presente  ley,  incapacitado: 

a)  Para  sentarse  ó  votar  en  la  Cá- 
mara de  los  Lores  ó  en  una  comisión 
de  esta  Cámara,  y  para  después  de  ha- 
ber sido  elegido  Par  de  Escocia  ó  de 
Irlanda,  tomar  asiento  y  votar  en  la 
Cámara  de  los  Lores; 

b)  Para  ser  elegido,  para  sentarse  y 
para  votar  en  la  Cámara  de  los  Comu- 
nes ó  en  una  comisión  de  la  misma; 

c)  Para  ser  nombrado  Juez  de  paz 
(justiee  of  the  peace)  ú  obrar  con  este 
carácter; 

d)  Para  ser  elegido  6  desempeñar 
las  funciones  de  Alcalde,  Sindico,  Con- 
cejal, etc.; 

e)  Para  ser  elegido  para  un  cargo 
de  Beneficencia,  de  una  Junta  de  Sani- 
dad, de  una  Junta  de  Instrucción  pri- 
maria del  Estado,  de  una  Junta  parro- 
quial, etc. 

§  2.°  Las  incapacidades  que  pudie- 
ren pesar  sobre  el  quebrado,  en  virtud 
de  lo  establecido  en  el  presente  articu- 
lo, cesarán: 

a)  Cuando  se  anulare  la  declaración 
de  quiebra; 

b)  Cuando  obtuviere  el  quebrado 
del  Tribuna]  competente  un  auto  de  li- 


(1)  Véanse  loa  artículos  185  £  167  de  li  pre- 
sente ley  j  16  íi  23  de  la  de  Deudores  de  1869, 
inserta  en  el  lugar  correspondiente. 


beración  acompañado  de  una  certifica- 
ción en  que  se  acredite  que  la  quiebra 
provino  de  adversidades  inevitables,  y 
sin  que  pueda  atribuirse  á  su  mala  con- 
ducta. El  Tribunal  podrá  conceder  ó 
negar  la  expedición  de  dicha  certifica- 
ción, según  su  prudente  arbitrio;  la  de- 
cisión en  que  se  negare  será  apela- 
ble (1). 

§  3."  Las  incapacidades  enumera- 
das en  el  presente  articulo  serán  exten- 
sivas á  todo  el  Reino  Unido  de  la  Gran 
Bretaña  (2). 

Art.  33.— §  l.D  Si  un  individuo  de  la 
Cámara  de  los  Comunes  fuere  declara- 
do en  estado  de  quiebra,  y  si  las  inca- 
pacidades en  que  pudiere  haber  incu- 
rrido en  virtud  de  lo  establecido  en  la 
presente  ley  no  hubieren  cesado  en  el 
término  de  seis  meses,  contados  desde 
la  fecha  de  la  declaración  del  estado  de 
quiebra,  el  Tribunal  competente,  tan 
luego  como  espire  este  plazo,  pondrá 
en  conocimiento  del  Presidente  de  di- 
cha Cámara  la  declaración  de  quiebra 
pronunciada  contra  el  individuo  de  que 
se  trate.  Desde  este  momento  se  repu- 
tará vacante  el  sitio  ocupado  en  la  Cá- 
mara por  el  quebrado. 

§  2.°  y  g  3."  Cuando  el  asiento  de  un 
individuo  de  la  Cámara  de  los  Comu- 
nes resultare  vacante  en  virtui  de  lo 
previsto  en  el  párrafo  1."  del  presente 
articulo,  se  procederá  á  nueva  elección 
en  el  tiempo,  forma  y  con  los  requisitos 
que  los  párrafos  2.°  y  3.°  del  mismo 
enumeran. 

Art.  34.  Si  una  persona  fuere  decla- 
rada en  quiebra  durante  el  tiempo  en 
que  estuviere  desempeñando  las  fun- 
ciones de  Alcalde,  Sindico,  Concejal, 
etcétera,  de  un  cargo  de  Beneficencia, 

(1)  Véase  el  art.  104  do  esta  ley. 

(2)  Ídem  íd.  3.*  de  esta  ley. 
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miento  al  tiempo  en  que  se  dicte  el  auto 
de  secuestro,  ó  a  cuya  ejecución  pudie- 
re compelérsele  antes  de  la  liberación, 
en  virtud  de  un  contrato  de  fecha  ante- 
rior á  ésta,  son  susceptibles  de  ser  ad- 
mitidas en  la  quiebra. 

§4.°  El  Sindico  deberá  proceder  á 
una  estimación  de  todas  las  deudas  y 
obligaciones  susceptibles  de  ser  admi- 
tidas en  la  quiebra,  que  en  virtud  de  la 
condición  ó  de  las  condiciones  ¿que  se 
halle  subordinado  su  cumplimiento,  ó 
bien  por  cualquiera  otra  causa,  no  ten- 
gan un  valor  cierto  y  determinado. 

¡J  5.a  La  persona  que  resultare  le- 
sionada en  sus  derechos  por  dicha  es- 
timación, podra  recurrir  en  apelación 
ante  el  Tribunal  competente  en  mate- 
ria de  quiebra. 

§6J?  Si  el  Tribuna]  estimare  que  la 
deuda  ü  obligación  no  ha  sido  estima- 
da exacta  y  justamente,  lo  declarará 
asi,  y,  por  tanto,  se  reputará  dicha 
deuda  ú  obligación  como  no  suscepti- 
ble de  ser  admitida  á  la  quiebra. 

g7.°  Si, ajuicio  del  Tribunal  com- 
petente, el  valor  de  la  deuda  ó  de  la 
obligación  pudiere  estimarse  de  una 
manera  exacta,  dispondrá  que  se  de- 
termine ante  él,  sin  intervención  de  ju- 
rados, y  que  se  produzcan  cuantas  in- 
dicaciones conceptúe  necesarias  para 
este  objeto.  La  deuda  ú  obligación  de 
que  se  trate  será  admisible  á  la  quiebra 
por  el  importe  determinado  del  modo 
que  se  indica  en  el  presente  párrafo. 

§  8  °  La  palabra  «obligación»  debe 
comprender,  en  los  casos  en  que  se  re- 
quiera la  aplicación  de  la  presente  ley, 
toda  remuneración  por  obras  ó  traba- 
jos ejecutados,  toda  obligación  exis- 
tente ó  eventual  de  pagar  una  cantidad 
de  dinero  metálico  ó  su  equivalente,  en 
razón  de  la  falta  de  cumplimiento  de 
otra  obligación  expresad  implícitamen- 


te contraída  al  tiempo  de  lacelebraciún 
de  un  contrato,  de  un  pacto  verbal  ú 
mediando  documento  privado;  esta  pa- 
labra comprenderá  además  toda  obli- 
gación'ex  presa  ó  tácita,  todo  convenio 
ó  compromiso  personal  de  pagar  una 
suma  de  dinero  ó  su  equivalente,  ó  que 
pueda  reducirse  á  este  resultado,  trá- 
tese de  cantidades  liquidas  6  ilíquidas, 
debidas  pura  y  simplemente  ó  bajo 
condición  ó  término,  y  cuyo  importe 
pueda  estimarse  de  una  manera  exacta 
ó  solamente  aproximada. 

Art.  38.  Cuando  existieren  deudas  y 
créditos  recíprocos  6  bien  relaciones 
reciprocas  de  negocios  entre  el  deudor 
contra  quien  se  haya  dictado  el  auto  de 
secuestro  y  otra  persona  que  trate  ó 
haya  conseguido  que  se  admita  á  la 
quiebra  un  crédito  suyo,  procederá  la 
compensación  judicial  de  estas  obliga- 
ciones; pudiendo  el  excedente  (y  nada 
más)  reclamarse  ó  pagarse  por  una  ü 
otra  parte;  no  obstante,  una  persona  no 
podrá  reclamar,  en  virtud  de  la  presen- 
te disposición,  el  beneficio  de  la  com- 
pensación en  contra  del  deudor,  si  al 
tiempo  en  que  hubiere  abierto  crédito 
al  mismo  tuviere  conocimiento  de  al- 
gún hecho  ó  acto  susceptible  de  entra- 
ñar quiebra  cometida  por  él,  y  del  cual 
pueda  prevalerse  en  contra  suya  (1). 

Art.  39.  En  lo  referente  al  modo  de 
practicar  la  prueba  de  los  créditos,  el 
derecho  de  producirla  que  asiste  á  los 
acreedores  que  tengan  garantía  y  los 
quirografarios,  á  la  admisión  ó  no  ad- 
misión de  las  pruebas  propuestas  y  á 
las  demás  materias  que  constituyen  el 
contenido  del  anexo  II  que  acompañaá 


(1)  TéaM  SilUllh.— Ctiut  d'une  thiarie  ¡é- 
nirsle  da  t'obligttión  íi'apréi  I*  proj'eí  de  Cade 
Civil  íllemand.  París,  1860,  página  DO. 
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la  presente  ley,  el  cmb 
cosa  mueble  se  reputará  c 
te  efectuado,  una  vez  que 
posesión  de  é! ,  con  los  req 
les  y  procedido,  de  igua 
venta,  y  el  de  una  cosa  ini 
do  se  ha  tomado  posesiói 
el  caso  de  que  se  trate  de 
reconocido  por  equidad,  i 
positare  judicialmente. 

Art.  46.— §1.°  Cuando 
deudor  fueren  objeto  de 
miento  ejecutivo,  y  ántet 
se  notificare  al  ugier  el  pn 
to  de  ma  dato  de  secues 
deudor,  deberá  aquél  entr 
requerido  para  ello,  los  t 
gados  al  depositario  oHcíe 
tas  del  embargo  gravan 
de  este  modo  entregados 
rio;  el  depositario  oficial 
co  podrán  vender  una  pai 
mos  para  el  pago  de  las 
sadas. 

§  2."  Cuando  los  bien 
dor  se  vendieren  después 
go  practicado  en  ejecuciú 
tencia  condenatoria  al 
cantidad  superior  á  20  ! 
ñas  (3),  deberá  el  ugier  dt 
tas  del  embargo  del  preci 
y  conservar  en  su  podei 
durante  quince  dias.  Si 
se  le  notificare  la  presen  1 
demanda  de  declaración 
quiebra  por  ó  contra  el  de 
fuere  por  efecto  de  ella 
dicho  estado,  deberá  el  u 
excedente  indicado  al  £ 
podrá  retenerlo  aun  cont 
ejecutante;  pero  en  cualq 


(I]     Véame  los  artículos  BBj 

(2)  Véas«  la  nota  anterior. 

(3)  500  peseta»  prixii 
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conceder  efectos  &  los  actos  celebrados 
por  el  Sindico  con  el  carácter  de  ad- 
ministrador. 

g  3."  Si  entre  los  bienes  del  quebra- 
do existieren  valores  mobiliarios,  par- 
ticipaciones en  un  buque,  acciones  ú 
otros  bienes  que  puedan  ser  objeto  de 
una  transferencia  por  medio  de  los  re- 
gistros de  una-sociedad,  de  una  admi- 
nistración ó  de  una  persona  cualquiera, 
corresponderá  al  Sindico  el  ejercicio 
de  esta  facu'tad,  de  igual  modo  que  al 
quebrado  antes  de  la  declaración  del 
estado  de  quiebra. 

§  4."  Cuando  entre  ios  bienes  del 
quebrado  existiere  algún  eopyhold  ó 
euatomary  tenure  (1)  ú  otros  bienes  aná- 
logos cuya  transmisión  suponga  una 
retrocesión  y  una  toma  de  posesión,  no 
estará  obligado  el  Sindico  á  tomar  po- 
sesión de  ellos  personalmente;  pero  po- 
drá, no  obstante,  destinarlos  á  todos 
los  usos  que  conceptúe  conveniente, 
como  podría  hacerlo  si  hubiere  tomado 
posesión  de  ellos  personalmente  y  no 
otra  persona  en  bu  nombre  y  represen- 
tación. 

§  5.a  Cuando  entre  los  bienes  del 
quebrado  existieren  cosas  incorpora- 
les, se  reputará  al  Sindico  en  posesión 
de  ellas  (2). 

§  6.°  Todo  cajero  ó  empleado  seme- 
jante, todo  banquero  ó  mandatario  del 
quebrado,  deberá  entregar  y  pagar  al 
Sindicólas  especies  y  valores  que  se 
encontraren  en  su  poder  y  que  no  esté 
autorizado  legalmente  para  retener 
contraía  voluntad  del  quebrado  ó  del 
Sindico.  Estas  personas  serán  culpa- 

(1)  Especies  de  censo»  cuyo  verdadero  con- 
cepto puede  consallarse  ea  Luir,  Elementa  da 
droil  ciuil  aisláis,  páginas  212  y  aig-uientas,  y 
O-lassun,  Histoir*  du  droit  eí  dea  ¡rulUutiOns  de 
I'Anglaterre,  tomo  VI,  páginas  321  y  siguientes.. 

(2)  Víanse  loa  artículos  5"  y  83  da  esta  ley. 


bles,  en  otro  caso,  de  ultraje  al  Tribu- 
nal y  castigadas  con  arreglo  á  Derecho, 
previa  instancia  del  Sindico. 

Art.  51.  Toda  persona  que  obre  en 
virtud  de  una  orden  del  Tribunal  com- 
petente podrá  embargar  una  porción 
del  activo  del  quebrado,  que  se  encuen- 
tre en  poder  de  éste,  ó  en  la  posesión  de 
otra  persona  cualquiera.  A  fin  de  prac- 
ticarse este  embargo,  dicha  persona  po- 
drá penetrar  en  cualquier  casa-habita- 
ción, construcción  ó  edificio  pertene- 
ciente al  quebrado,  en  que  se  presuma 
que  existe  ó  ha  colocado  todo  ó  parte 
de  sus  bienes.  Cuando  el  Tribunal  esti- 
mare que  hay  motivos  suficientemente 
racionales  para  creer  que  los  bienes  del 
quebrado  han  sido  ocultados  en  una 
casa  ó  edificio  no  perteneciente  á  él, 
podrá  decretar,  por  medio  de  auto  mo- 
tivado, la  entrada  y  registro  en  este  lu- 
gar, comisionando  para  efectuarlo,  á 
un  auxiliar  del  Tribunal  ó  á  un  fun- 
cionario de  policía. 

Art.  52.  Este  articulo  trata  del  caso 
en  que  el  quebrado  es  un  individuo  del 
clero,  titular  de  un  beneficio  eclesiásti- 
co y  determinados  efectos  legales  de  la 
quiebra  en  cuanto  á  las  rentas  del  be- 
neficio. 

Art.  53.— §  1.a  Cuando  el  quebrado 
fuere  un  Oficial  del  ejército  ó  de  la  ar- 
mada, un  Oficial  ó  funcionario  de  la 
Corona  ó  una  persona  empleada  bajo 
cualquier  concepto  en  el  servicio  civil 
de  la  misma,  recibirá  el  Sindico,  para 
su  distribución  entre  los  acreedores,  la 
porción  del  sueldo  ó  salario  que  el  Tri- 
bunal de  justicia  declare,  á  instancia 
del  mismo  Sindico  y  con  el  consenti- 
miento del  Jefe  del  departamento  de 
que  dependa  el  funcionario  de  que  se 
trate.  Antes  de  dictar  una  decisión,  en 
virtud  de  lo  establecido  en  el  presente 
articulo,  deberá  el  Tribunal  (acuitar  al 
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eión  personal  referente  á  dichos 
nes,  4  contar  desde  la  fecha  en  qu 
hubieren  sido  transmitidos;  pero  k 
nuncia  de  la  propiedad  no  afectar 
los  derechos  y  obligaciones  de  o 
personas,  salvo  en  la  medida  indisj 
sable  para  liberar  al  quebrado,  á 
bienes  y  al  Sindico  de  la  quiebra. 

§  3.°  El  Sindico  no  tendrá  facu 
para  renunciar  á  la  merced  de 
arrendamiento,  sin  haber  obtenido 
via  autorización  del  Tribunal  que  e 
viere  conociendo  de  la  quiebra,  si 
en  casos  que  se  determinen  en  el 
glamento  que  habrá  de  dictarse  j 
la  ejecución  de  la  presente  ley  (1) 
Tribunal,  antes  de  conceder  ó  dene 
una  autorización  de  esta  clase,  pe 
disponer  que  se  ponga  en  conocim 
to  de  las  personas  interesadas,  fljai 
términos  y  condiciones  de  su  aut 
zación,  dictar  providencias  especi 
con  respecto  á  los  bienes  muebles 
locados  por  el  arrendatario  en  la  fli 
alas  mejoras  por  él  introducidas 
todas  las  demás  cuestiones  que  pu 
ren  suscitarse. 

§  4.°    El  Sindico  no  tendrá  facults 


(1)  La  renuncia  sin  autoriíación  previo 
Tribunal  ae  admite  en  loa  casos  siguientes,  s 
pro  que  el  quebrado  no  hubiere  subarrenr 
cedido  su  derecha  ala  merced,  ni  constituida 
hipoteca  sobre  este  derecho: 

1.°  Cuando  la  merced  o  renta  sea  infer 
ao  libras  esterlinas; 

2*  Cuando  el  'activo  se  administrase  con  : 
trio  á  loa  disposiciones  del  ert.  !Ü1  de  la  1* 
18S3; 

3.*  Cuando  el  Síndico,  habiendo  notifica 
arrendatario  su  intención  de  rescindir  el  co 
to,  no  hubiere  contestado  a  éste  en  el  termii 
octavo  din  comunicándole  su  deseo  da  qi 
cuestión  se  someta  á  la  resolución  del  Tril 
competente.— (Art.  3S0  del  Reglamento.) 
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cutar  todos  ó  alguno  de  los  siguientes 
actos  (1): 

1."  Continuar  fos  negocios  del  que- 
brado, siempre  que  su  gestión  pueda 
resultar  necesaria  para  una  liquida- 
ción ventajosa  (2); 

2.°  Intentar  cualesquiera  acción  ó 
procedimiento  concerniente  al  activo 
del  quebrado  ó  ásuconservat..ón.(3); 

3.°  Recurrir  á  unprocurador  ó  agen- 
te de  negocios  para  seguir  un  procedi- 
miento ó  realizar  cualquier  operación 
autorizada  por  el  Consejo  de  vigilan- 
cia (4); 

4."  Aceptar,  á  titulo  de  equivalente 
de  una  cosa  vendida  perteneciente  al 
quebrado,  una  suma  de  dinero  pagade- 
ra a  plazos,  bajo  las  condiciones  fija- 
das por  el  Consejo  de  vigilancia,  espe- 
cialmente en  lo  que  se  refiere  á  las  ga- 
rantías del  adquirente  (5); 

5.a  Hipotecar  ó  dar  en  prenda  una 
parte  de  los  bienes  del  quebrado,  con 
objeto  de  procurarse  dinero  metálico 
para  atender  al  pago  de  deudas; 

6."  Someter  la  decisión  de  toda  con- 
troversia á  arbitros  y  transigir  acerca 
de  deudas,  reclamaciones,  obligaciones 
vencidas  ó  por  vencer,  puras  ó  condi- 
cionales, liquidas  ó  ilíquidas,  reales  ó 
impuestas; 

7."  Celebrar  transacciones  ó  arre- 
glos con  los  acreedores  ó  personas  que 
pretendan  serlo,  siempre  que  sean  ven- 
tajosas y  versen  acerca  de  crédilos  ad- 
misibles á  la  quiebra  en  todo  caso; 

8.°     Celebrar  transacciones  ó  arre- 


(1)  Véase  el  art.  23,  párrafo  9.*  de  eats  ley,  y 
consúltese  el  art.  837  del  Reglamento. 

(2)  Consúltense  los  artículos  SOR  y  886  i  28S 
del  Reglamento. 

(3}  Véanse  los  artículos  88  y  91  de  eata  ley. 
(*)  Véase  el  art.  13,  párrafo  8.*  ,de  esta  ley. 
(5)    ídem  fd.  56,  párrafo  1.* 


glos  con  los  acreedores,  siendo  venta- 
josos y  versando  acerca  de  reclama- 
ciones relativas  á  bienes  del  quebrado, 
hayanse  formulado  por  el  Sindico  ó 
contra  el  mismo; 

9."  Partir  en  naturaleza,  entre  los 
acreedores,  según  su  valor,  previa  ta- 
sación, todos  los  bienes  que  en  virtud  de 
su  especie  ó  de  cualesquiera  otra  cir- 
cunstancia particular  no  puedan  ena- 
genarse pronta  y  ventajosamente  (I).  La 
autorización  concedida  para  practicar 
cualquiera  de  los  actos  mencionados  en 
el  presente  articulo,  no  deberá  ser  una 
autorización  general  para  todos  ellos, 
sino  para  aquél  ó  aquéllos  para  que 
previamente  se  hubiere  solicitado. 

CAPÍTULO  V 

De  la  distribución  del  acuco 

Art.  58.— §  1.°  Una  vez  hecha  la  de- 
ducción de  las  cantidades  necesarias 
para  satisfacer  los  gastos  de  adminis- 
tración y  demás  legítimos,  deberá  el 
Sindico,  á  la  mayor  brevedad,  fijar  y 
repartir  los  dividendos  entre  los  acree- 
dores cuyos  créditos  hubieren  sido  re- 
conocidos en  forma  (2). 

§  2."  El  primer  dividendo,  si  exis 
tiere,  se  fijará  y  repartirá  dentro  de  los 
cuatro  meses  siguientes  á  la  primera 
junta  de  acreedores,  á  menos  que  pro- 
bare el  Sindico  al  Consejo  de  vigi- 
lancia que  existen  razones  suficientes 
para  aplazar  el  reparto. 

§  3."  Los  dividendos  siguientes  se 
determinarán  y  repartirán,  á  no  me- 
diar justas  causas  que  aconsejen  otra 


(1)  Mam  fd.  64  de  eata  ley. 

(2)  Consúltense  los  artículos  B32  á  2M  del  Ri- 


dby  Google 


Los  gastos  originados  por  estos  repar- 
tos deberán  soportarse  proporciona]- 


(1)  Véase  el  «rt.  40,  párrafo  3.*,  j  el  ane 
de  esta  ley  (art.  18).  Consúltese  ademas  e 
líenlo  128  del  Refríame  uto, 


riores,  si  bien  no  podrá  objetar  nada 
ni  oponerse  al  reparto  de  dividendos 
verificado  con  anterioridad  á  la  fecha 
de  la  admisión  de  su  crédito  á  la  quie- 
bra, bajo  el  pretexto  de  que  no  ha  teni- 
do participación  en  ellos. 
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Art.  69.  En  lo  que  concierne  á  la 
persona  del  deudor,  las  obligaciones 
del  depositario  oficial  son  las  siguien- 
tes: 

§  1.°  Deberá  examinar  la  conducta 
del  deudor  y  dirigir  al  Tribunal  de  jus- 
ticia competente  un  informe  acerca  de 
la  cuestión  de  determinar  si  existen 
fundamentos  bastantes  para  creer  que 
el  deudor  ha  cometido  un  delito  de  los 
que  entran  en  la  esfera  de  la  ley  de  Deu- 
dores de  1869  (Deofora  Acl)  (1),  de  una 
modificativa  de  ésta,  ó  de  la  presente, 
6  bien  un  delito  que  autorice  al  Tribu- 
nal para  negar,  suspender  ó  sujetar  & 
determinadas  condiciones  el  pronun- 
ciamiento de  un  auto  de  liberación  (2). 

§  2."  Presentar  al  Tribunal  de  justi- 
cia cuantos  informes  referentes  á  la 
conducta  observada  por  el  deudor  dis- 
pusiere el  Consejo  de  Comercio  (Board 
of  Trade). 

§  3.°  Tomar  parte,  en  la  forma  que 
el  Consejo  de  Comercio  (Board  of  Tra- 
de) le  señale,  en  el  interrogatorio  pu- 
blico del  deudor  (3). 

§  4.°  Tomar  parte,  en  la  forma  que 
el  Consejo  de  Comercio  (Board  of  Tra- 
de) le  señale,  y  prestar  su  concurso  en 
la  persecución  de  cualquier  deudor  que 
hubiere  cometido  actos  constitutivos 
defraude  (4), 

Art.  70.— §  1."  En  lo  que  concierne 
á  los  bienes  del  deudor,  tendrá  el  depo- 
sitario oficial  las  siguientes  obligacio- 
nes: 


(1)  Inserta  en  el  lugar  correspondiente. — 
(Apéndice  número  l.*J 

(2)  Véase  el  art.  31,  párrafo  2.°,  102,  párrafo 
"S.%  y  121  de  la  presenta  ley;  la  ley  de  18  de 
Agosto  de  ]N90,  y  consúltese  el  art.  824  del  Re- 
glamento. 

(S)    ídem  fd.  11  de  le  ley. 
(4)    ídem  fd.  104  de  id. 


a)  Con  respecto  al  nombramiento  de 
un  Sindico,  obrará  como  depositario 
interino  del  activo  del  deudor,  y,  en 
defecto  de  Administrador  especia],  des- 
empeñará sus  funciones  (1); 

6)  Deberá  autorizar  al  Administra- 
dor especial  (2)  para  que  contraiga  deu- 
das, siempre  que  sea  en  interés  de  tos 
acreedores; 

c)  Deberá  convocar  y  presidir  la 
primera  junta  de  acreedores  (3); 

d)  Le  corresponderá  acordar  las  fór- 
mulas de  procuración  para  las  juntas 
de  acreedores  (4); 

e)  Deberá  dirigir  un  informe  á  la 
junta  de  acreedores  acerca  de  las  pro- 
posiciones del  deudor  referentes  á  la 
forma  de  proceder  á  la  liquidación  de 
sus  negocios; 

J)  Publicará  el  auto  de  secuestro, 
dando  aviso  de  la  fecha  de  la  reunión 
de  la  primera  junta  de  acreedores,  de 
la  del  interrogatorio  público  del  deu- 
dor (5),  asi  como  de  las  demás  que  fue- 
re necesario  conocer; 

g)  Deberá  obrar  como  Sindico,  en 
caso  de  vacante  (6). 

§2."  Con  respecto  á  sus  obligacio- 
nes como  Administrador  interino  ó  es- 
pecial, el  depositario  oficial  tendrá  las 
mismas  atribuciones  y  facultades  que 
si  fuere  un  Administrador  nombrado 
por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
No  obstante  deberá,  en  cuanto  fuere 
posible,  consultar  y  atender  los  deseos 
de  los  acreedores  con  relación  al  Ad- 
ministrador del  activo  del  deudor.  Con 
este  objeto  podrá,  si  lo  conceptuare 
conveniente,  convocar  á  junta  de  acree- 


(l}y{2)    Vean  el  art.  12  de  eaU  ley. 

(3)    Véase  el  anexo  I  (art.  %."). 

¡4)    ídem  el  anexo  I  (art.  16), ' 

(9)    ídem  el  art.  II. 

(6)     Véanse  lo*  artículos  64  y  88,  párrafo  4.a 
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can  legítimamente  obligados  los  acre- 
edores. 

§  4."  Si  los  acreedores  no  determi- 
nasen la  retribución  de  los  Síndicos, 
podrán  éstos  deducir  del  activo  de  la 
quiebra  l»s  cantidades  suficientes  para 
satisfacer  las  costas  y  gastos  origina- 
dos por  la  sustanciación  del  procedi- 
miento en  la  medida  que  determine  el 
tasador  de  costas  del  Tribunal  de  justi- 
cia correspondiente. 

§  5."  El  Sindico  no  deberá,  en  nin- 
gún caso,  aceptar  del  quebrado,  de  un 
Abogado,  ni  de  ninguna  otra  persona 
que  intervenga  en  la  quiebra,  dona- 
ción, salario,  remuneración,  etc.,  de 
ninguna  clase,  ademas  de  la  retribu- 
ción Ajada  por  la  Junta  de  acreedores 
ó  Consejo  de  vigilancia,  en  su  caso,  y 
que  haya  de  pagarse  a  cuenta  del  acti- 
vo de  la  quiebra,  asi  como  tampoco  re- 
nunciar á  una  porción  de  la  retribu- 
ción que  hubiere  recibido  como  depo- 
sitario oficial,  administrador  especial 
ó  Sindico,  en  beneficio  del  quebrado,  ó 
de  alguna  persona  que  intervenga  en 
el  procedimiento  de  quiebra  (1). 

CAPÍTULO  II 

De  las  costas 

Art.  73.— §  1."  Si  el  Sindico  ó  un  ad- 
ministrador especial  recibiere  bajo  este 
titulo  un  salario  por  sus  servicios,  no 
se  le  agregará  nada  en  su  cuenta  por 
los  actos  celebrados  por  otras  perso- 
nas, y  que  entren  en  la  esfera  propia 
de  sus  obligaciones  ordinarias,  en  vir- 
tud de  lo  que  la  presente  ley  dispone,  ó 


<1)  Véame  1  oh  artículos  86,  89,90  y  01  Je  esta 
ley,  y  el  15,  párrafo  I.",  de  la  de  18  de  Agosto 
de  1890.  -(Apéndice  núu>.  %,*) 


pueda  disponer  el  Reglamento  que  para 
la  ejecución  de  la  misma  habrá  de  dic- 
tarse. 

§  2."  Si  el  Sindico  fuere  un  Abogado 
podrá  estipularse  que  la  remuneración 
que  se  le  haya  de  abonar  por  sus  servi- 
cios como  Sindico  sea  aplicable  al  pro- 
pio tiempo  por  los  que,  como  tal  Abo- 
gado, preste  en  beneficio  de  la  ma- 
sa (1); 

§  3.a  Toda  nota  de  costas  y  minuta 
de  honorarios  de  los  Abogados,  admi- 
nistradores. Comisarios,  corredores  y 
demás  personas  que  no  desempeñen 
las  funciones  de  Sindico,  deberán  exa- 
minarse por  el  tasador  de  costas  del 
Tribunal  de  justicia  competente.  Nin- 
gún pago  relacionado  con  ellas  deberá 
admitirse  en  las  cuentas  que  el  Sindi- 
co presente  sin  que  acompañe  ios  jus- 
tificantes del  examen  hecho  por  el  ta- 
sador. Antes  de  proceder  á  la  aproba- 
ción de  las  notas  y  minutas  indicadas, 
deberá  el  tasador  examinar  si  el  recur- 
so á  las  personas  que  las  presenten, 
hállase  autorizado  para  los  asuntos  es- 
peciales á  que  las  minutas  se  refieren. 

%  4.°  Cada  una  de  las  personas  indi 
cadas  deberá  presentar,  á  petición  de 
los  Síndicos,  las  notas  y  minutas  ante- 
dichas al  tasador  del  Tribunal  de  justi- 
cia competente.  Si  esta  presentación 
no  se  efectuare  dentro  de  los  ocho  días 
siguientes  á  la  fecha  señalada  por  el 
Síndico  ó  antes  de  espirar  la  prórroga 
concedida  por  el  Tribunal,  determinará 
el  Sindico  el  dividendo  correspondiente 
procediendo  &  su  reparto,  sin  tener  con- 
sideración a  las  reclamaciones  que  se 
formulen  (2). 


(1)    Véase  el  art.  SI  de  la  ley. 
(3)     Consúltense  loe  artículos  111  J  aiguíantu 
del  Reglamento. 
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En  1708  se  prohibió  usar  estos  litólos  a  Isa  aso. 
cÍHCioiios  de  más  de  seis  personal,  ei  su  reeml 
so  oo  había  de  verificarse  dentro  de  ios  seis  m< 
de  su  fecha,  prohibición  de  la  que  so  exceptuaba 
si  Banco  de  Inglaterra,  y  que  no  comprendía  á 
las  asociaciones  de  menor  número  de  individuos. 

Desde  5  de  Marzo  de  1191  a  1823  en  que  por  los 
anticipos  hechos  al  Estado  no  le  fué  dable  reem- 
bolsar en  dinero  los  billetes,  se  declaro  su  curso 
forzoso.  Posteriormente  á  1824  se  derogó  la  ley  ci- 


ñas, su  caja  metálica  á  S3.BSS.2tiD,  y  su  cartel 
á  20.688.281  (a). 

(1}     Véase  el  art.  153  de  la  ley. 

(2}  ídem  lañóla  1.*  al  párrafo  1.*  de  este  a 
Itculo. 

(3J    ídem  la  nota  al  nrl.  12,  párrafo  9.° 

(a)  La  libra  esterlina  vale,  al  tenor  de  lo  dii 
puesto  en  Real  orden  de  21  de  Junio  de  1885,  í 
pesetas  20  céntimos. 
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Trade)  (1),  que  serla  ventajoso  para  los 
acreedores  que  el  Sindico  tuviere  una 
cuenta  con  un  Banco  local  ú  otro  esta- 
blecimiento de  crédito,  podrá  autorizar 
el  Consejo  de  Comercio  (Board  o/  Tra- 
de) (2),  a  instancia  del  Consejo  de  vigi- 
lancia, el  que  el  Sindico  solicite  y  ob- 
tenga la  apertura  de  una  cuenta  en  un 
establecimiento  de  los  que  el  mis- 
mo Consejo  previamente  designe.  Esta 
cuenta  deberá  abrirse  y  llevarse  por  el 
Sindico  en  nombre  de  la  quiebra.  To- 
dos los  intereses  producidos  por  la  mis- 
ma deberán  considerarse  como  parle 
integrante  del  activo  de  la  quiebra.  El 
Sindico  deberá  efectuar  los  pagos  y  co- 
bros por  intermediación  del  Banco  ó  es- 
tablecimiento de  crédito  correspondien- 
te y  en  la  forma  que  se  prescriba  (3). 

%  5."  Bajo  reserva  de  Jas  disposicio- 
nes del  Reglamento  general,  relativas  á 
las  quiebras  de  menor  cuantía,  regi- 
das por  el  titulo  Vil  de  la  presente 
ley  (4),  cuando  un  deudor  tuviere  abier- 
ta, en  la  fecha  del  pronunciamiento  del 
auto  de  secuestro,  una  cuenta  en  un 
Banco  li  otro  establecimiento  de  crédi- 
to, no  deberá  suprimirse  dicha  cuenta 
sino  después  de  la  espiración  de  un 
plazo  de  ocho  días,  contados  desde  el 
señalado  para  la  reunión  de  la  primera 
junta  de  acreedores,  ámenos  que  el  Con- 
sejo de  Comercio  {Board  of  Trade)  (5), 
por  medida  de  seguridad  y  precaución 
ú  otra  justa  causa,  disponga  el  saldo  y 
clausura  de  dicha  cuenta  (6\ 

§  6.°  Si  un  Sindico  retuviere  duran- 
te más  de  diez  días  una  cantidad  que 
exceda  de  50  libras  esterlinas,  ó  de 

(1)  y  (2)    Véase  la  nota  al  art.   1S,  párrafo  8." 

{9)  Consúltese  el  art.  310  del  Reglamento. 

(4)  Vían»  los  artículos  12  y  siguientes. 

(5)  Véase  la  ñola  al  art.  13,  párrafo  2.° 

(6)  Consúltase  el  art.  340  del  Reglamenta. 


laque  el  Consejo  de  Comercio  (Board 
of  Trade)  (1)  te  hubiere  autorizado 
especialmente  para  conservar  en  su 
poder  ,  estará  obligado  á  satisfacer 
un  interés  de  30  por  100  anual  por  la 
cantidad  indebidamente  retenida,  á 
menos  que  justifique  debidamente  su 
proceder  ante  el  Consejo  de  Comercio 
{Board  of  Ttade)  (2). 

En  otro  caso,  además  de  la  respon- 
sabilidad pecuniaria  impuesta  en  este 
párrafo,  no  tendrá  derecho  á  retribu- 
ción alguna,  será  separado  de  su  cargo 
y  estará  además  obligado  á  subvenir  á 
cuantos  gastos  se  hubieren  originado 
por  su  culpa. 

§  7.°  Todo  pago  que  haya  de  hacer- 
se á  cuenta  de  cantidades  colocadas  al 
crédito  del  Consejo  de  Comercio  {Board 
of  Trade)  (3)  en  la  cuenta  de  quiebras, 
deberá  operarse  por  el  Banco  de  Ingla- 
terra en  la  forma  que  las  leyes  y  regla- 
mentos dispongan  (4). 

Art.  75.  El  Sindico  de  una  quiebra  ó 
el  administrador  nombrado  á  conse- 
cuencia de  la  celebración  de  un  conve- 
nio de  quita  ó  espera,  no  estará  obliga- 
do á  llevar  las  cantidades  recibidas  por 
él  con  el  carácter  de  Sindico  &  su  cuen- 
ta particular  del  Banco  ó  estableci- 
miento de  crédito  de  que  se  trate  (5). 

Art.  76.  -§  1.°  Si  el  saldo  llevado  al 
crédito  de  la  cuenta  de  quiebras  exce- 
diere de  las  sumas  que,  según  el  pare- 
cer del  Consejo  de  Comercio  {Board  of 
Trade)  (6)  fueren  actualmente  necesa- 
rias para  la  administración  de  ia  quie- 
bra, lo  pondrá  éste  en  conocimiento 
del  Ministerio  de  Hacienda.  Todo  el 


(1)  y  (3)    Véase  la  noto  al  art.  12,  párrafo  i.' 

(3)  ídem  la  nota  anterior. 

(4)  Consúltese  el  art.  34  del  Reglamento. 
,'5)    Véase  el  art.  8B  de  la  ley. 

(8)    ídem  la  noto  al  art.  13,  párrafo  2." 
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por  todos _ellos,  por  varios,  6  si  podrán 
serlo  por  uno  solo.  Estas  personas  que 
desempeñen  la  sindicatura,  deberán 
considerarse  como  comprendidas  por 
la  ley  en  aquellas  de  sus  disposiciones 
en  que  se  trata  «del  Sindico»;  y  en  cuan- 
to á  los  bienes  del  quebrado,  tomarán 
posesión  de  ellos  en  común. 

(1)     Véaie  el  srt.  ST  de  U  l*y. 


mismos  ó  por  el  Sindico  interesado,  el 
recurso  de  apelación  contra  la  decisión 
del  Consejo  de  Comercio {Board  of  Tra- 
de)  (3),  ante  el  Tribunal  Supremo  de 
Justicia. 

.Q    Si  se  produjere  una 
sindicatura,  designarán 


Art.  87.— 
vacante  en 


(1J    Véase  ti  art.  SI  de  la  ley. 

[2)  y  (3)     ídem  id.  13,  párrafo  2.°,  OOla 
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cadente  con  arreglo  á  Derecho. 

Art.  91.— §  I.°  El  Consejo  de  Comer- 
ció  (Board  of  Tradé)  (2)  estará  autori- 
zado, y  obligado  a)  mismo  tiempo,  á 
inspeccionar  la  conducta  de  los  Síndi- 
cos. Si  un  Sindico  no  hubiere  desempe- 
ñado bien  y  fielmente  sus  obligaciones, 
y  no  hubiere  observado  las  condiciones 
que  se  le  imponen  por  las  leyes  ó  Regla- 
mentos acerca  del  cumplimiento  de 
aquéllas,  ó  si  existiere  una  reclama- 
ción formulada  por  un  acreedor  ante  el 
Consejo  de  Comercio  (Board  of  Tra- 
de)  (3),  deberá  éste  examinar  el  caso  y 
decretar  lo  que  estime  procedente. 

§  2.°  El  Consejo  de  Comercio  (Board 
of  Tradé)  (4)  podrá,  en  cualquier  tiem- 
po, requerir  al  Sindico  todas  las  noti- 
cias que  estime  necesarias  acerca  de 
la  quiebra  respectiva,  y  aun  dirigirse 
a)  Tribunal  de  j  usticia  competente  para 
que  éste  interrogue,  bajo  juramento  de 
decir  verdad,  al  Sindico  ó  á  cualquiera 
otra  persona,  acerca  de  hechos  rela- 
cionados con  la  quiebra. 


(1)     Véanse  el  art.  1>4  de  esta  ley  y  el  art.  19  de 
la  le;  de  Id  de  Agosto  de    1890.— (Apéndice  nü- 


Art.  92.— §  1."  Los  Tribunales  com- 
petentes en  materia  de  quiebra  serán 
el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  los 
Tribunales  de  condado. 

§  2°  No  obstante  lo  establecido  en 
el  párrafo  anterior,  el  Lord  Canciller 
(Ministro  de  Justicia)  podrá,  en  cual- 
quier tiempo,  por  disposición  firmada 
por  él,  retirar  á  ciertos  Tribunales  de 
condado  la  competencia  indicada;  en 
este  caso,  transmitirá  la  jurisdicción 
suprimida,  total  ó  parcialmente,  bien 
al  Tribunal  Supremo,  bien  á  uno  ó  va- 
rios Tribunales  de  condado.  Estas  ór- 
denes podrán  revocarse  ó  modificarse 
por  él  mismo. 

§  3.°  El  término  dtstriet  empleado 
en  la  presente  ley  á  propósito  de  un 
Tribunal  de  justicia  de  condado,  signi- 
fica el  territorio  á  que  se  extiende  su 
jurisdicción  en  materia  de  quiebra. 

S  4."  Todo  Tribunal  de  justicia  de 
condado  que  no  tuviere,  al  tiempo  de  la 
promulgación  de  la  presente  ley,  com- 
petencia en  materia  de  quiebra,  seguirá 
desprovisto  de  ella  hasta  tanto  que  se 
le  conceda  por  orden  del  Lord  Canciller 
(Ministro  de  Justicia). 

(1)     Víase  la  nota  anterior. 


dby  Google 


804 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS    Y  JURÍDICAS 


§  5.a  Se  celebrará»  sesiones  perió- 
dicas consagradas  al  examen  de  los 
negocios  de  quiebras,  por  los  Tribuna- 
les de  condado  que  tengan  competencia 
en  este  materia,  en  las  épocas  que  pre- 
viamente designe  el  Lord  Canciller  (Mi- 
nistro de  Justicia)  (1). 

Art.  93.-  §  1.°  A  partir  de  la  fecha 
en  que  debe  comenzar  á  regir  la  pre- 
sente ley  (2),  el  Tribunal  de  quiebras 
{Bankrupicy  Court)  de  Londres,  se  re- 
unirá al  Supremo  de  Justicia  (Supreme 
Court  of  judtcature)  constituyendo  una 
sección  del  mismo  y  transfiriéndose  su 
competencia  en  materia  de  quiebras  al 
Tribunal  Supremo  (3). 

§  2  °  Acerca  de  esta  incorporación  y 
de  todas  las  consecuencias  principales 
ó  accesorias  que  deban  resultar  de  ella, 
la  ley  orgánica  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia  de  1873,  con  las  modifica- 
ciones introducidas  posteriormente, 
producirá  todos  sus  efectos,  bajo  la  re- 
serva de  las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley,  como  si  la  incorporación  se 
hubiere  operado  en  virtud  de  la  ley  or- 
gánica citada.  No  obstante,  las  expre- 
siones que  determinan  la  Techa  de  la 
v  gencia  de  esta  última,  deberán  enten- 
derse como  si  se  refirieren  á  la  vigen- 
cia de  la  presente  (4)  y  salvo  lo  ante- 
riormente dispuesto,  la  presente  ley  y 
las  mencionadas  deberán  leerse  é  in- 
terpretarse como  si  constituyeren  una 
sola  y  única  ley. 

Art.  94.—  %  i."  Bajo  la  reserva  de  los 
Reglamentos  y  decisiones  dictadas  para 


(11    Consúltense  los  articulas  98  j  90  del  Re- 
glamento. 
(3)    Víase  et  art.  3  °  de  Ib  ley. 

(3)  Consúltese  el  art.  8."  da  la  ley  de  11  de 
Agosto  de  1315,  y  la  de  15  Agosto  16*79  y  loa  da- 
tos de  organización  judicial  que  figuran  en  el 
presente  tomo. 

[4)  Véase  el  articulo  1,*  de  esta  ley. 


la  transmisión  de  la  competencia,  con 
arreglo  á  lo  establecido  en  la  ley  orgá- 
nica del  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
de  1873  y  leyes  complementarias  y  mo- 
dificativas de  ésta: 

a)  Todos  los  negocios  pendientes 
ante  el  Tribunal  de  Quiebras  de  Lon- 
dres, al  tiempo  de  la  promulgación  de 
la  presente  ley; 

o)  Todos  los  negocios  que  deberían 
serde  la  competencia  del  Tribunal  de 
Quiebras  de  Londres,  caso  de  que  la 
presente  ley  no  se  hubiera  dictado; 

c)  Todos  los  negocios  cuyo  conoci- 
miento se  comete  al  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
esta  ley, 

serán  de  la  única  competencia  de  la 
sección  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia que  el  Lord  Canciller  (Ministro  de 
Justicia)  determine. 

g  2.*  Todos  los  negocios  antedichos 
y  bajo  las  reservas  indicadas,  se  exa- 
minarán ordinariamente  por  un  Magis- 
trado del  Tribunal  Supremo,  ó  se  exa- 
minarán y  juzgarán  bajo  su  inmediata 
dirección.  Este  Magistrado,  comisario 
ó  delegado  se  designará  previamente 
por  el  Lord  Canciller  (Ministro  de  Jus- 
ticia). 

§  3.a  Sin  embargo,  en  caso  de  va- 
cante 6  durante  una  enfermedad  del 
Magistrado,  comisario  ó  delegado,  de 
igual  modo  que  en  los  casos  de  ausen- 
cia ú  otros  impedimentos  legítimos  del 
mismo,  se  examinarán  y  juzgarán  di- 
chos asuntos,  ó  parte  de  ellos,  por  un 
Magistrado  sustituto  designado  espe- 
cialmente á  este  efecto  por  el  Lord  Can- 
ciller (Ministro  de  Justicia). 

§  4. o  En  las  condiciones  determina- 
das por  la  presente  ley,  los  funciona- 
rios, empleados  y  servidores  que  estu- 
vieren al  tiempo  de  su  promulgación 
agregados  al  Tribunal  de  quiebras  de 
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ley  y  en  el  Reglamento  que  para  bu  eje- 
cución haya  de  dictarse,  el  Magistrado 
del  Tribunal  Supremo  competente  para 
conocer  de  los  procedimientos  de  quie- 
bra podrá  ejercitar  su  jurisdicción  abso- 
luta, ó  relativamente,  en  vista  prevía(l). 
Art.  99.-8  l-°  Los  Escribanos  de 
quiebras  (registran  in  bonkrupicy)  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  los  Es- 
cribanos de  los  Tribunales  de  condado 
que  tengan  competencia  en  esta  mate- 
ria, gozarán  de  las  facultades  y  compe- 
tencia que  se  enumeran  en  el  presente 
articulo.  Todas  las  órdenes  y  disposi- 
ciones de  estos  Escribanos,  dictadas  en 
el  desempeño  de  sus  funciones  y  den- 
tro de  los  limites  de  su  competencia, 
se  reputarán  emanadas   del  Tribunal 


§  H."  Bajo  la  reserva  de  las  restric- 
ciones que  señale  á  las  facultades  de 
los  Escribanos  por  el  Reglamento  que 
habrá  de  dictarse  para  la  ejecución  de 
la  presente  ley,  tendrán  competencia 
para: 

a)  Recibir  y  examinar  las  deman- 
das de  declaración  del  estado  de  quie- 
bra, dictar  autos  nombrando  deposita- 
rios y  declarando  el  estado  antedicho; 

b)  Proceder  al  interrogatorio  públi- 
co de  los  deudores  (2); 

el  Dictar  autos  de  liberación,  en  los 
casos  en  que  no  fuere  ésta  impugnada; 

d)  Aprobar  los  convenios  de  quitaó 
espera,  cuando  no  mediare  oposición 
alguna; 

é)  Dictar  providencias  provisionales 
en  los  casos  de  urgencia; 

/)  Dictar  las  providencias  ó  autos  y 
ejercer  todo  acto  de  jurisdicción  que, 
según  lo  que  se  disponga  en  el  Regla- 


(I)    Consúltense  lo»  artículos  G."  y  II."  del  Ee- 
g  lamento 

(9]    Víase  el  art.  H  de  la  ley 


mentó  general  que  habrá  de  dictarse 
para  la  ejecución  de  la  presente  ley, 
sea  de  naturaleza  á  propósito  para  acor- 
darse ó  ejercitarse  en  vista  previa; 

g)  Recibir  y  decretar  se  una  á  los 
autos  cualquier  petición  contra  la  que 
no  se  deduzca  oposición  alguna,  y 

A)  Citar  á  comparecencia  é  interro- 
gar á  cualquier  persona  de  la  que  se 
sospeche  ó  tenga  conocimento  de  que 
posee  objetos  pertenecientes  al  deudor, 
ó  que  tiene  obligaciones  que  cumplir 
para  con  él,  asi  como  á  aquellas  que 
puedan  suministrar  algunas  noticias 
acerca  del  deudor,  de  sus  negocios  ó  de 
su  activo. 

§  3.°  Los  Escribanos  de  quiebras  del 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  estarán 
tabién  facultados  para  dictar  autos  de 
liberación,  expedir  certificaciones  des- 
tinadas &  poner  ñn  á  las  incapacidades 
del  quebrado  y  aprobar  los  convenios 
de  quitaó  espera. 

§  4.a  El  Escribano  no  tendrá  facul- 
tades, en  ningún  caso,  para  dictar  una 
resolución  condenatoria  por  ultraje  al 
Tribunal. 

tí  5.°  El  Lord  Canciller  (Ministro  de 
Justicia)  podrá,  en  cualquier  tiempo, 
ordenar  que  un  Escribano  de  un  Tribu- 
nal de  condado  tenga  y  ejerza  todas  las 
facultades  de  un  Escribano  de  quiebras 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Art.  1 00.  Los  Tribunales  de  justicia 
de" condado  gozarán,  desde  el  punto  de 
vista  de  su  competencia  en  materia  de 
quiebra,  por  adición  á  sus  facultades 
ordinarias,  todas  las  facultades  y  com- 
petencia propias  dei  Tribunal  Supremo 
de  Justicia.  Las  decisiones  de  los  Tri- 
bunales de  justicia  de  condado  se  eje- 
cutarán en  la  forma  prevenida  por  las 
leyes  (1). 

(1)    Consultóle  el  art.  »1  del  Reglamento. 
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Tribunal  estará  facultado  también  para, 
si  lo  conceptuare  procedente,  imponer 
seguidamente  una  condena  de  prisión 
á  los  desobedientes.  La  presente  dispo- 
sición deberá  considerarse  como  agre- 
gada a  tas  facultades  del  Tribunal  y  no 
como  sustitutiva  de  las  que  las  leyes  le 
conceden. 

CAPÍTULO  II 

De  la  condena  del  deudor 

Art.  103.-§  1.»  El  Lord  Canciller 
(Ministro  de  Justicia)  podrá  disponer 
que  la  jurisdicción  y  competencia  rela- 
tivas á  la  aplicación  del  art.  5."  de  la 
Deblors  Ael  1869  (1),  pertenecientes  ac- 
tualmente al  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, pasen  &  las  Autoridades  judicia- 
les que  estuvieren  conociendo  de  un 
procedimiento  de  quiebra  (2). 

§  2."  El  Lord  Canciller  (Ministro 
de  Justicia)  podrá  disponer  de  igual 
modo  que  esta  jurisdicción  se  ejerza 
total  ó  parcialmente  por  los  Escribanos 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

§  3.°  Toda  decisión  tomada  en  vir- 
tud de  lo  prevenido  en  el  presente  ar- 
ticulo podrá  suspenderse,  modificarse 
ó  anularse  en  cualquier  tiempo  y  de 
igual  modo. 

%  4."  Todo  Tribunal  de  justicia  de 
condado  en  cuyo  territorio  jurisdiccio- 
nal se  encontrare  un  deudor,  será  com- 
petente (3),  en  virtud  de  lo  preceptuado 
en  el  art.  5."  de  la  Debtors  Aet  1869  (4), 
aunque  el  importe  de  la  deuda  objeto 

(1]  Inserta  en  el  lugar  oportuno.— (Apéndice 
número  1.°} 

(2)  Víase  el  art.  2D  do  la  ley  de  16  de  Agosto 
de  IMÜO. — (Apéndice  número  %.') 

(8)    ídem  la  nota  anterior. 

(4)  Inserta  a  continuación  do  la  presento  — 
(Apéndice  l.') 


de  la  condena  sea  superior  á  50  libras 
esterlinas. 

§  5."  Cuando  en  virtud  de  lo  esta- 
blecido en  el  art.  5.°  de  la  Deblors  Aet 
1869  (1),  un  acreedor  que  hubiere  obte- 
nido la  sentencia  condenatoria  formu- 
lare una  demanda  exigiendo  la  prisión 
del  deudor,  podrá  el  Tribunal  respecti- 
vo, si  lo  juzgare  conveniente,  no  acce- 
der á  lo  pedido,  y  en  lugar  de  esto  dic- 
tar un  auto  de  secuestro  contra  el  deu- 
dor, previo  el  consentimiento  del  acree- 
dor y  previo  el  pago  de  las  costas  co- 
rrespondientes. 

En  este  caso,  el  deudor  deberá  ser 
considerado  como  reo  de  un  acto  sus- 
ceptible de  entrañar  quiebra  (2),  y  co- 
metido en  la  fecha  del  auto  de  se- 
cuestro. 

§  6.a  Para  la  aplicación  de  las  dispo- 
siciones de  la  Debtors  Aet  1869  (3),  se 
dictarán  reglas  especiales  (4). 

CAPÍTULO  III 

Del  recurso  de  apelación 

Art.  104.-S  1.a  Todo  Tribunal  com- 
petente en  materia  de  quiebra  con  arre- 
glo á  lo  establecido  en  la  presente  ley, 
podrá  revisar,  anular  ó  modificar  una 
decisión  dictada  por  él  mismo. 

§  2."  a)  (5)  En  materia  de  quiebra, 
cualquiera   persona  interesada  podrá 


(1)    Víase  la  nota  anterior. 

(9}  Véase  el  art.'  4.'  da  esta  ley,  j  la  de  18  de 
Agosto  de  1890, -(Apéndice  núm.  &.*) 

(8)  Inserta  mis  adelante.  —  (Apéndice  nú- 
mero 1.1 

(4}  Véase  el  art.  28  da  la  lay  de  18  da  Agosto 
de  1690  —(Apéndice núm.  S.'J 

(5)  Texto  reformado  en  virtud  de  lo  dispuesto 
bd  U  ley  do  38  do  Abril  do  1881  (47,  Vict.,  ca 
pítulo  ».'). 
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tancia  presentada  por  la  parte  interesa- 
da, y  convenientemente  probada  en 
vista  pública. 

§  2.°    E]  Tribunal  de  justicia  podrá, 
en  cualquier  tiempo,  suspender  el  pro- 


(I)    Véaae  la  nota  al  epígrafe  de  esta  ley, 
Tomo  XI.— Iimtituciohm  jcüIdicas. 


.t^u.BiiBHiinni  ei  mismo  deu- 
dor ó  varios  codeudores,  podrá  acumu- 

(1)  Consúltese  el  art.  2ie  del  Reglamento. 

(2)  Véase  el  art.  168  de  la  ley. 

(B)    Consúliense  loa  artículos  47  d  58,  y  81  i  05 
y  0«  *  11  det  Reglamento. 
(4)    Víase  el  art.  17  de  la  ley. 
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lar  el  Tribunal  todos  ó  algunos 
dimientos  y  en  las  condiciones  c 
gue  más  procedentes  con  arregle 
ticia  (1). 

Art.  107.  Si  el  demandante  i 
cediere  en  la  sustanciaron  de 
tancia  con  la  debida  diligencia, 
el  Tribunal  de  justicia  que  es 
conociendo  de  la  quiebra  subí 
como  demandante  cualquier  otr< 
dor  por  una  cantidad  suficiente. 
tud  de  lo  establecido  en  esta  ley 

Art.  108.  Si  un  deudor,  por  ó 
quien  se  hubiere  presentado  i 
manda  de  declaración  del  est 
quiebra,  falleciere,  se  sustancii 
obstante,  el  procedimiento,  á 
que  el  Tribunal  competente  d¡ 
lo  contrario  (2). 

Art.  109.  El  Tribunal  de  justi 
estuviere  conociendo  de  una 
podrá,  en  cualquier  tiempo  y  ! 
que  concurra  una  causa  legltii 
breseer  el  procedimiento,  sea  p 
nal  sea  totalmente,  y  en  los  ten 
condiciones  que  estime  procede 

Art.  110.  Todo  acreedor  por  u 
tidad  suficiente  para  poder  ejei 
derecho  de  presentar  una  demí 
declaración  del  estado  de  quieb 
tra  todos  los  socios,  podrá  taml 
miliaria  contra  uno  soto  6  va 
ellos  únicamente  (4). 

Art.  111.  Cuando  la  demand 
claración  del  estado  de  quiebr; 
biere  formulado  contra  varias 
ñas,  podrá  el  Tribunal  rechazs 
respecto  &  una  ó  varias  de  ella 
clararla  admitida  con  respect 
demás. 


[1)  Véase  el  art.  113  de  la  ley. 

[2)  ídem  id.  135  de  la  ley. 

f8)  ídem  íd.  V,  párrafo  5.',  de  la  lt 

(4)  ídem  íd.  116,  párrafo  5.*,  de  la  1 


dby  Google 


3  2."  Los  Escribanos,  depositarios 
oficiales  y  demás  funcionarios  auxilia- 
res de  los  Tribunales,  no  podrán,  du- 
rante el  desempeño  de  sus  funciones, 
directa  ni  indirectamente  por  st  mis- 
mos ó  por  uno  de  sus  dependientes  ó 


(1)     V*nnae  loa  artículos  110  y  148  da  la  ley,  y 
consulten»  lo?  S5«  *  264  del  Reglamento. 


toda  decisión  dictada  en  Irlanda,  será 
también  ejecutoria  en  Escocia  é  Ingla- 
terra del  modo  indicado  en  este  ar- 
ticulo. 

Art.  118.  El  Tribunal  Supremo  de 
Justicia,  los  Tribunales  de  condado,  los 
Tribunales  que  tengan  en  Escocia  é  Ir- 
landa competencia  en  materia  de  quie- 
bra, y  en  general,  todo  Tribunal  inglés 
que  tenga  esta  competencia  en  cual- 
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dictado  una  sentencia  contra  un  deu- 
dor por  un  Tribunal  de  justicia  de  con- 
dado,  si  el  deudor  no  pudiere  pagar  in- 
mediatamente el  importe  de  la  suma  á 
que  hubiere  sido  condenado,  y  alegare 
que  la  cifra  total  de  un  deudor,  en  vir- 
tud de  las  que  se  ha  dictado  dicha  sen- 
tencia, no  excede  de  50  libras  esterli- 
nas (7),  podrá  el  Tribunal  de  justicia 
dictar  un  auto  en  que  prescriba  las  me- 
didas necesarias  para  practicar  la  ad- 
ministración de  los  bienes  del  deudor, 
pudiendo  disponer  que  el  deudor  satis- 
faga sus  deudas  por  partes,  ó  de  otro 
modo  que  parezca  conveniente  en  vir- 
tud de  las  circunstancias  de  cada  caso, 
y  las  que  crea  oportunas  con  respecto 
á  los  beneñcios  y  rentas  del  deudor. 
%  2."    El  auto  no  se  entenderá  anu- 


(1)  El  vigente  ea  de  1886. 

(2¡  Véase  et  art.  11  de  la  ley. 

(3)  Véanse  los  artículos  28  J  siguientes. 

(4)  ídem  id.  flfl y  siguientes. 

(5)  ídem  id.  12  y  siguientes. 

(6)  Consúltense  los  artículos  212   y  218  del 
Reglamento. 

(1)  1.2B0  pesetas  próli mámente. 


en  el  presente  articulo,  si  hubiere  sido 
el  Tribunal  que  dictó  la  sentencia  indi- 
cada. 

§  4."  Si  conceptuare  el  Escribano  del 
Tribunal  de  justicia  que  los  bienes  del 
deudor  exceden  de  un  valor  de  10  libras 
esterlinas,  deberá,  á  instancia  de  cual- 
quiera de  los  acreedores,  decretar  el 
embargo  de  ellos,  sin  percibir  ningún 
derecho  por  ejecutarlo.  No  se  compren- 
derán en  el  embargo,  hasta  la  concu- 
rrencia de  20  libras  esterlinas,  los  mue- 
bles, vestidos,  lecho  del  deudor  y  de  su 
familia  y  los  instrumentos  ó  utensilios 
de  su  comercio  (1). 

%  5."  Cuando  un  Tribunal  de  justicia 
de  condado  hubiere  dictado  el  auto 
mencionado  en  el  presente  articulo, 
ninguno  de  los  acreedores  tendrá  dere- 
cho á  perseguir  al  deudor  ni  pretender 
el  embargo  de  sus  bienes  en  virtud  de 
deudas  declaradas  por  él  al  Tribunal, 
si  no  es  con  autorización  de  éste  y  en 
los  limites  que  él  mismo  señale.  Los 
Tribunales  de  condado  y  demás  infe- 
riores ante  los  que  se  encuentre  pen- 


{1}    Víase  el 
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diente  un  procedimiento  relativo  á  deu- 
das de  la  naturaleza  indicada,  deberán 
sobreseer  el  procedimiento  al  recibir 
el  traslado  del  auto  mencionado. 

g  6.°  Si  el  deudor  dejare  de  satisfa- 
cer una  parte  de  sus  deudas  con  arre- 
glo &  lo  dispuesto  en  el  auto  dictado  de 
conformidad  á  lo  prevenido  en  el  pre- 
sente articulo  deberá,  salvo  prueba  en 
contrario,  considerársele  como  si  hu- 
biese tenido,  después  de  la  fecha  de 
aquél,  medios  de  pagar  la  cantidad  no 
satisfecha  y  que  rehusó  ó  se  negó  o 
pagarla  (1). 

S  7."  El  auto  se  ejecutará  en  la  for- 
ma que  prevenga  el  Reglamento  que 
habrá  de  dietarse  para  la  ejecución  de 
la  presente  ley. 

§  8.°  Las  cantidades  satisfechas  en 
ejecución  y  cumplimiento  de  lo  decre- 
tado en  el  auto  referido,  se  imputarán 
primeramente  á  los  gastos  y  costas  del 
procedimiento  seguido  por  el  deman- 
dante, después  á  los  gastos  de  la  admi- 
nistración (que  no  deberán  exceder  en 
ningúo  caso  del  lü  por  100  de  la  suma 
total  de  las  deudas),  y,  por  último,  al 
pago  de  deudas. 

§  9."  Deberá  darse  traslado  del  auto 
de  que  trata  el  presente  articulo  al  Es- 
cribano del  Tribunal  de  justicia  del  con- 
dado, fijarse  en  el  atrio  del  Tribunal 
en  cuya  jurisdicción  resida  el  deudor,  y 
notificarse  á  cada  uno  de  los  acreedo- 
res que  éste  designe  ó  cuyos  créditos 
hubieren  sido  comprobados  y  reconoci- 
dos en  debida  forma. 

§  10.  Todo  acreedor  que  hubiere 
comprobado  debidamente  su  crédito, 
deberá  ser  admitido  é  incluido  por  su 
importe  en  la  lista  de  los  acreedores. 

8  11.  Todo  acreedor  podrá,  en  la 
forma  prescripta,  presentar  objeciones 


é  impugnar  los  créditos  que  figuren  en 
la  lista,  ó  la  manera  en  que  se  haya  de- 
cidido que  el  pago  haya  de  efectuarse 
por  partes. 

§  12.  Cualquier  persona  que,  con 
posterioridad  á  la  fecha  del  auto  men- 
cionado resultare  acreedor  del  deudor 
común,  deberá,  una  vez  comprobado 
en  forma  su  crédito  ante  el  Escribano 
del  Tribunal  respectivo,  ser  incluida 
como  acreedor  en  la  lista  por  el  impor- 
te de  su  crédito;  pero  no  podrá  recla- 
mar dividendo  alguno  hasta  que  los 
acreedores  reconocidos  con  anteriori- 
dad á  la  fecha  del  auto  mencionado  ha- 
yan sido  pagados  en  la  medida  que 
este  mismo  disponga. 

§  13  Guando  las  cantidades  recibi- 
das en  virtud  del  auto  Indicado  fueren 
suficientes  para  pagar  á  cada  uno  de 
los  acreedoresinscriptosenlalista  has- 
ta la  concurrencia  de  la  suma  que  en 
ella  aparezca,  asi  como  los  gastos  y 
costas  de  la  demanda  y  de  la  adminis- 
tración (1)  cesará  el  auto  de  producir 
efectos  legales,  y  el  deudor  quedará  li- 
berado de  sus  deudas  con  respecto  á 
los  acreedores  que  figuren  en  la  lista. 

§  14.  Para  calcular  la  remuneración 
del  Escribano,  los  acreedores  inscritos 
en  la  lista,  y  cuyo  crédito  no  hubiere 
sido  declarado  por  sentencia  firme,  se 
reputarán  como  un  solo  demandante. 

TITULO  vni 

DISPOSICIONES  COMPLEMENTARIAS 

CAPÍTULO  PRIMERO 

De  la  aplicación  de  la  ley 

Art.  123.  No  podrá  dictarse  un  auto 
de  secuestro  contra  ninguna  sociedad 


(I)    CoDHÚllese  el  »rt.  18  del  Reglan 


(1)     Ví me  al  párrafo  8.°  de  este  artículo 
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■  bien  ordenar  que  se  apliquen  las  reglas 
de  la  quiebra  al  deudor  fallecido,  áme- 
nos que  el  Tribunal  estime  probable 
que  el  activo  será  suficiente  para  pa- 
gar el  pasivo,  ó  bien  desestimar  la 
manda,  con  ó  sin  condena  expresa  de 
costas. 

§  3.°  No  deberá  dictarse,  en  virtud 
de  lo  prevenido  en  el  presente  articulo, 
un  auto,  sino  después  de  la  espiración 
de  un  plazo  de  dos  meses,  á  partir  de 
la  fecha  del  nombramiento  de  admi- 
nistrador, á  menos  que  la  persona  re- 
tí)   Víase  en  el  tugar  correspondíante   de  este 

(2)  Ídem  elart,  4*  de  la  ley 

(3)  ídem  fd.  6.° 


§  5."  En  virtud  del  auto  referente  á 
la  administración  de  los  bienes  de  una 
porsnna  Tallecida,  el  activo  del  deudor 
se  entregará  al  depositario  oficial  del 
Tribunal  competente,  en  funciones  de 
Sindico.  Este  deberá  inmediatamente 
proceder  á  la  realización  de  los  bienes 
que  compusieren  el  activo  y  á  la  distri- 
bución del  precio  obtenido,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  la  presente  ley. 

§  6."  Salvo  las  modificaciones  men- 
clonadas  más  adelante,  las  disposicio- 
nes del  titulo  III  de  la  presente  ley  (2), 
concernientes  á  la  administración  de 

(1)  Véase  al  arl  4.*  de  esta  ley  y  la  de  18  de 
Agosto  do  1890. -(Apéndice  núm.  2.a) 

(2)  Artículo»  31  y  siguientes. 
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bienes  de  quebrados,  se  aplicaran, 
la  medida  que  sea  posible,  al  auto 
que  se  trate,  de  igual  modo  que  se  a¡ 
can  á  la  sentencia  declarativa  del 
tado  de  quiebra. 

§  7."  El  depositario  oficial  (1)  del 
ra  tener  en  cuenta  las  demandas  p: 
sentadas  por  el  representante  legal 
difunto  para  reembolso  de  los  gas 
de  entierro  y  funeral  y  demás  refer 
tes  á  la  ejecución  del  testamento.  Es 
gastos  tendrán  prefación  y  deberán  ; 
garse  Integramente  y  antes  que  ninf 
nos  otros. 

§  8.°  Si,  después  de  efectuado 
pago  de  todas  las  deudas  de  la  persí 
fallecida  y  los  gastos  de  administ 
ción  previstos  por  la  presente  ley, 
sultare  un  excedente  en  poder  del 
positario  oficial  (2),  se  remitirá  al 
presentante  legal  del  deudor  ó  se 
dará  el  destino  que  procediere  < 
arreglo  &  Derecho. 

%  9.a    La  notificación  hecha  a)  rer. 
sentante  legal  de  un  deudor  fallec 
para  poner  en  su  conocimiento  que 
ha  formulado  una   demanda    por   un 
acreedor  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes del  presente  articulo,  equivaldrá, 
cuando  fuere  seguido  de  un  acto  con- 
forme á  lo  que  se  pide,  á  una  notifica- 
ción de  la  comisión  de  un  acto  suscep- 
tible de  entrañar  quiebra  (3).  Por  tanto, 
á  contar  de  la  fecha  de  la  notificación, 
ningún  acto  translativo  de  propiedad, 
ni  ningún  pago  hecho  por  el  represen- 
tante legal  del  deudor,  liberará  á  éste 
con  relación  al  depositario  oficial  (4). 


(1)  y  (í)    Víanse  los  articules  66  y  siguientes 
de  la  ley. 

(3)  Véase  el  art.   1.*  de  ella  ley,  y  la  de  18  de 
Aguato  de  1890.  — (Apéndice  núm,  2°, 

(4)  Véanse  los  artículos  66  y  siguientes  de 
esta  ley. 


tendrán  el  mismo  valor  y  efectos  que 
si  formaren  parte  de  la  presente  ley  (2). 
Art.  126.  La  persona  que  no  tenga 
la  cualidad  de  comerciante  en  el  senti- 
do que  dispone  la  ley  de  Quiebras 
de  1861,  no  podrá  ser  declarado  en  es- 
tado de  quiebra  por  efecto  de  deudas  ú 
obligaciones  contraídas  con  anteriori- 
dad á  la  promulgación  de  la  presente 
ley  (3). 

CAPÍTULO  II 

De  ios  Reglamentos  generales 

Art.  127.— §  1."    El  Lord  Canciller  (Mi- 

(1)  Véase  el  art.  6*. 

(2)  ídem  id.  31  de  la  ley  de  IS  de  Agosto  de 
1890.-(Apé»dice  núm.  S") 

(3)  ídem  id.  S." 
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na,  no  quieuru,  ¡)(jurn  ser  cenmcaua 
bajo  fe  de  juramento  prestado  ante  una 
persona  autorizada  para  recibir  los  ju- 
ramentos preetados  ante  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  ó  ante  el  Tribunal 
de  Cancillería  del  condado  palatino  de 
Lancaster,  ó  ante  un  Escribano  de  un 
Tribunal  de  justicia  competente  en 
materia  de  quiebra,  ó  ante  cualquier 
otro  auxiliar  judicial  ó  Funcionario 
agregado  a  uno  de  estos  Tribunales, 
autorizado  a  dicho  efecto  por  el  mismo. 
Cuando  se  trate  de  una  persona  que 
tenga  su  residencia  en  Escocia  o  en  Ir- 
landa, el  juramento  deberá  prestarlo 
ante  un  Juez  ordinario.  Magistrado  ó 
Juez  de  paz.  Cuando  se  trate  de  una 
persona  que  se  encuentre  fuera  del  Rei- 
no Unido  de  la  Gran  Bretaña  é  Irlanda, 


(l)    véas«  el  « 


a  ley. 


:  disponga  ei  Lura  canciller 
(Ministro  de  Justicia).  Los  individuos 
que  compongan  el  Tribunal  deberán 
enterarse  de  este  sello  y  de  la  firma  de 
los  demás  y  del  Escribano,  en  todos 
aquellos  asuntos  pendientes  de  su  re- 
solución. 

Art.  138.  La  certificación  del  Conse- 
jo de  Comercio  {Board  o/  Trade)  (3),  de 
que  una  persona  ha  sido  nombrada  para 
la  sindicatura  de  una  quiebra,  consti- 
tuirá prueba  plena  de  su  nombramien- 
to (4). 

Art.  139.  Cuando,  en  virtud  de  lo 
prevenido  en  la  presente  ley,  procedie- 

(1)  Víase  el  art.  24  de  la  ley  de  tS  de  Agosto 
.le  l8»0.-:Apéiidice  núm.  S.°) 

(í)      Véanse  los  artículos  U2  á  lOi. 

(3)     Véase  la  cola  al  art.  13,  párrafo  2." 

(I)    ídem  el  art.  31,  párrafo  2.* 
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De  las  personas  morales 

Art.  148.  Para  la  aplicad 
disposiciones  de  la  presente 
persona  tn  ora!  (corporation)  pe 
por  mediación  de  sus  emplea 
ii  amen  te  autorizados  &  este 
que  usen  el  sello  y  Arma  de  I 
una  Sociedad  podrá  obrar  p< 
cion  de  uno  de  los  socios  (1), 
por  la  de  su  eurator  bonts. 

CAPÍTULO  XII 

De  la  interpretación  de  la, 
anteriores,  etc. 

Art.  149.— §  1."  Cuando  i 
mención  en  una  ley  cualquie 
documento  ó  en  un  procedirr 
teriorea  á  Ja  publicación  de  I; 
ley  de  un  ecto  ó  diligencia  en 
á  incoar  un  procedimiento  d 
de  quiebra,  designado  con  : 
Commis&ion  of  Bankrupicy 
miento  de  un  Comisario  par 
de  la  quiebra)  ó  con  el  de  Fit 
ftrKpíej/fautocabezadelproce 
la  interpretación  de  esta  mí 
lo  que  concierne  al  procedir 
coado  en  virtud  de  una  dema 
duración  del  estado  de  quieb 
hacerse  como  si  este  acto  í 
realizado  al  tiempo  de  la  pn 
de  dicha  demanda. 

§  2.°  Cuando  en  una  ley  ú 
crito  se  citare  la  ley  de  Qu 
año  1869,  deberá  entenderse  • 
aquella  ley,  ó  de  aquel  escrit 
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Consejo  de  Comercio  (BoarJ  of  Trade)  de  fecha  2 
de  Enero  de  1884  las  funciones  del  ComplroU»  rin 
Banltruptcy  pertenecerán  en  lo  sucesivo  a)  Dosrci 
of  Tradc,  ejerciéndose  por  un  funcionario  de  esta 
administración. 

(11  Véase  la  nota  al  art  la,  párrafo  1 .",  de 
•ata  ley. 

(9)  y  (S)  Antiguos  funcionarios  del  Tribunal 
de  Quiebras. 

(*)  3  (6)    Véase  la  nota  al  art.  12,  párrafo  2.* 


incoados  bajo  el  régimen  de  la  ley 
de  18(¡0,  y  que  al  tiempo  de  la  promul- 
gación de  la  presente  ley  se  encontra- 
ren ejercidos  por  Escribanos  de  Tribu- 
nales de  justicia  de  condado,  se  resti- 


anterior. 

.  12,  párrafo  2." 
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tuyan  al  depositario  oficial  (1)  y 
empeñen  por  él.  En  este  supues 
sarán  a]  depositario  oficial  (2)  to 
bienes,  derechos  y  acciones  que 
necieren  a  los  Escribanos  en  vii 
estas  funciones. 

Art.  154.-§  1.°  SÍ  el  Lord  Co 
(Ministro  de  Justicia)  fuere  d 
nión  que  un  cargo  anejo  al  Tribi 
quiebras  de  Londres  (3),  al  tier 
la  promulgación  de  ia  presente 
de  verdadera  inutilidad,  estará 
tado  para  suprimirlo,  en  cui 
tiempo,  de  acuerdo  con  la  Te¡ 
(Ministerio  de  Hacienda). 

§  2.°    Este  último  departameni 
administración   central   podrá, 
tancia  de  cualquier  persona  cu 
go  ó  empleo  se  suprimiere  en  vi 
las  disposiciones  de  la  preseni 
bajo  su  régimen,  al  tiempo  de  ¡ 
mulgación  ó  con  posterioridad, 
nar  si  procede  concederle  una 
pensa  y  en  qué  consista  ésta, 
consideración  de  la  naturaleza 
funciones  ó  de  su  empleo  y  de  la  dura- 
ción de  sus  servicios.  Cuando  el  dere- 
cho á  una  recompensa  se  reconociere 
en  debida  forma,  la  Tesorería  (Minis- 
terio de  Hacienda)  señalará  la  pensión 
correspondiente  de  los  fondos  votados 
á  este  efecto  por  el  Parlamento  britá- 
nico, bien  por  vía  de  anualidades,  cons- 
tituyendo capitales,  etc. 

§  3."  El  Consejo  de  Comercio  {Board 
qf  Trade)  (4)  estará  facultado,  en  los 
mismos  términos  y  condiciones  para 
suprimirlas  funciones  y  cargos  men- 
cionados en  el  articulo  precedente. 

Art.  155.-8  t.°  El  Lord  Canciller 
(Ministro  de  Justicia)  ó  el  Consejo  de 

(I)  y  (4)     Véanse  los  artículos  66  y  siguientes. 

{3)    Suprimido  por  esta  ley. 

(4)     Véase  la  nota  al  art.  12,  párrafo  2.° 


ña,  llene  los  análogos  que  la  nueva  ley 
haya  establecido,  sin  tener,  por  esto 
derechoá  remuneración  suplementaria 
alguna. 

Art.  156.  Cualquier  persona  nom- 
brada bajo  el  régimen  de  la  presente 
ley  para  un  cargo  ó  empleo,  deberá  ser 
elegida,  en  primer  término,  entre  las 
personas  (si  existieren)  cuyas  funcio- 
nes se  hayan  suprimido  por  la  misma 
ley,  á  menos  que  el  Lord  Canciller  (Mi- 
nistro de  Justicia)  ó  el  Consejo  de  Co- 
mercio {Board  of  Trade)  (3),  según  loa 
casos,  estimaren  que  ninguna  de  ellas 
es  apta  para  desempeñar  el  cargo  de 
que  se  trate.  La  persona  de  este  modo 

(1)  Véase  la  nota  anterior. 

(2)  ídem  id,  al  párrafo   1.*  de  este  artículo. 

(3)  ídem  id.  al  art.  13,  párrafo  3.* 
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{Board of  Trade)  (\)  designe,  y  á  éste 
deberá  hacerse  entrega  de  los  bienes. 

CAPÍTULO  XIV 

De  los  fondos  ó  dividendos    ■ 
no  reclamados 

Art.  162.— |  1."  Cuando  el  Sindico 
(en  los  casos  de  quiebra  ó  convenio 
con  arreglo  á  la  presente  ley)  tuviere 
bajo  su  custodia  dividendos  no  recla- 
mados durante  un  plazo  dG  seis  meses, 
ó  cuando,  después  de  la  distribución  de 
un  dividendo  final,  tuviere  el  Sindico  en 
su  poder  sumas  no  reclamadas  6  no 
distribuidas, provenientes  de  bienes  del 
deudor,  estos  dividendos  6  estas  sumas 
deberán  inmediatamente  ingresarse  en 
el  Banco  do  Inglaterra  (2).  El  Consejo 
de  Comercio  (Board  of  Tradé)  (3)  entre- 
gará al  Sindico  un  recibo  de  los  fondos 
entregados,  que  servirá  para  su  des- 
cargo. 

2.a  a)  Cuando  sin  posterioridad  á 
la  lecha  en  que  comience  á  regir  la  pre- 
sente ley  (4)  existieren  fondos  ó  divi- 
dendos no  reclamados  ó  no  distribui- 
dos en  poder  de  un  Sindico  ó  de  otra 
persona  autorizada  para  reunir,  recibir 
ó  reclamar  estas  sumas  6  dividendos 
en  virtud  de  una  de  las  leyes  mencio- 
nadas en  el  anexo  IV  que  acompaña  á 
la  presente  (ft),  de  una  demanda  judi- 
cial, de  un  acuerdo  ó  decisión,  de  un 
acta  certificada  6  de  cualquier  otra 
causa  basada  en  dichas  disposiciones, 
permanecerán  bajo  su  custodia  durante 

(1)  Víase  el  art.  1S,  párrafo  3.°,  nota 

(2)  Véanos   loa   artículos  14    y    18,   párrafo! 

I.'yí.* 

(3)  Véase  la  nota  al  art.  13,  párrafo  2.' 

(4)  ídem  el  art.  8.'. 

(!ij    ídem  á  continuación  de  la  preaente  ley. 


seis  meses,  contados  desde  el  momento 
en  que  pudieran  ser  reclamados  ó  dis- 
tribuidos, y  en  los  demás  casos  duran- 
te dos  años,  á  contar  de  la  percepción 
de  las  cantidades  por  dicha  persona, 
deberá  ingresarlas  en  el  Banco  de  In- 
glaterra (I).  El  Consejo  de  Comercio 
(Board  of  Trade)  (2)  entregara  á  esta 
persona  un  recibo  de  las  cantidades  in- 
gresadas, que  servirá  para  su  descarga; 

b)  El  Consejo  de  Comercio  (Board  oj 
Trade)  (3)  podrá  en  todo  tiempo  ordenar 
que  este  Sindico,  6  cualquiera  otra  per- 
sona, le  someta  una  cuenta  por  decla- 
ración jurada  (affidami)  (4)  de  las  su- 
mas recibidas  ó  pagadas  por  ella  & 
consecuencia  de  una  demanda,  de  una 
resolución,  de  un  acuerdo  ó  de  otra 
medida  de  procedimiento  análogo.  El 
Consejo  de  Comercio  (Board  of  Tra- 
de  (5)  podrá  exigir  que  se  proceda  al 
examen  de  la  cuenta  y  &  ejecutar  la  de- 
cisión recalda; 

c)  El  Consejo  de  Comercio  (Board 
of  Trade)  (6),  de  acuerdo  con  la  Teso- 
rería (7),  podrá,  en  cualquier  tiempo,  de- 
signar una  persona  que  se  encargue  de 
recaudar  é  ingresar  los  fondos  ó  divi- 
dendos no  reclamados  ni  distribuidos. 
Para  cumplimiento  de  esta  disposición, 
todo  Tribunal  competente  en  mate 
ria  de  quiebra  (8)  tendrá  y  podrá  ejerci- 
tar, á  instancia  de  la  persona  nombra- 
da, ó  del  Consejo  de  Comercio  (Board 
of  Trade)  (9),  todas  las  facultades  con- 


tó   El  art.  345  do]  Reglamento 

formalidad  píi  que   han   de  concurrir  en  «ata  ei 

traga. 
(2)  y  (3]    Véate  la  nota  al  art.  la,  párrafo  »." 

(4)    Véase  la  definición  de  eate  término  en 
articulo  168,  nám.  2.* 
(ó)  y  (6)    Vea*)  la  noU  al  art.  13,  párrafo  S5 

(7)  Ministerio  de  Hacienda. 

(8)  Véauae  loa  artículos  03  y  siguientes. 
{»)    Véaae  ta  nota  al  art.  12,  párrafo  S." 


la, 
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da  tener  derecho  a  sumas  ingresadas  á 
cuenta  de  una  quiebra,  con  arreglo  a 
lu  prevenido  en  el  presente  articulo, 
podrá  solicitar  del  Consejo  de  Comer- 
cio (Board  o/  Trade)  el  pago  de  su  cré- 
dito ¿cuenta  de  las  mismas  (4).  Si  se 
probare  ante  el  Consejo  de  Comercio 
(Board  o/  Trade)  (5)  que  efectivamen- 
te esta  persona  es  acredoradel  quebra- 
do, decretará  éste  que  se  le  haga  en- 
trega de  la  cantidad  debida.  Cualquie- 
ra persona  que  no  se  conformare  con 
la  decisión  del  Consejo  de  Comercio 
(Board  o/  Trade)  (6),  podrá  recurrir  en 
apelación  ante  el  Tribunal  Supremo  de 
justicia  (7). 

§  5."  El  Consejo  de  Comercio  (Board 
o/  Trade)  (8)  podrá  en  cualquier  tiem- 
po después  de  que  esta  ley  adquiera 
fuerza,  de  obligar  (9)  á  abrir  al  Banco 

(1)  Víanse  loi  artículos  4.'  y  siguientes,  es- 
pecUtmenta  tos  H  4  37. 

(2)  Véase  el  art.  103,  párrafo  5." 
¡a;    ídem  Id.  es. 

■  (4)  Este  disposición  se  completa  con  la  del 
artículo  343  de)  Reglamento. 

■  (5)  y  (6)  Véase  la  uota  al  art.  12,  párrafo  2." 
-  (1)     Véase  el  art.  189. 

(8]    Ídem  la  ooUal  art.  12,  párrafo  S.* 
(6)    ídem  el  art.  «." 


aemanaa  solicitando  m  declaración  oei 
estado  de  quiebra  contra  él»,  deberán 
sustituirse  por  las  siguientes:  «en  caso 
de  formalización  de  una  demanda  soli- 
citando la  declaración  del  estado  de 
quiebra  por  él  ó  contra  él». 

§2."  Las  disposiciones  del  Debtors 
Ael  de  1869,  referentes  á  los  delitos  co- 
metidos por  el  quebrado,  serán  aplica- 
bles á  cualquier  persona,  sea  ó  no  co- 
merciante, con  relación  á  cuyo  activo 
se  hubiere  dictado  un  auto  de  secues- 
tro (2).  La  palabra  «quebrado»,  emplea- 
da en  esta  ley,  deberá  considerarse  co- 
mo comprensiva  de  la  persona  con  res- 
pecto á  la  que  se  ha  dictado  un  auto  de 
los  indicados. 

Art.  164.  El  art.  16  de  la  Debtors  Aet 
de  1869  (3)  deberá  entenderse  y  tener  el 
mismo  efecto  que  si  las  expresiones 
«Sindico  de  una  quiebra»  (a  treustee  in 
any  bankruptey)  comprendiesen  el  de- 
positario oficial;  dicho  articulo  se  apli- 
cará, lo  mismo  á  las  infracciones  que 
caigan  dentro  del  área  de  la  presente 
ley,  que  á  las  previstas  por  la  Debtor» 
Aet  de  1869  (4). 

(1)  Véase  el  Apéndice  número  1.' 

(2)  Víanse  los  artículos  6.*,  13  y  otros. 
{S)  y  {4}    Véase  el  Apéndice  número  1.* 


dby  Google 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS  Y.JUrIdICAS 


Ari.  165.— §  1.a  Cuando,  en  opinión 
del  Tribunal  competente,  existieren 
motivos  racionales  para  creer  que  el 
quebrado  ó  cualquier  otra  persona  son 
culpables  de  una  infracción  constituti- 
va de  delito  en  materia  de  quiebra,  po- 
drá decretarla  comparecencia  de  uno 
ú  otra  ante  la  jurisdicción  penal  co- 
rrespondiente (eommitjor  Mal), 

%  2.°  En  lo  que  concierne  á  esta  re- 
misión, tendrá  el  Tribunal  todas  las  fa- 
cultades y  prerrogativas  de  un  Magis- 
trado retribuido  (»tipendiary  Maytslra- 
te),  asi  como  para  obligar  á  los  testigos 
á  comparecer,  recibir  las  declaracio- 
nes, admitir  flama  al  procesado,  etc, 

Este  párrafo  2."  no  menoscaba  en 
nada  las  facultades  del  Tribunal  Supre- 
mo d~e  Justicia. 

Art.  166.  Cuando  el  Tribuna]  compe- 
tente decretare  el  procesamiento  de  una 
persona,  en  virtud  de  un  delito  previs- 
to por  la  Debiors  Acl  de  1809  ó  por  otra 
modificativa  de  ésta,  ó  bien  por  un  deli- 
to que  se  relacione  con  un  procedi- 
miento en  caso  de  quiebra,  deberá  in- 
coarse el  procedimiento  penal  por  el 
Ministerio  público  (Director  of  public 
proseeution). 

Art.  167.  Cuando  un  deudor  apare- 
ciere culpable  de  un  delito,  no  será  obs- 
táculo para  incoar  el  procedimiento 
penal  correspondiente  el  que  haya  ob- 
tenido la  rehabilitación  ó  que  el  con- 
venio con  los  acreedores  haya  sido 
aceptado  por  éstos  y  aprobado  judicial- 
mente. 

CAPÍTULO  XVI 

Definición  de  alguno»  término»  jurídico* 
empleado»  en  la  presente  ley 

Art.  168.  En  la  presente  ley,  á  me- 
nos que  el  texto  exija  una  diferente  in- 
terpretación: 


1."  The  Courtlfil  Tribunal),  indica  el 
Tribunal  competente  en  materia  de 
quiebras,  con  arreglo  Alo  prevenido  en 
esta  ley  (1); 

2.°  Affídaüit  comprende  las  declara- 
ciones prestadas  con  arreglo  á  las  le* 
yes,  las  afirmaciones  y  atestados  bajo 
palabra  de  honor; 

3."  Available  Aet  of  Bankruptcy  sig- 
nifica todo  hecho  susceptible  de  entra- 
ñar quiebra  y  que  puede  servir  de  base 
á  una  demanda  de  declaración  del  esta- 
do de  quiebra  al  tiempo  de  la  presenta- 
ción de  la  demanda  en  virtud  de  la  que 
se  haya  dictado  un  auto  de  secuestro  (2); 

4."  Debí  procable  in  Bankruptcy,  ó 
procable  debí,  comprende  toda  clase  de 
deudas  ú  obligaciones  que  pueden  ad- 
mitirse en  la  quiebra,  con  arreglo  ¿lo 
dispuesto  en  la  presente  ley  (3); 

5."  Gaielted  significa  publicado  en 
la  Gaceta  de  Landre»; 

6.°  General  rule»  comprende  toda 
clase  de  formularios  (4); 

7,?  Goods  comprende  todos  los  bie- 
nes llamados  chatiels  personal  (5); 

8."  High  Court  significa  el  alto  Tri- 
bunal de  justicia  de  Su  Majestad  Bri- 
tánica; 

9."  Local  bank  significa  una  casa  de 
banca  sita  dentro  del  territorio  jurisdic- 
cional del  Tribunal  competente ,  ó 
próximo  á  él  (6); 


(1)  Viaoe  el  art  92  de  esta  ley. 

(2)  Véanse  loe  artículos  1.°  y  6*,  párrafo  1.*, 
de  esta  ley. 

(8J    Véase  el  art.  87,  párrafo  8." 

(4)  Especial  mente  toe  contenidos  en  el  Regla- 
mento de  1886. 

(5)  tío  comprenden  en  esta  denominación  Isa 
rosas  muebles  corporales  en  general,  como  alha- 
jas, animales,  etc  ;  pero  do  los  muebles  incorpo- 
rales, como  el  derecho  de  autor,  los  privilegios  da 
invención,  etc. 

(3)  Véase  el  art.  14  de  esta  ley. 
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gimen  de  la  legislación  mencionada; 

e)  Xas  multas,  deposiciones  y  otras 
correcciones  impuestas  en  virtud  de  la 
violación  de  las  leyes  indicadas; 

d)  La  incoación  ó  prosecución  de 
cualquier  procedimiento  ó  modo  de  re- 
cobrar un  derecho,  en  virtud  de  las 
disposiciones  derogadas  ó  de  otras,  con 
el  objeto,  sea  de  hacer  constar  la  exis- 
tencia de  una  obligación  ó  incapacidad, 
sea  de  obligar  al  pago  de  una  multa  ó 
de  convalidar  la  prescripción  ó  la  pena 
indicada  (remedy). 

§  3.°  No  obstante  la  derogación 
sancionada  por  la  presente  ley,  todo 
procedimiento  incoado  á  consecuencia 
de  una  demanda  de  declaración  del  es- 
tado de  quiebra,  ó  seguido,  bien  de  una 
liquidación  amigable  {liquidaiion  hy 
arrengemcnf),  bien  de  un  convenio  con 
arreglo  ¿la  ley  de  1869,  no  derogada 
totalmente,  continuará  observándose, 
salvo  en  lo  que  concierne  6  las  disposi- 
ciones de  la  presente  ley  decláralas 
expresamente  aplicables  á  los  procedi- 
mientos pendientes.  Con  esta  excep- 
ción, todas  las  disposiciones  de  la  ley 
de  1869  (1)  recibirán  aplicación  com- 
pleta, como  si  la  presente  no  se  hubie- 
re promulgado. 

Art.  170.  Desde  la  fecha  en  que  la 
presente  ley  comience  á  regir,  no  se 
admitirá  ningún  convenio  ni  liquida- 
ción amigable  celebrado  en  virtud  de 
los  artículos  125  y  126  de  la  ley  deQuie- 
bras  de  1869  (2),  si  no  va  acompañado 
de  la  aprobación  del  Tribunal  ó  del  Es- 
cribano {Registrar)  competente.  Esta 
aprobación  no  deberá  otorgarse  sino  en 
el  caso  de  que  el  Tribunal  estime  ra- 
zonable el  convenio  ó  la   liquidación 

(!)     Via»  el  Apéndice  número  1.* 
[8}    Derogada  en  parte  por  la  publicación  de 
la  présenle. 


amigable  y  que  Be  ba  calculado  en  be- 
neficio de  la  masa  de  acreedores  (1) 
y(2)- 

ANEZD3  L  LA  LB7  AVTCBIOB 


(Articulo  101  de  la  ley) 

Reglamento  general  de  la»  junta»  de 

acreedores 

Articulo    1.a    La  primera  junta  de 
acreedores  deberá  convocarse  lo  más 


■I)    La  ley  da  16  de  Septiembre  de  18oT,-tita- 

lada  Banhruplcy  {Diacharge  and  Ctomtr»  Act). 
!  8T7  (50  J  51 ,  Vict.,  capítulo  66),  resuelve  varias 
cuestione!  Irannitoriss  coac« mienten  4  laa  quie- 
bran anteriores  a  la  ley  de  1883. 

(2)    BiblioobaíIa: 

Baluwin.— A  concite  Traafiae  upon  Ole  Ltv  o,' 
Btnkniplcy . — Londres,  1884. 

Chalmsbs  as»  Hoso.—  The  Btnhrvfícy  Act 
and  Rule*  1883,  and  a  Comnuntary  Thereon.- 
Londres,  1883. 

GíHSTBCHÍB  (Adalbert;.  -  Datengiiche  Con- 
curssrecht  nach  dem  GeseUe  29  anguat  1883.— 
Viena,  1885. 

HhktbohIJ,  —  Día  enjfiacne  Konnurs-Onfime; 
pom  '¿5  angust  1888  (Archiv  ftir  Thsorie  uod 
Praxis  des  allgameinen  deuslsehen  Hsndsl-und. 
Wechselachls,  1887.) 

MiTTEBMiiBn.—  Englischu  UindeUgetatigetouig 
com  Jahre  1883.  (Zeitschrif  fQr  das  geaanmtt 
Handelsrecht  Tomo  XXX,  páginas  551  J  Ú- 
guien  tea.) 

Rittbb  Kbapf  TON  LlvCRHOFr.— Uc  btntlzuiig 
de»  tnglitchtn  Banhruplcy  Ad  18S8.  —  Uáf 
zig,  1888. 

RoiwoM.---r.aii;  and  Predice  in  Banhraptey.- 
Londres,  1885. 

Sacerdote  (Salvalore).— La  ieggt  inglste  «ni  ft- 
Ki.IIe,i(c>,vu!garisaladsMawocab>...--TurlD,lB8S. 

Foote  —De  la  noueelle  lo!  sur  laa  flillíiet  en 
Angltítrre,  ipétialmtnl  au  poinl  de  vite  del  rali- 
(lona  infernal  ional&s.  (Journal  du  droit  inttrmlio- 
nal  priví  et  de  la  juriaprudenee  compares 
de  1884.) 
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nados  en  el  balance  aei  ueuaor,  un  avi- 
bo  indicativo  de  la  fecha  y  lugar  en  que 
haya  de  reunirse  la  primera  junta  de 
acreedores,  acompañando  un  resumen 
del  balance  presentado  por  el  deudor, 
con  mención  de  las  causas  de  la  sus- 
pensión de  pagos  y  de  las  observacio- 
nes que  el  mismo  depositario  oficial 
estime  conveniente  presentar. 

No  obstante,  los  actos  de  la  primera 
junta  de  acreedores  no  serán  nulos  por 
efecto  de  que  este  aviso  ó  este  resumen 
no  se  hubieren  enviado  ó  recibido  con 
la  correspondiente  anticipación. 

Art.  4.°  La  junta  de  acreedores  Be 
reunirá  en  el  lugar  que,  en  opinión  del 
depositario  oficial  (5),  convenga  mejor 
á  la  mayoría  de  los  acreedores. 

Art.  5.°  El  depositario  oficial  ó  el 
Sindico  (6)  estarán  facultados  para  con- 
vocar, en  cualquier  época,  una  junta 
de  acreedores. 


(1}    Véase  el  art  290  del  Reglamento. 

(2)  ídem  fd.  105  de  le  ley  de  1883. 

(3)  ídem  fd.  25,  párrafo  1.'  de  la  ley,  y  el  ar- 
tículo 248  del  Reglamento. 

(4)  Véanse  los    artículos    66    y  siguientes  de 
late;  de  188a. 

(5]     Idemfd.  66  j  siguientes  de  la  ley  de  1888. 
(6)    ídem  id.  líy  siguientes  de  la  ley  de  1SS3. 


persona  encargada  de  nacer  la  convo- 
catoria (2). 

Art.  7.°  El  depositario  oficia)  (3)  ó 
la  persona  que  éste  designe,  presidirán 
la  primera  junta  de  acreedores. 

Los  Presidentes  de  las  juntas  sucesi- 
vas se  elegirán  por  éstas. 

Art.  8.°  Para  poder  votar  en  la  pri- 
mera junta  de  acreedores  y  en  las  su- 
cesivas, se  requiere  que  la  persona  de 
que  se  trate  haya  probado  suficiente- 
mente la  existencia  á  su  favor  de  un 
crédito  admisible  á  la  quiebra,  con  an- 
telación á  la  fecha  señalada  para  la  re- 
unión de  la  primera  junta  (4j. 

Art.  9."  Los  acreedores  no  deberán 
votar  en  las  Juntas  por  razón  de  su 
crédito  ilíquido  ó  condicional  (5). 

Art.  10.  A  fin  de  votar,  los  acreedo- 
res que  gocen  de  una  garantía  especial, 
deberán,  &  menos  que  renuncien  á  ella, 
indicar,  al  tiempo  de  su  producción, 
los  caracteres  de  ella,  la  fecha  en  que 


(1)  Véase  el  artículo  89,  párrafo  2.*,  de  la  ley. 

(2)  Consúltense  los  artículos   251    &  254  del 
Reglamento. 

(8)     Véanse  los   artículos  88  y  siguientes  de 
la  ley  de  1883. 

(4)  Consúltese  el  art  1~0  del  Reglamento. 

(5)  Víase  el  art.  87  de  la  ley. 
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se  les  ha  otorgado  y  el  valor  en  que  la 
tasan. 

Estos  acreedores  no  tendrán,  en  su 
caso,  el  derecho  de  sufragio  sino  por  el 
excedente  de  su  crédito  sobre  esta  ta- 
sación. 

Si  votaren  por  su  crédito  entero,  se 
entenderá  que  renuncian  ala  garantía, 
á  menos  que  probaren  cumplidamente 
ante  el  Tribunal  de  justicia  respectivo 
que  han  omitido  hacer  la  valuación  in- 
dicada, por  inadvertencia. 

Art.  11.  Un  acreedor  no  podrá  vo- 
lar en  virtud  de  un  crédito  comprobado 
por  una  letra  de  cambio  6  un  cheque  (1) 
de  que  sea  portador,  á  menos  que  se 
encuentre  dispuesto  á  satisfacer  la 
obligación  de  todo  firmante  anterior  al 
deudor  y  contra  el  que  no  se  haya  dic- 
tado un  auto  de  secuestro,  como  garan- 
tía, y  siempre  que,  además,  no  estime 
su  valor  para  deducirla  del  importe  de 
su  crédito  á  los  efectos  del  voto,  pero 
no  para  presentarse  á  la  distribución 
de  los  dividendos. 

Art.  12.  El  Sindico  (2),  ó  el  deposita- 
rio oficial  (3),  estarán  facultados  para, 
en  el  plazo  de  veintiocho  dias,  después 
de  que  un  acreedor  haya  votado  en 
una  Junta  general,  exigirle  que  renun- 
cie á  dicha  garantía,  en  beneficio  de  los 
acreedores  en  general,  satisfaciéndole 
et  importe  de  la  evaluación  efectuada 
y  un  20  por  100  más. 

No  obstante,  el  acreedor  que  hubiere 
valorado  su  garantía,  podrá,  antes  de 
que  se  le  exija  su  renuncia,  en  la  for- 
ma indicada  en  el  presente  articulo, 
modificar  dicha  evaluación  haciendo 
una  nueva  producción  y  deduciéndola 


(1)  Véase  nuestra  lraducc¡6n  de  Ib  ley  de  1982, 
inserta  en  oí  lugar  corres  pon  á  ¡en  le  de  este  tumo 

(2)  Véanse  los  artículos  12  y  siguientes  de  la 
ley  de  1883. 

(3)  Ídem  id   «  y  siguientes  de  la  le;  de  1883. 


tl( 

je. 

montos  y  pruebas  producidas,  permi- 
tiendo el  ejercicio  del  derecho  de  su- 
fragio al  acreedor  de  que  se  trate,  con 
eventualidad  de  la  anulación  de  su  voto 
en  el  caso  de  que  la  oposición  resultare 
bien  fundamentada. 

Art.  15.  Los  acreedores  podrán  to- 
mar parte  en  la  votación  por  si  y  por 
medio  de  mandatario  con  poder  es- 
pecial. 

Art.  16.    El  mandato  deberá  otorgar- 


(1)  Véanse  los  artículos  12  y  siguientes  de  la 
ley  de  1883. 

(2,    ídem  id.  5.°,  9."  y  13  de  la  ley. 

(3)  ídem  laa  leyes  de  1  de  Agosto  de  1862, 
2  de  Agosto  de  1861 ;  18  de  Agosto  de  1890,  en 
unión  de  la  de  10  de  Agosto  de  1870,  insertas  en 
el  Apéndice  DÚm.  I."  al  presento. 

(i)    Véase  el  art.  59  de  esta  \ny. 
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deberá  levantar  un  acta  de  la  reunión 
y  hacer  que  se  inscriba  en  un  registro 
ad  hoc. 

La  minuta  del  acta  deberá  ir  Armada 
por  el  Presidente  de  la  junta  de  que  se 
trate  ó  por  el  de  la  reunión  siguiente. 

Art.  26.  El  mandatario  con  poder 
general  ó  especial,  no  podra  votar  en 
pro  de  un  acuerdo  que  directa  ó  indi- 
rectamente le  coloque  en  situación  de 
recibir  una  remuneración  á  cuenta  del 
activo  del  deudor  además  del  dividen- 
do proporcional  repartido  á  todos  los 
acreedores,  ni  tampoco  cuando  pueda 
ocurrir  esto  con  respecto  á  un  cosocio 
suyo  ó  á  su  poderdante. 

Sin  embargo,  si  un  mandatario  hu- 
biere aceptado  un  poder  en  que  se  le 
autorice  para  votar  á  favor  suyo  para 
la  elección  de  Síndicos,  podrá  hacer 
uso  válidamente  del  mismo  (1). 

Anexo  II 

(Capítulo  I  del  titulo  III  de  la  ley) 

CAPÍTULO.  PRIMERO 

Comprobación  de  crédiios  en  los  casos 
ordinarios 

Articulo  J.°  Todo  acreedor  estará 
obligado  á  probar  la  certeza  de  la  exis- 
tencia de  su  crédito  tan  pronto  como  le 
sea  posible,  una  vez  que  se  haya  dicta- 
do el  auto  de  secuestro  (2). 

Art.  2."  El  crédito  se  comprobará 
por  la  entrega  ó  remisión  por  el  correo, 
en  carta  franqueada,  de  una  declara- 
ción jurada  en  que  se  haya  constar  la 
existencia  del  crédito. 

El  envío  ó  entrega  se  harán  al  depo- 
sitario oficial  ó  al  Sindico  si  existiere. 

(1)    Véase  el  art.  BB  de  la  ley  de  1888. 

(*2)     Consúltese  el  art.  222  del  Reglamenta. 


Art.  3.a  La  declaración  deberá  ha- 
cerse por  el  acreedor  mismo  ó  por  una 
persona  debidamente  autorizada  por 
éste. 

En  este  segundo  supuesto,  la  declara- 
ción deberá  contener  el  mandato  con- 
ferido é  indicar  cómo  se  ha  adquirido 
conocimiento  de  los  hechos  por  la  per- 
sona que  afirma  su  certeza. 

Art.  4."  La  declaración  deberá  con- 
tener un  estado  ó  referirse  á  una  nota 
indicativa  de  las  particularidades  del 
crédito,  y  mencionar,  si  procediere. 
los  documentos  que  puedan  servir  de 
apoyo  á  las  afirmaciones  que  se  hagan, 

El  depositario  oficial  ó  el  Sindico  po- 
drán exigir  en  cualquier  tiempo  la  pro- 
ducción de  los  documentos  referidos, 
mencionados  en  la  declaración. 

Art.  5.°  La  declaración  deberá  indi- 
car si  el  acreedor  está  ó  no  garantido 
especialmente  (1). 

Art.  6."  Cada  uno  de  los  acreedores 
deberá  soportar  los  gastos  que  ocasio- 
ne la  prueba  de  su  crédito,  exceptúen 
el  caso  de  que  el  Tribunal  competente 
decretare  otra  cosa. 

Art.  7.°  Los  acreedores  que  hubie- 
ren presentado  una  declaración  jura- 
da (2),  tendrán  el  derecho  de  enterarse 
de  las  pruebas  producidas  por  los  de- 
más acreedores,  y  examinarlas  antes 
de  la  primera  junta  y  en  cualquiera 
otra  época  conveniente. 

Art.  8°  Los  acreedores  que  hubie- 
ren producido  prueba  bastante  de  sus 
créditos,  deberán  deducir  de  éstos  to- 
dos los  descuentos  mercantiles,  si  bien 
no  estarán  obligados  &  deducir  un  des- 
cuentofque  no  exceda  de  5  por  100)que 
hayan  podido  conceder  para  el  pago 
hecho  al  contado. 

(1)  Véase  eUrt.  168  de  la  le;  de  1888. 

(2)  ídem  id.  1SS  de  la  ley, 
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Art.  14.  Cuando  se  hubiere  modifi- 
cado una  evaluación  con  arreglo  a  lo 
establecido  anteriormente,  estara  el 
acreedor  obligado  á  restituir,  acto  con- 
tinuo, la  parte  de  dividendo  que  exce- 
diere é  la  cantidad  que  tenga  derecho  á 
recibir  después  de  la  evaluación  modi- 
ficada, A,  si  procediere,  tendrá  derecho 
á  que  se  le  entregue  el  completo  del 
dividendo  que  deba  percibir. 

Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  este 
articulo,  no  tendrán,  en  estos  casos, 
los  acreedores  derecho  para  impedir  el 
reparto  de  un  dividendo  fijado  con  an- 
terioridad á  la  fecha  de  la  modificación 
de  la  evaluación  de  la  garantía, 

Art.  15.  Si  un  acreedor,  después  de 
haber  efectuado  la  evaluación  de  la 
garantía  de  su  crédito,  la  realizare  ó 
mediare  una  realización  operada  en 
virtud  de  lo  establecido  en  el  art.  12,  el 
importe  neto  producido  por  la  venta 
deberá  sustituir  á  la  evaluación  prece- 
dentemente efectuada  por  el  acreedor, 
y  considerarse  como  modificación  de  la 
evaluación  primitiva  de  la  garantía. 

Art.  16.  El  acreedor  que  tuviere  ga- 
rantizado su  crédito  y  que  no  se  con- 
forme y  ajuste  su  conducta  á  las  dispo- 
siciones precedentes,  incurrirá  en  la 
privación  de  su  derecho  á  participar  en 
el  reparto  de  los  dividendos. 

Art.  17.  Salvo  las  disposiciones  con- 
tenidas en  el  art.  12,  los  acreedores  no 
deberán  en  ningún  caso  recibir  más 
de  la  suma  que  se  les  debiere  por  capi- 
tal é  intereses,  con  arreglo  á  lo  esta- 
blecido en  la  presente  ley. 

CAPÍTULO  111 

De  la  prueba  de  los  créditos  nacidos  de 
contratos  celebrados  por  un  quebrado 
con  cualidades  dieersas. 

Art.  18.    Si  un  deudor  se  encontrare 


al  tiempo  de  dictarse  el  auto  de  secues- 
tro (1)  obligado  en  virtud  de  diferentes 
contratos  como  individuo  de  dos  ó  más 
sociedades  mercantiles,  Ó  á  la  vez 
como  socio  y  contratante  particular,  la 
circunstancia  de  que  las  sociedades  se 
hallen  total  ó  parcialmente  compuestas 
de  las  mismas  personas  ó  que  el  deu- 
dor, obligado  particularmente  por  si, 
sea  también  uno  de  los  varios  contra- 
tantes solidarios,  no  impedirá  al  acree- 
dor presentarse  en  cada  una  de  las 
quiebras  y  producir  en  ellas  la  prueba 
de  sus  créditos. 


De  los  pagos  que  hayan  de  efectuarte 
periódicamente 

Art.  19.  Cuando  los  alquileres  ó  ren- 
tas hayan  de  satisfacerse  en  épocas 
fijas  y  el  auto  de  secuestro  (2)  se  hu- 
biere dictado  fuera  de  una  de  ellas,  la 
persona  que  tenga  derecho  á  percibir 
aquéllos  podrá  solicitar  la  admisión  de 
estos  créditos  por  una  porción  de  las 
sumas  respectivas  como  si  se  debieron 
día  por  día. 

CAPÍTULO  V 

De  los  intereses 

Art.  20.  Por  las  deudas  ó  cantidades 
ciertas  pagaderas  en  épocas  determi- 
nadas ó  en  otra  forma,  y  por  las  que  no 
se  haya  reservado  6  convenido  interés 
alguno,  y  que  siendo  pagaderas  antes 
de  la  fecha  del  pronunciamiento  dei 


(1)  Víanse  los  artículos  5.°,  9."  y  18yotr«ds 
U  ley. 

(2)  ídem  id.  5.*,  9.°  y  18  y  otro»  de  !» ley. 
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.{Art.  163,  pírrefo  2.*,  letra  ■  de  la  ley) 

Leyes  referentes  á  los  dioidendos 
no  reclamados 

/.«)  7  y  8  Vict.,  capitulo  70;  ley  des- 
tinada á  facilitar  los  convenios  entre 
acreedores  y  deudores  (an  Actforfaei- 
Utating  arrangemenis  bet  teeen,  debiors 
and  creditors). 

2.")  12  y  13  Vict-,  capitulo  106,  ley  de 
Quiebras  de  1849  ( The  Bankrupteg  Lace 
Consolidation  Aet  1849). 

3.')  24  y  25  Vict.,  capitulo  134,  ley 
de  Quiebras  de  1861  (The  Bankruptcy 
Act  1861). 

Y  4.*)  32  y  33  Vict.,  capitulo  71,  ley 
de  Quiebras  de  1869  {The  Bankruptcy 
Act  1869). 

Anexo  V 

(Art.  <9  de   la   ley) 

Leyes  derogadas  con  respecto 

á  Inglaterra 

/.')    13  Eduardo  I,  capitulo  18.  Los 


Estatutos  de  Westminster,  II,  capitu- 
lo 18,  parcialmente,  es  decir,  las  pala- 
bras «todos  los  bienes  muebles  del  deu- 
dor, excepto  sus  bueyes  y  animales  de 
labor». 

2.')  32  y  33  Vict.,  capitulo  62:  Ley  de 
los  deudores;  parcialmente,  es  decir,  el 
párrafo  6.°  del  art.  5."  y  los  artículos  21 
y  22. 

3.')  32  y  33  Vict.,  capitulo  71.  La  ley 
de  Quiebras  de  1869. 

4.*)  32  y  33  Vict.,  capitulo  83.  Ley- 
orgánica  del  Tribunal  de  insolventes; 
en  parte,  el  art.  19. 

5.')  33y  34  Vict.,  capitulo  76.  Ley  de 
los  deudores  fugitivos.  ( The  absconding 
Debiors  Act  1870);  totalmente. 

6.')  34  y  35  Vict.,  capitulo  50.  Ley 
de  incapacidades  en  materia  de  quie- 
bra. {The  Bankruptcy  Dis  qu.aelijtc.a- 
tton  Act  1871);  excepto  los  artícu- 
los 6.°,  7."  y  8.° 

Y  7.')  38  y  39  Vict.,  capitulo  77.  Ley 
orgánica  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, parcialmente;  es  decir,  los  ar- 
tículos 9.°  y  32. 


APÉNDICES  AL  CAPÍTULO  ANTERIOR 
NÚMERO    l.° 

DISPOSICIONES     COMPLEMENTARIAS    A    LA     LEY 
DE    26    DE    AGOSTO   DE    1683 


Las  disposiciones  complementarias 
de  la  ley  de  Quiebrasde  Inglaterra  de  25 
de  Agosto  de  1883  son  las  siguientes: 

A)  Ley  de  abolición  de  la  prisión  por 
deudas,  de  9  de  Agosto  de  1869  (32  y  33 
Vict.,  cap.  62); 

B)  Ley  de  convenios  privados,  de  16 
de  Septiembre  de  1887  (50  y  51  Vict.,  ca- 
pitulo 17); 


C)  Leyes  acerca  de  la  liquidación  de 
las  sociedades  mercantiles: 

a)  De  7  de  Agosto  de  1882  (25  y  26 
Vict.,  cap.  89); 

b)  De  20  de  Agoeto  de  1867,  y 

c)  De  18  de  Agosto  de  1890; 

D)  Ley  relativa  á  los  convenios  cele- 
brados por  las  sociedades  mercantiles, 
de  10  de  Agosto  de  1870. 
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exceptuase   oc   ¡a  uis|nnuciuiJ    wiiv- 

1."  La  talla  de  cumplimiento  de  una 
pena  ó  de  una  cantidad  que  revista  los 
caracteres  de  pena,  á  menos  que  se 
trate  de  una  cláusula  penal; 

2."  La  falla  de  pago  de  una  canti- 
dad que  pueda  recuperarse  mediante 
un  procedimiento  sumario  incoado  y 
requerido  ante  el  Juez  de  paz  compe- 
tente; 

3.°  La  Taita  de  pago  por  parte  de 
un  Administrador,  Sindico,  etc.,  que  un 
Tribunal  de  equidad  haya  condenado  á 
pagar  una  cantidad  que  se  encuentre 

(I)  An  Act  for  lite  AboUilon  of  impTinonmenl 
for  Debí,  fbTthuPunUhmenl  of  freudulent  Debtorí 
a;ui  fur  atlter  purpotea  (82  y  33  Vic,  cap.  Si). 


uu  uuugaua  o  enu, 

Art.  5.°  Salvo  las  disposiciones  in- 
sertas más  adelante,  y  lo  que  dispon- 
gan los  Reglamentos  que  habrán  de 
dictarse  para  la  ejecución  de  la  presen- 
te ley,  cualquier  Tribunal  de  justicia 
podrá  condenar  á  prisión,  por  un  tiem- 

(1)  La  ley  de  18-78  (41  y  42  Victoria,  cap.  54) 
concede  al  Tribunal  de  justicia  competente  la  fa- 
cultad de  condenar  6  no  n  prisión,  segfún  las  cir- 
cunstancias, en  loa  casos  mencionad  un  en  los  mi- 


*8.-yl 


t.  4." 


(i)  Nombres  de  loa  Procuradores,  aegún  loa 
Tribunales  en  que  actúan.  La  ley  de  1878  (Judí- 
calure  Acl),  art  87,  ha  sustituido  el  nombre  de 
Altorney  por  el  de  Solicitar  o fTlt*  Supremc  Vourt 
of  Judicatura. 

(3)  Veme  el  art.  53  de  la  ley  de  25  de  Ajfoato 
de  18=3. 
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po  que  no  exceda  de  seis  meses,  ó  bien 
hasta  el  pago  de  la  cantidad  debida  á  la 
persona  que  dejare,  total  ó  parcialmen- 
te, de  satisfacer  una  deuda  vencida,  y 
a  cuyo  pago  hubiere  sido  condenada 
por  sentencia  firme  de  un  Tribunal 
competente. 

No  obstante,  la  facultad  de  condenar 
á  prisión  a  una  persona,  consagrada 
por  el  presente  articulo,  sólo  podrá 
ejercitarse  bajo  las  restricciones  si- 
guientes, cuando  no  se  trate  de  Tribu- 
nales superiores: 

a)  Esta  facultad  deberá  ejercitarse 
por  et  Juez,  ó  Magistrado  ó  su  sustitu- 
to, en  una  sentencia  motivada  dictada 
después  de  vista  pública; 

»)  (i); 

e)  Esta  facultad  no  podrá  ejercitar- 
se en  lo  que  concierne  á  una  sentencia 
de  Tribuna!  de  justicia  de  condado, 
sino  por  un  individuo  de  este  ó  su  sus- 
tituto. 

Dicha  facultad  no  deberá  ejercitarse 
sino  en  el  caso  de  que  se  hubiere  pro- 
bado plenamente,  ajuicio  del  Tribunal 
de  justicia,  que  la  persona  que  no  ha 
pagado  ha  tenido  después  de  la  fecha 
del  pronunciamiento  del  auto  ó  senten- 
cia medios  para  pagar  la  suma  debi- 
da, y  ha  rehusado,  rehusa  ó  procede 
con  negligencia  en  su  pago. 

La  prueba  de  la  existencia  de  los  me- 
dios suficientes  para  pagar,  podrá  pro- 
ponerse y  practicarse  de  la  manera  que 
el  Tribunal  de  justicia  competente  con- 
ceptúe oportuno. 

El  deudor  y  los  testigos  podrán  ser 
citados  é  interrogados  después  de  pres- 
tar juramento,  con  arreglo  á  loque  el 
Reglamento  que  habrá  de  dictarse  para 
la  ejecución  de  la  presente  ley  dis- 
ponga. 

Las  facultades  conferidas  por  el  pre- 
sente articulo  á  los  Tribunales  supe- 
riores, podrán  ejercitarse  por  un  indi- 

(1)  Derogado  por  el  art.  108,  párrafo  4.*,  de  la 
ley  de  Quiebras  de  35  de  Agosto  de  1888. 


viduo  de  los  mismos  que  pueda  formar 
parte  de  la  Sala  de  Conseja  y  en  la  for- 
ma que  prescriban  las  leyes  y  Regla- 
mentos. 

Los  Tribunales  de  justicia  podrán 
con  este  objeto  decretar  el  pago  de  una 
deuda  por  partes;  esta  decisión  podrá 
reponerse  6  modificarse  si  fuere  pro- 
cedente. 

Las  personas  condenadas  á  prisión 
por  un  Tribunal  superior  de  justicia 
pudran  ser  recluidas  en  el  mismo  esta- 
blecimiento en  que  debieran  haber  in- 
gresado, si  su  condena  se  hubiere  dic- 
tado á  consecuencia  de  un  mandamien- 
to expedido  contra  e'  deudor  condenado 
en  materia  civil  y  debidamente  notifi- 
cado por  el  ugier  (1) 

Las  sentencias  condenatorias  que 
emanen  de  un  Tribunal  superior  de  jus- 
ticia se  ejecutarán,  salvo  lo  que  dispon- 
gan los  Reglamentos  especiales  que  ha- 
brán de  dictarse,  de  igual  modo  que  el 
mandato  mencionado. 

El  presente  articulo,  en  lo  que  se  re- 
fiere á  los  Tribunales  de  justicia  de 
condado,  reemplazará  á  los  artículos  98 
y  99  de  la  ley  de  1816,  acerca  de  la  or- 
ganización y  atribuciones  de  estos  Tri- 
bunales; £sta  última  ley  y  sus  modifi- 
cativas deberán  en  lo  sucesivo  inter- 
pretarse en  la  forma  indicada,  y  se 
aplicarán  á  las  sentencias  de  los  Tribu- 
nales de  condado,  con  respecto  á  can- 
tidades debidas  en  virtud  de  sentencia 
condenatoria  dictada  por  un  Tribunal 
de  categoría  diferente. 

La  prisión  sufrida  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  el  presente  articulo,  no  ope- 
rará, en  ningún  caso,  la  extinción  de  la 
deuda,  ni  será  obstáculo  para  proceder 
al  embargo  de  los  bienes  muebles  ó  in- 
muebles pertenecientes  al  deudor  de 
que  se  trate. 

Las  personas  reducidas  á  prisión  en 
virtud  de  lo  dispuesto  en  el  presente 


(i;     Conócese  este  mandamiento  i 
Wrii  of  copias  ád  Mlis/aciendum. 


m  el  nombrí 
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uno  délos  Tribunales  superiores  de  Su 
Majestad  de  los  que  radican  en  West- 
minster,  hubiere  el  demandado  sido 
condenado  a  prisión,  sí  este  proceso 
se  hubiere  incoado  antes  de  la  promul- 
gación de  la  presente  ley  y  el  deman- 
dante probare  antes  del  pronuncia- 
miento de  la  sentencia  definitiva  bajo 
fe  de  juramento,  que  su  demandase  en- 
cuentra fundamentada  hasta  la  concu- 
rrencia de  50  libras  esterlinas  (1J  ó  de 
una  cantidad  superior,  y  existiere  justa 
causa  para  suponer  que  el  demandado 
se  baila  á  punto  de  abandonar  el  terri- 
torio de  Inglaterra,  y  que  su  ausencia 
ó  fuga  podrá  perjudicar  al  demandante 
en  el  ejercicio  de  su  acción  podrá  de- 
cretarse el  arresto  por  la  autoridad  ju- 
dicial competente, 

Este  arresto  no  podrá  exceder,  en 
ningún  caso,  de  seis  meses. 

Lo  dispuesto  en  el  presente  articula 
no  recibirá  aplicación  cuando,  antes  de 
la  espiración  del  plazo  indicado,  pres- 
tare el  demandado  una  garantía  bas- 
tante por  una  cantidad  igual  á  la  suma 
reclamada,  de  que  no  abandonará  el 
territorio  inglés  sin  autorización  del 
Tribunal  de  justicia  competente. 

Cuando  la  acción  tenga  por  objeto 
una  pena  ó  una  suma  debida  á  titulo 
de  pena  distinta  de  una  cláusula  penal 
de  un  contrato,  no  será  necesario  pro- 
bar que   la  ausencia  del  demandado 

(1)     1  350  peseta  próiimameut*. 

TOHa     XI. — ISHTITCCIONEH  JU&iijICAS. 


justas  para  ello. 

Art.  8."  El  embargo  de  los  bienes 
del  deudor  podrá,  no  obstante,  decre- 
tarse como  si  estuviere  sujeto  á  prisión 
por  deudas. 

Art.  9.°  Ninguna  disposición  de  la 
presente  ley  podrá  atacar  al  derecho  de 
arrestar  ó  reducir  á  prisión  á  una  per- 
sona en  la  forma  que  previene  la  ley 
de  Quiebras  de  1869(1). 

Art.  10.  Este  articulo  dispone  la  ela- 
boración de  Reglamentos  para  la  ejecu- 
ción de  los  preceptos  anteriores  (2). 

TITULO  II 

DE  LAS  PENAS  APLICABLES  A  LOS  DEUDO- 
RES CULPABLES  DE  FRAUDE 

Art.  11.  La  persona  declarada  en 
estado  de  quiebra  ó  aquélla  cuyos  ne- 
gocios hubieren  terminado  en  virtud 
de  un  convenio  de  quita  ó  espera,  con 
areglo  &  lo  dispuesto  en  la  ley  de  Quie- 
bras de  18t>9  (3),  deberá  considerársela 
en  cada  uno  de  los  casos  expresados 
más  adelante,  como  culpable  de  delito. 

En  el  caso  de  que  dicha  persona  apa- 
reciere convicta  de  delito,  podrá  ser 
reducida  á  prisión  por  dos  años  como 


(1)  Derogad»  por  la  de  25  de  Aposto  de   18SB. 

(2)  Véase  el  art.  103,  párrafo  (1.*,  de  la  ley  de 
Juiebras  de  25  de  Agosto  de  1883. 

(3)  Derogad*  por  la  de  35  de  Atóalo  de  1883. 
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máximum  y  con  ó  sin  trabajos  forza- 
dos (1). 

Los  casos  mencionados  son  los  si- 
guientes: 

1."  Cuando  el  deudor  no  dé  a  cono- 
cer fielmente  la  integridad  de  su  activo 
al  Sindico  (2)  y  no  le  indique,  cómo,  en 
provecho  de  quién,  por  qué  causa  y  en 
qué  época  ha  dispuesto  de  una  parte  de 
su  activo,  á  menos  que  el  Jurado  de- 
clare que  no  ha  mediado  intención 
fraudulenta. 

Sin  embargo,  esta  disposición  no  será 
aplicable,  ni  á  los  bienes  de  los  que  el 
deudor  hubiere  dispuesto  en  el  ejercicio 
habitual  de  su  comercio  (si  se  dedicare 
á  él),  ni  á  los  gastos  ordinarios  y  co- 
rrientes de  su  casa; 

2.°  Cuando  el  deudor  no  entregare 
al  Sindico  (3),  ó  &  las  personas  que  éste 
designe,  la  parte  de  su  activo,  mueble 
ó  inmueble,  que  se  halle  en  su  posesión 
ó  bajo  su  custodia  en  los  casos  en  que, 
según  la  ley,  etté  obligado  á  efectuar- 
dicha  entrega,  á  menos  que  el  Jurado 
declare  que  no  existió  intención  frau- 
dulenta; 

3.°  Cuando  el  deudor  no  pusiere  á 
disposición  del  Sindico,  ó  de  las  perso- 
nas que  éste  designare,  los  libros,  do- 
cumentos, escritos,  etc.,  referentes  & 
bienes  y  sus'  negocios,  y  que  tenga  en 
su  posesión  ó  custodia,  excepto  en  el 
caso  de  que  el  Jurado  declarare  que  no 
medió  intención  fraudulenta; 

4."  Cuando,  después  de  la  presenta- 
ción de  una  demanda  de  declaración  del 
estado  de  quiebra,  ó  después  del  co- 
mienzo de  la  liquidación  ó  en  los  cuatro 
meses  anteriores,  ocultare  el  deudor 
una  parte  de  su  activo  por  un  valor 
de  10  libras  esterlinas  (4)  á  lo  menos,  ó 
disimulare  uno  de  sus  créditos  activos  6 


(1)  Véase  el  urt    188  de  la  lev  de  35  de  Agos- 
to de  18*3. 

(2)  Véanse  loe  artículos  13  y  siguientes  de  la 
ley  de  25  de  Agosta  de  1888. 

(8)    Véase  la  nota  anterior. 
(■1/     350  pesetas  prAiimamente. 


de  sus  deudas,  á  menos  que  el  Jurado 
reconozca  que  no  hubo  intención  frau- 
dulenta; 

5  "  Cuando,  después  de  la  presenta- 
ción de  una  demanda  de  declaración 
del  estado  de  quiebra,  ó  al  comienzo  de 
la  liquidación  ó  en  los  cuatros  meses 
anteriores  malbaratare  fraudulenta- 
mente el  deudor  una  parte  de  su  activo 
que  represente  un  valor  de  10  libres  es- 
terlinas á  lo  menos; 

t¡.°  Cuando  el  deudor  cometiere  cual- 
quier omisión  material  en  un  estado  de 
sus  negocios,  á  menos  que  el  Jurado  es- 
timare que  no  existió  intención  fraudu- 
lenta; 

7."  Cuando  el  deudor,  sabiendo  6 
creyendo  que  un  crédito  ficticio  ha  sido 
reconocido  en  la  quiebra  ó  en  la  liqui- 
dación, deja  de  ponerlo  en  conocimien- 
to del  Sindico  (1)  durante  un  mes; 

8."  Cuando  el  deudor,  después  de  la 
presentación  de  una  demanda  de  de- 
claración del  estado  de  quiebra  ó  des- 
pués del  comienzo  de  la  liquidación, 
impidiere  la  producción  de  un  libro, 
documento,  escrito,  etc.,  referente  á 
sus  bienes  ó  &  sus  negocios,  excepto  en 
el  caso  de  que  el  Jurado  declare  que  no 
medió  intención  de  disimular  el  estado 
de  sus  negocios  ó  de  violar  la  ley; 

9."  Cuando,  después  de  la  presenta- 
ción de  una  demanda  solicitando  la 
declaración  del  estado  de  quiebra,  ó 
después  del  comienzo  de  la  liquidación 
ó  bien  en  los  cuatro  meses  anteriores, 
oculte,  destruya,  dañe  ó  falsifique  el 
deudor,  como  autor  principal  ó  como 
cómplice,  un  libro  ó  un  documento  con- 
cerniente á  sus  negocios  ó  bienes,  i 
menOB  que  el  Jurado  declarare  que  no 
medió  intención  de  disimular  el  estado 
verdadero  de  sus  negocios  ó  de  violar 
la  ley; 

10.  Cuando,  después  de  la  presenta- 
ción de  una  demanda  en  solicitud  de 


(1}    Véanse  los  artículo*  T3  y  siguientes  de  la 
ley  de  35  de  Agosto  de  1889. 
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dos  años  de  prisión  como  máximum, 
con  ó  sin  trabajos  forzados,  á  menos 
que  el  Jurado  declare  que  no  existió  in- 
tención fraudulenta  (1). 

Art.  13.  Cualquier  persona  deberá, 
en  los  casos  siguientes,  ser  considera- 
da como  culpable  de  delito  y  condena- 
da á  la  pena  de  un  año  de  prisión  como 
máximum,  con  ó  sin  condena  expresa 
á  trabajos  forzados: 

1.°  Cuando,  al  contraer  una  deuda  ú 
obligación,  hubiere  obtenido  crédito 
merced  al  empleo  de  falsos  pretextos  ó 
de  cualquiera  otra  especie  de  fraude; 

2.°  Cuando,  con  intención  de  defrau- 
dar á  sus  acreedores  ó  á  algunos  de 
ellos,  practicare  ó  hiciere  practicar  una 
donación  ó  cesión  de  bienes  ó  constitu- 
yere sobre  ellos  un  gravamen  ó  dere- 
cho real; 

3.°  Cuando,  con  intención  de  defrau- 
dar á  sus  acreedores,  hubiere  ocultado 
una  parte  de  sus  bienes  con  posteriori- 
dad al  pronunciamiento  de  una  senten- 
cia condenatoria  al  pago  de  una  canti- 
dad de  dinero,  asi  como  en  los  dos  me- 
ses anteriores  á  la  fecha  de  aquél. 

Art.  14.  El  acreedor  que  en  una 
quiebra,  en  una  liquidación  ó  en  un  con- 
venio de  quita  ó  espera,  dedujere  una 
reclamación  falsa,  produjere  una  prue- 
ba, prestare  una  declaración,  etc.,  será 
culpable  de  delito  y  deberá  castigársele 
con  la  pena  de  un  año  de  prisión,  como 
máximum,  con  ó  sin  trabajos  forzados, 
SÍ  mediare  intención  de  defraudar  &  los 
demás  acreedores  y  el  hecho  fuere  vo- 
luntario (2j. 

Art.  15.  Cuando  un  deudor  celebrare 
un  convenio  de  quita  ó  espera  con  sus 
acreedores,  con  arreglo  á  la  ley  de 
Quiebras  de  1869(3)  quedará  obligado 
por  el  saldo  no  satisfecho  de  todas  las 
deudas  contraidas  ó  aumentadas  por 
un  hecho  fraudulento. 

(1)    Véaae  al  art.   149  da  la  ley  ds  Quiebra» 
Je  lees. 
(3)    Ídem  fd.  163  de  la  ley  de  Quiebras  de  1888. 
(S)    Derogada  por  la  de  2B  Agosto  1888. 


Csta  misma  disposición  será  aplica- 
ble al  deudor  que  hubiere  obtenido  por 
fraude  el  sobreseimiento  del  procedi- 
miento. 

Lo  dispuesto  en  el  presente  articulo 
deberá  entenderse,  sin  embargo,  siem- 
pre que  el  acreedor  defraudado  no  se 
hubiere  adherido  al  convenio  de  otro 
modo  que  afirmando  la  certeza  de  su 
crédito  y  percibiendo  los  dividendos  re- 
partidos (1). 

Art.  16.  Cuando  un  Sindico  (2)  en  un 
informe  dirigido  al  Tribunal  de  justicia 
competente  en  materia  de  quiebra  ma- 
nifestare que,  en  su  opinión,  un  que- 
brado resulta  culpable  de  uno  de  los 
actos  que  caen  dentro  de  la  esfera  de  la 
presente  ley,  ó  cuando  dicho  Tribunal 
de  justicia,  á  instancia  de  un  acreedor 
ó  de  un  individuo  del  Consejo  de  vigi- 
lancia estimase  que  existen  motivos 
suficientes  para  creer  que  el  quebrado 
es  responsable  de  un  acto  de  aquella 
naturaleza,  autorizará  al  Sindico  para 
que  entable  el  procedimiento  penal  co- 
rrespondiente contra  el  quebrado  (3). 

Art.  17.  Cuando  se  incoare  un  pro- 
cedimiento penal  contra  el  quebrado, 
en  virtud  de  lo  consignado  en  el  articu- 
lo anterior,  y  á  consecuencia  de  una  re- 
solución del  Tribunal  de  justicia  com- 
petente en  materia  de  quiebra,  las  cos- 
tas procesales  Be  satisfarán  en  la  mis- 
ma forma  que  en  los  casos  de  procedi- 
miento por  razón  del  crimen  de  felonía. 

Art.  18.  Los  delitos  previstos  por  el 
titulo  U  de  la  presente  ley  deberán  repu- 
tarse como  ofensa  de  las  reprimidas  en 
i  a  ley  22  y  23  Victoria,  cap.  17. 

La  autoridad  judicial  deberá  tomar 
en  consideración  las  pruebas  aducidas 
para  demostrar  que  el  hecho  imputado 


(1)  El  art.  30  de  la  le;   de  Quiebra*  de  lRSa 

otroduce  una  ligera  modifi cocida  en  e!  que  ano- 

(2)  Víanse  loe  artículoa  12  y  siguiente*,  y  104 
e  la  ley  de  25  de  Agosto  de  1888. 

(8)     Vánse  el  art.  loS  de  la  ley   de  55  do  Agos- 


Dgitzedby  G00gle 


db,  Google 


el  deudor  ó  por  los  acn 
caso  de  que  se  hubiert 
del  territorio  de  Inglat 
en  el  término  de  ocho 
desde  la  fecha  en  que,  i 
ordinariamente  empleí 
ducciones  postales,  de 
en  Inglaterra  ó  Irlanda 
depositado  en  el  corre 
ocho  siguientes  á  la  fir 
Igualmente  se  reputa 
venio  indicado  si  el  doc 
conste  careciere  del  timbre  usual  y  aa 
valorem  prescripto  por  la  presente 
ley  (1). 

Art  t¡.°  El  registro  de  un  convenio 
privado  regido  por  la  presente  ley  se 
operara  en  la  forma  siguiente: 

1."  Deberá  presentarse  una  copia  li- 
teral del  convenio  con  los  documentos 
inventarios  y  anexos  al  Escribano,  en 
el  plazo  de  ocho  días,  á  contar  de  la 
fecha  en  que  aquél  hubiere  sido  sus- 
cripto, en  la  misma  forma  que  la  pros- 
cripta para  la  venta. 

Esta  copia  habrá  de  ir  acompañada 
de  dos  declaraciones  juradas  (2):  una 
que  haga  constar  !a  fecha  de  suscrip- 
ción de  aquél,  la  residencia  y  profesión 
del  deudor  ó  los  lugares  en  que  ejercie- 
re ésta,  y  otra  que  acredite  el  importe, 
según  tasación,  del  activo  ó  de!  pasivo 
objeto  del  convenio,  el  importe  total, 
si  procediere,  de  las  cantidades  que  ha- 
yan de  pagarse  con  arreglo  á  las  con- 
donaciones de  deudas  convenidas  y  los 
nombres  y  residencia  de  los  acree- 
dores; 

2.°  Ningún  convenio  privado  podrá 
registrarse  con  arreglo  á  la  presente 
ley,  á  menos  que  se  exhiba  al  Escriba- 
no, al  tiempo  de  efectuar  la  inscrip- 
ción, el  original  de  aquél,  revestidodel 
timbre  prevenido  por  las  disposiciones 
legales  vigentes,  y  además  uno  de  un 


(I)    Véaae  al  art.  6.*,  párrafos." 
[X¡     Víate  el  art.    168  de   la  ley   de 
de  25  de  Agosto  do  I8B3. 


Este  extracto  tiehera   . 
indicaciones  siguientes  y  las  demás  que 
pudieren  prescribirse: 

a)  La  fecha  del  convenio; 

b)  El  nombre,  residencia  y  cualidad 
del  deudor,  el  lugar  ó  lugares  en  que 
ejerza  su  profesión,  su  razón  mercan- 
til, si  la  tuviere,  y  el  nombre  y  residen- 
cia del  administrador,  nombrado  de  co- 
mún acuerdo  por  las  parles; 

c)  Un  resumen  en  que  se  indique  la 
naturaleza  y  efectos  del  convenio  pri- 
vado y  el  importe  proporcional  de  la 
condonación  de  deudas  acordada; 

d)  La  fecha  del  registro; 

é)  El  importe  del  activo  y  del  pasi- 
vo comprendidos  en  el  convenio  tal 
como  hayan  sido  valorados  por  el 
deudor. 

Art.  8.°.— §  I.°  Los  Escribanos  afec- 
tos al  Registro  «le  las  compraventas  en 
Inglaterra  é  Irlanda,  desempeñarán  las 
funciones  de  registradores  de  conve- 
nios privados,  en  cumplimiento  de  lo 
dispuesto  en  la  presente  ley. 

§2."  La  oficina  del  Registro  de  con- 
venios privados  radicará,  para  Ingla- 
terra, en  la  Escribanía  central  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  de  Inglate- 
rra, y  en  Irlanda,  en  la  Escribanía  ane- 
ja al  Banco  de  la  Reina  en  el  Tribunal 
S.iprenio  do  Justicia. 

Art.  9.°  Si  la  autoridad  judicial  tu- 
viere conocimiento  de  que  un  convenio 
privado  ha  dejado  de  inscribirse  en  el 
Registro  dentro  del  plazo  señalado  por 
la  presente  ley,  ó  que  se  ha  cometido 
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la  rectificación  ó  la  inexactitud  come- 
tida. 

Art.  10.  Si  el  plazo  concedido  para 
efectuar  la  inscripción  de  un  convenio 
privado  espirare  en  domingo,  ó  en  otro 
dia  en  que  el  Registro  se  encuentre 
cerrado,  podrá  efectuarse  la  inscrip- 
ción válidamente  en  el  dia  siguiente. 

Art  11.  Salvo  las  disposiciones  con- 
tenidas en  la  presente  ley,  y  en  los  Re- 
glamentos que  para  su  ejecución  se 
dicten  (1),  cualquier  persona  tendrá  fa 
cuitad  para  solicitar  se  le  expida  copia 
literal  ó  extracto  de  todo  convenio  pri- 
vado inscripto  en  el  Registro,  satisfa- 
ciendo un  derecho  igual  al  establecido 
para  las  certificaciones  de  las  senten- 
cias dictadas  por  el  Tribunal  Supremo 
de  Justicia. 

Estas  copias  y  extractos  harán  fe  en 
juicio,  salvo  prueba  en  contrario,  ante 
todos  los  Tribunales  de  justicia  y  arbi- 
trales, de  la  conformidad  de  ellos  con 
el  original  de  la  certeza  del  hecho  y  de 
la  fecha  de  la  inscripción  en  el  Registro, 

Art.  12.— §  1,"  Cualquier  persona 
tendrá  derecho  para  practicar,  en  las 
horas  correspondientes,  investigacio- 
nes y  rebuscas  en  el  Registro,  median- 
te el  pago  de  un  akilling  ó  cualquier 
otro  derecho  que  se  establezca  y  en  las 
condiciones  que  se  determinen,  exami- 
nar los  convenios  registrados,  tomando 
notas  ó  sacando  copias  de  ellos,  sin  ne- 


o  ei  centro  ae  ias  operaciones  mercan- 
tiles de  un  deudor  que  fuere  parte  en  un 
convenio,  estuviere  sito  fueradel  terri- 
torio jurisdiccional  de  Londres  en  mate- 
ria de  quiebra,  según'se  establece  en  la 
ley  inglesa  de  Quiebras  de  25  de  Agos- 
to de  1883  (46  y  47  Victoria,  capitu- 
lo 52)  (]),  deberá  el  Escribano,  dentro 
de  los  tres  dtas  hábiles  siguientes  al  re- 
gistro y  con  arreglo  á  lo  preceptuado 
en  el  Reglamento  que  habrá  de  dictar- 
se para  la  ejecución  de  la  presente  ley, 
remitir  una  copia  del  convenio  privado 
al  Escribano  del  Tribunal  de  justicia 
del  condado  en  cuyo  territorio  jurisdic- 
cional resida  el  deudor  ó  tenga  el  cen- 
tro de  sus  negocios. 

§  2.°  Las  copias  de  este  modo  remi- 
tidas, deberán  conservarse,  depositar- 
se y  transcribirse  en  un  Registro  espe- 
cial por  el  Escribano  {Registrar)  del 
Tribunal  de  justicia  de  condado,  del 
modo  prevenido  por  la  ley. 

§  3.°  Cualquier  persona  podré  prac- 
ticar, buscar  y  consultar  en  el  Registro 
las  copias  mencionadas,  tomar  extrac- 
tos y  solicitar  y  obtener  certiñcaciones 
de  todo  ó  parte  de  aquellas,  de  la  mis- 
ma manera  y  en  las  mismas  condicio- 
nes, especialmente  en  lo  relativo  á  los 
derechos  fiscales,  que  si  se  tratare  de 
documentos  registrados  en  virtud  de  lo 
establecido  en  la  presente  ley. 

§  4.°  El  presente  articulo  no  será 
aplicable  á  Irlanda. 


(1)    Véase  la  n 
eat»  ley. 


a  >l  b 


18,   párrafo  2.°,  de 


(1)    Véa-ie  el  art.  91  de  dicha  ley, 


dby  Google 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


Art.  14.  Las  declaraciones  juradas 
exigidas  por  la  presente  ley,  podrán 
prestarse  ante  los  masiers  (l)  del  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  de  Inglate- 
rra é  Irlanda,  ó  ante  cualquiera  perso- 
na autorizada  por  la  ley  para  recibir 
juramento  ante  los  Tribunales  Supre- 
mos de  Justiciado  Inglaterra  y  de  Ir- 
landa. 

Art.  15.  §  1.°  Por  el  registro  de  los 
convenios  privados  y  por  las  buscas 
practicadas  por  el  Escribano,  no  se 
percibirán  los  derechos  de  timbre  fija- 
dos por  la  ley. 

§  2."  Ninguna  disposición  de  la  pre- 
sente podrá  tener  el  efecto  de  obligar 
al  Escribano  encargado  del  Registro  á 
que  deje  de  percibir  los  derechos  fisca- 
les correspondientes,  bajo  excusa  ni 
razón  de  ninguna  clase. 

g  3.°  El  art.  26  de  la  ley  orgánica  in- 
glesa del  Tribuna]  Supremo  de  Justicia, 
el  art.  84  de  la  ley  orgánica  irlandesa 
del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  y 
cuantas  leyes  y  disposiciones  vigentes 
modifican  lo  prevenido  en  aquéllos,  se- 
rán aplicables  6  los  derechos  fiscales 
percibidos  en  virtud  de  lo  preceptuado 
en  la  presente  ley. 

§  4.°  Si  fuere  necesario,  se  procede- 
rá á  la  confección  y  promulgación  de 
Reglamentos  sobre  la  materia. 

Art.  16.— §  1."  El  párrafo  4.°,  letra  g 
del  art.  28  de  la  ley  Quiebras  de  1883, 
deberá  leerse  y  entenderse  como  si  las 
palabras  «en  los  términos  de  la  presen- 
te ley»  no  aparecieren  en  el  mismo 

§  2."  Lo  dispuesto  en  el  párrafo  1.a 
del'presente  articulo  no  será  aplicable 
á  Irlanda. 

Art.  17.  Ninguna  de  las  disposicio- 
nes contenidas  en  la  presente  ley  podrá 
producir  el  efecto  de  derogar  ó  modifi- 
car una  prescripción  cualquiera  de  una 
ley  vigente  en  materia  de  quiebra,  ó 
de  dar  validez  á  un  aclo  que,  según  esta 
misma  ley,  fuere  susceptible  de  entra- 

(1)    Véase  Si'Oíbt.— Law  Dictionnary. 


ñar  quiebra,  y  que  sea  nulo  ó  anulable. 

Art.  18.— g  1."  Podrán  confeccionar- 
se y  publicarse  Reglamentos  en  ejecu- 
ción de  la  presente  ley  y  derogarse  ó 
modificarse  por  las  autoridades  compe- 
tentes para  reglamentar  la  ejecución 
de  las  leyes  orgánicas  del  Tribunal  Su- 
premo de  Justicia  de  Inglaterra  de  1877 
á  1884  y  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia de  Irlanda  de  1877. 

§  2."  Podrán  confeccionarse  y  publi- 
carse Reglamentos  en  ejecución  de  la 
presente  ley,  siempre  que  las  circuns- 
tancias lo  aconsejen  (1). 
•  Art.  19.  A  menos  que  el  texto  de  la 
ley  exija  una  interpretación  distinta, 
las  palabras  que  se  insertan  á  conti- 
nuación tendrán  el  significado  que  se 
expresa: 

1."  Couri  or  judge  (2)  significa  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  y  cual- 
quier Magistrado  del  mismo; 

2."  Creditor»  generally  (3)  compren- 
de todos  los  acreedores  que  han  con- 
sentido en  la  celebración  de  un  conve- 
nio privado  ó  que  han  obtenido  benefi- 
cios de  ella; 

3."  Peraon  (4)  comprende  una  colec- 
tividad cualquiera  de  individuos,  cons- 
tituya ó  no  una  persona  moral; 

4.°  Prescribid  (5)  significa  proscripto 
por  los  Reglamentos  dictados  en  ejecu- 
ción de  la  presente  ley; 

5.°  Property  (6)  tiene  el  mismo  sig- 
nificado que  en  la  ley  de  Quiebras  de 
1883  (7); 

ti."  Rules  (8)  comprende  los  modelos 
de  actas. 


(I)  Eq  aplicaciÓD  de  sata  párrafo  se  ha  dícta- 
lo en  11  de  Diciembre  un  Rutea  under  ffie  Desda 
if  Arranjemenl  Act.  1887. 

(■t\     Tribunal  6  Jue* 

(8)     Acreedores  en  general. 

(41     Persona. 

(5)  Prese  ri|jto. 

(6)  Activo. - 

(T)     Víase  el  art.  IStf. 
(fl)     Reglamentos. 
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CAPÍTULO  PRIMERO 

De  la  liquidación  por  efecto  de  decisión 
del  Tribunal 

Art.  79.  Una  sociedad  sujeta  á  las 
prescripciones  de  la  presente  ley  podrá 
ser  declarada  en  estado  de  liquidación 
por  decisión  del  Tribunal  competente, 
en  la  forma  que  se  indica  más  adelan- 
te, en  cualquiera  de  las  circunstancias 
siguientes: 

1.*  Cuando  la  sociedad  ha  tomado 
una  resolución  especial  reclamando  la 
declaración  judicial  del  estado  de  li- 
quidación; 

2.a  Cuando  la  sociedad  no  hadado 
comienzo  á  sus  operaciones  en  el  año 
del  registro  de  sus  estatutos,  ó  las  ha 
suspendido  durante  el  periodo  de  un 
año; 

3.a  Cuando  el  número  de  Bocios  se 
ha  reducido  á  menos  de  siete; 

4.*  Cuando  la  sociedad  no  ha  podido 
satisfacer  sus  obligaciones  (1); 

5.'  Cuando  el  Tribunal  estimare,  en 
general,  conveniente  y  equitativo,  de- 
clarar á  la  sociedad  en  estado  de  liqui- 
dación. 

Art.  80.  Una  sociedad  sujeta  á  las 
prescripciones  de  la  presente  ley,  se 
entenderá  que  no  ha  podido  satisfacer 
sus  obligaciones: 

1."  Cuando  un  acreedor  con  titu- 
lo (2),  ó  en  general  cualquier  acreedor 
por  ley  ó  por  equidad,  de  una  cantidad 
superior  á  50  libras  esterlinas,  haya 
notificado  en  forma  á  la  sociedad  la  re- 
clamación de  su  crédito,  y  cuando  la 
sociedad  en  el  término  de  tres  semanas 
no  hubiere  satisfecho  su  deuda  al  acree- 
dor, transigido  con  él  ó  prestádole  al- 
guna garantía  especial  de  pago; 

2.°  Cuando  no  haya  producido  los 
resultados  apetecibles,  en  Inglaterra  ó 


(1)  Véase  el  art.  SO  de  c 

(2)  Aulgnment, 


en  Irlanda,  un  embargo  ó  cualquier  pro- 
cedimiento ejecutivo  de  sentencia,  ó 
decisión  dictada  por  un  Tribunal  de 
justicia,  en  pleito  seguido  contraía  so- 
ciedad; 

3."  Cuando,  en  Escocia,  los  plazos 
concedidos  para  el  cumplimiento  déla 
obligación,  para  ejecutar  una  senten- 
cia, ó  para  sa  isfacer  una  deuda  previo 
protesto,  hayan  espirado  sin  hacerse 
el  pago  correspondiente; 

4.a  Cuando  constare  al  Tribuna)  que 
la  sociedad  se  encuentra  imposibilitada 
para  pagar  sus  deudas. 

Art.  81 (1) 

Art.  83. — g  1."  Toda  demanda  de  de- 
claración del  estado  de  liquidación  de- 
berá dirigirse  al  Tribunal  en  virtud  de 
la  présenle  ley  y  con  arreglo  á  los  pre- 
ceptos procesales  correspondientes. 

§  2.°  La  demanda  indicada  en  este 
articulo  podrá  presentarse  bien  sea  por 
la  sociedad ,  bien  por  uno  ó  varios 
acreedores,  ó  por  cualesquiera  persona 
obligada  á  contribuir  á  la  formación 
del  activo  de  aquélla  (2),  sea  por  uno  de 
ellos,  sea  por  todos  conjunta  ó  separa- 
damente. 

§  3.°  Las  decisiones  dictadas  sobre 
la  demanda  de  que  se  trata  en  este  ar- 
ticulo, producirán  sus  electos  legales 
en  favor  de  todos  los  acreedores  y  de 
todas  las  personas  obligadas  á  contri- 
buir á  la  constitución  del  fondo  social, 
de  igual  modo  que  si  se  hubieren  dicta- 
do á  consecuencia  de  la  demanda  pre- 
sentada por  un  acreedor  y  por  una  de 
las  personas  designadas  últimamente. 

Art.  83(3).— §  1."  Las  secciones  del 
alto  Tribunal  de  la  Cancillería  podrán 
practicar  en  Sala  de  Consejo  las  dili- 
gencias para  las  que  el  Tribunal  esté 
facultado  en  virtud  de  lo  prevenido  en 
la  presente  ley. 

(1)  Derogado  por  la  ley  de  1S  de  Agosto  de 
1890,  inserta  inte  adelante. 

(2)  Véase  el  art  40  de  la  ley  de  1861. 

{■))  Modificado  en  sata  forma  por  ley  de  1860 
(32  y  33  Vjct.,  cap.  16.) 
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como  si  formare  parte  del  activo  de  la 
sociedad,  y  constituirá  una  obligación 
en  favor  de  la  sociedad,  á  cargo  de  cada 
uno  de  los  accionistas,  basta  la  total 
concurrencia  de  las  sumas  no  pa- 
gadas. 

§  2.°  Esta  obligación  será  exigible 
en  la  época  que  el  Tribunal  de  justicia 
competente  señale. 

Art.  91.— §  1.°  El  Tribuna]  de  justi- 
cia estará  facultado  para,  en  los  casos 
de  liquidación,  tomaren  consideración 
los  deseos  de  los  acreedores  sociales  y 
de  las  personas  obligadas  á  contribuir 
á  la  formación  del  activo,  manifestados 
claramente. 

g2.°  Si  lo  juzgare  conveniente,  po- 
drá, asimismo,  decretar  la  convocato- 
ria y  reunión  de  juntas  de  acreedores  y 
de  las  personas  antedichas. 

§3."  Estas  juntas  se  convocarán  y 
celebrarán  en  la  forma  que  el  Tribunal 
determine  previamente. 

§4."  El  Tribunal  de  justicia  podrá 
nombrar  un  Presidente,  encargándole 
al  mismo  tiempo  redacte  una  Memoria 
de  lo  acaecido  en  la  junta. 

§5.°  En  las  juntas  de  acreedores, 
deberá  tenerse  en  cuenta  el  importe  del 
crédito  de  cada  uno  de  ellos,  y  en  las  de 
las  personas  obligadas  á  contribuir  á  la 
formación  del  activo  social,  el  número 
de  votos  concedido  á  cada  socio  por  los 
Estatutos  de  la  sociedad. 

CAPÍTULO  II 

De  los  liquidadores  judiciales 

Art.  92.— §  1."  Podrá  procederse  al 
nombramiento  de  una  ó  más  personas, 
llamadas  «liquidadores  judiciales»,  pa- 
ra dirigir  el  procedimiento  de  liquida- 
ción de  una  sociedad  y  prestar  en  el 
mismo  su  concurso  al  Tribunal  de  jus- 
ticia. 

§  2."  El  Tribunal  competente,  para 
conocer  de  la  liquidación,  podrá  proce- 
der al  nombramiento  de  liquidadores 


judiciales,  interina  ó  definitivamente, 
según  lo  conceptúe  conveniente. 

§  3."  En  todo  caso,  si  se  hubieren  de- 
signado varias  personas  para  el  cargo 
antedicho,  deberá  resolver  el  Tribuna! 
si  los  actos  y  diligencias  que  hayan  de 
practicar  obligatoriamente  ó  previa  au- 
torización, habrán  de  serlo  individual- 
mente por  cada  una,  por  varias,  ó  co- 
lectivamente por  todas. 

§4" di. 

%  5."  Si  no  se  hubiere  procedido  al 
nombramiento  de  liquidador  judicial  b 
si  existiere  una  vacante,  los  bienes  de 
la  sociedad  se  entenderán  colocados 
bajo  la  custodia  y  salvaguardia  del  Tri- 
bunal. 

Art.  93.— §  l.o  Los  liquidadores  ju- 
diciales podrán  presentar  la  renuncia 
de  sus  cargos  y  ser  depuestos  de  ellos 
en  caso  de  que  concurra  una  causa 
debidamente  acreditada. 

§  2."  Corresponderá  al  Tribunal  de 
justicia  que  estuviere  conociendo  de  la 
liquidación  el  proveer  á  las  vacantes 
que  por  una  de  las  causas  indicadas  en 
el  presente  articulo  ocurran. 

§  3."  Los  liquidadores  judiciales  ten- 
drán derecho  á  una  remuneración  se- 
ñalada á  razón  de  un  tanto  por  ciento 
ó  de  otra  forma,  según  determine  el 
Tribunal  de  justicia  competente. 

Art.  94.  El  liquidador  ü  liquidadores 
judiciales  serán  designados  con  el  titu- 
lo de  «liquidador*  ó  «liquidadores»  ju- 
diciales de  la  sociedad  respectiva,  y  no 
por  sus  nombres  particulares,  debien- 
do encargarse  de  la  custodia  y  vigilan- 
cia de  todos  los  bienes,  efectos  y  cosas 
incorporales  pertenecientes  ó  que  se 
hallaren  en  posesión  de  la  sociedad  y 
proceder  á  desempeñar  las  funciones 
que  con  relación  á  la  liquidación  de  la 
sociedad  les  impusiere  el  Tribunal  de 
justicia 

Art.  95.    Elliquidadorjudicialestará 


(i)     Oerottído  por   la  ley  d«   18  d«  Agww 
de  1890. 
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Reglamentos.  Por  último,  la  presente 
ley  contiene  un  titulo  VIH  (artículos 
199  a  204}  en  que  se  dictan  reglas  para 
la  aplicación  de  la  misma  á  las  socie- 
dades no  registradas. 

b).-Ley  de  20  de  Agosto  de  1867 
modificativa  de  la  anterior  (2) 


DE  LA  LIQUIDACIÓN 

Art.  40.  Ninguna  de  las  personas 
obligadas  por  concepto  de  socios  en 
una  sociedad  sujeta  á  las  presen pcio- 
des  de  la  ley  principal  de  1862  podrá 
presentar  una  demanda  de  declaración 
del  estado  de  liquidación  de  la  misma, 
ámenos  que  el  número  de  socios  de 
que  conste  se  encontrare  reducido  á 
menos  de  siete,  ó  que  las  acciones  en 
virtud  de  las  que  estapersona  estuviere 
obligada  no  aparecieren  originaria- 
mente suscriptas  por  ella  ó  no  haya 
sido  portador  de  ella,  ó  no  se  hubieren 
inscripto  á  su  nombre  en  el  término  de 
seis  meses  á  lo  menos  durante  los 
dieciocho  anteriores  al  comienzo  de  la 
liquidación  ó  no  se  le  hubieren  devuel- 
to por  electo  del  fallecimiento  de  un 
accionista  anterior.  No  ohstante,  si 
durante  todo  ó  parte  del  término  indi- 
cado de  los  seis  meses  se  hubiere  in- 
terpuesto una  acción  por  la  mujer  de 
una  persona  obligada  á  título  de  socio, 
antes  ó  después  de  su  matrimonio,  ó  en 
su  nombre,  ó  si  se  ha  interpuesto  una 


Artículos  41  a  4tJ (i; 

c).—Ley  de  18  de  Agosto  de  1890  (2)  y  {3) 
Articulo  1.°— §  L°    La  competencia 


(1)     Inserta  á  continuación, 

(i)    An  Act  ta  amend  the  Compañía  A 


(I)    Derogados  por  la    ley  de  18  de  Agosto 

fíj  An  Act  lo  amend  the  íaw  retaling  lo  the 
winding-up  of  campantes  in  England  and  Wale» 
(53j54  Vict.,  cap.oSJ. 

(3)  El  derecho  inglés  do  admite  la  declaración 
del  estado  de  quiebra  para  las  sociedades;  esta- 
blece únicamente  la  liquidación  (winding-upí  que 
puede  ser  voluntaria  (ooíuníary  winding-up),  vo- 
luntaria con  intervención  de  la  Autoridad  judirisl 
iwindinli-upsuojccttotheaupenjiaiónofthecouTt), 
6  forioaa  o  judicial  (wlnding-up  b¡/  court).  Estas 
treselaaesde  liquidaciones  son  objetos  de  dispo- 
siciones conlenidasenlaley  de  7  de  Agosto  de 
1862  acerca  de  las  sociedades.  (Artículos  12»  á 
146,  141  ál52  y79á  128.J 

La  ley  de  1862  no  habla  sido,  con  anterioridad 
á  lo  que  anotamos,  objeto  sino  de  modificaciones 
de  poca  entidad  acerca  de  la  liquidación  de  las 
sociedades.  El  art.  40  de  la  ley  de  90  de  Agosto  de 
1867  reslringióel  derecho  de  los  socios  pera  soli- 
citar la  declaración  del  estado  de  liquidación  de 
la  sociedad.  El  art  2  *  de  lo  ley  de  10  de  Agosto 
de  1870  decidió  que  en  materia  de  transacciones 
celebradas  en  nombre  de  la  sociedad  en  estado  de 
liquidación  la  mayoría  de  los  acreedores  regular- 
mente convocados  obligare  £  la  minoría. 

La  presente  ley  de  18  de  Agosto  de  18»  mo- 
difica Is  legislación  anterior  en  los  siguientes 
puntos: 

1.'  Desde  el  punto  de  vista  de  Is  competencia, 
los  Tribunales  de  justicia  de  condado  se  agregan 
a  la  lista  de  los  que,  según  la  ley  de  1862,  (ar- 
tículo 81)  eran  competentes  para  decretar  el  esta- 
do de  liquidación: 

2.*  Desde  el  punto  de  vista  de  las  alribucio- 
nes  y  funciones  del  liquidador  interino,  la  nueva 
ley  (art.  4.*),  designa  la  persona  llamada  a  des- 
empeñarlas, y  que  es  el  depositario  oficial  (offidal 
receiiwr)  funcionario  ya  mencionado  en  la  ley  de 
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§2.°  Si  el  importe  del  capital  apor- 
tado ó  acreditado  como  tal  de  una  so- 
ciedad excediere  de  10.000  libras  ester- 
linas (2),  deberá  presentarse  una  de- 
manda solicitando  la  declaración  del 
estado  en  liquidación  ó  de  conti  nuación 
de  la  liquidación  de  la  sociedad  bajo  la 
vigilancia  del  Tribunal  de  justicia  co- 
rrespondiente, ante  el  Tribunal  Supre- 
mo de  Justicia,  ó,  si  la  sociedad  tuvie- 
re su  domicilio  en  el  territorio  jurisdic- 
cional de  uno  de  los  Tribunales  palati- 
nos, de  los  indicados  más  adelante, 
bien  ante  el  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, bien  ante  el  Tribunal  palatino 
competente. 

§3."    Si  el  importe  del  capital  apor- 


Quiebras  de  Inglaterra  de  25  de  Agosto  de  1883 
(46  y  «  Vict.,  cap.  52),  inBerta  bd  te  [-tormente, 
par»ajiministrar  el  patrimonio  de  loa  individuos 

pagos  durante  la  BustanciaciSn  del  procedimiento 
preliminar  a  la  declaración  del  estado  de  quiebra. 
Antes  de  la  ley  de  1890,  el  Tribunal  compútente 
designaba  libremente  el  liquidador  de  la  sociedad. 
(Ley  de  1862,  art.  92); 

3.*  Desde  el  punto  de  vista  de  loa  derechos  y 
obligaciones  del  liquidador  interino  ¡artículos  4.° 
y  siguientes); 

4.*  Desde  el  punto  de  vista  de  la  facultad  del 
liquidador  de  eligir  el  nombramiento  de  uñad, 
ministrador  especial  (art.  5.'); 

5.*  Desde  el  punto  de  vista  de  la  creación  de 
un  Consejo  de  vigilancia  (Commilee  af  impertid») 
que  puede  encargarse  de  ejercer  una  vigilancia 
«obre  el  liquidador  (art.  9.*]. 

(1)  Véase  el  art.  32  de  esta  ley. 

(2)  250. 000  péselas  pruii 


bajo  la  vigilancia  de  dicho  Tribunal  de 
condado. 

§  4.°  Si  se  constituyere  una  sociedad 
minera  en  las  minas  de  estaño  (stan- 
naries),  y  resultare  que  no  posee  ac- 
tualmente minas  en  estado  de  explota- 
ción en  los  limites  indicados,  que  haya 
emprendido  una  empresa  análoga  den- 
tro de  los  mismos  limites,  que  no  ha 
celebrado  convenio  alguno  para  llevar 
á  cabo  dicha  explotación  6  empresa, 
deberá  presentarse  ante  el  Tribunal  de 
justicia  competente  en  materia  de  mi- 
nas una  demanda  de  aeclaración  del 
estado  de  liquidación  ó  de  continuación 
de  liquidación  de  la  sociedad,  bajo  la 
vigilancia  del  Tribunal  respectivo,  sean 
cualesquiera  el  capital  de  la  sociedad 
y  el  domicilio  social. 

§  5.°  El  Lord  Canciller  (Ministro  de 
Justicia)  podrá  retirar  &  un  Tribunal  de 
justicia  de  condado  la  competencia  que 
le  asista  en  virtud  de  lo  establecido  en 
la  presente  ley,  y  asignar,  en  lo  que 
concierne  á  la  competencia,  la  totali- 
dad ó  una  parte  de  su  territorio  al  Tri- 
bunal Supremo  de  Justicia  ó  á  otro  Tri- 
bunal cualquiera  de  condado;  esta  de- 
cisión podrá  modificarse,  suspenderse 
ó  anularse  según  lo  requieran  las  cir- 
cunstancias; el  Lord  Canciller  deberá, 
en  el  ejercicio  de  estas  atribuciones, 
cuidar  de  que  no  resulte  competente  en 
materia  de  minas  un  Tribunal  de  justi- 


(1)    SüO.OUO  pesetas  prúii 
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tót; 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


cia  de  condado  que  no  lo  fuere  con  an- 
terioridad en  materia  de  quiebra. 

g  6.°  Los  Tribunales  a  los  que  la 
presente  ley  atribuye  una  competencia, 
tienen,  en  lo  que  conciernen  á  esta 
competencia,  las  mismas  facultades  y 
atribuciones  del  Tribunal  Supremo;  to- 
dos los  funcionarios  agregados  á  estos 
Tribunales  estarán  encargados  de  las 
funciones  que  desempeñan  los  funcio- 
narios del  Tribunal  Supremo,  para  que 
puedan  ejercer,  por  una  orden  del  Juez, 
ú  en  otra  forma  cualquiera,  en  la  liqui- 
dación de  las  sociedades. 

§  7.°  Ninguna  de  las  disposiciones 
del  presente  articulo  se  prescriben  bajo 
pena  de  nulidad  del  procedimiento  se- 
guido ante  un  Tribunal  incompetente. 

Art.  2."  Forma  en  la  que  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  ejerce  su  jurisdic- 
ción en  materia  de  liquidación  de  so- 
ciedades. 

Art.  3.°— §  1.a  La  liquidación  de  una 
sociedad  y  los  procedimientos  que  di- 
cen relación  á  ella,  podrán,  en  cual- 
quier época  y  durante  todas  las  fases 
de  la  instancia,  sea  de  oficio,  sea  &  pe- 
tición de  una  de  las  partes,  remitirse 
de  un  Tribunal  á  otro,  ó  retenerse  por 
el  Tribunal  ante  que  hubieren  comen- 
zado las  actuaciones,  no  obstante  su 
incompetencia. 

§  2.°  El  derecho  de  remitir  las  actua- 
ciones de  un  Tribunal  á  otro,  en  el  caso 
previsto  en  el  presente  artículo,  por 
aplicación  de  las  reglas  en  general,  y 
conforme  á  las  mismas,  pertenecerá  al 
Lord  Canciller  (Ministro  de  Justicia), 
á  los  Magistrados  del  Tribunal  Supre- 
mo que  tengan  competencia,  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  la  presente  ley,  ó,  en 
lo  que  concierne  á  los  casos  en  que  sea 
competente  otro  Tribunal,  á  los  Magis- 
trados del  mismo. 

§  3.°  Si,  durante  la  sustanciación  de 
un  procedimiento  ante  un  Tribunal  de 
justicia  de  condado,  Ó  et  Tribunal  de 
minas,  se  promoviere  un  incidente  que 
las  partes,  ó  una  de  ellas  y  el  Juez, 


desearen  resolver  en  primera  instan- 
cia ante  el  mismo  Tribunal,  el  Juez  ó 
Magistrado  respectivo  expondrá  los 
hechos  al  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia en  forma  de  speeial  case,  el  cual 
resolverá  lo  que  estime  arreglado  ¿de- 
recho, con  vista  de  las  piezas  que  fuere 
necesario  tener  á  la  vista. 

Art.  4.°— §  l.°  Dictado  el  auto  de  li- 
quidación de  una  sociedad,  el  funciona- 
rio designado  más  adelante  asumirá 
las  funciones  de  liquidador  interino 
(prooisional  liquidador)  de  la  sociedad, 
y  se  le  reputará  tal  hasta  que  él  mismo 
ú  otra  persona  adquieran  el  carácter 
legal  de  liquidador  definitivo. 

¡}  2."  Las  funciones  indicadas  se  des- 
empeñarán por  el  depositario  oficial 
{o/J¡e(ai  receioer),  si  existiere  uno  agre- 
gado al  Tribunal  competente  en  mate- 
ria de  quiebra;  si  existieren  más  de 
uno,  Be  designará  cuál  de  ellos  haya  de 
desempeñar  el  cargo  por  el  Consejo 
de  Comercio  (Board  of  Trade)  (1);  y  si  no 
hubiere  ninguno,  éste  mismo  organis- 
mo nombrará  uno  para  aquel  caso;  di- 
cho funcionario  Be  designará,  en  loque 
concierne  á  las  funciones  que  le  atribu- 
ye la  presente  ley,  con  el  nombre  de  de- 
positario oficial  (fljftcial  reeeioer). 

%  3.°  Si  una  persona  distinta  del  de- 
positario oficial  fuere  nombrada  liqui- 
dador de  una  sociedad,  será  liquidador 
designado  (styled  liquidatar)  y  no  liqui- 
dador oficial  de  la  sociedad,  y  las  dis- 
posiciones de  las  leyes  referentes  á  las 
sociedades  que  digan  relación  al  liqui- 
dador oficial,  se  interpretarán,  en  lo 
que  concierne  á  su  aplicación  al  liqui- 
dador, como  si  la  palabra  ojfieiel  hu- 
biere sido  suprimida.  Nadie  podrá  ejer- 
cer las  funciones  de  liquidador  en  tan- 
to que  no  se  haya  notificado  su  nombra- 
miento al  Escribano  {Registrar)  de  las 
Sociedades  por  acciones,  y  mientras  no 
se  haya  prestado  caución  en  la  forma 


(I)     Véase  la  ñola  9.1  art.  12,  párrafo  2.°,  de  lt 
ley  de  25  de  Agosto  de  1888. 
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uwr  ue  una  sociedad,  el  depositario  ofi- 
cial desempeñará  sus  funciones  mien- 
tras durare  la  vacante. 

§  5.°  El  depositario  oficial  podrá  ser 
nombrado  por  el  Tribunal  de  justicia 
competente  liquidador  interino  de  la 
sociedad,  en  cualquier  tiempo  del  pe- 
ríodo que  media  entre  la  incoación  del 
procedimiento  y  el  auto  declarativo  del 
estado  de  liquidación. 

§  6."  Si  la  mitad  de  los  tenedores  de 
obligaciones  ó  de  los  Bocios  de  una  so- 
ciedad solicitaren  el  nombramiento  ju- 
dicial de  un  depositario,  se  accederá 
en  forma  á  esta  petición  por  el  Tribunal 
de  justicia  competente. 

Art.  5.°— §  l.°  El  depositario  oficial 
que  desempeñare  las  funciones  de  li- 
quidador de  una  sociedad,  con  carácter 
interino  ó  definitivo,  podrá,  siempre 
que  el  activo  y  el  estado  de  los  nego- 
cios sociales  lo  consientan,  ó  que  los 
intereses  de  los  acreedores  de  la  socie- 
dad no  lo  impidan,  pedir  el  nombra- 
miento de  un  administrador  especial 
(special  manager);  este  nombramiento 
deberá  solicitarse  del  Tribunal  de  jus- 
ticia competente,  el  cual  podrá  acceder 
á  dicha  petición  nombrando  un  admi- 
nistrador especial  por  el  tiempo  que 
conceptúe  conveniente  y  concediéndole 
las  facultades  de  administrador  ó  depo- 
sitario que  estime  más  procedente,  con 
arreglo  á  las  circunstancias  que  concu- 
rran en  cada  caso. 

{■}    Víase  k  cota  anterior. 
Tomo  XI.—  Instititoionu  jüsídhmí. 


rio  oficial  á  convocar  á  juntas  inde- 
pendientes de  acreedores  y  deliberar 
acerca: 

a)  De  si  procede  ó  no  pedir  al  Tri- 
bunal de  justicia  el  nombramiento  de 
un  liquidador  en  lugar  del  depositario 
oficial; 

b)  De  si  há  lugar  ó  no  á  pedir  al  Tri- 
bunal el  nombramiento  de  una  comi- 
sión de  vigilancia  (committee  ofinspee- 
Üón)  encargado  de  obrar  en  concu- 
rrencia con  el  liquidador,  y  en  caso 
afirmativo,  acordar  la  designación  de 
las  personas  que  hayan  de  formar  par- 
te de  ella. 

_  2."  El  Tribunal  de  justicia  podrá 
adoptar  cualquier  resolución  acerca  de 
estas  peticiones  y  si  resultare  disiden- 
cia entre  los  acuerdos  de  los  acree- 
dores y  las  de  los  socios  acerca  de  es- 
tas cuestiones,  resolverá  el  Tribunal 
y  estatuirá  loque  estimare  más  conve- 
niente. 

§  3.°  Las  disposiciones  del  anexo 
primero  de  los  que  acompañan  á  la 
presente  ley,  serán  aplicables,  con  las 
modificaciones  que  puedan  introducir 
en  ellos  los  principios  generales,  á  las 
juntas  convocadas  con  arreglo  al  pre- 
sente articulo. 

§  4.°  Si  el  Tribunal  de  justicia  no 
procediere  al  nombramiento  de  liquida- 
dor, desempeñará  estasfunciones  el  de- 
positario oficial. 

Art.  7.°— §  l.°  Cuando  el  Tribunal  de 
justicia  hubiere  decretado  el  estado  de 
liquidación   de  una  sociedad,   deberá 
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pía  de  la  Memoria  presentada  por  el 
depositario  oficia),  para  valerse  de 
Abogado  y  Procurador.  De  la  declara- 
ción prestada  se  redactará  la  oportuna 
acta  que  habrá  de  firmar  el  declarante, 
una  vez  enterado  de  ella,  y  que  hará 
prueba  plena  contra  el  interesado. 

(I)    Baard  of  Trate.  (Véase  U  nota  al  art.   13, 
párrafo  2.*,  Ja  la  ley  de  25  da  Agosto  do  1883.) 


nes  consecutivas  sin  la  autorización 
competente  de  los  acreedores  ó  de  los 
socios,  se  reputará  como  dimisionario. 
§  6."  Los  representantes  de  los  acree- 
dores en  la  comisión  podrán  ser  sepa- 
rados de  sus  cargos  por  medio  de  una 
resolución  de  carácter  ordinario,  toma- 
da en  junta  de  acreedores,  convocada 
con  siete  días  de  antelación;  los  repre- 
sentantes de  los  socios  podrán  ser  se- 


dby  Google 


para  proceder  a  la  elección  de  la  per- 
sona que  haya  de  ocupar  aquélla. 

§  8."  Los  individuos  restantes  de  la 
comisión,  siempre  que  excedan  de  dos 
podrán  deliberar,  no  obstante  las  va- 
cantes que  hayan  podido  ocurrir  en  el 
seno  de  aquélla. 

§  9.°  Si  no  existiere  comisión  de 
examen,  las  atribuciones  que  se  le  con- 
fieren por  la  presente  ley  se  ejercerán 
por  el  Consejo  de  Comercio  (Board  o/ 
Trade)  (1)  á  requerimiento  del  liqui- 
dador. 

Art.  10.— §  1."  Si  durante  la  liquida- 
ción de  una  sociedad  sujeta  á  las  pres- 
cripciones de  las  Compontes  Acts  resul- 
tare que,  bien  una  de  las  personas  que 
hayan  intervenido  en  su  fundación  ó 
constitución,  bien  un  Director,  Secre- 
tario, liquidador  ó  agente  de  la  socie- 
cad,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
hubieren  retirado  ó  distraído  fondos  ó 
bienes  constitutivos  del  activo  de  la  So- 
ciedad, ó  resultaren  culpables  de  cual- 
quier abuso  de  confianza  ó  delito  de 
naturaleza  análoga,  podrá  el  Tribunal 
de  justicia,  &  instancia  del  depositario 
oficial,  del  liquidador  ó  de  un  acreedor 
ó  socio,  examinar  la  conducta  de  las 
personas  acusadas  y  condenarlas,  bien 
á  la  restitución  de  las  cantidades  co- 
rrespondientes y  pago  de  daños  y  per- 
juicios que  fueren  del  caso,  ó  bien  á 
decretar  la  compensación  de  unos  cré- 
ditos con  otros. 

§  2.°  Las  disposiciones  contenidas 
en  el  presente  articulo  serán  aplica- 
bles igualmente  á  las  liquidaciones  de 


(1}     VéaaelRl 
ley  de  1883. 
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des(l)  se  abrirá  una  cuenta  entre  el 
Consejo  de  Comercio  (2)  y  el  Banco  de 
Inglaterra,  en  la  que  se  sentarán  los 
fondos  y  cantidades  recibidos  por  el 
primero  por  efecto  de  la  aplicación  de 
la  presente  ley. 

§2.°  Los  liquidadores  de  las  socie- 
dades cuya  liquidación  hubiere  sido  de- 
cretada por  el  Tribunal,  estarán  obli- 
gados á  ingresar,  en  la  forma  y  época 
prescriptas  por  el  Consejo  de  Comercio, 
de  acuerdo  con  la  Tesorería  (3),  las  can- 
tidades que  hubiere  recibido  del  Banco 
de  Inglaterra,  teniendo  derecho  á  que 
se  le  expida  por  aquél  el  oportuno 
recibo. 

§3.°  No  obstante,  si  la  Junta  exa- 
minadora demostrare  al  Consejo  de  Co- 
mercio que,  con  el  objeto  de  continuar 
la  explotación  de  los  negocios  de  la  so- 
ciedad, para  obtener  anticipos,  ó  con 
cualquier  otro  motivo,  es  conveniente 
á  los  acreedores  ó  accionistas  que  el  li- 
quidador abra  cuenta  en  cualquier  otro 
establecimiento  de  crédito,  el  Consejo 
podrá  autorizar,  si  lo  estimare  proce- 
dente, al  liquidador  para  que  ingrese 
los  fondos  correspondientes  en  el  esta- 
blecimiento designado  previamente  por 
la  Junta;  en  este  supuesto  los  pagos 
habrán  de  efectuarse  de  la  manera  que 
el  Consejo  de  Comercio  señale. 

§  A. o  Si  el  liquidador  retuviere,  en 
una  época  determinada,  una  suma  su- 
perior á  50  libras  esterlinas  (A),  ó  &  la 
cifra  que  el  Consejo  de  Comercio  señale 


(1)  Cutnpanies  ¡iquidation  tcconnl. 

(2)  Board  of  Trade. 

(3)  MiiiLiiierio  de  Hacienda. 

(4)  1 .350  peaeta»  aproiimsilnm»uW. 
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Art.  15.— §  L.°    Si  la  liquidación  de 

una  sociedad  no  se  hubiere  terminado 
dentro  del  año  siguiente  al  dia  de  su 
comienzo,  estará  el  liquidador  obliga- 
do en  los  intervalos  que  se  le  prescri- 
bieren, y  hasta  la  terminación  del  pro- 
cedimiento, á  enviar  al  Escribano  de 
las  sociedades  anónimas  (1)  un  estado 
redactado  con  sujeción  á  las  formali- 
dades legales,  en  que  se  enumérenlos 
pormenores  pertinentes  y  relativos  a 
las  medidas  adoptadas  y  situación  ac- 
tual de  la  liquidación;  los  acreedores 
quirografarios,  asi  como  los  socios, 
tendrán  el  derecho  de  enterarse  por  si 
ó  por  medio  de  persona  comisionada  al 
efecto,  de  los  estados  antedichos,  y  ob- 
tener copia  total  ó  parcial  de  ellos, 
siempre  que  lo  soliciten  en  tiempo  há- 
bil y  satisfagan  los  honorarios  corres- 
pondientes; las  personas  que  se  hubie- 
ren arrogado  falsamente  la  condición 
de  acreedores  ó  de  socios  y  en  tal  con- 
cepto hubieren  solicitado  y  obtenido 
copias  de  las  indicadas,  serán  respon- 
sables de  ultraje  al  Poder  judicial,  á  re- 
querimiento del  liquidador  ó  del  depo- 
sitario oficial. 

§  2."  Si  el  liquidador  no  cumpliere 
con  las  obligaciones  que  el  presente 
articulo  le  impone,  será  castigado  con 
multa  de  50  libras  esterlinas  (2)  como 
máximum  por  cada  dia  de  retraso. 

§  3."  Si  resultare  del  esiado  sumi- 
nistrado por  el  liquidador,  ó  se  acredi- 
tare suficientemente,  por  cualquiera 
otra  circunstancia,  que  el  liquidador 
tiene  en  su  poder  ó  á  su  disposición 
una  cantidad  en  metálico  representati- 
va de  una  porción  del  activo,  recibida 
con  más  de  seis  meses  de  antelación, 
y  no  reclamada  ó  distribuida  todavía, 
estará  obligado  á  ingresarla,  acto  con- 
tinuo, en  la  cuenta  correspondiente  del 
Banco  de  Inglaterra,  solicitando  se  le 
entregue  el  oportuno  recibo  de  esta  in- 
versión. 


(1)    Registrar  of  joinl  síocíi  companie*. 
(i)     1.250  peseta;  proíii 


§  4.°  El  derecho  de  determinar  y  per- 
cibir las  cantidades  pagaderas  al  Ban- 
co de  Inglaterra,  con  arreglo  á  lo  pre- 
venido en  el  presente  articulo,  se  ejer- 
citará de  la  misma  y  por  las  mismas 
autoridades  que  en  lo  concerniente  á 
las  cantidades,  fondos  y  dividendos 
mencionados  en  el  articulo  162  de  la 
Bankrutcy  Act  de  1883. 

§  5.°  La  persona  que  pretendiere  te- 
ner derecho  á  una  suma  ingresada  en 
el  Banco  de  Inglaterra,  con  arreglo  a 
las  prescripciones  de  este  articulo,  po- 
drá reclamar  su  pago  al  Consejo  de 
Comercio  (Board  o/Tradé)  (1),  estando 
éste  facultado  para  ordenarlo,  previa 
producción  de  una  certificación  del  li- 
quidador que  atestigüe  el  derecho  de 
esta  persona. 

Contra  la  resolución  del  Consejo  de 
Comercio  podrá  interponerse  recurso 
ante  el  Tribunal  Supremo. 

Art.  16.— §  1.°  Si  el  importe  del  cré- 
dito de  la  cuenta  de  liquidación  de  las 
sociedades  excediere  de  la  suma  que  el 
Consejo  de  Comercio  estimare  necesa- 
ria para  atender  á  los  pagos  que  hayan 
de  hacerse  á  cuenta  del  activo  de  las 
sociedades,  estará  obligado  aponerlo  en 
conocimiento  de  la  Tesorería  (2)  y  pro- 
ceder con  arreglo  á  lo  que  ésta  estima- 
re más  conveniente,  pudiéndose  ingre- 
sar parte  de  ella  en  cuenta  fija  en  esta 
ultima.  La  Tesorería  (3)  empleará,  las 
cantidades  que  se  le  entregaren,  en  tí- 
tulos del  Estado  (4). 

§  2.°  SÍ  una  parte  de  esta  suma  fue- 
re, en  opinión  del  Consejo  de  Comer- 
cio (5),  necesario  emplearla  en  atender 
á  los  pagos  corrientes,  podrá  manifes- 
tarse la  cantidad  que  se  conceptúa  in- 
dispensable para  ello  á  la  Tesorería,  y 
ésta  deberá  ingresarla  en  la  cuenta  de 


(1)  V*aae  1»  no 
ley  de  1383. 

(2)  y  (P)     Ministerio  ele  Hacienda, 
(■I)    Gowernment  aecuriíies 

(5)    Iliard  ofTrade, 
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dos  de  las  juntas  celebradas  y  la  rese- 
ña de  todos  aquellos  actos  que  se  dis- 
ponga en  lo  sucesivo. 

Art.  22.— §  1."  Cuando  el  liquidador 
de  una  sociedad  declarada  en  estado 
de  liquidación  por  la  autoridad  judicial 
hubiere  realizado  todo  el  activo  de  la 
sociedad  ó  aquella  parte  del  mismo  que 
fuere  posible  á  su  juicio  sin  prolongar 
inútilmente  la  liquidación,  distribuido, 
si  procediere,  el  último  dividendo  á  los 
acreedores,  lijado  los  respectivos  dere- 
chos de  los  socios  y  efectuado  algún 
pago  á  éstos,  ó  si  el  liquidador  hubiere 
presentado  su  dimisión  ó  sido  destitui- 
do, deberá  el  Consejo  de  Comercio 
(Board  of  Tradé)  (1)  á  su  instancia,  re- 
dactar una  Memoria  referente  al  esta- 
do de  sus  cuentas,  y  resolver,  en  vista 
de  ellas,  acerca  de  las  reclamaciones 
que  contra  el  liquidador  pudiere  haber* 
se  formulado  por  cualquier  acreedor  ó 
interesado;  contra  la  resolución  del 
Consejo  de  Comercio  (2)  podrá  interpo- 
nerse recurso  ante  el  Tribunal  Su- 
premo. 

§  2.a  Si  la  resolución  indicada  man- 
tuviere al  liquidador  en  cargo,  estará 
facultado  el  Tribunal  Supremo,  á  ins- 
tancia de  un  acreedor,  de  uno  de  los 
socios  ó  de  cualquiera  otra  persona  in- 
teresada, á  adoptar  la  decisión  que  esti- 
me necesaria,  acordándose  haga  sufrir 
á  aquél  las  consecuencias  de  su  negli- 
gencia ó  faltas  cometidas  en  el  desem- 
peño de  su  cargo. 

§  3.°  La  decisión  del  Consejo  de  Co- 
mercio (3)  que  pronunciare  la  destitu- 
ción del  liquidador,  librará  á  éste  de  la 
responsabilidad  en  que  pudiere  haber 
incurrido  por  faltaónegligencia;  contra 
esta  resolución  podrá  interponerse  el 
recurso  indinado,  fundamentándolo  en 
que  aquélla  se  ha  dictado  mediante 
fraude  ú  ocultación  de  un  hecho  real. 

g  4."    Si  el  liquidador  no  hubiere  pre- 


t.  12,  párrafo  2.*, 


sentado  previamente  su  dimisión,  ó 
sido  separado  del  cargo,  su  destitución 
producirá  el  efecto  de  hacerle  abando- 
nar el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Art.  23.— §  1."  El  liquidador  de  una 
sociedad  declarada  en  estado  de  liqui- 
dación por  la  autoridad  judicial,  estará 
obligado  á  observar,  en  la  administra- 
ción de  los  bienes  de  la  sociedad,  y  al 
efectuar  la  distribución  de  dividendos 
entre  los  acreedores,  las  instrucciones 
que  haya  recibido  de  las  juntas  genera- 
les de  acreedores  ó  de  socios,  ó  del  Con- 
sejo de  vigilancia,  si  bien  conformán- 
dose alo  dispuesto  en  las  Compontes 
Acta  vigentes;  en  caso  de  conflicto,  las 
instrucciones  de  las  juntas  de  acreedo- 
res ó  de  socios  deberán  preferirse  á  las 
emanadas  del  Consejo  de  vigilancia. 

§2.°  El  liquidador  estará  facultado, 
para  de  tiempo  en  tiempo,  convocar  & 
juntas  generales  de  acreedores  ó  de  so- 
cios para  asegurarse  de  sus  deseos,  y 
deberá,  por  otra  parte,  convocarlas  en 
las  épocas  que  hubieren  señalado,  por 
acuerdo  de  los  acreedores  ó  socios  to- 
mado en  junta  general;  asimismo  esta- 
rá obligado  á  convocarlas  cuando  fuere 
requerido  para  ello  por  escrito  por  un 
número  de  acreedores  ó  de  socios  que 
representen  la  décima  parte  d&l  pa- 
sivo. 

§3."  El  liquidador  estará  facultado 
para  dirigirse  al  Tribunal  de  justicia, 
en  forma  legal,  para  recibir  instruccio- 
nes acerca  de  cualesquiera  duda  ó 
cuestión  que  se  suscite  con  motivo  de 
la  liquidación. 

§  4."  El  liquidador  obrará  por  su 
propia  cuenta  en  todo  lo  referente  á  la 
administración  del  activo  de  la  masa  y 
su  distribución  entre  los  acreedores,  si 
bien  habrá  de  atenerse  á  las  prescrip- 
ciones de  las  Companies  Acta  vigentes. 

Art.  24.  Toda  persona  lesionada  por 
un  acto  ó  resolución  del  liquidador  de 
una  sociedad  declarada  en  estado  de  li- 
quidación por  la  autoridad  judicial,  po- 
drá apelar  ante  el  Tribunal,  el  cual  es- 
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pensables  para  la  ejecución  de  la  pre- 
sente ley.  La  separación  de  eslos  fun- 
cionarios deberá  efectuarse  en  forma 
análoga  á  la  observada  para  su  nom- 
bramiento. 

§  2."  El  Consejo  de  Comercio  (Board 
of  Trade),  de  acuerdo  con  la  Tesorería 
(Ministerio  de  Hacienda),  decidirá  si 
procede  ó  no  conceder  una  retribución 
&  un  agente  de  la  misma  dependencia 
ó  á  cualquier  agregado,  para  que  se 
encarguen  del  cumplimiento  de  las  dis- 
posiciones de  la  presente  ley,  y,  en  caso 
afirmativo,  la  cuantía  de  la  retribución 
de  que  se  trate.  El  Consejo  de  Comercio 
(Board  o/  Trade)  estará  asimismo  facul- 
tado para  modificar,  aumentaré  dismi- 
nuir esta  retribución  ó  remuneración 
cuando  lo  considere  oportuno. 

§  3."  El  Lord  Caciller  (1),  de  acuer- 
do con  la  Tesorería  (2),  decidirá  si  pro- 
cede otorgar  este  cargo  y  remunera- 
ción auna  persona  distinta  de  los  agen- 
tes del  Consejo  de  Comercio  (Board  of 
Trade)  (3)  que  haya  celebrado  cualquie- 
rade  los  actos  prevenidos  por  esta  ley  y 
cuál  haya  de  ser  el  importe  de  la  retri- 
bución respectiva.  El  Lord  Canciller  (4) 
estará  igualmente  facultado  para  modi- 
ficar, aumentar  ó  disminuir  dicha  retri- 
bución ó  remuneración  cuando  lo  con- 
siderare conveniente. 

Art.  28.— §1.°  La  Tesorería  (5)  dis- 
pondrá, anualmente,  la  preparación,  y 
someterá  á  las  dosCámaras  del  Parla- 
mento una  cuenta  relativa  al  año  eco- 
nómico que  espira  en  31  de  Marzo.  Esta 
cuenta  deberá  expresar  los  ingresos  y 
gastos  del  año  á  que  se  refiera,  en  lo 
concerniente  á  los  actos  previstos  porla 
presente  ley, hayan  tenido  suorigen  ba- 
jo el  imperio  de  ella  ó  bajo  el  de  otra 


(1)  Ministro  deJusticia. 

(2)  Ministerio  de  Hacienda, 

(8)     Véase  la  nota  al  art.  18,   pirra  fu   2.*,  i 
la  ley  de  1383. 

(4)  Ministro  de  Justicia, 

(5)  Ministerio  de  Hacienda, 


anterior.  Las  disposiciones  del  art.  28 
de  la  Supreme  Couri  of  Judicatura  Ael 
de  1875  serán  aplicables  á  la  cuenta 
mencionada. 

§  2."  Las  cuentas  del  Consejo  de  Co- 
mercio (Board  of  Trade)  (1)  rendidas, 
de  conformidad  á  las  disposiciones  de 
la  presente  ley,  deberán  examinarse 
del  modo  prescripto  por  la  Tesore- 
ría (2)  al  efecto  de  su  presentación  al 
Parlamento;  la  Tesorería  (3)  estará  fa- 
cultada para  exigir  al  Consejo  todas 
las  noticias  y  detalles  que  estimare  ne- 
cesarios. 

Art.  29.— §  1."  Los  funcionarios  auxi- 
liares de  los  Tribunales  de  justicia  que 
intervinieren  en  las  operaciones  y  dili- 
gencias de  liquidación  de  sociedades, 
estarán  obligados  á  suministrar  al  Con- 
sejo de  Comercio  (Board  of  Trade)  (4) 
cuantos  detalles  y  noticias  fueren  indis- 
pensables acerca  de  los  asuntos  que  se 
tramiten  en  los  Tribunales  respecti- 
vos y  que  entren  en  la  esfera  propia  de 
sus  atribuciones,  en  las  épocas  y  en  la 
forma  legal.  Con  vista  de  estas  noticias 
y  datos,  el  Consejo  de  Comercio  (Boara 
of  Trade)  (5)  procederá  á  la  confección 
de  los  libros  correspondientes,  los  cua- 
les podrán  inspeccionarse  por  el  públi- 
co, en  las  condiciones  que  el  mismo 
Consejo  señale. 

§  2."  El  Consejo  de  Comercio  (Boará 
of  Trade)  (6)  dispondrá  que  se  proceda, 
á  redactar  un  informe  general  cada 
año,  comprensivo  de  las  materias  ju- 
diciales y  financieras  que  sean  objein 
de  las  disposiciones  déla  presente  ley. 
Este  informe  deberá  someterse  en  tiem- 
po hábil  á  la  aprobación  de  ambas  Cá- 
maras del  Parlamento. 

Art.  30.— §  1."    Losdocumentos  cali- 

(1)    Véase  la  nota  al  art.  12,  párrafo  2.*,  de  la 


(4)  j  (5)    Véase 
de  la  ley  de  1888, 
(8)    Víase  la  nota  anterior. 


de  Hacienda. 
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que  acompaña  á  la  ley  de  Quiebras  de 
25  de  Agosto  de  1883(1). 


Disposiciones  legales  derogadas  en  lo 
que  concierne  á  Inglaterra  y  el  pais  de 
Gales. 

1.*)  2óy26Vict.,cap.  89,  Companies 
Aet  1862;  Limites  de  la  derogación:  ar- 
ticulo 81,  art.  92  (palabras  «El  Tribunal 
de  justicia  determinará  sí  el  liquidador 
oficial  debe  prestar  una  garantía  al 
tiempo  de  su  nombramiento  y  en  qué 
haya  de  consistir»),  art.  97  y  art.  1(55; 

2.')  50  y  51  Vict.,cap.  130.  Campa- 
ntes Acllfifft.  Limites  de  la  derogación: 
artículos  41,  42,  43,  44,  45  y  46. 

D.— Convenios    celebrados  por  las  so- 
ciedades mercantiles 

Ley  de  10  de  Agosto  de  1870  (3) 

Articulo  1.°  Esta  ley  podrá  citarse 
con  el  nombre  de  The  joint  Stock  Com- 
panies Arrangement  Act  1870. 


(1)  Pueda  verse  en  las  páginas  630  y  siguien- 
tee  de  este  tomo. 

[2)  Véase  el  art.  36  de  la  lev. 

PO  An  Act  to  /aciíííaíe  compromisos  and 
Arrangementi  bctvicen,  Crediton  and  Sharehol- 
demoffoM  Stock  and  other  Campa  mea  inligui- 


Art.  2."  Cuando  se  propusiere  un 
convenio  entre  una  sociedad  en  liqui- 
dación voluntaria  por  decisión  ó  bajo 
la  inspección  del  Tribunal  de  justicie 
competente  y  con  arreglo  á  lo  preveni- 
do en  las  leyes  de  1862  y  1867  (1)  y  todos 
los  acreedores  ó  una  determinada  cla- 
se de  ellos,  tendrá  facultad  el  Tribunal 
indicado  para,  á  instancia  de  un  acree- 
dor ó  de  un  liquidador,  ordenar  la  con- 
vocatoria á  junta  de  acreedores  ó  de 
la  clase  de  acreedores  de  que  se  trate, 
en  la  forma  prevenida  por  las  leyes.  Si 
la  mayoría  en  número  de  estos  acree- 
dores, y  que  representen  las  tres  cuar- 
tas partes  de  cantidad,  presentes  ó  re- 
presentados, aceptaren  el  convenio,  to- 
dos los  acreedores  ó  los  acreedores  de 
la  categoría  de  que  se  trate,  el  liquida- 
dor y  las  personas  que  se  consideren 
como  socios,  quedarán  obligados  por 
el  convenio,  una  vez  que  éste  haya  re- 
cibido la  aprobación  judicial. 

Art.  3.°  La  palabra  company  en  la 
presente  ley  significa  toda  sociedad  que 
pueda  liquidarse  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  la  ley  de  1862  (2). 

Art.  4.°  La  presente  ley  deberá  en- 
tenderse é  interpretarse  como  si  for- 
mare parte  de  la  ley  de  Sociedades 
de  1862  (3). 


(1]    Insertas  anteriormente, 
(2)    Inserta  a: 


,_,    La  ley  de  10  de  Agosto  de  13T0  do  es  apli- 
cable á  las  Compañías  de  caminos  de  hierro. 


NÚMERO  2.° 

DISPOSICIONES  MODIFICATIVAS  DE  LA  LEY  DE  25  DE  AGOSTO  DE  18S3 


Las  disposiciones  que  modifican  la 
ley  de  Quiebras  de  25  de  Agosto  de  1883 
son  las  siguientes: 

A)  Ley  de  28  de  Abril  de  1884  (47 
Vict.t  capitulo  9.°); 


B)  Ley  de  25  de  Junio  de  1886  (49 
y  50  Vict-,  capitulo  28); 

C)  Ley  de  24  de  Diciembre 
de  1888  (51  y  52  Victoria,  capitu- 
lo 62); 
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Esta  ley  modifica  el  art.  104,  párra- 
fo 2.a,  letra  a,  de  la  ley  de  25  de  Agosto 
de  1883,  cuya  modificación  queda  hecha 
en  el  texto. 

B.  -Ley  de  85  de  Junto  de  1888  (2) 

Esta  ley  modifica  el  art.  40,  párra- 
fo 1 .",  letra  c,  de  la  ley  de  25  de  Agosto 
de  1883.  En  el  cuerpo  de  ésta  queda  in- 
serto el  texto  modificado. 

C.-Ley  de  2*  de  Diciembre  de  1888, 

modificativa  de  la  legislación  vigen- 
'te  en  materia  de  quiebra  y  de  liqui- 
dación de  sociedades,  con  respecto 
á  la  prelacidn  de  créditos  (3). 

Artículo  1.°—  §  1.°  En  la  distribución 
del  activo  de  un  quebrado  ó  de  una  so- 
ciedad en  estado  de  liquidación,  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  de  1862 
y  posteriores  modificativas,  deberán 
pagarse  con  preferencia  á  las  demás 
deudas: 

a)  Las  contribuciones  parroquiales 
y  demás  locales  debidas  por  el  quebra- 
do en  la  fecha  del  auto  de  secuestro  y 
vencidas  en  los  doce  meses  anteriores; 
las  contribuciones  directas,  impuesto, 
territorial  y  sobre  la  renta  que  se  le 
hubiere  señalado  hasta  el  dia  5  del  mes 
do  Abril  próximo  pasado,  á  la  fecha 
del  pronunciamiento  del  auto  de  secues- 
tro y  siempre  que  las  cuotas  debidas 
no  excedan  de  las  correspondientes  á 
un  año; 

(1)  47  Víct.,  capítulo  9." 

(2)  49  y  50  Víct.,  capitulo  38. 

(9)  An  Act  tv  amend  the  Lnw  wil/i  reapeci  o( 
Prefereniíat  Paymentt  ín  Banhruptcy  and  ln  ífte 
winding  vp  of  Companitt  (51  y  52  Vict,  capí- 
tulo 62). 


meses  anteriores  á  la  fecha  del  auto  de 
secuestro  ó  del  auto  de  liquidación, 
siempre  que  excedan  de  50  libras  ex- 
terlinas; 

c)  Los  salarios  de  jornaleros  (3)  ó 
de  obreros  (4),  que  no  excedan  de  25  li- 
bras esterlinas,  por  servicios  prestados 
al  quebrado  ó  á  la  sociedad,  en  los  dos 
meses  anteriores  á  la  época  indica- 
da (5). 

Sin  embargo,  si  un  obrero  del  campo 
estuviere  ajustado  mediante  una  suma 
pagadera  parte  en  junto  y'  otra  al  fin 
del  año  de  su  ajuste,  será  preferido  por 
el  todo  ó  parte  de  esta  suma  que  el  Tri- 
bunal declarare  debérsele,  con  arreglo 
álos  términos  del  contrato,  en  propor- 
ción á  la  duración  de  los  servicios  pres- 
tados. 

§  2."  Los  créditos  precedentes  con- 
currirán y  se  satisfarán  integramente, 
á  menos  que  el  activo  de  la  quiebra  ó 
de  la  sociedad  fueren  insuficientes;  en 
este  supuesto,  se  reducirán  proporcio- 
nal mente. 

§  3.°  Bajo  la  deducción  de  las  su- 
mas necesarias  para  satisfacer  los  gas- 
tos de  administración  y  otros,  los  cré- 
ditos precedentes  se  pagarán  seguida- 
mente, en  tanto  que  el  activo  del  que- 
brado ó  de  la  sociedad  sea  suficiente 
para  cubrirlas. 

§  4.°  En  el  caso  de  que  se  operare  un 
embargo  en  los  bienes  del  quebrado  ó 
de  una  sociedad  en  estado  de  liquida- 
ción, á  instancia  de  un  arrendador  ó 
de  cualquiera  persona,  dentro  de  los 
tres  meses  anteriores  &  la  fecha  ante- 


di   Clelk. 

(2)  Senianí. 

(3)  Laiaureur. 

(4)  H'orftman. 

¡5)    Véase  la  ley  de  1883,  art.  • 
letra  >. 
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dicha,  los  créditos  &  que  se  conceda 
privilegio  por  el  preeente  artículo,  gra- 
varán en  primer  lugar  los  bienes  em- 
bargados ó  el  precio  de  su  venta.  No 
obstante,  en  lo  concerniente  á  las  can- 
tidades satisfechas  á  cuenta  de  estos 
créditos  privilegiados,  el  arrendador  ó 
cualquier  otro  ejecutante  gozará  de  los 
mismos  derechos  que  las  personas  á 
las  que  se  hubiere  hecho  pago. 

%  5.°  El  presente  articulo,  en  lo  que 
se  refiere  al  activo  de  un  quebrado,  se 
considerará  como  si  formare  parte  del 
articulo  40  de  la  ley  de  Quiebras  de  1883. 

§  6.°  El  presente  artículo  será  apli- 
cable al  caso  de  fallecimiento  de  una 
persona  en  estado  de  insolvencia,  en  la 
misma  forma  que  si  hubiere  fallecido 
en  estado  de  quiebra;  la  fecha  del  fa- 
llecimiento se  considerará  como  equi- 
valente á  la  fecha  del  auto  de  secuestro. 

Art.  2.°— §  i."  Las  disposiciones  de 
esta  ley  no  derogarán  en  nada  lo  dis- 
puesto en  el  artículo  de  la  ley  28  y  29 
Victoria,  capítulo  86,  modificativas  de 
la  ley  de  Sociedades,  ni  á  las  disposi- 
ciones de  la  ley  de  1875  sobre  socieda- 
des de  socorros  mutuos,  ni  al  derecho 
de  preferencia  admitido  para  los  gas- 
tos de  funeral  y  testamentarios  por  el 
articulo  125  de  la  ley  de  1883. 

§2."  La  presente  ley  no  deroga  lo 
dispuesto  en  la  de  1887  sobre  las  minas 
de  estaño  (1). 

Art.  3.°  La  presente  ley  será  única- 
mente aplicable  en  los  casos  en  que  se 
hubiere  pronunciado  acto  de  secues- 
tro, ó  que  el  estado  de  liquidación  de 
una  sociedad  se  hubiere  decretado  des- 
pués de  la  fecha  de  su  promulgación. 

Art.  4.°  La  presente  ley  no  será  apli- 
cable á  Irlanda. 

Art.  5.°  La  presente  ley  comenzará 
á  regir  el  1."  de  Enero  de  1889. 

Art.  6."  Las  disposiciones  mencio- 
nadas en  el  anexo  que  acompaña  á  la 

(1)  Siannarie»  Acl  1881  [50  y  51  Vict.,  capí- 
tulo  42). 


presente  ley,  se  entenderán  derogada* 
en  la  medida  que  el  mismo  expresa  (l). 
Art.  7.°  Esta  ley  deberá  citarse  con 
el  nombre  de  Preferentíal  paymenU  in 
Banckuptey,  1888. 

D.-  Ley  de  18  de  Agosto  de  1890  (2) 

Artículo  1."  Un  deudor  comete  un 
acto  susceptible  de  entrañar  quiebra 
cuando  se  ha  ejecutado  contra  él  una 
sentencia  de  secuestro  de  bienes  á  con- 
secuencia de  un  procedimiento  seguido 
ante  cualquier  Tribunal  ó  ante  el  Alto 


(1)     Este  anexo  niarrciona  como  derogadas: 

I.*  La  ley  de  1888  sobre  las  sociedades  (46  c 
47   Vict.,  capítulo  Í8),  excepto  para   Irlanda: 

2."  El  art.  40,  párrafos  1  •  y  2.  •  de  la  ley  dt 
(juiebras  da  1883  (40  j  47  Vict.,  capítulo  B2),- 

3.*  La  ley  de  1886  «obre  loe  salario!  de  '.os 
obreros  agrícolas  en  caso  de  quiebra  (49  y  SO 
Vict., capiluloSB) 

(!)  Esta,  ley,  58  y  54  VioL,  eap,  71,  qoe  mo- 
difica en  varios  puntos  la  de  1883,  fue  presenta- 
da a  la  CSmara  de  loa  Comunes  por  Lor  Albulo 
Rollit  en  nombre  de  la  Asociación  de  las  Cimarif 
de  Comercio  y  aprobada  por  el  Consejo  ds  Co- 
mercio (Boarct  af  Trarte);  no  sufren  modificación 
alguna  por  au  promulgación  los  principios  fun- 
damentales de  la  legislación  anterior;  las  modi- 
ficaciones introducidas  refierense  4  cuestiones  di 
importancia  secundaría,  y  no  podía  menos  de  su- 
ceder asi  por  cuanto  los  resultados  de  la  ley  de 
1883,  patentizados  por  los  informe*  anuales  del 
Consejo  de  Comercio  ¡Board  of  Trarte)  elevados  t 
las  Cámaras  de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  2.*  del  art.  131,  san  generalmente  satis- 
factorios en  alto  grado. 

Las  modificaciones  introducidas  refiérenee  prin- 
cipalmente á  estos  tres  puntos: 

I*  Procedimiento  relativo  a  la  aprobación  de 
los  convenios  y  esperas  que  queda  derogado; 

S.°  Las  condiciones  exigidas  parala  obtención 
de  un  auto  de  liberación  serán  más  rigurosas 
en  lo  sucesivo,  y  al  mismo  tiempo  los  caaos  en 
que  proceda  su  denegación  serán  mis  numerosos: 

3.*  Determinadas  deudas  quedarán  excluidas 
de  los  efectos  liberatorios  del  auto  mencionado: 

4'  Las  disposiciones  penales  concernientes  í 
loa  hechos  fraudulentos  de  loa  deudoras,  seria 
más  rigurosas; 

Un  nuevo  Reglamento  (BanArupIcy  Rutas,  1890; 
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comprensivo  de  ~6  artículos  y  acompañado  de  mo- 
delos y  formularios,  ha  sido  elaborado  en  16  de 
Noviembre  de  1890  por  el  Lord  Canciller  (Minis- 
i  del  Presi- 


dente del  Consejo  de  Comercio  (Board  o(  Trwte), 
conforme  á  lo  prevenido  en  et  art.  121  de  la  ley 
de  1883. 

Acerca  de  esta  nueva  ley  puede  consultarse 
Laoford  Yate  Lee  and  Henry  Wace,  The  Bnn- 
hruptct/Act  1890. 

( 1)  Modificación  del  art.  4  ",  párrafo  1.a,  letra 
e,  de  la  ley  de  1888. 

(2)  ídem  del  art.  4.*,  párrafo  1  *,  letra  id. 

(3)  y  (4¡  Véase  ta  ley  de  29  de  Mano  de  1890, 
en  el  lugar  correspondiente  de  este  tomo. 

(5)     Véase  el  art.  n  de  la  ley  de  1883. 


que,  en  opinión  del  depositario,  sea 
la  modificación  más  favorable  á  los  in- 
tereses generales  de  los  acreedores. 

§  4.°  Todo  acreedor  cuyo  crédito 
hubiere  sido  reconocido,  podrá  aceptar 
ó  rechazar  las  proposiciones  por  medio 
de  una  carta  escrita  en  la  forma  pre- 
venida por  la  ley  {A)  y  dirigida  al  depo- 
sitario oficial,  de  modo  que  éste  la  re- 
ciba lo  más  tarde  la  víspera  de  la  ce- 
lebración de  la  junta.  La  aceptación 
ó  negativa  á  aceptar  las  modificacio- 

(I)  Modifica  el  art.  18  de  la  ley  de  1883, 

■;i)  Veane  el  art.  16  de  la  ley  de  1883. 

(3)  ídem  íd.  17  de  la  ley  da  1883. 

(4)  ídem  id.  1 1  de  la  ley  de  1883. 
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nes  formuladas  de  este  modo,  produci- 
rá el  mismo  efecto  que  si  el  acreedor 
hubiere  estado  presente  y  hubiere  to- 
mado parte  en  la  votación. 

§5.°  El  deudor  ó  el  depositario  ofl" 
cial  pueden,  después  de  la  aceptación 
de  las  proposiciones  por  los  acreedo- 
res, pedir  su  aprobación  al  Tribunal 
competente.  A  cada  uno  de  los  acree- 
dores cuyo  crédito  hubiere  sido  reco- 
nocido, deberá  comunicársele  el  dfa 
que  se  haya  Ajado  para  resolver  acer- 
ca de  esta  petición. 

%  6.°  No  podrá  resolverse  acerca  de 
esta  petición,  sino  una  vez  terminado 
el  interrogatorio  del  deudor  (1).  Todo 
acreedor  cuyo  crédito  hubiere  sido  re- 
conocido, podrá  oponerse  á  la  aproba- 
ción solicitada,  aun  cuando  hubiere  vo- 
tado en  la  junta  de  acreedores  la  acep- 
tación de  las  proposiciones. 

g  1."  Antes  de  laaprobación,  deberá 
el  depositario  oficial  presentar  al  Tri- 
bunal un  informe  referente  á  la  conduc- 
ta del  deudory  alas  objeciones  deduci- 
das por  cada  acreedor  a  otra  persona 
en  su  nombre. 

§8."  Si  el  Tribunal  estimare  que  los 
términos  de  la  proposición  no  son  ra- 
zonables ó  no  están  fundados  en  inte- 
rés del  total  de  los  acreedores,  ó  si  se 
trata  de  uno  de  los  casos  en  que  el  Tri- 
bunal debe  negar  la  liberación  al  deu- 
dor declarado  en  quiebra  (2),  deberá  el 
Tribunal  negar  la  aprobación  solici- 
tada. 

§  9."  Cuando  se  demostraren  cumpli- 
damente hechos  en  virtud  de  los  que  el 
Tribuna]  deba  negar  la  liberación  al 
deudor,  suspenderla  ó  subordinarla  á 
cualquier  condición,  deberá  el  mismo 
negar  la  aprobación,  á  menos  que  no 
ofrezca  garantías  sólidas  de  pago  de 
siete  chelines  y  seis  céntimos  por  libra 
esterlina  á  los  acreedores  quirogra- 
farios. 


( 1)    Véase  el  srt.  11  de  la  ley  de  11 
(3)    ídem  fd.  8."  de  sata  ley. 


§  10.  En  todos  los  demás  casos  po- 
drá el  Tribunal  aprobar  las  proposicio- 
nes del  deudor  ó  negar  la  aprobación 
solicitada. 

§11.  Si  el  Tribunal  aprobare  la  pro- 
posición, deberá  hacerse  constar  la 
aprobación,  sea  por  la  imposición  del 
sello  del  Tribunal  en  el  acta  en  que  se 
contenga  el  convenio,  sea  por  la  inser- 
ción de  los  términos  y  cláusulas  de  éste 
en  una  decisión  del  Tribunal. 

%  12.  El  convenio  de  quita  ó  espera 
aceptado  y  aprobado  en  virtud  del  pre- 
sente articulo,  será  obligatorio  para 
todos  los  acreedores  en  lo  concernien- 
te á  los  créditos  admisibles  á  la  quie- 
bra. No  obstante,  no  liberará  al  deudor 
de  las  condenas  impuestas  por  razón 
de  seducción,  de  alimentos  en  benefi- 
cio de  la  madre  natural  del  hijo  pre- 
sunto del  deudor,  de  complicidad  de 
adulterio,  sino  en  la  medida  ó  en  las 
condiciones  expresamente  señaladas 
por  el  Tribunal. 

§  13.  En  ausencia  de  fraude,  cons- 
tituirá una  prueba  de  su  validez  la  cer- 
tificación del  depositario  oñcial,  ha- 
ciendo constar  que  el  convenio  ha  sido 
debidamente  aceptado  y  aprobado. 

§  14.  Las  disposiciones  del  conve-  ■ 
nio  de  quita  ó  espera  celebrado  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  este  articulo, 
serán  ejecutivas  por  decisión  del  Tri- 
bunal competente,  dictada  á  instancia 
de  cualquier  persona  interesada.  Todo 
acto  de  desobedienci»  á  la  sentencia 
del  Tribunal  dictada  á  consecuencia  de 
esta  instancia,  se  considerará  como  ul- 
traje al  Tribunal. 

§  15.  En  defecto  de  pago  de  uno  de 
los  plazos  debidos,  en  virtud  del  con- 
venio de  quita  ó  espera,  y  en  los  casos 
en  que  el  Tribunal  estimare,  en  virtud 
de  las  pruebas  producidas,  que  el  con- 
venio no  puede,  en  razón  de  dificulta- 
des legales  ó  por  otra  causa  suficiente, 
ejecutarse  sin  cometer  una  injusticia  ó 
sin  imponer  plazos  exagerados  á  los 
acreedores  ó  al  deudor,  ó  que  la  apro- 
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en  su  obsequio  una  sentencia  de  libe- 
ración {arder  of  distkarge).  El  Tribunal 
señalará  día  para  la  vista  de  este  inci- 
dente, que  no  podrá  efectuarse  sino 
después  de  cerrado  el  interrogatorio 
público  del  deudor  (1).  La  vista  será, 
pública. 

§  2."  El  Tribunal,  en  vista  del  infor- 
me del  depositario  oficial  concerniente 
á  la  conducta  y  negocios  del  quebrado 
(comprensivo  también  de  su  conducta 
durante  la  sustanciación  del  procedi- 
miento de  quiebra),  podrá  negar  ó  con- 
ceder la  liberación,  ó  suspender  duran- 
te un  cierto  tiempo  la  ejecución  de  la 
misma  ó  subordinarla  á  determinadas 
condiciones  relativas  á  los  beneficios  y 
rentas  que  el  quebrado  haya  de  perci- 
bir posteriormente  ó  á  los  bienes  que 
el  mismo  adquiera  en  lo  sucesivo.  El 
Tribunal  deberá  negar  la  liberación  en 
todos  los  casos  en  que  el  quebrado 
haya  cometido  un  delito  según  la  ley 
de  1869  (2)  (Debtors  Act)  según  la  prin- 
cipal de  1883, ó  un  delito  6  crimen  rela- 
cionado con  su  quiebra,  á  menos  que 
el  Tribunal  decidiere  otra  cosa  en  vista 
de  las  circunstancias  especiales  de 
cada  caso. 

Sobre  la  base  de  la  prueba  de  cual- 
quiera de  los  hechos  indicados,  el  Tri- 
bunal podrá: 

t.°    O  negar  la  liberación; 

2.°  O  suspender  la  liberación  duran- 
te un  plazo  de  dos  años  á  lo  menos  (3); 

3."  O  suspender  la  ejecución  hasta 
el  pago  hecho  álos  acreedores  del  50 
por  100  de  su  crédito  (4); 

4."  O  exigir  que  el  quebrado,  como 
condición  de  su  liberación,  consienta 
en  que  se  dicte  contra  él  una  sentencia 
por  el  importe  total  ó  parcial  de  las 
deudas  admisibles  ala  quiebra  y  no  pa- 


(1)  Víase   al   art     11,  párrafos.*,  de  la  ley 
de  1889. 

(2)  Insería  bd   el    lugar  correspondiente   de 

(8  y  í¡    Disposiciones  nuevae. 


gadas  antes  de  la  fecha  de  la  libera- 
ción, de  tal  modo  que  estas  deudas  se 
paguen  á  cargo  de  los  beneficios  ó  de 
los  bienes  posteriormente  adquiridos 
por  el  quebrado  en  la  forma  y  bajo  las 
condiciones  que  el  Tribunal  determine, 
si  bien  en  este  caso  Ja  ejecución  de  la 
sentencia  no  podrá  llevarse  á  la  prác- 
tica sin  autorización  del  Tribunal.  Esta 
autorización  se  otorgará  sobre  la  prue- 
ba que  el  quebrado,  después  de  su  libe- 
ración, ha  adquirido  bienes  ó  percibido 
rentas  que  puedan  servir  para  pago  de 
sus  deudas. 

No  obstante,  si,  después  de  la  espira- 
ción de  un  plazo  de  dos  años,  contados 
desde  la  fecha  de  un  auto  de  liberación 
dictado  en  virtud  del  presente  articulo, 
demostrare  et  quebrado  cumplidamen- 
te que  no  es  probable  que  él  se  encuen- 
tre en  posición  de  conformarse  álos 
términos  del  auto  de  liberación,  podrá 
el  Tribunal  introducir  en  el  mismo  las 
modificaciones  que  conceptúe  conve. 
nientes. 

§3.°  Los  hechos  indicados  son  los 
siguientes: 

a)  El  hecho  de  que  el  activo  del  que- 
brado no  alcance  á  la  mitad  del  impor- 
te de  sus  deudas  quirografarias,  á  me- 
nos que  acredite  cumplidamente  ante 
ei  Tribunal  que  este  hecho  proviene  de 
circunstancias  de  que  no  puede  supo- 
nérsele responsable; 

6)  El  no  haber  incurrido  en  negli- 
gencia el  quebrado  en  llevar  los  libros 
usuales  y  convenientes  en  su  género  de 
negocios,  propios  para  dar  á  conocer 
sus  operaciones  y  situación  .financiera, 
en  los  tres  años  que  hayan  precedido  a 
la  quiebra; 

c)  La  continuación  por  el  quebrado 
de  su  comercio  después  de  conocida  su 
insolvabilidad; 

d)  El  hecho  de  haber  contraído  el 
quebrado  una  deuda  admisible  á  la 
quiebra  sin  tener,  al  tiempo  de  la  cele- 
bración del  contrato,  un  motivo  razo- 
nable ó  probable  de  que  podrá  sol  ven - 
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de  una  duración  de  cinco  años,  conta- 
dos desde  la  liberación  concedida  ó  que 
haya  de  concederse  en  virtud  de  dicha 
ley  ó  de  la  presente. 

§  2.°  En  las  incapacidades  estableci- 
das por  el  articulo  indicado,  deberá 
comprenderse  también  la  de  ser  elegi- 
do miembro  de  un  Consejo  de  condado 
6  ejercer  sus  funciones. 

Art.  10.  El  auto  de  liberación  no  exi- 
mirá ai  quebrado  de  las  responsabili- 
dades en  que  hubiere  incurrido  por  se- 
ducción, alimentos  en  beneficio  de  3a 
madre  natural  del  hijo  presunto  del 
quebrado,  complicidad  en  el  adulterio, 
sino  en  la  medida  ó  bajo  las  condicio- 
nes expresamente  señaladas  por  el  Tri- 
bunal. 

Art.  11  (!).—§  1.°  Cuando  los  bienes 
del  deudor  fueren  objeto  de  un  secues- 
tro, y  antes  de  la  venta  ó  terminación 
del  procedimiento  ejecutivo,  para  pago 
ó  recuperación  del  importe  integro  de 
la  suma  por  la  que  se  ha  decretado  el 
secuestro,  se  comunicará  al  ngier  {ske- 
riff)  el  pronunciamiento  del  auto  de 
secuestro,  y  éste  deberá,  si  fuere  re- 
querido para  ello,  entregar  los  bienes  y 
todo  el  numerario  secuestrado  ó  recibi- 
do del  depositario  oficial;  las  costas  del 
secuestro  deberán  soportarse  por  los 
bienes  y  el  numerario,  entregados  en 
esta  forma.  El  depositario  oficial,  ó  el 
Sindico,  podrán  proceder  á  la  venta  de 
todo  ó  parte  de  los  bienes  para  hacer 
efectivas  las  costas  indicadas. 

§  2."  Cuando  los  bienes  de  un  deudor 
fueren  vendidos  á  consecuencia  de  un 
secuestro  practicado  en  virtud  de  una 
sentencia  por  una  cantidad  superior 
á  20  libras  esterlinas  (2),  ó  cuando  se 
hubiere  pagado  una  suma  para  evitar 
la  venta,  deberá  el  ugier  {aheriff)  dedu- 
cir las  costas  del  secuestro  del  produc- 
to de  la  venta  ó  de  las  cantidades  paga- 


(1)    Modifica  el  art.  46,  párrafos  1."  y  2.*, 
ley  de  1883. 
(3)    500  pesataa  aproximadamente. 


das  y  conservar  el  excedente  durante 
quince  días.  Si  en  este  plazo  se  le  co- 
municare aviso  de  la  presentación  de 
una  demanda  de  declaración  de  quie- 
bra, formulada  contra  el  deudor,  ó  bien 
por  él,  y  se  hubiere  dictado  un  auto  de 
secuestro  contra  el  deudor,  deberá  el 
ugier  {aheriff)  pagar  el  excedente  al  de- 
positario oficial,  ó,  según  las  circuns- 
tancias, al  Sindico,  que  tendrá  el  dere- 
cho de  retenerlo. 

Art.  12.  Cuando  los  bienes  del  deu- 
dor fueren  secuestrados,  y  el  ugier  (ahe- 
riff) hubiere  recibido  aviso  de  uno  ó 
más  secuestros,  no  deberá  el  Tribunal 
tomar  en  consideración  la  demanda  de 
proceder  á  la  venta  amistosa,  en  tanto 
que  no  se  hubieren  comunicado  en  de- 
bida forma  á  los  acreedores  que  hubie- 
ren solicitado  la  práctica  del  secuestro; 
estos  acreedores  podrán  comparecer 
ante  el  Tribunal  competente  para  ser 
oídos  acerca  de  la  demanda  presentada. 

Art.  13.— §  1.a  El  plazo  de  un  año 
deberá  sustituir  á  los  de  tres  meses  y 
dos  meses  fijados  por  el  párrafo  1."  del 
articulo  55  de  la  ley  principal,  plazo 
que  podrá  prorrogarse  en  circunstan- 
cias especiales,  según  el  prudente  ar- 
bitrio del  Tribunal. 

§  2."  Introduce  ligeras  modificacio- 
nes en  el  párrafo  6.°  del  art.  55  de  la 
ley  de  1883. 

Art.  14.  El  Consejo  de  Comercio 
(Board  of  Trade)  (1)  podrá  por  decisión 
motivada,  decidir  en  casos  especiales 
que  ciertos  funcionarios  puedan  des- 
empeñar parte  de  las  funciones  del  de- 
positario oficial,  si  el  mismo  estimare 
que  es  ventajoso  que  otra  persona  que 
éste  las  desempeñe,  siempre  que  de 
ello  no  resultaren  mayores  gastos  (2). 

Art.  15.— §  1."  La  parte  de  honora- 
rios del  Sindico  pagadera  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  72  de  la  ley  de  1883 


(1)  'VÉnse  lo  note  al  párrafo   3.*  del  art.  12  de 
la  ley  de  1883. 

(2)  Véase  el  art  41  de  dicha  ley. 
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del  auto  de  secuestro.  El  art.  48  de  la 
ley  de  1883  se  aplicará  como  si  el  deu- 
dor hubiere  sido  declarado  en  estado  de 
quiebra  en  virtud  de  una  demanda  pre- 
sentada en  esta  última  fecha. 

Art.  21.— §  I."  Podrá  dictarse  una 
providencia  ó  auto  relativos  á  la  admi- 
nistración de  los  bienes  de  una  perso- 
na fallecida  y  en  virtud  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  125  de  la  ley  principal,  antes 
de  la  espiración  del  plazo  de  dos  me- 
ses, contados  desde  la  fecha  de  la  en- 
trega de  los  documentos  concernientes 
á  la  administración,  sin  las  circuns- 
tancias ó  sin  la  prueba  indicada  en  el 
párafo  3."  de  este  articulo. 

§  2."  La  facultad  conferida  por  el  ar- 
ticulo 125  de  la  ley  principa]  de  trans- 
mitir el  procedimiento  incoado  ante 
otro  Tribunal  igualmente  competente  en 
materia  de  quiebra,  podra  ejercitarse 
sin  que  medie  petición  previa  deningún 
acreedor,  siempre  que  el  primer  Tribu- 
nal conceptuare  que  el  activo  es  insufi- 
ciente para  hacer  frente  al  pasivo. 

§  3.°  En  el  caso  de  que  los  bienes  de 
una  persona  que  falleciere  en  estado  de 
insolvencia  fueren  administrados  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  125  de 
la  ley  principal  y  en  el  presente  articu- 
lo, los  acreedores  tendrán  las  mismas 
facultades  en  cuanto  al  nombramien- 
to de  Síndicos  y  juntas  de  vigilancia 
que  en  los  demás  casos  en  que  el  pa- 
trimonio del  deudor  fuere  administrado 
con  arreglo  á  las  disposiciones  de  la 
quiebra;  las  disposiciones  de  la  ley 
principal  y  de  la  presente  relativas  á 
los  Síndicos  y  á  las  juntas  de  vigilan- 
cia, serán  aplicables  á  los  Síndicos  y  á 
las  juntas  de  vigilancia  nombradas  en 
virtud  de  la  facultad  conferida  por  el 
presente  articulo. 

Art.  22.— §  1,"  Todo  escrito  de  pro- 
curación se  redactará  en  la  forma  pres- 
cripta  por  el  depositario  oficial,  ó  si 
existiere  Sindico  por  éste.  Toda  men- 
ción que  figure  en  ella  deberá  estar  es- 
crita de  mano  de  la  persona  que  otorga 


la  procuración  ó  de  su  representante  ó 
un  funcionario  encargado  de  recibir 
juramentos  en  el  Tribunal  Supremo. 

§  2."  Las  fórmulas  generales  y  es- 
peciales de  procuración  se  remitirán  á 
los  acreedores  con  la  citación  convo- 
cando á  junta.  El  nombre  y  calidad  del 
depositario  oficial  ó  de  cualquier  otra 
persona  no  podrán  insertarse  en  el  cuer- 
po del  acta  de  procuración  antes  de  su 
remisión. 

§  3."  Cualquiera  de  los  acreedores 
podrá  conceder  procuración  especial  a 
cualquier  persona,  sea  para  votar  en 
una  junta  determinada  ó  para  votar: 

a)  En  pro  ó  en  contra  de  una  propo- 
sición determinada  de  un  convenio  de 
quita  ó  espera; 

b)  En  pro  ó  en  contra  del  nombra- 
miento de  una  persona  como  Sindico 
con  retribución  ó  como  individuo  de  la 
junta  de  vigilancia;  en  pro  ó  en  contra 
de  la  continuación  de  una  determinada 
persona  en  estas  funciones; 

c)  Acerca  de  las  demás  cuestiones 
que  se  promuevan  en  una  junta  de 
acreedores  determinada  ó  en  las  que 
puedan  celebrarse  en  lo  sucesivo. 

Art.  23.  Cuando  un  crédito  que  haya 
de  pagarse  á  cuenta  del  activo  del  deu- 
dor hubiere  sido  justificado  con  arreglo 
á  lo  prevenido  en  la  ley  de  1883  y  com- 
prendiere intereses  ó  cualesquiera 
otras  ventajas  pecuniarias  en  su  lugar, 
el  interés  ó  las  ventajas  deberá,  para 
la  fijación  del  dividendo,  calcularse  á 
razón  del  5  por  100  anual,  sin  perjuicio 
del  derecho  para  el  acreedor  de  perci- 
bir á  cuenta  del  activo  un  interés  más 
elevado  igual  al  convenido  después  del 
pago  Integro  de  las  deudas  reconocidas 
y  admitidas  en  la  quiebra. 

Art.  24.  Toda  afirmación  {afftda- 
cit)  (1)  empleada  ante  un  Tribunal  com- 
petente en  materia  de  quiebra,  deberá 
reforzarse  con  juramento  prestado,  no 

(I)     VénseeUrt.  188  ie  la  ley  do  25  de  Ago«- 
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Art.  26.  El  art.  11  de  ]a  l»y  de  1869 
sobre  los  deudores  (3),  deberá  entender- 
se como  si  tas  palabras  asi  en  el  plazo 
de  cuatro  meses  antes  de  la  presenta- 
ción de  la  demanda  de  declaración  del 
estado  de  quiebra»  estuvieren  sustitui- 
das por  las  siguientes:  «si  en  el  plazo 
de  cuatro  meses  antes  de  la  presenta- 
ción de  la  demanda  de  declaración  del 
estado  de  quiebra  formulado  por  ó  con- 
tra el  en  el  caso  de  que  medie  un  auto 
de  secuestro  dictado  a  consecuencia 
del  art.  103  de  la  ley  de  Quiebras 
de  1883». 


(1)     Víase  la  noU  al   art.  12,  párrafo 
ley  de  Quiebres  de  1883. 

(!)     Inserta  en  el  lugar  correspondió 
(3)      Inserta  en  el  lugar  correspondien 


á  las  de  «arrendamiento  de  un  año». 

Art.  29.  Las  disposiciones  legales 
mencionadas  en  el  anexo  de  ¡aprésente 
ley  {2),  quedarán  derogadas  en  la  me- 
dida que  el  mismo  indica. 

Art.  30.  La  presente  ley  comenzará 
a  regir  en  1."  de  Enero  de  1891. 

Art.  31.— §  1."  La  presente  ley  debe- 
rá citarse  con  el  nombre  de  Bankruptcy 
Act  1890;  la  ley  principal  y  la  presente 
deberán  citarse  conjuntamente  con  el 
nombre  de  Bankruptaj  Acís  1883y  1890. 

§  2.°  La  presente  ley  y  la  principal 
deberán  interpretarse  como  si  forma- 
ren un  solo  cuerpo  legal. 


(1)    Fraudes  cometidos  por 
jueros  y  representantes. 


CAPÍTULO  IX 


DERECHO   MARÍTIMO  INGLÉS 


I.— Indicaciones    preliminares 

Las  dificultades  ordinarias  á  que  nos 
hemos  referido  al  ocuparnos  de  otras 
ramas  del  Derecho  de  este  país,  y  que 


no  hablan  de  faltar  en  ésta;  las  enormes 
proporciones  que  aili  alcanza  la  legis- 
lación marítima,  que  tanta  importan- 
cia reviste  en  la  Gran  Bretaña  por  la 
vida  y  modo  de  ser  de  aquel  pueblo;  la 
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antigüedad  y  confusión  de  estas  le- 
yes; el  haber  comenzado,  en  esto  como 
en  todo  lo  demás,  á  iniciarse  el  periodo 
de  codificación  6  recopilación  y  refor- 
ma de  lo  legislado,  y,  por  último,  las 
especiales  condiciones  de  esta  publi- 
cación, nos  obligan,  muy  á  pesar  nues- 
tro, a  hacer  breves  indicaciones  res- 
pecto de  las  disposiciones  principales 
que  rigen,  en  todo  ó  en  parte,  en  esta 
materia,  reproduciendo  integras  las 
más  recientes  y  generales,  y  compro- 
metiéndonos á  publicar  en  nuestro 
Anuario  de  Legislación  Universal  (com- 
plemento de  esta  obra)  las  que  suce- 
sivamente vayan  apareciendo. 

II. — Doctrina  Jurídica,  general  en  ma- 
teria de  abordajes  cuando  Intervie- 
nen buques  extranjero». 

Antes  de  entrar  á  reseñar  ó  repro- 
ducir la  legislación  marítima  inglesa, 
que  podemos  llamar  interior,  cree- 
mos oportuno  consignar,  por  conside- 
rarlos de  más  interés,  dada  la  Índole 
de  esta  obra,  en  una  especie  de  resu- 
men, los  principios  generales  del  Dere- 
cho y  de  la  jurisprudencia  inglesa  en 
materia  de  abordaje,  cuando  intervie- 
nen en  los  litigios  naves  extranjeras. 

Leyes  aplicables  á  los  buques  extran- 
jeros.—-Es  un  principio  jurídico  umver- 
salmente admitido,  que,  en  caso  de 
"abordaje  entre  un  buque  nacional  y 
otro  extranjero,  en  aguas  nacionales, 
debe  aplicarse  la  lex  loci  en  lo  relativo 
al  fondo  de  la  cuestión;  pero  en  lo  que 
á  la  parte  procesal  se  refiere  habrá  de 
aplicarse  la  ley  que  rija  en  el  punto 
donde  la  cuestión  se  ventile  (lex  fori). 

Jurisdicción.— El  Tribunal  del  Almi- 
rantazgo y  los  Tribunales  ordinarios 
son  competentes  y  pueden  ejercer  su 
jurisdicción  en  las  cuestiones  que  se  le 


sometan  acerca  de  abordajes,  ora  ocu- 
rran éstos  en  aguas  nacionales,  extran- 
jeras ó  en  alta  mar,  sin  distinción  de 
nacionalidad  del  buque,  de  los  arma- 
dores ó  de  los  cargadores  del  mismo. 
En  consonancia  con  esta  doctrina  de- 
cía el  jurisconsulto  Selwin:  «No  existe 
razón  alguna  para  que  los  ciudadanos 
ó  subditos  de  un  Estado  extranjero 
no  puedan  litigar  en  Inglaterra  cuan- 
do hayan  recibido  daños  personales  ó 
materiales  causados  por  otros  extran- 
jeros fuera  del  Reino  Unido,  y  estén 
previstos  y  castigados,  tanto  por  la  ley 
inglesa  como  por  la  del  país  en  que  di- 
chos daños  se  hayan  ocasionado»  (1). 

Extranjeros:  Responsabilidad  perso- 
nal.--No  podrá  incoarse  una  acción 
personal  por  daños  causados  por  un 
abordaje  que  ocurra  en  las  costas  de 
Inglaterra— fuera  de  la  señal  de  baja 
mar-contra  una  persona  domiciliada 
ó  que  resida  habitual  mente  en  el  ex- 
tranjero, á  no  ser  que  se  le  pueda  noti- 
ficar la  citación  dentro  de  la  jurisdic- 
ción del  Tribunal. 

Respecto  á  las  facultades  para  dete- 
ner en  aguas  de'  la  Gran  Bretaña  A  un 
buque  extranjero  que  haya  ocasionado, 
daños  á  un  buque  inglés  en  alta  mar, 
existe  alguna  divergencia  de  criterios, 
según  los  casos.  Sostienen  unos  que 
puede  ser  detenido  para  que  los  arma- 
dores respondan  á  las  resultas  del  liti- 
gio, y  otros  dicen  que  no  podrá  serlo 
cuando  vaya  de  paso  hacia  un  puerto 
extranjero. 

Ley  aplicable  en  caso  de  abordaje. — 
La  ley  aplicable  en  Inglaterra  en  los 
casos  de  abordaje  en  alta  mar,  cuando 
uno  de  loa  buques  sea  extranjero,  es  la 
ley  marítima  tal  como  allí  se  aplica,  no 

(1)     Moatyn  contra  Fibrsg&i;  litigio   del    Hl- 
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Tribunal  extranjero  antee  de  tramitar- 
se otra  demanda  ante  el  Tribunal  in- 
glés, y  que  hablan  estado  presentes  6 
representadas  ambas  partes,  no  se  da- 
rá curso  á  la  nueva  demanda,  a  no 
concurrir  las  circunstancias  siguien- 
tes: 

1  .*  Que  fuesendistintas  las  personas 
interesadas  (armadores  y  cargadores); 
2."  Que  el  Tribunal  extranjero  carecie- 
se de  jurisdicción;  3.*  Que  los  litigan- 
tes no  sean  subditos  ingleses,  ni  resi- 
dan en  el  país,  ni  hayan  comparecido 
ante  el  Tribunal  extranjero;  4.*  Que  no 
sea  justa  la  sentencia  dictada;  5/  Que 
los  magistrados  del  Tribunal  extranje- 
ro fuesen  partes  interesadas;  6.*  Que 
no  baya  sido  citado  el  demandado; 
7."  Que  no  se  haya  reconocido  un  docu- 
mento que  sea  legal  con  arreglo  á  la 
ley  inglesa;  8.*  Que  la  sentencia  extran- 
jera se  haya  obtenido  por  medio  de  en- 
gaño ó  fraude.  Obtenida  una  sentencia 
inpersonam,  no  podrá  entablarse  por 
el  mismo  demandante  una  acción  in 
rem  aunque  haya  sido  dictada  aquella 
en  Tribunal  de  otra  nación. 

Reglas  establecidas  por  el  Derecho  y  la 
jurisprudencia  inglesa  sobre  la  imposi- 
ción de  costas  en  caso  de  cuestión  por 
abordaje.—  Brevísimas  serán  las  indi- 
caciones que  hagamos  relativas  á  esta 
materia,  resumiendo  en  reglas  concre- 
tas lo  principal  consignado  acerca  de 
esta  materia,  tanto  el  texto  de  las  leyes, 
cuanto  por  la  jurisprudencia. 

La  regla  genera'  es  que  en  el  litigio 
que  entre  dos  armadores  se  promueva 
por  causa  de  abordaje,  la  imposición  de 
costas  se  ajustará  al  éxito  de  la  de- 
manda. 

Aplicando  esta  regla  á  los  diversos 
casos  que  pueden  ocurrir,  resulta: 

1."  Que  si  sólo  el  buque  demandado 
resulta  culpable  del  abordaje,  el  deman- 


dante queda  libre  de  costas,  y  vice- 
versa; 

2.°  Cuando  ambos  barcos  sean  cul- 
pables, no  se  hará  expresa  condenación 
de  costas,  y  esto  mismo  sucederá:  a) 
Cuando  el  abordaje  ocurra  por  culpa 
de  un  práctico  impuesto  ü  obligatorio; 
b)  Cuando  haya  ocurrido  sin  culpa  de 
ninguno  de  los  buques,  esto  es,  por  un 
accidente  inevitable.  No  obstante,  si  el 
demandante  procedió  con  precipitación 
al  presentar  su  demanda,  promovien- 
do la  cuestión  sin  suficiente  fundamen- 
to cuando  le  constaba  que  el  abordaje 
no  habla  podido  evitarse,  pagará  todas 
las  costas. 

Si  el  querellante  pidiese  y  obtuviese 
el  embargo  de  un  barco  que  no  fué  el 
que  efectuó  el  abordaje,  será  condena- 
do al  pago  de  las  costas,  y  al  de  daños 
y  perjuicios  sí  el  perjudicado  probase 
que  obró  con  evidente  ligereza  ó  con 
malicia. 

Hay  fallos  en  que  aparece  condenado 
en  parte  de  las  costas  el  que  ganó  el 
pleito,  ya  por  violencias  ejercidas  por 
la  tripulación  del  buque  abordado  con- 
tra la  del  abordante,  en  el  momento  del 
accidente,  ya  por  no  haberse  deteni- 
do el  primero  para  prestar  auxilio  al 
segundo. 

Cuando  el  dueño  del  cargamento  de 
un  barco  que  demanda  á  otro  como 
culpable  único  del  abordaje,  pide  que 
éste  último  sea  condenado  en  costas  y 
gastos,  y  resulte  que  fueron  culpables 
del  abordaje  ambos  buques,  no  se  hará 
expresa  condenación  de  costas. 

En  caso  de  abordaje  con  un  buque 
de  guerra,  se  conformará  el  Estado  con 
el  fallo  del  Tribunal  en  cuanto  al  pago 
de  costas,  pero  no  podrá  dictarse  con- 
tra él  mandamiento  de  apremio. 

Cuando  un  demandado  confiesa  que 
su  barco  fuA  el  abordante,  pero  prueba 
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partes,  no  se  hará  expresa  condena- 
ción de  costas; 

3.*  Sí  se  conceden  menos  de  dos  ter- 
ceras partes,  pagará  el  demandante  las 
costas  del  incidente.  Esta  regla  se  apli- 
cará sin  excepción,  ya  sea  culpable  uno 
ó  ambos  barcos,  ya  sea  demandante 
el  armador  ó  el  dueño  de  la  carga,  etc. 
Sin  embargo,  en  casos  especiales  no 
se  ha  aplicado  esta  ultima  regla,  y  no 
se  ha  hecho  expresa  condenación  de 
costas.  Existen  diversas  modificacio- 
nes á  dicha  regla  en  infinidad  de  ca- 
sos para  circunstancias  distintas  que 
pueden  ocurrir  y  han  sido  juzgados  por 
la  jurisprudencia. 

Cuando  se  apela  del  fallo  de  un  regis- 
trador, las  costas  se  imponen  atenién- 
dose al  resultado  de  la  apelación. 

Como  han  surgido  bastantes  dudas  y 
cuestiones  respecto  de  la  imposición 
de  costas  cuando  el  fallo  de  un  Tribu- 
nal inferior  se  ha  variado  ó  modificado 
por  el  de  apelación,  la  regla  más  segui- 
da es:  que  sí  el  inferior  condenó  al  de- 
mandado y  el  Tribunal  de  apelación 
entiende  que  el  accidente  fué  por  culpa 
de  ambos  barcos,  ó  inevitable,  no  se 
hará  expresa  condenación  de  costas 
en  ninguno  de  ambos  Tribunales.  La 
misma  regla  se  observará  cuando  el 


do  fué  el  único  culpable,  y  éste  apelase, 
y  el  Tribunal  superior  invirtiese  los 
términos  condenando  al  demandante, 
deberá  éste  ser  condenado  en  las  cos- 
tas de  ambas  instancias. 

La  misma  jurisprudencia  ha  sentado 
la  Sección  del  Tribunal  del  Almiran- 
tazgo 

Por  último,  cuando  al  embargar  un 
barco  se  exije  una  lianza  exorbitante, 
con  relación  á  los  daños  y  perjuicios  á 
que  luego  se  le  condena,  tendrá  que  pa- 
gar el  demandante  los  que  se  hayan 
ocasionado  al  demandado  para  buscar 
y  poner  dicha  cantidad,  ó  por  el  secues- 
tro del  buque  si  no  la  hubiese  encontra- 
do ó  puesto. 

III. —Leyes  ó  Actas  vigentes,  en  todo 
ó  en  parte,  en  materia  de  Derecho 
marítimo. 

Las  compilaciones  inglesas  reprodu- 
cen las  siguientes: 

l;*—  Pilotos  y  practicaje.  (Ley  de  25 
de  Junio  de  1825.) 

Casi  todo  el  contenido  de  esta  ley  ha 
sido  derogado  por  otras  posteriores' 
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consignándose  sólo  como  subsistentes 
cinco  secciones  ó  artículos,  á  saber: 

El  59,  que  dispone  que  los  Capitanes 
de  ciertos  buques  deberán  dirigirlos 
por  si  mismos,  sin  utilizar  los  servicios 
de  las  personas  que  no  tengan  el  titulo 
de  pilotos  ó  prácticos. 

El  60,  que  contiene  disposiciones  refe- 
rentes á  la  autorización  que  puede  con- 
ceder S.  M.  para  que  ciertos  buques 
Bean  dirigidos  sin  pilotos  ó  prácticos 
en    los  puntos  que  son  generalmente 


El  SI,  que  trata  del  empleo  por  los 
Capitanes  de  pilotos  ó  prácticos  que  ca- 
rezcan de  autorización  ó  titulo,  cuando 
sobreviniere  algún  accidente. 

El  62,  que  dispone  que  los  Capitanes 
ó  contramaestres  que  sean  propieta- 
rios ó  co-partlcipes  del  buque,  y  que 
residan  en  Dover,  Deal  ó  en  la  Isla  de 
Thanet,  pueden  dirigir  sus  propios  bu- 
ques subiendo  ó  bajando  el  Támesis  ó 
el  Medway. 

El  63,  que  trata  de  ciertos  deberes  del 
Capitán  &  la  entrada  de  los  puertos,  en 
sustitución  del  piloto  ó  práctico. 

El  71,  que  precisa  y  determina  los  ca- 
sos en  los  cuales  las  personas  que  no 
hayan  obtenido  autorización,  pueden 
actuar  como  pilotos  ó  prácticos. 

8.*— Aprehensión  y  entrega  de  deserto- 
res de  buques  extranjeros.  (Ley  de  17 
de  Julio  de  1852.) 

Contiene  esta  ley  seis  secciones  ó  ar- 
tículos: 

El  1.a  trata  de  la  orden  que  puede 
dictar  S.  M.  en  Consejo,  declarando  que 
sean  detenidos  y  entregados  los  hom- 
bres de  mar  desertores  de  buques  ex- 
tranjeros. 

El  2."  determina  los  deberes  de  los 
Jueces,  una   vez   publicada   la  orden 


mencionada,  para  prestar  sus  servicios 
á  fin  de  aprehender  á  los  desertores  de 
buques  de  potencias  extranjeras,  y 
hasta  aprehenderlos  y  presentarlos  á 
bordo  de  los  buques. 

El  3.°  señala  las  penas  en  que  incu- 
rren los  que  ocultan  á  los  mencionados 
desertores. 

El  4.°  dispone  la  publicación  de  las 
órdenes  que  se  dictaren,  en  la  Gaceta 
de  Londres. 

El  5.°  confiere  facultades  á  S.  M.  para 
revocar  ó  alterar  las  órdenes  mencio- 
nadas. 

El  6.a  dice  que  la  ley  de  referencia 
tendrá  el  titulo  de  Acta  relativa  á  los 
desertores  extranjeros  de  1852. 
S.'— Pilotaje.  (Ley  de  20  Agosto  de  1853.) 

De  esta  ley  reproducen  como  vigen- 
tes los  siguientes  artículos: 

El  3.°  que  enumera  los  cinco  puertos 
debidamente  autorizados  en  las  cos- 
tas fronterizas  á  Francia  para  cobrar 
los  derechos  de  practicaje  de  los  bu- 
ques, dentro  de  los  limites  que  se  fijan. 

El  4."  dice  que  estos  prácticos  que- 
dan sujetos  á  las  mismas  disposiciones 
que  el  gremio  de  pilotos  y  marineros. 

El  5."  autoriza  á  los  pilotos  que  per- 
tenezcan al  gremio,  para  dirigir  buques 
dentro  de  los  limites  consignados  en 
sus  autorizaciones. 

El  8."  fija  los  derechos  de  los  prácti- 
cos de  los  mencionados  cinco  puertos, 
por  el  desempeño  de  los  deberes  que 
hayan  cumplido  hasta  ahora. 

El  9."  confiere  los  mismos  recursos 
á  los  pilotos  de  los  referidos  puertos 
para  el  cobro  de  sus  derechos,  que  ai 
gremio  de  los  mismos.  De  igual  mane- 
ra se  consigna  los  derechos  que  hayan 
de  cobrarse  á  los  buques  extranjeros, 
una  vez  demostrada  la  existencia  de 
tratados  de  reciprocidad. 
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ficados  y  documentos  han  de  sellarse 
de  una  manera  determinada  para  que 
hagan  fe. 

La  8/  dispone  que  la  Junta  de  comer- 
cio determinara  la  forma  de  los  dife- 
rentes instrumentos. 

La  9.'  exime  a  ciertos  documentos 
del  derecho  del  timbre. 

La  10  determina  las  penas  en  que  in- 
currirán loe  que  falsifiquen  el  sello  6 
alteren  de  una  manera  fraudulenta  las 
formas  prescríptas,  ó  no  usen  las  mar- 
cadas por  la  Junta  de  comercio. 

La  11  determina  la  inversión  que  se 
ha  de  dar  al  metálico  y  á  las  multas 
que  se  abonaren  ala  Junta  de  comercio. 

La  12  se  ocupa  de  los  informes  que 
ban  de  presentarse  por  los  funciona- 
rios de  marina  ó  la  Junta  de  comercio. 

La  13  determina  la  inspección  de  los 
documentos  y  roles,  como  de  la  compe- 
tencia de  los  individuos  de  la  Junta 
de  comercio,  de  los  oficiales  navales, 
Cónsules,  Registrador  general  de  hom- 
bres de  mar,  y  funcionarios  de  aduan  s 
en  los  dominios  ingleses. 

La  14  faculta  á  la  Junta  de  comercio 
para  el  nombramiento  de  Inspectores. 

La  15  fija  la  extensión  de  los  poderes 
conferidos  á  los  Inspectores.  Asimismo 
autoriza  el  abono  de  gastos  á  los  testi- 
gos, y  señala  las  multas  que  han  de  im- 
ponerse á  los  que  se  nieguen  á  dar  su 
testimonio. 

La  16  impone  multa  por  impedir  á  los 
Inspectores  el  cumplimiento  de  su 
deber. 

Parte  segunda 

Ocúpase  de  los  buques  ingleses  en  lo 
que  respecta  á  bu  propiedad,  tonelaje  é 
inscripción,  y  se  divide  en  trece  capí- 
tulos, que,  subdividos  en  secciones, 
tratan  las  siguientes  materias: 


1.°  Determina  que  esta  segunda  par- 
te tendrá  eficacia  legal  en  todos  los 
dominios  de  S.  M.,  y  contiene  diversos 
pormenores  referentes  á  su  aplicación. 

2.°  Refiérese  á  la  determinación  del 
tonelaje, 

3.°  Trata  del  registro  de  los  buques 
británicos. 

4.a  Habla  de  los  certificados  del  re- 
gistro. 

5."  Legisla  sobre  las  transferencias 
y  transmisiones  de  buques,  etc. 

0."  Reglamenta  las  hipotecas  nava- 
les. 

7.°  Trata  de  los  certificados  de  hipo- 
teca y  venta. 

8.°  Ocúpase  de  los  registros  cuando 
se  modifiquen  los  extremos  que  consten 
en  ellos,  y  de  las  translaciones  &  otros 
registros. 

9.°  Trata  de  varias  materias  refe- 
rentes al  registro. 

10.  Determina  las  penas  en  que  in- 
curren los  falsificadores. 

11.  Se  ocupa  del  carácter  de  nacio- 
nalidad. 

12.  Trata  de  los  registros  en  lo  que 
afecta  ala  prueba  en  casos  determina- 
dos prima  Jacte. 

13.  Restringe,  en  el  caso  que  señala, 
la  aplicación  de  esta  Acta.  (En  uno  re- 
lativo á  la  Compañía  de  las  Indias.) 

Parte  tercera 

De  los  Capitanea  y  hombres  de  mar 

Está  subdividida  en  24  capítulos,  que 
tratan: 

1."  De  las  materias  á  que  ha  de 
aplicarse  esta  parte. 

2."  Juntas  ó  Comisionas  de  marina 
local. 

3."    Oficinas  de  marina. 

4."  Examenes  y  certificados  para 
Capitanes  y  contramaestres. 
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7.°  De  la  obligación  del  empleo  de 
pilotos  ó  prácticos. 

8."  Derechos,  privilegios  y  remune- 
ración de  los  pilotos  6  prácticos. 

9."  De  las  faltas  cometidas  por  los 
pilotos  ó  prácticos. 

10.  De  los  poderes  generales  confe- 
ridos al  gremio  de  pilotos. 

11.  Délos  poderes  del  gremio  con 
respecto  á  la  designación  de  subcomi- 
sariosy  pilotos. 

12.  Pilotaje  ó  practicaje  obligatorio; 
atribuciones  conferidas  al  gremio. 

13.  Derechos  de  pilotaje  ó  practica- 
je con  respecto  al  gremio. 

14.  Fondo  de  pilotos  ó  prácticos. 

15.  Nombramiento  de  aubcomisa- 
rios  por  los  gremios  de  Obhull  y  New- 
castle. 

16.  Exención  de  responsabilidad  del 
propietario  y  Capitán  en  caso  de  pilota- 
je ó  practicaje  obligatorio. 

Parts  sexta. 

De  los  /aros 

Comprende  estaparte  seis  capítulos, 
que  tratan: 

1."  De  la  administración  de  los 
faros. 

2."    De  las  luces. 

3."  De  la  construcción  de  nuevos 
faros. 

4.°  de  la  entrega  ó  venta  de  faros 
por  las  autoridades  locales  á  las  de  la 
nación. 

5.°  De  los  daños  que  se  ocasionen  á 
las  luces,  boyas  y  demás  señales,  y  de 
las  penas  en  que  se  incurre  por  dichos 
actos. 

6."  Disposiciones  para  evitar  las  lu- 
ces falsas. 


Parte  séptima 

Del  fondo  de  la  marina  mercante 

Comprende  un  solo  capitulo,  dividido 
en  las  secciones  siguientes: 

417.  De  las  sumas  que  han  de  apor- 
tarse al  fondo  llamado  de  la  marina 
mercante. 

418.  La  aplicación  del  fondo  men- 
cionado. 

419.  Reglas  para  la  inversión  de  las 
tasas  de  lastre  (ballastaje)  que  se  co- 
bren. 

420.  De  fas  facultades  y  de  la  impo- 
sición de  los  derechos  de  lastre. 

421.  Facultades  para  la  concesión 
de  recompensas  á  las  personas  cuyos 
salarios  se  paguen  del  fondo  ya  men- 
cionado. 

422.  Las  cuentas  y  gastos  que  se 
ocasionen  por  los  servicios  que  esta 
ley  reglamenta  han  de  ser  aprobados 
por  ia  Junta  de  comercio. 

423.  De  la  previa  aprobación  de  los 
gastos  por  la  Junta. 

424.  Los  gastos  que  ocasionen  e!  es- 
tablecimiento y  reparación  de  faros, asi 
como  otros  extraordinarios,  podrán  su- 
fragarse con  dinero  que  adelante  el  Te- 
soro. 

425.  Del  poder  que  tiene  la  Junta  de 
comercio  para  pedir  dinero  á  préstamo 
(borrow),  con  la  garantía  del  fondo  de 
referencia. 

426.  Se  ocupa  de  la  facultad  de  los 
Comisarios  de  empréstitos  de  obras 
públicas  para  adelantar  dinero  con  la 
garantía  del  fondo. 

427.  Las  autoridades  que  entienden 
en  lo  relativo  á  faros  han  de  dar  cuenta 
á  la  Junta  de  comercio  de  los  fondos 
percibidos  y  abonados. 

428.  Las  cuentas  relativas  a  aquel 
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mar  de  Asia  y  de  África  en  casos  de 
accidentes  ocurridos  en  aquellas  cos- 


7.*—  Transporte  de  pasajeros  por  mar. 
(Ley  de  14  de  Agosto  de  1855.) 

Quedan  de  ella  vigentes  las  seccio- 
nes siguientes,  que  tratan: 

1."  Derogación  de  Actas  o  leyes  an- 
teriores. 

2.*    Titulo  y  modo  de  citar  la  ley. 

3.*    Definición   de  términos  en  ella 


4.'  Extensión  de  esta  ley  en  cuanto 
&  buques  y  viajes.  (Derogada  en  parte.) 

7."  Oficiales  que  pueden  ausentarse 
sin  incurrir  en  responsabilidad. 

8.*  Quiénes  pueden  expedir  y  revo- 
car los  nombramientos  de  Oficiales  de 
buques  para  determinados  cargos. 

9.1  Quiénes  pueden  sustituir  al  Ofi- 
cial ausente. 

10.  Los  Capitanes  de  buques  de  pa- 
sajeros deben  facilitar  a  los  funciona- 
rios competentes  (Comisarios,  Cónsu- 
les, etc.)  la  inspección  de  los  mismos: 
penas  en  que  incurren  en  otro  caso. 

11.  Ningún  barco  podrá  zarpar  de 
un  puerto  sin  tener  despachados  sus 
papeles. 

13.  Lugares  del  buque  donde  se  debe 
colocar  á  los  pasajeros. 

11.  Reglas  para  determinar  el  nú- 
mero de  pasajeros  en  cada  barco.  (De- 
rogada en  parte.) 

16  y  17.  Entrega  de  listas  de  pasaje- 
ros al  Oficial  correspondiente  del  puer- 
to. (Derogada  en  parte.) 

18.  Penas  en  que  incurren  los  que  se 
embarquen  fraudulentamente. 

19.  Inspección  de  los  pasajeros  an- 
tes de  la  partida. 

20.  Condiciones  de  solidez  de  las  cu- 
biertas 


21.  Condiciones  de  los  alojamientos 
de  los  pasajeros. 

22.  Los  solteros  habrán  de  alojarse 
separadamente  por  sexos. 

23.  Cuándo  podrán  desarmarse  los 
departamentos  provisionales  construi- 
dos sobre  cubierta. 

24.  Espacio  que  ha  de  habilitarse  pa- 
ra hospital. 

25.  Letrinas. 

26.  Luz  y  ventilación. 

27.  Botes  en  general,  y  salvavidas, 
anclas,  etc. 

28.  Tripulación  de  cada  buque. 

29.  Materias  que  no  pueden  embar- 
carse como  carga  ni  lastre,  y  estiva  de 
carga,  etc. 

30.  Tiempo  máximoque  ha  de  inver- 
tirse en  el  viaje  á  los  puntos  que  in- 
dica. 

31.  Inspección  de  provisiones  antes 
de  la  partida. 

32.  Facultades  del  Oficial  inspector 
para  rechazar  las  provisiones  inadmi- 
sibles. 

33.  Inspección  de  los  depósitos  para 
el  agua. 

34.  Aprovisionamiento  da  agua  en 
los  puertos  de  escala. 

35.  Escalas  de  aprovisionamiento. 

36.  Cantidad  de  la  ración  de  cada 
grupo  y  número  de  personas  de  que 
constará  éste. 

37.  Facultades  de  los  Comisarios 
para  autorizar  el  cambio  de  víveres  en 
los  puntos  de  escala. 

38.  Despenseros:  cuándo  son  nece- 
sarios, quién  los  nombra,  etc. 

39.  Cocinas  y  aparatos  de  la  misma. 

40.  Cuándo  deben  llevarse  intérpre- 
tes en  los  buques. 

41.  ídem  id.  médicos. 

42.  Requisitos  que  han  de  reunir 
éstos. 

43.  Medicinas,  instrumentos,  etc. 


dby  Google 


db,  Google 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS  V  JURÍDICAS 


84.  Quién  puede  cobrar  todos  los 
gastos  relativos  al  pasaje,  etc. 

85  y  86.  Tribunal  competente  para 
entender  en  las  quejas  ó  cuestiones 
que  surjan  entre  pasajeros  y  Capita- 
nes, etc. 

87.  No  dejará  de  admitirse  demanda 
ó  petición  alguna  por  Taita  de  forma. 

88.  Aplicación  de  multas  ó  penas. 

89.  La  prueba  de  la  exención  de  un 
buque  de  las  disposiciones  de  esta  ley 
corresponde  al  que  la  alega. 

90.  La  prueba  hecha  por  medio  de 
oficial  ó  por  un  Comisario  podrá  ser  pica 
voee. 

91.  Valor  del  testimonio  del  mismo 
reclamante. 

93.    Consignación  de  las  multas. 

93.  Limitación  de  las  acciones  con- 
tra los  funcionarios  que  ejecuten  esta 
ley. 

94.  Limitación  general  de  los  prcce- 
dim lentos  legales. 

95.  Deñnición  de  los  viajes  á  las  co- 
lonias. 

96.  Aplicación  de  esta  ley  a  todos 
los  viajes  coloniales.  No  se  aplicará 
á  ciertos  asuntos  que  menciona  (relati- 
vos á  higiene  y  salubridad)  si  el  viaje 
es  menor  de  tres  semanas. 

97.  Facultades  de  los  Gobernadores 
de  las  colonias  respecto  de  la  duración 
del  viaje,  etc. 

98.  Inspección  de  buques  en  las  co- 
lonias, nombramiento  de  médicos,  etc. 

99.  El  Gobernador  de  la  India  podrá 
adoptar  esta  ley  y  reglamentarla  res- 
pecto de  ciertos  extremos. 

100.  Entrega  de  la  lista  de  pasaje- 
ros por  el  Capitán  al  Comisario  de  emi- 
gración. 

101.  Penas  en  que  incurren  los  Ca- 
pitanes que  lleven  á  bordo  mayor  nú- 
mero de  personas  que  el  prescripto  en 
esta  ley.  (Sección  14.) 


102.  Las  reglas  relativas  á  provisio- 
nes son  aplicables  á  los  viajes  en  el  in- 
terior del  Reino  Unido. 

103.  Se  refiere  á  las  cédulas  ó  mode- 
los anexos  ala  ley. 

8  a— Marina  mercante.  <Ley  de  29  de 
Julio  de  1862  corrigiendo  las  anterio- 
res relativas  &  la  materia.) 

Está  dividida  en  once  capítulos,  y 
corrige  lo  relativo  á: 

1."  Registro  y  tonelaje  (parte  2.a  de 
la  ley  de  1854). 

2."  Certificados  para  maquinista 
(parte  3."  Ídem). 

3.°  Capitanes  y  hombres  de  mar 
(Ídem  idem). 

4.°  Seguridad  (parte  4*  de  dicha 
ley)- 

5°    Pilotaje.  (Derogado  en  parte.) 

6.°    Faros. 

7.°    Naufragios  y  salvamento. 

8.°  Responsabilidad  de  los  propieta- 
rios de  buques. 

9."    Luces,  salvamentos,  etc. 

10.  Procedimiento  legal. 

11.  Entrega  de  los  géneros  y  obliga- 
ciones por  fletes. 

9.*-Píi8íyeros.  (Ley  de  13  de  Julio  de 
1863,  que  corrige  la  de  1855.) 

Contiene  las  siguientes  secciones, 
que  tratan: 

l.1    Título. 

2.a    Cuándo  comienza  á  regir. 

3.'    Definición  de  términos,  etc. 

4.a    Barcos  blindados. 

5.a  Tonelaje  de  ios  barcos  destina- 
dos á  pasaje. 

6.a  Alistamiento  de  pasajeros  de  los 
camarotes,  etc. 

7.a    Ampliación  de  ciertas  multas, 

8.'  Condiciones  de  la  conducción  de 
ganado  en  dichos  barcos. 
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4."    Barcos  de  pasajeros. 
5.o    Inspección  anual  de  los  vapores 
dedicados  al  pasaje. 
6."    Pilotaje. 

7.°    Cables  cadenas. 

8.°    Inspección,  salarios,  etc. 

iO.— Marina  mercante.  (Ley  de  5 
de  Agosto  de  1873.) 

Contiene  cinco  capítulos,  que  tratan 
respectivamente: 

1."    Preliminar:  titulo,  etc. 

2.o    Registro  de  barcos. 

3."    Capitanes  y  hombres  de  mar. 

4.°  Seguridad  y  prevención  de  acci- 
dentes. 

5."  Disposiciones  varias.-  Cláusula 
derogatoria. 

19.— Cadenas  y  anclas.  (Ley  de  30 
de  Julio  de  1874.) 

Completa  y  corrige  las  dos  anterio- 
res (1871  y  1874). 

20.— Remoción  ¡¡  custodia  de  obstáculos 
procedentes  de  naufragio.  (Ley  de  28 
de  Junio  de  1877.) 

Se  dictan  diversas  disposiciones  re- 
lativas A  la  remoción  y  custodia  de  di- 
chos restos,  funcionarios  y  autoridades 
que  deben  intervenir,  etc. 

21.— Afari/ta  mercante 

La  última  de  las  leyes  dictadas  en  la 
materia,  y  la  que  resume  lo  más  impor- 
tante acerca  de  la  misma,  es  la  de  15 
de  Agosto  de  1876  (1),  cuyo  texto  es  co- 
mo sigue: 


O) 


1   ac¡    í 


e  mere'ianl  s.'iippi  n¡ 


;l  (39  y  40  Victoria,  citp   í 


título  preliminar 

DISPOSICIONES    GENERALES 

Articulo  1.°  La  presente  ley  podrá 
designarse  con  el  titulo  de  «Ley  de  la 
marina  mercante  {Merehant  shipping 
Act)  de  1876». 

Art.  2.°  Esta  ley  deberá  interpretar- 
se como  si  formare  parte  de  la  ley  de 
la  Marina  mercante  de  1854,  y  de  las 
que  han  modiñcado  Ésta;  una  y  otras 
podrán  mencionarse  colectivamente 
con  el  titulo  de  «Leyes  de  la  marina 
mercante  de  1854  a  1876  (The  merehant 
shipping  Acts  1854  ÍO.  1876). 

Art.  3."  La  presente  ley  comenzará 
á  regir  en  1.°  de  Octubre  de  1876,  y  úni- 
camente a  partir  de  esta  fecha  recibi- 
rán ejecución  las  órdenes  del  Consejo 
y  los  Reglamentos  generales  que  para 
aplicación  de  la  misma  puedan  dic- 
tarse. 

TITULO  PRIMKBO 

DE  LOS  BUQUES  QUE  NO  PUEDEN  HACERSE 
Á   LA    MAR 

Art.  4."  Toda  persona  que  haga  o 
trate  de  hacer,  contribuya  á  hacer  ó  á 
tratar  de  que  se  haga  á  la  mar  un  bu- 
que inglés  que  se  encuentre  en  un  es- 
tado tal  que  ofrezca  peligro  para  la  vida 
de  cualquier  persona,  se  reputará  cul  pa- 
ble de  un  delito,  á  menos  que  acredita- 
re cumplidamente  que  puso  por  su 
parte  todos  los  medios  razonables  para 
poner  al  buque  en  condiciones  de  ha- 
cerse á  la  mar,  ó  que  la  salida  del  bu- 
que de  que  se  trate,  su  estado  defectuo- 
so ó  peligroso,  fué  debida  á  las  circuns- 
tancias. En  la  practica  de  esta  prueba 
se  admitirá  su  testimonio,  de  igual  mo- 
do que  el  de  cualquiera  otra  persona. 
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ante  el  Tribunal  de  inspección  (1),  de 
que  se  trata  en  la  presente  ley,  del 
puerto  6  departamento  en  que  estuvie- 
re surto  el  buque; 

5,°  Cuando  un  buque  hubiere  sido 
detenido  provisionalmente,  el  propie- 
tario 6  el  Capitán  del  buque  estaran 
facultados,  antes  de  la  visita,  para  exi- 
gir que  el  Visitador  vaya  acompañado 
de  una  persona  elegida  de  entre  las  que 
figuren  en  la  lista  de  Asesores  del  Tri- 
bunal de  inspección,  nombrados  en  la 
forma  que  se  indica  mas  adelante,  y  si 
el  Visitador  y  el  Asesor  estuviesen  de 
acuerdo,  dispondrá  el  Consejo  de  Co- 
mercio (2)  la  detención  del  buque,  si 
esta  fuera  la  opinión  de  aquéllos;  si 
discordaren,  dicho  Consejo  (3)  estará 
facultado  para  obrar  como  bí  no  hubie- 
re mediado  el  requerimiento,  pudiendo 
apelar  de  bu  resolución  el  propietario  y 
el  Capitán,  en  la  forma  indicada  en  el 
presente  artículo; 

6.o  Cuando  un  buque  hubiere  sido 
detenido  provisionalmente,  estará  fa- 
cultado el  Consejo  de  Comercio  en  cual- 
quier época  á  remitir  el  asunto  al  Tri- 
bunal de  inspección  del  puerto  ó  del 
departamento  en  que  el  buque  estuvie- 
re surto; 

7."  El  Consejo  de  Comercio  estará 
autorizado,  en  caso  de  que  entendiere 
que  un  determinado  buque  no  es  peli- 
groso en  el  sentido  de  la  presente  ley, 
para  disponer  que  se  le  levante  la  de- 
tención con  ciertos  requisitos  ó  incon- 
dicional mu  nte; 

8."  Para  la  ejecución  de  las  dispo- 
siciones del  presente  articulo,  el  Con- 
sejo de  Comercio  (Board  o/  Trade),  de 
acuerdo  con  la  Tesorería  (4),  podrá  de- 


(1)  Courí  ofevrvey. 

(2)  y  [8)    Board  o(  Trade. 

(4)    Ministerio  de  Haciendo. 


signar  el  número  de  agentes  que  con- 
ceptúe conveniente; 

9.°  Estos  funcionarios  designados 
en  la  presente  ley  con  el  nombre  de 
agentes  de  detención  (1)  tendrán  las 
mismas  atribuciones  que  las  conferi- 
das al  Consejo  de  Comercio  (Board  oj 
Trade)  (2)  por  el  presente  articulo,  para 
disponer  la  detención  provisional  de 
los  buques,  con  objeto  de  proceder  6.  la 
visita  y  para  nombrar  á  este  efecto  una 
ó  más  personas,  asi  como  para  levantar 
la  detención  en  los  casos  de  que  resul- 
tare de  la  visita  que  el  buque  no  es  pe- 
ligroso en  el  sentido  de  la  presente  ley; 

10.  Los  agentes  de  detención  esta- 
rán obligados  á  presentar  á  la  mayor 
brevedad  al  Consejo  de  Comercio  su 
informe  con  respecto  á  las  órdenes  de 
detención  ó  levantamiento  de  la  que  hu- 
bieren expedido. 

Art.  7."  El  Tribunal  de  inspección 
de  un  puerto  ó  departamento  se  com- 
pondrá de  un  Juez,  Presidente,  y  de  dos 
Asesores. 

El  Juez,  Presidente,  se  elegirá  con 
arreglo  á  las  prescripciones  del  Regla- 
mento que  habrá  de  dictarse  para  la 
ejecución  déla  presente  ley,  de  entre 
los  que  figuren  en  una  relación  que  de 
cierto  en  cierto  tiempo  habrá  de  some- 
terse á  laaprobación  de  uno  de  los  prin- 
cipales Secretarios  de  Estado  de  Su 
Majestad. 

Esta  lista  se  compondrá  de  Comisa- 
rios de  naufragio  (3),  nombrados  en 
virtud  de  la  presente  ley,  de  altos  fun- 
cionarios de  la  policía  metropolitana, 
de  Jueces  de  condado,  de  individuos  de 
Tribunales  de  policía  y  de  cualesquiera 


(1)     Dr.lsinmg  Offlcara. 

(i)     Véase  la  nota  al  irt    13,  pi.rn.fo  B.*,  de  la 
ley  de  Quiebras  de  18B8. 
(3)     Wreek  a 
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[i  ujccuciunue  m pre- 
sente ley  por  el  Secretario  del  Tribunal, 
queseráelegido  de  las  personas  que  figu- 
ren en  una  lista  que  habrá  de  formarse 
periódicamente  á  este  efecto  por  ini- 
ciativa y  bajo  la  vigilancia  det  Consejo 
marítimo  local  (1),  y  en  caso  de  que  no 
existiere,  por  una  Corporación  de  ar- 
madores ó  de  negociantes  de  la  locali- 
dad, elegidos  con  aprobación  de  un  Se- 
cretario de  Estado. 

En  el  caso  de  que  no  existiere  la  lis- 
ta indicada,  se  procederá  al  nombra- 
miento del  segundo  Asesor  por  el  Juez 
del  mismo  Tribunal. 

El  Secretario  de  Estado  estará  facul- 
tado para  disponer  que  se  inscriba  en 
la  lista  á  cualquier  persona  cuya  ins- 
cripción se  hubiere  solicitado  por  Go- 
bierno de  una  posesión  inglesa  ó  de 
una  potencia  extranjera. 

S¡  el  Secretario  de  Estado  no  proce- 
diere al  nombramiento  de  Secretario 
del  Tribunal,  desempeñará  sus  funcio- 
nes el  del  Tribunal  de  justicia  del  con- 
dado; el  Secretario  de  Estado  estará 
facultado  para  convocar  el  Tribunal 
cuando  procediere,  cuidando  de  que  su 

(1)  Estos  Consejos  han  sido  creados  por  las 
lejos  de  la  Marina  mercante  de  1850  y  1851 


ten  e  inspeccionen  ei  tiuque  y  i' 
su  parecer  al  Tribunal.  Asimismo  ten- 
drá igual  facultad  que  el  Consejo  de 
Comercio  en  lo  referente  á  la  detención 
del  buque,  si  bien  no  podrá  disponer  la 
definitiva  sino  con  el  concurso  de  uno 
de  los  Asesores. 

El  propietario  ó  el  Capitán  de)  buque 
por  si  mismo,  ó  por  medio  de  apodera- 
do con  poder  especial,  y  el  Consejo  de 
Comercio,  por  medio  de  cualquiera  de 
sus  agentes, podrán  asistir  y  presenciar 
la  inspección  del  buque;  el  Presidente 
deberá  remitir  al  Consejo  de  Comercio 
el  informe  prescriplo,  firmado  por  él  y 
los  Asesores,  y  en  caso  de  disentimien- 
to de  estos  últimos,  con  certificación 
de  su  voto  reservado. 

Art.  9.o  El  Canciller  estará  faculta- 
do, de  acuerdo  con  la  Tesorería,  en  lo 
referente  á  los  derechos,  para  confec- 
cionar y  derogar  los  Reglamentos  que 
fueren  necesarios  para  la  ejecución  de 
la  presente  ley,  en  lo  que  concierne  al 
Tribunal  de  inspección,  y  especialmen- 
te á  la  convocatoria  y  procedimiento 
del  mismo,  caución  judicatum  soloi,  el 
recurso  de  apelación  y  la  publicación 
de  Reglamentos. 

Estos  Reglamentos  tendrán  la  misma 
fuerza  de  obligar  que  si  formaren  parte 
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de  la  presente  ley.  La  palabra  «prescrip- 
ciones» empleada  en  la  presente  ley 
comprenderá  igualmente  las  conteni- 
das en  dichos  Reglamentos. 

Art.  10.  Si  ningún  motivo  razonable 
pudiera  justificar  la  detención  provisio- 
nal del  buque,  por  razón,  sea  del  esta- 
do del  mismo,  ó  del  hecho  ú  omisión 
del  propietario,  el  Consejo  de  Comercio 
será  responsable  con  respecto  al  pro- 
pietario de  los  gastos  ocasionados  por 
la  detención  y  visita  de  inspección  del 
buque,  y  de  la  indemnización  que  se  le 
debiere  por  los  daños  y  perjuicios  oca- 
sionados. 

Si  un  buque  fuere  detenido  provisio- 
nalmente en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
la  presente  ley,  ó  si  resultare  que  un 
buque  detenido  provisionalmente  es 
peligroso,  al  tiempo  de  la  detención, 
deberá  el  propietario  pagar  al  Consejo 
de  Comercio  los  gastos  causados  por  la 
detención  y  visita  del  buque.  Estos  gas- 
tos serán, salvo  que  existiere  otro,reco- 
brables  por  los  mismos  medios  que  los 
derechos  y  gastos  de  salvamento. 

Para  la  ejecución  de  la  presente  ley, 
los  gastos  causados  y  ocasionados  por 
el  procedimiento  seguido  ante  un  Tri- 
bunal de  inspección,  y  una  suma  razo- 
nable por  la  remuneración  del  Visita- 
dor ó  funcionario  del  Consejo  de  Co- 
mercio, se  considerarán  como  parte  de 
las  costas  causadas  por  la  detención  y 
visita  del  buque. 

Este  articulo  contiene,  además,  di- 
ferentes disposiciones  relativas  á  la 
tasación  de  costas,  modo  de  entablar 
contra  el  Consejo  deComercio  la  acción 
para  hacer  efectivos  los  daños  y  per- 
juicios, según  que  aquella  haya  teni- 
su  origen  en  Irlanda  ó  en  la  Gran  Bre- 

Art.  11.  Cuando  un  buque  inglés 
fuere  señalado  al  Consejo  de  Comercio 


ó  aun  agente  de  detención  como  peli 
groso  en  el  sentido  de  la  presente  ley, 
podrá  exigirse  al  denunciante  que  pres- 
te la  caución  suficiente,  á  juicio  del 
Consejo,  para  responder  de  los  daños 
y  perjuicios  mencionados,  á  menos  que 
la  denuncia  se  hubiere  formulado  por 
una  parte  de  la  tripulación  que  consti- 
tuya la  cuarta  parte  del  número  total  y 
se  trate  de  tres  individuos  como  míni- 
mum, y  siempre  que  no  parezca  al  Con- 
sejo ó  al  agente  frivola  ni  vejatoria. 

En  este  supuesto,  no  se  requerirá  la 
caución,  y  si  la  denuncia  se  hubiere 
formulado  en  tiempo  hábil,  á  contarde 
la  salida  del  buque,  se  adoptarán  las 
medidas  convenientes  en  averiguación 
de  si  procede  ó  no  la  detención  del 
mismo. 

Si  las  circunstancias  del  caso  fueren 
tales  que  el  Consejo  de  Comercio  tuvie- 
re que  satisfacer  al  propietario  del  bu- 
que detenido  la  indemnización  corres- 
pondiente pordaños  y  perjuicios, estará 
obligado  el  denunciante  á  reembolsar 
su  importe  al  Consejo. 

Art.  12.  Los  agentes  de  detención, 
en  cumplimiento  de  los  deberes  que  les 
impone  la  presente  ley,  gozarán  de  las 
mismas  atribuciones  que  los  inspecto- 
res nombrados  por  el  Consejo  de  Co- 
mercio, en  los  términos  de  la  ley  de  la 
Marina  mercante  de  1854. 

Las  órdenes  referentes  &  la  detención 
del  buque  deberán  notificarse  al  Capi- 
tán sin  pérdida  de  tiempo. 

La  pérdida  de  la  nacionalidad  ingle- 
sa por  un  buque  no  constituirá  motivo 
suficiente  para  el  levantamiento  de  la 
detención. 

Toda  persona  encargada  de  visitar 
un  buque,  tendrá  libre  acceso  á  to- 
das sus  dependencias  y  para  examinar 
el  cargamento,  pudiendo  á  este  efecto 
exigir  la  descarga  del  mismo,  del  las' 
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do  parte  ó  todo  el  cargamento  en  un 
puerto  del  Reino  Unido,  y  se  entende- 
rá que  no  se  hallan  en  estado  de  hacer- 
se a  lámar  por  efecto  del  exceso  de 
cargamento  ó  de  la  mala  estivación, 
salvo  las  modificaciones  siguientes: 

1."  Deberá  notificarse,  al  agente  con- 
sular de  la  potencia  á  que  el  buque  per- 
tenezca, que  se  encuentre  más  próximo 
al  puerto  de  que  se  trate,  la  orden  de 
detención  provisional  del  buque; 

2.'  En  caso  de  detención  provisio- 
nal, el  agente  consular,  á  instancia  del 
propietario  ó  del  Capitán  del  buque, 
podrá  pedir  que  la  persona  nombrada 
por  el  Consejo  de  Comercio  para  visi- 
tar el  buque  vaya  acompañada  por  otra 
designada  por  el  agente  consular,  y, 
en  este  caso,  si  el  Visitador  y  esta  últi- 
ma persona  estuvieren  Ue  acuerdo,  de- 
cretará el  Consejo  de  Comercio  que  el 
buque  sea  ó  no  detenido,  según  proce- 
da. Si  existiere  disparidad  de  opinio- 
nes, podrá  obrar  como  si  no  hubiere 
mediado  el  requerimiento,  quedando 
expedito  el  recurso  de  apelación  contra 
el  informe  del  Visitador  á  favor  del  pro- 
pietario y  del  Capitán,  según  los  casos; 

3/  Encaso  de  interposición  del  re- 
curso por  el  propietario  ó  Capitán  del 
buque  ante  el  Tribunal  de  inspección, 
podrá  el  agente   consular   respectivo 


TÍTULO  in 

DEL  RECURSO  DE  APELACIÓN  QUE  PUEDE 
INTERPONERSE  EN  CASO  DE  FALTA  Ó 
NEGATIVA  Á  EXPEDIR  DETERMINADAS 
CERTIFICACIONES  EN  FAVOR  DE  LOS 
BUQUES. 

Art.  14.  Con  arreglo  á  lo  prevenido 
en  el  art.  309  de  la  ley  de  la  Marina 
mercante  de  1851  y  disposiciones  mo- 
dificativas posteriores,  todo  propietario 
de  un  buque  de  vapor  destinado  al 
transporte  de  pasajeros,  y  comprendi- 
do en  las  definiciones  de  la  presente 
ley,  estará  obligado  á  hacerlo  visitar  y 
reconocer  por  un  constructor  y  un  in- 
geniero, los  cuales  deberán  presentar 
un  informe  referente  á  las  condiciones 
de  navegabilidad  que  aquel  reúna  ó 
deje  de  reunir,  y  á  los  demás  extremos 
que  en  el  citado  articulo  se  mencionan. 

El  Consejo  de  Comercio  (Board  of 
Trade)  deberá,  con  sujeción  á  lo  pre- 
venido en  el  art.  312  de  la  citada  ley, 
expedir,  en  vista  de  dicho  informe,  una 
certificación,  sin  la  cual  ningún  buque 
podrá  hacerse  á  la  mar. 

De  conformidad  á  lo  prescripto  en  los 
artículos  11  y  50  de  la  ley  de  Pasajeros 
de  1855,  un  buque  que  se  dedique  al 
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transporte  de  éstos  en  las  condiciones 
mencionadas  en  dichos  artículos,  no 
podrá  hacerse  á  la  mar  sin  el  permiso 
concedido  por  un  funcionario  ú  agente 
de  emigración,  ó  por  cualquierotro com- 
petente en  virtud  de  los  mismos,  y  en 
el  cual  se  exprese  que  se  han  cumplido 
todos  los  requisitos  y  condiciones  re- 
queridas por  la  ley,  que  el  buque  está 
en  condiciones  de  hacerse  á  la  mar,  y 
que  con  respecto  á  los  pasajeros  y  á 
la  tripulación  se  han  observado  las  for- 
malidades legales. 

Con  arreglo  á  los  términos  del  art.  30 
de  la  ley  modificativa  de  1862  (1),  se 
prohibe  que  un  buque,  siempre  que 
concurran  determinadas  circunstan- 
cias, pueda  hacerse  á  la  mar  sin  ha- 
llarse provisto  de  una  certificación  ex- 
pedida por  el  Visitador,  dando  fe  de  que 
el  buque  posee  las  convenientes  luces 
y  señales  de  niebla. 

En  todos  los  casos  mencionados  en  el 
presente  articulo,  si  la  certificación  re- 
querida por  la  ley  se  denegare  infunda- 
da ó  indebidamente,  podrá  el  propieta- 
rio del  buque  de  que  se  trate  interponer 
recurso  de  apelación  ante  el  Tribunal 
de  inspección  competente;  el  Presiden- 
te de  éste  deberá  informar  lo  que  proce- 
diere al  Consejo  de  Comercio  (Boardof 
Trade),  el  cual  resolverá  én  última  ins- 
tancia si  debe  ó  no  expedirse  la  certifi- 
cación requerida. 

Las  costas  de  este  recurso  seguirán 
la  suerte  del  procedimiento,  salvo  dis- 
posición expresa  en  contrario,  dictada 
por  el  Tribunal  de  inspección  que  cono- 
ciere del  asunto. 

Las  disposiciones  de  la  presente  ley 
relativas  al  Tribunal  de  inspección  se- 
rán aplicables  mutatis  mutandis  6  las 


(1)    Merch&nt  ikxpping  Amenátment  Aet  V 


atribuciones  que  se  le  confieren  en  vir- 
tud de  lo  prevenido  por  el  presente  ar- 
ticulo. 

Si  procediere  visitar  el  buque  para 
expedir  la  certificación  mencionada, 
deberá  ir  el  Visitador  acompañado,  á 
petición  del  propietario,  por  una  perso- 
na designada  por  él,  y  si  ambos  coinci- 
dieren en  sus  apreciaciones,  no  proce- 
derá el  recurso  de  apelación  para  ante 
el  Tribunal  de  inspección,  mencionado 
en  el  presente  articulo. 

TÍTULO  IV 

DE  LOS  PERITOS  ARBITROS 

Art.  15.  Si  el  Consejo  de  Comercio 
(Board  o/  Trade)  fuere  de  opinión  que 
el  conocimiento  de  un  recurso  de  ape 
lación  de  los  Síndicos  depende  de  una 
cuestión  de  arte,  oficio  ó  ciencia,  y  que, 
por  tanto,  debe  precederse  á  un  reco- 
nocimiento pericial,  estará  facultado 
para  remitir  el  asunto  ala  resolución 
de  uno  ó  más  arbitros,  elegidos  de  en- 
tre los  que  aparezcan  en  una  relación 
aprobada  por  cualquier  Secretario  de 
Estado,  de  común  acuerdo  con  el  ape- 
lante: en  caso  de  disconformidad  entre 
éste  y  el  Consejo  de  Comercio  (Board 
o/  Trade)  (1),  se  hará  la  designación 
por  un  Secretario  de  Estado.  En  cual- 
quiera de  ambos  supuestos,  el  juicio 
arbitral  sustituirá"  al  recurso  de  apela- 
ción. 

En  los  casos  en  que  el  apelante  lo 
exija  y  preste  caución  bastante  á  res- 
ponder de  las  costas  del  arbitraje,  se- 
gún determine  el  Consejo  de  Comer- 
cio (Board  o/  Trade)  (2),  podrá  susti- 
tuirse el  recurso  de  apelación  i 


(1)  y(S)    Véasela  nota  il  *rt.  18,  párrafo   9.*, 
le  la  le;  de  Quiebras  de  1888. 
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Los  arbitros  disfrutarán  de  las  mis- 
mas facultades  y  atribuciones  que  el 
Presidente  del  Tribunal  de  inspección. 


DE  LOS  BUQUES  DEDICADOS  AL  TRANSPOR- 
TE DE  PASAJEROS  Y  EMIGRANTES 


Art.  16.  Los  buques  de  vapor  podrán 
conducir  un  número  de  pasajeros  que 
no  exceda  de  doce,  sin  necesidad  de  ser 
visitados  por  orden  del  Consejo  de  Co- 
mercio (Board  of  TraHe)  (1),  como  ta- 
les buques  destinados  al  transporte  de 
pasajeros  y  sin  necesidad  de  proveerse 
de  la  certificación  expedida  por  dicho 
Consejo  y  proscripta  por  la  ley  de  la 
Marina  mercante  de  1854. 

Art.  17.  En  el  caso  de  que  la  legis- 
lación vigente  en  una  colonia  ó  pose- 
sión inglesa  prescribiere  la  visita  y  la 
certificación  mencionada,  con  respecto 
á  los  buques  de  vapor,  si  el  Consejo  de 
Comercio  (Board  of  Trade)  (2)  declara- 
se que  estas  certificaciones  llevan  con- 
sigo las  mismas  garantías  y  se  reputan 
concedidas  en  las  mismas  condiciones 
que  las  certificaciones  análogas  ex- 
pedidas en  el  Reino  Unido  de  la  Gran 
Bretaña  é  Irlanda,  S.  M.  B.  podrá  orde- 
nar que  tengan  efectivamente  el  mismo 
valor,  y  que  todas  las  disposiciones  con- 
tenidas en  las  leyes,  con  respecto  á  las 
certificaciones  que  hayan  de  expedirse 
ó.  los  buques  destinados  al  transporte 
de  pasajeros,  les  sean  igualmente  apli- 
cables, salvólas  variaciones  y  modifi- 
caciones que  S.  M.  B.  estime  necesa- 
rias, decretando  al  mismo  tiempo  una 

■;ij  y  (2)    Véase  la  Dota  anterior. 


Art.  18.  Cuando  se  hubiere  expedido 
una  certificación  por  el  Consejo  de  Co- 
mercio (Board  of  Trade)  &  un  buque 
destinado  al  transporte  de  pasajeros, 
en  virtud  de  lo  prevenido  en  la  ley  de 
la  Marina  mercante  de  1854  y  fuere  to- 
davía válido,  no  será  necesario,  para 
que  el  mismo  buque  pueda  continuar 
dedicándose  al  transporte  de  pasajeros 
con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  las  leyes 
vigentes  acerca  de  la  materia,  que 
haya  de  visitársele  y  reconocérsele  la 
quilla,  casco  y  máquina  como  la  ley  de 
la  Marina  mercante  de  1854  y  disposi- 
ciones modificativas  posteriores  pres- 
criben; á  este  efecto,  dicha  certifica- 
ción, expedida  por  el  Consejo  de  Co- 
mercio (Board  of  Trade),  se  entenderá 
suficiente  sin  necesidad  de  nuevo  reco- 
nocimiento y  por  todo  el  tiempo  que  un 
buque  de  vapor  continuare  dedicándo- 
se al  transporte  ó  servicio  de  emigran- 
tes, conforme  á  los  términos  de  la  ley 
de  Pasajeros  y  emigrantes  de  1855  y 
disposiciones  legales  modificativas 
posteriores. 

Si  las  disposiciones  contenidas  en 
las  leyes  citadas  con  respecto  al  reco- 
nocimiento de  la  quilla,  casco  y  máqui- 
na de  los  buques  de  vapor  destinados 
al  servicio  de  pasajes  y  emigrantes  se 
hubieren  observado  fielmente,  no  será 
menester  atenerse  á  lo  prevenido  acer- 
ca de  este  particular  por  la  ley  de  la 
Marina  mercante  de  1854  y  disposicio- 
nes modificativas  posteriores  con  rela- 
ción á  la  visita,  inspección  y  reconoci- 
miento de  los  buques  de  vapor  dedica- 
dos al  transporte  de  pasajeros. 

Art.  19.  Cuando  un  buque  de  vapor 
de  nacionalidad  extranjera  entre  en  la 

(1)     1,350  peistaa  próximamente 
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categoría  de  los  buques  sujetos  alas 
prescripciones  de  la  ley  de  la  Marina 
mercante  de  1854  y  disposiciones  lega- 
les modificativas  posteriores,  6  en  la 
de  buques  destinados  al  transporte  de 
emigrantes  regidos  por  la  ley  de  Pasa- 
jeros de  1855  y  leyes  modificativas  de 
ésta,  y  se  hubiere  demostrado  cumpli- 
damente, en  opinión  del  Consejo  de  Co- 
mercio (Board  o/  Trade)  y  por  la  exhi- 
bición de  una  certificación  de  visita  ó 
reconocimiento  expedida  por  una  auto- 
ridad competente  del  extranjero  y  visa- 
da por  el  agente  consular  inglés  del 
puerto  en  que  aquélla  se  haya  verifica- 
do, que  el  buque  en  cuestión  ha  sido 
visitado  oficialmente,  y  que  las  pres- 
cripciones de  las  leyes  citadas  ó  de  al- 
guna de  ellas  se  han  cumplido  en  lo 
sustancial,  el  Consejo  de  Comercio 
{Board  o/Tradé)  estará  facultado  para 
dispensar  al  buque  de  que  se  trate  de 
nueva  visita  de  reconocimiento  por  lo 
que  concierne  a  las  condiciones  y  ex- 
tremos a  que  la  certificación  aludida  se 
refiera,  y  para  expedir  ú  ordenar  que 
se  expida  por  la  autoridad  competente 
una  certificación  equivalente  a  las  que 
deben  extenderse  por  efecto  de  los  re- 
conocimientos efectuados  en  los  casos 
ordinarios,  en  virtud  de  lo  prevenido 
por  las  citadas  leyes. 

No  obstante,  S.  M.,  por  decreto  acor- 
dado en  Consejo,  podrá  excluir  del  be- 
neficio concedido  por  el  presente  ar- 
ticulo á  los  buques  procedentes  de 
puertos  ó  de  nacionalidad  en  que,  por 
sistema,  no  se  aplique  el  principio  de 
reciprocidad  áloe  buques  ingleses  en 
lo  que  concierne  á  la  dispensa  de  reco- 
nocimiento. 

Art.  20.  Los  buques  destinados  al 
transporte  de  emigrantes,  cuyas  condi- 
ciones de  alojamiento,  de  aprovisiona- 
miento y  demás  proscriptas  por  la  ley 


de  Pasajeros  de  1855  y  disposiciones 
legales  modificativas  posteriores,  satis- 
ficieren al  Consejo  de  Comercio  (Board 
o/  Trade),  podrá  ser  dispensado  por 
éste,  con  ó  sin  reservas,  de  las  visitas 
reglamentarias. 

Art.  21  Los  buques  de  vapor  dedi- 
cados al  transporte  de  pasajeros  ó  emi- 
grantes, deberán  ir  provistos,  á  satis- 
facción delConsejo  de  Comercio  (Board 
o/  Trade): 

I."  De  los  medios  convenientes  para 
hacer  las  señales  de  auxilio  especifica- 
das en  el  primer  cuadro  del  anexo  que 
acompaña  á  la  ley  de  la  Marina  mer- 
cante de  1873,  ó  en  cualquier  Reglamen- 
to sobre  la  materia  que  en  lo  sucesivo 
pueda  dictarse. 

Entre  estos  medios  se  entenderán 
comprendidos  los  necesarios  para  pre- 
parar en  el  mismo  buque  luces  inex- 
tinguibles sobre  el  agua,  y  todas  las 
demás  señales  de  auxilio  que  el  Conse- 
jo de  Comercio  (Board  oj  Trade)  adop- 
te en  lo  sucesivo; 

2."  De  una  provisión  suficiente  de 
luces  inextinguibles  en  el  agua  y  pro- 
pias para  fijarlas  en  las  boyas  de  sal- 
vamento, 

Art.  21.  Las  infracciones  a  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  anterior  cometi- 
das por  el  propietario  ó  Capitán  de  un 
buque  que  saliere  de  un  puerto  cual- 
quiera del  Reino  Unido,  se  castigarán 
con  multa  de  100  libras  esterlinas  (1) 
como  máximum,  si  se  tratare  del  pri- 
mero, y  de  50  (2)  como  máximum,  si  el 
segundo  fuere  el  responsable. 

TÍTULO  TI 

CARGAMENTOS  DB  GRANOS 

Art.  22.    No  podrá  efectuarse  en  un 


(1)     3.500  pesetas  aproximadamente 

(*]    1.357  poíetwíd. 
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de  caoba  ó  de  cualesquiera  especie  de 
maderas  pesadas; 

2.*  Teas  de  resina  descortezadas, 
hállense  ó  no  en  estado  de  servir; 

3."  Planchas  de  madera  resinosa  y 
otras  maderas  ligeras  acumuladas  en 
el  puente  y  que  levanten  mas  de  tres 
pies, 

el  Capitán  del  buque  ó  el  propietario, 
si  le  fuere  imputable  el  hecho,  incurri- 
rán en  multa  de  cinco  libras  esterlinas 
como  máximum  por  cada  100  pies  cú- 
bicos cargados  en  contravención  á  lo 
prevenido  en  el  presente  articulo. 

Sin  embargo,  no  procederá  la  impo- 
sición de  dicha  multa  en  los  casos  si- 
guientes: 

1."  Si  el  Capitán  hubiere  considera- 
do necesario  colocar  las  mercaderías 
indicadas  en  el  puente,  por  efecto  de  la 
apertura  de  una  vía  de  agua  ó  cuales- 
quiera otra  averia  del  casco,  debida- 
mente acreditada; 

2.°  Cuando  el  Capitán  demostrare 
que  el  buque  comenzó  su  viaje,  ó  se 
hizo  el  embarque  de  las  mercaderías 
en  el  entrepuente,  en  una  fecha  del 
mes  de  Octubre  que  le  permitirla  pro- 
bablemente tocar  en  puerto  antes  de 
fin  del  mismo,  según  la  duración  media 
corriente  del  viaje,  y  que  el  retraso  ex- 
perimentado ha  sido  producido  por  el 
temporal  ó  por  fuerza  mayor; 

3."  Si  demostrare  que  el  huque  Balió 
de  viaje  en  una  fecha  suficiente  con  re- 
lación al  día  17  de  Abril,  para  según  la 
duración  media  de  aquel  viaje,  haber 
podido  llegar  al  puerto  de  destino  en 
tiempo  conveniente,  y  que  tan  sólo  ha 
durado  aquél  menos  del  calculado  por 
efecto  de  un  tiempo  y  mar  excesiva- 
mente favorables. 

Lo  dispuesto  en  el  presente  articulo 
no  será  aplicable  á  los  buques  que,  no 
debiendo  hacer  escala  en  ningún  puer- 


to del' Reino  Unido,  hubieren  entrado 
en  cualquiera  de   ellos,  de   arribada 

forzosa,  por  efecto  del  temporal  ó  de 
averias. 

TÍTULO  vin 

DK  LA   LlNEA  DE  FLOTACIÓN   Y  DEL 
MÁXIMUM  DE  LA  CARGA 

Art.  25.  Todo  buque  inglés,  excep- 
to aquellos  de  menos  de  ochenta  tone- 
ladas, dedicados  al  comercio  de  cabo- 
taje entre  puertos  del  Reino  Unido,  los 
destinados  exclusivamente  á  la  pesca 
y  los  de  recreo,  deberán  llevar  señala- 
das exteriora)  en  te,  en  una  y  otra  ban- 
da, lineas  ó  rayas  visibles,  de  12  pul- 
gadas de  largo  por  una  de  ancho,  cuan- 
do menos,  sitas  en  el  punto  medio  del 
costado  del  buque  ó  lo  más  aproxima- 
damente que  fuere  posible,  indicativas 
de  la  posición  de  todos  los  puentes  que 
se  encuentren  sobre  la  linea  de  flota- 
ción. 

El  borde  superior  de  cada  una  de  es- 
tas rayas  deberá  hallarse  al  nivel  del 
borde  superior  del  abordaje  del  puente 
cerca  del  forro  de  los  imbornales. 

Dichas  lineas  deberán  ser  amarillas 
ó  blancas  sobre  fondo  oscuro,  ó  negras 
si  el  fondo  fuere  claro. 

Art.  2C.  Las  disposiciones  relativas 
á  la  linea  de)  máximum  de  carga,  bou 
las  siguientes: 

1.*  El  propietario  de  todo  buque 
inglés,  salvo  las  excepciones  consigna- 
das en  el  articulo  precedente,  estará 
obligado,  antes  de  solicitar  permiso 
para  hacerse  á  la  mar,  en  los  casos 
en  que  fuere  necesario,  á  hacer  pintar 
en  cada  banda  del  buque,  y  tan  próximo 
como  fuere  posible  á  la  linea  media,  un 
disco  circular,  amarillo  ó  blanco  sobre 
fondo  oscuro  ó  negro  si  el  fondo  fuere 
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ren  de  tal  modo  inexactas  que  puedan 
fácilmente  inducir  &  error. 


INFORMACIONES  RELATIVAS  A  LOS  SINIES- 
TROS MARÍTIMOS 

Art.  29.  Para  contribuir  a  la  rapidez 
y  eficacia  de  las  informaciones  referen- 
tes á  los  siniestros  marítimos  (1),  el 
Lord  Canciller  (2)  de  la  Gran  Bretaña 
estará  facultado ,  cuando  procediere, 
para  nombrar  personas  competentes 
que  desempeñen  las  funciones  de  Co- 
misarios de  naufragios  en  el  Reino  Uni- 
do, asi  como  para  separar  de  su  cargo 
á  las  nombradas. 

En  ningún  caso  ni  tiempo  podrán 
existir  simultáneamente  más  de  tres  de 
estos  funcionarios. 

El  Lord  Canciller  (3)  encargado  de 
los  negocios  de  Irlanda,  estará  faculta- 
do para  nombrar,  cuando  lo  concep- 
tuare oportuno,  un  Comisario  de  nau- 
fragios para  esta  parte  del  reino . 

Los  Comisarios  de  naufragios  debe- 
rán, bajo  la  dirección  del  Consejo  de 
Comercio  (Board  o/  Trade)  {4),  dedi- 
carse ala  instrucción  de  sumarios  y 
práctica  de  informaciones  referentes  á 
siniestros  marítimos,  abandonos,  pér- 
didas ó  averias,  en  los  términos  preve- 
nidos en  la  Parte  octava  de  la  ley  de  la 
Marina  mercante  de  1854;  y  á  este  efec- 
to disfrutarán  de  las  mismas  facultades 
conferidas  por  dicha  ley  &  los  Jueces 
de  paz. 

Todas  las  disposiciones  contenidas 
en  las  leyes  de  la  Marina  mercante  de 


(1]    Stiipping  cííuaíií». 
[S)  y  (3)    Ministra  de  Justicia. 
(4)     Véase  la  nota  al  art.  12,  párrafo  2.',  de  la 
lej  di  Quiebras  de  1883. 


1854  á  187ü,  referentes  alas  informa- 
ciones que  hayan  de  efectuarse,  en  vir- 
tud de  lo  prevenido  en  la  Parts  octava 
de  la  de  1854,  serán  igualmente  aplica 
bles  á  las  informaciones  que  los  Co- 
misarios de  naufragios  practicaren. 

Art.  30.  Los  Comisarios  de  naufra- 
gios, Jueces  de  paz  y  demás  autorida- 
des encargadas  de  la  instrucción  de  los 
sumarios  relativos  á  siniestros  maríti- 
mos, deberán  asesorarse  de  uno  ó  más 
peritos,  elegidos  de  entre  los  que  figu- 
ren en  las  listas  aprobadas  por  un  Se* 
cretario  de  Estado,  y  si  hubiere  funda- 
dos motivos  para  suponer  que  la  ins- 
trucción del  sumario  podrá  llevar  con- 
sigo el  retirar  ó  supender  el  uso  de  la 
patente  al  Capitán  ó  al  segundo,  deberá 
ser,  si  las  circunstancias  del  caso  lo 
permitieren,  uno  de  los  Asesores  per- 
sona práctica  ó  perita  en  materia  de 
navegación  y  marina  mercante. 

Todos  los  Asesores  deberán  firmar  e) 
informe,  y,  en  caso  de  negativa  de  cual- 
quiera de  ellos  á  efectuarlo,  estará  obli- 
gado á  poner  en  conocimiento  del  Con- 
sejo de  Comercio  (Board  of  Tradé),  por 
escrito,  los  motivos  de  su  disentimento. 

El  Lord  Canciller  (1)  de  la  Gran  Bre- 
taña estará  facultado,  de  acuerdo  con 
la  Tesorería  (2)  en  lo  concerniente  á  los 
derechos  y  costas,  para  dictarlos  Re- 
glamentos que  considerare  convenien- 
tes respecto  á  la  instrucción  de  suma- 
rios en  caso  de  siniestros  marítimos, 
convocatoria  de  Asesores,  procedimien- 
to que  en  general  haya  de  seguirse, 
personas  que  puedan  ser  parte  en  el 
mismo,  y  cuantía  y  modo  de  hacer  efec- 
tivos los  derechos  y  costas. 

Dichos  Reglamentos  tendrán  la  mis- 
ma fuerza  de  obligar  que  si  sus  dispo- 

[1}    Ministro  de  Justicia. 
(2)    MioiaKirío  de  Hacienda. 


dby  Google 


dad  inglesa  en  cualquier  punto  de  los 
mares,  siempre  que  se  encontrare  un 
testigo  del  hecho,  cuando  menos  en  te- 
rritorio de  la  Gran  Bretaña  é  Irlanda, 
asi  como  cuantas  diligencias  frieren  del 
caso,  en  averiguación  de  las  circuns- 
tancias en  que  se  encontraba  antes  de 
hacerse  ala  mar,  un  buque  perdido  6 
presuntamente  perdido,  y  que  pudieren 
esclarecerse  por  medio  de  prueba  exis- 
tente en  el  Reino  Unido. 

Las  disposiciones  contenidas  en  las 
leyes  de  la  marina  mercante  de  1854 
á  1876,  serán  aplicables  igualmente  á 
esta  clase  de  instrucciones  6  informa- 
ciones, como  si  se  hubieren  incoado  ó 
practicado  en  virtud  de  lo  prevenido  en 
la.  Parte  octava  de  la  ley  de  la  Marina 
mercante  de  1854. 

(1J  y  (3)     Véase  la  doU  al  art.  12,  párrafo  3.*, 

da  1"  t«y  ds  Qulebrai  de  18811. 


ó  del  Cuerpo  facultativo  de  Aduanas, 
disfrutaran  de  todas  las  atribuciones 
necesarias  para  operar  dicha  deten- 
ción, y  el  Capitán,  el  propietario  ó 
cualquier  persona  que,  después  de  de- 
cretada convenientemente,  hiciere  á  la 
mar  ó  pretendíere  hacer  á  la  mar  el 
buque  de  que  se  trate  sin  haberse  le- 
vantado la  detención,  incurrirá  en  mul- 
ta de  100  libras  esterlinas  (1)  como 
máximum. 

Si  el  buque,  al  contravenir  esta  dis- 
posición, llevare  á  su  bordo  al  funcio- 
nario encargado  de  detenerlo,  á  un  Vi- 
sitador ó  aun  funcionario  cualqu  era 
del  Consejo  de  Comercio  (Board  of  Tra- 
dé),  incurrirán,  por  razón  de  este  hecho, 
el  propietario  y  el  Capitán  juntamente, 
en  multa  de  100  libras  esterlinas  (2)  co- 


tí) y  (2J    3.500  patata*  protlmamanta. 
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mo  máximum,  y  además  serán  conde- 
nados, si  fuere  el  procedimiento  suma- 
rio, al  pago  de  los  daños,  perjuicios  y 
gastos  ocasionados  a)  funcionario  de 
que  Be  trate;  en  caso  de  que  el  proce- 
dimiento fuere  de  otra  clase,  la  multa 
podrá  elevarse  á  10  libras  esterlinas  (1) 
por  cada  día  que  el  funcionario  indica- 
do se  viere  forzado  á  estar  ausente  del 
puerto  de  donde  el  buque  salió  inducida- 
mente. Las  costas  é  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  se  harán  efectivas 
por  el  mismo  procedimiento  que  la 
pena. 

Art.  35.  Las  notificaciones  que  ha- 
yan de  hacerse  á  los  Capitanes  de  bu- 
ques en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la 
presente  ley,  deberán  hacerse  á  él  en 
primer  lugar,  y,  en  caso  de  que  no  fue- 
re hallado  y  de  que  el  buque  se  encon- 
trare surto  en  cualquier  puerto  del  Rei- 
no Unido,  al  propietario  gerente,  ó,  en 
su  defecto,  á  cualquier  agente  del  pro- 
pietario que  resida  en  territorio  del 
Reino  Unido. 

En  caso  de  que  no  pudiere  hallarse 
ninguna  de  estas  dos  personas,  se  hará 
la  notificación  fijando  una  copia  de  la 
resolución  que  hubiere  de  notificarse 
en  el  palo  mayor  del  buque. 

Las  notificaciones,  de  cualquier  na- 
turaleza que  sean,  podrán  hacerse  á  la 
persona  ó  en  su  domicilio,  y  con  res- 
pecto á  las  dirigidas  al  Capitán,  á  la 
persona  que  le  reemplace  en  el  mando 
del  buque  ó  á  aquella  por  cuya  cuenta 
se  hubiere  cargado. 

La  persona  que  con  su  conducta  fue- 
re obstáculo  para  que  se  lleve  á  efecto 
en  debida  forma  una  notificación  de  las 
mencionadas,  incurrirá  en  multa  de  10 
libras  esterlinas  (2)  como  máximum, 

W 


siendo  el  Capitán  responsable  de  deli- 
to, en  caso  de  complicidad. 

Art.  36.  El  nombre  y  dirección  del 
propietario  ó  gerente  de  todo  buque 
inglés  matriculado  en  el  Reino  Unido, 
y  en  su  defecto  los  nombres  y  dirección 
del  armador  gerente  6  de  cualquiera 
otra  persona  encargada  de  administrar 
el  buque  por  cuenta  del  propietario, 
deberán  registarse  en  la  oficina  de 
aduanas  del  puerto  de  matricula. 

La  persona  cuyo  nombre  y  señas  fi- 
guraren en  dicho  Registro,  tendrá  el 
deber  de  cumplir  todas  las  obligaciones 
y  responsabilidades  que  ee  imponen  á 
los  propietarios  de  buques  por  las  le- 
yes de  la  Marina  mercante  de  1854  á 
1876. 

En  caso  de  inobservancia  de  las  dis- 
posiciones contenidas  en  el  presente 
articulo,  los  copropietarios  del  buque 
serán  responsables  de  una  multa  pro- 
porcionada á  su  participación  en  éste  y 
cuya  cuantía  habrá  de  determinarse  de 
tal  modo,  que  no  exceda  en  total  de  100 
libras  esterlinas  (1)  por  cada  una  de  las 
veces  que  el  buque  se  haga  á  la  mar  en 
un  puerto  del  Reino  Unido. 

Art.  37.  Si  un  Gobierno  extranjero 
manifestare  el  deseo  de  que  las  leyes 
de  la  Marina  mercante  se  apliquen  á 
los  buques  y  tripulaciones  de  aquella 
nacionalidad,  S.  M.  Británica  podrá,  de 
acuerdo  con  el  parecer  del  Consejo,  de- 
cretar dicha  aplicación  con  las  restric- 
ciones que  estime  oportuno,  ó  sin  ellas; 
en  este  caso  los  buques  y  las  tripula- 
ciones correspondientes  serán  conside- 
rados y  tratados  en  lo  sucesivo  como 
si  gozaren  de  la  nacionalidad  inglesa, 
salvo  en  el  tiempo  en  que  permanecie- 
ren en  aguas  ó  puertos  sujetos  á  la  so- 


lí)    2  500  peietas  prfiíims mente 
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7.°  Si  un  práctico,  por  un  accidente 
ó  por  otra  causa  cualquiera,  encallara 
el  buque  confiado  a  su  cuidado,  no  po- 
drá., bajo  pretexto  alguno,  abandonarlo 
hasta  que  estuviere  puesto  á  flote  y  en 
completa  seguridad; 

8.°  Los  prácticos  asistirán  diaria- 
mente á  sus  oficinas  para  recibir  órde- 
nes, etc.,  de  sus  Jefes,  siempre  que  no 
estén  desempeñando  su  cometido  desde 
el  principio  de  la  marea  hasta  la  plea- 
mar; 

9."  Ningún  práctico  abandonará  una 
embarcación  sin  haber  obtenido  pre- 
viamente permiso  del  Capitán  de  la 
misma; 

10.  Los  prácticos  que  se  encarguen 
de  portear  cartas  particulares  las  en- 
tregarán al  Capitán  en  persona  ó  á  un 
individuo  de  la  tripulación  debidamen- 
te autorizado  para  hacerse  cargo  de 
ellas; 

11.  Los  prácticos  están  obligados  á 
dar  cuenta  al  práctico  mayor  (Jefe)  de 
cualquiera  boya  ó  señal  que  encontra- 
ren mal  situada  ó  que  se  hubiere  per- 
dido; asistirán,  bajo  la  dirección  de  sus 
superiores,  á  la  debida  colocación  y  á 
la  remoción  de  dichas  boyas  y  señales; 
colocarán,  cuando  por  turno  les  corres- 
ponda, las  luces  de  noche,  y  desempe- 
ñarán cuantas  comisiones  sus  jefes  es- 
timen conveniente  confiarles; 

12.  Observarán  cuidadosamente  los 
cambios  que  ocurran  en  las  aguas  si- 
tuadas en  su  demarcación,  y  los  pon- 
drán en  conocimiento  de  sus  jefes; 

13.  Darán  inmediatamente  cuenta  y 
entregarán  &  sus  superiores  el  dinero 
que  perciban  por  sus  honorarios  de 
practicaje;  inscribirán,  en  libros  dis- 
puestos al  efecto,  el  nombre  del  buque 
en  que  han  prestado  sus  servicios,  el 
del  Capitán  del  mismo,  el  calado  de  la 
embarcación  y  la  suma  percibida  en 


concepto  de  derechos,  con  todos  los  dé- 
más  datos  que  el  práctico  Jefe  crea 
conveniente; 

En  ningún  caso  está  permitido  á  un 
práctico  encargarse  de  un  barco  sin 
expreso  consentimiento  de  su  superior; 

14.  Tanto  el  mencionado  jefe  como 
los  demás  prácticos,  anotarán  en  los 
libros  correspondientes  las  sumas  que 
percibirán  como  honorarios,  cuyos  li- 
bros exhibirán  siempre  que  sus  supe- 
riores asi  lo  dispongan; 

15.  De  las  remuneraciones,  gajes, 
gratificaciones,  etc.,  que  reciban  por 
sus  especiales  méritos,  por  servicios 
extraordinarios  ó  por  la  asistencia  que 
presten  á  barcos  en  peligro  ó  náufra- 
gos, darán  cuenta  á  sus  jefes,  y  éstos 
dispondrán  lo  que  mejor  les  parezca 
acerca  de  la  inversión  de  dichas  sumas. 

La  determinación  que  tomen  los  refe- 
ridos jefes  en  este  asunto  es  inapelable; 

16.  Todo  práctico  Be  presentará  á 
bordo  de  la  balandra  correspondiente 
(si  ésta  existe)  en  el  momento  que  lo 
disponga  el  práctico  mayor,  á  menos  de 
hallarse  enfermo,  ó  por  otras  causas 
autorizadas  por  el  mayor; 

17.  Esteno  podrá  relevar  á ningún 
subordinado  suyo  del  cumplimiento  de 
su  deber;  si  uno  de  éstos  se  encontrara 
enfermo,  lo  hará  constar  por  medio  de 
una  certificación  facultativa,  expedida 
por  un  médico  ó  farmacéutico  conocido; 

18.  Todo  práctico  está  autorizado 
para  disfrutar  cada  año  de  una  licencia 
de  quince  días;  ésta  será  concedida  por 
su  jefe  inmediato,  pero  nunca  desde  t.° 
de  Abril  á  31  de  Octubre,  &  menos  que 
circunstancias  muy  especiales  concu- 
rrieran en  el  peticionario  (salvo  el  caso 
de  enfermedades); 

19.  Al  hacer  uso  de  la  licencia  y  por 
cada  dfa  que  el  práctico  esté  ausente, 
abonará  al  fondo  de  prácticos  la  suma 
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ra  de  las  precedentes  disposiciones, 
los  superiores  del  práctico  culpable  po- 
drán, según  las  circunstancias,  impo- 
nerle una  multa  que  no  exceda  de  10 
libras  esterlinas.  Estas  multas  serán 
destinadas  á  los  servicios  de  practica- 
je que  designen  los  jefes; 

21.  Todo  práctico  que  infrinja  algu- 
na de  las  disposiciones  anteriores,  ade- 
más de  sufrir  la  penalidad  pecuniaria, 
podrá  ser  despedido  y  recogido  su  nom- 
bramiento; 

22.  A  más  de  observar  las  preinser- 
tas disposiciones,  acatarán  y  obedece- 
rán las  que,  relativas  al  practicaje, 
contiene  la  Parte  V  de  la  ley  de  la  Ma- 
rina mercante  de  1854  (una  copia  de  la 
cual  deberá  obrar  en  poder  de  todo 
práctico),  y  demás  leyes  emanadas  del 
Parlamento,  vigentes  en  la  actualidad 
ó  que  rijan  en  el  porvenir; 

23.  Las  quejas  que  se  produzcan 
contra  un  practico  ó  contra  un  Capitán 
de  barco,  se  harán  forzosamente  por 
escrito,  y  serán  suscriptas  por  la  per- 
sona ó  personas  que  eleven  la  queja,  la 
que  se  entregará  al  práctico  jefe,  á  un 
individuo  de  la  junta  6  al  Secretario. 

81.  —Almacenaje  de  explosivos  á  bordo 
de  buques. -(Ley  de  18f>3  modificando 
y  compilando  las  disposiciones  anle- 
riores.— 16  y  47  Via,  c.  184.) 

Articulo  1."  Todo  barco  amarrado 
en  un  rio  lo  estará  de  modo  tal,  que 
pueda  balancearse  libremente  dentro 


de  otro  depósito  de  la  misma  sustan- 

Art.  3.»  En  dichos  almacenes  se  per- 
mitirá conservar  exclusivamente:  pól- 
vora de  caza,  cartuchos,  cargas  para 
cañones  y  pólvora  incombustible,  y  los 
artefactos ,  instrumentos ,  utensilios, 
etcétera,  indispensables  para  el  mane- 
jo de  las  referidas  sustancias. 

Art.  4."  El  máximum  de  materias 
explosivas  que  se  autoriza  almacenar 
en  un  depósito  nunca  excederá  de 
300.000  libras,  y  se  colocarán  siempre 
debajo  del  nivel  de  las  aguas  que  cir- 
cundan el  barco. 

Art.  5."  Estas  sustancias  serán  guar- 
dadas en  una  bodega  expresamente 
construida  para  el  objeto. 

Art.  6.°  Se  habilitará  en  cada  depó- 
sito un  departamento  de  inspección,  el 
cual  se  destinará  exclusivamente  para 
rehacer  los  fardos  defectuosos  y  para 
examinar  el  contenido  de  los  mismos 
fardos,  no  debiendo  nunca  existir  á  la 
vez  más  de  un  fardo  de  explosivos  en 
el  indicado  departamento. 

Art.  7.a  Los  encargados  de  ios  depó- 
sitos nombrarán  un  guarda-al macón 
para  que  esté  al  cuidado  y  vigile  los 
mismos;  el  referido  dependiente  pres- 
tará una  fianza  de  1.000  libras,  y  nom- 
brará á  su  vez  un  suplente  que  le  reem- 
place en  casos  de  enfermedad,  ausen- 
cia, etc. 

Arl.  8.°  Habrá  á  todas  horas  un  vi- 
gilante competente  á  bordo  de  cada 
barco-depósito. 
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Art.  9."  Estos  estarán  provistos  de 
una  ó  varias  válvulas  colocadas  debajo 
de  la  linea  de  flotación,  que  puedan 
abrirse  con  facilidad  desde  la  cubierta, 
ó  por  otros  medios  que  estén  aproba- 
dos por  el  Inspector  del  Gobierno,  con 
sujeción  á  la  ley  de  sustancias  explo- 
sivas de  1875;  igualmente  habrá  una 
bomba  para  la  extinción  de  los*  incen- 
dios abordo. 

Art.  10.  La  bodega  en  que  se  encie- 
rra la  pólvora,  etc.,  la  habitación  des- 
tinada para  la  inspección  ocular,  los 
bancos,  anaquelerías  y  demás  partes 
inherentes  á  los  mismos,  estarán  cons- 
truidos, forrados  ó  cubiertos,  de  mo- 
do tal,  que  no  sea  posible  el  contacto 
con  cuerpos  de  hierro  ó  acero,  y  todos 
los  departamentos  se  conservarán  lim- 
pios de  grietas,  moho,  etc.,  etc. 

Si  se  encontrara  pólvora  suelta  es- 
parcida á  bordo  de  un  depósito,  será 
recogida  inmediatamente  y  tirada  a! 
agua. 

Art.  11.  El  guarda-almacén  ó  su  se- 
gundo inspeccionará  diariamente  á  to- 
dos los  operarios  y  bateleros  empleados 
en  los  servicios  de  los  depósitos  y  an- 
tes de  que  den  principio  á  sus  faenas, 
á  ñn  de  ver  si  están  ebrios  ó  incapaci- 
tados para  trabajar,  y  los  vigilará  cons- 
tantemente mientras  desempeñan  sus 
cometidos. 

Art.  12.  Los  departamentos  huecos 
de  la  bodega  y  cuarto  de  inspección, 
no  se  abrirán  ni  se  descubrirán,  ni  se 
permitirá  que  los  fardos  que  conten- 
gan materias  explosivas  estén  expues- 
tos al  aire. 

Art.  13.  Se  prohibe  encender  fuegos 
ó  emplear  luces,  fósforos  ni  otros  obje- 
tos susceptibles  de  producir  fuego  ó 
explosión,  pero  se  autorizará  el  uso  de 
luces  de  señales  y  linternas  á  los  guar- 
das, y  una  luz  accidental  traída  de  tie- 


rra, para  encender  las  precitadas  lu- 
ces; una  vez  encendidas  éstas,  será 
aquélla  inmediatamente  apagada;  las 
indicadas  luces  y  linternas  estarán 
construidas  de  una  manera  tal,  que  no 
puedan  ocasionar  incendios  ó  explosio- 
nes: estas  luces  no  serán  alimentadas 
sino  con  aceite  vegetal. 

Art.  14.  Una  bandera  roja  de  tres 
pies  cuadrados  se  hallará  desplegada 
constantemente  en  la  mesana  de  cada 
depósito,  y  se  mantendrán  encendidas 
durante  la  noche  poderosas  luces  de 
señales,  en  un  sitio  seguro  de  la  embar- 
cación y  donde  sean  visibles  á  larga 
distancia. 

Art.  15.  Cada  depósito  estará  pre- 
visto de  un  excelente  para-rayos.  Al 
amenazar  una  tempestad  de  relámpa- 
gos y  de  truenos  todas  las  bodegas, 
huecos  y  aberturas,  tanto  del  buque  al- 
macén cuanto  de  los  demás  barcos  que 
se  hallen  en  la  vecindad  del  depósito, 
serán  inmediatamente  cerradas. 

Art.  16.  Los  instrumentos,  utensi- 
lios, etc.,  que  se  empleen  serán  de  co- 
bre, bronce,  madera  ó  de  un  metal  ó 
material  blando,  ó  estarán  recubiertos 
de  cuerpos  seguros  y  adecuados. 

Art.  17.  Los  encargados  de  los  al- 
macenes flotantes  tendrán  á  disposi- 
ción de  todos  los  operarios  empleados, 
en  ó  cerca  de  los  depósitos,  trajes  es- 
peciales sin  bolsillos,  ni  botones,  ni  he- 
billas de  metal;  estos  trajes  serán  uti- 
lizados por  los  obreros  sin  excusa  al- 
guna, quienes  los  vestirán  en  una  habi- 
tación llamada  de  «cambio»  antes  de 
principiar  á  trabajar. 

Art.  18.  Estos  mismos  encargados 
proveerán  á  los  obreros  de  botas  ó  za- 
patos que  no  tengan  clavos  ni  metal  de 
ninguna  clase,  y  nadie  podrá  entrar  en 
los  distintos  departamentos  con  otro 
calzado  que  el  que  esté  autorizado. 
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fracción,  do  podrá  exceder  de  50  libras 
esterlinas,  pero  si  reincidiere  le  será 
impuesta  una  penalidad  de  100  y  50  li- 
bras esterlinas  por  cada  dfa  que  dure 
la  infracción. 

El  que  no  cumpla  con  cualquiera  de 
loe  números  10  al  28: 

a)  perderá  las  sustancias  explosi- 
vas de  su  propiedad; 


b)  y  el  encargado  de  ellas  será  mul- 
tado en  10  libras  esterlinas,  y,  en  caso 
de  reincidencia,  en  otras  10  libras  es- 
terlinas por  cada  dta  que  transcurra 
sin  dar  cumplimiento  á  lo  mandado 
por  estas  disposiciones. 

Esta  ley  modificada  principiará  á  re- 
gir el  dfa  1.a  de  Junio  de  1893. 
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SECCIÓN  CUARTA 
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TITULO  PRELIMINAR 

INTRODUCCIÓN    É    INDICACIONES 
HISTÓRICAS 

§  /."  -  Introducción 

Ni  aun  en  la  materia  de  que  vamos  a 
ocuparnos,  con  ser  de  índole  tan  gene- 
ral sus  principios,  desmiente  el  pueblo 
inglés  la  cualidad  predominante  de  su 
carácter  y  modo  de  ser  particularísimo. 
Sobre  el  grave  problema  fllosóflco-so- 
cial  que  el  derecho  de  castigar  entraña 
para  investigar  y  Ajar  el  fundamento 
del   mismo,  han  profesado  y  profesan 
los  filósofos  y  los  jurisconsultos  ingle- 
ses teorías,  no  ya  distintas,  sino  con- 
trarias á  las  que  han  servido  de  base  a 
los   legisladores   del   continente  para 
formar  la  mayor  parte  de  los  Códi- 
gos.   El    utilitarismo   bien    entendido, 
preparado  por  las  doctrinas  de  llob 
bes  y  de  Helvecio,  desarrolladas  des- 
pués por  Benthan  y  representadas  aho- 
ra   por   Stuart  Mili,  Spencer  y  otros, 
es   sin  duda  alguna  el  germen  primor 


dial  del  Derecho  penal  en  Inglaterra. 
Sin  embargo,  no  quiere  decir  esto 
que  los  legisladores  ingleses  y  los  en- 
cargados de  administrar  justicia  se  ha- 
yan sustraído  ala  idea  de  lo  verdade- 
ramente justo  para  atenerse  exclusiva- 
mente á  lo  que  es  útil,  en  la  formación 
y  aplicación  de  las  leyes  y  del  derecho 
consuetudinario  en  esta  rama  de  la 
ciencia,  no;  en  éste,  como  en  todos  los 
pueblos  cultos,  se  impone,  y  como  que 
se  infiltra  en  las  instituciones,  el  prin- 
cipio absoluto  de  la  justicia,  por  más 
que  en  unas  predomine  y  esté  más  pa- 
tente que  en  otras.  Esto  sin  contar  con 
que  el  pueblo  inglés  está  en  constantes 
relaciones  con  los  demás  Estados  de 
Europa,  y  no  era  fácil  que  se  sustraje- 
ra á  la  influencia  que  ejercen  siempre 
en  los  hombres  y  en  los  pueblos  el  me- 
dio ambiente  moral  é  intelectual  en 
que  viven.  Esto  explica  la  abigarrada 
mezcla  de  principios  en  que  aparecen 
informados  el  Derecho  penal  y  las  ins- 
tituciones judiciales  de  este  país,  y  que 
se  vayan  transformando  con  verdade- 
ra rapidez,  hasta  el  punto  de  ser  hoy 
ya  la  excepción  lo  que  antes  constituía 
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la  regla  general;  esto  es,  las  diferencias 
entre  sus  leyes  penales  y  sus  proyectos 
de  codificación,  y  los  Códigos  que  ri- 
gen en  las  naciones  del  continente  eu- 
ropeo, y  que  han  servido  de  modelo 
para  los  de  casi  todos  los  demás  pue- 
blos. 

Esta  transformación,  cada  vez  más 
acentuada,  y  la  tendencia  codificadora 
que  en  ésta  como  en  las  otras  ramas 
del  Derecho  se  observa  en  Inglaterra, 
nos  obliga  á  ser  breves  en  la  exposi- 
ción del  Derecho  penal  que  allí  rige,  li- 
mitándonos á  hacer  un  breve  resumen, 
consignando,  alguna  vez,  las  principa- 
les diferencias  que  existen  con  el  que 
en  general  rige  en  los  Estados  de  nues- 
tro Continente. 

S  2.— Indicaciones  históricas 

Ni  los  escasos  restos  de  lo  que  pudié- 
ramos llamar  Derecho  consuetudinario 
de  los  Celtas,  ni  aun  los  principios  del 
Derecho  romano  introducidos  en  tiem- 
pos de  la  conquista,  han  ejercido  per- 
ceptible influencia  en  el  desarrollo  del 
Derecho  penal  en  Inglaterra,  que  puede 
decirse  tiene  su  mas  sólido  fundamen- 
to en  las  leyes  de  los  Anglosajones,  las 
cuales  ejercieron  decisiva  influencia 
sobre  los  vencedores  después  de  la  con- 
quista de  los  Normandos,  sirviéndoles 
en  parte  de  fundamento  la  idea  de  pe- 
nitencia introducida  por  la  Iglesia  al 
penetrar  el  cristianismo  en  aquellas  is- 
las, y  distinguiéndose  principalmente 
de  las  leyes  penales  de  los  pueblos  bár- 
baros del  continente  en  que  las  penas 
impuestas  á  los  delitos  contra  la  pro- 
piedad eran  severisimas,  debido  esto 
sin  duda  á  las  especiales  circunstan- 
cias en  que  á  la  sazón  se  hallaba  aquel 
pueblo  por  consecuencia  de  la  invasión 


normanda  y  de  los  frecuentes  ataques 
de  los  Dinamarqueses. 

El  Derecho  feudal  de  la  monarquía 
normanda  sustituyó  en  parte  al  Dere- 
cho anglo-sajón,  sobre  todo  durante 
los  siglos  XII  al  XIV,  produciéndose 
como  consecuencia  tal  mezcla  y  confu- 
sión de  principios  y  máximas  de  Dere- 
cho feudal  y  de  antiguo  Derecho  popu- 
lar, de  Derecho  penal  propiamente  di- 
cho y  procedimiento,  que  ha  llegado 
hasta  nuestros  días,  no  pudiendo  com- 
prenderse ni  explicarse  el  primero  si 
se  prescinde  del  segundo,  ejerciendo, 
por  ejemplo,  la  institución  del  Jurado 
tan  preponderante  influencia  sobre  el 
Derecho  penal  sustantivo  y  adjetivo, 
que  hay  necesidad  de  tenerlo  muy  en 
cuenta  para  formar  idea  de  muchas  de 
sus  instituciones, 

Por  lo  demás,  han  variado  poco  las 
fuentes  del  Derecho  inglés  de  lo  que 
fueron  durante  la  Edad  Media,  A  saber: 
el  Derecho  común  ó  consuetudinario 
(eommon  lato),  los  Estatutos  (Statute 
lato)  y  la  jurisprudencia  constante  (case 
law),  Pero  el  eommon  latn  ha  ido  ce- 
diendo el  puesto  y  ganando  terreno  los 
Estatutos  en  lo  que  va  de  siglo,  y  sobre 
todo  durante  el  largo  é  intererante  rei- 
nado de  Victoria  I,  en  el  que,  como  en 
otro  lugar  hemos  indicado,  van  trans- 
formándose y  codificándose  todas  las 
ramas  del  Derecho,  no  habiendo  queda- 
do fuera  de  este  movimiento  el  Derecho 
penal,  como  lo  prueban  diversas  leyes 
promulgadas  desde  1861  hasta  la  fecha, 
y,  sobre  todo,  los  proyectos  de  Código 
penal  presentados  por  Stephen  y  Le- 
wis,  á  que  nos  referimos  más  ade- 
lante. 
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consecuencias,  podría  ser  funesta  en 
pueblos  de  otro  carácter  y  otro  tempe- 
ramento. 

La  doctrina  de  este  filósofo  inglés  y 
sus  sucesores,  puede  resumirse  en  es- 
tos términos:  «La  utilidad,  la  necesidad 
y  el  interés  público,  son  los  que  deter- 
minan el  concepto  del  Derecho;  el  De- 
recho se  funda  en  la  utilidad»,  y  como 
la  mayoría  es  la  que  decide  lo  que  es 
útil  y  más  interesante,  resulta  desacer- 
tado el  principio  y  la  idea  suprema  y 
absoluta  de  la  justicia  como  fundamen- 
to primordial  del  Derecho. 

Pero  dejando  &  un  lado  consideracio- 
nes que  no  son  de  este  lugar,  pasemos 
á  la  división  del  delito,  6,  mejor  dicho, 
de  la  infracción  de  la  ley. 

Sabido  es  que  los  autores  de  los  Có- 
digos penales  modernos  han  adoptado 
la  división  bipartita  unos,  como  los  de 
Holanda,  España,  el  nuevo  Código  ita- 
liano, etc.,  y  la  tripartita  otros,  como  el 
alemán,  francés,  etc. 

En  Inglaterra  se  ha  seguido,  al  pare- 
cer, esta  última  clasificación,  dividien- 
do las  infracciones  en  felonies  misde- 
meanors  y  offenee».  Sin  embargo,  no 
tiene  en  el  Derecho  inglés  esta  división 
el  mismo  significado  ni  alcance  que  en 
los  Códigos  penales  europeos,  pues  des- 
de los  tiempos  más  remotos  las  dos  pri- 
meras infracciones  entraban  en  la  de- 
nominación común  de  erimes. 

Según  el  Derecho  consuetudinario, 
las  infracciones  que  llevaban  consigo 
la  confiscación  de  bienes  eran  califica- 
das de  felonías,  pero  como  bajo  el  ac- 
tual reinado  (Estatuto  33  y  34,  Vict.,  ca- 
pitulo 33)  ha  sido  derogada  la  confisca- 
ción general  de  bienes  por  causa  de  fe- 
lonía, han  entrado  muchas  de  estas 
infracciones  en  la  categoría  de  misde- 
meanors,  quedando  aquélla  limitada,  en 
un  sentido  estricto,  a  la  treason,  enten- 


diéndose por  tal,  en  general,  la  infrac- 
ción cometida  por  un  subordinado  con- 
tra sus  superiores;  pero  en  el  sentido 
más  usual  comprende  los  delitos  de 
piratería,  asesinato,  violación,  rabo, 
incendio  y  otros. 

Antiguamente  las  infracciones  más 
graves  y  todas  las  felonías  propiamen- 
te dichas  se  castigaron  con  la  pena  de 
muerte;  pero  las  felonías  menos  graves, 
como  los  hurtos  y  robos  de  poca  im- 
portancia, la  mutilación,  etc.,  fueron 
exceptuadas,  entrando  poco  á  poco  en 
la  categoría  de  misdemeanor*. 

Casi  todos  los  autores  modernos  son 
contrarios  ala  división  de  los  delitos 
enfelonies  y  misdemeanors,  habiéndose 
suprimido  esta  distinción  en  los  pro- 
yectos de  Código  penal  inglés  de  1878  y 
de  1879,  alegando  como  razones  ó  mo- 
tivos: que  la  distinción  de  las  infraccio- 
nes en  dichas  categorías,  era  casi  idén- 
tica con  la  de  infracciones  que  se  cas- 
tigaban con  pena  de  muerte  y  las  que 
llevaban  consigo  otras  penas:  que  hace 
ya  mucho  tiempo  que  no  se  da  este 
caso;  y  en  la  actualidad  hay  muchas 
felonías  que  no  se  castigan  con  aquella 
pena,  y  no  pocos  misdemeanor»  que  se 
castigan  con  pena  más  grave  que  mu- 
chas felonías;  que  las  grandes  modifi- 
caciones introducidas  en  la  legislación 
penal  inglesa  han  hecho  necesaria  la 
supresión  de  la  distinción  mencionada, 
que  ha  perdido  casi  toda  su  significa- 
ción, siendo  urgente  la  supresión  de  la 
diferencia  del  procedimiento  penal  que 
esta  distinción  exigía  Por  consiguien- 
te, las  felonías  y  los  misdemeanor»  de- 
ben incluirse  en  una  categoría,  bajo  el 
nombre  de  indietable  offences,  debien- 
do dictar  aparte  preceptos  especiales 
para  las  offencea  propiamente  dichas, 
ó  sea  para  las  faltas. 
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Gobierno  de  S.  M  puede  ordenar  que 
Be  les  tenga  encerrados  en  lugar  segu- 
ro y  por  el  tiempo  que  estimen  conve- 
niente; aquellos  á  quienes  un  Ministro 
puede  mandar  que  se  les  encierre  en 
un  asilo  de  dementes,  y,  por  último, 
aquellos  que,  condenados  &  trabajos 
[orzados,  no  pueden  cumplir  esta  pena 
á  causa  de  su  imbecilidad,  pudiendo 
un  ministro  ordenar  que  se  les  ponga 
en  libertad  condicionalmente.  Esta  ley 
no  es  aplicable  &  Escocia  ni  á  Irlanda. 

El  proyecto  de  1879  contiene,  respec- 
to de  esta  materia,  las  siguientes  dis- 
posiciones. 

En  primer  lugar,  mantiene  expresa- 
mente todas  las  reglas  de  Derecho  co- 
mún que  determinan  los  casos  en  que 
la  infracción  se  considera  justificada  ó 
excusable. 

Los  niños  menores  de  siete  años  no 
deben  ser  nunca  procesados,  y  los  que 
tienen  menos  de  catorce  no  serán  con- 
denados sino  cuando  el  Jurado  se  con- 
venza de  que  obraron  con  discerni- 
miento. 

La  enajenación  mental  exime  de  res- 
ponsabilidad cuando  Be  prueba  que 
existía  en  el  momento  de  cometer  la 
infracción,  y  que  era  tan  grave  que  im- 
pidió al  delincuente  apreciar  la  natu- 
raleza y  calidad  del  acto  realizado,  sin 
tener  en  cuenta  la  clase  de  enagena- 
ción  de  que  se  trate,  imbecilidad  natu- 
ral, enfermedad  mental,  perturbación 
de  la  inteligencia. 

La  coacción  ejercida  sobre  el  que 
realiza  un  acto  punible  por  uno  que  se 
halle  presente  al  tiempo  de  cometerse 
el  delito,  y  consistente  en  amenazas  de 
muerte  inmediata  ó  de  un  mal  corporal 
grave,  será  considerada  como  circuns- 
tancia eximente  (fuera  de  los  casos  de 
alta  traición,  de  asesinato,  piratería, 
tentativa  de  asesinato,   participación 


en  un  rapto  ó  secuestro,  cuando  se  in- 
fiera un  mal  corporal  grave,  y  en  caso 
de  incendio),  con  tal  que  la  persona  so- 
bre quien  se  haya  ejercido  la  coacción 
haya  creído  que  estas  amenazas  serán 
ejecutadas,  y  que  no  estuviese  asocia- 
da á  un  centro  de  criminales,  some- 
tiéndose voluntariamente  ¿  dicha  coac- 
ción. Aunque  el  Derecho  inglés  actual 
no  contiene  regla  alguna  general  acer- 
ca de  esta  materia,  la  doctrina  conte- 
nida en  este  precepto  es  quizá  la  resul- 
tante de  la  jurisprudencia. 

Tampoco  en  el  proyecto  se  exime  de 
responsabilidad  por  causa  de  coacción 
á  la  mujer  casada  que  comete  una  in- 
fracción en  presencia  de  su  marido. 

La  ignorancia  de  la  ley  no  exime  de 
responsabilidad,  pero  no  incurren  en 
ésta  los  que  ejecutan  sentencias  lega- 
les, decretos  ú  órdenes  de  prisión,  asi 
como  los  que  ejecutan  sentencias  ilega- 
les por  obediencia  debida.  La  misma 
regla  se  aplica  á  los  que  de  buena  fe 
hayan  cooperado  a  la  ejecución  de  sen- 
tencias ó  de  órdenes  emanadas  de  una 
autoridad  incompetente  ó  ficticia. 

También  están  exentos  de  responsa- 
bilidad criminal  todos  los  que  emplean 
la  fuerza  para  evitar  un  motín,  con  tal 
que  no  hayan  empleado  más  de  la  que 
requería  el  caso.  La  misma  regla  debe 
aplicarse  á  los  que  emplean  la  fuerza 
que  el  caso  requiere  para  impedir  la 
comisión  de  un  delito  grave  en  las  per- 
sonas ó  en  los  bienes. 

Lo  mismo  en  el  Derecho  actual  que 
en  el  proyecto  á  que  nos  venimos  refi- 
riendo, es  una  circunstancia  eximente 
la  legitima  defensa  de  la  persona  y  bie- 
nes con  tal  que  no  se  hayan  empleado 
otros  medios  que  los  exigidos  por  la 
necesidad. 

No  sucede  lo  mismo  en  lo  que  se  re- 
fiere á  la  legítima  defensa  de  los  indi- 
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Los  segundos  se  gubdividen  en  acceso- 
ries  befare  thejact  (antes  del  hecho, 
cómplices)  y  after  thefaet  (después  del 
hecho,  encubridores). 

Se  considera  autor  ó  principal  de 
primer  grado  al  que  comete  realmente 
el  delito  y  al  que  toma  parte  en  su  co- 
misión, hállese  ó  no  presente  en  el  lu- 
gar en  donde  el  delito  se  haya  cometi- 
do. Cuando  el  delito  se  ha  cometido 
en  lugares  diferentes,  es  decir,  parte 
en  un  lugar  y  parte  en  otro,  todo  el  que 
haya  cometido  una  parte  es  autor  prin- 
cipal de  todo  en  el  primer  grado,  por 
ejemplo:  A  es  autor  principal  en  el  pri- 
mer grado  cuando  deja  á  B  un  veneno 
en  un  sitio  cualquiera,  y  B  lo  coje  en 
ausencia  de  A  para  cometer  un  delito. 
A  y  B  son  ambos  autores  principales 
en  el  primer  grado  cuando  el  primero, 
después  de  haberse  puesto  de  acuerdo 
con  el  segundo,  roba  objetos  de  un  bu- 
que y  los  deposita  á  cierta  distancia 
para  que  B  se  los  lleve  y  los  venda. 

El  que  se  sirve  de  una  persona  irres- 
ponsable criminalmente  para  cometer 
un  delito,  es  autor  principal  del  mismo 
en  el  primer  grado.  Tal  sucedería  si  A 
ordenare  á  un  niño  menor  de  siete 
años  que  le  llevase  un  dinero  pertene 
cíente  a  B,  y  el  niño  ejecutase  sus  ór- 
denes, ó  cuando  B,  cediendo  á  los  rue- 
gos de  A,  fuese  á  cambiar  para  éste  un 
billete  de  Banco  que  A  sabe  que  es  fal- 
so, pero  que  B  lo  ignora.  Pero  si  B  su- 
piera que  el  billete  era  falso,  serla  cóm- 
plice (accessory  before  the/aet). 

Todo  el  que  presta  ayuda  ó  auxilia 
la  comisión  real  de  un  delito,  es  autor 
principal  en  segundo  grado  (in  the  se- 
cond  deyree).  El  que  se  halla  presente 
en  el  momento  y  en  el  lugar  en  que  se 
comete  un  delito,  sin  tomar  parte  en  él, 
no  se  considera  nunca  autor  en  segun- 
do grado,  ni  aun  aquel  que  hallándose 


presente  no  hace  esfuerzos  para  evitar- 
lo ó  para  que  se  arreste  al  malhechor, 
sino  que  puede  considerarse  á  veces 
como  aceeasary  del  delito.  Cuando  una 
intención  determinada  constituye  el 
elemento  esencial  de  un  delito,  sólo  es 
responsable  el  cómplice  cuando  sabe 
que  el  autor  tiene  dicha  intención. 

Cuando  varias  personas  toman  parte 
en  la  ejecución  de  un  plan  criminal 
común,  deberán  ser  consideradas  todas 
como  autores  principales  en  segundo 
grado,  de  toda  infracción  cometida  por 
cada  cual  de  ellas  al  ejecutar  dicho 
plan.  Cuando  una  de  las  personas  co- 
meta una  infracción  extraña  al  plan, 
las  demás  no  serán  consideradas  como 
autores  principales  en  segundo  grado, 
ni  como  accessories,  &  no  ser  que  exci- 
ten ó  contribuyan  realmente  á  la  comi- 
sión del  delito. 

Es  accessory  antes  del  hecho  (before 
thefaet)  el  que  directa  o  indirectamen- 
te aconseja,  suministra  ocasión  ú  or- 
dena á  uno  cometer  un  crimen  ó  un 
acto  de  piratería,  cuando  estos  críme- 
nes son  consecuencia  de  la  ocasión, 
consejo  ú  orden.  Cuando  el  que  haya 
aconsejado,  ordenado  ó  proporcionado 
ocasión  habría  sido  accessory  antes  del 
hecho,  si  éste  constituyera  un  crimen, 
será  autor  principal,  cuando  la  infrac- 
ción constituya  un  delito  (miidemea- 
nors). 

El  que  sabe  que  otro  tiene  intención 
de  cometer  un  delito,  pero  no  realiza 
acto  alguno  ni  hace  nada  para  inducir- 
lo á  su  realización,  no  debe  conside- 
rársele como  copartícipe  antes  del 
hecho. 

Cuando  uno  comete  un  delito  de  dis- 
tinto modo  de  aquel  en  que  el  instiga- 
dor le  habla  recomendado,  será  consi- 
derado éste  como  accessory  antes  del 
hecho.  La  misma  regla  deberá  aplicar- 
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La  de  muerte; 

Trabajos  forzados; 

Prisión; 

Detención  en  una  escuela  de  correc- 
ción; 

Sumisión  á  la  vigilancia  de  la  po- 
licía; 

Azotes; 

Multa,  y 

Caución. 

La  pena  de  muerte  se  ejecuta  en  la 
horca. 

La  de  trabajos  forzados  lleva  consigo 
el  trabajo  obligatorio  con  arreglo  á  las 
disposiciones  legales  que  regulan  esta 
materia. 

La  prisión  se  divide  en  dos  catego- 
rías, á  saber:  aquélla  en  que  se  impone 
un  trabajo  penoso  y  la  meramente  co- 
rreccional. Ambas  clases  se  pueden 
imponer  con  aislamiento  completo  ó 
durante  el  dta,  con  arreglo  á  lo  precep- 
tuado en  la  ley  de  Prisiones  de  1865.  El 
trabajo  penoso  es  de  dos  clases.  Los 
Jueces  encargados  de  la  visita  de  cár- 
celes determinarán  la  clase  de  trabajo 
en  que  han  de  ocuparse  los  condenados 
á  prisión  meramente  correccional.  El 
aislamiento  sólo  puede  aplicarse  du- 
rante un  mes  seguido  y  tres  meses  por 
año  como  máximum. 

Al  condenado  á  prisión  correccional 
no  se  le  considera  como  un  criminal. 
Sin  perjuicio  de  estar  sometido  á  los 
Reglamentos  de  la  prisión,  puede  ali- 
mentarse á  sus  espensas  y  ocuparse  en 
el  trabajo  que  más  le  agrade. 

Los  condenados  á  detención  en  una 
escuela  de  corrección  ó  reforma  (refor- 
matory  «cAooí)  están  sujetos  á  la  disci- 
plina interior,  según  los  preceptos  le- 
gales que  rigen  en  la  materia. 

La  vigilancia  de  la  policía  somete  al 
condenado  á  muchas  obligaciones  le- 
gales. 


La  pena  de  azotes  sólo  se  aplica  á  los 
delincuentes  del  sexo  masculino. 

La  multa  está  generalmente  limitada 
en  cuanto  al  máximum,  y  cuando  no, 
se  establece  que  no  debe  ser  excesiva. 

La  caución  consiste  en  la  orden  dada 
al  delincuente  de  prometer  pagar  la 
suma  mencionada  en  el  documento 
que  se  le  entrega  cuando  no  observan 
las  condiciones  que  éste  contiene  como 
impuestas  á  aquél,  ó  de  encontrar  otra 
persona  que  le  garantice.  No  suminis- 
trando esta  caución,  podrá  el  delin- 
cuente ser  preso  hasta  que  extinga  la 
condena. 

En  los  proyectos  de  Código  penal 
de  1878  y  1879,  la  escala  de  penas  se  ha 
reducido  á  las  siguientes:  muerte,  tra- 
bajos forzados  (penal  seroitude),  azotes 
(Jlogging,  wkipping)  (1)  y  multa. 

La  pena  de  muerte  será  ejecutada, 
según  el  proyecto,  en  la  misma  prisión. 
El  máximum  de  la  pena  de  trabajos  for- 
zados será  de  por  vida  y  el  mínimum 
de  cinco  años,  sin  que  pueda  dicha 
pena  conmutarse  por  la  de  prisión. 

La  deportación,  aplicada  por  la  Gran 
Bretaña  en  grande  escala  durante  una 
larga  serie  de  años,  ha  perdido  en 
nuestros  días  su  popularidad,  advir- 
tiéndose la  necesidad  de  una  modifica- 
ción total  del  sistema  penitenciario. 
Por  esto  se  nombró  una  comisión  que 
estudiase  á  fondo  los  sistemas  peniten- 
ciarios de  otros  palees.  La  Memoria 
redactada  por  los  representantes  que 
estudiaron  las  prisiones  y  el  sistema 
penitenciario  de  los  Estados  Unidos,  se 

(1)  fie  da  íl  ente  pena  la  primera  denomina- 
ción cuando  se  aplica  i  personas  mayoraa  de  die  - 
ciaéís  anos,  j  la  segunda  cuando  se  aplica  &  per- 
sanas  que  tienen  menos  de  esta  edad,  fijándose  e  1 
máximum  en  el  primer  caso  en  50,  y  en  el  segun- 
do en  35  atóte* 
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que  ambos  centros  tienen  un  mismo 
Presidente  y  un  mismo  Inspector  gene- 
ral, y  no  tardaran  en  reunirse. 

El  sistema  progresivo  es  lo  que  ca- 
racteriza hoy  la  ejecución  de  la  pena  de 
trabajos  forzados.  El  primer  periodo  de 
nueve  meses  se  pasa  en  la  celda;  duran- 
te el  segundo,  cuya  duración  es  la  más 
larga,  el  preso  duerme  y  come  en  la 
celda,  pero  trabaja  en  común;  durante 
eJ  tercero,  puede  tener  lugar  la  libertad 
condicional,  por  la  tercera  parte  de  la 
duración  de  la  pena  para  las  mujeres,  y 
por  la  cuarta  parte  para  los  hombres. 

Los  dos  primeros  periodos  se  divi- 
den, ademas,  en  cuatro  clases  progre- 
sivas, la  primera  de  las  cuales  com- 
prende los  nueve  meses  de  prisión  ce- 
lular y  tres  meses  del  tiempo  prescripto 
para  el  trabajo  en  común.  El  paso  de 
una  clase  a  otra  depende  de  la  conduc- 
ta del  preso. 

Procúrase,  además,  en  cuanto  es  po- 
sible, separar  los  elementos  mejores  de 
los  malos,  entre  los  que  trabajan  en 
común. 

Un  gran  numero  de  presos  está  ocu- 
pado en  la  construcción  de  edificios 
públicos.  Otros,  principalmente  los  que 
se  hallan  en  la  prisión  celular,  se  ocu- 
pan en  trabajos  industriales.  En  Irlan- 
da es  donde  más  se  ha  desarrollado  el 
sistema  progresivo. 

La  ley  inglesa  de  8  de  Agosto  de  1887 
ha  reglamentado  en  Inglaterra  la  con- 
dena condicional.  El  periodo  de  prueba 
se  combina  con  la  caución  de  buena 
conducta.  El  Juez  tiene  derecho,  una 
vez  establecida  la  culpabilidad  del  pre- 
so, á  diferir  por  cierto  tiempo  la  impo- 
sición de  la  pena,  cuando  el  inculpado 
no  ha  sufrido  anterior  condena,  cuando 
la  infracción  que  se  le  imputa  no  lleva 
consigo  una  pena  superior  á  dos  años, 
y  por  último,  cuando  el  inculpado  pue- 


de Ajar  un  domicilio  determinado  y 
tiene  suficientes  medios  de  subsisten- 
cia; pero  no  queda  en  libertad  basta 
después  de  haber  Armado,  solo  ó  con 
un  fiador,  una  declaración  en  la  que  se 
cómpremete  ano  turbar  el  orden  y  á 
presentarse  cuando  se  le  llame  para 
notificarle  la  sentencia.  El  Tribunal 
fija  el  tiempo  de  prueba.  Cuando  el 
excarcelado  comete  otro  delito,  condú- 
cesele de  nuevo  ó.  la  prisión  y  se  le  con- 
dena definitivamente. 

§  2.a— De  la  aplicación  de  las  penas 

Después  de  lo  dicho  en  el  párrafo  an- 
terior, resumiremos  en  pocas  lineas  lo 
que  ala  aplicación  délas  penas  se  re- 
fiere, consignando  lo  mas  esencial  de 
las  disposiciones  vigentes  relativas  á  la 
materia  y  las  principales  modificacio- 
nes propuestas  en  el  proyecto  de  1879. 

Según  la  ley  vigente,  el  que  es  conde- 
nado por  un  crimen  después  de  haber- 
lo sido  por  otro  anterior,  será  castiga- 
do á  la  pena  de  trabajos  forzados  de 
por  vida,  ó  á  la  de  prisión  por  cuatro 
años  combinada  con  un  trabajo  penoso 
y  á  ser  azotado  hasta  tres  veces. 

Las  disposiciones  de  la  ley  relativas 
al  robo,  parece  que  deben  interpretar- 
se en  el  sentido  de  que  fijan  el  máxi- 
mum de  la  pena  en  diez  años  de  traba- 
jos forzados,  cuando  cada  infracción 
constituya  un  robo  simple;  pero  esta- 
blecen también  una  pena  máxima  de 
siete  años  de  tradajos  forzados  en  caso 
de  una  condena  por  robo  después  de 
haber  sufrido  otra  por  ciertos  delitos, 
ó  después  de  dos  condenas  por  proce- 
dimiento sumario  por  infracciones  que 
afecten  el  carácter  de  robo. 

El  proyecto  citado  reemplaza  estas 
disposiciones  por  las  siguientes:  Todo 
el  que  sea  condenado  por  un  crimen 
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juzgado  por  el  clero.  Ya  en  tiempo  de 
Enrique  Vil  (a  fines  del  siglo  XV)  se 
le  sometió  ala  jurisdicción  seglar,  pero 
continuó  siendo  considerado  como  un 
delito  especial,  hasta  que  en  una  ley  de 
Jorge  IV  (1828)  se  estableció  que  en  lo 
sucesivo  serla  considerado  y  castigado 
como  un  murder  ordinario. 

Derecho  vigente  y  proyecto  de  Código 
de  1879.— Como  el  proyecto  de  Código 
penal  de  1879  es  en  esta  materia  casi 
un  resumen  del  Derecho  vigente,  con- 
signaremos en  extracto  sus  principales 
disposiciones,  naciendo  las  consiguien- 
tes ampliaciones  cuando  exista  alguna 
diferencia. 

Considérase  como  homicidio  la  pri- 
vación directa  ó  indirecta  de  la  vida  á 
un  ser  humano  por  otro,  sean  cuales- 
quiera los  medios  de  que  se  valga.  Esta 
definición  excluye,  pues,  el  suicidio  y 
la  muerte  del  feto  mientras  permanece 
en  el  vientre  de  la  madre. 

El  homicidio  podrá  ser  acto  punible 
ó  involuntario.  Será  punible  cuando 
consista  en  la  privación  de  la  vida  por 
medio  de  un  acto  ilegal  ó  por  una  omi- 
sión culpable  del  cumplimiento  ó  de  la 
observancia  de  un  deber  legal,  ó  por 
ambas  cosas  á  la  vez,  ó  dando  ocasión 
á  que  cualquiera  cometa  un  acto  que 
lleve  consigo  su  muerte,  por  amenazas, 
temor  de  violencia,  etc.,  ó  asustando 
voluntariamente  á  un  niño  ó  á  un  en- 
fermo. El  homicidio  punible  constituye 
un  murder  ó  un  man&laugkter  (1).  El 
homicidio  involuntario  no  constituye 
delito. 

Aunque  no  puede  reputarse  homicida 
al  que  es  causa  de  que  se  condene  á 

(1)  El  primero  de  eitos  dos  tármiuos  denota 
un  homicidio  con  malicia  premeditada;  el  segun- 
do viene  á  significar  homicidio  por  imprudencia 
o  con  ci  re  (matan  cias  que  atenúen  mucho  la  res- 
ponsabilidad. 


muerte  por  una  sentencia  legal  en  que 
declaró  en  falso,  se  le  condenará,  sin 
embargo,  á  trabajos  forzados  á  perpe- 
tuidad. 

Nadie  será  criminalmente  responsa- 
ble de  haber  dado  muerte  á  otro,  si  és- 
ta no  tuviese  lugar  en  el  término  de  un 
año  y  un  día,  á  contar  de  aquel  en  que 
se  realiza  el  acto  punible.  Este  periodo 
comprende  el  día  en  que  se  cometió  el 
último  acto  ú  omisión  ilegal. 

Todo  el  que  cause  la  muerte  á  otro 
por  un  acto  ó  por  una  omisión,  se  re- 
putará haber  dado  muerte  á  esta  perso- 
na, aun  cuando  la  lesión  corporal  no 
haya  hecho  más  que  apresurarla  por- 
que estuviera  sufriendo  ya  una  indis- 
posición ó  enfermedad  que  procediera 
de  otra  causa. 

El  que  por  un  acto  ó  por  una  omisión 
ocasione  la  muerte  á  otro,  será  reputa- 
do homicida,  &un  cuando  la  muerte 
hubiera  podido  evitarse  empleando  me- 
dios eficaces  y  no  se  haya  hecho. 

El  que  infiera  á  otro  una  lesión  cor- 
poral que  tenga  por  consecuencia  la 
muerte,  será  considerado  también  ho- 
micida, aunque  la  causa  directa  de  su 
muerte  sea  el  tratamiento  aplicado  de 
buena  fe  para  curarle,  y  aunque  dicho 
tratamiento  no  sea  apropiado  al  caso, 
salvo  cuando  la  lesión  no  tuviese  el  ca- 
rácter de  peligrosa,  pues  habiendo  sido 
el  tratamiento  la  causa  de  la  muerte, 
podia  excepcionarse  esta  circunstan- 
cia contra  la  acusación  de  murder  ó  de 
matislaughter. 

El  homicidio  punible  se  calificará  de 
murder  en  los  casos  siguientes:  1", 
cuando  el  culpable  haya  tenido  inten- 
ción de  ocasionar  la  muerte  al  interfec- 
to; 2. o,  cuando  el  culpable  haya  tenido 
intención  de  inferir  al  interfecto  uaa 
lesión  que  sabta  que  probablemente 
tendría  por  consecuencia  la  muerte,  ó 
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§  2.°— Delito»  contra  la  oída  de  los  fetos 
(provocación  de  aborto) 

Según  una  ley  de  Enrique  1.  la  provo- 
cación del  aborto  se  consideraba  como 
un  delito  eclesiástico.  Con  arreglo  á 
una  ley  dictada  en  el  reinado  actual,  se 
castiga  con  la  pena  de  trabajos  forza- 
dos á  perpetuidad  al  que,  con  intención 
de  hacer  abortar  á  una  mujer,  esté  ó  no 
en  cinta,  le  administra  ó  hace  que  le 
administren  ilegalmente  un  veneno  ú 
otra  sustancia  nociva,  ó  si  se  sir- 
ve, con  el  mismo  objeto,  de  un  ins- 
trumento ó  de  Otro  medio  cualquiera- 
La  misma  pena  se  impone  á  toda  mu- 
jer, esté  ó  no  en  cinta,  que  comete  los 
mismos  delitos.  El  que  con  el  mismo  fin 
suministra  dichas  sustancias  ú  objetos 
á  una  mujer  en  cinta,  incurre  en  la  pena 
de  cinco  años  de  trabajos  forzados 
como  máximum. 

§  3."—  Delitos  contra  la  salud  é  integri- 
dad corporal  (lesiones) 

En  los  primeros  tiempos  de  las  inva- 
siones no  se  consideraban  las  lesiones 
como  un  delito  propiamente  dicho,  en- 
trando, más  bien  que  en  el  penal,  en 
el  dominio  del  Derecho  civil,  como  una 
especie  de  agravio  ó  perjuicio  indirec- 
to en  los  intereses;  pero  después  de  la 
conquista  de  los  normandos  varió  la 
cuestión  de  aspecto,  y  las  heridas  y 
lesiones  se  calificaron  de  verdaderas 
infracciones  siendo  sometidas  á  la  ley 
penal,  y  castigados  algunos  de  esos  de- 
litos, como  el  de  la  castración,  por 
ejemplo,  con  la  pena  de  muerte  (1).  Una 
ley  de  Enrique  IV  consideraba  como 


(1)     Stephen,/ 
t   III,  pág.  108 


w  o[  Engl&nd, 


delito  de  felonía  los  hechos  de  cortarla 
lengua  ó  sacar  loe  ojos  á  uno  maliciosa- 
mente, y  otra  de  Enrique  VIH  prescri- 
bía que  el  que  corte  ó  haga  cortar  una 
ó  ambas  orejas  &  un  subdito  del  Rey 
sin  que  la  ley  le  autorice  á  ello,  le  ata- 
que por  una  cuestión  surgida  de  un 
modo  inesperado,  de  repente  y  después 
que  se  ha  negado  á  batirse,  deberá  pa- 
gar el  triple  de  los  daños  y  perjuicios  v 
una  multa  de  10  libras  esterlinas. 

Habiendo  demostrado  la  práctica  ju- 
dicial la  necesidad  de  poner  un  freno 
á  las  lesiones  corporales  muy  frecuen- 
tes y  graves,  y  siendo  muy  deficientes 
las  leyes  dictadas  al  efecto  hasta  prin- 
cipios de  este  siglo, se  promulgó  en  1813 
una  ley  menos  imperfecta,  que  fué 
reemplazada  por  otra  más  completa 
en  1826,  que  lo  ha  sido  á  su  vez  por  !a 
dictada  en  1861,  y  que  rige  en  Ingla- 
terra é  Irlanda,  y  de  la  que  haremos 
aqui  ligeras  indicaciones  en  lo  que  s" 
refiere  á  los  delitos  de  que  nos  venimos 
ocupando. 

Dicha  ley  contiene  setenta  y  nueve 
artículos.  Los  diez  primeros  se  refieren 
&  los  delitos  de  murder  y  de  maas~ 
laugliter.  Los  cinco  siguientes  (il  al  15) 
se  ocupan  délas  tentativas  de  murder 
que  pueden  cometerse  de  siete  mane- 
ras distintas,  á  saber:  1.",  por  la  admi- 
nistración de  un  veneno;  2.*,  infiriendo 
heridas  graves;  3.',  por  la  destrucción 
ó  daños  en  edificios,  valiéndose  de  ma- 
terias explosivas;  4M,  por  la  tentativa 
de  administrar  un  veneno;  5.*,  por  me- 
dio de  un  disparo  contra  persona  deter- 
minada; 6.',  por  la  tentativa  de  es'e 
mismo  delito;  7.",  por  la  de  sumerpir. 
sofocar  ó  estrangular  á  una  persona. 
El  art.  15  se  ocupa  de  numerosos  ca^<" 
análogos  de  tentativa  de  murder;  pero 
en  todos  los  citados  es  indispensable 
que  haya  habido  intención  de  cometa." 
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con  la  pena  de  catorce  años  de  depor- 
tación. La  ley  de  1824,  y  sobre  todo,  la 
de  1837,  reglamentaron  esta  materia  de 
una  manera  completa,  sustituyendo 
primero  dicha  pena  con  la  de  muerte,  y 
luego  con  la  de  catorce  años  de  traba- 
jos forzados,  ó  de  cinco  años  en  los  ca- 
sos menos  graves. 

El  rapto  (kidnapping)  de  personas 
mayores,  según  el  Derecho  común,  se 
castiga  como  un  delito  (misdemeanor) 
con  la  pena  de  prisión  y  multa. 

El  rapto  ó  detención  contra  bu  volun- 
tad, de  una  mujer,  aunque  sea  con  ani- 
mo de  casarse  con  ella,  se  castiga  tam- 
bién con  la  pena  de  catorce  años  de 
trabajos  forzados. 

Los  que  infringen  la  garantía  consti- 
tucional del  Rabeas  Corpus,  pueden  ser 
condenados  hasta  con  la  pena  de  pri- 
sión perpetua,  según  los  casos  y  la  vo- 
luntad del  monarca. 

§  6.a — Abandono  de  personas 

Según  el  Derecho  vigente  en  Inglate- 
rra, el  abandono  ilegal  ó  la  exposición 
de  un  niño  de  menos  de  dos  años  en 
condiciones  en  que  su  vida  ó  su  salud 
corran  riesgo,  son  castigados  con  la 
pena  de  trabajos  forzados  por  cinco 
años  como  máximum. 

§  7.a— Delitos  contra  el  honor 

El  principio  fundamental  de  la  ley 
inglesa  es  el  de  que  todo  hombre  tiene 
derecho  al  respeto  y  protección  de  su 
reputación  y  buen  nombre,  lo  mismo 
que  al  de  su  persona  y  bienes. 

Distingüese  en  Inglaterra  la  difama- 
ción oral  y  la  escrita,  designándose  la 
primera  con  el  nombre  de  slander,  y  la 
segunda  con  el  de  libel.  Sin  embargo, 
esta  última  expresión  se  extiende,  no 


sólo  á  la  difamación  por  escritos  ó  im- 
presos, sino  también  á  la  que  se  verifi- 
ca por  medio  de  grabados  y  emblemas 
de  cualquier  género. 

El  libelo  se  ha  considerado  siempre 
como  un  delito,  mientras  el  slander 
contra  particulares  no  es  más  que  un 
agravio  de  carácter  civil,  de  donde  se 
sigue  que  la  persona  difamada  tiene 
derecho  á  incoar  una  acción  de  daños 
y  perjuicios  y  una  querella,  ó  una  de 
ambas,  cuando  se  trata  de  un  libelo, 
mientras  que  por  el  slander  sólo  puede 
incoar  una  acción  civil. 

Otra  diferencia  existe  aún  entre  el  li- 
belo y  el  slander,  á  saber:  que  en  el  pri- 
mer caso  no  se  exige  prueba  del  perjui- 
cio, al  paso  que  en  el  Begundo  se  necesi- 
ta generalmente  demostrar  el  perjuicio. 

Para  que  haya  libelo  es  necesaria  la 
publicidad,  si  bien  basta,  según  la  ju- 
risprudencia inglesa,  conque  la  difa- 
mación se  haya  comunicado  á  una  ter- 
cera persona,  siquiera  ésta  sea  el  cón- 
yuge del  ofendido.  La  difamación  con- 
tra un  difunto  es  punible  cuando  ataca 
á  su  familia. 

La  ley  denominada  Campbells  (1843), 
contiene  disposiciones  importantes 
concernientes  á  la  defensa  por  causa 
de  libelo.  Prescríbese  en  ella  que,  en 
un  proceso  por  libelo  contenido  en  un 
diario  ó  en  cualquier  hoja  periódica,  el 
demandado  podrá  alegar  que  el  suelto 
ó  articulo  de  referencia  se  ha  insertado 
sin  malicia  y  aun  sin  punible  negligen- 
cia, y  que  ha  inser  ado,  en  cuanto  se 
apercibió  de  la  falta,  en  dicho  diario, 
una  completa  rectificación  ó  la  explica- 
ción suficiente,  y  si  el  periódico  fuese 
semanal  ó  quincenal,  etc.,  que  habla 
ofrecido  publicar  dicha  rectificación  ó 
explicación  en  cualquier  periódico  á 
elección  del  querellante. 

Merecen  también  especial  mención 
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s  ú  otras  armas,  no  se  til 
dan  al  ser  atacados  por  un  barco 
lleve  piratas  á.  bordo. 

§  3.°— Dri  hurto 

Es  sumamente  difícil  determinar  lo 
que  en  el  actual  Derecho  penal  inglés 
se  entiende  por  hurto,  pues  suele  con- 
tundirse este  delito  hasta  con  la  estafa 
y  el  abuso  de  confianza,  pudiendo  ser 
castigado  indistintamente  y  con  la  mis- 
ma pena  el  criminal  que  haya  cometi- 
do cualquiera  de  ellos. 

Pero  aún  reina  mayor  confusión  en 
la  designación  de  tas  cosas  que  pueden 
ser  objeto  de  hurto,  reinando  en  esta 
materia  un  casuismo  rayano  en  lo  ri- 
diculo, agravándose  estos  inconvenien- 
tes con  las  diferencias  y  aun  contradic- 
ciones existentes  entre  el  De^  echo  con- 
suetudinario y  los  Estatutos. 

Según  el  primero,  los  animales  sal- 
vajes vivos  no  pueden  ser  objeto  de 
hurto;  pero  algunos  Estatutos  excep- 
túan los  ciervos,  liebres,  conejos,  et- 
cétera. Según  el  Derecho  común,  tam- 
poco pueden  considerarse  susceptibles 
de  hurto  los  animales  domésticos  ni  los 
salvajes  que  se  retienen  atados  ó  enjau- 
lados, á  no  ser  los  que  se  hallen  en  los 
palacios  de  los  principes;  pero  los  Es- 
tatutos establecen  lo  contrario,  pudien- 
do citarse,  entre  otros,  el  24  y  25  Victo- 
ria, capitulo  96. 

También  existen  diferencias  esencia- 
les y  gran  confusión  entre  el  Derecho 
consuetudinario  y  los  Estatutos  acerca 
del  hurto  de  ciertos  créditos.  El  primero 
establece  como  principio  que  los  dere- 
chos incorporales  no  pueden  ser  objeto 
de  hurto,  en  tanto  que  los  Estatutos, 
aun  respetando  en  principio  esta  regla, 
introducen  en  ella  numerosas  excep- 
ciones, en  lo  que  se  refiere  á  los  obje- 


titulos  de  propiedad,  etc.  También  se 
considera  como  hurto  la  apropiación 
de  la  cosa  hallada  cuando  en  el  mo- 
mento del  hallazgo  se  sabe  quién  es  el 
propietario,  y  sin  embargo,  se  procura 
conservar  el  hallazgo. 

Ni  el  marido  ni  la  mujer  pueden  ser 
perseguidos  por  los  hurtos  que  cometan 
el  uno  respecto  del  otro  mientras  hagan 
vida  común,  pero  podrán  ser  castiga- 
dos los  cómplices  respectivos. 

Las  penas  varían  extraordinariamen- 
mente  en  duración  y  en  grado,  según 
el  valor  y  la  clase  de  los  objetos  roba- 
dos y  las  circunstancias  que  acompa- 
ñen a!  delito,  pudiendo  imponerse  des- 
de la  pena  de  trabajos  forzados  perpe- 
tuos, como  sucede  respecto  de  los  em- 
pleados de  los  Bancos  de  Inglaterra  ó 
de  Irlanda  que  cometen  dicho  delito  en 
estos  establecimientos  de  crédito,  has- 
la  la  de  dos  años  de  prisión  como  máxi- 
mum, que  se  impone  á  los  que  hurtan 
de  noche  liebres  6  conejos  en  un  coto,  ó 
cometen  otras  infracciones  de  poca  im- 
portancia. 


§  4.a 


-De  las  exaccione»  rióle  nías 
y  coacción  moral 


Además  de  lo  que  en  esta  materia  se 
refiere  á  los  funcionarios  públicos,  y 
que  es  muy  análoga  &  la  que  nuestra 
ley  penal  prescribe,  trata  el  Derecb 
inglés  de  este  delito  cometido  por  los 
particulares,  estableciendo  los  princi- 
pios siguientes:  comete  el  delito  d-.> 
exacciones  violentas  el  que  con  objeto 
de  obtener  dinero  ú  otra  cosa  de  valor. 
de  una  persona,  la  acusa  ó  amenaza 
acusar  á  ésta  ú  otra,  sea  ó  no  culpablo 
de  infracción  á  que  la  ley  imponga   Is. 
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por  más  de  siete  años;  de  algún  ata- 
que con  intención  de  cometer  un  rapto 
6  alguna  tentativa  de  este  delito;  de 
comercio  carnal  ó  tentativa  del  mis- 
mo con  un  niño;  de  delito  infamante 
como  el  de  sodomía  ú  otro  acto  contra 
naturaleza.  Comete  el  mismo  delito 
el  que  con  dicha  intención  amenaza 
á  alguna  persona  que  será  acusada 
por  otra  de  una  infracción  de  las  an- 
tes mencionadas;  el  que  sin  excusa 
legal,  y  conociendo  su  contenido,  envía 
ó  entrega  á  otra  cualquier  documento 
que  contenga  una  acusación  ó  una 
amenaza  de  las  antes  mencionadas,  la 
publique,  ó  sea  directa  ó  indirectamen- 
te la  causa  de  que  alguno  reciba  dicha 
acusación  ó  amenaza;  el  que  por  los 
medios  antes  mencionados  obliga  ó 
intenta  obligar  á  otra  á  ejecutar,  fabri- 
car, alterar  ó  destruir  cualquier  docu- 
mento que  ofrezca  cierta  seguridad  ó 
tenga  algún  valor. 

La  pena  que  en  general  se  impone  a 
esta  clase  de  delitos,  según  las  circuns- 
tancias, es  la  de  siete  años  de  trabajos 
forzados,  como  máximum. 

§  5.a— De  la  quiebra  é  insolvencia 
punibles 

Derogadas  por  la  ley  de  1869  las  dis- 
posiciones legales  que  imponían  la  pri- 
sión por  deudas,  reglamentado  por  la 
misma  lo  referente  á  la  bancarrota, 
y  habiendo  transcrito  en  otro  lugar  de 
este  tomo  el  Estatuto  de  1883,  relativo 
á  quiebras,  en  donde  se  consigna  en 
parte  la  penalidad  correspondiente  á 
las  fraudalentas,  nos  abstenemos  de 
extractar  aquí  sus  preceptos  para  no 
r  en  repeticiones. 


§  6.a— Délos  daños 

Los  delitos  cometidos  contra  la  pro- 
piedad sin  intención  de  lucro,  y  que  se 
conocen  en  general  con  el  nombre  de 
daños,  son  numerosísimos,  incluyendo 
en  ellos,  como  incluyen  las  leyes  ingle- 
sas, los  incendios  y  otros  estragos,  y 
muy  distintas  por  su  gravedad  y  dura- 
ción las  penas  con  que  son  castigados, 
como  puede  verse  por  las  siguientes  in- 
dicaciones: 

1.*  Se  castigan  con  la  pena  de  tra- 
bajos forzados  perpetuos,  como  máxi- 
mum, agravados  á  veces  con  la  de 
azotes: 

a)  El  incendio  intencionado  de  edi- 
ficios, de  hacinas  de  heno  y  otros  vejeta- 
les,  de  minas  y  de  naves; 

b)  Los  daños  causados  en  casas  y 
barcos  por  medio  de  la  pólvora  y  de- 
más sustancias  explosivas; 

c)  Los  ocasionados  en  los  ferroca- 
rriles con  intención  de  que  ocurra  un 
desastre,  y  las  muchas  infracciones 
enumeradas  por  la  vigente  ley,  ora  por 
acción,  ora  por  omisión,  si  se  trata  de 
funcionarios  que  en  ellos  prestan  sus 
servicios; 

d)  Los  que  con  intención  de  ocasio- 
nar á  cualquiera  un  peligro,  hace  algún 
daño  en  puentes,  diques  ó  en  las  minas 
y  máquinas; 

2.°  Se  castigan  con  catorce  años  de 
trabajos  forzados,  como  máximum: 

a)  La  tentativa  en  los  delitos  á  que 
se  refiere  el  número  anterior,  letras 
a  y  b; 

b)  El  incendio  de  cosechas,  bosques 
y  plantaciones; 

c)  Los  daños  causados  en  un  buque 
náufrago  y  la  destrucción  de  los  restos 
de  un  naufragio; 

d¡    Los  daños  causados  en  ganados; 
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3.a  Serán  castigados  con  la  pena  de 
siete  años  de  trabajos  forzados  como 
máximum: 

a)  Los  que  hagan  daños  de  conside- 
ración en  los  faros; 

6)  Los  que  sin  intención  de  ocasio- 
nar peligro  alguno  y  sin  que  éste  haya 
resultado,  hagan  daños  en  diques  y 
puentes; 

c)  Los  que  ocasionen  daños  en  má- 
quinas fabriles,  almacenes  ó  tiendas; 

d)  Los  daños  en  las  plantaciones  de 
lúpulo; 

e)  Los  daños  en  los  viveros  de  pe- 
ces, esclusas,  presas  de  molinos  y  otras 
obras  análogas; 

4.°  Se  imponen  de  dos  años  de  pri- 
Bión  &  cinco  años  de  trabajos  forzados 
como  máximum: 

Por  daños  causados  en  árboles  ó 
plantaciones,  según  la  gravedad  que 
por  su  cuantía  ó  intención  criminal 
acusa  ei  hecho,  y  por  otros  delitos  de 
los  antes  mencionados,  en  que  por  cir- 
cunstancias de  edad  y  otras  que  los 
Tribunales  puedan  apreciar,  deban  re- 
bajarse la  pena. 

Cuando  los  delincuentes  no  llegan  á 
la  edad  de  dieciséis  años,  suele  impo- 
nerse en  los  delitos  de  daños  la  pena  de 
azotes,  ó  menos  grave,  según  las  cir- 
cunstancias que  en  el  hecho  concu- 
rran, la  edad,  robustez,  etc.,  del  incul- 
pado. 

Tales  son  las  indicaciones  que,  en 
resumen,  pueden  hacerse  acerca  de  es- 
ta complicada  materia  del  Derecho  pe- 
nal inglés. 

TÍTULO  III 

DELITOS  CONTRA  LA   FAMILIA 

§  /  °_ Delitos  retalióos  al  matrimonio 

El  Derecho  inglés  coloca  entre  los  de- 
Utos  contra  la  policía  y  el  orden  públi- 


co el  matrimonio  clandestino  y  la  bi- 
gamia. 

Prescribiendo  allí  el  Derecho  civil 
que  los  matrimonios  se  celebren  públi- 
camente, dedúcese  que  la  celebración 
clandestina  constituye  una  infracción 
que  debe  colocarse  entre  los  delitos  á 
que  antes  nos  hemos  referido,  puesto 
que  los  que  lo  contraen  de  este  modo, 
no  dan  al  matrimonio  la  publicidad 
esencial  &  su  celebración  legitima,  ni 
informan  de  ella  á  las  personas  intere- 
sadas. 

Según  una  ley  de  Guillermo  IV,  co- 
meten un  delito  grave  (felony)  los  que 
ilegalmente  y  á  sabiendas  celebran  un 
matrimonio  en  lugar  distinto  de  aquel 
en  que  debe  celebrarse  (iglesia,  capilla 
ó  edificio  registrado  al  efecto),  ó  sin  la 
presencia  del  competente  funcionario 
del  estado  civil,  ó  antes  del  término  fija- 
do por  la  ley.  salvo  el  caso  de  licencia; 
pero  el  proceso  correspondiente  habrá 
de  incoarse  en  el  término  de  tres  años. 
El  matrimonio  es  nulo  cuando  no  se  ha 
contraído  con  arreglo  á  las  disposicio- 
nes legales.  Los  que  contraen  matrimo- 
nio clandestino  incurren,  según  el  De- 
recho común,  en  la  pena  de  multa  y 
prisión,  independientemente  de  las  que 
la  ley  sobre  el  matrimonio  les  impone. 

Existe  bigamia  ó  poligamia  en  el  sen- 
tido legal,  cuando  un  hombre  contrae 
matrimonio  con  dos  ó  más  mujeres, 
ó  una  mujer  con  dos  ó  más  hom- 
bres (1). 

El  Estatuto 24  y  25  Víct.,  capítulo  110, 
establece  que  si  alguno,  estando  casa- 
do, contrae  matrimonio  con  otra  per- 
sona durante  la  vida  del  cónyuge  ó 
cónyuges  anteriores,  comete  un  delito 
grave  {felony),  cualquiera  que  sea  el 
lugar  ó  pais  donde  lo  haya  contraído. 


(II     Este  último  caro  delierfa  llamarse  poiioi™. 
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matrimonio  anterior  se  haya  anulado 
por  el  Tribunal  competente.  En  caso  de 
reincidenciaó  de  poligamia  propone  el 
proyecto  de  Código  penal  que  se  impon- 
gan á  los  delincuentes  catorce  años 
de  trabajos  forzados. 

§  3.a— Delitos  contra  el  pudor 

Entiéndese  por  violación  (rape)  el 
acto  de  tener  un  hombre  relaciones 
carnales  con  una  mujer  que  no  sea  su 
esposa  y  sin  su  consentimiento. 

Se  entenderá  además  que  falta  el  con- 
sentimiento en  los  siguientes  casos: 
cuando  el  autor  lo  haya  obtenido  por 
amenazas  ó  por  temor  á  una  lesión  cor- 
poral, ó  Ungiéndose  el  marido,  ó  sugi- 
riendo á  la  mujer  con  engaños  una  idea 
errónea  del  carácter  ó  de  la  cualidad 
del  acto.  El  delito  se  considera  consu- 
mado aunque  la  unión  haya  sido  incom- 
pleta. Sin  embargo,  no  se  entenderá 
que  un  joven  menor  de  catorce  años 
pueda  tener  consorcio  carnal  con  una 
mujer  ó  con  una  joven. 

La  pena  impuesta  por  este  delito  es 
la  de  trabajos  forzados  perpetuos  como 
m  áximum,  y  por  la  tentativa  de  este  de- 
lito la  de  dos  años  de  prisión  contra- 
bajos penosos. 

El  estupro  de  una  nina  menor  de  doce 
Tumo  XI.— Inítitücioneb  juiiímc*t. 


de  diez  años  contra  la  simple  tentativa. 

El  que  cometiere  delitos  de  incesto, 
adulterio,  fornicación  ú  otro  pecado 
punible,  que  ni  por  el  Derecho  común 
ni  por  el  de  los  Estatutos  esté  penado, 
será  castigado  por  un  Tribunal  ecle- 
siástico á  hacer  penitencia,  á  ser  exco- 
mulgado y  á  la  pena  de  prisión  por  seis 
meses  como  máximum.  Sin  embargo, 
desde  hace  mucho  tiempo  estas  conde- 
nas sólo  se  han  impuesto  por  causa  de 
incesto,  y  en  el  proyecto  de  Código  no 
se  hace  mención  de  estas  infracciones. 

El  que  realiza  voluntariamente,  en  un 
lugar  accesible  al  público,  un  acto  in- 
decente, se  le  castiga  con  la  pena  de 
dos  años  de  prisión  como  máximum. 

La  misma  pena  se  impone  á  todo  el 
que  á  sabiendas  y  sin  justificación  le- 
gal (que  deberá  probar): 

a)  Venda  públicamente  ó  ponga  á 
la  venta  pública  cualquier  libro,  folleto, 
periódico  ü  otro  impreso  ó  escrito  obs- 
ceno, ó  cualquier  pintura,  figura,  gra- 
bado, fotografía  ó  modelo,  ú  otro  obje- 
to que  tienda  á  corromper  las  costum- 
bres públicas; 

b)  Exponga  públicamente  cualquier 
objeto  repugnante  ó  representación  in- 
decente; 

c)  Publique  algún  libelo  obsceno. 
También  se  impondrá  dicha  pena  al 
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que  con  un  fin  interesado  induzca  a  una 
mujer  menor  de  veintiún  años,  con 
pretextos  ó  argumentos  falsos,  ó  por 
otros  medios  fraudulentos,  á  tener  re- 
laciones carnales  ó  ilícitas  con  un  hom- 
bre, asi  como  á  aquel  que  conspira  con 
otra  persona,  valiéndose  de  los  mismos 
medios,  para  inducir  á  una  mujer  á  co- 
meter fornicación  6  adulterio. 

Entre  las  common  nuisances  (1)  se  in- 
cluyen las  casas  de  desorden  {dissorder- 
ly  houses),  figurando  entre  éstas  ciertas 
casas  de  prostitución.  Según  el  Derecho 
común,  los  que  tienen  estas  casas  in- 
curren en  la  pena  de  prisión,  y  en  la  de 
trabajos  penosos  según  el  Derecho  de 
los  Estatutos,  considerándose  como  po- 
seedores de  una  casa  de  desorden  los 
que  son  ó  aparecen  dueños  ó  encarga- 
dor  del  cuidado,  dirección  ó  administra- 
ción de  dichas  casas,  aunque  no  sean 
los  verdaderos  propietarios  ó  posee- 
dores. 

§  3.°— Detitos  contra  los  menores 

Incurre  en  Ing  aterra  en  la  pena  de 
catorce  años  de  trabajos  forzados  el 
que  se  lleva  ó  retiene  una  mujer  de  me- 
nos de  veintiún  años,  contra  la  volun- 
tad de  sus  padres,  de  sus  tutores  ó  de 
aquellos  que  legalmente  están  obliga- 
dos ¿cuidarla  y  guardarla,  ya  se  eje- 
cute el  rapto  con  el  fln  de  contraer  con 
ella  matrimonio  ó  de  tener  relaciones 
carnales,  ya  de  que  lo  contraiga  ó  las 
tenga  con  tercera,  cuando  su  intención 
sea  obtener  de  éste  modo  algún  lucro. 

La  pena  prescripta  por  esta  disposi- 
ción,   sólo    será  aplicable  cuando  la 


(1]    Denominase  así  en  Inglaterra  todo  actt 

no  sancionado  por  la  ley  i  toda  omisión  del  cum-  . 

pümiento  de  un  deber  legal ,  que  obstruye  la  mar-  ¡ 

cha  ú  ocasiona  molestias  ó  perjuicios  á  una  parte  ' 

del  público.  ' 


victima  sea  una  mujer  menor  que  po- 
sea ó  pueda  poseer  algunos  bienes  ó 
derechos;  pero  el  culpable  jamás  goza- 
rá de  ellos,  porque  la  ley  declara  ex- 
presamente que  pierde  todo  derecho 
sobre  los  bienes  de  esta  mujer,  bienes 
y  derechos  que  habría  tenido  si  la  hu- 
biera tomado  en  matrimonio  de  un 
modo  legal  y  conveniente. 

Se  impondrá  la  pena  de  dos  años  de 
prisión  como  máximum  al  rapto  de  una 
una  joven  de  menos  de  diez  y  seis  años 
contra  la  voluntad  de  sus  padres,  tuto- 
res, etc.,  para  tener  con  ella  ó  hacer 
que  otro  tenga  comercio  carnal,  cuyo 
hecho  no  reúna  las  circunstancias  an- 
teriores. 

Con  arreglo  al  Derecho  vigente  son 
castigados  con  la  pena  de  seis  meses 
de  prisión  como  máximum  los  padres, 
tutores  y  demás  personas  legalmente 
obligadas  á  proveer  á  las  necesidades 
de  sus  hijos,  pupilos,  etc.,  que  los  aban- 
donen y  no  cumplan  estos  deberes, 
cuando  sobreviene  &  la  victima  un  mal 
grave.  Si  se  trata  de  maestros,  la  pena 
es  más  severa,  pues  se  les  impone  has 
ta  cinco  años  de  trabajos  forzados. 

TÍTULO  IV 

DELITOS  CONTRA  LA  SOCIEDAD 

§  í.°—  Delitos  contra  la  seguridad  y  la 
paz  pública 

Denomlnanse  reuniones  ilegales  (un- 
latoful  assemblies)  lae  formadas  por  tres 
ó  mas  personas  que,  con  intención  de 
ejecutar  un  plan  común,  se  reúnen  y 
conducen  de  un  modo  tal,  que  aquellas 
que  se  hallan  en  las  inmediaciones  pue- 
den temer  que  dichas  personas  turben 
la  paz  pública  con  tumultos  y  asonadas, 
ó  provoquen  sin  motivo  alguno  á  otras 
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%  2.a— De  la  mendicidad  y  la  vagancia 
y  de  oirás  infracciones 

DJsUnguense  en  el  Derecho  inglés 
tres  clases  de  vagabundos  (cagranis),  & 
saber:  1.a  Mendigos  en  la  vía  pública, 
mujeres  prostituidas  que  promueven 
desórdenes,  vendedores  al  pormenor 
sin  autorización  y  pobres  inválidos,  a 
todos  los  cuales  impone  la  ley  un  mes 
de  prisión  como  máximum;  2.'  Los  des- 
carados (royues)  y  vagabundos  que 
reinciden  en  las  contravenciones  men- 
cionadas, y  otras  muchas  personas  de 
¡a  misma  clase,  especificadas  en  infini- 
dad de  Estatutos  ó  leyes;  3."  Los  royues 
incorregibles  ó  personas  condenadas 
por  tercera  vez  por  una  contravención 
de  las  antes  indicadas. 

Cometen  también  las  faltas  6  delitos 
de  referencia,  y  son  castigados  con 
pena  de  prisión,  los  que  tienen  casas 
de  juegos  de  azar,  de  apuestas,  ó  lo- 
terías, y  que  se  designan  con  los  nom- 
bres de  contmon  ganing  y  de  common 
betting  houses. 

Casi  en  el  mismo  orden,  aunque  im- 
poniéndoles mas  severo  castigo,  coto- 
can  las  leyes  inglesas  á  los  que  con 
amenazas  ó  violencias  impiden  ó  pro- 
curan impedir  á  un  sacerdote  ó  minis- 
tro de  una  religión  el  desempeño  de  sus 
funciones,  ó  turban  la  celebración  de 
actos  públicos  de  un  culto.  Las  penas, 
en  general  son  la  de  dos  años  de  prisión 
con  trabajo  penoso,  ó  lade  multa  de  40 
libras  esterlinas  como  máximum, 
g  3.°— De  las  falsedades  ó  delitos  contra 
la  fe  6  la  confianza  pública 

Aunque  el  delito  de  falsedad  ha  sido 
siempre  condenado  con  penas  más  ó 
menos  severas,  tanto  por  el  Derecho 
común,  cuanto  por  los  Estatutos,  pue- 


de decirse  que  no  ha  sido  verdadera- 
mente reglamentado  y  ordenado  hasta 
la  publicación  de  la  ley  24  y  25  Victoria, 
capitulo  98,  y  aun  en  ésta  deja  mucho 
que  desear  por  falta  de  preceptos  gene- 
rales, claros  y  bastante  comprensivos. 
Sin  embargo,  ateniéndonos  á  dicha  ley 
y  al  capitulo  30  del  proyecto  de  Código 
de  1879,  que  se  considera  como  compi- 
lación del  Derecho  vidente  en  la  mate- 
ria, haremos  algunas  indicaciones,  lo 
menos  desordenadas  que  nos  sea  po- 
sible. 

En  primer  lugar  comprende  este  de- 
liro, no  solamente  el  hecho  de  falsifica- 
ción de  escritos  y  documentos  de  va- 
lor (títulos,  billetes,  etc.),  sino  también 
su  alteración,  considerándose  consu- 
mado el  delito  en  cuanto  la  falsificación 
se  ha  efectuado,  aunque  no  se  hayan 
utilizado  aún  los  documentos  de  que  se 
trate. 

Se  impone  la  pena  de  trabajos  forza- 
dos perpetuos  como  máximum: 

1."  Contra  los  falsificadores  de  sellos 
y  títulos  ó  documentos  del  Estado; 

2."  Contra  los  que  falsifican  los  re- 
gistros de  la  propiedad,  los  de  naci- 
mientos, matrimonios,  defunciones  y 
testamentos; 

3.°  Contra  toda  falsificación  de  títu- 
los de  sociedades  y  herencias,  docu- 
mentos de  valor  y  obligaciones  comer- 
ciales. 

Cuando  estas  últimas  clases  de  falsi- 
ficación afectan  un  carácter  menos 
grave,  se  impondrá  por  ellas  la  pena 
de  catorce  años  de  trabajos  forzados 
como  máximum. 

Esta  misma  pena  se  impone  á  los  que 
falsifican  la  moneda  inglesa,  á  los  que 
poseen  y  expenden  billetes  falsos  ó 
cometen  otros  delitos  análogos. 

Se  impone  la  pena  de  siete  años  de 
trabajos  forzados  como  máximum: 
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prisión,  por  dos  ó  meóos,  según  los 
casos. 


DELITOS  CONTRA  EL   ESTADO  Y  LA  AUTO- 
RIDAD   PÚBLICA 

%  1.a— Delitos  contra  la  seguridad 
del  Estado 

Desde  la  ley  promulgada  en  1332  por 
Eduardo  III,  determinando  los  delitos 
de  alta  traición,  hasta  nuestros  días, 
se  han  dictado  y  derogado  muchos  Es- 
tatutos acerca  de  tan  importante  mate- 
ría,  siendo  los  más  notables  los  de  Ri- 
cardo 11,  Enrique  IV  y  Enrique  VIII,  que 
promulgó  nueve  leyes  que,  en  todo  ó  en 
parte,  se  referían  á  esta  clase  de  de- 
litos. 

No  fueron  menos  notables  las  leyes 
dictadas  por  Eduardo  VI,  María  é  Isa- 
bel, Jacobo  I  y  Guillermo  III,  Jorge  I  y 
Jorge  III. 

Esta  última  continuó  en  vigor  hasta 


piran  para  suscitar  una  guerra,  para 
destronar  á  la  Reina  y  para  excitar  a 
los  extranjeros  a  invadir  el  reino,  ha- 
biéndose atribuido  además  fuerza  legal 
a  la  interpretación  dada  por  los  auto- 
res y  por  la  jurisprudencia  á  la  prime- 
ra de  las  citadas  leyes,  aplicándola  á 
los  que  fragüen  un  complot  para  infe- 
rir un  mal  corporal  al  Rey  ó  para  res- 
tringir su  libertad. 

Según  el  Derecho  reciente,  incurre 
en  el  delito  de  alta  traición  todo  el 
que,  mediante  un  acto  público  ó  la 
distribución  de  un  impreso  ó  escrito, 
manifiesta  la  intención  de  matar  ó  ha- 
cer que  perezca  la  Reina,  ó  inferirle  un 
mal  corporal  que  pueda  ocasionarle  la 
muerte,  mutilación  ó  heridas,  ó  de  pri- 
varla ó  restringir  su  libertad. 

Equivale  al  plan  de  matar  á  la  Reina 
el  formado  con  los  siguientes  propó- 
sitos: 

a)  Con  el  de  privarla  del  ejercicio 
de  su  soberanía  ó  de  alguna  parte  de 
su  territorio; 
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b)  De  suscitar  una  guerra  contra  la  • 
Reina; 

c)  De  excitar  por  la  violencia  al  ex- 
tranjero á  invadir  el  reino  ó  alguna 
parte  de)  territorio; 

d)  De  formar  un  complot  para  sus- 
citar la  guerra  contra  la  Reina. 

La  expresión  suscitar  guerra  contra 
la  Reina  tiene  los  siguientes  signifi- 
cados: 

a)  El  ataque  contra  la  Reina  ó  sus 
tropas,  cuando  éstas  obedecen  órdenes 
de  aquélla; 

b)  Toda  tentativa  de  forzar  por  me- 
dio de  una  sedición,  6  por  medio  de  la 
violencia  ó  la  coacción,  á  la  Reina  para 
que  modifique  sus  resoluciones  ó  cam- 
bie sus  consejeros,  é  influir  por  el  te- 
rror en  el  Parlamento  ó  en  una  de  sus 
Cámaras; 

e)  Toda  tentativa  para  realizar  un 
plan  genera]  pormedio  de  una  sedición. 

También  se  considera  culpable  del 
delito  de  alta  traición  al  que  tiene  co- 
mercio carnal  con  la  esposa  del  Rey 
aunque  sea  con  su  consentimiento,  con 
la  hija  mayor  del  Rey  ó  Reina  reinan- 
tea  ó  con  la  esposa  del  hijo  del  Rey  ó 
Reina  si  es  presunta  heredera  del  trono. 

Por  último  son  culpables  de  alta  trai- 
ción: los  que  matan  al  Canciller,  al  Te- 
sorero ó  á  un  Juez  del  Tribunal  Supre- 
mo, pero  es  dudoso  que  esta  disposi- 
ción sea  aplicable  a  todos  los  Jueces  de 
este  alto  Tribunal. 

El  delito  de  alta  traición  secastiga  con 
la  pena  de  muerte  en  la  horca,  pero  si 
el  delincuente  es  un  hom'  re,  tiene  la 
Reina  facultad  para  sustituir  esta  pena 
por  la  de  decapitación. 

Los  cómplices  y  encubridores  de  este 
delito  son  considerados  como  autores 
del  mismo,  debiendo  preceder  á  la  de 
aquellos  la  condena  del  autor  ó  autores 
principales. 


Nada  se  dice  en  estas  leyes  de  la  trai- 
ción de  Estado  ni  de  los  delitos  contra 
la   seguridad   exterior   ó  interior   del- 


§  ¡?.°  —De  los  delitos  contra  las 
instituciones 

A  las  infracciones  de  que  hemos  ha- 
blado en  el  párrafo  anterior,  califica- 
das de  delitos  de  alta  traición,  agrégan- 
se  otras  que,  aunque  no  constituyan, 
según  el  Derecho  inglés,  ese  mismo  de- 
lito, se  les  atribuye  el  mismo  carácter' 
designándolas  con  el  nombre  de  treaso* 
nable felonies,  delitos  que  se  castigan 
con  la  pena  de  trabajos  forzados  perpe- 
tuos como  máximum. 

Cometen  estas  infracciones  los  que 
forman  un  plan  cualquiera  dándole  á 
conocer  por  un  acto  público,  repartien- 
do impresos  ó  manuscritos,  y  que  tiene 
por  objeto  lo  siguiente: 

a)  Privar  á  la  Reina,  á  sus  herede- 
ros ó  sucesores  del  rango,  del  honor  y 
nombre  real  de  la  corona  imperial  del 
Reino  Unido,  ó  de  un  territorio  ó  pais 
de  Su  Majestad; 

b)  Suscitar  contra  ella,  sus  herede- 
ros ó  sucesores  una  guerra  civil,  á  ña 
de  inducirla,  por  medio  del  temor  ó  de 
la  violencia,  á  cambiar  de  consejeros  ó 
las  medidas  adoptadas. 

La  excitación  maliciosa  y  premedita- 
da á  producir  motines  y  conflictos,  que 
se  castigan  con  trabajos  forzados  vita- 
licios como  máximum,  tienen  el  mismo 
carácter  que  los  delitos  antes  indi- 
cados. 

Se  hacen  culpables  de  esta  especie 
de  alta  traición,  que  denominan  high 
mt'sdemeanors,  é  incurren  en  la  pena  de 
siete  años  de  trabajos  y  azotes  por  tres 
veces,  cuando  se  trata  de  hombres  ó  de 
jóvenes; 


Dgitzedby  G00gle 


db,  Google 


db,  Google 


SECCIÓN  QUINTA 

ORGANIZACIÓN  JUDICIAL  EN  INGLATERRA  O) 


TtTULO  PHIMKHO 

DIVERSAS  CLASES  DE  TRIBUNALES 

{}  ¡."—Indicaciones  generales 

Difícil  es  dar  idea  concreta  del  siste- 
ma de  Tribunales  que  funcionan  en 
esta  Nación,  aun  teniendo,  como  hemos 
tenido  á  la  vista,  muchos  de  los  traba- 
jos que  notables  publicistas  han  dado  a 
luz  sobre  esta  interesante  materia  (2). 

La  complicada  organización  y  admi- 
nistración especial  de  los  condados;  la 
de  los  boroughs  (villas  y  ciudades)  di- 
ferente de  la  de  aquéllos;  la  de  las  pa- 
rroquias, distinta  á  su  vez;  la  de  la  City 
de  Londres  y  del  distrito  metropolitano 
que  la  rodea,  que  se  administran  tam- 
bién de  un  modo  particular  con  sus  dis- 


(1)  Tomada,  en  el  fonda,  con  la  debida  autc 
rización,  de  ln  notable  obra  del  ilustrarlo  escrita 
y  magistrado,  D.  Agustín  Puebla,  titulada:  «La 
audiencias  de  lo  criminal    Estudio  sobre  su  plan 


(2)  Hemos  tenido  presente  v  consultado  al 
efecto:  Constituciones  Europeas,  DOr  M.  Dninoin- 
b y n es.— Boletines  y  Anuarios  de  la  Sociedad  de 
Legislarían  comparada.— Enciclopedia  Británica. 
Organiíación  de  lo»  Tribunales  de  (os  condados, 
por  Braest  Bertrand.— La  instrucción  criminal  y 
creación  del  Minia! eriopiibt ico  en  Inglaterra,  por 
Frank.— Olaasón,  Instituciones  de  Ingltterra. 


posiciones  peculiares;  y  las  distintas 
denominaciones  de  los  funcionarios  que 
dirigen  y  gobiernan  es  os  diferentes  or- 
ganismos que  participan  del  carácter 
político,  popular  y  judicial  a  la  vez, 
puesto  que  muchos  de  ellos  desempe- 
ñan funciones  judiciales,  es  ya  motivo 
suficiente  para  comprender  que  seme- 
jante organización  se  presenta  a  nues- 
tros ojos  con  cierta  confusión  y  dupli- 
cidad de  ruedas  que  sor.  obstáculo,  no 
siempre  superable,  para  determinar  y 
poner  en  claro  su  sistema  de  Tribuna- 
les con  sus  antiguas  jurisdicciones, 
subdivididos  en  otros  varios,  que,  aun- 
que aparecen  con  títulos,  jurisdicción 
y  competencia  diferentes,  se  constitu- 
yen sin  embargo  y  funcionan  con  los 
mismos  Jueces  ó  miembros  que  entran 
á  componer  también  otros  Tribunales. 

No  es  tampoco  uniforme  el  sistema 
en  los  tres  Estados  del  Reino  Unido. 

Los  funcionarios  que  intervienen  en 
todo  cuanto  se  relaciona  en  Inglaterra 
con  la  administración  de  justicia,  no 
son  tan  numerosos  como  los  que  exis- 
ten en  la  organización  de  las  demás 
naciones;  pero  reúnen  tal  carácter  de 
autoridad  y  consideración  en  el  desem- 
peño de  funciones  tan  augustas,  que 
con  la  generosa  dotación  que  disfrutan 
contribuye  además  á  revestirles  de  todo 
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aquel  prestigio  é  independencia  de  que 
debe  estar  rodeado  el  Juez  de  un  Tri- 
bunal. Y  si  por  su  sistema  de  multipli- 
cación de  jurisdicciones  del  Derecho  co- 
mún y  las  especiales  que  se  encuentran 
en  su  organización  judicial,  no  pode- 
mos decir  que  ésta  sea  modelo  de  imi- 
tación si  Be  compara  con  la  que  tienen 
establecida  la  mayor  parte  de  los  Esta- 
dos de  Europa,  en  cuanto  a  la  conside- 
ración personal  y  dotación  de  sus  fun- 
cionarios, es,  a  nuestro  juicio,  superior 
a  todas. 

Debe  también  advertirse  que,  según 
se  trate  de  la  jurisdicción  civil  ó  crimi- 
nal, asi  instruyen  los  asuntos  Jueces 
con  nombres  distintos;  y  especialmente 
en  lo  criminal  son,  para  comenzar  los 
procesos  y  aun  fallar  los  de  poca  im- 
portancia, diferentes  de  los  que  resuel- 
ven los  civiles  en  primera  instancia. 

El  mayor  defecto  que  se  encontraba 
y  aún  se  encuentra  en  el  sistema  de 
Tribunales,  era  la  falta  de  unidad  y  de 
armonía  en  las  jurisdicciones,  sobre 
todo  en  las  ejercidas  por  los  superiores. 

En  la  administración  de  la  justicia 
civil  y  criminal  de  Inglaterra  intervie- 
ne el  Jurado;  se  mezcla,  aunque  en  for- 
ma distinta,  asi  en  los  asuntos  de  Índo- 
le privada  como  en  los  que  afectan  al 
orden  y  seguridad  de  las  personas  y  de 
la  propiedad;  hay  lo  que  se  se  llama  Ju- 
rado ordinario  y  Jurado  especial.  Pero 
se  observa  también,  según  varios  publi- 
cistas que  se  han  ocupado  de  este  par- 
ticular, asi  en  los  Jueces  como  en  las 
partes,  una  tendencia  marcada  á  no 
utilizar  el  Jurado  cuando  se  trata  do 
materia  civil.  Y  en  cuanto  á  lo  criminal, 
existe  en  la  actualidad  laquesedeno- 
min&  jurisdicción  sumaria,  que  faculta 
al  Juez  para  resolver  ciertos  hechos 
justiciables  sin  necesidad  del  Jurado. 

J"Jo  hemos  de  entrar  a  exponer  la  for- 


ma y  manera  como  se  constituyen  es 
tos  Jurados,  que  obedecen  á  reglas  y 
disposiciones  peculiares  según  los  ca- 
sos, y  sólo  diremos  de  pasada  que  los 
miembros  del  Jurado  reciben  una  in- 
demnización de  una  libra  esterlina  (25 
francos)  cuando  asisten  al  Jurado  es- 
pecial, y  de  media  cuando  forman  par- 
te del  ordinario. 

Para  la  jurisdicción  civil  hay  diferen- 
tes Tribunales,  en  los  cuales  se  distin- 
gue aún  la  jurisdicción  de  Derecho  co- 
mún de  la  de  equidad  (equity);  y  se  nota 
que  al  paso  que  unos  juzgan  en  prime- 
ra instancia  propia  de  su  competencia, 
existen  otros  que  siendo  de  apelación 
tienen,  sin  embargo,  á  la  vez  la  de  pri- 
mera instancia,  é  intervienen  y  fallan 
asuntos  en  este  primer  grado  cuando 
los  Jueces  ambulantes  de  los  Tribuna- 
les superiores  pasan  a  los  condados ¿ 
celebrar  las  sesiones  trimestrales;  re- 
sultando de  toda  esta  manera  de  ser  de 
la  organización  judicial,  no  dos  grados 
de  jurisdicción  perfectamente  definidos 
como  sucede  en  otros  pafses,  sino  tres 
y  &  veces  cuatro. 

g  2.a—Dioiíiún  y  alasiflcación 
de  los  Tribunales 

En  Inglaterra,  como  en  los  demás  Es- 
tados, se  conocen  diferentes  órdenes 
de  Tribunales:  inferiores  unos,  superio- 
res otros. 

¡i.—Tri  luíanles  inferiores 

Aunque  han  sido  muchas  y  muy 
transcendentales  las  reformas  introdu- 
cidas en  la  administración  de  justicia 
en  Inglaterra,  no  han  alcanzado  gran- 
de importancia  las  llevadas  á  cabo  en 
los  Tribunales  que  podemos  llamar  in- 
feriores, 


dby  Google 


Los  de  las  villas  y  ciudades  (¿o- 
roughs); 

El  Tribunal  de  Lord  maire  de  Lon- 
dres; 

Los.de  los  condados  (County  Court). 

b.  —Tribunales  superiores 

Antes  de  la  reforma  existían,  además 
ríe  la  Cámara  de  los  Lores,  tres  Tribu- 
nales Supremos,  con  cuatro  Jueces 
cada  uno,  de  cuya  autoridad  reunida 
dicen  algunos  escritores  que  depende 
se  conserven  las  libertades  ingle- 
sas (1). 

Los  tres  Tribunales  Supremos,  con 
los  doce  grandes  Jueces  de  Inglaterra, 
ejercían  distintas  jurisdicciones,  y 
cuando  se  constituían  en  Sala  ó  Tribu- 
nal, tomaba  éste,  según  los  asuntos  de 
que  conocía,  diferentes  nombres,  y  se 
llamaban:  Alto  Tribunal  de  la  Canci- 
llería; Tribunales  de  Derecho  común  de 
Westminster,  que  eran  tres;  Alio  Tri- 
bunal del  Almirantazgo;  Tribunal  de 
divorcios;  Tribuna]  de  Testamentos; 
Tribunal  de  quiebras  de  Londres. 

La  reforma  de  1873,  más  que  supri- 
mir los  Tribunales  que  existían,  ten- 
dencia que  no  preocupa  nunca  á  Ingla- 
terra, dirigió  su  principal  objeto  á  re- 
unirlos  en  un  solo  Tribunal,  conservan- 
do poco  más  ó  menos  cada  uno  las 
atribuciones  que  tenia  antes  de  la  re- 
unión. 

Son  Tribunales  superiores: 

El  Alto  Tribunal; 


r respondiente  de   la   Compilado 
C  o  nal  il  uc  ¡o  na  1  e  j 


n   el  lugar  c 


El  de  apelación  de  Londres; 

El  del  Consejo  privado  de  la  Corona; 

Y  lo  es  también  la  Cámara  de  los 
Lores. 

Con  la  enumeración  de  tanto  Tribu- 
nal como  constituye  la  extensa  red  que 
forma  la  varia  y  complicada  jurisdic- 
ción civil  y  criminal  en  Inglaterra, 
compréndese  que  varia  se  presenta 
también  la  competencia  de  cada  uno, 
sobre  cuyo  estudio  no  podemos  dete- 
nernos, y  nos  hemos  de  limitar  á  indi- 
car aquellos  rasgos  más  salientes  de 
esta  particular,  y  aun  pudiera  calificar- 
se de  extraña,  organización  judicial. 

Expuestos  estos  precedentes  genera- 
les sobre  la  diferencia  de  Tribunales 
en  la  organización  judicial  inglesa,  va- 
mos á ocuparnos,  con  la  brevedad  que 
este  trabajo  nos  permite,  de  lo  que  son 
estos  Tribunales  en  el  ejercicio  desús 
funciones  y  de  su  competencia  civil  y 
criminal. 

TÍTULO  II 

JURISDICCIÓN  CIVIL 

§   1."  -  Jueces  de  paz 

Tiene  el  Juez  de  paz  bajo  su  jurisdic- 
ción uno  de  los  dislritos  del  condado. 
Unas  veces  celebra  sólo  las  audiencias 
(special  or  petty  sessions)  en  diversos 
puntos  del  condado  y  resuelve  ciertos 
asuntos  de  su  competencia,  y  otras, 
reunido  con  oíros  Jueces  de  paz  del 
mismo  condado,  celebra  sesiones  tri- 
mestrales (quarter  sessí'ons)  para  ver  y 
decidir  cuestiones  de  más  importancia 
que  también  sean  de  su  especial  cono- 
cimiento, 
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Los  Jueces  de  paz,  como  hemos  di- 
cho antes,  son  nombrados  por  el  Lord 
Canciller,  deben  poseer  una  renta  de 
lOOlibras  esterlinas,  desempeñando  sus 
funciones  gratuitamente.  La  condición 
de  la  renta  es  dispensada  algunas  ve- 
ces cuando  recae  el  nombramiento  en 
funcionarios  como  los  Pares,  los  Con- 
sejeros, Jueces  y  otras  distintas  perso- 
nas. Tenían  antes  los  Jueces  de  paz  la 
administración  enteradel  condado;  pero 
sus  atribuciones  han  sido  bastante  ¡  es- 
tríngidae  desde  el  establecimiento  de 
las  Comisiones  locales,  que  han  toma- 
do a  su  cargo  muchos  de  los  servicios 
administrativos  que  antes  estaban  al 
de  aquéllos. 

El  Juez  de  paz  tiene  un  Secretario 
(clerk  to  justices)  que  asiste  á  las  pe- 
queñas audiencias  (petty  seasions),  y 
otro  Secretario  (clerk  ofthe  peaee)  para 
las  sesiones  trimestrales  (quarier  set- 
sions),  funcionarios  de  cierta  conside- 
ración é  importancia,  tanto  por  el  suel- 
do que  disfrutan  como  por  las  condi- 
ciones que  se  exigen  para  desempeñar 
dichos  cargos. 

El  Secretario  del  Juez  de  paz,  que 
asiste  á  las  sesiones  trimestrales,  es 
nombrado  por  el  Lord-Teniente  del 
condado  (Sub gobernador)  y  puede  dis- 
frutar un  sueldo  hasta  de  1.200  libras 
(30.000  francos). 

El  Secretario  (clerk  to  justices),  que 
asiste  &  las  pequeñas  sesiones,  es  nom- 
brado y  separado  por  los  mismos  Jue- 
ces de  paz;  y  recientemente,  á  conse- 
cuencia de  la  importancia  que  dicho 
cargo  tiene  en  lo  criminal,  se  ha  dis- 
puesto que  para  su  nombramiento  se 
justifique  un  ejercicio  y  práctica  de  ca- 
torce años  como  Abogado  en  los  Tribu- 
nales, ó  de  siete  como  Secretario  de  un 
Tribunal  de  policía.  El  sueldo  que  pue- 
de disfrutar  es  el  mismo  que  el  anterior. 


g  2." —Tribunales  de  borough»  (aculas*) 

Especie  de  Juzgado  de  paz,  que  des- 
empeña el  Maire  durante  el  ejercicio 
de  su  cargo  municipal  y  en  el  año  si- 
guiente con  funciones  judiciales  para 
los  asuntos  de  muy  poca  importancia; 
y  también  desempeñan  estas  funciones 
ó  el  Juez  de  boroughs  ó  el  Reeorder 
(especie  de  Asesor  de  las  autoridades 
municipales). 

§   3.*—  Tribunal  de   Lord   Maire 
de  Londres 

Ejercen  las  funciones  judiciales  en 
este  Tribunal,  ó  el  Reeorder  ó  el  Com- 
mon  sergeani  de  la  City  (Abogado  gene- 
ral de  la  ciudad),  y  suplen  al  Lord  Afut- 
re en  la  celebración  de  las  audiencias 
como  Tribunales  especiales  de  Lon- 
dres. 

§  4.a—  Tribunal  del  condado  (*.County- 

Courffi) 

Este  es  el  Upo  del  Tribunal  de  prime- 
ra instancia  en  Inglaterra;  pero  no 
siempre  resuelve  por  sí  propio  todos 
los  asuntos  de  su  jurisdicción,  porque 
hay  Jueces  de  Tribunales  superiores 
que  también  tienen  competencia  en 
primera  instancia  cuando  salen  &  los 
condados  ¿administrar  justicia  en  las 
sesiones  trimestrales. 

Hay  57  Tribunales  de  condado,  que 
corresponden  a  otras  tantas  circuns- 
cripciones ó  circuitos.  Los  circuitos  & 
su  vez  están  divididos  en  521  distritos, 
en  los  cuales  se  reúne  el  Tribunal  del 
condado  en  sus  salidas  para  adminis- 
trar justicia.  Es  decir,  que  el  Juez  debe 
recorrer  anualmente  nueve  distritos, 
poco  más  ó  menos,  que  cada  Tribunal 
de  condado  tiene  en  su  jurisdicción. 
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una  vez  por  mes,  y  en  épocas  señala- 
das de  antemano,  celebra  sesión  ó  au- 
diencia en  cada  uno  de  los  distritos  de 
su  circuito.  Su  sueldo  es  de  1.500  libras 
esterlinas  (37.000  francos). 

El  Tribunal  tiene  agregados  otros 
funcionarios  como  Secretarios,  Teso- 
reros, y  un  Registrar,  especie  de  Es- 
cribano que  es  Abogado  que  hay  en 
.  todo  Tribunal,  y  que  sustituye  a  veces 
al  Juez. 

Tienen  estos  Tribunales,  según  va- 
rias leyes,  jurisdicción,  no  sólo  para 
resolver  asuntos  del  Derecho  común, 
sino  otros  que  se  llaman  de  equidad;  y 
según  la  naturaleza  de  la  reclamación 
y  asunto  sobre  que  verse  la  demanda, 
asi  tienen  competencia  para  entender 
hasta  20  y  50  libras,  y  en  materia  ó  ac- 
ciones de  equidad  hasta  500;  extendién- 
dose además  su  jurisdicción  &  otros 
asuntos,  como  testamentos,  sucesio- 
nes, divisiones,  inquilinatos,  carga  y 
descarga  de  barcos,  quiebras  y  otros 
muchos,  ya  exclusivamente,  ya  en  con- 
currencia con  los  Tribunales  superio- 
res especiales. 

El  Juez  del  condado  reúne  en  su  per- 
sona las  atribuciones  y  competencia 
que  están  repartidas  entre  muchos  Tri- 
bunales superiores,  y  representa  suce- 
sivamente á  cada  uno  de  ellos.  Asi  que, 
sus  decisiones  van  en  apelación,  según 
los  casos,  unas  veces  á  los  Tribunales 
de  Derecho  común,  otras  al  de  la  Can- 
cillería, otras  al  del  Almirantazgo,  al 
de  Quiebras  de  Londres,  etc.  (1). 


(i) 


El    otmero    de    apelaciones    ea  insignifi- 
puea  en  uno  de  loa  alias  anteriores  Bulo 


§  5.°  —  Tribunal  Supremo  {«  Supreme 
Courin) 

En  5  de  Agosto  de  1873  se  sancionó 
una  ley,  votada  portas  Cámaras,  que 
no  debía  ponerse  en  ejecución  hasta  el 
dia  2  de  Noviembre  del  año  siguiente 
de  1874.  Esta  ley  tuvo  por  objeto  reunir 
en  un  solo  Tribunal,  con  el  nombre  de 
Supremo  { Supreme  Couri ),  los  supe- 
riores establecidos  en  Londres  para 
toda  la  Inglaterra,  que  tenían  jurisdic- 
ción en  primera  instancia  sobre  todos 
los  asuntos  de  que  no  conocían  los  in- 
feriores, y  el  derecho  de  revisar  los  fa- 
llos de  los  Tribunales  y  aun  de  llamar 
á  si  los  procesos  que  les  eran  some- 
tidos. 

Según  el  art.  3.°  de  dicha  ley,  los  Tri- 
bunales que  se  reunían  al  Supremo  de 
Justicia  para  Inglaterra,  eran  los  si- 
guientes: 1."  El  Alto  Tribunal  de  la 
Cancillería  de  Inglaterra.  2.°  El  Tribu- 
nal del  Banco  de  la  Reina.  3."  El  de 
pleitos  comunes  de  Westminster.  4.°  El 
del  Echiquier.  5.°  El  Alto  Tribunal  del 
Almirantazgo.  6.°  El  Tribunal  de  Tes- 
tamentos. 7.°  El  de  Divorcios  y  matri- 
monios. 8."  El  de  Quiebras  de  Londres. 

Todo  este  número  de  Tribunales  su- 
periores y  altos  Tribunales  existían  en 
Londres  con  jurisdicción  para  toda  In- 
glaterra. 

hubo  2!  ante  lúa  Tribunales  de  Derecha  común,  y 
seis  sale  el  de  la  Cancillería. 

(1)  De  528.340  asuntos,  llevados  en  un  abo 
ante  los  Tribunales  de  condado,  [allí  el  Juez  por  si 
solo  532.419,  y  fueron  sometidos  al  Jurado  SS1  so- 
lamente. 
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El  nuevo  Tribunal  Supremo  se  com- 
pone de  dos  secciones  permanentes: 
una  con  e!  titulo  de  Alio  Tribunal  de 
Justicia;  otra  con  el  de  Tribunal   de 

apelación. 

§  6.°— Alto  Tribunal  de  Justicia 
[afíigh  Couri  of  Jusiice») 

Está  dividido  en  cinco  Salas;  ejerce 
la  jurisdicción  de  primera  instancia  y 
conoce  de  las  apelaciones  de  las  juris- 
dicciones y  Tribunales  inferiores.  Se 
compone  del  Lord  Canciller  (Ministro 
de  Justicia),  Presidente  de  derecho,  del 
Lord  Jefe  de  Justicia  y  de  los  Presiden- 
tes y  J  eces  que  eran  de  los  Tribunales 
suprimidos.  El  Lord  Jefe  de  Justicia  de 
Inglaterra  preside  en  ausencia  del 
Lord  Canciller.  Todos  son  inamovibles, 
excepto  el  Canciller  que  es  miembro 
del  Gabinete  (1). 

Los  Jueces  del  Alto  Tribunal  salen 
periódicamente  a  recorrer  los  circuitos 
que  tienen  señalados  para  administrar 
justicia;  estas  salidas  se  verifican  ge- 
neralmente en  primavera  y  en  verano. 
Dos  son  los  Jueces  á  quienes  se  les  da 
este  encargo;  uno  para  los  asuntos  ci- 
viles, otro  para  los  asuntos  criminales; 
las  sesiones  de  audiencia  las  celebran 


(!)  Cuando  la  presentación  de  esta  ley.  Be 
formulú  el  proyecto  en  el  sentido  de  que  el  Lord 
Canciller  (Ministro  de  Justicia)  DO  fnrmaae  parte 
de  este  Tribunal  ni  tampoco  del  de  apelación. 
Por  una  enmienda  se  le  incluyó  de  nuevo;  la  Cá- 
mara de  loa  Comunes  lo  suprimió  otra  vez;  pero 
la  de  loa  Lores  lo  restableció  y  fué  mantenido. 
Aunque  tiene  un  papel  político  muy  importante 
j  cambia  necesariamente  con  el  Gabinete  de  que 
forma  parte,  nadie  ha  temido  ni  teme  uue  el  Can- 
ciller, en  el  ejercicio  de  sus  funciones  judiciales, 
se  desprendiese  de  la  absoluta  imparcialidad  que 
habitual  mente  se  encueutra  en  loa  Magistrados 
ingleses. 


en  las  ciudades  importantes  del  circui- 
to queTecorren. 

La  competencia  de  este  Tribunal  es 
laque  correspondía  á  muchos  de  los 
que  fueron  suprimidos;  y  todos  los 
asuntos  que  se  llevan  Be  resuelven, 
acuerdan  y  fallan  públicamente  ó  en 
Sala  privada  con  un  solo  Juez,  como  lo 
veriñcaban  los  Jueces  de  aquellos  á  los 
que  ha  venido  á  sustituir.  Bn  ciertos 
casos  se  reúne  en  sección,  que  .se  for- 
ma con  solo  dos  miembros,  salvo  muy 
raras  excepciones 

Como  Tribunal  de  apelación  resuel- 
ve también  las  interpuestas  contra  las 
decisiones  de  los  Tribunales  inferiores. 
Tribunales  de  condado  y  otros,  y  con- 
tra sus  fallos  puede  interponerse  asi- 
mismo á  veces  segunda  apelación  ante 
el  Tribunal  de  apelación  de  Londres. 

§  7."~  Tribunales  especiales. 

Uno  es  el  de  Quiebras,  cuya  organi- 
zación especial  le  dio  una  ley  de  1875 
posterior  á  la  que  le  reunió  al  Alto  Tri- 
bunal. La  jurisdicción  está  dividida  en 
Tribunal  de  quiebras  de  Londres  y  de 
condado. 

Está  compuesto  de  un  solo  Juez,  que 
alguna  vez  resuelve  con  Jurado,  y  de 
varios  Secretarios  que  en  muchos  ca- 
sos ejercen  también  las  funciones  de 
Jueces.  El  Juez  es  uno  de  los  del  Alto 
Tribunal  nombrado  por  el  Canciller 
para  Londres. 

En  los  asuntos  de  quiebras  de  los  con- 
dados entiende  en  primera  instancia  el 
Juez  del  condado,  y  es  Tribunal  de  ape- 
lación de  éste  el  de  quiebras  de  Lon- 
dres. Sin  embargo,  es  éste  de  primera 
instancia  en  esta  ciudad  y  en  el  distrito 
metropolitano,  y  la  apelación  de  sus 
decisiones  va  ante  el  Tribunal  de  ape- 
lación, que  es  uno  de  los  Supremos; 
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se  en  el  Alto  Tribunal  y  en  el  de  apela- 
ción de  que  antes  se  ha  hecho  men- 
ción. 

§  10.  -  Cámara  de  los  Lores 

La  Cámara  Alta,  que  tenia  compe- 
tencia para  juzgar  en  apelación  ciertos 
asuntos,  fué  privada  de  ella  a  la  crea- 
ción de)  Tribunal  Supremo;  pero  poste- 
nórmente  se  ha  restituido  á  los  Lores 
su  antigua  jurisdicción,  si  bien  dándo- 
la nueva  organización. 

No  vaya  á  creerse  que  es  toda  la  Cá- 
mara, ni  mucho  menos,  laque  entiende 
en  los  asuntos  judiciales.  La  Cámara 
se  constituye  como  Tribunal  con  tres 
Lores  de  los  que  se  llaman  de  apela- 
ción en  servicio  ordinario,  que  son  Ma- 
gistrados á  quienes  para  este  efecto  se 
les  ha  dado  asiento  en  ella. 

Entiende  en  las  apelaciones  inter- 
puestas contra  las  del  Tribunal  de  ape- 
lación de  Inglaterra  y  de  los  Tribunales 
de  Escocia  é  Irlanda,  juzga  muchas  ve- 
ces en  tercera  y  aun  en  cuarta  instan- 
cia, y  no  sólo  fija  el  sentido  é  interpre- 
ta la  ley,  sino  que  resuelve  el  fondo  de 
los  procesos,  y  constituye  realmente  un 
verdadero  Tribunal  de  apelación. 

TlTTJLO  III 

JURISDICCIÓN  CRIMINAL 

%  i ."- Indicaciones  generales 

En  cuanto  á  la  materia  criminal,  rige 
también  en  esta  nación  un  sistema  es- 
pecial que  la  separa  en  tan  importante 
punto  de  los  que  se  siguen  con  más 
regularidad  en  otros  países  de  Eu- 
ropa. 

Ha  sido  máxima  constantemente  se- 
guida y  profesada  en  Inglaterra,  la  de 


que  en  materia  criminal  el  legislador 
debe  mostrarse  más  cuidadoso  de  de- 
fender al  individuo  contra  la  opresión 
de  los  poderes  públicos,  que  de  prote- 
ger la  sociedad  contra  los  atentados  del 
individuo.  De  esta  doctrina  han  deduci- 
do que  no  debe  haber  personas  oficia- 
les encargadas  de  perseguir  las  infrac- 
ciones de  la  ley,  y  han  sostenido  y  sos- 
tienen además  el  principio  y  sistema 
ya  anti  guo  de  la  acción  privada.  Y  aun- 
que en  raras  excepciones  y  para  casos 
graves  marcados  expresamente  en  que 
el  interés  público  esté  seriamente  com- 
prometido, existan  el  Alíorney  general 
y  su  suplente  el  Solicitor  general,  ei 
Coroner,  y  en  los  pueblos,  villas  y  gran- 
des ciudades  los  Secretarios,  clerk  to 
Juslices,  townclerk  y  publica  persecutor» 
encargados  de  perseguir  al  delincuen- 
te, no  siempre  esta  gestión  responde  & 
un  deber  y  obligación  legal,  sino  á  una 
facultad  de  la  que  se  puede  ó  no  hacer 
uso  (1).  Asi  es  que  al  paso  que  en  Fran- 
cia y  en  otros  países— en  todos  6  casi 
todos  los  de  Europa— se  extendía  y  con- 
solidaba la  institución  del  Ministerio 
público,  los  ingleses  la  han  mirado 
con  desconfianza  porque,  según  ellos, 
podia  dar  pretexto  á  medidas  arbitra- 
rias y  abusos  del  Poder. 

Y  es  tan  especial  esta  opinión  allí, 
como  que  en  Escocia  y  en  Irlanda  no 
sucede  lo  mismo.  En  la  primera,  el  Mi- 
nisterio público  está  representado  por 
el  Lord  Advócale,  que  es  el  Jefe,  por  el 
Solicitor  y  sustitutos;  y  en  Irlanda,  por 
el  Atlorney  general  de  Dublin,  que  es  el 
Jefe,  por  el  Solicitor  de  la  Corona  en  los 
Tribunales  de  Jurado  y  en  los  de  los 
condados  cuando  celebra  sus  sesiones 


(1)  Sobre  la  instrucción  criminal  y  creacián 
del  Ministerio  público  en  Inglaterra,  V.  Fr»nek- 
Chnuveau,  antea  ciudn. 
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trimestral 66,  por  el  sessional  crown  So- 
lieitor.  Desde  1879  parece  que,  sin  su- 
primir et  estado  de  cosas  antiguo,  se 
ba  dispuesto  que  los  Secretarios  de  ios 
Tribunales  inferiores  persigan  y  bagan 
las  veces  del  Ministerio  público. 

Dejar  que  el  lesionado  por  un  delito 
lleve  la  queja  personalmente  al  Tribu- 
nal, es  peligroso  y  no  da  grandes  re- 
sultados, bien  por  el  temor  de  no  poder 
justificar  muchas  veces  su  acusación  ó 
denuncia,  bien  por  los  gastos  que  esto 
ocasiona,  especialmente  en  Inglaterra, 
en  que  tan  cara  es  la  defensa  por  los 
Abogados  Rescriptos  4  los  diferentes 
Tribunales.  Las  consecuencias  de  este 
sistema  son  muy  desfavorables  y  lo 
justifican  hechos  muy  atendibles  (1). 

Para  la  jurisdicción  criminal  hay  en 
Inglaterra  diversos  Tribunales  que  se 


(1)  En  datos  que  hace  pocos  años  se  llevaron 
si  Pal-lámanlo,  se  hizo  notar  que  del  total  de  he- 
chos punibles  que  por  termino  medio  séllala  la 
policía,  apenas  son  llevados  anle  los  Jueces  de 
paz  la  mitad;  y  sólo  en  una  cuarta  parte  conti- 
núan los  procesos;  de  modo  que  tres  cuartas  par- 
tes de  las  infracciones  no  llegan  al  juicio. 

Una  querella  particular  puede  ser  motivo  de  per- 
juicio al  lesionado.  Cuéntase  la  historia  de  un 
ruso  que  fué  robado  en  Londres,  á  cuya  capital 
había  ido  para  asuntos  particulares.  Dio  parte  al 
Tribunal  del  hecho,  y  se  citfi  al  ladrún  para  com- 
parecer ante  el  mismo;  pero  fui  puesto  en  liber- 
tad bajo  fianza.  El  ruso  debía  volver  á  su  país,  r 
como  la  denuncia  estaba  en  curso,  no  se  le  per- 
mitía salir  de  Londres  sino  bajo  lianza  de  compa- 
recer durante  el  proceso  y  proseguirle  contra  el 
delincuente;  el  ruso  no  contaba  con  medios  de 
hacerlo,  y  fué  preso,  en  cuya  estado  permaneció 
hasta  la  apertura  de  la  sesión  para  el  juicio  cri- 
minal; llegada  ésta,  se  pressnlópara  continuar  el 
procedimiento  y  la  acusación;  mas  el  ladrón  ha- 
bía ya  desaparecido,  y  la  denuncia  quedó  inefl- 
caz.  Se  dio,  pues,  el  caso  (te  que  el  robado  fuese 
preño  y  el  ladrón  quedase  en  libertad.  (Boletín  dt 
la   Sociedad ds  L*oi«¿«c¿oti  comparada  d*  1878.) 

TOHO     XI. — lüBTITUCIONBK  JOTmlOA», 


llaman  de  policía  ó  correccionales  y 
criminales,  de  cuya  clasificación  resul- 
tan también  que  son  unos  inferiores  y 
otros  superiores. 

§  2.°—  Tribuna.lt»  inferiores 

Son  Tribunales  inferiores,  cuya  com- 
petencia se  limita  á  delitos  leves,  los 
que  se  forman  por  los  Jueces  de  paz  en 
los  condados,  por  los  Coroner  en  las 
villas  («Borough  eourt»),  y  por  los*  Jue- 
ces especiales  retribuidos  {«Siipendiary 
magistrales»),  en  las  grandes  ciudades. 
Los  Jueces  de  paz,  los  Coroner  y  los 
Jueces  especiales  retribuidos,  resuel- 
ven en  las  sesiones  trimestrales  que 
celebran,  y  son  competentes  para  fa- 
llar sumariamente  en  causas  de  poca 
importancia  y  sin  Jurado,  delitos  cuya 
pena  no  exceda  de  seis  meses  de  pri- 
sión. 

Era  regla  general  y  sistema  constan- 
te en  Inglaterra  que  los  procesos  se 
viesen  y  fallasen  con  asistencia  de)  Ju- 
rado. Pero  con  objeto  de  hacer  más  ex- 
pedita la  justicia  y  no  fatigar  tan  fre- 
cuentemente a  los  jurados,  entend  iendo 
en  hechos  poco  importantes,  se  autori- 
zó tiempo  hace  (1856)  por  diversas  le- 
yes del  Parlamento  á  los  Jueces  para 
que  resolviesen  sin  asistencia  del  Jura- 
do ciertos  hechos  determinados;  y  como 
la  experiencia  hubiese  demostrado  la? 
ventajas  de  este  proceder,  se  ha  exten- 
dido recientemente  (en  1879)  aquella 
autorización  á  gran  número  de  delitos 
comunes,  creándose  en  cierto  modo  un 
nuevo  Derecho  criminal,  ampliando  la 
instrucción  sumaria  á  otros  muchos 
hechos  justiciales  que  antes  eran  de  la 
competencia  de  los  Tribunales  de  Ju- 
rado. 

El  procedimiento  sumario  es  sencillo 
y  expedito.  Refiérese  éste  á  los  delitos 
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leves  ó  á  aquellos  otros  más  graves 
que  especialmente  comete  la  ley  nueva 
á  estos  Tribunales.  Si  se  trata  de  los 
primeros,  desde  luego  falla  el  Tribunal; 
si  de  los  segundos,  y  el  acusado  se  re- 
conoce culpable,  los  Jueces  de  policía 
pueden  pronunciar  por  si  mismos  y  sin 
Jurado  sentencia.  Y  esto  es  lo  que  se 
llama  procedimiento  sumario  {Summa- 
ry  proceedinga)tt  causas  sum  arias  {Sum- 
mary  eonoietiona).  En  los  demás  casos 
los  referidos  Jueces  y  Tribunales  no 
tienen  más  que  la  facultad  de  instruc- 
ción; y  cuando  ésta  termina  y  hay  pre- 
sunción de  culpabilidad  se  remite  el 
proceso  y  el  reo  al  Tribunal  correspon- 
diente para  que  sea  juzgado  en  juicio 
(Commit/or  trial). 

%  3.a— Tribunal  del  Jurado 

Cuando  los  asuntos  no  son  de  la  com- 
petencia de  los  Tribunales  inferiores 
que  pueden  resolver  sumariamente,  se 
llevan  ante  el  Tribunal  del  jurado. 
Pero  antes  se  somete  el  proceso  al 
Gran  Jurado,  y,  en  vista  del  acta  de 
acusación  {Indiciemenf),  así  se  lleva  la 
causa  á  uno  ú  otro  Tribunal:  al  del 
condado,  cuyas  sesiones  trimestrales 
se  celebran  por  los  Jueces  del  Alto  Tri- 
bunal; al  Tribunal  del  Banco  de  la  Rei- 
na, o  sea  á  la  segunda  división  ó  Sala 
del  Alto  Tribunal  que  ejerce  la  misma 
competencia  que  los  Tribunales  de  Ju- 
rado de  los  condados,  ó  al  Tribunal 
Central  criminal  de  Londres,  en  alguna 
de  sus  tres  Salas,  cuya  jurisdicción  se 
extiende  sobre  la  ciudad  {City),  el  dis- 
trito metropolitano  y  algunos  condados 
contiguos,  formándose  la  Sala,  ó  mejor 
dicho,  el  Tribunal,  con  funcionarios 
distintos  según  la  importancia  de  los 
asuntos;  y  aquí  aparece  comprobada 
la  observación  anterior  de  los  diferen- 


tes nombres  que  tienen  los  Jueces  en 
los  asuntos  criminales;  pues  la  primera 
Sala  del  Tribunal  Central  criminal  de 
Londres  se  forma  con  el  Reeorder  (1)  y 
un  Regidor  del  municipio,  Alderman;  la 
segunda  los  asuntos  con  el  Abogado 
general  (Sergeant  eommon),  y  la  terce- 
ra para  más  importantes,  está  presidi- 
da por  un  Juez  del  Tribunal  Supremo, 
sección  del  Alto  Tribunal. 

§  4.°—  Tribunal  de  apelación 

De  la  sentencia  ó  veredicto  del  Jura- 
do, cuando  es  condenatorio,  puede  in- 
terponerse recurso  de  apelación  para 
ante  el  Alto  Tribunal  de  Apelación  por 
violación  de  ley  ó  de  forma  en  el  modo 
de  proceder.  Cuando  el  procesado  es 
absuelto,  no  se  da  recurso  alguno. 
Cuando  en  una  sentencia  condenatoria 
el  Juez  que  preside  el  Jurado  estima 
que  éste  ha  cometido  error,  puede  pro- 
vocar una  segunda  deliberación. 

El  Tribunal  del  Banco  de  la  Reina,  ó 
sea  la  Sala  segunda  del  Alto  Tribunal 
de  justicia,  tiene  también  derecho  de 
Revisión  respecto  de  los  veredictos  con- 
denatorios, pudiendo  acordar  un  ap la- 
miento  hasta  obtener  nuevos  informes. 

TÍTULO  IV 

TRIBUNALES  EN  ESCOCIA 

No  hemos  de  detenernos  mucho  en 
hacer  notar  las  diferencias  que  existen 
en  la  organización  judicial  de  este  país 
comparada  con  la  de  Inglaterra,  bas- 
tando á  nuestro  propósito  hacer  sola- 
mente algunas  indicaciones. 


(1)    Kl  Reeorder  t»  un  Magistrado  especial  de 
loa  borought,  nombrada  por  la  Corona,  que  tiene 

jurisdicción  civil  y  criminal  en  la  ciudad. 


db,  Google 


ORGANIZACIÓN  JUDICIAL  INGLESA 


755 


Aunque  en  Escocia,  como  en  logia- 
Ierra,  existe  el  principio  de  que  el  Ju- 
rado puede  ser  convocado  lo  mismo 
páralos  asuntos  civiles  que  para  los 
criminales,  en  la  práctica  no  funciona 
en  materia  civil. 

Para  la  jurisdicción  civil,  existen 
Tribunales  inferiores,  que  son,  los  del 
Slievif  y  los  de  los  Jueces  de  paz. 

El  Juez  de  paz  es  un  Magistrado  no 
retribuido,  y  su  competencia  es  muy 
poco  extensa. 

El  Sherif,  ó  su  sustituto,  que  resuel- 
ven en  primera  instancia,  tienen  atri- 
buciones más  extensas. 

El  Tribunal  superior  es  el  de  Sesión 
(Cour/ofsession)  que  resuelve  en  pri- 
mera y  segunda  instancia.  Se  divide  en 
dos  Salas,  que  se  llaman,  Sala  exterior 
con  cinco  Jueces  y  Sala  interior  con 
ocho,  y  á  su  vez  se  divide  ésta  en  dos 
Secciones  con  cuatro  Jueces  cada  una. 
Uno  de  los  Jueces  de  la  Sala  exterior 
juzga  solo  y  sin  Jurado,  pero  con  ape- 
lación á  la  Sala  interior.  Es  ambulante 
también  y  va  á  recorrer  los  circuitos,  á 
ejercer  mas  alcance  de  los  justiciables 
la  jurisdicción  de  primera  instancia  de 
que  es  competente  este  Tribunal  Supe- 
rior. 

Las  apelaciones  de  las  sentencias  de 
los  Tribunales  superiores  y  las  de  los 
Jueces  ambulantes  dadas  en  las  sesio- 
nes que  celebran  en  los  circuitos,  se 
llevan  ante  la  Sala  interior  del  Tribu- 
nal de  Sesión.  Las  apelaciones  contra 
las  decisiones  de  éste,  se  llevan  á  la 
Cámara  de  los  Lores. 

En  cuanto  á  la  jurisdicción  criminal, 
existen  los  Tribunales  del  Juez  de  paz 
o  del  Sherif,  sin  Jurado;  el  del  Sherif 
con  Jurado;  y  Alto  Tribunal  de  Jus- 
ticia. 

El  Juez  de  paz  y  el  Sheriff  sin  Jurado, 
entienden  de  asuntos  de  poca  importan- 


cia por  un  procedimiento  sumario  aná- 
logo al  establecido  en  Inglaterra;  pero 
pueden  condenar  á  sesenta  días  de  pri- 
sión é  imponer  10  libras  de  multa.  Y 
aunque  puede  haber  apelación  ante  el 
Alto  Tribunal  de  Justicia,  no  es  esto 
posible,  porque  como  el  juicio  es  ver- 
bal, no  se  escriben  ni  toman  apuntes 
de  las  declaraciones  y  demás  inciden- 
tes de  la  audiencia. 

El  Sherif,  salvo  cuatro  crímenes  que 
designan  las  leyes,  puede  conocer  con 
el  Jurado  de  todo  asunto  criminal;  pero 
hay  la  costumbre  de  que  no  pueda  con- 
denar á  más  de  dos  años  de  prisión; 
pues  cuando  el  Fiscal  estima  que  el 
crimen  ó  delito  merece  pena  más  gra- 
ve, se  lleva  ante  la  jurisdicción  supe- 
rior con  el  Jurado. 

El  Alto  Tribunal  tiene  plena  juris- 
dicción en  primera  instancia  en  ciertos 
asuntos  y  en  apelación  en  otros.  Como 
Tribunal  de  primera  instancia,  delega 
uno  de  sus  Jueces  para  presidir  el  Ju- 
rado y  recorrer  el  distrito  que  se  le 
asigna  para  celebrar  sesión.  Contra  los 
veredictos  del  Jurado  no  se  da  recurso 
ante  la  Cámara  de  los  Lores;  son  sen- 
tencias en  ultima  instancia. 

TITULO  V 

TRIBUNALES  EN    IRLANDA 

La  organización  de  Irlanda  no  difiere 
mucho  de  la  inglesa. 

Los  Tribunales  inferiores  son  los  de 
loa  Jueces  de  paz,  con  atribuciones  pu- 
ramente judiciales,  que  celebran  fre- 
cuentes sesiones  (petiy  sessions)  6  tri- 
mestrales (quartcr  sessions),  para  re- 
solver en  las  primera*  asuntos  de  poca 
importancia,  y  en  las  segundas  los  de- 
más, asi  en  lo  civil  como  en  lo  correc- 
cional. Son  comparables  á  los  Jueces 
de  paz  y  Tribunales  de  condado. 
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En  Dublin  bay  Tribunales  de  Derecho 
común  y  de  equidad,  análogos  á  los  que 
existen  en  Londres;  y  ademas  Tribuna- 
les de  apelación  que  entienden  también 
de  la  tercera  instancia,  con  otra  apela- 
ción, que  puede  llevarse  hasta  la  Cá- 
mara de  los  Lores. 

En  lo  criminal  existe  el  Jurado;  pero 
á  diferencia  de  Inglaterra,  ejercen  en 
él  las  funciones  del  Ministerio  público, 
un  Fiscal  (Solicitor)  nombrado  por  el 
Lord  Teniente  de  Irlanda,  y  en  los  Tri- 
bunales de  cada  condado  en  las  sesio- 
nes celebradas  por  los  Jueces  de  paz, 
otro  Fiscal  (seasional  crown  Solicitar). 

Tiene  la  dirección  suprema  del  Mi- 
nisterio público  el  Attorney  general, 
que  reside  en  Dublin,  nombrado  por  el 
Soberano. 

TÍTULO  VI 

NOMBRAMIENTO  DE  LOS  FUNCIONARIOS  DE 
LA  CARRERA  JUDICIAL  EN  INGLATERRA 

Es  tan  especial  el  sistema  que  en  este 
punto  se  sigue  también  en  Inglaterra, 
que  no  creemos  ocioso  decir  algo  acer- 
ca de  él,  en  la  seguridad  de  no  encon- 
trarlo igual  en  los  demás  países  de  Eu- 
ropa. 

El  nombramiento  de  los  funcionarios 
para  los  Tribunales  superiores  del 
Reino  y  sus  colonias  y  para  los  cargos 
de  menor  rango,  como  Juez  Registra- 
dor, Juez  de  condado,  Juez  de  paz  y 
otros,  está  restringido  y  limitado  auna 
sola  clase  de  Abogados,  que  se  les  de- 
signa con  el  nombre  de  Barriaten,  los 
cuales,  "be  dice,  reciben  una  educación 
profesional  especial  en  ciertas  Asocia- 
ciones particulares  autorizadas  por  el 
Gobierno;  siendo  también  esta  manera 
de  verificarlo  uno  de  los  rasgos  carac- 
terísticos del  sistema  judicial  en  Ingla- 


terra, que  determina  una  perfecta  ar- 
monía entre  el  foro  como  profesión  y 
todos  los  grados  de  los  Tribunales  de 
justicia.  La  carrera  del  foro  es,  pues, 
la  única  que  conduce  á  los  puestos  de 
la  magistratura  y  demás  cargos  judi- 
ciales. Pero  debe  hacerse  notar  que  no 
todos  los  Abogados,  no  todos  los  que 
han  seguido  los  estudios  jurídicos  en 
las  Universidades  de  Oxford,  Cambrid- 
ge ó  Londres,  aunque  hayan  obtenido 
los  títulos  de  los  grados  de  Bachiller  y 
Doctor  en  leyes,  pueden  ejercer  la  pro- 
fesión en  ciertos  Tribunales,  ni  por 
consiguiente  entrar  en  la  carrera  judi- 
cial. Ante  todo  debe  aspirarse  á  ser  ad- 
mitido al  foro,  esto  es,  al  ejercicio  de 
la  profesión  de  Abogado  en  los  Tribu- 
nales; y  al  efecto  es  preciso  también 
prepararse  en  las  instituciones  ó  Aso- 
ciaciones especiales  que  se  llaman, 
desde  muy  antiguo,  Inns  of  Court;  que 
traducido  palabra  por  palabra  significa 
«Hoteles  de  Tribunal»,  cuyo  nacimien- 
to ó  historia  es  por  demás  curiosa, 
pero  que  no  podemos  Jetemos  dema- 
siado á  darla  á  conocer  (1). 

Sin  embargo,  y  como  este  sistema 
es  tan  original  y  diferente  de  lo  que  se 
conoce  en  otros  Estados,  vamos  á  per- 
mitirnos algunas  ligeras  indicaciones 
sobre  esta  especial  manera  de  prepa- 
rar á  los  Abogados  para  el  foro  y  para 
la  carrera  judicial. 

En  Inglaterra  como  en  Francia,  en 
otros  países  y  aquí  mismo,  abundan 
los  Abogados,  aplicando  esta  palabra 
al  que  ha  seguido  los  esludios  jurldi- 


(1)  Eacidopedu  Británic»,  palabra  Bsrrftfer. 
Elude»  tur  lee  cOTuHüoru  de  ¡a  adinútdn  au  6a  - 
rreau  al  ¡'  initüvlMn  de*. loa»  of  conrt  en  Angle- 
larre  par  Gubtívb  Sii.li.ntin. 

De  I'  enae ¡gnemení  superitar  en  AnglMerre  et 
en  Eoute.—Enteigntmen!  dudroil  en  Angleterre. 
—  Hotel*  du  Cour.  — Bemeoeai  el  Mantua: i ■ 
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rristerr,  sin  que  esto  signifique  tampo- 
co que  no  hay  más  Abogados  que  se 
dediquen  á  asuntos  de  los  Tribunales; 
porque  es  muy  común  encontrar  las 
palabras  de  atlornet/  y  xolieitor,  que 
son  ciertamente  Abogados  que  estu- 
dian, tal  vez  más  profundamente  que 
aquéllos  el  Derecho  y  los  negocios, 
ppro  que  no  siendo  de  la  clase  de  los 
Barriaiers  y  estando  bajo  la  inmediata 
'lependencia  de  los  Magistrados,  no 
pueden  aspirar  á  la  judicatura,  y  de 
aqui  la  diferencia  é  inferioridad  de  su 
rango  en  la  sociedad, 

Para  ser  Barrisíer  se  necesita  perte- 
necer á  una  de  las  cuatro  antiguas  so- 
ciedades (Inra  of  Court)  Hoteles  de  Tri- 
bunal, que  pueden  ser  en  algún  modo 
comparables  con  los  Colegios  de  Abo- 
gados, sólo  en  cuanto  significan  re- 
unión  de  personas  que  se  dedican  A  la 
profesión;  si  bien  los  Iaia  of  Court  de 
Inglaterra  han  tenido  la  pretensión,  y 
en  lo  antiguo  así  lo  creían  algunos,  de 
que  eran  verdaderas  Universidades, 
porque,  en   efecto,  «e  preparaban  en 


se  considere  que  lo  es  que  sus  miem- 
bros obtuvieron  el  privilegio  exclusivo 
de  ser  admitidos  al  foro;  y  como  tienen 
este  carácter  privado  y  particular,  con- 
servan asimismo  la  autoridad  exclusi- 
va de  admitir  ó  no  admitir  á  un  estu- 
diante en  la  sociedad,  sin  que  puedan 
oponerse  á  ello  ni  el  Rey,  ni  los  Jueces, 
ni  ningún  Poder,  ni  e!  Parlamento 
mismo. 

Los  miembros  de  cada  una  de  estas 
sociedades  se  dividen  en  categorías: 
los  estudiantes  forman  una  clase,  y  los 
Abogados  admitidos  ya  en  los  Tribu- 
nales otra.  Y  como  en  estos  Hoteles  se 
dan  comidas  que  pagan  los  asociados, 
á  las  que  deben  por  reglamento  y  obli- 
gación asistir  por  un  número  determi- 
nado de  días  sus  miembros,  con  el  obje- 
to y  fin  de  que  no  se  aflojen  los  lazos 
de  compañerismo,  estas  diferencias  de 
categorías  se  notan  asimismo  en  la 
clase  de  platos  que  en  cada  mesa  se 
sirven. 

Al  propio  lietnpo  que  esta  asistencia 
á  los  Holeles  de  Tribunales,  concurren 
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!ob  estudiantes  á  los  estudios  de  los 
Abogados;  y  cuando  el  que  ha  cumpli- 
do su  permanencia  reglamentada  en 
aquéllos  es  ya  Barrister,  y  asiste  des- 
pués por  espacio  de  algunos  años  al  es- 
tudio de  otro  Abogado,  llega  á  ser  JJt- 
terbarri&ter,  esto  es,  verdadero  Aboga- 
do, que  está  en  disposición  de  ser  ad- 
mitido en  los  Tribunales  a  defender 
asuntos  y  a  ejercer  la  abogacía;  pero 
antes  de  esto  debe  justificar  haber  su- 
frido ciertos  ejercicios,  después  de  los 
cuales  el  Consejo  de  Administración  y 
el  Tribunal  de  disciplina  («Bench  of 
7nn»)  le  confiere  el  titulo  de  Abo- 
gado, que  el  Gobierno  no  puede  con- 
ceder. 

La  clase  mas  alta  del  Barrisier,  á  la 
que  se  da  la  preferencia,  es  la  del  Con- 
sejo de  la  Reina,  que  dirigen  los  casos 
de  corte.  Es  éste  un  titulo  que  confiere 
el  Lord  Canciller  á  Abogados  antiguos 
distinguidos  (uSerfeant  ai  late»)  que 
implica  y  concede  ciertas  prerrogati- 
vas honoríficas,  como  la  de  usar  toga 
de  seda  en  vez  de  la  ordinaria  de  lana 
negra. 

En  estas  asociaciones,  de  donde  sa- 
len los  Barristers,  sucede  que  aunque 
tienen  derecho  de  practicar  y  ejercer 
su  profesión  en  todos  los  Tribunales  de 
Inglaterra,  se  dividen  en  muchas  cla- 
ses y  toman  nombres  diversos  según 
los  asuntos  á  que  se  dedican  y  los  Tri- 
bunales de  justicia  que  más  frecuentan 
y  á  que  están  agregados;  de  lo  que  re- 
sulta la  profesión  práctica  y  los  («fía- 
rr  ¿itera  p  racliíioners»  )  o  s  p  eci  ali  s  las.  A  si , 
por  ejemplo,  hay  el  Abogado  que  de- 
fiende el  pleito  ante  un  Tribunal  dado; 
el  que  se  dedica  sólo  á  consultas,  el  que 
se  dedica  á  hacer  y  presentar  los  escri- 
tos, y  los  que  ejercen  la  profesión  de 
Notario,  cuya  ocupación  y  la  defensa 
de  determinados  asuntos,  es  el  trabajo 


ordinario  de  un  Barritier  joven ,  del 
Abogado  novicio. 

Pero  la  distinción  más  marcada  en- 
tre unos  y  otros  es  la  del  Barriafer  que 
practica  en  el  Tribunal  de  la  Cancille- 
ría y  la  de  loa  que  acuden  á  los  Tribu- 
nales de  Derecho  común,  cuyo  Consejo 
les  agrega  para  ejercer  en  los  Tribuna- 
les de  circuito,  sin  que  puedan  hacerlo 
en  otra  parte  sin  ciertas  condiciones 
especiales. 

En  Inglaterra,  país  en  donde  se  en- 
cuentra una  mezcla  de  costumbres  de- 
mocráticas y  de  privilegios,  resulta  que 
sólo  pueden  aspirar  á  la  Magistratura 
en  los  Tribunales  superiores  del  Reino 
y  sus  colonias  y  á  los  demás  puestos 
de  los  inferiores  como  Jueces  de  Tribu- 
nales de  condado.  Jueces  registrado- 
res, Jueces  de  paz  y  otros  más  ó  menos 
importantes,  los  Barristera. 

El  Aitomey  general  y  su  Solicitor  ge- 
neral, que  es  el  sustituto  de  aquel  car- 
go muy  importante,  nombrado  por  la 
Corona,  para  el  cual  sólo  son  nombra- 
dos Abogados  de  la  más  alta  reputa- 
ción, tiene  el  encargo  en  Inglaterra  de 
dirigir  y  seguir  todos  los  asuntos  lega- 
les en  que  está  interesada  la  Corona. 
En  Escocia  é  Irlanda  son  los  represen- 
tantes del  Ministerio  público,  y  están 
ayudados  ó  asistidos  por  sustitutos  ó 
agregados. 

En  esfera  más  modesta,  pero  que  no 
son  admitidos  en  los  Inris  o/Couri,  sino 
en  otras  Asociaciones  análogas,  como 
la  de  Inn  of  Chancery  (Hotel  de  la  Can- 
cillería), existen  otras  personas  que  se 
dedican  á  la  abogada  y  abarcan  en  sus 
trabajos  toda  clase  de  asuntos;  por  lo 
que  pueden  considerarse  al  propio 
tiempo  que  Abogados,  agentes  de  ne- 
gocios. Estos  se  conocen  con  el  nom- 
bre de  Attorneys  y  Solicitort,  con  los 
cuales  se  distinguen  los  Abogados  y 
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un  Bul,  reproducido  en  1854  y  1870,  y 
últimamente  en  1877,  en  ninguna  de  es- 
tas tentativas  prosperó,  y  la  separa- 
ción absoluta  entre  los  Barriaters  y  los 
Attorneys  ó  Solr'eilors,  se  mantiene  aún 
con  más  rigor  y  está  prohibido  á  los 
aspirantes  asistir  á  practicar  á  los  es- 
tudios de  los  Attorneyn;  de  modo  que 
los  Barristers  tienen,  como  dice  M.  De- 
megeot,  su  City  de  legistas  en  sus  Ho- 
teles de  Tribunales,  en  los  cuales  al- 
quilan habitaciones  en  que  están  sus 
bufetes  ó  despachos  y  adonde  van  los 
clientes  ¿buscarlos  para  sus  asuntos. 
Estas  Asociaciones  que  en  cuanto  ala 
educación  jurídica  no  se  distinguen  por 
el  celo  en  beneficio  de  sus  asociados  y 
para  cuya  admisión  y  estancia  es  pre- 
ciso gastar  un  capital  en  los  tres  ó  cua- 
tro años  que  dura,  le  demuestran  sin 
embargo  tan  exagerado  por  conservar 
sus  privilegios  y  el  monopolio  de  que 

(1)     Enciclopedia  Británica,  palabra  Atlorney. 


«escribiente  de  ningún  Abogado,  Nota- 
nrioque  hace  e scri tu ras( Con veny a ncer), 
»Abcgado  especial  (special  pleadér)  ó 
«ningún  oficial  de  ningún  Tribunal  de 
«Derecho  común  ó  de  equidad.» 

Tal  es  la  declaración  que  se  exige  á 
todo  el  que  quiere  seguir  ciertos  cursos 
teóricos  y  hacer  la  práctica  en  los  Inns 
of  Court,  Instituciones  privadas  que 
tienen  solas  el  privilegio  (of  colling  io 
the  bar)  de  llamar  al  foro,  dar  el  titulo 
de  Abogado  (Barrister)  que  abre  el  ejer- 
cicio de  la  profesión  ante  los  Tribuna- 
les superiores  y  de  aspirar  á  las  fun- 
ciones de  la  judicatura  y  magistra- 
tura. 


(1)    Se  ha  colocado  también  esta  palabra  ■ 

muchas  » eces  agente  electora]  de  uno  de  los  ca 
rtidntos,  y  girve  de  intermediario  entre  amt 
contendiente',  los  propone  arreglos,  medios 
Lr:i]iM'n-.i:i'.iniüH,  y  aini  loa  más  activos  defensor 
ile  sus  clientes  aspirantes  S  Diputados. 
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APÉNDICE    PRIMERO  (A  LA  SECCIÓN  QUINTA) 

ORGANIZACIÓN  JUDICIAL  EN  LAS  COLONIAS  INGLESAS 
DEL    PACIFICO 


(REAL  DECREII  DE  15  DE  MARZO  DE  1808,  PUBLICADO  [N  -THE  10NDON  QAZÍT1E-  EN  8  DE  SEPTIEMBRE 


S.  M.  la  Reina  Victoria,  de  acuerdo 
con  su  Consejo  de  Ministros,  y  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  por  loe  artículos  2.° 
y  6.°  de  la  ley  de  Colonias-de  1877,  que 
autorizó  la  publicación  de  un  Real  De- 
creto sobre  creación  de  un  Tribunal  de 
justicia  con  jurisdicción  civil,  criminal 
y  de  Almirantazgo,  en  las  posesiones 
inglesas  situadas  en  el  Océano  Pacifi- 
co, ha  dictado  éste  que  consta  de  19  tí- 
tulos y  146  artículos,  del  que  hacemos 
et  extracto  siguiente: 

El  titulo  1  (art.  1.°),  ordena  que  esta 
Real  Disposición  sea  denominada  «Del 
Pacifico». 

El  art.  2."  comprende  la  división  de 
los  precitados  1!)  títulos  y  146  ar- 
tículos. 

El  art.  3."  explica  el  significado  de  los 
distintos  términos  técnicos  empleados 
en  el  Decreto. 

El  art.  4.°  dispone  que  este  Decreto 
rija  en  los  dominios  del  Océano  Pacifi- 
co é  islas  y  regiones  situadas  en  el  mis- 
mo, a  saber: 

a)  Las  islas  y  puntos  que  al  presen- 
te son  posesiones  inglesas; 

b)  Los  que  se  hallan  bajo  el  protec- 
torado de  S.  M.  Británica; 

e)  Los  que  en  la  actualidad  no  se 
encuentran  bajo  la  soberanía  de  ningu- 
na nación  civilizada;  pero  exceptúa: 


1."  Las  regiones  enclavadas  en  los 
dominios  de  S.  M.  ó  en  sus  aguas  te- 
rritoriales, y  que  en  la  actualidad  se 
hallan  regidas  por  leyes  especiales  es- 
tablecidas en  otra  posesión  británica; 

2.°  Las  regiones  enclavadas  dentro 
de  la  jurisdicción  ó  que  estén  bajo  el 
protectorado  de  un  Estado  civilizado. 

El  art.  5.a  dispone  que  rija  este  De- 
creto, no  sólo  en  las  islas  y  localidades 
que  sean  posesiones  inglesas  ó  que  se 
encuentran  bajo  su  protectorado,  sino 
igualmente  en  los  puntos  donde  resi- 
dan subditos  británicos,  extranjeros  y 
naturales  del  país,  que  por  cualquier 
motivo  hayan  prestado  juramento  de 
acatamiento,  obediencia  y  fidelidad 
á  S.  M.  B. 

El  art.  6.°  enumera  los  grupos  de  is- 
laB.  dependencias  y  aguas  territoriales 
que  comprende  este  Decreto. 

El  titulo  II  (artículos  7.°  al  19)  trata 
de  la  constitución  del  Tribunal  y  del 
nombramiento  y  atribuciones  del  re- 
presentante del  Gobierno  inglés  en  el 
Pacifico  del  Oeste. 

El  titulo  III  (artículos  20  al  23)  deter- 
mina que  los  procedimientos  judiciales 
sean  los  mismos  que  los  que  se  bailan 
en  vigor  en  Inglaterra. 

El  titulo  IV  (artículos  24  al  35)  espe- 
cifica cuáles  son  las  atribuciones  del 
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üi  cumplimiento  ar:  su  aeoer  por  pane 
de  un  Magistrado,  será  discrecional  en 
el  Tribunal  admitir  ó  no  caución  al 
acusado. 

El  titulo  Vil  (art.  88)  Be  refiere  a  las 
apelaciones  contra  sentencias  dictadas 
por  los  Tribunales  inferiores. 

El  titulo  VIII  (artículos  89  al  97)  trata 
de  Jas  pruebas  y  de  los  te  tigos- 

El  titulo  IX,  que  habla  de  Asesores  y 
que  comprende  los  artículos  98,  99  y 
100,  dice  en  el  primero  de  ellos,  ó  sea 
en  el  98,  que  «cuando  un  Tribunal  pro- 
ceda, en  cumplimiento  de  este  decreto, 
á  entender  en  un  asunto  civil  ó  crimi- 
nal, con  asistencia  de  Asesores,  dicho 
Tribunal  nombrará  y  citará  como  tales 
Asesores  á  un  número  de  ellos,  que  no 
bajará  de  dos  ni  excederá  de  cuatro; 
debiendo  estos  nombramientos  recaer 
en  personas  dignas,  completamente  in- 
dependientes, ¿e  buena  reputación,  do- 
miciliados en  la  jurisdicción  del  mis- 
mo Tribunal  ó  pertenecientes  á  un  bar- 
co inglés:  que  si  por  cualquiera  circuns 
tancia  no  fuera  posible  la  asistencia 
más  que  de  un  solo  Asesor  ó  de  ningu- 
no, el  Tribunal  hará  constar  oficial- 
monte  el  por  qué  formó  Tribunal  con 
uno  solo  ó  ningún  Asesor.  Estos  no 


sin  a  legar  una  excusa  legal,  o  dejare 
de  asistir  durante  toda  la  prueba,  será 
condenado  á  satisfacer  una  multa  que 
no  excederá  de  lü  libras  esterlinas 
(250  pesetas). 

El  titulo  X,  en  sus  artículos  101  al 
107,  da  á  conocer  la  marcha  que  ha  de 
seguirse  en  los  procedimientos. 

El  titulo  XI,  en  su  articulo  108,  auto- 
riza al  representante  de  S.  M.  Británi- 
ca en  el  Pacifico  para  alterar  y  anular 
ciertos  Reglamentos  (llamados  de  la 
Reina),  cuando  se  trata: 

1.a  De  asegurar  la  observancia  de 
cualquier  tratado  vigente  en  las  locali- 
dades que  comprende  este  Decreto,  ó 
de  una  ley  ó  costumbre  nativa  ó  local 
relativa  al  tráfico,  comercio,  rentas  ú 
otra  materia; 

2."  De  consolidar  la  paz,  el  orden  y 
la  buena  administración  délos  indivi- 
duos dependientes  de  la  jurisdicción 
del  Tribunal; 

3."  De  exigir  la  devolución  de  canti- 
dades, valores  y  géneros  exportados 
ó  importados  en  una  localidad  regida 
por  el  presente  Decreto; 

4."  De  la  administración,  vigilancia, 
cuidado  y  superintendencia  de  las  car- 
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5.°  Del  empadronamiento  de  subdi- 
tos ingleses  y  del  Tribunal  en  que  el 
indicado  empadronamiento  ha  de  efec- 
tuarse. 

El  titulo  XII  trata  de  extranjeros  y  de 
Tribunales  extranjeros,  y  como  cree- 
mos que  este  punto  encierra  cierta  im- 
portancia é  interés  general,  traducimos 
casi  integramente  los  dos  artículos  (109 
y  110)  de  que  se  compone. 

El  109  dice: 

1.°  Que  cuando  un  extranjero  desea 
entablar  un  pleito  civil  contra  un  sub- 
dito británico,  ó  éste  contra  un  extran- 
jero, el  Tribuna!  podrá  entender  del 
asunto  y  dictar  sentencia;  cuando  el 
extranjero  haga  saber  oficial  mente  al 
Tribunal  que  reconoce  la  jurisdicción 
del  mismo;  presentes— si  así  lo  exige 
el  Tribunal— certificac ion  de  una  auto- 
ridad competente  de  la  nación  á  que 
pertenece,  en  la  que  conste  que  el  go- 
bierno de  la  mencionada  nación  no  se 
opone  á  que  su  subdito  someta  el  asun- 
to á  la  jurisdicción  del  Tribunal;  que 
deposite  la  suma  que  tenga  á  bien  de- 
signar el  Tribunal  para  responder  á 
los  derechos,  costas,  indemnizaciones, 
gastos,  etc.,  que  puedan  originarse;  y, 
por  último,  que  se  comprometa  formal- 
mente &  acatar  y  cumplir  los  fallos 
que  dicten,  tanto  el  Tribunal  inferior 
como  el  de  apelación; 

2.°  Ninguna  contrareclamación  ó 
pleito  podrá  entablarse  ante  el  Tribu- 
nal por  el  demandado  contra  el  deman- 
dante, si  éste  es  un  extranjero  que  se 
hubiera  sometido  á  la  jurisdicción,  á 
menos  que  aquél  solicite  y  obténgala 
correspondiente  autorización  del  Tri- 
bunal; 

3.°  Antes  de  conceder  esta  autoriza- 
ción es  indispensable  que  el  demanda- 
do evidencie  que  la  contra  reclamación 
que  presenta  forma  parte  integrante 
del  asunto  en  litigio;  que  no  hubo  fun- 
damento legal  ni  razón  para  entablar 
el  pleito,  y  que  no  la  promueve  para 
entorpecer  y  retardar  el  fallo; 


4.°  Nada  en  este  articulo  coarta  al 
demandado  para  que,  una  vez  termina- 
do el  litigio  en  que  el  extranjero  era  el 
demandante,  promueva  ante  el  Tribu- 
nal un  pleito  ó  proceso  contra  el  ex- 
tranjero, con  tal  de  que  no  se  hubiera 
dictado  orden  alguna  en  contrario; 

5.°  Cuando  un  extranjero  obtenga 
del  Tribunal  una  sentencia  desfavora- 
ble para  el  demandado,  y  éste  sea  un 
subdito  inglés,  y  en  un  segundo  litigio 
el  demandado  seaá  su  vez  demandante 
y  el  extranjero  el  demandado,  el  Tribu- 
nal podrá,  si  lo  cree  así  oportuno  y  lo 
solicita  el  subdito  británico,  suspender 
el  cumplimiento  de  la  sentencia  dicta- 
da en  el  primer  pleito  y  ordenar  que 
sean  depositadas  las  cantidades  recla- 
madas por  ambos  litigantes;    * 

6.°  Cuando  un  extranjero  es  un  co- 
demandante en  un  litigio  con  un  subdi- 
to inglés  que  se  halla  dentro  de  la  ju- 
risdicción, no  será  forzoso  que  aquél 
efectúe  el  depósito  ni  preste  garantía 
para  responder  alas  costas,  á  menos 
que  el  Tribunal  ordene  lo  contrario, 
pero  el  co-d  emendan  te,  subdito  británi- 
co, responde  siempre  de  todos  los  gas- 
tos y  costas. 

Estas  disposiciones  se  refieren  exclu- 
sivamente á  las  localidades  sitas  den- 
tro de  los  limites  que  señala  este  De- 
creto, que  no  son  actualmente  posesio- 
nes inglesas  ni  están  bajo  el  protecto- 
rado de  S.  M.  Británica. 

Comparecencia  de  extranjeros 

Art.  110.— §  1°  El  Tribunal  está  fa- 
cultado para  hacer  que  sea  obligatorio 
para  un  extranjero  el  comparecer  ante 
el  mismo,  aducir  pruebas,  documen- 
tos, etc. 

§  2."  Si  el  extranjero  se  negara  á 
cumplir  las  órdenes  del  Tribunal,  éste 
podrá  imponerle  como  penalidad  una 
multa  que  no  exceda  de  100  libras  es- 
terlinas (2.500  pesetas),  ó  un  mes,  como 
máximum,  de  encarcelamiento. 
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Tesoro  y  Almirantazgo  que  expidan  las 
órdenes  oportunas  para  la  debida  mar- 
cha y  mejor  desarrollo  del  presente  De- 
creto. 

Dado  en  el  Palacio  de  Windsor  &  15 
de  Mayo  de  1893. 

Nota 

La  anterior  Real  Disposición  señala, 
para  apelar  de  los  fallos  del  Tribunal, 
un  plazo  dedos  meses  desde  el  diade 
la  notificación  de  los  mismos,  y  para 
entablar  una  contrareclamación  ó  pro- 
ceso el  de  catorce  días. 

Al  tratar  del  procedimiento  civil  dice 
que  cuando  un  individuo  entabla  un  li- 
tigio y  no  reside  habitual  mente  en  la 
localidad  en  que  se  halla  el  Tribunal, 
deberá  por  escrito  designar  á  este  el 
punto  del  Distrito  en  que  pueda  recibir 
las  órdenes,  documentos,  etc.,  etc.,  que 
el  Tribunal  le  remita. 

Igualmente  depositará  para  respon- 
der de  las  costas,  la  cantidad  que  el 
Tribunal  designe. 

Las  citaciones  se  notificarán  ó  los 
interesados  con  siete  dias  de  antela- 
ción al  en  que  haya  de  tener  lugar  la 

Después  de  entablada  una  demanda 
y  antes  de  la  vista,  el  Tribunal  podrá 
proceder  á  interrogar  á  un  testigo  que, 
ó  por  tenerse  que  ausentar  de  la  locali- 
dad, ó  que  por  razones  de  enfermedad 
ó  edad  avanzada  ú  otra  causa  justifica- 
da, no  pueda  asistir  á  la  vista.  Todos 
los  pormenores  de  esta  indagatoria, 
que  se  llama  «deposición»,  serán  sus- 
criptos por  el  testigo  y  sellados  con  el 
sello  del  Tribunal. 

Si  un  demandante  no  concurriera  á 
la  vista  del  pleito  promovido  por  el 
mismo,  el  Tribunal  podrá  sobreseer  lo 
actuado  y  disponer  sean  abonadas  al 
demandado  las  costas. 

En  el  caso  de  que  un  litigante  sea 
condenado  á  satisfacer  una  indemniza- 
ción, multa,  etc.,  etc.,  y  no  lo  ejecutara 


dentro  del  término  que  para  ello  le  se- 
ñalará el  Tribunal,  éste  está  faculta- 
do para  proceder  al  embargo  y  venta 
de  los  bienes  de  todas  clases  del  deu- 
dor. 

Los  días  primeros  de  Enero  y  de 
Agosto  de  cada  año,  el  Tribunal  remi- 
tirá al  representante  de  S.  M.  Británica 
una  lista  detallada  de  las  donaciones, 
mandas,  etc.,  que  contengan  los  testa- 
mentos otorgados  dentro  de  las  preci- 
tadas fechas,  y  además  una  copia  cer- 
tificada del  contenido  integro  de  los  in- 
dicados testamentos. 

Si  aconteciera  que  un  testador  falle- 
cido era  ciego  ó  no  sabia  leer  ni  escri- 
bir, el  Tribunal  no  autorizará  de  modo 
alguno  el  documento,  si  no  se  prueba 
de  una  manera  clara,  evidente  y  termi- 
nante que  el  testamento  fué  leído  al  di- 
funto y  que  se  enteró  minuciosamente 
de  todo  su  contenido. 

En  el  caso  de  fallecer  un  subdito  in- 
glés abintestato  y  de  que  una  persona 
legalmente  autorizada  se  encargue  de 
la  administración  de  los  bienes  del  di- 
funto, el  Tribunal,  después  de  enterarse 
del  punto  y  época  del  fallecimiento, 
exigirá  al  administrador  que  deposite 
una  cantidad  que  represente  el  duplo 
del  valor  de  los  bienes  que  pertenecie- 
ron al  que  pasó  á  mejor  vida. 

La  escala  oficial  de  costas  es  muy 
extensa,  siendo  la  cantidad  de  6  peni- 
ques (ó  63  céntimos  de  peseta)  la  más 
ínfima,  y  la  de  Í'IO  libras  esterlinas 
(36*50  pesetas)  la  más  subida;  lo  mismo 
acontece  con  los  derechos  señalados  al 
Secretario  del  Tribunal,  que  oscilan 
entre  2*50  y  62'50  pesetas;  en  las  ventas 
judiciales  percibe  62'50  pesetas  por  las 
primeras  100  libras  esterlinas,  y  el  1 \\2 
por  100  de  todas  las  cantidades  que  ex- 
cedan de  la  indicada  suma. 

Los  Asesores  que  asistan  á  la  vista 
de  un  pleito  perciben,  mientras  desem- 
peñan su  cometido,  26'50  pesetas  dia- 
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APÉNDICE  II 


JURISDICCIÓN    INGLESA    EN    El*    EXTRANJERO 


LEY  DE  *  OE  AODSTO  DE  IS90  I' 


Principias  san  clon  a  dos  por  esta  lry 

I.— Su  Majestad  la  Reina  podrá  rete- 
ner y  ejercer  legal  raen  te  toda  la  juris- 
dicción que  posee  actualmente  o  que 
pueda  adquirir  en  lo  sucesivo  sobre  un 
país  extranjero,  déla  misma  manera 
que  si  S.  M.  hubiere  adquirido  esta  ju- 
risdicción por  cesión  ó  conquista  del 
territorio. 

IX.— En  loa  países  extranjeros  no  so- 
metidos á  un  Gobierno  del  que  S.  M.  la 
Reina  pueda  obtener  la  concesión  de 
una  jurisdicción  en  la  forma  indicada 
en  la  presente  ley,  tendrá  S.  M.,  en  vir- 
tud de  la  misma,  un  derecho  de  juris- 
dicción sobre  sus  subditos  que  residan 
en  este  pats  ó  dependan  de  Él,  y  esta 
jurisdicción  será  la  misma  que  posee 
S.  M.  en  los  pafses  extranjeros,  en  el 
sentido  de  las  demás  disposiciones  de 
la  ley  de  4  de  Agosto  de  1890. 

XII.— Todos  los  actos  celebrados  en 


(1)  An  acl  (o  corwoiidale  the  foreing  Juradic- 
tion  Acta,  SB  y  54  Victoria,  capítulo  SI.  Kala  ley 
es  de  pura  codificación;  sometida  á  la  Cámara  de 
loa  Loreí  en  la  aeaión  de  10  de  Junio  de  1691,  fue 
remitida  A  lo  de  loa  Comunas  el  16  de  Julio,  y  fué 
aprobada  sin  discusión,  viene  i  constituir  a  mr.do 
de  un  reaum.cn  de  laa  leyes  que  declara  deroga- 
das, y  de  laa  cuales  la  de  fecha  más  reciente  es  la 
de  16  de  Agosto  de  1918.  [The  foreing  Juriadíc- 
¡ion  Aeí  1B18.) 


ejecución  de  los  derechos  jurisdiccio- 
nales de  S.  M.  la  Reina  en  países  ex- 
tranjeros, tendrán  la  misma  validez 
que  si  hubieren  sido  celebrados  de  con- 
formidad con  la  ley  local  vigente  en  el 
pats  de  que  se  trate. 

IV.— Si  en  un  procedimiento  civil  ó 
penal  intentado  ante  un  Tribunal  sito 
en  el  territorio  del  Reino  Unido  ó  en 
uno  sujeto  &  la  autoridad  de  S.  M.,  se 
suscitare  una  controversia  acerca  de  la 
existencia  ó  alcance  de  los  derechos  de 
jurisdicción  de  S.  M.  en  un  pais  extran- 
jero, presentará  un  Secretario  de  Esta- 
do, ¿requerimiento  del  Tribunal  y  en 
un  plazo  razonable,  su  decisión  sobre 
el  particular.  Esta  decisión  será  inape- 
lable en  lo  que  resuelva  acerca  de  las 
cuestiones  de  puro  procedimiento.  El 
Tribunal  de  que  se  trate  enviará  á  este 
efecto  al  Secretario  de  Estado,  en  un 
documento  revestido  del  sello  judicial  ó 
de  la  firma  de  uno  de  sus  individuos, 
una  exposición  de  los  términos  en  que 
se  hubiere  planteado  la  cuestión  y  el 
punto  que  debe  resolverse. 

V.— Su  Majestad  podrá,  si  lo  estimare 
coaveniente,  disponer  que  las  leyes 
Adrniralty  OJfences  (colonial)  Aet  1849 
(12  y  13  Vict.,  cap.  96);  Eoidence  Aet 
1851  (14  y  15  Vict.,  cap.  99,  sección  7." 
y  11);  Merehant  Skipping  Aeí  1854  (17 
y  18  Vict.,  cap.  104,  parte  X);  Foreing 
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Tribunala  Eoidence  Aet  1859  (22  Vict., 
'  cap.  20);  Admiralty  Offeneea  (colonial) 
Aet  1860  (23  y  24  Vict.,  cap.  122);  Fo- 
reing  Lau>  Ascertaimment  Aet  1861  (24 
y  25  Vict.,  cap.  11);  Merchant  Shipping 
Aet  186?  (30  y  31  Vict.,  cap.  122,  sec- 
ción 11);  Conceyancing  (Seoüand)  Aet 
1874  (37  y  £8  Vict.,  cap.  94,  sección  51); 
Fugitiva  OJfenders  Aet  1881  (44  y  45 
Vict.,  cap.  69);  Eoidence  by  Comnxisaion 
Aet  1885  (48  y  49  Vict.,  cap.  74);  asf 
■  como  todas  las  que  puedan  promulgar- 
se en  io  sucesivo  se  harán  extensivas, 
con  ó  sin  excepciones,  adaptaciones  ó 
modificaciones,  á  todo  pais  extranjero 
sobre  el  que  S.  M.  ejerza  algún  derecho 
de  jurisdicción.  Por  tanto,  estas  leyes, 
en  la  extensión  de  esta  jurisdicción, 
producirán  los  mismos  efectos  que  si 
este  pais  fuere  una  posesión  inglesa  y 
como  si  S.  M.,  con  su  Consejo,  consti- 
tuyere el  poder  legislativo  de  esta  po- 
sesión. 

VI.— La  persona  acusada  de  un  deli- 
to del  que  deba  conocer  un  Tribunal  de 
justicia  inglés,  si  residiere  en  país  ex- 
tranjero, deberé  remitirse,  por  orden 
emanada  de  todo  depositario  de  la  au- 
toridad de  S.  M.,  á  la  posesión  inglesa 
que  se  designe  por  S.  M-;  á  la  llegada 
del  acusado  á  esta  posesión,  el  Tribu- 
nal de  lo  criminal  residente  en  esta  po- 
sesión inglesa,  ó  en  su  defecto  el  Tri- 
bunal Superior  de  lo  criminal  de  la 
misma,  podrá  decretar  que  el  acusado 
sea  recluido  en  la  prisión  y  proceder, 
en  el  plazo  más  breve  posible,  á  la  ins- 
trucción del  procedimiento,  y,  si  se  de- 
mostrare la  culpabilidad  del  acusado, 
castigarle  con  arreglo  á  lo  que  dispon- 
gan las  leyes  vigentes  en  la  posesión 
inglesa  de  que  se  trate,  de  igual  modo 
que  si  el  delito  cometido  lo  hubiere  sido 
en  el  territorio  jurisdiccional  del  mis- 
mo Tribunal,  siempre  que:  a)  la  perso- 
na de  esta  forma  acusada  pueda,  antes 
de  ser  procesada,  producir,  ante  un 
Tribunal  de  justicia  inglés  residente 
en  un  país  extranjero,  en  que  el  pre- 


tendido delito  se  hubiere  cometido,  la 
prueba  testifical  correspondiente  y  ne- 
cesaria para  su  defensa,  y  que  fuere 
imposible  practicarla  ante  un  Tribunal 
de  justicia  de  la  posesión  inglesa  indi- 
cada; b)  en  este  caso,  el  Tribunal  in- 
glés residente  en  el  pais  extranjero 
procederá  al  interrogatorio  y  contrain- 
terrogatorio del  testigo,  como  si  hu- 
biere sido  citado  directamente  por  él, 
hará  consignar  por  escrito  el  resulta- 
do del  interrogatorio,  y  remitirá  al  Tri- 
bunal de  lo  criminal  de  la  posesión  in- 
glesa, ante  el  que  deba  comparecer  el 
acusado,  una  copia  certificada  del  acta 
revestida  del  sello  del  Tribunal  ó  de  la 
Arma  de  uno  de  sus  individuas;  c)  des- 
pués que  el  Tribunal  de  la  posesión  in- 
glesa que  conozca  del  asunto  naga  dar 
lectura  de  todo  lo  que  en  esta  deposi- 
ción se  contenga,  de  conformidad  con 
las  leyes  y  usos  de  este  Tribunal,  como 
si  el  testigo  hubiere  declarado  ante  él; 
d)  si  la  ley  del  pafs  en  que  se  supone  co- 
metido el  ilelito  difiere  de  la  de  dicha 
posesión  inglesa,  en  cuanto  á  la  rela- 
ción de  la  criminalidad  del  hecho,  ó  de 
la  naturaleza,  ó  gravedad  del  delito  y 
pena  correspondiente,  el  Tribunal  re- 
sidente en  la  posesión  inglesa  indicada 
aplicará  la  ley  según  la  que  el  acusado 
hubiere  sido  juzgado  por  el  Tribunal 
ingles  del  pais  extranjero  en  que  se 
hubiere  cometido  el  delito.  Ninguna 
disposición  de  la  ley  que  analizamos 
podrá  atacar  á  las  leyes,  Estatutos  ó 
usos  en  virtud  de  los  que  un  delito  co- 
metido fuera  de  los  Estados  deS.  M. 
pueda  sujetarse  á  un  proceso,  juzgarse 
y  castigarse  en  los  Estados  de  S.  M.  ó 
en  una  parte  cualquiera  de  su  Imperio. 
Vil.— El  que,  por  un  Tribunal  inglés 
residente  en  el  extranjero,  hubiere  sido 
condenado  á  muerte,  á  trabajos  forza- 
dos, prisión  ó  cualquiera  otra  pena,  su- 
frirá ésta  en  el  paraje  que  se  designe 
por  orden  de  S.  M.,  y  la  condena  y  eje- 
cución de  la  sentencia  tendrán  en  este 
mismo  lugar  la  misma  validez  que  si 


dby  Google 


como  toda  detención  necesaria  para 
ejecutarlas,  serán  tan  legales  como  si 
la  orden  del  Tribunal  hubiere  de  ejecu- 
tarse completamente  en  este  país. 

ES.— Su  Majestad  la  Reina  podrá  con- 
ferir á  cualquier  Tribunal  residente  en 
una  posesión  inglesa  toda  jurisdicción 
civil  ó  penal,  de  primera  instancia  ó 
apelación  susceptible  de  conferirse  en 
país  extranjero,  asi  como  dictar  cuan- 
tas reglas  y  disposiciones  se  concep- 
túen convenientes  acerca  del  ejercicio 
de  la  jurisdicción  conferida  de  este 
modo  y  de  la  ejecución  de  sentencias, 
autos  y  providencias  emanadas  de  di- 
cho Tribunal. 

X.— Su  Majestad  podrá  derogar  total 
ó  parcialmente  cualquier  disposición 
dictada  en  ejecución  de  la  ley  que  ana- 
lizamos. 

XI.— Toda  disposición  dictada  en  e,e- 
cución  de  dicha  ley,  deberá  someterse 
á  la  aprobación  de  las  Cámaras  del 
Parlamento  si  estuvieren  reunidas,  y 
seguidamente  y  en  caso  contrario,  tan 
luego  como  se  reúnan. 

XII.—  Toda  orden  de  S.  M.  dictada  de 
conformidad  á  la  ley  que  analizamos  y 
concerniente  á  un  pais  extranjero,  que 
se  encontrare  en  contradicción  con  una 
ley  del  Parlamento  concerniente  á  los 
subditos  de  S.  M.  en  este  pais,  ó  en  con- 
tradiccióa  con  cualquier  orden  ó  regla- 
mento promulgado  en  cumplimiento  de 
la  ley  indicada,  ó  que  pudiere  tener  en 
este  país  fuerza  de  ley,  no  será  aplica- 
ble sino  en  la  medida  en  que  sus  dispo- 
siciones no  contradigan  á  la  dicha  or- 
den ó  reglamento  indicado,  y  será  nulo 
y  de  ningún  valor  ni  efecto  en  todas 
sus  disposiciones  contradictorias.  Toda 


XIII.  — Ningnna  acción  ó  procedi- 
miento civil  ó  penal  incoado  por  cual- 
quier persona  en  virtud  ó  en  ejecución 
de  la  ley  que  analizamos,  de  una  orden 
de  S.  M.  ó  de  derechos  de  jurisdicción 
conferidos  á  S.  M.  por  la  misma,  ó  pro- 
veniente de  negligencia  ó  defecto  de 
ejecución  de  la  ley,  decretos,  órdenes 
ó  derechos  de  jurisdicción  indicados, 
no  podrán  admitirse  ni  intentarse:  a)  en 
ningún  Tribunal  de  justicia  residente 
en  et  territorio  del  Reino  Unido,  á  me- 
nos que  lo  sean  dentro  de  los  seis 
meses  á  contar  del  hecho,  negligencia 
ó  contrafuero,  ó  en  el  caso  en  que  los 
hechos  perjudiciales  se  repitieran  den- 
tro de  tos  seis  meses  siguientes  á  su 
cesación,  asi  como  también  en  que  los 
hechos  que  fundamentaren  en  tales  ac- 
ciones ó  procedimientos  se  hubieren 
producido  fuera  de  las  posesiones  de 
Su  Majestad  en  los  seis  meses  siguien- 
tes al  momento  en  que  las  partes  inte- 
resadas en  dichos  procedimientos  se 
encontraren  dentro  de  I03  limites  de 
la  jurisdicción  del  Tribunal  ante  el  que 
dichos  procedimientos  ó  acciones  se 
internaren;  ni:  b)  en  ninguno  de  los  Tri- 
bunales de  S.  M.  residentes  fuera  de 
los  límites  de  su  imperio,  á  menos  que 
los  hechos  que  motiven  la  acción  hu- 
bieren tenido  su  origen  en  el  territorio 
jurisdiccional  de  dicho  Tribunal,  y  que 
la  acción  se  intente  dentro  de  los  seis 
meses  siguientes  á  la  comisión  de  he- 
cho, ú  ocurrencia  de  la  omisión,  negli- 
gencia, etc.,  ó  en  el  caso  que  existiere 
repetición  dentro  de  los  seis  meses  si- 
guientes á  la  fecha  en  que  se  cometió  el 
último.  En  lugar  de  cualquier  otro  me- 
dio, ó  además  de  los  presentados,  po- 
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drá  invocarse  la  promesa  solemne  de 
reparar  el  perjuicio  que  hubiere  dado 
margen  á  la  incoación  del  procedi- 
miento. Si  la  instancia  se  continuare, 
no  obstante  dicha  promesa,  6  hubiere 
procedido,  después  del  pago  ante  el 
Tribunal  ó  del  depósito  judicial  de  una 
cantidad  destinada  á  responder  de  la 
reclamación  deducida  y  el  actor  no  ob- 
tuviere, en  virtud  de  sentencia,  mas 
que  la  cantidad  ofrecida  ó  depositada, 
no  podrá  reclamar  el  abono  de  los  de- 
más gastos,  y  el  demandado  tendrá  de- 
recho á  que  se  le  indemnice  por  aquél 
de  los  que  á  él  se  le  hubieren  originado 
por  el  proceso,  á  partir  de  la  fecha  en 
que  hizo  la  promesa  ó  depósito  ante- 
dichos. 

XIV.—  Su  Majestad  la  Reina  podrá 
promulgar  cualesquiera  leyes  ó  dispo- 
siciones que  fueren  convenientes  para 
el  régimen  de  sus  subditos  que  se  en- 
contraren navegando  á  una  distancia 
inferior  á  cien  millas  marinas  de  las 
costas  de  China  y  Japón,  de  igual  modo 
y  con  la  misma  fuerza  obligatoria  que 
puede  verificarlo  con  respecto  á  sus 
subditos  residentes  en  dichos  Imperios. 

XV.—  Cuando  una  disposición  apro- 
bada por  S.  M.  y  dictada  en  ejecución 
de  la  ley  que  analizamos,  fuere  aplica- 
ble á  las  personas  que  gocen  de  su 
protección,    esta   denominación    com- 


prenderá todos  los  subditos  de  los  dife- 
rentes Principes  de  la  India. 

XVI.— En  la  ley  que  analizamos  la 
expresión  «pats  extranjeros  significa 
todo  pais  ó  territorio  que  se  halle  fuera 
del  dominio  de  S.  M.p  «Tribunal  inglés 
residente  en  país  extranjero»  significa 
todo  Tribunal  inglés  que  tenga  juris- 
dicción fuera  de  los  dominios  S.  M.  la 
Reina  en  virtud  de  una  ley  ú  otra  dis- 
posición legal  cualquiera,  y  «jurisdic- 
ción» significa  también  poderes  y  facul- 
tades. 

xvil.— Los  textos  legales  menciona- 
dos el  segundo  anexo  de  la  ley  que  ana- 
lizamos pueden  derogarse  ó  modificar- 
se, si  las  circunstancias  de  lugar  ó 
tiempo  lo  aconsejan.  Estas  leyes  son: 
una  de  24  y  25  Viet.  capitulo  31,  relati- 
va á  la  prevención  y  castigo  de  los  de- 
litos cometidos  por  los  ciudadanos  in- 
gleses en  determinados  territorios  in- 
mediatos á  la  colonia  de  Sierra  Leona, 
y  otra  de  26  y  27  Vict.,  capitulo  35,  re- 
ferente á  la  prevención  y  castigo  de  los 
delitos  cometidos  por  los  subditos  in- 
gleses en  el  África  del  Sur.  (Principios 
sancionados  por  los  artículos  l.8  á  1T 
de  la  ley  de  4  de  Agosto  de  1890  (1). 
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diéndose  aquéllas  en  personales,  reales 
y  mixtas;  pero  en  la  práctica  puede  de- 
cirse que  han  desaparecido  las  accio- 
nes reales  por  una  especie  de  proceso 
evolutivo  más  6  menos  lento  é  incons- 
ciente, si  se  quiere,  pero  que  luego  han 
venido  á  confirmar  los  Estatutos,  reco- 
nociendo asi,  por  modo  claro  y  explíci- 
to, lo  justificado  de  las  causas  á  que  di- 
cha transformación  ha  obedecido. 

Dividiéndose  en  Inglaterra  los  bienes 
en  chattels  reales  y  personales,  las  ac- 
ciones para  hacer  efectivos  los  corres- 
pondientes derechos  hablan  de  respon- 
der á  esa  clasificación,  añadiendo  la 
respectiva  acción  mixta  cuando  se  re- 
clamasen derechos  que  tuvieran  este 
carácter. 

No  hemos  de  entrar  aquí  en  detalles 
acerca  del  modo  como  se  han  ido  trans- 
formándolas accciones  y  desaparecien- 
do las  reales.  Los  jurisconsultos  con- 
sideraron allí  necesaria  esa  transfor- 
mación, y  comenzaron  por  decir  que, 
siendo  hereditarios  ó  vitalicios  bienes 
clasificados  entre  los  reales,  como  los 
patronatos ,  servidumbres  reales,  ofi- 
cios, dignidades,  franquicias,  pensio- 
nes, rentas,  etc.,  etc.,  los  derechos  res- 
pectivos debían  considerarse  como  co- 
sas incorporales,  y  por  tanto  debían 
clasificarse  entre  los  chattels  persona- 
les, y  cambiar,  por  la  mixta  al  menos, 
la  acción  real  correspondiente,  hacien- 
do valer  el  demandante,  cuando  no  era 
posible  otra  cosa,  á  la  vez  que  su  dere- 
cho á  un  ehattel  real,  los  daños  y  per- 
juicios ocasionados. 

Una  de  las  causas  porque  las  accio- 
nes reales— que  antes  se  denomina- 
ban feudales— cayeron  en  desuso,  fué  la 
lentitud  y  lo  costoso  del  procedimiento, 
empleando  los  litigantes  los  razona- 
mientos antes  indicados  para  convertir 
todas  las  acciones  en  personales  ó  mix- 


tas. Por  último,  el  Estatuto3.°y4-',de 
Guillermo  IV,  cap.  37,  consagró  la  defi- 
nitiva supresión  de  las  acciones  reales, 
excepto  cuatro  de  ellas  qua  quedaron 
subsistentes. 

Las  acciones  personales  nacen  ex 
contracto  ó  ex  delicio.  El  antiguo  Dere- 
cho, qne  prescribía  que  estas  últimas 
se  extinguían  por  la  muerte  de  una  de 
las  partes,  fué  modificado  antes  del  rei- 
nado de  Guillermo  IV,  y  el  capitulo  42 
del  Estatuto  arriba  citado  de  este  mo- 
narca, estableció  que  toda  acción  de 
esta  clase  pudiera  incoarse  basta  seis 
meses  después,  á  partir  de  la  muerte 
de  cualquiera  de  las  partes. 

Ya  hemos  visto  que  los  contratos 
pueden  revestir  la  forma  de  un  acta 
judicial  {of  record),  de  un  contrato  se- 
llado (under  »eal),  ó  cualquier  otra,  y 
aun  no  tener  ninguna.  En  este  último 
caso,  ó  cuando  el  contrato  under  seal 
ú  of  record  se  declarara  nulo,  debe  ejer- 
citarse la  acción  denominada  of  assump- 
sit,  porque  el  demandante  sostiene  que 
el  demandado  tomó  sobre  si  la  obliga- 
ción (super  se  assutnpsií). 

Para  obtener  la  ejecución  de  un  con- 
trato que  no  conste  en  documento  se- 
llado, es  necesario  probar  que  se  fun- 
da en  una  causa  seria.  La  prueba  ne- 
gativa corresponderá  al  demandado  en 
los  contratos  hechos  of  record,  y  al  ac- 
tor en  los  demás  casos. 

Si  se  tratare  de  reclamar  una  deuda 
ó  el  precio  de  una  venta,  etc.,  esto  es. 
siempre  que  el  deudor  se  haya  obliga- 
do en  juicio  á  pagar  una  suma  deter- 
minada, debe  reclamarse  por  la  acción 
of  debí;  pero  si  se  pidiese  ademas  los 
daños  y  perjuicios  ú  otras  prestaciones 
accesorias,  deberá  entablarse  la  acción 
ofaasumpsii.  A  la  acción  ofdebt  no  se 
admite  otra  excepción  que  la  de  non 
estfaetum,  esto  es,  ta  de  no  reconocer 
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á  la  que  denominaban  los  romanos  ae- 
tiojudtcatt,  por  laque  el  demandante 
pide  que  el  demandado  diga  por  qué 
razón  no  ejecuta  lo  consignado  en  una 
sentencia. 

Después  de  las  acciones  personales 
antes  mencionadas  procedentes  de  con- 
trato, existen  otras  también  persona- 
les, que  suelen  denominarse  ex  delicio, 
y  que  enumeraremos  y  resumiremos 
del  modo  siguiente: 

1."  La  acción  oftre»pasa  óiransgres- 
;  sio  ai  et  atmi*,  supone  un  perjuicio  cau- 
sado injustamente,  ya  ala  persona  del 
demandante,  ya  a  un  individuo  de  su 
familia  (aun  á  los  criados)  ó  a  una  cosa 
mueble  ó  inmueble  perteneciente  al  ac- 
tor. La  trespass  ó  íransgressio  no  supo- 
ne   necesariamente  un  perjuicio  ma- 


Para  incoar  dicha  acción  por  un  per- 
juicio en  una  cosa  mueble,  es  nece- 
sario que  el  querellante  tenga,  con 
ó  sin  derecho,  la  posesión  efectiva,  ó 
derecho  á  tenerla,  de  dicha  cosa.  Aun 
en  caso  de  tratarse  de  una  posesión  in- 
justa, tendrá  el  poseedor  derecho  á 
reivindicarla  contra  cualquiera  que  no 
sea  el  legitimo  dueño; 

2.'  La  acción  on  the  case  (secundum 
easum)  debe  ejercitarse  cuando  se  trate 
de  un  daño  ó  perjuicio  á  que  no  pueda 
aplicarse  la  anterior,  tales  como  los  re- 
lativos al  honor  (injuria,  calumnia,  etcé- 
tera) ó  á  lasalud,  los  ocasionados  por 
negligencia,  los  perjuicios  á  derechos 
reales  incorporales.  Si  procediese  la  acr 
ción  of  assumpsit  y  la  de  que  se  trata, 
podrá  el  actor  optarpor laque leplazca. 
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La  acción  on  the  case  es  indudable- 
mente la  de  más  general  aplicación  en 
la  práctica,  puesto  que  puede  incoarse 
por  toda  frase  que  se  considere  perjudi- 
cial á  la  honra,  á  la  capacidad  profesio- 
nal, ó  al  crédito  de  cualquier  clase,  que 
son  precisamente  las  cuestiones  más 
frecuentes.  Cuando  las  imputaciones 
perjudican  necesaria  y  directamente, 
habrá  de  probar  el  querellante  que 
efectivamente  se  le  ha  ocasionado  el 
perjuicio;  por  ejemplo,  si  una  doncella 
se  queja  porque  cualquiera  la  haya  ca- 
lificado de  ligera,  habrá  de  probar,  para 
obtener  la  indemnización  de  perjuicios, 
que  por  esa  imputación  ha  perdido  el 
casamiento  ó    la  estimación   de   sus 


La  acción  oflibel  y  la  for  afalae  and 
malieious  proseeuiion,  no  son  más  que 
variedades  de  la  anterior. 

3."  La  acción  for  trover  se  referia  en 
un  principio  á  la  ocultación  de  una  cosa 
hallada;  pero  luego  se  extendió  á  los 
daños  y  perjuicios  causados  por  toda 
retención  indebida  de  una  cosa  mueble 
ajena; 

4."  La  acción  oj  repleoin  (recobro), 
la  ultima  de  las  acciones  ex  delicio, 
tiene  por  objeto  obtener  la  restitución 
de  los  bienes  inmuebles  arrebatados, 
con  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios experimentados. 

En  la  actualidad  sólo  pueden  citarse 
entre  las  acciones  reales: 

1/  La  acción  ofdouoer,  que  se  da  á 
las  viudas  aun  contra  los  terceros  para 
obtener  sus  bienes  dótales  cuando  no 
se  le  dan  á  la  muerte  del  marido; 

2.'  La  acción  quare  impedit  se  refie- 
re al  caso  en  que  un  tercero  lesiona,  ó 
amenaza  lesionar,  el  ejercicio  de  los 
derechos  de  patronato  que  correspon- 
den al  querellante; 

3.'    La  acción  mixta  ofcjeeíemení  es 


la  principal  y  casi  la  única  que  hoy  se 
ejercita  para  garantir  la  propiedad  y  la 
posesión  de  los  bienes  inmuebles,  por- 
que es  la  más  breve  y  la  menos  dispen- 
diosa de  todas  las  acciones  reales  y 
mixtas. 

%2.° — Procedimiento  ante  lo»  Tribunales 
de  condado 

Lo  dispendioso  y  largo  del  procedi- 
miento, sobre  todo  en  el  ejercicio  de  las 
acciones  reales,  sugirió  quizá  la  feliz 
idea  de  la  creación  de  los  Tribunales  de 
condado,  con  los  que  se  obviaron  las  di- 
ficultades que  ofrecía  el  antiguo  modo  de 
enjuiciar  en  lo  que  se  refiere  á  estas 
acciones. 

Para  proceder  con  orden  y  evitar  en 
lo  posible  confusiones,  distinguiremos 
los  procedimientos  que  se  instruyen 
con  arreglo  al  common  law,  del  in 
equtíy. 

En  los  primeros,  el  demandante  hace 
inscribir  su  demanda  en  un  libro  que 
en  la  Secretaria  del  Tribunal  se  lleva  al 
efecto,  demanda  en  la  que  se  hacen 
constar  los  mismos  extremos  que  en 
las  que  se  interponen  ante  nuestros 
Juzgados.  Si  el  asunto  es  de  cierta  im- 
portancia, se  dan  en  una  nota  algunos 
detalles  más  y  se  presentan  tantas  co- 
pias cuantos  sean  los  demandados.  El 
Secretario  encarga  al  baillo  (especie  de 
alguacil)  que  cite  al  ó  á  los  demanda- 
dos, entregándole  las  copias;  y  aun  en 
los  casos  en  que  el  demandante  pueda 
citar  por  si  mismo  al  demandado,  habrá 
de  llevar  la  copia  el  sello  del  Tribunal. 
Los  requisitos  para-la  citación  son  casi 
los  mismos  que  entre  nosotros,  indicán- 
dose en  aquélla  que  el  demandado  ha- 
brá de  comparecer  ante  el  Tribunal  en 
la  próxima  reunión,  siempre  que  falten 
por  lo  menos,  diez  días  para  que  co- 
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El  cargo  de  jurado  es  obligatorio; 
pero  nadie  puede  ser  nombrado  dos 
veces  al  año,  ó,  por  lo  menos,  antes  de 
transcurridos  seis  meses  desde  que  ac- 
tuó como  tal  en  los  Assiaes  civiles  ó 
criminales.  La  indemnización  es  de  un 
chelín  diario,  y  el  que  taita  incurre  en 
una  multa  de  cinco  libras  esterlinas. 
En  genera],  es  raro  que  cualquiera  de 
las  partes  pida  la  reunión  del  Jurado 
en  los  Tribunales  de  condado,  Cuando 
desean  que  se  reúna,  como  las  partes 
pueden  optar  por  estos  Tribunales  ó 
por  los  Jueces  nisiprius,  siempre  que 
la  obligación  pasa  de  cinco  libras 
cuando  procede  de  un  delito,  ó  de  20 
cuando  procede  de  cualquier  otra  cau- 
sa, eligen  siempre  los  Jueces  ambu- 
lantes, sobre  todo  si  quieren  que  el 
asunto  se  vea  ante  el  Jurado. 

Cuando  el  demandante  no  compare- 
ce, se  borra  de  la  lista  la  demanda.  Si 
faltase  el  demandado,  pasa  el  Juez  el 
asunto  al  Registrar  para  que  lo  falle,  y 
éste  condena  al  rebelde  a  pagar  de  la 
manera  que  crea  equitativa,  si  se  prue- 
ba que  la  citación  se  hizo  en  legal  for- 
ma y  que  la  deuda  es  exigióle.  Sin  em- 
bargo, el  Juez  puede  anular,  siempre 
que  lo  estime  conveniente,  la  sentencia 
ó  fallo  del  Registrar,  ú  ordenar  que  se 
vea  de  nuevo  el  asunto.  El  Registrar 
descarga  al  Juez  de  la  mayor  parte  del 
trabajo,  encargándose  de  todo  lo  más 
sencillo.  Ejercen  ambos  las  funciones 
judiciales  en  un  mismo  local,  en  habi- 
taciones diferentes,  si  las  hay,  ó  en  la 
misma,  uno  después  de  otro;  pero  el 
Registrar  no  podrá  actuar  sin  estar  el 
Juez  en  local  inmediato,  para  que  le 
llamen  en  cuanto  se  presente  cualquier 
dificultad. 

Los  litigantes  pueden  prorrogar  la 
competencia  del  Juez  de  condado  si  se 
ponen  previamente  de  acuerdo,  y  re- 


nunciar al  derecho  de  apelar.  La  ape- 
lación está  sometida  á  la  previa  auto- 
rización del  Juez,  en  los  caeos  si- 
guientes: 

1."  Cuando  el  importe  de  lo  litigado 
no  pasa  de  20  libras  esterlinas,  en  los 
asuntos  sometidos  al  common  law,  y 
de  50  en  los  sometidos  al  Admiralty; 

2."  Cuando  no  se  trate  de  evicción 
ni  de  bancarrotas  ni  de  asuntos  some- 
tidos á  los  Tribunales  de  equidad. 

Las  apelaciones  van  generalmente  á 
las  secciones  ó  Salas  del  Tribunal  Su- 
premo que  han  reemplazado  desde  1873 
A  los  Tribunales  superiores  que  antes 
entendían  de  ellas  como  el  de  West- 
minster, Almirantazgo, Quiebras  [Bank- 
rupteij),  etc. 

El  plazo  parainterponer  la  apelación 
es  de  diez  días  en  los  asuntos  in  com- 
mon law  y  del  Almirantazgo,  de  veinte 
en  los  de  bancarrotas,  y  de  treinta  en 
los  de  equidad. 

Las  apelaciones  equivalen  general- 
mente á  nuestros  recursos  de  casación, 
puesto  que  sólo  se  pueden  interponer 
sobre  la  cuestión  de  derecho. 

Existe  el  previo  deposito  por  parte 
del  apelante;  pero  debe  hacerlo  ante  el 
Tribunal  de  primera  instancia,  de  cuya 
sentencia  se  apela. 

Se  puede  pedir  la  revisión  del  asunto 
después  de  sentenciado,  y  aun  decre- 
tarla de  oficio  el  Juez  si  estima  que  ba 
habido  error  en  el  fallo  del  Jurado. 

Sin  que  se  pueda  averiguar  la  causa,, 
es  un  hecho  digno  de  consignarse  que 
es  insignificante  el  número  de  apela- 
ciones que  se  interponen  contra  las 
sentencias  de  los  Tribunales  de  con- 
dado. 

§   3.a— Del  procedimiento   ante   los 
Tribunales  del  ucommon  /aten 

En  los  antiguos  Tribunales  de  Dere- 
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simple  de  los  hechos  contenidos  en  la 
declaración  ó  escrito,  es  decir,  que  casi 
comprenden  también  lo  que  puede  con- 
siderarse corno  defensa  en  el  fondo. 

Alegada  esta  última  excepción,  pi- 
diendo el  demandado  la  reunión  del  Ju- 
rado, no  continúan  los  escritos,  a  no 
ser  que  el  demandante  pueda  oponer 
un  demurrer  por  ser  de  escasa  impor- 
tancia el  hecho  negado  por  el  deman- 
dado, por  no  proceder  el  conocimiento 
del  Jurado  en  el  asunto  de  que  se  tra- 
ta, etc.,  pues,  en  otro  caso,  no  le  queda 
más  remedio  que  aceptar  la  reunión 
del  Jurado  propuesta  por  la  parte  con- 
traria. Cuando  el  demandante  propone 
varios  demurrers ,  suelen  eternizarse 
los  procedimientos  con  escritos  de  ré- 
plica, duplica,  triplica  y  ast  sucesiva- 
mente sin  limitación  legal  alguna. 

Las  deficiencias  ó  irregularidades  en 
los  escritos  puede  salvarlas  cualesquie- 
ra de  las  partes  con  permiso  del  Juez, 
que  lo  concede  generalmente  cuando 
esto  no  perjudica  á  la  otra  parte. 

No  podemos  entrar  aqut  en  detalles 
acerca  de  los  extremos  que  ha  de  con- 
tener la  declaración  ó  escrito  del  de- 
mandante, y  sólo  diremos  que  ha  de  de- 
terminar bien  la  causa  de  la  demanda. 
Si  se  trata  de  un  crédito,  debe  indicar- 
se el  origen  de  la  obligación;  si  de  un 
derecho  real,  se  mencionará  la  causa 
del  derecho  invocado  y  la  finca  ú  objeto 
á  que  se  refiere;  si  de  una  deuda,  debe 
indicar  la  cantidad  y  calidad  de  las  co- 
sas debidas;  si  de  daños  y  perjuicios, 
la  cantidad  en  que  los  estima.  Si  se  tra- 
ta de  cosas  ciertas,  ha  de  indicar  con 
exactitud  la  cantidad,  pues  si  se  equi- 
voca por  exceso  6  por  defecto,  pierde 
el  pleito,  á  no  ser  que  se  trate  de  cosas 
fungibles,  pues,  en  este  caso,  puede 
rectificarse  el  error  en  beneficio  suyo. 

Estas  sen  las  indicaciones  más  sa- 


lientes que  pueden  hacerse  acerca  del 
procedimiento  en  los  primeros  periodos 
del  juicio  ordinario  ante  los  Tribunales 
de  la  ley  común. 

g  4.a— Del  procedimiento  ante  el  Jurado. 

Es  tanto  más  importante  conocer  el 
procedimiento  ante  el  Jurado  en  los 
Tribunales  de  Derecho  común,  cuanto 
que,  con  algunas  diferencias  de  deta- 
lles, es  el  mismo  ante  los  Tribunales 
de  Assises  y  los  demás  que  funcionan 
con  la  asistencia  del  Jurado. 

Una  vez  de  acuerdo  las  partes  en  lo 
que  se  refiere  á  la  cuestión  de  hecho, 
debe  pedir  el  attorney  del  demandante 
la  formación  del  Jurado  por  el  Sherif, 
proveyéndose,  por  conducto  del  Presi- 
dente del  Tribunal  que  conoce  del 
asunto,  de  dos  Reales  Ordenes  dirigidas 
ai  Sherif:  una,  titulada  ceñiré  /acias, 
para  que  envié,  en  un  día  determinado, 
doce  ciudadanos  de  su  condado,  ca- 
paces de  desempeñar  las  funciones  de 
jurados,  al  Tribunal  correspondiente; 
y  otra,  denominada  distringas  juratox, 
las  cuales  son  casi  una  mera  forma- 
lidad fiscal,  reduciéndose  á  adquirir 
modelos  impresos  preparados  de  ante- 
mano, pues  el  Sberif  tiene  ya  formadas 
las  listas  de  los  jurados  que  han  de 
desempeñar  las  funciones  de  tales  en 
las  inmediatas  sesiones  de  los  Tribu- 
nales. 

El  attorney  del  demandante  reunirá 
en  un  rollo  la  declaración  ó  escrito  de 
su  cliente,  con  los  demás  que  ban  me- 
diado, y  las  órdenes  dirigidas  al  Sherif; 
lo  comunica  todo  al  attorney  del  de- 
mandado para  si  tiene  éste  quehacer 
algunas  observaciones,  y  después  le- 
galiza el  rollo  un  individuo  del  Tribu- 
nal; y  el  primer  attorney  comunica  al 
segundo,  por  lo  menos  con  diez  días 
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alguna  de  ello  al  adversario.  Si  temiese 
que  algunos  testigos  no  comparezcan, 
podrá  obtener  del  Tribunal  un  wriísub 
pena,  que  les  intime  á  comparecer,  ao 
pena  de  una  multa  de  cien  libras  (2.500 
pesetas);  pero  nunca  se  lleva  con  todo 
rigor  esta  prescripción,  imponiéndose- 
le únicamente  la  multa  de  10  libras  y 
daños  y  perjuicios  á  favor  de  la  parte 
que  le  habla  citado.  Si  el  testigo  esta 
ausente,  enfermo,  preso,  en  el  extran- 
jero, etc.,  se  sigue  casi  el  mismo  pro- 
cedimiento que  en  España,  para  que  de- 
clare. 

Las  partes  deben  llevar  preparados 
los  documentos  que  quieran  ó  deban 
presentar  al  Jurado,  y  cuando  se  en- 
cuentra en  manos  de  un  tercero  un  do- 
cumento indispensable  para  el  proce- 
so, se  le  puede  obligar  á  que  lo  presen- 
te, so  pena  de  que,  si  no  lo  hace,  se  le 
tratara  como  al  testigo  desobediente. 

En  cuanto  á  las  pruebas,  se  sigue  en 
los  Tribunales  ingleses  la  regla  actori 
incumbit  onus  probandi;  reus  exeipien- 
do  fli  actor;  pero  cuando  se  trata  de 
hechos  indeterminados,  tienen  en  cuen- 
ta las  dificultades  que  la  prueba  ofrece 
y  son  menos  exigentes  y  rigurosos. 

Las  pruebas  que  se  presentan  ordi- 
nariamente ante  el  Jurado  son  la  docu- 
mental y  la  testifical.  Los  peritos  se 
consideran  como  testigos.  No  conside- 
ramos de  verdadero  interés  la  enume- 


Tribunales,  los  contra.tos  sellados,  et- 
cétera. 

A  falta  de  documentos,  se  admite 
ante  el  Jurado  la  prueba  testifical,  ex- 
cepto en  aquellos  contratos  en  que 
está  prohibida,  como  son  los  relativos 
á  los  bienes  inmuebles,  á  los  derechos 
reales  inmobiliarios,  á  la  venta  de  co- 
sas muebles  que  valgan  más  de  10 
libras,  y  en  todos  aquéllos  para  los  cua- 
les exige  la  ley  un  documento  firmado 
por  la  parte  ó  por  su  mandatario.  En  la 
actualidad  no  se  exige  juramento  de 
ninguna  clase  á  los  testigos  que  no  lo 
presten  voluntariamente,  debiendo  sus- 
tituir éste  por  la  promesa  solemne, 

Digamos  ahora  algunas  palabras 
acerca  del  Jurado.  Este  es  convocado 
por  el  Sherif,  que  debe  llamar  de  cua- 
renta y  ocho  á  setenta  y  dos  jurados 
para  los  Anises,  y  si  éstos  han  de  du- 
rar mucho  tiempo,  puede,  autorizado 
por  el  Juez,  convocar  hasta  ciento  cua- 
renta para  los  asuntos  civiles  y  crimi- 
nales, dividiéndose  en  dos  secciones 
que  actuarán  una  después  de  otra. 

Para  ser  jurado  se  exige:  servaron, 
tener  de  veintiuno  á  sesenta  años,  re- 
sidir en  Inglaterra ,  justificar  cierta 
renta,  pagar  determinada  contribución 
ó  alquiler  de  casa,  etc.  Pueden  formar 
parte  del  Jurado  los  extranjeros,  lo 
mismo  que  los  ingleses,  con  tal  que 
reúnan  los  requisitos  que  prescribe  el 
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Derecho  común,  y  lleven  diez  años  de 
residencia  en  Inglaterra. 

Los  jurados  deben  ser  citados  por  lo 
menos  seis  días  antes  de  la  apertura  de 
las  sesiones.  Para  determinar  los  que 
han  de  componer  el  Tribunal,  se  sacan 
á  la  suerte  el  día  fijado  para  la  vista, 
los  nombres  necesarios,  hasta  que  se 
llegue  al  número  de  doce,  que  no  hayan 
sido  recusados. 

Como  el  Derecho  de  recusar  es  allí 
indefinido,  cuando  las  partes  abusan 
de  este  derecho  y  no  puede  reunirse 
número  suficiente  sin  recusar,  se  obli- 
ga á  las  partes  á  declarar  los  motivos 
de  la  recusación,  y  si  son  inexactos  ú 
de  escasa  importancia,  se  desechan  y 
se  admiten  á  estos  recusados.  Si,  a  pe- 
sar deesto,  no  puede  reunirse  el  número 
de  doce,  se  llama  a  las  personas  pre- 
sentes en  la  Sala  6  en  las  inmediacio- 
nes, y  se  completa  con  ellas  el  Tribunal 
de  hecho. 

Constituido  el  Tribunal,  toma  asiento 
en  la  presidencia  el  Juez,  y  recibe  jura- 
mento ó  promesa  solemne  á  los  jura- 
dos, de  que  darán  un  veredicto  con 
arreglo  á  su  conciencia,  y  comienzan 
los  debates,  en  los  que  cada  parte  esta 
auxiliada  y  representada  por  dos  ó  más 
Abogados,  uno  de  edad  avanzada,  y 
otro  ú  otros  más  jóvenes,  que  sirven 
como  de  auxiliares  al  primero.  Comien- 
za á  hablar  el  más  joven  de  dichos  Abo- 
gados, exponiendo  los  hechos  y  las 
pretensiones  de  su  cliente.  Después 
entra  en  turno  el  de  más  edad  para  di- 
rigir la  prueba,  que  es  la  parte  más  de- 
licada del  procedimiento,  necesitándo- 
se gran  tacto  y  habilidad  para  impre- 
sionar y  convencer  al  Jurado,  por  me- 
dio de  las  pruebas  que  ante  él  se  adu- 
cen y  practican.  Interroga  primero  á 
sus  testigos,  y,  terminado  el  interroga- 
torio, el  Abogado  del  demandado  im- 


pugna la  prueba,  repregunta  &  dichos 
testigos  é  interroga  4  los  suyos,  á  los 
que  á  su  vez  dirige  repreguntas  el  Abo- 
gado del  demandante,  pudiendo  cada 
letrado  preguntar  y  hablar  hasta  tres 
veces. 

Si  durante  los  debates  surge  alguna 
cuestión  de  Derecho,  debe  resolverla  el 
Tribunal;  pero  si  fuera  muy  grave  y  di- 
fícil, podrá  someter  el  asunto  al  Tribu- 
nal de  Westminster,  aunque  esto  rara 
vez  sucede. 

Terminados  los  debates,  hace  el  Pre- 
sidente del  Tribunal  el  correspondiente 
resumen,  en  el  que  tiene  una  libertad 
extraordinaria,  pues  no  sólo  procura 
reducir  á  las  menos  que  sea  posible  las 
cuestiones  que  se  ventilan,  para  for- 
mular concretamente  el  interrogatorio, 
sino  que  expone  á  la  consideración  de 
los  jurados  las  cuestiones  de  Derecho 
que  surgen  del  proceso  y  las  soluciones 
que  llevan  consigo,  con  arreglo,  &  los 
Estatutos,  al  Derecho  común  y  á  la  ju- 
risprudencia, dándoles  á  conocer  el  va- 
lor de  los  medios  de  prueba  que  se  han 
producido  ante  ellos,  y  ejerciendo  so- 
bre los  jurados  tal  influencia,  que,  en 
general,  deja  reducida  á  la  más  míni- 
ma expresión  la  iniciativa  y  la  libre 
apreciación  de  los  hechos  por  los  Ju- 
rados. 

Antes  de  terminar  los  debates,  y  vis- 
to el  resultado  de  la  prueba,  puede  cual- 
quiera de  las  partes  desistir  ó  allanar- 
se á  la  demanda,  terminando  allí  loe 
procedimientos  y  pagando  los  gastos 
hechos  el  que  se  retira,  pero  á  reserva 
de  reproducir  después  la  misma  acción 
ante  otro  Jurado.  Tampoco  quedará 
resuelta  la  cuestión  si  los  jurados  no 
consiguen  ponerse  de  acuerdo,  pues, 
como  en  otro  lugar  hemos  dicho,  la  ley 
inglesa  exige  la  unanimidad  para  que 
haya  veredicto. 
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u  aparece  t 
pueden  los  Jueces  anularlo  por  si  mis- 
mos y  someterlo  á  nuevo  Jurado. 

%  5.°— De  las  sentencias  de  los  Tribuna- 
les de  Derecho  común,  de  su  ejecución 
y  de  los  recursos  que  pueden  interpo- 
nerse. 

Las  sentencias  de  los  Tribunales  in- 
gleses se  dictan  por  mayoría,  sin  nece- 
sidad de  motivarlas  porque  la  votación 
es  pública,  y  porque,  en  general,  la  de- 
cisión del  Tribunal  no  se  funda  en  otro 
motivoque  en  el  veredicto  del  Jurado.  Si 
éste  rechaza  la  pretensión  del  deman- 
dante, el  Tribunal  establece  que  el  de- 
mandado no  tiene  derecho  á  nada  de  lo 
que  pide,  y  debe  indemnizar  al  deman- 
dado de  las  costas  y  gastos  que  se  le 
hayan  ocasionado;  y  al  contrario,  si  el 
veredicto  da  la  razón  al  actor. 

Algunas  veces,  ya  por  consecuencia 
de  un  demurrer  6  por  otra  causa,  suele 
el  Tribunal  de  Derecho  declarar  la 
existencia  de  un  crédito  y  daños  y  per- 
juicios en  favor  del  demandante,  pero 
mandara  luego  que  se  reúna  el  Jurado 
para  determinar  el  importe  de  los  mis- 
mos, cosa  que  el  Tribunal  no  puede  ha- 
cer nunca.  Después  del  enquiry  del  Ju- 


Cuando  la  sentencia  se  dicta  á  con- 
secuencia de  veredicto  del  Jurado,  el 
Procurador  de  la  parte  que  trata  de 
proseguir  la  ejecución  presenta  un  es- 
crito que  contiene  el  resumen  de  la  de- 
manda, y  el  Tribunal  dicta  con  la  mis- 
ma fecha  la  sentencia,  que  el  aítomey 
manda  copiar,  y  se  deposita  en  los  ar- 
chivos del  Tribunal,  donde  además  se 
registra,  sobre  todo  si  se  piensa  im- 
pugnar por  error  ante  un  Tribunal  su- 
perior. También  puede  pedir  la  revisión 
por  el  mismo  Tribunal.  Este  derecho 
dura  veinte  años,  contados  cuando  se 
trata  de  un  menor,  ausente,  incapaci- 
tado, preso,  etc.,  desde  el  dia  en  que 
cesan  estos  impedimentos.  Si  son  va- 
rios los  que  han  perdido  el  negocio, 
ninguno  tiene  por  si  solo  el  derecho  de 
incoar  el  writ  of  error,  á  no  ser  en 
nombre  de  todos. 

Este  writ  puede  fundarse  en  un  error 
de  hecho  ó  de  derecho,  determinándo- 
los bien  en  el  escrito,  porque  si  el  error 
es  de  hecho,  vuelve  el  asunto  al  Tribu- 
nal que  ha  dictado  el  fallo,  y  si  es  de 
derecho  pasa  el  asunto  á  un  Tribunal 
superior.  En  éste  se  hace  lo  mismo  en 
cuanto  á  los  escritos,  que  en  el  proce- 
dimiento ordinario.  Cuando  se  trata  de 
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un  error  especial  de  la  sentencia,  es 
necesario  que,  además  de  la  firma  del 
attorney,  lleve  el  escrito  la  de  un  Abo- 
gado. Como  de  los  errores  de  hecho  y 
de  derecho  entienden  distintos  Tri- 
bunales, claro  está  que  no  pueden 
alegarse  ambos  en  una  n  isma  de- 
manda- 
Formulada  ésta,  la  comunica  el  attor- 
ney del  apelante  al  de  la  otra  parte,  exi- 
giéndole la  contestación,  que  éste  ha- 
brá de  dar  dentro  del  plazo  de  veinte 
días,  plazo  que  el  Juez  puede  prorrogar 
a  petición  del  interesado.  Si  después  de 
discutido  el  asunto  se  reduce  éste  á 
una  cuestión  de  hecho,  se  somete  la  re- 
solución al  Jurado,  y  si  de  una  cues- 
tión de  derecho,  al  Tribunal.  El  resto 
del  procedimiento  es  el  ordinario,  sin 
más  diferencia  que  cada  parte  ha  de 
dar  días  antes  de  la  vista  á  una  mitad 
de  los  Jueces  copia  de  todo  lo  actuado, 
y  que  sólo  ha  de  asistir  un  Abogado  por 
cada  parte.  En  la  discusión  no  se  per- 
mite la  réplica. 

En  cuanto  á  la  sentencia,  si  se  acuer- 
da la  nulidad  de  la  recurrida,  y  el  recu- 
rrente es  el  demandado  en  la  anterior 
instancia,  el  Tribunal  superior  se  limi- 
ta á  declarar  la  nulidad;  pero  si  el  re- 
currente es  el  demandante  en  primera 
instancia,  y  el  Tribunal  anula  la  sen- 
tencia, debe  sustituirla  por  la  que,  á  su 
juicio,  debió  dictar  dicho  Tribunal. 
Cuando  se  acuerda  la  nulidad,  cada 
parte  paga  sus  costas;  cuando  no,  las 
paga  todas  el  recurrente. 

Como  puede  notarse,  esta  clase  de 
recursos  participan  de  la  Índole  de  los 
nuestros  de  apelación  y  de  casación.  El 
recurso  de  apelación  propiamente  di- 
cho-es allí  cosa  excepcional  6  extra- 
ordinaria. 

Haremos,  para  terminar  esta  mate- 
ria, algunas  indicaciones  acerca  de  la 


ejecución  de  las  sentencias  no  impug- 
nadas, ó  definitivas. 

El  Tribunal  que  ha  dictado  el  fallo 
entrega  al  attorney  que  ha  vencido  en 
juicio  una  orden  para  que  el  iherifj  eje- 
cute la  sentencie,  ya  vendiendo  los 
muebles  mediante  un  writ  de  Jleri  fa- 
cías, ya  dando  la  posesión  de  los  mue- 
bles ó  inmuebles  de  que  se  trate,  me- 
diante un  writ  de  elegit,  ya  en  otif»  for- 
ma, según  la  índole  del  litigio  y  de  los 
objetos.  Cuando  se  trata  de  deudas,  el 
attorney  entrega  al  sherrffe\  writ  co- 
rrespondiente para  que  éste  proceda  & 
la  ejecución.  El  sAerfXf  nombra  una  co- 
misión ó  Jurado  que  determina  cuáles 
son  los  bienes  personales  del  deudor,  y 
hace  de  ellos  el  inventario  y  justiprecio. 
Si  esto  cubre  el  capital,  intereses  y  gas- 
tos, no  se  pasade  aquí;  pero,  encaso 
contrario,  se  justiprecian  también  los' 
chattels  reales  necesarios,  y  el  theriff 
autoriza  al  acreedor  para  que  entre  en 
posesión  de  los  inmuebles,  de  los  que 
cuidará  como  un  buen  padre  de  familia, 
recogiendo  sus  frutos  hasta  la  comple- 
ta extinción  del  total  que  deba  percibir 
por  todos  conceptos,  en  cuyo  caso  de- 
volverá dichos  bienes  al  propietario. 

El  writ  del  Tribunal,  llamado  capias 
ad  satisfaciendum,  autoriza  al  SherifT 
para  encarcelar  al  deudor  por  el  tiem- 
po que  proceda,  según  el  importe  de  la 
deuda;  pero  una  vez  cumplida  la  con- 
dena, se  le  considerará  liberado  de  la 
deuda  y  al  abrigo  de  toda  persecución 
por  este  concepto. 

No  siendo  posible  consignar  la  infini- 
dad de  excepciones  y  variedades  de  la 
formado  ejecución  según  la  índole  de 
la  sentencia,  la  clase  de  personas  ó  de 
asuntos  de  que  se  trate,  damos  por 
terminadas  estas  indicaciones  genera- 
lísimas acerca  de  la  ejecución  de  los 
fallos  de  los  Tribunales  ingleses. 
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sentación  por  procurador;  pero  de  he- 
cho rara  vez  prescinden  de  ellos  las 
partes. 

No  es  necesaria  la  elección  de  domi- 
cilio por  parte  del  demandante,  pero  si 
por  la  del  demandado,  so  pena  de  de- 
clararlo decaldo  de  su  derecho.  Si  el 
demandado  tiene  su  domicilio  ó  su  re- 
sidencia profesional  en  el  distrito  del 
actuario  de  quien  emane  la  orden,  debe 
comparecer  ante  dicho  actuario,  y  s¡ 
no,  a  su  elección,  allí  6  en  Londres. 

La  orden  de  comparecencia  sólo  es 
válida  durante  un  año,  a  contar  del  día 
en  que  Be  expidió.  Si  en  ese  tiempo  no 
ha  sido  posible  hacer  la  notificación, 
podrá  pedirse  una  ó  más  prórrogas  de 
seis  meses. 

La  comparecencia  se  hará  entregan- 
do al  actuario  un  escrito  firmado,  ex- 
presando al  dorso  si  comparece  en  per- 
sona ó  por  procurador.  Esta  compare- 
cencia puede  efectuarse  en  cualquier 
estado  del  pleito  antes  de  dictarse  la 
sentencia. 

Cuando  el  demandado  no  comparece, 
puede  el  demandante  obtener  una  sen- 
tencia contra  aquél,  si  bien  no  está 
obligado  el  Tribunal  á  declarar  inme- 
diatamente la  rebeldía  si  considera  ne- 
cesario algún  acto  de  instrucción,  y, 
sobre  todo,  habrá  de  afirmar  previa- 
mente, por  medio  de  .afjldac.it,  el  de- 
mandante que  se  notificó  el  writ  o/ 
sommons  al  demandado  ó  á  su  tutor, 
curador,  etc.,  nombrado  ad  hoc  si  se 
tratase  de  un  menor  ó  de  un  incapaci- 
tado. 

Si  se  tratare  de  la  reivindicación  de 
un  inmueble,  y  el  demandado  no  com- 
pareciere, podrá  aquél  pedir  que  se  le 
ponga  en  posesión  de  la  finca. 

En  genera],  si  la  defensa  se  limita  á 
una  parte  de  la  demanda,  podrán!  actor 
pedir  y  el  Tribunal  acordar  que  se  le 


reconozca  su  derecho  á  lo  que  de  so 
petición  no  Be  impugna. 

En  lo  referente  á  los  escritos  de  las 
partes,  á  la  réplica  y  á  la  duplica,  rigen 
las  mismas  reglas  de  procedimiento  que 
hemos  extractado  al  tratar  de  los  Tri- 
bunales de  Derecho  común.  Los  escri- 
tos inútiles  puede  y  suele  ponerlos  el 
Tribunal  á  cargo  de  la  parte  que  los 


En  el  término  de  seis  semanas,  á  con- 
tar de  la  fecha  de  la  comparecencia  del 
demandado,  habrá  de  notificarle  el  ac- 
tor el  escrito  de  ampliación  de  la  de- 
manda, si  el  demandado  ó  el  Juez  no  le 
relevan  de  esta  obligación. 

En  los  demás  actos  de  instrucción,  sal- 
vo algunos  detalles  relativos  á  los  pla- 
zos y  más  amplias  atribuciones  de  los 
Jueces,  todo  se  hace  lo  mismo  que  en 
los  litigios  ante  los  Tribunales  de  De- 
recho común. 

S. — Hedidas  de  instrucción 

Los  Magistrados  del  Tribunal  Supre- 
mo y  del  de  apelación  pueden  dictar 
autos  provisionales,  interlocutorios  ó 
preparatorios,  lo  mismo  de  oficio  que  á 
instancia  de  parte.  Sí  existiere  á  favor 
del  demandante  titulo  legitimo  según 
todas  las  apariencias,  podrá  obligar  el 
Tribunal  al  demandado  á  prestar  cau- 
ción. Cuando  se  trate  de  la  reivindica- 
ción de  una  cosa  mueble  y  el  demanda- 
do dice  que  la  retiene  como  seguridad 
de  una  suma  debida,  podrá  ordenar  el 
Juez  ó  el  Tribunal  que  se  entregue  la 
cosa  á  bu  dueño,  á  condición  de  que 
éste  deposite  en  la  secretaría  la  suma 
reclamada  ó  la  que  el  Tribunal  acuerde. 

Lob  arbitros  nombrados  tienen  ex- 
tensas atribuciones  dentro  de  las  pres- 
cripciones generales  dictadas  por  el 
Tribunal,  procediendo  aquéllos  como 
una  especie  de  Tribunal  auxiliar. 
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tiva  individual?  No  es  esta  ocasión 
oportuna  para  entrar  en  el  fondo  y  de- 
talles de  cuestión  tan  importante  y  de- 
batida; asi  es  que  sólo  haremos  algu- 
nas indicaciones  generales. 

Aunque  dado  el  especial  carácter  y 
costumbres  del  pueblo  inglés,  no  han 
corrido  allí  graves  peligros,  sino  que 
han  quedado  siempre  a  salvo  los  inte- 
reses todos,  y  se  han  castigado,  en  ge- 
neral, las  infracciones,  sobre  todo  las 
de  carácter  grave,  el  sistema  es  defl- 
cientisimo  y  serla  funesto  para  otros 
pueblos.  Los  peligros  &  que  se  expone 
el  particular  que  oficiosamente,  hasta 
cierto  punto,  echa  sobre  si  el  peso  de 
la  denuncia  y  persecución  de  un  delito, 
las  molestias  sin  cuento,  los  gastos  y 
las  pérdidas  que  necesariamente  ha  de 
experimentar  en  sus  intereses,  sin  con- 
tar otros  inconvenientes  de  diversa  Ín- 
dole, son  motivos  más  que  suficientes 
para  que,  no  obstante  su  carácter  y  cos- 
tumbres, se  retraigan  algunos  ciudada- 
nos ingleses  de  cumplir  esta  especie  de 
deber  patriótico  y  humanitario.  ;Qué 
sucedería  si  se  tratara  de  los  pueblos 
meridionales  de  nuestro  continente! 

En  la  misma  Inglaterra  se  ha  notado 
y  procurado  llenar,  desde  muy  antiguo, 
ese  vacio,  formándose  diversas  asocia- 
ciones que  se  encargan  de  perseguir 
los  delitos  de  cierta  Índole,  esto  es, 
aquellos  que  más  directamente  afectan 
al  carácter  y  á  los  intereses  de  la  aso- 
ciación. Es  más,  las  parroquias  mis- 
mas, y  sobre  todo  las  grandes  ciuda- 
des, nombran  agentes  especiales  encar- 
gados de  perseguir  los  delitos  que  se 
cometen  en  el  territorio  sometido  á  su 
jurisdicción. 

Es  cierto  que  allí  existen  algunos 
cargos  qne  obligan  á  los  que  los  obtie- 
nen á  desempeñar  las  funciones  pro- 
pias del  Ministerio  público,  como  suce- 


de con  el  attorney  general  y  con  el  eoli- 
citor  general;  pero  esto,  además  de  que 
sólo  es  en  ciertos  casos  y  para  deter- 
minados delitos  que  afectan  al  interés 
publico,  es  insuficiente,  tanto  por  no 
tener  á  bus  órdenes  personal  para, 
que  les  auxilien  convenientemente, 
cuanto  porque  esos  cargos  los  obtie- 
nen, por  regla  general,  hombres  de 
cierta  importancia  profesional  y  políti- 
ca, que  apenas  pueden  atender  a!  des- 
empeño de  su  cometido,  y  sólo  toman  la 
iniciativa  cuando  Be  trata  de  crímenes 
gravísimos  y  se  los  ordena  el  Gobierno. 
El  de  attorney  general,  sobre  todo,  es, 
más  que  un  cargo,  una  dignidad. 

Sin  duda  por  las  razones  y  causas 
indicadas,  nótanse  cada  día  más  clara- 
mente los  malos  efectos  del  sistema 
antiguo,  y  los  excelentes  resultados  que 
el  establecimiento  del  Ministerio  pú- 
blico ha  producido  en  Escocia,  han  co- 
menzado la  prensa  y. los  juri  cónsul  tos 
una  ruda  campaña  para  dotar  á  In- 
glaterra de  institución  tan  beneficio- 
sa para  la  persecución  y  castigo  de  los 
delincuentes. 

«La  necesidad  de  un  Ministerio  públi- 
co, se  decía  ya  en  un  notable  articulo  en 
el  Times  en  1867,  ha  sido  sentiday  reco- 
nocida tiempo  ha  por  los  jurisconsul- 
tos ingleses.  Las  cosas  han  llegado  al 
extremo  de  que  un  extranjero  puede 
preguntarse  si  la  persecución  y  castigo 
de  los  delitos  ha  preocupado  alguna 
vez  seriamente  &  nuestros  legislado- 
res. .  ..  Sucede  con  frecuencia  que,  lle- 
vado un  individuo  al  banquillo  de  los 
acusados  ante  el  Tribunal  del  Jurado, 
se  le  pone  en  libertad  porque  no  se  pre- 
senta un  Abogado  que  formule  la  acu- 
sación y  la  sostenga No  quedarían 

con  tanta  frecuencia  en  el  más  profun- 
do misterio  los  asesinatos,  si  hubiera 
un  prosecutor  dispuesto  siempre  á  se- 
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deber.  Todo  ciudadano  le  tiene  con  tal 
que  sea  cierta  la  existencia  del  crimen, 
pero  no  se  podrán  derribar  las  puertas 
ni  matar  al  culpable.  Todo  agente  está 
facultado  para  detener  y  llevar— sin 
más  que  una  autorización  escrita  del 
Jefe  de  policía  del  distrito  en  las  gran- 
des ciudades,  ante  el  Juez  de  policía,  y 
en  los  demás  puntos  ante  el  Juez  de  paz, 
á  todo  condenado  que  se  halle  en  liber- 
tad provisional,  para  que  justifique  sus 
medios  de  subsistencia,  y  si  no  compa- 
rece, podrá  privarle  el  Juez  del  benefi- 
cio de  dicha  libertad  provisional.  Los 
agentes  deberán  proceder  á  la  deten- 
ción siempre  que  se  les  denuncie  una 
persona  como  culpable  de  un  crimen, 
pero  deberán  entregarlo  inmediata- 
mente al  Juez  competente. 

Una  vez  detenido  el  inculpado,  puede 
permanecer  preso  por  mucho  tiempo, 
si  no  presta  fianza  para  obtener  su  li- 
bertad provisional.  Los  Jueces  de  poli- 
cía tienen  audiencia  todos  los  días  en 
Londres  y  en  las  grandes  ciudades, 
pero  en  los  condados  sólo  se  reúnen 
semaial  ó  quincenalmente  las  peque- 
ñas sesiones,  lo  cual  es  ya  motivo  para 
que  se  prolongue  la  detención  preventi- 
va, precisamente  en  causas  por  delitos 
insignificantes,  que  son  de  los  que  co- 
nocen estos  Tribunales. 

Las  pequeñas  sesiones  y  los  Jueces 
de  policía  dictan  generalmente  la  sen- 
tencia en  la  misma  audiencia  en  que  se 
presenta  la  denuncia,  en  los  asuntos 
de  su  competencia  y  en  que  tengan  su 
convicción  formada.  Si  comprenden 
que  el  hecho  constituye  un  delito  gra- 
ve, deben  someter  al  inculpado  y  el  co- 
nocimiento de  la  causa  á  la  jurisdic- 
ción superior,  esto  es,  á  los  Tribunales 
de  sesionas  trimestrales.  Si  les  parecen 


la  policía  ó  por  el  querellante,  suspen- 
den el  fallo. 

Los  culpables  de  crímenes  ó  delitos 
permanecen  en  prisión  preventiva  has- 
ta la  época  de  las  sesiones  trimes- 
trales. 

Los  crímenes  graves,  como  la  felo- 
nía, la  alta  traición  y  ciertos  delitos  son 
de  la  competencia  del  Tribunal  Central 
de  lo  criminal  de  Londres  y  de  los  Tri- 
bunales de  Assises  de  distrito.  El  pri- 
mero es  de  carácter  permanente;  loe 
otros  sólo  se  reúnen  cada  seis  meses,  y 
en  ciertas  ciudades  sólo  una  vez  al  año 

Los  inconvenientes  que  trae  consigo 
este  largo  aplazamiento  de  los  fallos 
desaparecen  en  gran  parle  por  el  am- 
plio uso  que  se  hace  de  la  libertad  pro- 
visional bajo  fianza,  la  cual  procuran 
casi  todos  los  procesados,  y  si  alguno 
no  la  pide,  le  advierte  el  Juez  su  dere- 
cho y  le  aconseja  que  haga  uso  del 

La  libertad  provisional  en  los  asuntos 
de  escasa  importancia  corresponde  al 
constable  ó  agente  y  al  coroner;  en  lo 
que  la  revisten  mayor,  al  Juez  de  paz 
al  de  policía;  y  en  los  casos  de  traició 
sólo  puede  concederla  un  Secretario  d 
Estado  ó  un  Magistrado  del  Tribuní 
Supremo.  La  libertad  bajó  fianza  es  u 
derecho,  pero  tiene  numerosas  excef 
ciones,  que  comprenden  todos  los  cr 
menes  y  delitos  graves,  como  la  felt 
nía,  secuestro,  perjurio,  ultrajes  al  pi 
dor,  etc.,  etc.,  en  los  cuales  dicha  libe: 
tad  queda  al  libre  arbitrio  y  apreciació 
del  Magistrado,  asi  como  el  fijar  el  iir 
porte  de  la  fianza  según  la  graved» 
del  crimen,  la  importancia  de  los  caí 
gos  y  la  posición  del  acusado.  Esta  ñu 
za  se  da  comprometiéndose  el  acusai 
y  otras  dos  personas  solventes  á  paga 
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&  ta  Reina  ó  á  su  sucesor  tal  ó  cual 
cantidad  en  el  caso  en  que  el  inculpado 
no  se  presente  al  Juez  cuando  lo  recla- 
me. Si  los  fiadores  temen  después,  que 
el  inculpado  no  cumpla  su  palabra,  po- 
drán pedir  su  arresto  y  que  se  les  rele- 
ve de  la  fianza.  Si  el  inculpado  cree  que 
la  suma  Ajada  como  fianza  es  excesi- 
va, puede  apelar  ante  el  Tribunal  Su- 
premo, que  resuelve  en  definitiva. 

Por  lo  demás,  los  Magistrados  ingle- 
ses Be  muestran  muy  parcos  y  pruden- 
tes, y  no  conceden  este  beneficio  sino 
con  pleno  conocimiento  de  causa,  cuan- 
do esta  dentro  de  sus  facultades  el  con- 
cederla ó  negarla. 

§  3.a— Jurisdicciones  de  instrucción;  el 
Gran  Jurado 

Además  del  coroner,  que  es  el  encar- 
gado de  los  primeros  actos  de  instruc- 
ción en  los  delitos  de  homicidio,  re- 
uniendo una  especie  de  Jurado  ó  Comi- 
sión más  ó  menos  técnica  que  Be  en- 
carga de  examinar  el  cadáver  y  consig- 
nar las  causas  de  la  muerte,  existen 
varios  funcionarios  y  Tribunales,  se- 
gún las  localidades,  para  la  instrucción 
de  las  diligencias  que  pudiéramos  lla- 
mar sumariales  (Juez  de  paz.  Tribunal 
de  las  pequeñas  sesiones,  Tribunal  de 
policía,  etc.).  Ya  en  el  párrafo  anterior 
hemos  indicado  lo  que  se  refiere  á  la 
detención  de  los  inculpados.  Prose- 
guiremos aquí  el  desarrollo  del  proce- 
dimiento. 

Después  de  resuelta  la  cuestión  de  si 
hay  ó  no  pruebas  ó  indicios  graves  de 
culpabilidad,  y  de  si  el  detenido  ha  de 
continuar  como  tal  ó  ser  pueato  en  li- 
bertad, viene,  en  el  primer  caso,  la 
cuestión  de  competencia  del  Juez  ó 
Tribunal  ante  quien  se  ha  llevado  al 
presunto  culpable.  Si  el  asunto  es  de 


los  que  pueden  fallarse  por  el  procedi- 
miento sumario,  ó  el  inculpado  lo  ad- 
mite confesándose  autor  del  delito  de 
que  se  le  acusa,  se  declaran  competen- 
tes los  Jueces  de  policía  6  los  Tribuna- 
les de  las  pequeñas  sesiones,  y  resuel- 
ven el  negocio  en  la  forma  indicada; 
pero,  en  otro  caso,  debe  someterse  la 
causa  al  conocimiento  del  Jurado,  que- 
dando dichos  Tribunales  haciendo  las 
veces  de  verdaderos  Jaeces  instructo- 
res, recogiendo  datos  para  los  cargos, 
oyendo  á  los  testigos  y  sometiendo 
luego  los  autos  y  el  procesado  al  Tri- 
bunal de  sesiones  trimestrales. 

Este  procedimiento  es  excesivamen- 
te sencillo.  En  el  momento  en  que  el 
inculpado  comparece  ante  el  Tribunal 
de  las  pequeñas  sesiones,  todo  el  rollo 
ó  proceso  se  compone  de  una  hoja  ó 
pliego  que  contiene  bu  nombre  y  el  de- 
lito que  se  le  atribuye,  y  unidas  á  ella, 
las  declaraciones  de  los  testigos. 

Lo  más  particular  y  raro  de  esta  ins- 
trucción previa  es  que  siempre  es  pú- 
blica, pudiendo  tomar  parte  en  ella  el 
inculpado,  asistido  de  sus  Abogados, 
sin  que  haya  para  él  nada  secreto,  ni 
se  le  incomunique,  haciéndosele  el  in- 
terrogatorio en  audiencia  pública,  sino 
lo  impide  la  naturaleza  especial  del  de- 
tito. 

Remitidos  todos  los  antecedentes  del 
proceso,  y  sometido  el  procesado  á  la 
jurisdicción  ó  Tribunal  superior,  ex- 
tiende el  relator  actuario  de  este  último 
el  acta  de  acusación  (indictment),  si 
no  la  han  formulado  ya  los  Jueces  de 
paz  ó  de  policía. 

El  día  fijado  para  el  juicio  convoca 
el  Sheriff  el  grande  y  el  pequeño  Jura- 
do. El  primero  tiene  por  misión  inves- 
tigar si  resultan  cargos  suficientes  con- 
tra el  inculpado.  Compónese  de  veinti- 
trés miembros,  elegidos  entre  los  ciu- 
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dállanos  más  distinguidos  del  condado. 
No  se  exige  que  estén  todos  presentes 
ni  que  haya  unanimidad;  basta  con  que 
la  mayoría  absoluta  (doce)  acuerden 
que  procede  la  apertura  del  juicio.  En 
este  caso,  el  Jefe  ó  Presidente  del  Jura- 
do escribe  en  el  acta  de  acusación  es- 
tas palabras:  a  true  bilí  (bilí  efectivo  6 
verdadero).  Caso  contrario,  esto  es,  si 
no  hay  mayoría  absoluta,  escribe  estas 
otras:  non  true  bilí  {bilí  no  verdadero). 

Y  aquí  encontramos  otra  cosa  rara: 
el  procedimiento,  que  fué  público,  en 
todas  las  primeras  diligencias  de  la 
instrucción,  cuando  llega  al  Gran  Jura- 
do, cuando  podríamos  decir  en  nuestro 
tecnicismo  jurídico  que  la  causa  se  ha 
elevado  á  píen  a  rio,  comienza  el  proce- 
dimiento secreto;  y  lo  es  tanto,  que  en- 
cerrándose sin  más  elementos  que  el 
acta  de  acusación  y  la  lista  de  testigos- 
se  aisla  en  absoluto,  sin  permitir  la 
presencia  de  Abogado,  Procurador,  Ac- 
tuario, ni  de  otra  persona  alguna  ex- 
traña al  Jurado,  y  de  este,  modo  exami- 
na ú  oye  á  los  testigos  citados,  y  á  otros 
si  lo  juzga  necesario,  compara  las  de- 
claraciones con  las  hechas  por  otros 
ante  el  Juez  de  paz,  y  sin  levantar  acta 
alguna  vota  la  procedencia  ó  improce- 
dencia de  la  acusación,  y  escribe  en 
ella  las  palabras  á  que  antes  nos  he- 
mos referido. 

Ya  hemos  visto  que,  en  caso  de  homi- 
cidio, no  es  necesario  someter  la  acu- 
sación al  Gran  Jurado,  sino  que  el  eo- 
roner  convoca  el  Jurado  ü  Comisión  es- 
pecial antes  mencionada,  para  que  in- 
vestigue y  declare  la  causa  de  la  muer- 
te. Además  de  éste  hay  algunos  otros 
delitos  en  que  no  se  necesita  la  inter- 
vención del  Gran  Jurado,  bastando  con 
que  el  attorney  general,  ó  en  su  defecto 
el  solicitor,  presente  la  correspondien- 
te querella,  para  que  se  abra  el  juicio. 


§  4."— El  pequeño  Jurado;  el  procedi- 
miento y  las  pruebas  ante  el  mismo 

Terminadas  las  diligencias  y  aproba- 
da definitivamente  la  acusación  por  el 
Gran  Jurado,  debe  comparecer  el  acu- 
sado ante  el  Jurado  juzgador  ó  pe- 
queño, denominado  asi  por  ser  menos 
numeroso  que  el  de  acusación,  y  el 
cual,  salvo  las  excepciones  antes  indi- 
cadas, puede  y  debe  entender  de  todos 
loe  crímenes  y  delitos. 

La  ley  de  9  de  Agosto  de  1870  es  la 
última  y  la  que  recopila,  por  decirlo 
asi,  las  más  importantes  disposiciones 
relativas  al  Jurado  inglés,  exigiendo, 
para  poder  formar  parte  del  mismo,  más 
condiciones  que  la  ley  anterior  (la 
de  1635),  &  Un  de  evitar  que  esta  institu- 
ción fuese  una  carga  excesivamente 
pesada  para  la  generalidad  de  los  ciu- 
dadanos ingleses  que  no  cuentan  con 
medios  suficientes  para  atender  a  su 
subsistencia. 

Según  las  disposiciones  vigentes, 
para  ser  inscripto  en  la  lista  ó  libro  de 
jurados  (Jurors  Book)  es  necesario  pa- 
gar un  impuesto  para  la  asistencia  de 
pobres  ó  por  casas, que,  en  las  ciudades 
de  20.000  almas  en  adelante,  habrá  de 
corresponder  auna  renta  de  50  libras 
esterlinas  (1 .250  pesetas),  y  en  los  dis- 
tritos rurales  de  30  libras  (750  pesetas). 
Se  exige,  como  ya  hemos  dicho  en  otro 
lugar,  la  edad  de  veintiuno  á  sesenta 
años,  habiendo  desaparecido  la  con- 
dición de  ser  ciudadano  inglés,  según 
en  otro  lugar  hemos  indicado. 

El  1."  de  Septiembre  de  cada  año,  los 
administradores  de  las  parroquias,  y 
los  de  pobres  en  los  distritos  rurales  y 
en  cada  ciudad,  forman  la  lista  alfabé- 
tica de  las  personas  que  consideran 
aptas  para  desempeñar  las  funciones 
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sido  condenados  á  una  pena  aflictiva 
ó  infamante,  salvo  los  proscriptos  po- 
líticos. 

No  hay  que  decir  que  en  Inglaterra, 
como  en  casi  todas  partes,  ni  siquiera 
se  revisan  y  corrigen  anualmente  las 
listas  de  jurados,  dándose  el  caso  de 
que  en  las  listas  de  la  ciudad  de  Lon- 
dres existan  una  tercera  parte  de  nom- 


prestan  juramento  ó  hacen  promesa,  de 
cuatro  en  cuatro,  ante  el  Presidente  del 
Tribunal.  Un  alguacil  ó  pregonero  dice 
entonces  en  alta  voz:  «Si  alguno  de  los 
presentes  puede  informar  á  los  señores 
jurados  de  la  Reina,  ó  al  attorney  gene' 
ral,  antes  de  dictar  la  sentencia....  de 
cualquier  crimen  de  traición,  asesína- 
lo, felonía  ú  otro  delito  cualquiera  co- 
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metido  por  los  acunados  ó  por  uno  de 
ellos,  que  Be  presente  aquí,  y  será  oído, 
porque  los  presos  están  en  1 1  barra  es- 
perando en  libertad.»  El  Oficial  del  Tri- 
bunal llama  entonces  al  acusado  a  la 
barra,  y  dice:  «Señores  jurados,  el  pre- 
so conocido  con  el  nombre  de está 

aquí  porque  se  le  acusa  de Ha  sido 

interrogado,  y  en  la  indagatoria  ba  ne- 
gado ser  culpable;  sin  embargo,  se  le 
ha  sometido  á  juicio  como  veis.  Vues- 
tro deber  es  investigar  si  es  6  no  culpa- 
ble y  decidir  con  plena  conciencia.» 

A  esto  se  llama  alli  entregar  el  pri- 
sionero al  Jurado.  Entonces  comienzan 
los  debates. 

En  éstos  puede  el  acusado  tener  un 
defensor  designado  por  él,  ó  de  oficio, 
aunque  ninguna  ley  prescribe  esto  úl- 
timo, y,  por  consecuencia,  se  dan  mu- 
chos casos,  sobre  todo  en  los  crímenes 
y  delitos  graves,  en  que  el  acusado 
queda  sin  apoyo  alguno  contra  la  acu- 
sación por  no  poder  pagar  un  Aboga- 
do. Es  verdad  que  en  loe  delitos  de  pena 
capital,  cuando  el  acusado  no  tiene  de- 
fensor se  lo  nombra  de  oficio  el  Juez, 
pero  lo  elige  alli  mismo  estando  en  el 
momento  de  comenzar  los  debates,  de 
modo  que  el  Abogado  casi  nunca  está 
enterado  de  la  oauaa. 

Durante  los  debates ,  la  misiOn  de) 
Presidente  no  es,  en  realidad,  la  de  di- 
rigir los  que  sostienen  los  Abogados  ó 
la  acusación  y  la  defensa,  sino  la  de 
ejercer  una  constante  vigilancia  sobre 
los  actos  del  Jurado. 

Los  jurados  interrogan  al  acusado, 
pero  el  Juez  que  preside  le  previene 
que  es  libre  para  contestar  A  las  pre- 
guntas lo  que  estime  conveniente  ó 
para  no  contestarlas.  El  acusado  pue- 
de pedir  y  hacer  uso  de  la  palabra;  pero 
como  alli  la  confesión  del  inculpado 
releva  de  toda  otra  prueba,  se  expone 


éste  á  hacer  declaraciones  que  le  com- 
prometan; asi  es  que  generalmente  el 
Abogado  recomienda  á  su  defendido 
que  guarde  silencio,  evitando  con  tan 
prudentes  medidas  que  se  entable  una 
lucha  desigual,  una  especie  de  duelo 
judicial  entre  un  acusador  Ó  un  Magis- 
trado instruido,  inteligente  y  ducho  en 
esta  clase  de  lides,  y  un  desgraciado, 
ignorante  y  rudo  las  más  veces,  pre- 
ocupado de  su  situación  y  que  quizá  ve 
por  primera  vez  á  los  Jueces. 

El  procedimiento  ante  el  Jurado  in- 
glés es  en  extremo  sencillo.  Después 
del  juramento,  el  prosecutor  ó  el  Abo- 
gado que  le  representa  hace  una  breví- 
sima exposición  de  los  hechos,  en  un 
discurso  que  dura  generalmente  cinco 
minutos  y  que  rara  vez  excede  de  vein- 
te. Pregunta  después  á  los  testigos  de 
cargo  que  están  en  la  sala  y  presencian 
los  debates.  Terminado  el  interrogato- 
rio de  la  acusación,  comienza  el  contra- 
interrogatorio del  acusador  ó  de  su  de- 
fensor á  dichos  testigos,  pudiendo  diri- 
gir observaciones  al  Jurado  acerca  de 
las  contestaciones  que  les  parezcan  fa- 
vorables ó  contradictorias.  Después 
hace  el  acusador  ó  su  defensor  las  pre- 
guntas que  estime  oportunas  á  los  tes- 
tigos de  descargo,  que  son  en  seguida 
repreguntados  por  la  parte  aetora.  Los 
testigos  deben  contestar  breve  y  con- 
cretamente á  las  preguntas  que  se  les 
dirijan. 

En  cuanto  á  los  informes  y  conclu- 
siones orales,  son  siempre  breves  y 
sencillas,  y  con  ellas  se  cierran  los  de- 
bates y  entra  el  juicio  en  el  periodo  de 
veredicto  y  de  sentencia,  que  es  objeto 
del  párrafo  siguiente. 

g  5.a— Del  veredicto  y  de  la  sentencia 

Terminados  los  debates,  más  bien 
que  un  resumen,  hace  el  Juez  que  pre- 
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constante  y  progresiva  disminución  de 
la  cifra  de  asuntos  civiles  resueltos  por 
el  Jurado.  Al  lado  de  este  hecho  apare- 
ció también  por  modo  claro  que  los  liti- 
gantes que  sometían  la  resolución  de 
sus  cuestiones  a  arbitros  nombrados 
por  ellos,  eran  cada  vez  mas  nume- 
rosos. 

Si  se  ha  reconocido  que  doce  ciuda- 
danos, reunidos  para  juzgar  de  sus 
asuntos  son  poco  aptos  para  resolver 
cuestiones  de  derecho  privado,  no  es 
menos  cierto,  por  otra  parte,  que  los 
Magistrados  no  son  siempre  los  mejo- 
res Jueces  de  las  cuestiones,  para  cuya 
decisión  se  requieren  conocimientos  ó 
practicas  de  índole  especial,  y  sobre 
todo  que,  cuando  se  trata  de  cuestiones 
de  hecho,  las  parles  deben  hallarse  fa- 
cultadas para  confiar  la  resolución  del 
litigio  á  quien  tengan  por  conveniente, 
y  mutuamente  les  inspire  confianza  de 
imparcialidad  y  competencia,  y  hasta 
se  ha  indicado  por  algunos  la  conve- 
niencia de  que  los  mismos  Magistrados 
pudieran  remitir  los  asuntos  sometidos 
á  su  decisión,  a  un  Juez  privado,  como 
se  hizo  en  Roma,  resultando  de  aquí 
una  gran  economía  de  tiempo  y  de  for- 
malidades y  diligencias,  lo  cual  viene  á 
constituir,  en  último  termino,  una  sa- 
tisfacción dada  al  principio  del  Jurado 
civil  y  al  derecho  délos  ciudadanos  de 
tomar  parte  en  las  funciones  de  la  ad- 
ministración de  justicia. 

Conviene  advertir  que  en  Inglaterra 
siempre  ha  sido  posible  recurrir  al  ar- 
bitraje por  medio  de  compromiso  ó  con- 
venio privado,  si  bien  la  resolución  ó 
laudo  no  revestía  otro  valor  en  estos 
casos  que  el  de  una  transacción  acep- 
tada por  adelantado  por  las  partes;  pero 
no  equivalía  á  una  verdadera  senten- 
cia ni  producía  los  elecios  de  una  de- 
cisión judicial  hasta  que,  en  tiempo  de 
Guillermo  III  se  dictó  una  ley  aplicable 
especialmente  a  los  comerciantes  y 
pleitos  comerciales,  por  lo  que  se  esta- 
blecía que  en  dichos  casos  el  laudo  ar- 


bitral quedaba  equiparado  á  las  sen- 
tencias dictadas  por  los  Tribunales  de 
justicia,  produciendo  la  violación  de 
una  los  mismos  efectos  que  la  de  la 
Otra;  todo  lo  cual  recuerda  las  famosas 
Constituciones  de  Constantino  acerca 
de  la  jurisdicción  episcopal,  cuya  au- 
tenticidad se  admite  generalmente. 

Según  ellas,  la  mayoría  de  los  cris- 
tianos del  Imperio  elevaban  el  conoci- 
miento de  las  cuestiones  civiles  que 
entre  ellos  se  suscitaban  al  Tribunal 
del  Obispo,  que  no  tenia,  en  este  par- 
ticular, otro  carácter  que  el  de  mero 
arbitro.  Constantino,  después  de  deci- 
dir que  la  voluntad  de  una  de  las  par- 
tes seria  suficiente  para  imponer  a  la 
otra  la  sumisión  del  asunto  a  la  juris- 
dicción arbitral,  concedió  a  la  resolu- 
ción dictada  por  el  Obispo  el  valor  y 
eñcacia  de  una  verdadera  sentencia, 
poniendo  á  sus  órdenes  la  fuerza  públi- 
ca para  llevar  a  cabo  su  ejecución. 

Las  aspiraciones  de  los  que  como  he- 
mos indicado  deseaban  ver  en  Inglate- 
rra implantado  el  sistema  de  Roma, 
viéronse  satisfechas  en  el  año  1854. 

Por  último,  merced  &  la  promulga- 
ción de  la  ley  cuya  traducción  se  inser- 
ta á  continuación,  se  mantiene  dicho 
sistema,  y  a  la  par  se  reconocen  los  ar- 
bitros nombrados  libremente  por  las 
partes,  los  cuales  pueden  designar  para 
desempeñar  estas  funciones  á  indivi- 
duos del  orden  judicial,  como  general- 
mente ocurre  cuando  el  nombramiento 
se  debe  al  Juez  ó  Magistrado,  ó  a  sim- 
ples particulares. 

I.  —  Arbitraje    por    convenio 

extrajudlclal 

Articulo  1.°  Toda  acta  de  compro- 
miso sera  irrevocable,  a  menos  que  se 
haya  expresado  la  intención  en  contra- 
rio, ó  que  el  Juez  ó  Tribunal  admitan 
que  no  lo  sea;  y  deberá,  tener,  bajo  to- 
dos aspectos,  el  mismo  efecto  que  si  se 
tratase  de  una  sentencia  judicial. 
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Se  reserva  al  Tribunal  6  al  Juez  el 
derecho  de  considerar  como  no  hecha 
la  designación  efectuada  en  aplicación 
de  esta  última  regla. 

Art.  7."  Los  arbitros  que  obren  en 
virtud  de  un  acta  de  compromiso  ten- 
drán, salvo  el  deseo  en  contrario  de  las 
parles,  el  poder: 

a)  De  tomar  juramento  0  promesa  y 
oir  las  declaraciones  de  las  partes  y  de 
los  testigos  que  comparezcan  en  el 
pleito; 

b)  De  dictar  una  sentencia  sobre  la 
totalidad  ó  sobre  un  solo  punto,  en  la 
forma  de  los  casos  especiales  que  se 
someten  á  la  opinión  del  Tribunal; 

c)  De  corregir,  en  la  sentencia  toda 
falta  que  provenga  de  error  ú  omisión 
accidental  de  los  hombres  de  ley  ó  de 
sus  oficiales. 

Art.  8."  Todo  el  que  sea  parte  en  un 
compromiso  puede  exigir  una  orden  de 
sabpoena  ad  iettifleandum,  ó  una  orden 
de  sub  poena  duees  teeum;  pero  nadie 
puede  ser  obligado,  para  la  ejecución 
de  una  orden  de  ese  género,  a  presen- 
tar ningún  documento  que  no  estuviera 
obligado  a  exhibir  en  un  asunto  judi- 
cial. 

Art.  9.°  El  plazo  para  dictar  senten- 
cia, haya  expirado  ó  no,  puede  pro- 
rrogarse por  una  orden  del  Tribunal  ó 
de  un  Juez. 

Art.  10.  %  1.°  En  todos  los  casos  de 
arbitraje,  el  Tribunal  ó  un  Juez  pueden 
someter  las  materias  decididas  por  los 
arbitros,  ó  algunas  de  ellas  á  un  nuevo 
examen  de  los  arbitros  ó  de  un  tercer 
arbitro. 

§  2.a  Cuando  una  sentencia  arbitral 
es  sometida  &  un  nuevo  examen,  los 
arbitros  ó  el  tercer  arbitro  deben,  6 
menos  que  el  auto  disponga  otra  cosa, 
dictar  su  sentencia  en  el  plazo  de  tres 
meses,  á  partir  de  la  fecha  de  dicho 
auto  en  que  se  ordena  el  nuevo  exa- 
men. 

Art.  11.— §  1."  Cuando  uno  de  los  ar- 
bitros ó  el  tercero  nombrado  cumple 


mal  su  misión,  el  Tribunal  puede  reti- 
rarle sus  poderes. 

§  2."  En  el  mismo  caso  anterior  y  en 
el  de  que  el  arbitraje  ó  la  sentencia  se 
hayan  obtenido  de  una  manera  inco- 
rrecta, el  Tribunal  puede  tener  por  no 
dictada  la  sentencia. 

Art.  12.  Toda  sentencia  arbitral  pue- 
de, con  el  asentimiento  del  Tribunal  ó 
de  un  Juez,  recibir  fuerza  ejecutoria  de 
la  misma  manera  que  una  sentencia 
judicial. 

II.  -  Arbitrajes  por  disposición  Judicial 
Art.  13.— §  1."  El  Tribunal  ó  un  Juez, 
ajustándose  á  las  leyes  y  Reglamentos 
orgánicos  del  Tribunal,  y  bajo  reserva 
del  derecho  que  puede  tenerse  para  pe- 
dir la  reunión  de  un  Jurado  en  ciertos 
casos  particulares,  puede  someter  cual- 
quier cuestión  que  se  suscite  en  una 
materia  que  no  sea  la  criminal,  á  no 
ser  de  las  causas  seguidas  a  instancia 
de  parte,  á  un  arbitro  oficial  ó  particu- 
lar, perito  en  el  asunto,  para  que  emita 
su  dictamen. 

§  2."  El  dictamen  ó  informe  del  ar- 
bitro puede  ser  adoptado,  en  todo  ó  en 
parte,  por  el  Tribunal  ó  Juez,  y  en  este 
caso  tendrá  la  fuerza  de  una  sentencia 
ú  orden  que  en  el  punto  de  que  se  trate 
hubiera  dictado  el  Tribunal. 

Art.  14.  En  todo  asunto  ó  materia 
que  no  sea  criminal  en  causa  seguida 
á  instancia  del  Ministerio  público: 

a)  Si  todas  las  partes  interesadas  en 
el  asunto,  que  tengan  capacidad,  con- 
sienten; ó 

b)  Si  el  asunto  exige  un  examen  mi- 
nucioso de  documentos,  investigacio- 
nes científicas,  ó  un  reconocimiento  lo- 
cal que,  en  concepto  del  Tribunal  ó  del 
Juez,  no  puedan  hacerse  conveniente- 
mente ante  un  Jurado,  ó  ser  expuestas 
al  Tribunal  por  mediación  de  uno  de  los 
Oficiales  de  justicia  ordinarios;  ó 

c)  Si  la  cuestión  pendiente  consiste 
en  todo  ó  en  parte  en  materia  de  cuen- 
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con  arreglo  á  las  leyes,  ocasionar  gas- 
tos ¿  la  Corona. 

Art.  24.  La  presente  ley  será  aplica- 
ble á  todo  arbitraje  hecho  en  virtud  de 
una  ley  que  se  dicte  antes  ó  después  de 
ponerse  ésta  en  vigor,  en  cuyo  caeo  el 
arbitraje  se  asimilará  al  que  se  hubiera 
realizado  en  virtud  de  un  acta  de  com- 
promiso, conforme  á  las  disposiciones 
de  la  presente  ley;  sin  embargo,  ésta  no 
será  aplicable  más  que  en  aquellas  de 
sus  disposiciones  que  no  estén  en  con- 
tradicción con  la  ley  especial  hecha 
para  regular  el  caso  de  compromiso,  ó 
con  las  reglas  ó  el  procedimiento  auto- 
rizado ó  reconocido  por  esa  ley  espe- 
cial. 

Art.  25.  La  presente  ley  no  tendrá 
ningún  efecto  con  relación  á  los  arbi- 
trajes ó  compromisos  entablados  antes 
de  que  sea  puesta  en  vigor,  pero  se 
aplicará  á  todos  aquellos  que  empiecen 
ulteriormente,  aun  cuando  se  ejecuten 
en  cumplimiento  de  un  convenio  parti- 
cular ó  de  una  remisión  judicial  ante- 
riores á  la  publicación  de  la  presente 
ley. 

Ar!.  26.— §1.°  Las  disposiciones  le- 
gales indicadas  en  el  apéndice  núme- 
ro 2  de  la  presente  ley  quedan  deroga- 
das en  los  limites  determinados  en  ese 
mismo  lugar;  pero  esa  derogación  no 
se  referirá  á  nada  de  lo  que  haya  sido 
practicado,  ni  á  ningún  derecho  adqui- 
rido, ni  á  ninguna  obligación  impuesta 
ó  responsabilidad  contraída  antes  de 
que  se  ponga  en  vigor  la  presente  ley, 
pudiéndose  decir  lo  mismo  de  cualquier 
procedimiento  comenzado  con  motivo 
de  esa  responsabilidad. 

§  2.°  Toda  disposición  ó  Acta  que  se 
refiera  á  algnna  de  las  disposiciones 
derogadas  por  la  presente  ley,  deberá 
ser  interpretada  como  refiriéndose  á 
ésta. 

Art.  27.  En  esta  ley,  á  menos  que 
aparezca  claramente  la  intención  en 
contrario,  el  término  submision  (acta 
de  compromiso)  significa  un  convenio 


escrito  por  el  cual  se  somete  una  disen- 
sión presente  ó  futura  á  un  arbitraje, 
6¡n  que  importe  que  el  arbitro  esté  de 
signado  ó  no. 

Court  (Tribunal)  significa  el  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  de  S.  M 

Judge(luez)  significa  un  Juez  de  dicho 
Tribunal. 

Rules  oj  court  (reglas  del  Tribunal) 
significa  los  Reglamentos  del  Tribunal 
Supremo  autorizados  por  las  leyes  de 
organización  judicial. 

Art.  28.  Esta  ley  no  es  aplicable  á 
Escocia  ni  á  Irlanda. 

Art.  29.  La  presente  ley  empezara  á 
regir  en  1.°  de  Enero  de  1890. 

Art.  30.  Se  designará  con  el  titulo 
de  Ley  de  arbitraje  de  1889. 

Anexo  número  1." 

Poderes  é  instrucciones  que  se  en- 
tienden comprendidos  en  toda  acta  de 
compromiso: 

a)  Si  no  se  ha  especificado  ningún 
otro  modo  de  arbitraje,  el  compromiso 
debe  someterse  á  un  arbitro  único; 

b)  Si  el  conípromiso  debe  ser  envia- 
do á  dos  arbitros,  éstos  pueden  desig- 
nar un"  tercero  en  cualquier  momento 
que  sea  dentro  del  plazo  que  se  les  ha 
concedido  para  dictar  sentencia; 

c)  Los  arbitros  deben  dar  su  senten- 
cia en  el  plazo  de  tres  meses,  contados 
desde  que  se, les  sometió  el  asunto,  ó 
desdeen  que  la  parte  les  otorgó  el  poder 
por  escrito.  Durante  ese  plazo  ó  &  su 
expiración,  los  arbitros  pueden,  me- 
diante un  acta  firmada,  prolongar  el 
plazo  para  dar  su  decisión; 

d)  Si  los  arbitros  han  dejado  pasar 
el  plazo  primero  ó  el  suplementario  sin 
dar  su  sentencia,  ó  han  notificado  por 
escrito  á  una  de  las  partes  ó  a)  tercer 
arbitro,  que  no  pueden  ponerse  de 
acuerdo,  el  tercero  en  discordia  puede 
hacerse  cargo  del  compromiso  en  lugar 
de  los  arbitros; 

f )    El  tercer  arbitro  debe  dar  su  deci- 
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Reina,  al  cual  Be  conceden  por  la  mis- 
ma todas  las  atribuciones  propias  de 
un  Ministerio.  El  departamento  de  edu- 
cación (este  es  el  nombre  con  que  se 
le  designa  en  la  ley)  estudiará  la  su- 
ficiencia 6  insuñciencia  real  de  los  re- 
cursos con  que  cada  escuela  de  las  in- 
dicadas cuente  para  atender  á  los  gas- 
tos que  la  instrucción  general  origine. 
Con  el  fin  de  atender  mejor  á  este  ser- 
vicio, se  divide  el  territorio  de  Inglate 
rra  en  tantos  distritos  escolares  como 
villas,  burgos  y  parroquias  existen.  La 
organización  de  1870  se  estima  suficien- 
te y  no  se  introduce  en  ella  variación 
alguna,  continuando  las  escuelas  ya  es- 
tablecidas con  el  mismo  carácter  que 
hasta  entonces. 

Como  más  importantes,  concluire- 
mos señalando  las  prescripciones  con- 
tenidas en  los  artículos  7.",  25,  74  y  76, 
relativas  á  la  laicidad,  las  sancionadas 
por  los  artículos  17,  25,  26  y  74,  con  res- 
pecto ala  gratuidad,  y  la  del  art.  74, 
referente  al  carácter  obligatorio  de  la 
enseñanza. 

TEXTO 

DISPOSICIONES  PRELIMINARES 

Artículos  1.°,  2.a,  3.°  y  4.°  (Estos  ar- 
tículos revisten  un  carácter  meramente 
formal.) 

TÍTULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES    RELATIVAS 
A  LAS  ESCUELAS 

CAPITULO  PRIMERO 

Del  establecimiento  y  creación 
de  nuevas  escuelas 

Art.  5.°  Cada  distrito  escolar  deberá 
contar  el  suficiente  número  de  escuelas 


públicas  elementales,  destinadas  á  dar 
la  instrucción  á  todos  los  niños  resi- 
dentes en  el  territorio  del  mismo.  Si 
actualmente  existiere  en  un  determi- 
nado distrito  un  número  que  racional- 
mente se  conceptúe  i ns unciente,  se  pro- 
veerá con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
esta  ley. 

Art.  6.°  Cuando  el  Departamento  de 
Instrucción  pública  estimare  que  un 
distrito  escolar  carece  del  suficiente 
número  de  escuelas, dará  públicamente 
aviso  de  ello  del  modo  prescripto  en  la 
presente  ley.  Si  do  se  proveyere  á  esta 
insuficiencia,  se  procederá  á  la  consti- 
tución de  una  Junta  escolar  de  distrito 
para  que,  envista  de  las  circunstancias, 
obre  como  fuere  más  conveniente;  en 
el  supuesto  de  que  la  Junta  indicada 
no  cumpliere  con  la  obligación  impues- 
ta por  ministerio  de  la  ley,  adoptará  el 
Departamento  de  Instrucción  pública 
las  medidas  oportunas,  siempre  en  con- 
sonancia con  lo  preceptuado  eu  la  pre- 
sente ley. 

Art.  7."  Se  considerarán  como  es- 
cuelas públicas  elementales,  en  el  sen- 
tido de  la  presente  ley,  aquellas  que 
funcionen  de  conformidad  á  las  reglas 
siguientes,  que  se  imponen  con  el  ca- 
rácter de  generales  á  todas  las  escue- 
las públicas  elementales,  y  de  las  que 
se  fijará  copia  en  la  puerta  de  las  mis- 
mas, y  son  ¿.saber: 

1.a  No  podrá  imponerse  A  ningún 
alumno  como  condición  para  su  admi- 
sión en  una  escuela  la  obligación  de 
asistir  ó  dejar  de  asistir  alas  clases 
del  domingo;  á  los  alumnos  no  podrá 
obligárseles  á  que  asistan  &  ninguna 
ceremonia  religiosa  ni  cátedra  de  reli- 
gión, ya  sea  en  local  distinto,  ya  en  el 
mismo  déla  escuela;  encaso  contrario, 
podrán  sus  padres,  tutores  ó  encarga- 
dos retirarlo  de  ésta;  por  otra  parte,  los 
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pondrá  la  práctica  de  una  informa- 
ción. 

g  4.°  Después  de  terminado  el  plazo 
de  treinta  días  siguientes  á  la  publica- 
ción de  la  decisión  mencionada  en  el 
presente  articulo,  ó  en  el  caso  de  que 
se  hubiere  procedido  á  la  Información 
prevenida  en  el  párrafo  anterior,  tan 
luego  como  se  hubiere  concluido  esta, 
el  Departamento  de  Instrucción  públi- 
ca, si  fuere  todavía  de  opinión  que  la 
actual  organización  escolar  es  insufi- 
ciente para  el  distrito,  publicará  un 
aviso  definitivo  confirmatorio  ó  mo- 
dificativo del  primero,  y  en  el  que  dis- 
ponga el  planteamiento  de  la  organiza- 
ción escolar  suplementaria  que,  á  su 
entender,  fuere  necesaria. 

Art.  10.  Si  expirado  el  plazo  de  seis 
meses,  contados  desde  la  publicación 
del  aviso  definitivo,  no  se  hubiere  plan- 
teado la  organización  definitiva  ó  no 
estuviere  siquiera  en  vías  de  plantear- 
se, el  Departamento  de  Instrucción  pú- 
blica, ordenará  la  constitución  de  un 
Consejo  escolar  de  distrito,  con  arreglo 
á  las  bases  consignadas  en  la  presente 
ley,  requiriendo  á  los  individuos  que  lo 
compongan  para  que  se  lleve  acabo  la 
organización  escolar  determinada  por 
el  aviso  definitivo. 

Art.  11.  Si  el  Consejo  escolar  no 
cumplimentare  el  requerimiento  del 
Departamento  de  Instrucción  pública 
en  el  término  de  un  año,  se  reputará 
que  ha  incurrido  en  falta,  y  éste  proce- 
derá contra  aquél  en  la  forma  que  se 
previene  en  esta  ley  (1). 

Art.  12.— §  1."  La  constitución  de  un 
Consejo  escolar  podrá  ordenarse  por  el 
Departamento  de  Instrucción  pública, 
aun  antes  de  procederae  á  la  informa- 
ción mencionada  y  aun  sin  que  medie 

.  (1)    Véanse  los  artículos  68  i  siguiente*. 


la  publicación  del  aviso  definitivo,  en 
los  dos  casos  siguientes: 

I."  Si  se  hubiere  presentado  la  de- 
manda al  Departamento  de  Instrucción 
pública  por  las  personas  que  tuvieren 
derecho  á  elegir  los  individuos  del  Con- 
sejo escolar,  y  si  se  tratare  de  un  bur- 
go por  el  Consejo  del  burgo; 

2.a  Cuando  el  Departamento  de  Ins- 
trucción pública  hubiere  adquirido  la 
convicción  de  que  los  Directores  de  una 
escuela  elemental  de  un  distrito  no  pu- 
dieren ó  no  quisieren  continuar  desem- 
peñando la  dirección  y  que  amenaza 
cerrarse,  resultando,  por  tanto,  insufi- 
ciente la  organización  escolar  del  dis- 
trito. 

g  2.°  En  los  dos  casos  mencionados, 
el  Consejo  escolar  asi  constituido  por 
disposición  del  Departamento  de  Ins- 
trucción pública,  será  requerido  &  los 
efectos  de  esta  ley,  en  la  misma  forma 
que  si  hubiere  sido  constituido  después 
de  la  publicación  del  aviso  definitivo  (1). 

Art.  13.  Las  disposiciones  conteni- 
das en  los  artículos  precedentes,  dicta- 
dos para  la  primera  aplicación  de  la 
presente  ley,  serán  igualmente  aplica- 
bles en  cualquier  época  posterior,  y 
siempre  que  las  Memorias  é  informes 
elevados  al  Departamento  de  Instruc- 
ción pública  hicieren  necesaria  ó  con- 
veniente su  aplicación  (2). 

CAPÍTULO  III 

Dirección  y  sostenimiento  de  las  escualos 
elementales 

Art.  14.  Las  escuelas  creadas  por 
los  Consejos  escolares  funcionarán  bajo 


(1)    Visee  el  art.  22  da  la  le;  de  15  da  Agamia 
de  1876. 

(3)     Vean*)  lo*  artículos  63  y  66. 
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un  Director  nombrado  por  el  mismo  ó 
de  cualquier  persona  á  sus  órdenes,  se 


En  cualquier  época,  si  el  De- 


ll)    Venóse  loa  artículos  85  J  36. 
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parlamento  de  Instrucción  pública  hu- 
biere adquirido  la  convicción  de  que  un 
Consejo  escolar  ha  faltado  &  los  debe- 
res ú  obligaciones  que  la  presente  ley 
le  impone  con  respecto  al  sostenimien- 
to de  las  escuelas  creadas  por  él  Ó  al 
establecimiento  de  la  organización  su- 
plementaria que  fuere  conveniente,  di- 
rigirá al  Consejo  escolar  una  adverten- 
cia, recordándote  el  cumplimiento  de 
sus  deberes  dentro  del  término  de  tres 
meses;  una  vez  que  hubiere  transcurri- 
do este  plazo,  el  Consejo  escolar  que 
no  hubiere  cumplido  satisfactoriamen- 
te las  órdenes  del  Departamento  de  Ins- 
trucción pública  se  entenderá  que  ha 
incurrido  en  falta  de  cumplimiento  de 
sus  obligaciones  y  tratado  como  tal  (1). 

Art.  19.  El  Consejo  escolar  disfruta- 
rá de  todas  las  facultades  necesarias 
para  proveer  ala  creación  de  escuelas 
en  el  número  que  fuere  conveniente, 
asi  como  para  construir ,  mejorar, 
agrandar  y  reparar  los  edificios  en  que 
estuvieren  sitas,  arrendar  locales  y 
adquirir  el  menaje  indispensable  para 
las  mismas. 

Artículos  20  y  21.  Estos  artículos  son 
relativos  á  las  compras  de  terrenos, 
arrendamientos  á  largo  plazo,  etc.,  que 
se  declaran  sujetos  á  las  prescripcio- 
nes generales  de  la  legislación  ingle- 
sa (2). 

Art.  22.  Las  leyes  de  1845,1853  y  1869 
referentes  á  la  expropiación  forzosa 
por  causa  de  utilidad  pública,  se  enten- 
derán incorporadas  á  la  presente. 

Art.  23.— §  1."  Los  Directores  de  las 
escuelas  elementales  de  distrito  esta- 
rán facultados  para  trasferir  sus  escue- 


(]}     Véase  el  art,  OS. 

{2)    Consúltese   el  Derecho  civil,  en  el  lugtr 
correspondiente  de  oste  tomo. 


las  al  Consejo  escolar,  en  virtud  de 
convenios  especiales. 

§  2.a  Contiene  la  enumeración  de  los 
trámites  necesarios  para  esta  transfe- 
rencia. 

§  3."  En  los  casos  en  que  se  celebre 
un  convenio  de  los  indicados,  se  reque- 
rirá para  la  validez  del  mismo: 

1.*  Que  concurra  el  consentimiento 
del  Departamento  de  Instrucción  pú- 
blica, debidamente  manifestado; 

2."  Si  la  escuela  transferida  se  en- 
contrare sostenida  por  suscripción,  se 
requerirá  la  concurrencia  de  una  ma- 
yoría de  los  dos  tercios,  cuando  menos, 
del  número  de  suscriptores  asistentes 
ala  Junta  que  habrá  de  convocarse  á 
este  efecto  (i). 

Art.  24.  Las  escuelas  transferidas  al 
Consejo  escolar,  en  virtud  de  lo  preve- 
nido en  el  articulo  anterior,  podrán 
transferirse  nuevamente  por  éste  á,  los 
ced  entes. 

CAPÍTULO  IV 

De  toe  diversas  atribuciones  del  Consejo 
eseolar 

Art.  25.— g  1."  El  Consejo  escolar  es- 
tará en  todo  tiempo  facultado  para,  por 
medio  de  la  publicación  de  decisiones 
renovadas  de  seis  en  seis  meses,  pagar 
tota)  ó  parcialmente  la  retribución  es- 
colar debida  á  una  escuela  pública  ele- 
mental por  uno  ó  más  alumnos  cuyos 
padres  se  encontraren  en  situación 
verdaderamente  precaria. 

§  2.°  Sin  embargo,  el  pago  mencio- 
nado en  el  párrafo  anterior  no  podrá 
concederse  ó  denegarse  bajo  la  condi- 
ción de  que  el  alumno  haya  de  cursar 
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o)  Ninguno  de  los  actos  ó  acuerdos 
del  Consejo  escolar  podrá  ser  discutido 
por  el  motivo  de  que  existieren  una  ó 
más  vacantes  en  su  seno; 

c)  Ninguna  de  las  incapacidades  en 
que  puedan  incurrir  sus  miembros,  ni 
de  las  irregularidades  que  puedan  ba- 
ber  concurrido  en  la  elección  de  cual- 
quiera de  ellos,  seré-  causa  bastante 
para  viciar  los  acuerdos  ó  decisiones 
del  mismo,  si  la  mayoría  de  los  indivi- 
duos presentes  á  la  sesión  en  que  éstos 
se  hubieren  adoptado  estuviere  consti- 
tuida por  miembros  elegidos  con  arre- 
glo á  las  prescripciones  legales,  y  no 
sujetos  á  incapacidad  de  ninguna 
clase; 

d)  La  minuta  de  los  acuerdos  del 
Consejo  escolar,  firmada  por  el  Presi- 
dente, constituirá  prueba  &  prima  Ja- 
cte de  lo  que  en  ella  se  consigne. 

é)  Los  individuos  del  Consejo  esco- 
lar estarán  facultados  para  emplear 
los  fondos  que  tuvieren  en  su  poder  en 
indemnizarse  ellos  mismos  de  todos 
los  gastos  y  daños  y  perjuicios  á  cuyo 
pago  pudieren  ser  condenados  en  el 
ejercicio  ó  con  ocasión  del  ejercicio  de 
sus  funciones. 

Art.  31.  Em  la  elección  del  Consejo 
escolar,  excepción  hecha  de  la  Metró- 
poli, se  observarán  las  reglas  siguien- 
tes: 

a)  Ei  número  de  individuos  del  Con- 
sejo escolar  será  de  cinco  como  míni- 
mum, y  de  quince  como  máximum; 
este  número  se  determinará  al  tiempo 
de  su  creación  por  el  Departamento  de 
Instrucción  pública,  y  podrá  modificar- 
se en  cualquier  época  por  una  deci- 
sión motivada  del  Consejo,  aprobada 
por  el  Departamento  de  Instrucción  pú- 
blica; 

b)  Las  reglas  contenidas  en  el  se- 
gundo anexo  de  los  que  acompañan  á 


esta  ley  (1),  referentes  á  la  elección, 
separación,  etc.,  de  los  individuos  del 
Consejo  escolar,  etc.,  tendrán  la  mis- 
ma fuerza  de  obligar  que  si  formaren 
parte  de  la  presente  ley; 

c)  El  Departamento  de  Instrucción 
pública  podrá  convocar,  en  cualquier 
época,  á  elección  de  Consejo  escolar; 
si  los  funcionarios  públicos  encargados 
de  practicar  esta  convocatoria  no  obe- 
decieren su  requerimiento,  el  Departa- 
mento mencionado  designará  una  per- 
sona que  proceda  á  ella  con  las  mismas 
atribuciones  y  facultades  que  los  fun- 
cionarios negligentes. 

Art.  32.  Si  por  cualquier  causa,  el 
Consejo  escolar  de  un  distrito  no  hu- 
biere sido  elegido  en  la  época  señalada 
para  la  primera  elección,  si  cesare  en 
sus  funciones  ó  si  dejare  de  encontrar- 
se compuesto  de  un  número  suficiente 
de  individuos  (sea  por  falta  de  elección, 
por  dimisión  ó  por  cualesquiera  otra), 
si  procediere  con  negligencia  ó  rehusa- 
re obrar,  el  Departamento  de  Instruc- 
ción pública  podrá  proceder,  como  si 
existiere  un  Consejo  escolar  en  activi- 
dad en  el  distrito  y  éste  incurriere  en 
responsabilidad  (2). 

Art.  33.— §  1.°  En  el  caso  de  que  sur- 
giere una  dificultad  acerca  del  derecho 
de  una  persona  para  obrar  como  indivi- 
duo del  Consejo  escolar,  el  Departa- 
mento de  Instrucción  pública  estará  fa- 
cultado para  inquirir  las  circunstan- 
cias de  la  causa  de  que  se  trate  y  para 
adoptar  las  medidas  y  resoluciones  que 
fueren  del  caso  y  propias  para  resolver 
la  dificultad. 

g  2.°  Esta  decisión  será  definitiva,  á 
menos  que  contra  ella  se  hubiere  inter- 
puesto recurso  de  apelación  mediante 


(1)    Véase  Id  nota  al  art  94. 
(S)     ídem  ni  art.  03. 


dby  Google 


db,  Google 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


que  hayan  de  elegirse  de  cada  una  de 
]as  diez  divisiones  indicadas; 

b)  Una  vez  promulgada  ta  presente 
ley,  el  Departamento  de  Instrucción  pú- 
blica determinará  los  limites  de  cada 
una  de  estas  divisiones  y  el  número  de 
individuos  que  por  cada  una  de  ellas 
haya  de  elegirse; 

c)  Las  disposiciones  de  la  presente 
ley  referentes  á  la  constitución  de  los 
Consejos  escolares  serán  igualmente 
aplicables  al  Consejo  escolar  metropo- 
litano, que  se  designará  con  el  nombre 
de  Consejo  escolar  de  Londres; 

d)  La  primera  elección  deberá  cele- 
brarse tan  prono  como  fuere  posible  y 
dentro  de  la  época  que  el  Departamen- 
to de  Instrucción  pública  señale;  esta 
elección  deberá  repetirse  cada  tres 
años,  en  el  mes  de  Noviembre; 

e)  Cada  elector  tendrá  tantos  votos 
cuantos  sean  los  individuos  de  que  el 
Consejo  escolar  de  Londres  haya  de 
componerse; 

f)  Los  electores  podrán  otorgar  'sus 
votos  al  mismo  candidato  ó  bien  repar- 
tirlos entre  dos  ó  varios; 

g)  Esta  regla  determina  las  perso- 
nas que  en  cada  división  disfrutarán  de 
la  cualidad  de  electores; 

A)  Esta  regla  concierne  á  las  me- 
didas especiales  que  han  de  adop- 
tarse con  respecto  á  la  villa  de  Lon- 
dres; 

0  El  Presidente  del  Consejo  escolar 
de  Londres  se  nombrará  por  el  mismo, 
pudiendo  elegirse  para  este  cargo  una 
persona  que  no  forme  parte  del  Conse- 
jo, en  cuyo  caso  el  hecho  solo  de  la 
elección  le  conferirá  el  derecho  de  ser 
considerado  como  individuo  del  Con- 
sejo; 

j)  El  Consejo  escolar  de  Londres  de- 
terminará la  cuota  correspondiente  á 
cade  división  de  la  metrópoli,  de  la  su- 


ma necesaria  para  completar  el  fondo 
escolar  (1); 

k)  El  Consejo  escolar  de  Londres  es- 
tará asimilado,  en  cuanto  á  las  faculta- 
des necesarias  para  obtener  el  pago  de 
las  cantidades  repartidas,  en  virtud  de 
lo  prevenido  en  el  articulo  anterior,  al 
Consejo  de  Obras  públicas  de  Lon- 
dres (2). 

Art.  38.  El  Consejo  escolar  de  Lon- 
dres estará  facultado  para  satisfacer  & 
su  Presidente  la  remuneración  señala- 
da por  el  mismo  de  acuerdo  con  el  De- 
partamento de  Instrucción  pública. 

Art.  39.  El  Departamento  de  Instruc- 
ción pública  estará  facultado,  previa 
demanda  presentada  por  el  Consejo  es- 
colar ó  por  seis  de  sus  individuos  cuan- 
do menos,  y  cuando  resultare  del  censo 
que  la  población  de  cualquiera  de  las 
divisiones  de  la  metrópoli  ha  disminui- 
do ó  aumentado,  Ó  que  el  valor  imponi- 
ble de  una  de  las  divisiones  indicada* 
ha  experimentado  alteración  en  losdiez 
últimos  años,  para  aumentar  ó  dismi- 
nuir, después  de  efectuada  la  conve- 
niente información,  si  asi  se  concep- 
tuare indispensable,  el  número  de  in- 
dividuos que  hayan  de  elegirse  por  cada 
división. 

CAPÍTULO  Vil 

Unión  de  distritos  escolares 

Art.  40.-  §  1."  Cuando  el  Departa- 
mento de  Instrucción  pública  estimare 
que  es  útil  constituir  un  distrito  esco- 
lar de  una  circunscripción  más  exten- 
sa que  el  burgo,  la  parroquia  o  cual- 
quier otra  división,  estará  facultado 
para,   excepto  cuando   se  trate  de  la 


(I)    Véueel*rt.í 
(S)    Loy  de  1869. 
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Art.  52.— §  1."  Los  Consejos  escola- 
res de  dos  ó  más  distritos  podrán,  con 
la  aprobación  del  Departamento  de  Ins- 
trucción pública,  ponerse  de  acuerdo  y 
obrar  común  y  conjuntamente  con  res- 
pecto &  todo  lo  concerniente  á  las  es- 
cuelas elementales  de  sus  respectivos 
distritos,  y  en  especial  á  lo  concernien- 
te al  establecimiento  y  sostenimiento 
de  las  escuelas  comunes  á  sus  dis- 
tritos. 

§  2."  Los  con  venios  que  con  relación 
á  la  materia  se  celebraren,  podrán  es- 
tablecer la  creación  de  un  Cuerpo  de 
Directores  con  sujeción  á  lo  prevenido 
en  la  presente  ley,  adoptar  cuantas  me- 
didas para  el  reparto  y  seguridad  del 
cobro  de  las  cuotas  contributivas  de 
cada  distrito  fueren  del  caso,  y  en  ge- 
neral tratar  de  todas  lascuestiones  que, 
á  juicio  del  Departamento  de  Instruc- 
ción pública,  deban  entrar  necesaria- 
mente dentro  de  la  esfera  propia  de  di- 
chos convenios. 

§  3."  Los  gastos  que  la  creación  y 
sostenimiento  del  mencionado  cuerpo 
de  Directores  ocasione,  se  soportarán 
con  arreglo  á  las  bases  indicadas  en  el 
convenio  por  cada  Consejo  escolar  y  á 
cuenta  de  sus  propios  recursos. 

CAPÍTULO  IX 

De  loa  güitos 

Art.  93.— §  1.°  Los  gastos  del  Conse- 
jo escolar  se  satisfarán  á  cuenta  de  un 
fondo  designado  con  el  nombre  de  fon- 
do escolar, 

§  2."  El  fondo  escolar  se  compondrá 
de  todas  las  cantidades  satisfechas  por 
los  alumnos  á  titulo  de  honorarios  ó  re- 
tribuciones, de  las  cantidades  concedi- 
das por  el  Parlamento,  de  las  cantida- 
des recibidas  por  medio  de  empréstito, 


y  en  general  de  todas  aquellas  qué  por 
cualquier  concepto  ó  causa  ingresaren 
en  el  mismo. 

§  3."  El  Consejo  escolar  estará  encar- 
gado de  enjugar  los  déficits  de  la  ma-  ■ 
ñera  y  en  la  forma  que  se  previenen  en 
la  presente  ley. 

Art.  54.— §  1.a  Las  cantidades  nece- 
sarias para  enjugar  el  déficit  del  fondo 
escolar,  sea  anterior,  sea  posterior  A  la 
publicación  de  la  presente  ley,  se  pres- 
tarán por  los  recaudadores  de  contri- 
buciones locales,  deduciéndolas  del  im- 
porte total  de  la  recaudación. 

§  S.°  Este  párrafo  contiene  disposi- 
ciones de  detalle  referentes  á  la  ejecu- 
ción de  lo  dispuesto  en  el  anterior. 

Art.  55.  Relativo  al  reparto  de  las 
cantidades  presupuestadas  entre  los 
diferentes  distritos  unidos  y  entre  los 
distritos  contribuyentes  (1). 

Artículos  56,  57  y58.  Estos  artículos 
tratan  de  pormenores  financieros  qne 
no  ofrecen  ningún  interés. 

CAPÍTULO  X 

De  la  contabilidad 

Artículos  59,  60,  61  y  62.  Las  dispo- 
siciones contenidas  en  estos  cuatro  ar- 
tículos dicen  referencia  a)  modo  de 
llevar  la  contabilidad,  intervención  y 
materias  análogas. 

CAPÍTULO  XI 

De  la  responsabilidad  de  loa  Consejo* 
escolares  (2) 

Art.  63.— §  1."  Cuando  después  de 
practicada  la  conveniente  información, 


(1)    VéuiM  loa  artículos  49  i  b'i. 

(8)     Véinse  Ion  artículo»  11,16,  18y32. 
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%  4."  Los  individuos  nombrados  para 
constituir  Consejo  escolar,  en  ios  ca- 
sos previstos  en  el  presente  articulo 
por  el  Departamento  de  Instrucción  pú- 
blica, tendrán  las  mismas  facultades  y 
consideración  que  si  debieren  el  ocu- 
par sus  cargos  á  elección  celebrada 
con  arreglo  á  lo  prevenido  en  la  pre- 
sente ley. 

§  ,S.°  Loa  individuos  nombrados  por 
el  Departamento  de  Instrucción  pública 
desempeñarán  sus  deberes  y  ejercita- 
rán sus  atribuciones  en  la  forma  y  me- 
dida que  dicho  Departamento  tenga  por 
conveniente  señalarles  especialmente. 


Art.  64.  Relativo  á  la  certificación 
que  hade  expedirse  por  el  Departa- 
mento de  Instrucción  pública  con  res- 
pecto á  los  gastos,  empréstitos,  nom- 
bramiento de  individuos  del  Consejo 
escolar,  etc. 

Art.  65.— %  1.°  Los  gastos  efectua- 
dos en  ejecución  y  cumplimiento  de 
sus  obligaciones  y  deberes  por  los  in- 
dividuos nombrados  para  constituir  un 
Consejo  escolar  por  el  Departamento 
de  Instrucción  pública,  la  remunera- 
ción que  haya  de  satisfacérseles  por 
razón  de  sus  servicios  y  todos  los  de- 
más que  licita  y  legalmente  se  origina- 
ren, se  soportarán  por  el  fondo  escolar, 
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y  los  déficits  que  pudieren  resultar  se 
enjugarán  de  la  manera  prevenida  por 
la  presente  ley  (Ij. 

§.2.°  Cuando  el  Consejo  escolar  fue- 
re un  Consejo  nombrado  en  la  Forma 
prevista  por  la  presente  ley,  no  podrá 
contratar  empréstitos  ni  gravar  el  fon- 
do escolar  en  el  principal  e  intereses. 
Bino  por  el  importe  previamente  de- 
signado de  conformidad  a  lo  dispuesto 
en  esta  ley  por  el  Departamento  de 
Instrucción  pública. 

Art.  66.  -§  1.a  En  el  caso  previsto 
por  el  art.  63,  y  en  el  de  que  los  indivi- 
duos de  un  Consejo  escolar  elegido  no 
desempeñaren  cumplidamente  sus  obli- 
gaciones, el  Departamento  de  Instruc- 
ción pública  podrá  disponer  igualmen- 
te la  disolución  del  Consejo  escolar  de 
que  se  trate,  procediéndose  á  nueva 
elección,  lo  cual  habrá  de  verificarse 
como  si  fuera  la  primera  ordenada  por 
la  presente  ley. 

§  2.°  El  Departamento  de  Instruc- 
ción pública  rendirá  anualmente  al  Par- 
lamento, por  medio  de  una  Memoria  es- 
pecia), cuenta  de  los  acuerdos  adopta- 
dos por  él  en  ejecución  de  los  preceptos 
contenidos  en  el  presente  capitulo,  asi 
como  las  razones  que  puedan  haber  de- 
terminado aquéllos. 

CAPITULO  XII 

De  la  estadística  y  de  las  informaciones 

Artículos  67, 68, 69,  70,  71  y  72.  Estos 
artículos  establecen  la  forma,  los  por- 
menores, etc.,  de  la  estadística  y  de  las 
informaciones  anuales  prevenidas  por 
la  presente  ley. 


(1)     Véanse  los  artículos  53  y  siguientes. 


CAPÍTULO  XIII 
De  las  informaciones  pública» 

Art.  73.  Este  articulo  establece  la 
forma  en  que  han  de  practicarse  las  in- 
formaciones públicas  cuando  fueren 
procedentes  en  virtud  de  lo  prevenido 
en  la  ley. 

CAPÍTULO  XIV 
De  la  asistencia  á  las  elases 


Art.  74.— §  1."  Los  Consejos 
res  estarán  facultados  para  dictar  y 
modificar,  con  el  consentimiento  del 
Departamento  de  Instrucción  pública, 
Reglamentos  encaminados: 

1."  A  obligar  á  los  padres  á  que  en- 
víen á  la  escuela  á  los  niños  de  más  de 
cinco  años  y  menos  de  trece,  salvo  los 
casos  en  que  medie  justa  causa  de  dis- 
pensa alegada  oportunamente; 

2."  A  determinar  el  tiempo  durante 
el  cual  los  niños  deban  asistir á las  cla- 
ses en  la  forma  predtcha,  si  bien  con 
autorización  para  que  los  padres  del 
niño  puedan  retirarlo  durante  las  horas 
dedicadas  6  las  practicas  religiosas  y 
no  exista  obligación  de  que  los  alumnos 
asistan  á  la  escuela  los  días  destinados 
al  culto  por  la  religión  á  que  pertenez- 
can sus  padres  (1); 

3.°  A  condonar  todo  ó  parte  de  la 
retribución  escolar  á  los  padres  que 
acrediten  suficientemente  su  estado  de 
pobreza  (2); 

4."  A  establecer  la  penalidad  corres- 
pondiente á  los  infractores  de  las  dis- 
posiciones contenidas  en  dichos  Re- 
glamentos; 

(1)     Véanse  loa  artículoa  1.*  j  25. 
<3)     Véante  loa  artículoa  11,  29  y  26. 
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drán  designar  uno  6  dos  dias  al  año 
cuando  más  para  estas  inspecciones  y 
exámenes. 

§  2."  Los  Directores  deberán  avisar 
con  quince  dias  de  antelación  á  aquel 
que  se  hubiere  señalado  en  la  forma  in- 
dicada en  el  párrafo  anterior,  la  desig- 
nación hecha,  y  Ajar  el  aviso  corres- 
pondiente en  la  tablilla  de  anuncios  de 
la  escuela, 

§  3."  En  los  días  señalados  podrán 
practicarse,  como  en  cualquier  otro,  las 
ceremonias  y  prácticas  religiosas  acos- 
tumbradas, pero  no  podrá  obligarse  á 
que  ningún  alumno  asista  á  ellas  si  sus 
padres  ó  encargados  no  lo  tuvieren  por 
conveniente  (1). 

Art.  77.  Este  articulo  contiene  dispo- 
siciones especiales  relativas  á  las  pa- 
rroquias sitas,  parte  en  el  territorio  de 
un  burgo,  y  parte  en  el  territorio  de 
otro. 

Art.  78.  Este  articulo  trata  de  la  apli- 
cación de  las  leyes  de  1853  á  1859,  refe- 
rentes á  las  instituciones  de  caridad  y 
beneficencia. 

Art.  "9.  Este  articulo  contiene  dispo- 
siciones referentes  á  las  contribuciones 
de  enseñanza  que  han  de  satisfacerse 
en  cada  parroquia,  con  arreglo  á  las 
bases  que  regulan  el  reparto  de  la  de 
pobres. 

Art.  80.  Los  avisos  y  demás  acuer- 
dos que  en  virtud  de  lo  prevenido  en  la 
presente  ley  deban  hacerse  públicos,  se 
publicarán  de  la  manera  siguiente: 

1."  Por  medio  de  anuncios  insertos 
en  uno  ó  más  periódicos  de  mayor  circu- 
lación en  el  distrito  correspondiente;  y 

2.°  Por  la  fijación  de  una  copia  du- 
rante doce  horas,  como  mínimum,  los 
domingos  en  las  puertas  de  las  iglesias 


(1)    V4mb  •!  »rt  1.' 


y  capillas  del  distrito  y  en  los  demás 
departamentos  acostumbrados. 

Art  81.  —  §  1.°  Las  certificaciones, 
avisos,  requerimientos,  órdenes  y  cua- 
lesquiera otros  documentos  que  deban 
remitirse  de  un  lugar  á  otro,  en  virtud 
de  lo  dispuesto  en  la  presente  ley,  Be 
dirigirán  por  el  correo. 

§  2.°  La  prueba  del  envío  se  hará 
por  la  demostración  de  que  se  han  pre- 
parado los  pliegos,  franqueado  y  de- 
positado en  las  oficinas  correspon- 
dientes. 

§  3."  Dichos  documentos  se  reputa- 
rán legalmente  recibidos  por  el  desti- 
natario el  día  y  hora  señalado  para  la 
llegada  de  la  conducción  postal  al  pun- 
to de  que  se  trate. 

Art.  82.  Este  articulo  trata  de  las  no- 
tificaciones que  han  de  hacerse  al  Con- 
sejo escolar  en  determinados  casos. 

Art.  83.  Trata  de  la  prueba  de  los 
documentos  procedentes  del  Departa- 
mento de  Instrucción  pública. 

Art.  84.  Las  objeciones  presenta- 
das contra  un  acto  del  Departamento 
de  Instrucción  pública  prescribirán  á 
los  tres  meses  siguientes,  á  contar  de 
su  fecha. 

Art.  85.  El  Consejo  escolar  podrá 
hacerse  representar  en  juicio  y  en  to- 
dos los  asuntos  legales  por  su  Secreta- 
rio ó  por  un  individuo  del  mismo  Con- 
sejo delegado  al  efecto. 

Art.  86.  El  Maestro  ó  Maestra  de  la 
escuela  estarán  sujetos,  después  que 
hubieren  cesado  en  sus  funciones,  á 
las  reglas  contenidas  en  la  Schod  Sites 
Aet  (1). 

Art.  87.— S  1*  Los  contribuyentes 
de  un  distrito  escolar  podrán,  en  cual- 
quier época,  solicitar  y  obtener  copias 
ó  extractos  de  los  libros  y  documentos 

(1)    4  J  5  Victoria,  cap  88. 
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§  2."  No  podrá  concederse  subven- 
ción alguna  parlamentaria  con  objeto 
de  coadyuvar  á  la  construcción,  agran- 
damiento  ó  mejora  de  una  escuela  ele- 
mental, sin  que  preceda  la  redacción  de 
una  Memoria  en  que  se  contengan  to- 
dos los  datos  y  noticias  reclamados  por 
el  Departamento  de  Instrucción  públi- 
ca y  que  puedan  aclarar  la  cuestión 

§  3."  Dicha  Memoria  habrá  de  pre- 
sentarse antes  del  31  de  Diciembre 
de  1870. 

Art  97.— §  1."  Las  condiciones  que 
necesariamente  deberán  reunirse  por 
las  escuelas  elementales  para  poder 
solicitar  y  obtener  una  subvención 
anual  del  Parlamento,  se  determinarán 
por  el  Departamento  de  Instrucción 
pública. 

$  2.°  Dichas  condiciones  deberán 
ser,  entre  otras,  las  siguientes: 

a)  Que  la  subvención  anual  parla- 
mentaria no  podrá  concederse  en  ra- 
zón de  que  se  da  cierta  educación  reli- 
giosa en  la  escuela  de  que  se  trate; 

b)  La  subvención  no  podrá  exceder 
anualmente  del  importe  de  las  rentas 
de  la  escuela,  provenientes,  sea  de  con- 
tribuciones, sea  de  donaciones,  de  ho- 
norarios ó  de  cualquier  otro  recur- 
so (1). 

g  3.a  Estas  condiciones  no  podrán 
versar  acerca  de  las  relaciones  que  la 
escuela  sostenga  con  un  establecimien- 
to religioso,  ni  podrán  exigir  que  en 
ella  se  dé  una  determinada  enseñanza 
religiosa;  tampoco  podrá  concederse 
ninguna  preferencia  á  una  escuela  por 
efecto  de  que  carezca  de  Consejo  es- 
colar. 

§  4.°    Este  párrafo  contiene  disposi- 


ciones transitorias  que  no  revisten  in- 
terés. 

Art.  98.  Las  escuelas  no  necesarias 
'no  tendrán  derecho  á  subvención  par- 
lamentaria, 

Art.  99.  Todas  las  escuelas  estarán 
dispensadas  del  cumplimiento  de  las 
disposiciones  de  la  ley  que  las  haya 
establecido,  en  tanto  que  estas  disposi- 
ciones impidieren  el  cumplimiento  de 
lo  preceptuado  en  la  presente  ley,  y  el 
cumplimiento  de  las  condiciones  nece- 
sarias para  solicitar  y  obtener  una 
subvención  del  Parlamento. 

Art.  100.  Anualmente  deberá  el  De- 
parlamento de  Instrucción  pública  re- 
dactar un  informe  y  presentarlo  á  la 
aprobación  de  las  dos  Cámaras  del 
Parlamento. 


B.—Ley  de  5  de  Agosto  de  1873  (1) 
IndieacWn  preliminar 

Después  de  la  promulgación  de  la  ley- 
de  1870,  cuya  traducción  precede,  la 
experiencia  de  tres  años  hizo  necesaria 
la  introducción  de  algunas  modificacio- 
nes, que  son  el  objeto  de  la  presente 
ley  de  5  de  Agosto  de  1873. 

Estas  modificaciones  son  casi  todas 
relativas  á  cuestiones  de  detalle,  ex- 
cepto aquéllas  que  se  refieren  á  puntos 
tan  esenciales  como  la  laicidad,  la  gra- 
tuidad  y  la  obligación  de  la  ense- 
ñanza. 

Como  disposiciones  notables  son  de 
mencionar  las  contenidas  en  los  artícu- 
los 23  y  24. 


(1)    VteM  el  art   IB  de  la  ley  de  15  da  Agoato 
de  18T0. 


(1)  An  id  lo  amend  í/i»  Etematitru  educ&tion 
acr  and  fór  offter  purpotu  anunciad  Ihermtrílh  (3G 
y  81  Ví«.,  cap.  88). 
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Arl.  9."  Las  elecciones  para  Conse- 
jeros escolares  y  los  acuerdos  mencio- 
nados en  el  art.  12  de  la  ley  de  1870  sólo 
podrán  impugnarse  dentro  del  término 
de  seis  meses,  contados  de  la  (echa  en 
que  se  hubieren  celebrado. 

CAPÍTULO  IV 

Disposiciones  diversas 

Art.  10.  Este  articulo  introduce  lige- 
ras reformas  de  redacción  en  el  57  de 
la  ley  de  1870,  relativo  a  las  atribucio- 
nes del  Consejo  escolar  en  materia  de 
hacienda. 

Art.  11.  Este  artículo  viene  á  llenar 
un  vacio  observado  en  la  ley  de  1870; 
el  art.  12  de  dicha  ley  autorizaba  al  De- 
partamentode  Instrucción  pública  para 
que  procediere  á  la  constitución  de  un 
Consejo  escolar  de  distrito,  sin  necesi- 
dad de  observar  las  formalidades  del 
aviso,  información  y  aviso  definitivo  (1) 
en  los  casos  de  que  se  presentare  una 
petición  en  este  sentido  por  los  electo- 
res ó  por  las  autoridades  municipales 
del  burgo,  y  el  art.  40,  por  otra  parte, 
facultaba  al  citado  Departamento  para 
la  formación  de  uniones  de  distritos 
ateniéndose  alas  formalidades  reque- 
ridas por  los  artículos  8.°,  9.°  y  lOde  la 
misma. 

Según  el  presente  articulo,  estas  for- 
malidades podrán  evitarse  en  el  caso 
de  que  se  hubiere  presentado  una  peti- 
ción de  creación  de  una  unión  de  dis- 
tritos por  ios  electores  de  éstos  ó 
por  los  Consejos  escolares  correspon- 
dientes. 

Art.  12.  Este  articulo  concede  aná- 
logas atribuciones  ai  Departamento  de 


([]    Véamelas  s 


8.°.  9.°  y  10  de  la  lev 


Instrucción  pública  con  respecto  á  las 
porciones  de  parroquias  separadas  y 
que  puedan  erigirse  en  distritos  esco- 
lares. 

Art.  13.  El  Consejo  escolar  estará 
facultado  para  constituirse  en  fideico- 
misario de  las  fundaciones  de  caridad 
relacionadas  con  la  enseñanza,  sea  con 
anterioridad  ó  con  posterioridad  á  la 
publicación  de  la  ley  de  1870,  así  como 
para  aceptar  donaciones  y  legados  de- 
dicados á  fines  de  enseñanza,  á  condi- 
ción, sin  embargo: 

1 ."  De  que  el  Consejo  escolar  no  pue- 
da aceptar  ninguna  donación,  legado 
ni  vinculación  de  bienes  cuyo  objeto 
fuere  contrario  á  los  principios  sancio- 
nados por  el  art.  14  de  la  ley  de  1870; 

2."  Que  la  fundación,  vinculación  ó 
donación  no  haga  perder  á  la  escuela 
su  carácter  de  escuela  sostenida  y  diri- 
gida por  el  Consejo  escolar,  y  que  éste 
no  tenga,  por  consecuencia  de  la  dona- 
ción, necesidad  de  destinar  á  usos  dife- 
rentes de  los  de  ia  educación  los  fondos 
procedentes  de  las  tasas  y  contribucio- 
nes locales; 

3.°  Que  no  se  introduzca  modifica- 
ción alguna  en  la  legislación  de  vincu- 
laciones (1), 

Art.  14.  Este  articulo  introduce  lige- 
ras modificaciones  en  el  art.  12  de  la 
ley  de  las  Escuelas  industriales  de 
1886  (2). 

Art.  15.  Modifica  ligeramente  el  ar- 
ticulo 20  de  la  ley  de  1870. 

Art.  16.  Introduce  modificaciones  en 
la  redacción  de  los  artículos  37  y  53  de 
la  citada  ley. 

Art.  17.    Las  cuentas  del  Consejo  es- 


(1)  Jorge  II,  cap.  36,  art.  9 ." 

(2)  aOy  30  Victoria,  eap.  I18.— Víase  la  le- 
gislación rigente  sobra  la  materia  en  el  tugar  co- 
rrespondiente de  este  lomo. 
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senté  ley,  quedan 'os  padres  obligados, 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  sus  prime- 
ros artículos,  á  dar  á  sus  hijos  la  ins- 
trucción primaria,  bajo  pena  de  multa, 
y  se  impone,  por  otra  parte,  la  prohi- 
bición de  que  ninguna  persona  pueda 
tomarlos  á  su  servicio,  fuera  de  deter- 
minados casos  (1);  si  bien  por  una  ex- 
cepción que  no  podía  menos  de  recono- 
cerse y  admitirse  la  observancia  de 
esta  doble  disposición  se  subordina  al 
hecho  de  que  existan  escuelas  de  ins- 
trucción primaria  en  las  cercanías  (2); 
la  consecuencia  natural  de  la  obliga- 
ción, ó  séaae  la  gratuidad,  siquiera  sólo 
con  respecto  á  los  indigentes,  se  orga- 
niza igualmente  (3)  con  arreglo  á  deter- 
minadas condiciones. 

Si  á  estos  caracteres  salientes  que  la 
ley  de  1876  ofrece,  se  añade  la  conside- 
ración de  que  los  poderes  públicos  se 
han  mostrado  por  todo  extremo  des- 
prendidos al  conceder  á  las  escuelas 
subvenciones  á  cargo  del  presupuesto, 
podrá  comprenderse  la  importancia  y 
alcance  de  la  mejora  introducida  en  la 
enseñanza  por  la  presente  ley,  y  el  va- 
lor de  los  esfuerzos  hechos  en  pro  de  la 
difusión  de  la  instrucción  primaria. 

La  ley  de  1876  fué,  sin  embargo,  ob- 
jeto de  largos  y  acalorados  debates;  las 
oposiciones  lucharon  enérgicamente 
contra  el  espíritu  retrógrado  que  presi- 
dia la  redacción  primitiva  del  texto  del 
proyecto  presentado  por  el  Gobierno  y 
de  un  no  escaso  número  de  enmiendas 
y  adiciones  introducidas  durante  la  dis- 
cusión; vivas  controversias  se  suscita- 
ron en  la  tercera  lectura,  que  consu- 
mió cuatro  largas  sesiones,  aunque,  por 


rticuIoaS.*,  6.*,  11  j  13. 


Véase  el  irt.  B.° 


último.  Be  votó  e!  bilí  en  5  de  Agosto 
por  119  votos  contra  46. 

La  Cámara  de  los  Lores  votaron  la 
ley  en  12  de  Agosto,  y  la  de  los  Comu- 
nes en  14,  habiéndose  otorgado  la  san- 
ción real  en  15  del  mismo  mes. 

TEXTO 

TITULO   PRELIMINAR 

Disposiciones  generales 

Articulo  1.°  Esta  ley  podrá  desig- 
narse con  el  titulo  de  «Ley  de  la  ense- 
ñanza elemental  de  1876b. 

Art.  2.°  Esta  ley  no  será  aplicable 
á  Escocia  ni  á  Irlanda,  salvo  las  ex- 
cepciones que  en  la  misma  se  consig- 
nan (1). 

Art.  3.°  La  presente  ley  comenzará 
á  regir  en  1."  de  Enero  de  1877,  salvo 
las  disposiciones  que  en  la  misma  se 
exceptúan. 

título  primero 

DEL  TRABAJO  Y  DE  LA  EDUCACIÓN 
DE  LOS  NIÑOS 

Art.  4.°  Los  padres  estarán  obliga- 
dos á  dar  á  sus  hijos  (2)  una  instrucción 
elemental  eficaz,  consistente  en  lectu- 
ra, escritura  y  aritmética. 

El  padre  que  contraviniere  á  la  dis- 
posición contenida  en  el  presente  ar- 
ticulo, ó  procediere  con  negligencia  en 
su  cumplimiento,  incurrirá  en  las  pe- 
nalidades establecidas  por  esta  le;  (3j. 

Art.  5.°  Queda  prohibido,  salvo  las 
excepciones  que  se  enumeran  más  ade- 

{1)     Véase  el  srt.  53  de  esta  lej. 

(2)     De  cinco  i  cutorce  afioa,  Bejfún  la  ley 

(3}    YáMM  U»  utfaalw  11,  1».  8»y«. 
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Art.  8."  Las  disposiciones  conteni- 
das en  los  artículos  14  y  15  de  la  ley  del 
Trabajo  en  los  talleres  de  1867  y  relati- 
vas á  la  educación  de  los  niños  emplea- 
pos  en  ellos,  se  entenderán  sustituidas 
y  reemplazadas  por  las  contenidas  acer- 
ca de  este  punto  en  las  Factory  Aets  (1); 
por  tanto,  las  aplicables  serán  las  con- 
tenidas en  los  artículos  31,  38  y  39  de  la 
ley  de  1844,  y  en  los  artículos  12  y  14  de 
la  de  1874  (2). 

Art.  9.°  Por  excepción  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  6."  no  se  entenderá  infrin- 
gido lo  preceptuado  en  esta  ley  por  el 
hecho  de  haber  empleado  el  trabajo  de 
los  niños,  si  se  demostrare  cumplida- 
mente á  juicio  de  la  autoridad  judicial 
que  conociere  del  asunto,  que  concurre 
cualquiera  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1.'  Que  no  existe  ninguna  escuela 
pública  elemental,  sita  en  un  radio  de 
dos  millas  de  la  residencia  del  niño  de 
que  se  trate; 

2."  Que  el  empleo  del  niño  en  los 
trabajos  industriales,  fabriles  ó  manu- 
factureros no  impide  su  asistencia  á 
las  clases  por  no  existir  incompatibi- 
lidad de  días  ni  de  horas,  y  que  el  niño 
de  que  se  trata  recibe  una  instrucción 
regular  y  conveniente,  demostrada  por 
su  concurrencia  á  los  exámenes  de  una 
escuela  certificada  ó  por  otro  cualquier 
medio  de  prueba  indubitable; 

3.'  Que  se  ha  autorizado  el  empleo 
del  niño  de  que  se  trate  en  trabajos  in- 
dustriales, fabriles  ó  manufactureros 
por  un  aviso  de  la  autoridad  local,  en 
la  forma  siguiente: 


(1)  Las  boy  vigentes  son  los  de  2"  de  Mayo 
de  1818  j  5  de  Agosto  de  1891,  insertas  en  el  lu- 
gar oportuno  de  «te  tomo. 

(2)  Derogadas  por  las  que  se  citan  en  la  nota 


a)  La  autoridad  local  estará  faculta- 
da para  si  lo  conceptuare  conveniente, 
publicar  un  aviso  eximiendo  de  las  pro- 
hibiciones y  restricciones  contenidas 
en  la  presente  ley,  con  respecto  al  em- 
pleo de  niños  mayores  de  ocho  años  en 
las  operaciones  de  cultivo  y  recolección 
de  cosechas  durante  un  tiempo  deter- 
minado y  razonable  que  no  podrá  exce- 
der en  ningún  caso  de  seis  semanas  por 
año; 

6)  La  autoridad  local  estará  obliga- 
da á  remitir  una  copia  de  cada  uno  de 
los  avisos  de  esta  clase  que  publicare 
al  Departamento  -de  Instrucción  públi- 
ca y  á  los  guardianes  de  las  parroquias 
que  comprenda  el  territorio  sujeto  & 
su  jurisdicción,  debiendo  éstos  fijarlos 
en  el  atrio  de  las  iglesias  y  capillas. 

Art.  10.  Los  padres  que  no  fueren 
pobres  de  solemnidad  y  que  se  encon- 
traren imposibilitados  de  satisfacer,  to- 
tal ó  parcialmente,  la  retribución  esco- 
lar ordinaria  correspondiente  á  una  es- 
cuela pública  elemental,  podrán  acudir 
á  los  guardianes  de  la  parroquia  de  su 
residencia;  éstos  deberán,  si  compro- 
baren la  imposibilidad  dicha,  satisfa- 
cer por  ellos  el  importe  de  la  retribu- 
ción indicada,  con  tal  que  no  exceda  de 
tres  peniques  (1)  por  semana. 

El  padre  no  podrá,  en  estos  casos, 
ser  privado  de  sus  franquicias,  dere- 
chos y  privilegios  por  consecuencia  del 
pago  indicado. 

El  pago  de  la  retribución  escolar, 
efectuado  por  los  guardianes  en  estos 
casos,  no  podrá  subordinarse  á  la  con- 
dición de  que  el  niño  de  que  se  trate 
haya  de  asistir  á  una  determinada  es- 
cuela y  distinta  de  la  que  el  padre  hu- 
biere escogido  ó  prefiriere;  asi  como 
tampoco  poará  denegarse  por  razón  de 


(1)    SO  céntimos  de  peseta  próximamente. 
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cuentra  comprendido  en  los  casos  pre- 
vistos por  los  artículos  11  y  12  de  la 
presente  ley ,  deberá  proceder  en  la 
forma  señalada  por  esta,  á  menos  que 
lo  considerare  inoportuno. 

TITULO  11 

DE  LAS  ESCUELAS  INDUSTRIALES 

Art.  14.  Cuando  á  requerimiento  de 
la  autoridad  local  fuere  enviado  un  niño 
á  una  escuela  industrial,  podrán  los  Di- 
rectores de  ella,  en  el  término  de  un 
mes,  á  contar  del  ingreso,  conceder 
permiso  al  alumno  (1)  para  que  resida 
fuera  del  local  de  la  escuela,  si  bien 
con  la  condición  de  que  siga  asistiendo 
de  una  manera  regular  &  una  escuela 
certificada,  que  habrá  de  designarse,  y 
siempre  que  éste  consienta,  en  su  ad- 
misión. 

An.  15.  El  consentimiento  de  los 
principales  Ministros  y  no  el  del  De- 
partamento de  Instrucción  pública,  será 
indispensable  para  el  establecimiento, 
construcción  y  entretenimiento  por  un 
Consejo  escolar  de  una  escuela  indus- 
trial certificada,  ordinaria  ó  de  día,  de 
igual  modo  que  para  proceder  á  la 
amortización  de  los  gastos  en  un  perío- 
do de  cincuenta  años  como  máximum, 
contratando  empréstitos  á  este  efecto. 

Para  el  mejor  cumplimiento  de  esta 
última  autorización,  se  observarán,  en 
su  caso,  las  prescripciones  contenidas 
en  el  art.  lOde  la  ley  de  1873  (2),  y  en 
la  de  empréstitos  para  obras  publicas 
de  1875. 


(!)     Con  arreglo  al  arl  37  de  ln  ley  de  1866.- 
Vease  la  nota  anterior, 
(2)    Ingerta  anteriormente. 


DE   LAS    ESCUELAS    INDUSTRIALES   DE  DfA 

Art.  16.  Si  en  vista  de  las  circuos- 
tancias  del  caso  y  en  razón  de  determi- 
nadas clases  de  población  de  un  distri- 
to escolar  se  conceptuare  conveniente 
el  establecimiento  de  una  escuela  en 
que  se  diere  á  los  alumnos  que  á  ella 
asistan  educación  elemental,  aprendi- 
zaje industrial  y  una  ó  más  comidas, 
pero  no  alojamiento,  corresponderá  á 
un  Ministro,  Secretario  de  Estado,  de- 
signar para  este  objeto  una  escuela  in- 
dustrial dedfa  y  certificada,  ateniéndose 
al  efectuar  esta  designación  á  las  dis- 
posiciones de  la  ley  de  1866  (1)  en  mate- 
ria de  escuelas  industriales  ordinarias. 

Los  niños  que,  con  arreglo  á  las  pres- 
cripciones de  la  citada  ley,  pudieren  in- 
gresar en  una  escuela  industria)  ordi- 
naria, podrán  asistir  de  igual  modo  á 
una  escuela  industrial  de  dfa  certifica- 
da; y  todo  alumno  de  esta  clase  de  es- 
tablecimientos de  enseñanza,  podrá  ser 
retenido  en  el  local  respectivo,  durante 
el  tiempo  señalado  en  la  orden  de  in- 
greso y  en  las  horas  especificadas  por 
los  Reglamentos  aprobados  por  el  Mi- 
nistro. 

En  el  caso  de  que  se  creare  una  nue- 
va escuela  industrial  de  día  certificada: 

1.°  Las  autoridades  del  servicio  y 
administración  .  penitenciarias,  según 
se  previene  en  la  ley  de  1866  (2),  y  el 
Consejo  escolar  del  distrito,  gozarán, 
con  relaciona  ella,  de  las  mismas  fa- 
cultades que  con  respecto  á  una  escuela 
industrial  ordinaria; 


(1)  Derogada  por  los  citadas  ai 
insertas  en  el  lugar  correspondiente  de  ente  lomo. 

(2)  Víase  la  nota  anterior. 
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drá  satisfacerse  su  retribución  escolar, 
durante  los  tres  años  subsiguientes, 
por  el  Departamento  de  Instrucción 
pública,  a  cargo  de  los  fondos  proce- 
dentes de  los  subsidios  votados  por  el 
Parlamento. 

El  art.  97  de  la  ley  de  1870  (1)  relativo 
á  las  condiciones  que  han  de  reunir  las 
subvenciones  parlamentarias,  quedará 
derogado  en  la  parte  que  limita  el  má- 
ximum de  estas  subvenciones  á  una 
cantidad  anual  igual  al  importe  de  los 
demás  ingresos  de  la  escuela  de  que  se 
trate. 

A  partir  de  31  de  Marzo  de  1877,  las 
condiciones  impuestas  á  una  escuela 
pública  elemental  para  la  obtención  de 
una  subvención  anual  parlamentaria, 
deberán  especificar  lo  siguiente: 

1."  La  subvención  parlamentaria  no 
se  reducirá  en  razón  dé  que  exceda  ó 
pueda  exceder  de  las  rentas  y  demás 
ingresos  pertenecientes  á  la  escuela, 
cuando  la  subvención  no  exceda  de  17 
chelines  y  seis  peniques  por  alumno 
asistente  por  término  medio  anua!; 

2.°  Cuando  la  población  del  distrito 
escolar  ó  la  del  territorio  comprendido 
en  un  radio  de  dos  millas  alrededor  de 
a  escuela  fuere  superior  á  300  almas  y 
no  existiere  otra  escuela  pública  ele- 
mental reconocida  por  el  Departamen- 
to de  Instrucción  pública,  podrá  conce- 
derse una  subvención  parlamentaria 
especial  á  esta  escuela,  la  cual  será  de 
10  libras  esterlinas  (2)  si  la  población 
fuere  de  300  almas,  y  de  15  libras  ester- 
linas (3)  si  fuere  de  más  de  200; 

3.°  Estasubvención  especial  se  agre- 
gará á  la  subvención  anual  ordinaria, 
y  no  deberá  comprenderse  en  el  con- 


(1)  Insería  ai 

(2)  350  ps salas  próximamente, 

(3)  3  ib  p«aelas  próximamente. 


junto  de  rentas  é  ingresos  de  la  escue- 
la, calculados  con  arreglo  al  núme- 
ro 1." 

Art.  20.  La  obtención  de  subvencio- 
nes anuales  parlamentarias  se  subor- 
dinará en  todos  los  casos  á  la  condi- 
ción de  que  todas  las  rentas  é  ingresos 
ordinarios  de  las  escuelas  se  destinen 
Integramente  á  la  educación  elemental. 

TITULO  V 

DE  LOS  REGLAMENTOS 

Art.  21.  Los  Reglamentos  aludidos 
en  el  art.  74  de  la  ley  de  9  de  Agosto 
de  1870  (1)  y  referentes  á  la  asistencia 
de  los  alumnos  á  las  escuelas,  podrán 
elaborarse  en  caso  de  que  no  existiere 
Consejo  escolar  en  el  distrito  de  que  se 
trate  por  las  Juntas  de  asistencia  de  los 
burgos  y  de  las  parroquias,  si  bien  es- 
tas últimas  sólo  podrán  obrar  á  reque- 
rimiento de  la  parroquia  respectiva. 

Art.  22.  El  requerimiento  de  la  pa- 
rroquia, mencionado  en  el  articulo  an- 
terior, deberá  formularse  por  las  mis- 
mas personas  y  según  las  mismas  re- 
glas mencionadas  para  el  requerimien- 
to citado  en  el  art.  12  de  la  ley  de  9  de 
Agosto  de  1870  (2). 

El  requerimiento  deberá  ir  acompa- 
ñado, de  conformidad  á  las  mismas  re- 
glas, de  observaciones  y  de  recomenda- 
ciones acerca  de  la  naturaleza  de  los 
reglamentos  solicitados  por  la  parro- 
quia. 

La  Junta  de  asistencia  y  el  Departa- 
mento de  Instrucción  pública  deberán 
tener  en  cuenta  y  atender  en  lo  posible 
estas  recomendaciones. 

Art.  23.    El  art.  74  de  la  ley  de  9  de 


(1)  Inserta  (interiormente. 

(2)  Véase  la  nota  anterior. 
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Agosto  de  1870  (1)  se  entenderá  modifi- 
cado en  la  siguiente  forma: 

«El  Reglamento  no  deberá  otorgar  á 
la  autoridad  que  lo  dicte  la  (acuitad  de 
condonar  la  retribución  escolar  ó  sa- 
tisfacerla en  lugar  de  sus  padres»  (2), 

TÍTULO  VI 

DISPOSICIONES  ADMINISTRATIVAS 

Arl.  24.  Las  certificaciones  de  asis- 
tencia y  de  instrucción  se  expedirán 
con  arreglo  á  las  disposiciones  dicta- 
das por  el  anexo  I  de  los  que  acompa- 
ñan á  la  presente  ley,  no  debiendo  en 
ningún  caso  exigirse  honorario  alguno 
por  ella. 

El  Departamento  de  Instrucción  pú- 
blica estará  facultado  para  dictar,  mo- 
rí iflcar  y  derogar  Reglamentos  relativos 
á  las  certificaciones,  á  las  autoridades 
que  hayan  de  expedirlas,  á  su  forma  y 
á  la  manera  de  llevar  los  registros;  es- 
tos Reglamentos  deberán  someterse  á 
la  aprobación  del  Parlamento. 

Artículos  25  y  26.  Disponen  la  ma- 
nera de  solicitar  y  producir,  á  los  efec- 
tos de  obtener  las  certificaciones  men- 
cionadas en  los  artículos  anteriores,  las 
actas  de  nacimiento. 

Art.  27.  Si  el  Departamento  de  Ins- 
trucción pública  adquiriere  la  convic- 
ción de  que  una  autoridad  local,  en  el 
sentido  de  la  presente  ley,  ha  faltado  á 
las  obligaciones  que  se  le  imponen,  es- 
tará facultado  previa  la  conveniente  in- 
formación, y  sin  perjuicio  de  otras  me- 
didas, para: 

a)  Si  se  tratare  de  un  Consejo  esco- 
cí)   Véase  la  nota  al  art.  2t. 

(8)  Véase  el  art.  10  de  esta  ley,  que  deroga 
el  35  de  la  de  9  de  Agosto  de  1810,  inserta  ante- 


lar,  proceder  contra  él  como  si  hu- 
biere incurrido  en  responsabilidad  en 
los  términos  de  la  ley  de  9  de  Agosto 
de  1870  (1); 

b)  Si  se  tratare  de  una  Junta  de  asis- 
tencia, reemplazarla  por  un  periodo  de 
tiempo  determinado  que  no  exceda  de 
dos  años  por  las  personas  que  concep- 
túe conveniente. 

Durante  el  periodo  indicado,  la  comi- 
sión formada  por  estas  personas  esta- 
rá investida  de  todas  las  facultades  de 
la  Junta,  y  no  se  encontrará  sujeta  á  la 
inspección  de  los  guardianes  de  la 
parroquia  que  hubieren  nombrado  á 
aquélla. 

Espirado  dicho  periodo,  se  procede- 
ré á  la  elección  de  una  nueva  Junta  de 
asistencia  en  la  forma  prevenida  en 
el  art.  7."  de  la  presente  ley. 

Todos  los  gastos  efectuados  por  la 
comisión  indicada,  asi  como  la  retribu- 
ción que  se  les  hubiere  concedido  por 
el  Departamento  de  Instrucción  públi- 
ca, se  deberán  al  Tesoro  por  el  Muni- 
cipio del  burgo  ó  de  los  guardianes  de 
la  parroquia  que  hubieren  elegido  la 
Junta  destituida. 

El  Departamento  de  Instrucción  pú- 
blica elevará  anualmente  un  informe 
al  Parlamento  acerca  del  uso  que  hu- 
biere hecho  de  las  facultades  que  se  le 
confieren  por  el  presente  articulo. 

Art.  28.  Este  articulo  faculta  á  las 
autoridades  locales  para  que  procedan 
al  nombramiento  y  retribución  conve- 
niente de  cierto  número  de  agentes  en- 
cargados de  velar  por  fa  ejecución  de 
la  presente  ley  (1). 

Art.  29.  Trata  de  las  atribuciones 
de  estos  agentes,  los  cuales  podrán  pe- 


(1 J    Véanse  los  artículos  63  y  siguientes  de  la 
(a)     Véase  el  art.  33 
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netrar  en  el  domicilio  de  los  particula- 
res, con  autorización  del  Juez  de  paz 
respectivo. 

Art.  30.  Las  facultades  de  los  Con- 
sejos escolares  continuarán  siendo  las 
mismas  que  se  establecen  en  la  ley  de 
9  de  Agosto  de  1870. 

Art.  31.  Las  Juntas  de  asistencia 
creadas  por  la  presente  ley  no  podran 
efectuar  ningún  gasto  de  personal  ni 
de  material,  sin  el  consentimiento  y 
autorización  expresa  del  Municipio,  del 
burgo  ó  de  los  guardianes  de  la  parro- 
quia A  que  debieren  su  nombramiento. 

Los  gastos  efectuados  por  las  Juntas 
de  asistencia  se  pagarán,  si  procedie- 
re, en  la  siguiente  forma: 

1.a  Si  la  Junta  hubiere  sido  nombra- 
da por  el  Municipio  de  un  burgo,  por 
ios  fondos  ó  a  cuenta  de  las  contribu- 
ciones percibidas  por  éste; 

2.a  Si  hubiere  sido  nombrada  por  los 
guardianes  de  una  parroquia,  por  los 
fondos  disponibles  de  la  contribución 
de  pobres. 

Para  atender  al  pago  de  estos  gastos 
tendrán  los  guardianes  la  facultad  de 
imponer  arbitrios  en  la  misma  forma 
que  si  se  tratare  de  hacer  frente  á  las 
necesidades  comunes  de  la  parroquia. 

Art.  33.  El  Municipio  de  un  burgo  ó 
los  guardianes  de  una  parroquia  po- 
drán aumentar  ó  disminuir  el  número 
de  individuos  de  las  Juntas  de  asis- 
tencia. 

Las  Juntas  de  asistencia  extenderán 
su  acción  á  todas  las  parroquias  que 
constituyan  la  unión. 

A  las  Juntas  de  asistencia  no  se  les 
aplicarán  las  disposiciones  contenidas 
en  el  anexo  segundo  de  esta  ley. 

Art.  33.  La  Junta  de  Sanidad  de  un 
distrito  estará  facultada,  en  determina- 
dos casos  y  circunstancias,  para  soli- 
citar del  Departamento  de  Instrucción 


pública  el  derecho  de  nombrar  una 
Junta  de  asistencia  que  obre  con  inde- 
pendencia de  la  elegida  por  los  guar- 
dianes de  la  parroquia. 

Este  articulo  contiene  ademas  otras 
varias  disposiciones  que  no  ofrecen  in- 
terés alguno. 

Artículos  34,  35  y  36.  Estos  articulo* 
no  revisten  interés. 

TtTULO  VII 

DEL  PROCEDIMIENTO 

Art.  37.  Los  artículos  23,  24  y  25  de 
la  ley  de  1873  (1)  serán  aplicables  á  las 
ofensas  y  penalidades  establecidas  por 
la  presente  ley, 

La  persona  que  obtuviere  ó  hiciere 
obtener  fraudulentamente  de  un  Con- 
sejo escolar  ó  de  cualquiera  otra  auto- 
ridad local,  en  el  sentido  que  se  esta- 
blece en  la  presente  ley,  un  pago  ó  una 
condonación  de  deudas  referentes  á 
retribuciones  ú  honorarios  escolares, 
incurrirá  en  quince  días  de  prisión 
como  máximum. 

La  ley  orgánica  y  procesal  de  las  ju- 
risdicciones sumarias  será  aplicable  á 
las  decisiones  que  se  dicten  por  la  au- 
toridad judicial,  de  conformidad  á  lo 
prevenido  en  la  presente. 

Art.  38.  Las  querellas  fundadas  en 
la  falta  de  asistencia  deberán,  para  que 
puedan  tramitarse  por  los  agentes  de 
la  autoridad  local,  autorizarse  cuando 
menos  por  dos  miembros  (2). 

Art.  39.  Cuando  la  infracción,  con- 
sistente en  utilizar  el  trabajo  de  un  niño 
con  inobservancia  de  las  prescripcio- 
nes de  la  presente  ley  se  hubiere  come- 
tido por  un  agente  ó  representante  del 

(1J     Inserta,   anteriormeutc . 
(a)     Véase  el  art.  28  de  «ata  lev. 
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obrado  de  buena  fe,  no  incurrirá  en  res- 
ponsabilidad penal  de  ninguna  clase. 


DISPOSICIONES  DIVERSAS 

Art.  40.  Modifica  ligeramente  el  ar- 
ticulo 3.°  de  la  ley  de  1873  (1),  para  po- 
nerlo en  armonía  con  las  prescripcio- 
nes de  la  presente. 

Art.  41.  El  Departamento  de  Instruc- 
ción pública  tendrá,  la  facultad  de  di- 
solver un  Consejo  escolar  creado  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  la  ley  de 
1870(2),  previa  instancia  formulada  por 
una  mayoría  de  los  dos  tercios  de  los 
votantes,  que,  según  el  art.  12  de  la 
presente  ley,  tuvieren  el  derecho  de 
provocar  su  constitución,  y  después 
que  se  acredite  cumplidamente  que  no 
se  encuentra  ninguna  escuela  sometida 
&  la  jurisdicción  sumaria  del  Consejo 
escolar  de  que  se  trate,  que  el  distrito 
escolar  se  halla  suficiente  mente  dotado 
de  establecimientos  de  enseñanza  y 
que  no  se  ha  presentado  ningún  reque- 
rimiento de  la  naturaleza  de  los  indica- 
dos en  el  art.  10  de  la  ley  de  9  de  Agos- 
to de  1870  (3). 

Las  solicitudes  de  disolución  de  un 
Consejo  escolar  no  podrán  presentarse 


(IJ(8}¡r(3)     Insertas 


dos,  papeles,  libros,  mobiliario  y  demás 
efectos  pertenecientes  al  mismo,  asi  co- 
mo cuantas  medidas  se  consideren  con- 
venientes para  asegurar  el  pago  de  las 
obligaciones  pendientes,  estableciendo 
nuevos  arbitrios  si  fuere  necesario. 

El  Departamento  de  Instrucción  pú- 
blica publicará  la  orden  de  disolución 
del  modo  prevenido  en  la  ley  de  1873  (1) 
y  producirá  sus  efectos,  &  contar  de  la 
fecha  de  su  publicación  ó  de  la  que  en 
la  misma  se  indique,  como  si  se  tratare 
de  un  Acta  del  Parlamento;  esto  sin 
perjuicio  de  la  constitución  ulterior  de 
un  Consejo  escolar  en  el  mismo  dis- 
trito. 

Los  Reglamentos  por  que  viniere  ri- 
giéndose el  Consejo  escolar  disuelto, 
continuarán  vigentes,  pero  sujetos  á  la 
derogación  y  á  las  modificaciones  que 
en  ellos  tenga  por  conveniente  introdu- 
cir la  autoridad  local  en  la  forma  que 
se  previene  en  la  presente  ley. 

El  Departamento  de  Instrucción  pú- 
blica continuará  investido  en  todo  tiem- 
po de  las  facultades  que  se  le  conceden 
por  la  ley  de  9  de  Agosto  de  1870  (2)  en 
lo  que  respecta  á  la  creación  de  los 
nuevos  Consejos  escolares  que  fuere 
oportuna. 

El  Departamento  de  Instrucción  pu- 


lí)   Inserta  ai 

(8)    Inserta  interiormente 
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blica  estará  obligado  á  dar  anualmente 
cuenta  al  Parlamento  de  las  disolucio- 
nes de  Consejos  escolares  que  hubiere 
decretado  y  de  los  motivos  de  las 
mismas. 

Art.  42.  Si  en  atención  &  lo  conside- 
rable de  la  población  de  un  distrito  es- 
colar, demostrare  cumplidamente  el 
Consejo  del  mismo  la  necesidad  y  opor- 
tunidad del  establecimiento  de  una  ofi- 
cina auxiliar,  podra  autorizársele  para 
ello,  disfrutando  el  Consejo  con  respec- 
to á  este  particular,  de  las  facultades 
que  le  confieren  las  leyes  de  1870  (1)  y 
1873  (2)  Incluso  la  de  contratar  emprés- 
titos. 

Art.  43.  Las  Juntas  de  asistencia  y 
los  Consejos  escolares  deberán  dirigir 
al  Departamento  de  Instrucción  públi- 
ca los  informes  que  previene  la  ley 
de  1870  (3). 

Artículos  44  y  45.  Aplicación  de  de- 
terminadas disposiciones  de  la  ley  cita- 
da ala  presente. 

Art.  46.  Los  anexos  que  acompañan 
á  la  presente  ley  tendrán  la  misma 
fuerza  de  obligar  que  si  formaren  parte 
de  ella. 

Art.  47.  El  padre  que  empleare  á  su 
hijo  en  un  trabajo  mercenario  ó  en  el 
comercio  á  que  él  se  dedicare,  será  re- 
putado como  patrono,  á  los  efectos  de 
la  presente  ley  (4). 

Art.  48.  La  palabra  aniño»  significa 
en  la  presente  ley  los  mayores  de  cinco 
y  menores  de  catorce  años. 

Los  términos  generales  empleados 
en  esta  ley  tendrán  el  mismo  significa- 
do que  en  las  leyes  de  1870  (5)  y  1873  (6). 


(1)  y  (2)    Insertas  

(3)     Véanse   los  artículos  61  y  siguientes  de  la 

(1)    Véanse  loa  artículos  5.*  y  9.*,  y  39  de  esta 
ley. 
(ü)  y  (6)    Ineertas  anteriormente. 


El  término  «escuela  certificada*  sig- 
nifica una  escuela  pública  elemental  ó 
una  escuela  de  Workhouse,  declarada 
suficiente  por  el  Local gooernmentboard. 
Igualmente  designa  una  escuela  públi- 
ca elemental  de  Escocia  ó  una  escuela 
nacional  de  Irlanda;  y  comprende  tam- 
bién, por  último,  otras  escuelas  ele- 
mentales que  reúnan  las  determinadas 
condiciones  que  en  el  presente  articulo 
se  indican. 

Este  artículo  contiene,  además,  va- 
rias disposiciones  que  no  revisten  ver- 
dadero interés. 

Art.  49.  Disposiciones  para  el  caso 
de  que  una  porción  de  una  parroquia 
constituya  por  si  misma  un  distrito  es- 
colar distinto  de!  resto  de  la  parroquia. 

Art.  50.  Cuando  un  mismo  hecho  se 
castigare  por  la  presente  ley  y  por  las 
leyes  anteriores  ó  Reglamentos  actual- 
mente vigentes,  podrá  fundarse  el  pro- 
cedimiento en  una  disposición  de  cual- 
quiera de  ellas  que  se  hubiere  infrin- 
gido. 

Art.  51.  Disposiciones  transitorias 
durante  un  año  con  relación  &  la  edad 
legal  de  los  niños. 

Art.  52.  Quedan  derogadas  las  dis- 
posiciones mencionadas  en  el  anexo  IV 
de  los  que  acompañan  á  la  presente  ley. 

La  presente  ley  carecerá  de  efectos 
retroactivos. 

Art.  53.  Este  articulo  trata  de  la 
aplicación  parcial  de  la  presente  ley  A 
Escocia. 

Anexos 

Primero.— Trata  de  las  condiciones 
necesarias  para  la  obtención  de  las  cer- 
tificaciones de  aptitud  física  y  de  asis- 
tencia á  las  clases  y  reglas  distintas 
sobre  la  materia,  según  que  se  trate  de 
las  certificaciones  exigidas  por  el  ar- 
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de  un  67  por  100;  en  1876  á  1877,  de  un 
08,  y  en  1878  á  1879,  de  un  70.  Por  últi- 
mo, al  lado  de  estos  datos  es  menester 
colocar  el  de  que  en  1879  existían  dis- 
tritos escolares  sin  Reglamentos  relati- 
vos al  carácter  obligatorio  de  la  educa- 
ción elemental,  representat  vos  de  una 
población  de  mas  de  cinco  millones  y 
medio  de  habitantes,  por  más  que  deba 
observarse  que  en  su  mayoría  se  trata- 
ba de  parroquias  rurales. 

Del  estudio  de  los  referidos  documen- 
tos sacó  la  consecuencia  el  Gobierno 
de  S.  M,  Británica  que  era  necesario 
dar  un  nuevo  paso  en  favor  del  sistema 
obligatorio,  si  bien  discutióse  cuál  serla 
el  mejor  medio  de  conseguirlo;  la  ley 
de  1876  impuso,  ya  sin  duda,  la  obliga- 
ción, y  estableció  penas  contra  los  pa- 
dres y  patronos  que  contravinieren  á 
sus  disposiciones;  pero  la  persecución  y 
castigo  de  las  infracciones  era  suma- 
mente difícil  cuando  únicamente  se  in- 
vocaba la  ley  de  1876;  se  requería,  pues, 
establecer  la  base  de  la  negligencia  ha- 
bitual (art.  11);  además  de  esto,  las  pe- 
nas no  podían  imponerse  sino  después 
de  informaciones  sumamente  minucio- 
sas; por  el  contrario,  cuanto  en  el  pro- 
cedimiento podía  invocarse  la  infrac- 
ción délos  Reglamentos  locales,  ema- 
nados de  los  Sehool  Boards  ó  de  las 
Juntas  de  asistencia,  resultaba  simpli- 
ficado y  más  eficaz  (1).  El  medio  queda- 
ba hallado  desde  entonces,  y  la  ley 
de  1880,  en  su  disposición  principal,  im- 
pone á  los  Consejos  ó  á  las  Juntas  la 
necesidad  de  adoptar  los  Reglamen- 
tos (2),  dejando  al  Departamento  de 
Instrucción  pública  el  derecho  de  pro- 
veer á  ello  en  caso  de  inexistencia. 

(1)  véasu  la  le;  di    1978,  artículos  33  y  «i- 

(2)  Véasa  «I  art,  í.' 


El  art.  4.*,  que  parecería  á  primera 
vista  inútil,  tiene  su  razón  de  ser  en 
una  divergencia  producida  entre  la  le- 
gislación y  la  jurisprudencia.  La  ley 
de  1876  habla  dado  fuerza  de  ley  á  los 
Reglamentos  escolares  relativos  á  la 
obligación;  la  Faetory  Aet  de  1878  habla 
dictado,  con  respecto  á  los  niños  em- 
pleados en  los  talleres  y  manufacturas, 
reglas  especiales;  en  caso  de  conflicto 
entre  el  Reglamento  de  un  distrito  y 
las  disposiciones  de  esta  ley,  no  se  sa- 
bía á  cuál  otorgar  la  preferencia.  Los 
Jueces  Branwel  y  Denraann hablan  pre- 
ferido los  preceptos  del  Reglamento  del 
distrito  y  otros  dos,  Mellor  y  Lush,  opta- 
ron por  el  sistema  contrario;  estas  du- 
das hállanse  resueltas  por  el  articulo 
mencionado. 

Puede  decirse  que,  á  partir  de  la  fe- 
cha de  la  promulgación  de  la  presente 
ley,  el  principio  de  la  instrucción  pri- 
maria obligatoria  se  aplica  de  modo 
general  y  completo  en  Inglaterra;  di- 
cha ley  no  ha  sido  objeto  de  oposición 
alguna  ni  en  la  Camarade  los  Lores, 
en  que  fué  presentada  el  28  de  Junio  y 
votada  en  tercera  lectura  el  9  de  Ju- 
lio, ni  en  la  de  los  Comunes,  en  que  se 
presentó  en  12  de  Julio,  y  votada,  con 
enmiendas  insignificantes,  en  9  de 
Agosto. 


Articulo  1.a  Esta  ley  deberá  men- 
cionarse con  el  titulo  de  «Ley  sobre  la 
educación  elemental  de  1880*,  y  se  con- 
siderará como  si  formare  parte  de  la 
de  1876,  pudiéndose  citar  conjuntamen- 
te con  ella. 

Art.  2.°    Las  autoridades  locales  (1) 


[i] 


Vé*M  el  art.  7*.  párrafo  a.»  de  la  Uj 
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senté  y  vigentes  en  el  distrito  de  su  re- 
sidencia. 

El  presente  articulo  no  ser4  aplicable 
en  los  distritos  en  que  no  existan  Re- 
glamentos. 

Art.  6.°  Este  articulo  deroga  las  dis- 
posiciones siguientes  de  la  ley  de 
1876  (1),  pero  sin  efecto  retroactivo;  ar- 
tículo 21,  las  palabras  «si  lo  conceptua- 
ren conveniente»  y  las  uá  requerimiento 
de  la  parroquia  y  no  de  otro  modo»,  ar- 
ticulOB  22,  51  y  52. 

%.—Ley  de  5  de  Agosto  de  1891 

Modificativa  da  las  disnoaiciouoa  vigentes  en 
mataría  ds  enee  lanía  gratuita  en  las  escuelas 
públicas  elementales  de  Inglaterra  J  País  de 
Gales  {2). 

Articulo  1."— §  1."  Después  de  la 
promulgación  de  la  presente  ley  se  sa- 
tisfará, ó  cargo  de  los  créditos  votados 
por  el  Parlamento,  y  en  las  épocas  y 
forma  que  se  determine  por  los  Regla 
méritos  dictados  por  el  Departamento 
de  Instrucción  pública,  una  subven- 
ción (3)  para  ayudar  á  cubrir  los  gastos 
de  la  enseñanza  elemental  en  Inglate- 
rra y  en  el  Pais  de  Gales,  que  podrá 
elevarse  á  10  chelines  por  cada  alum- 
no de  más  de  tres  y  menos  de  quince 
años  de  edad  que  curse  regularmente 
los  estudios  de  las  escuelas  públicas 
elementales  indicadas  que  no  sean  es- 
cuelas de  la  tarde,  y  cuyos  Directores 
consientan  en  aceptarla,  y  en  las  que 
el  Departamento  de  Instrucción  pública 
conceptúe  que  los  Reglamentos  respec- 


ta   Inserta  anterior  mente. 

(2)  Án  Act  (o  mane  furtíter  provisión  far  aa- 
¡Mtng  education  ¡n  publie  elementar]/  icliaolt  in 
Englamf  and  Watea.   (51  J  33  Victoria,  cap.  56  ) 

(3j  Designada  eo  esta  ley  coa  el  nombre  de 
tubvencíón  u  titulo  Je  retribución  escolar. 


tivos  concuerdan,  en  cuanto  á  la  sub- 
vención, con  las  disposiciones  conteni- 
das en  la  presente  ley. 

{j  2.°  Si  alguna  de  las  condiciones 
impuestas  por  las  disposiciones  de  la 
presente  ley  dejare  de  cumplirse,  y  el 
Departamento  de  Instrucción  pública 
reconociere  como  válida  la  excusa  ale- 
gada, podrá  pagarse  la  subvención  á 
titulo  de  retribución  escolar,  si  bien, 
en  este  caso,  si  la  suma  percibida  como 
retribución  excediere  del  importe  de  la 
concedida  por  la  presente,  se  operará 
una  deducción  en  aquélla  equivalente 
al  exceso. 

Art.  2*— §  l.°  En  las  escuelas  que 
perciban  la  subvención  á  titulo  de  re- 
tribución escolar: 

a)  En  que  el  término  medio  de  las 
retribuciones  percibidas  durante  el  año 
escolar  anterior  al  1.°  de  Enero  de  1891 
no  excediere  de  1 '  chelines  por  año  y 
por  alumno  que  curse  regularmente  la 
enseñanza; 

b)  ó  á  la  que  no  se  hubiere  concedi- 
do antes  de  dicha  fecha  una  subvención 
anual  del  Parlamento, 

No  se  satisfará  retribución  alguna 
por  los  alumnos  de  tres  á  quince  anos, 
sino  con  arreglo  á  las  disposiciones 
contenidas  en  la  presente  ley. 

§2.°  En  las  escuelas  que  perciban 
una  subvención  á  titulo  de  retribución 
escolar  que  exceda  del  término  medio 
indicado,  las  retribuciones  que  hayan 
de  abonarse  por  cada  alumno  de  tres  á 
quince  años  se  fijarán,  salvo  lo  que  es- 
tablece la  presente  ley,  de  tal  modo  que 
el  término  medio  no  sea  inferior,  en 
cada  año  escolar,  al  importe  de  dicho 
exceso 

Art.  3."  En  las  escuelas  que  perci- 
ban una  subvención  á  titulo  de  retribu- 
ción escolar,  cuyo  término  medio  im- 
puesto y  percibido  en  este  concepto  por 
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en  virtud  de  lo  prevenido  en  el  presente 
articulo,  y  acompañará  un  estado  del 


(I)  Este  articulo  uo  Usuraba  en  al  proyecto 
primitivo,  sino  que  fui  adoptado  en  la  sesión  de 
la  Camarade  loi  Comune;  del  1  de  Julio. 

(í)     0,60  pe  satas  priiimam«nta. 


buciones.  Queda  sobreentendido  que 
siempre  y  por  todo  el  tiempo  que  en  un 
distrito  escolar  se  hubiere  hecho  frente 
á  la  Taita  de  fondos  de  la  manera  indi- 
cada en  el  presente  articulo,  el  Depar- 
tí)    Insería 
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lamento  de  Instrucción  pública  no  po- 
dra conminar  con  responsabilidades  de 
ninguna  clase,  por  efecto  de  la  carencia 
total  ó  mal  estado  del  menaje  de  las 
escuelas  de  que  se  trate. 

Art.  6.°  Los  Directores  de  dos  6  mas 
escuelas  públicas  elementales  del  mis- 
mo distrito  escolar  ó  de  distritos  esco- 
lares limítrofes,  que  no  se  encuentren 
regidos  por  un  Consejo  escolar  (1),  po- 
drán poner  en  fondo  común  total  ó  par- 
cialmente la  subvención  percibida  á  tí- 
tulo de  retribución ,  para  repartir  su 
importe  entre  estas  escuelas  en  la  for- 
ma que  conceptúen  mas  conveniente. 

Queda  sobreentendido  que  la  subven- 
ción á  título  de  retribución  escolar  re- 
cibida en  un  principio  por  cada  una  de 
las  escuelas,  se  computará  únicamente 
como  productos  ó  rentas  de  las  mismas 
para  todo  aquello  que  diga  relación  con 
la  aplicación  de  la  presente  ley  y  la 
del  art.  19  de  la  ley  de  1876  (2),  regula- 
dora de  la  enseñanza  elemental,  y  que 
las  cantidades  recibidas  de  este  fondo 
común  por  una  escuela  cualquiera  no 
se  considerarán  como  rentas  proceden- 
tes de  otro  origen  en  el  sentido  del  ar- 
ticulo 19  de  la  citada  ley  (3). 

Art.  7."  Cuando  los  Directores  de 
dos  ó  más  escuelas  elementales  del 
mismo  distrito  escolar  ó  de  distritos  es- 
colares limítrofes  se  pusieren  de  acuer- 
do para  Asociarse  y  elegir  una  Junta  de 
escuelas,  la  parte  de  renta  que  exce- 
diere de  los  gastos  de  un  año  efectua- 
dos por  cada  una  de  aquéllas,  podrá 
ingresarse  en  la  Caja  común  para  ha- 
cer frente,  en  su  caso,  A  los  déficits  que 
en  lo  sucesivo  pudieren  resultar  en 
aquélla  ó  en  otra  de  las  escuelas  aso- 
ciadas; estos  recursos  no  se  considerá- 


is   ■ 


(S)    y  (3)     Inserta  fiuteriormonls. 


rAn  como  rentas  de  la  escuela  respec- 
tiva, en  el  sentido  que  consigna  el  ar- 
tículo 19  de  la  citada  ley  de  1876  (1). 

Queda  sobreentendido  que  ninguna 
de  las  escuelas  dirigidas  por  nn  Conse- 
jo escolar,  podrá,  con  arreglo  á  este 
artículo,  asociarse  á  otra  escuela  pú- 
blica elemental  que  no  se  encuentre  di- 
rigida de  igual  modo. 

Art.  8.°  Lo  dispuesto  en  el  art.  17  de 
la  ley  de  1870  no  impedirá  que  un  Con- 
sejo escolar  pueda  admitir  alumnos,  ni 
reclamar  la  retribución,  en  una  de  las 
escuelas  que  dirija. 

Art.  9°  De  las  prescripciones  de  la 
presente  ley  no  podrá  resultar  preferen- 
cia ó  ventaja  alguna  en  beneficio  de 
una  determinada  escuela  por  efecto  de 
que  se  halle  ó  no  regida  por  un  Conce- 
jo escolar. 

Art.  10.  En  la  presente  ley  la  expre- 
sión «año  escolar»  significa  el  periodo 
de  un  año  ó  bien  el  tiempo  por  el  que 
se  paga  ó  es  pagadera  la  subvención 
anual  concedida  por  el  Parlamento. 

Las  palabras  «asistencia  regular», 
significan,  con  respecto  á  la  subven- 
ción á  titulo  de  retribución  escolar, 
una  asistencia  regular  calculada  según 
los  documentos  examinados  al  tiempo 
de  la  promulgación  de  la  presente  ley. 

Art.  11.  Las  leyes  mencionadas  en 
el  anexo  que  acompaña  á  la  presente 
quedan  derogadas  en  la  medida  que  se 
indica  en  la  tercera  columna  del  mis- 
mo (2). 

Art.  12.  La  presente  ley  comentará 
á  regir  en  1."  de  Septiembre  de  1891. 

Art.  13.  Esta  ley  se  designara  como 
la  ley  de  1891  sobre  instrucción  ele- 
mental, y  se  considerará  como  consti- 

(1)  Inserta  anteriormente. 

(2)  Son  al  «rt.  88  de  la  ley  de  1870  j  el  ar- 
ticulo 18  de  la  ley  de  1876. 
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yectos  de  reforma,  de  los  cuales  han 
obtenido  la  aprobación  parlamentaria 
216;  esta  obra  ha  encontrado  serias  difi- 
cultades para  su  completa  realización 
por  cuanto  se  trataba  principalmente  de 
una  empresa  encaminada  á  desterrar  y 
corregir  abusos,  y  no  es  de  extrañar  que 
bien  pronto  haya  resultado  impopular; 
el  Gobierno  liberal,  sin  embargo,  ha 
hecho  cuantos  esfuerzos  le  han  sido  po- 
sibles por  llevarla  &  feliz  término;  pero 
desde  que  el  p  der  ha  pasado  a  manos 
-del  partido  conservador,  los  intereses 
lesionados  por  efecto  de  la  promulga- 
ción de  la  nueva  ley,  especialmente  los 
de  la  Iglesia  establecida,  han  intentado 
contrarrestar  sus  efectos  en  1874  con  la 
presentación  de  un  bilí  gubernamental 
destinado  a  solicitar  la  derogación  casi 
lotal  de  la  ley  de  2  de  Agosto  de  1869, 
asi  como  a  recabar  para  el  clero  la  alta 
dirección  del  mayor  número  de  escue- 
las dotadas;  á  ñnes  de  Julio  de  1874  se 
produjo  en  el  Parlamento  una  viva  dis- 
cusión acerca  de  las  conclusiones  de 
este  bilí;  Gladstone  y  todo  el  partido 
liberal  se  levantaron  en  contra,  no  sólo 
de  las  reaccionarias  medidas  solicita- 
das del  poder  legislativo,  sino  especial- 
mente de!  procedimiento  parlamentario 
que,  con  menosprecio  de  una  costum- 
bre saludable  y  sancionada  por  el  trans- 
curso del  tiempo,  pretendía  traer  nue- 
vamente &  discusión,  en  interés  de  un 
partido,  una  ley  votada  y  sancionada 
en  una  legislatura  anterior.  Esta  oposi- 
ción fué  coronada  por  el  éxito  del  aran- 
do Israeli  en  la  sesión  de  24  de  Julio 
que  retiraba  el  bilí  objeto  de  la  discu- 
sión; era  menester,  en  opinión  de  algu- 
nos, conceder  al  partido  conservador 
una  compensación,  y  asi  se  ha  hecho; 
la  ^omisión  creada  por  la  ley  de  186-1 
no  tenia  poderes  sino  hasta  31  de  Di- 
ciembre de  1873,  fecha  prorrogada  en 


el  año  de  1S73  hasta  31  de  Diciembre 
de  1874;  en  lugar  de  prorrogar  ó  reno- 
var sus  poderes,  sólo  se  ha  hecho  trans- 
mitirlos á  la  comisión  de  los  charitable 
trusts  6  charity  commis&ioners,  A  la  cual 
se  han  adjuntado  dos  individuos  nue- 
vos designados  libremente  por  el  parti- 
do conservador. 

En  cuanto  a  las  disposiciones  de  la 
presente  ley,  son  dignas  de  particular 
mención  las  contenidas  en  los  artícu- 
los 14,  15, 16, 17  (estos  tres  últimos  con- 
tienen lo  que  los  ingleses  llaman  una 
congélense  elau-ie),  y  el  30,  que  permite 
distraer  los  délas  fundaciones  de  su 
primitivo  destino  para  aplicarlos  á  fine» 
de  la  educación. 

No  obstante  algunas  inutilidades  teó- 
ricas, hemos  considerado  conveniente 
traducir  casi  Integramente  un  cierto 
número  de  artículos  que  permiten  al 
lector  iniciarse  en  los  orígenes  de  estas 
fundaciones  escolares  y  de  la  naturale- 
za del  procedimiento  adoptado  por  el 
pueblo  inglés  para  la  realización  de  re- 
formas de  tal  importancia  como  la  que 
pone  17  millones  de  renta  á  la  disposi- 
ción y  para  atender  á  los  gastos  de  una 
educación  liberal  destinada  á  todas  la* 
clases  de  la  sociedad. 

TEXTO 

TITULO  PRIMERO 

DISPOSICIONES  PRELIMINARES 
Y  DEFINICIONES 

Articulo  1."    Titulo  de  la  ley. 

Art.  2."  Estn  ley  será  aplicable  úni- 
camente en  el  territorio  de  Inglaterra. 

Art.  3."  Época  en  que  habrá  de  co- 
menzar &  regir. 

Art.  1."  En  la  presente  ley,  la  pala- 
bra endowment  comprende  toda  espe- 
cie de  propiedad  real,  personal  ó  raix- 
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senté  ley  (1)  estarár 
presentar  en  los  pía 
prevenidas  por  la  leí 
provectos  de  reorga 
nados  á  convertir  le 
enseñanza  en  instituí 
tajosas  posible  para 
educación;  serán  asi 
tes  para  cambiar,  m< 
tar  los  Reglamento) 
que  aquéllas  se  rij'i 
conceptuaren  indisp< 
indicado;  de  igual  m 
en  un  mismo  proyec 
daciones  ó  dividir  un 
ó  más,  afectándola 
cuelas. 

Art.  10.  Los  Com 
dos  en  el  articulo  ai 
cuitados  para  modi 
ción,  loa  derechos  y 
Consejos  de  adminis 
daciones  objeto  de  s 
convertir  dicbo  Co 
moral,  y  aun  para  c 
conferirle  cuantas  at 
túen  conveniente. 

Art.  11.  LosComi: 
gados,  con  respecto 
proyectos  que  abolit 
privilegios  ó  prerr 
una  determinada  c 
por  efecto  de  su  res  i 
quiera  otra  causa,  á 
ración  los  intereses 
chas  personas. 

Art.  12.  Los  prc 
por  los  Comisarios  i 
rán,  en  cuanto  fuere 
tensivos  á  los  alumr 
otro  los  beneficios  d 
dación. 

Art.   13.     Los   C 

(!)     Víase  el  art.  31. 
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que  concurra  el  consentimiento  del  Pa- 
trono y  del  Cabildo  de  la  iglesia  (1); 

3."  A  la  constitución  del  Consejo  de 
administración  de  una  escuela  someti- 
da al  gobierno  de  los  cuáqueros  (2)  y  de 
los  hermanos  moravitas  (3),  á  menos 
que  concurra  el  consentimiento  de 
éslos; 

4.°  A  la  constitución  del  Consejo  de 
administración  de  las  escuelas  ó  de  las 
becas  fundadas  en  las  dependientes  de 
la  fundación  de  cualquiera  da  los  cole- 
gios de  Oxford  ó  de  Cambridge,  salvo 
cuando  medie  el  consentimiento  del 
colegio. 

Art.  15.  Los  Comisarios  estarán  obli- 
gados á  estipular  en  los  proyectos  que 
presenten,  salvo  las  excepciones  que  en 
la  presente  ley  se  indican,  que  los  pa- 
dres de  todo  alumno  que  asista  auna 
escuela  con  el  carácter  de  externo,  ten- 
gan el  derecho  de  reclamar  por  escrito 
la  dispensa  de  que  su  hijo  asista  á  las 
oraciones,  rogativas  y  actos  del  culto  y 
enseñanza  religiosa,  sin  que  esta  falta 
de  asistencia,  que  deberá  en  todo  caso 


{']    Véaae  el  art.  19. 

(3)  Secta  religiosa  bastante  extendida  a  ti  In- 
glaterra y  en  loa  Estados  Unidos  Los  cuáqueros 
no  admiten  ningún  sacramento  ni  prestan  jura- 

por  considerar  la  guerra  como  una  lucha  fratri- 
cida, no  admiten  jerarquía  eclesiástica  alguna  y 
no  se  descubren  ni  aun  delante  del  Rey,  en  gene- 
ral se  distinguen  par  la  pureza  de  sus  costumbres, 
de  su  probidad  y  su  filantropía. 

(3)  Asociación  religiosa  fundada  en  1451,  res- 
to y  continuación  de  la  secta  fundada  por  Juan 
Huss,  teólogo  nacido  en  Hussiueea  {Bohemia;  y 
uno  de  loe  procursores  de  la  Reforma,  y,  que  ha- 
biendo abrazado  las  doctrinos  de  Wíclef,  fue 
excomulgado  por  el  Papa  Alejandro  V  y  quema- 
do vivo  por  condenación  del  Concilio  de  Constau- 
»  (1613-1415). 


concederse,  pueda  privar  al  alumno  de 
ninguna  de  las  ventajas  inherentes  á  la 
escuela  o  á  la  fundación  de  que  se  tra- 
te; una  disposición  expresa  de  cada  uno 
de  los  proyectos  podrá,  no  obstante, 
hacer  depender  ciertas  ventajas  y  emo- 
lumentos de  la  asistencia  á  los  actos 
religiosos  mencionados  en  el  presente 
articulo, 

Los  comisarios  deberán  estipular 
igualmente  que,  si  el  Maestro,  durante 
las  explicaciones  y  clases  de  la  ense- 
ñanza no  religiosa,  á  la  que  todo  alum- 
no estará  obligado  á  asistir  puntual- 
mente, recomendare  sistemáticamente 
y  de  una  manera  persistente  una  doc- 
trina religiosa  determinada,  con  res- 
pecto á  la  que  se  hubiere  presentado 
alguna  solicitud  de  las  mencionadas 
en  este  articulo,  se  obligue  al  Consejo 
de  administración  de  la  escuela,  previa 
petición  por  escrito  del  padre  de  cual- 
quier alumno,  y  después  de  practicada 
la  conveniente  información,  á  adoptar 
las  medidas  conducentes  para  satisfa- 
cer á  la  pretensión  dicha  si  se  encon- 
trare razonable. 

Art.  16.  Este  articulo  consigna  una 
disposición  idéntica  á  la  contenida  en 
el  articulo  anterior,  con  respecto  á  los 
alumnos  internos. 

Art.  17.  Los  Comisarios  estipularán 
en  todo  proyecto,  salvo  las  excepciones 
contenidas  en  los  artículos  siguientes) 
que  no  pueda  resultar  incapacidad  a!- 
guna  para  formar  parte  de  un  Consejo 
de  administración  con  respecto  á  una 
persona,  sea  por  efecto  desús  opinio- 
nes religiosas,  sea  del  hecho  de  que 
observe  ó  deje  de  observar  y  practicar 
las  ceremonias  de  un  culto  determi- 
nado. 

Art.  18.  De  igual  modo  tampoco 
constituirá  incapacidad  para  desempe- 
ñar el  cargo  de  Maestro,  el  hecho  de 
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que  la  persona  de  quien  se  trate  no  per- 
tenezca á  una  comunidad  religiosa. 

Art.  19.  Las  reglas  contenidas  en 
los  artículos  16, 17  y  18  dejaran  de  tener 
aplicación:    - 

1.°  Cuando  se  trate  de  un  proyecto 
referente  a  una  escuela  sostenida  con 
los  fondos  de  una  fundación  provenien- 
te de  una  iglesia  catedral  ó  de  una  co- 
legiata, ó  que  constituya  parte  de  la 
fábrica  de  cualquiera  de  estas  iglesias; 

2.a  En  el  caso  de  que  los  Comisarios 
fueren  de  opinión  (salvo  el  recurso  que 
contra  ella  se  dará  para  ante  el  Conse- 
jo privado)  de  que  la  intención  formal 
del  fundador,  resultante  del  documento 
constituyo  de  la  fundación,  ó  de  los  Es- 
tatutos ó  Reglamentos  vigentes  desde 
su  tiempo,  y  con  cincuenta  años  do  pos- 
terioridad a  su  muerte,  era  la  de  impo- 
ner á  ios  alumnos  una  educación  reli- 
gioso determinada. 

Ai  (.20.  Los  Comisarios  estarán  fa- 
cultados para  transferir  á  S.  M.,  si  lo 
conceptuaren  conveniente,  todos  los 
derechos  de  inspección  que  correspon- 
dieren ó  pudieren  corresponder  &  par- 
ticulares con  respecto  á  las  escuelas 
sobre  que  recaigan  sus  proyectos  con 
la  sola  excepción  de  los  anejos  á  cate- 
drales. 

También  estarán  facultados  para  de- 
cidir, si  asi  fuere  más  conveniente,  que 
los  derechos  de  inspección  anterior- 
mente reservados  ó  transferidos  á  Su 
Majestad,  se  ejerzan  por  los  Charity 
commisaioners. 

Art. 21.  Los  Comisarios  estarán  fa- 
cultados para  estipular  en  sus  proyec- 
tos de  reforma  la  abolición  de  toda  ju- 
risdicción correspondiente  al  Ordina- 
rio con  respecto  á  la  colación  de  grados 
á  los  Maestros  de  las  escuelas  de  fun- 
dación. 

Art.  22.   Los  Comisarios  estarán  obli- 


gados á  estipular  la  facultad  de  remitir 
ad  nuíum  de  tos  Maestros  y  empleados, 
con  6  sin  apelación,  en  los  supuestos  y 
con  las  condiciones  que  sean  del  caso 
establecer. 

Art.  23.  Los  Comisarios  estarán  fa- 
cultados para  estipular  cuantas  medi- 
das conceptúen  convenientes  para  la 
ejecución  y  mejor  cumplimiento  de  los 
proyectos  de  reforma  por  ellos  presen- 
tados. 

Art.  24.  Cuando  una  parte  de  una 
fundación  fuere  calificada  por  la  pre- 
sente ley  de  fundación  escolar,  y  otra 
parte  fuere  aplicable  á  fines  de  caridad 
ó  benéficos,  los  proyectos  á  ella  refe- 
rentes deberán  ajustarse  á  las  siguien- 
tes reglas,  salvo  si  se  obtuviere  la  con- 
formidad del  Consejo  de  Administra- 
ción respectivo: 

t."  Lo  que  fuere  aplicable  á  fines  de 
caridad  no  podrá  dársele  ningún  otro 
destino; 

2.a  Si  procediere  efectuar  una  parti- 
ción, se  tendrá  en  cuenta  lo  producido 
en  los  tres  últimos  años; 

3.1  Si  la  parte  ó  porción  no  destina- 
da á  fines  de  enseñanza  excediere  déla 
mitad  de  los  fondos  de  la  fundación,  no 
podrá  variarse  el  Consejo  de  Adminis- 
tración de  la  misma  al  menos  en  lo  que 
respecta  &  la  educación. 

En  este  caso  el  Consejo  de  Adminis- 
tración estará  obligado  á  satisfacer 
anualmente  la  parte  de  las  rentas  que 
se  juzguen  aplicables  á  los  fines  de  la 
enseñanza,  salvo  el  recurso  de  apela- 
ción ante  el  Consejo  privado; 

4."  Preceptos  relativos  á  la  hipóte- 
sis de  que  existan  fondos  disponibles 
de  rentas  no  gastados; 

5.a  Preceptos  referentes  al  caso  de 
existencia  de  fondos  disponibles  por 
efecto  de  inobservancia  de  Regla- 
mentos. 
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hayan  de' desempeñar  el  cargo  de  Comi- 
sarios, asi  como  el  de  Secretario  de  la 
Comisión  y  el  de  separarles  de  sus 
cargos. 

El  número  de  funcionarios  indicados 
no  podrá  exceder  de  tres. 

El  Tesoro  real  podra  asignarles  die- 
tas ó  cualesquiera  otra  retribución  du- 
rante el  desempeño  de  sus  funciones, 
asi  como  facultarles  para  que  utilicen 
con  el  carácter  de  adjuntos  los  servi- 
cios de  otra  persona. 

Art.  32.  Los  Comisarios  estarán  fa- 
cultados para,  después  de  practicadas 
las  investigaciones  ó  informaciones  pú- 
blicas que  conceptuaren  convenientes, 
procederá  la  preparación  de  los  proyec- 
tos en  las  condiciones  siguientes: 

l.*  Durante  un  año,  á  partir  de  la 
promulgación  de  la  ley,  si  el  importe 
bruto  de  la  renta  total  de  la  fundación 
ó  de  las  fundaciones  acumuladas  de 
uní  escuela  excediere  de  10.000  libras 
esterlinas  (1),  ó  durante  seis  meses  si 
excediere  de  1.000  libras  esterlinas  (2), 
se  dejará  la  iniciativa  al  Consejo  de 
Administración,  el  cual  estará  faculta- 
do para  preparar  por  si  mismo  un  ante- 
proyecto que  habrá  de  someterse  al 
examen  de  los  Comisarios;  éstos  po- 
drán aprobarlo  y  hacerlo  suyo,  con  ó 
sin  modificaciones; 

2.*  La  autorización  para  la  confec- 
ción del  anteproyecto  de  que  se  trata 
en  el  presente  articulo,  deberá  conce- 
derse con  tres  meses  de  antelación  á  la 
fecha  de  la  ley; 

3.*  El  importe  de  las  rentas  de  las 
fundaciones  aludidas  en  este  articulo 
se  acreditará  mediante  certificación  ex- 
pedida por  los  Charity  Commtssionera. 

Art.  33.    El  proyecto  preparado  por 

(1}    250. 000  pesetas  próximamente. 
(2)    25.000  poetas  id. 


los  Comisarios  se  imprimirá  por  su 
cuidado,  y  se  enviará  á  los  Consejos  de 
Administración  interesados  y  al  Princi- 
pal de  la  escuela  en  cuestión,  debiendo 
también  publicarse,  aun  cuando  fuere 
en  extracto,  de  tal  modo  que  llegue  á 
conoc  miento  de  todas  las  personas  in- 
teresadas. 

Art.  34.  Durante  los  tres  meses  an- 
teriores á  la  primera  publicación  del 
proyecto,  los  Comisarios  recibirán  las 
objeciones  ó  proposiciones  de  reforma 
que  pudieren  presentarse,  asi  como  los 
contraproyectos  que  formularen  los 
Consejos  de  Administración  intere- 
sados. 

Art.  35.  Después  de  la  espiración 
de  1  plazo  de  tres  meses,  los  Comisarios, 
ó  uno  de  ellos,  estarán  facultados  para 
proceder  á  la  práctica  de  una  informa- 
ción ó  transmitir  el  proyecto  ó  contra- 
proyecto á  un  Comisario  adjunto,  el 
cual  procederá  á  ef  ctuar  la  informa- 
ción antedicha. 

Art.  36.  Tan  pronto  como  fuere  po- 
sible, después  de  la  espiración  del  pla- 
zo indicado  ó  de  la  práctica  de  la  infor- 
mación, deliberarán  los  Comisarios  y 
acordarán  su  proyecto  definitivo,  so- 
metiéndolo después  á  la  aprobación  del 
Departamento  de  Instrucción  pública. 

En  el  caso  previsto  en  el  art.  32  debe- 
rán someter  á  la  Comisión  indicada,  al 
mismo  tiempo  que  el  proyecto,  el  que 
hubiere  formulado  el  Consejo  de  admi- 
nistración respectivo. 

Art.  37.  El  Departamento  de  Instruc- 
ción pública  deliberará  acerca  de  los 
proyectos  que  se  le  sometieren  por  los 
Comisarios;  en  caso  de  que  los  presen- 
tados merecierensu  aprobación,  dispon- 
drá que  se  impri  man,  se  publiquen  y  se 
repartan. 

Si  no  concediere  su  aprobación,  esta- 
rán los  Comisarios  autorizados  para 
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Art.  44.  Podrán  presentarse  y  apro- 
barse nuevos  proyectos  encaminados  a 
modificar  los  aprobados  de  conformi- 
dad á  la  presente  ley  con  anterioridad. 
Las  disposiciones  de  la  presente  ley  re- 
ferentes á  los  proyectos  indicados,  se- 
rán aplicables  mutatis  mutandis  á  los 
nuevamente  presentados. 

Art.  45.  Los  proyectos  indicados  so- 
lamente recibirán  fuerza  de  obligar  á 
partir  de  la  fecha  y  por  efecto  de  la 
aprobación  real. 

Art.  46.  Por  el  hecho  de  la  aproba- 
ción todas  las  disposiciones  anteriores, 
emanen  de  cu  al  esquiera  autoridad,  que- 
darán derogadas.  Las  transmisiones  de 
propiedad  ordenadas  por  el  proyecto  de 
que  Be  trate,  tendrán  y  producirán  sus 
efectos  por  ministerio  de  la  ley,  y  sin 
necesidad  de  acto  alguno  translativo  ni 
toma  de  posesión. 

Artículos  47,  48,  49,  50  y  51.  Contie- 
nen disposiciones  formales  que  no  re- 
visten interés  alguno. 

TÍTULO  IV 

DISPOSICIONES  DIVERSAS 

Art.  52.  Referente  á  las  facultades 
de  los  Comisarios. 

Art.  53,  Disposiciones  de  Derecho 
eclesiástico  referentes  á  las  capillas  de 
las  escuelas. 

Art.  54.  Modo  de  computar  la  mayo- 
ría de  los  Consejos  de  administración. 

Artículos  55,  56, 57,  58  y  59.  Disposi- 
ciones transitorias. 

n.-Ley  de  7  de  Agosto  de  1874  (1),  mo- 
dificativa de  la  anterior 

Articulo  1."    A  partir  del  31  de  Di- 

(1 ;  .An  acl  lo  amend  tha  aiutowed  achoolt  Acu 
(37  j  88  Viclorií   cap.  87). 


ciembre  de  1S74,  todas  las  facultades  y 
atribuciones  concedidas  por  las  Endo- 
iced  sehools  Acta  á  los  Comisarios  de 
las  escuelas  de  fundación,  se  entende- 
rán transferidas  á  los  Charity  commis- 
sioners,  y  se  ejercitarán  por  ellos  bajo 
las  restricciones  indicadas  más  ade- 
lante, y  en  las  mismas  condiciones. 

A  contar  de  la  indicada  fecha,  los  Co- 
misarios, Secretarios,  Auxiliares  y  em- 
pleados de  la  Comisaria  de  las  escuelas 
de  fundación  cesarán  en  sus  funciones. 

Art.  2."  Su  Majestad  la  Reina  podrá 
proceder  al  nombramiento  de  dos  nue- 
vos Charity  commissioners  y  de  un  Se- 
cretario, de  conformidad  á  lo  dispuesto 
en  las  Charitable  trufa  Acta  de  1853 
ál869. 

Art.  3.°  Reformas  que  han  de  intro- 
ducirse en  las  leyes  mencionadas  en 
el  articulo  anterior  para  ponerlas  de 
acuerdo  con  las  disposiciones  de  los 
artículos  anteriores. 

Artículos  4.°,  5°,  6.°,  7.°,  8.°,  9."  y  10. 
Disposiciones  transitorias. 

C.—Ley  de  18  de  Agosto  de  1882  (1), 
referente  á  la  reorganización  de  las 
fundaciones  de  enseñanza  en  Escocia. 

Indiocitti  preliminar 

Esta  ley,  debida  á  la  iniciativa  de) 
Gobierno,  fué  presentada  á  la  Cámara 
de  los  Comunes  en  1."  de  Mayo  de  1882 
por  el  Ministro  de  Instrucción  pública, 
Mundella,  leída  por  segunda  vez  en  15 
de  Julio,  discutida  en  Consejo  el  22  y 
votada  en  tercera  lectura  el  3  de  Agos- 
to. Presentada  á  la  Cámara  de  los  Lo- 
res por  Lord  Privy  Seal  (Carlingford), 


(1}     An  Acl  la  raoryanÍM  tha  eduaUtoui   en 
aumenta   af  ScotUnd   (45  y  46  Victoria,    capí- 
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La  Reina  designará  de  entre  los  Co- 
misarios de  quo'se  trata  en  el  presente 
titulo,  uno  que  ejercerá  las  funciones 
de  Presidente. 

La  Dirección  de  Obras  públicas  de 
Edimburgo  estará  obligada  á  facilitar 
un  local  conveniente  á  los  Comisarios 
para  que  establezcan  en  él  sus  oficinas 
y  dependencias. 

Loa  Comisarios  desempeñarán  gra- 
tuitamente sus  funciones. 

Los  gastos  ocasionados  por  los  via- 
jes de  los  Comisarios  y  demás  funcio- 
narlos auxiliares,  gravarán  el  presu- 
puesto del  Estado. 

Art.  5."  Los  Comisarios  tendrán  fa- 
cultad para  preparar,  de  conformidad 
con  lo  dispuesto  en  esta  ley,  proyectos 
relativos  á  la  administración  y  gobier- 
no de  las  fundaciones  escolares. 

Estos  proyectos  podrán  modificarlas 
condiciones  y  disposiciones  por  que  ac- 
tualmente se  rigieren  dichas  fundacio- 
nes y  contener  preceptos  i  eferentes  á 
la  forma  de  emplear  los  fondos,  á  la 
reunión  de  dos  ó  más  administraciones 
y  á  la  creación  y  constitución  de  otras 
nuevas. 

Art.  6."  Cuando  la  administración 
actual  de  una  fundación  escolar  ó  la 
mayoría  de  los  individuos  que  la  com- 
pongan fueren  personas  que  ocupen 
dichos  cargos  en  virtud  de  bu  cualidad 
de  miembros  electivos  del  Municipio, 
del  burgo  ó  de  cualquiera  otra  corpora- 
ción pública,  deberá  proveer  el  proyec- 
to á  que  la  nueva  administración,  ai 
fuere  modificada,  se  componga,  á  lo 
menos,  de  dos  tercios  de  los  miembros 
formados  porpersonas  de  las  indicadas. 
La  nueva  administración  deberá  com- 
prender, en  estoB  casos  y  si  fuere  posi- 
ble, cierto  número  de  individuos  perte- 
necientes á  Consejos  escolares  de  las 
s  localidades. 


Cuando  la  administración  actual  no 
estuviere  compuesta,  cuando  menos 
por  mitad  de  individuos  del  Municipio 
ó  de  la  administración  del  burgo,  debe- 
rá la  nueva  administración  componer- 
se déla  misma  proporción  de  Conseje- 
ros escolares. 

t  Cuando  la  administración  actual  no 
comprendiere  ningún  individuo  de  los 
indicados,  deberá  componer  la  nueva 
una  cierta  proporción,  que  se  determi- 
nará en  el  proyecto,  de  delegados  de- 
signados por  los  Concejales,  Conseje- 
ros, escolares,  etc.,  á  menos  que  tal 
composición  pueda  resultar,  en  opinión 
de  los  Comisarios,  en  contradicción 
con  las  intenciones  del  fundador  ó  con 
el  objeto  de  la  fundación. 

Art.  7."  Los  Comisarios  estarán 
obligados,  bajo  las  condiciones  enume- 
radas en  la  presente  ley,  en  sus  pro- 
yectos de  reorganización,  á  procurar  y 
atender  especialmente  el  estableci- 
miento de  la  enseñanza  secundaria  y 
de  la  profesional  en  las  localidades  á 
que  las  fundaciones  se  refieran,  y  si  lo 
conceptuaren  conveniente  y  factible,  fa- 
vorecer la  creaciónde  bibliotecas  y  mu- 
seos industriales;  pero  no  podrá  obli- 
garse, por  ningún  motivo,  á  los  Comi- 
sarios á  que  menoscaben  en  poco  ni  en 
mucho  la  conservación  de  las  pensio- 
nes ó  becas  establecidas  en  beneficio 
de  los  habitantes  de  la  localidad  res- 
pectiva. 

TITULO  m 

DE  LAS  FUNDACIONES  SUJETAS 
Á  LOS  COMISARIOS 

Art.  8."  Lo  dispuesto  en  la  presente 
ley  no  será  aplicable: 

l."  A  las  fundaciones  escolares 
constituidas  por  actos  intervivos  con 


3,git,zedbyGOOgIC 


constituyeren  una  sola  fundación  y  de- 
clarar como  fecha  de  ella  la  primera  de 
aquéllas. 

Art.  10.  Cuando  una  parte  de  una 
fundación  fuere  fundación  escolar  en 
el  sentido  de  la  presente  ley  y  la  otra 
parte  estuviere  destinada  á  fines  de  be- 
neficencia ó  caridad,  deberá  el  pro- 
yecto acomodarse  á  las  reglas  siguien- 
tes, á  menos  que  la  administración  ó 
Junta  de  patronato  renunciare  á  ello: 

1."  La  parte  de  la  fundación  ó  de  las 
rentas  de  la  misma  aplicables  a  fines 
distintos  de  los  de  la  enseñanza,  no 
podrá  recibir  este  destino  por  efecto  de 
lo  consignado  en  el  proyecto,  sino  en 
los  casos  de  que  en  opinión  de  los  co- 
misarios: 
Tomo  XI.— Instituciones  jlbídic*». 


c¡ón  debiere  subsistir  en  la  misma  for- 
ma por  efecto  de  lo  provenido  en  la  re- 
gla anterior,  estará  obligada  á  satisfa- 
cer ó  aplicar  á  los  fines  de  la  enseñan- 
za la  proporción  señalada  con  arreglo 
a  las  disposiciones  anteriores,  asi  como 
cualquiera  otra  cantidad  inferior  que 
los  Comisarios  conceptúen  convenien- 
te fijar; 

5."  Cuando  una  parte  de  la  funda- 
ción ó  de  las  rentas  de  la  misma  se  hu- 
biere acumulado  sin  aplicarla  á  ningún 
fin,  los. Comisarios  determinarán  la 
proporción  en  que  haya  de  considerar- 
se hecha  la  aplicación  por  partes,  á  los 
fines  de  la  enseñanza  y  afines  distintos 
de  éstos. 

Los  Comisarios,  conformándose  6.  las 
M 
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reglas  contenidas  en  el  presente  ar- 
ticulo, gozarán  de  amplias  facultades 
para  someter  estas  fundaciones  á  sus 
proyectos,  de  igual  modo  que  si  se  tra- 
tare de  fundaciones  de  enseñanza. 

Ait.  11.  El  Administrador  de  una 
fundación  cualquiera  no  destinada  á 
fines  de  los  indicados  en  la  presente 
ley,  podrá  conceder  por  escrito  su  con- 
sentimiento para  que  los  Comisarios  la 
consideren  y  obren  respecto  de  ella  co- 
mo si  se  tratare  de  una  fundación  de 
enseñanza,  siempre  que  ninguna  per- 
sona tenga  derecho  á  prevalerse  déla 
fundación  ó  que  se  hubiere  extinguido 
el  objeto  de  ella,  caido  en  desuso  ó 
convertido  en  inútil  ó  insignificante, 
dada  la  importancia  de  la  fundación,  ó 
que,  en  opinión  de  la  administración, 
no  fuera  de  resultados  apreciables  para 
la  clase  de  personas  en  cuyo  beneficio 
se  hubiere  constituido,  asi  como  en  los 
casos  de  que  no  pudiere  darse  cumpli- 
miento á  las  intenciones  del  fundador 
por  efecto  de  la  insuficiencia  de  los  re- 
cursos disponibles  ó  por  el  carácter 
impracticable  de  aquéllas. 

Art.  12.  Las  fundaciones  destinadas 
á  subvenir  al  aprendizaje,  á  facilitar 
vestido  ü  otros  socorros  á  niños  indi- 
gentes y  los  fondos  y  recursos  de  la 
sociedad  de  propaganda  del  cristianis- 
mo en  Escocia,  se  considerarán,  en 
cuanto  fueren  aplicables,  á  fines  de 
enseñanza,  como  comprendidas  en  las 
disposiciones  de  la  presente  ley. 

título  rv 

REGLAS  GENERALES  APLICABLES  A  LOS 
PROYECTOS 

,  Art.  13.  Los  Comisarios  estarán  obli- 
gados, al  preparar  sus  proyectos,  á  te- 
ner en  cuenta  la  situación  y  derechos 


adquiridos  por  las  personas  que  tuvie- 
ren un  empleo,  una  pensión,  una  beca 
óun  emolumento  cualquiera  como  car- 
ga de  una  fundación  escolar;  y  procu- 
rarán que  ninguna  suma  que  se  apli- 
que actualmente  á  fines  de  enseñanza 
por  manifiesto  deseo  del  fundador  se 
diversifique  en  otros  fines,  ámenos  de 
exceso,  manifiesto  y  de  importancia. 

Art.  14.  Los  derechos  mencionados 
en  el  articulo  precedente,  adquiridos 
con  posterioridad  á  la  promulgación  de 
la  presente  ley,  quedarán  sujetos  ¿  las 
disposiciones  de  los  proyectos. 

Durante  el  periodo  determinado  pr  r 
la  presente  ley  para  la  preparación  de 
proyectos,  las  administraciones  de  las 
fundaciones  deberán  abstenerse  de  em- 
prender construcciones  ó  reparaciones 
en  los  inmuebles  de  su  pertenencia  sin 
el  consentimiento  escrito  otorgado  por 
los  Comisarios. 

Art.  15.  Los  Comisarios  deberán  te- 
tener  en  cuenta,  al  confeccionar  sus 
proyectos,  el  espíritu  de  las  intencio- 
nes del  fundador  en  lo  concerniente  á 
las  disposiciones  fundamentales  y  al 
modo  de  constitución  de  la  adminis- 
tración. 

En  todo  proyecto  que  suprima  ó  mo- 
difique los  beneficios  Ó  privilegios  es- 
peciales conferidos  á  una  agregación 
de  habitantes  ó  a  una  determinada  cla- 
se de  personas,  estarán  obligados  los 
Comisarios  á  tener  en  consideración 
los  intereses  de  estos  habitantes  ó  cla- 
ses de  personas  con  respecto  á  la  edu- 
cación. 

Art.  16.  Los  proyectos  deberán  pro- 
veer á  que  los  beneficios  de  las  funda- 
ciones se  concedan  al  mérito,  confir- 
mado por  medio  de  examen  ó  en  cual- 
quier otra  forma,  cuando  se  presenta- 
ren dos  ó  más  candidatos. 
Art.  17.  .Los  beneficios  de  las  funda- 
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sus  habitantes.  El  Consejo  de  condado 
podrá  recomendar  á  la  Junta  que  pro- 
vea &  los  gastos  que  la  reforma  ori- 
gine por  medio  del  establecimiento  de 
un  arbitrio  de  condado  (County  raté), 
cuyo  importe  no  deberá  exceder  de  un 
penique  por  libra  esterl  na.  La  Teso- 
rería (1)  deberá  pagar  á  cada  escue- 
la subvencionada  por  la  Junta  una 
cantidad  que  no  podrá  exceder  del  im- 
porte de  esta  subvención  y  que  habrá 
de  ser  proporcionada  al  nivel  de  la  ins- 
trucción en  la  escuela  de  que  se  trate, 
y  euyo  nivel  comprobará  por  medio 
visitas  anuales.  La  segunda  enseñan- 
te {intermedíate  edueation),  que  se  favo- 
rece por  la  promulgación  de  la  presen- 
te ley,  comprende,  no  sólo  la  lectura, 
lá  escritura  y  la  aritmética,  sino  tam- 
bién la  retórica,  la  literatura  las  mate- 
máticas, etc.,  y  la  educación  profesio- 
nal de  que  se  trata  en  la  presente  ley  se 
extiende  al  manejo  y  empleo  de  diver- 
sos instrumentos  científicos  y  al  cono- 
cimiento de  las  materias  comerciales  y 
agrícolas  (2). 

III.— XUéflUllt  universitaria 

h..—Ley  de  15  de  Agosto  de  1879  (3), 
reorganizando  las  Unioeraidadet  de 
Irlanda. 

Indicación  preliminar 

Las  antiguas  Universidades  inglesas, 

(I]     Ministerio  da  Hacienda. 

(B)  Esta  mismo  ano  ne  publicú  umu  ley  (Técni- 
ca! irwírucíioiu  Aet  ¡capítulo  'Í6;  aplicable  i  Ir- 
landa, facultando  a  las  autoridades  locales  para 
ionceder  temporalmente  subsidios  a  la  enseñanza 
técnica  6  manual  en  determinadas  condiciones  y 
siempre  que  los  arbitrios  alistantes  no  excedan 
rit  un  penique  por  libra  eaterlina. 

(3)    An  «d  (o  prtymot  Ihe  adeanctment  of  Lear- 
nlno  and    lo   exlend   the   ben 
Üiiineraity  Edueation  in  Ireland  (42  y  43 
sap.  *5). 


tales  como  la  de  Oxford  y  la  de  Cam- 
bridge, encuéntranse  constituidas  por 
la  reunión  de  cierto  número  de  colegios 
de  fundación  particular,  que  se  rigen 
con  absoluta  independencia  unos  de 
otros,  y  que  facilitan  á  sus  alumnos 
pensionistas  la  enseñanza  universita- 
ria conveniente.  La  Universidad,  pro- 
piamente dicha,  se  compone  de  un  Can- 
ciller, de  un  Senador  electivo  ó  de  nom- 
bramiento real,  compuesto  de  Profeso- 
res y  Principales  de  los  diversos  cole- 
gios, y  de  los  Doctores  de  la  Univer- 
sidad, y  del  Cuerpo  y  Claustro  de  gra- 
duados de  la  misma;  la  Universidad  se 
limita  á  conferir  los  grados,  revisar  y 
aprobar  los  programas,  reglamentar 
los  exámenes,  etc.,  y  tiene  la  conside- 
ración lega)  de  persona  jurídica,  capaz 
de  poseer  á  perpetuidad,  y  generalmen- 
te dotada  con  largueza;  sus  propieda- 
des suelen  consistir,  además  de  los  co- 
legios, en  bibliotecas,  gabinetes,  mu- 
seos, colecciones,  edificios  y  terrenos. 

Las  Universidades  inglesas  conser- 
varon durante  mucho  tiempo  los  tests, 
que  excluían  de  los  grados  universita- 
rios á  todos  aquellos  que  no  profesaren 
la  religión  protestante,  y  á  los  disiden- 
tes que  se  negaren  á  prestar  el  jura- 
mento de  reconocer  la  supremacía  del 
Soberano  como  Jefe  de  la  religión.  La 
fundación  de  la  Universidad  de  Lon- 
dres, que  no  admitió  estas  restriccio- 
nes, ha  consentido  por  primera  vez 
que  todos  puedan  en  Inglaterra  aspirar 
á  los  grados  universitarios. 

Enlrlandahallábase  hasta  el  año  1879 
confiada  la  educación  universitaria  á 
dos  Universidades:  la  Universidad  de 
Dublln  y  la  Real  Universidad  (Queen'a 
Unioersity),  fundadas  una  y  otra  eon  li- 
geras diferencias  en  el  modelo  general 
délas  demás  inglesas;  pero  desde  algún 
tiempo  venían  los  católicos  irlandeses 
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reunión,  elegirá  de  su  seno  un  Vice- 
canciller que  desempeñará  bu  cargo 
durante  tres  años  y  será  reelegible. 

Cada  vez  que  ocurriere  una  vacante 
se  proveerá  en  la  misma  forma. 

Art.  6.°  La  facultad  de  conferir  los 
grados  y  otras  distinciones  usadas  en 
ias  demás  Universidades  del  Reino 
Unido,  excepto  los  grados  de  teología' 
corresponderá  á  la  Universidad. 

El  gobierno  general  de  la  Universidad 
corresponderá  al  Senado. 

Art.  7."  La  carta  proveerá  á  que  la 
Universidad  quede  obligada  á  conferir 
los  grados  á  toda  persona  que  estuvie- 
matriculada  en  ella,  hubiere  cumplido 
las  condiciones  y  sufrido  los  exámenes 
prescriptos  por  el   Senado  académico. 

La  residencia  en  el  colegio  y  la  asis- 
tencia á  las  conferencias  y  clases  no 
será  obligatoria  para  ningún  candidato, 
excepto  para  los  grados  de  Medicina  y 
Cirujla. 

Art.  8.0  El  Senado  académico  esta- 
blecerá exámenes  públicos  para  los 
candidatos  á  ingreso  y  matricula  en  la 
Universidad,  a  los  grados  y  á  las  de- 
más pruebas  universitarias  en  mate- 
rias laicas,  incluso  los  exámenes  y 
ejercicios  de  las  mujeres  para  la  ob- 
tención de  grados  ó  de  certificacio- 
nes de  aptitud;  igualmente  deberá 
nombrar  examinadores  en  los  distin- 
tos ramos  de  la  enseñanza  laica,  que 
se  cursen  ordinariamente  en  las  Uni- 
versidades y  dictará  también  Regla- 
mentos para  la  celebración  de  los  exá- 
menes, el  nombramiento,  la  separa- 
ción y  la  retribución  de  los  examina- 
dores. 

Art.  9.°  Atendiendo  á  que  es  de  de- 
sear el  desarrollo  de  la  enseñanza  y  de 
los  estudios  en  Irlanda  por  la  creación, 
mediante  subvenciones  votadas  por  el 
Parlamento,   de    becas,   pensiones   y 


otras  recompensas,  y  por  la  creación 
de  establecimientos  y  centros  conve- 
nientes, deberá  el  Senado,  dentro  del 
año  siguiente  á  la  Techa  de  su  consti- 
tución, preparar  y  remitir  al  Lord  Ma- 
riscal ü  otros  Gobernadores  de  Irlan- 
da, un  proyecto  referente  á  la  creación 
de  estos  establecimientos  y  centros  y 
á  la  constitución  de  pensiones,  becas  y 
otras  recompensas. 

Este  proyecto  deberá  sujetarse  alas 
prescripcionessiguientes: 

1.*  Las  becas,  pensiones  y  recom- 
pensas indicadas  deberán  concederse 
atendiendo  á  las  condiciones  de  capa- 
cidad de  los  candidatos  en  las  materias 
de  educación  laica,  y  no  en  las  de  orden 
puramente  religioso; 

2.a  Las  recompensas  mencionadas 
serán  accesibles  á  todos  los  estudian- 
tes matriculados  en  la  Universidad,  sin 
distinción  de  ninguna  clase,  pudiendo 
concederse  en  razón  de  la  capacidad 
absoluta  ó  relativa  mediante  exámenes 
ó  concursos  y  con  consideración  á  las 
condiciones  de  edad,  clase  de  estudios 
y  otras  que  el  Senado  académico  tenga 
por  conveniente  señalar; 

.V  Al  determinar  el  número  é  im- 
portancia de  estos  auxilios  y  recom- 
pensas deberá  tener  en  cuenta  el  Sena- 
do académico  los  beneficios  de  natura- 
leza análoga  concedidos  á  sus  alumnos 
por  la  Universidad  de  Dubltn  y  Colegio 
de  la  Trinidad,  de  tal  modo  que  no 
puedan  resultar  diferencias  mor  ti  fi- 
cantes; 

4."  Ningún  estudiante  que  disfruta- 
re actualmente  de  un  auxilio  ó  recom- 
pensa concedidos  por  una  Universidad 
ó  un  Colegio  dotado  de  subvención  del 
Estado,  podrá  obtener  los  mismos  be- 
neficios en  la  nueva  Ur  iversidad. 

El  proyecto  se  someterá,  dentro  del 
término  de  las  tres  semanas  siguientes 
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&  bu  presentación,  al  Lord  Mariscal  y  á 
las  dos  Cámaras  del  Parlamento,  con 
expresión  de  los  miembros  del  Senado 
académico  que  lo  suscriben. 

Art.  10.  La  carta  definirá  -las  facul- 
tades y  atribuciones  del  Canciller,  del 
Vicecanciller,  del  Senado  académico  y 
de  la  Asamblea  universitaria;  deberá, 
además,  establecer  la  forma  y  manera 
en  que  hayan  de  redactarse  los  Regla- 
mentos, Estatutos  y  Ordenanzas  de  la 
Universidad,  los  cuales  en  todo  caso 
habrán  de  recibir  la  aprobación  de  su 
Majestad;  y  consignará  la  obligación 
con  respecto  al  Canciller,  y  en  su  au- 
sencia al  Vicecanciller,  de  presentar 
anualmente  un  informe  á  las  dos  Cá- 
maras del  Parlamento,  acerca  del  esta- 
do y  progresos  de  la  Universidad. 

TtTÜLO  III 

DE  LA   REAL  UNIVERSIDAD    (1) 

Art.  11.  En  los  dos  años  siguientes 
al  otorgamiento  de  la  carta  constituti- 
va de  la  nueva  Universidad,  y  en  el  día 
señalado  por  el  Lord  Mariscal,  por  me- 
dio de  decisión  tomada  en  Consejo, 
quedará  disuelta  la  Real  Universidad 
de  Irlanda,  siempre  qna  esta  disolución 
no  baya  de  tener  efecto  antes  de  que  la 
nueva  se  halle  en  condiciones  para 
conferir  grados. 

Las  personas  que  al  tiempo  de  la  di- 
solución de  la  Real  Universidad  de  Ir- 
landa hubieren  sido  graduados  por  ella, 
ingresarán  ipsojure  en  el  Claustro  de 
la  nueva  con  los  mismos  grados  y  dis- 
tinciones que  tuvieren. 

Esta  misma  disposición  será  exten- 
siva á  los  estudiantes  matriculados  en 
la  Real  Universidad  de  Irlanda. 


[1)     Qus 


a  Uniaeríitj/, 


Artículos  12,  13  y  14.  Disposiciones 
transitorias. 

Art.  15.  Los  artículos  7.°,  8.°  y  9.°  de 
la  Attorneys  and  Sollicitors  Acis  (Ire- 
land)  (1)  serán  aplicables  á  la  nueva 
Universidad. 

B.—Ley  de  30  de  Agosto  de  1889  (2),' 
mejorando  la  administración  de  las 
Universidades  de  Escocia. 

Indicación  preliminar 

Desde  el  año  de  1883,  la  reforma  de 
las  Universidades  de  Escocia  figuraba 
en  el  programa  del  Ministerio  Gladsto- 
ne,  y  el  Ministerio  de  1889  no  hizo  otra 
cosa  que  continuar  y  acabar  la  obra 
iniciada. 

Los  últimos  años  adquirieron  un 
desarrollo  considerable  las  Universida- 
des escocesas:  el  número  de  estudian- 
tes, que  era  en  1861  de  3.389,  se  elevaba 
en  1888  á  6.799;  solamente  en  la  Univer- 
sidad de  Edimburgo  se  observó  el  si- 
guiente aumento:  en  1859,  el  número  de 
alumnos  era  de  1.302,  y  en  1889,  3.475. 
Los  métodos  de  enseñanza  fueron  ya 
modificados  profundamente  de  modo 
que  las  aspiraciones  de  la  opinión  refe- 
ríanse tan  sólo  á  la  administración  de 
las  Universidades.  Estas  reformas  fue- 
ron provocadas  por  una  Comisión  ins- 
tituida en  1878  y  que  contaba  en  su 
seno  con  hombres  tan  notables  como 
Huxley,  Froude  y  Lyon  Playfair. 

La  nueva  ley  instituye  una  Comisión 
ejecutiva  investida  de  amplias  faculta- 
des, en  lo  que  toca  á  la  modificación  de 
la  organización  interior,  desde  el  punto 


(1)    SB  y  B0  Victoria,  cap.  84. 

(í)  Án  í.cl  for  Ifte  betler  adminMralion  and 
eiidovmteni  of  Ike  Unwereitite  of  Sentían!  (52  y 
53  Vict.,  capítulo  55.) 
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de  vista  de  los  planes  de  estudio,  cola- 
ción de  grados  académicos  y  distribu- 
ción de  los  recursos  en  el  caso  de  que 
la  aplicación  actual  resultare  defec- 
tuosa. 

Esta  ley  ha  sido  presentada  y  defen- 
dida por  lord  Robertson  y  votada  suce- 
sivamente con  algunas  modificaciones 
de  detalle  por  la  Cámara  de  los  Comu- 
nes y  por  la  de  los  Lores  en  Junio,  Julio 
y  Agosto  de  1889. 

TEXTO 

DISPOSICIONES  PRELIMINARES 

Articulo  t."  Esta  ley  podrá  citarse 
con  el  nombre  de  ley  de  las  Universi- 
dades escocesas  de  1889. 

Art.  2.°  Esta  ley  deberá  interpretar- 
se como  si  formare  un  solo  cuerpo  con 
la  de  las  Universidades  de  Escocia 
de  1858  (1). 

Art.  3.°  Definición  de  los  principa- 
les términos' empleados  en  la  presen- 
te ley. 

Art.  4."  Esta  ley  comenzará  á  regir 
en  1.°  de  Enero  de  1890. 

TtTULO  PRIMERO 

DE  LA  JURISDICCIÓN  UNIVERSITARIA 

Art.  5.°— §  1."  Los  Tribunales  uni- 
versitarios se  compondrán  de  la  mane- 
ra siguiente: 

t.°  En  la  Universidad  de  San  An- 
drés: Del  Rector;  del  Principal,  en  la 
forma  que  más  adelante  se  define;  del 
Principal  del  colegio  de  Santa  María  y 
del  Principal  del  colegio  de  la  Univer- 
sidad de  Dundee,  en  cuanto  dicho  cole- 
gio se  incorpore  á  esta  Universidad;  de 

(1)     SI  y  28  Victoria,  mp.  83- 


un  Asesor  nombrado  por  el  Canciller; 
de  un  Asesor  nombrado  por  el  Rector; 
del  Preboste  de  San  Andrés;  del  Pre- 
boste de  Dundee;  de  cuatro  Asesores, 
elegidos  por  el  Consejo  general;  de 
tres  Asesores,  elegidos  por  el  Senado 
académico,  y  de  un  número  de  repre- 
sentantes que  no  exceda  de  cuatro,  de 
los  colegios  incorporados,  los  cuales 
podrán  nombrarse  con  arreglo  á  las 
prescripciones  del  párrafo  4.°  del  art.  15 
de  la  presento  ley; 

2."  En  la  Universidad  de  Giascow, 
del  Rector,  del  Principal,  del  Preboste 
de  Giascow,  de  un  Asesor  nombrado 
por  el  Canciller,  de  un  Asesor  nombra- 
do por  el  Rector,  de  un  Asesor  nom- 
brado per  el  Lord  Preboste  de  los  Ma- 
gistrados y  del  Cabildo  municipal  de 
Giascow,  de  cuatro  Asesores  nombra- 
dos por  éste,  de  otros  cuatro  elegidos 
por  el  Senado  académico,  y  de  los  re- 
presentantes, en  número  de  cuatro,  co- 
mo máximum  de  los  colegios  incorpo- 
rados, que  podrán  nombrarse  en  la 
forma  prevenida  en  el  art.  15,  párra- 
fo 4."  de  esta  ley; 

3.°    En  la  Universidad  de  Aberdeen, 
del  Rector,  del  Principal,  del  Lord  Pre- 
boste de  Aberdeen,  de  un  Asesor  nom- 
brado por  el  Canciller,  de  otro  nombra- 
do por  el  Rector,  de  un  Asesor  nom- 
brado por  el  Lord  Preboste,  de  los  Ma- 
gistrados y  del  Cabildo  municipal  de 
j  Aberdeen,  de  cuatro  Asesores  nombra- 
I  dos  por  el  Consejo  genera),  de  cuatro 
¡  Asesores  elegidos  por  el  Senado  acadé- 
mico y  de  un  número  de  representantes 
'  que  no  exceda  de  cuatro  de  los  colegios 
incorporados,  que  podrán  elegirse  de 
conformidad  á  las  disposiciones  del  pá- 
rrafo 4."  del  art.  15  de  la  presente  ley; 
4.°    En  la  Universidad  de  Edimbur- 
go, del  Rector,  del  Principal,  del  Lord 
I  Preboste  de  Edimburgo,  de  un  Asesor 
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de  un  Asesor  del  Consejo  general  de  la 
misma  Universidad. 

El  Asesor  del  Senado  académico  de 
una  Universidad  en  funciones  al  tiempo 
de  la  promulgación  de  la  presente  ley, 
conservará  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes por  un  periodo  que  no  podrá  exce- 
der de  cuatro  años,  contados  desde  la 
fecha  de  su  elección,  y  los  Comisarios 
regularán  el  periodo  durante  el  cual 
hayan  de  desempeñar  sus  cargos  los 
nuevos  Asesores  que  hayan  de  elegirse 
por  el  Senado  académico  de  cada  Uni- 
versidad, de  modo  que  se  asegure  para 
lo  sucesivo  un  sistema  regular  de  reno- 
vación, y,  en  el  caso  de  que  ocurriere 
una  vacante  accidental,  el  mandato  de 
la  persona  elegida  para  ocuparla  ter- 
minará en  la  fecha  en  que  habría  espi- 
rado, según  el  modo  normal  de  renova- 
ción, el  mandato  de  la  persona  á  quien 
reemplace. 

§  3."  El  Tribunal  universitario  cons- 
tituirá una  corporación  con  sucesión 
perpetua  y  con  un  sello  común  que  ha- 
brá de  contrastarse  judicialmente,  la 
cual  será  propietaria,  á  partir  del  dia 
en  que  los  Comisarios  la  hubieren  de- 
clarado regularmente  constituida,  de 
todos  los  inmuebles  y  muebles  perte- 
necientes á  la  Universidad  ó  á  los  co- 
legios existentes  é  incorporados  á  ésta 
al  tiempo  de  la  promulgación  de  la  pre- 
sente ley,  hayanse  ó  no  constituido  es- 
tas clases  de  propiedad  á  nombre  del 
colegio  ó  de  la  Universidad  respectiva, 
ó  de  las  personas  encargadas  de  acep- 
tarla ó  rechazarla  en  su  condición  de 
lid  (¡i  comisarios. 

Las  disposiciones  del  art.  3."  de  la  ley 
de  1861  sobre  la  administración  de  los 
bienes  de  dicha  Universidad  de  Edim- 
burgo, que  concedían  al  Senado  aca- 
démico de  la  Universidad  los  bienes  y 
rentas  indicados  en  el  anexo  1.°  de  los 


que  acompañan  á  la  presente  ley,  se 
aplicarán  á  partir  de  la  misma  fecha. 

§  4.°  Los  Tribunales  universitarios, 
asi  instituidos,  reemplazarán  á  los  Tri- 
bunales constituidos  por  los  artículos 
8.°,  9.a,  10  y  11  de  la  ley  orgánica  de  las 
Universidades  de  Escocia  de  1858,  que- 
dando, por  tanto,  derogados  dichos  ar- 
tículos; sin  embargo,  cada  uno  dejos 
Tribunales  constituidos  por  los  men- 
cionados artículos  continuarán  funcio- 
nando hasta  que  los  nuevos,  organiza- 
dos de  conformidad  á  lo  prevenido  en 
lá  presente  ley,  hayan  sido  declarados 
regularmente  constituidos  por  los  Co- 
misarios, y  ejercerán,  en  tanto  que  con- 
tinúen funcionando,  las  atribuciones  y 
facultades  conferidas  álos  mismos  por 
la  mencionada  ley  de  1858,  pero  en  nin- 
gún caso  les  corresponderán  las  atribu- 
ciones excepcionales  consignadas  en 
la  presente,  excepto  el  derecho  de  au- 
torizar la  incorporación  &  la  Universi- 
dad de  un  nuevo  colegio. 

§  5."  El  Rector,  y  en  su  ausencia  el 
Principal,  presidirá  las  reuniones  del 
Tribunal  universitario;  en  caso  de  au- 
sencia ó  imposibilidad  de  uno  y  otro, 
el  mismo  Tribunal  designará,  de  su 
seno,  el  individuo  que  haya  de  ocupar 
la  presidencia;  el  Presidente  tendrá 
voto  deliberativo  y  en  caso  de  empate 
voto  preponderante. 

§6.°  En  la  Universidad  de  San  An- 
drés, el  Principal  del  colegio  incorpo- 
rado de  San  Salvador  y  San  Leonardo 
disfrutará,  independientemente  de  sus 
funciones,  del  titulo  de  Principal  de  di- 
cha Universidad,  sin  que  esto  lleve 
consigo  aumento  de  sueldo. 
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ser  útil;  exigir  la  producción  de  docu- 
mentos y  ordenar  y  vigilar  la  práctica 
de  informaciones  que  se  consideren 
convenientes; 

7.'  Nombrar  de  entre  los  individuos 
de  i  a  Universidad,  ó  cualesquiera  otras 
personas  que  no  tormén  parte  del  Se- 
nado académico,  un  tercio  del  número 
total  de  los  individuos  que  hayan  de 
constituir  el  Consejo  permanente  en- 
cargado, por  decisión  de  los  Comisa- 
rios instituidos  en  virtud  de  lo  dispues- 
to en  la  presente  ley,  de  la  vigilancia 
directa  de  las  bibliotecas  y  museos  per- 
tenecientes á  la  Universidad  ó  á  los  co- 
legios que  se  encontraren  incorporados 
á  ella  al  tiempo  de  la  promulgación  de 
la  presente  ley;  y  revisar,  á  instancia 
de  cualquiera  de  sus  miembros  ó  de  los 
individuos  del  Senado  académico,  las 
decisiones  dictadas  por  éste  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  con  respecto  a 
las  conclusiones  formuladas  por  un 
Consejo  de  esta  clase; 

8.'  Nombrar  comisiones  compues- 
tas de  cinco  individuos  cuando  menos, 
encargadas  de  presentar  sus  observa- 
ciones, informes  y  dictámenes  acerca 
de  todas  las  cuestiones  que  se  les  so- 
metan por  los  Tribunales  universita- 
rios, y  de  ejecutar  las  instrucciones 
especiales  que  éstos  les  transmitan; 

9.1  Elegir  el  representante  de  la 
Universidad  en  el  Consejo  médico  ge- 
neral con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  la 
ley  de  1886,  y 

10.  Después  de  la  espiración  de  ¡os 
poderes  de  la  comisión,  fundar  nuevas 
cátedras  con  la  aprobación  del  Consejo 
de  las  Universidades. 

TÍTULO  ni 

DEL  SENADO   ACADÉMICO 

Art.  7."    El  Señad" j  académico  conti- 


nuará disfrutando  y  ejerciendo  las  atri- 
buciones de  que  hasta  ahora  estaba  in- 
vestido, en  tanto  que  no  resulten  supri- 
midas Ó  alteradas  por  la  promulgación 
de  la  ley  orgánica  de  las  Universidades 
de  Escocia  ó  de  la  presente;  además 
le  corresponderán  las  atribuciones  si- 
guientes: 

1."  Representar  y  vigilar  la  enseñan- 
za y  disciplina  interior  de  la  Univer- 
sidad; 

2.*  Nombrar  los  dos  tercios  de  los 
individuos  que  hayan  de  componer  la 
comisión  permanente  encargada  por 
decisión  de  los  Comisarios,  instituidos 
en  virtud  de  la  presente  ley,  del  cuida- 
do y  vigilancia  inmediata  de  las  biblio  - 
tecas  y  museos  pertenecientes  á  la 
Universidad  ó  á  los  colegios  que  se  en- 
contraren incorporados  al  tiempo  de  la 
promulgación  de  la  presente  ley;  reci- 
bir, en  primera  instancia,  los  dictáme- 
nes de  estas  comisiones  y  adoptar,  mo- 
dificar ó  desestimar  las  conclusiones 
indicadas  en  ellos,  salvo  el  recurso  de 
apelación  para  ante  el  Tribunal  univer- 
sitario . 

TÍTULO  rv 

DEL  CONSEJO  GENERAL 

Art.  8.°— §  1."  Independientemente 
de  las  reuniones  prescriptas  por  el  ar- 
ticulo 6.°  de  la  ley  orgánica  de  las  Uni- 
versidades de  Escocia  de  1858,  el  Con- 
sejo general  de  cada  Universidad  podrá 
celebrar  reuniones  especiales,  previa 
convocatoria  del  Canciller,  el  cual  dis- 
pondrá esto  cuando  fuere  requerido 
para  ello  por  un  quorum  de  sus  indivi- 
duos. 

§  2.°  El  Consejo  podrá  nombrar  co- 
misiones encargadas  de  la  ponencia  y 
del  estudio  de  determinadas  cuestiones. 
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§  3.°  El  quorum  del  Consejo  general 
se  determinará  por  los  Comisarios,  y 
no  podrá  ser  inferior  á  10  por  cada  1.000 
inscriptos  en  los  registros  correspon- 
dientes, si  bien  esta  disposición  no  será 
aplicable  á  tas  reuniones  semestrales 
estatutarias. 

TÍTULO  V 

DE  LA  COMISIÓN  UNIVERSITARIA  DEL  CON- 
SEJO PRIVADO  Dlí  SU  MAJESTAD 

Art.  9."-§  1."  Se  instituirá  una  Co- 
misión del  Consejo  privado  de  S.  M., 
que  habrá  de  designarse  con  el  nombre 
de  Comisión  universitaria  escocesa  del 
Consejo  privado. 

§  2.°  La  Comisión  universitaria  se 
compondrá  del  Lord  Presidente  del 
Consejo  privado;  del  Secretario  de  Es- 
cocia; del  Lord  Juatiee  general,  si  fuere 
miembro  del  Consejo;  del  Lord  Justiee 
clerk,  si  reuniere  la  cualidad  indicada; 
del  Lord  Advócate,  si  fuere  también  in- 
dividuo del  Consejo  privado;  del  Canci- 
ller de  cada  Universidad;  del  Rectorde 
cada  una  de  éstas,  siempre  que  forma- 
ren parte  del  Consejo  indicado;  de  un 
miembro,  cuando  menos,  del  Consejo 
judicial  del  Consejo  privado,  y  de  los 
demás  individuos  de  este  último  que  Su 
Majestad  tenga  por  conveniente  se- 
ñalar. 

§  3.°  Los  derechos  y  obligaciones  de 
la  Comisión  universitaria  se  establece- 
rán con  arreglo  á  las  prescripciones 
que  S.  M.  dicte  en  Consejo,  y  podrán 
ejercerse,  en  caso  necesario,  por  tres 
individuos  de  la  misma,  cuando  me- 
nos, siempre  que  uno  de  ellos  forme 
parte  de  la  Comisión  judicial  de  Con- 
sejo privado  ó  del  Colegio  judicial  de 
Escocia,  en  su  cualidad  de  Senador 
de  S.  M. 


DE  LOS  COMISARIOS 

Art.  10.  Trata  del  nombramiento  de 
los  mismos. 

Art.  11. — §  1."  Los  Comisarios  nom- 
brados en  virtud  de  lo  prevenido  en  el 
articulo  anterior,  se  designarán  con  el 
nombre  de  Comisarios  de  la  Universi- 
dad escocesa,  y  constituirán  una  cor- 
poración facultada  para  usar  un  sello 
especial  y  común,  previa  autorización 
judicial. 

g  2."  El  número  de  individuos  que 
compondrán  la  Comisión  indicada  será 
el  de  cinco. 

§  3."  Los  Comisarios  y  Secretarios 
continuarán  desempeñando  sus  cargos 
mientras  no  fueren  separados  de  ellos 
por  S.  M.;  si  se  produjere  una  vacante, 
sea  entre  los  Comisarios  ó  de  la  Presi- 
dencia ó  Secretarla  de  la  Comisión,  por 
efecto  del  fallecimiento  de  la  persona 
que  lo  desempeñe,  dimisión,  incapaci- 
dad ó  cualquiera  otra  causa,  S.  M.  po- 
drá, por  medio  de  orden  firmada  de  su 
Real  mano,  designar  la  persona  que 
haya  de  ocupar  aquélla. 

§  4."  El  primer  Comisario  nombra- 
do en  la  presente  ley  será  el  Presiden- 
te, y  en  el  caso  de  que  dejare  de  asistir 
á  una  reunión,  los  Comisarios  asisten- 
tes designarán  uno  de  entre  ellos  que 
presida  la  sesión. 

§  5."  En  caso  de  empate,  resolverá 
el  voto  del  Presidente. 

§  6."  La  existencia  de  una  vacante 
en  la  Comisión  no  viciará  los  acuerdos 
tomados  por  ella;  pero  si  el  número  de 
Comisarios  fuere  menor  de  cinco,  no 
podrán  ejercitar  sus  derechos  y  facul- 
tades, Ínterin  se  encuentre  reducida  la 
Comisión  á  esta  cifra. 
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Arl.  12.— g  1."  Los  Comisarios  esta- 
rán facultados,  previa  autorización  del 
Lord  de  la  Tesorería,  para  nombrar  el 
número  de  funcionarios  auxiliados  y 
agentes  que  consideren  indispensable; 
asimismo  podrán  separar  á  estos  fun- 
cionarios de  sus  cargos. 

§  2."  El  sueldo  del  Secretario  de  la 
Comisión,  de  los  funcionarios  auxilia- 
res y  demás  agentes  nombrados  en  vir- 
tud de  lo  establecido  en  la  presente  ley, 
se  fijará  por  el  Lord  de  la  Tesorería  á 
cargo  de  los  tondos  votados  á  este  efec- 
to por  el  Parlamento. 

Art.  13.— §1.°  Los  Comisarios  esta- 
blecerán una  oficina  central  en  Edim- 
burgo, cuyos  gastos  de  material,  asi 
como  los  originados  por  los  viajes  del 
Secretario  y  demás  individuos  de  la  Co- 
misión, se  satisfarán  á  cargo  de  los 
fondos  votados  á  este  efecto  por  las 
Cámaras  del  Parlamento. 

§  2."  El  mandato  de  los  Comisarios 
primeramente  nombrados  durará  hasta 
1.°  de  Enero  de  ¡892,  si  bien  S.  M.  esta- 
rá autorizada  para  prorrogarlo  por  el 
tiempo  que  tuviere  por  conveniente. 

TtTtTLO  VII 

DE  LAS  FACULTADES   DE   LOS  COMISARIOS 

Art.  14.  Los  Comisarios  estarán  fa- 
cultados para  hacer  comparecer  ante 
sí  á  los  Profesores,  Principales,  Ledo- 
res  universitarios,  Auxiliares,  Maes- 
tros habilitados,  estudiantes  y  Exami- 
nadores, de  igual  modo  que  á  cualquier 
otra  persona  encargada  de  la  enseñan- 
za ó  autorizada  para  formar  parte  de  los 
Tribunales  de  examen,  á  los  que  desem- 
peñen un  cargo  cualquiera  en  las  Uni- 
versidades ó  colegios  incorporados  al 
tiempo  de  la  promulgación  de  la  pre- 
sente ley,  asi  como  á  cualquiera  otra 
que  consideren  necesario  oir;  una  vez 


que  las  citadas  personas  comparecie- 
ren ante  ellos,  podrán  interrogarlas 
acerca  de  los  Reglamentos  y  Ordenan- 
zas actualmente  vigentes  en  las  Uni- 
versidades y  colegios,  requerirles  la 
producción  de  documentos  6  Memorias 
referentes  á  estos  extremos,  y  en  vista 
de  todo  esto  publicar  Ordenanzas,  en 
la  forma  que  tuvieren  por  conveniente, 
acerca  de  las  materias  siguientes: 

1.a  Reglamentación  de  las  fundacio- 
nes ,  donaciones ,  pensiones  y  becas 
afectas  á  las  Universidades  y  colegios 
incorporados  al  tiempo  de  la  promul- 
gación de  la  presente  ley,  ó  que  estu- 
vieren confiados  á  personas  extrañas 
con  la  cualidad  de  fideicomisarios  por 
cuenta  de  dichas  Universidades,  cole- 
gios, ó  en  beneficio  de  los  Profesores, 
alumnos  ó  otras  personas  pertenecien- 
tes á  dichos  centros  de  enseñanza,  si 
estas  fundaciones,  donaciones,  lega- 
dos, etc.,  hubieren  recibido  ejecución 
con  veinticinco  años  de  anterioridad  á 
la  fecha  de  la  promulgación  de  la  pre- 
sente ley,  ó  bien,  si,  remontándose  á 
menos  tiempo  del  indicado,  hubieren 
permanecido  incumplidos,  total  ó  par- 
cialmente, Ó,  por  último,  si  su  revisión 
ó  reglamentación  hubiere  sido  solicitar 
da  conjuntamente  por  el  Senado  aca- 
démico y  por  la  persona  que  hubiere 
establecido  el  fideicomiso,  con  aproba- 
ción del  Tribunal  universitario,  y  en 
especial: 

a)  Modificar  las  condiciones  ó  dis- 
posiciones referentes  á  estas  fundacio- 
nes, si  los  Comisarios. estimaren  que 
las  modificaciones  de  que  se  trate  pue- 
den ser  beneficiosas  para  la  enseñanza 
y  responder  á  las  verdaderas  intencio- 
nes del  constituyente  en  lo  que  se  en- 
cuentren conformes  con  sus  intereses; 

6)  Combinar  ó  dividir  las  becas,  y 
favorecer  y  reforzar  sus  fondos; 
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e)  Elaborar,  cuando  se  considere 
necesario,  Reglamentos,  conforme  á 
los  que  pueda  ejercerse  el  patronato  de 
las  becas  existentes  pues  as  á  disposi- 
ción de  los  particulares  ó  de  corpora- 
ciones ó  personas  morales; 

d)  Transferir  al  Tribunal  universi 
tario  el  patronato  de  las  cátedras  ac- 
tualmente puestas  a  disposición  de  los 
particulares  ó  de  corporaciones  ó  per- 
sonas morales,  distintas  de  los  Curado- 
res de  la  Universidad  de  Edimburgo: 

a')  Siempre  que,  en  el  caso  de  que 
una  cátedra  cuyo  patronato  hubiere 
sido  transferido  en  la  forma  indicada, 
haya  sido  sostenida,  total  ó  parcial- 
mente) con  fondos  suministrados  anual 
ó  periódicamente  por  ü na  corporación 
ó  persona  moral  investida  de  este  pa- 
tronato por  efecto  de  dicha  contribu- 
ción anual  ó  periódica,  estas  corpora- 
ciones ó  personas  morales  gocen  de  la 
libertad,  en  caso  de  transmisión  de) 
patronato,  para  suspender  temporal  ó 
definitivamente  los  pagos  indicados; 

a")  Siempre  igualmente,  que  dispo- 
siciones de  este  párrafo  no  fueren  apli- 
cables auna  beca  ó  fundación  consti- 
tuidas por  una  corporación  ó  sociedad 
y  cuyos  fondos,  capitales  ó  rentas  hu- 
bieren sido  satisfechas  por  los  socios  ó 
individuos  de  las  mismas,  mediante 
cotizaciones  ú  otras  aportaciones  fijas 
y  de  carácter  obligatorio; 

a'")  Siempre  que,  en  todos  aquellos 
casos  en  que  el  disfrute  de  estos  bene- 
ficios tuviere  exclusivamente  reserva- 
do á  los  individuos  que  posean  deter- 
minados grados  universitarios,  puedan 
los  Comisarios  hacerlos  extensivos  á 
personas  investidas  de  grados  que  juz- 
guen de  naturaleza  propia  para  consti- 
tuir en  determinadas  circunstancias 
una  garantía  equivalente  de  mérito; 

a"")    Siempre,  por   último,   que  al 


elaborar  dichos  Reglamentos  ó  intro- 
ducir dichas  modificaciones  procuren 
los  Comisarios.no  disminuir  las  venta- 
jas aseguradas  á  los  alumnos  pobres, 
con  respecto  á  las  fundaciones,  becas 
y  pensiones; 

e)  Preparar  un  proyecto  con  arreglo 
á  cuyos  términos  pueda  someterse  un 
informe  detallado  y  razonado  acerca  de 
los  títulos  y  merecimientos  de  los  can- 
didatos, &  las  personas  ó  corporacio- 
nes á  quienes  corresponda  el  derecho 
de  patronato,  sin  exceptuar  á  la  Coro- 
na, en  forma  que  Be  facilite  el  ejercicio 
de  este  derecho; 

2.'  Reglamentar,  con  arreglo  á  lo 
prevenido  en  la  ley  orgánica  de  las 
Universidades  escocesas  de  1858,  mo- 
dificada por  la  presente,  los  derechos, 
obligaciones,  privilegios  y  jurisdicción 
de  los  Cancilleres,  Rectores,  Asesores, 
Principales,  Profesores,  Lectores  uni- 
versitarios, Auxiliares,  Profesores  ha- 
bilitados y  demás  personas  autoriza- 
das para  enseñar  ó  examinar,  asi  como 
álos  individuos  y  funcionarios  de  la 
Universidad  ó  de  los  colegios  incorpo- 
rados al  tiempo  de  la  promulgación  de 
la  presente  ley,  asi  como  á  los  miem- 
bros del  Senado  académico,  de  las  fa- 
cultades, del  Consejo  general  y  del  Tri- 
bunal universitario,  en  lo  que  concier- 
ne á  la  administración  y  disciplina  de 
la  Universidad  y  á  la  gestión  y  disposi- 
ción de  los  fondos  constituidos  por  sus 
rentas,  asi  como  suprimir  las  cátedras 
y  otros  cargos  que  los  Comisarios  con- 
sideren de  dudosa  utilidad,  ya  hayan 
sido  constituidos  por  Acta  del  Parla- 
mento ó  en  cualquiera  otra  forma; 

3.»  Regular  y  modificar  la  constitu- 
ción, composición  y  número  de  las  fa- 
cultades, determinar  y  modificar  la  de- 
signación de  las  cátedras  asi  como 
crear  nuevas  Facultades; 
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4.*  Determinar  la  época,  lugar  y 
forma  de  presentación  y  elección  de  los 
funcionarios  de  la  Universidad,  con  el 
derecho  de  ordenar  que,  en  la  elección 
de  Rectores  de  las  Universidades  de 
Glascow  y  de  Aberdeen,  se  proceda  por 
mayoría  de  votos  de  todos  los  estudian- 
tes que  tomen  parte  en  ella; 

5."  Regular  la  administración  y  or- 
den interior  de  las  Universidades,  y  la 
forma  y  condiciones  de  admisión  de 
los  alumnos,  y  en  especial: 

a)  La  cifra  y  forma  del  pago,  asi 
como  el  empleo  de  las  cantidades  que 
bayan  de  satisfacerse  por  estos  úl- 
timos; 

¡i)  La  marcha  de  los  estudios,  forma 
y  carácter  de  la  enseñanza,  duración 
del  curso  ó  cursos  académicos,  forma 
de  efectuarse  los  exámenes,  de  expe- 
dirse los  títulos,  forma,  designación  y 
número  de  los  examinadores  y  canti- 
dad con  que  haya  de  remunerárseles; 

c)  La  indemnización  debida  i,  los 
Profesores  existentes,  en  el  caso  de 
que  los  Comisarios  lo  estimaren  con- 
veniente, por  razón  de  las  circunstan- 
cias; 

d)  La  colación  de  grados  y  creación 
de  otros  nuevos; 

e)  La  institución  de  un  examen,  sea 
para  la  admisión  á  la  Universidad,  sea 
como  condición  preliminar  para  la  ad- 
misión á  los  cursos,  exigida  para  un 
grado  en  una  de  las  Facultades  ó  de  dos 
exámenes  semejantes; 

6.a  Autorizar  ala  Universidad  para 
admitir  alas  mujeres  á  los  ejercicios 
de  grados  de  las  diferentes  Facultades  y 
facilitar  su  instrucción; 

7.'  Señalar  el  sueldo  de  los  Princi- 
pales, Profesores,  Lectores,  Auxiliares 
y  demás  funcionarios  universitarios  y 
reglamentar  el  nombramiento  de  Auxi- 
liares; 


8.*  Fundar  nuevas  cátedras,  oficios 
de  Lectores,  siempre  que  se  considere 
necesario  y  que  existan  suficientes  re- 
cursos para  atender  á  los  gastos  que 
dicha  fundación  origine;  determinar  A 
quién  haya  de  corresponder  el  nom- 
bramiento de  los  titulares  de  las  cáte- 
dras y  oficios  indicados;  adoptar  las 
medidas  convenientes  para  procurar  y 
asegurar  el  desenvolvimiento  de  la  en- 
señanza universitaria  y  regular  las 
condiciones  en  que  haya  de  darse  vali- 
dez académica  á  los  estudios  hechos 
privadamente; 

9."  Determinar  las  condiciones  y 
cuantía  de  las  pensiones  concedidas  á 
los  Principales  y  Profesores  nombra- 
dos por  la  Corona,  á  partir  del  6  de 
Abril  de  1882,  y  á  los  Principales  y  Pro- 
fesores que  se  nombraren  en  virtud  de 
lo  prevenido  en  la  presente  ley; 

10.  Asegurar  la  conservación  y  ad- 
ministración de  los  bienes,  rentas,  do- 
taciones y  fondos  universitarios,  la 
csnservación  y  sostenimiento  de  las 
construcciones  y  edificios  pertenecien- 
tes alas  Universidades  ó  colegios  in- 
corporados á  ellas  al  tiempo  de  la  pro- 
mulgación de  la  presente  ley,  asi  como 
la  custodia  y  administración  de  todas 
las  bibliotecas,  museos,  gabinetes  y 
laboratorios  de  su  propiedad,  y  las  co- 
lecciones, aparatos,  muebles  y  objetos 
comprados  ó  que  en  lo  sucesivo  puedan 
comprarse  para  uso  de  la  Universidad, 
y  elaborar  los  Reglamentos  que  consi- 
deren necesarios  para  facilitar  al  Se- 
nado académico,  al  Tribunal  universi- 
tario y  al  Consejo  universitario,  el  des- 
empeño de  sus  funciones; 

11.  Proveer  á  los  pagos  y  extinción 
de  deudas  que  gravaren  actualmente 
los  bienes,  rentas,  dotaciones  y  fondos 
de  las  Universidades  y  colegios  incor- 
porados á  ellas  al  tiempo  de  la  promul- 
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gacíón  de  la  presente  ley,  destinando  a 
este  efecto  hasta  la  mitad  de  dichos 
bienes,  si  fuere  necesario;  ordenar  ó 
autorizar  la  venta  de  tierras  é  inmue- 
bles pertenecientes  á  dichas  Universi- 
dades ó  colegios  y  disponer  el  empleo 
que  baya  de  darse  al  precio  de  la 
venta; 

12.  Dictar  Reglamentos  para  la 
constitución  y  modo  de  funcionar  de 
un  Consejo  representativo  de  los  estu- 
diantes matriculados  en  cada  Univer- 
sidad y  determinar  las  condiciones  en 
que  el  Consejo  pueda  dirigir  peticiones 
al  Tribunal  universitario; 

13.  Dictar  Reglamentos  para  facili- 
tar al  Magistrado  de  cada  Universidad 
el  cumplimiento  de  los  deberes  que  le 
imponen  las  leyes  31  y  32  Victoria,  ca- 
pitulo 46; 

14.  Constituir  para  I.°  de  Enero  de 
1892,  ó  en  la  época  posterior  que  S.  M. 
tenga  por  conveniente  señalar,  por  or- 
den acordada  en  Consejo,  una  vez  que 
haya  espirado  el  mandato  de  los  Comi- 
sarios, un  Tribunal  general  para  las 
cuatro  Universidades  al  efecto  de  dedi- 
carse al  estudio  de  los  intereses  comu- 
nes de  los  mismos,  y  en  general  á  lo 
que  concierne  á  los  examenes  y  grados 
al  proponer  a  S.  M.  la  adopción  de  nue- 
vos Estatutos  y  Ordenanzas  ó  modifica- 
ción de  las  vigentes; 

15.  Señalar  los  términos  dentro  de 
los  que  puedan  interponerse  recursos 
de  apelación  ó  formularse  las  oposicio- 
nes y  observaciones  mencionadas  en 
los  párrafos  2."  y  3."  del  art.  6.°,  y 

1 6.  Modificar  los  Reglamentos  y  dis- 
posiciones dictadas  en  virtud  de  lo 
prevenido  en  la  ley  orgánica  de  las 
Universidades  escocesas  de  1858. 


Tomo  XI.— iNitiTtioiotnw  nntüHOA*. 


AMPLIACIÓN  DE  LAS  UNIVERSIDADES 

Art.  15.  Los  Comisarios  estarán  fa- 
cultados para,  si  lo  conceptuaren  con- 
veniente, dictar  Ordenanzas  encamina- 
das á  conseguir  la  ampliación  de  las 
Universidades  por  medio  de  la  incor- 
poración de  nuevos  colegios,  y  á  la  es- 
piración de  su  mandato  el  Tribunal  ge- 
neral universitario  podrá  dictar  Orde- 
nanzas análogas,  conformándose  á  lo 
establecido  en  los  Reglamentos  apro- 
bados por  los  Comisarios,  y  á  la  espi- 
ración de  las  facultades  de  éste,  por  la 
Comisión  universitaria,  bajo  las  condi- 
ciones siguientes: 

1.*  El  Tribunal  universitario  y  el 
colegio  que  trate  de  incorporarse  debe- 
rán hallarse  conformes; 

2.a  Si  la  medida  se  adoptare  después 
de  la  espiración  del  mandato  de  los  Co- 
misarios, deberá  haberse  obtenido  pre- 
viamente la  aprobación  de  la  Comisión 
universitaria; 

3.a  El  Tribunal  universitario  ó  el 
colegio  que  hubiere  sido  incorporado  á 
una  Universidad  en  virtud  de  lo  esta- 
blecido en  la  presente  ley,  podrán  acor- 
dar, en  cualquier  tiempo,  que  dicho  co- 
legio deje  de  hallarse  incorporado,  y 
en  caso  de  aprobación  de  una  medida 
de  esta  índole  por  el  Tribunal  universi- 
tario ó  en  vista  de  la  notificación  de 
este  acuerdo  hecha  por  el  colegio  de 
que  emane,  el  Tribunal  indicado  debe- 
rá, salvo  la  aprobación  de  la  Comisión 
universitaria,  anular  la  Ordenanza  en 
que  se  hubiere  consignado  la  incorpo- 
ración del  colegio  de  que  se  trate; 

4.a  Los  Comisarios,  y  una  vez  que 
hubieren  espirado  sus  poderes  la  co- 
misión universitaria,  adoptarán  las  dis- 
posiciones que  se  conceptúen  conve- 
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nientes  para  asegurar  la  representa- 
ción del  Tribunal  universitario  en  los 
Consejos  de  administración  de  los  co- 
legios incorporados  y  la  de  estos  cole- 
gios en  el  Tribunal  universitario,  te- 
niendo en  cuenta  las  circunstancias  es- 
peciales de  cada  caso,  y  el  número  re- 
lativo en  cada  Universidad,  y  en  cada 
colegio  del  cuerpo  docente  y  de  los  es- 
tudiantes matriculados  que  se  presen- 
ten á  los  ejercicios  de  grados,  la  natu- 
raleza de  las  relaciones  que  traten  de 
establecerse,  siempre  que  estas  dispo- 
siciones limiten  el  derecho  de  los  re- 
presentantes de  la  Universidad  y  del 
colegio,  &  intervenir  y  votar  en  las 
cuestiones  de  interés  particular; 

5.1  Ninguna  de  las  personas  que  en 
la  fecha  en  que  un  colegio  hubiere  sido 
incorporado  á  una  Universidad  en  vir- 
tud de  lo  prevenido  en  la  presente  ley, 
desempeñaren  las  funciones  de  Direc- 
tor, Principal  ó  Profesor  en  el  colegio 
de  que  se  trate  ó  que  posteriormente 
fueren  investidos  de  estas  funciones, 
podrán,  por  el  solo  hecho  de  desempe- 
ñarlas, ser  competidos  á  contribuir  & 
la  constitución  del  fondo  creado  por  la 
ley  9.*  Jorge  111,  capitulo  20,  y  por  la  69 
Jorge  III,  capitulo  169,  destinado  á  so- 
correr á  las  viudas  y  á  los  hijos  de  los 
Ministros  de  la  Iglesia  de  Escocia,  ó  de 
los  Directores,  Principales  y  Profeso- 
res de  las  Universidades  de  San  An- 
drés, Glascow,  Edimburgo  y  Aberdeen; 
si  bien  ninguna  disposición  de  esta  ley 
impedirá  que  contribuyan  á  la  consti- 
tución de  este  fondo  las  personas  que 
podrían  hacerlo,  caso  de  que  la  presen- 
te no  se  hubiere  promulgado. 

Art.  16.  Sin  perjuicio  délos  poderes 
conferidos  más  adelante,  podrán  los 
Comisarios  con  respecto  á  la  Universi- 
dad de  San  Andrés  y  el  colegio  de  la 
Universidad  de  Dundee:  | 


1."  Incorporar  dicho  colegio  á  la 
Universidad  indicada,  con  el  consenti- 
miento del  Tribunal  universitario  de 
San  Andrés  y  del  colegio  de  Dundee,  al 
efecto,  especialmente,  de  establecer 
una  escuela  universitaria  de  Medicina, 
atendiendo  á  los  intereses  actualmente 
creados,  tal  como  resulten  de  la  escri- 
tura de  constitución  ó  fundación; 

2."  En  el  caso  de  que  dicho  colegio 
universitario  se  incorporare  ala  Univer- 
sidad de  Dundee,  determinar  la  época, 
lugar  y  forma  de  la  elección  de  los  Ase- 
sores que  hayan  de  nombrarse  para  ac- 
tuar en  el  Tribunal  universitario,  ó  el 
Consejo  general,  y  el  Senado  académi- 
co, de  dicha  Universidad  por  efecto  de 
dicha  aplicación,  á  cuya  elección  debe- 
rán proceder  los  Comisarios  en  el  más 
breve  plazo  posible;  en  el  supuesto  de 
que  dicha  incorporación  no  se  efectua- 
re en  el  plazo  designado  por  los  Comi- 
sarios, y  á  partir  de  la  promulgación 
de  la  presente  ley,  podrá  señalarse  por 
éstos  el  lugar  y  forma  en  que  haya  de 
efectuarse  dicha  elección. 

TÍTDLO  IX 

DECLARACIONES 

Art.  17.— §  1.°  Los  artículos  2.",  O 
y  5.D  de  la  ley  16  y  17  Vict.  capitulo  89, 
quedarán  derogados  á  partir  de  la  fe- 
cha de  la  promulgación  de  la  presente 
ley. 

%  2."  La  ley  22  y  23  Vict.  capitulo  24, 
quedará  igualmente  derogada  en  cuan- 
to impone  la  obligación  de  hacer  ó  sus- 
cribir la  declaración  prescripta  por  el 
articulo  2."  de  la  ley  citada. 

Art.  18.  Los  Comisarios  estarán  fa- 
cultados para  recibir  cuantos  testimo- 
nios consideraren  necesarios,  al  efecto 
de  apreciar  si  es  necesario  y  conve- 
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niente  aportar  las  modificaciones,  en 
lo  que  concierne  a  la  suscripción  de 
declaraciones  de  parte  de  tos  Principa- 
les, Profesores  y  demás  funcionarios 
universitarios,  y  cuáles  debieran  ser 
estas  modificaciones,  debiendo,  con  re- 
lación á  este  particular,  un  informe  es- 
pecial áS.  M. 

Art.  19.— §  1."  El  Tribunal  universi- 
tario de  una  de  las  Universidades  po- 
drá, dentro  de  los  tres  meses  siguientes 
á  la  promulgación  de  la  presente  ley, 
poner  por  escrito  en  conocimiento  de 
los  Comisarios  su  intención  de  some- 
terles los  proyectos  de  Ordenanzas  que 
hayan  de  observarse  en  aquella  Uni- 
versidad, proyectos  que  deberán,  antes 
de  someterse  á  los  Comisarios,  ser  co- 
municados al  Senado  académico,  cuya 
opinión  habrá  de  tenerse  en  cuenta  por 
el  Tribunal  universitario;  si,  después 
de  haber  manifestado  en  la  forma  ante- 
dicha sus  intenciones,  el  Tribunal  so- 
metiere  á  los  Comisarios  los  proyectos 
indicados,  dentro  de  los  seis  meses  si- 
guientes á  la  época  en  que  la  presente 
ley  comience  á  regir,  estarán  obligados 
los  Comisarios  á  tenerlos  en  cuenta  al 
preparar  las  Ordenanzas  por  que  haya 
de  regirse  la  Universidad  de  que  se 
trate. 

§2.°  Cuando  los  Comisarios  hubie- 
ren elaborado  un  proyecto  de  Ordenan- 
za se  procederá  á  su  impresión,  y  he- 
cha ésta  se  remitirán  ejemplares  al 
Tribunal  universitario,  al  Senado  aca- 
démico y  al  Consejo  general  de  cada 
una  de  las  Universidades  á  que  el  pro- 
yecto se  refiera;  los  Comisarios  debe- 
rán, además,  ponerlo  en  conocimiento 
de  todos  los  interesados,  en  la  forma 
que  consideren  más  conveniente. 

§  3.a  Durante  los  tres  meses  siguien- 
tes á  la  remisión  de  un  proyecto  de  Or- 
denanza al  Tribunal  universitario  res- 


pectivo, podrán  dirigirse  4  los  Comisa- 
rios cuantas  observaciones  y  enmien- 
das se  conceptúen  pertinentes  por  el 
Tribunal  indicado,  por  el  Senado  aca- 
démico, por  el  Consejo  general  corpo- 
rativamente, ó  por  cada  uno  de  sus  in- 
dividuos, y  por  las  corporaciones  pú- 
blicas y  cualesquiera  personas  directa- 
mente interesadas;  en  la  computación 
del  plazo  de  tres  meses  establecido  en 
el  presente  articulo,  no  deberán  tenerse 
en  cuéntalos  meses  de  Agosto  y  Sep- 
tiembre, ni  una  fracción  de  ellos. 

título  x 

DE  LAS  ORDENANZAS    CONFECCIONADAS 
POR  LOS  ( 


Art.  20.— §  1.°  Todas  las  Ordenanzas 
dictadas  por  los  Comisarios  deberán 
insertarse  en  la  Gacela  de  Edimburgo 
durante  cuatro  semanas  consecutivas, 
y  enviarse  al  propio  tiempo  á  las  dos 
Cámaras  del  Parlamento  si  estuvieren 
abiertas;  encaso  contrario,  se  remiti- 
rán dentro  de  las  tres  semanas  siguien- 
tes á  la  fecha  de  apertura;  cumplidos 
estos  requisitos,  se  someterán  á  la 
aprobación  de  S.  M.,  oído  el  Consejo 
privado,  y  si  ninguna  de  las  dos  Cáma- 
ras, dentro  de  los  doce  meses  siguien- 
tes, sin  contar  los  periodos  de  prorro- 
gación, á  la  recepción  de  una  Orde- 
nanza de  las  indicadas,  dirigiere  un 
Mensaje  á  S.  M.  aconsejándole  que  no 
otorgue  su  sanción  á  la  misma,  ó  á 
determinadas  disposiciones  de  ella,  po- 
drá S.  M-,  por  orden  en  Consejo,  apro- 
bar dicha  Ordenanza  ó  la  parte  que  no 
hubiere  sido  objeto  del  Mensaje  de  las 
Cámaras. 

§  2.°  El  Tribunal  universitario,  el 
Senado  académico,  el  Consejo  general 
de  una  Universidad,  cualquier  Junta  di- 
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i-ectiva,  los  fideicomisarios  y  patronos 
de  fundaciones,  pensiones  ó  becas  y 
cualesquiera  otras  personas  interesa- 
das en  la  Ordenanza  elaborada  por  ios 
Comisarios,  podrán,  dentro  del  mes  si- 
guiente a  la  última  inserción  hecha  en 
la  Gaceta  de  Edimburgo,  dirigir  una  pe- 
tición áS.  M.  rogándola  se  niegue  á 
conceder  su  aprobación  parcial  á  la 
Ordenanza  de  que  se  trate;  S.  M.,  oído 
el  parecer  del  Consejo  privado,  podrá 
remitir  esta  petición  á  la  Comisión  uni- 
versitaria, invitándola  á  que  oiga  lo 
que  los  interesados  tengan  que  alegar 
y  le  dirija  su  informe  acerca  de  la  cues- 
tión; S.  M.  podrá  igualmente,  oido  el 
Consejo  privado,  conceder  ó  denegar 
su  aprobación  á  la  Ordenanza,  total  6 
parcialmente.  Encaso  de  desaprobación 
podrán  los  Comisarios  preparar  otras 
Ordenanzas  acerca,  de  los  mismos  pun- 
tos y  bajo  las  condiciones  indicadas;  la 
Ordenanza  no  producirá  efecto  sino  des- 
pués de  su  publicación  en  la  forma  an- 
tedicha, de  su  remisión  á  ambas  Cáma- 
ras del  Parlamento  y  de  la  aprobación 
concedida  por  S.  M. 

§  3.°  Los  honorarios  de  las  peticio- 
nes mencionadas  en  el  presente  articu- 
lo se  regularán  por  la  Comisión  uni- 
versitaria. 

TITULO  XI 

DE  LAS  ORDENANZAS  ELABORADAS  CON 
POSTERIORIDAD  A  LA  ESPIRACIÓN  DEL 
MANDATO  CONFERIDO  A  LOS  COMISA- 
RIOS. 

Art.  21.— §1.°  Después  determinado 
el  mandato  de  los  Comisarios,  el  Tribu- 
nal universitario  de  cada  Universidad 
tendrá  la  facultad  de  dictar  las  Orde- 
nanzas que  conceptúe  convenientes, 
con  la  aprobación  de  S.  M.,  oído  el 
Consejo  privado: 


1.°  Concernientes  al  empleo  de  las 
cantidades  concedidas  á  dicha  Univer- 
sidad por  los  Comisarios  á  cuenta  de  la 
subvención  de  que  se  trata  más  ade- 
lante; 

2."  Modificativas  ó  derogatorias  de 
las  Ordenanzas  observadas  en  la  Uni- 
versidad de  que  se  trate,  dictadas  á 
consecuencia  de  lo  dispuesto  en  la  ley 
orgánica  de  las  Universidades  de  Es- 
cocia de  1858,  6  de  lo  prevenido  en  la 
presente  ley. 

§  2."  Siempre  que  dichas  Ordenan- 
zas, antes  de  someterlas  á  la  aproba- 
cióndeS.  M.,  hubieren  sido  comunicadas 
por  el  Tribunal  universitario  al  Senado 
académico  y  al  Consejo  general,  cuya 
opinión,  habiendo  sido  puesta  en  cono- 
cimiento del  Tribunal  universitario,  se 
hubiere  tomado  en  consideración:  siem- 
pre que  estas  Ordenanzas  hubieren  sido 
aprobadas  por  el  Tribunal  universita- 
rio, comunicadas  álos  Tribunales  de 
las  demás  Universidades,  y  que,  en  el 
caso  de  que  estos  Tribunales  ó  perso- 
nas directamente  interesadas  hubieren 
manifestado  su  disentimiento,  dentro 
del  mes  siguiente,  pueda  el  Tribunal  ó 
persona  que  se  oponga  presentar  sus 
observaciones  á  S.  M.,  ofdo  el  Consejo 
dentro  del  mes  siguiente  á  la  notifica- 
ción del  disentimiento;  siempre  igual- 
mente que  ninguna  Ordenanza  dictada 
en  virtud  de  lo  prevenido  en  la  presente 
ley  haya  de  producir  efecto  sinodespués 
de  haber  sido  aprobada  por  S.  M.,  y 
que  S.  M.  pueda  remitir  estas  Ordenan- 
zas al  examen  de  la  Comisión  univer- 
sitaria, que  deberá  formular  un  infor- 
me especial  acerca  de  ella;  siempre  que 
estas  Ordenanzas  se  remitan  &  ambas 
Cámaras  del  Parlamento  en  la  forma 
prevenida  en  el  art.  20  de  la  presente 
ley,  y  siempre,  por  último,  que  en  la 
computación  del  término  indicado  no 
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se  cuenteo  los  meses  de  Agosto  y  Sep- 
tiembre ní  una  fracción  de  ellos. 


TÍTULO  xn 

DE  LA  TRANSLACIÓN  DE  PROPIEDAD 


Artículos  22,  23  y  24.    Disposiciones 
transitorias. 


DISPOSICIONES  FINALES 

Artículos  25,  26,  27, 28, 29  y  30.  Dis- 
posiciones transitorias  referentes  á  ca- 
pitales, créditos,  etc. 


IX 


TRABAJO    EH    LAS    FÁBRICAS 


I.— Ley  de  27  de  Mayo  de  1878  ( 1 ) 

Indicación  preliminar 

La  ley  cuyo  traducción  se  inserta  se- 
guidamente resumey coordínalas  dispo- 
siciones de  quince  leyes  anteriores;  no 
deja,  por  tanto,  de  ofrecer  algún  interés 
el  estudio  de  las  diversas  fases  de  la 
legislación  inglesa  sobre  el  trabajo  de 
los  obreros  é  industriales  hasta  la  pro- 
mulgación de  esta  especie  de  Código 
que  sustituye  y  reemplaza  para  lo  suce- 
sivo A  todas  aquéllas,  y  que  ademas 
señala  una  etapa  notable  en  la  historia 
de  la  reglamentación  del  trabajo  ma- 
nual. 

La  ley  de  22  de  Junio  de  1802  (42  Jor- 
ge III,  capitulo  73),  dictada  por  efec- 
to de  los  esfuerzos  de  sir  Roberto  Peel, 
padre,  fué  la  primera  disposición  ema- 
nada del  Parlamento  inglés,  encami- 
nada á  favorecer   y  mejorar  la  condi- 

(1)  Anací  la  conaofidaíe  and  amend  I/ie  Law 
ralíl i ng  lo  Paciones  and  Workshope  («1  Victo- 
ria,  capitulo  18). 


ción  de  los  trabajadores  y  obreros,  y 
á  imponer  á  los  patronos  obligaciones 
claramente  determinadas;  esta  ley  sólo 
se  refería  a  los  telares  de  algodón  ó  de 
lana  en  que  ge  emplearen  veinte  perso- 
nas ó  tres  aprendices  como  mínimum, 
sus  preceptos  limitaban  á  doce  horas  la 
duración  del  trabajo  de  los  aprendices 
prescribían  ciertas  medidas  de  salubri- 
dad y  de  decencia  y  obligaban  a  los  pa- 
tronos á  procurar  A  sus  expensas  á  los 
aprendices,  de  una  parte  un  cierto  gra- 
do de  bienestar,  y  de  otra  la  instrucción 
elemental  á  los  que  carecieren  de  ella. 
El  cuidado  de  velar  por  la  ejecución 
de  la  indicada  ley  se  confiaba  a  los 
Jueces  de  paz,  los  cuales  estaban  obli- 
gados á  proceder  al  nombramiento  y 
vigilarla  conducta  de  Inspectores  es- 
peciales elegidos  de  entre  los  Jueces  de 
paz  mismos  y  los  ministros  de  la  Igle- 
sia establecida. 

Esta  primera  reglam  elación  no  pudo 
producir  los  efectos  deseados  por  cuan- 
to no  llegó  a  ejecutarse:  los  Jueces  de 
paz  se  abstuvieron  de  constituir  la  ins- 
pección, y  las  disposiciones  de  la  ley 
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fueron  letra   muerta  durante  treinta 
años. 

La  ley  de  29  de  Agosto  de  1833  (3  y  i 
Guillermo  IV,  capitulo  103)  instituyó 
cuatro  Inspectores  nombrados  directa- 
mente por  el  Rey  é  investidos  de  facul- 
tades amplísimas,  incluso  la  de  poder 
condenar  a  pena  de  dos  meses  de  pri- 
sión á  los  que  declararen  en  falso;  por 
tanto,  en  lo  sucesivo  las  medidas  adop- 
tadas en  favor  de  los  obreros,  hallában- 
se en  camino  de  ejecución  y  de  produ- 
cir saludables  resultados.  Esta  ley  rea- 
lizó, por  otra  parte,  verdaderos  y  nota- 
bles progresos,  reglamentando  el  tra- 
bajo en  todas  las  fábricas  de  hilados  y 
telares ,  con  ó  sin  motor  mecánico, 
prohibiendo  el  trabajo  nocturno  desde 
las  cinco  de  la  tarde  hasta  las  cinco  de 
la  madrugada  siguiente,  con  respecto  á 
los  niños  menores  de  dieciocho  años, 
fijando  la  edad  para  la  admisión  en  los 
talleres  en  nueve  años,  y  señalando  la 
duración  de  las  jornadas:  para  los  ni- 
ños de  nueve  á  trece  años,  en  nueve 
horas  diarias  y  cuarenta  y  ocho  sema- 
nales, y  para  los  adolescentes  de  trece 
á  dieciocho,  en  doce  horas  por  día  y 
sesenta  y  nueve  por  semana,  y  hacien- 
do obligatoria  la  concesión  á  los  obre- 
ros de  estas  edades  de  dos  jornadas  y 
ocho  medias  jornadas  libres  por  cada 
año. 

Pero  el  establecimiento  definitivo  de 
las  bases  de  la  legislación  actualmente 
vigente, datadela promulgación  de  laley 
de  6  de  Junio  de  1844  (t);  la  obra  de  las 
leyes  posteriores  únicamente  ha  consis- 
tido en  ampliar  la  esfera  deaplicación  de 
las  reglas  sancionadas  por  ésta.  La  asi- 
milación de  la  mujer  álos  adolescentes 
menores  de  dieciocho  años,  la  duración 
legal  del  trabajo  reducido  con  respecto 

(I)    1  j  8  Victoria,  cap.  15. 


á  los  menores  de  trece  años  á  siete  ho- 
ras diarias  ó  diez  cada  dos  días,  la 
obligación  impuesta  conjuntamente  á 
padres  y  patronos  de  dar  á  los  adoles- 
centes la  educación  elemental,  la  adop- 
ción de  precauciones  contra  el  peligro, 
revelado  por  la  experiencia,  de  ciertas 
prácticas  abusivas  y  fraudulentas,  son 
los  principales  títulos  que  la  ley  de  1833 
ofrece  al  reconocimiento  de  los  obreros 
á  quienes  protege,  siendo  menester 
además  hacer  notar  la  disposición  por 
la  que  los  Inspectores  fueron  converti- 
dos en  funcionarios  de  un  carácter  pu- 
ramente administrativo  y  sometidos  al 
Ministerio  del  Interior  (1). 

La  ley  de  5  de  Agosto  de  1850  (2),  re- 
dujo la  duración  del  trabajo  de  los  ado- 
lescentes y  de  las  mujeres  á  diez  horas 
y  media  por  día,  que  debían  hallarse 
comprendidas  entre  las  seis  ó  siete  de 
la  mañana  y  seis  ó  siete  de  la  tarde,  li- 
mites que  bien  pronto  se  declararon  ex- 
tensivos al  trabajo  de  los  niños  (3). 

Las  leyes  citadas  concernían  tan  sólo 
ai  trabajo  en  los  talleres  de  hilados. 
telares  y  fábricas  de  tejidos  con  motor 
mecánico;  pero  en  1861  se  hicieron 
aplicables  á  las  fábricas  mecánicas  de 
tules,  blondas  y  encajes  de  seda  é  hilo; 
en  18C4  á  los  talleres  de  determinadas 
industrias  y  establecimientos  peligro- 
sos ó  de  trabajo  rudo  y  penoso  (fábricas 
de  cartuchos,  amorfos,  fulminantes,  ce 
rillas  fosfóricas,  papeles  pintados,  la- 
drillos y  tejas,  terciopelos,  felpas,  etcé- 
tera, etc.);  en  187u  y  1871  á  las  fábricas 
de  estampación  en  telas,  tintorerías  y 


(]}  La  poderosa  influencia  de  los  fabricantes 
é  industriales,  consiguió,  DO  obstan!*,  que  la 
edad  mínima  para  la  admisión  ne  redujere  á  ochn 

(2)  18  y  14  Victoria,  cap.  54. 

(3)  Por  Ib  ley  de  ID  de  Agosto  de  1358  (16  y 
n  Victoria,  cap.  1M). 
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talleres  de  blanqueo  de  sombreros  de 
paja  y  telas,  fábricas  de  conservas  ali- 
menticias (1),  etc.  Ademas,  por  una  ley 
publicada  en  el  año  1867  (2)  se  sometie- 
ron los  talleres  en  que  se  utilizare  el 
trabajo  da  más  de  cinco  obreros,  á  re- 
glas análogas  a  las  consignadas  en  las 
leyes  antes  mencionadas. 

La  ley  de  30  de  Julio  de  1874  (3)  mejo- 
ró el  régimen  del  trabajo  en  los  esta- 
blecimientos sometidos  á  las  leyes  pu- 
blicadas con  anterioridad  al  año  1857,  y 
en  las  fábricas  de  hilados  y  tejidos,  es- 
pecialmente por  la  disposición  que  ele- 
vó de  trece  &  catorce  años  el  periodo 
legal  de  la  adolescencia,  y  por  la  que 
se  fijó  en  diez  años  la  edad  de  admisión 
para  los  niños,  en  lugar  de  ocho. 

Esta  ligera  enumeración  de  las  leyes 
anteriores  y  de  los  progresos  experi- 
mentados, permite  comprender  el  al- 
cance é  importancia  de  una  nueva  ley, 
cuyo  texto  insertamos  á  continuación. 
Reglamentando  el  conjunto  del  trabajo 
industrial,  siendo  aplicable,  sin  distin- 
ción, á  toda  clase  de  establecimientos 
fabriles  y  manufactureros,  haciendo 
extensiva,  en  una  palabra,  la  protec- 
ción a  todos  los  obreros,  jornaleros  y 
artesanos,  y  resumiendo  en  un  solo 
cuerpo  las  reglas  repartidas  en  las  nu- 
merosas leyes  anteriores,  la  ley  de  1878 
ofrece  un  ancho  campo  de  estudio  y  de 
saludables  enseñanzas  que  imitar  en 
otros  paises. 


111;  31  y  28 


(1)  Lajea  24  y  25  Victoria,  cap.  ....  - , 
Victoria,  cap.  46;  33  y  34  Victoria,  cap.  63: 
35  Victoria,  cap.  10. 

(2)  90  y  31  Victoria,  cap.  103, 
(9)    31  y  88  Victoria,  cap.  44. 


TEXTO 

PARTE  PRIMERA 

Disposiciones  generales 

Articulo  1."  La  presente  ley  podrá 
designarse  con  el  titulo  abreviado  de 
ley  de  Talleres  y  manufacturas  de  1878. 

Art.  2."  La  presente  ley  comenzará 
á  regir  en  1.°  de  Enero  de  1879. 

TÍTULO    PRIMERO 


Art.  3."  Los  talleres  y  manufacturas 
deberán  conservarse  constantemente 
en  un  perfecto  estado  de  aseo,  ventila- 
ción y  salubridad. 

Art.  4."  Cuando  un  Inspector  encar- 
gado de  la  ejecución  y  observancia  de 
la  presente  ley  comprobare  en  una  fá- 
brica, tallero  manufactura,  con  respec- 
to á  los  pozos,  depósitos  de  agua,  le- 
trinas, estercoleros,  ü  otros  parajes  pe- 
ligrosos (1)  un  hecho  ó  una  omisión  pu- 
nible ó  que  pudieren  dar  origen  á  la 
adopción  de  cualquier  medida  de  ca- 
rácter coercitivo,  en  virtud  de  lo  dis- 
puesto en  las  leyes  de  Sanidad,  pero  no 
con  arreglo  á  lo  preceptuado  en  la  pre- 
sente, deberá  ponerlo,  por  escrito,  en 
conocimiento  de  la  autoridad  sanitaria 
local,  la  cual  estará  obligada  á  dispo- 
ner la  práctica  de  una  información  que 
evidencie  la  exactitud  y  certeza  del  he- 
cho denunciado  y  á  tomar  las  medidas 
que  fueren  del  caso  para  asegurar  el 
exacto  cumplimiento  de  las  disposicio- 
nes legales  referentes  á  la  materia. 


(1)     Véaac  Pablic  HesU  A 
toria  capitulo  55). 
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El  Inspector  estará  facultado,  en  eje- 
cución de  la  presente  disposición,  para 
requerir  el  auxilio  de  un  médico,  ó  en 
general  de  cualquier  agente  de  las  au- 
toridades de  Sanidad. 

titulo  n 

SEGURIDAD  DE  LOS  OBREROB 

Art.  5."  Los  montacargas,  cerca  de 
los  que  haya  obligación  de  trabajar  ó 
pasar,  los  volantes  unidos  directamen- 
te á  los  motores  mecánicos  en  las  salas 
de  máquinas  ó  en  cualquier  otro  local, 
y  en  general  las  piezas  de  las  máquinas 
de  vapor  y  motores  hidráulicos,  debe- 
rán estar  provistas  de  aparatos  protec- 
tores. 

Las  ruedas  se  hallarán  aisladas  por 
barandillas  ó  barreras  que  circuyan 
todo  el  espacio  que  aquéllas  recorran 
al  funcionar,  siempre  que  por  otros  me- 
dios no  se  haya  precavido  cualquier 
peligro. 

Los  órganos  de  transmisión  deberán 
colocarse  ó  disponerse  de  tal  modo  que 
no  puedan  ofrecer  peligro  de  ningún 
género  para  los  obreros. 

Los  aparatos  protectores  deberán  ha- 
llarse en  buen  estado  de  conservación 
y  revisarse  cuidadosamente  antes  de 
que  las  máquinas  ó  motores  respecti- 
vos comiencen  á  funcionar  (1). 

Art.  6."  Cuando  el  Inspector  estima- 
re que  en  un  establecimiento  en  que  se 
utilice  la  fuerza  de  un  motor  mecánico, 
existe,  por  falta  de  cerramientos  apro- 
piados, un  peligro  para  los  obreros  que 
trabajen  en  él,  deberán  observarse  las 
disposiciones  siguientes: 

1."    El  Inspector  deberá  requerir  por 


escrito  al  patrón  para  que  proceda  & 
cercar  y  aislar  debidamente  el  meca- 
nismo cuya  proximidad  constituyere 
causa  de  peligro; 

2.*  El  patrón  estará  facultado,  den- 
tro de  los  siete  días  siguientes  á  la  fe- 
cha en  que  fuere  requerido  por  el  Ins- 
pector, para  someter  el  asunto  á  la  re- 
solución de  peritos  arbitros;  en  este 
caso  se  procederá  al  nombramiento  de 
un  perito  designado  por  el  Inspector  y 
al  de  otro  designado  por  el  patrón;  á  este 
arbitraje  serán  aplicables  las  disposicio- 
nes contenidas  en  la  Compontes  ciauseg 
consolidaíion  Aet  de  1845 (1)  los  dos  ar- 
bitros y  el  tercero,  en  caso  de  discordia, 
dictarán  su  laudo  dentro  de  los  vein- 
tiún dias  siguientes  al  de  la  fecha  de  su 
nombramiento,  ó  dentro  de  uno  más 
amplio,  caso  de  que  asi  se  hubiere  de- 
terminado por  el  Inspector;  en  el  su- 
puesto de  que  el  laudo  no  se  dictare 
dentro  de  los  indicados  términos,  se 
procederá  á  lo  que  fuere  más  conve- 
niente por  el  Juez  del  condado  corres- 
pondiente; 

3/  Si  los  arbitros  decidieren  que  no 
es  necesario  ó  que  es  imposible  defen- 
der el  mecanismo  conceptuado  como 
peligroso,  se  considerará  de  ningún 
valor  ni  efecto  el  requerimiento  del 
Inspector,  corriendo  en  este  caso  las 
costas  del  arbitraje  de  cuenta  de  la  Ad- 
ministración, en  concepto  de  gastos  de 
inspección. 

4.*  Si  el  patrón  no  solicitare  el  arbi- 
traje ó  no  procediere  al  nombramiento 
del  arbitro  que  haya  de  actuar  por  su 
parte  dentro  del  tiempo  hábil,  y  si  los 
arbitros  resol  vieren  de  modo  contrario 
al  supuesto  en  la  regla  anterior,  estará 
el  patrón  opligado  á  obedecer  el  reque- 
rimiento del  Inspector,  ó  atenerse  á  lo 

(I)    8  y  ü  Victoria,  cap.  16. 
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resuelto  por  los  arbitros  en  caso  de 
que  éetos  propusieren  alguna  modifi- 
cación á  lo  pretendido  por  aquél;  en 
este  caso,  el  patrón  deberá  soportar 
los  gastos  y  costas  del  arbitraje,  cuya 
efectividad  se  solicitará  por  el  Inspec- 
tor ante  el  juzgado  del  condado,  eo 
caso  de  mora. 

Para  la  aplicación  del  presente  ar- 
ticulo y  de  las  demás  disposiciones  de 
esta  ley  referentes  al  mismo  objeto,  se 
reputarán  mecanismos  las  correas  de 
transmisión. 

Art.  7."  Cuando  el  Inspector  enten- 
diere que  en  un  establecimiento  indus- 
trial uno  de  los  aparatos  destinados  á 
la  fabricación,  cubas,  tinas,  algibes  y 
demás,  cerca  de  los  que  tengan  necesi- 
dad de  permanecer  ó  transitar  niños  ó 
adolescentes,  ofreciere  un  peligro  por 
contener  líquidos  calientes,  metales  en 
fusión,  ó  por  cualquiera  otra  causa, 
deberá  requerir  al  patrón  del  mismo 
para  que  adopte  las  medidas  de  precau- 
ción y  seguridad  convenientes,  siendo 
aplicables  en  este  caso  las  disposicio- 
nes contenidas  en  el  articulo  anterior. 

Art.  8.a  Las  disposiciones  sanciona- 
das por  el  art.  6.°  serán  igualmente  apli- 
cables á  las  muelas  de  los  molinos  y  de- 
más tallereB  en  que  se  utilice  la  Tuerza 
de  un  motor  mecánico. 

Art.  9.°  Los  niños  no  podrán  ser 
empleados  en  los  establecimientos  en 
que  existan  motores  mecánicos,  en 
operaciones  concernientes  al  funciona- 
miento de  los  mismos. 

Los  adolescentes  y  las  mujeres  no 
podrán  ser  destinadas  al  cuidado  de 
ios  órganos  de  transmisión  ó  al  de 
otras  piezas  análogas,  mientras  estu- 
vieren funcionando. 

Na  podrán  trabajar  los  niños,  los 
adolescentes  ni  las  mujeres  en  los  es  - 
pacios  comprendidos  entre  las  partes 


Ajas  y  las  piezas  móviles  de  las  máqui- 
nas automáticas  durante  el  tiempo  que 
éstas  estuvieren  funcionando  por  efec- 
to .de  la  acción  de  un  motor  mecánico. 

TÍTULO  III 


DE  LA  DURACIÓN  DEL  TRABAJO  DIARIO  DE 
LOS  NIÑOS,  OB  LOS  ADOLESCENTES  Y  DE 
LAS  MUJERES  (1). 

•  Art.  10.  Las  disposiciones  conteni- 
das en  el  presente  articulo  carecen  de 
interés. 

Art.  11.  En  las  fábricas  de  tejidos  y 
en  los  telares  se  regulará  en  la  forma 
siguiente  el  trabajo  de  los  adolescen- 
tes y  de  las  mujeres: 

1."  Durante  la  semana,  excepto  el 
sábado,  la  jornada  de  trabajo  se  conta- 
rá entre  las  seis  de  la  mañana  y  las 
seis  de  la  tarde,  ó  bien  entre  las  siete 
de  la  mañana  y  siete  de  la  tarde; 

8.°  El  sábado,  si  el  trabajo  comenza- 
re á  las  seis  de  la  mañana  y  el  tiempo 
de  descanso  fuere  cuando  menos  de 
una  hora,  deberá  suspenderse  el  traba- 
jo de  fabricación  una  hora  antes  de  la 
de  medio  dia,  y  los  demás  &  la  una  y 
media  de  la  tarde;  si  el  tiempo  de  des- 
canso fuere  menor  de  una  hora,  el  tra- 
bajo de  fabricación  deberá  suspender- 
se á  las  doce  y  media  y  los  demás  tra- 
bajos á  la  una  de  la  tarde; 

3  °  Cuando  la  jornada  del  sábado 
comenzare  á  las  siete  de  la  mañana, 
deberá  suspenderse  el  trabajo  de  fabri- 
cación á  la  una  y  media  y  cualesquiera 


(1)  La  presente  ley  considera  como  niños  i 
los  de  uno  y  otro  bbio  que  no  tengan  calores 
aBos  cumplidos,  adolescentes  a  los  mayores  de  esta 
edad  y  menores  de  dieciocho,  y  como  mujeres  i 
las  personas  de  sexo  femenino  mayores  de  die- 
ciocho attos,  casadas  6  no. 
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otra  clase  de  trabajo  a  las  dos  de  la 
tarde; 

4.°  El  tiempo  de  descanso  deberá 
deducirse  de  la  duración  total  de  la 
jornada  de  trabajo  y  deberá  consistir, 
el  sábado  en  media  hora  cuando  menos 
y  los  demás  días  de  la  semana  en  dos 
horas,  de  las  que  una  al  menos  habrá 
de  disfrutarse  tres  horas  antes  del  me- 
dio día; 

5.a  Los  adolescentes  y  las  mujeres 
gozarán,  cuando  menos,  de  media  hora 
de  descanso  cada  cuatro  horas  y  me- 
dia de  trabajo  continuo. 

Ait.  12.  En  las  fábricas  de  tejidos, 
hilados  y  telares,  se  regulará  el  traba- 
jo de  los  niños  en  la  forma  siguiente: 

1 ."  Los  niños  no  podrán  ser  emplea- 
dos en  el  trabajo  de  los  establecimien- 
tos indicados  sino  durante  media  jor- 
nada cada  dia  ó  una  jornada  alterna; 

2."  La  media  jornada  comenzará 
para  ellos,  excepto  el  sábado,  á  la  mis- 
ma hora  de  la  mañana  en  que  comien- 
ce para  los  adolescentes,  y  concluirá 
antes  de  la  hora  de  la  comida,  6  desde 
la  una  de  la  tarde  hasta  la  de  la  termi- 
nación de  la  jornada  de  los  adoles- 
centes; 

3."  La  jornada  de  los  niños  en  los 
sábados  será  á  las  mismas  horas  y  ten- 
drá la  misma  duración  que  la  de  los 
adolescentes; 

4."  Los  niños  empleados  en  la  media 
jornada  no  podrán  trabajar  dos  sema- 
nas seguidas  por  la  mañana,  ni  dos 
semanas  seguidas  por  la  tarde,  ni  dos 
sábados  seguidos,  asi  como  tampoco 
trabajar  el  sábado  de  una  semana  en 
i[ue  algún  dta  de  la  misma  hubieren 
trabajado  más  de  cinco  horas  y  media; 

5.°  A  los  niños  empleados  por  jor- 
nadas completas  alternas  se  les  consi- 
derará como  si  fueren  adolescentes; 
pero  no  podrá  utilizarse  en  esta  forma 


su  trabajo  ni  dos  días  seguidos,  ni  en 
dos  semanas  seguidas  los  mismos  días; 

6."  En  ningún  caso  podrá  obligarse 
á  los  niños  á  trabajar,  sin  descanso, 
por  más  tiempo  que  á  los  adolescentes. 

Art.  13.  En  los  establecimientos  dis- 
tintos de  los  mencionados  en  el  articulo 
anterior,  la  jornada  del  trabajo  de  los 
adolescentes  y  de  las  mujeres  se  con- 
tará, salvo  las  excepciones  que  más 
adelante  se  indican,  desde  las  seis  ó  las 
siete  de  la  mañana  hasta  las  seis  ó  las 
siete  de  la  tarde;  esto  los  dias  de  la  se- 
mana, y  los  sábados  se  reducirá  desde 
las  seis  ó  las  siete  de  la  mañana  hasta 
las  dos  de  la  tarde. 

El  tiempo  destinado  al  descanso  se 
deducirá  de  la  duración  total  indicada: 
los  sábados  deberá  consistir,  cuando 
menos,  en  media  hora,  y  los  demás 
días  de  la  semana  en  hora  y  media,  se- 
ñalándose de  esta  hora  y  media,  una 
hora  cuando  menos  de  las  anteriores  á 
las  nueve  de  la  mañana. 

Las  personas  de  cuyo  trabajo  se  tra- 
ta en  el  presente  articulo  disfrutarán, 
después  de  cinco  horas  de  trabajo  con- 
tinuo, de  media  hora  para  merendar. 

Art.  14.  En  los  establecimientos  fa- 
briles y  manufactureros  distintos  de  los 
mencionados  en  el  art.  12  de  esta  ley, 
no  podrán  trabajar  los  niños  más  de 
media  jornada  cada  día;  no  obstante, 
si  las  reglas  del  establecimiento  conce- 
dieren dos  horas  diarias,  cuando  me- 
nos, para  descanso  y  comida,  excepto 
el  sábado,  podrá  utilizarse  su  trabajo 
por  jornadas  completas,  pero  alternas. 

La  media  jornada  de  la  mañana  co- 
menzará á  las  seis  ó  las  siete  de  la 
misma,  y  terminará  á  la  hora  de  la  co- 
mida, ó  lo  más  á  la  una  de  la  tarde. 

Esta  disposición  será  extensiva  á  la 
jornada  de  los  sábados. 

La  media  jornada  de  la  tarde  comen- 
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zara  ó  bien  á  la  conclusión  de  la  hora 
destinada  para  comer,  ó  bien  a  la  una 
de  la  tarde,  y  terminará  de  seis  á  siete, 
según  la  hora  en  que  comience  la  jor- 
nada completa. 

Los  niños  empleados  por  medias  jor- 
nadas no  podran  trabajar  dos  semanas 
seguidas  por  la  mañana,  ni  dos  sema- 
nas seguidas  por  la  tarde,  ni  trabajar 
el  sábado  á  las  mismas  horas  que  á 
aquellas  en  que  hubieren  trabajado  en 
los  demás  días  de  la  semana. 

Con  respecto  á  los  niños  cuyo  traba- 
jo se  utilizare  por  jornadas  completas 
alternas,  comenzarán  éstas  á  las  seis 
ó  siete  de  la  mañana,  y  terminarán  de 
seis  á  s'ete  de  la  tarde  el  tiempo  de 
descanso,  y  para  la  comida  deberá 
consistir,  cuando  menos  en  dos  horas, 
y  el  sábado  en  media  hora;  los  niños 
que  trabajasen  en  estas  condiciones  no 
podrán  hacerlo,  ni  dos  días  seguidos, 
ni  dos  semanas  seguidas  á  las  mismas 
horas. 

En  ningún  caso  podrá  obligarse  á 
los  niños  á  que  trabajen  más  de  cinco 
horas  seguidas ,  sin  concedérseles, 
cuando  menos,  media  hora  para  me- 
rendar. 

Art.  15.  En  los  establecimienlos  in- 
dustriales, [abriles  6  manufactureros, 
en  que  se  utilizare  el  trabajo  de  las 
mujeres  en  unión  del  de  los  niños  y 
adolescentes,  serán  las  mismas  las  con- 
diciones del  trabajo  de  las  mujeres  que 
las  del  de  los  adolescentes. 

En  los  talleres  ó  fábricas  en  que  no 
se  empleare  el  trabajo  de  los  niños  ni 
de  los  adolescentes,  podrán  trabajar 
las  mujeres  desde  las  seis  de  la  maña- 
na hasta  las  nueve  de  la  noche,  y  el 
sábado  desde  las  seis  de  la  mañana 
hasta  las  cuatro  de  la  tarde.  En  este 
caso  disfrutarán  las  mujeres,  tanto 
paralas  comidas  como  para  salir  del 
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establecimiento,  cuatro  horas  y  media, 
cuando  menos,  los  días  de  la  semana. 
y  el  sábado  dos  horas  y  media  (1). 

No  se  considerará  que  un  estableci- 
miento reúne  las  condiciones  requeri- 
das por  el  presente  articulo,  sino  una 
vez  que  el  patrón  haya  puesto  en  debi- 
ba  forma  en  conocimiento  del  Inspector 
del  distrito  su  intención  de  aplicar  el 
régimen  de  no  admisión  de  niños  ni 
adolescentes. 

Art.  16.  Los  establecimientos  indus- 
triales instalados  en  un  local  particular 
que  sirva  también  de  habitación  en  que 
sólo  se  admitan  los  individuos  de  una 
misma  familia  y  en  que  no  se  emplee 
ningún  motor  mecánico,  no  estarán 
sujetos  alas  reglas  anteriores  relati- 
vas al  trabajo  de  los  niños  y  de  los  ado- 
lescentes. 

En  estos  establecimientos: 

1.°  La  duración  del  trabajo  de  los 
adolescentes  podrá  consistir  en  el  pe- 
riodo que  media  entre  las  seis  de  la 
mañana  y  nueve  de  la  noche; 

2."  La  jornada  del  sábado  consistirá 
en  el  tiempo  que  media  entre  las  seis 
de  la  mañana  y  las  cuatro  de  la  tarde; 

ü."  Los  adolescentes  disfrutarán, 
tanto  para  la  comida  como  para  salir 
del  local,  de  cuatro  horas  y  media  dia- 
rias y  de  dos  y  media  los  sábados; 

4."  Los  niños  podrán  trabajar  de  las 
seis  de  la  mañana  á  la  una  de  la  tarde, 
ó  desde  la  una  de  la  larde  á  las  ocho  de 
la  noche,  y  á  las  cuatro  de  la  tarde  los 


5 Q  Para  la  aplicación  á  estos  niños 
de  las  disposiciones  que  referentes  á  la 
educación  contiene  la  presente  ley,  se 
les  reputará  como  si  se  les  empleare  en 
el  trabajo  por  medias  jornadas; 

6,°    Los  niños  no  podrán  trabajar  dos 


(L)     Véase  el  ai 
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semanas  seguidas  por  la  mañana  Ó  por 
la  tarde,  ni  trabajar  los  sábados  &  las 
mismas  horas  que  hubieren  trabajado 
los  demás  dias  de  la  semana; 

7."  Los  niños  no  podrán  trabajar 
más  de  cinco  horas  seguidas  sin  inte- 
rrupción 6  descanso  para  merendar. 

Art.  17.  Salvo  en  los  casos  en  que 
medie  excepción  formal;  las  horas  para 
descanso  y  comida  serán  las  mismas 
para  todos  los  niños,  adolescentes  y 
mujeres,  cuyo  trabajo  se  utilice  en  un 
establecimiento  industrial. 

Durante  las  horas  indicadas,  no  po- 
drá ninguno  de  ellos  ni  trabajar  en  el 
establecimiento,  ni  permanecer  en  lo- 
cales ó  parajes  en  que  se  estuviere  rea- 
lizando cualquiera  operación. 

Art.  18.  Los  sábados  podran  las  ho- 
ras de  trabajo,  para  los  adolescentes  y 
las  mujeres  en  los  establecimientos  dis- 
tintos de  los  mencionados  en  el  art.  12 
de  esta  ley,  ser  las  mismas  que  los  de- 
más días  de  la  semana,  si  en  esta  el 
término  medio  de  trabajo  no  hubiere 
excedido  de  ocho,  debiendo  en  estos 
casos  avisarlo  el  patrón  á  los  obreros 
por  medio  de  tablillas  ó  carteles  y  po- 
nerlo por  escrito  en  conocimiento  del 
Inspector  del  distrito  (1). 

Art.  19.  El  patrón  de  un  estableci- 
miento industrial  estará  obligado  á  de- 
terminar, dentro  de  los  limites  señala- 
dos en  la  presente  ley,  y  publicar  por 
medio  de  anuncios  Ajados  á  la  puerta 
de  aquél,  la  duración  de  la  jornada  de 
trabajo,  las  horas  concedidas  para  des- 
canso y  el  régimen  adoptado  en  el  mis- 
mo, con  respecto  á  la  media  jornada  de 
los  niños  ó  &  la  jornada  completa  pero 
alterna. 

El  sistema  establecido  no  podrá  alte- 
rarse sin  que  el  patrón  ponga  en  cono- 


(1}    Véase  el  un.  15  de  le  ley  de  1891. 


cimiento  del  Inspector  de)  distrito  su 
intención  en  este  sentido,  y  además  dé 
la  conveniente  publicidad  á  la  misma 
entre  los  obreros;  de  todas  suertes,  el 
régimen  adoptado  no  podrá  variarse 
mas  de  una  vez  por  trimestre,  á  menos 
que  se  obtuviere  autorización  especial 
del  Inspector  y  siempre  que  concurrie- 
ren circunstancias  especiales. 

Art.  20.  Los  niños  no  podrán  ser 
empleados  en  establecimientos  indus- 
triales de  ninguna  clase  antes  de  que 
hubieren  cumplido  diez  años. 

Art.  SI.  Los  niños,  los  adolescentes 
y  las  mujeres  no  podrán  trabajar  los 
domingos,  excepto  en  los  casos  expre- 
samente indicados  en  la  presente  ley. 

TÍTULO  rv 

PERMISOS  DE  DESCANSO 

Art.  22.  Fuera  de  los  casos  excep- 
tuados por  la  presente  ley,. los  patronos 
estarán  obligados  á  dispensar  del  tra- 
bajo á  los  niños,  adolescentes  y  muje- 
res que  emplearen  en  sus  estableci- 
mientos, el  dia  de  Navidad  y  el  Viernes 
Santo,  y  si  el  aviso  fijado  en  el  estable- 
cimiento lo  indicare  asi,  el  día  de  fiesta 
que,  en  la  enumeración  de  la  ley  de 
1875  (1),  sigue  al  de  Viernes  Santo. 

Los  patronos  deberán,  además,  con- 
ceder ocho  medias  jomadas  libres  cada 
año;  pudiendo,  si  asi  les  conviniere, 
sustituirlas  por  cuatro  jornadas  com- 
pletas: la  mitad,  cuando  menos,  de  es- 
tas ocho  medias  jornadas,  ó  cuatro  jor- 
nadas completas,  deberán  figurar  en  el 
espacio  de  tiempo  que  media  entre  el  15 
de  Marzo  y  el  1."  de  Octubre. 

La  interrupción  del  trabajo  no  se  re- 


tí)    Véase  Holidayí 
Victorin,  cap.  18). 
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putará  como  dias  de  descanso,  en  el 
sentido  del  presente  articulo,  á  menos 
que  asi  se  hubiere  anunciado  la  ante- 
víspera y  durante  las  horas  del  trabajo 
de  los  adolescentes  y  de  las  mujeres. 

La  duración  de  la  media  jornada  de 
descanso  deberá  consistir,  cuando  me- 
nos, en  la  mitad  del  tiempo,  durante  el 
cual  trabajen  en  el  establecimiento  in- 
dustrial de  que  se  trate,  los  adolescen- 
tes y  las  mujeres  los  días  de  la  semana 
distintos  del  sábado. 

Los  patronos  de  los  establecimientos 
indicados  en  que  no  se  concedieren 
jornadas  ó  medias  jomadas  de  descan- 
so coa  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  pre- 
sente articulo,  incurrirá  en  multa  de 
cinco  libras  esterlinas  (1)  como  má- 
ximum (2). 

TITULO  V 

INSTRUCCIÓN  V  EDUCACIÓN 
DE  LOS  NIÑOS  (3) 

Art.  23.  Los  padres  de  los  niños  cuyo 
trabajo  se  utilice  en  un  establecimiento 
industrial,  estarán  obligados  á  hacerle 
asistir  á  las  clases  de  una  escuela  ele- 
mental sita  en  el  territorio  del  distrito. 

Esta  misma  obligación  es  extensiva 
á  los  tutores  y  á  las  demás  personas  a 
que  legalmente  corresponda  la  vigilan- 
cia y  guarda  de  un  niño  ó  adolescente, 
así  como  á  los  que  se  aprovechen  del 
producto  de  su  trabajo  (4). 

Los  niños  que  trabajaren  en  un  esta- 
blecimiento industrial  por  medias  jor- 
nadas,   deberán    asistir,  cada  dia  la- 

(1)     125  pésate*  próximamente. 
(S)    Véase  el  art.  16  de  la  ley  de  16B1. 
(S)    Véanse  las  leyes  de  enseBania  elemental 
en  el  lugar  correspondiente  de  este  tomo, 
(é)    Véase  al  art.  Wde  eaU  le;. 


borable,  cuando  menos,  á  una  de  las 
clases;  los  niños  que  trabajaren  por 
jornadas  completas,  pero  alternas,  de- 
berán asistir  á  las  clases  el  dia  labora- 
ble intermedio. 

El  Secretario  de  Estado  (1)  determi- 
nará, de  acuerdo  con  el  Departamento 
de  Instrucción  pública,  lo  que  haya  de 
entenderse  por  clases  para  la  interpre- 
tación de  lo  dispuesto  en  el  presente 
articulo;  las  clases  deberán  entenderse, 
sin  embargo,  de  una  duración  com- 
prendida entre  las  ocho  de  la  mañana 
y  las  seis  de  la  tarde,  excepto  el  tiem- 
po .  de  descanso  concedido  al  medio 
dia. 

Los  niños  no  estarán  obligados  á 
asistir  á  clase  ni  los  sábados  ni  duran- 
te las  jornadas  ó  medias  jornadas  de 
licencia  ó  descanso  que  sus  patronos 
les  concedieren  (2). 

La  falta  de  asistencia  á  las  clases  po- 
drá excusarse  en  determinados  casos  y 
siempre  que  concurran  justas  causas 
de  dispensa. 

Sí  no  existiere  dentro  del  radio  de 
dos  millas,  contadas  desde  el  camino 
más  próximo  á  la  morada  del  alumno, 
una  escuela  elemental  calificada  ¿  la 
que  pudiere  asistir,  podrá  este  alumno 
concurrir  á  las  clases  de  una  escuela 
temporal  que  hubiere  recibido  la  apro- 
bación conveniente  y  expedida  por  es- 
crito por  el  Inspector,  el  cual  deberá 
redactar  un  informe  acerca  de  su  si- 
tuación, estado  y  condiciones  que  ele- 
vará al  Departamento  de  Instrucción 
pública,  manifestando  al  propio  tiempo 
si  ha  concedido  ó  denegado  su  aproba- 
ción á  dicha  escuela. 


(1)  Trátase  del  Subaec retorio  del  Ministerio 
de  la  Oobernaeifin  (Secretara  of  alai»  far  fíame 
depa  rtinenl). 

[8)    Véase  el  art.  33  de  esto  le;. 
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El  niño  que  hubiere  dejado  de  asistir 
á  las  clases  obligatorias  no  podrá  tra- 
bajar la  semana  siguiente,  á  menos 
que  asistiere  anticipadamente  al  núme- 
ro de  lecciones  á  que  hubiere  faltado. 

El  Departamento  de  Instrucción  pú- 
blica deberá  poner  en  conocimiento  de 
los  interesados,  por  medio  de  la  publi- 
cación de  listas  ó  avisos,  las  escuelas 
que  se  reputan  calificadas  en  cada  dis- 
trito escolar  (1). 

Ait.  24.  El  patrón  de  un  estableci- 
miento industrial  en  que  trabajare  un 
niño,  deberá  el  lunes  de  cada  semana, 
ó  cualquier  otro  día  señalado  previa- 
mente por  el  Inspector,  procurarse  una 
certificación,  expedida  en  forma  por  el 
Director  de  la  escuela  calificada  á  que 
el  niño  asista,  haciendo  constar  este 
extremo. 

El  patrón  deberá  conservar  dicha  cer- 
tificación al  efecto  de  poder  exhibirla 
cuando  se  le  requiriere  para  ello  dentro 
de  los  dos  meses  siguientes  á  su  fecha, 
y  caso  de  que  el  niño  continúe  traba- 
jando en  su  establecimiento. 

Art.  25.  El  administrador  de  una  es- 
cuela calificada,  á  la  que  asista  un  niño 
cuyo  trabajo  se  utilice  en  un  estableci- 
miento industrial,  así  como  el  repre- 
sentante de  dicho  administrador,  en  su 
caso,  estarán  facultados  para  solicitar 
por  escrito  del  patrón,  el  pago  sema- 
nal de  una  cantidad  determinada  que 
no  exceda  de  tres  peniques  (2),  ni  de  la 
duodécima  parte  del  salario  del  niño; 
el  patrón,  una  vez  que  se  le  hubiere  di- 
rigido en  forma  esta  petición,  estará 
obligado,  durante  todo  el  tiempo  que 
utilice  el  trabajo  de  aquel  niño  en  su 
establecimiento,  y  que  asista  ala  es- 

(I) 


cuela,  á  satisfacer  la  cantidad  indica- 
da, cuyo  importe  podrá  deducir  el  dia 
del  pago  de  los  jornales  devengados 
por  el  niño  de  que  se  trate, 

Art.  26.  Se  considerarán  como  ado- 
lescentes, para  la  aplicación  de  la  pre- 
sente ley,  los  niños  de  trece  años  cum- 
plidos que  hubieren  obtenido  de  una 
persona  autorizada  al  efecto  por  el  De- 
parlamento de  Instrucción  pública  una 
certificación  en  que  se  haga  constar 
que  han  adquirido  en  escritura,  lectura 
y  aritmética  un  cierto  grado  de  ins- 
trucción, ó  que  han  asistido,  en  deter- 
minadas condiciones,  á  las  clases  obli- 
gatorias de  una  escuela  calificada. 

La  determinación  del  grado  de  ins- 
trucción y  de  las  condiciones  de  asis- 
tencia &  las  clases  obligatorias  de  una 
escuela  calificada,  queda  á  cargo  de  un 
Secretario  de  Estado  designado  con 
aprobación  del  Departamento  de  Ins- 
trucción pública,  y  cuyo  pormenor  ha- 
brá de  insertarse  en  la  Gaceta  de  Lon- 
dres con  seis  meses  de  antelación  á  la 
fecha  en  que  haya  de  producir  sus 
efectos. 

Los  niños  que  asistieren  á  las  clases 
de  una  escuela  industrial  (1)  de  día  se 
equipararán  para  los  efectos  de  la  apli- 
cación del  presente  articulo  &  los  asis- 
tentes á  una  escuela  caneada. 

TITULO    TI 

nE     LAS     CERTIFICACIONES     DE    APTITUD 
FlSICA 

Art.  27.  Los  niños  y  los  adolescen- 
tes menores  de  dieciséis  años  no  po- 
drán ser  ocupados  en  el  trabajo  de  un 
establecimiento  fabril  más  de  siete  días 

la  legislación  da  Instrucción  póbii- 
e!  lugar  oportuno  de  este  tomo.  ¡1)    Véaie  la  cíeme nt» ry  aducationAct  de  1810 
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laborables  seguidos,  ó  mas  de  trece 
cuando  el  médico  comisionado  residie- 
re á  una  distancia  mayor  de  tres  millas 
del  establecimiento  industrial  de  que  se 
trate,  sin  que  el  patrón  que  utilice  sus 
trabajos  se  halle  provisto  de  una  certi- 
ficación en  forma  en  que  se  acredite 
que  el  interesado  disfrutado  la  aptitud 
física  necesaria  para  dedicarse  á  los 
trabajos  propios  del  establecimiento 
respectivo. 

La  certificación  de  que  se  trata  debe- 
rá estar  expedida  por  el  Médico  comi- 
sionado de  la  circunscripción,  y  enun- 
ciar que  por  la  exhibición  del  acta  de 
nacimiento  y  por  otras  pruebas  y  reco- 
nocimientos facultativos  ha  patentiza- 
do suficientemente  ajuicio  del  que  da 
fe  que  la  persona  de  que  se  trate  es  de 
la  edad  que  se  expresa  y  que  no  se  en 
cuentra  impedida  por  causa  de  enfer- 
medad, lesión  ó  conformación  especial, 
para  trabajar  durante  el  tiempo  legal 
en  el  establecimiento  industrial  que  en 
la  misma  certificación  se  mencione. 

Art.  28.  Este  articulo  autoriza  á  los 
patronos  de  fábricas,  talleres,  manu- 
facturas, etc.,  para  que  se  provean  de 
certificaciones  semejantes  á  las  decla- 
radas obligatorias  en  el  articulo  ante- 
rior, con  respecto  á  los  niños  y  adoles- 
centes que  empleen  en  sus  estableci- 
mientos. 

Art.  29,  Cuando  el  Inspector  fuere 
de  parecer  que  un  niño  ó  un  adolescen- 
te menor  de  diecisés  años  se  encuentra, 
por  efecto  de  enfermedad  crónica  ó  no, 
imposibilitado  para  dedicarse  al  traba- 
jo diario  y  durante  el  tiempo  legal,  en  el 
establecimiento  en  que  actualmente  se 
utilizaren  sus  servicios,  podrá  requerir 
al  patrón  de  éste  para  que  le  conceda 
un  descanso  de  uno  á  siete  dias,  y  el 
patrón  estará  obligado,  aun  en  el  caso 
de  que  con  anterioridad  se  hubiere  pro- 


visto de  una  certificación  de  la  aptitud 
física  del  niño  ó  adolescente  de  que  se 
trate,  á  deferir-  el  requerimiento  del 
Inspector,  hasta  que  por  virtud  de  nue- 
vo reconocimiento  y  certificación  expe- 
dida por  el  Médico  comisionado  de  la 
circunscripción  se  determine  si  el  niño 
ó  adolescente  está  ó  no  en  condiciones 
de  continuar  dedicándose  á  aquel  géne- 
ro de  trabajos. 

Art.  30.  Los  establecimientos  indus- 
triales dirigidos  por  un  mismo  patrón 
y  sitos  en  la  circunscripción  del  Médi- 
co comisionado,  podrán  mencionarse 
conjuntamente  en  las  certificaciones  de 
aptitud  física  que  éste  expida,  cuando 
fueren  de  la  misma  clase  de  industria  ó 
fabricación  de  productos. 

Este  párrafo  contiene  la  enumeración 
de  los  documentos  y  medios  de  prueba 
que  pueden  reemplazar  al  acta  de  naci- 
miento en  los  casos  en  que  éste  no  pu- 
diere producirse  (1). 

Las  certificaciones  que  mencionen 
que  la  edad  del  niño  ó  adolescente  me- 
nor de  dieciséis  años  se  ha  acreditado 
en  una  fecha  anterior  por  la  presenta- 
ción del  acta  de  nacimiento,  podrán 
anularse  por  el  Inspector  de  distrito. 

Cuando  un  niño  deba  ser  considerado 
como  adolescente,  á  los  efectos  de  la 
presente  ley,  habrá  de  renovarse  el  cer- 
tificado de  aptitud  física  que  se  le  hu- 
biere como  tal  niño  expedido. 

Los  patronos  estarán  obligados  &  pre- 
sentar las  certificaciones  de  aptitud  fí- 
sica siempre  que  los  Inspectores  se  per- 
sonaren  en  sus  establecimientos  y  re- 
quirieren su  exhibición. 


(1)     Véase  la  orpiniioeioii    del    Reglttro  Jal  ?i- 
lado  civil  en    el   lugar    correspondiente    de   «ate 
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DE  LOS  ACCIDENTES  DEL  TRABAJO 

Art.  31.  Los  patronos  estarán  obli- 
gados, bajo  pena  de  cinco  libras  ester- 
linas (1)  de  multa  á  informar  en  el  lu- 
gar mismo  del  suceso  y  por  escrito  al 
Inspector  de  distrito  y  al  Médico  comi- 
sionado, de  los  accidentes  causados  por 
la  maquinaria  ó  utensilios  usados  en  su 
establecimiento  y  que  hayan  podido 
ocasionar  heridas  o  lesiones  que  impo- 
sibiliten a  la  víctima  para  dedicarse  al 
trabajo  cuarenta  y  ocho  ó  más  horas. 

Esta  disposición  será  aplicable  á  los 
casos  de  muerte  accidental,  pero  no  á 
los  accidentes  de  que  trata  el  art.  63  de 
\&Exploawe»  Act  de  1875  (2),  en  cuyo 
caso  se  requiere  dar  aviso  á  los  Inspec- 
tores del  Gobierno  (3). 

Art.  32.  Este  articulo  regula  las  fa- 
cultades, deberes  y  honorarios  de  los 
Médicos  comisionados,  cuya  interven- 
ción se  requiere  en  caso  de  accidente 
ocurrido  en  un  establecimiento  indus- 
trial. 

PARTE  SEGUNDA 

Disposiciones  especiales  a  determinados 
establecimientos  industríales 

Art.  33.  Los  lados  interiores  de  los 
muros  de  las  fábricas  ó  paredes  de  las 
divisiones  de  los  talleres  y  estableci- 
mientos industriales,  fabriles  ó  manu- 
factureros, délos  tejados  y  de  los  aleros, 
hállense  ó  no  revestidos  de  yeso,  los 
corredores,  pasillos,   galerías  y  cajas 


[I]     135  pesetas  príiiinnmente. 

(2)    88  y  39  Victoria,  e»p.  17. 

(8)    VétMalart,  22  del»  ley  da  IBB1. 


de  escalera,  si  no  se  encuentran  pinta- 
dos al  óleo  6  barnizado  al  menos  una 
vez  en  los  siete  últimos  años,  deberán 
blanquearse  con  cal  una  vez  cada  ca- 
torce meses,  cuando  menos;  y  si  se  en- 
contraren pintados  al  óleo  6  hubieren 
sido  barnizados  en  los  últimos  siete 
años,  deberán  lavarse  con  agua  calien- 
te y  jabón  una  vez,  á  lo  menos,  cada  ca- 
torce meses. 

El  Secretario  de  Estado  estará  auto- 
rizado para  dispensar  la  observación 
de  estas  disposiciones  en  los  estableci- 
mientos industriales  que  él  mismo  se- 
ñale (1). 

Art.  34.  Este  articulo  prescribe  ine- 
didasespeciales  que  han  de  observarse 
en  las  tahonas  y  talleres  mecánicos  de 
panificación  en  las  ciudades  ó  villas 
cuya  población  exceda  de  cinco  mil 
habitantes. 

Art.  35.  En  las  tahonas  y  talleres  de 
panificación  mecánica  de  que  se  trata 
en  el  articulo  anterior,  ninguno  de  los 
locales  que  se  encuentren  al  nivel  del 
horno,  y  en  la  misma  construcción  ó 
pabellón  podrá  destinarse  á  dormitorio, 
á  menos  que  existan  determinadas  con- 
diciones que  el  presente  articulo  enu- 
mera largamente. 

Los  que  arrendaren  ú  ocuparen  ó 
consintieren  la  ocupación  de  un  local 
que  no  reúna  las  condiciones  requeri- 
das, incurrirán  en  multa  de  20  cheli- 
nes como  máximum  la  primera  vez,  y 
de  cinco  libras  esterlinas  en  caso  de 
reincidencia. 

Art.  36.  El  Inspector  del  distrito  es- 
tará facultado  para  ordener  el  estable- 
cimiento de  un  ventilador  ó  de  cual- 
quier otro  aparato  semejante  en  los  ta- 
lleres ó  fábricas  en  que  se  practique  el 
afilado,  temple,  limado  con  ruedas  ú 

(1)     Víase  al  art.  3.*  do  la  ley  de  1881. 
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otras  operaciones  que  produzcan  et 
desgaste  de  cuerpos  y  den  origen  al 
desprendimiento  é  inhalación  de  pol- 
vos, residuos,  etc.,  en  cantidad  tal  que 
pueda  perjudicar  á  la  salud  de  los 
obreros. 

Art.  37.  Este  articulo  contiene  dis- 
posiciones especiales  prescri  ptas  en  in- 
terés de  los  obreros  empleados  en  el 
despalillado,  maceración,  etc.  del  cá- 
ñamo y  otras  plantas  textiles. 

Art.  38.  No  podrán  emplearse  los  ni- 
ños, adolescentes  ó  mujeres  en  los  tra- 
bajos que  el  primer  anexo  de  los  que 
acompañan  á  la  presente  ley  mencio- 
nada (1). 

Art.  39.  Los  niños,  adolescentes  y 
mujeres  no  podran  almorzar  ni  comer 
dentro  de  los  locales  designados  en  el 
anexo  segundo  de  los  que  acompañan 
á  la  presente  ley  (2). 

Esta  prohibición  deberá  hacerse  pú- 
blica mediante  la  inserción  de  avisos 
en  los  establecimientos  á  que  dice  re- 
lación. 

El  Secretario  de  Estado  estará  facul- 
tado para  hacer  extensiva  esta  prohi- 


(1)     Es  decir: 

1."  Loa  niños  6  adolescentes  en  la  fabricación 
da  lunas  de  espejos  por  medio  del  mercurio,  ni  en 
la  fabricícifio  de  la  cerusa  o  blanco  de  plomo; 

2.°  Los  niños  y  adolescentes  de  uno  y  otro 
sexo  en  los  hornos  de  fundir  6  cocer  vidrio  ó 

3.*  Las  ninas  menores  da  dieciséis  años  en  la 
fabricación  ó  reunido  de  tejas  y  ladrillos,  y  en  la 
fabricación  6  refinado  de  sal; 

4.*  Los  niños  en  el  pulido  en  seco  de  los  obje- 
tos de  metal  ni  en  la  fabricaciin  de  cerillas  fos- 

&.*  Los  niños  menores  de  once  anos  en  las 
operaciones  de  maceraciín  por  la  vía  húmeda  de 
plantas   textiles  ni  en  la  fabricación   de  tercia- 

(9)  Véase  al  final  del  texto,  y  ademas  loa  ar- 
tículos 11,  S2  y  SI  de  esta  le;. 

Temo  XI.— Instituciones  jubIdicas. 


bición  á  cualesquiera  otros  estableci- 
mientos (abriles,  industriales  ó  manu- 
factureros distintos  de  los  enumerados 
en  el  anexo  2.'  de  esta  ley. 

Art.  40.  Los  talleres  de  estampados 
en  telas,  blanqueado  y  tinte  se  asimila- 
rán á  las  fábricas  de  hilados;  los  niños, 
adolescentes  y  mujeres  podrán,  sin  em- 
bargo, trabajar  en  ellos  cinco  horas 
seguidas  en  lugar  de  cuatro  y  media. 

Art.  41.  Este  articulo  faculta  al  Se- 
cretario de  Estado  para  declarar  apli- 
cable á  los  talleres  que  conceptúe  con- 
veniente la  disposición  contenida  en  el 
articulo  27  de  la  presente  ley. 

Art.  42.  En  los  establecimientos  de- 
signados en  la  parte  primera  del  ane- 
xo 3."  de  los  que  acompañan  á  esta 
ley  (1),  los  adolescentes  y  las  mujeres 
podrán,  si  el  patrón  lo  consintiere  y 
anunciare  previamente  por  medio  de 
avisos  escritos  y  Ajados  en  la  tablilla, 
trabajar  desde  las  ocho  de  la  mañana 
hasta  las  ocho  de  la  noche;  en  los  sá- 
bados el  trabajo  podrá  comenzar  á  las 
ocho  de  la  mañana  y  concluir  á  las  cua' 
tro  de  la  tarde,  ó  bien  á  las  siete  de  la 
mañana  y  á  las  tres  de  la  tarde  respec- 
tivamente. 

Con  respecto  á  los  niños,  la  media 
jornada  de  la  mañana  comenzará  á  las 


(1)  Son  aquellos  en  que  se  realizan  las  opera- 
ciones siguientes;  impresiones  Ütogrificas  y  tipo- 
gráficas y  tinte  por  medio  del  rojo  de  Andrinópo- 
lis,  confección  de  trajes  y  vestidos,  talleres  de 
tapicería,  de  decoración,  de  fabricación  de  Sores 
artificiales,  de  bombones  y  confites,  de  objetos 
de  regalo  propios  de  I.'  de  ano,  de  taijelas  de  fe- 
licitación, de  las  que  se  usan  el  dia  de  San  Va- 
lentín, fábricas  de  sobres,  de  cartones,  de  alma- 
naques americanos,  de  naipes,  de  porcelanas  y 
loza,  de  gaseosas,  talleres  de  encuademación  y 
almacenes  en  que  se  pulimentan,  blanquean,  en- 
vuelven ó  empaquetan  géneros  ó  mercaderías,  de 
1  cualquier  clase  que  sean. 
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ocho,  y  la  media  jornada  de  la  tarde 
concluirá  a  la  misma  hora  que  la  jor- 
nada de  las  mujeres. 

El  Secretario  de  Estado  estara  facul- 
tado para  declarar  aplicable  lo  dispues- 
to en  el  presente  articulo  a  los  talleres 
ó  fábricas  que  conceptúe  conveniente, 
excepto  á  las  de  hilados  y  tejidos. 

Art.  43.  Este  articulo  confiere  al  Se- 
cretario de  Estado  la  facultad  de  auto- 
rizar á  los  patronos  de  los  estableci- 
mientos de  la  especie  que  tenga  por 
conveniente  designar  en  virtud  de  lo 
establecido  en  el  párrafo  último  del  ar- 
ticulo anterior,  para  que  señalen  las 
horas  de  trabajo  entre  las  nueve  de  la 
mañana  y  nueve  de  la  noche;  en  este 
caso,  la  media  jornada  de  por  la  maña- 
na, de  los  niños,  comenzará  á  las  nueve 
de  la  misma,  y  la  de  la  tarde  concluirá 
á  las  ocho  de  la  noche. 

Art.  44.  En  los  talleres  en  que  se  fa- 
briquen mecánicamente  tejidos  de  tul 
y  encajes,  los  adolescentes  mayores  de 
dieciséis  añoB  podrán  dedicarse  al  tra- 
bajo desde  las  cuatro  de  la  mañana  y 
las  diez  de  la  noche  bajo  las  condicio- 
nes siguientes: 

1."  El  adolescente  que  trabajare  an- 
tes del  comienzo  6  después  de  la  termi- 
nación de  la  jornada  ordinaria,  deberá 
disfrutar,  para  descanso  y  comida,  de 
nueve  horas  cuando  menos; 

%.*  El  que  hubiere  trabajado  an- 
tes de  la  bora  normal  del  comienzo  de 
la  jornada  en  aquel  establecimiento, 
deberá  cesar,  aquel  día,  en  el  trabajo 
antes  de  la  hora  señalada  para  la  ter- 
minación de  la  jornada  ordinaria; 

3.a  El  que  hubiere  trabajado  después 
de  la  hura  normal  de  terminación  de  la 
jornada,  no  podrá  el  dia  siguiente  en- 
trar á  trabajar  antes  de  la  hora  nor- 
mal del  comienzo  de  la  jornada  ordi- 
naria. 


Por  hora  ó  tiempo  normal  se  enten- 
derá, para  la  aplicación  de  lo  dispuesto 
en  el  presente  articulo,  la  hora  en  que 
comience  la  jornada  de  trabajo  délos 
adolescentes menoresde  dieciséis  años, 
ó  de  las  mujeres  que  se  emplearen  6 
pudieren  emplearse  en  los  trabajos 
del  establecimiento  industrial  de  que 
se  trate;  dicha  hora  deberá  señalarse 
por  medio  de  aviso  escrito  y  fijado  en 
la  tablilla  de  anuncios. 

Art.  45.  En  los  hornos  de  panadería, 
los  adolescentes  mayores  de  dieciséis 
años  podrán  trabajar  durante  nueve 
horas  diarias,  repartidas  entre  las  cin- 
co de  la  mañana  y  nueve  de  la  noche, 
con  sujeción  á  las  condiciones  que  se 
enumeran  en  el  articulo  anterior. 

El  Secretario  de  Estado  estará  facul- 
tado para  autorizar  el  empleo  en  las 
tahonas  de  jóvenes  mayores  de  dieci- 
séis años  en  las  mismas  condiciones 
que  si  hubieren  dejado  de  ser  adoles- 
centes. 

Art.  46.  El  Secretario  de  Estado  po- 
drá autorizar,  con  respecto  á  los  esta- 
blecimientos industriales  que  tenga  por 
conveniente  designar,  la  sustitución 
del  sábado  por  otro  dia  cualquiera  de 
la  semana,  en  lo  que  dice  relación  á  la 
hora  que  según  lo  prevenido  en  la  pre- 
sente ley  debe  terminar  el  trabajo  de 
los  niños,  de  los  adolescentes  y  de  las 
mujeres. 

Art.  47.  Los  adolescentes  y  las  mu- 
jeres podrán  trabajar  el  sábado  basta 
las  cuatro  y  media  de  la  tarde  en  las 
operaciones  de  tinte  con  el  rojo  de  An- 
drinópolis,  á  condición  de  que  el  nú- 
mero total  de  horas  de  trabajo  durante 
la  semana  no  exceda  en  ningún  caso 
del  numero  legal. 

Art.  48.  En  las  fábricas  menciona- 
das en  la  parte  séptima  del  anexo  ter- 
cero de  los  que  acompañan  á  la  presen- 
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*«  ley  (1),  podrán  los  niños,  los  adoles- 
centes y  las  mujeres,  desde  el  1."  de 
Noviembre  al  31  de  Marzo,  trabajar  sin 
interrupción  durante  el  tiempo  normal 
de  la  jornada  de  trabajo  respectiva  en 
los  demás  establecimientos  industria- 
les, fabriles  ó  manufactureros  (2),  siem- 
pre que  comenzaren  á  trabajar  a  las 
siete  de  la  mañana  y  que  se  les  conceda 
cuando  menos  una  hora  de  descanso. 

El  Secretario  de  Estado  podra  am- 
pliar el  presente  precepto  a  los  talle- 
res y  fábricas  de  tejidos  que  tenga  por 
conveniente  designar. 

Art  49.  El  Secretario  de  Estado  po- 
drá autorizar  áloB  patronos  de  los  es- 
tablecimientos de  la  clase  que  designe 
para  que  señalen  los  dias  que  deban 
disfrutar  de  descanso  los  niños,  ado- 
lescentes y  mujeres,  de  modo  que  co- 
rrespondan dias  diferentes  á  cada  uno 
de  estos  grupos  de  personas. 

Artículos  50  y  51.  Los  patronos  per- 
tenecientes á  la  religión  israelita  po- 
drán hacer  trabajar  á  sus  obreros  de 
la  misma  religión  los  sábados  por  la 
tarde  y  los  domingos  con  la  condición 
de  regular  el  trabajo,  de  tal  modo,  que 
no  exceda  de  la  duración  legal. 

Art.  52.  Las  disposiciones  conteni- 
das en  el  párrafo  primero  del  art.  17  no 
serán  aplicables  á  los  establecimientos 
designados  en  la  parte  segunda  del 
apéndice  3."  de  los  que  acompañan  ala 
presente  ley  (3). 
Las  disposiciones  del  párrafo  segun- 

(I)  Sod  tatas:  fábricas  de  tejidos  «Usticoa  y 
de  (jíneros  de  punto.  pasamanería,  cintas,  corda- 
ta) Víase  al  art.  11  de  esta  ley. 
(3)  Son  estos:  altos  hornos,  fraguas  y  caldere- 
rías, fábricas  de  papel,  de  vidrio,  de  cristal,  es- 
tableo ¡mientos.tlpográfi eos,  tintorerías,  da  blan- 
queado de  talas  j  de  estampado  en  que  los  ado- 
lescentes trabajen  al  aire  libra. 


do  del  mismo  articulo  no  serán  aplica- 
bles tampoco  á  dichos  establecimien- 
tos, excepción  de  los  altos  hornos. 

El  Secretario  de  Estado  podrá  hacer 
extensiva  dicha  disposición  ala  clase 
de  establecimientos  que  tenga  por  con- 
veniente designar. 

Art.  53.  Eo  los  establecimientos  in- 
dicados en  la  parte  tercera  del  anexo 
tercero  de  los  que  acompañan  á  esta 
ley  (t),  los  adolescentes  y  las  mujeres 
podrán  trabajar  desde  las  seis  de  la 
mañana  alas  ocho  de  la  noche,  ó  de 
las  siete  de  la  mañana  á  las  nueve  de 
la  noche,  ó  de  las  ocho  de  la  mañana  á 
las  diez  de  la  noche,  á  condición: 

1.°  De  que  se  les  conceda,  cuando 
menos,  entre  dichas  horas,  dos  para 
descanso,  de  las  cuales  media  habrá 
de  ser  después  de  las  cinco  de  la  tar- 
de; y 

2.°  De  que  el  número  de  jornadas  de 
trabajo  hechas  en  estas  condiciones  no 
exceda  de  cinco  por  semana  ni  de  cua- 
renta y  ocho  por  año. 

El  Secretario  de  Estado  podrá  hacer 
extensiva  esta  disposición  á  los  esta- 
blecimientos industriales,  fabriles  ó 
manufactureros  de  cualquier  clase  que 
sean,  excepción  hecha  de  las  fábricas 
de  tejidos. 

Art.  54.  En  los  establecimientos  de- 
signados en  la  parte  cuarta  del  anexo 
tercero  de  los  que  acompañan  á  la  pre- 
sente ley  (2),  cuando  las  operaciones 
en  que  trabajaren  ó  intervinieren  ni- 
ños, adolescentes  ó  mujeres,  se  encon- 
traren por  terminar  al  fin  de  la  jornada 
legal  respectiva,  podrán  continuar  tra- 
bajando durante  treinta  minutos  más; 
si  bien  la  duración  total  del  trabajo, 
comprendiendo  esta  media  hora  suple  - 

(1)    Viese  o\  final  da  la  míeme. 

(41     Uen  en  AVagn  correapondienW. 
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mentaría,  no  podrá  exceder  en  la  se- 
mana del  máximum  legal. 

El  Secretario  de  Estado  podrá  hacer 
extensiva  esta  disposición  á  los  esta- 
blecimientos industriales,  fabriles  ó 
manufactureros  que  tenga  por  conve- 
niente señalar,  con  tal  de  que  no  se  tra- 
te de  fábricas  de  tejidos, 

Art.  55.  Los  adolescentes  y  las  mu- 
jeres, podrán  trabajar  en  las  operacio- 
nes del  tinte  con  el  rojo  de  Andrinópolis 
durante  todo  el  tiempo  que  fuere  nece- 
sario, para  evitar  que  por  efecto  de  la 
suspensión  de  las  operaciones  pueda 
correrse  el  riesgo  de  la  combustión  ex- 
pontánea  de  las  materias  sobre  que  se 
opere. 

Esta  disposición  será  aplicable  igual- 
mente á  las  operaciones  de  blanqueo, 
en  caso  de  accidentes  causados  por  el 
mal  tiempo. 

Art.  56.  En  los  establecimientos  de- 
signados en  la  parte  quinta  del  apéndi- 
ce .1.*  de  los  que  acompañan  á  la  pre- 
sente ley  (1),  podrán  trabajar  las  muje- 
res de  seis  de  la  mañana  á  ocho  de  la 
noche,  ó  de  siete  de  la  mañana  á  nueve 
de  la  noche,  siempre  que  concurran  las 
condiciones  siguientes: 

1."  Que  se  les  conceda,  para  descan- 
so, nos  horas  cuando  menos,  de  las 
cuales  media  sea  después  de  las  cinco 
de  la  tarde; 

2."  Que  el  número  de  jornadas  de 
trabajo  hechas  en  estas  condiciones,  no 
exceda  de  cinco  por  semana  ó  de  no- 
venta y  seis  por  año. 

El  Secretario  de  Estado  estará  facul- 
tado para  hacer  extensiva  esta  disposi- 
ción á  los  establecimientos  industriales, 
fabriles  ó   manufactureros  que  tenga 

(I)  Son  éstoa:  laa  fábricas  de  conservas  ali- 
menticias, de  frutos,  pescados,  etc.,  y  de  conden- 
saciSíi  de  leche. 


por  conveniente  señalar,  excepción 
hecha  de  las  fábricas  de  tejidos. 

Art.  57.  Si  á  consecuencia  de  ana 
detenida  información  estimare  el  Se- 
cretario de  Estado  que  el  trabajo  de  un 
taller  con  motor  hidráulico  corre  peli- 
gro de  tener  que  suspenderse  por  efec- 
to de  sequía  ó  de  inundación,  podrá, 
por  medio  de  disposición  especial,  au- 
torizar el  empleo  en  el  mismo  del  tra- 
bajo de  los  adolescentes  y  de  las  muje- 
res desde  las  seis  de  la  mañana  hasta 
las  siete  de  la  tarde,  con  sujeción  &  las 
condiciones  que  conceptúe  convenien- 
tes en  vista  de  las  circunstancias  del 
caso. 

No  obstante  el  tiempo  que  en  virtud 
de  lo  prevenido  en  la  presente  ley  debe 
concederse  para  descanso  alas  perso- 
nas mencionadas,  no  podrá  reducirse 
por  efecto  de  la  disposición  dictada  por 
el  Secretario  de  Estado,  asi  como  tam- 
poco conceder  el  aumento  de  las  horas 
que  constituyen  la  jornada  del  sábado; 
además,  dicha  autorización  no  podrá 
ser  extensiva  á  más  de  noventa  y  seis 
días  por  año  en  los  talleres  en  que  hu- 
biere peligro  de  sequía  de  las  aguas 
que  hagan  funcionar  el  motor,  ni  á  más 
de  cuarenta  y  ocho  en  ios  otros,  y  en 
ningún  caso  á  un  número  mayor  de 
diaB  que  aquel  en  que  se  hubiere  teni- 
do que  suspender  el  trabajo  en  los  doce 
meses  anteriores. 

Art.  50.  En  los  establecimientos 
mencionados  en  la  parte  sexta  del  ane- 
xo tercero  de  los  que  acompañan  á  esta 
ley  (1),  podrán  trabajar  los  adolescen- 
tes durante  las  horas  de  noche  con  su- 
jeción á  las  condiciones  siguientes: 

1."    El  trabajo  no  deberá  durar  má* 

(I)  Son  éstos:  sitos  hornos,  fraguas,  fundicio- 
nes y  caldererías,  fabricas  de  papel  y  estableci- 
mientos tipográficos. 
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de  doce  horas  consecutivas,  y  habrá  de 
comenzar  y  concluir  a  las  horas  pros- 
criptas por  el  aviso  mencionado  en  la 
presente  ley; 

2.*  Las  disposiciones  contenidas  en 
la  presente  ley  con  respecto  á  las  horas 
de  descanso,  habrán  de  observarse  ri- 
gurosamente, salvo  las  naturales  ex- 
cepciones concernientes  al  tiempo  des- 
tinado á  las  comidas; 

3.*  Los  adolescentes  que  trabajaren 
de  noche  no  podrán  trabajar  en  las 
doce  horas  precedentes  ni  en  las  doce 
siguientes; 

4."  Los  adolescentes  no  podrán  tra- 
bajar más  de  seis  noches  consecutivas 
y  en  los  altos  hornos  y  fábricas  de  pa- 
pel más  de  siete  jornadas  nocturnas 
por  cada  dos  semanas. 

Las  disposiciones  contenidas  en  la 
presente  ley  con  respecto  á  la  duración 
del  trabajo  en  la  jornada  del  sábado  y 
á  los  días  libres,  no  serán  aplicables 
á  los  adolescentes  que  trabajen  alter- 
nativamente de  día  y  de  noche. 

El  Secretario  de  Estado  estará  facul- 
tado para  autorizar  el  empleo,  en  las 
condiciones  señaladas  por  el  presente 
articulo,  de  adolescentes  mayores  de 
dieciséis  años  en  ¡os  establecimientos 
industriales,  fabriles  ó  manufactureros 
que  tenga  por  conveniente  designar, 
con  tal  que  no  se  trate  de  fábricas  de 
tejidos. 

Art.  59.  Los  adolescentes  de  más  de 
dieciséis  años  podrán  prestar  su  traba- 
jo de  noche  dos  veces,  á  lo  más,  por  se- 
mana, como  si  tuvieren  dieciocho  años 
cumplidos,  en  los  establecimientos  ti- 
pográficos en  que  se  imprimieren  pe- 
riódicos de  la  mañana  y  que  sólo  se 
publiquen  dos  veces  por  semana. 

Art.  60.  En  las  fábricas  de  cristal  y 
vidrio  podrán  trabajar  los  adolescentes 
en  las  horas  fijadas  por  el  régimen  in- 


terior del  establecimiento,  bajo  las  si- 
guientes condiciones: 

1.*  El  número  total  de  horas  de  tra- 
bajo no  podrá  exceder  de  sesenta  por 
semana; 

2.*  La  duración  del  trabajo  será  á  lo 
más  de  cuatro  tandas  de  catorce  horas, 
ó  de  cinco  de  seis  horas,  ó  de  seis  de 
diez,  ó  de  nueve  tandas  de  un  número 
determinado  de  horas,  determinado  por 
el  régimen  interior  del  establecimiento 
de  que  se  trate; 

3.*  Los  adolescentes  que  trabajaren 
en  esta  forma  durante  una  tanda,  no 
podrán  volver  al  trabajo  sino  después 
del  transcurso  de  un  periodo  de  des- 
canso de  igual  duración  cuando  menos 
á  la  de  la  tanda; 

4.'  Los  adolescentes  deberán  disfru- 
tar en  la  medida  de  lo  posible,  durante 
cada  día  un  tiempo  destinado  á  descan- 
so y  á  la  comida  de  igual  duración  que 
el  que  la  presente  ley  prescribe  para 
los  que  trabajen  en  establecimientos 
industriales,  fabriles  ó  manufactureros 
distintos  de  las  fábricas  de  tejidos. 

Art.  61.  Los  talleres  definidos  en  el 
articulo  16  y  aquellos  á  los  cuales  es 
aplicable  lo  dispuesto  en  el  art.  15,  nú- 
mero 2."  de  la  presente  ley  no  estarán 
sujetos  á  las  disposiciones  de  la  misma 
con  respecto  á  la  ventilación,  blan- 
queo, fijación  de  avisos,  días  libres 
para  los  niños,  los  adolescentes  y  las 
mujeres,  ni  á  las  prescripciones  del  ar- 
ticulo 17. 

Cuando  estos  talleres,  por  la  natura- 
leza del  trabajo  que  en  ellos  se  ejecute, 
constituyeren  verdaderas  fábricas  en 
el  sentido  de  la  presente  ley,  las  reglas 
relativas  á  la  expedición  de  certifica- 
ciones de  aptitud  física  (1)  serán,  sin 


m  loa  artículos  21  i  30  do  esta  lej. 
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embargo,  aplicables  á  las  personas  que 
hayan  de  trabajar  en  ellos. 

Cuando  el  patrón  de  uno  de  estos  ta- 
lleres hubiere  puesto  en  conocimiento 
del  Inspector  del  distrito  su  intención 
de  no  admitir  en  él  niños  ni  adolescen- 
tes, no  podrá  variar  el  sistema  estable- 
cido sin  dar  nuevo  aviso  al  Inspector 
y  sin  que  hayan  transcurrido,  cuando 
menos,  tres  meses,  excepto  en  el  caso 
de  que  obtuviere  especial  autorización 
para  ello,  en  vista  de  circunstancias 
excepcionales. 

Las  tahonas  no  se  considerarán  com- 
prendidas entre  los  talleres  exceptua- 
dos por  el  presente  articulo  de  la  ob- 
servancia de  las  disposiciones  relati- 
vas al  blanqueo  y  ventilación  (1). 

Art.  62.  Las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley  referentes  al  trabajo  de  las 
mujeres,  no  serán  aplicables  á  los  es- 
tablecimientos ó  fábricas  de  hilado  y 
tejido  de  lino  en  que  no  se  utilice  el 
trabajo  de  niños  ni  adolescentes,  ó  en 
que  no  se  trabaje  sino  de  modo  inter- 
mitente y  durante  un  periodo  de  seis 
meses  al  año  como  máximum. 

Art.  63.  El  Secretario  de  Estado  es- 
tará facultado  para  disponer  el  empleo 
de  medios  especiales  de  blanqueo  y 
ventilación  en  los  establecimientos  in- 
dustriales, fabriles  ó  manufactureros 
que  disfruten  de  los  privilegios  conce- 
didos por  la  parte  segunda  de  la  pre- 
sente ley. 

Art.  64.  El  Secretario  de  Estado  es- 
tará facultado  para  suspender  la  ob- 
servancia y  dejar  sin  efecto  las  ór- 
denes que  en  ejecución  de  lo  dispuesto 
en  la  presente  ley  y  para  su  mejor  cum- 
plimiento dictare,  asi  como  para  reha- 
bilitar las  que  se  hallaren  en  este  caso. 

Art.  65     Las  siguientes  reglas  serán 

(2)    Véase  el  »rt.  si  de  U  ley  de  1891. 


aplicables  á  las  órdenes  y  disposicio- 
nes dictadas  por  el  Secretario  de  Esta- 
do, en  virtud  de  las  atribuciones  que  le 
confiere  la  parte  segunda  de  la  presen- 
te ley: 

1."  Dichas  órdenes  deberán  ir  firma- 
das por  el  Secretario  de  Estado,  publi- 
carse en  la  Gaceta  de  Londres,  siendo 
ejecutorias  á  partir  de  la  fecha  de  su 
publicación  6  del  día  ulterior  que  los 
mismos  designen; 

2."  Dichas  órdenes  podrán  ser,  bien 
de  carácter  transitorio  ó  temporal,  ó 
bien  absoluto  ó  permanente,  hallarse 
subordinada  su  ejecución,  ó  no,  á  de- 
terminadas condiciones,  ser  extensivas 
f>  restrictivas,  conceder  facultades  ex- 
traordinarias á  propósito  de  cualquier 
materia,  disponer  la  adopción  de  un 
determinado  procedimiento,  ordenar  la 
preparación  ó  confección  de  trabajos, 
Memorias,  proyectos,  etc.,  de  naturale- 
za especíalo  referirse  ó  no  ¿órdenes 
de  fecha  anterior; 

3.a  Estas  órdenes  deberán  comuni- 
carse á  las  dos  Cámaras  del  Parlamen- 
to, tan  pronto  como  fuere  posible,  aten- 
didas las  circunstancias  de  cada  caso, 
y  si  una  de  ellas  pronunciare  su  anula- 
ción en  el  término  de  cuarenta  días  si- 
guientes al  de  su  presentación  á  la 
Mesa  respectiva,  dejará  de  ser  obliga- 
toria la  orden  de  que  se  trate,  á  partir 
de  dicha  fecha,  si  bien  los  actos  cele- 
brados en  este  intervalo  serán  de  todo 
punto  válidos,  y  el  Secretario  de  Esta- 
do conservará,  por  su  parte,  la  facultad 
de  dictar  una  nueva  orden  acerca-  del 
mismo  objeto,  ó  la  misma  conveniente- 
mente modificada. 

4.*  Dichas  órdenes,  durante  el  tiem- 
po que  estuvieren  vigentes,  se  conside- 
rarán, en  cuanto  fuere  compatible  con 
la  naturaleza  desús  disposiciones,  como 
si  formaren  parte  de  la  presente  ley 
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Art  66.  Este  articulo  carece  de  in- 
terés. 

PARTE  TERCERA 

De  la  administración,  penalidad 
y  procedimientos  especiales 

TÍTULO  PRIMERO 

OS    LA    ADMINISTRACIÓN 

Art.  67.  El  Secretario  de  Estado  es- 
tará facultado  para  nombrar,  de  acuer- 
do con  la  Tesorería  (1),  en  lo  que  res- 
pecta al  número  y  retribución,  los  Ins- 
pectores, Secretarios  y  funcionarios  au. 
xiliares  que  conceptúe  necesarios  para 
la  ejecución  de  la  presente  ley. 

Corresponderá  al  Secretario  de  Esta- 
do determinar  los  derechos  y  obligacio- 
nes de  estos  funcionarios;  designar  una 
persona  de  su  confianza  para  que  des- 
empeñe el  cargo  de  Inspector  general 
que  habrá  de  residir  en  Londres,  dictar 
Reglamentos  y  dar  instrucciones  espe- 
ciales, de  palabra  y  por  escrito,  á  di- 
chos funcionarios  para  el  mejor  des 
empeño  de  su  misión,  y  separar  ó  sus- 
pender temporalmente  á  las  personas 
que  ocuparen  dichos  cargos. 

Los  sueldos  señalados  &  los  Inspec. 
torea,  Secretarios  y  demás  funcionarios 
nombrados  en  virtud  de  lo  establecido 
en  el  presente  articulo,  y  los  gastos  que 
la  ejecución  de  la  presente  ley  origina- 
re, serán  de  cuenta  del  Estado. 

Los  decretos  nombrando  á  las  perso. 
ñas  que  hayan  de  desempeñar  los  indi- 
cados cargos,  se  publicarán  en  la  Ga- 
ceta de  Londres. 

No  podrán  ser  nombrados  Inspecto- 
res los  patronos  y  los  que  tuvieren  un 

(1)    Ministerio  de  Hacienda. 


interés  directo  ó  indirecto  en  un  esta- 
blecimiento industrial,  fabril  ó  manu- 
facturero, ó  en  la  industria  ó  comercio 
que  en  él  se  ejerza,  ó  en  el  privilegio 
de  invención  que  en  él  se  explote. 

Los  Inspectores  estarán  dispensados 
de  las  cargas  concejiles  y  parroquiales, 
y  deberán  ajustarse  en  el  desempeño 
de  sus  funciones  á  las  instrucciones 
que  directa  y  particularmente  reciban 
del  Secretario,  asi  como  á  las  conteni- 
das enlos  informes  y  Memorias  que  éste 
deberá  someter  anualmente  á  la  apro- 
bación de  ambas  Cámaras  del  Parla- 
mento. 

Art.  68.  Los  Inspectores  nombrados 
en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  la 
presente  ley,  tendrán  las  atribuciones 
siguientes: 

1.*  La  de  penetrar  á  cualquier  hora 
del  día  6  de  la  noche  en  los  estableci- 
mientos industriales,  fabriles  ó  manu- 
factureros de  su  distrito  en  que  tengan 
motivos  para  sospechar  que  se  trabaja 
con  violación  de  lo  prevenido  en  esta 
ley,  y  de  día  en  cualesquiera  locales  que 
deban  comprenderse  en  la  categoría  de 
talleres; 

2.'  En  estas  visitas  podrán  hacerse 
acompañar  y  auxiliar  de  un  agente  de 
policía  cuando  sospecharen  que  ha  de 
oponérseles  alguna  dificultad  al  cum- 
plimiento de  su  misión; 

3.»  Estarán  facultados  para  reque- 
rir la  exhibición  de  los  registros,  certi- 
ficaciones y  demás  documentos  pros- 
criptos por  la  presente  ley,  asi  como 
para  examinarlos  y  sacar  copias  ó  ex- 
tractos de  ellos; 

4.*  Podrán  practicar  las  comproba- 
ciones, reconocimientos  é  informacio- 
nes que  conceptúen  conveniente  para 
asegurar  la  observancia  de  la  presente 
ley,  y  de  las  desanidad  en  lo  que  dicen 
relación  á  los  establecimientos  indus- 
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tríales,  fabriles  ó  manufactureros,  y  á 
las  personas  empleadas  en  ellos; 

5."  Podrán  penetrar  en  las  escuelas 
en  que  tengan  motivo  para  suponer  la 
presencia  de  alumnos  cuyo  trabajo  se 
utilice  en  establecimientos  industriales, 
fabriles  ó  manufactureros  de  los  que 
son  objeto  de  la  presente  ley; 

6.'  Podrán  examinar  é  interrogar, 
personalmente  y  acompañados,  ó  no, 
por  otras  personas,  á  los  operarios  que 
trabajaren  en  un  establecimiento  in- 
dustrial, fabril  ó  manufacturero  6  en 
un  tallar,  ó  que  asistan  &  una  escuela 
con  posterioridad  á  los  dos  meses  an- 
teriores; 

7.*  Y,  en  general,  todas  aquellas  que 
fueren  indispensables  para  el  mejor 
cumplimiento  y  observancia  de  lo  dis- 
puesto en  la  presente  ley. 

Los  patronos  de  los  establecimientos 
industriales,  fabriles  ó  manufactureros 
y  sus  agentes,  representantes  ó  encar- 
gados, estarán  obligados  á  facilitar  á 
los  Inspectores,  siempre  que  fueren  re- 
queridos para  ello,  los  medios  condu- 
centes y  que  se  hallaren  en  su  mano, 
para  que  éstos  puedan  desempeñar 
mejor  y  más  eficazmente  las  obligacio- 
nes y  ejercitar  las  facultades  que  la 
presente  ley  les  confiere. 

El  que  voluntariamente  entorpeciere 
la  acción  ó  el  ejercicio  de  los  derechos 
y  atribuciones  conferidos  á  los  Inspec- 
tores por  la  presente  ley,  ó  rehusare  de- 
ferir al  requerimiento  hecho  por  éstos, 
asi  como  el  que  se  negare  á  exhibir  las 
certificaciones  y  demás  documentos 
mencionados  en  esta  ley,  y  el  que  im- 
pidiere 6  tratase  de  impedir  el  que  és- 
tos reconozcan  ó  examinen  á  un  niño, 
aun  adolescente  ó  á  una  mujer,  se 
reputará  que  impide  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  ó  el  ejercicio  de  los 
derechos  inherentes  á  los  Inspectores, 


é  incurrirá  en  la  responsabilidad  que 
hubiere  lugar  con  arreglo  á  derecho. 

Esta  responsabilided  consistirá  en 
multa  de  cinco  libras  esterlinas  (1) 
como  máximum;  si  la  falta  cometida 
hubiere  tenido  lugar  en  un  taller  ó  es- 
tablecimiento industrial,  fabril  ó  manu- 
facturero y  se  tratare  del  patrón  del 
mismo,  incurrirá  éste  en  malta  de  cin- 
co 6  de  20  libras  esterlinas  (2),  sepún 
que  la  falta  se  hubiere  cometido  de  dia 
ó  de  noche,  y  si  se  hubiere  cometido  en 
un  taller  doméstico  (3),  la  multa  que 
podrá  imponerse  será  la  de  una  á  cinco 
libras  esterlinas  (4). 

Art.  69.  Los  Inspectores  no  podrán, 
en  el  ejercicio  de  las  atribuciones  que 
les  confiere  la  presente  ley,  penetrar, 
sin  el  consentimiento  del  patrón,  en  las 
piezas  ó  departamentos  que  á  la  vez 
sirvan  de  taller  y  de  habitación  perso- 
nal, si  no  fueren  provistos  de  un  man- 
damiento judicial  expedido  por  el  Juez 
de  paz,  ó  de  una  autorización  especial 
y  escrita  del  Secretario  de  Estado;  es- 
tos documentos  no  podrán  expedirse 
sino  cuando  mediare  una  solicitud  y 
declaración  jurada  en  que  se  enuncien 
los  hechos  y  motivos  que  el  Inspector 
cree  suficientes  para  practicar  la  entra- 
da en  el  lugar  antedicho. 

Los  Jueces  de  paz  estarán  facultados, 
previa  declaración  prestada  ante  ellos, 
bajo  juramento,  por  el  Inspector  del 
distrito,  y  si  estimaren  que  existen  su- 
ficientes motivos  para  suponer  que  se 
infringen  las  disposiciones  de  la  pre- 
sente ley  en  un  taller  doméstico  (5j 
para  autorizar  por  un  mes,  cuando 
más,  y  mediante  la  expedición  de  man- 


ió 125  pese  tu  próximamente. 

(2)  12S  i  500  pesetas  próximamente, 

(3}  Vesse  el  art.  1S  da  esta  ley. 

(4)  35  á  125  pesetas  próximamente. 

(5)  Véase  el  art.  10  de  la  presente  ley. 


db,  Google 


TRABAJO   EN  LAS  FABRICAS 


damiento  correspondiente  al  Inspector 
solicitante  para  que  penetre  en  el  lugar 
indicado  y  pueda  ejercer  las  atribucio- 
nes que  se  le  confieren  para  la  mejor 
observancia  de  lo  dispuesto  en  la  pre- 
sente ley. 

El  que  tratare  de  desconocer  el  valor 
y  fuerza  de  dicho  mandamiento,  se  re- 
putará que  impide  ó  trata  de  impedir 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones  ó 
el  ejercicio  de  los  derechos  inherentes 
a  los  Inspectores,  é  incurrirá  en  las  res- 
ponsabilidades sancionadas  por  el  ar- 
ticulo anterior. 

Art.  70.  Los  Inspectores  estarán 
obligados  á  exhibir  á  los  patronos  6 
encargados,  si  asi  lo  desearen,  el  man- 
damiento judicial  ó  la  autorización  es- 
crita y  firmada  por  el  Secretario  de 
Estado,  en  el  caso  de  que  trataren  de 
penetrar  en  un  establecimiento  indus- 
trial, fabril  ó  manufacturero. 

Las  personas  que  se  arrogaren  falsa- 
mente la  cualidad  de  Inspector  y  exhi- 
bieren mandamientos  6  autorizaciones 
falsas,  ó  los  Inspectores  que  utilizaren 
estos  documentos  haciendo  alteracio- 
nes en  su  texto,  serán  castigados  con 
la  pena  de  tres  meses  de  prisión  como 
máximum,  con  ó  sin  trabajo  obligatorio. 

Art.  71.  En  los  casos  de  que  no  exis- 
tiere un  Médico  comisionado  en  un  ra- 
dio de  tres  millas,  podrá  desempeñar 
sus  funciones  el  Médico  de  la  Benefi- 
cencia del  distrito  correspondiente. 

Art.  72.  Los  Inspectores  comisiona- 
rán al  número  necesario  de  Facultati- 
vos para  la  ejecución  de  lo  prevenido 
por  la  presente  ley,  en  su  distrito  co- 
rrespondiente, si  bien  deberán  ajustar- 
se á  las  prescripciones  de  la  misma 
acerca  de  este  particular. 

Estos  Facultativos  deberán  elegirse 
de  entre  los  que  figuren  en  las  listas  ofi- 
ciales, y  podrán  ser  separados  de  la 


comisión  que  se  les  hubiere  conferido 
por  el  mismo  Inspector  del  distrito. 

Las  comisiones  conferidas  por  los 
Inspectores  podrán  cesar  por  disposi- 
ción expresa  del  Secretario  de  Estado; 
no  podrá  comisionarse  á  un  Facultati- 
vo que  tuviere  un  interés  directo  ó  in- 
directo en  un  establecimiento  indus- 
trial, fabril  ó  manufacturero  sito  en  el 
mismo  distrito,  ó  en  las  operaciones  ó 
transacciones  que  en  el  mismo  se  cele- 
bren, ó  en  el  privilegio  de  invención 
que  en  él  se  explote. 

El  Secretario  de  Estado  determinará, 
por  medio  de  disposiciones  especiales, 
las  obligaciones  de  los  Médicos  comi- 
sionados y  la  forma  de  llevar  el  regis- 
tro y  estadística  de  las  visitas  y  reco- 
nocimientos que  practiquen,  y  de  ex- 
pedir las  certificaciones  de  aptitud  físi- 
ca requeridas  por  la  presente  ley  en 
determinados  casos. 

Art.  73.  Las  certificaciones  de  apti- 
tud física  mencionadas  no  podrán  ex- 
pedirse sino  mediante  reconocimiento 
directo  y  personal  del  individuo  &  quien 
se  refieran. 

Los  Médicos  comisionados  deberán 
proceder  al  reconocimiento  de  los  ni- 
ños y  adolescentes,  y  firmarán  las  cer- 
tificaciones de  aptitud  física  para  el 
trabajo,  en  el  mismo  recinto  del  esta- 
blecimiento industrial,  fabril  ó  manu- 
facturero de  que  se  trate,  salvo  en  los 
casos  en  que  obtuvieren  autorización 
expresa  del  Inspector  para  obrar  de 
otro  modo,  ó  que  el  número  de  indivi- 
duos que  hayan  de  reconocerse  fuere 
inferiora  cinco. 

El  Médico  comisionado  que  rehusare 
expedir  una  certificación  de  aptitud 
física  para  el  trabajo,  deberá,  si  fuere 
requerido  para  ello,  expedir  una  decla- 
ración en  que  consten  los  motivos  en 
que  funda  su  negativa. 
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Art.  74.  Este  articulo  determina  el 
importe  de  los  honorarios  que  deven- 
gan los  Médicos  comisionados  por  el 
reconocimiento  de  niños  y  adolescentes 
y  los  derechos  de  las  certificaciones  de 
aptitud  Tísica  para  el  trabajo  que  ex- 
pidan. 

Dicha  tarifa  podrá  modificarse  por  el 
Secretario  de  Estado. 

Art.  75.  El  patrón,  encargado  ó  re- 
presentante de  un  taller  6  estableci- 
miento industrial,  fabril  ó  manufactu- 
rero de  nueva  creación,  estara  obligado 
á  manifestar  por  escrito  al  Inspector, 
en  el  término  de  un  mes,  bajo  multa  de 
cinco  libras  esterlinas  (1)  como  máxi- 
mum, el  nombre  y  situación  del  esta- 
blecimiento, la  dirección  que  habrá  de 
darse  á  las  cartas  y  comunicaciones,  la 
.  naturaleza  y  clase  del  trabajo,  la  espe- 
cie de  motor  que  en  él  se  utilice  y  la 
razón  social  de  la  explotación  (2). 

Art.  76.  El  Inspector  estará  faculta- 
do para  designar  por  escrito  un  reloj 
público,  ó  que  se  halle  en  paraje  públi- 
co, con  arreglo  al  cual  hayade  determi- 
narse la  medida  del  tiempo,  jornada, 
horas  de  entrada,  descanso  y  salida  de 
los  operarios;  esta  designación  deberá 
hacerse  conocer  á  los  obreros  que  tra- 
bajen en  el  establecimiento  de  que  se 
trate  por  medio  de  avisos  Ajados  en  lu- 
gares convenientes. 

Art.  77.  Este  artículo  prescribe  que 
se  lleve  un  registro  de  los  talleres  y  es- 
tablecimientos industriales,  (abriles  y 
manufactureros  en  que,  con  arreglo  á 
lo  prevenido  en  la  presente  ley,  esté 
prohibido  emplear  el  trabajo  de  los  ni- 
ños y  adolescentes  menores  de  dieci- 
séis años  que  no  posean  la  correspon- 


dí    125  pepitas  próiin 

(2)     Víase  «1  art.  36  de  la  ley  i 


diente  certificación  de  aptitud  física  (3), 
asi  como  de  aquellos  otros  que  el  Se- 
cretario de  Estado  tenga  por  conve- 
niente señalar. 

La  inobservancia  de  esta  disposición 
se  castigará  con  multa  de  40  chelines 
como  máximum  (2). 

Art.  78.  Deberán  colocarse,  á  la  en- 
trada y  en  los  demás  parajes  conve- 
nientes de  los  talleres  y  establecimien- 
tos industriales,  fabriles  y  manufactu- 
reros, avisos  redactados  en  la  forma 
prevenida  por  la  presente  ley,  y  que 
contengan: 

I."  El  extracto  de  las  disposiciones 
de  la  presente  ley  que  previamente  de- 
terminen la  autoridad  competente; 

2°  El  nombre  y  dirección  del  ins- 
pector de  distrito; 

3.°  El  nombre  y  dirección  del  Médi- 
co comisionado  para  la  circunscrip- 
ción; 

4."  El  reloj  por  cuya  marcha  haya 
de  regirse  la  entrada,  descanso  y  sali- 
da de  los  obreros; 

5."  En  general,  todas  las  indicacio- 
nes señaladas  en  ios  diversos  pasajes 
de  esta  ley. 

En  caso  de  inobservancia  de  esta  dis- 
posición, se  castigará  al  patrón  ó  en- 
cargado, ó  representante  del  estableci- 
miento con  multa  de  40  chelines  como 
máximum. 

Art.  79.  Dispone  que  las  comunica- 
ciones entre  los  Inspectores  y  obreros 
se  efectúen  por  medio  de  correspon- 
dencia postal. 

Art.  80.  Las  leyes  reguladoras  del 
sistema  de  pesos  y  medidas  serán 
igualmente  aplicables  &  los  pesos  y 
medidas  empleados  en  los  talleres  y 


(1J    Véase  el  art,  21  de  esta  le;. 
(2)    Cuatro  peaeUa  próiin 
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establecimientos  industriales,  fabriles 
y  manufactureros. 


DE  LA  PENALIDAD 

Art.  81.  El  patrón  de  un  taller  ó  es- 
tablecí mi  en  l  o  fabril,  industrial  6  manu- 
facturero que  funcionare  en  contraven. 
ciún  á  las  disposiciones  contenidas  en 
la  presente  ley,  incurrirá  en  multa  de 
cinco  libras  esterlinas  (I)  como  má- 
ximum. 

El  Tribunal  de  jurisdicción  sumaria 
estará  facultado  para,  al  imponer  ó  en 
lugar  de  imponer  esta  pena,  obligar  al 
patrón  del  establecimiento  que  se  trate 
á  que  adopte  las  medidas  ó  introduzca 
reformas  convenientes  pa  ra  ponerlo  en 
condiciones  legales,  concediéndole  á 
este  efecto  un  plazo  razonable,  atendi- 
das las  circunstancias,  plazo  que  podrá 
prorrogarse  en  caso  necesario;  si  á  la 
espiración  del  plazo  y  en  su  caso  de  la 
prórroga  concedida,  no  se  hubiere  cum- 
plimentado la  orden  del  Tribunal,  pro- 
cederá éste  á  la  imposición  de  una  libra 
esterlina  de  multa  por  cada  dta  de  re- 
traso como  máximum. 

Art.  82.  Cuando  una  persona  reci- 
biere lesiones,  heridas  6  la  muerte  por 
falta  imputable  al  patrón  de  un  taller  ó 
establecimiento  industrial,  fabril  ó  ma- 
nufacturero, por  haber  i  mítido  el  adop- 
tar las  medidas  de  precaución  señala- 
das por  la  presente  ley,  incurrirá  en 
multa  de  100  libras  ^esterlinas  (2)  como 
máximum, cuyo  impórtese  destinará, 
total  ó  parcialmente,  á  indemnizar  &  la 
victima  ó  á  su  familia,  según  los  casos, 
y  en  su  defecto  á  los  fines  que  señale 
el  Secretario  de  Estado. 

(I)     125  pesetas  próiímainonte. 
{2]    3.500  pf  setos  aproximadamente. 


El  patrón  no  incurrirá  en  la  respon- 
sabilidad consignada  en  este  articulo, 
cuando  con  anterioridad  al  accidente 
de  que  se  trate  hubiere  sido  procesado 
y  absuelto  por  efecto  de  la  falta  de 
adopción  de  medidas  de  precaución 
respecto  al  motor,  aparato,  utensilio  ó 
paraje  que  hubiere  ocasionado  aquél. 

Art.  83.  El  patrón  del  taller  ó  esta- 
blecimiento industrial,  fabril  ó  manu- 
facturero en  que  se  utilizare  el  trabajo 
de  los  niños,  adolescentes  ó  mujeres, 
Je  modo  contrario  al  prevenido  en  la 
presente  ley,  será  castigado  con  tantas 
multas  de  tres  libras  esterlinas  (1) 
como  máximum  si  la  infracción  se  co- 
metiere de  día,  y  de  cinco  libras  ester- 
linas (2),  como  máximum  también,  si 
la  Infracción  se  cometiere  de  noche, 
cuantos  fueren  los  niños,  adolescentes 
ó  mujeres  que  trabajaren  en  el  esta- 
blecimiento. 

Si  se  tratare  de  un  taller  domésti- 
co (3),  la  multa  correspondiente  será  la 
de  una  &  dos  libras  esterlinas  (4),  según 
que  la  infracción  se  cometiere  de  día  ó 
de  noche. 

Art.  84.  Incurrirán  en  multa  de  20 
chelines  (5),  como  máximum,  por  cada 
infracción: 

1."  Los  padres  de  Iob  niños  ó  adoles- 
centes cuyo  trabajo  se  utilizare  en  un 
taller  ó  establecimiento  industrial,  fa- 
bril ó  manufacturero,  de  modo  contra- 
rio á  lo  prevenido  en  la  presente  ley,  á 
menos  que  acreditaren  su  ignorancia  ó 
falta  de  connivencia  ó  consentimiento; 

2."  Los  padres  que  procedieren  con 
negligencia  con  respecto  á  la  obliga- 


(])  15  pesetas  prfixii 

(21  125  pesetas  próximamente. 

¡3)  Véase  el  art.  16  de  esto  ley 

(4)  25  i  M  pesetas  próximamente. 

[5}  Dos  pesetas  prftximameate. 
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ción  que  la  presente  ley  les  impone  de 
hacer  asistir  á  sus  hijos  a  la  escuela, 
en  determinadas  condiciones. 

Art.  85.  Los  que  contrahicieren  ó 
falsificaren  una  certificación  de  aptitud 
física  de  las  mencionadas  en  la  presen- 
te ley,  los  que  expidieren  ó  firmaren 
una  de  estas  certificaciones  con  cono- 
cimiento de  la  falsedad  de  lo  que  en 
ellas  se  consigne,  y  los  que  consciente 
y  voluntariamente  hicieren  uso  de  una 
certificación  contrahecha,  falsa  ó  falsi- 
ficada, ó  trataren  de  utilizar  la  corres- 
pondiente á  un  interesado  distinto,  in- 
currirán en  multa  de  20  libras  esterli- 
nas (1)  como  máximum,  6  en  la  pena  de 
tres  meses  de  prisión,  con  ó  sin  trabajo 
obligatorio,  como  máximum  también. 

Los  cómplices  de  estos  delitos  serán 
castigados  con  el  grado  correspondien- 
te de  estas  mismas  penas. 

Incurrirán  en  la  responsabilidad  pe- 
nal indicada  en  este  articulo,  los  que 
voluntariamente  inscribieren  una  enun- 
ciación falsa  en  un  Registro  de  los  que 
deben  llevarse  conforme  á  lo  prevenido 
por  la  presente  ley,  ó  en  un  aviso, 
anuncio,  certificación,  etc. 

Art.  86.  Si  el  autor  de  una  infrac- 
ción, en  virtud  de  cuya  comisión  se  cas- 
tigarla al  patrón  con  pena  de  multa,  se- 
gún lo  dispuesto  en  la  presente  ley, 
fuere  su  representante,  agente  ó  encar- 
gado, estará  sujeto  al  mismo  grado  de 
responsabilidad  que  aquél. 

TITULO  TU 

DEL  PROCEDIMIENTO 

Artículos  87  á  92.  Estos  artículos 
contienen  minuciosas  disposiciones  re- 
fe rentes  al  procedimiento  que  ha  de  se- 

¡1)     300  péselas  ajiroiimmlamente. 


guírse  en  los  casos  de  infracción  á  lo 
prevenido  en  la  presente  ley  y  las  re- 
glas que  han  de  observarse  en  la  pro- 
ducción de  las  pruebas  de  la  edad  de 
los  n  ños  y  adolescentes  que  trabajen 
en  talleres  ó  establecimientos  indus- 
triales, fabriles  ó  manufactureros  de  los 
sujetos  á  las  prescripciones  de   esta 

ley  (i). 

PARTE  CUARTA 

Definición  de  los  términos  empleados  en 
la  presente  ley  y  disposiciones  comple- 
mentarias. 

Artículos  93  (2)  á  96.  Estos  artículos 
contienen  la  definición  de  los  términos 
Textile  factory,  Workskop,  Certifica" 
efficient  school,  Reeognised  ejfleieni 
schools,  Child  y  young  person. 

Art.  97.  Los  trabajos  designados  en 
el  anexo  quinto  de  los  que  acompañan 
á  esta  ley  (3),  cuando  se  ejecutaren  en 
una  casa-habitación  particular  por  los 
individuos  de  la  familia  que  la  ocupen 
con  el  fin  de  obtener  un  lucro,  no  con- 
ferirán, por  si  mismos,  á  este  local,  el 
carácter  de  taller  en  el  sentido  de  la 
presente  ley. 

El  Secretario  de  Estado  estará  facul- 
tado para  hacer  extensiva  esta  disposi- 
ción al  género  de  trabajos  que  concep- 
túe conveniente  designar. 

Art.  98.  Los  trabajos  manuales  dis- 
tintos de  los  mencionados  en  el  articu- 
lo anterior,  pero  ejecutados  en  las  mis- 
mas condiciones,  no  concederán  al  lo- 
cal privado  en  que  se  practiquen  el  ca- 
ri)   Véase  el  art   30  de  la  le;  de  18»  ¡ . 

(2)    Veste  el  art.  81  de  U  lev  de  1891. 

(S)  Son  Hilos:  el  tejido  de  paja,  la  fabricación 
de  guantes  y  confección  de  encajes  y  puntillas  á 
la  aguja. 
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ráeter  de  taller,  si  fueren  intermitentes 
y  do  constituyeren  el  único  ó  principal 
medio  de  subsistencia  de  las  personas 
que  á  ellos  se  dediquen. 

Art.  99.  El  propietario  ó  arrendador 
de  maquinas  de  motor  mecánico  en 
cuyo  funcionamiento  ó  aprovechamien- 
to de  fuerza  producida  se  utilice  el  tra- 
bajo de  tos  niños,  adolescentes  ó  muje- 
res en  un  taller  cualquiera,  será  consi- 
derado como  patrún  para  la  aplicación 
de  la  presente  ley,  siempre  que  no  exis- 
tiere una  persona  que  con  este  carác- 
ter emplee  y  retribuya  á  los  operarios 
indicados. 

Art.  100.  Las  disposiciones  conteni- 
das en  la  presente  ley  no  serán  aplica- 
bles á  los  adolescentes  que  únicamente 
trabajaren  como  mecánicos  ó  artesa- 
nos en  la  reparación  de  las  máquinas 
de  un  establecimiento  industrial,  fabril 
ó  manufacturero,  ni  á  los  que  se  dedi- 
caren al  lavado,  salazón  y  embalaje  del 
pescado  á  bordo  de  embarcaciones  me- 
nores. 

Art.  101.  El  art.  91  de  la  Public 
health  Aeí  de  1875  (1)  no  será  aplicable 
á  los  establecimientos  industriales,  fa- 
briles ó  manufactureros  sujetos  á  las 
disposiciones  de  la  presente  ley  relati- 
vas al  blanqueo,  ventilación  y  limpieza 
de  los  mismos. 

Sin  embargo,  la  ley  de  1875  citada 
será  aplicable,  sin  reserva  alguna,  á 
los  establecimientos  en  que  trabajaren 
menos  de  veinte  personas. 

Art.  102.  Las  disposiciones  conteni- 
das en  el  presente  articulo  son  de  mero 
formalismo  y  no  revisten  ningún  in- 
terés. 

Art.  103.  Aplicación  de  la  presente 
ley  á  Escocia. 


8  j  39  Victoria,  capitulo  55. 


Art.  104.  Aplicación  de  la  presente 
ley  a  Irlanda. 

Artículos  103  á  107.  Derogación  de 
las  leyes  que  se  mencionan  en  el  ane- 
xo sexto  de  los  que  acompañan  á  esta 
ley  (1). 

Anexos 

Primero. — El  texto  de  este  anexo  que- 
da inserto  por  nota  al  art.  38  de  la  ley 
al  cual  se  refiere. 

Segundo.— Este  anexo  se  refiere  al 
articulo  39  (2)  y  en  él  se  previene  que 
los  niños,  adolescentes  y  mujeres  no 
podrán  hacer  sus  comidas  ni  permane- 
cer durante  las  horas  destidas  á  des- 
canso: 

1.°  En  los  locales  de  las  fábricas  de 
vidrios  y  cristal; 

2.°  En  los  locales  de  las  fábricas  de 
flint-glass; 

3.a  En  las  fábricas  de  cerillas  fosfó- 
ricas; 

4.°  En  las  fábricas  de  productos  ce- 
rámicos. 

Tercero  —Este  apéndice  contiene  sie- 
te partes:  la  primera,  que  la  inserta  por 
nota  al  art,  42;  la  segunda,  al  art.  52;  la 
tercera,  se  refiere  al  art.  53,  y  dispone 
que  la  jornada  de  los  adolescentes  y  de 
las  mujeres  podrá  consistir  en  catorce 
horas  en  los  telares  de  lino  y  en  las  fá- 
bricas de  tejidos  en  que  no  se  constru- 
yan telas  decorativas,  talleres  al  aire 
libre  para  el  blanqueo,  establecimientos 
de  tinte  en  que  se  emplee  el  rojo  de 
Andrinópolis,  fábricas  de  cola  fuerte, 
establecimientos  tipográficos,  talleres 
de  encuademación,  litografías,  fábri- 

(1)  Vtase  lit  indicación  preliminar  en  que  se 
examinan  lai  principales,  que  quedan  decoradas 
totalmente. 

(!)    Véansa  adema*  loa  articulo*  11, 53  j  SI. 
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cas  de  libros  rayados,  dulces,  almana- 
ques, sobres  para  cartas,  gaseosas,  nai. 
pes,  flores  artificiales,  cartones,  cajas, 
talleres  de  sastrería,  de  empaquetado 
de  géneros,  etc.;  la  parte  cuarta  se  re- 
fiere al  art.  54,  y  designa  los  estableci- 
mientos de  blanqueo  y  tinte,  imprentas 
en  general,  fraguas  y  caldererías,  en 
los  cuales  queda  prohibido  el  trabajo 
de  noche  para  los  niños  y  adolescen- 
tes; la  parte  quinta  se  refiere  al  artícu- 
lo 56,  y  queda  inserto  por  nota,  así 
como  la  parte  sexta  al  art.  58,  y  la  sép- 
tima al  art.  48. 

Cuarto.— El  texto  del  mismo  se  refie- 
re al  art.  93. 

Quinto.— Lo  dispuesto  en  este  anexo 
se  inserta  por  nota  al  art.  97. 

Sexto.— Este  anexo  contiene  la  enu- 
meración de  las  leyes  anteriores  que 
quedan  derogadas  (1). 

II.— Ley  da  5  da  Agosto  do  1891,  mo- 
dificativa da  la  anterior  (3) 

CAPÍTULO  PRIMERO 

Medidas  de  higiene 

Articulo  I."  El  Secretario  de  Estado 
estara  facultado  para  dictar  las  medi- 
das que  conceptúe  convenientes,  y  en- 
caminadas a  asegurar  la  salubridad  de 
las  manufacturas  y  talleres,  asi  como 
para  nombrar  Inspectores  encargados 
de  su  ejecución. 

Art.  ü.°  Cuando  las  autoridades  de 
Sanidad  no  hubieren  adoptado  las  me- 
didas convenientes  dentro  de  un  plazo 
razonable,  estarán  facultados  los  Ins- 
pectores para  obrar  motu  proprio. 

< l  ]  Véase  el  art.  Vi  de  asta  ley  y  la  Indicación 
jirel  ¡minar. 

(!)  An  se!  lo  amtnd  Cíe  faw  rafatíng  to  faetb- 
riel  and  iuork*hopt  (54  y  06  Vict.,  oap.  75). 


Art.  3.°  En  lo  que  dice  relación  ¿  los 
talleres,  quedan  derogados  los  artícu- 
los 3.°  y  33  de  la  ley  de  1878  (1),  debien- 
do las  autoridades  de  Sanidad  y  sus 
agentes,  sin  perjuicio  de  las  demás  fa- 
cultades que  las  leyes  les  conceden 
ejercitar  la  de  penetrar  é  inspeccionar 
los  talleres  de  todas  clases  y  adoptar 
las  medidas  que  sean  del  caso,  de  igual 
modo  que  podían  verificarlo  los  Inspec- 
tores con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  la 
ley  de  1878  (2). 

Cuando  trabajaren  en  un  taller  ó  ma- 
nufactura niños,  adolescentes  ó  muje- 
res, el  Médico  de  Sanidad  deberá  po- 
nerlo seguidamente  en  conocimiento 
del  Inspector  del  distrito  correspon- 
diente. 

Art.  4.°  Los  talleres,  de  cualquier 
género  que  sean,  deberán  establecerse 
al  abrigo  de  toda  clase  de  emanaciones 
procedentes  de  pozos  negros,  letrinas, 
charcas,  etc.;  en  otro  supuesto,  la  au- 
toridad sanitaria  de  la  localidad  deberá 
invitar  al  dueño  6  patrón  para  que  lo 
evite,  conminándole  con  multa  hasta 
de  10  chelines  (3)  por  cadadia  de  demora 
en  la  ejecución  de  las  medidas  que  le 
hubiere  señalado. 

Art.  5.°  Reproduce  con  ligeras  mo- 
dificaciones de  redacción  el  art.  3.°  de 
la  ley  de  1878. 

CAPÍTULO  II 

De  la  seguridad  de  los  obreros 

Art.  6."  Modifica  ligeramente  los  tér- 
minos del  art.  5."  de  la  ley  de  1878. 

Art.  7."  Los  talleres  en  que  traba- 
jen mis  de  cuarenta  deberán  bailarse 
provistos  de  los  medios  de  salvamento 

(I)  y  (3)    Inserta  anteriormente. 
(8)     Una  peseta  próximamente. 
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adecuados  para  los  casos  de  incendio. 
El  propietario  de  dichos  talleres  será 
responsable  de  la  ejecución  de  los  tra- 
bajos que  con  respecto  á  este  particu- 
lar se  le  hubieren  proscripto  por  las 
autoridades  de  ^anidad,  bajo  pena  de 
una  libra  esterlina  de  multa  por  cada 
dia  de  retraso. 

CAPÍTULO  III 

Medidas  especiales 

Art.  8.a  Bajo  la  base  de  una  certifi- 
cación del  Secretario  de  Estado,  en  que 
se  haga  constar  que  en  un  taller  ó  ma- 
nufactura se  realizan  trabajos  peligro- 
sos 6  malsanos,  estara  facultado  el 
Inspector  jefe  para  notificar  al  patrón 
las  medidas  especiales  que  con  respec- 
to á  este  punto  haya  creído  convenien- 
te adoptar,  pudiendo  el  patrón  ó  pro- 
pietario de  que  se  trate  formular  las 
objeciones  que  fueren  del  caso. 

Art.  9."  Las  penas  que  podrán  im- 
ponerse serán  las  siguientes:  multa, 
hasta  dos  libras  esterlinas  (1),  á  la  per- 
sona obligada  á  realizar  los  trabajos  ó 
reformas;  y  multa,  hasta  de  10  libras 
esterlinas  (2),  al  patrón  si  no  pudiere 
acreditar  en  debida  forma  que  hizo 
cuanto  estuvo  de  su  parte  para  evitar 
la  contravención. 

Art.  10.  Las  medidas  especiales  po- 
drán modificarse  por  el  Secretario  de 
Estado,  motu  froprto,  ó  en  vJBta  de  las 
objeciones  presentadas  por  el  patrón 
del  taller  ó  manufactura  de  que  se 
trate. 

Artículos  11  y  12.  Las  medidas  de 
carácter  especiales,  mencionadas  en  el 
presente  capitulo,  se  pondrán  en  cono- 

(1)  50  peseta»  pro  i  i  mam  ente. 

(2)  350  peseUi  aproximada  mentí. 


cimiento  de  los  obreros  interesados  por 
medio  de  edictos  fijados  en  los  lugares 
más  convenientes,  y  en  los  que  conste 
la  conformidad  del   Inspector  compe- 


De  la  duración  del  trabajo 

Art.  13.  La  disposición  siguiente 
reemplazará  á  la  contenida  en  el  párra- 
fo 2.°  del  art.  15  de  la  ley  de  187»: 

En  los  talleres  en  que  no  se  empleen 
niños  ni  adolescentes  y  cuyo  patrón 
hubiere  notificado  al  Inspector  su  in- 
tención de  mantener  este  sistema: 

a)  La  duración  del  trabajo  para  las 
mujeres  será,  excepto  el  domingo,  de 
doce  horas,  repartidas  entre  las  seis  de 
la  mañana,  y  las  diez  de  la  noche;  y  los 
domingos  de  ocho  horas,  entre  las  seis 
de  la  mañana  y  las  cuatro  de  la  tarde; 

b)  Deberá  concederse  á  las  mujeres 
para  almorzar  y  salir  del  taller  hora  y 
media,  á  lo  menos,  entre  semana,  y 
media  hora  los  domingos. 

Art.  14.  Notificación  al  Inspector  de 
las  horas  establecidas. 

Art.  15.  El  art.  18  de  la  ley  de  1878 
quedará  modificado  en  la  siguiente 
forma: 

En  los  talleres  ó  manufacturas  que 
no  pertenezcan  á  la  industria  tejedora 
y  en  que  el  trabajo  de  los  adolescentes 
ó  de  las  mujeres  no  baya  sido,  en  reali- 
dad, superior  á  ocho  horas  en  la  se- 
mana, y  cuando  se  hubiere  Ajado  opor- 
tunamente el  aviso  en  los  parajes  de 
costumbre  y  puesto  en  conocimiento 
del  Inspector  competente,  podrá  con- 
tarse el  trabajo  del  domingo  con  res- 
pecto á  aquéllos  desde  las  seis  de  la 
mañana  hasta  las  cuatro  de  la  tarde 
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con  un  intervalo  de  dos  horas  para  las 
comidas. 


Permisos 

Art.  16.  El  párrafo  4.°  del  art.  22  de 
la  ley  de  1878  se  reemplazará  por  la 
disposición  siguiente: 

La  interrupción  del  trabajo  no  se 
considerará  como  permiso  para  salir 
sino  cuando  se  hubiere  fijado  un  aviso 
en  el  local  del  taller,  durante  la  prime 
ra  semana  del  mes  de  Enero,  y  remití- 
do  copia  de  él  al  Inspector  del  distrito 
en  el  mismo  día;  este  aviso  podrá,  por 
otra  parte,  modificarse  por  otro  poste- 
rior publicado  en  la  misma  forma,  con 
quince  días  de  antelación  á  la  fecha  de 
la  suspensión  del  trabajo. 

CAPÍTULO  VI 

Condiciones  del  trabajo 

Art.  17.  Se  prohibe  el  admitir  en  los 
talleres  á  mujeres  que  hubieren  dado  á 
luz,  con  menos  de  un  mes  de  anterio- 
ridad. 

Art.  18.  Queda  igualmente  prohibi- 
do emplear  en  el  trabajo  de  talleres  y 
manufacturas  a  niñas  menores  de  once 
años. 

Art.  19.  Referente  al  informe  anual 
que  habrá  de  presentar  á  las  autorida- 
des de  Sanidad  el  Médico  inspector  del 
distrito. 

Art.  20.  Referente  &  la  expedición  de 
actas  de  nacimiento  de  los  menores  de 
dieciséis  años. 

Art.  21.  Modificativo  del  art.  61  de  la 
ley  de  1878  en  lo  concerniente  4  la  exen- 
ción de  determinados  talleres  y  manu- 
facturas. 


Disposici 


s  diversa» 


Art.  22.  Modificativo  de  los  términos 
del  art.  31  de  la  ley  de  1878,  con  respec- 
to al  aviso  que  están  obligados  á  dar 
los  patronos  á  lus  Inspectores  de  los 
distritos  en  caso  de  accidente. 

Art.  23.  Referente  á  la  elección  de 
Inspectores  de  talleres  y  manufacturas 
en  el  país  de  Gales  y  en  Moumuthshíre. 

Art.  24.  Referente  á  pago  de  jor- 
nales. 

Art.  25.  Relativo  á  los  derechos  de 
entrada. 

Art.  26.  El  aviso  que  debe  darse  con 
arreglo  al  art.  75  de  lá  ley  de  1878,  en 
caso  de  apertura  de  un  taller,  es  igual- 
mente exigible  en  el  de  apertura  de  una 
manufactura. 

Art.  27.  Referente  á  la  lista  de  obre- 
ros que  trabajen  fuera  del  recinto  de  la 
manufactura  ó  taller. 

Art.  28.  El  mínimum  de  las  multas 
impuestas,  de  conformidad  á  lo  preve- 
nido en  la  presente  ley,  será  de  una  li- 
bra esterlina  (1)  en  caso  de  reinci- 
dencia. 

Art.  29.  Referente  á  la  duración  del 
procedimiento  sumario. 

Art.  30.  Lo  dispuesto  en  el  art.  92 
de  la  ley  de  1878,  será  igualmente  apli- 
cable á  los  talleres. 

Art.  31.  Introduce  ligeras  modifica- 
ciones en  la  redacción  de  la  sección  93 
delaleydel878. 

Art.  32.  Lo  dispuesto  en  la  presente 
ley  y  en  lade  1878  no  será  aplicable  á 
las  empresas  y  fábricas  de  conservas 
alimenticias,  frutas  y  legumbres  cuyas 
operaciones  se  practiquen  en  los  me- 
to   ae  poSetim  prfiíi mamante. 
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ses  de  Junio,  Julio,  Agosto  y  Sep- 
tiembre. 

Art.  33.  Aplicación  de  la  presente 
ley  á  Escocia. 

Art.  31.  Aplicación  de  la.  presente 
ley  á  Irlanda. 

Artículos  35,  36,  37  y  38.  Definición 
délos  términos  empleados  en  la  pre- 
sente ley. 


Art.  39.  Quedan  derogadas  cuantas 
disposiciones  legislativas  ó  reglamen- 
tarias se  opongan  a  la  ejecución  de  la 
presente  ley. 

Art.  40.  La  presente  ley  comenzará  á 
regir  en  1."  de  Enero  de  1892. 

Art.  41.  La  presente  ley  se  citará 
con  el  nombre  de  «ley  de  Talleres  y 
Manufacturas  de  1891.» 


III 


HABITACIONES  DE  ARTESANOS  Y  OBREROS 


(LEY  DE  18  DE  AGOSTO  DE  1880J  (1) 


§  I.-  Lotea  Insalubres  (un  hea  Uhyarett») . 
—El  art.  1."  de  la  ley  establece  que  la 
misma  deberá  citarse  con  el  titulo  de 
Housing  ofthe  toorking  classes  Act  1890; 
el  art.  2  °  contiene  la  definición  de  los 
términos  técnicos  empleados,  y  el  ar- 
ticulo 3.°  dispone  que  la  primera  parte 
de  la  misma  (2)  no  será  aplicable  á  los 
distritos  sanitarios  rurales. 

A.  Proyectos  emanados  de  la  autori- 
dad local.  Cuando  se  presentare  una 
representación  oficial  á  la  autoridad  lo- 
cal por  las  personas  que  reúnan  las 
cualidades  indicadas  mes  adelante, 
acerca  de  una  manzana  (areá)  de  edifi- 
cios sita  en  la  demarcación  jurisdiccio- 
nal de  esta  autoridad: 


( 1)  An  Act  la  consaiidott  and  amand  the  Acta 
relalírtgtá  orilla  tu  snd  Labounrt  dvnUing*  and 
lite  Houtíng  o{  the  worhiíig  clamet.  (E3  j  54  Viet., 
cap.  "30.) 

(2)  Artículo!  4.*  £38. 

Tono  XI. ~ InititüoiONB»  jORtoirAa, 


1.°  Sea  que  se  trate  de  edificios,  pa- 
tios ó  albergues  impropios  para  habita- 
ción de  personas; 

2.°  Sea  que  la  exigüidad,  profundi- 
dad, distribución  defectuosa  de  los  lo- 
locales,  condición  de  las  calles,  de  las 
habitaciones  ó  grupos  de  viviendas, 
lalta  de  ventilación,  de  luz,  de  aire  Ó  de 
comodidades  en  buen  estado,  Ó  los  de- 
más vicios  de  estas  habitaciones  con 
respecto  á  la  higiene,  ó  una  ó  varias 
de  estas  causas  constituyan  un  peligro 
6  una  molestia  para  la  salud  de  tos  ha- 
bitantes de  aquel  cuartel,  barrio  ó  man- 
zana, ó  los  inmediatos, 

Si  no  pudieren  remediarse  los  incon- 
venientes ó  defectos  de  dichos  aloja- 
mientos ó  viviendas,  á  menos  de  reali- 
zar un  plan  completo  de  mejoras  y  sa- 
neamientos, deberá  la  autoridad  local 
respectiva  tomar  en  consideración  la 
representación  que  se  le  hubiere  hecho, 
siempre  que  estuviere  convencido  de 
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la  oportunidad  del  proyecto  y  siempre 
que  disponga  de  fondos  y  recursos  su- 
ficientes. 

Por  lo  tanto,  la  autoridad  local  adop- 
tará una  resolución  declarando  que  la 
parcela  o  manzana  de  que  se  trate,  re- 
viste condiciones  de  insalubridad  y  que 
debe  emprenderse  un  plano  de  mejoras 
con  respecto  á  este  particular. 

Una  vez  adoptada  la  resolución,  se 
procederá  seguidamente  a  su  realiza- 
ción; siendo  principio  general  que  de- 
berán comprenderse  en  un  solo  trabajo 
de  saneamiento  todas  las  manzanas  ó 
parcelas  insalubres.  (Art.  4.°} 

Tienen  capacidad  y  facultades  para 
requerir  de  la  autoridad  local,  por  me- 
dio de  representación  oficial,  el  médi- 
co de  servicio  de  salud  {medical  office 
of  heal(h)  que  desempeñe  este  cargo 
cerca  de  dicha  autoridad,  y  en  Londres 
el  mismo  médico  ó  cualquiera  otro  del 
servicio  sanitario  metropolitano. 

El  médico  de  este  servicio  dirigirá 
sus  informes  ala  autoridad  local  por 
medio  de  oficio,  siempre  que  lo  concep- 
túe conveniente.  (Art.  5.°) 

El  proyecto  de  mejora  emanado  de 
la  autoridad  local  deberá  acompañarse 
de  los  planos,  dibujos,  etc.,  convenien- 
tes. En  él  podrá  excluirse  una  parte 
cualquiera  del  lote  que  huhiere  ocasio- 
nado la  presentación  de  la  representa- 
ción oficial,  ó  comprenderse  los  terre- 
nos vecinos,  si  la  autoridad  local  lo  es- 
timare necesario  para  la  salud  pública, 
efectuar  esta  separación  ó  adición. 

También  podrá  atenderse  en  dicho 
proyecto  á  la  prolongación  de  las  vías 
que  den  acceso  á  la  zona  ó  manzana 
insalubre  y  á  la  apertura  de  nuevas 
vías  con  objeto  de  asegurar  la  ventila- 
ción ó  saneamiento  de  los  edificios. 
Además  deberá  tomarse  en  él  todas  las 
medidas  necesarias  para  asegurar  el 


alojamiento  de  las  familias  de  obreros 
que  fueren  desalojados  de  sua  vivien- 
das, en  conformidad  con  lo  dispuesto 
en  la  presente  ley.  El  proyecto  deberá, 
además,  especificar  las  medidas  de  sa- 
neamiento que  hayan  de  adoptarse  y 
designar  de  modo  expreso  los  terrenos 
que  deban  expropiarse. 

El  proyecto  podrá  disponer  asimismo 
que  los  trabajos  se  dirijan  y  ejecuten, 
total  ó  parcialmente,  por  la  persona  in- 
vestida del  Jírst  estáte  offreekold  sobre 
toda  propiedad  comprendida  en  el  pro- 
yecto ó  con  el  concurso  de  dicha  perso- 
na, bajo  la  vigilancia  é  inspección  de 
la  autoridad  local,  en  las  condiciones  y 
forma  estipuladas  en  el  proyecto,  y  que 
hayan  podido  convenirse  entre  la  auto- 
ridad local  y  esta  persona.  (Art.  6.°) 

B.  Aprobación  del  proyecto. — Para 
completar  el  procedimiento  del  proyec- 
to de  mejora  y  saneamiento,  deberá  la 
autoridad  local:  1.°,  insertar,  durante 
tres  semanas  consecutivas,  en  el  mes 
de  Septiembre,  Octubre  y  Noviembre, 
en  un  periódico  de  la  localidad,  anun- 
cios en  que  «e  indique  las  propiedades 
comprendidas  en  el  proyecto  y  se  fije  el 
lugar  en  que  pueda  consultarse  el  plano 
y  Memoria  del  proyecto;  2.",  notificar, 
dentro  del  mismo  mes,  á  cada  propie- 
tario ó  persona  que  aparezca  como  tal, 
poseedor,  etc.,  los  lotes  ó  parcelas  de 
terreno  que  han  de  tomarse,  é  invitán- 
doles á  que  manifiesten  su  conformidad 
ú  oposición  á  la  expropiación  proyec- 
tada. (Art.  7.°) 

Para  la  ejecución  de  las  disposicio- 
nes anteriores,  presentará  la  autoridad 
local  una  solicitud  dirigida  á  un  Secre- 
tario de  Estado,  si  se  tratare  del  con- 
dado ó  la  ciudad  de  Londres,  ó  al  Go- 
bierno local  si  se  tratare  de  cualquier 
otra  región  para  que  estas  respectivas 
autoridades  otorguen  su  aprobación  al 
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proyecto.  La  solicitud  indicada  deberá 
ir  acompañada  de  una  copia  del  pro- 
yecto, y  contener  los  nombres  délos 
propietarios,  poseedores,  etc.,  que  se 
opongan  á  la  expropiación  de  sus  tie- 
rras, apoyándose  en  los  justificantes 
que  el  Secretario  de  Estado  6  el  Go- 
bierno local  conceptúen  necesario  exi- 
gir. En  vista  de  la  solicitud,  y  aproba- 
da la  publicación  de  los  edictos  reque- 
ridos por  la  ley,  podrá  Ja  autoridad  su- 
perior correspondiente,  si  estimare  que 
el  proyecto  es  digno  de  tomarse  en 
consideración,  prescribir  la  práctica 
de  una  información  entre  los  propieta- 
rios comprendidos  en  el  proyecto  ó  co- 
lindantes, áfln  de  formar  juicio  acerca 
de  la  oportunidad  de  la  empresa.  Visto 
oí  resultado  de  la  información,  podrá 
la  autoridad  local,  por  decisión  provi- 
sional, delimitar  las  propiedades  que 
hayan  de  expropiarse  y  adoptar  las 
medidas  de  ejecución  más  convenien- 
tes; esta  decisión  podrá  tomarse  pura  ó 
simplemente,  ó  dictarse  bajo  ciertas 
condiciones  ó  modificaciones,  debien- 
do entregarse  copia  literal  de  ella  á  los 
propietarios  interesados  por  la  autori- 
dad local  respectiva.  La  decisión  pro- 
visional estará  desprovista  de  fuerza 
obligatoria  mientras  no  obtenga  la  con- 
firmación del  Parlamento,  correspon- 
diendo á  la  autoridad  superior  practi- 
car cuantas  diligencias  fueren  necesa- 
rias para  conseguirla.  La  autoridad  su- 
perior podrá,  por  una  disposición  espe- 
cial ,  en  favor  de  las  personas  que  deban 
ser  expropiadas,  estipular  una  indem- 
nización, conveniente  para  cubrir  los 
gastos  y  costas  que  hayan  tenido  que 
satisfacer  para  sostener  su  oposición 
aJ  proyecto  de  expropiación.  (Articu- 
lo 8.°) 

El  art.  9."  de  esta  ley  contiene  reglas 
especiales  con  respecto  á  la  oposición 


formulada  por  un  particular  ante  una 
de  las  Cámaras  del  Parlamento. 

En  el  caso  de  que  una  autoridad  local 
rehusare  tomar  en  consideración  una 
comunicación  oficial  hecha  en  favor  de 
un  proyecto  de  saneamiento,  deberá 
remitirse  copia  de  la  misma  en  el  más 
breve  plazo  posible,  enunciando  las  ra- 
zones por  las  que  la  autoridad  local  ha 
estimado  conveniente  abstenerse,  y  al 
recibir  ésta  podrá  la  autoridad  supe- 
rior prescribir  la  práctica  de  una  infor- 
mación y  ordenar  que  se  le  remita  una 
Memoria  detallada  acerca  de  las  cues- 
tiones principales  é  incidentales  á  que 
el  proyecto  diere  margen.  (Art.  10.) 

C.  Disposiciones  especiales  para  el 
caso  de  expropiación.— Salvo  las  dispo- 
siciones enumeradas  más  adelante,  los 
proyectos  concernientes  á  una  manza- 
na de  edificios  sitos  en  el  condado  ó  en 
la  ciudad  de  Londres,  deberán  proveer 
al  alojamiento  en  local  conveniente 
de  las  personas  pertenecientes  á  la 
clase  obrera  que  se  hayan  de  encon- 
trar desprovistas  de  albergue  á  conse- 
cuencia de  su  ejecución.  Estas  perso- 
nas deberán  recibir  alojamiento,  salvo 
en  los  casos  en  que  las  circunstancias 
exijan  lo  contrario,  en  el  lote  ó  manza- 
na de  que  se  trate  á  ser  posible,  y  si  no 
en  el  inmediato;  de  todos  modos,  debe- 
rán observarse  las  siguientes  disposi- 
ciones: 

a)  Cuando  la  solicitud  dirigida  á  la 
autoridad  superior  establezca  que  pue- 
den organizarse  locales  igualmente 
convenientes  fuera  de  los  parajes  ante- 
dichos, y  que  los  locales  de  que  se  tra- 
te han  sido  amueblados  ó  pueden  serlo 
inmediatamente  bajo  el  cuidado  de  la 
autoridad  local,  por  un  particular  ó  por 
una  sociedad,  podrá  la  autoridad  supe- 
rior aprobar  el  proyecto ; 

b)  A  petición  de  la  autoridad  local  y 
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previa  la  información  conveniente,  pue- 
de la  autoridad  superior,  atendidas  las 
circunstancias  especiales  y  el  número 
de  obreros  alojados  en  el  lote  expro- 
piado, dispensar  á  la  autoridad  local 
del  cuidado  de  atender  al  alojamiento 
de  todas  tas  personas  de  la  clase  obre- 
ra desalojadas  por  consecuencia  del 
proyecto,  y  esto  en  las  condiciones  que 
estimare  convenientes,  y  siempre  que 
la  mitad,  a  lo  menos,  de  estas  personas 
tengan  asegurado  alojamiento  por  el 
proyecto. 

Cuando  un  proyecto  diga  referencia 
á  un  lote  ¿>  parcela  sito  en  cualquier 
otro  paraje  distinto  del  condado  y  ciu- 
dad de  Londres,  se  atenderá,  si  la  au- 
toridad superior  lo  exigiere,  al  aloja- 
miento de  los  obreros  que  el  plan  de 
expropiación  desaloje  de  sus  vivien- 
das, y  á  la  instalación  á  este  efecto  de 
locales  convenientes  en  los  limites  del 
lote  ó  parcela  expropiados,  según  las 
prescripciones  acordadas  después  de  la 
información  por  la  autoridad  local.  (Ar- 
ticulo 11.) 

D.  Ejecución  del  proyecto  por  la  au- 
toridad local.— Cu&náo  el  auto  en  que 
conste  la  aprobación  del  proyecto  ema- 
nado de  la  autoridad  local  haya  sido 
aprobado  por  el  Parlamento,  deberá  la 
autoridad  local  adquirir  los  terrenos 
necesarios  y  practicar  las  diligencias 
necesarias  para  ejecutar  el  proyecto  en 
el  más  breve  plazo  posible.  La  autori- 
dad local  podrá  vender  ó  arrendar  total 
ó  parcialmente  el  lote  comprendido  en 
el  proyecto,  á  condición  de  que  los  ad- 
quirentes  6  arrendatarios  queden  obli- 
gados, en  lo  que  concierne  á  los  terre- 
nos comprados  ó  arrendados,  á  ejecu 
cutarel  proyecto.  Especialmente,  podrá 
estipularse  en  el  intrumento  ó  escri- 
tura de  cesión  ó  de  arrendamiento  que- 
de obligado  á  construir  en  determina- 


das condiciones,  conservar  6  reparar 
los  edificios,  que  deberá  abstenerse  de 
dividirlos  y  que  cualquier  división  6 
modificación  de  tal  naturaleza  que  pue- 
da alterar  el  carácter  de  los  edificios, 
no  podrá  llevarse  á  efecto  sino  con  el 
asentimiento  de  la  autoridad  local.  Po- 
drá regularse,  por  medio  de  cláusulas 
especiales,  la  retrocesión  á  la  autori- 
dad local  y  la  recuperación  de  la  pose- 
sión por  asta  en  caso  de  contravención 
al  capitulo  de  obligaciones  y  cargas.  La 
autoridad  local  podrá  asimismo  cele- 
brar convenios,  sea  con  un  cuerpo  de 
administradores,  una  sociedad  ó  un 
particular,  para  la  ejecución  del  pro- 
yecto, pero  se  le  prohibe,  á  menos  que 
medie  permiso  en  forma  de  la  autori- 
dad superior,  emprender  por  si  misma 
la  reconstrucción  de  los  edificios,  ó  la 
ejecución  de  una  parte  cualquiera  de) 
proyecto.  La  autoridad  local  podrá  tara- 
bien  y  sin  autorización,  demoler  total 
ó  parcialmente  tos  edificios,  despejar 
el  terreno,  señalar  y  variar  el  trazado 
de  calles,  agotar  pozos  y  completar  las 
vías  de  comunicación;  todas  estas  vías 
tendrán  el  carácter  de  vías  públicas  y 
deberán  entretenerse  y  conservarse  j 
por  la  misma  autoridad.  En  la  escritu- 
ra de  cesión  ó  de  arrendamiento  de  una 
parte  cualquiera  del  lote  ó  parcela  para 
la  erección  de  alojamientos  para  obre- 
ros, la  autoridad  local  impondrá  todas 
las  restricciones  y  condiciones  que  fue- 
ren convenientes  acerca  de  la  altura, 
dimensiones,  etc.,  de  los  edificios,  ha- 
ciéndose además  cuantas  reservas  sean 
procedentes  con  objeto  de  asegurar  la 
observancia  de  las  disposicienes  adop- 
tadas con  fin  higiénico.  Si  la  autoridad 
local  construyere  por  st  misma  los  edi- 
ficios, en  cumplimiento  de  lo  dispuesto 
en  la  ley  que  analizamos,  estará  obli- 
gada, salvo  orden  en  contrario,  ema- 
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nada  de  la  autoridad  superior,  á  vender 
y  enagenar  estos  edificios  dentro  del 
término  de  diez  años,  á  contar  desde  su 
terminación.  La  autoridad  local  podrá, 
si  lo  conceptuare  conveniente,  sin  ne- 
cesidad de  adquirir  la  tierra,  ó  después 
de  la  compra  ó  como  condición  de  la 
adquisición  de  cualquier  parte  del  lote, 
celebrar  un  contrato  con  el  poseedor 
de  cualquier  terreno  dependiente  del 
lote  expropiado,  con  objeto  de  asegurar 
la  ejecución  del  proyecto  de  mejora- 
miento. (Art.  12.) 

Si  en  los  cinco  años  siguientes  á  la 
demolición  de  los  edificios  y  viviendas, 
la  autoridad  local  no  hubiere  cedido  ó 
alquilado  el  emplazamiento  destinado 
á  habitaciones  de  obreros,  la  autoridad 
superior  podrá  decretar  la  venta  en  pú- 
blica subasta  del  mismo  en  el  plazo  y 
condiciones  enunciadas  en  el  proyecto 
y  con  la  obligación  para  el  adquirente 
de  construir  las  habitaciones  para  obre- 
ros, según  el  plano  aprobado.  (Art.  13.) 

La  autoridad  local  no  podra  tomarpo- 
sesión  de  una  parcela  ó  lote  que  exce- 
da de  quince  edificios,  sino  después  de 
haber  manifestado  su  intención  con 
trece  semanas  de  anticipación  á  los  in- 
teresados, por  medio  de  edictos  fijados 
en  los  muros  de  los  edificios  respecti- 
vos. (Art.  14.) 

Será  licito  á  la  autoridad  superior,  á 
instancia  de  la  local,  introducir  modifl- 
ciones  de  detalle  en  el  proyecto  apro- 
bado por  el  Parlamento,  siempre  que 
dichas  modificaciones  fueren  declara- 
das ventajosas  y  que  no  lesionaren  en 
nada  las  disposiciones  acordadas  con 
relación  á  las  habitaciones  de  obreros. 
Deberá  remitirse  al  Parlamento,  con  la 
mayor  brevedad  posible,  un  estado  y 
relación  de  dichas  modificaciones.  Ex- 
cepcional mente,  si  la  modificación  pro- 
puesta aumentare  los   gastos   presu- 


puestados, si  produjere  el  efecto  de  en- 
trañar la  expropiación  forzosa  del  nue- 
(  vo  inmueble  ó  de  hacer  pesar  sobre 
una  propiedad  cargas  más  penosas  que. 
las  enumeradas  en  el  primitivo  proyec- 
to, se  requerirá  la  previa  aprobación 
del  Parlamento  por  medio  de  Acta.  (Ar- 
ticulo 15.) 

E.  Informaciones  rejerentet  á  parce- 
las ó  lotea  reputado»  inaalubrea.~En  el 
caso  de  que  no  obstante  la  petición  de 
doce  ó  más  contribuyentes  el  médico 
del  servicio  de  sanidad  procediere  con 
negligencia  en  la  inspección  del  lote 
reputado  insaluble  ó  dirigiere  ala  au- 
toridad local  un  informe  contrario  á  los 
deseos  de  los  reclamantes,  tendrán  és- 
tos derecho  á  apelar  ante  la  autoridad 
superior.  Si  el  requirente  prestare  fian- 
za bastante  para  atender  al  pago  de  las 
costas,  cometerá  la  autoridad  superior 
&  un  médico  á  titulo  de  perito,  con  la 
misión  de  inspeccionar  el  lote  ó  parce- 
la de  que  se  trate.  El  dictamen  del  pe- 
rito se  transmitirá,  á  la  autoridad  local, 
y  si  se  acreditare  que  se  trata  de  una 
parcela  ó  lote  insalubre,  deberá  la  au- 
toridad mencionada  proceder  de  igual 
modo  que  si  hubiere  sido  requerido  para 
obrar  por  una  comunicación  oficial. 
Toda  decisión  tomada  por  la  autoridad 
superior  en  virtud  de  ladisposición  an- 
terior, se  reputará  como  orden  regla- 
mentaria emanada  de  un  Tribunal  su- 
perior de  justicia  y  tendrá  la  misma 
fuerza  de  obligar.  (Art.  16.) 

El  art.  17  faculta  á  la  autoridad  supe- 
rior para  enviar  á  los  parajes  en  que 
la  autoridad  local  se  encuentre,  proce- 
diendo auna  información,  un  comisio- 
nado encargado  de  informar  acerca  de 
la  regularidad  de  las  operaciones,  de 
la  oportunidad  del  proyecto  y  del  valor 
y  fundamento  de  las  objeciones  pre- 
sentadas. 
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El  art.  18  regula  la  publicidad  de  esta 
coDtrainformación,  con  objeto  de  per- 
mitir á  los  interesados  que  formulen 
sus  reclamaciones  ante  el  comisionado 
especial. 

Este  tendrá  facultades  para  exigir  la 
prestación  de  juramento,  y  deberá  ele- 
var los  resultados  de  su  información  á 
la  autoridad  superior,  la  que  deducirá 
las  consecuencias  que  estimare  proce- 
dentes. (Art.  19.) 

F.  Adquisición  de  terrenos.  —  La 
compra  y  expropiación  de  los  terrenos 
necesarios  para  la  aplicación  de  lo  dis- 
puesto en  la  primera  parte  de  esta 
ley  (1),  Be  regirán  por  las  reglas  esta- 
blecidas en  \&$Land&  elauaes  Acts  en 
tanto  que  no  se  encuentren  reproduci- 
das y  modificadas  en  el  segundo  anexo 
que  acompaña  á  la  ley  que  analizamos, 
y  salvo  las  disposiciones  especiales 
contenidas  en  la  primera  parte  de  la 
misma  y  las  reglas  siguientes:  1.*  La 
autoridad  local  tiene  en  la  presente  ley 
el  derecha  de  adquirir  amigablemente 
todos  los  terrenos  que  sean  necesarios, 
pero  bu  facultad  de  expropiar  derivada 
de  un  Acta  del  Parlamento  que  aprue- 
ba el  proyecto  y  deberá  encerrarse  en 
los  términos  expresados  en  la  misma. 
2."  Bajo  pena  de  extinción,  la  autori- 
dad local  deberá  hacer  uso,  en  los  tres 
años  siguientes,  á  contar  del  acto  de 
aprobación,  de  la  facultad  de  expropia- 
ción que  se  le  hubiere  conferido  por  el 
Parlamento.  (Art.  20.) 

Para  valorar  la  indemnización  que 
haya  de  pagarse  á  los  propietarios  de 
los  terrenos  ó  á  los  poseedores  de  los 
derechos  reales  desposeídos  por  efecto 
de  la  expropiación,  deberán  observar- 
se las  disposiciones  siguientes:  1."  La 
tasación  de  los  terrenos  ó  de  los  dere- 

(I)    Articulo!  1.'  4  Ü8. 


chos  reales  se  basará  en  su  valor  ve- 
nal corriente  en  aquel  momento.  No  se 
deberá  indemnización  suplementaria  en 
razón  del  hecho  mismo  de  la  despose- 
sión forzosa  del  todo  ó  parte  del  lote  ó 
manzana  con  respecto  al  que  se  hubie- 
re formulado  una  comunicación  oficial 
ó  de  los  terrenos  comprendidos  en  el 
proyecto,  si,  en  opinión  del  arbitro  hu- 
bieren sido  englobados  en  la  enume- 
ración de  las  propiedades  que  consti- 
tuían el  lote  insalubre.  2.'  Existe  prohi- 
bición de  comprender  en  la  tasación  el 
valor  de  todo  mejoramiento  experi- 
mentado por  las  propiedades  ó  fincas, 
con  posterioridad  ¿  la  publicación  del 
proyecto  de  expropiación. 

Durante  el  curso  de  las  operaciones 
que  tengan  por  objeto  la  determinación 
de  la  indemnización  que  haya  de  pa- 
garse, se  procederá  á  la  práctica  de 
una  información  testifical,  con  el  fio  de 
hacer  constar  y  comprobar: 

1.°  Que  las  rentas  del  edificio  ó  lo- 
cales se  hayan  elevado  por  el  hecho  de 
un  uso  ilegal  ó  por  el  del  amontona- 
miento de  viviendas,  en  condiciones 
perjudiciales  para  la  salud  de  las  per- 
sonas; 

2."  Que  el  edificio  ó  los  locales  se 
encuentran  en  condiciones  tales  que 
constituyan  una  incomodidad,  según  la 
definición  dada  por  las  leyes  relativas 
á  establecimientos  incómodos,  ose  ha- 
llan en  condiciones  defectuosas  desde 
el  punto  de  vista  de  la  higiene; 

3."  Que  el  edificio  ó  ios  locales  son 
impropios  para  habitar,  ó  no  podran  ra- 
zonablemente apropiarse  á  este  efecto. 

Si  la  información  resultare  terminan- 
te acerca  de  los  puntos  indicados,  de- 
berá el  arbitro  conformar  su  proceder 
á  las  reglas  siguientes: 

1.'  En  el  primer  caso,  la  indemniza- 
ción se  fijará  según  la  renta  que  al  pro- 
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pietario  hubiere  obtenido  del  edificio  6 
de  los  locales,  si  estos  hubieren  sido 
afectos  a.  un  uso  conforme  a,  la  ley,  y 
únicamente  habitados  por  el  número  de 
personas  por  que  ordinariamente  pue- 
dan ocuparse; 

2.a  En  el  segundo  caso,  Be  fijará  la 
indemnización  según  el  valor  que  el  in- 
mueble ó  los  locales  hubieran  tenido, 
si  la  incomodidad  hubiere  sido  supri- 
mida, ó  hubieren  sido  ocupados  con 
arreglo  &  las  leyes  de  la  higiene,  ó 
puestos  en  buen  estado  de  reparación, 
deducción  hecha  de  los  gastos  que  hu- 
bieren entrañado  para  el  propietario 
estos  trabajos; 

3  *  En  el  tercer  caso,  la  indemniza- 
ción no  comprenderá  más  que  el  valor 
del  suelo  y  el  de  los  materiales  que  re- 
sulten de  la  demolición.  (Art.  21.) 

Los  terrenos  adquiridos  por  la  auto- 
ridad local  pasarán  á  ser  propiedad  de 
esta,  libres  de  todos  gravámenes  y  ser- 
vidumbres de  paso,  etc.,  previo  el  pago 
de  la  indemnización  correspondiente  á 
los  propietarios  colindantes  por  la  ex- 
tinción de  aquéllas.  (Art.  22.) 

El  art.  23  sanciona  el  derecho  de  la 
autoridad  local  para  disponer  por  un 
cierto  tiempo  de  los  terrenos  de  bu  pro- 
piedad, ó  que  adquiera,  sin  las  formali- 
dades de  subasta,  con  el  objeto  de  aten- 
der al  alojamiento  de  las  familias  de 
obreros  que  hubieren  quedado  sin  ha- 
bitación por  efecto  del  proyecto  de  sa- 
neamiento. 

G.  Gastos.—  Se  creará,  con  los  re- 
cursos pertenecientes  á  la  autoridad  lo- 
cal en  ejecución  de  la  ley  que  analiza- 
mos, una  caja  designada  con  la  deno- 
minación de  Dwelling-hou&e  ¿mprooe- 
ment  futid.  Los  gastos  que  tengan  el 
mismo  objeto  se  pagarán  á  cuenta  de 
los  fondos  existentes  en  ella. 

Se  atenderá  á  la  formación  del  pri- 


mer fondo  de  la  creación  de  esta  caja, 
ó  á  cualquier  déficit  anterior,  ape- 
lando &  impuestos  y  arbitrios  ó  por 
medio  de  empréstitos.  La  autoridad 
local  podrá  disponer  que  ingresen 
en  dicha  caja  todos  los  productos  y 
rentas  de  los  bienes  que  le  pertenez- 
can, si  los  recursos  fueren  aplicables 
&  empresas  de  la  misma  naturaleza;  en 
caso  de  duda,  se  someterá  la  cuestión 
á  la  resolución  de  la  autoridad  supe- 
rior. (Art.  24.) 

La  autoridad  local  podrá  contraer, 
en  la  forma  prescripta,  empréstitos  por 
las  cantidades  necesarias  para  hacer 
frente  á  los  gastos  originados  por  la 
aplicación  de  la  presente  ley,  con  ga- 
rantía de  los  impuestos  y  arbitrios  res- 
pectivos. Este  mismo  articulo  faculta  al 
Municipio  del  condado  de  Londres,  con 
el  consentimiento  del  Ministerio  de 
Hacienda,  para  contratar  empréstitos 
en  forma  de  creación  de  una  renta 
consolidada  {eonsolidated  stock),  con 
arreglo  á  lo  prevenido  en  las  leyes 
de  1869  á  1871  acerca  del  Banco  Metro- 
politano de  ObraB  públicas.  Faculta 
asimismo  á  los  Inspectores  de  alcanta- 
rillas (Commissioners  of  sewers)  de  la 
ciudad  de  Londres  para  contraer  em- 
préstitos con  la  garantía  de  los  ingre- 
bos  locales,  todo  ó  parte  de  los  fondos 
necesarios  para  la  ejecución  de  la  ley 
que  analizamos,  y  dar  en  hipoteca  uno 
ó  varios  arbitrios  á  los  prestamistas, 
con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la 
ley  de  1847  (Commissioners  clamen  Act 
1847).  Todo  acreedor  á  quien  se  le  hu- 
biere asignado  en  garantía  un  derecho 
hipotecario  de  los  mencionados,  podrá 
asegurar  el  pago  de  las  anualidades  y 
de  los  intereses  que  se  te  debieren  por 
el  nombramiento  de  un  recaudador. 
Con  respecto  &  los  empréstitos  de  que 
ae  trata,  \a  autoridad  de  sanidad  urba- 
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na  tendrá  las  mismas  atribuciones  que 
las  que  se  le  conceden  por  las  leyes  re- 
ferentes á  la  salud  pública.  Los  Comi- 
sarios de  empréstitos  para  obras  pú- 
blicas podrán,  á  instancia  de  la  autori- 
dad superior,  anticipar  las  cantidades 
necesarias  con  garantía  de  los  arbitrios 
locales.  Estos  anticipos  deberán  reem- 
bolsarse en  un  plazo  que  no  exceda  de 
cincuenta  años.  (Art.  25.) 

H.  Disposiciones  generales.— Encaso 
de  enfermedad  ó  de  ausencia  inopinada 
del  facultativo  del  servicio  de  Sanidad, 
tendrá  facultad  la  autoridad  local  que 
lo  hubiere  nombrado  para  designar  in- 
terinamente, por  seis  meses  ó  un  pe- 
riodo más  corlo,  un  sustituto.  (Art.  26.) 

El  art.  27  concede  á  la  autoridad  su- 
perior potestad  reglamentaria  con  res- 
pecto á  la  forma  de  la  publicidad  y  no- 
tificaciones que  hayan  de  practicarse, 
en  virtud  de  lo  prevenido  en  la  presen- 
te ley. 

El  art.  28  establece  á  favor  de  la  au- 
toridad superior  la  facultad  de  dis,  en- 
sar  á  la  autoridad  local  la  práctica  de 
las  publicaciones  y  notificaciones  lega- 
les cuando  existiere  algún  motivo  razo- 
nable, con  la  condición  de  que  esta 
exoneración  no  lesione  en  nada  los 
intereses  particulares  en  beneficio  délo 
que  preceptúan  aquellas  formalidades, 
El  art.  29  contiene  la  definición  de  los 
términos  empleados  en  los  artículos  30 
á  52  de  la  ley  que  analizamos. 

§  II.  —  Habitaciones  Insalubres.  — 
A  Construcciones  impropias  para  ha- 
bitación del  hombre.  —  Será  obliga- 
ción del  médica  del  servicio  sanitario 
de  cada  distrito  señalar  á  la  autoridad 
local  las  construcciones,  edificios,  et- 
cétera que  estime  peligrosos  para  la 
salubridad  pública,  ó  impropios  para 
servir  de  habitación  á  las  personas. 
(Articulo  30.) 


El  art.  31  establece  en  su  párrafo  1." 
la  obligación  para  el  facultativo  del 
servicio  sanitario  de  atender  y  cumpli- 
mentarla petición  formulada  por  cuatro 
ó  más  cabezas  de  familia,  de  que  se  vi- 
site un  edificio  ó  inmueble  reputado  in- 
salubre, y  la  de  transmitir  la  petición 
con  su  informe  motivado  á  la  autoridad 
local,  sin  perjuicio  del  deber  que  le  in- 
cumbe de  proceder  motu  propio  á  los 
reconocimientos  é  inspecciones  nece- 
sarias ■ 

Si  en  el  término  de  tres  meses,  con- 
tados desde  la  recepción  de  dicha  peti- 
ción, acompañada  del  informe  del  Mé- 
dico de  servicio  sanitario,  la  autoridad 
local,  cuando  no  Be  trate  de  la  adminis- 
ción  del  condado  de  Londres,  ni  de  la 
autoridad  rural  sanitaria  en  cualquier 
otro  condado,  rehusare  ó  procediere 
con  negligencia  en  procederá  las  for- 
malidades necesarias  para  la  vigencia 
y  observancia  de  la  presente  ley,  los 
peticionarios  podrán  acudir  en  queja  al 
Gobierno  local,  y  éste  estar  facultado 
para  previa  información,  obligar  á  la 
autoridad  respectiva  á  que  obre  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  segunda 
parte  de  la  ley  que  analizamos.  Esta 
orden  será  obligatoria  é  indeclinable 
para  la  autoridad  local  de  que  se  tra- 
te. (Art.  31,  párrafo  2.°) 

B.  Orden  de  clausura  y  demolición 
de  establecimientos  y  edificios  insalu- 
bres.—La  autoridad  local  está  en  el  de- 
ber de  prescribir  periódicamente  las 
prácticas  de  inspecciones  y  reconoci- 
mientos en  el  territorio  de  su  jurisdic- 
ción, con  el  objeto  de  investigar  los 
edificios  que  deben  considerarse  como 
peligrosos  para  la  salubridad  ó  impro- 
pios para  habitación  del  hombre.  Si  se- 
gún el  informe  del  Médico  de  servicio 
sanitario  Ó  de  cualquier  otro  agente  ad: 
ministrativo,  y  en  vista  de  las  noticias 
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y  datos  adquiridos,  constare  que  un  edi- 
ficio reúne  los  caracteres  indicados 
para  reputársete  tal,  deberá  la  autori- 
dad local,  con  respecto  á  su  propietario 
u  ocupante,  inevitarse  á  su  clausura, 
según  las  reglas  sancionadas  en  el  ter- 
cer anexo  que  acompaña  &  la  ley  que 
analizamos.  Este  procedimiento  deberá 
seguirse  en  todo  caso,  hállese  ó  no  ocu- 
pada la  casa  ó  edificio  de  que  se  trate. 
El  Tribunal  de  jurisdicción  sumaria, 
debidamente  requerido  para  ello,  podrá 
dictar  un  auto  de  clausura.  En  el  caso 
de  que  se  hubiere  dictado  un  auto  de 
esta  naturaleza  por  un  Tribunal  com- 
petente, la  autoridad  local  deberá  noti- 
ficarle á  la  persona  que  ocupe  ó  habite 
el  edificio  de  que  se  trate,  conminándo- 
le para  que  abandone  el  mismo  y  los 
lugares  anejos  en  término  que  no  podrá 
bajar  de  siete  dias.  El  ¡aquilino  ú  ocu- 
pante competido  á  desalojar  el  edificio, 
será  castigado  con  multa  de  treinta 
chelines  (1)  por  cada  dia  de  retraso.  Por 
el  contrario,  podrá  la  autoridad  local 
conceder  á  cada  arrendatario  ú ocupan- 
re  una  indemnización  razonable,  previa 
justificación  de  los  gastos  que  á  éste  se 
le  originen  para  desalojar  la  habitación 
ó  edificio  de  que  se  trate.  El  auto  de 
clausura  deberá  establecer  las  baseB 
que  hayan  de  tenerse  en  cuenta  para  la 
determinación  de  la  indemnización  in- 
dicada, debiendo  reputarse  ésta  como 
una  deuda  civil  del  propietario,  contra 
quien  podrá  repetir  la  autoridad  local 
respectiva.  (Art.  32.) 

Cuando  se  hubiere  dictado  un  acto  d  e 
clausura  con  relación  á  un  edificio  de- 
terminado y  hubiere  sido  aplazada  su 
ejecución,  podrá  la  autoridad  local,  si 
conceptuare  que  el  edificio  de  que  se 
trata  continúa  siendo  propio  para  ha- 
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bitación  del  hombre  y  que  no  se  ha  to- 
mado ninguna  medida  de  verdadera 
importancia  para  hacerle  mejorar  de 
condiciones,  y  si  estimare  que  la  con- 
tinuación del  estado  de  cosas  indicado 
constituye  un  peligro  verdadero  para  la 
salubridad  publica,  y  en  particular  para 
las  personas  que  residan  en  sus  inme- 
diaciones, adoptar  una  resolución  en 
que  conste  la  oportunidad  de  proceder 
á  la  demolición  de  aquel  edificio.  La 
resolución  mencionada  tomada  por  la 
autoridad  local  deberá  notificarse  al 
propietario,  indicándole  el  lugar  en  que 
pueda  enterarse  de)  contenido  del  texto 
de  la  misma  y  del  tiempo  que  se  le  con- 
cede para  proceder  con  arreglo  á  ella, 
el  cual  no  podrá  bajar  de  un  mesen 
ningún  caso.  En  este  plazo  podrá  el 
propietario  Formularlas  objeciones  que 
tuviere  por  conveniente.  Si  después  de 
un  nuevo  examen  del  asunto,  y  en  vis- 
ta de  las  objeciones  formuladas,  deci- 
diere la  autoridad  local  que  procede 
dictar  una  resolución  en  el  mismo  sen- 
tido, ámenos  que  el  propietario  intro- 
dujere en  el  edificio  mejoras  de  gran 
entidad  y  que  lo  pongan  en  condiciones 
higiénicas,  decretará  aquélla  la  demo- 
lición del  edificio  de  que  se  trate.  En  el 
caso  de  que  el  propietario  manifestare 
hallarse  dispuesto  á  emprenderlos  tra- 
bajos necesarios  de  saneamiento,  le 
otorgará  la  autoridad  local  un  plazo  ra- 
zonable para  su  ejecución.  Cuando  á 
la  espiración  de  los  plazos  concedidos 
por  la  autoridad,  ó  en  su  caso  de  las 
prórrogas  autorizadas  por  el  Tribunal 
de  jurisdicción  sumaria,  no  se  encon- 
traren terminados  completamente  di- 
chos trabajos,  dispondrá  definitivamen- 
te la  autoridad  local  la  demolición  del 
edificio  de  que  se  trate.  (Art.  33.) 

El  edificio  deberá  demolerse  en  el 
término  de  tres  meses  &  cuenta  del  pro- 
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pietario  ó  bien  por  la  autoridad  local, 
la  cual,  en  este  caso,  procederá  á  la 
venta  en  pública  subasta  de  los  mate- 
riales resultantes,  haciéndose  pago  con 
su  precio  de  loe  gastos  originados  por 
la  demolición,  y  entregará  al  propietario 
el  exceso,  si  lo  hubiere.  Este  articulo 
consigna,  además,  la  prohibición  de 
edificar  en  el  terreno  ocupado  por  el 
edificio  demolido  ninguna  construcción 
que  puede  ser  peligrosa  para  la  salubri- 
dad pública  Toda  construcción  elevada 
en  contravención  á  este  precepto  debe- 
rá, en  cumplimiento  de  orden  de  la  au- 
toridad local,  demolerse  por  el  propie- 
tario de  ella,  y,  en  su  defecto,  por  la 
autoridad  local  en  la  forma  antedicha. 
(Articulo  34.) 

El  art.  35  autoriza  el  recurso  de  ape- 
lación en  favor  del  propietario  que  se 
conceptuare  lesionado  en  sus  derechos 
por  una  disposición  ó  acuerdo  de  esta 
clase  emanado  de  la  autoridad  local, 
para  ante  el  Tribunal  de  la  reunión  tri- 
mestral. Esta  apelación  se  admitirá  en 
efecto  suspensivo,  y  á  ella  será  aplica- 
ble el  art.  31  de  la  Summary  Jurisdie- 
tion  Aet  1879. 

Cuando  un  propietario  hubiere  ter- 
minado en  su  ediñcio  los  trabajos  pres- 
crip tos  por  la  autoridad  local,  podrá  di- 
rigirse á  ésta  para  obtener  un  ckarging 
order;  &  este  efecto,  deberá  producir 
un  certificado  expedido  por  el  inspec- 
tor ó  arquitecto  que  desempeñe  sus  fun- 
ciones cerca  de  dicha  autoridad,  acre- 
ditando que  los  trabajos  se  han  realiza- 
do y  concluido  de  modo  satisfactorio  y 
acompañará  al  mismo  tiempo  un  estado 
y  un  resumen  de  los  gastos  efectuados 
hasta  la  completa  terminación  de  aqué- 
llos. Si  la  autoridad  local  estimare  que 
los  trabajos  Be  han  llevado  á  cabo  de 
modo  co  veniente,  y  comprobare  la 
certeza  de  los  gastos  alegados,  dictará 


una  resolución  constituyendo  en  bene- 
ficio de  dicho  inmueble  una  anualidad 
destinada  á  reembolsar  al  propietario 
del  importe  de  los  gastos  efectuados. 
Esta  anualidad  deberá. consistir  en  el  6 
por  100  de  la  cantidad  á  que  hayan  as- 
cendido los  gastos;  comenzará  á  correr 
desde  la  fecha  de  la  resolución  en  la 
que  se  constituya,  y  sera  pagadera  du- 
rante un  periodo  de  treinta  años,  en 
beneficio  del  propietario,  de  sus  man- 
datarios ó  cesionarios.  Cada  anualidad 
se  percibirá  por  cualquier  persona  que 
tenga  cualidad  bastante  para  ello  al 
tiempo  del  vencimiento,  por  los  mismos 
procedimientos  y  medios  que  si  se  tra- 
tare de  una  renta  inmueble  (renteharge) 
constituida,  por  contrato  sobre  la  casa 
ó  edificio, por  supropietario respectivo. 
Las  eharging  orders  dictadas  en  virtud 
del  presente  articulo,  deberán  ajustar- 
se al  modelo  A,  que  acompaña  al  ane- 
xo quinto  de  la  ley  que  analizamos. 
(Articulo  36.) 

El  art.  37  contiene  reglas  de  un  inte- 
rés especial,  con  respecto  á  la  consti- 
tución, prelación,  transmisión,  etc.,  de 
esta  especie  de  derecho  real  creado  so- 
bre un  inmueble  determinado. 

C.  Obstáculos.  -  Cuando  un  faculta- 
tivo del  servicio  sanitario  estimare  que 
una  construcción  sita  en  el  territorio  á 
que  alcancen  sus  atribuciones,  aun 
cuando  no  sea  impropio  para  habita- 
ción del  hombre,  se  encuentra  en  tales 
condiciones  que  por  su  proximidad  ó 
por  su  contacto  engendra  los  efectos 
siguientes: 

1."  Constituir  obstáculos  á  la  venti- 
lación de  otros  edificios,  hacerlos  insa- 
lubres ó  impropios  para  habitación  del 
hombre; 

2.°  Paralizar  la  ejecución  délas  me- 
didas destinadas  á  saneamiento  délos 
edificios  vecinos  ó  hacer  desaparecer 
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un  estado  de  cosas  contrario  á  la  salud 
pública, 

en  este  caso,  deberá  dirigirse  &  la 
autoridad  local  un  informe  especial 
acerca  de  la  b  particularidades  propias 
del  edificio  de  que  se  trate,  designado 
como  un  obstructñe  bwlding,  con  indi- 
cación de  que  procede  derribar  dicho 
edificio. 

Cuatro  ó  más  habitantes  del  distrito, 
podrán  reclamar  de  la  autoridad  local 
esto  mismo;  en  este  caso,  deberá  dis- 
ponerse que  se  formule  un  informe 
acerca  de  las  condiciones  del  inmueble 
y  de  los  gastos  que  podrá  originarla 
demolición  del  edificio  y  adquisición 
del  terreno.  La  autoridad  local  exami- 
nará seguidamente  la  petición  y  el  in- 
forme; si  resolviere  que  procede  ins- 
truir el  asunto,  dispondrá  la  comunica- 
ción de  la  petición  y  del  informe  al  pro- 
pietario del  terreno  en  que  radique  el 
edificio  obstructor,  señalando  un  térmi- 
no para  que  obre  como  estime  conve- 
niente; el  propietario  podrá,  en  este 
caso,  formular  sus  objeciones,  que  de- 
berán examinarse  por  la  autoridad  lo- 
cal; y  seguidamente  decidirá,  ó  bien 
que  deben  de  tenerse  presente,  ó  que 
se  proceda  acto  continuo  á  la  demoli- 
ción del  edificio  de  que  se  trate.  En  este 
supuesto,  podrá  apelarse  de  la  decisión 
como  si  se  tratare  de  un  auto  de  de- 
molición emanado  de  la  misma  autori- 
dad con  arreglo  á  las  prescripciones 
anteriores. 

Cuando  se  hubiere  dictado  un  auto 
disponiendo  la  demolición  de  un  edifi- 
cio obstructor,  hayase  admitido  ó  de- 
negado la  apelación  ó  medie  desisti- 
miento, la  autoridad  local  podrá  adqui- 
rir el  terreno  como  si  hubiere  sido  au- 
torizada por  Acta  del  Parlamento.  Con 
este  finias  Lands  clames  Acta  acerca  de 
la  adquisición  y  expropiación  de  loa 


terrenos,  se  reputaran  como  si  forma- 
ren parte  de  la  ley  que  analizamos 
(salvo  las  reglas  contenidas  en  dicha 
ley  y  bajo  este  punto  de  vista  la  segun- 
da parte  de  esta  ley  (1)  se  considerará 
como  una  ley  especial).  La  autoridad  lo- 
cal se  reputará  como  si  hubiere  tenido 
la  iniciativa  de  la  empresa;  los  terre- 
nos deberán  adquirirse  en  e)  término 
de  un  año,  contado  desde  el  auto  de  de- 
molición, y  en  caso  de  apelación,  des- 
de la  de  la  sentencia  confirmativa.  El 
propietario  del  terreno  podrá,  en  el 
mes  siguiente  á  la  notificación  del  au- 
to, declarar  que  desea  conservar  el  em- 
plazamiento de  la  construcción  desti- 
nada á  desaparecer,  manifestando  si 
se  trata  de  hacer  la  demolición  por  st 
mismo  ó  dejó  este  cuidado  á  la  autori- 
dad local:  en  este  caso  conservará  el 
terreno  y  recibirá  una  indemnización 
en  razón  de  la  pérdida  del  edificio.  El 
mismo  articulo  regul  esta  indemniza- 
ción en  caso  de  desacuerdo,  por  medio 
de  arbitraje,  según  las  formalidades  es- 
tablecidas en  la  ley  que  analizamos. 
Cuando  la  autoridad  local  proceda  á  la 
expropiación,  el  propietario  del  edificio 
de  la  casa  ó  del  taller  no  estará  auto- 
rizado para  exigir  que  el  conjunto  de 
su  inmueble  se  le  tome,  si  una  parte 
únicamente  de  la  construcción  estuvie- 
re designada  para  expropiación  como 
obstáculo,  y  en  cuanto  á  esta  parte  po- 
drá, según  el  arbitro  á  quien  se  hubie- 
re sometido  la  resolución  del  asunto, 
disgregarse  sin  grave  perjuicio  mate- 
rial. Sin  embargo,  en  este  supuesto  á 
la  indemnización  representativa  del  va- 
lor de  la  parte  expropiada  podrá  aña- 
dirse una  indemnización  por  razón  del 
perjuicio  causado. 
Cuando  el  arbitro  estimare  que  la 
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demolición  de  un  edificio  obstructor 
producirá  el  efecto  de  acrecentar  el 
valor  de  los  inmuebles  inmediatos,  esta 
parte  adjudicada  á  cada  uno  de  ellos 
deberá  considerarse  como  un  gasto  de 
mejora  privada  hecha  por  la  autoridad 
local  en  beneficio  de  dicho  inmueble.  La 
autoridad  local  podrá,  en  su  conse- 
cuencia, para  reintegrarse  de  sus  anti- 
cipos, imponer  á  la  persona  que  ocupe 
el  inmueble  un  arbitro  especial  (llama- 
do improoement  raie).  En  estos  cosos 
procederá  aplicar  las  Public  health 
Acia  referentes  á  los  gastos  originados 
por  las  mejoras  privadas  y  á  las  cuo- 
tas, como  si  sus  disposiciones  forma- 
ren parte  de  la  ley  que  analizamos. 

En  caso  de  conflicto  entre  el  propie- 
tario ó  poseedor  de  un  inmueble  y  el 
arbitro  que  hubiere  regulado  su  cuota 
correspondiente  en  los  gastos  de  mejo- 
ras privadas,  se  someterá  su  resolución 
á  los  Jueces  de  paz,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  las  Landa  clausea  Acia, 
en  el  caso  de  que  la  cuantía  de  la  in- 
demnización no  exceda  de  50  libras  es- 
terlinas. 

Guando  el  propietario  conserve  el  te- 
rreno, se  le  prohibe  elevar  construccio- 
nes que  puedan  perjudicar  á  la  salud 
pública  ó  que  tengan  el  carácter  de 
obstructoras,  según  la  definición  del 
presente  artículo.  Si  se  contraviniere  á 
á  la  prohibición  indicada,  la  autoridad 
local  dispondrá  la  demolición  ó  dispon- 
drá la  modificación  de  los  edificios  ó 
construcciones  elevadas  en  contraven- 
ción &  las  disposiciones  de  la  ley  que 
extractamos;  si  la  orden  de  demolición 
no  se  cumplimentare,  procederá  la  au- 
toridad local  á  ejecutarla  á  expensas 
del  propietario. 

En  caso  de  compra  del  terreno  por 
la  autoridad  local,  procederá  ésta  á  la 
demolición  total  ó  parcial  de  los  edifi- 


cios obstructores  y  podrá  afectar  al  te- 
rreno adquirido,  al  establecimiento  de 
una  vía  pública  ó  cualquiera  otra  de- 
pendencia de  esta  naturaleza.  (Art.  38.) 

D.  Proyeetoa  de  reconatrucción  (Sche- 
me  for  recon&truc(ion).—En  los  casos 
siguientes: 

1.a  Cuando  la  orden  de  demolición 
de  un  inmueble  se  hubiere  dictado  para 
aplicación  de  lo  dispuesto  en  la  fiarte 
segunda  de  la  ley  que  analizamos  y  es- 
timare la  autoridad  local  que  será  con- 
veniente para  la  salud  de  las  personas 
que  habiten  los  edificios  inmediatos,  y 
este  inmueble  sirviere  de  base  á  uno  de 
los  proyectos  siguientes:  a)  Construc- 
ción de  una  calle  ó  plaza;  b)  Construc- 
ción de  casas  ó  habitaciones  para  obre- 
ros; c)  Permuta  por  terrenos  mejor  dis- 
puestos para  la  construcción  de  edifi- 
cios para  habitaciones  de  obreros,  ven- 
ta ó  arrendamiento  de  terrenos  adqui- 
ridos por  permuta  par»  construcción  de 
edificios  de  los  indicados; 

2.°  Cuando  laautoridad  local  estima- 
re que  la  (alta  de  ventanas,  exigüidad 
de  los  locales,  su  mala  disposición,  la 
falta  de  agua  ó  de  luz,  ú  de  otros  defec- 
tos ó  vicios  de  construcción  desde  el 
punto  de  vista  de  la  higiene,  convirtie- 
ren ciertos  edificios  en  peligrosos  Ó 
perjudiciales  para  la  salud  de  las  per- 
sonas que  habiten  dichos  edificios  ó  los 
inmediatos,  que  su  demolición  ó  su  re- 
construcción sobre  nuevos  planos,  es 
indispensable  para  remediar  aquellos 
peligros;  que,  por  otra  parte,  la  man- 
zana que  comprende  estos  edificios, 
sus  patios  y  dependencias,  es  suma- 
mente pequeño  para  que  pueda  prece- 
derse como  si  se  tratare  de  un  lote  in- 
salubre con  arreglo  á  los  términos  es- 
tablecidos en  la  primera  parte  de  la  ley 
que  analizamos,  deberá  resolver  la  au- 
ridad  local  la  incoación  del  expediente 
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oportuno,  y  dispondrá  la  formación  de 
un  proyecto  de  mejora  del  grupo  de 
edificios  de  que  se  trate. 

Este  mismo  articulo  dispone  la  noti- 
ficación del  proyecto,  en  loa  plazos  y 
formas  prevenidos  en  la  primera  par- 
te de  la  ley  que  analizamos,  en  materia 
de  expropiación  de  terrenos,  á  los  pro- 
pietarios, poseedores,  arrendatarios, 
etcétera,  de  los  edificios  á[que  se  aluda 
en  el  proyecto. 

Con  vista  de  los  documentos  y  previa 
una  información  conveniente,  laoflci- 
nadel  Gobierno  local  aprobará  el  pro- 
yecto pura  y  simplemente  ó  con  las  mo- 
dificaciones que  estime  convenientes. 
Una  vez  dictada  esta  resolución  proce- 
derá la  autoridad  local  ala  adquisición 
de  los  terrenos  correspondientes,  sin1 
las  formalidades  de  subasta.  En  el  caso 
de  que  sus  gestiones  no  dieren  resulta- 
do, se  publicará  la  resolución  tomada 
en  la  Caceta  de  Londres,  y  se  notificará 
además  á  los  propietarios  interesados. 
Este  mismo  articulo  establece,  en  su 
párrafo  50,  el  derecho  de  todo  propie- 
tario interesado  para  oponerse  ante  el 
Gobierno  local,  dentro  del  término  de 
dos  meses,  á  contar  de  la  publicación; 
si  esta  oposición  seman tuviere,  la  deci- 
sión de  la  oficina  del  Gobierno  local  no 
tendrá  sino  un  carácter  provisional 
hasta  la  aprobación  por  Acta  del  Parla- 
mento; si,  por  el  contrario,  no  se  dedu- 
jere oposición  alguna  en  el  término  in- 
dicado de  dos  meses,  ó  si  abandonaren 
tas  decididas,  el  Gobierno  local  confir- 
mará su  primera  decisión,  la  cual  pro- 
ducirá pleno  efecto  como  si  hubiere 
recibido  la  sanción  del  Poder  legislati- 
vo. El  párrafo  7."  de  este  articulo  auto- 
riza la  reproducción  en  la  resolución 
indicada  del  texto  de  las  disposiciones 
concernientes  de  las  Landa  clames 
Aet$;el  párrafo  8."  flja  las  bases  para 


determinar  la  cuantía  de  subvenciones 
que  en  determinados  casos,  y  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  de  la  primera 
parte  de  la  ley  que  analizamos  (1),  pue- 
de conceder  el  Parlamento  á  la  autori- 
dad local  para  facilitar  la  ejecución  de 
los  trabajos  cuyo  proyecto  someta  á  su 
aprobación,  y  termina  el  articulo  esta- 
bleciendo las  reglas  que  han  de  seguir- 
se cuando  durante  la  ejecución  de  los 
trabajos  se  introduzcan,  por  conside- 
rarlas necesarias,  modificaciones  en  el 
proyecto  primitivo.  (Art.  39.) 

La  oficina  del  Gobierno  local  deberá, 
en  toda  orden  por  la  que  se  apruebe 
un  proyecto  que  se  le  hubiere  sometido 
en  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  segunda 
parte  de  la  ley  que  analizamos,  estipu- 
lar con  respecto  al  alojamiento  de  los 
obreros  las  disposiciones  que  estime 
convenientes  según  las  circunstan- 
cias. (Art  40.) 

E.  Determinación  de  la  indemniza- 
ción (settlement  of  compensation).~El 
párrafo  1."  del  art.  41  establece  reglas 
para  la  determinación  délas  indemni- 
zaciones debidas  por  loe  trabajos  em- 
prendidos en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
la  segunda  parte  de  la  ley  que  anali- 
zamos. 

Para  determinar  la  cuantía  de  la  in- 
demnización: 

a)  Se  tomará  por  base  el  valor  ve- 
nal neto  del  inmueble  a)  tiempo  de  la 
evaluación,  teniendo  además  en  consi- 
deración la  naturaleza  y  situación  de  la 
propiedad,  la  duración  probable  de  las 
construcciones  y  los  gastos  de  conser- 
vación y  entretenimiento;  pero  no  se 
tomará  en  cuenta  el  hecho  de  la  expro- 
piación forzosa; 

b)  El  perito  arbitro  tomará  en  con- 
sideración el  aumento  de  valor  que  en 


[1)     Artículo»  1.*  i  88, 
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su  opinión  deba  resultar  para  los  edifi- 
cios inmediatos  pertenecientes  al  mis- 
mo propietario)  á  conseceencia  del  he- 
cho de  la  demolición  ó  de  la  modifica- 
ción proyectada  por  la  autoridad  local. 

El  párrafo  3."  de  este  articulo  autori- 
za al  perito  arbitro  para  admitir  la 
prueba  testifical  acerca  de  la  existen- 
cia de  ciertos  vicios  ó  defectos  del  in- 
mueble, de  tal  naturaleza  que  puedan 
implicar  una  reducción  en  la  cifra  de  la 
indemnización. 

El  párrafo  4  °  establece  para  el  pro- 
pietario la  obligación,  una  vez  satisfe- 
cha ó  concedida  la  indemnización,  de 
transmitir  sus  derechos  sobre  el  inmue- 
ble á  la  autoridad  local  ó  á  sus  dere- 
chobabientes;  si  el  propietario  no  cum- 
pliere este  precepto,  procederá  la  auto- 
ridad local  &  adoptar  las  medidas  que 
fueren  del  caso,  con  arreglo  á  lo  pre- 
ceptuado en  las  Lands  elauses  Acts.  En 
materia  de  arbitraje  deberá  hacerse 
aplicación  de  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 32,  33,  35,  36  y  37  de  la  Latid 
elauses  conaolidation  Aet  1845. 

En  general,  y  salvo  petición  en  con- 
trario, emanada  de  la  autoridad  local, 
el  arbitro  deberá  regular  todas  las  in- 
demnizaciones en  el  mismo  laudo.  En 
caso  de  fallecimiento,  dimisión,  enfer- 
medad ó  negligencia  del  arbitro  en  des- 
empeñar su  cometido,  se  procederá  á 
su  reemplazo  por  el  Gobierno  local 
respectivo.  El  resto  del  articulo  señala 
las  reglas  que  han  de  tenerse  presentes 
para  practicar  la  tasación  de  costas 
del  procedimiento  arbitral,  y  termina 
estableciendo  que  el  laudo  arbitral 
será  definitivo  y  obligatorio  para  las 
partes.  (Art.  41.) 

V.  Gastos  y  empréstitos  {Expenses 
and  borrowingj.—hoe,  gastos  efectua- 
dos por  la  autoridad  local  en  aplica- 
ción de  lo  dispuesto  en  la  segunda  par- 


te (1)  de  la  ley  que  analizamos,  deberán 
satisfacerse  á  cuenta  de  los  fondas  pro- 
venientes de  los  arbitrios  locales.  Los 
gastos  hechos  por  una  autoridad  sani- 
taria rural  serán,  salvólos  motivados 
por  un  auto  de  clausura  de  un  edificio  ó 
construcción,  de  cuenta  exclusiva  de 
las  localidades  en  beneficio  de  lasque 
se  hubieren  realizado  los  trabajos  co- 
rrespondientes. (Art.  42.) 

El  art.  43  consigna  la  facultad,  á  fa- 
vor de  la  autoridad  local,  de  contratar 
empréstitos  por  las  cantidades  necesa- 
rias para  la  adquisición  de  terrenos; 
pago  de  las  indemnizaciones  por  razón 
de  expropiación,  en  las  condiciones 
prevenidas  por  tas  Public  hcalih  Aets; 
y  el  art.  44  trata  de  la  cuenta  anual  que 
deberá  presentarse  al  gobierno  local 
referente  á  los  gastos  y  recursos  apli- 
cables á  su  pago  por  la  autoridad  local. 

O.  Facultades  y  atribuciones  de  los 
Consejos  de  Condado  en  estas  materias. 
—Cuando  el  facultativo  del  servicio  sa- 
nitario ó  cualquier  cabeza  de  familia 
sr  dirigieran  ü  una  rcxtryó  auna  oficina 
de  distrito  en  el  condado  administrati- 
vo de  Londres,  ó  á  la  oficina  local  de 
Woolwichy  ó  á  cualquiera  otra  autori- 
dad rural  sanitaria,  ó  al  médico  del 
servicio  de  sanidad  de  esta  autoridad 
acerca  de  una  construcción  ó  edificio 
señalado  como  peligroso  para  la  salud 
pública  ó  impropio  para  habitación  del 
hombre  ó  acerca  de  una  construcción 
obstructora,  la  autoridad  del  distrito 
deberá  sin  demora  remitir  al  Consejo 
del  condado  en  que  esté  situado  el  edi- 
ficio de  que  se  trate,  copia  de  la  peti- 
ción acompañada  del  informe  y  sumi- 
nistrarle cuantas  noticias  y  datos  se 
conceptúen  necesarios. 

En  estos  casos: 


(i)    Artículo!  se  i  w. 
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a)  Si  el  Consejo  estimare  que  debe 
incoarse  un  procedimiento  encaminado 
á  conseguir  la  clausura  de  determina- 
dos edificios,  ó  que  debe  dictarse  un 
auto  de  demolición  total  o  parcial  de 
ellos  ó  que  debe  derribarse  una  cons- 
trucción obstructora; 

b)  Si  este  parecer,  formulado  por  es- 
crito y  notificado  en  debida  forma  & 
la  autoridad  del  distrito,  no  se  hubie- 
re llevado  á  electo  dentro  del  mes  si- 
guiente y  el  Consejo  estimare  que  la 
autoridad  local  no  ha  practicado  las 
diligencias  oportunas, 

e)  Consejo  de  condado  levantará 
acta  en  una  reunión  especial,  y,  por 
este  hecho,  las  facultades  concedidas 
por  la  ley  que  analizamos  a  la  autori- 
dad local,  con  respeto  á  las  mismas 
construcciones  y  edificios,  se  transmi- 
tirán al  Consejo  de  condado.  Si  éste 
dictare,  en  su  consecuencia,  una  orden 
de  clausura  ó  de  demolición  ú  ordenare 
la  destrucción  de  un  edificio  obstructor, 
y  si  no  se  apelare  de  esta  orden,  los 
gastos  efectuados  por  el  Consejo  de 
condado,  asi  como  todas  las  indemni- 
zaciones pagadas  con  ocasión  de  las 
operaciones  de  que  se  trata,  constitui- 
rán una  deuda  contractual  de  la  autori- 
dad del  distrito  para  con  el  Consejo  de 
condado.  (Art.  45.) 

H.  Disposiciones  especíale»  a  la  oilla 
de  Londrea.~En  general,  y  salvo  las  mo- 
dificaciones enumeradas  más  adelante, 
la  segunda  parte  de  la  ley  que  analiza- 
mos serán  aplicables  al  condadode  Lon- 
dres. Este  articulo  establece  la  aplica- 
ción de  las  disposiciones  de  las  Public 
healt»  Acts,  relativas  á  los  gastos  y  ta- 
sas de  mejoras  privadas;  la  policía  sa- 
nitaria en  el  condado  de  Londres  per- 
tenecerá á  las  autoridades  locales  de 
este  condado,  y  en  la  ciudad  de  Londres 
á  los  Comisarios  de  alcantarillas.  El 


párrafo  2.°  de  este  articulo  establece  la 
facultad  para  el  Consejo  del  condado  de 
Londres  ó  los  Comisarios  de  alcantari- 
llas, en  los  términos  de  la  primera  par- 
te de  la  ley  que  analizamos,  y  lo  mismo 
para  toda  nestry  ó  centro  local,  con 
arreglo  á  la  Metrópoli»  management 
Aet  1855,  de  contraer  empréstitos  por 
las  cantidades  necesarias  para  bacer 
frente  á  los  gastos  ocasionados  por  la 
aplicación  de  la  segunda  parte  de  la 
ley  que  analizamos.  El  párrafo  3."  de 
este  articulo  faculta  al  Consejo  de)  con- 
dado de  Londres  para  bacer  anticipos  á 
las  autoridades  locales  del  condado.  Se 
sustituye  también  el  Gobierno  local  por 
el  Subsecretario  de  Estado  para  las 
autorizaciones  que  hayan  de  conceder- 
se en  materia  de  venta,  de  emplaza- 
miento de  una  construcción  obstructora 
y  para  el  examen  de  las  cuentas  anua- 
les de  ingresos  y  gastos. 

El  párrafo  5."  consigna  el  derecho 
para  el  Consejo  de  condado  de  encar- 
garse, en  lugar  y  representación  de  la 
Asamblea  parroquial  (1)  ó  de  la  oficina 
local,  de  todas  las  diligencias  requeri- 
das para  la  preparación  y  aprobación 
de  un  proyecto  que  estime  oportuno. 
Las  reglas  que  deben  observarse  serán 
las  mismas  que  las  de  la  Asamblea  pa- 
rroquia] ó  la  oficina  loca]  respectiva. 
En  general,  los  gastos  se  soportarán 
por  el  condado.  Sin  embargo,  podrá  de- 


(1)  Laa  parroquias,  constituí  da  a  ordi 
mente  para  la  gestión  de  lo  temporal  del  culto, 
se  gobiernan  por  la  Vesíry,  Asamblea  deliberante 
y  ejecutiva  i  la  ver,  formada  por  todos  Ion  veci- 
nos que  pagan  la  contribución  de  pobres,  aunque 
con  voto  p-oporcional  a  bu  renta;  la  menor  de  So 
libras  esterlinas,  da  derecho  a  un  voto,  j  cada  SO 
libras  mis  á  otro,  sin  que  puedan  pasar  de  seis 
los  de  una  misma  persona. 

La  Vestry  delega  la  ejecución  de  1< 
en  agentes  que  libremente  nombra  y  separa 
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cidirse,  á  instancia  del  Consejo  de  con- 
dado, y  según  las  circunstancias,  por 
el  Subsecretario  de  Estado,  que  todo  ó 
parte  de  dichos  gastos  quedarán  a 
cuenta  de  la  Asamblea  parroquial  ó  de 
la  oficina  local. 

Igualmente  en  el  caso  de  que  los  tra- 
bajos hubieren  sido  emprendidos  por  la 
Asamblea  parroquial  ó  por  la  oficina 
local,  podrá  el  Subsecretario  de  Estado, 
á  instancia  de  éstos,  y  tenida  consi- 
deración á  la  situación  de  las  construc- 
ciones amenazadas  por  los  trabajos  y  ¿ 
las  demás  circunstancias  del  caso,  de- 
cidir que  los  gastos  se  soporten,  total  6 
parcialmente,  por  el  condado.  El  ar- 
ticulo termina  concediendo  á  la  oficina 
de  sanidad  de  Woolwich  el  carácter  de 
oficina  local  del  distrito.  (Art.  46.) 

I.  Parte  suplementaria.— El  art.  47 
contiene  disposiciones  encaminadas  á 
poner  á  salvo  los  derechos  del  terrate- 
niente, cuando  los  atributos  de  la  pro- 
piedad se  encuentran  divididos  entre 
dos  titulares  investidos  del  dominio  di- 
recto el  uno  y  del  dominio  directo  útil 
el  otro. 

El  art.  48  contiene  reglas  especiales 
destinadas  á  asegurar  los  derechos  del 
propietario,  cuando  éste  se  halla  obli- 
gado á  recuperar  su  inmueble  por  or- 
den de  la  autoridad  local  sanitaria. 

Los  artículos  49  y  50  contienen  las 
reglas  q  e  han  de  tenerse  presentes  en 
la  práctica  de  las  notificaciones  que  ha- 
yan de  hacerse  por  las  autoridades  de 
sanidad  en  ejecución  de  la  segunda 
parte  (1)  de  la  presente  ley. 

El  art.  51  prevé  ta  resistencia  opues- 
ta por  el  propietario  ú  ocupante  al  mé- 
dico del  servicio  sanitario  ó  á  los  agen- 
tes de  la  autoridad  local  en  ejecución 


(1)    Artículos  Sí  4  5: 


de  las  medidas  tomadas  en  virtud  de  lo 
dispuesto  en  la  tercera  parte  de  la  pre- 
sente ley  (1). 

El  articulo  52  carece  de  interés. 
§  III,— Edificios  destinados  á  alojas- 
miento  de  obreros.  —(Working  elass 
lodgind  houses.)—  La  expresión  lod- 
ging  houses  Jor  the  working  elassea, 
empleada  en  la  tercera  parte  de  la 
ley  que  analizamos,  comprende  los 
edificios  y  terrenos  acotados  afectos 
á  habitación  de  obreros  y  que  com- 
prenden dos  ó  más  viviendas;  en  aten- 
ción &  éstas  se  dictan  las  disposiciones 
que  á  continuación  extractamos.  (Ar- 
ticulo 53.) 

La  tercera  parte  de  la  ley  que  anali- 
zamos (2)  podrá  adoptarse  en  todos  los 
distritos  y  por  todas  las  autoridades  lo- 
cales que  se  enumeran  en  el  primer 
anexo.  En  los  distritos  sanitarios  rura- 
les esta  adopción  se  subordinará  &  la 
expedición  de  una  certificación  en  las 
circunstancias  y  á  la  espiración  de  los 
plazos  siguientes.  (Art.  54.) 

La  autoridad  sanitaria  rural  que  de- 
seare colocarse  bajo  el  régimen  de  la 
tercera  parte  (3)  de  la  ley  qi'e  analiza- 
mos, deberá  dirigir  una  instancia  al 
Consejo  de  condado  en  cuyo  terreno 
jurisdiccional  se  encuentre  sito  el  lote 
ó  manzana  de  que  se  trate,  indicando 
las  condiciones  que  éste  ofrece  y  las 
modificaciones  que  conceptúa  conve- 
niente introducir;  en  este  caso,  el  Con- 
sejo de  condado  dispone  la  práctica  de 
una  información  y  reconocimiento  del 
lugar,  encargando  de  ello  á  uno  de  sus 
individuos  ó  delegando  en  una  persona 
determinada.  Si  resultare  patente  la 
necesidad  de  la  transformación  deman- 


(1)  Artículos  5»  i  11. 

(2)  j  (3)    Vtew  la  note  utertor. 


3,git,zedbyG00gIC 


habitaciones  de  artesanos  y  obreros 


913 


dada,  y  se  reconociere  que  las  opera- 
ciones indispensables  para  conseguir 
aquélla  no  podrían  ve  ros  i  mil  mente  lle- 
varse á  cabo  sin  observar  las  disposi- 
ciones contenidas  en  la  tercera  parte  de 
la  ley  que  analizamos,  y  que  tenida 
consideración  á  las  cargas  pecuniarias 
á  que  habrá  de  hacerse  frente  con  ayu- 
da de  los  arbitrios  correspondientes,  es 
prudente,  bajo  cualquier  aspecto  que 
se  examine  la  cuestión,  colocar  bajo  ej 
régimen  indicado  la  ejecución  de  las 
operaciones  y  trabajos  proyectados, 
podrá  el  Consejo,  de  condado  expedir 
una  certificación  en  que  conste  su  con- 
formidad, la  cual  deberá  publicarse  en 
uno  6  más  periódicos  de  la  localidad,  y, 
en  su  consecuencia,  adoptarse  las  dis- 
posiciones legales  mencionadas. 

Deberán  en  estos  casos  adoptarse  las 
prescripciones  siguientes: 

a)  En  general,  la  adopción  de  la  ley 
que  analizamos,  en  conformidad  con  la 
certificación  mencionada  expedida  por 
el  Consejo  de  condado,  no  podrá  efec- 
tuarse antes  de  la  elección  ordinaria  de 
los  individuos  de  esta  corporación,  aun 
cuando  se  expida  con  posterioridad  á 
la  información  practicada; 

b)  Las  disposiciones  citadas  de  la 
ley  que  analizamos  no  podrán  adoptar- 
se, una  vez  que  hayan  transcurrido 
doce  meses  de  la  expedición  de  la  cer- 
tificación; en  este  caso  se  requerirá  una 
nueva  certificación; 

e)  No  podrá  adquirirse  terreno  algu- 
no, ni  elevarse  construcción  alguna,  en 
virtud  de  la  ley  que  analizamos,  fuera 
del  lote  ó  parcela  designados  en  la  cer- 
tificación, á  menos  que  se  obtenga  una 
nueva  certificación  á  consecuencia  de 
otra  demanda  é  información  practi- 
cada. 

El  párrafo  2."  de  este  artículo  esta- 
blece á  favor  del  Consejo  de  condado, á 
Tomo  XI.— Institución»  jobIdkui. 


instancia  de  la  autoridad  local,  y  des- 
pués de  una  información,  la  facultad  de 
decidir  que  los  gastos  ocasionados  por 
la  ejecución  de  la  parte  tercera  (1)  de  la 
ley  que  analizamos,  se  soporten,  no  por 
todo  el  distrito,  sino  por  determinadas 
localidades  que  se  designen  en  la  reso- 
lución, y  el  párrafo  8.°  pone  á  cargo  de 
la  autoridad  local  los  gastos  de  la  in- 
formación abierta,  en  las  condiciones  y 
casos  mencionados  por  el  Consejo  de 
condado.  (Art.  55.) 

A.  Ejecución  de  la  parte  tercera  (2) 
de  la  ley  de  18  de  Agosto  de  1890  por  la 
autoridad  local.— Cuando  la  parte  ter- 
cera (3)  de  la  ley  que  analizamos  se  hu- 
biere adoptado  en  un  distrito,  tendrá 
atribuciones  la  autoridad  local  del  mis- 
mo para  obrar  del  modo  que  conceptúe 
conveniente,  con  objeto  de  asegurar  su 
ejecución  y  cumplimiento,  salvo  siem- 
pre las  atribuciones  que  con  arreglo  á 
dicha  ley  competenálasautoridades  ur- 
banas de  sanidad.  A  este  ñn  la  autori- 
dad loca)  estará  investida  de  las  mis- 
mas facultades  que  las  conferidas  para 
el  cumplimiento  de  sus  atribuciones:  al 
Consejo  de  condado  de  Londres,  por  la 
Metrópolis  management  Act  1855  y  leyes 
modificativas;  &  las  autoridades  de  sa- 
nidad, por  los  Public  health  Aets,  y  á 
los  comisarios  de  alcantarillas  (xewers) 
por  las  leyes  que  regulan  sus  atribu- 
ciones. (Art.  66.) 

El  art.  57  concede  facultades  á  la  au- 
toridad local  para  adquirir  los  terrenos 
que  conceptúe  necesarios  para  ejecu- 
ción de  la  parte  tercera  de  la  ley,  con- 
formándose con  los  preceptos  conteni- 
dos en  la  Public  health  Act  1875.  Uni-  ■ 
camente  se  sustituirá  á  la  autoridad  lo- 
cal, los  comisarios  de  alcantarillas  ó 
el  Consejo  del  condado  de  Londres,  se- 


[l)(3)y(8J    Víanse  los  artículos  03  i  71. 
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gún  los  casos,  y  tú  Secretario  de  Esta- 
do, el  Gobierno  local.  La  autoridad  lo- 
cal podrá,  si  lo  conceptuare  convenien- 
te, adquirir  o  arrendar,  sea  los  edifi- 
cios va  ocupados  por  los  obreros,  ú 
otros  edificios,  con  objeto  de  reedificar- 
los y  acondicionarlos  para  que  sirvan 
de  alojamiento  á  obreros;  asimismo, 
podrá  la  autoridad,  sea  con  el  consen- 
timiento de  la  oficina  del  Gobierno  lo- 
cal si  se  tratare  de  una  autoridad  urba- 
na, sea  con  el  consentimiento  del  Con- 
sejo del  condado,  disponer,  conforme 
á  los  preceptos  de  la  ley  que  analiza- 
mos, de  todo  edificio  adquirido  o  arren- 
dado de  esta  suerte,  ó  cualquier  otro  te- 
rreno cuya  propiedad  hubiere  adquiri- 
do ó  que  se  encontrare  &  su  disposi- 
ción. (Art.  57.) 

Los  administradores  de  todas  las  ha- 
bitaciones organizadas  en  el  distrito 
para  el  alojamiento  de  obreros  por  me- 
dio de  suscripciones  privadas  ó  en  cual- 
quiera otra  forma,  podrán,  con  el  con- 
sentimiento de  la  mayoría  del  Consejo 
de  administración  ó  con  el  de  las  per- 
sonas de  quienes  hubieren  recibido  su 
mandato,  enagenar  ó  dar  en  arrenda- 
miento dichos  edificios  a  la  autoridad 
local  ó  ceder  á  esta  su  gestión.  (Art.58.) 

La  autoridad  local  podrá,  con  res- 
pecto á  cualquier  tierra  adquirida  ó 
acondicionada  por  ella  con  los  fines  in- 
dicados, construir  edificios  propios  para 
recibir  obreros  ó  transformar  á  este 
efecto  los  edificios  existentes  y  modifi- 
car, alumbrar,  reparar  y  mejorar  los 
locales,  y  disponerlos,  amueblarlos  y 
proveerlos  de  todos  los  accesorios  y 
■  comodidades  deseadas.  (Art.  59.) 

El  art.  60  concede  derecho  á  la  auto- 
ridad local  para  efectuar  permutas  de 
terreno,  siempre  que  el  Consejo  de  con- 
dado ó  el  Gobierno  local  conceda  para 
«líos  su  autorización. 


B.  Régimen  de  los  alojamientos  para 
obreros,  (Management  of  lodgnig  hou- 
set).— Pertenecen  á  la  autoridad  local 
la  gestión,  vigilancia,  etc.,  de  las  habi- 
taciones y  alojamientos  para  obreros, 
con  arreglo  &  la  ley  que  analizamos 
(parte  tercera).  La  autoridad  local  po- 
drá subordinar  los  arrendamientos  de 
edificios  destinados  á  alojamientos  de 
obreros,  á  aquellas  cargas  que  concep- 
túe útiles  y  que  se  determinarán  en  sus 
Reglamentos.  (Art.  61.) 

El  art.  62  concede  facultades  á  la  au- 
toridad local  para  dictar  Reglamentos 
encaminados  á  disponer  lo  que  sea  más 
conveniente  con  respecto  al  funciona- 
miento, aprovechamiento  y  gestión  de 
los  edificios  destinados  á  alojamientos 
de  obreros.  En  la  habitación  principal 
de  aquéllos  se  fijarán  copias  de  dichos 
Reglamentos. 

Las  personas  que  por  si  ó  por  sus 
cónyuges  recibieren  durante  su  residen- 
cia en  una  habitación  de  las  destinadas 
á  obreros,  como  poseedores  ú  ocupan- 
tes, un  socorro  cualquiera  en  virtud  de 
las  leyes  de  asistencia  y  beneficencia 
pública,  si  éste  socorro  no  hubiere  sido 
motivado  por  un  accidente  Ó  enferme- 
dad temporal,  perderá  por  este  solo 
hecho  todo  derecho  á  continuar  resi- 
diendo en  el  edificio  ó  habitación  res- 
pectiva. (Art.  63.) 

El  art.  64  confiere  á  la  autoridad  local 
la  facultad  de  enagenar,  con  el  asenti- 
miento de  la  oficina  del  Gobierno  local 
ó  del  Consejo  de  condado,  según  los 
casos,  los  edificios  arreglados  para  alo- 
jamiento de  obreros  que  conceptuare 
innecesarios  ó  de  conservación  dispen- 
diosa. 

C.  Gastos  y  empréstitos  contraídos 
por  la  autoridad  local.— Fl  art.  65  de- 
termina sobre  qué  presupuestos,  según 
que  se  trate  del  condado  administrati- 
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vo'de  Londres,  de  un  distrito  urbano  6 
de  un  distrito  rural,  deben  imputarse, 
á  titulo  de  gastos  generales  6  especia- 
les, los  que  se  originaren  con  motivo 
de  la  aplicación  de  la  parte  tercera  (1) 
de  la  ley  que  analizamos. 

El  art.  66  concede  facultades  para 
contraer  empréstitos  al  Consejo  del 
condado  de  Londres,  á  los  comisarios 
de  alcantarillas  y  á  cualquiera  otra  au- 
toridad de  sanidad,  en  ejecución  de  la 
parte  tercera  (2)  de  la  ley  que  anali- 
zamos. 

D.  Anticipos  hechos  á  Compañías  y 
a  particulares  y  facultades  que  pueden 
concedérseles.— Además  de  las  faculta- 
des que  les  confieran  porcualquier  otra 
disposición  legislativa,  los  comisarios 
de  empréstitos  para  obras  públicas  po- 
drán hacer  anticipos  á  las  sociedades 
y  particulares  enumeradas  á  continua- 
ción: 

a)  Compañías  de  caminos  de  hierro, 
de  almacenes  generales  de  depósito,  ó 
de  obras  de  puertos,  sociedades  ó  aso- 
ciaciones que  tengan  por  objeto  la  cons- 
trucción y  mejoramiento  de  alojamien- 
tos de  obreros,  ó  encaminadas  á  facili- 
tar y  proteger  la  construcción  de  edifi- 
cios para  obreros,  sociedades  mercan- 
tiles ó  industriales,  que  para  las  nece- 
sidades de  sus  operaciones  emplearen 
obreros; 

b)  Los  particulares  que  tengan  el 
dominio  útil  de  un  terreno,  siempre  que 
lleve  este  derecho  cincuenta  años  á  lo 
menos  de  existencia. 

Las  sociedades  y  particulares  men- 
cionados podrán  hacer  anticipos  á  los 
comisarios  de  obras  públicas,  de  las 
cantidades  necesarias  para  construir  ó 
mejorar  edificios  destinados  á  aloja- 
mientos para  obreros.  Los  empréstitos 


(1)  y  (2)     Artículos  52  i  11. 


indicados  se  contraerán  con  arreglo 
á  las  formas  determinadas  por  el  Pu- 
blic Works  Act  1875,  salvo  las  excepcio- 
nes siguientes: 

1.'  Los  anticipos  podrán  efectuarse 
aunque  la  sociedad  ó  el  particular  de 
que  se  trate  tengan  la  facultad  de  pres- 
tar con  hipoteca  ó  en  otra  forma,  con 
independencia  de  la  ley  que  anali- 
zamos; 

2.*  El  plazo  concedido  para  el  reem- 
bolso de  los  anticipos  efectuados  no 
podrá  exceder  de  cuarenta  años; 

3.*  No  podrá  hacerse  anticipos  hipo- 
tecarios sobre  un  terreno  ó  edificios 
cuando  el  derecho  perteneciente  al 
prestamista  sobre  aquéllos  no  sea  el 
dominio  útil,  ó  un  derecho  real  de  una 
duración  determinada  y  que  cuente  cin- 
cuenta años  de  existencia; 

4.'  La  cantidad  prestada  con  hipote- 
ca no  deberá  exceder  del  valor  de  la 
propiedad  ó  de  los  derechos  sobre  la 
tierra  ó  edificios  ofrecidos  en  garantía. 
Termina  el  articulo  concediendo  á 
las  sociedades  indicadas  el  derecho  de 
adquirir  y  poseer  terrenos  con  el  fin  de 
construir  ó  mejorar  los  edificios  desti- 
nados á  obreros.  (Art.  67.) 

El  art.  68  autoriza  á  todas  las  com- 
pañías de  caminosde  hierro,  de  alma- 
cenes generales  de  depósito,  de  obras 
de  puertos  y  otras  sociedades  mercan- 
tiles ó  industrialesque  emplearen  obre- 
ros para  erigir,  no  obstante  cualquier 
Acta  del  Parlamento,  carta,  regla  de 
ley  ó  de  equidad  en  contrario,  sobre  su 
propio  terreno  ó  cualquier  otro  adqui- 
rido, edificios  para  alojamiento  de 
obreros. 

El  art.  69  autoriza  á  las  compañías 
de  agua  y  gas,  y  á  sus  administradores 
á  conceder  á  las  habitaciones  de  obre- 
ros acondicionadas  con  arreglo  á  la 
parte  tercera  de  la  ley  que  analizamos, 
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concesiones  de  agua  ó  gas  &  titulo  gra- 
tuito 6  con  las  reducciones  que  estimen 
oportunos. 

Los  ediñcios  para  obreros  elevados 
en  las  condiciones  especificadas  en  la 
ley  que  extractamos,  se  encontrarán  en 
todo  tiempo  sometidos  á  la  inspección 
de  la  autoridad  local  y  de  los  delega- 
dos y  agentes  respectivos.  (Art.  70.) 

El  importe  de  las  multas  impuestas 
por  la  violación  de  Reglamentos,  se  im- 
pondrá en  el  crédito  &  que  queden  afec- 
tos los  gastos  efectuados  en  virtud  de 
la  ley  que  analizamos.  (Art.  71.) 

%  IV.  —  Disposiciones  complemanta- 
rlu.— El  art.  72  prevee  el  caso  en  que 
elConsejo  del  condado  de  Londres  fuere 
requerido  acerca  del  saneamiento  de 
un  lote  que  no  exceda  de  diez  ediñcios; 
en  este  supuesto  se  procederá  á  la 
adopción  de  las  medidas  'convenientes 
á  indicación  de  aquel,  por  la  autoridad 
local  en  la  forma  prevenida  en  la  se- 
gunda parte  de  la  ley  que  analizamos 
y  no  en  la  primera. 

El  art.  73  trata  del  conflicto  entre  el 
Consejo  de)  condado  de  Londres  y  una 
autoridad  local  del  mismo  condado 
acerca  de  decidir  si  los  trabajos  de  sa- 
neamiento proyectados  tienen  ó  no  ca- 
rácter de  interés  general,  y  por  conse- 
cuencia deben  someterse  á  las  reglas 
contenidas  en  la  segunda  ó  en  la  pri- 
mera parte  de  la  ley  que  extractamos. 
La  solución  del  conflicto  indicado  co- 
rresponde al  Secretario  de  Estado. 

El  art.  74  introduce  excepciones  y 
modificaciones  á  las  reglas  vigentes  en 
materia  de  sustituciones.  Por  dero- 
gación del  Settted  Land  Ací  1882,  será 
licito  vender,  permutar,  arrendar  una 
propiedad  gravada  con  sustitución,  con 
objeto  de  atender  á  la  construcción  de 
edificios  para  obreros  en  condiciones 
pecuniarias  de  tal  naturaleza,  que  faci- 


liten la  realización  del  proyecto,  aun 
cuando  se  hubiere  podido  obtener  un 
precio  más  elevado  de  la  misma  ope- 
ración celebrada  con  otro  objeto.  Seré 
licito  también  por  extensión  de  las  dis- 
posiciones de  los  artículos  25  y  33  de  la 
Settled  Land  Aet  afectar  el  capital  á  la 
construcción  de  alojamientos  de  obre- 
ros, y  termina  el  articulo  enunciando 
disposiciones  idénticas  cuando  las  tie- 
rras vendidas,  permutadas  ó  dadas  en 
arrendamiento,  pertenezcan  á  una  so- 
ciedad ó  persona  moral. 

Según  el  art.  75,  los  contratos  de 
arrendamiento  celebrados  con  poste- 
rioridad á  14  de  Agosto  de  1885,  com- 
prenderán implícitamente  la  condición 
de  que  el  local  deberá,  antes  de  ocupar- 
se, arreglarse  convenientemente  para 
habitación  del  hombre. 

El  art.  76  concede  derecho  al  Consejo 
de  condado  para,  con  el  asentimiento 
del  Secretario  de  Estado,  comisionar, 
á  los  efectos  de  la  ley  que  extractamos, 
uno  ó  más  facultativos  para  el  servicio 
de  Sanidad. 

El  art.  77  otorga  á  la  autoridad  local 
el  derecho  de  penetrar,  previo  aviso,  en 
las  propiedades  que  hayan  de  expro- 
piarse, en  ejecución  de  la  ley  que  ex- 
tractamos, en  unión  de  uno  de  sus 
agentes  para  que  proceda  á  su  tasa- 
ción. 

El  art.  78  trata  de  las  indemnizacio- 
nes concedidas  á  los  pequeños  arren- 
datarios cuando  la  autoridad  local  trate 
de  tomar  inmediatamente  posesión  del 
edificio  adquirido  con  objeto  de  atender 
&  la  salubridad  pública. 

El  art.  79  indica  que  el  Medico  del 
servicio  de  sanidad  tendrá  las  mismas 
obligaciones,  en  el  caso  de  que  sea  pro- 
pietario ó  interino.  Los  informes  que  el 
mismo  eleve  ala  autoridad  local,  debe- 
rán formularse  por  escrito. 
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El  art.  80  dispone  que  las  cuentas  de 
ingresos  y  gastos  del  servicio  de  sani- 
dad se  encuentran  sujetas,  en  su  com- 
probación a  las  reglas  generales  de 
contabilidad  del  Estado. 

El  art.  81  concede  atribuciones  a  la 
autoridad  local  para  nombrar  comisio- 
nes encargadas  de  facilitar  la  aplica- 
ción de  la  ley  que  extractamos.  Estas 
comisiones  no  tendrán  facultades  para 
contratar,  contraer  empréstitos,  au- 
mentar los  arbitrios,  etc. 

El  art.  82  señala  el  empleo  que  ha  de 
darse  al  producto  de  la  venta  de  los  te- 
rrenos adquiridos  por  la  autoridad  lo- 
cal, con  arreglo  á  los  principios  que 
presiden,  el  de  los  capitales  pertene- 
cientes á  las  personas  morales,  y  todo 
ello  con  aprobación  de  la  autoridad 
local. 

El  art.  83  fija  en  tres  libras  esterlinas, 
dos  chelines  y  seis  peniques  la  tasa  del 
interés  de  los  anticipos  hechos  por  los 
comisarios  de  empréstitos  de  obras  pu- 
blicas. 

El  art.  84  hace  aplicables  en  materia 
de  Reglamentos,  dictados  en  virtud  de 
|a  ley  que  extractamos,  las  disposi- 
ciones de  la  Metrópolis  Menagement 
Act  1855,  y  las  de  la  Public  Healt 
Act  1875,  según  los  casos. 

El  art.  85  coloca  á  cargo  de  la  autori- 
dad local  y  de  las  personas  interesa- 
das, los  gastos  originados  por  la  prác- 
tica de  informaciones  locales  prescrip- 
tas  por  el  Gobierno  local  ó  en  cualquie- 
ra otra  autoridad  administrativa  supe- 
rior. 

Toda  orden  ó  documento  emanado 
de  la  autoridad  local,  deberá  ir  reves- 
tido del  sello  de  la  misma  y  certificado 
por  la  firma  del  Secretario  de  la  misma. 
(Art.  86.) 

Las  notificaciones  que  hayan  de  diri- 
girse á  la  autoridad  local,  se  verifica- 


rán mediante  la  entrega  de  la  ejecuto- 
ria al  Secretario  de  dicha  autoridad  ó 
á  cualquiera  de  sus  empleados.  (Ar- 
ticulo 87.) 

El  art.  88  prohibe  &  cualquiera  perso- 
na interesada  en  los  edificios  mencio- 
nados en  el  proyecto  de  la  autoridad  de 
sanidad,  tomar  parte  en  las  delibera- 
ciones de  la  autoridad  local,  del  Conse- 
jo de  condado  6  de  una  comisión  rela- 
tiva á  estos  proyectos.  La  infracción  de 
esta  disposición  se  castigará  con  multa 
de  50  libras,  pero  no  llevará  consigo  la 
nulidad  del  acuerdo  adoptado. 

El  art.  89  impone  una  multa  de  20  li- 
braB  esterlinas  como  máximum  á  la 
persona  convicta  de  haber  impedido  ó 
tratado  de  impedir  á  los  agentes  de  la 
autoridad  sanitaria  el  cumplimiento  de 
sus  deberes . 

Las  contravenciones  á  la  ley  que  ana- 
lizamos se  perseguirán  según  las  for- 
mas prevenidas  en  las  leyes  sobre  ju- 
risdicción sumaria. 

Ef  art.  91  acumula  las  facultades  con- 
feridas por  la  ley  que  extractamos  á  las 
demás  conferidas  por  un  Acta  del  Par- 
lamento, por  la  ley  6  por  la  cotum- 
bre. 

Los  artículos  92  y  93  contienen  la  de- 
finición délas  expresiones  local  auto- 
rity,  disirict  y  íoeaf  rate  y  otras. 

§  V.  -  Aplicación  de  la  ley  de  18 
de  Agosto  de  1890  A  Escocia— El  ar- 
ticulo 94  sustituye,  cuando  son  cita- 
das en  la  que  extractamos  alas  dispo- 
siciones de  las  Lands  clauses  Actsl&S 
de  las  Lands  clauses  consolidations 
(Scotiand)  Act  1845,  y  alas  disposicio- 
nes de  las  Public  healt  Act,  las  de  Pu- 
blic healt  (Scotiand)  Aci  1867  y  de  las 
leyes  que  la  complementan. 

El  art.  95  adopta  ciertos  procedimien- 
tos á  las  formas  y  jurisdicciones  priva- 
tivas de  Escocia. 
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El  art.  96  enumera  un  determinado 
número  de  expresiones;  deben  reempla- 
zar &  las  empleadas  por  la  ley  que  ex- 
tractamos para  armonizarla  con  la  or- 
ganización administrativa  y  judicial  de 
Escocia,  con  su  legislación  de  la  pro- 
piedad inmueble  y  con  su  régimen  sa- 
nitario. 

El  art.  97  contiene  disposiciones  es- 
peciales destinadas  &  poner  &  salvo  los 
derechos  del  propietario  de  una  heredad 
en  caso  de  trabajos  emprendidos  con 
arreglo  a  lo  prevenido  en  la  parte  se- 
gunda de  la  ley  que  extractamos. 

§  .VI.  —  Aplicación  de  la  ley  de  18 
de  Agosto  de  l&SO  a  Irlanda.— El  ar- 
ticulo 98  subordina  la  aplicación  de 
la  ley  que  analizamos  á  un  determina- 
do número  de  modificaciones  que  enu- 
mera, encaminadas  a  poner  en  armo- 
nía las  disposiciones  de  dicba  ley  con 
la  legislación  vigente  en  Irlanda  y  con 
su  organización  administrativa  y  judi- 
cial. 

El  arl.  99  confiere  a  los  Comisarios 
de  villas  de  corta  población  en  Irlanda, 
encargados  de  los  servicios  de  alum- 
brado, limpieza,  etc.,  la  facultad  de 
adoptar  la  parte  tercera  de  la  ley  que 
analizamos,  y  consigna  el  procedimien- 
to que  ha  de  seguirse  en  esta  ma- 
teria. 

El  art.  100  incorpora  los  artículos  56 
á  64  y  99  &  103  de  la  Commisaionera  ¿lau- 
ses Acíl847,  a  la  parte  tercera  de  la 
ley  que  extractamos,  en  lo  que  concier- 
ne á  los  comisarios  de  villa,  compañías 
de  almacenes  de  depósito  y  de  obras 
de  puerto. 

El  art.  101  concede  el  derecho  de  dic- 
tar Reglamentos  á  las  compañías,  so- 
ciedades, empresas  constructoras  de 
alojamientos  para  obreros  con  arreglo 
á  la  parte  tercera  de  la  ley  que  anali- 
zamos. 


§  VII.— Disposiciones    derogatorias 

y  tranaitorlm».— La»  leyes  enumeradas 
en  el  séptimo  anexo  que  acompaña  á 
la  ley  que  extractamos  quedan  dero- 
gadas en  la  medida  que  en  el  mismo 
se  indica.  (Art.  102.) 

El  art.  103  contiene  disposiciones 
transitorias  aplicables  &  los  proyectos 
de  mejoramiento  que  hubieren  recibido 
la  aprobación  del  Parlamento  durante 
la  sesión  en  que  la  ley  que  extractamos 
ha  sido  aprobada. 

§  VIII.  —Anexos.— Anexo  primero.— 
Consiste  en  un  cuadro  de  tres  colum- 
nas en  que  se  contiene  la  indicación 
para  Inglaterra,  Escocia  é  Irlanda  y  se- 
gún la  parte  de  la  ley  que  se  trata  de 
poner  en  ejecución,  del  distrito  sanita- 
rio, de  la  autoridad  sanitaria  compe- 
tente, los  recursos  del  presupuesto  apli- 
cables. 

Anexo  segundo.  -  Disposiciones  rela- 
tivas á  la  adquisición  y  toma  de  pose- 
sión de  terrenos  en  Inglaterra,  por  vía 
de  expropiación,  y  modificativas  de  las 
Lands  clames  Aet.  Unas  y  otras  se 
contienen  en  los  35  párrafos  siguien- 
tes: 

§§  1.a  a  3.°  Depósito  de  planos  en- 
comendados al  cuidado  de  la  autoridad 
local. 

§  4."  Nombramiento  del  perito  arbi- 
tro por  la  autoridad  superior.  . 

§§  5."  &  10.  Procedimiento  ante  el 
perito  arbitro. 

§§  11  á  13.  Facultades  especíale* 
concedidas  al  perito  arbitro. 

g§  14  á  23.  Pago  del  precio  de  loa 
terrenos  expropiados. 

§§  24  á  26.  Toma  inmediata  de  pose- 
sión de  los  terrenos  mediante  el  depó- 
sito en  el  Banco  de  Inglaterra  por  la 
autoridad  local,  de  una  cantidad  deter- 
minada. 

§g  26  y  27.    Apelación  del  laudo  del 
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arbitro  para  ante  el  Jurado;  sus  formas 
y  condiciones. 

§§  28  y  29.  Gastos  y  costas  del  arbi- 
traje; su  liquidación. 

§§  30  a  32.    Disposiciones   diversas. 

§§  33  y  34.  Disposiciones  especiales 
a  Escocia. 

§  35.  Disposiciones  especiales  á  Ir- 
landa. 

Anexo  tercero. — Formalidades  que 
han  de  seguirse  y  disposiciones  legis- 
lativas que  han  de  aplicarse  para  la 
clausura  de  edificios  y  propiedades  si- 
tas en  Inglaterra,  en  Escocia  y  en  Ir- 
landa. 

Inglaterra:  Condado  administrativo 
de  Londres,  Sanitary  Act  1866,  sec- 
ción 21,  y  Niusances  remouat  Act»  1855, 
secciones  8.*,  12  y  13. 

En  las  demás  localidades,  Public 
health  Act  1875,  secciones  91,  94,  96 
y  97. 

Escocia:  Public  healih  {Scotland)  Act 
1867,  secciones  16, 18  y  19. 

Irlanda:  Public  healtk  Ireland  Act 
1878,  artículos  107, 110, 111  y  113. 


Anexos  cuarto  y  quinto.— Modelos. 

Anexo  sexto.— Reglamentación  y  po- 
licía de  una  habitación  destinada  á  alo- 
jamiento de  obreros,  en  el  caso  en  que 
hayan  de  ocuparla  mas  de  una  familia. 

Puntos  acerca  de  los  que  debe  ver- 
sar esta  reglamentación: 

1."  Gestión  y  vigilancia  que  han  de 
ejercer  los  agentes,  los  servidores  y  de- 
más personas  encargadas  de  una  ocu- 
pación ó  empleo  en  la  casa  y  propues- 
tos para  ello  por  la  autoridad  local; 

2."  Separación,  durante  la  noche,  de 
los  varones  y  jóvenes  de  más  de  ocho 
años  de  las  hembras; 

3.D  Reglas  para  asegurar  la  tranqui- 
lidad, la  seguridad,  la  buena  adminis- 
tración, la  decencia  de  lenguaje  y  pre- 
venir toda  clase  de  incomodidades; 

4.°  Deberes  de  los  agentes  de  la  au- 
toridad local. 

Anexo  séptimo.— Enumeración  de  las 
leyes  (15)  relativas  á  los  alojamientos 
obreros  votadas  desde  1851  á  1885  que 
quedan  derogadas  por  la  de  18  de  Agos- 
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